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En septiembre de 1641, en cumplimiento de un capítulo del asiento de avería 
acordado a finales de 1639 entre la corona y el Consulado de Sevilla, dos ministros de la 
Audiencia de Grados de Sevilla, el regente Paulo Arias Temprado y el oidor Juan de 
Góngora, mediante procedimientos discretos, hicieron diligencias para saber qué plata y 
otras mercancías fuera de registro se habían traído en l s galeones de la armada que 
recientemente habían llegado de las Indias y qué ministros de ella u otras personas eran 
los culpables en estos excesos1. La razón que llevó a que la corona y el Consulado 
capitularan la posibilidad de que se hicieran aquellas diligencias más o menos secretas, 
fue el interés de la monarquía de disponer de otros medios distintos a las visitas de 
armadas que se hacían por los ministros de la Casa de l Contratación, dado el poco 
fruto que judicialmente se obtenía, y la nimia cantidad de plata que salía a relucir, pese a 
ser conocido que la plata que venía de América sin registrar era abundante.  
Las respuestas de ambos ministros en sendos informes qu  enviaron al rey 
señalaron cuáles eran los problemas que se venían observando en el registro de la plata, 
pero también que aquellas comisiones no sacarían demasiado fruto por no tener apenas 
poderes con los que operar. El regente Arias Temprado informó al rey que respecto a la 
llevada y traída de mercaderías y plata fuera de regist o “no haya podido con 
particularidad y distinción ajustar las culpas de estos ministros –de la armada- de 
manera que se pueda justificar contra ellos […] solo represento a V.M. que lo público y 
que se tiene por llano es que en esta materia nadies le libre, desde el menor hasta el 
mayor, que es más la plata que se trae sin registro que con el que cada cual hace 
mercadería de ello como si fuera lícito y permitido y que esto es más cuanto mayor la 
mano […]2. Por su parte, el oidor Juan de Góngora, mostró la misma incapacidad para 
con medios tan cortos, proceder contra los oficiales d  la armada y, del mismo modo 
que el regente, manifestó que “conforme a la voz que corría de todos los hombres 
inteligentes interesados en aquel comercio con quien había comunicado la materia, se 
había traído en los galeones mucha más cantidad de plata que en otros años fuera de 
                                                
1 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias con las cartas que se han recibido de dos 
ministros de Sevilla en razón de las diligencias que se han hecho para saber la plata que se ha traídosin 
registro. Madrid, 18 de septiembre de 1641.  
2 Ibidem.  
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registro y que había entrado en Sevilla, aunque no había comenzado a correr el uso de 
ella por no haberse entregado la que está en la Casa de la Contratación […]”3.  
Lo relatado no es un caso aislado sino que, en la coyuntura en la que se 
produjeron estas diligencias de los ministros de la Audiencia de Grados, el fraude en el 
comercio sevillano con las Indias campaba a sus anchas y se había incrementado 
sobremanera debido al periodo de alta presión fiscal que el comercio venía soportando 
durante el valimiento de Olivares. A lo largo de la privanza de don Gaspar, las 
relaciones Madrid-Sevilla se hicieron cada vez más tensas, debido, entre otras 
cuestiones, a las políticas de concesión de naturalezas para comerciar con las Indias, a la 
alta presión fiscal por medio de la avería y a las arbitrariedades de la corona con la plata 
de los comerciantes, es decir, a una concepción extractiva del valido del modo de 
relacionarse con los comerciantes sevillanos. El Consulado de Sevilla encontró en el 
Consejo de Indias a su mejor aliado contra aquellas políticas olivaristas, puesto que el 
sínodo indiano se opuso, con su presidente el conde de Castrillo a la cabeza, a seguir 
por aquella senda que estaba asfixiando al comercio sevillano. Las reuniones entre el 
conde de Castrillo junto a consejeros afines a sus postulados, con los comerciantes 
sevillanos que terminaron con la firma del asiento de avería que comenzó a correr en 
1640, fueron el principio del acuerdo de los grupos opositores madrileño y sevillano 
para poner fin a aquel periodo de alta presión fiscal que tanto había perjudicado a los 
comerciantes y a la corona4.  
En aquel acuerdo para la financiación de las armadas de la defensa de la Carrera 
de Indias se capitularon algunos medios, como el relatado, para perseguir el fraude que 
perjudicaba los ingresos de la avería y los ingresos fiscales de la corona con mayor 
rigor. Entre 1640 y 1642, los comisionados para hondear galeones de la armada antes de 
la partida de los viajes para localizar mercancías fuera de registro5, o a la vuelta de las 
expediciones para sacar a la luz la plata oculta, no fueron los ministros de la Casa de la 
Contratación, debido al parecer del sínodo indiano de que si encargaban aquellas 
comisiones a los ministros de la Casa se malograrían6. Juan de Góngora, el oidor de la 
                                                
3 Ibidem.  
4 Para el marco general descrito, es imprescindible la obra de José Manuel Díaz Blanco, Así trocaste tu 
gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII (Madrid: Marcial Pons, 2012). 
5 AGI, Indiferente, 761. Consulta del Consejo de Indias sobre la conveniencia de ejecutar una de las 
condiciones del asiento de la avería sobre ondeo de un galeón al tiempo de la partida. Madrid, 19 de junio 
de 1640. 
6 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre las medidas que ha de tomar Juan de 




Audiencia de Grados, que informó al rey en 1641 de qu hacían falta medios más 
contundentes para localizar la plata fuera de registro y castigar a los culpables, fue un 
asiduo comisionado por el Consejo de Indias en aquell s labores que vinieron a sustituir 
a los ministros de la Casa en su labor de despacho y recibo de las armadas y flotas.  
La situación descrita continuó en 1642, el fraude seguía lastrando los registros, y 
el comisionado para recibir y visitar la armada del general Francisco Díaz Pimienta fue 
Juan de Góngora7. Pero varios acontecimientos ocurridos aquel año fueron el inicio de 
unos nuevos tiempos que iban a dar un nuevo rumbo al comercio sevillano. En 1642, el 
asiento de avería capitulado dos años antes quebró, dejando la financiación de las 
armadas en una complicada situación que llevó a la corona a retomar la administración 
directa por la Casa de la Contratación. Los fraudes y excesos cometidos en la 
administración de la avería eran conocidos tanto en Sevilla y Madrid, y aquella quiebra 
fue el punto y final de los asientos de avería8. Mientras, en Sevilla, los comisionados 
por el Consejo de Indias seguían ocupándose de labores c mpetenciales que tocaban a 
la Casa, las denuncias de fraude que llegaban al Consejo que señalaban la connivencia 
de los ministros de la Contratación en los mismos comenzaron a señalar la necesidad de 
tomar en consideración aquellas recomendaciones de Paulo Arias Temprado y de Juan 
de Góngora, en el sentido de arbitrar mecanismos más contundentes para perseguir con 
mayor rigor el fraude que lastraba los registros y perjudicaba los ingresos fiscales de la 
corona y la recaudación de la avería.  
Entretanto en Madrid, las políticas olivaristas en r lación al comercio sevillano, 
debilitadas por los acontecimientos acaecidos en Sevilla que le daban la razón a sus 
opositores, perdieron el favor real. El conde de Castrillo ganó posiciones ante el rey en 
su defensa de reducir la presión fiscal para restaurar el comercio y perseguir con mayor 
rigor el fraude en los registros. Era el triunfo de las posiciones mantenidas por los 
comerciantes sevillanos opuestos al valido y su concepción extractiva del comercio, 
pero también de un hombre ansioso de poder, que supo utilizar estas armas en su pugna 
con Olivares, y defender un programa político diferente al del valido, encaminado a 
revitalizar el asfixiado comercio sevillano con las Indias.  
                                                
7 AGI, Contratación, 102B.  
8 Los principales estudios sobre esta temática son: Guillermo Céspedes del Castillo, «La avería en el 
Comercio de Indias», Anuario de Estudios Americanos, 2, (1945), pp. 517-698; José María Oliva Melgar, 
«La negociación del “Nuevo Asiento” de la Avería (circa 1643-1667)», en Actas del XI congreso 
internacional de AHILA (Liverpool: Instituto de estudios Latinoamericanos, Universidad de Liverpool, 
1998), pp. 44-69; Carlos Álvarez Nogal, «Finanzas y comercio en la España del siglo XVII: la crisis de la 
Avería», en VII Congreso Internacional de Historia de América, ed. Armillas Vicente; José A (Zaragoza: 
Departamento de Educación y Cultura, 1998), pp. 1365-1374. 
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En este contexto, la necesidad de despachar una visit  que fiscalizara las labores 
de las instituciones del comercio sevillano y de sus oficiales entró en escena en las 
discusiones del Consejo de Indias y acabó por ser el mecanismo escogido para, con 
unos poderes mayores que los que tenían los comisionados de los años anteriores, poner 
en marcha en Sevilla el programa reformista auspiciado por el conde de Castrillo. El 
visitador designado fue Juan de Góngora, aquel ministro de la Audiencia de Grados de 
Sevilla que en sus comisiones había demostrado estar al corriente de los males que 
aquejaban al comercio sevillano y que para su correción había pedido en sucesivas 
ocasiones mayores poderes para sacar mayor sustancia y castigar a los culpables.  
La visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación y Consulado de Sevilla, 
que hasta el momento no había sido estudiada de manra monográfica, ha sido el objeto 
de nuestra investigación. Este estudio aborda una cestión de gran actualidad científica 
y social como son los debates sobre la corrupción, a través del análisis de una visita de 
inspección despachada a unas instituciones a las que la historiografía no ha prestado aún 
toda la atención que merecen, como son la Casa de l Contratación y el Consulado de 
Sevilla. El estudio de los mecanismos de control de la corrupción utilizados por la 
monarquía hispánica ha conocido un renovado interés en los últimos años y, sin duda, 
constituye uno de los temas que actualmente se encuentra presente con vigor en la 
historiografía modernista española. No en vano, la corrupción y los mecanismos de 
control de la corrupción han sido objetos de estudio de forma monográfica en diversos 
congresos y seminarios especializados9, a í como en la publicación de monografías y 
dossier de revistas científicas10. Estos encuentros y trabajos han permitido recorrer un 
                                                
9 Baste citar los encuentros científicos celebrados en el marco del proyecto de investigación “Entre 
venalidad y corrupción en el Antiguo Régimen”, dirigido por el profesor Francisco Andújar Castillo: 
Seminario de jóvenes investigadores “La enfermedad de la monarquía: Corrupción y anticorrupción en 
España y América (siglos XVII-XVIII)”, celebrado en Almería en diciembre de 2016 y el Congreso 
Internacional “Debates sobre la corrupción en el mundo Ibérico” que tuvo lugar en Madrid en mayo de 
2017, y ya enmarcado en un nuevo proyecto titulado “Dinámicas de corrupción en España y América en 
los siglos XVII y XVIII: prácticas y mecanismos de control” también dirigido por Francisco Andújar 
Castillo, el Seminario “Controlar y reformar los Imperios Ibéricos (siglos XVII-XVIII), celebrado en la
Casa de Velázquez de Madrid el 7 y 8 de marzo de 2019 y el Seminario “Trayectorias virreinales en las 
Indias. Negocios privados y servicio al rey (siglos XVI-XVIII), celebrado en la Casa de Velázquez de 
Madrid los días 6 y 7 de febrero de 2020.  
10 Sin ánimo de ser exhaustivo, destacaremos por su relevancia el libro Mérito, Venalidad y Corrupción 
en España y América. Siglos XVII y XVIII, ed. Pilar Ponce Leiva y Francisco Andújar Castillo (Valencia: 
Albatros, 2016); el libro Debates sobre la corrupción en el mundo Ibérico, ed. Francisco Andújar Castillo 
y Pilar Ponce Leiva (Alicante: Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2018); o los dosier de revista que 
vieron la luz en 2017 como el coordinado por Pilar Ponce Leiva, «Debates y consensos en torno a la 
corrupción en la América hispana y portuguesa, siglo  XVI-XVIII. Presentación», Revista Complutense 
de Historia de América, 43, (2017), pp. 15-19; o el coordinado por Inés Gómez González, «La lucha 
contra la corrupción en la Monarquía Hispánica: las visitas y otros mecanismos anticorrupción», Tiempos 
modernos. Revista Electrónica de Historia Moderna, 35, (2017), pp. 280-283. Y más recientemente, en el 
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necesario camino a la hora de precisar desde la pertinencia del uso del propio término 
“corrupción” para referirnos a las sociedades de la Ed d Moderna, o la importancia de 
los contextos para diferenciar actos constitutivos de delito cometidos por los servidores 
del rey y que eran perseguidos por la justicia.  
Por otro lado, esos estudios han sido importantes para avanzar en el conocimiento 
de las fuentes documentales más utilizadas para historiar la corrupción, como son las 
derivadas de los mecanismos de control puestos en marcha por la monarquía para 
fiscalizar la labor de los agentes de gobierno en el ejercicio de sus cargos, pero que 
además se utilizaron para asegurar la operatividad y el funcionamiento de las 
instituciones y, por ende, de la propia monarquía, en aras sobre todo a introducir 
reformas en la administración. El estudio de los sistemas de control de los oficiales de la 
monarquía hispánica ha evolucionado en los últimos años de una manera análoga al 
desarrollo de las investigaciones sobre la corrupción política durante el Antiguo 
Régimen. Entre dichos mecanismos de control, cabe destacar a las visitas, juicios de 
residencia, pesquisas, inventarios de bienes y tomas de cuentas. 
Al respecto, conviene subrayar que la importancia de esos mecanismos de control, 
se constata en su institucionalización y regulación jurídica para combatir prácticas que 
entrarían bajo la calificación de corrupción, que así eran percibidas por las sociedades 
modernas y que perseguían, no solo controlar y fiscalizar la acción de gobierno de los 
servidores del rey e imponer castigos como sanciones económicas o la suspensión o 
privación del cargo, sino también dar cuenta del mafuncionamiento crónico del 
sistema y arbitrar reformas encaminadas a ponerle rem dio11. 
Las visitas a la Casa de la Contratación fueron frecuentes durante el siglo XVI y 
resultaron esenciales para que desde el Consejo de Indias se dictaminaran nuevas 
ordenanzas en una institución joven y que tuvo, hasta las ordenanzas definitivas de 
1552, muchos aspectos dudosos y conflictivos. Las visitas continuaron después de 1552 
y fueron importantes para muchos de los cambios que se produjeron en la institución. 
Sin embargo, en el siglo XVII, la Casa de la Contratación, y con ella el Consulado de 
Sevilla, solo conocieron dos visitas, y ambas en la primera mitad del siglo XVII. La 
                                                                                                                                    
2019 el dosier coordinado por Francisco Andújar Castillo y Alfonso Jesús Heredia López, «Presentación. 
Controlar y reformar la Monarquía Hispánica (siglos XVI-XVIII)», Memoria y civilización: anuario de 
historia, 22, (2019), pp. 183-189. 
11 Un balance sobre las investigaciones de estos mecanismos de control en: Francisco Andújar Castillo, 
Antonio Feros Carrasco, y Pilar Ponce Leiva, «Corrupción y mecanismos de control en la Monarquía 
Hispánica: una revisión crítica», Tiempos modernos: Revista Electrónica de Historia Moderna, 35, 
(2017), pp. 284-311. 
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visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación y Consulado de cargadores a 
Indias de Sevilla, que se inició en 1642, concluyó en Sevilla en 1648 -si bien las 
sentencias fueron pronunciadas por el Consejo de Inias entre 1654 y 1659- fue la 
última visita de inspección que recibieron ambas intituciones. El tratamiento 
historiográfico de esta visita no ha sido muy diferente a las anteriores12, pues no han 
sido objeto de atención de ningún estudio monográfico. Con esta investigación, 
pretendemos contribuir a rellenar este vacío historiográfico sobre las visitas a las 
instituciones rectoras de la Carrera de Indias.  
No obstante, el planteamiento de este estudio va más allá del análisis de la visita 
de Juan de Góngora a las instituciones del comercio sevillano, pues tiene como 
preocupación de fondo, contribuir a un mejor conocimiento del funcionamiento de 
dichas instituciones en una coyuntura difícil y de cambios en el comercio atlántico. El 
trabajo de investigación excede con mucho la visita de control para enmarcarla en un 
contexto de cambios, tanto en la administración general de la monarquía como en la 
forma que los nuevos tiempos del reinado de Felipe IV comenzaron a entender el 
comercio americano tras la caída en desgracia del conde-duque de Olivares.  
La minuciosidad y complejidad de la investigación deviene del objeto mismo de 
estudio, pues las prácticas que podríamos denominar corruptas no se observan 
fácilmente en la documentación. Sin embargo, mediante u a metodología basada en el 
cruce de fuentes y en la reducción de la escala de obs rvación que nos ha permitido salir 
del propio mecanismo de control, además de hacer una reconstrucción fáctica de los 
hechos de la visita, hemos aportado una visión detallada de cómo funcionaban las 
instituciones visitadas en la coyuntura estudiada, y dónde se situaban las 
responsabilidades de los oficiales de la Casa de la Contratación en los males que 
aquejaban al comercio con las Indias.  
En los dos primeros capítulos abordamos el estado de la cuestión en relación a la 
historiografía de los mecanismos de control puestos en marcha por la monarquía 
hispánica para fiscalizar la labor de los oficiales r ales, y presentamos la metodología y 
las fuentes que se han utilizado en esta investigación. 
                                                
12 Las referencias a las visitas a la Casa de la Contratación y Consulado de Sevilla tan solo se encuentran 
en obras generales que han tratado el tema sin entrar en detalles y como un asunto más en el estudio de 
dichas instituciones. Ernesto Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización 
del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias (Madrid: Marcial Pons, 2003). Ernesto Schäfer, 
«La Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla durante los siglos XVI y XVII», Archivo hispalense: 
Revista histórica, literaria y artística, 13.14, (1945), pp. 149-162. 
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Los capítulos tercero y cuarto constituyen una inmersión en el contexto en que se 
encontraban ambas instituciones antes de ser visitada , en las relaciones entre el 
Consejo de Indias con el comercio sevillano, en las posiciones ganadas por el conde de 
Castrillo, presidente de Indias antes de la caída en d sgracia de Olivares, que 
propiciaron un cambio de rumbo en las relaciones entre los círculos gubernamentales y 
el comercio sevillano. Por otro lado, se analiza la venalidad de cargos de la Casa de la 
Contratación en las décadas antecedentes a la visit, y otras formas que tuvieron los 
comerciantes a Indias para establecer unas relaciones más estrechas con los oficiales de 
la Casa que luego iban a controlar y supervisar sus tratos y negocios, como fueron las de 
estar presentes en las obligaciones de fianzas de aquellos cargos de la Casa que debían 
hacer frente a esta obligación antes de entrar a ejercer sus oficios. En suma, estos 
capítulos tratan de indagar en el contexto de la política comercial de la monarquía y en 
el contexto local de las instituciones visitadas para tener una mejor visión de las 
mismas, de los actores que las vertebraron y que fueron los visitados y acercarnos con 
mayor rigor a las motivaciones y orígenes de la visita de Juan de Góngora.  
Tras situar el contexto en que se encontraban las instituciones con anterioridad a 
la visita y las motivaciones que originaron su despacho, nos ocupamos de analizar la 
figura del visitador y el ámbito político en que fue tomada la decisión de despachar una 
visita a la Casa de la Contratación y Consulado de Sevilla, así como la designación del 
visitador en la persona de Juan de Góngora. A la hor  de analizar una visita de 
inspección, la figura del visitador resulta fundamental, pues del análisis de su persona y 
del grupo de apoyo con el que contara en la Corte, también es posible inquirir en los 
objetivos de la inspección. Era necesario que el visitador fuera un perfecto conocedor de 
donde se situaban los males del comercio en Sevilla par  que los objetivos de la visita 
llegaran a buen término, y entre los cuales estaba la ejecución del programa reformista 
que auspiciaba el conde de Castrillo. Juan de Góngora, además de haber ejercido desde 
1640 como juez de comisión del Consejo de Indias en asu tos muy parecidos a los que 
luego iba a ejecutar cuando fue designado visitador, tenía vínculos clientelares con el 
conde de Castrillo, que le convirtieron en la persona idónea para visitar las instituciones 
del comercio sevillano. Por supuesto, los momentos iniciales de este mecanismo de 
control en Sevilla no fueron fáciles, y a las resist ncias de los visitados a ser 
inspeccionados debemos sumar las competencias entre la jurisdicción de la visita y la 
propia Casa de la Contratación y otras administraciones reales de Sevilla como la 
Audiencia de Grados. 
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Tras estudiar el contexto político y administrativo en el que germinó y comenzó 
su andadura en Sevilla la visita de Juan de Góngora, an lizamos los procedimientos 
inquisitivos de la visita a la Casa de la Contratación sobre todas las labores 
competenciales de la institución. Las pesquisas de la visita hacia las tareas de los 
oficiales de la Casa permiten vislumbrar el grado de percepción que se tenía en Sevilla 
de los grandes males que aquejaban al comercio con las I dias y la responsabilidad de 
los oficiales de la Casa que se habían salido de los cauces del buen gobierno en los 
mismos. Además, al unísono que abordamos el estudio de los procedimientos 
inquisitivos del visitador, también detallamos el funcionamiento de todas las parcelas de 
la Casa que fueron visitadas, ofreciendo una visión más objetiva de dónde se situaban 
los problemas en su administración con respecto a lo dictado en las ordenanzas de la 
institución y demás leyes dadas para su gobierno.  
El capítulo séptimo está dedicado al juzgado de Indias e Cádiz, un organismo 
dependiente de la Casa de la Contratación que se encargaba del despacho de las naos 
que comerciaban con las Indias desde la ciudad gaditan  y que canalizaba la gestión del 
tercio de toneladas reservado en las flotas a los comerciantes de aquella ciudad. Aunque 
la Casa de la Contratación se intitulaba como “de Sevilla”, la presencia de sus ministros 
en Cádiz fue una realidad desde los primeros momentos de la Carrera de Indias. Las 
llamadas “bajadas a los puertos” para las tareas de despacho o recibo de las armadas y 
flotas constituían una de las labores de los oficiales de la Casa en Cádiz, pero también la 
residencia fija de un juez oficial, con atribuciones más reducidas que las de la sala de 
gobierno de la Casa, aunque con el papel de despachar l s embarcaciones que salían del 
puerto gaditano para las Indias, formaron la escena política de Cádiz en relación a la 
Carrera de Indias. Por ello, analizamos la incidencia de la visita en el juzgado gaditano a 
través de los procedimientos del visitador, con un análisis más exhaustivo de los 
oficiales visitados, dado que el número de oficiales es el menor de las instituciones 
visitadas –tres oficiales- para finalizar con las consecuencias que tuvo la visita en los 
ministros del juzgado de Indias de Cádiz.  
Tras analizar los procedimientos inquisitivos de la visita en Sevilla y Cádiz, la 
resolución de la visita en el Consejo de Indias centra la atención del capítulo octavo. 
Partiendo del análisis de la formación y de los miembros que juzgaron la inspección en 
la “sala de la visita de la Casa de la Contratación”, nombre que recibió la sala que se 
encargó de pronunciar las sentencias en el sínodo, analizamos tanto las condenas firmes 
como las reformas que trajo consigo la visita a la institución reguladora del comercio. 
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Las condenas resultantes de la visita se analizan desde una doble perspectiva: por un 
lado, las condenas generales a las distintas salas de l  institución –sala de gobierno, sala 
de justicia y contaduría de averías- y, por otro lado, las condenas particulares a los 
ministros y oficiales de la Casa, desde los presidentes, hasta los escribanos y oficiales 
subalternos.  
El Consulado de Sevilla, objeto también de la visita, fue la parte de la inspección 
donde encontró mayores dificultades el visitador, al menos en sus inicios, pues 
convertido desde hacía décadas en el principal interlocutor de la monarquía en los 
asuntos relacionados con la Carrera de Indias, intentó desvincularse de la visita, recusar 
al visitador y reformar la comisión que tenía Juan de Góngora para escapar de sus 
pesquisas. Todas estas acciones, sin éxito, evidenciaro  que los comerciantes no se lo 
iban a poner fácil al visitador, pero aun así no tuvieron más remedio que aceptar el 
mandato regio a ser inspeccionados, de modo que casi treinta años de administración del 
órgano de gobierno de los comerciantes se situaron baj  la lupa inquisitiva de Góngora.  
Nuestra investigación va más allá del estudio del Consulado para ofrecer un 
análisis del funcionamiento de las administraciones d l órgano consular que fueron 
visitadas para acercarnos con más objetividad y analiz r con más detalle dónde se 
situaban los abusos y excesos de los comerciantes e las administraciones propias del 
Consulado y en aquellas de la corona que eran gestionadas por el órgano de gobierno de 
los comerciantes. A todas estas cuestiones va dedicado el capítulo noveno.  
Finalmente, abordamos las consecuencias que tuvo la isit  para el Consulado 
sevillano en forma de condenas firmes y las reformas que se plantearon tras la visita. Al 
mismo tiempo se identifican dónde se situaron los principales abusos y excesos 
cometidos por los dirigentes del órgano de gobierno de los comerciantes en las referidas 
administraciones. En esas últimas páginas, tendremos ocasión de comprobar cómo, las 
desviaciones de la ley observadas en el análisis de los procedimientos del Consulado en 
la gestión de las administraciones de su competencia se tradujeron en condenas firmes a 
los dirigentes del órgano mercantil y en reformas pra que estas transgresiones no se 
perpetraran con tanta facilidad.  
En definitiva, las páginas que siguen a continuación relatan la historia de una 
visita de inspección realizada por Juan de Góngora a l s instituciones del comercio 
sevillano, despachada en un contexto de cambios en la administración que pretendió 
contribuir a cambiar la concepción de la Carrera de In ias que había llegado al ecuador 
del reinado de Felipe IV en unas condiciones difíciles de sostener por mucho tiempo. 
19 
 
Como veremos, la visita y las actuaciones del visitador permitieron sacar a la luz los 
principales problemas del sistema, múltiples delitos perpetrados por los oficiales de la 
Casa de la Contratación que fueron en detrimento del funcionamiento de la Carrera de 
Indias y la imagen de un Consulado de Sevilla, patrimonializado por los grandes 
comerciantes de origen castellano, reacios a perder sus privilegios en el comercio 
indiano. Aunque la visita supuso ciertos cambios esenciales en la administración de la 
Casa de la Contratación y del Consulado de Sevilla, para que se produjeran cambios 
sustanciales en las instituciones y en el modelo de Carrera de Indias legado hasta ese 
momento habría que esperar a la década de 1660, cuando se produjo la reforma de la 
avería y la extinción de la obligatoriedad del registro de mercancías. Estas acciones 
vinieron a consagrar una política fiscal más suave, mi ntras el centro de gravedad de los 
negocios comerciales se desplazaba de Sevilla a Cádiz. Con toda probabilidad esas 
reformas no habrían sido posibles sin la información manada de la visita de Juan de 


























CAPÍTULO 1. ESTADO DE LA CUESTIÓN  
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En la historiografía moderna los estudios sobre los medios de control para 
supervisar la actuación de los oficiales de la monarquí  hispánica durante el Antiguo 
Régimen han tenido un mayor desarrollo aquellos que se han ocupado de la aplicación 
de estos mecanismos en América. No obstante, en España, aun faltando una monografía 
que abarque la complejidad del tema, durante las décadas finales del siglo XX, el 
volumen de estudios destinados, sobre todo, al análisis de la exigencia de 
responsabilidad a los oficiales en Castilla, se han multiplicado, en especial en torno a la 
figura del corregidor.  
El presente estado de la cuestión pretende contextualizar el marco historiográfico 
en el que se desenvuelve nuestra investigación, plateando cuál ha sido la evolución de 
estos estudios a lo largo del siglo XX, y el recorrid  de la historiografía sobre los 
medios de control y exigencia de responsabilidad de los oficiales de la monarquía 
hispánica en el Antiguo Régimen durante los últimos años.  
Si analizamos la evolución de la historiografía española que ha versado sobre este 
tema, inevitablemente, la mayoría de los trabajos pr ceden de la historia del derecho 
castellano, de la legislación que fue incluyendo, a medida que se fue acrecentando el 
poder real. En menor medida, otros estudios se han destinado a analizar el 
procedimiento de puesta en práctica de estos mecanismos, generalmente mediante 
estudios de caso, pero pocos han sido los que han analizado la eficacia de los mismos. 
Es por ello que creemos necesario hacer un repaso historiográfico por los estudios que 
han tratado este tema, desde los orígenes medievales de stos mecanismos de control en 
Castilla, y su evolución en la Edad Moderna, pero también, cómo se desarrollaron en 
otros territorios de la monarquía hispánica, como la corona de Aragón, Italia, y por 
supuesto, su expansión a América, lugar donde estosudios han tenido un volumen 
mucho mayor.  
 
1.1. La historiografía sobre los orígenes medievales de los mecanismos de control 
de los oficiales reales en Castilla y Aragón.  
 
Los mecanismos de control para la exigencia de responsabilidad de los oficiales 
reales en el Antiguo Régimen se conformaron a partir de la herencia de la Edad Media. 
Se regularon principalmente en dos modalidades o momentos de ejecución, durante el 
tiempo que se ejercía el oficio, “constante officio”, y acabado el desempeño del cargo, 
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“post officio dimisso”13. Según Benjamín González Alonso, esto se debía a que a veces 
era el poder real el que aspiraba a controlar a sus propios agentes, mientras que otras 
veces de lo que se trataba era más bien de poner a disposición de los particulares 
agraviados los instrumentos adecuados para exigir la depuración de la responsabilidad. 
Por otra parte, no resultaba posible llevar a cabo por el mismo procedimiento el control 
de los oficiales temporales, que el de aquellos que habían sido “agraciados”, con oficios 
indefinidos, normalmente vitalicios14.  
Empezaremos nuestro análisis por el medio de control que más atención ha 
recibido por parte de la historiografía, el juicio de residencia. El trabajo de Luis García 
de Valdeavellano15, constituye uno de las obras pioneras que analiza los orígenes 
medievales del juicio de residencia en Castilla y ls fuentes en las que se inspiraron los 
juristas del derecho castellano medieval. En Castill , en la segunda mitad del siglo XIII, 
las Partidas de Alfonso X reconocían la residencia, aunque aún no se le otorgaba ese 
nombre, como el mecanismo para exigir responsabiliddes a los jueces castellanos al 
cesar en su oficio. Casi al mismo tiempo, en 1283, Pedro III de Aragón instauró en 
Cataluña un procedimiento análogo, “la purga de taula”, con vigencia en otros 
territorios de la corona de Aragón, procedimiento que fue estudiado por Jesús Lalinde 
Abadía16. Pero en primer lugar, trataremos los orígenes medievales del juicio de 
residencia en Castilla.  
La génesis del juicio de residencia en Castilla ha sido abordada sobre todo por los 
historiadores del derecho. Principalmente, dos tipos de trabajos se ocuparon desde la 
segunda mitad del siglo XX de desarrollar esta cuestión. En primer lugar, trabajos 
específicos sobre el tema, y en segundo lugar, obras de carácter general sobre la figura 
del corregidor castellano, que incluyen la exigencia de responsabilidades a estos 
oficiales. El trabajo clásico de Luis García de Valde vellano, demuestra que en el 
derecho medieval castellano hay un antes y un después q e habría que situarlo en la 
época de redacción de las Partidas y que las fuentes qu  tomaron como referencia los 
                                                
13 José María García Marín, El oficio público en Castilla durante la Baja Edad Media (Madrid: Instituto 
Nacional de Administración Pública, 1987).  
14 Benjamín González Alonso, «Los procedimientos de control y exigencia de responsabilidad de los 
oficiales regios en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglos XIII-XVIII)», Anuario de la Facultad 
de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, 3.4, (2000), pp. 249-272 (p. 252). 
15 Luis García de Valdeavellano, «Las partidas y los orígenes medievales del juicio de residencia», 
Boletín de la Real Academia de la Historia, (1963), pp. 205-246. 
16 Jesús Lalinde Abadía, «La Purga de Taula», en Homenaje a Vicens Vives (Barcelona: Universidad de 




juristas castellanos bajomedievales en lo relativo al juicio de residencia fueron las 
fuentes jurídicas del Bajo Imperio Romano17, concretamente, una constitución del 
emperador romano Zenón del año 478, incluida después en el Código de Justiniano, el 
propio Código, el Digesto, y las Novelas Justinianeas, además de existir un 
conocimiento en la época de redacción de las Partidas del syndicatus o sindicato que era 
aplicado en el reino de Sicilia y en las ciudades italianas del siglo XIII y de las fuentes 
canónicas18, como la Bula de Inocencio IV que disponía que los magistrados debían 
someter a syndicatus a sus predecesores en el oficio19. Otro de los trabajos clásicos 
sobre el juicio de residencia, pero sobre su desarrollo en el reinado de los Reyes 
Católicos fue el realizado por Rafael Serra Ruíz20, que se adentró en la gestación y 
desarrollo de la Pragmática de los Reyes Católicos dada en Sevilla el 9 de junio de 1500 
destinada a corregidores y al juicio de residencia. Es en estos años cuando se da forma 
con proyección a la residencia y se prepara para su expansión a Indias. En los juicios de 
residencia, no así en otros procedimientos de control que pusieron en marcha los Reyes 
Católicos, no es posible hablar de novedades radicales. En la Pragmática de 1500 se 
acuñó la expresión “juez de residencia” para designar a los comisionados elegidos por 
los reyes entre personas con conocimientos técnicos que llevaban a cabo la referida 
inspección post desempeño del oficio.  
Tras estos trabajos específicos desarrollados en los añ s 60 del siglo pasado, la 
inclusión de la exigencia de responsabilidades en estudios de carácter más amplios, 
dedicados a la figura del corregidor castellano, arroj ron luz sobre el juicio de 
residencia en la baja Edad Media. Dos son los autores que se ocuparon de este tema en 
sus obras sobre el corregidor castellano. Benjamín Go zález Alonso, en su estudio de 
                                                
17 Para las fuentes romanas de las partidas de Alfonso X, ver: Antonio Pérez Martín, «Fuentes romanas en 
las Partidas», Glossae: European Journal of Legal History, 4, (1992), pp. 215-246. Antonio Pérez Martín, 
«La obra legislativa Alfonsina y puesto que en ellaocupan las siete partidas», Glossae: European Journal 
of Legal History, 3, (1992), pp. 67-84. Concretamente en lo relativo a las fuentes en las que se basaron los 
juristas castellanos bajomedievales para el juicio de residencia, ver entre otros trabajos: Elena Quintana 
Orive, «Acerca de la recepción del Derecho Romano en las Partidas de Alfonso X el Sabio en materia de 
responsabilidad de los oficiales públicos en la Baja Edad Media. Precedentes romanos del “juicio de 
residencia”», Revue internationale des droits de l’antiquité, 59, (2012), pp. 355-373. Elena Quintana 
Orive, «Precedentes romanos del “juicio de residencia”», Revista General de Derecho Romano, 20, 
(2013), pp. 1-17. Manuel Torres Aguilar, «Sobre el control de los oficiales públicos en la Castilla 
bajomedieval y moderna. La larga pervivencia del derecho romano», Revista de administración pública, 
128, (1992), pp. 171-182.  
18 Antonio García García, «Fuentes canónicas de las Partidas», Glossae: European Journal of Legal 
History, 3, (1992), pp. 93-101. 
19 García de Valdeavellano, «Las partidas y los orígenes medievales del juicio de residencia», p. 23. 
20 Rafael Serra Ruiz, «Notas sobre el juicio de residencia en época de los Reyes Católicos», Anuario de 
Estudios Medievales, 5, (1968), pp. 531-546. 
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larga duración nos aportó las claves sobre el ordenamiento jurídico y el desarrollo de la 
residencia desde que fuera incluida en las Partidas. Por su parte, Agustín Bermúdez 
Aznar, en su estudio sobre el corregidor en Castill en la baja Edad Media, analizó con 
destreza las Cortes castellanas del siglo XV y las quejas de los procuradores con 
respecto a la inobservancia de la residencia. González Alonso señaló que a partir de la 
introducción del todavía innominado juicio de residncia en las Partidas, entramos en un 
periodo de eclipse y no cumplimiento de esta normativa, hasta que Alfonso XI en el 
Ordenamiento de Alcalá de 1348 estableció la responsabilidad de los corregidores por 
medio de este procedimiento, pero con un cambio sustancial respecto a las Partidas: se 
permitió la residencia mediante procurador o personero, lo que llevará aparejado las 
persistentes quejas de los representantes de las ciudades con voto en Cortes, que veían 
en esta novedad una válvula de escape del corregido en el momento de terminar su 
oficio y prestar residencia, pues consideraban más adecuada la vuelta a los preceptos de 
las Partidas21. El ordenamiento de Alcalá de 1348 es la norma básica por la que en 
adelante se regirían los juicios de residencia, que tras reaparecer, volvieron a eclipsarse, 
cumpliéndose deficientemente, pues así lo atestiguan los testimonios en las Cortes 
castellanas del siglo XV22. 
Pero sin duda, el trabajo más importante dedicado en exclusiva al juicio de 
residencia medieval en Castilla, fue realizado por Benjamín González Alonso, que, 
entre otras cosas, se cuestionó el por qué de la inclus ón de esta forma de control en las 
Partidas, ya que en el Fuero Real había ciertos mecanismos jurídicos y extrajurídicos 
para paliar las deficiencias de los oficiales reales, p ro nada tenían que ver con el juicio 
de residencia. La conclusión de este autor es que la t ndencia al fortalecimiento del 
poder real generó la necesidad de un aparato de dominación a la altura de la época, y 
por ello se introdujo en Castilla el juicio de residencia23. Por tanto, la residencia no se 
inventa, sino que se redescubre, ni tiene una aparición fortuita, sino que estaría ligada al 
desarrollo del fortalecimiento del poder real. Además, analizó el contenido de la 
legislación Alfonsina sobre la cuestión, y que se pu de sintetizar en la Partida III que 
aborda la justicia y el procedimiento judicial, en la III, 4, 6, que regula la residencia, sin 
                                                
21 Benjamín González Alonso, El Corregidor castellano (1348-1808) (Madrid: Instituto de Estudios 
Administrativos, 1970). 
22 Sobre el análisis de las Cortes del siglo XV y las quejas de los procuradores con respecto a la 
inobservancia de la residencia, ver: Agustín Bermúdez Aznar, El Corregidor en Castilla durante la Baja 
Edad Media (1348-1474) (Murcia: Universidad de Murcia, 1979).  
23 Benjamín González Alonso, «El juicio de residencia en Castilla: origen y evolución hasta 1480», 
Anuario de historia del derecho español, 48, (1978), pp. 193-248. 
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darle esta denominación, regulando la prestación de juramento del oficial que va a 
desempeñar un cargo, y la toma de fiadores que garanticen su permanencia durante 50 
días en el lugar donde impartieron justicia para responder en derecho a los querellosos 
que de ellos hubiesen recibido daño. El juicio de residencia de las Partidas debía ser 
pregonado por el encargado de llevar a cabo este juicio especial y alcanzaba a los jueces 
y adelantados, no al resto de los oficiales reales, prohibía rendir residencia por 
personero o procurador y admitía la presencia en el juicio de testigos de los oficiales 
subordinados y colaboradores del juez residenciado24. Pero aun existiendo dificultades 
en la consolidación de la residencia a corto plazo, es a finales del reinado de Enrique III 
de Castilla en el siglo XV, cuando ésta se vincula directamente con el cargo de 
corregidor y sus auxiliares, y se convierte en el arma más poderosa de las ciudades 
contra sus corregidores, haciendo muy difícil una vuelta atrás en el control de los 
oficiales reales mediante este procedimiento, que como atestiguan los documentos, a 
inicio del siglo XV ya recibía el nombre de juicio de residencia25. Aun habiéndose dado 
nuevos bríos a la residencia en el reinado de Enrique III, y aplicándose en ocasiones 
aisladas, en los años posteriores continuó la tendencia a la difícil consolidación de la 
misma. Tendremos que esperar hasta el reinado de los Reyes Católicos para llegar a una 
regulación sustancial y que dé visos de cumplimiento a este juicio especial que es la 
residencia.  
En un estudio más reciente, de nuevo, Benjamín González Alonso nos da las 
claves sobre por dónde discurrieron las pequeñas innovaciones que incluyeron los 
monarcas católicos. Para el juicio de residencia se matiza su estatuto en el 
Ordenamiento de Toledo de 1480, concretamente en laley 58, que a diferencia de las 
leyes anteriormente citadas de las Partidas y Ordenami to de Alcalá, referidas a este 
medio de control que apenas tuvieron puesta en práctica, la ley 58 del Ordenamiento de 
Toledo se aplicó con mayor intensidad, pues sólo en 1490 se celebraron más de treinta 
residencias26. No obstante, aunque la finalidad de la residencia siguió siendo la misma 
antes y después del reinado de los Reyes Católicos, permitir que los súbditos agraviados 
por la actuación de los jueces temporales y sus colaboradores obtuviesen la satisfacción 
de sus legítimos intereses a raíz del cese en el cargo de los oficiales que habían 
                                                
24Ibidem. p. 205. 
25Ibidem. p. 234. Sobre el documento más antiguo en el que se llama a la residencia por su nombre, y se 
celebra con fidelidad al procedimiento de las normas castellanas, véase también, González Alonso, «Los
procedimientos de control y exigencia de responsabilid d de los oficiales regios en el Antiguo Régimen 
(Corona de Castilla, siglos XIII-XVIII)», p. 258. 
26 Ibidem. p. 260. 
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lesionado injustamente sus derechos, se convirtió además en una forma inmejorable de 
allegar información sobre los oficiales residenciados y sobre el estado de los lugares en 
los que habían desempeñado el oficio, así como de su situación contable27.  
Junto a esta forma de exigir responsabilidades a looficiales reales tras finalizar el 
desempeño de sus cargos, existieron otras formas de fi calizar su labor en cualquier 
momento del desempeño del oficio, fundamentalmente a través de la pesquisa y la visita 
que, en sus orígenes medievales, pasaremos a analizar a continuación. Comenzaremos 
por la pesquisa, para en segundo lugar examinar lo propio sobre la visita.  
Desde la Historia del Derecho se han abordado, una vez más, los procedimientos 
de control y disciplina de los oficiales reales durante el desempeño de su cargo, o como 
lo citamos más arriba, en “constante officio”. La pesquisa era conocida en la Edad 
Media castellano-leonesa, su aparición en los fueros de las ciudades medievales 
castellanas, y su distinción entre el inicio mediante denuncia de particulares agraviados, 
o por parte del rey, de oficio, como prerrogativa re l, ha sido objeto de discusión en 
varios trabajos. En lo que respecta a nuestra investigación, en la Edad Media al igual 
que en la Edad Moderna, se utilizó entre otras averiguaciones, para conocer la verdad en 
la actuación de jueces y oficiales28 a través del proceso inquisitivo que hizo que los 
testigos interrogados dejaran de ser parte y pasaran  ser imparciales y objetivos, 
testificando sobre los hechos ocurridos de los que tenían conocimiento directo29.  
Como anteriormente, haremos retrospectiva hasta la época de la redacción del 
Fuero Real y de las Partidas, sin ir más allá, aunque como hemos apuntado, la pesquisa 
ya era conocida y empleada en Castilla anteriormente. En sendos trabajos Benjamín 
González Alonso y Carlos Garriga Acosta han tratado magistralmente los orígenes de la 
pesquisa y la visita respectivamente, y en sus trabajos nos basaremos a la hora de llevar 
a cabo parte de nuestro análisis en esta cuestión30. Ambos autores retroceden es sus 
respectivos estudios hasta la época de la redacción del Fuero Real, que establece que el 
                                                
27 González Alonso, «Los procedimientos de control y exigencia de responsabilidad de los oficiales regios 
en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglos XIII- VIII)», p. 261. 
28 Joaquín Cerdá Ruiz-Funes, «En torno a la pesquisa y procedimiento inquisitivo en el derecho 
castellano-leonés de la Edad Media», Anuario de historia del derecho español, 32, (1962), pp. 483-518. 
29 María Isabel Alfonso Antón y Cristina Jular Pérez-Alfaro, «Oña contra Frías o el pleito de los cien 
testigos: Una pesquisa en la Castilla del siglo XIII», Edad Media: revista de historia, 14.3, (2000), pp. 
61-88. 
30Sobre los orígenes medievales de la pesquisa, González Alonso, «Los procedimientos de control y 
exigencia de responsabilidad de los oficiales regios en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglos 
XIII-XVIII)», p. 253. Sobre los orígenes medievales de la visita, Carlos Antonio Garriga Acosta, 
«Control y disciplina de los oficiales públicos en Castilla: la “visita” del Ordenamiento de Toledo 
(1480)», Anuario de historia del derecho español, 60, (1991), pp. 215-390.  
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rey puede tomar la iniciativa de mandar hacer pesquisas, tanto generales como 
especiales (IV, 20, 12)31, pero sobre todo, centran su análisis en las Partidas, en las que 
se diferenciaron con mayor claridad estas dos modalidades de pesquisa, concretando la 
pesquisa especial, que se sitúa como un mecanismo utilizado siempre que conste la 
existencia de un hecho delictivo concreto, o cuando menos, si se presume de algunos 
cometidos por alguien sospechoso o infamado.  
Al igual que ocurrió con la residencia, la pesquisa tras su inclusión en las Partidas, 
tuvo un camino difícil y tortuoso de implantación e Castilla durante los siglos XIV y 
XV. Tendremos que esperar a los últimos años del reinado de Alfonso XI, para ver 
cómo se amplió la magnitud de la pesquisa, aunque con poco tiempo de duración. Los 
alcaldes veedores que Alfonso XI creó ad hoc no eran otra cosa que jueces delegados 
para hacer pesquisa sobre cómo habían usado sus oficios los oficiales de las ciudades y 
las villas durante los cinco años precedentes al momento de la pesquisa32. Más tarde, en 
las Cortes de Toro de 1371, el primer representante de los Trastámara, Enrique II 
pretenderá controlar periódicamente la conducta de los oficiales de justicia en sus 
oficios, velando así por el beneficio de los particulares, sin renunciar a castigar y 
corregir el resultado de su negligencia cuando se produjese. Pretendía hacerlo mediante 
unos agentes, a los que la historiografía ha llamado “visitadores”. No hay duda que en 
las Cortes de Toro, Enrique II avanzó hacia la configuración de lo que posteriormente se 
llamara “visita”, pero tampoco tenemos duda de que los “visitadores” creados por el 
monarca Trastámara eran pesquisadores generales, agentes de una pesquisa general 
sobre el conjunto de los oficiales de justicia de una determinada “provincia” que tenía 
por objeto la averiguación de su estado, con la finlidad prioritaria de evitar la merma 
de la justicia. No tenemos constancia de que estos “visitadores” llegaran a ser 
nombrados y por ende, a actuar33.  
Como hemos visto, a finales del siglo XV ni la pesqui a, ni la residencia se 
hallaban consolidadas, y comenzaba a surgir la visita, que será en la época de los Reyes 
Católicos, en el Ordenamiento de Toledo de 1480, cuando se instituya y configure, tanto 
con ese nombre, como con aspectos diferenciadores de la pesquisa general. Más arriba 
hemos citado el trabajo de Carlos Garriga Acosta como el principal estudio relacionado 
                                                
31 González Alonso, «Los procedimientos de control y exigencia de responsabilidad de los oficiales regios 
en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglos XIII- VIII)», p. 253. 
32 Carlos Antonio Garriga Acosta, «Control y disciplina de los oficiales públicos en Castilla: la “visita” 
del Ordenamiento de Toledo (1480)», p. 265.  
33 Ibidem. p. 287 
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con la institucionalización de la visita como mecanismo de control y exigencia de 
responsabilidades de los oficiales reales durante el desempeño de su oficio. Sus 
conclusiones son muy claras. 
La fecha de 1480 se convirtió en una fecha clave que marcó el tránsito hacia la 
consolidación de los mecanismos de control y exigencia de responsabilidad de los 
oficiales reales característicos del Derecho castell no del Antiguo Régimen. En este 
caso, la visita creada por los Reyes Católicos en la ley 60 del Ordenamiento de Toledo 
constituye el punto de inflexión entre la tradición bajomedieval y su epígono moderno34. 
Se instituyó como una suerte de pesquisa general sobre el estado de las tierras del 
reino, ordenada por el rey y efectuada por un agente dotado de potestad coercitiva, cuyo 
fin último era favorecer e imponer el cumplimiento del Derecho y particularmente, del 
mismo Ordenamiento de Toledo35. La visita fue suplicada por los procuradores de las 
ciudades, movidos por el deseo de que se controlara la actuación de los oficiales en sus 
villas y ciudades. Procuradores y monarcas tomaron en cuenta la experiencia de las 
visitas eclesiásticas, llegando a aplicarse visitas egún el Ordenamiento de Toledo en los 
años inmediatamente posteriores. Carlos Garriga también profundizó en el citado 
trabajo en el procedimiento y las partes de la visita recién instaurada en el 
Ordenamiento de Toledo.  
Además, Carlos Garriga fue más allá en ese trabajo, y n s da algunas hipótesis 
sobre las consecuencias de la visita según el Ordenami to de Toledo. Según este autor, 
la visita debía proveer lo necesario al buen gobierno y la administración de la justicia, 
para ello el proceder in situ o en la Corte contra aquellos oficiales o particulares 
infamados o hallados culpables y corregir el estado de la justicia. El fiscal del Consejo 
debía asumir la voz pública para acusar a quienes resultasen culpados. En definitiva, la 
visita como aportación de información para proveer y proceder, pero nada había que 
obligara a la adopción de esas medidas de una forma determinada, ni al mismo tiempo, 
al igual que estas medidas no tenían porque quedar aisladas, sino que podían ser 
utilizadas para otros lugares.  
En síntesis, la visita se desarrolló como un instrumento de la política de 
reformación de los Reyes Católicos en el ámbito municipal, a raíz del Ordenamiento de 
Toledo. Las previsiones de generalidad y periodicidad expresadas por la ley de Toledo 
no se cumplieron. La visita levantó resistencias, y cuando desaparecieron las 
                                                
34 Ibidem. p. 227 
35 Ibidem. p. 299 
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circunstancias peculiares que habían motivado su creación, la visita del Ordenamiento 
de Toledo se oscureció. Aunque la ley de Toledo tuviera escasa transcendencia práctica, 
ésta pasó a la Nueva Recopilación y se incluyó también la ley del Fuero Real, que 
prolongaría la vigencia de la visita durante toda la Edad Moderna.  
Con respecto a la corona de Aragón, la casuística de los procedimientos de control 
a los oficiales reales ha sido poco tratada, más aún los orígenes medievales de algunos 
de ellos. Como excepción cabe citar los trabajos de Jesús Lalinde Abadia36 y Teresa 
Canet Aparisi37. Esta última hace un esbozo de los procedimientos que se instauraron en 
la corona de Aragón con carácter periódico y cuya vigencia se extiende desde la época 
bajomedieval hasta la moderna durante la época foral, y una segunda parte dedicada a 
los procedimientos extraordinarios como las visitas. Por su parte, el trabajo clásico del 
profesor Lalinde Abadia profundiza en la purga de taula instaurada en Cataluña desde la 
perspectiva del derecho catalán como procedimiento a álogo a la residencia en Castilla, 
pero con algunas diferencias.  
Vamos a diferenciar en el análisis de la corona de Aragón, los reinos peninsulares 
de Aragón, Valencia y Cataluña, donde se llevaban a cabo procedimientos de control de 
los oficiales reales, tanto ordinarios, como extraordinarios, pues aún con algunas 
similitudes, existen diferencias que hacen más comprensible el análisis por separado.  
En Aragón, el juicio de residencia se denominó e questa e iba dirigido contra el 
justicia de Aragón, sus lugartenientes, notarios y vergueros. Según Teresa Canet, fue 
instituido por Juan I en 1390. El procedimiento quese ejecutaba era mandado a cuatro 
jueces nombrados por el rey a propuesta de los brazos de las Cortes, estos instruían el 
proceso y el fallo correspondía a la Corte general. Unos años después, en 1398 se 
modificaron las disposiciones de la enquesta, quedando fijada para los tres primeros 
meses de cada año. Ya en el siglo XV, Alfonso el Magnánimo prescribió por tres años 
la acción para acometer la enquesta hacia los oficiales del reino, además de que estos no 
serían suspendidos de su oficio, salvo en los casos que concurriesen en delitos que 
llevaran aparejado la privación del mismo. Durante el reinado de Juan II se hicieron 
algunas modificaciones, dirigidas a aspectos como la lengua en la que debía ser escrito 
                                                
36 Lalinde Abadía, «La Purga de Taula». Y Jesús Lalinde Abadía, «Responsabilidade de oficiais e 
fúncionarios», en III Simposio de Historia da Administración Pública, ed. Xosé Ramón Barreiro 
Fernández y Pablo Isidoro González Mariñas (Santiago de Compostela: Xunta de Galicia, 1997), pp. 99-
114. Este último trabajo además recoge aspectos de la residencia, pesquisa y visita castellana.  
37 Teresa Canet Aparisi, «Procedimientos de control de os oficiales regios en la corona de Aragón: 
Consideraciones sobre su tipología y evolución en la época foral moderna», Estudis. Revista de historia 
moderna, 13, (1987), pp. 131-150. 
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el proceso, el romance, pasando por la reglamentació  de las penas de los oficiales que 
hubieran juzgado por dádiva o promesa, así como las pautas a seguir en la sustanciación 
de los procesos38. 
En Valencia, desde la época de la concesión de los fueros y privilegios otorgados 
por Jaime I, aparece la fiscalización de los oficiales regios, mediante el compromiso real 
de vigilar y castigar, en su caso, a los encargados de la administración real. En el reino 
de Valencia el procedimiento ordinario de control de los oficiales reales se denominó 
inquisició dels officials, y su primera reglamentación amplia proviene de las Cortes de 
1301. En dichas Cortes se regularon los oficiales que tendrán que rendir cuentas por este 
medio, que eran, el Procurador real, el Bayle General del reino y los Bayles locales, el 
Justicia de la ciudad de Valencia y los de las ciudades y villas del reino y sus asesores, 
los quartoners, así como cualquier otro juez ordinario y oficial que ejerciese 
jurisdicción. Asimismo se estableció que tenían que rendir cuentas de su gestión durante 
30 días cada año al finalizar su mandato, o antes si fue en cesados en sus cargos. En lo 
relativo a la culpabilidad en delitos de fraude y corrupción, eran inhabilitados para 
ejercer cualquier otro cargo regio, aunque existía la opción de apelar la sentencia al 
monarca. Unos años más tarde, precisamente en las Cortes de Valencia de 1329, 
reinando Alfonso II, se dio carácter anual a las inqu siciones contras los justicias, sus 
asesores y el almotacén. Finalmente para la Baja Edad Media en el reino de Valencia, 
en 1342, Pedro el Ceremonioso modificó algunas cuestion , como el plazo de tiempo 
en el que los jueces debían resolver los procesos, que alargó a 12 meses, la alternancia 
anual de caballero y ciudadano para acompañar al inquisidor, y más importante aún, la 
obligación del gobernador del reino y sus lugartenientes de rendir cuentas al final de sus 
mandatos39. 
En Cataluña, el procedimiento ordinario para la exig ncia de responsabilidades a 
los oficiales reales se denominó purga de taula. El trabajo clásico del mismo nombre de 
Jesús Lalinde Abadia sigue siendo uno de los pocos y acreditados estudios sobre este 
medio de control propio del derecho catalán. El término purga de taula es de aparición 
tardía, ya que en las primeras disposiciones sobre est medio de exigencia de 
responsabilidad, en 1283, solamente se disponía la acción de inquirir contra los oficiales 
reales. Durante la Baja Edad Media, el término utilizado para este procedimiento fue 
“tener taula”, sustituyéndose por purgar taula a fin les del siglo XVI. Por su parte, la 
                                                
38 Ibidem. pp. 132 y 133.  
39 Ibidem. pp. 136, 137 y 138. 
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doctrina jurídica utiliza el vocablo syndicare, con el pretexto de examinar o inquirir en 
las costumbres o actos de alguien, y a los encargados de llevarlo a cabo, se les 
denominaba jutges de taula. Se trataba de tres jueces, uno militar, otro ciudadano o 
burgués y otro letrado, elegidos por el soberano entre la relación pasada por los 
consejeros. Será en el reinado de Alfonso III, concretamente en 1289 cuando se 
configure la periodicidad de este procedimiento de forma anual y se introduzca la 
suspensión del oficio y de prestación de garantías. Durante el reinado de Jaime II se 
hizo trienal la rendición de cuentas y se especificaron aquellos oficiales a quienes habrá 
que aplicarle el procedimiento, siendo todos aquellos que ejerciesen jurisdicción, como, 
vegueres, subvegueres, bayles, jueces ordinarios, carceleros y subalternos40.  
 
1.2. La historiografía de los mecanismos de control de los oficiales reales de la 
monarquía hispánica durante el Antiguo Régimen 
 
Como hemos visto, a lo largo de los siglos bajomedievales, a medida que se fue 
acrecentando el poder real y el aparato institucional de la monarquía se fue haciendo 
más robusto, y con mayores cotas de poder, se desarrollaron en el Derecho castellano 
mecanismos de control destinados a fiscalizar y discipl nar la acción de gobierno de los 
oficiales encargados de regir las instituciones. Durante los siglos XVI, XVII y XVIII 
estos mecanismos de control de los agentes de gobiern  de la monarquía hispánica 
seguirán teniendo principalmente dos momentos de ejecución, durante el desempeño del 
oficio, y al cese del oficio. Durante toda la Edad Moderna, continuarán vigentes el 
juicio de residencia, la pesquisa y la visita. Los estudios sobre estos mecanismos de 
control de los oficiales reales han analizado en mayor profundidad su ejercicio en Indias 
que respecto a Castilla, donde han sido más exiguos. Comenzaremos nuestro análisis 
por la historiografía que se ha ocupado del desarrollo del juicio de residencia que la 
monarquía hispánica ponía en funcionamiento al cesar n el cargo sus oficiales o 
cambiar de destino. Los juicios de residencia gozaron de enorme popularidad, y fueron 
por su regularidad, el mecanismo de control más utilizado.  
 
1.2.1. El juicio de residencia en la historiografía 
 
                                                
40 Lalinde Abadía, «La Purga de Taula».  
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La historiografía que se ha ocupado del juicio de residencia en la monarquía 
hispánica durante el Antiguo Régimen ha respondido principalmente a tres corrientes de 
investigación. Los primeros estudios en aparecer fuon desde un punto de vista 
jurídico-formal, estudios que abordaron la legislación y la práctica procesal. 
Procedentes de la Historia del Derecho, buscaban defi ir el contenido legislativo de las 
residencias. Estos primeros trabajos tomaron como referencia, además de la legislación 
castellana e indiana, el estudio de las fuentes documentales sobre estos procesos, y lo 
publicado por los autores, juristas y tratadistas más o menos contemporáneos. 
Desarrollaron sus investigaciones contrastando las piniones vertidas por estos autores 
de la época como Castillo de Bobadilla o Solorzano Pereira, con las recopilaciones de 
leyes castellanas e indianas y, con el análisis de las fuentes primarias de los procesos de 
residencia. Una segunda corriente historiográfica en los estudios sobre los juicios de 
residencia, se ha desarrollado mediante la utilizacón de las mismas fuentes 
documentales pero realizándole cuestiones diferentes, destinadas a averiguar aspectos 
de la sociedad y la administración local, y sus relaciones con el poder central. En tercer 
lugar, y los más recientes en su aparición, han sido los estudios que observan la 
residencia como un ritual, desde el concepto antropológico de la palabra, destacando el 
carácter simbólico y los mecanismos sociales que le daban forma y permitían su 
desarrollo y enlace entre el poder central y el local.  
En los últimos años el debate en la historiografía está derivando hacia la tendencia 
que investiga sobre la eficacia de este mecanismo de control, siguiendo la pista a los 
distintos factores que influyeron sobre lo que los investigadores han calificado como 
eficacia o fracaso del juicio de residencia.  
Comencemos por el análisis de los estudios de tipo jurídico-formal, y los autores 
que lo han abordado. 
 
1.2.1.1. Los estudios jurídico-formales sobre los juicios de residencia  
 
Tratados de juristas de la época, obras de carácter general y procedimiento 
 
Los trabajos jurídico-formales sobre los juicios de residencia han tenido su punto 
de partida en el análisis de la doctrina jurídica, y de los juristas y autores de la época 
que interpretan el juicio de residencia en Castilla e Indias. Compartimos la opinión de 
Benjamín González Alonso, quien afirma que en defecto de una monografía sobre el 
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juicio de residencia elaborada con criterios y preocupaciones modernas, la consulta de 
los autores de la época, y en especial de Castillo de Bovadilla, resulta del todo punto 
imprescindible para orientarse en el complejísimo iter procesal del juicio de residencia, 
desde el pregón inicial hasta su conclusión y revisión por el Consejo41. Es por ello que 
nos parece obligatorio reseñar algunos tratados que fueron paradigmáticos, tanto para la 
práctica procesal, como para las posteriores obras que trataron la doctrina jurídica del 
juicio de residencia. 
La obra de Jerónimo Castillo de Bobadilla, Política para corregidores y señores 
de vasallos, escrita en 1585, y que sirvió como un auténtico manual para corregidores42, 
es el primer y más claro ejemplo de estos tratados que han pervivido a lo largo de los 
siglos. Benjamín González Alonso en su obra Sobre el Estado y la administración de la 
corona de Castilla en el Antiguo Régimen: las comunidades de Castilla y otros 
estudios43, dedicó el capítulo tercero a este juez arquetipo, autor de La política, que en 
su día obtuvo notable resonancia e influencia entre los contemporáneos y su difusión se 
prolongó por espacio de dos siglos. El recuerdo de su obra ha pervivido hasta nuestra 
época entre los actuales estudiosos de la historia de las instituciones y la doctrina 
jurídica. Su obra tuvo una difusión importante por todos los reinos de la monarquía, y 
fue durante dos siglos punto de referencia invariable. Autores también contemporáneos 
como Villadiego, Santayana, Guardiola, entre otros, siguen a Castillo fielmente. Otro de 
los autores contemporáneos al desarrollo del juicio de residencia que en sus tratados 
dedicó espacio a esta institución fue Juan de Solorzan  Pereira, oidor de la Audiencia de 
Lima, consejero de Castilla e Indias, entre otros cargos y méritos, y autor de Política 
Indiana44, entre otras obras. Solorzano demostró en esta obra un gran conocimiento de 
la legislación indiana, abordó entre muchos otros temas, la justicia de la administración 
y la gobernación de las Indias45. 
                                                
41 González Alonso, «Los procedimientos de control y exigencia de responsabilidad de los oficiales 
regios en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglo  XIII-XVIII)», p. 270. 
42 J Castillo de Bovadilla, Política para corregidores y señores de vasallos, en ti mpo de paz y de guerra, 
y para jueces eclesiásticos y seglares, y de sacas, aduanas y de residencia y sus oficiales: y para 
regidores y abogados y del valor de los corregimientos y gobiernos realengo (Salamanca, 1585).  
43 Benjamín González Alonso, Sobre el Estado y la administración de la corona de Castilla en el Antiguo 
Régimen: las comunidades de Castilla y otros estudios (Madrid: Siglo Veintiuno de España, 1981).  
44 Juan de Solórzano Pereira, Política Indiana, 5. vols. (Madrid, 1930). (Esta edición reproduce la de 
1776). 
45 Solorzano es ampliamente citado en los trabajos sobre la doctrina jurídica indiana, para conocer más 
aspectos biográficos ver: Enrique García Hernán, Consejero de ambos mundos: vida y obra de Juan de 
Solórzano Pereira (1575-1655) (Madrid: Mapfre, 2007). 
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Menos conocido que los anteriores, a mediados del siglo XVII, el jurista 
valenciano Lorenzo Matheu i Sanz escribió sobre las decisiones del Consejo de Indias 
en materia de visitas y residencias en su tratado titulado Tractatus de re criminali. 
Matheu fue consejero de Indias entre diciembre de 1668 y noviembre de 1671, por lo 
que debemos tener en cuenta que la visión que Matheu nos ofrece corresponde a un 
determinado momento de la práctica procesal del Consej  de Indias46. Matheu se apoyó 
en los juristas castellanos del siglo XVI y XVII, como Gregorio López, Avendaño, 
Mastrillo, y sobre todo en los arriba citados Castillo de Bobadilla y Solorzano Pereira, 
entre otros. Abordó en su tratado el aspecto jurisdiccional del Consejo de Indias, al que 
dedicó diecisiete controversias que forman un valioso documento, sobre todo, para el 
conocimiento del procedimiento que se llevaba a cabo sobre los sistemas de exigencia 
de responsabilidad de los oficiales en Indias, cuya actuación se esforzaba el Consejo por 
controlar y por hacer justicia en el momento de enjuiciar la conducta de aquellos. Según 
Inmaculada Rodríguez, estas diecisiete controversias venían a corroborar la idea del 
traslado del derecho castellano a Indias, de que el d r cho indiano fue castellano, sobre 
todo en un principio, salvando las distancias de aplicación que la geografía y el medio 
social en que se desenvolvía América47.  
Avanzando en el tiempo, en el siglo XVIII hubo intetos de reformar la práctica 
del juicio residencia, sobre todo, en Indias, donde su aplicación era más regular. A este 
respecto cabe destacar un trabajo de Ignacio de la Concha sobre el dictamen de don José 
Carvajal y Lancaster, consejero de Indias en 1754, sobre el juicio de residencia48. Este 
dictamen iba dirigido a ser más eficaces en la toma de residencias para evitar los abusos 
existentes que habían llegado a desvirtuar la institución, y apuntaba una serie de leyes 
de la Recopilación de Indias que debían ser derogadas pues, en su opinión, favorecían el 
mal desarrollo de las residencias. Este dictamen no fue tomado en consideración por 
Fernando VI, ni sus sucesores, y por lo tanto no se llevó a la práctica.  
Durante el siglo XIX, uno de los primeros autores modernos que se sirvió de estos 
juristas para escribir sobre los juicios de residencia fue José Serapio Mojarrieta en su 
                                                
46 Inmaculada Rodríguez Flores, «Decisiones del Consej  de Indias en materia de visitas y residencias a 
través de la obra de Lorenzo Matheu y Sanz», III Congreso del Instituto Internacional de Historia del 
Derecho Indiano, Madrid 17-23 de enero de 1972: actas y estudios, (Madrid: Instituto Nacional de 
Estudios Jurídicos, 1973), pp. 433-476.  
47 Ibidem. p. 463. 
48 Ignacio de la Concha y Martínez, «Un dictamen de D. José Carvajal y Lancaster sobre el “Juicio de 
Residencia”», Anuario de historia del derecho español, 14, (1942), pp. 635-637. 
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Ensayo sobre los juicios de residencia49. Como magistrado decano de la Audiencia de 
Puerto Rico, abordó la residencia en sus aspectos doctrinales y formales. En el siglo 
XX, desde la perspectiva de los estudios jurídico-formales, la obra de referencia sobre 
los juicios de residencia en el Antiguo Régimen sigue siendo el Ensayo sobre los juicios 
de residencia indianos de José María Mariluz Urquijo50. Este estudio monográfico vio 
la luz en 1952 y muy pronto tuvo un impacto importante en los ulteriores trabajos en 
ambos lados del Atlántico. Mariluz Urquijo dividió su trabajo en tres partes principales: 
un primer capítulo conceptual sobre las raíces del juicio de residencia en la legislación 
castellana, asunto que ya hemos abordado con anterioridad, y su implantación en las 
Indias, donde sitúa la primera residencia en el año 1501, tomada por Nicolás de Ovando 
a Francisco de Bobadilla51. Una segunda parte destinada al análisis del juez de 
residencia, donde distingue entre las residencias a lo  oficiales provistos por consulta 
del Consejo de Indias, que eran tomadas por jueces designados por el Consejo y las de 
oficios provistos por virreyes, presidentes o gobernadores, que eran tomadas por jueces 
comisionados por ellos52. Y una tercera parte dedicada al residenciado, que como norma 
general, el autor afirma que todos los oficiales de las Indias estuvieron obligados en una 
u otra época a dar residencia, incluidos los virreyes,  oidores de las audiencias, además 
de establecerse la necesidad de justificar haber cumplido con el requisito de la 
residencia para poder optar a nuevos cargos53. Además, aborda el carácter perpetuo del 
oficio, sosteniendo que esto no era óbice para librrse de la residencia, aunque se tratase 
de un eclesiástico, o la residencia se hiciese tras la muerte del oficial54. Un aspecto 
importante en cuanto al residenciado era lo referent  a las fianzas, que en el caso 
indiano, la Recopilación de Leyes de Indias, dictaba la obligación de dar fianzas, 
variando según las épocas, regiones y cargos55.  
Por su parte, con bastantes años de diferencia, par Castilla en la Edad Moderna, 
María José Collantes Terán de la Hera, realizó un estudio del juicio de residencia en 
                                                
49 José Mojarrieta Separio, Ensayo sobre los juicios de residencia (Madrid: Imprenta de Alhambra y 
Compañia, 1848). 
50 José María Mariluz Urquijo, Ensayo sobre los juicios de residencia indianos, (Sevilla: Escuela de 
Estudios Hispano-Americanos, 1952). 
51 Ibidem. p. 11.  
52 Ibidem. p. 44.  
53 Ibidem. p. 83.  
54Ibidem. p. 87-89. Con respecto a las residencias de oficios perpetuos se dicto una R. C. en 1594 que 
ordenaba a las Reales Audiencias que se tomara residencia de cinco en cinco años, dando posteriormente 
aviso al Consejo de Indias de lo que en ellas resultara. En lo relativo a las residencias tras la muerte del 
oficial, si este resultaba condenado, se conservarían las penas pecuniarias que pasarían a sus herederos.  




Castilla a través de la doctrina jurídica56. Su trabajo parte de la legislación castellana, 
como Los capítulos para corregidores y jueces de residencia, otorgados por los Reyes 
Católicos mediante una Pragmática dada en Sevilla el 9 d  junio de 1500, que conceden 
la estructura esencial que mantendrá durante más de tres siglos, la Nueva Recopilación, 
y la Novísima Recopilación. A través de estos preceptos legales y de los autores 
contemporáneos que los interpretan, aborda también en primer lugar, la figura del juez 
de residencia, que en Castilla osciló entre el nombra iento de un juez especial para 
tomar residencia, o bien, que el sucesor en el cargo fuera el que la realizase, adquiriendo 
esto último carácter de ley en los Capítulos para corregidores de 164857. En segundo 
lugar, aborda la figura del residenciado: en Castill  los oficiales que debían someterse a 
residencia eran los corregidores, jueces y oficiales públicos, estando muy ligada la 
institución al cargo de corregidor y sus subalternos58, tratando además un tema de tan 
excepcional importancia como eran las fianzas que debían prestar los oficiales que 
estaban sujetos a residencia59, así como los fiadores, que no podían ser oficiales que se 
sometieran al juicio de residencia al mismo tiempo que el corregidor o cargo superior a 
ellos, pues estos sólo estaban obligados a garantizar que el oficial diera residencia y 
pagará lo que allí se le pidiere60. Y en tercer lugar, reconstruye con suma claridad cómo 
se desarrollaba este procedimiento de control al que se sometían los oficiales reales al 
finalizar su mandato, desde el pregón inicial, hasta la sentencia definitiva.  
Recientemente, y sobre la base de análisis de un manual de escribanos de los que 
proliferaron en el siglo XVII, escrito por Pedro Pérez Landero en Lima, pero publicado 
en Nápoles en 1696, titulado Prácticas de visitas y residencias, Francisco Andújar 
Castillo y Alfonso Jesús Heredia López han examinado los interrogatorios que dicho 
manual proponía a los escribanos que asistían a los comisionados para hacer las 
residencias desde la óptica de las prácticas ilícitas que allí se reflejaban–corruptas buena 
parte de ellas- y que fueron habituales en todas las instancias del gobierno político de la 
                                                
56 María José Collantes de Terán de la Hera, «El juicio de residencia en Castilla a través de la doctrina 
jurídica de la Edad Moderna», Historia. Instituciones. Documentos, 25, (1998), pp. 151-184. 
57 Ibidem. p. 157. Sobre este tema véase además: González Alonso, El Corregidor castellano (1348-
1808).  
58 Collantes de Terán de la Hera, p. 153. En la esfera d  la responsabilidad civil, no solamente se 
investigaba al corregidor u oficial sometido a resid ncia, sino que también a sus oficiales y familiares, 
solamente en el ámbito de lo penal, se actuaba directam nte contra el oficial residenciado.  
59 La legislación sobre fianzas se encuentra en la Nueva Recopilación 3,5,13 y 3,7,23 y la Novísima 
Recopilación 7,11,7; 7,9,8; 7,12,2 citado en Collantes de Terán de la Hera, p. 164. 
60 Ibidem. p. 165.  
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monarquía en América, desde los virreyes a los oidores, pasando por los corregidores y 
autoridades locales de cabildo61.  
 
La producción historiográfica de las últimas décadas 
 
Hasta aquí los principales trabajos sobre las dispos ciones expedidas por la corona 
que nos proporcionan datos sobre el ordenamiento jurídico de las residencias y lo que 
los autores de la época formulaban sobre los juicios de residencia en Castilla e Indias. 
Pero en las últimas décadas contamos en la historiografía con numerosos trabajos que 
hacen un recorrido por esta práctica procesal con estudios de caso concretos, bien sobre 
el desarrollo desde el principio de la residencia hasta las sentencias definitivas, o bien 
analizando las residencias llevadas a cabo en un territorio durante un determinado 
tiempo concreto. Por lo tanto, nos parece oportuno reseñar algunos trabajos, estudios de 
caso concretos de juicios de residencia que nos permiten conocer con mayor exactitud la 
práctica procedimental seguida en este mecanismo de c ntrol. 
Estos trabajos se han centrado sobre todo en el territorio americano, ya que los 
estudios sobre los mecanismos de control han sido abord dos con mayor profundidad 
desde el punto de vista de su ejercicio en Indias que desde la problemática castellana. 
No obstante, en los últimos años, investigadoras como María Ángeles Martín Romera, 
que ha centrado sus trabajos en el análisis social de los juicios de residencia en Castilla, 
desde una perspectiva desde abajo, es decir, desde el análisis del control de la población 
a los oficiales reales a través de las residencias, están renovando muchas de los 
presupuestos que se le suponían a este mecanismo de control. En sus trabajos recientes 
detalla no solo el papel activo que tuvo la población en los juicios de residencia, sino 
también la influencia que llegó a ejercer para remodelar el propio mecanismo62.  
 El juicio de residencia se trasladó a Indias con unas peculiaridades propias como 
el alcance a todas las autoridades indianas, incluidos los virreyes. Sobre el proceso de 
                                                
61 Francisco Andújar Castillo y Alfonso Jesús Heredia López, «Sobre la corrupción en la América 
española en el siglo XVII . A propósito de un ‘tratado’ de prácticas ilícitas», en Debates sobre la 
corrupción en el Mundo Ibérico, siglos XVI-XVIII, ed. Francisco Andújar Castillo y Pilar Ponce Leiva, 
(Alicante: Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2018), pp. 115-132. 
62 Arndt Brendecke y María Ángeles Martín Romera, «ElHabitus del Oficial Real: Ideal, percepción y 
ejercicio del cargo en la monarquía hispánica (siglo  XV-XVIII)», Studia Historica, Historia Moderna, 
39, (2017), pp. 23-51; María Ángeles Martín Romera, «Contra el oficio y contra natura. Parcialidad, 
sodomía y self-fashioning en los procesos contra Fernando de Vera y Vargas, corregidor de Murcia 
(1594-1595)», Cuadernos de Historia Moderna, 43.1, (2018), pp. 157-81. María Ángeles Martín Romera, 
«El control silenciado: el papel de la población en los juicios de residencia», Memoria y civilización: 
anuario de historia, 22, (2019), pp. 191-220. 
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residencia de los vicesoberanos en el virreinato del Perú en los siglos XVI y XVII, el 
contenido de las comisiones, las sentencias y su alcance práctico y los principales 
contenidos de los cargos de las sentencias, que muestran una pléyade de actividades 
ilícitas de los virreyes, destaca el trabajo de Consuelo Maqueda Abreu63. El juicio de 
residencia a los virreyes de Indias permaneció inalterable durante todo el siglo XVII a 
pesar de las actividades ilícitas que en las residenc as de los virreyes salieron a la luz y 
del amplio conocimiento que se tuvo en la Corte tanto de las prácticas corruptas de los 
virreyes como de las fortunas que atesoraron durante su mandato. Sobre estas 
cuestiones, que no introdujeron modificación alguna e  esta forma de control del poder 
virreinal, ha versado un trabajo reciente de Francisco Andújar64. 
No obstante, para el caso americano contamos con estudios de caso de residencias 
que tratan desde los primeros momentos de la conquista y ocupación del continente. A 
este respecto cabe señalar el trabajo de José María V llejo García-Hevia sobre las 
residencias de Pedro de Alvarado en México y Guatemala65. Alvarado fue incoado a dar 
residencia como subalterno del conquistador en la residencia que dio en México en 
1529. En este caso, tanto Cortés como su lugartenient  fallecieron sin que se resolviera 
su juicio, sin ver juzgados ni sentenciados todos sus cargos. En Guatemala donde 
Alvarado ejerció como adelantado, gobernador y capitán general, fue el lugar donde 
tuvo que dar su segunda residencia en 1536. En esta ocasión fue condenado por 
dieciséis cargos, pero tras apelación de su procurador l Consejo de Indias se libró 
nuevamente de la condena. En este trabajo el autor realiza un recorrido pormenorizado 
por todos los aspectos del proceso de la residencia que nos permite conocer como se 
realizaba en aquellos preliminares de la conquista dur nte la primera mitad del siglo 
XVI.  
Pero este tipo de trabajos no se pueden quedar en una descripción del 
procedimiento seguido y reflejado en las fuentes documentales del juicio de residencia, 
sino que deben estar contrastados con otras fuentes, y ner una lectura crítica de las 
mismas fuentes documentales de la residencia, ya que si no podemos caer en una simple 
transcripción del documento que poco puede aportar al conocimiento de este 
                                                
63 Consuelo Maqueda Abreu, «Los juicios de residencia y los virreyes del Perú: alcance y limitaciones», 
en XIII Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano: Actas y estudios, ed. Luis 
E. González Vales, (2003), pp. 559-588. 
64 Francisco Andújar Castillo, «Controlar sin reforma: l  corrupción de los virreyes de Indias en el sig o 
XVII», Memoria y civilización: anuario de historia, 22, (2019), pp. 317-342. 
65 José María Vallejo García-Hevia, «Los juicios de residencia de Pedro de Alvarado en México y 
Guatemala», en Actas del XV Congreso del Instituto Internacional de Derecho Indiano, ed. Manuel 
Torres Aguilar, (Diputación de Córdoba, Universidad de Córdoba, 2008), II, pp. 1487-1550. 
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mecanismo de control que no se haya dicho ya. Este es el caso del trabajo sobre el juicio 
de residencia a José Martínez de Salazar, gobernador, capitán general y presidente de la 
Real Audiencia de Buenos Aires entre 1673-167466. En este trabajo, la autora nos 
transmite el procedimiento de la residencia tal y como aparece en las fuentes 
documentales, sin cuestionarse el por qué de ninguno de los aspectos procedimentales, 
tales como la conformación del interrogatorio, los te tigos seleccionados, la veracidad 
de lo testificado, los cargos y descargos, etcétera. Más allá de conocer el procedimiento, 
trabajos como este poco nos pueden aportar en el estado actual de la historiografía sobre 
el juicio de residencia.  
Sobre aspectos concretos y problemáticos que en la doctrina jurídica a veces no 
han quedado totalmente claros se han ocupado otros aut res. Este es el caso de un 
aspecto apuntado anteriormente, como era la investigación de los oficiales subalternos 
del oficial residenciado. Pilar Hernández Aparicio se ocupó de este tema analizando el 
juicio de residencia realizado en 1774 al Capitán Ge eral de Cuba D. Antonio María 
Bucareli, en el que el residenciado fue absuelto de to os los cargos y exonerado de las 
costas, pero no así sus colaboradores, quienes fueron acusados de omisiones y 
negligencias y condenados a penas pecuniarias, más o menos cuantiosas (entre 500 y 
20.000 maravedís), conforme a la importancia del delito67. Otros trabajos tratan el juicio 
de residencia en sus aspectos más formales profundizando en el modelo explicativo del 
funcionamiento institucional. 
Son abundantes los trabajos referidos al siglo XVIII, sobre todo, en América, que 
nos permiten conocer cómo afectaron las reformas borbónicas a estos territorios, 
mediante el estudio de las fuentes generadas por los procesos de residencia, pero sin 
salirse del análisis de la misma. Este es el caso del trabajo de Montserrat Domínguez 
Ortega sobre los juicios de residencia de los virreyes de Nueva Granada, José Solís 
Folch de Cardona y Pedro Messía de la Cerda68. A partir de trabajos como el citado, 
podemos conocer cómo era el procedimiento de la residencia en la más alta magistratura 
de gobierno en las Indias, desde el nombramiento del juez de residencia, la entrega de 
                                                
66 María Dolores Álamo Martell, «El juicio de residencia a José Martínez de Salazar , gobernador , 
capitán general y presidente de la Real Audiencia de Buenos Aires (1673-1674)», Anuario de historia del 
derecho español, 85, (2015), pp. 69-117. 
67 Pilar Hernández Aparicio, «El juicio de residencia de D. Antonio María Bucareli, Capitán General de 
Cuba (1766-1771)», Milicia y sociedad en la baja Andalucia (siglos XVIII y XIX), (Madrid: Deimos, 
1999), pp. 157-168. 
68 Montserrat Domínguez Ortega, «Análisis metodológico de dos juicios de residencia en Nueva Granada: 
D. José Solís y Folch de Cardona y D. Pedro Messía de l Cerda (1753-1773)», Revista Complutense de 
Historia de America, 25, (1999), pp. 139-165.  
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las fianzas por parte del virrey residenciado para garantizar el pago de las condenas 
pecuniarias, la lectura del edicto, publicación en las ciudades y el inicio del 
interrogatorio. Al respecto, la autora pone de manifiesto la diferencia entre los 
interrogatorios según lo que se quería averiguar, y según las especificidades de cada 
territorio, la selección de testigos, que no podía coincidir con los demandantes ni 
querellosos en la parte pública, la exposición de los cargos, comienzo de la defensa, y 
tasaciones. Este era el procedimiento en la residencia de los virreyes en este contexto, 
pero Montserrat Domínguez va más allá, y destaca la información sobre las actuaciones 
de gobierno que se dilucidaban en los juicios de residencia, aspectos tales como los 
políticos, sociales, económicos, eclesiásticos, etcét ra.  
También han sido tratadas por la historiografía las residencias exoneradas de la 
parte secreta del juicio, no así la pública. Este fue el caso del virrey del Perú, Agustín de 
Jaureguí en el siglo XVIII. El trabajo de Remedios Contreras sobre sus juicios de 
residencia nos informa sobre el procedimiento seguido al respecto cuando un oficial era 
eximido de la parte secreta de la residencia69. Agustín de Jaureguí fue eximido de esa 
parte de sus residencias por Cédula Real de 25 de enero de 1788 dada en el Pardo por 
Carlos III, tras su repentino fallecimiento en 1784. En la Cédula Real de exención se 
estipuló el procedimiento a seguir en la parte pública del juicio por los dos cargos que 
había desempeñado en América, el de presidente, gobrnador y capitán general del reino 
de Chile desde 1773 hasta 1780 y virrey del Perú desde 1780 hasta 1784. La 
publicación de los edictos de la residencia marcó el inicio de la misma, que durante dos 
meses abrió un proceso mediante el cual se podrían p esentar querellas y demandas 
contra la actuación del mandatario. Tanto en Chile, como en Perú, se llevó a cabo este 
procedimiento, y pasados estos dos meses, no habiéndose recibido querellas sobre el 
residenciado, se comunicó al Consejo de Indias que, re nido en Sala de Justicia, decidió 
declarar a Jaureguí como fiel y buen vasallo.  
Descendiendo en la escala de la magistratura, también centrados en América 
contamos con estudios que ponen de manifiesto cómo se desarrollaba el procedimiento 
de los juicios de residencia en corregidores y alcaldes mayores. El trabajo de Águeda 
Jiménez Pelayo analizó las residencias de estos oficiales dadas ante la Audiencia de 
                                                
69 Remedios Contreras, «Sobre el juicio de residencia del virrey del Perú Agustín de Jáuregui (1780 - 
1784)», Cuadernos de Historia Moderna, 12, (1991), pp. 183-203. 
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Guadalajara durante el siglo XVIII70. En este caso la autora establece un periodo y 
espacio concretos para analizar las residencias. Como muestra toma veintidós casos 
analizando los procesos, los nombramientos de juez de residencia, el papel que 
desempeñaba este, la actitud del residenciado, la forma en que se implicaban los 
habitantes indígenas y españoles, y los resultados. Ante esto último, tiene especialmente 
en cuenta los medios que utilizaban los residenciados para defenderse de los cargos y 
resultar absueltos con el fin de conseguir nuevos y mejores oficios. Al acotar el tiempo 
y el espacio, y ser la muestra más o menos numerosa, le permite encontrar evidencias de 
similitudes en la conducta de los alcaldes mayores y corregidores, así como diferencias 
en los interrogatorios, que variaban según cada región. En cuanto a los testigos, Jiménez 
Pelayo apuntó la menor proporción de indígenas que de spañoles, y la ausencia de 
mestizos, mulatos o gente de otras castas. Asimismo, con la muestra tomada pudo 
cuantificar aspectos de las residencias, como por ejemplo, los oficiales que recibieron 
cargos de diversa índole, que fueron 18 de 22, y sobre qué versaban estas acusaciones71. 
En las conclusiones de su trabajo destaca que sería muy importante seguir investigando 
sobre los subalternos de los residenciados, para conocer las redes de estos, así como de 
los fiadores, pues formaban parte principal de la misma red de relaciones, y advierte que 
la documentación originada por las residencias debe s r contrastada con otras fuentes 
que nos proporcionen material para determinar si en realidad el residenciado impartió 
justicia con rectitud, o sí se sirvió de artimañas p ra dar buena residencia72.  
 
1.2.1.2. Los juicios de residencia como fuentes para otros estudios históricos 
 
Una segunda vertiente que han tenido los estudios sobre los juicios de residencia 
ha sido su utilización para conocer aspectos que, dejan o de lado la parte jurídica y de 
exigencia de responsabilidades como función primigenia de los mismos, nos aportan 
otras visiones para la historia social de la administración local y sus relaciones con la 
corona. En este aspecto ha destacado un trabajo de J sé Manuel De Bernardo Ares, 
                                                
70 Águeda Jiménez Pelayo, «Funcionarios ante la justicia: Residencias de Alcaldes Mayores y 
Corregidores ventiladas ante la Audiencia de Guadalajar  durante el siglo XVIII», Estudios de historia 
novohispana, 40, (2009), pp. 81-120.  
71 Ibidem. p. 105. 
72 Ibidem. pp. 115-116. 
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cuyo marco general de sus investigaciones es la historia urbana73. Este autor recogiendo 
cuatro juicios de residencia a los corregidores de Córdoba en el siglo XVII hace 
hincapié en la vida municipal que se trasluce de la documentación que, con el cruce con 
otras fuentes documentales de distinta naturaleza, proporcionan una visión más amplia 
del lugar de estudio, en este caso, Córdoba. Destacó como parte importante de las 
residencias los interrogatorios a los testigos, y en m nor medida las respuestas, así como 
los testigos como grupo y sus intereses de clase. A su vez, las residencias permiten 
conocer el estado de las cuentas del municipio y su ge tión económica y cómo todos los 
oficiales estaban obligados a dar residencia cuando esta se tomaba en la cabeza del 
corregimiento, de modo que podemos conocer las categorías de oficios y las personas 
que desempeñaron temporal o perpetuamente cada oficio.  
Antes de observar ejemplos similares de esta tendencia  estudios americanos, 
apuntaremos otro caso de este tipo de trabajos, esta v z sobre un territorio no peninsular 
de la corona de Castilla, como es el trabajo de Moisés Estévez Morales sobre la 
residencia al corregidor de Gran Canaria entre 1690- 6, Juan López de Utrera74. En 
este trabajo el autor a pesar de hacer un recorrido sumario por el proceso del juicio de 
residencia, demuestra la aplicabilidad de estos estudios como fuente para la historia 
moderna de las islas, ya que en su estudio sacó a la luz aspectos claves de la 
administración concejil, tales como la conservación de montes, caminos, y fuentes 
públicas, la conflictividad cotidiana de las aguas, l  cuantificación de heredamientos, 
algunos puntos sobre la situación de diversos servicios concejiles, o aspectos morales 
como la práctica del adulterio o amancebamiento etcét ra, durante los años del 
mandatario residenciado75. 
Como ya hemos señalado, esta tendencia también ha sido abordada desde el 
americanismo. Alfredo Jiménez Núñez, a través del análisis de la residencia al 
gobernador de Guatemala entre 1565 y 1569, Francisco Briceño, destacó las 
posibilidades del juicio de residencia como una fuente extraordinaria de información 
etnográfica por su propia estructura y porque en su momento fueron causa de acciones 
sociales con la participación de numerosos protagonistas. Desde su óptica, cada juicio 
                                                
73 José Manuel de Bernardo Ares, «Los juicios de residencia como fuente para la Historia urbana», en 
Actas. II Coloquios de Historia de Andalucía. Andalucía Moderna (Córdoba: Monte de Piedad, 1983), 
pp. 1-24.  
74 Moisés Estévez Morales, «Breve análisis interpretativo del juicio de residencia tomado al capitán don 
Juan López de Utrera, corregidor de Gran Canaria, 1690- 696», Revista de historia canaria, 177, (1993), 
pp. 75-100. 
75 Ibidem. p. 85-95. 
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de residencia, con su singularidad, presenta la vid de una parte de la sociedad indiana 
durante un periodo corto de tiempo76. Más recientemente, Carlos Moreno Amador, 
quien ha estudiado los juicios de residencia de los a caldes mayores de Tabasco en la 
segunda mitad del siglo XVII, ha destacado cómo este mecanismo de control recogió 
todo tipo de información de la provincia novohispana y, por ende, tiene un importante 
valor para el estudio de la región, pues permiten reconstruir la vida política, económica 
y social de los tabasqueños, además del propio ejercicio profesional de los gobernantes 
americanos77.  
Desde el otro lado del Atlántico, autores argentinos c mo Sergio Angeli han 
pretendido reconstruir la vida social y profesional de los oidores americanos a través de 
los juicios de residencia78. El autor analiza las residencias desde una óptica de 
reconstrucción de la vida social y la actuación profesi nal de los oidores americanos a 
través de las declaraciones de testigos que dejaban plasmado datos importantes de las 
redes de los ministros. La reconstrucción la completa con el cruce de fuentes notariales, 
actas de cabildos, epistolares y, libros de acuerdos de las audiencias, que contrastadas 
con las declaraciones de testigos permiten ver con mayor claridad las relaciones 
político-administrativas de estos oidores americanos. La información que 
proporcionaban los testigos dejaba nombres de personas importantes e influyentes que 
se asociaban a los oidores, en definitiva, las redes de actuación de éstos, sirviendo así 
como base para la indagación y el armado de las redes sociales y clientelares de estos 
oficiales de la Monarquía. En síntesis, según Angeli, conocer las trayectorias de vida y 
la actuación profesional de aquellos magistrados americanos no puede apartar de las 
investigaciones los juicios de residencia que dieron t as el cese de sus oficios, pero esta 
documentación, como las declaraciones de testigos, normalmente prefabricadas y que 
respondían a intereses concretos, debe ser contrastada con otras fuentes documentales 
para alcanzar un mayor rigor histórico.  
Por su parte, Hugo Mendoza Flores, a través del estudio del juicio de residencia al 
gobernador de Nueva Vizcaya en 1650, ha destacado com este mecanismo de control 
                                                
76 Alfredo Jiménez Núñez, «El juicio de residencia como fuente etnográfica: Francisco Briceño, 
gobernador de Guatemala (1565-1569)», Revista Complutense de Historia de America, 23, (1997), pp. 
11-21. 
77 Carlos Moreno Amador, «El valor del juicio de residencia como fuente documental: estructura, 
características y peculiaridades. El paradigma de Tabasco en la segunda mitad del siglo XVII», Temas 
Americanistas, 42, (2019), pp. 160-191. 
78 Sergio Angeli, «El juicio de residencia: documento inicial para la reconstrucción de la vida social y 
profesional de los oidores americanos (siglo XVI-XVIII)», Revista Electrónica de Fuentes y Archivos, 3, 
(2012), pp. 182-196. 
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permite reconstruir una cultura política aproximándose al ejercicio del poder detentado 
por sujetos en un espacio relacional, así como a lo percibido como debido o indebido en 
la práctica del gobierno. A su vez, ha señalado cómo tanto residenciado como 
querellantes se mostraron preocupados en el proceso por su buen nombre, por la honra y 
por su crédito79.  
Esta corriente historiográfica no ha estado exenta de críticas. Por ejemplo, Tamar 
Herzog fue muy crítica con esta corriente de investigación que utilizaba los juicios de 
residencia como fuentes de información para otros estudios como la historia urbana, ya 
que considera que la mayoría de las investigaciones ignoraron el hecho de que la 
información procedente de las residencias era el resultado de un largo proceso de 
selección, influido por actores, intereses y circunsta cias. Criticó además el hecho de 
que algunos historiadores sólo consultaran para sus e t dios partes del procedimiento 
como las sentencias de las residencias, sin examinar las pruebas ni las alegaciones 
jurídicas sobre las que se basaban80. 
 
1.2.1.3. Los juicios de residencia como ritual de carácter simbólico 
  
La tercera corriente historiográfica que han tenido los estudios sobre los juicios de 
residencia, y también, la más reciente, fue de algun  manera originada hace unos años 
por Tamar Herzog a raíz de su libro Ritos de control, prácticas de negociación: 
pesquisas, visitas y residencias y las relaciones entre Quito y Madrid (1650-1750)81, 
que analiza las residencias como un rito de control, destinado en última instancia al 
mantenimiento de la paz social. Esta corriente ha sido eguida por otros estudios que 
observan la residencia como un ritual, desde el concepto antropológico del término, 
destacando el carácter simbólico y los mecanismos sociales que le daban forma y 
permitían su desarrollo y enlace entre el poder local y el central.  
                                                
79 Hugo Mendoza Flores, «“Por el imperio de mi crédito”: percepciones sobre lo debido y lo indebido en 
el ejercicio de la gubernatura a través del Juicio de Residencia de Luis de Valdés (Nueva Vizcaya, 
1650)», Memoria y civilización: anuario de historia, 21, (2018), pp. 111-140. 
80 Tamar Herzog, «La comunidad y su administración. Sobre el valor político, social y simbólico de las 
residencias de Quito (1653-1753)», Mélanges de la Casa de Velázquez, 34.2 (2004), pp. 161-183. 
81 Tamar Herzog, «Ritos de control , prácticas de negociación: Pesquisas , visitas y residencias y las 
relaciones entre Quito y Madrid», Tres grandes cuestiones de la historia de Iberoamérica: ensayos y 
monografías: Derecho y justicia en la historia de Iberoamérica; afroamérica, la tercera raíz e impacto 




Tamar Herzog parte de la premisa de que los estudio sobre las residencias se han 
centrado en ellas como instrumentos de control por medio de los cuales, el centro -
Madrid-, extendía su autoridad y se comunicaba con los brazos y ejecutores que se 
hallaban en las provincias, interesándose por los aspectos formales, burocráticos y 
administrativos. Herzog en esa obra planteó una forma diferente de interpretar las 
residencias americanas durante esta cronología, y lo hizo considerando a las mismas 
como ritos de purificación, capaces de crear un espacio jurisdiccional que no existía de 
otro modo, sino era a través del juicio de residencia. Ancló su hipótesis en el estudio de 
una muestra de residencias amplia como fueron las de veinticinco corregidores de la 
provincia de Quito y doce ministros de la misma Audiencia durante la cronología arriba 
apuntada.  
Las líneas desarrolladas por Tamar Herzog sobre el estudio de las residencias de 
los corregidores de la provincia de Quito se centran en aspectos ya tratados por la 
historiografía, pero esta vez observados desde otras perspectivas. En lo relativo a las 
residencias de los corregidores americanos, la autora planteó que éstas eran una suerte 
de institución mixta entre residencia y visita, pues eran investigados también los 
oficiales subalternos del corregidor, sin que cesaran en su oficio. No compartimos esta 
afirmación, pues las residencias, tanto en Castilla, como en Indias, con procedimientos 
similares, llevaban incluidas la investigación de los subalternos del residenciado, y no 
por ello dejaban de ser juicios de residencia. Más que calificar a las residencias como 
institución mixta entre residencia y visita, estamos más de acuerdo en otra 
denominación que, en un ulterior trabajo, Herzog concluyó que las residencias de Quito 
no trataban a los oficiales reales como individuos cuyas acciones debían de revisarse 
separadamente, sino que como cuerpo colegiado, y por ello tenían una responsabilidad 
colectiva que se veía reflejada en la residencia82.  
En su estudio han merecido atención temas como los jueces de residencia de estos 
corregidores, que solían ser los sucesores en el oficio, sistema de designación que según 
Herzog provocó importantes tensiones entre el nuevo y antiguo mandatario. Otro asunto 
tratado en la obra de Herzog fueron los testigos, cuya identidad se reducía a un grupo 
preseleccionado que incluía, prácticamente, a la élite local, escogidos en número 
cercano a treinta por los jueces de residencia. Esto no quiere decir que el juez de 
residencia no se saliera de ese patrón de élite local para escoger a los testigos, y en 
                                                
82 Herzog, «La comunidad y su administración. Sobre el valor político, social y simbólico de las 
residencias de Quito (1653-1753)», p. 168.  
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alguna ocasión llegaron a ser escogidos miembros de las comunidades indígenas, pero 
estos eran los más cercanos al mundo español, que para ser incluidos en la residencia 
tenían que desplazarse a la ciudad, declarar en quechua y aceptar ser reducidos a una 
voz común y anónima, incluso a veces, sus interrogatorios eran distintos al del resto de 
testigos83. 
En lo relativo a las residencias de los ministros de la Audiencia de Quito, en el 
análisis de los doce juicios que estudió Herzog, señaló algunas afinidades con las de los 
corregidores, pero en aspectos importantes variaban sustancialmente. Estas inspecciones 
se llevaban a cabo principalmente en la capital, Quito, y su ejecución en la provincia era 
muy defectuosa. Eran procesos netamente urbanos, de los que se excluían los pueblos y 
lugares de la jurisdicción y en los que no participaba de ninguna forma la población 
rural del distrito, mayoritariamente indígena. Por lo general, la publicación se hacía en 
castellano, sin necesidad de una traducción en lenguas indígenas. Los autos de las 
residencias de los ministros demuestran la omnipresencia de la capital y el silencio 
relativo de la provincia. Para los ministros de la Audiencia estudió temas similares a los 
anteriores, como los jueces de residencia, que solían ser sus compañeros de la 
Audiencia, para los oidores, y estos para el Virrey. Según Herzog, éstos no eran 
neutrales y tenían una opinión fundada sobre el ministro que poco dependía de las 
alegaciones de los testigos a los que también conocían84, y justificó la elección de los 
jueces entre sus compañeros en el hecho de que las r sidencias representaran un cierto 
equilibrio social y que se intentara guardar en ellas la tranquilidad pública85.  
Otros temas comunes que han sido tratados en otros estudios, y que Herzog 
abordó de nuevo, fue por ejemplo, la residencia tras la muerte del residenciado. La 
posibilidad de incluir en las residencias a mandatarios ya fallecidos fue una cuestión sin 
determinar durante todo el periodo tratado. Lo habitu l era que se siguiera el 
procedimiento normal de la residencia, pero sustituyendo la responsabilidad del 
fallecido por la de su patrimonio, ahora en manos de us herederos. Según Herzog, esto 
podía responder a que la residencia era un proceso destinado no tanto a la corrección de 
mandatarios, sino a la obtención de una compensación e onómica, por la que bastaba 
                                                
83 Herzog, «Ritos de control , prácticas de negociación: Pesquisas , visitas y residencias y las relaciones 
entre Quito y Madrid», p. 26. 
84 Ibidem. p. 45. 
85 Ibidem. p. 46. 
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con la existencia de bienes. Si la responsabilidad er  criminal está fenecía al morir el 
mandatario86.  
Pero sin duda, las hipótesis fundamentales de Herzog van orientadas al 
tratamiento de las residencias como instancias de compromiso social, de presencia regia 
y de purificación. Para ello se apoyó principalmente en tres aspectos: la comunidad en 
la que se tomaba la residencia, la paz social y la jurisdicción87. Para Herzog, las 
residencias analizadas localmente, nunca fueron, ni pud eron ser, simples procesos 
fiscalizadores, al contrario, estudiadas localmente y con una visión comparada, las 
residencias aparecen como instancias de comunicación por las que la administración, la 
jurisdicción, la comunidad y la paz social se recreaban socialmente. Para apuntalar su 
hipótesis afirmó, como ya hemos visto, que la administración en la que el oficial era 
sometido a residencia era tratada en esta de una forma colectiva. En lo relativo a la 
comunidad y la paz social, con respecto a las residenc as de ministros de la Audiencia, 
la designación de los jueces de residencia entre compañeros ministros garantizaba una 
relativa paz social, voluntad que se justifica con el hecho de que durante las residencia 
apenas se registraron quejas particulares en contra de los mandatarios, y la parte pública 
de las mismas apenas se utilizó en Quito durante la época estudiada. Además, las 
residencias creaban una opinión y una imagen de un territorio, y que ésta fuera de 
consenso, pacífica y carente de enfrentamiento de ningú  tipo, era una prioridad tanto 
del residenciado como del juez de residencia. Dadas estas características, la autora 
afirmó que no es de sorprender que la mayoría de las residencias terminaran con 
sentencias que aprobaban el ejercicio de los ministros, a veces por no hallar cargos, 
otras veces por hallarlos, pero sobre todo por acept r las explicaciones que absolvían a 
los interesados.  
Pero el punto más importante de las hipótesis de Herzog se manifiesta en torno a 
la jurisdicción que para la autora difundía el juicio de residencia. Esta se manifestaba en 
la publicación de la residencia paralelamente en todos los pueblos del distrito, llegando 
a la conclusión de que aun con el esfuerzo de publicar la residencia a la vez en todas las 
poblaciones del distrito, mostrando simbólicamente de este modo cual era la 
jurisdicción de la Audiencia, con las dificultades de comunicación y transcripción a la 
lengua del inca para los pueblos indígenas, en la práctica, las residencias se llevaban a 
                                                
86 Ibidem. p. 50. 
87 Estas posturas las defendió la autora con más nitidez en un artículo ya citado publicado en 2004. 
Herzog, «La comunidad y su administración. Sobre el valor político, social y simbólico de las residencias 
de Quito (1653-1753)». 
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cabo casi íntegramente en la ciudad cabecera, más concretamente en el barrio del 
centro, donde residían los españoles, habiendo pocas excepciones a esta regla. Tras la 
publicación de la residencia, Herzog le otorgó importancia al análisis de la comunidad y 
los participantes en las residencias, tanto los testigos llamados a declarar por el juez, 
como los que participan en la parte pública de la misma.  
Recientemente, estudiosos de la residencia, sobre tdo en América, han seguido 
las líneas apuntadas por Herzog sobre la residencia como un ritual simbólico, analizada 
desde las redes de relaciones de obediencia, dependencia y subordinación a la imagen 
sacralizada del rey, con una función de reforzar el discurso legitimador del poder del 
monarca en territorios tan distantes como eran los americanos, y a los cuerpos sociales, 
comunidades y grupos a los cuales pertenecen los residenciados88. En estos términos de 
análisis, Berbesi de Salazar y Vázquez de Ferrer evidenciaron en su estudio lo que este 
instrumento de control representó dentro del sistema político y de la estructura de poder 
en Maracaibo entre 1765 y 181089. Es sugestivo en este trabajo el trato que otorgarn 
las autoras tanto a las residencias como a las peticiones de exención de la mismas, 
expresadas en los mismos términos de relaciones que comparten interés económico y 
político como propios de quienes tenían acceso a diversas instancias de poder y como 
una manifestación más de poder, en el entorno de los gobernadores y su gobierno90.  
Desde el concepto antropológico del término ritual, destacando el carácter 
simbólico y los mecanismos sociales que permitían su desarrollo, debemos señalar los 
trabajos de Silvina Smietniansky, antropóloga de la Universidad Nacional de Quilmes, 
en Argentina, que ha estudiado los juicios de residencia desde una visión antropológica 
focalizando sus estudios en el análisis de la parte de ritual y coerción que ejercía el 
juicio de residencia en las poblaciones americanas91. E tudia de una manera diferente el 
juicio de residencia de cómo anteriormente se ha estudiado, y lo hace a través de la 
teoría antropológica, desplazándose de las finalidades de control estipuladas en la 
                                                
88 Ligia Berbesí de Salazar y Belín Vázquez de Ferrer, «Juicios de residencia en el gobierno provincial de 
Maracaibo, 1765-1810», Anuario de estudios americanos, 57.2, (2000), pp. 475-499.  
89 Ibidem. p. 479.  
90 Ibidem. p. 483. 
91 Destacamos dos trabajos de esta antropóloga argentina que ha seguido la mirada hacia las residencias 
ya apuntadas por Tamar Herzog, y aunque desde otras pe spectivas ha llegado a conclusiones diferentes: 
Silvina Smietniansky, «El juicio de residencia: Variabilidad y conflicto en el orden ritual (gobernación 
del Tucumán, siglo XVIII).», en IX Congreso argentino de antropología social. Facultad de 
humanidades y ciencias sociales. Universidad nacional de misiones, Posadas (Posadas, 2008), pp. 1-20; 
Silvina Smietniansky, «Sobre el uso del concepto “ritual” en el estudio de los juicios de residencia 
indianos», en VIII Reunión de Antropológía del Mercosur (RAM). DIversidad y poder en América Latina 
(Buenos Aires, 2009), pp. 1-15. 
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legislación, para focalizar en los efectos que este acontecimiento extraordinario y 
altamente formalizado podía suscitar en las sociedades locales. A través de una 
aproximación etnográfica, por interpelar la mirada del otro, se cuestiona que la propia 
dimensión de ritual no correspondía igual a la perspectiva nativa, que a los españoles 
residentes en Indias. A través del alto grado de formalización y la carga simbólica que 
conllevaban las residencias, esta autora abre la posibilidad de analizar la residencia en 
términos de un ritual que contribuía a reafirmar la autoridad regia y a recordar 
determinados valores sociales. Analizó la residencia tomada a un gobernador de la 
provincia de Tucumán, Juan Manuel Fernández Campero, en la segunda mitad del siglo 
XVIII 92, y según sus conclusiones en ese trabajo, se configuró en esta residencia un 
espacio de conflicto de poder entre las facciones de la élite local y entre ésta y el poder 
monárquico. Para Smietniansky, el juicio de residencia, además de su función de 
fiscalización tenía otras funciones y otros sentidos que se realizaban a través de la 
celebración del mismo. Parte de la idea de que el fnómeno bajo estudio es un acto 
simbólico, que aunque resulte ineficaz si nos ceñimos a la legislación, tiene otras 
connotaciones que sí consigue, en concreto, la repres ntación simbólica del rey y de su 
dominio sobre los territorios indianos.  
En un segundo trabajo que traemos a colación, más reciente, analizó la 
variabilidad y el conflicto en el orden ritual del juicio de residencia93. Presentó los 
rituales como mecanismos que actúan fortaleciendo la so idaridad del grupo y los 
valores sociales, no desestimando que los rituales contribuyan a mantener un 
determinado sistema social. Sostiene en este trabajo un  tesis similar al trabajo citado 
más arriba, y es que si bien la residencia no conseguía cumplir con sus objetivos de 
controlar la actuación de los funcionarios de gobierno y mejorar el funcionamiento de 
las instituciones políticas, su análisis en términos rituales nos permite redefinir el 
concepto de eficacia y ponderar en qué sentido la residencia sí era un dispositivo 
político eficaz. Sostiene que la residencia podía ser comprendida como un ritual político 
a través del cual la corona ejercía el poder en sus lejanos dominios indianos y, en ese 
sentido, analizó su capacidad para cohesionar la sociedad local y transmitir unos 
determinados valores y principios que regían el orden socio-político.  
 
                                                
92 Smietniansky, «Sobre el uso del concepto “ritual” en el estudio de los juicios de residencia indianos».  
93 Smietniansky, «El juicio de residencia: Variabilidad y conflicto en el orden ritual (gobernación del 
Tucumán, siglo XVIII).»  
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1.2.1.4. El juicio de residencia en otras jurisdicciones 
 
La jurisdicción real, o realengo, no era la única que sometía a sus oficiales a este 
mecanismo de control en Castilla, sino que también se producía en los territorios 
administrados por las Órdenes Militares o señores de vasallos.  
Sobre los territorios de las Órdenes Militares, la obra de Elena Postigo Castellano 
incluyó las residencias y visitas dependientes del Consejo de Órdenes94. Los juicios de 
residencias se efectuaban sobre los gobernadores y los alcaldes mayores para fiscalizar 
los actos realizados en el ejercicio de sus cargos y l de sus oficiales, además, en las 
instrucciones dadas a los jueces de residencias se incluía la indagación de todos los 
aspectos de la vida de los municipios. Como casos de estudio particulares destacan los 
trabajos de Carmen González Peinado sobre el juicio de residencia al gobernador de la 
villa de Ocaña en 1597, don Alonso de Granada Venegas95. El primero de estos trabajos 
aporta algunas notas sobre el procedimiento del juicio de residencia en tierras de 
Órdenes Militares castellanas, que no se diferenciaba sustancialmente de lo que 
llevamos visto hasta ahora. En el trabajo de González Peinado se aborda uno de los 
aspectos más problemáticos de los juicios de residencia, como eran los capítulos 
anónimos entregados durante la parte secreta de la residencia. Los memoriales 
anónimos se trataban en la residencia de oficio, y eran entregados por personas que sin 
dar su nombre pretendían decantar la residencia, según Castillo de Bobadilla96, “más 
para encaminar sus venganzas que con celo de justicia”, y “que el juez le puede 
responder que si quieren proveer información alguna lo hagan al descubierto” añadimos 
nosotros, en la parte pública de la residencia mediante demandas o querellas. No 
obstante, está claro que esos memoriales tenían algo que aportar, y que había jueces que 
hacían caso de los mismos o al menos, si después escuchaban en los testigos 
argumentos similares que consolidaban los argumentos de los capítulos.  
                                                
94 Elena Postigo Castellanos, Honor y privilegio en La corona de Castilla: el Consejo de las Ordenes y 
los caballeros de hábito en el s. XVII (Valladolid: Junta de Castilla y León, Consejería de Cultura y 
Bienestar Social, 1988), pp. 56-57. 
95Carmen González Peinado, «El inicio del juicio de residencia a don Alonso de Granada Venegas 
(Ocaña, Toledo, 1597): algunas notas sobre su procedimiento», Espacio, Tiempo y Forma, 23, (2010), pp. 
2-10; Carmen González Peinado, «Capítulos anónimos en el juicio de residencia a don Alonso de 
Granada Venegas. Ocaña (Toledo, 1597)», en Campo y campesinos en la España Moderna; culturas 
políticas en el mundo hispano, ed. María José Pérez Álvarez y Alfredo Martín García (León: Fundación 
Española de Historia Moderna, 2012), pp. 835-846. 
96 Ibidem. p. 838.  
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En el ámbito señorial, la necesidad de mantener una red de oficiales para la 
administración de sus vastos territorios evolucionó e  un desarrollo administrativo 
complejo que llevó a las grandes casas nobiliarias de la Monarquía a practicar 
mecanismos de control tales como el juicio de residencia, pero también la visita y la 
pesquisa. Los objetivos que perseguía la residencia señorial, sin duda similares a la 
practicada en realengo, estuvieron orientados a evitar los abusos de sus oficiales, 
controlar los concejos de señorío y la defensa de l jurisdicción señorial.  
Uno de los trabajos pioneros que abordó el juicio de residencia señorial fue un 
artículo publicado por Benjamín González Alonso sobre las relaciones del Estado con la 
administración señorial en la Castilla Moderna97. En este trabajo centró su atención en 
dos territorios de la corona de Castilla fuertemente señoriales, Galicia y Andalucía, y lo 
hizo a través del análisis de los señoríos y sus relaciones con la Monarquía. Entre otros 
horizontes que abrió este trabajo, se encuentra el debate sobre el momento en el que se 
empezó a utilizar dicho mecanismo de control en los señoríos. González Alonso afirmó 
que las residencias señoriales se impusieron en el último tercio del siglo XVI, y se 
apoya para ello en las peticiones de los procuradores en las Cortes de Madrid de 1563, 
donde pedían la promulgación de una ley que impusiera con carácter general el deber de 
prestar residencia a los oficiales señoriales, y aunque Felipe II no atendió dichas 
peticiones, no hay duda de que en el último tercio del siglo XVI estaban arraigadas en 
los territorios de señorío98. La primera residencia que documentó González Alonso en 
su estudio se celebró en Marchena, señorío del duque de Arcos en 159299. Por su parte 
Ignacio Atienza en su estudio sobre la Casa de Osuna, situó la primera residencia en 
1572100. Adolfo Carrasco Martínez, en su estudio sobre los juicios de residencia en las 
tierras del Infantado, documentó una residencia datda en 1525, tomada en Arenas de 
San Pedro101. Pero los testimonios más tempranos sobre residencias señoriales nos los 
proporciona Enrique Soria Mesa en su trabajo sobre l s señoríos del Reino de Granada, 
                                                
97 Benjamín González Alonso, «Notas sobre las relaciones del estado en la administración señorial en la 
Castilla moderna», Anuario de historia del derecho español, 53, (1983), pp. 366-395. 
98 Ibidem. p. 390. 
99 Ibidem. p. 390. 
100 Ignacio Atienza Hernández, Aristocracia, poder y riqueza en la España Moderna. L  Casa de Osuna, 
siglos XV al XIX (Madrid: Siglo XXI de España, 1984), p. 131. 
101 Adolfo Carrasco Martínez, Control y responsabilidad en la administración señorial: los juicios de 
residencia en las tierras de Infantado (1650-1788), Estudios y documentos (Valladolid: Secretariado de 
publicaciones, Universidad de Valladolid, 1991), p. 23  
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datando estos testimonios a principios del siglo XVI, concretamente en 1510 para la 
taha de Marchena y antes de 1540 para el marquesado de los Vélez102. 
 Pero el trabajo de González Alonso abrió otras perpectivas más problemáticas, 
como fueron las conexiones de los señoríos con la administración real a partir del juicio 
de residencia señorial, no como el procedimiento del qu  el señor dispone para fiscalizar 
la actuación de sus propios oficiales, sino como instrumento mediante el cual la 
monarquía supervisaba el funcionamiento de la administración señorial en su conjunto, 
afirmando que la residencia vinculaba y subordinaba l  dministración señorial a la 
real103. Para González Alonso, que los tribunales regios cono ieran y tomaran parte en 
los juicios de residencia señoriales era una muestra de que servía para fiscalizar el 
funcionamiento de la administración señorial en su conjunto. Esta teoría la apoya 
Enrique Soria Mesa, quien afirma, “que decenas de casos hablan a las claras de una 
institución -los señoríos- permanentemente vigilada y, mejor dicho, supervisada por los 
ministros del rey; una residencia que pocas veces escapa a la revisión de los oidores 
granadinos”104. Por su parte Adolfo Carrasco Martínez también afrontó las relaciones 
entre la Casa del Infantado y la corona desde la óptica de las residencias y señaló que la 
monarquía, en principio, no fiscalizaba la administración señorial a través del juicio de 
residencia, lo que no evitó que no existiera una unión de intereses, pues explícitamente 
los jueces señoriales investigaban sobre el cumplimiento de las leyes reales y revisaban 
las cuentas de los tributos reales como los ducales105.  
Otros aspectos que han tratado los estudios citados son el procedimiento y la 
regularidad de los juicios de residencia en los territorios de señorío. González Alonso y 
Carrasco Martínez coinciden en que el procedimiento de la residencia no presenta 
diferencias a las ya apuntadas para los territorios de realengo y se ajustaba a los mismos 
trámites procedimentales, excepto en el nombramiento de los jueces, que corría a cargo 
del señor de cada casa106. Con respecto a la regularidad de la práctica de las residencias, 
                                                
102 Enrique Soria Mesa, Señores y oligarcas: los señoríos del Reino de Granad  en la Edad Moderna 
(Granada: Servicio de Publicaciones de la Universidad e Granada, 1997), pp. 172-173. 
103 González Alonso, «Notas sobre las relaciones del estado en la administración señorial en la Castilla 
moderna», p. 387.  
104 Soria Mesa, Señores y oligarcas: los señoríos del Reino de Granad  en la Edad Moderna, pp. 175-76. 
Obviamente, Soria Mesa se refiere a las residencias con ervadas en el Archivo de la Real Chancillería de 
Granada. 
105 Carrasco Martínez, Control y responsabilidad en la administración señorial: los juicios de residencia 
en las tierras de Infantado (1650-1788), p. 109.  
106 Atienza Hernández, Aristocracia, poder y riqueza en la España Moderna. L  Casa de Osuna, siglos 
XV al XIX, p. 131; González Alonso, «Notas sobre las relaciones del estado en la administración señorial 
53 
 
Ignacio Atienza demostró que los duques de Osuna recurri ron a las residencias en el 
periodo 1572-1692, y en situaciones muy concretas, sin que se aprecie hábito 
administrativo107, y Adolfo Carrasco afirmó que la residencia señorial tuvo una práctica 
desigual, y aunque en el periodo que estudia, la regularidad en la administración de la 
Casa ducal del Infantado parece evidente, no conocemos con certeza la actitud de otras 
casas nobiliarias tan importantes como Alba, Medina Sidonia u otras108. Unos años 
después de la obra de Adolfo Carrasco, vieron la luz trabajos que sin demasiada 
profundidad analizaron el control de los corregidores de los ducados de Alba109 y 
Arcos110 en el siglo XVI. 
La historiografía sobre los juicios de residencia señoriales cuenta con otros 
trabajos, pero por sus peculiaridades hemos decidido abordarlos por separado a los 
arriba indicados. Se trata de estudios que responden a t rritorios de la corona de Castilla 
no afrontados hasta ahora, como son las tierras de León y el reino de Navarra. El trabajo 
de Laureano Rubio Pérez sobre las visitas, juicios de residencia y poder concejil en la 
provincia de León, abordó la implantación de los mecanismos de control, entre los que 
se encontraba la residencia, en el marco señorial leonés a partir del siglo XVI, teniendo 
una escasa incidencia, según el autor por varios aspectos: en primer lugar, debido a que 
los señores jurisdiccionales residían en sus “Estado ” y ellos mismos ejercían este 
control cotidianamente; en segundo lugar, la situación de los señoríos sobre concejos 
con una tradición de administración en régimen de concejo abierto; y en tercer lugar, el 
derecho consuetudinario leones, que ponía trabas al ejercicio de la residencia111. Para el 
reino de Navarra contamos con el trabajo de Jesús María Usunáriz Garayoa sobre el 
juicio de residencia señorial en Navarra y el control del poder local112. En el territorio de 
Navarra, aunque el procedimiento y la estructura de la r sidencia señorial fue similar al 
                                                                                                                                    
en la Castilla moderna», p. 389; Carrasco Martínez, Control y responsabilidad en la administración 
señorial: los juicios de residencia en las tierras de Infantado (1650-1788), p. 27. 
107 Atienza Hernández, Aristocracia, poder y riqueza en la España Moderna. L  Casa de Osuna, siglos 
XV al XIX, pp. 131-138. 
108 Carrasco Martínez, Control y responsabilidad en la administración señorial: los juicios de residencia 
en las tierras de Infantado (1650-1788), p. 24. 
109 José Manuel Calderón Ortega, «Los corregidores de los duques de Alba (1430-1535)», en Estudios de 
historia del derecho europeo: homenaje al P. G. Martínez Díez, ed. María Dolores Gutierrez Calvo y 
Rogelio Pérez-Bustamante González de la Vega (Madrid: Editorial Complutense, 1994), III , pp. 275-290. 
110 David García Hernán, «Municipio y señorío en el sig o XVI: El Duque de Arcos y los oficiales de los 
Concejos de su Estado», Cuadernos de historia moderna, 14, (1993), pp. 55-72. 
111 Laureano Rubio Pérez, Visitas, juicios de residencia y poder concejil en la provincia de León: 
mecanismos de control en el marco del régimen señorial durante la edad moderna (León: Universidad de 
León, Secretariado de Publicaciones, 1998). 
112 Jesús María Usunáriz Garayoa, «Señores y municipios: el juicio de residencia señorial en Navarra y el 
control del poder local», Anuario de historia del derecho español, 68, (1998), pp. 491-522. 
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de Castilla y el nombramiento de los jueces de residencia también recaía en los señores, 
éste debía ser refrendado por el Consejo de Navarra, siendo también éste la última 
instancia de apelación113.  
 
1.2.2. La pesquisa en la historiografía moderna 
 
Con anterioridad hemos abordado el desarrollo en la legislación castellana y la 
puesta en práctica en los siglos bajomedievales de este mecanismo de control durante el 
desempeño del oficio que era la pesquisa, así como sus variantes de pesquisa general y 
pesquisa especial. Pero la relativa abundancia de trabajos sobre residencias y visitas 
para el Antiguo Régimen contrasta con la práctica inexistencia de trabajos sobre las 
pesquisas. Uno de los trabajos pioneros sobre la pesquisa en la Edad Moderna nos lo 
proporcionó Benjamín González Alonso a principios de los años 70 del siglo XX114. 
Tras unas precisiones conceptuales sobre la pesquisa, aportó un ejemplo tardío, segunda 
mitad del siglo XVIII, que trata de describir un supuesto de aplicación de una pesquisa 
en Castilla. Aborda uno de los aspectos problemáticos en el plano conceptual de la 
pesquisa, como fue el de su separación de los restant  procedimientos de control de los 
oficiales reales, es decir, de la residencia y de la visita. Al respecto de este debate, 
González Alonso se esfuerza en este trabajo en defeder a la pesquisa como medio de 
fiscalización o control de los oficiales reales castellanos, dotado de vida propia e 
independiente de la residencia y de la visita115.  
González Alonso concluyó que la pesquisa se promovió con la finalidad de 
inquirir la comisión de actos individualizados, llevados a cabo por oficiales reales 
determinados y concretos, que dichos actos eran conocidos por la corona en virtud de 
una denuncia previa, que se trataba de actos que acarre ban responsabilidades penales, 
es decir, vinculados a delitos de índole penal y que se trataría de una investigación 
concreta sobre el acto denunciado, suspendiendo al ficial investigado durante la 
pesquisa116. Este sería el caso de la pesquisa especial, ya que se trata de una 
                                                
113 Ibidem. p. 497. Al situarse la apelación en un tribunal rea, l autor comparte la tesis de González 
Alonso sobre el control real de la autoridad señorial.  
114 Benjamín González Alonso, «Control y responsabilidad e los oficiales reales: notas en torno a una 
pesquisa del siglo XVIII», en Actas del II Symposium de Historia de la Administración (Madrid: Instituto 
de Estudios Administrativos, 1971), pp. 396-446. 
115 Ibidem. p. 401. 
116 González Alonso, «Control y responsabilidad de los oficiales reales: notas en torno a una pesquisa del 
siglo XVIII», p. 404. 
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investigación contra un oficial determinado que ha cometido un delito, pero el mismo 
autor reconoce en un trabajo posterior que la corona podía enviar de oficio, por los 
motivos que fuere, una pesquisa general para reunir información sobre distritos enteros, 
y que en ocasiones las propias Cortes demandaban la designación de pesquisadores a fin 
de compensar por esta vía unas residencias relajadas117. Por último, González Alonso 
destacó en ambos trabajos citados, en los que estudi la pesquisa, que a pesar de que la 
residencia, como medio de control regular, inevitable y omnicomprensiva, estrechó el 
margen de aplicación de la visita y la pesquisa, ést  última en la segunda mitad del siglo 
XVIII se mantenía viva y de hecho, se practicaba118. 
De que la pesquisa seguía viva y de hecho se practicaba en la segunda mitad del 
siglo XVIII nos da evidencias Ricardo Franch Benavent en su trabajo sobre la pesquisa 
realizada al marqués de Avilés como intendente de Val ncia en 1762119. Esta pesquisa 
tuvo su origen en una denuncia anónima previa que alertaba de los excesos 
presuntamente cometidos por el marqués de Avilés, pero en este caso no fue suspendido 
de su oficio para llevar a cabo la investigación. El marqués había adquirido un intenso 
poder como intendente y corregidor de Valencia, y la denuncia le presentaba como un 
oficial autoritario que había abusado de su poder en beneficio propio. El pesquisador 
constató que efectivamente, el intendente había cometido abusos, sobre todo, en los 
abastos de la ciudad de Valencia, de los que recibía dádivas de los arrendatarios, pero la 
investigación no condujo al procesamiento del marqués, sino que fue cesado y 
trasladado a la intendencia de Aragón, y la monarquí  se limitó a advertir a su sucesor 
que en el futuro “no admita las propinas y gratificac ones que han recibido sus 
antecesores […]”120.  
Para el caso americano contamos con los análisis sobre pesquisas que Tamar 
Herzog dedicó en un capítulo de su libro antes citado121. En este trabajo estudió las 
pesquisas celebradas en Quito, en un contexto de quejas y denuncias entre Quito, Lima 
y Madrid. Estas quejas y denuncias en ocasiones derivaban en el envío de una pesquisa 
                                                
117 González Alonso, «Los procedimientos de control y exigencia de responsabilidad de los oficiales 
regios en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglo  XIII-XVIII)», p. 269. 
118 González Alonso, «Control y responsabilidad de los oficiales reales: notas en torno a una pesquisa del 
siglo XVIII», p. 405. González Alonso, «Los procedimientos de control y exigencia de responsabilidad de 
los oficiales regios en el Antiguo Régimen (Corona de Castilla, siglos XIII-XVIII)», p. 269. 
119 Ricardo Franch Benavent, «Las oportunidades de enriquecimiento ilícito generadas por el ejercicio de 
la intendencia más “tentadora” de España: la pesquisa realizada al marqués de Avilés como intendente de 
Valencia en 1762», Estudis. Revista de historia moderna, 28, (2002), pp. 263-285. 
120 Ibidem. p. 284. 
121 Herzog, «Ritos de control , prácticas de negociación: Pesquisas , visitas y residencias y las relaciones 
entre Quito y Madrid», pp. 70-147. El capítulo cuarto está dedicado a las pesquisas.  
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por parte del Consejo de Indias, otras, en cambio, eran relegadas sin prestar demasiada 
atención a las mismas. Herzog documentó casos de pesquisa dirigidas por denuncias 
estrictamente de carácter social o moral, como el caso de la llevada a cabo contra 
Miguel Antonio Ormasa Ponce de León en 1685, mediante l  que se pretendía averiguar 
si el oidor había estado amancebado con una mujer casada y si se casó con ella en 
secreto sin licencia regia, y además, si tuvo alguna relación con la muerte repentina del 
marido de aquella, es decir, temas sin relación con el ejercicio profesional122.  
 
1.2.3. La visita en la historiografía moderna 
 
Las visitas en Indias 
 
La evidencia de que los procedimientos de control de los oficiales reales se 
aplicaron con mayor frecuencia en América que en los reinos hispánicos de Europa se 
demuestra también en la historiografía sobre las visitas, ya que esta cuenta con una 
mayor tradición y desarrollo sobre las efectuadas en Indias. A principios del siglo XX, 
las breves referencias a la visita indiana se situaron el contexto de estudios más 
generales, como fue la meritoria obra de Ernesto Schäfer sobre el Consejo de Indias y la 
administración colonial. En su estudio documentó entre los años de 1524 y 1700 entre 
60 o 70 visitas, en las 11 audiencias americanas, sin contar la de Buenos Aires; además, 
documentó tres visitas al Consejo de Indias durante el siglo XVI. La primera de ellas, 
iniciada en 1542, concluyó con la destitución de dos c nsejeros y la promulgación de 
las primeras ordenanzas que rigieron el Consejo; la segunda que recibió el Consejo en 
1569, desarrollada por el licenciado Juan de Ovando y que supuso la aplicación de 
reformas en las ordenanzas de 1543; y la última visita efectuada en 1585-1590 de la que 
Schäfer apenas nos aportó datos123.  
La obra de Schäfer tendió muchos puentes que fueron c uzados por los 
investigadores que le sucedieron, de hecho, no es extraño que a mediados del siglo XX 
los estudios sobre las visitas se empezaran a desarrollar al calor de un debate 
                                                
122 Ibidem. p. 80.  
123 Ernesto Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. La labor del Consejo de Indias en la 
administración colonial (Madrid: Marcial Pons, 2003), pp. 77-86 y 119. La edición que hemos manejado 
es de 2003, pero la primera edición data de 1935.  
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conceptual, al que el propio Schäfer había hecho referencia124, sobre la distinción entre 
la aplicación de los mecanismos de control en Indias, que según los autores que 
posteriormente se han ocupado del tema subyacía en las fuentes, sobre todo, en aquellas 
de la primera mitad del siglo XVI. Nos referimos a la distinción entre visita y residencia 
que en estos años adquirió un carácter de verdadero debate historiográfico, y fruto del 
mismo fueron trabajos destinados a aclarar las diferencias entre uno y otro mecanismo.  
En 1946 vio la luz el trabajo que podríamos considerar fundacional de la 
historiografía sobre la visita en los territorios americanos, realizado por Guillermo 
Céspedes del Castillo125, en el que dedicó parte del mismo a precisar esta di inción 
sobre la aplicación de estos mecanismos en Indias. P ra Céspedes del Castillo, la 
principal diferencia entre ambos procedimientos de control se basaba en que la 
residencia era un juicio público y la visita una inspección de procedimiento más o 
menos secreto, asimismo, apuntaba otras diferencias, omo el cese de los oficiales 
residenciados, mientras que los visitados seguían ejerciendo sus oficios; la residencia 
inspeccionaba la actuación de un solo oficial, mientras la visita recaía sobre un 
organismo, sin perjuicio de que sean exigidas responsabilidades personales; la 
residencia tenía un lugar y un tiempo de aplicación, mientras que la visita es más libre 
en estos aspectos y; que ni visitadores ni jueces de residencia podían sentenciar de 
forma definitiva, asunto que recaía sobre la autoridad que los enviaba. Además 
consideraba que hasta principios del siglo XVII se produjo cierta confusión entre ambas 
instituciones en su puesta en funcionamiento.  
Al mismo tiempo que Céspedes del Castillo, Leopoldo Zumalacárregui126 dedicó 
un trabajo integró sobre esta dicotomía de analogías y diferencias de las visitas y 
residencias, aportando unos textos sobre visitas a l  C sa de la Contratación de Sevilla 
en el siglo XVI, que no dejaban lugar a duda de que lo que allí se había celebrado tenía 
carácter de visita y no de residencia. Se trata de l visita que realizó Gregorio López a la 
Casa de la Contratación en 1543, de la que resultó entencia de suspensión del oficio y 
otras penas contra el escribano Juan Gutiérrez, que disconforme con la sentencia, 
interpuso súplica llamando a la visita residencia, a lo que el fiscal del Consejo de Indias 
respondió que “no se deben admitir como es en cosas de visitas en que no se admite 
                                                
124 Ibidem. p. 118. Schäfer alude a la dificultad de precisar el número exacto de visitas porque no se han 
conservado las actas de todas ellas 
125 Guillermo Céspedes del Castillo, «La visita como institución Indiana», Anuario de Estudios 
Americanos, 3, (1946), pp. 984-1025. 
126 Leopoldo Zumalacarregui, «Visitas y residencias en el siglo XVI. Unos textos para su distinción», 
Revista de Indias, 7.23-26 (1946), pp. 917-921. 
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suplicación”, y ante una nueva súplica en la que el escribano apelaba a que no fue visita, 
sino residencia, ya que “las visitas es para los jueces supremos”, el fiscal lo dejó más 
claro si cabe, “la cuenta que se tomo a los vuestros oficiales y al dicho Juan Gutiérrez 
fue visita y no residencia porque fue tomada a Univers dad y Audiencia con sus 
oficiales y durante el tiempo de ella no fueron suspendidos sus oficios como lo fueran si 
fuera residencia y por esto en la visita no ha lugar suplicación […]”127.  
Unos años después, en 1952, en la obra todavía no superada en muchos aspectos y 
ya citada de José María Mariluz Urquijo128, sobre los juicios de residencia indianos, este 
debate continuaba vigente, y el autor dedicó un capítulo a la diferencia entre residencias 
y visitas, apuntando claramente a que se encontraba en una cuestión de procedimiento 
de ejecución. Señaló dificultad en la distinción entr  las visitas y las residencias, y que 
esta dificultad procedía de la confusión en los términos empleados en las fuentes y en la 
Recopilación de Indias de 1680. En lo sustancial coincidió con las diferencias aludidas 
por Céspedes del Castillo, pero a su vez añadió algun s más, como que en la visita 
podía comenzarse a actuar desde antes de publicarse los dictos, mientras en la 
residencia, el pregón del edicto marcaba el inicio; el oficial residenciado conocía las 
deposiciones de los testigos y sus nombres, mientras el visitado no; en las residencias, el 
juez investigaba desde que el residenciado entraba a desempeñar el cargo hasta su cese, 
mientras en las visitas el visitador investigaba tanto sobre lo pasado como sobre lo 
presente; o las sentencias del Consejo de Indias que contuvieran condenaciones de 
privación perpetua del oficio o pena corporal, podían ser objeto de recurso de 
suplicación en las residencias, pero no en las visitas.  
A principios de los años 70 del siglo XX, y con motiv  de la incorporación de las 
visitas a Indias como uno de los temas basculares del II Congreso Venezolano de 
historia, los trabajos sobre este procedimiento de control tuvieron un mayor desarrollo 
en América, manteniéndose el debate sobre la distinción entre visita y residencia. 
Prueba de ello fueron dos trabajos muy cercanos en el tiempo realizados por Carlos 
Molina Argüello129. Su trabajo perteneciente a este congreso venezolao estuvo 
orientado a desmentir estas confusiones, que según el autor, eran atribuidas a una mala 
                                                
127 Ibidem. p. 920 
128 Mariluz Urquijo, Ensayo sobre los juicios de residencia indianos, pp. 249-266. 
129 Carlos Molina Argüello, «Visita y residencia en Indias», III Congreso del Instituto Internacional de 
Historia del Derecho Indiano, Madrid 17-23 de enero de 1972: actas y estudios, (Madrid: Instituto 
Nacional de Estudios Jurídicos, 1973), pp. 423-431. Carlos Molina Argüello, «Las visitas-residencias y 
residencias-visitas de la recopilación de Indias», en Memoria del II Congreso Venezolano de Historia 
(Caracas: Academia Nacional de la Historia, 1975), II, pp. 188-250.  
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interpretación de la Recopilación de Indias de 1680 y no a una imprecisión 
terminológica sobre las visitas y residencias en las fuentes. Molina Argüello consideró 
erróneas las afirmaciones de Céspedes del Castillo obre que en Indias se diese 
confusión entre ambas instituciones, negando en todo momento tal confusión, y 
considerando que tanto la residencia, como la visita, estuvieron perfectamente definidas 
y su aplicación era concreta y ajustada a una circunstancia, apuntando que esta 
distinción se dio de igual modo en sus orígenes en Castilla, como en su aplicación en las 
Indias. Afirmó con rotundidad, que no hubo ningún título de juez de residencia que 
pueda confundirse con un título de visitador. Y aunque da por buenas algunas de las 
diferencias apuntadas por estos autores, llama la atención sobre un error cometido por 
Céspedes del Castillo, cuando afirmó que “ni visitadores ni mucho menos jueces de 
residencia podían sentenciar de un modo definitivo; ell  compete a la autoridad que los 
envía”. Para Molina Argüello, esto se debe a un desconocimiento jurídico de Céspedes, 
ya que como defiende, “la sentencia del juez de residencia es una sentencia definitiva, 
de la cual, lógicamente, se admite siempre apelación y también suplicación en los casos 
y con las limitaciones establecidas, porque el juezresidenciador no es juez supremo. En 
la visita, quien ve, determina y sentencia es el juz supremo, [Consejo de Indias] y en 
consecuencia, lo que por él se determina y sentencia no puede ser apelado”130. 
Mas este congreso fue un escenario propicio para el desarrollo de los estudios 
sobre visitas indianas. Los trabajos fueron numerosos y variados en sus temáticas, 
proporcionando a partir de casos de estudio particulares una imagen más completa de 
esta institución y su aplicación en América131. Un buen ejemplo de estos trabajos, a 
nuestro juicio, son los estudios de Stafford Poole,132 sobre la visita de Moya de 
Contreras a Nueva España en 1583, que sin ser la primera que recibía la tierra 
novohispana, fue la más completa y se adentró en todos los aspectos de la 
administración, considerando el autor que es el ejemplo clásico de una visita durante el 
periodo formativo de esta institución en América. 
                                                
130 Ibidem. p. 429.  
131 Sobre los trabajos presentados a este II Congreso V nezolano de Historia, véase: Héctor José Tanzi, 
«Reales Audiencias, visitas y juicios de residencia en la América Hispana», Revista de Historia de 
América, 82, (1976), pp. 195-200. 
132 C. M. Stafford Poole, «La visita de Moya de Contreras», en Memoria del II Congreso Venezolano de 
Historia (Caracas: Academia Nacional de la Historia, 1975), pp. 419-441. 
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Por su novedad respecto a los estudios vistos hasta ese momento, merece una 
mención especial el trabajo de Juan Pérez de Tudela y Bueso133, en el que analizó el 
enfrentamiento de las autoridades indianas, concretamente las autoridades de la 
Audiencia de Santa Fe, hacia el visitador Juan Bautist  de Monzón a fines del siglo 
XVI. En este trabajo analizó los momentos preliminares a la visita en el Nuevo Reino 
de Granada, así como el motivo de la rebeldía de los oidores de la Audiencia. Sin duda, 
un tema, el de la oposición y resistencia a las visitas, y a la autoridad del visitador, que 
no ha recibido mucha atención por parte de la historiografía. 
En nuestra opinión, el trabajo que más repercusión tuvo de los presentados a este 
congreso, por su ambición y capacidad de síntesis,  el resultado de la ponencia de 
Ismael Sánchez Bella sobre las visitas a Indias en los siglos XVI y XVII134, autor sobre 
el que trataremos a continuación con más detalle por la cantidad y relevancia de sus 
trabajos. En esta aportación al congreso aludido, ofreció una visión de conjunto sobre 
las visitas a las Audiencias americanas en los siglos modernos. Buen conocedor de las 
fuentes, hizo un recorrido sobre las mismas, tanto legislativas, como archivísticas, clave 
para el estudio de las visitas indianas, y contribuyó a aclarar las cuestiones 
diferenciadoras entre visita y residencia ya apuntadas por otros autores, y citadas más 
arriba. Sánchez Bella diferenció dos clases de visitas, las visitas generales y 
particulares, pero además, señaló los diferentes géneros dentro de estas; investigó sobre 
el proceso de selección y nombramiento del visitador en el seno del Consejo de Indias, 
profundizando más tarde en el perfil del visitador y las comisiones o despachos que este 
recibía y los aspectos que contenían, desde los poderes que le facultaba dicho despacho, 
hasta el salario del visitador y sus acompañantes. Como conclusión a este trabajo, 
llamaba la atención sobre la necesidad de profundizar en el análisis del procedimiento 
de la visita de las 45 visitas que documentó para Audiencias americanas en los siglos 
XVI y XVII, desde el nombramiento del visitador hasta la sentencia definitiva del 
Consejo y su ejecución, además de la eficacia de estas visitas, objeto de estudio por el 
que se interesaría más adelante.  
                                                
133 Juan Pérez de Tudela y Bueso, «Sobre la resistencia contra la visita. El caso del licenciado Monzón en 
el nuevo Reino de Granada», en Memoria del II Congreso Venezolano de Historia (Caracas: Academia 
Nacional de la Historia, 1975), pp. 325-416.  
134 Ismael Sánchez Bella, «Visitas a Indias. Siglos XVI- II», en Memoria del II Congreso Venezolano 
de Historia (Caracas: Academia Nacional de la Historia, 1975), pp. 167-208. 
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El nombre de Ismael Sánchez Bella brilla con luz propia en la historiografía 
indiana135, y más concretamente en lo referente a la temática de l s visitas. Unos años 
antes de esta aportación al congreso venezolano de historia, había iniciado su andadura 
por esta temática de investigación con la publicación de varios trabajos sobre visitas a 
Indias, el primero de ellos, en 1969, sobre las ordenanzas del visitador de Nueva 
España, Tello de Sandoval, para la administración de justicia, realizadas en 1544136. En 
este trabajo abordó una de las características propias de la visita, como era su carácter 
reformista, el poder legislativo que tenían los visitadores, dentro del elenco de poderes 
entre los que disponían para llevar a cabo sus funciones. El visitador Tello de Sandoval 
al advertir negligencias en la ejecución de la justicia y en el orden de los procesos por 
parte de los justicias de la ciudad de México, se dispuso a redactar unas nuevas 
ordenanzas sobre las pragmáticas y leyes existentes. Según el autor, estas ordenanzas, 
realizadas por Sandoval mediante una base legislativa importante, demuestra un 
profundo conocimiento de la legislación castellana del visitador, y vienen a confirmar la 
plena extensión a Indias del Derecho castellano y su utilización como modelo de la 
legislación específica para Indias. Tres años más tarde, en su estudio sobre los 
visitadores generales de indias y el gobierno de los virreyes137, puso el acento de la 
investigación en señalar la importancia de la correspondencia de los visitadores 
generales enviados a Nueva España. Llamó la atención sobre el hecho de que los 
visitadores, con plenos poderes, actuando pública y secretamente obtenían una 
información riquísima sobre el ejercicio de gobierno de los virreyes americanos, y en 
concreto en este trabajo destacó dos aspectos del gobierno de los virreyes de Nueva 
España en el siglo XVII que se podía comprobar en la correspondencia de los 
visitadores, como eran, la influencia de los religiosos sobre el alter ego del monarca, y 
la actuación de estos en la provisión de oficios. No obstante, lo que verdaderamente 
destacó Sánchez Bella en este trabajo fue la gran importancia de la correspondencia de 
los visitadores generales enviados a Indias, por su alto valor informativo.  
                                                
135 Asimismo, entre otros trabajos ha analizado aspectos legislativos y de hacienda indianos, al respecto 
véanse: Ismael Sánchez Bella, «La jurisdicción de Hacienda en Indias (S.XVI y XVII)», Anuario de 
historia del derecho español, 29, (1959), pp. 175-228. Ismael Sánchez Bella, «El Consejo de las Indias y 
la Hacienda indiana en el siglo XVI», en El Consejo de Indias en el siglo XVI (Valladolid: Universidad de 
Valladolid, 1970), pp. 139-172. Ismael Sánchez Bella, «Valoración de la recopilaciones de Indias de 1635 
y 1680 (libros I y II de León Pinelo)», Anuario de historia del derecho español, 75, (2005), pp. 21-28. 
136 Ismael Sánchez Bella, «Ordenanzas del visitador de la Nueva España, Tello de Sandoval para la 
administración de Justicia (1544)», Historia 8, (1969), pp. 489-561.  
137 Ismael Sánchez Bella, «Los visitadores generales de Indias y el gobierno de los Virreyes», Anuario de 
Estudios Americanos, 29, (1972), pp. 2-23. 
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En un ulterior trabajo dedicado a las visitas a la Audiencia de México en los siglos 
XVI y XVII 138, trató con maestría el análisis de las visitas generales al virreinato de 
Nueva España, en las que normalmente se incluía la revisión de la labor de justicia y 
gobierno de la Audiencia de México. Creada en 1527, la Audiencia mexicana fue 
visitada por vez primera en 1543 por Francisco Tello de Sandoval, y a partir de esta 
visita, según las investigaciones del autor de este trabajo, se suceden los visitadores en 
la capital del virreinato casi sin interrupción des mediado del siglo XVI a mediados 
del XVII139. Llamó la atención sobre el hecho de que entre las funciones del visitador se 
encontraba la de ser la persona de confianza del Consejo de Indias y del rey cerca de los 
virreyes y las audiencias, y apuntó que estas visitas a Nueva España fueron importantes 
en la mejora de la administración de la justicia y de la hacienda. En esta primera etapa 
de visitas a Indias destaca el carácter de reforma legislativa que conllevaban las visitas 
generales a un Virreinato o una Audiencia. 
Desde el trabajo de Céspedes del Castillo, que dividió las visitas principalmente 
en dos modalidades, las visitas generales, como las que acabamos de citar a los 
Virreinatos o a una Audiencia, y específicas, como eran las visitas realizadas por un 
oidor sobre todo o parte del territorio de su Audienc a, las visitas a la Armada del Mar 
del Sur o las visitas a las Cajas Reales, todas ell, instrumentos otorgados a la primera 
autoridad colonial (Virrey, Capitán General o Presid nte de Audiencia)140, la 
historiografía no prestó atención a las visitas específicas segundas hasta los años setenta 
del siglo pasado, momento en que estudios como el de Gastón Gabriel Doucet se 
centraron en el análisis de una clase de visitas específicas, las visitas de la tierra, o 
visitas de indios, como eran conocidas las realizadas por un oidor sobre el territorio de 
su Audiencia. Partiendo del análisis de las comisiones e instrucciones que recibió el 
visitador don Francisco de Alfaro para las gobernaciones de Tucumán y Paraguay a 
inicios del siglo XVII141, el autor enlazó el análisis de los objetivos marcados en las 
                                                
138 Ismael Sánchez Bella, «Visitas a la Audiencia de México (Siglos XVI y XVII)», Anuario de Estudios 
Americanos, 32, (1975), pp. 375-402. 
139 Visita sobre la que Sánchez Bella ya había trabajado unos años antes y que hemos citado más arriba:. 
Además, también en 1973 estudió las ordenanzas del visitador Palafox: Ismael Sánchez Bella, 
«Ordenanzas para los tribunales de mexico del visitador Palafox (1646)», en III Congreso del Instituto 
Internacional de Historia del Derecho Indiano, Madrid 17-23 de enero de 1972: actas y estudios, 
(Madrid: Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, 1973), pp. 193-230. 
140 Sobre las características de las visitas específicas véase: Céspedes del Castillo, «La visita como 
institución Indiana», pp. 999-1003. 
141 Gastón Gabriel Doucet, «Comisiones para un visitador. El marqués de Montesclaros y la visita de don 
Francisco de Alfaro a las gobernaciones de Tucuman y Paraguay», Anuario de Estudios Americanos, 34, 
(1977), pp. 17-47. 
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comisiones del visitador con las ordenanzas que éste redactó para el buen gobierno de 
Tucumán y Paraguay. Pero lo que destacó el autor en est  trabajo, además del carácter 
legislativo de la visita, fue la implicación en la visita del virrey del Perú, Montesclaros, 
a través de unas instrucciones que dio al visitador con independencia respecto a las 
otorgadas por la corona, pero algunas de ellas en etrecha sintonía. 
Sobre otro tipo de visita, esta vez más orientada hacia cuestiones hacendísticas, la 
historiografía de la visita indiana también comenzó su andadura a finales de los años 70 
del siglo XX, momento en el que vio la luz la obra de Amalia Gómez sobre las visitas 
de la Real Hacienda de Nueva España en el reinado de Felipe V142. La autora se 
cuestionó las reformas hacendísticas y de otros tip introducidas en la administración 
indiana en tiempos de Felipe V a través del estudio de las visitas de la Real Hacienda 
novohispana. Estudió las comisiones de visita por separado, pues cada una de ellas se 
daban independientes en la cronología, pero sin perder de vista que formaban parte de 
un todo, que era la política fiscalizadora de la Rel Hacienda de Nueva España entre 
1710 y 1734. Dividió la obra en tres partes principales, una primera destinada al análisis 
de la visita general de don Francisco de Pagave entr 1710 y 1715, que se trata de la 
primera comisión de este tipo en el siglo XVIII para Nueva España; una segunda parte, 
en la que aborda las pesquisas realizadas contra los oficiales reales de México y 
cuestiones estrechamente ligadas a ellas; y una tercera parte que dedica a la visita 
general a los tribunales de la Real Hacienda en la ciudad de México, realizada por don 
Pedro Domingo de Contreras y concebida como culminació  de todo lo averiguado con 
anterioridad. 
En los años 90, a pesar de la tradición historiográfica abundante relativa a la 
aplicación de la visita en Indias, no existía ningún estudio sobre la expansión de la visita 
castellana a estos territorios. De este tema se ocupó Carlos Garriga en un estudio sobre 
los presupuestos, alcance y significado de la expansión a Indias de este mecanismo de 
control originario de Castilla143. El trabajo está dividido en tres partes principales, en la 
primera de ellas analiza la filiación castellana de la visita y las transformaciones 
específicas americanas; en la segunda parte, la extensión del mecanismo de control a 
América; y una tercera parte, sobre la adopción de la visita como instrumento principal 
                                                
142 Amalia Gómez Gómez, Visitas de la Real Hacienda novohispana en el reinado de Felipe V (Sevilla: 
Escuela de Estudios Hispano-Americanos, 1979). 
143 Carlos Antonio Garriga Acosta, «La expansión de la visita castellana a Indias: presupuestos, alcance y 
significado», en XI Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano (Buenos Aires: 
Instituto de investigaciones históricas del derecho, 1997), pp. 51-79.  
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del cumplimiento del Derecho por parte del supremo aparato jurisdiccional indiano, el 
Consejo de Indias. Según Carlos Garriga, el proceso d  la extensión de la visita a Indias 
vino de la mano de las visitas de la década de los cuarenta del siglo XVI al Consejo de 
Indias y a la Casa de la Contratación, estudiadas en su momento por Schäfer, y luego 
por Sánchez Bella, en su estudio de la visita al virreinato de Nueva España en 1543. 
Para Garriga, la principal característica de la visita, y a lo que se debe su expansión, es 
el secreto, de hecho afirmó que “el traslado de la visita a Indias es, en efecto, 
inexplicable sin tomar en cuenta su procedimiento secreto”, y destacó como la 
importancia de la ocultación de testigos como la causa de la permanencia de los 
visitados en sus cargos, más determinante para las visitas indianas. En opinión de Carlos 
Garriga, la visita servía en Indias, como en Castill , como mecanismo de control y 
exigencia de responsabilidades de ministros y oficiales, y como mecanismo para 
reformar y proveer los medios institucionales para “el buen gobierno”. Concluye que la 
visita se revela así como un instrumento fundamental de la monarquía para la 
implantación del modelo jurisdiccional castellano e las Indias, adquiriendo además una 
función política para la reforma de la administración, y un canal de comunicación y 
coordinación destacado entre Castilla e Indias.  
Siguiendo la línea marcada por el trabajo anterior, que puso las bases sobre la 
filiación castellana de la visita y las transformaciones específicas americanas, echamos 
en falta la existencia de trabajos que desde un enfoque comparativo estudien la puesta 
en marcha de la visita en Castilla e Indias, no obstante, ha habido autores que se han 
preocupado por el enfoque comparativo analizando otr s aspectos nada desdeñables, 
como las visitas precedentes a la llegada de la nueva dinastía borbónica, y las efectuadas 
tras el cambio de dinastía. Este es el caso del estudio de Ronald Escobedo Mansilla, 
sobre las visitas indianas de los Austrias respecto a las enviadas por los Borbones, en 
concreto, respecto a las llevadas a cabo en el reinado de Carlos III en un plano de 
reformas territoriales, políticas y económicas144. Según Escobedo Mansilla, la visita 
general es, en efecto, ese instrumento que utiliza e  monarca para cumplir este programa 
que se concreta y polariza en la introducción del régimen de intendencias. Es decir, 
visitas como elemento previo a la reforma. Las diferencias que apuntó Escobedo van 
dirigidas sobre todo a la autoridad otorgada a los visitadores, que según su opinión, fue 
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más difícil de desplegar en la época de los Austrias, pues el gobierno central no hizo 
demasiado por romper el tejido de intereses de las sociedades indianas, y por ende, 
apoyar a sus enviados. Para reforzar esta autoridad, y poder llevar a cabo las reformas 
planteadas, se le otorgó a los visitadores el cargo de superintendente general de la Real 
Hacienda, haciéndole más fácil la tarea reformista. Estos aspectos reformistas eran 
apreciables también en las instrucciones que recibían los visitadores, amén de recibir 
también, al igual que los visitadores de los siglos anteriores, instrucciones para 
desplegar labores informativas, punitivas y de elabor ción de nuevas ordenanzas para el 
buen gobierno, recibían una mayor capacidad ejecutiva, mayor libertad de iniciativa, 
capacidad para acometer reformas de personal, y una mayor capacidad para 
reestructurar la Hacienda indiana, estudiando la posibilidad del establecimiento del 
régimen de intendencias.  
Como podemos observar, la historiografía sobre las visitas indianas ha sido 
estudiada desde diversos enfoques, debido entre otros aspectos, a la gran información 
que aportan. No obstante, en los últimos años, los estudios jurídicos y conceptuales, 
están dejando paso a estudios desde enfoques más diver os como la historia social, 
cuantitativa o etnohistórica. Ya vimos con anterioridad para los juicios de residencia, 
que investigadoras como Tamar Herzog aportaron un enfoque diferente a las 
investigaciones, y en su estudio ya citado, reconoció la visita, además de cómo un 
mecanismo de control de la monarquía, como un espacio jurisdiccional, creado para la 
inspección, un espacio de negociación y de rituales políticos de purificación, como un 
marco de contrapesos de poder sobre los territorios americanos. Justifica sus tesis a 
partir del estudio de la visita efectuada por Mateo d  Mata Ponce de León en 1691-1692 
a la Audiencia de Quito145. Para la autora, el carácter de ritual y de contrapesos de poder 
que ejercía la visita sobre los territorios americanos se puede ver en esta visita, pues no 
aportó aspectos de reforma y no produjo ninguna reorganización de la Audiencia de 
Quito. Pero ante todo, incidía Herzog sobre un aspecto poco tratado en la historiografía, 
y es cómo los condenados por la visita promocionaron en sus empleos, llegando a la 
conclusión de que la promoción y el traslado no dependieron de la visita ni se 
postergaron. 
Con posterioridad al trabajo antes citado sobre las visitas de la tierra de Gastón 
Gabriel Doucet, y siguiendo algunas de las tesis de Tamar Herzog, la historiografía 
                                                
145 Herzog, «Ritos de control , prácticas de negociación: Pesquisas , visitas y residencias y las relaciones 
entre Quito y Madrid», pp. 53-69. 
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americana ha profundizado en el análisis de las visitas de la tierra o visitas de indios. 
Las visitas que un oidor de la Audiencia hacía sobre la totalidad o parte del territorio de 
su jurisdicción han sido objeto de estudio en los últimos años por parte, sobre todo, de 
la historiografía americana, que ha abordado la cuestión desde enfoques propios de la 
historia social y de la etnohistoria. A este horizonte responden trabajos que estudian 
zonas geográficas concretas y los efectos de la política colonial sobre las sociedades 
indígenas, a través de las fuentes de estas visitas realizadas por un oidor de una 
Audiencia sobre su jurisdicción. Los estudios se han centrado en el análisis de la 
situación de los indígenas bajo el régimen de la encomienda y el procedimiento llevado 
a cabo por estos visitadores para mantener las leyeen contra de los abusos y vejaciones 
que los encomenderos o autoridades locales cometían contra los indios. Más arriba 
hemos analizado el trabajo de Gastón Gabriel sobre la visita de Alfaro a Tucumán y 
Paraguay en 1611-1612, que dio lugar a unas nuevas ordenanzas de indios que, entre 
otros aspectos, reformaron la encomienda de servicio.  
Este trabajo abrió el camino para estudiar el cumplimiento de las reformas del 
visitador Alfaro, a través de las visitas posteriores a la región, y trabajos como el de 
Judith Farberman y Roxana Boixadós146, titulado, Sociedades indígenas y encomienda 
en el Tucumán Colonial. Un análisis comparado de la visita de Luján de Vargas, no 
hicieron sino continuar, lo que a la postre ha merecido en los últimos años una 
importante producción de la historiografía americana. A través de la visita que el oidor 
de la Audiencia de Charcas, Martínez de Luján de Vargas, realizó a las encomiendas de 
la gobernación del Tucumán entre 1693-1694, analizan de forma panorámica y 
comparativa los efectos de la política colonial sobre las sociedades indígenas de la 
región. Se trata de un análisis macroregional del Tucumán, a partir de un corte 
sincrónico, el señalado por la visita a las encomiendas. Las autoras, tras hacer un 
recorrido por el territorio visitado, y las poblaciones indígenas organizadas en 
encomiendas, que lo habitan, centran su atención en el procedimiento del visitador, 
sobre todo, en los interrogatorios, tanto a los indígenas, como a los encomenderos, y 
aún advirtiendo de la necesidad de hacer una lectura rítica de las fuentes, valoran las 
visitas de indios como la ocasión de desagravio y un momento excepcional que los 
indígenas podían aprovechar para denunciar abusos y explotaciones.  
                                                
146 Roxana Boixadós y Judith Farberman, «Sociedades indíge as y encomienda en el Tucumán Colonial: 
un análisis comparado de la visita de Luján de Vargas», Revista de Indias, 66.238 (2006), pp. 601-628. 
67 
 
Beatriz Bixio147, un año después de la publicación anterior, estudió la misma 
visita con el objeto de determinar el modo de operar de la justicia virreinal en esta 
región. Señaló que la encomienda había devenido en un sistema reglado a partir del uso 
y de la costumbre, con rasgos que quedaban fuera de la normativa legal vigente, y de ahí 
la importancia de la visita de indios al Tucumán. El visitador, que llevaba en sus 
comisiones parte de denuncias previas que había recibido la Audiencia por las 
relaciones de los encomenderos con los indígenas, tenía como objetivo reconocer la 
situación de la población indígena, observar el cumplimiento de la normativa vigente 
por parte de los encomenderos, que a su vez, según la autora, eran las autoridades 
locales, y solucionar los problemas que se presentaran. Beatriz Bixio, a través del 
análisis de estas comisiones y de los autos de la visit , cuya importancia destaca para 
conocer la posición de la población indígena, centró su interés en la práctica de la 
justicia interétnica jurisdiccional y virreinal. 
Recientemente, en un dossier publicado por la revista Historia y Justicia de 
Santiago de Chile, titulado, “Las visitas coloniales: ojos y oídos del rey”148, que incluye 
cuatro trabajos que utilizan las fuentes documentals de las visitas de la tierra, y 
retoman los planteamientos sobre las mismas en el Tucumán. Pero, además, se incluyen 
otras zonas geográficas como el mundo andino o el ri platense, con unas características 
propias, pero igualmente validos para visualizar las relaciones sociales y de poder en el 
escenario de las visitas de indios. Carlos Zanolli presentó el trabajo titulado, Visitas de 
la tierra: de su historia europea al terreno en América. Chuchuito, Jujui y Tarija, siglos 
XVI y XVII149, en el que partiendo de una caracterización jurídica e las visitas, analizó 
cinco visitas de la tierra realizadas a tres jurisdicciones diferentes en los siglos XVI y 
XVII, centrando su atención en los procedimientos de cada una, pues según el autor, 
cada visita era idiosincrática y respondía, tanto a la personalidad del visitador como a 
las realidades de los pueblos inspeccionados. Señala que la finalidad de estas visitas era 
el recuento de la población indígena, el examen de las condiciones de vida, la tasación 
de los tributos y el control del cumplimiento de las normas que regulaban el régimen de 
encomienda, y tras analizar la puesta en práctica de estas visitas de la tierra sobre estas 
                                                
147 Beatriz Bixio, «La visita del oidor Luxan de Vargas  la jurisdicción de Córdoba del Tucumán (1692- 
1693): práctica de la justicia y disputa de valores», Revista Española de Antropología Americana, 37.2, 
(2007), pp. 61-79. 
148 Constanza González Navarro y María Laura Salinas, «Las visitas coloniales: ojos y oídos del Rey», 
Revista Historia y Justicia, 3, (2014), pp. 137-39.  
149 Carlos Zanolli, «‘ Visitas de la tierra ’: de su historia europea al terreno en América . Chucuito, Jujuy y 
Tarija (Siglos XVI y XVII)», Revista Historia y Justicia, 3, (2014), pp.140-65. 
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jurisdicciones del Virreinato del Perú, concluye que las visitas de la tierra, estudiadas en 
conjunto, permiten vislumbrar como fueron progresivamente perdiendo su función 
primigenia de control de las autoridades locales, para centrarse en los recuentos de 
indios y el repartimiento de los tributos, primando esto, sobre otra función clave, como 
era el examen de las condiciones de vida de los naturales. 
 El siguiente trabajo pertenece a la autoría de Constanza González Navarro y 
Romina Grana, y analiza desde otro enfoque un aspecto d  la visita ya mencionada de 
Lujan de Vargas. El artículo se titula Mayordomos y regulación de prácticas sociales 
indígenas en estancias coloniales: la visita de Luxán de Vargas, Córdoba, 1692-1693, y 
las autoras indagan en las prácticas de control llevadas a cabo por los mayordomos de 
estancia. El análisis de la visita muestra las microrelaciones existentes en el ámbito de la 
estancia, y reconoce una clara diferenciación en los grados de violencia ejercidos por el 
encomendero, mayordomo u otras personas hacía la pobl ción indígena. Un tercer 
trabajo, presentado por Maria Laura Salinas, Reclamos y multas en pueblos de indios: la 
visita de Garabito de León a Corrientes. Río de la Pl ta, 1649-1653150, está centrado en 
el examen de la aplicación de la justicia en la visita realizada por el oidor de la 
Audiencia de la Plata, Andrés de Garabito de León a los territorios de Paraguay, 
Corrientes y Santa Fe. A partir de los casos en los que actuó el visitador, impartiendo 
justicia ante los reclamos de la población encomendada, la autora enumera todos los 
reclamos y las multas a los encomenderos visitados por abusos a las poblaciones 
indígenas, mostrando las coincidencias de gran parte de los reclamos, con las razones 
aludidas en las multas interpuestas por el visitador. Según María Laura Salinas, esta 
visita favoreció a la población encomendada, animándola a exponer los problemas con 
sus encomenderos, así como con las autoridades locales omo los corregidores. 
Finalmente, el artículo de Luis Córdoba Ochoa, L  memoria del agravio en los 
indígenas según la visita de Herrera Campuzano a la gobernación de Antioquía (1614-
1616)151, investiga sobre las percepciones que los indígenas de la gobernación de 
Antioquía, sujeta a la Audiencia de Santa Fe, tuvieron acerca de los tratos y de los 
abusos que recibían de los encomenderos y mineros a c mienzos del siglo XVII. Según 
el autor, las noticias de los abusos de los encomenderos en esta gobernación eran bien 
                                                
150 María Laura Salinas, «Reclamos y multas en pueblos de indios: la visita de Garabito de León a 
Corrientes. Río de la Plata, 1649-1653», Revista Historia y Justicia, 3, (2014), pp. 195-227.  
151 Luis Miguel Córdoba Ochoa, «La memoria del agravio en los indígenas según la visita de Herrera 





conocidas en la Audiencia, pero aun así no se visitó en el siglo XVI. El visitador llevaba 
en sus cometidos, además de eliminar los servicios personales a los indígenas a cambio 
de asignarles tributos fijos que él debía tasar, indagar acerca de las denuncias de los 
abusos cometidos por los encomenderos y evaluar el t ato y la efectividad de la 
actividad evangelizadora de los curas doctrineros. A través del procedimiento de la 
visita, se comprobaron esos agravios, y las herramientas empleadas por el visitador para 
subsanarlos, concluyendo el autor, que visitas como la de Herrera Campuzano 
permitieron que los relatos de dolor que circulaban internamente en las comunidades 
nativas fueran expresados en un contexto judicial.  
Estas visitas de la tierra o de indios que por orden  la corona o de las Reales 
Audiencias realizaron los oidores a las comunidades indígenas tenían un amplio número 
de objetivos, como ya hemos visto, pero como estos autores han apuntado 
recientemente, el objetivo de determinar el número de indígenas tributarios en cada 
gobernación o corregimiento con el fin de asignarles los tributos fue ganando terreno al 
control de población indígena. En el siglo XVIII, estas visitas adquirieron importancia 
al presentarse como adecuadas para la observación del espacio y poner en plena 
potencialidad económica las tierras con sus recursos. Estudios como el de Cindia 
Arango López152, señalan este objetivo adquirido por la visita en el siglo XVIII, a través 
de las visiones de dos visitadores en las provincias de Antioquía y Popayán durante las 
reformas borbónicas. Compara dos visitas a estos territorios en los años de 1793 y 1797 
respectivamente, a través de la información desprendida de la documentación de las 
visitas sobre el territorio y la demografía, así como de las actividades económicas que 
pudieran generar ingresos a las cajas reales. En definitiva, el reconocimiento de los 
recursos naturales, de la población, de las ventajas o impedimentos de la geografía física 
para el comercio, de la cuantificación y registro de las producciones agrícolas o 
mineras, como parte de las reformas que se querían acometer en objetivo de las 
transformación de la producción y productividad económica, amén de cómo medio de 
información al Consejo y al rey sobre cómo mejorar algunas condiciones en las que se 
hallaban la población, la economía y el comercio.  
Pero también en los últimos años las visitas de indios han sido abordadas desde la 
historiografía americanista en España. Es el caso de la reconocida americanista María 
                                                
152 Cindia Arango López, «Recursos naturales y población: visiones de dos visitadores en las provincias 
de Antioquia y Popayán durante las Reformas Borbónicas», en Anais do XXVI Simpósio Nacional de 
Historia-ANPUH, Vol. 12. Sâo Paulo, (2011), pp. 495-511. 
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Manuela García Bernal, que en 2013 publicó un artículo titulado García de Palacio y 
sus ordenanzas para Yucatán153, sobre la visita de indios llevaba a cabo por el oidor de 
la Audiencia de México a la provincia de Yucatán en 1583, y las ordenanzas para el 
gobierno de los indios que con este motivo promulgó. A la visita de García de Palacio 
se debió el padrón de los pueblos indígenas que visitó, la reforma del sistema tributario, 
y numerosas reformas administrativas, que permanecieron inalterables hasta la 
supresión de las encomiendas en el siglo XVIII.  
Para finalizar este apartado sobre las visitas indianas, es necesario hacer notar que 
el mayor desarrollo de la historiografía sobre Indias es debido a que la visita fue 
practicada con mayor virulencia en América que en Castilla, Aragón o Italia. Según la 
práctica totalidad de los trabajos consultados, esto  atribuido al factor distancia, que 
hacía necesario entregar grandes prerrogativas a las autoridades indianas, y a su vez, era 
necesario un mayor control sobre sus acciones de justicia y gobierno. Pero además, el 
grado de corrupción alcanzado en Indias es otro de l s factores que aluden los autores 
consultados en cuanto a la necesidad de la puesta en funcionamiento de la visita como 
mecanismo de control indiano. Sin entrar en el debate sobre lo que la sociedad de la 
época entendía por corrupción154, es evidente que entre los agentes de gobierno de la 
monarquía hubo prácticas que entraron en la esfera de l  corrupción, fundamentalmente 
aquellas que eran constitutivas de delito y que, como tales fueron perseguidas mediante 
los distintos medios de control, en este caso, mediante las visitas. En este contexto están 
desarrollándose trabajos destinados a analizar las visitas indagando entre lo que era 
percibido como corrupción y lo que no en las prácticas de gobierno de los agentes de la 
                                                
153 Manuela Cristina García Bernal, «García de Palacio y sus ordenanzas para Yucatán», Temas 
Americanistas, 5, (1985), pp. 1-39. 
154 Sin pretender ser exhaustivos, véase entre otros: H rst Pietschmann, «Corrupción en las Indias 
españolas. Revisión de un debate en la historiografía sobre Hispanoamérica colonial», en Instituciones y 
corrupción en la historia, ed. Manuel González Jiménez et al. (Valladolid, 1998), pp. 31-52. Horst 
Pietschmann, «Corrupción en el virreinato novohispano. Un tercer intento historiográfico», e-Spania, 16, 
(2013). Eduardo Torres Arancivia, «El problema histor ográfico de la corrupción en el Antiguo Régimen. 
Una tentativa de solución», Summa Humanitatis, 1.0 (2007), pp. 1-33. Michel Bertrand, «Penser la 
corruption», e-Spania, 16, (2013), pp. 1-80. Michel Bertrand, Grandeza y miseria del oficio. Los oficiales 
de la Real Hacienda de la Nueva España, siglos XVII y XVIII (México: Centro de Estudios Mexicanos, 
1999); Michel Bertrand, «Viejas preguntas, nuevos enfoques: La corrupción en la administración colonial 
española», en El poder del dinero: Ventas de cargos y honores en el Antiguo Régimen, ed. Francisco 
Andújar Castillo y María del Mar Felices de la Fuente, (Madrid: Biblioteca Nueva, 2011), pp. 46-62; Pilar 
Ponce Leiva, «Percepciones sobre la corrupción en la monarquía hispánica, siglos XVI y XVII», en 
Mérito, venalidad y corrupción en España y América, siglos XVII y XVIII, ed. Pilar Ponce Leiva y 
Francisco Andújar Castillo, (Valencia: Albatros Ediciones, 2016), pp. 193-212; Anne Dubet, «La 
moralidad de los mentirosos: por un estudio comprensivo de la corrupción», en Mérito, venalidad y 
corrupción en España y América, siglos XVII y XVIII, ed. Pilar Ponce Leiva y Francisco Andújar Castillo, 
(Valencia: Albatros Ediciones, 2016), pp. 513-530. 
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monarquía. En este sentido, trabajos recientes como el de Christoph Rosenmüller155 que 
estudia los delitos de corrupción en la visita efectuada a la Audiencia de México entre 
1715-1727, hace hincapié en cómo la sociedad novohispana conocía la distinción entre 
sobornos entregados con el objetivo de alterar un acto judicial o administrativo y los 
simples regalos.  
 
Las visitas en Castilla 
 
La historiografía desarrollada sobre la visita en Castilla es bastante posterior que 
la que se ha ocupado de esta institución en Indias. Hemos tratado con anterioridad el 
trabajo de Carlos Garriga sobre la visita del Ordenamiento de Toledo de 1480. Con la 
ley 60 de este Ordenamiento se instituyó y configuró la visita, tanto con esa 
denominación, como con aspectos diferenciadores de la pesquisa general en Castilla 
bajo el reinado de los Reyes Católicos. No obstante, la historiografía sobre la visita 
castellana en la Edad Moderna, que comenzó a desarrollarse desde los años 90 del siglo 
pasado, fue progresivamente transitando desde el análisis de estudios de caso a estudios 
relativos a sobre su pronta aplicación en los albores del siglo XVI y la diferenciación de 
sus características jurídicas. Uno de los primeros trabajos que inauguraron los estudios 
sobre la visita castellana fue el realizado por Adolfo Carrasco Martínez sobre la “visita 
de escribanos” realizada en Vizcaya en 1764, que según l autor, formaba parte de una 
visita general de escribanos realizada en toda la península durante los años centrales del 
siglo XVIII 156. A partir de este trabajo podemos vislumbrar varios aspectos clave sobre 
las visitas: el primero, su continuidad en el siglo XVIII con la nueva dinastía, y en 
segundo lugar, su especificidad de actuación en uno de los escasos territorios forales 
tras los decretos de Nueva Planta borbónicos. Sobre esta segunda cuestión, el autor 
plantea cuáles fueron “los filtros” de la funcionalid d de la visita en Vizcaya que 
entorpecían la capacidad operativa del juez. Estos eran las formas económicas locales y 
las costumbres tradicionales, el poder de los escribanos en su localidad, la influencia del 
                                                
155 Christoph Rosenmüller, «“El grave delito de... corrupción”. La visita a la Audiencia de México (1715-
1727) y las repercusiones internas de Utrecht», en R sonancias Imperiales. América y el Tratado de 
Utrecht de 1713., ed. Iván Escamilla González, Matilde Souto Mantecón, y Guadalupe Pinzón Ríos 
(Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora , Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Históricas, 2015), pp. 79-118. 
156 Adolfo Carrasco Martínez, «Los instrumentos de control administrativo en el reinado de Carlos III: la 
visita general de escribanos del Señorío de Vizcaya de 1764», en Coloquio Internacional Carlos III y su 
siglo. Poder y sociedad en la época de Carlos III. Vol. 2. (Madrid, Universidad Complutense, 
Departamento de Historia Moderna, 1990), pp. 299-309. 
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régimen foral y los costes económicos del procedimiento de control. Otro aspecto 
derivado de estos “filtros” a los que apunta el autor, y que permite conocer la visita, son 
las relaciones entre el poder central y el régimen foral, ya que en estos territorios el 
problema jurisdiccional se agudizó y los roces entre el visitador y los visitados fueron 
abundantes. Las visitas de escribanos alcanzaron una singularidad en la Castilla 
moderna, pues podemos aseverar que fueron las únicas visitas que se practicaron con 
cierta regularidad, aunque los sujetos a visitar tuvieron en su mano un método para 
quedar fuera de las mismas, pues existió la posibilidad de “comprar” las exenciones 
para no ser visitados157.  
Al igual que Ismael Sánchez Bella lo es para Indias, Carlos Garriga es un 
referente en la historiografía castellana sobre las visitas, sobre todo para los inicios de la 
Edad Moderna. La producción de este autor nos da las claves del inicio de la andadura 
de la visita por tierras castellanas. En su estudio sobre las Audiencias y Chancillerías 
(1371-1525)158, documentó una primera visita a la Chancillería de Valladolid, realizada 
según el procedimiento marcado en el Ordenamiento de Toledo, que tenía como 
objetivo obtener información sobre el estado en que se ncontraba el tribunal y proceder 
a su reforma. Para entonces, la visita, tras la experiencia de las desarrolladas al amparo 
de la ley 60 del Ordenamiento de Toledo, iba camino de configurarse como un 
procedimiento de carácter extraordinario y naturaleza inquisitiva, sustanciado ante un 
delegado regio en dos fases, una instructora y otracontradictoria, de manera 
antiformalista, rigurosamente secreta y determinada y resuelta por el rey159. Sin 
embargo, la visita iba a tener una segunda gran expansión en tiempos de Carlos V, 
enmarcada en un proceso de reformas institucionales iniciado tras las Comunidades de 
Castilla y las Germanías, que según Carlos Garriga, se inició con la visita de las 
Chancillerías de Granada y Valladolid entre 1522 y 1525, con la finalidad de averiguar 
el estado en el que se encontraban160.  
Las obras posteriores de este autor son claves para comprender esta fase de 
expansión de la visita. En su estudio sobre las llamadas “visitas de los frailes”, como así 
las denominaron los procuradores en Cortes, que en las respectivas reuniones del 
                                                
157 Véase Pedro Ortego Gil, «¿Fiel y legal escribano?: visitas de escribanos», Initium: Revista catalana 
d’historia del dret, 13, (2008), pp. 371-550. 
158 Carlos Antonio Garriga Acosta, La Audiencia y las Chancillerías castellanas (1371-1525): historia 
política, régimen jurídico y práctica institucional (Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1994), p. 
138. 
159 Ibidem. p. 426. 
160 Ibidem. p. 201.  
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organismo ya habían pedido visitas ante la pasividad de la residencia en estos momentos 
del siglo XVI, demostró como estas visitas enviadas por el príncipe Felipe en 1554, 
tuvieron una misión puramente indagatoria, que tomadas por frailes jerónimos, 
buscaban averiguar cómo ejercían sus oficios quienes tenían encomendada la 
gobernación y la justicia. Se dirigieron hacia el reino de Granada una, y otra hacia el 
reino de Murcia y las tierras de la Mancha. La conclusión más notable de estas visitas 
fue que estos oficiales habían sido sometidos a unas residencias muy descuidadas, 
viniendo a corroborar de alguna manera las peticiones de las Cortes de que se hicieran 
visitas por este motivo, y la relajación de las resid ncias, que el autor vincula además 
con el proceso de perpetuación de oficios mediante la venta de regidurías161. En un 
estudio posterior, estudió de nuevo otra visita a l Chancillería de Valladolid en 1577, la 
efectuada por don Francisco Sarmiento, que tras su ctuación redactó unos capítulos de 
ordenanzas162.  
En definitiva, las obras de Carlos Garriga demuestran que la visita se convirtió en 
estos años centrales del siglo XVI en Castilla en el procedimiento más adecuado para la 
reforma de los tribunales con la confección de nuevas ordenanzas orientadas a la 
erradicación de los abusos de los oficiales que los ocupaban. Pero además, la visita 
servía como base para decidir en la política de futuros nombramientos de la Monarquía, 
y así lo expresó Felipe II cuando normalizó las reglas de la Cámara de Castilla sobre la 
promoción en los oficios de justicia, quedando establecido que para las plazas de asiento 
habría de tenerse “mucha consideración siempre […] a lo que hubiere resultado de las 
visitas”163. Como acabamos de ver, los trabajos de Carlos Garriga han tenido un ámbito 
de estudio orientado hacia el desarrollo de la visita en el siglo XVI y, en su mayoría 
sobre las efectuadas a los tribunales de justicia castellanos y en su capacidad para 
depurar responsabilidades de abusos de los oficiales, sí como para la reforma de las 
ordenanzas para un mejor funcionamiento de los tribunales.  
A su vez, a caballo entre finales del siglo XX e inicios del XXI se desarrollaron 
trabajos que percibían las visitas como un instrumento político en manos de la facción 
predominante en la Corte. Como ejemplo cabe citar los trabajos de Jean-Frederic 
Schaub sobre la visita del secretario del Consejo d Portugal en la década de 1630, 
                                                
161 Carlos Antonio Garriga Acosta, «La “sumaria relaçio de los abusos que ay y avisos de remedios que 
puede aver para que aya buena gobernaçion y regimiento en el reino” (1555), de Fray Francisco de la 
Trinidad», Initium: Revista catalana d’historia del dret, 5, (2000), pp. 835-866. 
162 Carlos Antonio Garriga Acosta, «Los capítulos de la visita de don Francisco Sarmiento a la 
Chancillería de Valladolid (1577)», Initium, 7, (2002), pp. 963-996. 
163 Ibidem. p. 836 
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Diogo Soares, quien había mantenido una relación estrecha con el secretario de estado 
del gobierno de Lisboa, Miguel de Vasconcelos, y había gozado de una protección 
política al ser un fiel servidor de Olivares. Tras l  muerte violenta de Vasconcelos, 
Soares se vio envuelto en una acusación por parte de los castellanos de Lisboa que le 
responsabilizaban de los hechos que hicieron que los portugueses se levantaran contra 
Felipe IV y que Portugal se separase de la monarquía hispánica, y fue sometido a una 
investigación por estos hechos tras finalizar la privanza de su valedor, el conde-duque 
de Olivares, cuyas políticas en relación con la política portuguesa también fueron 
cuestionadas164; o el trabajo de Josep María Torras i Ribe, sobre la visita contra Pedro 
de Franquesa en el primer cuarto del siglo XVII, que calificaba esta visita como un 
proceso político en la Monarquía de los Austrias165. Pedro de Franquesa, hechura del 
duque de Lerma, valido de Felipe III, es uno de esos personajes de gran peso de la 
monarquía de los Austrias que fue sometido a una rigurosa actuación judicial por la que 
acabó procesado y condenado por algunos de los cargos de todo tipo que le imputaron, 
y que iban desde cohechos a evasión de joyas y dinero. En este trabajo, Torras i Ribe 
representa el procedimiento de la visita y las consecuencias que ésta tuvo en el descenso 
social del personaje y su familia. Las interpretaciones más solventes parecen decantarse 
por atribuir la caída en desgracia de Pedro Franquesa a intrigas cortesanas de diversa 
índole, que habrían cristalizado en una verdadera conspiración de gran alcance, cuyo fin 
último era acabar con el valimiento del duque de Lerma, y en la que Franquesa aparecía 
como vulnerable y cabeza de turco. El autor calific el proceso de visita como 
instrumento ejemplarizante y de represalia política.  
La visita, como el mecanismo de inspección de los jueces superiores, fue el medio 
utilizado para inspeccionar los Consejos de la Monarquí  en estos años centrales del 
siglo XVI. El trabajo de Ignacio Ezquerra Revilla aborda la visita de Diego de Córdoba 
a los oficiales judiciales de la corte en un contexto de rehabilitación de la justicia 
cortesana al comienzo de la década de 1550. Esta visi incluía al Consejo Real de 
Castilla y la Sala de Alcaldes de Casa y Corte. Entre las características de esta visita, 
señala el autor, la de un instrumento político en el contexto de la lucha por el poder y las 
pugnas entre facciones, y con caracteres adecuados para ser utilizada por el grupo 
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Fallstudien zur spanichen und portugiesischen Justiz, ed. Johannes-Michael Scholz (Vittorio 
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165 Josep María Torras i Ribé, «La “visita” contra Pedro Franqueza (1607-1614): un proceso político en la 
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político cercano a la confianza regia con el propósito de adecuar el organismo visitado a 
su perfil político. La visita al Consejo Real tuvo además unas repercusiones en forma de 
Ordenanzas de buen gobierno, las Ordenanzas de 1554. Pero Ezquerra Revilla hace 
extensible esta cuestión al proceso de visitas de estos años de regencia del príncipe 
Felipe, en el que se visitarían la Chancillería de Valladolid, la Universidad de 
Salamanca, la Universidad de Alcalá y la Audiencia de Sevilla, entre otras 
instituciones166.  
Sobre otras visitas a Consejos de la Monarquía contamos con el estudio de 
Manuel Rivero Rodríguez sobre la visita al Consejo de Italia que se realizó en 1567, 
diez años después de su fundación, una vez apaciguado el enfrentamiento político entre 
albistas y ebolistas, en el que también observa en l s visitas realizadas bajo el gobierno 
de Felipe II, la implicación de reforma, más allá de un procedimiento administrativo de 
inspección y corrección, que indicaba momentos de cambio y renovación del personal al 
servicio del rey, vinculado a la lucha de partidos y a movimientos faccionales167. Lo que 
evidencia a través de este trabajo es que el Consejo de Italia no desempeñaba sus 
funciones, siendo otras personas o instituciones -normalmente Juntas-, las que se 
atribuían los asuntos concernientes a Italia, sin que estos pasaran por el Consejo. Al 
igual que ocurrió con las visitas de la década de 1560 a los dominios italianos, el mismo 
Manuel Rivero, en otro trabajo, puso de manifiesto que el soberano y su Corte apenas 
habían controlado el poder ejercido por los virreyes d  Sicilia y Nápoles y el gobernador 
de Milán, que en no pocas ocasiones se negaban a obedecer al Consejo168. 
Si nos centramos en la historiografía de los últimos años, ésta ha destacado el 
papel desempeñado por la visita en los momentos de transición entre reinados, y los 
momentos de reformas de las administraciones. Uno de estos momentos es el reinado de 
Felipe IV, momento en el que las visitas continuaron, incluso se incrementaron y 
formaron parte del programa reformista puesto en marcha en los primeros años del 
valimiento del conde-duque de Olivares. En este sentido se giraron visitas a 
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167 Manuel Rivero Rodríguez, «Buen gobierno y ejemplaridad: la visita del Consejo de Italia», en Felipe 
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instituciones importantes de la Monarquía, como la realizada a la Audiencia de Sevilla 
entre 1623 y 1632, estudiada por Juan Antonio Pérez Juan169. A través de este trabajo es 
posible seguir el procedimiento que se llevó en la visita, desde el nombramiento del 
visitador Fernando Ramírez Fariña, Asistente de Sevilla y camarista de Castilla, un 
jurista experimentado en las visitas, pues unos años antes había inspeccionado la 
Chancillería de Valladolid, hasta las sentencias definitivas y las condenaciones 
interpuestas a los oficiales de la Audiencia por el Consejo de Castilla. Además, en este 
estudio se pueden advertir aspectos poco tratados por la historiografía, como fue el 
intento de recusación del visitador por parte de un oidor de la audiencia sevillana, según 
su alegato por odios enconados entre ambos; la pertenencia del visitador a la Junta de 
Visita que se formó para enjuiciar la visita; o la posibilidad de que una vez estando en 
fase de resolución la visita, era posible, como así sucedió, enviar comisionados que 
comprobaran las veracidad de algunos cargos. Por último, esta visita tuvo además de la 
corrección del personal de la Audiencia, un carácte reformista, pues los cargos 
generales formulados por el visitador fueron elevados en 1632 a la categoría de 
ordenanzas generales.  
Que las visitas no se limitaban solamente a la depuración de responsabilidades, 
sino que incluían un carácter reformista de las instituciones que inspeccionaban, sobre 
todo, tras las consideraciones hechas por el visitador, queda de manifiesto en la 
historiografía que se ha ocupado del tema. Desde hac  unos años la historiografía está 
desplazando la atención hacía el uso de la visita en relación a la cuestión hacendística, 
analizando cómo las visitas giradas al Consejo de Hacienda y a sus órganos adscritos o 
dependientes se convirtieron en una práctica habitual en el siglo XVII. Uno de las 
primeras notas sobre las visitas al Consejo de Hacienda la incluía José Luis Bermejo 
Cabrero en 1992, en su trabajo sobre la Hacienda del Antiguo Régimen170. Según este 
autor, aun existiendo antecedentes anteriores, a comienzos del siglo XVII podemos 
encontrar el nombramiento de un primer visitador del Consejo de Hacienda, Juan de 
Acuña, para hacer visitas al presidente, ministro y oficiales del Consejo, a las 
contadurías y otros organismos dependientes y a loshombres de negocios que habían 
mantenido relación con la Hacienda real. La siguiente visita fue encomendada al 
licenciado Molina, en el año 1620, y alcanzó un mayor grado de institucionalización al 
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crearse una junta d hoc con miembros del Consejo de Hacienda para secundar la 
actividad visitadora. En el seno de esta visita se subdelegó al licenciado Juan Pardo de 
Arenillas para visitar los almojarifazgos de Sevilla, pues las denuncias sobre fraudes a la 
Hacienda Real en estas aduanas eran continuas en el Consejo. La siguiente visita fue 
efectuada en 1643 por Diego de Riaño y Gamboa, visita que consideró a la anterior 
como arranque y modelo. Ampliada a la Comisión de millones, la visita no se detuvo 
aquí, pues entre los años 1621 y 1665 hubo continuamente visitador en el Consejo de 
Hacienda, siendo el último visitador Lope de los Ríos, que ejerció desde el 16 de julio 
de 1664 hasta que murió en 1681.  
Un estudio más reciente de Beatriz Cárceles de Gea expone la problemática de las 
visitas al Consejo de Hacienda poniendo el foco sobre un aspecto concreto, la visita a 
los almojarifazgos de Sevilla en 1666171, que permitió entrar en contacto con el fraude 
fiscal en todas sus facetas. El vínculo institucional existente entre estas aduanas y el 
Consejo de Hacienda, según el análisis de Cárceles d  Gea, permite identificar el fraude 
que correspondía a la corrupción que practicaron los ministros de Hacienda, así como 
otros servidores del rey, de otros tipos de fraude. La visita nos permite perfilar estas 
diferencias entre el fraude que no admitía interpretación contraria que se investigó y 
persiguió con instrumentos judiciales, y el que aportaba en su defensa la razón legal de 
libertad de comercio que se abordó con otro tipo de medidas administrativas que se 
complementaron con las judiciales, por vía de comisión y que eran de naturaleza 
preventiva, aunque eventualmente punitiva. Para Cárceles de Gea, la continuidad de 
estas visitas a Hacienda se presentaba útil en materia de prevención, es decir, la visita 
como un medio para hacer frente a la corrupción, pero también para prevenirla.  
Inés Gómez González, en una publicación que ha visto la luz en 2016, analiza otro 
aspecto de las visitas de Hacienda, como fueron las alegaciones presentadas por don 
Pedro Valle de la Cerda tras ser inculpado en la misma visita de 1643172. Por su parte, 
Sébastien Malaprade, en la misma publicación anteriormente citada173, aborda la 
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comisión que en 1635, Felipe IV decidió encargar al nuevo fiscal de la Comisión de 
millones, Rodrigo Jurado y Moya, para cobrar los rezagos de millones. Reivindica el 
análisis del fraude en los millones desde los potenciales fraudes cometidos por los 
comisionados enviados por Olivares. Rodrigo Jurado en el marco de su comisión estuvo 
imputado por enriquecerse ilícitamente y sus cargos esultaron de la visita del Consejo 
de Hacienda iniciada en 1643, siendo condenado en 1649. En este trabajo, Malaprade 
analiza las vías por las cuales un alto administrador se podía enriquecer, teniendo un 
ascenso muy rápido y un descenso más rápido aún tras su condena en 1649 por la que 
tuvo que pagar 28.000 ducados y perdió todos sus cargos y la mayoría de sus activos 
financieros. Esta sucesión de visitas al Consejo de Hacienda y las instituciones 
dependientes de éste durante el siglo XVII, constituyen un objeto de estudio explorado 
en la epidermis y que, analizado desde una visión de conjunto, puede arrojar mucha 
información sobre las relaciones sociales de los ministros de Hacienda, y el grado de 
actividades consideradas corruptas que estos desempñaban. Recientemente, José Luis 
Bermejo Cabrero, ya citado anteriormente como uno de l s pioneros en arrojar luz sobre 
estas visitas, ha publicado una obra titulada Organización hacendística de las Austrias a 
los Borbones174, en la que actualiza algunos datos de los ya aportados en 1984, pero sin 
duda, las visitas de Hacienda siguen siendo un aspecto en el que merece la pena 
profundizar por el gran calado del tema y de los per onajes que fueron protagonistas de 
las mismas.  
Por último, para cerrar este epígrafe, debemos resaltar l  importancia en los 
últimos años, de los trabajos de Inés Gómez González destinados a poner luz sobre las 
clases y características de las visitas. Hasta el momento hemos tratado estudios sobre 
visitas generales a instituciones de justicia y gobierno, pero existía la posibilidad cuando 
se producían denuncias o quejas contra ministros de forma individual, que estos 
recibieran una visita particular y secreta175. Inés Gómez analiza el funcionamiento de las 
visitas particulares, y las objeciones que plantearon los jueces sometidos a dicho 
control. Las visitas particulares que estudia en este trabajo pertenecen al siglo XVII, tres 
de ellas realizadas a ministros de la Chancillería de Granada y una realizada a un 
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magistrado de la Audiencia de Sevilla. En un segundo trabajo, contemporáneo del que 
acabamos de citar, la autora estudió la opinión de un magistrado sobre las visitas, asunto 
poco abordado por la historiografía176. Para acercarse a este tema, estudió el 
“Manifiesto al Mundo” de don Francisco Marín de Rodezno, en el que se defendía de 
los cargos que se le imputaron en la visita realizada  la Chancillería de Granada 
mientras él ostentaba la presidencia. La finalidad el manifiesto era demostrar su 
inocencia y restaurar su honra, la de su familia y l  de las instituciones a las que había 
prestado servicio, así como, lograr conseguir un empl o tras la privación del de 
presidente de la Chancillería en la visita. El “Manifiesto” ponía en evidencia el propio 
mecanismo de la visita, su carácter secreto, la presencia de enemigos del magistrado 
entre los testigos, entre otras críticas. En un trabajo posterior, Inés Gómez estudió las 
visitas realizadas a la Chancillería de Granada en los siglos XVI y XVII en clave de 
análisis de la conflictividad social que quedaba reflejada en la documentación de la 
visita, y que plasmaba la violencia ejercida por los magistrados tanto en su vida 
cotidiana como en el desempeño de su empleo177. Inés Gómez expone en este estudio 
cómo los magistrados de la Chancillería granadina consentían la violencia y que ellos 
mismos incurrían en comportamientos más o menos violentos, demostrando que la 
visitas no eran únicamente un objeto de estudio en sí mismo como institución judicial, 
sino que también una fuente de una valor extraordina io para la historia social, y en este 
caso, para el estudio de la violencia y la conflictividad social. No obstante, alerta de que 
estas fuentes deben de ser tomadas con cautela, pues no d bemos tomar al pie de la letra 
las declaraciones de los testigos, ni las confesion de los protagonistas, siendo 
necesario efectuar una lectura atenta y crítica de las visitas si queremos aclarar la 
veracidad de sus informaciones.  
Recientemente, los trabajos de Inés Gómez González sobre las visitas han versado 
sobre el estudio del procedimiento de las visitas en la Chancillería de Granada en el 
siglo XVII para contribuir al debate sobre la eficacia de las visitas desde estudios de 
corte microhistórico, que analizando el antes y despué  de las instituciones, permiten 
profundizar en los objetivos que perseguía la monarquí  en estas visitas, y si este 
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177 Inés Gómez González, «Las visitas a los tribunales reales: fuentes para el estudio de la conflictividad y 
la violencia», Les Cahiers de Framespa, 12, (2013), pp. 1-10.  
80 
 
mecanismo de control permitió conseguir dichos objetivos178. O más recientemente, 
sobre la capacidad de la visita de detectar fraudes en la administración de penas de 
cámara y gastos de justicia de la Chancillería de Granada en el siglo XVII, hacienda que 
servía para la autofinanciación del tribunal, e introducir reformas destinadas a fiscalizar 
la labor de los receptores de esta hacienda con objeto de frenar los fraudes179.  
 
Las visitas en Aragón 
 
En relación a los estudios sobre los territorios de la corona de Aragón, 
diferenciaremos entre la historiografía que se ha ocupado de los reinos de Valencia, y 
Aragón, de la que se ha ocupado de Cataluña, pues en l principado esta institución 
adquirió caracteres propios. Uno de los trabajos pineros sobre los mecanismos de 
control en la corona de Aragón fue el ya citado de Teresa Canet Aparisi, que en su 
última parte aborda las visitas180. En este trabajo la autora diferencia para Aragón, al 
igual que ocurría para el resto de territorios de la Monarquía, entre visitas generales y 
particulares. Como visitas generales, señala las efectuadas por el Obispo de Elna, 
Fernando de Loazes a los oficiales reales de la corona de Aragón en 1542, o la del 
doctor Hernán Pérez sobre los oficiales reales del reino de Valencia en 1553 y, con 
miras más limitadas, es decir, específicas, señala las realizadas sobre municipios e 
instituciones concretas. Incluye, además, los objetivos señalados a los visitadores en las 
instituciones reales en los territorios aragoneses, donde se encargaba que hiciesen 
revisión de cuentas, investigación de la capacidad y comportamiento de sus oficiales, 
pero además, debían velar por la observancia de las l ye  forales y de las disposiciones 
que regulaban sus propios cometidos, y no siendo infrecuente que estas instrucciones 
llevaran aparejadas órdenes puntuales sobre temas concretos. Aunque muy 
sucintamente, en ese trabajo Teresa Canet, detalló l procedimiento seguido por los 
visitadores desde su llegada al reino, hasta las sentencias definitivas, que por otra parte, 
no difiere sobre el efectuado en las visitas castell nas, por ejemplo, pero sí sobre la 
visita catalana.  
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Al mismo tiempo que veía la luz el trabajo citado de Teresa Canet, se publicaron 
también estudios dedicados a analizar casos específicos de una visita en concreto. Es el 
caso del estudio de Teodoro Hampe Martínez sobre don Pedro de la Gasca, visitador 
general en el reino de Valencia entre 1542-1545. En esta visita, además de la 
averiguación del desempeño de las funciones de los oficiales reales de gobierno, justicia 
y hacienda, el visitador hizo labores de información para la Monarquía, expresó 
sugerencias sobre la defensa de las costas del reino en un contexto de arribadas del 
enemigo turco, intervino en el modo de evangelizar y sujetar a la población morisca, y 
además, como consejero de Inquisición que era, cumplió trabajos de pesquisidor para el 
Santo Oficio. Según Canet, su visita contribuyó al afianzamiento del poder real en el 
reino de Valencia181. 
La historiografía posterior a estas obras de finales d  los años ochenta del siglo 
pasado se ha multiplicado en lo que al estudio de la visita en la corona de Aragón se 
refiere. A mediados de los años noventa, Vicent Gimenez Chorner publicó un estudio 
titulado Les visites o judicis de residencia forals. Un fons documental de l’archiu del 
Regne de Valencia, en el que esbozó las pautas de desarrollo del procedimiento en 
Cataluña y Valencia a través del estudio de las fuentes documentales que en su día 
fueron generadas por los visitadores generales y jueces de residencia conservadas en el 
Archivo del Reino de Valencia182. Amparo Felipe Orts, que en un estudio más general 
sobre la política de Olivares en el País Valenciano había incluido un sucinto análisis 
sobre las visitas que se dirigieron a la ciudad de Val ncia entre 1623 y 1634183. Retomó 
este tema en un trabajo más específico en el que profundizó sobre las visitas de 
inspección que se mandaron por Felipe IV como un intento de solución a la crisis 
financiera de la ciudad de Valencia durante el siglo XVII, que a pesar de las actuaciones 
de los visitadores, y los procesos que incoaron contra los principales responsables, no 
evitaron la quiebra de la Taula de Canvis en 1634184.  
Posteriormente los trabajos se han dirigido hacia el estudio de las visitas enviadas 
por Carlos V primero, tras las Comunidades y Germanías y, por el Príncipe después, en 
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el contexto de transición del Imperio a la monarquía hispánica de Felipe II, con la 
necesidad en ambos casos, de conocer cómo se gobernaba y administraba justicia en las 
principales instituciones de la Monarquía. Esta necesidad se manifestó en el envío de 
visitas encargadas a personas de cercanía al entorno real, que serían las encargadas de 
informar y mantener una relación directa entre el monarca y las instituciones visitadas, 
para posteriormente depurar responsabilidades de los oficiales que se habían salido de 
los cauces del buen gobierno y reformar las instituciones, en la mayoría de los casos 
mediante ordenanzas nuevas sobre su organización y fu cionamiento. A esta línea 
responden los estudios publicados por autoras ya citadas como Teresa Canet Aparisi y 
Amparo Felipo Orts. La primera de estas dos autoras, en u trabajo Juzgar a los jueces. 
El sistema de visitas a la Audiencia en la Valencia de Carlos V185, afirmó que las visitas 
a la Audiencia de Valencia en el siglo XVI contribuyeron a que paulatinamente fuera 
ocupada por individuos que habían prestado su apoyo a la causa realista en los años 
críticos de las Germanías. En este contexto estudió la visita posterior a la efectuada por 
Pedro de La Gasca a la Audiencia de Valencia, que fue la encargada al obispo de Elna 
Miguel Puig, nombrado visitador del reino en 1548. En un siguiente trabajo, Canet 
estudió la última visita que se desarrolló durante el reinado de Carlos V en 1554 a la 
Real Audiencia de Valencia, desde la perspectiva de los efectos que tuvo sobre esta 
institución186. Esta visita se planteó como una continuación de la que años atrás hicieran 
Pedro de la Gasca y el obispo de Elna, y venía a cerr r l elenco de inspecciones al 
reino de Valencia impulsadas por la corona a comienzos de los años cuarenta, periodo 
de control sobre las instituciones valencianas, sobre todo, la Audiencia, que no volverá 
a repetirse en los siguientes reinados de los Austrias. A través de este estudio podemos 
conocer con exactitud todo el procedimiento seguido en esta visita en un contexto de 
tensiones y distanciamiento entre el poder real y los poderes del reino.  
Por su parte, Amparo Felipo Orts, investigó sobre estas visitas pero situando el 
foco sobre las consecuencias que tuvieron sobre la administración municipal 
valenciana187. 
                                                
185 Teresa Canet Aparisi, «Juzgar a los jueces. El sistema de visitas a la Audiencia en la Valencia de 
Carlos V», en Sardegna, Spagna e Stati italini nell’ età di Carlo V, ed. A cura di Bruno Anatra y 
Francesco Manconi (Carocci editore, 2001), pp. 307-34. 
186 Teresa Canet Aparisi, «Entre la visita y la sucesión. La resistencia a la virreinalización administrativa 
en Valencia entre Carlos V y Felipe II», Estudis. Revista de historia moderna, 28, (2002), pp. 205-240. 
187 Amparo Felipo Orts, «Las visitas de inspección a la ciudad de Valencia durante el siglo XVI», Studia 
Histórica.Historia Moderna, 25, (2003), pp. 241-267. Véase además: Amparo Felipo Orts, «Oligarquía y 
corrupción en la Valencia de Felipe II. Los desfalcos de la Taula de Canvis», Estudis. Revista de historia 
moderna, 25, (1999), pp. 37-54. 
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En Cataluña, el órgano de gobierno dependiente de las Cortes catalanas, la 
Diputació del General o Generalitat de Cataluña, tuvo durante la época foral su propio 
sistema de visitas generales, que se denominaba “Visita del General”. Se trataba del 
procedimiento de control de los oficiales dependientes de la Diputació del General de 
Catalunya. Pedro Llimas Almadena fue uno de los pioner s en estudiar la evolución 
jurídico-institucional del procedimiento y el desarrollo real de su funcionamiento en la 
segunda mitad del siglo XVII188. En su estudio indicó que la competencia de la visita 
recaía en los estamentos reunidos en Cortes, que en las celebradas en 1599, regularon 
definitivamente el procedimiento de la misma, aunque ya se practicaba con anterioridad, 
y perduró durante más de un siglo.  
En los últimos años, la fiscalización de la actividad de los oficiales de la 
Generalitat de Catalunya en la época moderna, la “Visita del General” y su 
funcionamiento han recibido mayor atención por la historiografía. Algunos estudios se 
han ocupado de las visitas sobre los oficiales de la Generalitat que desempeñaron sus 
funciones solamente en un trienio, como fue el caso de Eva Serra189, pero sin duda, el 
autor que con mayor ímpetu está desarrollando sus inve tigaciones sobre estas visitas es 
Ricard Torra i Prat. En un primer estudio, realizó un análisis global de la institución 
desde sus orígenes como una comisión de control enviada por las Cortes de Cataluña en 
el siglo XVI, pasando por la regulación definitiva realizada en 1599, hasta la primera 
intervención real en 1662 que acabó por debilitar la práctica de la “Visita del General”. 
Trata de demostrar con ejemplos concretos por qué la visita era una institución 
independiente y clave en el constitucionalismo catalán durante la época de los 
Austrias190. En un trabajo posterior, Torra i Prat analizó la capacidad legislativa de las 
Cortes catalanas, y más concretamente, en lo referido a la visita del General, 
cuestionando a la historiografía que minimizaba la capacidad legislativa de las Cortes, 
manifestando la gran potencialidad de las Cortes catalanas de la época moderna como 
un elemento generador de derecho y vertebrador de la política de la Cataluña de los 
siglos XVI y XVII, y como ejemplo, la “Visita del General” y la legislación que de ella 
                                                
188 Pedro Llinás Almadana, «La Visita del General: el procedimiento de control de los funcionarios 
dependientes de la Diputació del General de Cataluny  (1653-1701)», Pedralbes: Revista d’historia 
moderna, 10, (1990), pp. 177-194. 
189 Eva Serra, «Territori i inspecció fiscal: la visita del General del 1600», en Les Xarxes urbanes a la 
Catalunya dels segles XVI i XVII, ed. Jaume Danti (Barcelona: Rafael Dalmau, 2012), pp. 165-284.  
190 Ricard Torra i Prat, «La visita del General de Catalunya: Una institució desconeguda, segles XVI-
XVIII», Afers, fulls de recerca i pensament, 29, (2014), pp. 149-171. 
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se desprende191. Estudió la elaboración y la evolución de los distintos capítulos 
referentes a la visita, y cómo a lo largo de su puesta n práctica fue adaptándose a las 
necesidades y realidades de cada momento histórico.  
Ricard Torra i Prat profundizó en el análisis de las características y el 
funcionamiento de la “Visita del General”192. Dividió su estudio en seis apartados en los 
que abordó con exhaustivo detalle la legislación emanada de las Cortes catalanas de 
1599 mediante la cual se implantó la visita del General, y las recopilaciones que a lo 
largo del siglo XVII se encargaron de dar contenido a la ley de 1599; los preparativos de 
la visita en el espacio de tiempo comprendido entre la lección de los visitadores y el 
inicio de los nueve meses de duración de la visita; la fase de la instrucción secreta, 
conocida como la fase de la “ofensa”; la fase de instrucción pública de la visita, 
conocida como la “defensa”, donde los acusados presentaban sus alegaciones y testigos 
para defenderse de las acusaciones; los últimos meses de la visita, la fase de las 
“sentencias”; y un último apartado en el que se cuestiona los argumentos esgrimidos en 
la época a favor o en contra de la eficacia de la visita y unas conclusiones propias sobre 
el tema. En síntesis, este trabajo aborda con sumo detalle el procedimiento de ejecución 
de la Visita del General en Cataluña.  
En un trabajo de fechas recientes, Torra i Prat estudió la visita del General desde 
su vertiente pública como institución jurídico-política que a partir de su instauración en 
el año 1599 tendrá que compartir el espacio polític con el resto de organismos 
catalanes y de jurisdicciones que actuaban en el Principado. Pretende demostrar la 
autonomía de la visita respecto de la jurisdicción que iba a ser fiscalizada en su 
procedimiento, en los nueve meses de su funcionamieto con el inicio de cada trienio 
del General193. En este caso, aborda las resistencias de los organismos públicos que 
formaban parte de las instituciones del Principado con respecto a los inicios de la 
primera visita en 1600 y como ésta consiguió hacerse un hueco en las instituciones 
catalanas. Esto, según Torra i Prat, fue posible gracias a la posición de resistencia que 
mantuvieron los visitadores ante la presión del resto de instituciones catalanas. Además 
                                                
191 Ricard Torra i Prat, «Mites o realitats? Sobre el paper de les Corts catalanes altmodernes com a 
generadores de dret. El cas de la Visita del General», Estudis. Revista de historia moderna, 40 (2014), pp. 
115-132. 
192 Ricard Torra i Prat, «La fiscalización de la actividad de los oficiales de la Generalitat de Cataluña en la 
época moderna. La Visita del General de Cataluña y su funcionamiento», Cuadernos de historia del 
derecho, 22, (2015), pp. 295-317.  
193 Ricard Torra i Prat, «El juego de las instituciones. Políticas de la visita del General de Catalunya 




estudia las disputas entre Cortes y Monarquía acerc de la visita en la reunión de 1626-
1632, y el cambio de tendencia en el que la visita verá cercenadas sus prerrogativas tras 
la guerra dels Segadors (1640-1652), en un primer momento, a nivel económico, y más 
tarde, a nivel jurídico-político.  
Por último, destaca el autor en este trabajo algo que la historiografía no ha tenido 
en consideración, como son las diferencias entre la visita catalana y los sistemas 
fiscalizadores presentes en la corona de Castilla y en las Indias y que resume en cuatro 
aspectos diferenciadores: en primer lugar, mientras que en los ámbitos castellano, 
indiano e italiano los sistemas fiscalizadores dependían directamente de la figura del 
monarca, la “Visita del General” dependía del poder que le trasmitieron las Cortes 
catalanas. En segundo lugar, la necesidad de la “Visita del General” de reafirmar su 
comportamiento como institución independiente, mientras que la autoridad del oficial 
real que sirve de visitador no parece cuestionarse. En tercer lugar, la capacidad de los 
visitadores del Principado de darle contenido legisativo basado en la práctica de la 
ejecución de la visita a lo largo del siglo XVII y por último, los visitadores catalanes a 
diferencia de la visita real no podían entrometerse n sus investigaciones en aspectos de 
la vida privada de los oficiales, tales como la moralidad.  
En estudios más recientes, Torra i Prat ha estudiado otras características de la 
“Visita del general” como fue la oposición tanto política como jurídica a la que tuvo que 
hacer frente este sistema de fiscalización de Cataluña. En un estudio de larga duración 
que abarca desde la creación de la Visita en el siglo XVI hasta finales del siglo XVII, el 
autor ha destacado la contestación de los visitados  la acción de los visitadores que, 
según el contexto, adoptó distintas formas pero que fue una constante durante los 
doscientos años que la institución estuvo funcionando194.  
Asimismo, este investigador ha analizado, teniendo en cuenta las sentencias 
dictadas por la “Visita del general” entre 1600 y 1714, el recorrido de las sentencias, 
desde su dictamen hasta su ejecución efectiva. Esta preocupación por las sentencias de 
la visita de la Generalitat se debe a la intención de contribuir al debate abierto sobre la 
poca efectividad de las visitas y demás mecanismos de control, concluyendo que la 
mayoría de las sentencias dictadas por esta visita en el periodo de tiempo referido 
fueron ejecutadas, y las penas se hicieron efectivas, evidenciando la existencia de unos 
                                                
194 Ricard Torra i Prat, «En la senda de la derrota. L visita del General de Catalunya entre la 
conflictividad jurisdiccional y la pérdida de autoridad, 1519-1686», en Debates sobre la corrupción en el 
Mundo Ibérico, siglos XVI-XVIII, ed. Francisco Andújar Castillo y Pilar Ponce Leiva (Alicante: 
Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2018), pp. 375-391. 
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procedimientos regulados con el objetivo de hacer cumplir los dictámenes de las 
visitas195. 
En un artículo reciente, Ricard Torra ha extendido su objeto de estudio más allá 
de la “Visita del General”, para poner luz sobre la visita de los oficiales reales en el 
Principado de Cataluña durante los siglos XVII y XVIII. A través del estudio de las 
visitas de 1635-1636 y 1710-1711, que se rigieron pr ordenamientos diferentes, 
evidenció que en la práctica, dichas visitas no funcionaron para subsanar las acciones de 
la mayoría de los burócratas. Su análisis muestra en primer lugar, que la visita real tenía 
una regularidad que no se ha documentado en otros espacios territoriales de la 
monarquía hispánica, y que la visita, más que controlar las actuaciones de los oficiales 
del rey y castigar los excesos cometidos por los mismos, funcionó como un modo de 
hacer llegar al Consejo de Aragón la situación de la administración del rey en Cataluña. 
A pesar de que la experiencia acumulada en un siglode visitas se tuvo en cuenta a la 
hora de reformar el sistema de la visita a los oficiales del rey en las Cortes Catalanas de 
1701-1702, este quedó frustrado por el inicio de la contienda sucesoria196. 
 
Las visitas en Italia 
 
La historiografía sobre visitas en territorio italiano ha padecido un déficit similar 
al de la producción sobre la misma en Castilla, Aragón o América. La ausencia de una 
obra de síntesis que aborde la problemática de este mecanismo de control en los 
territorios italianos es compartida con el resto de territorios de la monarquía hispánica. 
Casi todos los estudios dedicados al ámbito italiano sitúan las visitas en un contexto 
político más amplio, que tenía que ver no tanto por la situación de los territorios 
italianos, como por la necesidad de control del Consejo de Italia y del mismo monarca 
sobre los dominios italianos de la Monarquía.  
No obstante, a pesar de la falta de una monografía que estudie el fenómeno de las 
visitas a los territorios italianos de la Monarquía, en los últimos años han visto la luz 
obras esenciales que han avanzado en esta dirección, aunque haya sido en territorios 
concretos, como la obra de Mireille Peytavin sobre el reino de Nápoles, o Geltrude 
                                                
195 Ricard Torra i Prat, «El quid de la cuestión. Sobre sentencias de visita y su ejecución: el caso de la 
Visita del General de Catalunya, 1599-1711», Studia Historica, Historia Moderna, 41.2, (2019), pp. 339-
367. 
196 Ricard Torra i Prat, «De la teoría a la práctica: la Visita de los oficiales reales en Cataluña, 1635-
1711», Memoria y civilización: anuario de historia, 22, (2019), pp. 263-287. 
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Macri, sobre el ámbito siciliano. Éste último, recientemente ha elaborado un balance 
historiográfico acerca de las visitas generales y los sistemas de control regio en el 
sistema imperial español, centrando su atención en las llevadas a cabo en los dominios 
italianos de la Monarquía197. Seguiremos una estructura similar a la de este trabajo 
citado en lo referente a la división de los estudios que han versado sobre los distintos 
territorios, comenzando por las visitas a Milán, continuando por los estudios sobre las 
visitas a Nápoles, para finalizar con las visitas a Sicilia.  
La producción historiográfica que ha tratado las visitas al Milán español se inició 
en los años 50 y 60 del siglo XX con autores clásicos como Federico Chabod198 y Aldo 
de Maddalena199. Ambos autores analizaron la administración de Milán en el siglo XVI, 
documentando desordenes y abusos administrativos. Sus estudios sirvieron como base 
para futuras investigaciones sobre la administración milanesa, y más concretamente, 
sobre las visitas al Estado de Milán. Tendremos que esp rar hasta los años 90 del siglo 
pasado para disponer de estudios más completos sobre las visitas generales a Milán o 
estudios de visitas concretas. Este es el caso del trabajo sobre la visita de don Felipe de 
Haro en 1606, dirigida contra el gobernador de Milán, el Conde de Fuentes, y marcada 
por ser un instrumento de control político200. Sobre las visitas generales dirigidas al 
Estado de Milán, se ha ocupado Mario Rizzo201, quien las ha enmarcado en un contexto 
de complejidad de las relaciones entre Madrid y Milán, destacando la importancia del 
aspecto militar en las visitas al ducado, así como la relevancia de la hacienda milanesa. 
Rizzo ilustra los aspectos propios del procedimiento de las visitas generales que se 
acometieron en Milán, y apunta que la función principal de estas visitas era hacer notar 
la autoridad de la Monarquía sobre estos territorios, l  cual se traducía a su vez en el 
resultado que reportaba la visita, en concreto, llamó la atención sobre el binomio 
condena-perdón, como algo funcional en el sistema de po er y control del momento, y 
como muestra de la benevolencia y autoridad del rey. Por último, respecto a las visitas 
                                                
197 Geltrude Macrì, «Visitas generales e sistemi di controllo regio nel sistema imperiale spagnolo: Un 
bilancio storiografico», Mediterranea Ricerche storiche, 5, (2008), pp. 385-400. 
198 Federico Chabod, «Usi e abusi nell’amministrazione dello Stato di Milano a mezzo il Cinquecento», 
en Studi Storici in onore di Gioacchino Volpe, d. G. C. Sansoni (Florencia, 1958), pp. 95-154. 
199 Aldo de Maddalena, «Malcostume e disordine amministrat vo nello Stato di Milano alla fine del 
Cinquecento», Archivio Stórico Lombardo, 90, (1963), pp. 261-272. 
200 Giannini Massimo Carlo, «Politica spagnola e giurisdizione ecclesiastica nello Stato di Milano: il 
conflitto tra il cardinale Federico Borromeo e il visitador regio don Felipe de Haro (1606-1607)», Studia 
Borromaica, 6, (1992), pp. 195-226.  
201 Mario Rizzo, «Finanza pubblica, impero e amministrazione nella Lombardia Spagnola: le visitas 
generales», en Lombardia borromaica Lombardia spagnola. 1554-1659, ed. P Pissavino y Gianvittorio 
Signorotto (Roma: Bulzoni, 1995), pp. 303-339.  
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de Milán ha habido autores que han destacado la importancia de las fuentes 
documentales de las visitas para estudiar las relaciones sociales entre algunos oficiales 
en Milán. Autores como Gian Vittorio Signorotto ha destacado este aspecto de la 
documentación elaborada por los visitadores para el estudio de la historia social, 
siempre desde la cautela y el análisis crítico que el análisis de esas fuentes requiere202.  
Por lo que se refiere a las visitas del reino de Nápoles, en los años 70 del siglo 
pasado, Giuseppe Coniglio, en su trabajo sobre los visitadores del reino de Nápoles, 
trazó un perfil general de estas visitas203. Desde la Historia del Derecho, autores como 
Pierluigi Rovito, se ocuparon de la experiencia jurídica de los visitadores en el reino 
durante el siglo XVI204. Sobre el análisis de una visita concreta se ocupó Hernán Pizarro 
Llorente, que estudió la visita al reino de Nápoles d  1559205, situándola en el contexto 
de reciente creación del Consejo de Italia y de cambios estructurales en el sistema de 
gobierno de los territorios italianos, inducido por la lucha de facciones en la Corte en la 
transición del reinado de Carlos V a su hijo Felipe II. En este contexto se produjeron 
visitas generales tanto a Nápoles, como a Sicilia y Milán. Hernán Pizarro, abordó con 
claridad el procedimiento de la visita y el procesamiento de los oficiales que se habían 
salido de los cauces del buen gobierno, entre los que se encontraba el secretario del 
reino Juan de Soto, personaje que a pesar de ser condenado a penas pecuniarias y a 
privación de su oficio, por su enfrentamiento con el visitador y sus quejas al Consejo de 
Italia, logró ser restituido en su empleo, y ascender a nuevos empleos, como el de 
secretario de Juan de Austria y maestre de campo en la guerra de Granada junto al 
hermano del rey. Pero además, la información recopilada en la visita sirvió para que 
desde la Corte se hicieran una serie de ordenamientos destinados a conseguir un mejor 
funcionamiento en la administración del reino. El mis o autor, Hernán Pizarro, unos 
años después aportó más datos sobre esta visita en su publicación de una biografía sobre 
el que fuera visitador, don Gaspar de Quiroga206.  
                                                
202 Gianvittorio Signorotto, «Milano e la Lombardia sotto gli spagnoli», en Storia della società italiana 
(Milano: TETI, 1989), pp. 189-223. 
203 Giuseppe Coniglio, Visitatori nel Viceregno di Napoli (Bari: Tip del Sud, 1974).  
204 Pierluigi Rovito, Respublica dei togati. Giuristi e socierà nella Napoli del Seicento (Napoli: Jovene, 
1981).  
205 Hernán Pizarro Llorente, «La visita al reino de Nápoles de 1559. El enfrentamiento entre Gaspar de 
Quiroga y Juan de Soto», en Política, religión e inquisición en la España moderna: homenaje a Joaquín 
Pérez Villanueva., ed. Pablo Fernández Albadalejo, José Martínez Millán, y Crespo Virgilio Pinto 
(Madrid: Universidad Autónoma de Madrid, 1996), pp.567-586. 
206 Hernán Pizarro Llorente, Un gran patrón en la corte de Felipe II: Don Gaspar de Quiroga (Madrid: 
Universidad Pontificia Comillas, 2004). 
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Pero sin duda, en los últimos años, la autora que ha r volucionado las perspectivas 
sobre las visitas al reino de Nápoles, y sobre las visitas generales, ha sido Mireille 
Peytavin207, sobre todo, a raíz de su monografía publicada en 2003 titulada Visite et 
gouvernement dans le royaume de Naples (XVIe – XVIIe siècles)208. La obra de Peytavin 
constituye una de las primeras obras en el ámbito eur p o en la que se reúne las visitas 
generales llevadas a cabo en un territorio concreto y dentro de límites cronológicos muy 
amplios. Según Peytavin, la visita era una vía excepcional para los monarcas y su 
entorno próximo para mantener una relación directa con las poblaciones sobre las que 
reinaban. La presencia del rey, expresada a través de un enviado regio, que fiscalizaba y 
sancionaba a los oficiales reales, cumplía una función de relación directa entre la 
monarquía y el reino de Nápoles. Esto se conseguía a través de la función principal de la 
visita, que era la de recoger información actualizada sobre las instituciones territoriales 
para, una vez en los Consejos, en este caso, el Consejo de Italia, poder estudiar las 
reformas institucionales en forma de ordenamientos, leyes y nombramientos de oficiales 
de la institución visitada. Por tanto, además, constituían una forma de intervención 
directa de la monarquía en la administración napolitana. Para Peytavin, la visita en el 
reino de Nápoles fue progresivamente relegando a un segundo plano su función 
fiscalizadora y punitiva para tomar parte en la tarea de recopilación de información y 
organización que permitía al Consejo de Italia la función de elaboración de normas 
institucionales y administrativas para las instituciones napolitanas. En definitiva, 
concibe la visita como método de gobierno utilizado por la Monarquía en todos sus 
territorios, y como mecanismo de negociación y evaluación de las relaciones de fuerzas 
antes de proponer modificaciones institucionales. 
Por último, las visitas a Sicilia se han estudiado desde la décadas de los 70 del 
siglo pasado. Pietro Burgarella y Grazia Fallico209 estudiaron los aspectos 
institucionales de las visitas, y según sus conclusione , habían sido el instrumento 
                                                
207 Ver también: Mireille Peytavin, «La Monarquía y su relación con el territorio: visitas reales a los 
gobiernos locales (villas españolas, universidades italianas), XVI-XVII», en Actas de la IV Reunión 
Científica de la Asociación Española de Historia Moderna Alicante, 27-30 de mayo de 1996, ed. Pablo 
Fernández Albadalejo (Alicante: Universidad de Alicante, 1997), I, pp. 583-594; Mireille Peytavin, 
«Visites Générales du Royaume de Naples. XVIème et XVIIème siècles. Pratiques judiciaires», en 
FALLSTUDIEN zur spanichen und portugiesischen Justiz: 15. bis 20. Jahrhundert (V. Klostermann, 
1994), pp. 321-346; Mireille Peytavin, «Le calendrier de l’administrateur. Périodisation de la 
donmination espagnole en Italie suivant les visites générales», Mélanges de l’Ecole française de Rome. 
Italie et Méditerranée, 106.1 (1994), pp. 263-332.  
208 Mireille Peytavin, Visite et gouvernement dans le royaume de Naples, XVIe- VIIe siècles (Madrid: 
Casa de Velázquez, 2003).  
209 Pietro Burgarella y Gracia Fallico, L ’ archivio dei Visitatori generali di Sicilia (Roma: Archivi di 
Stato, Archivio di Stato di Palermo, 1977). 
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principal para controlar los abusos de los virreyes y gobernadores, y estaban 
encuadradas en una política general llevada a cabo por la Monarquía respecto a la 
totalidad de los dominios italianos.  
En los años 80 del siglo pasado, destaca la obra de Vittorio Sciuti Russi210, que 
analizó la visita general como institución de contrl imprescindible para comprender la 
dinámica entre la monarquía y los agentes de gobierno de la administración siciliana, 
desde el Virrey, pasando por la Inquisición, la nobleza y los letrados. Sciuti Russi 
destaca la relevancia del estudio de la correspondencia ntre el visitador y el soberano y 
concibe la visita como un instrumento del absolutismo monárquico. Más recientemente, 
Sciuti Russi profundizó en la figura del visitador enviado por la corona al reino de 
Sicilia desde que el Consejo de Italia desarrollara institucionalmente estas funciones en 
1559. El visitador, que tenía independencia absoluta respecto a los grupos dominantes 
isleños, recibía directamente sus poderes del soberano, y tenía encomendado visitar a 
todos los ministros y oficiales para atestiguar cómo habían gobernado en sus cargos y 
oficios211. 
Los estudios más recientes, se han ocupado del análisis de las fuentes 
documentales de la visita para aspectos de estudio como las finanzas públicas y la 
fiscalidad de Sicilia. A este horizonte responden obras como la de Antonino Giuffrida, 
cuya obra analizó las finanzas públicas de Sicilia en el quinientos212, o Geltrude Macri, 
que analizó las reformas de la hacienda llevadas a cabo por los administradores de 
Palermo en la segunda mitad del XVI, muchas de ellas, provenientes de visitas, y que 
pretendían asegurar el control de la Hacienda por parte del Virrey y responder así a las 
demandas de numerario por parte de la Monarquía213.  
En síntesis, podemos decir que los autores que se han interesado por las visitas en 
Italia han destacado varios aspectos: en primer lugar, la importancia de la visita como 
instrumento mediante el cual la administración central hacía acopio de información 
sobre el gobierno de sus dominios italianos, para proceder a reformas institucionales y 
nombramientos de los oficiales que desempeñarían sus cargos allí; en segundo lugar, 
                                                
210 Vittorio Sciuti Russi, Astrea in Sicilia. Il ministerio togado nella societa siciliana dei secoli XVI e 
XVII (Napoli: Jovene, 1983). 
211 Vittorio Sciuti Russi, «La monarquía hispánica y el gobierno del reino de Sicilia», en I stituciones de 
la España Moderna. Las jurisdicciones, ed. Enrique Martínez Ruiz y Magdalena de Pazzis Pi Corrales 
(Madrid: Actas, 1996), pp. 369-385. 
212 Antonino Giuffrida, La finanza pubblica nella Sicilia del Cinquecento (Caltanissetta-Roma: Salvatore 
Sciascia Editore, 1999). 
213 Geltrude Macrì, «The supervisión of the city financial administration. The audit in Palermo under the 
Spanish Monarchy», Comptabilités, 3, (2012). 
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cada visita tenía unas características propias y estaba condicionada por factores y 
dificultades diferentes, en contextos diferentes; y en tercer lugar, además de la 
capacidad fiscalizadora y punitiva, la visita establecía una intensa circulación de 
información entre el centro y la periferia de la monarquía hispánica necesaria para la 
gobernación de los territorios italianos.  
 
1.2.4. La historiografía reciente sobre los jueces de comisión 
 
Es evidente que los jueces encargados de las residencias -al menos hasta 1648-, 
las pesquisas y las visitas eran jueces comisionados para ello. Ahora bien, existió 
durante toda la Edad Moderna el recurso a enviar jueces de comisión para otros asuntos 
más allá del control y la fiscalización de los oficiales reales. Recientemente, Inés 
Gómez González214 ha publicado un trabajo en el que sumariamente detalla la evolución 
del juez de comisión y sus misiones extraordinarias en Castilla durante el Antiguo 
Régimen, y presenta el poder comisarial como un elemento clave para hacer llegar el 
poder de la corona al conjunto del territorio. Los jueces de comisión, por lo general, 
eran miembros de los Consejos, Chancillerías y Audiencias, alcaldes de Casa y Corte, 
Corregidores, Alcaldes Mayores y Abogados, y según demuestra Inés Gómez en su 
estudio, se ocupaban desde fechas muy tempranas en tareas de justicia, política, 
hacienda y guerra215. 
Pero su actuación no estuvo exenta de críticas, y desde principios del siglo XVI 
documenta la autora las críticas expresadas en las ce ebraciones de Cortes hacia los 
jueces de comisión por la generalización de sus comisi nes. Estas voces críticas de los 
procuradores en Cortes tenían varias direcciones qu podemos sintetizar principalmente 
en tres: en primer lugar, sí estos jueces eran los idóneos para tomar residencia; en 
segundo lugar, se criticaba los excesos cometidos por los comisionados; en tercer lugar, 
los problemas que conllevaba enviar como comisarios  l  ministros de los Consejos o 
de las Chancillerías y de las Audiencias, por la dej ción de sus asuntos ordinarios216. 
Estas quejas no cejaron en su empeño en las sucesivas convocatorias de Cortes, y 
consiguieron arrancar un compromiso de Felipe II en las celebradas en Madrid de 1592 
                                                
214 Inés Gómez González, «Más allá de la colegialidad. Una aproximación al juez de comisión en la 
España del Antiguo Régimen», Chronica Nova, 37, (2011), pp. 21-40. Este trabajo se centra 
exclusivamente en Castilla, pese a ser comunes a toda la monarquía el uso de estos jueces de comisión.  
215 Ibidem. p. 25. 
216 Ibidem. p. 26. 
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a 1598, que se materializaría en la creación de un cuerpo de veinte jueces, a quien se 
debían encomendar todas las comisiones que fuese prciso acometer. De estos jueces, 
doce quedarían a disposición de las comisiones que se dispusieran desde el Consejo 
Real, y ocho para el resto de organismos de la Corte. Serían nombrados por el rey a 
propuestas del presidente del Consejo Real, y su oficio tendría una duración de dos años 
con un salario de 600 ducados anuales, y otro tanto prorrateado según el tiempo que 
ocuparan en sus comisiones. Sin embargo, este cuerpo let ado fue suspendido por Felipe 
III en 1599.217 
Pero esta no sería la única experiencia de este organismo. Ignacio Ezquerra 
Revilla estudió los mecanismos que el Consejo Real d  Castilla arbitró durante el 
reinado de Felipe III para crear un cuerpo de jueces de comisión que materializara el 
control de la realidad local de la Monarquía y se encargara de acometer las comisiones 
que les encomendara el Consejo Real y otros consejos d  la Monarquía. Durante el 
reinado de Felipe III se creó por este motivo, en primer lugar un cuerpo letrado, el de 
los veinticuatro jueces en 1603, y más tarde, en 1604 fue elevado a treinta jueces, que 
entre otras comisiones a desarrollar, serían los encargados de acometer la fase de 
instrucción de los juicios de residencia. Aun sin reflejos de continuidad en la 
organización del cuerpo de veinte jueces creado por Felipe II, si se repitieron algunos 
aspectos de la misma. Según Ezquerra que este cuerpo d  letrados se encargara de las 
residencias de importantes corregimientos reflejaba la preocupación territorial, 
coordinada desde un nivel superior, la Corte. Pero desde el lado inverso, de las 
ciudades, sin embargo, afirma que en cuanto padecieron la actuación de los treinta 
letrados en las residencias, cundió un cierto malestar ante ese nuevo cuerpo comisarial. 
En este contexto de resistencia local hacia la actuación de los jueces de comisión, sitúa 
las quejas de los procuradores de las Cortes de Madrid de 1607, y la necesidad de la 
monarquía de permanecer en buena armonía con las ciudades, pues de ellas dependían 
los servicios de millones, como el lugar donde podrían situarse las causas de la 
supresión de los treinta jueces en enero de 1608218. Pero parece que esta experiencia no 
finalizó en 1608, pues según Beatriz Cárceles de Gea, F lipe III creó en 1614 cien 
                                                
217 Ignacio Javier Ezquerra Revilla, «La dimensión territorial del Consejo Real en tiempo de Felipe III: el 
cuerpo de los Treinta Jueces», Studia historica. Historia moderna, 28, (2006), pp. 141-177. 
218 Ibidem. p. 148.  
93 
 
receptores de número para que se ocuparan de las comi iones que emanaban de los 
Consejos de la Corte219.  
Desde uno de los ámbitos de aplicación de estos jueces de comisión, como fue la 
cuestión hacendística, y más concretamente, el fraude q e se producía, sobre todo, en la 
recaudación del servicio de millones, Beatriz Cárceles de Gea estudió los instrumentos 
que desde la llegada al poder de Olivares se pusieron en marcha desde el Consejo de 
Castilla para perseguir el fraude220. A través de los jueces de comisión y jueces 
pesquisadores, el Consejo de Castilla, amén de ser l tribunal de última instancia para 
los millones, había tenido competencias en las causas de fraude. Según Cárceles de Gea, 
el Conde-Duque utilizó la figura del juez de comisión al que transformó en un 
comisario real, otorgándole una jurisdicción privativ  a través del Consejo de Castilla y 
en detrimento de la jurisdicción ordinario, para pasar más adelante a depender del 
Consejo de Hacienda. La persecución del fraude no sólo se iba a acometer desde el 
terreno judicial, sino a través de las disposiciones fiscales, adquiriendo estos 
comisionados el papel de agentes transformadores del orden fiscal castellano.  
Estas comisiones enviadas por Olivares, aunque teóricamente conservaban el 
vínculo en un primer momento con el Consejo de Castilla, emanaban de la voluntad 
regia, de la cual recibían sus facultades y un fuerte poder ejecutivo. El envío de estos 
jueces comisionados se constituyó para sortear los obstáculos jurisdiccionales que 
permitían el fraude en torno al servicio de millones. Desde luego, no podía faltar como 
motivo de su envío, la justificación por la “urgencia” y las “grandes necesidades de la 
monarquía”. Lo que es evidente es que durante el valimiento de Olivares funcionaron 
múltiples comisionados destinados a la persecución del fraude. Enviados por voluntad 
regia, pero con provisión del Consejo de Castilla, conforme vaya avanzando el 
valimiento, se enviaran a través de la Comisión de Millones y del Consejo de Hacienda, 
haciendo valer el carácter fiscal por encima del carácter judicial en la persecución del 
fraude. Pero también, durante el valimiento de Olivares fue notoria la creación de Juntas 
que sorteaban la labor de algunos consejos y se esgrimían como las ejecutoras de 
procesos varios. Juntas que también estuvieron capacit d s para enviar jueces de 
comisión. Cárceles de Gea afirma que los criterios para designar las comisiones se 
constituyeron a partir del vínculo que el nominado tuviera con el valido, colocando a 
                                                
219 Beatriz Cárceles de Gea, «Del juez de comisión al comisario real (1632-1643). El fraude fiscal como 
agente del “gobierno económico”», Studia Histórica. Historia Moderna, 13, (1995), pp. 155-175. 
220 Ibidem. pp.155-175. 
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sus hechuras al frente de las Juntas, pero también de las comisiones ejecutivas que se 
enviaban por Castilla.  
Pero estas no fueron las únicas comisiones con carácter fiscal que puso en marcha 
Olivares, pues también fueron jueces comisionados los que se enviaron para cobrar los 
sucesivos donativos solicitados al reino, aunque estas comisiones tenían un carácter 
circunstancial ya que, acabada la cobranza, terminaba la comisión, y también fueron 
jueces comisionados los encargados de la cobranza de l media annata de réditos de 
juros, comisionados elegidos esta vez por el Consej de Hacienda.  
Cárceles de Gea justifica la denominación de Comisario Real de los jueces 
comisionados durante el periodo de Olivares en tres aspectos principales: en primer 
lugar, que estos eran nombrados a voluntad del rey, con jurisdicción privativa, 
sorteando las jurisdicciones ordinarias, sorteándose además las formas de 
nombramientos propias de la polisinodia, colocando a las hechuras del valido al frente 
de estas comisiones; en segundo lugar, que estos estarían en correspondencia directa 
con Felipe IV o con el valido, informando sobre el estado de las comisiones, y sobre el 
fraude del servicio de millones; y en tercer lugar, que estos jueces pasaron a ejercer su 
jurisdicción extraordinaria formando una red en el circuito fiscal de los millones, con 
miras recaudatorias a las órdenes del valido.  
Por último, es evidente la importancia que adquirieron las comisiones en el 
Antiguo Régimen, sobre todo, en periodos de reforma política en las que se buscaba 
sortear los cauces ordinarios de ejecución de los Consejos de la monarquía, pero esta 
importancia también fue considerable para los protagonistas que las acometieron, pues 
sirvió para acrecentar su c rsus honorum, y así tener mayores probabilidades de obtener 
un cargo o una merced. Es decir, como premio al desempeño de una comisión, era 
posible obtener un cargo o una merced regia, y prueba d  ello era su inclusión en las 
relaciones de méritos que se enviaban al Consejo de Cámara de Castilla para obtener 
estos empleos o mercedes221. 
 
1.3. El debate sobre la eficacia de los mecanismos de control 
 
La eficacia sobre los mecanismos de control de los oficiales reales ha estado 
presente en las investigaciones desde que la historiografía comenzó a interesarse por los 
                                                
221 Sobre el tema y aportando algunos ejemplos, véase: Gómez González, «Más allá de la colegialidad. 
Una aproximación al juez de comisión en la España del Antiguo Régimen», pp. 38-39. 
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mismos. Sin duda este tema podría dar para un trabajo monográfico en profundidad que 
abarcara desde los inconvenientes y la dificultad de la puesta en práctica de estos 
procedimientos, hasta la eficacia desde el punto de vista jurídico-político, económico y 
social. Por su importancia, ha sido tratado en la historiografía específica de los 
mecanismos de control, sobre todo, la referente a los juicios de residencia y las visitas. 
Veamos en primer lugar los trabajos que han tratado como objeto de estudio la eficacia 
de los juicios de residencia en Indias, como en Castilla.  
 La obra fundacional sobre los juicios de residencia indianos de José María 
Mariluz Urquijo, ya incluía un capítulo sobre la eficacia de las residencias según la 
opinión de virreyes y otros altos cargos de las Audiencias americanas. Para Mariluz 
Urquijo, los virreyes fueron los cargos que más inconformes estaban con las 
residencias, y es significativa la opinión al respecto del Marqués de Montesclaros, 
Virrey del Perú, que las comparaba “con los torbellinos que suele haber en las plazas y 
que no sirven sino para hacer levantar el polvo, paja y otras horruras de ellas y hacer 
que se suban a las cabezas”. Las críticas llegaron incluso desde el Consejo de Indias, 
que ya avanzado el siglo XVIII llegó a decir que las residencias, lejos de producir los 
efectos esperados, habían servido por lo común de “despique e injustos odios de 
poderosos contra celosos ministros principalmente inferiores”, además se quejaban de 
los grandes costos que acarreaban222. Es evidente que esta opinión provenía de sectores 
que no estaban cómodos con la fiscalización, y que estas opiniones no pueden ser 
concluyentes. 
 Mariluz Urquijo apuntaba como un inconveniente a menudo achacado a las 
residencias indianas la secuela de enconos y rencillas que dejaban tras ellas, la división 
del vecindario en bandos, y el grado de excitación de los pueblos en los que se tomaban 
las residencias. Además, opinaba que las residencias eran la ocasión que aprovechaban 
hombres malintencionados para enlodar la reputación de oficiales rectos y reputados 
con falsas imputaciones que, aunque luego fueran desvirtuadas, quedaban estampadas 
en los procesos. En la propia obra de Mariluz Urquijo es fácil notar el esfuerzo de la 
corona por perfeccionar el juicio de residencia y prevenir las acciones que pretendían 
desvirtuarlo, e independientemente de su función de control, las residencias servían para 
poner en evidencia ciertos defectos en el gobierno de las Indias y provocar que se 
                                                
222 Mariluz Urquijo, Ensayo sobre los juicios de residencia indianos, p. 284. 
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subsanaran con nuevas disposiciones o con la reiteración de las leyes existentes, al igual 
que eran válvulas de escape que se abrían a la libertad de expresión223.  
Pero sin duda, el trabajo que de una manera manifiesta cuestionó la eficacia del 
juicio de residencia en América fue el publicado por José María García Marín224. Según 
García Marín, el poder central renunció a emplear excesivo celo a la hora de dotar de 
una eficacia ejemplar a este instrumento de control, porque se trataba de un medio legal 
bastante propicio para abrir las puertas a la animosidad de los particulares contra los 
jueces, además de que, una excesiva rigurosidad resultaría poco grato para los oficiales, 
y un factor de desestabilización política. Para el autor, el factor distancia, más las 
especiales circunstancias que contribuían a hacer diferente la vida social de América, 
constituyeron obstáculos formidables para la correcta aplicación de las normas 
procedentes de Madrid, además de dar lugar a una relaj ción en la aplicación del juicio 
de residencia, sobre todo, en aquellos efectuados por las Audiencias a los corregidores o 
alcaldes mayores provistos por el Virrey. Esta provisión de cargos haría que los nuevos 
alcaldes mayores o corregidores, sintiéndose amparados por el Virrey, no tuvieran 
temor a un juicio de residencia riguroso, y actuaran a sus anchas, sabiéndose seguros de 
que su residencia sería un mero trámite administrativo.  
En la historiografía sobre Castilla, el trabajo de María José Collantes Terán de la 
Hera apuntó como principal inconveniente la dilación de las residencias, pese a que la 
legislación tenía estipulada una duración de treinta días. Recoge la opinión de los 
tratadistas de la época que trataron de explicar est  dilación achacándola al beneficio 
que obtenían juez y escribano, al percibir unas mayores ganancias225. Apuntó además 
otros inconvenientes como que el juez fuese incauto y se dejara llevar por facciones de 
poder que decantaban la residencia favoreciendo a sus intereses, o cómo estas facciones 
dirigían su ira hacia los servidores reales con acus ciones falsas que acababan recogidas 
en la sentencia del juicio226. 
 Unos años más tarde, José Ignacio Fortea Pérez, como buen conocedor de las 
Cortes de Castilla y León durante el Antiguo Régimen227, recogió en un estudio las 
                                                
223 Ibidem. p. 274.  
224 José María García Marín, «El juicio de residencia en Indias ¿crisis de una institución clave del derecho 
común?», Initium: Revista catalana d’historia del dret, 15, (2010), pp. 761-775.  
225 Collantes de Terán de la Hera, «El juicio de residencia en Castilla a través de la doctrina jurídica e la 
Edad Moderna», p. 182. Recoge la afirmación de Castillo de Bovadilla.  
226 Ibidem. p. 183-184. Los autores que recoge Collantes Terán de la Hera para este punto son 
principalmente, Castillo de Bovadilla, y Solorzano Pereira.  
227 José Ignacio Fortea Pérez, Las cortes de Castilla y León bajo los Austrias. Una i terpretación 
(Valladolid: Junta de Castilla y León, 2008). 
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opiniones de los juicios de residencia que hicieron las Cortes228. A principios del siglo 
XVI, el juicio de residencia no parecía funcionar a pleno rendimiento a la vista de las 
opiniones del reino, ya que o bien no eran tomadas las residencias o no eran tenidas en 
cuenta a la hora de proveer un oficio de corregidor, pese a ser un paso previo e 
indispensable para el desempeño del cargo. Pero con respecto a la eficacia de este 
mecanismo de control, este trabajo de Fortea Pérez tiene muchos más aspectos a 
considerar. Los procuradores en Cortes afirmaban que los vecinos, por temor o amistad 
no se atrevían a testificar contra sus justicias, alcaldes y regidores, y también 
denunciaban el carácter secreto de una parte del juicio y los inconvenientes que 
acarreaba dar la oportunidad de verter denuncias calumniosas, por entorpecer la labor de 
la justicia. La designación del juez de residencia también formó parte de las peticiones 
de los procuradores, entroncando en el debate de siera conveniente de que fuera el 
corregidor que pasaba a desempeñar el cargo el ideal de tomar la residencia a su 
antecesor o no. Además era frecuente la queja por la la ga duración de la residencia y 
los daños que ocasionaba en concepto de gastos a las ciud des. Además, Fortea estudió 
el periodo que va desde 1558 hasta 1658, siendo el registro total de residencias 
consultadas de 1.394 asientos, una gran cantidad de atos que proporcionan un 
conocimiento importante de la institución y de su funcionamiento 
Según Fortea la inmensa mayoría de los corregidores de Castilla superaron los 
juicios de residencia a los que fueron sometidos. A la vista de los resultados, el autor se 
cuestiona si realmente eran tenidos en cuenta los juicios de residencia para promocionar 
en sus oficios, lo que en un principio, vista la cantidad de empleos que sirvieron los 
corregidores con residencias favorables, parece justificarse, pero también era cierto que 
enfrentarse a una sentencia negativa no implicaba necesariamente el verse excluido de 
forma automática y definitiva de nuevos nombramientos. A la vista del resultado de las 
residencias analizadas, parece que la corona dio por buena la labor efectuada por los 
corregidores, y que los juicios de residencia fueron precisando los mecanismos 
necesarios para la supervisión de su labor y la corre ción de sus eventuales abusos. 
De alguna manera, cuando los juicios de residencia eran apreciados como un mero 
trámite administrativo, tanto los procuradores en Cortes para Castilla, como las 
Audiencias indianas, reclamarán la celebración de visitas de la tierra, o de indios para el 
                                                
228 José Ignacio Fortea Pérez, «Quis custodit custodes?: lo  corregidores de Castilla y sus residencias 
(1558-1658)», Vivir el Siglo de Oro: poder, cultura, e historia en la época moderna. Estudios homenaje 
al profesor Angel Rodríguez Sánchez (Ediciones Universidad de Salamanca, 2003), pp. 179-222. 
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caso indiano. Veamos a continuación los trabajos que han tratado como objeto de 
estudio la eficacia de las visitas en Indias, así como en Castilla.  
El trabajo pionero de Guillermo Céspedes del Castillo229, Las visitas como 
institución indiana, examinó el abandono y último resurgir del sistema de visitas 
generales. Según Céspedes del Castillo, el abandono de la práctica de la visita general 
en el Virreinato del Perú tuvo que ver con una decisión del Consejo de Indias, que 
apreciando los inconvenientes del sistema de visitas generales, en 1668 recomendó 
reemplazar aquellas por visitas específicas. La razón ludida por el Consejo fue que “no 
sirven del remedio que se desea, sino de que duren muchos años sin sacar fruto dellas”. 
Desde entonces paso poco más de un siglo para que se volvieran a enviar visitas 
generales, tanto a Nueva España como al Virreinato del Perú. Precisamente estas visitas, 
vistas por el autor como el resurgir, fueron enviadas esde la Corte en un contexto de 
reformas que buscaba sobre todo, ser los ojos y oídos de Carlos III para poder 
desarrollar las reformas de la anquilosada administración indiana, y tuvieron unos 
objetivos diferentes a las visitas generales desarroll das en los siglos XVI y XVII.  
Pero la pluma acreditada y autorizada en la historiografía de las visitas indianas, 
Ismael Sánchez Bella, en un trabajo publicado en 1980, se cuestionó claramente cómo 
las visitas que el Consejo ordenó realizar en indias, que obedecieron a la preocupación 
fundamental por la recta administración de justicia por las Audiencias, aun cuando las 
visitas cumplían otros fines, ¿hasta qué punto la institución fue eficaz y podemos 
asegurar que se alcanzó el objetivo que se buscaba con su trasplante a Indias?230 Para 
responder esta cuestión, Sánchez Bella analizó varios puntos de vista a la hora de emitir 
su juicio sobre la eficacia de las visitas indianas: en primer lugar, los juicios negativos 
emitidos hacia las visitas, provenientes en su mayorí  de las autoridades indianas, desde 
el Consejo de Indias, Virreyes o presidentes de Audiencias, que se oponían a ser 
visitados, y de los americanistas modernos como Schäfer, que opinaba que trasplantar 
este sistema de inspección a las indias no había dado resultados positivos, y que la recta 
administración de justicia en las Indias, había sido posible gracias a los experimentados 
letrados españoles que ocuparon sus cargos. Las críticas tanto de las autoridades 
indianas, como de los americanistas que escribieron antes que Sánchez Bella, se 
centraron en aspectos como la perturbación de la paz, excesivo costo, larga duración y 
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escasez de resultados. En segundo lugar, la postura de los visitadores, que seleccionados 
por el rey y el Consejo de Indias normalmente entre juristas de Castilla, a veces prelados 
o inquisidores. El autor señala que la mayoría de los visitadores actuaron correctamente, 
pero hubo algunos de ellos, que se extralimitaron en sus funciones, provocando que la 
visita no cumpliera los objetivos que se había marcado, la posterior actuación de la 
corona, y el cese de los visitadores. El exceso en las comisiones y el excesivo rigor en 
su conducta con los visitados era la principal crítica hacia los jueces de visita, pero en 
conjunto, señala el autor, la impresión de los visitadores en los siglos XVI y XVII es 
positiva. En tercer lugar, analiza las dificultades en su tarea, ya que las resistencias de 
las autoridades para evitar la visita fueron una constante continua durante el desarrollo 
de las inspecciones. La denuncia por la invasión de jurisdicciones fue frecuente a la 
hora de evitar la intromisión del visitador en asuntos de gobierno de las Audiencias. En 
otras ocasiones las dificultades provenían de la falt de testigos o de su actuación, 
temerosos de las represalias de los visitados o deseoso  de ganarse su favor, y otras 
veces, el secreto necesario en la visita, no siempr era guardado, llegando incluso algún 
visitador a imponer multas por no haber guardado dicho secreto. En cuarto lugar, la 
larga duración y el costo de las visitas fueron otras alusiones negativas que recibieron 
las visitas indianas. En quinto lugar, las sentencias y ejecución como parte de los 
resultados que se obtenían de las visitas, y a la vez, nos permite conocer cuáles eran los 
tipos de abusos más característicos, y las multas y suspensiones que dictaba el Consejo 
de Indias.  
Finalmente, Sánchez Bella resaltó, como aspectos positivos de las visitas en 
indias, que en su opinión, contribuyeron eficazmente a mejorar la actuación de los 
oficiales reales en la buena administración de justicia y del Fisco, a pesar de los defectos 
señalados. Otros aspectos positivos destacados por el autor, era la independencia de los 
visitadores, sobre todo generales, respecto a las alt s utoridades indianas, lo que les 
permitían actuar con una libertad y firmeza que imponía temor a los visitados y daba 
seguridad a los súbditos, además, en sus largas estncias en Indias, colaboraban 
estrechamente con los virreyes y presidentes en las tareas gubernativas; gozaban de la 
confianza del rey y de sus consejeros, y su correspondencia era leída y anotada 
cuidadosamente en España, siendo fuente inmediata de disposiciones correctoras de 
abusos y, en ocasiones, de reformas en la administración, además de las ordenanzas 
dadas por los propios visitadores, numerosas y algun s importantes. 
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En definitiva, a pesar de las críticas señaladas, pra Sánchez Bella las visitas 
indianas tuvieron una mayor eficacia de lo que hasta e e momento se había escrito, pues 
en su opinión, en tres siglos de existencia, los aspectos positivos pesaron más que los 
negativos.  
Recientemente, Ismael Jiménez Jiménez ha calificado los juicios de residencia y 
las visitas a finales del siglo XVII en la Audiencia de Lima en este contexto como una 
herramienta inútil231. En su opinión, la ineficacia de los juicios de resid ncia y visitas en 
la Audiencia de Lima en el ocaso del siglo XVII fue por factores legales, clientelares y 
políticos. La muestra que utiliza, a nuestro parecer insuficiente para una opinión tan 
tajante, es la fiscalización a tres magistrados de la Audiencia de Lima. El autor analiza 
las principales críticas dirigidas a la ineficacia de los juicios de residencia y las visitas, y 
como caso de estudio, tres juicios de residencia que no aportaron ninguna falta, a pesar 
de que, las tuvieron y eran conocidas de “pública voz y fama” . La muestra utilizada por 
el autor es insuficiente para posiciones tan tajantes, ya que evidencia una fotografía 
concreta en un momento y espacio concretos. El análisis de tres juicios de residencia, y 
ninguna visita, no puede ser determinante para calificar la ineficacia de estas 
instituciones de control, sino que solo a través de una estudio diacrónico, de larga 
duración, que tome una muestra más amplia, podremos determinar cuál fue el grado de 
ineficacia, y en qué momentos afectó con más virulencia a la administración indiana.  
Para finalizar este apartado, debemos tener en cuenta que los estudios citados han 
tenido en cuenta en su análisis, en la mayor parte, el nfoque de los gobernantes, la 
opinión de las autoridades que eran sometidas a residencias o visitas, así como de las 
que las enviaban como las Audiencia o los Consejos de la Monarquía. Es por ello, por 
lo que creemos que la eficacia de los mecanismos de control debe de ser abordada, por 
supuesto desde este enfoque, pero también, desde miradas más amplias que incluyan las 
opiniones de los súbditos, sus interrogatorios, en d finitiva, la opinión de los 
gobernados que al disponer de la oportunidad de denunciar ciertos agravios, parece que 
sí les resultaron eficaces mecanismos como la visita.  
Recientemente, Pilar Ponce Leiva ha contribuido a este debate sobre la discutida 
eficacia de los mecanismos de control aportando nuevas miradas desde el acercamiento 
a lo que los coetáneos entendían por corrupción, cuestión clave para considerar la 
                                                
231 Ismael Jiménez Jiménez, «Una herramienta inútil. Juicios de residencia y visitas en la Audiencia de 
Lima a finales del siglo XVII», Temas americanistas, 35, (2015), pp. 60-87. 
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actuación de un mecanismo de control232. Ponce Leiva reclama el contexto en que se 
producía la aplicación de un instrumento de control como determinante a la hora de 
acercarnos a su estudio y la consideración previa de los objetivos perseguidos por 
quienes mandaban y ejecutaban dicho mecanismos de control. Rechaza uno de los 
argumentos más utilizados por la visión crítica de la ficacia de estos instrumentos de 
control como ha sido la impunidad de los delitos y la consecuente debilidad de los 
castigos, más si cabe cuando los estudios sobre estos mecanismos están mostrando que 
el castigo no era el fin en sí mismo, parece insostenible seguir dándole preponderancia a 
la relación cargos-sentencias como determinante de la eficacia de una visita o un juicio 
de residencia. Ponce Leiva hizo una llamada de atención sobre la importancia que 
tuvieron estos mecanismos en la prevención de los delitos, más que en los castigos, pero 
también, señaló que cuando la prevención no era suficiente, se producía el castigo que 
buscaba, además de la pena punitiva, el escarmiento ejemplarizante. Además, aportando 
ejemplos sobre visitas a la Audiencia de Quito, mostró un aspecto apenas considerado 
en aquellos trabajos que hablan de ineficacia de las visitas relacionada con la impunidad 
de los delitos que provenía cuando el Consejo de Inias no convertía en sentencias 
condenatorias importantes cargos resultantes de las visitas, como fue las estrategias en 
los mecanismos de provisión de cargos en las audiencias americanas. A veces, la 
dificultad de sustituir a magistrados de estas audiencias, llevó al Consejo a tomar otros 
medios, aparentemente más suaves, como podía ser eltraslado que interrumpiera su 
promoción, antes que una condena condenatoria importante. Asimismo, que las 
condenas no fueran muy elevadas también pudo deberse al deseo de la monarquía de no 
desacreditarse a sí misma imponiendo condenas muy severas que pudieran generar 
miedo, rencor, o acciones de rebeldía y deslealtad  l  corona.  
Volviendo a la importancia del contexto en que era despachada y ejecutada una 
visita, Ponce Leiva ha resaltado la cuestión de cómo y cuándo se ejecutaban estos 
mecanismos de control y con qué rigor, remitiendo a la dualidad de la acción de 
gobierno de la monarquía de “negociar frente a imponer”. Es decir, estos mecanismos 
también eran utilizados para recuperar equilibrios políticos o sociales, lo que 
necesariamente llevó a la monarquía a mantener actitudes de negociación no solo en la 
propia aplicación de los instrumentos de control, sino también en su resolución. Por 
                                                
232 Pilar Ponce Leiva, «Mecanismos de control de la corrupción en la monarquía hispánica y su discutida 
eficacia», en Debates sobre la corrupción en el Mundo Ibérico, siglos XVI-XVIII, ed. Francisco Andújar 
Castillo y Pilar Ponce Leiva (Alicante: Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2018), pp. 341-352. 
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tanto, que una visita no tuviera importantes penas pecuniarias no quiere decir que no 
cumpliera sus objetivos de reestructurar una institución o de mantener un status quo 
determinado. La visita como mecanismo de información del gobierno de una institución 
o como mecanismo que permitía hacer llegar a los Consej s las quejas de los súbditos 
sobre sus gobernantes son otras utilidades que tuviron estos mecanismos que no están 














































































En esta investigación se plantean dos objetivos generales que convergen en ciertos 
aspectos, por lo que la metodología empleada sirve para ambos objetivos. En primer 
lugar, pretendemos estudiar una visita de inspección en su contexto, es decir, precisando 
los antecedentes a la inspección, las motivaciones qu  dieron origen a su despacho, los 
objetivos perseguidos por el visitador, la percepción de los coetáneos y lo que la justicia 
entendía como prácticas ilícitas y condenables. En segundo lugar, analizamos qué 
consecuencias tuvo la corrupción en el sistema de gobierno de la monarquía hispánica 
en un contexto calificado por la historiografía como de “crisis de la monarquía”, cual 
fueron las décadas centrales de la centuria barroca.  
En base a estos objetivos, hemos escogido como objeto de nuestra investigación la 
visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación y Consulado de Sevilla que se 
inició en 1642, fue ejecutada en Sevilla y Cádiz desde esa fecha hasta 1648, y sus 
sentencias fueron pronunciadas por el Consejo de Indias entre 1654 y 1659. Esta visita, 
por el contexto en que se enmarca, es representativa de ese periodo histórico y para su 
análisis contamos con numerosas fuentes documentales que nos permiten profundizar 
en el caso de estudio.  
En base a las características del objeto de estudio, consideramos que la 
metodología más adecuada para la consecución de nuestros objetivos, se fundamenta en 
dos pilares básicos: el cruce de fuentes de diversa naturaleza sobre una misma temática 
y/o actor, y el cambio en la escala de observación, de lo macro a lo micro y vuelta a lo 
macro. El cruce de fuentes sistemático persigue el estudio de fuentes de muy diversa 
procedencia sobre un mismo tema o actor social para, con la conjugación de todas, 
ofrecer una visión de conjunto del objeto de estudio. A través del cambio de escala de 
observación, hemos pretendido de alguna manera hacer un jercicio microhistórico, 
abordando cuestiones de largo recorrido, pero que son observables de una manera más 
nítida a partir de análisis microhistóricos que permiten profundizar en un mayor número 
de fuentes documentales.  
Para el primero de los objetivos, se estudia la visita de Juan de Góngora en su 
contexto, en una coyuntura de cambios en la administrac ón de la monarquía, tanto a 
nivel sevillano en la gestión de la Carrera de Indias, teniendo como protagonistas de 
estos cambios a las instituciones visitadas, como a nivel político en el gobierno de la 
monarquía, coincidiendo el inicio de la inspección con las momentos finales del 
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valimiento de Olivares, y un cambio de tendencia en las relaciones de la monarquía con 
el comercio sevillano que vino de la mano del programa reformista auspiciado por el 
presidente del Consejo de Indias, conde de Castrillo, quien a su vez adquirió una mayor 
relevancia en el gobierno de la monarquía tras la caída en desgracia del valido. Estas 
dos escalas de observación que podemos denominar micro y macro han vertebrado este 
estudio.  
Hemos tratado de ir más allá del propio mecanismo de control profundizando en 
el estado en que se encontraban las instituciones visitadas y su funcionamiento anterior 
a la visita, y en las personas que desempeñaban sus oficio , los visitados, lo que nos ha 
permitido conocer de manera más clara cuáles fueron las motivaciones y objetivos de la 
visita, más allá de los expresados en las cédulas de comisión. A su vez, tener una idea 
más precisa de las competencias y labores de la Casde la Contratación y del 
Consulado de Sevilla, nos ha permitido relacionar aspectos del funcionamiento de la 
administración de estas instituciones con los objetivos perseguidos por la visita de 
inspección. No solo nos interesamos por el estado en que se encontraban las 
instituciones, sino por las personas que desarrollaban su trabajo en las mismas. Es 
conocido que la Casa de la Contratación padeció una intensa almoneda de cargos en las 
décadas antecedentes a la visita, por lo que hemos tratado de verificar si la forma de 
acceso venal de los cargos de la Casa de la Contratación se tradujo en un ejercicio de los 
mismos basado en prácticas corruptas, con el objeto de amortizar la inversión hecha en 
la adquisición de los puestos obteniendo ganancias ilícitas fruto del desempeño de su 
oficio, o si las perpetuaciones de oficios en la Casa, como forma de venta que tuvo 
mayor calado entre los empleos de la institución, se convirtieron en un régimen de 
arrendamientos que provocara los mismos fines, es decir, que los arrendadores se 
excedieran en sus oficios con objeto de amortizar lo que pagaban en concepto de 
arrendamiento por servir los cargos como tenientes de sus propietarios.  
En cuanto al segundo gran objetivo general de esta investigación, que radica en 
profundizar en las consecuencias que tuvo la corrupción en el sistema de gobierno de la 
monarquía, consideramos que el estudio de una visita de inspección a la Casa de la 
Contratación y Consulado de Sevilla en un contexto de crisis de la monarquía, pero 
también de crisis de la Carrera de Indias, puede gen rar numerosas aportaciones, puesto 
que el propósito principal que tuvo la visita de castigar a los oficiales que se habían 
salido de los cauces del buen gobierno y aplicar reformas en la administración, 
proporciona una visión más clara de cómo las prácticas que entraron en la esfera de la 
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corrupción de los oficiales de la Casa afectaron al m l funcionamiento de la misma, 
infringiendo un daño a la Real Hacienda, a la propia financiación de la Carrera de 
Indias, y a terceros actores del comercio. En el aná isis del procedimiento de la visita 
hemos podido comprobar qué percepción tenían los visitados de las prácticas corruptas 
de los ministros y oficiales de la Casa de la Contratación, cuáles fueron denunciadas en 
la visita al constituir prácticas ilícitas y condenables, y que como tales fueron 
sentenciadas por el Consejo de Indias.  
Cuáles fueron los motivos por los que fue despachada la visita y por qué en esa 
coyuntura y no en otra, quién era Juan de Góngora y por qué fue designado visitador, y 
cómo comenzó su andadura en Sevilla este mecanismo de c ntrol, constituyen algunos 
de los interrogantes de la primera parte de este trabajo. Dar respuesta a estas preguntas 
era un paso necesario para entender la visita y avanz r hacia el análisis del 
procedimiento de la visita a la Casa de la Contratación y al Consulado de Sevilla, 
reconstruyendo los objetivos de fiscalización que ejecutó el visitador para mostrar cómo 
se percibieron en esta parte de la visita los grandes males que aquejaban a la Carrera de 
Indias, como eran el fraude en el comercio, los escasos registros de mercancías, la 
sobrecarga de los navíos, la crisis de la financiación de las armadas por medio de la 
avería, la pérdida de control tenía la corona sobre la institución reguladora del comercio 
indiano y sobre el órgano de gobierno de los comerciantes, y cuál fue la contribución de 
los oficiales de la Casa en aquellos males y en la pérdida de control de la corona de la 
Casa de la Contratación. El análisis de los procedimi ntos del visitador en la 
fiscalización de las labores de las distintas salas de la Casa de la Contratación y del 
Consulado de Sevilla, proporciona una mejor comprensión de las consecuencias que 
tuvo la corrupción en todas las competencias que ejercían estas instituciones, así como 
dónde se situaban las formas y medios que utilizaron los visitados para desarrollar 
prácticas que suponían una desviación de las leyes. Todo ello permite ofrecer una visión 
más certera de la procedencia de las acusaciones que res ltaron de la visita contra los 
oficiales de la Casa de la Contratación y contra los dirigentes del Consulado. Así, el 
estudio de las consecuencias que tuvo la visita en forma de sentencias firmes permite 
comprobar la secuencia en todo el proceso de la inspección, desde las denuncias previas 
en los casos que las hubo, a la pesquisa secreta, y cómo salieron a la luz las prácticas 
ilícitas de los oficiales de la Contratación, la formulación de los cargos por el visitador y 
la presentación de los descargos por los visitados, y cómo aquellas acusaciones que 
fueron demostradas por el visitador se transformaron en sentencias firmes. El análisis de 
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las condenas y de lo que realmente acabaron pagando los oficiales de la Casa y los 
dirigentes del Consulado y sus oficiales que fueron c denados también constituye un 
objetivo de esta investigación pues posibilita indagar en los mecanismos de 
composiciones de penas e indultos que utilizaba la monarquía para transformar a dinero 




Para la elaboración de esta investigación se ha utilizado fundamentalmente 
documentación generada por la propia visita de Juan de Góngora a la Casa de la 
Contratación y Consulado de Sevilla que se encuentra  el Archivo General de Indias 
distribuida en varias secciones. La mayor parte, que se encuentra en la sección 
Escribanía de Cámara y Justicia, la forman 35 legajos que conservan prácticamente todo 
el procedimiento de la visita: desde las cédulas de comisión, los autos generales del 
visitador de la visita a la Casa, juzgado de Indias e Cádiz, Consulado, Lonja, Avería, y 
oficiales de las armadas; las informaciones y pesquisas secretas divididas en las 
anteriores administraciones -excepto la perteneciente al Consulado que no se halla entre 
los legajos de la visita-; las certificaciones, recados generales y particulares para la 
formulación de los cargos a los oficiales de la Casa y dirigentes y otros oficiales del 
Consulado; los cuadernos de comprobación de las pesquisa  secretas; los 
reconocimientos de los libros de la contaduría de la Casa; y las acusaciones generales y 
particulares formuladas por el visitador y las defensas presentadas por los visitados. 
Además, se encuentran otros procesos particulares contra ministros de la Casa y contra 
la Lonja que quedaron acumulados a la visita; los títulos de los oficiales de la Casa que 
fueron visitados; las escrituras de fianzas a las que se habían obligado los oficiales de la 
Casa que debían cumplir este requisito; demandas públicas contra los ministros de la 
Casa que se hicieron en el marco de la visita; las cartas originales del Consejo de Indias 
con el visitador; libros de cuentas de los receptors de avería desde 1618 hasta 1643 y 
libros de cartas de pago de tributos del derecho de la Lonja. Las sentencias contra los 
ministros de la Casa y los dirigentes del Consulado y sus oficiales, se localizan en un 
legajo de la misma sección.  
En el mismo Archivo General de Indias, también se ha manejado documentación 
de la sección Indiferente General, donde se hallan las consultas realizadas por el 
Consejo de Indias relativas a asuntos de la visita, desde sus inicios en 1642 hasta la 
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cobranza de las condenaciones y la composición de las penas mediante indultos a partir 
de 1654, y que llegaron hasta la década de 1660. En la misma sección se han consultado 
distintos fondos que incluyen consultas sobre las comisiones que por orden del Consejo 
de Indias desempeñó Juan de Góngora en Sevilla y Cádiz con anterioridad a ser 
designado visitador. Además, los libros registro de oficio han sido de gran utilidad a la 
hora de comprobar la comunicación entre el Consejo d  Indias y el visitador, la Casa de 
la Contratación u otros actores particulares, así como los libros registro de la Cámara de 
Indias para la comprobación de distintas mercedes, gracias, e indultos a los oficiales de 
la Casa y dirigentes del Consulado.  
En la sección Contratación se han consultado los libros de provistos de la Casa de 
la Contratación y ciertos legajos donde están depositadas algunas comisiones que 
ejerció Juan de Góngora con anterioridad a ser visitador. En la sección Contaduría se 
han consultado las cuentas de las cobranzas de las condenaciones de la visita. Y por 
último, en la sección Consulados, el libro de las aegaciones a la visita presentadas por 
el Consulado de Sevilla.  
Fuera ya del Archivo General de Indias, también se ha utilizado documentación 
procedente de varias secciones del Archivo Histórico Nacional. En la sección Consejos 
hemos consultado aspectos que nos han permitido reconstruir parte de la trayectoria 
personal de Juan de Góngora, concretamente las relaciones de méritos y servicios que 
presentó en la Cámara de Castilla para solicitar un puesto de oidor en las Chancillerías 
de Granada o Valladolid con anterioridad a la visita, o documentación sobre el título 
nobiliario de marqués de Almodóvar del Río que recibió en 1663. En la sección 
Órdenes Militares hemos consultado distintos Expedientes de caballeros de hábito de 
Alcántara, y Expedientillos de tramitación de estas mercedes de las tres órdenes 
militares castellanas, tanto de miembros de la famili  de Juan de Góngora, como de 
oficiales de la Casa que nos han permitido conocer más detalles de sus trayectorias y de 
sus redes familiares y clientelares. En la sección Estado, se ha consultado un legajo para 
reconstruir la trayectoria venal del juez de la Casa en Cádiz, y en la sección Códices, la 
anotación de ciertas consultas sobre la votación en el Consejo de Indias de la 
designación de Juan de Góngora como visitador.  
El tercer gran archivo de los estatales ha sido el Archivo General de Simancas. 
Entre sus secciones se han consultado la de Consejo y Juntas de Hacienda, donde se 
encuentran las consultas para la venta del oficio de juez de la Casa en Cádiz, y la 
sección Patronato, donde hemos localizado documentació  sobre Baltasar Jiménez de 
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Góngora, padre del visitador, y que nos ha servido para reconstruir la carrera de Juan de 
Góngora al servicio de la monarquía.  
Para el necesario cruce de fuentes que nos ha permitido salir de la propia 
documentación del mecanismo de control, hemos acudido a distintos archivos históricos 
de protocolos notariales. En el Archivo Histórico Provincial de Sevilla localizamos 
cientos de escrituras realizadas por los visitados que nos han permitido indagar en los 
negocios particulares y en sus redes de relaciones personales y comerciales. Para el 
mismo fin acudimos al Archivo Histórico Provincial de Cádiz, y el resultado con los 
ministros de su juzgado fue el mismo, pues localizamos cientos de escrituras 
pertenecientes a los negocios particulares de los oficiales de la Casa en Cádiz y las 
relaciones personales y comerciales que tenían al mismo tiempo que desempeñaban sus 
oficios. Por último, para la reconstrucción de la carrera de Juan de Góngora al servicio 
de la monarquía, y como documento principal que pruba su relación clientelar con el 
conde de Castrillo y con la casa del Carpio, hemos recurrido al Archivo de Protocolos 






















CAPÍTULO 3. LA CASA DE LA CONTRATACIÓN Y EL 
CONSULADO DE SEVILLA. SIGLOS XVI-XVI
3.1. La elección de Sevilla como cabecera del monopolio del comercio americano 
 
No por ser clásico y reiterativo debemos prescindir de aportar unas breves notas 
sobre la elección de Sevilla como cabecera del monopolio del comercio americano y la 
fundación de la Casa de la Contratación en el año 1503, una temática que recibió el 
interés de autores tan destacados en el estudio de la Carrera de Indias como Chaunu233, 
Domínguez Ortiz234 o Antonio García Baquero235, que reflexionaron sobre las múltiples 
razones del establecimiento de la ciudad hispalense como sede del monopolio del 
comercio americano y su institucionalización con la creación de la Casa de la 
Contratación en 1503.  
Sevilla, que desde el segundo viaje de Colón se convirtió en el punto de partida de 
los viajes descubridores, contó con una situación privilegiada frente a otros puertos de 
la Baja Andalucía para convertirse en puerta de las Indias. Chaunu fue el primero que, 
yendo más allá del análisis de los textos legales qu  sancionaron la posición sevillana, 
destacó que la elección de Sevilla se consolidó por unas condiciones técnicas, 
geográficas y económicas que, “lejos de crear el derecho, regularizan situaciones de 
hecho”236. Para Domínguez Ortiz, esta situación de hecho nacía de la posición 
geográfica de la ciudad del Guadalquivir, situada en la ruta más corta para las Indias y 
con un puerto interior que facilitaría el control mercantil. Además, destacó las 
circunstancias históricas que hicieron de Sevilla la ciudad mejor preparada para albergar 
el monopolio comercial con las Indias237. Estas circunstancias históricas fueron 
analizadas por García-Baquero, quien subrayó cómo las expediciones descubridoras se 
fraguaron entre Huelva, Cádiz y Sevilla, pero mientras las dos primeras ciudades 
contaban con una población insuficiente para el esfuerzo poblacional que requería la 
empresa americana, carecían de estructuras administrativas y de una capacidad 
financiera que, por el contrario, en Sevilla sí estaban presentes. Esta ventaja de Sevilla 
es observable en el desplazamiento de los viajes descubridores de Huelva a Cádiz y de 
ésta a Sevilla, principalmente por la necesidad de burocratización de la empresa 
colonizadora, pero además, por la existencia en el valle del Guadalquivir de una 
                                                
233 Huguette Chaunu y Pierre Chaunu, Séville et l’ Atlantique (1504-1650) (París: Armand Colin, 1955). 
234 Antonio Domínguez Ortiz, Orto y Ocaso de Sevilla. Estudio sobre la prosperidad y decadencia de la 
ciudad durante los siglos XVI y XVII, 2003.a ed. (Sevilla: Diputación de Sevilla, 1946). 
235 Antonio García-Baquero González, Andalucía y la carrera de indias, (1492-1824) (Granada: 
Universidad de Granada, 1986).  
236 Chaunu y Chaunu, Séville et l’ Atlantique (1504-1650). 
237 Domínguez Ortiz, Orto y Ocaso de Sevilla. Estudio sobre la prosperidad y decadencia de la ciudad 
durante los siglos XVI y XVII, p. 30. 
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infraestructura viaria y de una producción agrícola mayor que, comercializada desde el 
puerto sevillano, hacía de la ciudad un gran centro i ternacional con una importante 
colonia de mercaderes238.  
Otra cuestión que debió de tener cierta influencia en la elección de Sevilla y que 
ha tenido menor tratamiento historiográfico ha sido la realidad señorial de la Baja 
Andalucía, donde las casas señoriales más poderosas de Castilla tenían sus sedes. Basta 
recordar que, el considerado como antepuerto de Sevilla, Sanlúcar de Barrameda, era la 
sede del mayor poder señorial de la corona de Castilla, la casa ducal de Medina 
Sidonia239. El contexto jurisdiccional de señorío alrededor de Sevilla, presentaba a la 
antigua Híspalis romana como la ciudad de realengo con mayores capacidades para la 
institucionalización en ella del comercio americano.  
A todos esos condicionantes geográficos y económicos aludidos, habría que 
añadir otros de no menor calado para esta institucionalización en forma de “monopolio 
jurídicamente hispano, pero físicamente andaluz”240 que supuso la fundación de la Casa 
de la Contratación en Sevilla en 1503. El análisis e taría incompleto sin tener en cuenta 
las teorías políticas y económicas de la época, basadas en el principio de exclusividad, 
que reservaba a los súbditos de la monarquía hispánica tanto la residencia como el 
comercio con las Indias y al sistema de puerto único para este tráfico, canalizado a 
través de Sevilla y sus antepuertos, Sanlúcar de Barrameda y Cádiz.  
 
3.2. La fundación de la Casa de la Contratación en 1503 
 
Antes del nacimiento de la institución clave del comercio indiano, Juan Rodríguez 
de Fonseca fue el delegado regio que tras el primer viaje de Colón personificó la labor 
de gestión y control de las expediciones descubridoras. No obstante, el desarrollo y la 
necesidad de organización y control de esas expediciones, tareas inabarcables para una 
sola persona, llevaron a la corona a dar pasos hacia l  institucionalización o 
                                                
238 García-Baquero González, Andalucía y la carrera de indias, (1492-1824),  pp. 23-26. Sobre la colonia 
mercantil de Sevilla en estos años, véase: Enrique Ott , Sevilla y sus mercaderes a fines de la Edad 
Media (Sevilla: Fundación El Monte, 1996). 
239 José María Oliva Melgar, «Puerto y puerta de las Indias», en Sevilla, siglo XVI: el corazón de las 
riquezas del mundo, ed. Carlos Martínez Shaw (Madrid: Alianza Editorial, 1993), p. 99. En relación a la 
fiscalidad del comercio de Indias, está cuestión fue destacada por: Luis Salas Almela, «Nobleza y 
fiscalidad en la Ruta de las Indias: el emporio señorial de Sanlúcar de Barrameda (1576-1641)», Anuario 
de estudios americanos, 64.2 (2007), p. 15. 
240 García-Baquero González, Andalucía y la carrera de indias, (1492-1824), p. 23.  
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burocratización de los viajes que acabaron cristalizando en la creación de la Casa de la 
Contratación.  
Diversos autores han estudiado los precedentes de la Casa de la Contratación 
situando como modelo a seguir por la corona castellna a Casa da India portuguesa, 
aunque reconociendo que la versión castellana siguió otros caminos diferentes al 
monopolio estatal portugués241. No obstante, como señaló Antonio Miguel Bernal, “l s 
prácticas colonizadoras de Castilla y Portugal nada tuvieron de concomitantes ni en sus 
orígenes, ni en sus fundamentos, ni en sus instrumentos ni en su desarrollo y, en 
consecuencia, los organismos responsables de ellas fueron jurídica e institucionalmente 
distintos en sus cometidos y responsabilidades pese a su origen análogo”242. Quien puso 
claridad, una vez más, sobre este asunto fue Schäfer, a quien le debemos el hallazgo de 
un memorial sin autor declarado y que llevaba por título “lo que se debe proveer para 
poner en orden el negocio y contratación de las Indias es lo siguiente” que, según el 
investigador alemán, estaría datado en torno a 1502 y sería el primer boceto para la 
fundación de la institución sevillana243. La autoría de este memorial ha suscitado cierto 
debate, pues, mientras Schäfer se la atribuyó a Francisco Pinelo, Adelaida Sagarra 
Gamazo, que ha estudiado la figura de Juan Rodríguez de Fonseca, situó a este como el 
autor del memorial244. Pero más allá de la autoría, nos interesa destacar el ontenido de 
ese escrito, su lejanía con el modelo portugués, del que según cierta historiografía había 
sido inspirador para la fundación de la Casa, así como su reflejo en las primeras 
ordenanzas de 1503.  
El memorial proponía el establecimiento en Sevilla de una casa almacén para 
todas las mercancías que se enviasen y se trajesen d  las Indias, con una mención 
especial para el oro. Al frente de esta administración se situarían un factor, un tesorero y 
dos contadores, que se encargarían de administrar las mercancías y de inspeccionar el 
                                                
241 Eduardo Ibarra y Rodríguez, «Los precedentes de la Casa de Contratación de Sevilla», Revista de 
Indias, 3.2 (1941), pp. 5-38. ; María Montserrat León Guerrero, «La Casa de la Contratación: precedentes 
inmediatos», Revista de humanidades: Tecnológico de Monterrey, 15, (2003), pp. 163-86; Luís Adao da 
Fonseca, «Los precedentes portugueses: de la Casa da Mina a la Casa da Índia», en España y América: un 
océano de negocios. Quinto centenario de la Casa de l Contratación, 1503-2003, ed. Guiomar de Carlos 
Boutet (Sevilla: Sociedad Estatal Quinto Centenario, 2003), pp. 33-46. 
242 Antonio Miguel Bernal Rodríguez, «La Casa de la Contratación de Indias: del monopolio a la 
negociación mercantil privada (siglo XVI)», en La Casa de la Contratación y la navegación entre España 
y las Indias, ed. Antonio Acosta Rodríguez, Adolfo González Rodríguez, y Enriqueta Vila Vilar (Sevilla: 
Universidad de Sevilla, 2003), pp. 129-160 (p. 135). 
243 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias. 
244 Adelaida Sagarra Gamazo, Juan Rodríguez de Fonseca: su imagen y su obra(Valladolid: Universidad 
de Valladolid, 2005). 
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aparejo de las flotas e instruir a la tripulación. Además, debían mantener un contacto 
directo con los oficiales reales de las Indias, sobre todo, en materia de registro de las 
mercancías, para lo que proponía el establecimiento  la isla Española de una 
administración comercial de similares característica . También abordaba la pertinencia 
de que los navíos fueran fletados por particulares en lugar de ser de propiedad real, ya 
que, a juicio del autor, saldrían más económicos, así como la posibilidad de que el 
comercio con Berbería y con las islas Canarias se encargara a la Casa. Son perceptibles 
en este “primer boceto” las diferencias en torno al monopolio portugués, pues el 
desconocido autor se cuestionaba si se debían admitir partícipes particulares y a cuenta 
propia pagando cierta parte de los rendimientos del viaje245.  
Que la historiografía sobre la materia haya situado este memorial como un primer 
boceto para la fundación de la Casa de la Contratación de Sevilla, se debe a las 
coincidencias sobre lo expuesto en las primeras ordenanzas de la Casa dadas por los 
Reyes Católicos en Alcalá de Henares el 20 de enero d  1503. En efecto, las únicas 
diferencias que Schäfer observó fueron las relaciondas con los oficiales reales que se 
iban a situar al frente a aquella institución, pues d  los dos contadores que recomendaba 
el memorial, finalmente se estableció tan solo uno. 
Diseñada muy elementalmente la Casa de la Contratación, restaba el 
nombramiento de los oficiales que la iban a regir. Unos días después de la Real Cédula 
de 20 de enero de 1503, o “instrucción para crear un  Casa de Contratación en Sevilla”, 
a través de la Real Cédula de 14 de febrero del mismo año fueron nombrados los 
siguientes cargos: como factor el genovés Francisco Pinelo, fiel ejecutor y jurado de 
Sevilla, quien había participado como tesorero en el segundo viaje de Colón; como 
tesorero el canónigo sevillano Sancho Matienzo; y, como contador, un colaborador de 
Fonseca, Jimeno de Bribiesca246. Estos fueron los encargados de verificar el lugar 
propuesto para la instalación de la Casa, desechando las atarazanas reales por su 
cercanía al río y la posibilidad de sufrir las temidas crecidas del Guadalquivir, y 
confirmando una parte del Alcázar Real, el conocido omo cuerpo de los almirantes, 
como lugar más adecuado247. A su vez, los recién nombrados oficiales dieron su parecer 
                                                
245 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 32. 
246 Ibidem. 
247 Sobre la instalación y permanencia de la Casa en el Alcázar de Sevilla, véase: Juana Gil-Bermejo 
Garcia, «La Casa de Contratacion de Sevilla (Algunos Aspectos de su Historia)», Anuario de Estudios 
Americanos, 30.30, (1973), pp. 679-761; Ramón María Serrera Contreras, «La Casa de la Contratación en 
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sobre algunas cuestiones que las ordenanzas dejaban a su deliberación, como que no 
convenía enviar navíos propios de los reyes, porque los fletados serían más baratos, o 
que convendría dar licencia a los que quisieren ir a las Indias por cuenta propia248. 
Como podemos observar, aunque en los años iniciales persistieran los vaivenes entre 
monopolio público o participación privada, desde los primeros momentos se dio entrada 
a la iniciativa y capital privado en el comercio249. 
Nombrados los oficiales, y establecido el lugar donde iban a desarrollar sus 
funciones, la Casa de la Contratación comenzó su andadura de dos siglos en la ciudad 
hispalense como entidad rectora de la organización, administración y comercio con las 
Indias.  
 
3.3. La Casa de la Contratación en el siglo XVI 
 
Los primeros años de la Casa de la Contratación estuvi ron marcados por la falta 
de clarificación en las competencias atribuidas a la institución por las ordenanzas de 
1503. Esta primera época, hasta el final del reinado de Carlos V, fue clave para la 
consolidación institucional de la Casa pues, tras su creación, las nuevas necesidades que 
se fueron presentando conforme avanzaban los descubrimientos y los conflictos 
competenciales con las autoridades reales de Sevilla, ob igaron a la corona a clarificar 
en sucesivos ordenamientos las competencias de la Cas 250. Los inicios de la institución 
en el mundo sevillano fueron difíciles, pues los enfrentamientos con las autoridades 
sevillanas o los abusos por comportamientos especulativos cometidos por los 
mercaderes y demás agentes económicos de la ciudad provocaron unas reacciones que 
hicieron dudar a la corona si la decisión de situar la Casa de la Contratación en Sevilla 
había sido acertada. No obstante, los conflictos juri diccionales con las autoridades de 
Sevilla se fueron superando a lo largo de los años pero, sobre todo, la capacidad 
                                                                                                                                    
el Alcázar de Sevilla (1503-1717)», Boletín de la Real Academia Sevillana de Buenas Letras: Minervae 
Baeticae, 36, (2008), pp. 133-168. 
248 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 33. 
249 Bernal Rodríguez, «La Casa de la Contratación de In ias: del monopolio a la negociación mercantil 
privada (siglo XVI)». 
250 Las tres primeras Ordenanzas de la Casa de la Contratación, 1503, 1510 y 1531 fueron publicadas en: 
Francisco Morales Padrón, Teoría y leyes de la conquista (Sevilla: Universidad de Sevilla, 2008). 
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financiera de los mercaderes de la ciudad hizo que no se tomara la decisión de mudar la 
Casa a Cádiz251.  
Esta última cuestión está en relación con el papel destacado que, desde los 
primeros viajes colombinos, habían desempeñado los agentes económicos privados y 
que iba a ser la seña de identidad del comercio castellano con las Indias. Como es 
sabido, si hubo indicios de monopolio estatal, éstequedó casi de inmediato descartado, 
siendo la corona beneficiaria de los ingresos fiscale , dejando la negociación y 
explotación de las tierras descubiertas en manos particul res, dando lugar a lo que 
Antonio Miguel Bernal llamó “monopolio compartido”252. Esto es perceptible de 
manera muy clara si observamos los cambios desde la primeras ordenanzas de 1503 a 
las segundas ordenanzas de la Casa de la Contratación de 1510, donde la preferencia de 
la iniciativa privada sobre el monopolio público quedó acreditada.  
Las segundas ordenanzas le dan a la Casa un papel destacado como organismo 
administrativo y de gestión y control de las flotas y armadas de Indias. Directamente 
relacionado con este asunto se encontraba la seguridad de las flotas, para la cual, a 
instancias de los mercaderes de Sevilla, se creó muy pronto, al menos desde 1521, el 
derecho de la avería. Este derecho, que se cobraba p oporcionalmente sobre todos los 
artículos de tráfico embarcados para América o procedentes de ella, se destinaba a la 
protección de las armadas de las flotas de Indias. La avería comenzó a ser administrada 
por la corona a través de la Casa de la Contratación, junto a representantes de los 
mercaderes. Este derecho tomó fuerza legislativa a través de las ordenanzas de la avería 
de 1573, que la consagró como una parte de la administración de la Casa que operaría 
con tres oficiales, un contador diputado, un receptor y un pagador. No obstante, a finales 
del siglo XVI, la administración de la avería alcanzó su punto culminante dentro de la 
Casa y, a través de sucesivos asientos firmados con el Consulado de Sevilla –el primero 
en 1591- acabaría en manos de los comerciantes253.  
Las competencias de la Casa en la gestión comercial y fiscal estuvieron presentes 
desde su gestación, pero la función que le atribuían las primeras ordenanzas a la Casa 
como almacén de todas las mercancías que se destinaban o regresaban de Indias, fue 
perdiendo importancia a la vez que el tráfico de mercancías pertenecía a los particulares 
                                                
251 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 34.Antonio Miguel Bernal Rodríguez, «La Casa de la Contratación de 
Indias: del monopolio a la negociación mercantil privada (siglo XVI)» 
252 Antonio Miguel Bernal Rodríguez, La financiación de la Carrera de Indias (1492-1824): Dinero y 
crédito en el comercio colonial español con América (M drid: Fundación El Monte, 1992). 
253 Céspedes del Castillo, «La avería en el Comercio de In ias» 
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y no a la corona. El papel de supervisión y control del comercio que asumió la Casa 
sobrepasó la función inicial de almacén de mercancías ontrolado por la corona para la 
que había sido diseñada. Fue la praxis la que transgredió la función inicial, haciendo que 
este papel desempeñado por la Casa junto al reconocimiento del impulso del capital 
privado quedaran reflejadas en las ordenanzas dadas en 1510254. La función principal de 
la Casa, desechada la gestión comercial directa por la c rona, fue la fiscalizadora. Desde 
las primeras ordenanzas de 1503, los oficiales de la Casa tenían que garantizar que las 
mercancías y el oro traídos de Indias eras los mismos que allí se habían embarcado, 
comprobando esta cargazón con los registros255.  
Según Antonio Acosta, la Casa de la Contratación nació con unos problemas 
estructurales que, aunque se intentaron corregir en las segundas ordenanzas y en 
sucesivas órdenes particulares, iban a estar presentes  la institución durante mucho 
tiempo. El primero tenía que ver con la participación en el comercio de los oficiales de 
la Contratación, inaugurando esta tendencia el primer factor, Francisco Pinelo, quien 
tenía un intenso negocio mercantil que, al parecer, mantuvo tras su entrada en la Casa. 
Aunque la prohibición de que los oficiales de la Casa comerciaran con Indias se 
materializó en 1522, las sucesivas visitas a la institución mostraron que esta oportunidad 
tan lucrativa de negocio desde puestos de la administración de la monarquía seguía 
siendo una realidad. El segundo problema al que hizo referencia Acosta fue la relación 
entre la corona como titular de la Casa y controlador  el comercio con los mercaderes 
que negociaban con las Indias. La Casa se convirtió en un “corsé” que cercenaba la 
libertad de acción y los movimientos del capital privado, y este control de la corona a 
través de los oficiales de la Casa supuso desde fechas muy tempranas la aparición del 
fraude en sus principales manifestaciones: mercancías fuera de registro, sobrecarga de 
navíos, o arribadas a otros puertos para realizar las descargas allá donde los ojos de la 
Contratación no llegaban. Y, en tercer lugar, el problema de las relaciones entre los 
oficiales de la Casa, muchos con intereses en el comercio, y los mercaderes particulares 
a los que aquellos tenían que supervisar y sobre los que además tenían competencias 
judiciales. Que los oficiales de la Casa mantuvieran relaciones muy estrechas e intereses 
                                                
254 Antonio Acosta Rodríguez, «Intereses privados en la administración de la monarquía. La Casa de la 
Contratación, 1503-1535», en La Casa de la Contratación y la navegación entre España y las Indias, ed. 
Antonio Acosta Rodríguez, Adolfo González Rodríguez, y Enriqueta Vila Vilar (Sevilla: Universidad de 
Sevilla, 2003), pp. 341-374. 
255 Ordenanza número 13 de 1503. Citado en: Francisco Javier Díaz González, «Las competencias 
inspectoras y judiciales de la Casa de la Contratación hasta el reinado de Felipe II», Estudios de historia 
social y económica de América, 14, (1997), p. 62. 
118 
 
en el comercio que tenían que controlar y supervisar provocaba una superposición de 
intereses privados con los de la monarquía que generaba constantes conflictos y 
competencia desleal, ya que, desde sus posiciones de poder, manejaban una información 
privilegiada, amén de que al tener competencias judiciales sobre los mercaderes, los 
convertía en juez y parte del negocio, infringiendo un manifiesto daño a terceros. Estos 
problemas estructurales motivaron constantes quejas por parte de los mercaderes sobre 
los oficiales de la Casa que se tradujeron en una presión de los comerciantes por formar 
un órgano que acabara restando competencias a la Casa en gestión mercantil y que se 
vio materializado en 1543 con la creación del Consulado de cargadores a Indias de la 
ciudad de Sevilla256. 
Pero sin duda, la función que más conflicto originó a la Casa en sus inicios fue la 
judicial. Ya hemos aludido a los constantes conflictos de competencias con las 
autoridades reales de Sevilla en materia de justicia. La institución nació con autoridad 
judicial en los asuntos comerciales, aunque sin precisar sus funciones y sin ser sus 
oficiales letrados, lo que provocó, por un lado, quejas por parte de las autoridades 
judiciales de Sevilla y, por otro lado, sucesivas peticiones de los oficiales de la Casa a la 
corona para poder nombrar un juez para ejercer estas funciones257. La función judicial 
de la Casa empezó a ser perfilada en las segundas or enanzas de 1510, cuando se 
contempló la dotación de un asesor letrado para que ac diera, junto a los oficiales, a 
determinar las causas de justicia mercantil, pero fue entre 1511 y 1539 cuando se 
definió con exactitud la nueva jurisdicción258. En 1511 la Casa adquirió la jurisdicción 
mercantil y marítima penal en casos de naufragios, la cual se extendió a los procesos 
contractuales, compañías de comercio, seguros y fletes, “como lo hacen los Cónsules y 
mercaderes de Burgos”259.  
Las ordenanzas de 1510 supusieron la aclaración de competencias no bien 
delimitadas en las primeras ordenanzas, como ocurrió con la función judicial, y la 
introducción de ciertas novedades en la administracón de la Casa de la Contratación. 
Estas segundas ordenanzas regulaban el horario de trabajo colegial de los oficiales, 
siendo esta reunión donde se tratarían los negocios de hacienda y de justicia, con la 
                                                
256 Acosta, «Intereses privados en la administración de la monarquía. La Casa de la Contratación, 1503-
1535» 
257 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 34. 
258 Ordenanza número 25 de 1510. Citado en: Díaz González, «Las competencias inspectoras y judiciales 
de la Casa de la Contratación hasta el reinado de Felipe II», p. 64. 
259 Eduardo Trueba Gómez, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI (Sevilla, 1988), p. 23. 
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asistencia del letrado a los asuntos de justicia. A su vez, se establecían los libros de 
registro que debía llevar el contador, donde se asent rían los despachos del gobierno a 
las Indias, los libros de cuentas para la salida y entrada de los bienes reales y un libro 
donde quedara asentado todo el material para el aprsto de las flotas260. Una novedad 
importante fue la asignación a la Casa de la administración de los bienes de difuntos en 
las Indias, convirtiéndose en la institución encargada de estos bienes desde su llegada a 
la península hasta su entrega a los legítimos herederos. Esta nueva competencia de la 
Casa se fue perfeccionando en sucesivos ordenamientos, quedando fijada en las 
ordenanzas de 1552, pues a partir de entonces sería la ncargada de la recepción de los 
bienes y documentación que los acompañaba, del registro contable, la publicación, la 
indagación y comprobación de los posibles herederos, y la adjudicación y entrega de los 
bienes261. Otra novedad que introdujeron las ordenanzas de 1510 fue el control de la 
emigración a América. La Casa, a través de la concesión de licencias de embarque a 
quienes deseaban viajar a América, adquiría el carácter de institución controladora de 
los pasajeros262. 
En 1511, tras una estancia en Sevilla del rey Fernando junto a Fonseca y Lope de 
Conchillos, ambos buenos conocedores de los asuntos de la Casa, se precisaron algunas 
de las ordenanzas de 1510, estableciendo penas para los oficiales que no acudieran a las 
sesiones colegiadas, fijando los jueves como el día par  la asistencia del asesor letrado a 
determinar los asuntos de justicia, y reafirmando la jurisdicción civil y criminal de la 
Casa en todas las cosas de comercio y navegación de las Indias. De finales de 1511 fue 
la licencia general a todos los habitantes del reino para ir a las Indias con la sola 
condición de hacerse registrar en la Casa263.  
La creación del Consejo de Indias en 1524 supuso la ubordinación de la Casa al 
sínodo indiano y, por ende, una modificación en parte de sus ordenanzas, que serían 
reformadas en 1531. Estas nuevas ordenanzas, las terceras que recibía la institución 
desde su fundación, tuvieron su origen en la primera visita que recibió la Casa en 1526. 
Más adelante, analizaremos los efectos reformistas que tuvo esta visita, pero es preciso 
                                                
260 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, pp. 36-42. 
261 En el caso que los herederos no fueran legítimos o que no acudieran a los llamamientos de la Casa, lo 
bienes pasaban a la Real Hacienda. Véase: Francisco Fernández-López, «El procedimiento y los 
expedientes de bienes de difuntos en la Casa de la Cas de la Contratación de Indias (1503-1717)», 
Tiempos Modernos. Revista electrónica de Historia Moderna, 30, (2015). 
262 Morales Padrón, Teoría y leyes de la conquista, p. 248. 
263 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, pp. 36-42. 
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señalar que estas terceras ordenanzas, aunque recogían mucho de lo dictado en 1503 y 
1510, aumentaron su extensión de 20 a 60 capítulos.  
Por lo que respecta a la función judicial de la Casa, quedó definida en 1539 en 
seis capítulos que se añadieron a las ordenanzas, en los cuales se determinaba que en las 
causas civiles relativas al comercio solo la Casa de la Contratación podía sentenciar, 
quedando la justicia ordinaria de Sevilla sin competencia ni en primera ni en segunda 
instancia. Las apelaciones se dirigirían al Consejo d  Indias, pero de las causas civiles 
de hasta 40.000 maravedís se juzgarían en segunda instancia en la Audiencia de Grados 
de Sevilla, aunque la sentencia sería ejecutada por la Contratación. En los pleitos civiles 
entre partes sobre negocios de las Indias, el demandante podía elegir entre la Casa o la 
Audiencia de Grados, siempre que el acusado estuviee en Sevilla. En las causas 
criminales de las Indias únicamente intervendría la Casa, igual que en los casos 
criminales acaecidos en el viaje. En causas criminales de muerte la Casa instruía el 
proceso y lo remitía al Consejo para sentenciarlo. Y por último, quien quisiese formar 
un pleito por causas criminales sobre sucesos del viaj , si ya se encontraba en Sevilla, lo 
podía hacer ante la Casa o ante la Audiencia de Grados. Igualmente, se mantenía la 
cárcel de la Casa264.  
Aun quedando más delimitadas las competencias judiciales de la Casa en 1539, 
los conflictos competenciales con las autoridades reales de Sevilla no se detuvieron y 
muy pronto le iba a salir a la Casa un nuevo competidor, el Consulado de cargadores a 
Indias, que con su fundación modificó en parte la jurisdicción de la Casa en materia de 
pleitos comerciales265. 
Entre las ordenanzas de 1539 y las dictadas en 1552, el Consejo de Indias, con 
objeto de ampliar la autoridad judicial de la Casa, ejecutó algunas modificaciones en el 
personal con atribuciones judiciales en la institución. De este modo se amplió la 
plantilla de la Casa con nuevos oficiales que se ocuparían de materias judiciales. Así, 
representando al fisco real, se creó la plaza de promotor fiscal en 1546, y se dieron los 
primeros pasos para la creación de lo que más tardese llamaría la sala de justicia o 
Audiencia de la Contratación. A la altura de 1549, y tras las deficiencias observadas en 
la visita que se tomó a la Casa en dicho año, el Consej  determinó que los asesores 
letrados que acudían junto a los oficiales a la resolución de los asuntos judiciales eran 
                                                
264 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 100.  
265 Díaz González, «Las competencias inspectoras y judiciales de la Casa de la Contratación hasta el 
reinado de Felipe II», p. 66. 
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insuficientes para la cantidad de pleitos que se veían n la Casa, por lo que el sínodo 
indiano decidió crear un puesto fijo de asesor letrado como plantilla de la Casa, con las 
mismas retribuciones que los oficiales de la Casa. Unos años más tarde, en 1558, se le 
daría el título de juez letrado, con la misma categoría que los demás oficiales266.  
Las siguientes modificaciones del funcionamiento de la Casa llegaron en 1552, 
cuando el Consejo de Indias redactó una edición general y extensa de las ordenanzas 
que contenía más de 200 capítulos. En estas ordenanzas se precisan cuestiones que en 
las anteriores habían quedado poco definidas. De este modo, se insistió en la rigurosa 
prohibición a todos los oficiales de la Casa de “tratar y contratar” con las Indias, recibir 
dádivas y vender licencias de pasaje. Se definieron con mayor precisión las funciones y 
atribuciones de cada uno de los oficiales principales, tesorero, factor y contador, pero 
también de los escribanos, alguacil, alcaide de la cárcel, portero y procuradores. Los 
bienes de difuntos pasaron a ocupar una parte importante de las ordenanzas, así como 
las personas y mercancías prohibidas en las Indias. La actividad científica de la Casa 
quedó regulada en estas ordenanzas, definiendo los ficios de piloto mayor y de los 
cosmógrafos. A su vez, se dieron nuevas disposiciones para la navegación de las Indias, 
fijando la tripulación y armamento de los navíos de Indias, dando gran importancia a las 
visitas de los navíos antes de partir por los oficiales encargados de este asunto, los 
visitadores de navíos, y advirtiendo los capítulos de los males endémicos de la 
navegación a Indias, la sobrecarga de los navíos, la falta de registros, y los pasajeros sin 
licencia267.  
Como es perceptible, las competencias de la Casa de l Contratación crecieron 
considerablemente desde su fundación en 1503 hasta la promulgación de las ordenanzas 
de 1552. Del mismo modo, los oficiales también habían aumentado. Además de los tres 
oficiales principales, tesorero, factor y contador, que pronto pasarían a llamarse jueces 
oficiales, la Casa contó desde entonces entre sus empleados con un asesor letrado, un 
fiscal, un escribano, dos visitadores de navíos, un piloto mayor, varios cosmógrafos, un 
alguacil, un portero y un alcaide de la cárcel. A su vez, la tesorería de la Casa contaría 
con un oficial de tesorería y la contaduría con cuatro oficiales mayores y tres 
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de Contratación de las Indias, pp. 97-98. 
267 Ibidem. pp. 105-106. 
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escribanos. Así quedaba la planta de la Casa a finales del reinado del emperador Carlos 
V268.  
Durante el reinado de Felipe II, la Casa de la Contratación sufrió importantes 
transformaciones, tanto en sus competencias como en su plantilla. En los primeros años 
del reinado del rey prudente, la administración de las rentas reales de las Indias fue 
traspasada del Consejo de Indias al de Hacienda, siguiendo la Casa subordinada a la 
autoridad del sínodo indiano en todo lo relativo a los asuntos de gobierno y justicia. 
Según Schäfer, a causa de la influencia del Consejo d  Hacienda en la Casa de la 
Contratación, el Consejo de Indias trató de reforzar su autoridad sobre la Casa en los 
asuntos que quedaron bajo su competencia, siendo esta la razón por la que recomendó al 
monarca la fundación de una Audiencia de justicia en la Casa, nombrando un asesor 
letrado más. Las consultas al respecto se repitieron n 1571 cuando el Consejo propuso 
al rey que los tres oficiales, tesorero, factor y contador, no tuviesen la jurisdicción civil 
y criminal y se ocuparan solo de asuntos de gobierno y, aunque el rey aprobó aquella 
disposición, quedó sin ejecución.  
Mientras tanto, hubo un cambio sustancial en el personal de la Casa. En 1579 fue 
nombrado como primer presidente de la institución el consejero de Indias Diego Gasca 
de Salazar. La presencia de un presidente letrado en la Casa fue clave para el avance 
hacía la Audiencia de justicia de la Contratación. Tras la muerte del asesor letrado 
Salgado en 1581, el Consejo de Indias volvió a consultar al rey la provisión de dos 
jueces letrados a quienes se confiaría toda la jurisdicción civil y criminal de la Casa. 
Finalmente, en 1583, el rey ordenó la provisión de las dos plazas de jueces letrados con 
plena jurisdicción, que formarían Audiencia junto al presidente, que también era letrado. 
Este fue el origen de la Sala de Justicia de la Cas de la Contratación, compuesta por el 
presidente, los dos jueces letrados, el fiscal, un relator y uno de los escribanos de la 
Casa.  
No acabaría el siglo XVI sin una modificación más en la presidencia y en la recién 
nacida Sala de Justicia de la Casa. Hasta 1597, los presidentes de la Casa, que debían 
turnarse cada año entre los consejeros de Indias, aunque a veces su presencia en Sevilla 
se dilataba por varios años, habían sido letrados. Sin embargo, tras el asalto inglés a 
Cádiz en 1596, en el que fue apresado el presidente Flor s, Felipe II resolvió que debía 
presidir la Casa un presidente de capa y espada, cargo p ra el que nombró a Bernardino 
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González Delgadillo y Avellaneda. Este nombramiento suponía un desajuste en la 
Audiencia de justicia de la Casa pues, al no ser el p esidente letrado, no podía intervenir 
en los asuntos de justicia, quedando la Sala solamente con dos oidores, por lo que fue 
necesario el nombramiento del doctor Arias de Borja, hasta entonces fiscal de la Casa, 
como tercer juez letrado de la Contratación269.  
Quedaba así conformada la división entre sala de justicia con los tres jueces 
letrados y sala de gobierno, donde el tesorero, factor y contador, pasaron a ser llamados 
jueces oficiales para diferenciarlos de los letrados. 
 
3.4. El Consulado de Sevilla en el siglo XVI 
 
Si carecemos de una monografía sobre la Casa de la Contratación, los estudios 
sobre el Consulado de Sevilla tampoco han sido demasiado prolíficos. Sobre esta 
institución son de obligada consulta los trabajos de Antonia Heredia Herrera, 
investigadora pionera en la materia270. Ya hemos comentado con anterioridad cómo los 
mercaderes sevillanos tuvieron la iniciativa a la hora de solicitar a la corona la creación 
de armadas para la guardia de las flotas de Indias y su financiación mediante el derecho 
de la avería. Desde fechas muy tempranas, al menos desde 1519, la comunidad 
mercantil sevillana también había reclamado el establecimiento de un Consulado, 
denegado en sucesivas peticiones ya que la Casa de la Contratación ejercía tales labores. 
Pero esta supervisión regia de las actividades mercantiles a través de la Casa distaba 
mucho del carácter privado de la iniciativa mercantil, razón por la cual los mercaderes 
sevillanos no cejaron en su empeño de constituirse como Consulado y tener bajo sus 
                                                
269 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, pp. 152-161. 
270 Antonia Heredia Herrera, «Apuntes para la historia del Consulado de la Universidad de cargadores a 
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El Archivo del Consulado de Cargadores en Sevilla», en Actas de las II jornadas de Andalucía y América 
(Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 1983), pp. 485-99; Antonia Heredia Herrera, «Las 
elecciones en el Consulado de Cargadores a Indias: nuevas perspectivas sobre la rivalidad Sevilla-Cádiz», 
en Actas de las II jornadas de Andalucía y América (Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 
1983), pp. 485-500; Antonia Heredia Herrera, «Casa de la Contratación y Consulado de Cargadores a 
Indias: afinidad y confrontación», en La Casa de la Contratación y la navegación entre España y las 
Indias, ed. Antonio Acosta Rodríguez, Adolfo González Rodríguez, y Enriqueta Vila Vilar (Sevilla: 
Universidad de Sevilla, 2003), pp. 161-179. 
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riendas la fortaleza política para convertirse en interlocutores de sus intereses frente a la 
corona. En 1539, la Casa había sido reforzada en su juri dicción civil y criminal en los 
asuntos tocantes al comercio y a la navegación con las Indias, pero los comerciantes se 
quejaban abiertamente de la dilación de las causas en la Casa y, entre sus peticiones, se 
encontraba la de contar con un tribunal con jurisdicción en materia mercantil que 
solucionara con rapidez los pleitos entre comerciantes. Fue en 1543 y no antes271, como 
muestra su documento fundacional, cuando la corona accedió a que los mercaderes 
sevillanos que trataban con Indias tuvieran un Consulado con atribuciones judiciales y 
cuyo modelo a seguir fue el Consulado de Burgos, con la única salvedad de que en el 
caso sevillano, las apelaciones serían vistas por un juez oficial de la Casa de la 
Contratación en lugar de por el corregidor como ocurría en el caso burgalés272.  
Pero además de las sucesivas peticiones de los mercaderes sevillanos para formar 
un Consulado de comercio, en su creación debió de pesar notablemente la colaboración 
más o menos forzada que los mercaderes sevillanos mantenían con la corona. En 
tiempos del Emperador comenzaron las requisas de oro y plata de particulares y con 
ellas las quejas de los mercaderes para que no se les cuestrara en la Casa el fruto de su 
comercio. Este asunto estuvo presente en el documento fundacional del Consulado, pues 
se reconocía “lo mucho que han servido y servían” a la corona, por lo que su creación 
ha sido interpretada por algunos autores como una merced por estos servicios273.  
Otra cuestión que pudo tener cierta influencia en la fundación del Consulado de 
Sevilla en 1543 fue la coincidencia en dicha fecha de la creación del almojarifazgo de 
Indias. Según Díaz Blanco, esta coincidencia en la i st uración de una figura fiscal que 
venía a grabar el comercio americano y la fundación del Consulado, puede entenderse 
como “una contrapartida que compensó al colectivo afect do por la creación del nuevo 
almojarifazgo”274.  
En sus primeros años de afianzamiento en la realidad sevillana, el Consulado se 
vio envuelto en conflictos competenciales con la Casa de la Contratación, debido sobre 
                                                
271 Según Antonia Heredia Herrera, la comunidad mercantil sevillana se había institucionalizado como 
universidad de mercaderes o asociación voluntaria par  mutuo auxilio y ayuda desde los primeros 
momentos del descubrimiento, pero no contaba con la jurisdicción mercantil por ser la Casa de la 
Contratación las que ejercía tales funciones. Véase: Heredia Herrera, «El Consulado de mercaderes de 
Sevilla, una institución “retrasada” del descubrimiento». 
272 José Joaquín Real Díaz, «El Consulado de cargadores a Indias: Su documento fundacional», Archivo 
hispalense: Revista histórica, literaria y artística, 48.147, (1968), pp. 279-291. 
273 Heredia Herrera, «El Consulado de mercaderes de Sevilla, una institución “retrasada” del 
descubrimiento», p. 43. 
274 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 42. 
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todo a que las ordenanzas que regularon sus competencias no llegaron hasta 1556. Los 
jueces oficiales de la Casa llevaban desde 1511 conociendo en asuntos mercantiles y la 
creación del Consulado venía a restar a la Casa competencias en relación a los pleitos 
mercantiles que provocaron los primeros conflictos entre ambas instituciones275. Estas 
cuestiones quedaron resueltas tras la visita a la Casa del doctor Hernán Pérez de la 
Fuente, terminada en 1551, y que fue fundamental par  la gestación de las ordenanzas 
de la Casa de 1552 que delimitaron la acción jurisdiccional entre la Casa y el Consulado 
en materia de pleitos mercantiles276.  
Pero no fue hasta 1556 cuando el Consulado contó con unas ordenanzas que 
clarificaron su formación y competencias. En lo relativo a su formación, a la cabeza del 
Consulado estarían un prior y dos cónsules, que debían ser elegidos en los primeros días 
del año por votación indirecta efectuada por 30 elector s que previamente habían sido 
escogidos por todos los cargadores a Indias y que eran r novados cada dos años. A 
partir de 1588, solo se elegían el prior y un cónsul, pues el mercader que el año anterior 
había ocupado el puesto de cónsul segundo, pasaría al año próximo a ocupar el de 
cónsul primero. A su vez, se elegía un cuerpo de diputados, más tarde llamados 
consiliarios, que los debían auxiliar en su labor. Esta dirección del órgano mercantil se 
mantuvo con escasas modificaciones a lo largo de los siglos XVI y XVII277.  
La defensa de los intereses de los comerciantes que se congregaron en el 
Consulado para poder comerciar con América se forjóa través de las diversas funciones 
que desempeñó el organismo desde su fundación, aumentadas en las décadas sucesivas, 
y que desempeñaron un papel destacado en la organización del tráfico mercantil. Estas 
funciones, amén de la referida función judicial, fueron la gremial, mercantil, 
administrativa y posteriormente la financiera278.  
Para el desarrollo de tales competencias, después de promulgadas sus ordenanzas, 
el Consulado empezó a contar con una nómina de oficiales cada vez más amplia: un 
letrado asesor, un portero, un solicitador de causas, un alguacil mayor, un escribano 
                                                
275 Trueba, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI, pp. 41-46. 
276 No obstante, como señaló Eduardo Trueba, que sacó a la luz esta confrontación entre la Casa y el 
Consulado, ambas instituciones colaboraron lealmente  aquellos asuntos que les eran comunes. Véase: 
Trueba, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI p. 45. 
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ordenanzas del Consulado fueron publicadas por: Antonia Heredia Herrera, «Las Ordenanzas del 
Consulado de Sevilla», Archivo hispalense: Revista histórica, literaria y artística, 56.171-173 (1973), pp. 
149-183. 
278 Enriqueta Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder (Sevilla: 
Instituto de la Cultura y las Artes de Sevilla, 2016). Véanse los capítulos III y IV.  
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mayor, un secretario de cartas, un alcaide de la Lonja cuando ésta comenzó a construirse 
y un procurador en la Corte279. Estos oficiales, junto al prior y cónsules, formaban parte 
del tribunal del Consulado y ejercían la función judicial.  
Ya hemos mencionado que las peticiones de los mercaderes sevillanos por 
constituirse en Consulado de comercio estuvieron fundamentadas en la lentitud de los 
pleitos que surgían entre los mercaderes y en que la Casa de Contratación no resolvía 
con rapidez. Tras la fundación del Consulado, y superados los conflictos competenciales 
con la Casa, el órgano de los comerciantes asumió la jurisdicción mercantil en primera 
instancia, siendo las apelaciones vistas por uno de l s jueces oficiales de la Casa y dos 
mercaderes elegidos para tal efecto. El Consulado nacía con un marcado carácter 
jurídico con el fin de resolver los pleitos entre comerciantes sin necesidad de recurrir a 
los tribunales ordinarios280. 
Para poder ejercer de mercader con las Indias era necesario estar matriculado en el 
Consulado, que asumía así la función gremial de los comerciantes. En las ordenanzas 
del organismo se detalló que el ingreso en el mismo estaba reservado para los “naturales 
de estos reinos”281. Al frente del gremio de mercaderes estaba el prior y cónsules, tras 
estos se situaban los consiliarios, un síndico, un secretario, un contador y un tesorero. 
Estos eran los encargados de convocar las juntas de com rcio, de administrar los 
propios y rentas, de discutir los préstamos y donativos a la corona, los asientos de 
avería, la intervención en las flotas y, en general, de defender las prerrogativas de los 
mercaderes en el comercio indiano282.  
Sin duda, la función que más poder le proporcionó al Consulado fue la 
relacionada con las cuestiones mercantiles. El control de las flotas de Indias, la 
proposición del buque de las mismas y, sobre todo, l s sucesivos asientos de avería de 
los que se hizo cargo el Consulado desde finales del iglo XVI, hicieron que el órgano 
de los comerciantes se erigiera en elemento decisivo en la preparación de las armadas y 
flotas de Indias283. Desde la firma del primer asiento de avería en 1591, el Consulado 
sevillano obtuvo una serie de privilegios que supo a rovechar para obtener una vitalidad 
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institucional que lo convirtió en el principal interlocutor de la monarquía en el comercio 
atlántico284.  
El Consulado también ejerció funciones administrativas en la gestión de sus 
propios bienes y de determinadas rentas. A excepción del tercio de la Lonja, en un 
principio, un 0.33 % de todas las mercaderías que se mbarcaban para Indias y que se 
destinó a la construcción de la sede del comercio, las rentas que gestionó el Consulado 
surgieron a partir del siglo XVII, como consecuencia de las cantidades que el comercio 
sevillano aportaba a la corona en concepto de préstamo , donativos o indultos. Las 
cantidades que el comercio aportó a la financiación de la monarquía, normalmente 
abonadas por unos cuantos interesados, les eran devueltas con sus respectivos intereses, 
entre el 10 y el 12 %, a través de nuevas imposiciones en el comercio285.  
Y por último, en este breve repaso a las funciones del Consulado en el siglo XVI, 
no podemos dejar de mencionar, aunque su importancia fue mucho más destacada en la 
siguiente centuria, la función financiera que adquirió la corporación mercantil. Los 
comerciantes se convirtieron en auténticos banqueros de la corona, bien por la fuerza a 
partir de los secuestros de la plata de los particulares en la Casa de la Contratación, o 
bien por medio de servicios representados en forma de préstamos o donativos más o 
menos voluntarios286.  
 
3.5. La Casa de la Contratación y el Consulado de Sevilla en la primera mitad del 
siglo XVII 
 
En los epígrafes antecedentes hemos analizado las instituciones clave de la 
Carrera de Indias por separado, debido a que sus orígenes y desarrollo fueron dispares. 
Sin embargo, en las siguientes líneas optamos por un análisis de conjunto de ambas 
instituciones que, a nuestro juicio, nos proporciona u a visión más certera del estado en 
que se encontraban la Casa de la Contratación y el Consulado en los momentos previos 
a la visita de Juan de Góngora iniciada en 1642287. 
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Es materia muy debatida en la historiografía sobre la Carrera de Indias en el siglo 
XVII si la Casa de la Contratación fue perdiendo o no competencias en favor del 
Consulado de Sevilla, llegando a convertirse los hombres del comercio en 
administradores de facto de los hilos de la Carrera288. Las cuotas de poder del 
Consulado sevillano se incrementaron desde finales del iglo XVI con la administración 
de rentas, e impuestos tales como el asiento de la avería289. Las competencias sobre el 
asiento de avería que, situado sobre los hombres del Consulado les otorgaba un resorte 
de poder indiscutible, favoreció lo que algunos autores han denominado como un 
“pacto” tácito entre la corona y los hombres del comercio. Dicho “pacto” supuso un 
apoyo mutuo tanto para el gran mercader, que necesitaba del Estado para lograr una 
serie de privilegios que le permitieran el libre desarrollo de su actividad, como para la 
corona, que necesitaba de un ordenamiento económico que le proporcionara los medios 
necesarios para lograr los fines que se había propuesto290. A su vez, conllevó un 
incremento de la presión fiscal por parte de la corona hacia el Consulado sevillano, ya 
fuera por la fuerza, a través de las incautaciones de plata, o por la vía legal, préstamos y 
donativos más o menos tolerados, convirtiéndose así los hombres del comercio 
sevillano en un pilar fundamental de la financiación de la monarquía291, lo que a su vez 
les permitió adquirir capacidad para discutir y exigir sus propias condiciones292. 
Durante el siglo XVII, el valimiento del conde-duque de Olivares fue la época de 
mayor incremento de la presión fiscal hacia el comercio sevillano293. Esta elevada 
presión fiscal y los métodos usados por la corona par  apropiarse de la plata de los 
particulares, han sido estudiados, entre otros, por Álvarez Nogal, quien observó cómo 
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una aproximación»,en Relaciones de poder y comercio colonial: nuevas perpectivas, ed. Enriqueta Vila 
Vilar y Allan J. Kuethe, (Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 1999), pp. 3-34. 
289 Collado Villalta, «El Consulado de Sevilla: Por un mayor protagonismo en la Carrera de Indias 1591-
1608». 
290 Enriqueta Vila Vilar, «El poder del dinero: la Casa y los consulados de Sevilla y Cádiz.», en España y 
América: un oceano de negocios: quinto centenario de la Casa de la Contratación, 1503-2003, ed. 
Guiomar de Carlos Boulet (Sevilla: Sociedad Estatal Quinto Centenario, 2003), pp. 147-160.  
291 Sobre las contribuciones del Consulado de Sevilla a l s necesidades de la corona, véase: María 
Encarnación Rodríguez Vicente, «Los cargadores a Indi s y su contribución a los gastos de la Monarquía. 
1555-1750», Anuario de Estudios Americanos, 34, (1977), pp. 211-232. Lutgardo García Fuentes, 
«Subsidios de Sevilla y el Consulado de Indias a la corona en los siglos XVI y XVII», Temas 
americanistas, 4, (1984), pp. 10-20. Antonio García-Baquero González, «El comercio (andaluz) con 
Indias y su contribución a las “urgencias” de la Monarquía (siglos XVI-XVII): un intento de 
sistematización», Actas del III Congreso de Historia de Andalucía. Historia Moderna, I, (Córdoba, Obra 
social y Cultural Cajasur, 2003), pp. 239-260. 
292 Vila Vilar, «El poder del dinero: la Casa y los consulados de Sevilla y Cádiz.», p. 28. Más 
recientemente: Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder.  
293 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII.  
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debido en las altas exigencias extractivas de la corona se produjo la ruptura del “pacto” 
tácito que mantenían ambas esferas de poder, provocand  el reconocimiento del fraude, 
tanto de forma explícita como implícita294. En los años finales del valimiento, la que 
Domínguez Ortiz denominó “economía de guerra”295, alcanzó unas consecuencias más 
lesivas aún para el comercio sevillano a Indias debido, entre otras cuestiones, a las 
sublevaciones de Cataluña y Portugal que, unidas a las guerras en el exterior, obligó a la 
corona a recurrir a medidas extremas, tales como toar la plata de los particulares 
trocando a vellón las partidas que debían recoger en la Casa de la Contratación por la 
necesidad de plata que padecía296. 
Esta necesidad de financiación extraordinaria, traducida en un incremento de la 
presión fiscal hacia el comercio sevillano, ha sido interpretada por la historiografía 
como el motivo fundamental para que se produjera un crecimiento del fraude. El temor 
a estas medidas arbitrarias por parte de la corona originó el retraimiento de los 
comerciantes y el incremento del fraude hasta un grado antes desconocido, situación 
que a su vez provocó la escasez de los registros, que hacían subir la avería y, con ella, la 
bajada de los registros, un círculo vicioso que en palabras de Domínguez Ortiz “asfixió 
el antes opulento comercio indiano de Sevilla”297.  
Las repercusiones directas sobre la administración de la avería298 para el siglo 
XVII han sido estudiadas por Álvarez Nogal, quien observó en este derecho que servía 
para la financiación de la defensa de las flotas de In ias, situado en manos de los 
comerciantes, que existía una relación entre la crisis financiera de la Carrera de Indias y 
la quiebra de la monarquía. El aumento de los costes de la defensa de las flotas debido 
al permanente estado de guerra durante la privanza de Olivares, y los asientos de avería, 
administrados por los comerciantes, como es sabido, tuvieron consecuencias nefastas 
para el aumento de las mercancías sin registro. Además, para que el negocio fuera más 
lucrativo, los administradores de la avería practicron una reducción de los gastos de 
apresto y defensa de las flotas. Todo ello estuvo directamente relacionado con la menor 
recaudación del impuesto, y si se recaudaba menos avería, había que aumentar la parte 
                                                
294 Carlos Álvarez Nogal, Sevilla y la Monarquía Hispánica en el siglo XVII. Dinero, crédito y privilegios 
en tiempos de Felipe IV (Sevilla: Ayuntamiento de Sevilla, 2000).  
295 Antonio Domínguez Ortiz, Política y Hacienda de Felipe IV, ed. Antonio Domínguez Ortiz (Madrid: 
Editorial de Derecho Financiero, 1960), p. 49. 
296 Antonio Domínguez Ortiz, «Los caudales de Indias y la política exterior de Felipe IV», en Estudios 
americanistas (Real Academia de la Historia, 1998), pp. 29-116. (p. 83). 
297 Ibidem. p. 84.  
298 Sobre la avería en el comercio indiano, sigue siendo imprescindible: Céspedes del Castillo, «La Avería 
en el Comercio de Indias».  
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que pagaban los pocos que llevaban sus mercancías regi tradas, provocando el 
retraimiento y la denuncia de estos últimos hacía los administradores del impuesto y, a 
su vez, que la Real Hacienda supliera la parte no abonada por los comerciantes a causa 
del fraude y de la escasez de los registros299.  
No obstante, debemos tener en cuenta que la monarquía tuvo una actitud 
permisiva hacía el fraude, quedando institucionalizado como una necesidad imperante a 
la que supo sacar provecho utilizando diversos métodos, tales como los indultos y las 
“manifestaciones” por traer plata fuera de registro300.  
Al mismo tiempo, la institución que debía supervisar y velar por los intereses de 
la corona en el tráfico indiano, la Casa de la Contratación, se encontraba en una 
situación de debilidad pues muchas de sus funciones habían pasado a ser ejercidas por el 
Consulado de Sevilla. Oliva Melgar, que ha estudiado los mecanismos de negociación 
entre la corona y el comercio, señaló que en las décadas centrales del siglo XVII la Casa 
había quedado relegada a un segundo plano, eclipsada en sus funciones y desplazada a 
la misma velocidad que la ilegalidad iba desplazando a la legalidad301.  
Ante esta situación de postración de la Casa de la Contratación, cabe interrogarse 
acerca de cuál fue la relación entre los miembros del Consulado sevillano y los oficiales 
de la Contratación. En esa coyuntura la Casa aparecía como firme defensora de los 
intereses de la corona, pero a su vez, de las haciendas de los comerciantes, debido a 
intereses mutuos y relaciones personales muy cercanas302. La connivencia entre los 
hombres del comercio y los oficiales de la Casa, sin duda, se vio facilitada por la 
venalidad de los oficios de la institución sevillana, puestos en almoneda en las décadas 
                                                
299 Carlos Álvarez Nogal, «Finanzas y comercio en la España del siglo XVII: la crisis de la avería»  
300 Enriqueta Vila Vilar, «Algo más sobre el fraude en la carrera de indias: práctica conocida, práctica 
consentida», en Actas del XI congreso internacional de AHILA, ed. John Robert Fisher (Liverpool: 
University of Liverpool, 1998), pp. 27-43. Sobre los indultos y “manifestaciones” en la segunda mitad del 
siglo XVII véase; Lutgardo García Fuentes, El comercio español con América, 1650-1700 (Sevilla: 
Diputación Provincial de Sevilla, 1982). José María Oliva Melgar, «Delito fiscal y perdón negociado en 
la Carrera de Indias: el indulto pactado en 1662», en Andalucía. España. Las Indias. Pasión por la 
Historia. Homenaje al profesor Antonio-Miguel Bernal, ed. Carlos Martínez Shaw, Pedro Tedde de 
Lorca, y Santiago Tinoco Rubiales (Sevilla: Marcial Pons, Universidad de Sevilla, 2015), pp. 583-608. 
301 José María Oliva Melgar, «Pacto fiscal y eclipse de la contratación en el siglo XVII: Consulado, 
Corona e indultos en el monopolio de Indias», en La Casa de Contratación y navegación entre España y 
las Indias, ed. Antonio Acosta Rodríguez, Adolfo González Rodríguez, y Enriqueta Vila Vilar (Sevilla: 
Universidad de Sevilla, 2004), pp. 449-495. Sobre el funcionamiento del “monopolio” y el peso del 
fraude y el contrabando véase también: José María Oliv Melgar, El monopolio de Indias en el siglo XVII 
y la economía andaluza : la oportunidad que nunca existió (Huelva: Universidad de Huelva, 2004).  
302 Véase por ejemplo: Enriqueta Vila Vilar, «El tesorer  Andrés Munibe: entre la Casa y el Consulado», 
en La Casa de la Contratación y la navegación entre España y las Indias, ed. Antonio Acosta Rodríguez, 
Adolfo González Rodríguez, y Enriqueta Vila Vilar (Sevilla: Universidad de Sevilla, 2003), pp. 433-447.  
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anteriores a la visita de Juan de Góngora, como ha demostrado Andújar Castillo303. Pero 
además, hubo otra manera por la que los comerciantes pudieron hacerse con el control 
de los oficios de la Casa, como fueron las fianzas que debían aportar muchos de los 
oficiales antes de comenzar a ejercer sus cargos y, que a menudo, fueron facilitadas por 
los comerciantes que más tarde iban a estar supervisados en sus tratos y negocios por 
los individuos a los que habían avalado304. Por tanto, los comerciantes, al tener acceso a 
los cargos públicos, bien mediante compra directa, bien actuando como avalistas de 
quienes ejercían los cargos, podían salvaguardar sus intereses en claro detrimento del 
funcionamiento de la Casa de la Contratación. Pero du ante los años precedentes a la 
visita, la venalidad de cargos también había sacudido a otros oficios que estarían en 
relación directa con el aumento del fraude y la escasez de los registros, como fueron los 
puestos en las Armadas y flotas305, o los decisivos maestrajes de plata306. Sin duda, esta 
venalidad de los oficios favoreció igualmente el incremento del fraude y de las 
corruptelas por parte de quienes habían accedido a sus empleos valiéndose del mérito 
del dinero. La alteración de las reglas que permitió el acceso de los comerciantes a los 
puestos de poder de la Casa, con la consiguiente pérdida de la facultad de 
nombramiento de la monarquía sobre los cargos públicos, y por ende, de control de los 
mismos, nos parece un aspecto determinante en el incr mento del fraude y la corrupción 
en una institución que debía velar por los intereses de la corona en el comercio con las 
Indias. 
 
3.6. El Consejo de Indias en tiempos de Olivares y sus relaciones con el comercio 
sevillano en torno a 1642 
 
                                                
303 Francisco Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-
1717)», en Entre lo real y lo imaginario: estudios de historia moderna en homenaje al prof. León Carlos 
Alvarez Santaló, ed. Francisco Núñez Roldán y Mercedes Gamero Rojas (Sevilla: Universidad de Sevilla, 
2014), pp. 47-73. En relación a los oficios de la Csa de la Contratación vendidos en las décadas 
antecedentes a la visita por el presidente del Consej  de Indias, conde de Castrillo, véase: Francisco Gil 
Martínez, «La venta de cargos de Indias en tiempos de Olivares: el conde de Castrillo», Anuario de 
Estudios Americanos, 1.74 (2017), pp. 97-126. 
304 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)», p. 
52. No se ha profundizado en el estudio de las relaciones entre los miembros de la Casa y el Consulado a 
través del mecanismo de las fianzas de los oficiales de la Contratación, no obstante, pueden verse algunos 
ejemplos en: Schäfer, p. 313; Vila Vilar, «El tesorer  Andrés Munibe: entre la Casa y el Consulado».  
305 Fernando Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, V Centenario del descubrimiento 
de América (Madrid: Banco de España, 1990), p. 242.  
306 Sobre este tema véase: Francisco Gil Martínez, «Los maestres de plata de la Carrera de Indias durante 
el periodo de Olivares», en Andalucía en el mundo atlántico moderno. Agentes y cenarios, ed. Juan 
José Iglesias Rodríguez y José Jaime García Bernal (Madrid: Sílex, 2016), pp. 243-264. 
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Con la Casa de la Contratación eclipsada en sus funciones por el Consulado de 
Sevilla, el órgano de gobierno de los comerciantes era el principal interlocutor entre la 
monarquía y los cargadores a Indias. Si cambiamos nue tro campo de observación hacia 
la Corte, interesa analizar cómo eran las relaciones entre la corona y el Consulado en 
estos momentos previos a la visita de Juan de Góngora, así como entre el valido de 
Felipe IV y el Consejo de Indias, y todo ello sin perder de vista la coyuntura que se 
vivió en la Corte en el año 1642, con un Olivares en vísperas de caer en desgracia. 
Las relaciones políticas y económicas entre la monarquí , cuyo timón conducía el 
valido Olivares, y el Consulado de Sevilla han sido estudiadas recientemente por Díaz 
Blanco307. Ya hemos mencionado anteriormente que durante la priv nza del favorito de 
Felipe IV, la presión fiscal hacia el comercio sevillano fue muy intensa. Pues bien, 
debido a la misma, y como era de esperar, las relaciones Madrid-Sevilla se desarrollaron 
en un ambiente continuo de tensiones, llegando a su punto más álgido a partir de la 
entrada en guerra contra Francia en 1635, pero sobre t do, a partir de 1640, cuando las 
nuevas exigencias financieras de la corona hicieron que se tensaran demasiado las 
relaciones con Sevilla. También hemos mencionado que el Consulado adquirió gran 
capacidad de discutir y exigir sus propias condiciones a la corona. Díaz Blanco ha 
señalado cómo a partir de 1635 esta “técnica de resistencia pasiva contra los 
requerimientos monárquicos en la que los cargadores a Indias abundarían en ocasiones 
próximas” fue un elemento clave en las negociaciones e tre ambas esferas de poder308.  
En medio de esas esferas se colocaba el sínodo indiano que, como veremos, 
mantuvo un criterio propio en relación a la política comercial del valido y que, como 
afirmaba en 1639 su presidente, García de Haro y Avellaneda, conde de Castrillo, la 
agresividad fiscal hacía el comercio “resultaría idónea para elevar el fraude y complicar 
la firma del próximo asiento de avería”309. Era evidente que Castrillo tenía una idea 
distinta a la del propio valido y a la del monarca sobre cómo relacionarse con el 
comercio. Los posicionamientos mantenidos por el conde en relación al comercio, 
contrarios a los de Olivares, provocaron incluso una “marginación del organismo 
disidente”, el presidido por Castrillo, con la creación de Juntas para estudiar las 
peticiones de servicios al Consulado, dejando así al margen de estas decisiones al 
                                                
307 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, pp. 120-
183. 
308 Ibidem. p. 143 
309 Ibidem. p. 159 
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Consejo de Indias310. Pero el gobierno había tensado demasiado las relaciones con 
Sevilla, y en una Junta constituida en Madrid, e int grada entre otros por el conde de 
Castrillo, algunos consejeros de Indias y representantes del Consulado de Sevilla, se 
adoptaron unas posiciones más favorables para los comer iantes que evidenciaron una 
proximidad entre Castrillo, Consejo de Indias y la élite comercial andaluza311. A dicha 
Junta, documentada por Vila Vilar312, y que se celebró en los aposentos del conde de 
Castrillo, acudieron como representantes del comercio Tomás de Mañara, Adriano de 
Legaso, Juan de la Fuente Almonte, a la sazón alcalde mayor de Sevilla, Juan de 
Vergara, Domingo Zarricolea y Simón de Gaviola y, por arte de la corona, el conde de 
Castrillo y los consejeros de Indias Pedro de Vivanco, Bartolomé Morquecho y Juan de 
Santelices. Es preciso destacar que Pedro de Vivanco y Bartolomé Morquecho habían 
sido presidentes de la Casa de la Contratación313, y que Juan de Santelices Guevara lo 
sería a partir de abril de 1642314, unos meses antes de que diera comienzo la visita de 
Juan de Góngora.  
En dicha Junta, quedó patente la preocupación por el fraude fiscal, si bien el hábil 
Tomas de Mañara se erigió en defensor de los remedios para atajarlo al presentar un 
memorial sobre cómo ponerle coto a los problemas en los registros de la plata. Dicho 
memorial iba en sintonía con las preocupaciones que tenía el Consejo de Indias sobre el 
fraude y el contrabando cometido por el comercio de extranjeros, pronunciado por un 
extranjero naturalizado que, según Vila Vilar, parecía más un oficial de la monarquía 
que un comerciante. Por supuesto, tal discurso fue aceptado por los consejeros 
asistentes a la Junta pero no tanto por los comerciantes que le acompañaban315. 
En aquella Junta se discutió sobre uno de los aspectos que había generado 
enconados debates en la Corte, como eran las naturalezas para comerciar en Indias316, 
cuya venta e inclusión en los asientos que la corona firmó con los comerciantes fue 
origen de sonados enfrentamientos entre consejeros e instituciones de la Corte317. Según 
                                                
310 Ibidem. p. 160. 
311 Ibidem. p. 171. 
312 Enriqueta Vila Vilar, Los Corzo y los Mañara: tipos y arquetipos del mercader con América (Sevilla: 
Sevilla.Consejo Superior de Investigaciones Cientificas, 1991), p. 131. 
313 Ibidem. p. 132. 
314 Archivo General de Indias [en adelante AGI], Contratación, 5785, L.1. Fol. 190R-190V. 
315 Vila Vilar, Los Corzo y los Mañara: tipos y arquetipos del mercader con América, p. 132. 
316 Sobre este tema sigue siendo imprescindible Antonio Domínguez Ortiz, «La concesion de “naturalezas 
para comerciar en indias” durante el siglo XVII», Revista de Indias, 19, (1959), pp. 227-239. 
317 José Manuel Díaz Blanco, «La extinción de las naturalezas en la Carrera de Indias (un episodio de la 
caída del Conde Duque de Olivares)», en Estudios de historia moderna en homenaje al profesor Antonio 
García-Baquero, ed. León Carlos Álvarez Santaló, (Sevilla: Universidad de Sevilla, 2008), pp. 321-336. 
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Díaz Blanco, este conflicto institucional llevaba implícito una rivalidad personal entre 
dos hombres, otrora afines y colaboradores, pero inteligentes y sedientos de poder, 
como fueron el conde-duque de Olivares y el conde de Castrillo318. No vamos a entrar 
en el debate sobre la participación del segundo en la caída del valido319, pero sí nos 
interesa conocer la oposición del Consejo de Indias -presidido por Castrillo- a la política 
comercial de Olivares. Para Díaz Blanco, esta oposición estuvo presente desde el mismo 
momento en que García de Haro y Avellaneda, conde de Castrillo, fue nombrado en 
1632 gobernador en calidad de presidente del sínodo i diano320.  
Para Arrigo Amadori, que ha estudiado la relación entre el Consejo de Indias y las 
políticas de Olivares321, durante los primeros años del valimiento, el Consejo de Indias 
parece haber compartido algunas de las ideas del valido, especialmente aquellas 
destinadas a estrechar el control sobre la administrac ón americana. Las visitas 
generales y simultáneas propuestas por el Consejo en 1621 -y ordenadas al año 
siguiente- a las cuatro audiencias del Perú, proponiendo incluso los visitadores, serían 
un ejemplo de ello.322 Según Amadori, entre 1621 y 1643, se despacharon visitas tanto a 
instituciones como a oficiales concretos, muchas de ellas concebidas e impulsadas por 
el Consejo. Otra visita de estos años fue la enviada a la Audiencia de Nueva España 
que, según Amadori, no dependió del sínodo indiano si  que fue encargada por el rey 
directamente323. 
Asimismo, Amadori señaló el agravamiento de la desob diencia del sínodo 
indiano durante el último año del valimiento del conde-duque. Olivares no mantuvo 
grandes pulsos con el Consejo de Indias como sí ocurrió con otros Consejos de la 
monarquía, sin embargo, la identificación con su política no fue absoluta, pues el 
Consejo se opuso e introdujo cambios manteniendo un criterio propio en sus 
decisiones324. Fueron varias las discrepancias suscitadas entre l valido y distintos 
consejeros de Indias, como es el caso del visitador de Nueva España, Juan de Palafox, 
                                                
318 Ibidem. p. 322.  
319 Sobre las diferencias entre Castrillo y Olivares en vísperas de la caída en desgracia del segundo véase: 
John H. Elliott, El conde-duque de Olivares, (traducción para España y América latina) (Barcelona: 
Crítica, 1990) pp. 661-715. En relación al papel desempeñado por Castrillo en la caída del valido, véase: 
Juan Eloy Gelabert González, Castilla convulsa, 1631-1652, (Madrid: Marcial Pons, 2001), pp. 197-198.  
320 Díaz Blanco, «La extinción de las naturalezas en la Carrera de Indias (un episodio de la caída del 
Conde Duque de Olivares)», p. 323. 
321 Arrigo Amadori, Negociando la Obediencia. Gestión y reforma de los virreinatos americanos en 
tiempos del conde-duque de Olivares (1621-1643) (Madrid: Consejo Superior de Investigaciones 
Cientificas, 2013).  
322 Ibidem. p. 80.  
323 Ibidem. p. 81.  
324 Ibidem. p. 149. 
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que según Amadori había sido nombrado por el valido, pero que mantenía formas 
distintas de interpretar la diversidad de territorios de la monarquía325, o como Juan de 
Solórzano Pereira, que según declaró, al final del valimiento se encontraba 
desencantado con la política del valido. Al mismo tiempo muchos de estos consejeros 
tenían relaciones con sectores que mantenían un pulso enconado con Olivares326. En 
concreto, los dos consejeros citados, tenían una estrecha vinculación con uno de los 
personajes que en ese año crucial de 1642 parece qu contribuyó a la caída del valido, y 
que no era otro que el presidente del Consejo de Inias, García de Haro y Avellaneda, 
conde de Castrillo.  
El Consejo de Indias se había opuesto a muchas de las po íticas adoptadas por el 
favorito real con respecto al comercio, lo cual no quiere decir que no se llevaran a cabo. 
El aumento de la presión fiscal había sido criticado en varias ocasiones por el sínodo, 
con su presidente a la cabeza327. La venta y concesión de naturalezas de indias 
constituía otro elemento de encono entre ambos poderes, y su prohibición había sido 
defendida por consejeros de la talla de Juan de Solórzano Pereira, Lorenzo Ramírez de 
Prado, Juan de Palafox o Diego de Saavedra Fajardo, lgunos de ellos con una cercanía 
importante con el presidente Castrillo328. Los arbitristas de la época también incluyeron 
estas quejas en sus escritos329y, según Díaz Blanco, fue precisamente un memorial 
llegado a manos del rey en abril de 1642 lo que hizo “que los vientos de la Corte 
comenzaran a cambiar de dirección” y se convirtieran en una prefiguración del viraje 
radical que experimentaría la política comercial de a monarquía en Sevilla330. En dicho 
memorial, detrás de cuya autoría estaba Manuel Sarmiento de Mendoza331, se 
                                                
325 Ibidem. p. 233. En relación a Juan de Palafox, su cometido en Nueva España y su relación con 
Olivares, véase: Cayetana Álvarez de Toledo, Juan de Palafox. Obispo y Virrey (Madrid: Marcial Pons 
Historia, 2011). 
326Amadori, Negociando la Obediencia. Gestión y reforma de los virreinatos americanos en tiempos del 
conde-duque de Olivares (1621-1643), p. 239. 
327 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, pp. 120-
183. 
328 Díaz Blanco, «La extinción de las naturalezas en la Carrera de Indias (un episodio de la caída del 
Conde Duque de Olivares)», p. 323. 
329 Véase por ejemplo el arbitrio de: José Pellicer de Ossau Salas y Tovar, «El comercio impedido por los 
enemigos de la Monarquía», en Arbitrios sobre la economía aragonesa del siglo XVII, ed. Luis Perdices 
Blas y José María Sánchez Molledo (Zaragoza: Prensas Universitarias de Zaragoza, 2007), pp. 89-128. 
330 Díaz Blanco, «La extinción de las naturalezas en la Carrera de Indias (un episodio de la caída del 
Conde Duque de Olivares)», p. 323. 
331 Manuel Sarmiento de Mendoza era canónigo de la catedral de Sevilla, conocido anti-olivarista, y bien 
relacionado con los sectores críticos del comercio sevillano hacia las políticas del valido de Felipe IV. 
Véase al respecto: Gelabert González, pp. 17-62. José Ignacio Fortea Pérez, «La gracia y la fuerza: el 
clero, las ciudades y el fisco en la monarquía católi  (1590-1664)», en Ciudades en conflicto: (siglos 
XVI-XVIII), ed. José Ignacio Fortea Pérez y Juan Eloy Gelabert González (Valladolid: Marcial Pons 
Historia, 2008), pp. 137-161. 
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denunciaban los inconvenientes de conceder naturalezas a extranjeros y los medios 
ilícitos que estos utilizaban para comerciar. Como era de esperar, el Consejo de Indias, 
con Castrillo a la cabeza, certificó lo que allí se decía.  
Esto ocurrió mientras el rey se encontraba junto al valido en la jornada de Aragón 
de 1642, a cuya vuelta, unas semanas después, el rey dio permiso a Olivares para 
retirarse, quedando Castrillo como el hombre fuerte n la Corte332. Según Díaz Blanco, 
aquellas transformaciones iban más allá del simple intercambio de personas, y así fue 
percibido en Sevilla. El astuto comerciante, Tomás de Mañara, que dos años antes, en 
presencia de Castrillo, había pronunciado un discurso para luchar contra el fraude que 
practicaban los comerciantes extranjeros, volvió a entrar en acción en ese momento en 
que el conde se había erigido como uno de los princi ales ministros de los que Felipe 
IV se valía en sus decisiones. Y escribió una carta a C strillo en la que volvía a apuntar 
los medios que entendía necesarios para revitalizar el decaído comercio hispalense. Díaz 
Blanco recogió dos aspectos de esa misiva que son bastante reveladores, por un lado, 
del pensamiento de Castrillo con respecto al comercio y, por otro, de lo que pretendía 
Mañara con esa carta. Decía el comerciante que con los medios que apuntaba se 
conseguiría “lo que vuestra excelencia ha deseado y procurado, que es venga todo 
registrado”, y para lograrlo puso un nombre encima de la mesa, que es de nuestro 
interés, el recién nombrado presidente de la Casa de l Contratación y de la Audiencia 
de Grados, Juan de Santelices Guevara, quien, según Mañara, con su “fervor” sería el 
mejor defensor de la causa real en Sevilla333.  
De esta misiva resultan reveladores dos aspectos, el primero, que Castrillo, 
apostaba por tener una actitud más conciliadora con los comerciantes, y por perseguir el 
fraude fiscal que tanto daño hacía a los registros; y el segundo, la importancia del 
cambio de presidente de la Casa al nombrar a una persona cercana al presidente del 
sínodo indiano en el mismo contexto que el envío de la visita de Juan de Góngora, quien 
como veremos, también era un perfecto conocedor del fraude en la Carrera de Indias, 
amén de estar también relacionado con el presidente indiano. 
Parece evidente que un nuevo equilibrio Madrid-Sevilla estaba produciéndose 
desde algunos meses antes de la caída en desgracia de Olivares, y que la actitud de 
Felipe IV, apoyado en Castrillo, hacia el comercio sevillano empezaba a cambiar. Esto 
                                                
332 Díaz Blanco, «La extinción de las naturalezas en la Carrera de Indias (un episodio de la caída del 
Conde Duque de Olivares)», p. 323. 
333 Ibidem. p. 324. 
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se advierte en que los comerciantes nacionales relacionados con la política contestataria 
del Consejo en las décadas anteriores se hicieron con el control del Consulado, y en que 
la revocación de naturalezas para comerciar con Indias que se comenzó a practicar a 
partir de la caída de Olivares no afectó a los extranje os que habían mantenido esa 
postura crítica, como fue el caso, entre otros, de Tomás de Mañara334. 
 
3.7. Las visitas a la Casa de la Contratación en el siglo XVI 
 
Las referencias a las visitas a la Casa de la Contratación de Sevilla tan solo se 
encuentran en obras generales que han tratado el tema d sde la epidermis, pues no han 
sido objeto de estudio en ningún trabajo monográfico. El primero de esos trabajos 
generales que investigó sobre las visitas a las que fue sometida la institución sevillana, 
fue el meritorio libro de Ernesto Schäfer sobre el Consejo de Indias335. Las visitas a la 
Casa de la Contratación fueron frecuentes durante el siglo XVI, y su inicio es casi 
paralelo a la creación en 1524 del Consejo de Indias, fecha en que la Casa pasó a estar 
subordinada a la autoridad del sínodo indiano. Sólo dos años después, en 1526, 
aprovechando la estancia de Carlos V en Sevilla, se produjo la primera visita a la Casa 
de la Contratación llevada a cabo por los consejeros de Indias Gonzalo Maldonado y el 
doctor Beltrán336.  
A tenor de lo expresado por Schäfer en la obra citada, esta visita no encontró 
graves delitos entre los oficiales de la Casa de la Contratación, pero sí tuvo efectos 
reformistas en una institución con funciones y competencias aun poco definidas. A 
través del estudio de esta primera visita a la Casa, Schäfer documentó cambios relativos 
al personal, así como ciertas transformaciones en algun s de las funciones atribuidas a 
la institución. En relación al personal se definió la figura del portero, a quien se le 
dispuso de alojamiento en el Alcázar como parte de su retribución, y en lo relativo a la 
clarificación de funciones de la Casa, esta primera visita desarrolló una de las 
preocupaciones inherentes a sus primeros años de su funcionamiento, como fueron las 
cuestiones náuticas y de navegación desempeñadas por el piloto mayor. Se urgió a este 
oficial a que modificara y mejorara el padrón de naveg ción y el mapa oficial marítimo. 
Asimismo, la visita tuvo consecuencias en otras administraciones de la Casa, como los 
                                                
334 Ibidem. p. 334. 
335 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias.  
336 Ibidem. pp. 94-95.  
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bienes de difuntos, que debido a su mala gestión recibieron nuevas instrucciones para 
que se pudieran conocer mejor los destinatarios de esos bienes y no quedaran 
inaplicables337. La administración de los bienes de difuntos fue uno de los caballos de 
batalla de los visitadores de la institución pues estuvo presidida por una gestión que 
distaba mucho de las ordenanzas que la regulaban. De esta visita también proviene la 
instalación por medio de la “instrucción sobre misas” de la capilla de la Casa presidida 
por el retablo de la Virgen de los Navegantes de Alejo Fernández338.  
Por otro lado, en esta primera visita a la Casa de la Contratación ya se 
manifestaron algunas cuestiones que entraban en contradicción con lo que debía ser el 
buen gobierno de una institución controladora del comercio. Según Antonio Acosta, en 
la visita de 1526 salieron a relucir acusaciones contra los oficiales de la Casa por 
permitir que se cargaran barcos con destino al Caribe desde Huelva y Moguer a pesar de 
las prohibiciones de cargar en lugares de señorío339. 
Pero el fruto más importante de esta primera visita a la Casa fueron las ordenanzas 
de 1531, emanadas de las resoluciones de los visitadores, y que perseguían, en primer 
lugar, adaptar la institución a su nueva realidad de subordinación al Consejo de Indias y, 
en segundo lugar, recopilar todo lo legislado hasta el momento340. El nuevo 
ordenamiento reafirmaba la sede en Sevilla y creaba una capilla en la Casa, cuyos 
gastos quedaron señalados en estas ordenanzas. Los oficiales tenían la obligación de 
vivir en la Casa, tener un archivo y varias arcas de tres llaves, custodiadas por cada uno 
de los tres oficiales, para guardar los metales preciosos, los libros de registro y la 
correspondencia. En estas ordenanzas quedaron fijados los días de trabajo de los 
oficiales, el horario de audiencia, los salarios, la apertura y despacho de la 
correspondencia que debía hacerse de forma colegiada, el buen trato a los comerciantes 
y emigrantes así como la prohibición de tener barcos o comerciar con Indias. La 
práctica de los maestres, capitanes, instrucciones y r gistros en las exportaciones y los 
                                                
337 Sobre las instrucciones para la administración de los bienes de difuntos que dieron los visitadores de la 
Casa en 1526 véase: Fernández López, «El procedimiento y los expedientes de bienes de difuntos en la 
Casa de la Casa de la Contratación de Indias (1503-717)». 
338 Ibidem. pp. 94-95.  
339 Acosta Rodríguez, «Intereses privados en la administración de la monarquía. La Casa de la 
Contratación, 1503-1535», p. 367. 
340 Francisco Fernández-López, «El proceso de admisión de maestres de navíos en la Casa de la 




castigos para los fraudes e irregularidades en las importaciones también quedaron 
reflejados en esas ordenanzas341. 
Las inspecciones llevadas a cabo por consejeros de Indias continuaron en las 
décadas siguientes. En 1535 la realizó el licenciado Suárez de Carvajal, a quien se debe 
la instalación de una cárcel particular para la Casa, independiente de las justicias 
municipales342. El visitador también reglamentó asuntos de la actividad marítima a 
través de una instrucción formada por tres capítulos dirigida a los maestres y pilotos de 
los navíos de la Carrera de Indias en la que se abord ron cuestiones como el 
aforamiento de toneladas o los sueldos que habrían de percibir los pilotos de la Carrera 
según el destino de su viaje343.  
En 1543 el comisionado por el Consejo de Indias para visitar la Casa fue el 
licenciado Gregorio López, que recibió la comisión en 28 de febrero de dicho año, unos 
meses antes de la fundación del Consulado de Sevilla. La Cédula Real que recibió le 
ordenaba que averiguase cómo habían administrado justicia y usado de sus cargos los 
oficiales de la Casa, incluyendo entre sus pesquisas tanto a los oficiales principales, 
factor, tesorero y contador, como a los empleados subalternos que habían ejercido sus 
cargos desde la última visita realizada por Suárez de Carvajal. Además, debía averiguar 
si las disposiciones emitidas por el anterior visitador se habían cumplido. Tanto el 
carácter retroactivo de las pesquisas del visitador, c mo la comprobación de que lo 
dictado en la visita anterior se estaba cumpliendo, fueron cuestiones que estuvieron 
presentes en las siguientes visitas a la Casa de la Contratación.  
Asimismo se le encomendó que investigara con cuidado l  gestión de los bienes 
de difuntos, cuestión que volvió a estar entre las miras de un visitador de la Casa. Más 
allá de la suspensión por un año y una multa de 20 ducados que recibió el escribano de 
la Casa Juan Gutiérrez Calderón, principalmente por la tardanza en la resolución de 
asuntos de su cargo y por el cobro excesivo de derechos344, y un episodio relacionado 
con la llegada de indios a Sevilla, cuestión que fue investigada por el visitador y que 
acabó con culpas a los jueces oficiales por omisión de las leyes que prohibían traer 
indios a Castilla345, no conocemos más resultados de esta visita. No obstante, la fecha en 
                                                
341 Leopoldo Zumalacarregui, «Las ordenanzas de 1531 para la Casa de la Contratación de las Indias», 
Revista de Indias, 8, (1947), pp. 749-782. 
342 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 96. 
343 Eduardo Trueba Gómez, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI (Sevilla, 1988), p. 76. 
344 Leopoldo Zumalacarregui, «Visitas y residencias en el siglo XVI. Unos textos para su distinción»   
345 Trueba Gómez, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI, pp. 102-103.  
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la que se realizó esta visita, 1543, es clave en las instituciones sevillanas del comercio 
por la fundación del Consulado de Sevilla, que vino a restar funciones judiciales a la 
Casa de la Contratación y que provocaría conflictos de jurisdicción entre ambos 
organismos en los años venideros que se vieron reflejados en las siguientes visitas a la 
Casa.  
En efecto, esta última cuestión fue perceptible en la siguiente visita realizada a la 
Casa entre 1549 y 1551 por el consejero de Indias, el doctor Hernán Pérez de la 
Fuente346. Se inspeccionó la labor de los jueces oficiales y los oficiales subalternos de la 
Casa e igualmente al prior y cónsules del Consulado347, quedando reflejo en las 
sentencias pronunciadas por el Consejo de Indias las cuestiones relativas a los conflictos 
de competencias en materia judicial entre ambos organismos, que serían abordadas de 
modo más extenso en las nuevas ordenanzas de la Casa promulgadas en 1552348. Pero 
en esta visita también se pusieron sobre la mesa asuntos relativos al aumento del trabajo 
en la Casa de la Contratación que conllevaron un aumento del personal de la institución. 
De este modo, a instancias de lo dispuesto por el visitador, en 1553 fue nombrado el 
licenciado Salgado Correa como asesor letrado para ayuda de los jueces oficiales en 
materias de justicia, oficio que unos años más tarde se transformó en el de juez 
letrado349.  
Como podemos observar, las frecuentes visitas detectaron deficiencias en el 
funcionamiento interno de la Casa, y las resoluciones de los visitadores fueron clave 
para que el Consejo de Indias dictaminara nuevas ordenanzas a la institución para 
subsanar aquellos aspectos dudosos o conflictivos. Pero, aunque la Casa estuvo 
funcionando a partir de 1552 con unas ordenanzas más extensas que marcaron su 
desarrollo posterior, las visitas continuaron en la segunda mitad del siglo XVI y de sus 
resoluciones salieron importantes cambios en la institución.  
                                                
346 Teresa Canet hace referencia a esta visita y son destacables las notas que aporta sobre la bibliografía 
de este visitador, véase: Teresa Canet Aparisi, "Entre la visita y la sucesión. La resistencia a la 
virreinalización administrativa en Valencia entre Carlos V y Felipe II",  p.224. Schäfer, El Consejo Real y 
Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, 
p. 96.  
347 Al parecer, el recién fundado órgano de gobierno de los comerciantes desde fechas muy tempranas fue 
incluido en las comisiones para visitar la Casa de la Contratación. La Recopilación de Leyes de Indias en 
su libro XI. Título VI. Que trata del Prior y Cónsules del Consulado de Sevilla, en su Ley LVIII dice 
“Que en la comisión para visitar la Casa de Sevilla se comprenda también el Consulado”, regulación 
hecha por Felipe II en Valladolid a 28 de diciembre de 1556. Es pertinente recordar que las ordenanzas 
del Consulado fueron elaboradas también en 1556.  
348 Trueba Gómez, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI, pp. 43-45.  
349 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 96. 
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Tras la promulgación de las ordenanzas de 1552, la siguiente visita tuvo lugar en 
1556, y el encargado de fiscalizar el funcionamiento de la Casa fue el doctor Juan 
Vázquez de Arce. A este visitador se debió el informe dirigido al Consejo de Indias en 
el que recomendó que el oficial que desempeñaba el puesto de asesor letrado viera 
acrecentadas sus competencias, siendo también juez de la Casa en calidad de letrado, 
pudiendo sentenciar y determinar los pleitos en los que entendiera. Esta recomendación, 
que perseguía agilizar la determinación de los negocios de justicia, se vio materializada 
en el reconocimiento de Salgado Correa, hasta entonces asesor letrado, como juez 
asesor letrado de la Casa en 1558350. Con esta resolución se pusieron las bases para que, 
unos años después, la Casa contara con una Sala de Justicia formada por los llamados 
oidores o jueces letrados de la Contratación. Durante esta visita también se pusieron de 
manifiesto algunas deficiencias en el funcionamiento de la Casa, en concreto, el estado 
deficiente de la cárcel de la Casa que, además de pequeña, era insalubre. De alguna 
manera, se estaban denunciando las condiciones que llevaron a la corona a determinar la 
construcción de la cárcel nueva de la Casa de la Contratación351.  
Las visitas a la Casa continuaron en las décadas siguientes. En 1566 el licenciado 
Gómez Zapata y en 1573 el doctor Gómez de Santillán fueron los visitadores 
designados por el Consejo de Indias para tal cometido. Apenas contamos con algunos 
datos sueltos sobre estas visitas, si bien, conocemos que el licenciado Gómez Zapata 
clarificó conflictos entre el personal de la Casa por el uso de las dependencias de la 
institución352, y también que encontró deficiencias de mayor enjundia, como las 
localizadas en los libros que debían registrar la entrada y salida de caudales del arca del 
tesoro de la Casa. La tenencia de un libro de regist o en el que se anotara el movimiento 
de caudales del arca del tesoro de la Casa quedó establecida en las ordenanzas de 1531 y 
posteriormente en las definitivas de 1552, pero el cumplimiento de lo dictado en las 
ordenanzas distaba mucho de la realidad. Lo cierto es que en la visita de Gómez Zapata, 
el visitador comprobó que no se estaba llevando un registro certero de estos 
movimientos y dictó un auto para que, en adelante, se cumpliera con lo establecido en 
las ordenanzas y se asentaran en el libro de registro todos los movimientos del arca del 
tesoro. A pesar de los esfuerzos del visitador, en la siguiente visita despachada a la Casa 
                                                
350 Trueba Gómez, Sevilla. Tribunal de océanos. Siglo XVI, p. 50.  
351 Ibidem. p. 65. Sobre la cárcel nueva de la Casa, véase: Cristóbal Bermúdez Plata, «La cárcel nueva de 
la Casa de la Contratación», Revista de Indias, 37-38, (1949). 
352 Juana Gil-Bermejo Garcia, «La Casa de Contratacion de Sevilla (Algunos Aspectos de su Historia)», 
Anuario de Estudios Americanos, 30.30 (1973), p. 749. 
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y ejecutada por el doctor Gómez Santillán, las deficiencias en el asiento contable del 
libro de registro del arca del tesoro siguieron presentes353.  
La siguiente visita a la Casa, efectuada en 1577 por el licenciado Benito López de 
Gamboa, está mejor documentada y, al parecer, las con e uencias que tuvo para los 
oficiales de la Casa fueron mucho más lesivas que las anteriores inspecciones. Según 
Schäfer, que documentó parte de esta inspección, el visitador encontró tanto desorden y 
abuso que suspendió a la mayoría de los oficiales de la institución. No conocemos las 
sentencias pronunciadas por el Consejo de Indias, pero lo cierto es que la suspensión de 
oficiales alcanzó a casi todos los estamentos de la institución. Así, el factor Francisco 
Duarte fue suspendido por cinco años, el tesorero Francisco Tello por dos años, el juez 
asesor letrado, el licenciado Salgado, por seis meses, l receptor de avería Hernando de 
Porras por tres años, el contador de avería Francisco de Torres por cuatro años, el 
escribano Luis García por tres años y medio y el alguacil Francisco de Carrión 
Santaolalla por dos años354. Los delitos en los que estaban fundamentadas estas 
suspensiones de oficios no fueron analizados por Schäfer, quien los sintetizó en 
negligencias en el servicio de sus oficios, descuidos en la recepción del dinero de las 
Indias y en la administración de los bienes de difuntos355. Pero lo cierto es que tras la 
visita el Consejo de Indias redactó una serie de capítulos dirigidos a los jueces oficiales 
y otros ministros de la Casa en los que recogió las deficiencias en el funcionamiento de 
la Casa y en el uso de los cargos por parte de los oficiales al tiempo que recomendó los 
medios para ponerles remedio. A través de estos capítulos es posible determinar algunos 
de los delitos cometidos por los oficiales de la Casa sacados a la luz por el licenciado 
Gamboa356. Se trata de varias Cédulas que ponen de manifiesto la inobservancia de las 
ordenanzas de la Casa según los resultados de la visita. Una primera Cédula, constituida 
por 12 capítulos, estuvo motivada en que “algunas cosas del gobierno y administración 
de nuestra Hacienda y de la que toca a bienes de difuntos y averías y de particulares y 
                                                
353 Francisco Fernández López, «La memoria y el registro de la Real Hacienda de Indias en la Casa de la 
Contratación», Revista de Humanidades, 22, (2014), p. 117. 
354 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 153. Hemos comprobado en AGI, Indiferente, 739, Nº 255, las 
suspensiones de oficios que en su día localizó Schäfer y estas provienen de una consulta del Consejo de 
Indias en la que se proponen personas para sustituir a los oficiales suspendidos. 
355 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 154. 
356 Estas Cédulas se encuentran en AGI, Indiferente, 1956, L. 3, F. 80 y ss. Schäfer solamente la cita sin 
entrar en su análisis en: Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del 
Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, p. 154. 
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en el expediente de los negocios de justicia y otros que se tratan en la dicha Casa no ha 
habido la orden que conviene”.  
Según estos capítulos, parecía claro que no se había guardado el orden que 
convenía, pues lo expresado en ellos refleja un auténtico desorden. Así, los capítulos 
mandaban que se cumplieran las ordenanzas en variascuestiones que la visita detectó su 
incumplimiento: disponía que en el arca de tres llaves se debían guardar los despachos 
que se recibían del Consejo y de las Indias y que la correspondencia debía abrirse de 
forma colegiada por los tres jueces oficiales, tareas que no se cumplían; a su vez, que a 
la entrega del dinero y barras de oro y plata no se hallasen presentes otras personas más 
que uno de los jueces oficiales y el maestre que daba l s partidas, pues se había 
demostrado que a la entrega del dinero se hallaban muchas personas y esto dificultaba 
las labores del cobro de la avería; el absentismo de l s oficiales también quedó retratado 
en estos capítulos, pues uno de ellos recordaba a los jueces oficiales que no acudían de 
ordinario a la sala del tesoro, lo que suponía un retraso en la recepción del dinero, en la 
paga de libranzas y en la entrega a particulares; de nuevo, la gestión de los bienes de 
difuntos se puso en tela de juicio, y se recordaba a los jueces oficiales que no se habían 
guardado las diligencias del procedimiento de entrega de dichos bienes; la negligencia 
de los jueces oficiales en las cuentas quedó plasmada en los capítulos que recordaban 
que no se habían enviado las cuentas al Consejo de Indias o que en la visita no se había 
hallado el libro de registro en el que se asentaba lo que entraba y salía del arca de 
averías, y que debía estar en el interior de dicha arc . Asimismo, se encarecía al relator 
y a los escribanos de la Casa a que no hicieran cobros excesivos de derechos y a los 
maestres de la Carrera de Indias que no entregaran a los particulares sus partidas sin 
tener orden de los jueces oficiales de la Casa. 
Una segunda Cédula, que pasó inadvertida para Schäfer, se ocupó del uso y 
ejercicio del oficio de correo mayor de la Casa, que tampoco se ajustaba a lo que 
dictaban las ordenanzas. Este oficial debía residir en Sevilla y recibir todos los correos 
de la Casa o del Consulado destinados a la Corte y darle despacho y, asimismo, debía 
recibir los correos de la Corte y llevarlos a la Casa o al Consulado. Se le apremiaba en 
estos capítulos a que tuviese en buen estado las postas de caballos de Sevilla y las que 
estaban en Castilla y en el camino de Sanlúcar; que no arrendase el maestrazgo de las 
postas sino que las tuviese a su cuenta y cargo; que no retuviera los correos y les diera 
viaje sin dilaciones informando a los jueces oficiales o al prior y cónsules del 
Consulado el día, la hora y la diligencia en que iba el correo; que no cobrara dádivas en 
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mucha ni en poca cantidad; que tuviera libro encuadernado y con las hojas numeradas 
en que diese cuenta y razón de los correos que se dspacharan en Sevilla para la Corte, 
poniendo el día, el mes, el año y la hora en que salían despachados y el nombre del 
correo de a pie o de a caballo, en qué diligencia iban y la cantidad de dinero que había 
cobrado por el despacho, todo ello firmado357. 
Pero además, la resolución de la visita del licenciado Gamboa tuvo una 
importante novedad para la Casa de la Contratación. De su dictamen final sobre los 
cambios que había que acometer en la Casa para un mejor funcionamiento de la 
institución salió la recomendación de que un consejero de Indias, en turnos por cada 
anualidad, presidiera la institución. En 1579, trasconocer los resultados de la visita, el 
Consejo de Indias propuso al rey la instauración de la presidencia de la Casa y enumeró 
las que serían sus tareas. Según Schäfer, “el presidente tendría que cuidar del despacho 
puntual de las flotas, impedir los fraudes en pasajeros y carga prohibida, atender en la 
vuelta de las flotas a la entrega exacta y completa d l dinero y mercancías a los 
propietarios y procurará que estos no fueran estafados” y, además, “tendría el derecho 
de visitar con regularidad la Casa de la Contratación, con lo cual sobrarían las visitas 
extraordinarias y estarían permanentemente inspeccionados los funcionarios”358. 
Efectivamente, el 25 de septiembre de 1579 fue nombrado el primer presidente de la 
Casa en la persona del consejero de Indias, licenciado Diego Gasca de Salazar. No 
obstante, discrepamos con Schäfer en que una de las funciones del recién nombrado 
presidente fuera la de visitar con regularidad la Casa, pues las visitas continuaron en las 
décadas siguientes y, además, los presidentes también fueron objeto de las pesquisas de 
los visitadores. Cuestión bien distinta era que, con el cambio de presidente, éste llevara 
consigo una comisión para visitar la Casa como ocurrió en 1615 con el nombramiento 
del presidente Francisco de Tejada y Mendoza.  
No terminaría el reinado de Felipe II sin una visita más a la Casa. En 1595 el 
comisionado fue el consejero de Indias, licenciado Diego de Armenteros359. Según 
Schäfer, debido a la rigurosidad del juez visitador, los visitados protestaron al Consejo 
de Indias utilizando un argumento omnipresente en otras visitas, que no era otro que el 
                                                
357 AGI, Indiferente, 1956, L. 3. Fol. 84V-88V. Real Cédula dada en Aranjuez a 9 de marzo de 1580. 
358 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 156.  
359 La visita se encuentra en: AGI, Escribanía, 1135C. 
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gasto excesivo que hacían los visitadores en sus comisiones360. Ante esta muestra de 
oposición de los visitados, Armenteros argumentó que lo recuperado para la Real 
Hacienda era muy superior a lo gastado, pues solo en las cuentas de los bienes de 
difuntos faltaban ocho millones de maravedíes que los oficiales habían repartido entre 
sí. De nuevo la administración de los bienes de difuntos era puesta en entredicho por un 
visitador de la Contratación361.  
Como hemos visto, las primeras visitas que se tomarn  la Casa en el siglo XVI 
tuvieron que ver con los intentos de detectar deficiencias en el funcionamiento de la 
institución, que se irían subsanando a lo largo de los años en sucesivas reformas a las 
que hemos ido haciendo referencia. No obstante, según fue avanzando la centuria, las 
visitas tomaron un carácter más directamente relacion do con el control y la 
fiscalización de los oficiales reales de la Casa. 
Hasta ahora, las visitas que hemos tratado fueron de carácter general, que 
buscaban inspeccionar el funcionamiento de la institución y la labor de sus oficiales, 
pero paralelamente, existieron también durante el siglo XVI visitas particulares 
destinadas a inspeccionar alguna parcela concreta de l  administración de la Casa o el 
desempeño del cargo de algún oficial en particular. Así, Enriqueta Vila Vilar recogió en 
su obra Los Corzo y los Mañara una visita a la Casa en 1580, ejecutada por el 
licenciado Espinosa, juez de la Audiencia de Grados de Sevilla, que tenía como objetivo 
averiguar el contrabando de las flotas362. En aquellos años ya acuciaba con fuerza el mal 
endémico y generalizado de la Carrera de Indias, el fraude, del que dependían las 
mayores y más rápidas ganancias de los comerciantes, y del que, por otro lado, si se 
aplicaban eficaces métodos de control en las instituciones oficiales, dependían las 
ganancias del rey363.  
 
3.8. Las visitas a la Casa de la Contratación en el siglo XVII 
 
Durante todo el siglo XVI hemos contabilizado nueve visitas generales a la Casa 
de la Contratación, lo que contrasta sobremanera con las dos visitas que recibió la 
                                                
360 El costo de la visita fue una cuestión que los visitados sacaban a relucir con objeto de librarse de una 
inspección o para que acabara cuanto antes, al respecto véase: Ismael Sánchez Bella, «Eficacia de la visit  
en Indias»  
361 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 162. 
362 Vila Vilar, Los Corzo y los Mañara: tipos y arquetipos del mercader con América, p. 102. 
363 Ibidem. p.103. 
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institución en el siglo XVII, ambas en la primera mitad de la centuria. Las dos visitas 
que se tomaron en la centuria barroca incluyeron entre sus pesquisas, además de los 
oficiales de la Casa de la Contratación, al prior y cónsules y demás oficiales del 
Consulado así como a los administradores de la avería.  
Ya en los primeros años del siglo XVII la institución experimentó cambios 
tendentes al aumento del personal, crecimiento de ls salarios y de las deudas, al tiempo 
que experimentó cierta pérdida de poder. Se trataba y  de una institución de mayor 
calado a la que se visitara en el siglo XVI, con un número mayor de oficiales, y con el 
Consulado de Sevilla acechando sobre sus labores. Schäfer documentó para el siglo 
XVII solamente dos visitas364. La primera coincidió con el nombramiento de presid nte 
de la Casa del consejero de Indias, el licenciado Francisco de Tejada y Mendoza (1615-
1618)365, quien llegó a Sevilla con una Cédula de visita que le encomendaba 
inspeccionar la institución que iba a presidir, al prior y cónsules del Consulado y a los 
oficiales de la avería que al presente estaban ejerciendo sus oficios y a los que los 
habían ejercido desde la última visita. Es decir, la visita incorporaba un carácter 
retroactivo en sus pesquisas, pero además, la Cédula demandaba al visitador a que 
averiguara si las disposiciones emitidas por los anteriores visitadores de la Casa se 
habían cumplido. Además de lo dicho, la tarea que tenía por delante el presidente-
visitador de la Casa eran la comprobación de que se cumplían las ordenanzas de la 
institución, averiguar si había habido algunos fraudes en la Hacienda y patrimonio real y 
en la que se cobraba por avería de armadas, y quiéneran los culpables de aquellos 
fraudes y, una vez más, como en las anteriores visitas del siglo XVI, comprobar si se 
había cumplido el buen gobierno en la paga y distribución de los bienes de difuntos. Del 
mismo modo, la Cédula mandaba al visitador que la visita fuera pregonada y se pusieran 
edictos para que los afectados por los posibles malos procedimientos de los jueces 
oficiales u otros ministros de la Casa o del prior y cónsules del Consulado, pudieran 
presentar sus demandas ante el visitador366. 
La visita de Francisco de Tejada y Mendoza a la Casa tuvo unas consecuencias 
desastrosas, pues solo los jueces letrados y el fisca se salvaron satisfactoriamente con 
una reprehensión leve, siendo el caso más grave el del contador de la avería, Juan López 
                                                
364 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 326. 
365 El nombramiento de Francisco de Tejada y Mendoza cmo presidente de la Casa se puede consultar en 
AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 5V-6V.  
366 AGI, Escribanía, 1147A. La Real Cédula consultada se encuentra entre los expedientes de la visita de 
Juan de Góngora.  
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de Ibarrola, que fue privado perpetuamente de su oficio y obligado a pagar 7.000 
ducados de multa por haber cometido cohechos muy graves367.  
La segunda visita, y última del siglo XVII, según Schäfer, comenzó en 1643, y fue 
realizada por el presidente interino, el licenciado Juan de Góngora, hasta entonces juez 
en la Audiencia de Grados de Sevilla368. Como veremos, el comienzo de la visita no fue 
en 1643, sino que fue iniciada en 1642, y el visitador, Juan de Góngora, no era 
presidente interino, sino que el cargo que ostentaba era el de juez de la Audiencia de 




























                                                
367 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 326. 
368 Ibidem. p. 327.  
369 Fue nombrado presidente interino en febrero de 1646. Al respecto véase: AGI, Contratación, 5785, L. 




















CAPÍTULO 4. EL “ASALTO” DE LOS COMERCIANTES A 
INDIAS A LA CASA DE LA CONTRATACIÓN: 
VENALIDAD DE CARGOS Y SISTEMA DE FIANZAS DE 




Con anterioridad a la visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación, la 
relación entre los miembros del Consulado sevillano y los oficiales de la Casa se 
intensificó, entre otras cuestiones, debido a procedimi ntos venales que favorecieron la 
unión de intereses entre ambas instituciones. La connivencia entre los hombres del 
comercio y los oficiales de la Casa, sin duda, se vio facilitada por la venalidad de los 
oficios de la institución sevillana que se habían puesto en almoneda en las décadas 
anteriores a la visita de Góngora. Ante la venta de cargos de la Casa, como ocurrió en 
otras instituciones de la monarquía, los personajes que partían en mejor situación 
económica, los más acaudalados, fueron los más beneficiados de aquellas operaciones 
venales, pues permitió el acceso de los comerciantes a los puestos de poder de la Casa, 
con la consiguiente pérdida de la facultad de nombra iento de la monarquía sobre los 
cargos públicos, y por ende, de control de los mismos. Además, la venta de empleos que 
llevaban aparejado el nombramiento por parte del titular de los oficios subalternos 
propició que la Casa, y por consiguiente, la corona, perdiera el control sobre gran parte 
de sus empleados. Por lo tanto, la venalidad de los oficios que permitió la entrada de los 
comerciantes en la Casa de la Contratación nos parece un aspecto determinante en el 
incremento del fraude y la corrupción en una institución que debía velar por los 
intereses de la monarquía en el comercio con las Indias. 
Conjuntamente a la venalidad de cargos de la Casa, otr  cuestión no menos 
relevante que muestra las relaciones existentes entre los oficiales de la Casa y los 
comerciantes a Indias fue el procedimiento de fianzas a los que muchos de los 
empleados de la institución sevillana debían obligarse ntes de comenzar a desempeñar 
sus empleos. Como muestran las escrituras de fianzas de los oficiales de la Casa, estas 
obligaciones fueron facilitadas por los comerciantes que más tarde iban a estar 
supervisados en sus tratos y negocios por los individuos a los que habían avalado.  
Por tanto, los comerciantes, al tener acceso a los cargos públicos, bien mediante 
compra directa, bien actuando como avalistas de quines ejercían los cargos, podían 
salvaguardar sus intereses en claro detrimento del funcionamiento de la Casa de la 
Contratación. 
 
4.1. La venta de cargos de la Casa de la Contratación en tiempos de Olivares 
 
Durante el valimiento de Olivares, y con mayor profusión, desde la entrada de la 
monarquía hispánica en la Guerra de los Treinta Años, la venalidad de cargos alcanzó 
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cotas inusitadas. Amén del meritorio libro de Schäfer370 que sacó a la luz distintas 
enajenaciones de cargos de la institución sevillana, el estudio de Francisco Andújar 
Castillo371 sobre la venalidad de los cargos de la Casa de la Contratación destacó que la 
Casa fue la institución de la monarquía que con mayor virulencia experimentó la venta 
de sus principales oficios durante el siglo XVII, bien en forma de beneficio, bien a 
perpetuidad372. Pero fueron precisamente las perpetuaciones de oficios, las que vinieron 
a privatizar buena parte de los empleos de la institución sevillana durante el valimiento 
de Olivares.  
La Casa de la Contratación, dependiente del Consejo de Indias, se vio envuelta en 
la almoneda de cargos que protagonizó tanto el sínodo indiano como determinados 
comisionados y Juntas ocupadas en tal efecto373. El propio presidente de la Casa entre 
1635 y 1637, Pedro de Vivanco, se ocupó de vender to a clase de efectos, actuando en 
paralelo a los demás comisionados que enajenaban “productos” similares. El consejero 
de Indias, Juan Pardo Arenillas estuvo comisionado entre 1638 y 1640 para este mismo 
cometido. Por otro lado, la Junta de Vestir la Casa, en cuyas plazas se sentó el consejero 
de Indias Lorenzo Ramírez de Prado tuvo, aunque en menor grado, cierta influencia en 
la venta de cargos de la Casa de la Contratación374.  
Pero la gran empresa enajenadora fue comandada por el residente del Consejo de 
Indias entre noviembre de 1632 y 1653, el conde de Castrillo375. Las operaciones de 
venta de cargos que llevó a cabo incluyeron puestos de la sala de gobierno de la 
institución, como el de contador, oficios de la Armada, de la administración de avería, 
así como otros puestos relacionados con la Carrera de Indias como los maestrajes de 
plata376 o las naturalezas de Indias377.  
                                                
370 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias. 
371 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
372 Sobre esta diferenciación véase: Francisco Andújar Castillo, «Los contratos de venta de empleos en la 
España del Antiguo Régimen», en El poder del dinero: Ventas de cargos y honores en el Antiguo 
Régimen, ed. Francisco Andújar Castillo y María del Mar Felices de la Fuente (Madrid: Biblioteca Nueva, 
2011), pp. 63-82. 
373 Gil Martínez, «La venta de cargos de Indias en tiempos de Olivares: el conde de Castrillo». 
374 Esta institución ha sido recientemente estudiada por Francisco Gil Martínez en: Francisco Gil 
Martínez, La Junta de Vestir la Casa (1636-1643). Juntas, financiación de la Corte y venalidad (Madrid: 
Polifemo, 2017). 
375 Gil Martínez, «La venta de cargos de Indias en tiempos de Olivares: el conde de Castrillo», p. 99. 
376 Carlos Álvarez Nogal, «Los maestres de plata durante el reinado de Felipe IV. Nombramientos y 
beneficios», en Ciencia, economía y política en Hispanoamérica colonial, ed. Antonio Gutiérrez 
Escudero (Sevilla: Consejo Superior de Investigaciones Cientificas, 2000), pp. 139-159. Enriqueta Vila 
Vilar, «Los maestres de plata: un resorte de poder en el comercio con Indias», en De Puebla de los 
Ángeles a Sevilla. Homenaje al Dr. José Antonio Calderón Quijano, ed. Maria Justina Sarabia Viejo 
(Sevilla: Universidad de Sevilla, 1997), pp. 119-31. Francisco Gil Martínez, «Los maestres de plata de la 
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En las siguientes páginas analizaremos mediante distintos estudios de caso cómo 
merced a la venalidad de cargos de la Casa y la privatización de los mismos, 
acaudalados personajes con intereses en el comercio con Indias se hicieron con empleos 
de la institución que debía supervisar y controlar dicho tráfico mercantil.  
 
4.2. La venta de plazas de juez oficial de la Casa en la década de 1630378 
 
Diego de Villegas: contador juez oficial de la Casa por el mérito del dinero 
 
Sin duda, el cargo más importante de los enajenados en la década de 1630, por su 
pertenencia a la sala de gobierno de la Casa, y porla asombrosa suma depositada por su 
comprador, fue el puesto de contador juez oficial en jenado a perpetuidad a Diego de 
Villegas. Por vez primera desde la creación de la Casa de la Contratación en 1503 se 
privatizó uno de los tres principales puestos de la institución sevillana379.  
Tras la muerte del contador Antonio de Calatayud, el 1 de febrero de 1633, el 
oficio pasó a servirlo interinamente Andrés de Munibe, en esos momentos oficial mayor 
de la Contaduría de la Casa380. El que luego iba a ser tesorero de la Casa a partir de 
1640 intentó, aprovechando su ejercicio en interinidad del cargo de contador, hacerse 
con el puesto. Así se lo manifestó en una misiva dirigi a al consejero de Indias 
Cristóbal de Moscoso, en la que, aludiendo a sus año de servicio a la monarquía en la 
Casa de la Contratación, pedía que mediara ante el r y en su pretensión para que le 
hiciera merced en propiedad del cargo de contador381. Además, Munibe ejercía el puesto 
de tenedor del libro de caja de la real hacienda de la Casa y, en agosto de 1634, 
Francisco de la Parra estuvo ocupando ese puesto en interi idad. Según afirmó en su 
nombramiento el presidente de la Casa, el conde de Peñaflor, la designación de 
                                                                                                                                    
Carrera de Indias durante el periodo de Olivares», n Andalucía en el mundo atlántico moderno. Agentes 
y escenarios, ed. Juan José Iglesias Rodríguez y José Jaime García Bernal (Madrid: Sílex, 2016), pp. 243-
264.  
377 José Manuel Díaz Blanco, «En torno a la ocultación de la venalidad: Las naturalezas en la Carrera de 
Indias (1621-1643)», en El poder del dinero: Ventas de cargos y honores en el Antiguo Régimen, ed. 
Francisco Andújar Castillo y María del Mar Felices de la Fuente (Madrid: Biblioteca Nueva, 2011), pp. 
314-328. 
378 Acerca de la venta de los puestos de juez oficial de a Casa en la década de 1630 y del posterior 
desempeño del oficio por parte de sus compradores, ya adelantamos algunas reflexiones en Alfonso Jesús 
Heredia López, «Entre venalidad y corrupción: la venta de dos puestos de juez oficial de la Casa de la 
Contratación en la década de 1630», Anuario de Estudios Américanos, 76.2, (2019), pp. 415-442.  
379 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
380 Vila Vilar, «El tesorero Andrés Munibe: entre la Csa y el Consulado», p. 440. 
381 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Andrés de Munibe al consejero de Indias Cristóbal de Moscoso. 
Sevilla, 21 de marzo de 1634.  
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Francisco de la Parra fue por la dejación de Munibe al haber salido hacia Madrid a 
suplicar al rey que le hiciera merced equivalente al cargo de contador que había sido 
enajenado a Diego de Villegas382. Es más que probable que, en la negociación 
establecida en ese viaje a la Corte para pedir una merced de similares características a la 
obtenida por Diego de Villegas, se sitúe el origen de la plaza de juez oficial 
supernumerario que Munibe obtuvo en 1636383.  
De lo que no hay duda es de que el cargo de juez oficial de la Casa era cotizado 
entre las familias sevillanas que en la década de 1630 estaban intentando medrar en 
puestos de importancia en la Casa de la Contratación, omo era el caso de Andrés de 
Munibe que, de hecho, como veremos más adelante, volvería después a intentar hacerse 
con la plaza de juez de Cádiz cuando ésta fue puesta en almoneda. Sin embargo, para la 
Corona, la oportunidad de obtener una suma considerable por el puesto de contador de 
la Casa pesó más que los 36 años de servicio continuados a los que hacía alusión 
Munibe en su epístola a Moscoso.  
Diego de Villegas, natural de Entrambasmestas, en el burgalés valle del 
Toranzo384, ya había desempeñado con anterioridad cargos para la monarquía en Lima y 
Nueva España. Primeramente sirvió como capitán de infantería en Lima385, donde su 
hermano, Bernardo de Villegas, era un importante financiero386 y, posteriormente, fue 
alcalde mayor de la frontera de indios libres cerca de Nombre de Dios, en Nueva 
España387. A su vuelta a Sevilla, se hizo en 1634 con el puesto de contador juez oficial, 
uno de los principales cargos de la sala de gobierno de la Casa de la Contratación, por la 
muy considerable suma de 50.000 ducados de plata más 5.000 ducados por la facultad 
de nombrar teniente388. Además, en 1638 tituló como caballero de Alcántara, 
                                                
382 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 97R-97V. Nombramiento de Francisco de la Parra como tenedor 
del libro de caja de la Real Hacienda. Sevilla, 6 de agosto de 1634. 
383 Sobre la plaza de juez supernumerario de Munibe, véase: Vila Vilar, «El tesorero Andrés Munibe: 
entre la Casa y el Consulado». 
384 Archivo Histórico Nacional [en adelante AHN], Órdenes Militares [en adelante OM], Caballeros 
Alcántara [en adelante CA], Exp. 1638. 
385 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 312. 
386 Véase, Margarita Suárez Espinosa, Desafíos transatlánticos: mercaderes, banqueros y el estado en el 
Perú virreinal, 1600-1700, (Lima: Fondo de Cultura Económica, 2001). 
387 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 312. 
388 La venta de este cargo ha sido apuntada en sus inve tigaciones por varios autores, véanse entre otros: 
Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de 
Contratación de las Indias, p. 312. Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad 




completando así en pocos años un vertiginoso ascenso  su cursus honorum 
profesional y social389.  
La novedad en la provisión venal de uno de los puestos de mayor importancia de 
la Casa, introdujo otras novedades en los procedimintos de la institución sevillana para 
entrar a desempeñar el oficio de contador. Así, aunque el mérito del dinero no le evitó a 
Villegas los trámites del sistema de fianzas, hubo na diferencia en su forma de 
obligarse en la cantidad de 30.000 ducados, suma que debían afrontar los jueces 
oficiales en concepto de fianzas. En una cédula con fecha 12 de agosto de 1634 dirigida 
a Juan de Santelices Guevara, regente de la Audiencia de Grados de Sevilla y 
comisionado por el Consejo de Indias para hacer reconocer las fianzas de los oficiales 
de la Casa, Villegas fue apremiado a obligarse en 30.000 ducados de fianza, al igual que 
los contadores antecedentes en el puesto. Como era de esperar, Diego de Villegas 
protestó alegando que ya había demostrado ser “ricoy abonado” con los 50.000 
ducados de plata que pagó por el oficio, por lo que se ofreció como principal pagador, 
junto a su mujer, María de Villegas, e hipotecó el oficio por 30.000 ducados390. La 
novedad se fundamentaba en el hecho de que al tener el oficio en propiedad, se le 
permitía hacer una hipoteca sobre el mismo y entrar así a servir uno de los principales 
puestos de la Casa en la sala de gobierno.  
Pero la venalidad no afectó solamente al cargo recién enajenado pues, una vez que 
había pasado a manos privadas el oficio de contador juez oficial de la Casa, las 
facultades adquiridas por Villegas llegaron hasta los nombramientos de los oficios 
subordinados de la Contaduría que recaían bajo su potestad. Por lo tanto, como afirmó 
Andújar Castillo, no solo se estaba privatizando el empleo enajenado, sino también 
aquellos que dependían de la designación del titular391. Usando esta facultad, Diego de 
Villegas hizo varios nombramientos que dependían directamente de su puesto de 
contador. Así, en 1637 nombró a Francisco del Valle en la plaza de oficial de la cuenta 
y razón de la labor del oro y la plata en pasta que se trae de las Indias392, y unos años 
después, en 1640, designó como oficial mayor de la Contaduría de la Casa a Diego Ruiz 
de Villegas393. Este último comenzaría así una carrera dedicada a los oficios de la Casa 
de la Contratación, en principio de la mano de los c ntadores, pues en 1644 fue 
                                                
389 AHN, OM, CA, Exp. 1638.  
390 AGI, Escribanía, 1136C, Fol. 279R-184R 
391 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
392 El nombramiento por parte de Diego de Villegas en: AGI, Indiferente, 2010. La aprobación real en: 
AGI, Indiferente, 434, L. 8. Fol. 247V-248R.  
393 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 165R-166V. 
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nombrado tenedor de los libros de la real hacienda de la Casa por Fernando de 
Villegas394, hijo del anterior contador, y en 1647 sería provist  como contador diputado 
de la avería395.  
La facultad adquirida por Diego de Villegas mediante el abono de 5.000 ducados 
adicionales para poder nombrar un teniente en su oficio no fue utilizada hasta que en 
1643 nombró a su hijo, Fernando de Villegas, quien n año después, en 1644, entraría a 
servir la plaza en propiedad por la muerte de su padre396. Sin embargo, su hijo Fernando 
inmediatamente designó como su teniente a Simón de Gaviola, que fue quien lo ejerció 
hasta 1646 cuando falleció. Fernando de Villegas lo ejercería desde entonces hasta que 
en 1668 fue provisto para Gobernador y Capitán General d  la provincia de Venezuela, 
nombrando entonces como teniente a su yerno, Juan Tello Guzmán y Medina y, en 
1675, renunció a los derechos de la plaza en su favor397. Si Diego de Villegas tenía 
intereses en el comercio indiano, el propio Fernando de Villegas estuvo acudiendo a las 
juntas del Consulado, en calidad de contador en 1646398, pero quien fuera su teniente 
hasta esa fecha, Simón de Gaviola, merece unas líneas que sirven de ejemplo de las 
relaciones entre los oficiales de la Casa y los miembros del Consulado sevillano 
favorecidas por la venalidad de los cargos de la Casa. 
Simón de Gaviola, caballero de Santiago, miembro del Consulado en la década de 
1630 -de hecho, estuvo asistiendo a dichas juntas hasta 1643- fue un personaje que 
trabajó para ambas instituciones. Pagador de varias rentas del Consulado399, Gaviola 
ejerció el puesto de pagador de las Armadas de la Carrera de Indias desde 1615 hasta 
1637, pues en ese año obtuvo merced del rey –seguramente por compra- para pasar el 
oficio a quien casara con su hija menor, Francisca, y mientras que esto tenía efecto, 
pudo nombrar a alguien que lo sirviera400. Esa facultad de nombrar teniente incluida en 
                                                
394 Ibidem. Fol. 209R-209V. 
395 Ibidem. Fol. 278R-280V. 
396 Ibidem. Fol. 424.  
397 Rafael Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas 
contables desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-
1717) (Universidad de Sevilla, 1996). 
398 Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder, p. 230. Vila Vilar, 
«El poder del dinero: la Casa y los consulados de Sevilla y Cádiz.»  
399 Concretamente fue administrador del impuesto de Balbas, véase: Vila Vilar, El Consulado de Sevilla 
de mercaderes a Indias: un órgano de poder, p. 195. 
400 Véase: José Manuel Díaz Blanco, «Servicio al rey y progreso social en el siglo XVII: los oficiales de
la avería en la Casa de la Contratación», en Estudios sobre guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica 
guerra marítima, estrategia, organización y cultura militar (1500-1700), ed. Davide Maffi y Henrique 
García Hernan (Valencia: Albatros Ediciones, 2017), pp. 471-492 (pp. 475-476). 
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la merced fue usada por Gaviola en el mismo 1637 cuando nombró como tal a Sebastián 
de Greña401. 
Por tanto, la venta del cargo de contador juez oficial de la Casa de la Contratación, 
y su perpetuación en la familia Villegas, abrió la posibilidad para que uno de los tres 
principales puestos de juez oficial de la institución fuera ejercido por personajes con 
estrechas relaciones con el comercio indiano que, ocupando puestos clave en la 
institución que debía controlar y supervisar el comercio, tuvieron mayor facilidad para 
beneficiar sus intereses comerciales.  
En efecto, Diego de Villegas, primer juez oficial que accedió al cargo mediante 
compra, estaba relacionado con el comercio sevillano con las Indias y, pese a ser un 
hombre poderoso de Sevilla, no estuvo a salvo de las denuncias que llegaban al Consejo 
de Indias sobre un posible mal uso de su oficio. Con anterioridad a la visita, en 1640, 
Villegas fue acusado de estar cargando mercancías par  las Indias, en concreto, vino y 
vinagre que procedían de una finca de su propiedad en Bollullos de la Mitación, 
haciéndolas pasar en los registros de la Casa de la Contratación como propiedad de su 
suegra, Ana Maldonado. Además, se le acusó de forzar a los dueños y maestres de naos 
a que le llevaran sus mercancías, pues en caso contrari , debido a la “mano fuerte de su 
oficio”, no les daba registro a sus naos para ir a las Indias. Y por si estas acusaciones no 
revistieran suficiente gravedad, también se le achacó que traía la plata producto de esas 
ventas fuera de registro402. Aquellas denuncias fueron la génesis de una investigación 
particular sobre el contador de la Casa que duró hasta febrero de 1642 y que, tras 
averiguar que Diego de Villegas cargaba el producto de su hacienda para las Indias a 
nombre de su suegra, conculcando las prohibiciones de tratar y contratar en el comercio 
americano que tenían los ministros de la Casa, el sínodo indiano mandó que se 
prosiguieran las pesquisas contra Villegas en la visita de Juan de Góngora a la Casa de 
la Contratación que comenzó en junio de 1642403. 
 
Más allá de Sevilla: la venta del cargo de juez oficial de la Casa en Cádiz 
 
                                                
401 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 12. Fol. 239R-243V.  
402 Autos y averiguación contra don Diego de Villegas, juez oficial de la Casa sobre haber cargado para 
las Indias mucha cantidad de vino y haber traído lo procedido sin registro y haber obligado a los dueños y 
maestres de naos que se llevasen muchas botijas. AGI, Escribanía, 1136A, Cuaderno 3. Fol. 352R. 
403 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Fol. 352R.  
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La venalidad de los cargos de la Casa de la Contratación pasó los límites de 
aquellos oficios que eran servidos en Sevilla para llegar hasta el puesto de juez oficial 
de la Casa en la ciudad de Cádiz. A comienzos del siglo XVII, el puesto de juez de la 
Casa en Cádiz estaba ocupado por Juan Bautista de Beza y Polanco, quien aunque en 
1613, tras obtener merced del rey, traspasó el oficio a su hijo, Francisco Ruiz Polanco y 
Ayala404, en 1623 volvería a ejercer el puesto por fallecimiento de éste405. El oficio de 
juez de Indias de Cádiz siguió en posesión de la misma familia hasta 1637 en que vacó 
por muerte de Juan Antonio Ruiz Polanco y Ayala, hermano del anterior e hijo del 
primero. La nueva provisión de este oficio a partir de ese año formaría parte de una 
intensa almoneda de cargos de la Casa de la Contratación que tuvo lugar durante aquella 
década406 y corrió a cargo de la denominada Junta de Vestir la Casa407.  
Tras quedar vacante el oficio de juez de la Casa en Cádiz, fue presentada relación 
en el Consejo de Indias por Andrés de Munibe, oficial de la contaduría de la Casa de la 
Contratación, quien tenía una plaza supernumeraria de juez oficial de la Casa y que, 
según Vila Vilar, podría haber sido adquirida mediante el “mérito del dinero”408. 
Munibe reclamaba que corriera la merced que tenía concedida en este oficio de juez de 
Cádiz, pero su pretensión, que sería defendida por el Consejo de Indias, colisionó de 
lleno con la postura mantenida por la Junta encargad  de beneficiar el oficio. La 
fórmula dispuesta por la Junta fue que Andrés de Munibe fuera “acomodado” con plaza 
supernumeraria de tesorero de la Casa de la Contratación, con los salarios y gajes 
propios del oficio, quedando de esta manera vía libre para la venta del puesto de juez de 
Cádiz409.  
En abril de 1637, la Junta de Vestir la Casa había comenzado sus diligencias para 
proveer este oficio, e incluso llegó a proponer un comprador, Sancho de Urdaniz 
Lazcano, que ofreció 15.812 pesos pagados al contado. Ante estos hechos consumados 
por la Junta de Vestir la Casa, el Consejo de Indias m nifestó su postura contraria a la 
venta del oficio de juez de Cádiz, elevando una consulta al rey en la que manifestaba su 
oposición a la venta. Justificaba su contrariedad por la administración de justicia que 
conllevaba el oficio de juez de Cádiz pero, ante la propuesta de la Junta, afirmó el 
sínodo que debía de correr la merced que tenía concedida Andrés de Munibe, porque así 
                                                
404 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 6R. 
405 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 73. Fol. 25R. 
406 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
407 Gil Martínez, La Junta de Vestir la Casa (1636-1643). Juntas, financiación de la Corte y venalidad.  
408 Vila Vilar, «El tesorero Andrés Munibe: entre la Csa y el Consulado», p. 438.  
409 Las consultas que tratan la venta de este oficio se encuentran en: AGI, Indiferente, 760.  
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se ahorraría la real hacienda el salario que había que darle en la Casa de la 
Contratación410.  
Pero los argumentos del Consejo de Indias se extendiero  más allá de los arriba 
mencionados. Consideraba el sínodo que el alto precio que había estipulado la Junta 
para la venta del oficio de Cádiz podía “mover a pensar que para sanear las costas y 
daños no se administrara aquel juzgado con la rectitud que pide el bien público”. La 
amortización del precio pagado por el oficio hacía pensar a los consejeros de Indias que 
el pretendiente se saldría de los cauces del buen gobierno para lograr una rápida 
recuperación del dinero invertido. Pero la postura más clarividente de oposición del 
Consejo a la actitud mantenida por la Junta de Vestir la Casa, se fundamentaba en las 
relaciones que Andrés de Munibe tenía con los comerciantes sevillanos. Decía el 
Consejo que tenía en Sevilla “trabazón y parentesco con muchos de los cargadores, y un 
hermano que ha sido cónsul y no es tan a propósito que resida como juez de la Casa [en 
Sevilla] por las dependencias que todos tienen de ella […] y parece que viene a ser más 
útil y conveniente que se ejecute en Cádiz la merced que V.M. tiene hecha al dicho 
Andrés de Munibe”411. Efectivamente, como observó Vila Vilar, Andrés de Munibe 
tenía íntimas relaciones con los comerciantes más din micos de esta época, en concreto, 
era hermano de Juan de Munibe, uno de los comerciantes que más plata recibió de 
América entre 1620 y 1645412, además de cónsul del Consulado de Sevilla durante los 
años 1630 y 1631413.  
Pero no todo fue unanimidad en el Consejo, pues el consejero Lorenzo Ramírez 
de Prado, a la sazón miembro de la Junta encargada de beneficiar el empleo, emitió un 
voto particular en el que restaba importancia a las capacidades judiciales del oficio de 
juez de Indias de la ciudad de Cádiz, aludiendo a que disponía de menores funciones 
que los jueces de la Casa de la Contratación. Por supue to, Ramírez de Prado estuvo de 
acuerdo en beneficiar el oficio, pero se oponía a que se vendiera a Sancho de Urdaniz 
pues, según el consejero, había otra persona dispuesta a satisfacer de contado 14.000 
ducados de plata. Para reforzar su parecer, y a la vez, parte de lo dispuesto por la Junta 
de Vestir la Casa, estuvo en desacuerdo con el resto de consejeros en lo relativo a 
Andrés de Munibe, es decir, se opuso a que corriese la m rced que tenía concedida en el 
oficio de juez de Cádiz. Afirmaba que “aunque se sabe tiene parientes en Sevilla, en 
                                                
410 Ibidem. 
411 Ibidem. 
412 Vila Vilar, «El tesorero Andrés Munibe: entre la Csa y el Consulado». 
413 Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder, p. 239. 
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Cádiz obra solo y será de más inconveniente que sea juez a donde no tiene compañeros 
[…] y tanto más son interesados sus parientes en Cádiz que en la ciudad de Sevilla”414. 
Se oponía de esta manera a lo defendido por el Consejo y se ponía de parte de la Junta, 
reafirmando que el acomodo en la plaza supernumeraria de tesorero de la Casa de la 
Contratación para Munibe era la mejor solución, por la conveniencia de vender el oficio 
de Juez de Cádiz. Como vemos, Ramírez de Prado defendió los intereses de la Junta de 
Vestir la Casa por encima de los del Consejo de Indias. 
En este episodio es posible percibir los conflictos de competencias, tan frecuentes 
durante el valimiento de Olivares, entre juntas ad hoc que nacen sin cometido alguno 
más allá de beneficiar o vender a perpetuidad efectos del patrimonio regio, como fue la 
Junta de Vestir la Casa, y los Consejos de la monarquía que, exhibiendo su autoridad y 
defendiendo sus competencias de aconsejar al monarca, se oponían a través de distintos 
argumentos jurídicos, morales y económicos a que est  tipo de decisiones se les 
escaparan de sus competencias y jurisdicción.  
No obstante, la postura defendida por la Junta de Vestir la Casa, y también por 
Lorenzo Ramírez de Prado, como ya hemos dicho, miembro de la citada Junta, fue la 
que finalmente se ejecutó. Las diligencias de la Junta para la venta del oficio 
comenzaron con el envió de varias cartas a distinta autoridades de Cádiz, siendo los 
destinatarios don Juan de Velasco Castañeda, miembro del Consejo de Guerra, a cuyo 
cargo estaba la defensa de la ciudad, Sebastián de Oleaga, veedor general de la Armada 
del mar Océano y Domingo Cano de Haro, obispo de la diócesis gaditana. A través de 
las misivas se les reclamaba información sobre las per onas que podían, por un lado, 
ejercer el oficio mientras se vendía, pues Nuño de Villavicencio, regidor perpetuo de 
Cádiz, que lo ejercía en interinidad, era una “persona poderosa que estorba para que no 
se trate la venta del oficio y por esta causa convenía nombrar a otra persona en ínterin” 
y, por otro lado, pedían conocer qué personas había en Cádiz que pudieran comprar el 
oficio con carácter vitalicio415.  
Nuño de Villavicencio era una persona poderosa en l ciudad de Cádiz y él mismo 
pujó por el oficio de juez de Cádiz, encontrándose con la negativa de los miembros de la 
Junta. Es reseñable que la opinión sobre Nuño de Villavicencio que mantenían los 
ministros de la Junta de Vestir la Casa, entre los que se encontraba un consejero de 
                                                
414 AGI, Indiferente, 760.  
415 Archivo General de Simancas [en adelante AGS], Consej  y Juntas de Hacienda [en adelante CJH], L. 
162. Fol. 87.  
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Indias como Lorenzo Ramírez de Prado, fuera negativa, mientras que, para la Casa de la 
Contratación, este era el candidato idóneo para hacerse con el oficio. Así se lo 
transmitió la Casa en 1637 al monarca en una carta tr s conocer la noticia de que el 
puesto de juez del juzgado de Indias de Cádiz había sido puesto en almoneda416.  
En septiembre de 1637, Gregorio de Leguía y Albalaez fu  nombrado juez del 
juzgado de Indias de Cádiz mientras se vendía el oficio, desplazando así a Nuño de 
Villavicencio y dejando vía libre para la venta417. En el mismo mes se despachó 
comisión desde la citada Junta a Alonso Ramírez de Prado, oidor de la Chancillería de 
Granada, hermano del consejero de Indias y también miembro de la Junta, Lorenzo 
Ramírez de Prado, que se encontraba en Cádiz, para que justara el beneficio del puesto 
por una vida, con los salarios y emolumentos que tenía Juan Antonio Ruiz Polanco y 
Ayala y la facultad de nombrar teniente418. 
Alonso Ramírez de Prado cumplió con brevedad el cometido que le había sido 
encargado, y a los pocos días de recibir la cédula par  el beneficio del oficio, informaba 
al secretario de la Junta, Matías Fernández Zorrilla, que tenía un comprador dispuesto a 
ofrecer 10.000 ducados de plata al contado. Se trataba de Jerónimo Rodríguez de Rozas, 
caballero de Santiago y teniente de capitán general de la artillería del mar Océano, 
quien, en julio de 1638, depositó los 10.000 ducados al contado en poder de Sebastián 
Vicente, depositario de la Cámara del rey419. Pero Jerónimo Rodríguez de Rozas no 
ejerció el oficio. Unos meses antes de que depositara la citada suma, Alonso Ramírez se 
congratulaba en una epístola a Matías Fernández Zorrilla de que la Junta hubiese tenido 
por bien beneficiar dicho oficio en la persona de Rodríguez de Rozas, y pedía que se 
hicieran los despachos con el nombramiento, pues el comprador debía nombrar teniente 
por su eminente salida de Cádiz hacía Madrid donde iba a contraer matrimonio420.  
Así, tras hacerse con el oficio, Jerónimo Rodríguez d  Rozas nombró de forma 
provisional un teniente que lo ejerciera421, y en septiembre de 1639 nombró como tal a 
Pedro Fernández Moreno, tomando la razón la contaduría e la Casa de la Contratación 
y comenzando a ejercer en el oficio de juez de Cádiz al mes siguiente422. Tras este 
nombramiento hubo un contrato de arrendamiento del oficio entre su propietario y 
                                                
416 AGS, CJH, 1770. Fol. 580R.  
417 AGI, Contratación, 5785, L. 1. Fol. 130R-131R. 
418 AGS, CJH, L. 162. Fol. 88R-89V.  
419 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 146V-150R.  
420 AGS, CJH, 1770, s/n 
421 Se trató de Diego de la Breña Concha, vecino de Sevilla. Véase: AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 
146R. 
422 AGI, Contratación, 5785. L.1. Fol. 158V.  
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Pedro Fernández Moreno que, aunque fue protocolizad en Cádiz el 14 de noviembre de 
1639, ya había sido acordado por ambas partes en Sevilla en agosto de dicho año. En 
aquel contrato, Jerónimo Rodríguez de Rozas cedió los derechos del oficio a Fernández 
Moreno para que éste pudiera cobrar el sueldo, propinas y demás emolumentos del 
oficio de juez de Cádiz. El contrato de cesión era para todos los días de la vida de 
Fernández Moreno, y su propietario se comprometía a no revocar la cesión a no ser que 
el rey le mandara ir a servir el oficio en persona. A cambio, Pedro Fernández Moreno le 
pagaría al propietario del oficio 8.000 ducados de plata, de los cuales ya le había pagado 
3.000 ducados, y se comprometió a pagar 1.000 ducados a fin de diciembre de 1639 y 
4.000 ducados a fines de diciembre de 1640. A su vez, P dro Fernández Moreno se 
comprometió a que si lograba la perpetuación del oficio, le pagaría 2.000 ducados de 
plata más423. El mismo día, Jerónimo Rodríguez de Rozas le otorgó un poder a Pedro 
Fernández Moreno para que en su nombre, representando a su persona, cobrara el 
sueldo, propinas y demás emolumentos del oficio desde l 6 de diciembre de 1639 en 
adelante424.  
Conocemos el cumplimiento de este contrato, pues en 1640 Jerónimo Rodríguez 
de Rozas dio un poder al veinticuatro de Sevilla Pedro de Rosas para que pudiera cobrar 
de Pedro Fernández Moreno 4.000 ducados de plata de la segunda paga de la escritura 
de obligación suscrita entre ambos que, dos años más tarde, en 1642, Pedro Fernández 
Moreno abonó a Pedro de Rosas425.  
Hasta aquí nada fuera de lo común en la transmisión de los oficios por tenencia, 
pero, ¿quién era realmente el arrendatario del oficio de juez de la Casa en Cádiz? Pedro 
Fernández Moreno, natural de Garachico en la isla de Tenerife426, no era desconocido 
entre los oficios de la Carrera de Indias. En 1637 había comprado por 554.000 
maravedís de plata una licencia de navío de entre los efectos que beneficiaba por el 
Consejo de Indias su presidente, el conde de Castrillo427, y un año después, en 1638, 
compró a perpetuidad por 10.000 pesos el oficio de veedor de las flotas de Nueva 
España de la Casa de la Contratación428.  
                                                
423 Archivo Histórico Provincial de Cádiz [en adelante AHPC], Protocolo, 4396. Fol. 1118R-1132V 
424 Ibidem. Fol. 1133R.  
425 El poder de Jerónimo Rodríguez de Rozas en: AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 75, Fol. 21R-22V. 
La carta de pago a Pedro Fernández Moreno en: Archivo H stórico Provincial de Sevilla [en adelante 
AHPSe], Protocolo, 16984. Fol. 550V.  
426 AHN, OM, Expedientillos, N. 3178.  
427 AGI, Contaduría, 73. 
428 AHN, Estado [en adelante E], 2312. Véase también en AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 150R.  
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Por tanto, merced a la compra del oficio de juez de la Casa en Cádiz y a su 
patrimonialización por parte de Jerónimo Rodríguez d  Rozas, se dieron las condiciones 
para que al frente del juzgado de Indias de Cádiz, como encargado del despacho de las 
embarcaciones que se cargaban en la ciudad gaditana y su bahía, se situara a una 
persona que tan solo unos años antes había adquirido na licencia de navío y que, como 
veremos más adelante, desde su puesto de juez de la Casa en Cádiz, formaba parte 
activa del comercio gaditano con las Indias.  
Por tanto, la compra del oficio de juez de la Casa en Cádiz permitió que su 
propietario nombrara como su teniente –arrendara el oficio- a un personaje que 
mantenía unos fuertes intereses comerciales, prohibid s para tal desempeño.  
  
El mercado se amplía: la venta del cargo de juez oficial con futura  
 
Vinculado a operaciones venales masivas, en la Casa de la Contratación se vendió 
el oficio de juez oficial en régimen de futura que, del mismo modo que las 
enajenaciones de cargos por precio descritas más arriba, contribuyó a establecer unas 
relaciones más estrechas entre los oficiales de la institución y los hombres del comercio 
sevillano.  
El puesto de juez oficial supernumerario recayó, en 1636, en Andrés de Munibe. 
Al respecto y sobre las relaciones entre los miembros del Consulado y los oficios de la 
Casa, resulta extremadamente reveladora una misiva que, el que estuviera llamado a ser 
tesorero unos años después, envió al prior y cónsules al obtener dicha merced. Decía 
Munibe:  
 
“Por la satisfacción que tengo del favor que Vms me hacen siempre y espero 
recibir de su mano en cuanto se ofreciere me hallo obligado a dar cuenta de la merced 
que su Majestad Dios le guarde me ha hecho de una plaza supernumeraria de juez 
oficial de la contratación en el ínterin que vaca alguna de las de ella o de Cádiz que 
estimo como es razón principalmente por volver a militar a los ojos de Vms y estarles 
sirviendo en cuanto mis fuerzas alcanzaren aquí suplico me favorezcan desde luego 
ocupándome en lo que se ofreciere de su gusto pues sabe con la voluntad que he de 
obedecer en todo estimando por particular merced que c alquier ocasión que hubiere 
162 
 
del servicio de Vms cuyas vidas guarde Dios nuestro Señor con la felicidad que deseo. 
Madrid, mayo de 1636. Andrés de Munibe”429. 
 
Es destacable cómo Munibe daba cuenta a los dirigentes del Consulado de la 
merced obtenida, en un tono de agradecimiento hacía el prior y cónsules, y emplazaba a 
los mismos a una colaboración mutua. Según se puede entr ver en la carta, los réditos 
que al parecer podían obtener los dirigentes del Consulado teniendo un hombre de su 
entera confianza a las puertas de ocupar un puesto d  juez oficial de la Casa, bien en 
Sevilla, bien en Cádiz430, se esperaban de gran valor.  
No obstante, no podemos corroborar que ésta plaza supernumeraria obtenida por 
Munibe fuera objeto de una compra. Sin embargo, el mérito del dinero sí estuvo 
presente en el caso de Francisco de la Parra, quien, de los efectos que enajenaba el 
conde de Castrillo, adquirió el puesto de juez oficial supernumerario de la Casa por 
12.000 ducados en 1640431. Esta plaza quedó vacante tras la entrada de Andrés de 
Munibe en el puesto de tesorero al sustituir, a Antonio Manrique que había fallecido en 
dicho año. El rey decidió mantener la plaza supernumeraria e inmediatamente fue 
adquirida por Francisco de la Parra, hijo del comerciante Pedro de la Parra, y hermano 
del destacado receptor del Consulado, Mateo de la Parr .  
Francisco de la Parra es otro de los casos de personas que trabajaron para ambas 
instituciones, pues había desempeñado puestos para el Consulado, y también para la 
Casa, antes de adquirir esta plaza en propiedad. En 1622 fue nombrado oficial de la 
contaduría de la Casa por el entonces contador Antonio López de Calatayud y se 
encargó de los bienes de difuntos y depósitos de la contaduría432. En 1634 pasó a 
desempeñar el puesto de tenedor de libros de la Hacienda de la Casa de la Contratación, 
sirviendo el mismo año el puesto de receptor del Consulado y del derecho de Infantes 
hasta 1640 que hizo dejación de estos oficios consulares en su hermano Mateo de la 
Parra. Estos oficios los servía Andrés de Munibe desde 1606, pero el que fuera tesorero 
de la Casa unos años después, en 1634, los había dejado vacantes al dirigirse a Madrid a 
reclamar el puesto de juez oficial supernumerario del que tenía hecha merced, al haber 
quedado vacante el puesto de contador tras la muerte d  Antonio López de Calatayud y 
                                                
429 AGI, Consulados, 113. Cartas de agentes comerciales y autoridades al Consulado 1636-1637. 
Agradezco el conocimiento de esta misiva a Francisco Gil Martínez.  
430 Es pertinente recordar que Munibe reclamó el puesto de Juez Oficial de Cádiz, que fue el primero que 
quedó vacante tras obtener la merced de la plaza supernumeraria.  
431 AGI. Contaduría, 88. Y AGI. Contratación, 5785. L.1. Fol. 167V.  
432 AGI. Contratación, 5785. L. 1. Fol. 42V.  
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que, como hemos visto, fue puesto en almoneda y adquirido por Diego de Villegas en 
dicho año433.  
La plaza de juez oficial supernumerario vino a suplir la falta de una planta con 
mayor número de miembros en la sala de gobierno de la institución, compuesta por el 
presidente y los tres jueces oficiales. Enajenado el pu sto de contador, y ocupadas las 
plazas de tesorero y factor, cuando Andrés de Munibe, quien tenía esta plaza por merced 
desde 1636, entró en el puesto de tesorero, se siguió manteniendo el oficio de juez 
oficial con futura, que fue comprado por Francisco de la Parra, un personaje 
íntimamente relacionado con el comercio, que había desempeñado cargos para el 
Consulado, donde su hermano Mateo ejerció los importantes cargos de receptor del 
Consulado, del derecho de Infantes434 y del derecho de la Lonja435.  
 
4.3. Los puestos de visitadores de naos de la Casa de la Contratación en almoneda 
 
La enajenación de los empleos que se encargaban de velar por el control de los 
productos del comercio con Indias, como eran los visitadores de navíos de la Casa de la 
Contratación, que se debían ocupar de la labor de controlar las flotas antes de la partida 
y verificar que no superaran el tonelaje marcado, y por tanto, que fueran más cargadas 
de lo que reflejaban los registros, puso estos importantes oficios en manos privadas. 
Eran los oficiales de la Casa de la Contratación los que en teoría debían velar porque 
todo lo que entrara y saliera de las flotas estuviera plasmado en los registros, para 
contribuir así a impuestos como el de la avería. Entre aquellos oficiales, los visitadores 
de navíos, desempeñaban un papel fundamental, sobretodo, antes de la partida de las 
flotas. Los personajes que ocupaban estos oficios en la década de 1640 también 
accedieron a sus empleos a través de la almoneda de c rgos que sacudió con fuerza la 
Casa de la Contratación. Según Schäfer, los dos oficios de visitadores de navíos en la 
Casa fueron vendidos en 1637 a Juan Maldonado y Rodrigo e Vargas Machuca por 
5.000 pesos cada uno. En 1641 se creó un nuevo puesto d  visitador de navíos que 
también fue puesto en almoneda, y que fue adquirido por Juan de Peralta, por la suma 
                                                
433 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 97R-97V.  
434 Los nombramientos de Mateo de la Parra por el prior y cónsules de 1640 para que ocupara los puestos 
de receptor del Consulado y del derecho de Infantes, en AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 269R-272R.  
435 El nombramiento de receptor de Lonja por el prior y cónsules de 1642 en AGI, Escribanía, 1139A. 




de 4.500 ducados de plata436. Es destacable cómo la triada de oficiales que ocupaban los 
puestos de visitadores de navíos de la Casa de la Contratación en la década señalada 
fueron venales y por ende, el mérito para su acceso al puesto fue el dinero.  
Las visitas a los galeones y flotas antes de la partida se encomendaban a los 
visitadores de navíos y los jueces oficiales de la Casa, pero los altos niveles de fraude, 
la relajación en esta supervisión y el descenso de l s registros, llevó a la corona en los 
primeros años de la década de 1640, a designar jueces de comisión con el objetivo de 
inspeccionar algunos galeones antes de la partida y verificar la carga fuera de 
registro437. Por tanto, la labor de estos oficiales no debió ser muy rigurosa en los años 
precedentes a la visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación.  
 
4.4. La perpetuación de oficios de la contaduría de averías  
 
De la comisión para la venta de oficios que tenía el conde de Castrillo también fue 
objeto de venta una de las cuatro plazas que tenía la contaduría de la avería de la Casa. 
En mayo de 1638, Bartolomé Rodríguez de Melo compró po  3.500 pesos una plaza de 
contador de avería de la Casa de la Contratación en régimen de futura para después de 
los días de Francisco de Vargas Solís438. En 1641, el comprador seguía sin ejercer el 
puesto de contador de avería, pero como el mercado venal seguía abierto, Rodríguez de 
Melo compró a perpetuidad un oficio “criado” –de nueva creación- de contador mayor 
superintendente de la contaduría de avería, en calidad de supernumerario, para cuando 
quedara vaco el empleo de cualquiera de los propietarios que había en la referida 
contaduría, por la suma de 8.000 ducados de plata, la mitad de ellos pagados al contado 
y la otra mitad en el plazo de cuatro meses. Entre las condiciones que se pactaron entre 
el contador y el comisionado, el oficio llevaba consigo la facultad de gobernar la 
contaduría y presidir a los contadores, la promesa d  que no se iba a crear una nueva 
plaza de contador superintendente y la facultad de po r ejercerlo por teniente439. Como 
señaló Francisco Andújar, la privatización de este oficio es una muestra de las 
consecuencias que tenían estas ventas a perpetuidad, pues una vez que el empleo pasaba 
                                                
436 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 313. Este oficio fue vendido a perpetuidad y con facultad para nombrar 
teniente por el conde de Castrillo, al respecto véase: AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 183R-184V. 
437 AGI, Indiferente, 761. Consulta del Consejo de Indias sobre la conveniencia de ejecutar una de las 
condiciones del asiento de avería sobre hondeo de un galeón al tiempo de la partida. Madrid, 19 de junio 
de 1640.  
438 AGI, Contratación, 5785, L. 1. Fol. 136R-138R.  
439 AGI, Contratación, 5785, L. 1. Fol. 179R-183R.  
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a ser una propiedad privada podía tener como usufruct ario a cualquiera que dispusiera 
de los caudales suficientes como para adquirirlo. Así, en 1649, Bartolomé Rodríguez de 
Melo pasó el oficio a su hermano Juan de Melo, quien lo sirvió hasta que en 1653 
Tomás de Arenas se lo compró en las mismas condicioes y por el mismo importe de 
8.000 ducados. Antes de morir, Tomás de Arenas dejó como usufructuaria del oficio a 
su esposa -quien podría arrendarlo- y la perpetuidad al convento de carmelitas descalzas 
de San José de la ciudad de Sevilla. Fallecida en marzo de 1700 la esposa, Catalina 
Suárez de Yurreamendi, la propiedad del oficio quedó n poder del mencionado 
convento, el cual lo acabó vendiendo por 11.000 pesos –idéntico precio al que se vendió 
por vez primera en 1641- a otro vecino de Sevilla, Diego del Águila440.  
 
4.5. La venta de oficios de la armada de la Carrera de Indias 
 
De las operaciones de venta de oficios que llevó a su cargo el conde de Castrillo 
también resultaron varias enajenaciones de empleos en la armada de la Carrera de 
Indias. En 1637, Alonso de Tapia Vargas adquirió el puesto de veedor general de la 
armada por la cantidad de 12.000 ducados441 y, un año más tarde, en 1638, Alonso 
Ortega se hizo con el puesto de proveedor general por la misma suma de 12.000 
ducados442. En 1642 Castrillo volvería a negociar los precios y condiciones de nuevos 
oficios perpetuados en la armada de la Carrera de In ias, entre los cuales estuvo el de 
alguacil mayor de las armadas y flotas de Indias, adquirido por Pedro de la Mata 
Velasco en 10.000 ducados443, 6.000 de ellos en vellón y el resto en plata444. La Junta de 
Vestir la Casa también se encargó de beneficiar oficios de la armada de la Carrera de 
Indias. En 1637, la citada Junta vendió el puesto de contador, que fue adquirido por 
Antonio de Arrieta Mascarua por la cantidad de 12.000 ducados445. 
Los tres compradores de los puestos de veedor general, proveedor general y 
contador de la armada de la Carrera, como fruto de la negociación mantenida para la 
compra del empleo, adquirieron la facultad de nombrar tenientes que los ejerciera, pero 
debido a que los canales de venta de facultades para oficios ya enajenados siguieron 
expeditos, los oficiales de la armada continuaron participando en aquel ambiente y, 
                                                
440 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
441 AGI, Contaduría, 88. 
442 AGI, Contaduría, 230.  
443 Gil Martínez, «La venta de cargos de Indias en tiempos de Olivares: el conde de Castrillo». 
444 AGI, Contaduría, 88.  
445 Gil Martínez, «La venta de cargos de Indias en tiempos de Olivares: el conde de Castrillo», p.103. 
166 
 
fruto de desembolsos pecuniarios posteriores a la compra del oficio, fueron adquiriendo 
nuevas potestades para su ejercicio. Así, el proveed r general Alonso Ortega, del que 
dependía el nombramiento de una serie de oficiales subordinados a la proveeduría, pagó 
278.000 maravedís de plata por la restitución del oficio de apuntador de jornales de las 
maestranzas de calafatería y carpintería, que habíasido enajenado tiempo atrás a Miguel 
de Azarola446, quedando de esta manera el nombramiento de este cargo bajo su 
designación. Este mercado de facultades para servir oficios que habían sido previamente 
enajenados suponía una favorable inversión para quienes accedían a un empleo, pues, 
con un incremento sobre la inversión primera, los propietarios se hacían con honores y 
capacidad clientelar para nombrar oficiales subalternos o nombrar tenientes, tanto para 
que sirvieran el oficio en Sevilla y Cádiz como para embarcarse en los galeones de 
Tierra Firme y en la flota de Nueva España. Por tanto, dadas las sumas depositadas por 
los oficios y las preeminencias obtenidas también pecuniariamente, estos empleos en la 
armada de la Carrera eran un buen negocio para sus compradores.  
Detrás de las inversiones en estos oficios se movían numerosos intereses. Según 
Serrano Mangas, los personajes que accedieron venalm te a estos oficios fueron 
miembros de la élite sevillana, directamente interesados en el abastecimiento de las 
formaciones navales y con cierta connivencia con los maestres de raciones, lo que 
provocó un encarecimiento notable de los despachos en la década de 1640447. Si 
indagamos sobre las trayectorias de estos personaje, encontramos que Alonso Ortega, 
durante la década de 1640, estuvo presente en el cabildo sevillano como caballero 
veinticuatro448 y como mayordomo receptor de los propios y rentas del cabildo449. Por 
su parte, con la compra de la perpetuidad del oficio de veedor general, Alonso de Tapia 
Vargas no hacía sino afianzar una dilatada trayectoria de servicios a la monarquía desde 
los puestos de soldado, alférez y capitán de la armda del Mar Océano y de la Carrera 
de Indias, y al menos desde 1636, desde el cargo de veedor de la armada de la 
Carrera450. Era hermano del cargador a Indias Juan de Tapia451, quien ejerció como 
teniente del veedor en numerosas ocasiones. Los dos hermanos contaban con heredades 
                                                
446 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 108, Fol. 4V. Miguel de Azarola había comprado el oficio de 
apuntador de jornales en 1638 por 1.000 pesos. Su función era tomar la razón de los jornaleros que 
trabajaban en cada galeón, certificando la ocupación y el salario que debían percibir por su trabajo. Al 
respecto, véase: AGI, Indiferente, 503. L. 5. Fol. 303V-305V.  
447 Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 156. 
448 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 108. Fol. 66R.  
449 AHPSe, Protocolo 5583. 
450 AGI, Indiferente, 503, l. 5. Fol. 241V-243R 
451 Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder, p. 225. 
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de vino y aceite en el Aljarafe sevillano que comercializaban con América, y un sobrino 
con los mismos apellidos, Lope de Tapia Vargas, figuró en los contratos de 
abastecimiento de bastimentos de la armada durante los años en que su tío ejerció como 
veedor452. Finalmente, Antonio de Arrieta Mascarua, comprado del oficio de contador, 
era regidor de Bilbao453 y, aunque parece que tuvo alguna presencia en el Consulado de 
Sevilla454, el oficio era servido por su hijo Bartolomé de Arrieta Mascarua y por los 
tenientes que este nombraba.  
En el año 1642, al iniciarse la visita de Juan de Góngora a los oficiales de la 
armada, estaban sirviendo los oficios “en tierra” los tenientes de los propietarios. Como 
proveedor general ejercía Juan Martínez de Urreta, como veedor general Juan de Tapia 
Vargas y como contador Bartolomé de Arrieta Mascarua455.  
 
4.6. Las mercedes “graciosas” al conde-duque de Olivares y al conde de Castrillo 
en la Casa de la Contratación 
 
Al mismo tiempo que se produjo el proceso de venta de oficios que hemos 
analizado en las páginas anteriores, Felipe IV hizo dos mercedes aparentemente 
graciosas que vinieron también a privatizar importantes empleos en la Casa de la 
Contratación. Los beneficiarios de aquellos cargos fueron, primeramente, el conde 
duque de Olivares y, años después, tras la caída en desgracia del valido, el conde de 
Castrillo, a la sazón presidente del Consejo de Indias y uno de los principales apoyos 
del rey tras la caída de Olivares.  
 
Las mercedes al conde-duque de Olivares en la Casa de l  Contratación 
 
Como es sabido, el conde-duque de Olivares, a lo largo del periodo de su 
valimiento, recibió de Felipe IV un aluvión de prebendas y cargos de todo tipo456. 
Desde su juventud, don Gaspar de Guzmán, estuvo vinculado con Sevilla, y como 
                                                
452 Serrano Mangas señaló que Lope y Alonso eran hermanos, sin embargo, nosotros hemos constatado 
que eran tío y sobrino, en: Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 182. 
453 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 108. Fol. 10R.  
454 Aparece acudiendo a las Juntas del Consulado en 1640, véase: Enriqueta Vila Vilar, «Una amplia 
nómina de los hombres del comercio sevillano del s. XVII», Boletín de la Real academia Sevillana de 
Buenas Letras: Minervae Baeticae, 30, (2002), pp. 139-191 (p. 147).  
455 AGI, Escribanía, 1137A. Cuaderno 14. Fol. 4R 
456 Una relación puede verse en: Antonio Domínguez Ortiz, "Mercedes al conde-duque de Olivares", 
Historia 16, 137, (1987), pp. 50-57. 
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vástago de una de las grandes casas nobiliarias castellanas, recibió importantes 
mercedes en la ciudad hispalense, como fue el caso de una canonjía que nunca llegó a 
servir457. En Sevilla, el conde-duque ostentaba desde 1621 los puestos de alcaide 
perpetuo de los Alcázares y Atarazanas de la ciudad, cargo que según Domínguez Ortiz 
le proporcionaba unos 200.000 maravedíes anuales, y desde 1627 se hizo con la alcaidía 
del castillo de Triana, sede de la Inquisición sevillana458. Además, Olivares contaba con 
un sillón perpetuo en el Cabildo municipal459. Si bien no era una cantidad importante lo 
que le rentaban dichos cargos, sí que fortalecía su po ición en la ciudad hispalense.  
Por tanto, es más que notorio que en la ambición de Olivares estaba presente 
contar con una posición influyente en la ciudad de Sevilla y en sus instituciones y, entre 
ellas, la Casa de la Contratación no podía ser una excepción. El procedimiento que 
siguió Olivares para hacerse con los cargos de la Casa, fue el mismo que utilizó para 
otras prebendas que consiguió del Consejo de Indias: la petición mediante un memorial 
al sínodo que, tras su estudio y consideración, era elevado al monarca para su 
resolución460.  
En relación con los oficios de la Casa, en 1625 Olivares presentó a Felipe IV un 
memorial en el que representaba su interés por conseguir dos oficios en la Casa de la 
Contratación: el alguacilazgo mayor y la escribanía m yor461. El cargo de alguacil 
mayor, presente en las Chancillerías de Valladolid y Granada, así como en la Audiencia 
de Sevilla, no existía en la Casa, de modo que tras la petición del valido, se creó por 
decreto del rey de 20 de noviembre de 1625 el oficio de alguacil mayor de la Casa de la 
Contratación, que fue dado a perpetuidad a Olivares con derecho a nombrar teniente. El 
cargo que se criaba era de suma importancia, pues equivalía tanto en rango como en 
salario al de juez oficial de la institución, pudiendo asistir a las sesiones de la sala de 
gobierno de la Casa con voz y voto y con categoría inmediata detrás del presidente, a 
quien incluso podía sustituir en caso de ausencia o impedimento462. Pero además, las 
prerrogativas de este oficio le facultaban para nombrar a todos los alguaciles de la Casa 
                                                
457 Ibidem. p. 52. 
458 Ibidem. p. 53.  
459 José Manuel Díaz Blanco, "El conde-duque de Olivares y la liberalidad regia: las mercedes del 
Consejo de Indias", en José Antonio Fílter Rodríguez ( d.) El Aljarafe Barroco: Actas, Sevilla, 
Asociación Provincial Sevillana de Cronistas e Investigadores Locales, 2010, p. 356. 
460 Estos memoriales han sido analizados por José Manuel Díaz Blanco, quien los incluyó como 
apéndices en uno de sus trabajos, véase: Ibidem. pp. 360-364. 
461 Ibidem. p. 355.  
462 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 48R-52R. 
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de la Contratación, y al alcaide de la cárcel463. A su vez, en el mismo decreto de 1625 le 
fue concedida la escribanía mayor de la Casa, con las mismas facultades, es decir, la de 
nombrar teniente y con la capacidad de nombramiento de los cuatro escribanos de 
cámara y una escribanía de la contaduría de la institución464. En síntesis, amén de las 
dos tenencias, el conde-duque podía vender estos cargos subalternos, bien de forma 
perpetua, bien vitalicia o temporal y lucrarse así con el producto de dichas ventas o 
arrendamientos de los mencionados oficios465.  
Como vemos, en 1625, Olivares se hizo con dos jugosas rentas principales y se 
situó con una importante capacidad de patronazgo sobre estos oficios subalternos que, 
bien gestionados en forma de arrendamientos –que fue la forma de aprovechamiento 
utilizada- o ventas privadas, aumentarían sus ingresos. En 1639 consiguió ampliar sus 
privilegios al sumar a su título perpetuo de alguacil de la Casa, la facultad de nombrar 
los alguaciles de visitas y residencias que se tomaban  los oficiales de la armada de la 
Carrera de Indias466. Como es sabido, dichos cargos pasarían luego, tras los días del 
conde-duque, a su hijo bastardo, don Felipe de Guzmán, que tituló como marqués de 
Mairena467, pero la forma de aprovechamiento de las rentas que proporcionaban dichos 
oficios siguió siendo principalmente el arrendamiento. 
Los títulos de escribano mayor y de alguacil mayor fue on presentados en la Casa 
de la Contratación el 15 de septiembre de 1626 por Fernando de Céspedes y Velasco, 
veinticuatro de Sevilla y teniente de alcaide de los Reales Alcázares468, quien tenía 
poder del conde-duque para su presentación. Céspedes s ría nombrado por el valido 
como su primer teniente en el oficio de alguacil mayor de la Casa en el mismo mes de 
septiembre469. A partir de esa fecha, comenzaron los nombramientos de escribanos de 
cámara, alguaciles ordinarios y alcaide de la cárcel de la Casa por medio de las 
negociaciones que hicieron en Sevilla los poderhabientes de Olivares. Inmediatamente 
                                                
463 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, pp. 314-315.  
464 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 52V-54V. Sobre las competencias de los escribanos de la Casa, 
véase: Francisco Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental 
para el gobierno de las Indias (1503-1717), Sevilla, Universidad de Sevilla, 2018, pp. 80-84. 
465 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)», p. 
53. 
466 Ibidem. 
467 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 315. 
468 Ibidem. p. 315. Véase también: AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 52V-54V.  
469 Ibidem. p. 315. Véase también: AGI, Contratación, 5785, L. 1. Fol. 51R-52R. 
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debemos cuestionarnos si los comerciantes a Indias utilizaron la vía de la tenencia o del 
arrendamiento para acceder a esos puestos.  
Al respecto, entre los empleos que ostentaba Olivares para desempeñar por 
teniente en la Casa, el más importante era el de alguaci  mayor. En 1627, don Gaspar 
nombró como su teniente en el referido puesto a Gaspar de Vargas Machuca, caballero 
de Santiago, veinticuatro de Sevilla y vinculado a un familia de una dilatada tradición 
en los oficios de la Carrera de Indias, y en la propia Casa de la Contratación470. Unos 
años más tarde, es posible localizar en este oficio la presencia de personas vinculadas al 
comercio. Tras la muerte de Vargas Machuca en 1637, Olivares nombró como su 
teniente de alguacil mayor a José Flores y Salazar, un comerciante471 que en los bienios 
de 1631-1632 y 1636-1637 figuró entre los electores que escogían al prior y cónsul del 
Consulado472.  
En el caso de los oficios dependientes del cargo de alguacil mayor de la Casa, 
conocemos los procesos de arrendamiento de la alcaidí  de la cárcel. Este oficio fue 
arrendado desde 1628 por Alonso Cano por la cantidad de 300 ducados cada año, quien 
fue renovando el contrato de arrendamiento cada tres años y conservó el oficio al menos 
hasta 1656 por la misma cantidad de 300 ducados cada año473.  
En relación a los escribanos de la Casa, cuando Olivares presentó ante el rey el 
memorial sobre el alguacilazgo y la escribanía de la Casa, indicaba que de los cuatro 
oficios de escribano, había uno renunciable, dos de por vida y otro vaco por muerte de 
su propietario. Pedía en aquel escrito la facultad de nombrar a su voluntad el oficio que 
estaba vaco, y a la muerte de los dos que lo tenían de por vida nombrar quienes los 
ocuparan, y así le fue concedido474. Por lo tanto, Felipe IV concedió a su valido el título 
de escribano mayor de la Casa, con la facultad de nombrar a los cuatro escribanos de 
cámara restantes, pero, por el momento, solo podía nombrar a uno de ellos, y esperar a 
que los dos que lo tenían de por vida dejaran de servir los oficios. El cuarto oficio de 
                                                
470 AGI, Contratación, 5784, L.3. Fol. 88V-89V. Gaspar de Vargas Machuca había sido visitador de 
navíos de la Casa desde 1594 hasta que pasó en 1609 a su hijo Francisco de Vargas Machuca y, 
posteriormente, en 1631, a su segundo hijo, Rodrigo de Vargas Machuca, quien finalmente compró el 
puesto a perpetuidad en 1637 por la suma de 5.000 pesos de plata. 
471 Juana Gil-Bermejo Garcia, «Mercaderes sevillanos (una nómina de 1637)», Archivo Hispalense, 
59.189 (1976), pp. 183-198. Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de 
poder. 
472 AGI, Escribanía, 1137B, Fol. 44R-116R. 
473 Los arrendamientos de la alcaidía de la cárcel por parte de Alonso Cano se encuentran en: AHPSe, 
Protocolo 5533; AHPSe, Protocolo, 5550 y AHPSe, Protocolo 5572.  




escribano que era renunciable estaba en manos de Rodrigo Pérez de Rivera, quien lo 
tenía concedido a perpetuidad desde 1608, pudiendo transferirlo mediante renuncia y 
nombramiento del sucesor475. 
Por tanto, el primer nombramiento que hizo el conde-duque fue la escribanía que 
estaba sin ocupar por la muerte de su propietario, Pedro Rodríguez de Salas, y que 
recayó en Alonso de Cepeda Avendaño, por tiempo de cuatro años y medio que se 
cumplieron a finales del año 1630. Lo sustituyó en la misma escribanía Gaspar de los 
Reyes, quien la ejerció hasta finales de 1633 y a partir de este momento, el 
nombramiento recayó en Juan Ramírez de Bustamante por iempo de cuatro años476. No 
hemos podido documentar que estos nombramientos fueran objeto de arrendamiento, 
pero es más que probable que así fuera ya que Juan Ramírez de Bustamante seguía 
ejerciendo el oficio de escribano en 1646, y en dicho año renovó el contrato de 
arrendamiento de la escribanía por dos años a razónde 800 ducados de vellón al año477. 
Cuando quedó vacante una de las escribanías que estaban dadas de por vida a sus 
propietarios, la servida por Antonio de Medina Sánchez, el propio presidente de la Casa, 
Juan de Santelices Guevara, con poder de Felipe de Guzmán, arrendó en 1643 la citada 
escribanía a Sebastián de Olivera Angulo por tiempo de tres años en 800 ducados de 
vellón al año478. Con respecto a estos oficiales que ejercieron como escribanos de 
cámara de la Casa, los vínculos con los hombres del comercio, si existieron, 
aparentemente no fueron tan evidentes.  
El arrendamiento de la tenencia de escribano mayor de la Casa en 1643 lo 
conocemos a través de una escritura de obligación de pago que hizo Francisco de 
Vilches, vecino de Sevilla, quien se obligó a pagar al conde-duque o a quien tuviera su 
poder, 3.200 ducados de vellón por los derechos y aprovechamientos del oficio de 
escribano mayor de la Casa por tiempo de cuatro años479. El arrendamiento del cargo de 
alguacil mayor de visitas y residencias de las armadas de la Carrera de Indias fue 
arrendado en 1642 por Francisco de Herrera, quien en junio de ese año pagaba al 
poderhabiente de Olivares en Sevilla 2.750 reales de plata al año por el uso del oficio480.  
                                                
475 AGI, Contratación, 5784, L. 3. Fol. 160R-161R.  
476 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 47R-52R.  
477 AHPSe, Protocolo 5573.  
478 AHPSe, Protocolo 5565. Comenzaba así Olivera Angulo una trayectoria venal que le llevó en 1646 a 
comprar un puesto de contador de libros de la Aduana de Sevilla por 4.500 ducados y en 1647 el empleo 
de agente fiscal de la Casa de la Contratación por 2.500 ducados. Al respecto véase respectivamente: 
AGS, CJH, 382. Fol. 165R. y AGI, Indiferente, 506. L. 5.  
479 AHPSe, Protocolo 5564.  
480 AHPSe, Protocolo 5561.  
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No hemos localizado la pertenencia al mundo del comercio de estos arrendadores 
de los oficios del conde-duque en la Casa, ni tampoco en la obligación de fianzas que 
tenían que hacer antes de entrar a desempeñar el cargo por el propio perfil de su oficio. 
Tampoco es posible encontrar un apoyo de los comerciantes sevillanos en la obligación 
de fianzas del alcaide de la cárcel. Era evidente que se trataba de unos oficios cuyas 
atribuciones carecían de interés para los hombres del comercio. 
Pero más allá de los aprovechamientos obtenidos por el conde-duque por los 
arrendamientos de estos oficios, el control de estos cargos por parte de Olivares le abría 
las puertas a otros negocios, ya que situar personas de su confianza en puestos de tanta 
importancia de la Casa tenía enormes ventajas. Así, por ejemplo, en 1642, el licenciado 
Juan de la Calle, caballero de Santiago y consejero d  Hacienda, traspasó un poder que 
tenía de Olivares para embarcar 200 pipas de vino para Nueva España de parte del 
conde-duque, en Juan Ramírez Bustamante, escribano de la Casa en uno de los oficios 
del valido, para que se encargara de formar el regist o a nombre de Juan de la Calle y 
pagar los derechos por cuenta del valido y entregarlo ante el juez de Cádiz, pues la 
mercancía iba a ser cargada en el barco de Salvador de Recalde, vecino de aquella 
ciudad481. Se trata tan solo de un ejemplo que pretende ilustrar acerca de cómo el 
control de estos oficios de la Casa de la Contratación por parte del valido y el ejercicio 
de los mismos a través de sus tenientes y arrendatarios, pudo haber generado la defensa 
de otros intereses en los asuntos que pasaban por sus manos, más allá del buen servicio 
de los oficios.  
 
Las mercedes al conde de Castrillo en la Casa de la Contratación  
 
Unos años después de las mercedes “graciosas” concedidas por el monarca al 
conde duque de Olivares, tras su caída en desgracia, el poder adquirido por el conde de 
Castrillo en la dirección de los asuntos del comercio sevillano, le llevó a acaparar una 
serie de empleos en la Casa de la Contratación, mercedes también aparentemente 
“graciosas” concedidas por Felipe IV a uno de sus princi ales apoyos tras la caída de su 
valido. En 1644, el presidente del Consejo de Indias recibió a perpetuidad el puesto de 
alcaide y guarda mayor de la Casa de la Contratación, así como el de juez conservador 
del edificio de la Lonja de Sevilla, todo ello con voz y voto en la Casa de 
                                                
481 Ibidem.  
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Contratación482. Del mismo modo que sucedió en el caso del conde duque de Olivares, 
Castrillo también obtuvo la facultad de nombrar a un teniente que lo sirviera y a los 
cargos subalternos correspondientes. Schäfer se refirió a la potestad de nombrar a todos 
los guardas de aduana, los porteros y uno de los dos capellanes483.  
En cuanto a los tenientes que designó el conde de Castrillo haciendo uso de la 
facultad que tenía, nombró en 1644 para ambos puestos, es decir, como alcaide y guarda 
mayor de la Casa de la Contratación y como juez conservador del edificio de la Lonja a 
don Luis Jiménez de Góngora, caballero de Calatrava, veinticuatro de Córdoba y, a la 
sazón, hermano del visitador Juan de Góngora484. Este nombramiento, amén de mostrar 
las fuertes relaciones existentes entre Góngora y Cstrillo, revela el deseo del presidente 
de Indias de tener un mayor control sobre la administración de la fábrica de la Lonja con 
la provisión del puesto de juez conservador en la persona de su hermano. 
 
4.7. Fianzas y fiadores de los oficios de la Casa de la Contratación485 
 
Hace ya algunos años que Enriqueta Vila Vilar advirtió de la existencia de 
relaciones personales íntimas entre los comerciantes del Consulado sevillano y los 
oficiales de la Casa de la Contratación, dos instituciones entrelazadas mediante el 
mecanismo de las fianzas que los segundos tenían que aportar antes de entrar a 
desempeñar su oficio486. En varios de sus trabajos destacó cómo, en las décadas 
centrales del siglo XVII, ciertos jueces oficiales de la Casa se apoyaron en los grandes 
comerciantes a la hora de presentar las escrituras de obligación de fianzas. Del mismo 
modo en su estudio sobre el tesorero de la Casa, Andrés de Munibe, demostró que las 
relaciones personales entre un oficial de alto rango de la institución y los comerciantes 
fueron más allá de la simple filiación familiar.  
Por tanto, siguiendo esta línea, en las siguientes páginas analizaremos el 
funcionamiento del sistema de fianzas de los oficios de la Casa de la Contratación, es 
decir, las disposiciones normativas que lo regulaba para, partiendo de las mismas, 
                                                
482 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
483 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias. 
484 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 229V-229R.  
485 En clave de análisis de redes, ya adelantamos algunas reflexiones sobre las relaciones entre los 
ministros de la Casa y los miembros del Consulado a través del sistema de fianzas en: Alfonso Jesús 
Heredia López, «Los comerciantes a Indias y la Casa de l  Contratación: vínculos y redes (1618-1644)», 
Colonial Latin American Review, 28.4 (2019), pp. 514-537. 
486 Vila Vilar, «El tesorero Andrés Munibe: entre la Csa y el Consulado». 
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observar cómo se desarrollaba la práctica real de dicho sistema y quiénes se situaban 
tras las obligaciones de fianzas de los principales cargos de la institución sevillana que, 
como veremos, no fueron otros que importantes cargado es a Indias que luego iban a 
estar sometidos al control de aquellos cargos a losque habían avalado.  
 
El sistema de fianzas de los oficios de la Casa de l  Contratación 
 
Rafael Donoso Anes, que ha estudiado desde la perspectiva de la contabilidad la 
tesorería de la Casa de la Contratación, en relación con las fianzas que debían presentar 
los tesoreros afirmó que “tenían como objetivo proteger a la Real Hacienda contra los 
posibles abusos o fraudes que con ella pudiese cometer el tesorero o su subordinado y 
tener garantizado el posible cobro de sus alcances en el caso de que se obligase a su 
restitución”487. No obstante, los tesoreros de la Casa no fueron los únicos que tuvieron 
que hacer frente a la obligación de aportar fianzas antes de comenzar a ejercer sus 
cargos. Además del tesorero, los dos jueces oficiales restantes, factor y contador, el 
oficial mayor de la tesorería nombrado por el tesorro, los alguaciles, el alcaide de la 
cárcel, los escribanos de cámara y sus ayudantes, los oficiales de la Armada de la 
Carrera de Indias y los oficiales de la avería, debían, antes de comenzar a ejercer sus 
oficios, obligarse ante escribano público junto a sus fiadores en ciertas sumas de dinero 
en concepto de fianzas que garantizaran el buen uso q e el oficial provisto debía 
mantener en su oficio. Las disposiciones normativas así lo reflejaban, aunque en la 
práctica la observancia de la norma distaba de su fiel cumplimiento.  
Desde 1591 una Real Cédula firmada por Felipe II ordenaba que los jueces 
oficiales –factor, tesorero y contador- debían aport r, antes de comenzar a ejercer sus 
oficios, una escritura de obligación de fianzas por valor de 30.000 ducados488. A su vez, 
desde 1593, se ordenó que la fianza del tesorero fua principal, y que la del factor y 
contador, figuraran como subsidiarias. De esta manera, en caso de que un tesorero fuese 
“alcanzado” en sus cuentas, respondería primero éste y sus fiadores, y no logrando 
cobrar de ellos, se acudiría al contador o al factor y sus fiadores489. Esas fianzas, 
ratificadas ante escribano público en una escritura de obligación, debían ir acompañadas 
de información de abonos y sumisión al Consejo de Indias, es decir, además de la 
                                                
487 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 172. 
488 Ibidem. p. 79. Renovada en 1608 por Felipe III, véase: AGI, Indiferente, 449, L. 1. Fol. 236R-236V. 
489 Ibidem. p. 79.  
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escritura de obligación, el oficial fiado debía presentar una escritura de abono de las 
fianzas en la que diferentes testigos, presentados por u parte, declararan las calidades 
de los fiadores y aseguraran que podían responder at  tal compromiso. A su vez, los 
fiadores y los testigos de abono, una vez que se aceptaban las fianzas en la Casa de la 
Contratación quedaban bajo el fuero y la jurisdicción del Consejo de Indias. El tesorero, 
además de los 30.000 ducados de fianzas exigidas por u cargo, debía aportar 15.000 
ducados más que garantizaran el buen uso de la administración de la hacienda 
perteneciente a los bienes de difuntos490. Por tanto, la obligación del tesorero ascendía a 
45.000 ducados. Los fiadores eran “de juicio”, es dcir, pagarían lo que “fuere juzgado 
y sentenciado contra los jueces oficiales, ora sea por vía de visita, o en otra forma […] 
hasta la cantidad en que se obligaren”, y se entendía que los sustitutos de los jueces 
oficiales también estaban sujetos a este sistema. Por tanto, los jueces oficiales no eran 
admitidos en sus oficios hasta que no habían dado las fianzas ratificadas en la escritura 
de obligación y la información de abonos. En el caso que alguno de los jueces oficiales 
tuviese el cargo por tiempo indefinido o perpetuo, se reconocerían las fianzas por el 
presidente de la Casa cada diez años491.  
El oficial de la tesorería, nombrado por el tesorero, debía obligarse con éste en 
cantidad de 10.000 ducados por el mismo concepto, con información de abono y 
sumisión al Consejo de Indias492; los alguaciles de la Casa se debían obligar en cantidad 
de 1.000 ducados493; el alcaide de la cárcel, que era nombrado por el alguacil mayor de 
la Casa, en la cantidad que estimara el presidente494 y, a los escribanos nombrados para 
ayuda de cada uno de los cuatro escribanos de cámara de la Casa les bastaba presentar 
una escritura de obligación en la que un fiador los avalara en el uso de su oficio495. Por 
otro lado, los oficiales de la Armada de la Carrera de Indias también debían aportar 
                                                
490 La hacienda de bienes de difuntos de la Casa de la Contratación, controlada por el tesorero, tenía como 
objetivo gestionar los bienes de aquellas personas que morían en Indias, o bien en el viaje de ida o vuelta, 
y que habían legado dichos bienes en su testamento. Sobre el procedimiento y expedición de dichos 
bienes, véase: Fernández López, «El procedimiento y los expedientes de bienes de difuntos en la Casa de 
la Casa de la Contratación de Indias (1503-1717)». 
491 En lo referente a las fianzas de los jueces oficiales de la Casa, lo comentado en este párrafo responde a 
las disposiciones normativas que quedaron recogidas en la Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, 
Título II, Ley XXIII, XXV y XXVI.  
492 Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, Título II, Ley XXVIII.  
493 Ibidem. Libro IX, Título XI, Ley I.  
494 Ibidem. Libro IX, Título XII, Ley II.  
495 Ibidem. Libro IX, Título IX, Ley XIII.  
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fianzas496, así como los oficiales de la avería. De estos últimos, el receptor de la avería, 
por quien debía de pasar todo lo tocante a los cobros de este impuesto, para poder entrar 
a ejercer su oficio, debía obligarse como principal junto a sus fiadores en la cantidad de 
30.000 ducados497.  
Por otro lado, es necesario señalar que, según la legislación, algunos oficiales 
tenían restringido ejercer de fiadores. Por ejemplo, los oficiales de la Casa no podían ser 
fiadores de otros cargos de la misma498, los Generales, Almirantes y demás oficiales de 
las Armadas y Flotas de Indias tampoco podían ser fiadores los unos de los otros, y los 
compradores de oro y plata no podían actuar como fiadores de ninguna persona por 
ninguna causa y razón499.  
Pero más allá de las disposiciones normativas y de las prohibiciones que 
establecían, la práctica en la obligación de fianzas de los cargos de la Casa distaba 
mucho de lo expresado en esas reglas. Es posible reconstruir, mediante un análisis del 
proceso burocrático, el funcionamiento de un sistema que había sido concebido para 
asegurar que los oficiales que iban a servir en la i stitución sevillana usarían “bien y 
fielmente” sus oficios500. Veamos algunos ejemplos.  
El 28 de julio de 1634, Antonio Manrique es nombrado tesorero juez oficial de la 
Casa de Contratación de Sevilla. El siguiente paso de pués de su nombramiento fue la 
presentación de su título ante dicha institución, en la que pidió que se le tomara el 
juramento y se ofreció a dar fianzas como paso previo y necesario para desempeñar el 
oficio501. Solo unos días después, el 8 de agosto, Manrique ya había reunido a sus 
fiadores en una escritura de obligación realizada ante Lucas García Pizarro, escribano 
público de Sevilla, por la cual se obligaban, en caso de que fuera juzgado y sentenciado 
en alguna causa, hasta en la cantidad reflejada en la escritura de obligación que, en total, 
ascendía a 45.000 ducados. En el perfil de sus fiadores podemos comprobar que, 
excepto tres personas que no hemos podido identificar, el resto tenían relaciones con el 
comercio sevillano y el órgano de gobierno del mismo, el Consulado, con la propia 
Casa de la Contratación y con el cabildo sevillano, sí como vínculos familiares con el 
                                                
496 Lo relativo a las fianzas de los Generales, Almirantes, gobernadores de Flotas y Armadas de la Carrera 
de Indias se encuentra en Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, Título XV, Ley V, VI, VII, CXXXI. 
En la ley V se establecía que no podían ser fiadores unos oficiales de otros.  
497 Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, Título IX, Ley III.  
498 Ibidem. Ley XXXI.  
499 Ibidem. Título XIII, Ley II.  
500 La expresión “usará bien y fielmente su oficio” o “bien y fielmente, sin arte ni engaño alguno” estaba 
presente en la mayoría de escrituras de obligación analizadas. Al respecto, véase AGI, Escribanía, 1136C.  
501 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 197R.  
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fiado, como es el caso de su mujer, que lo afianzó en 8.000 ducados. Fueron los 
siguientes:  
Fiadores de Antonio Manrique para el cargo de tesorero juez oficial de la Casa. 1634 
Nombre Oficio/Otras relaciones con el fiado Cantidad en 
ducados 
Juan Laso Cordero  Comerciante 3.000 
Martín de Sanartu Comerciante 3.000 
Pedro Fernández de Orozco Comerciante, cónsul en 1636 y 1637, 
Prior en 1642 y 1643, administrador de 
avería y veinticuatro de Sevilla 
1.000 
Capitán Martín Sáenz de 
Ubago 
Comerciante, comprador de oro y plata, 
administrador de avería, maestre de plata 
3.000 
Gabriel Ángel de Yepes Comerciante, prestamista de Balbas, 
comprador de oro y plata 
3.000 
Juan Fernández de Orozco  Comerciante, consiliario, cónsul en 1639, 
1640 y 1641, prior en 1657, veinticuatro 
de Sevilla, administrador de avería 
1.000 
Juan Muñoz de Dueñas  Oficial mayor de la tesorería de l  Casa 6.000 
Salvador Gómez de Espinosa Veinticuatro de Sevilla, comerciante, 
maestre de plata 
2.000 
Isabel de Tamayo Cónyuge de Juan Muñoz de Dueñas 2.000 
Juan Bautista de Esquivel  2.000 
Juan Bautista Izquierdo  2.000 
Gregoria Laso de la Vega  3.000 
Catalina de Tamayo Madre de Isabel de Tamayo 3.000 
Inés de Mendoza Cónyuge de Antonio Manrique 8.000 
Antonio María Bucareli Comerciante, administrador de avería, 




De los 15 fiadores de Antonio Manrique, ocho los hemos identificado como 
comerciantes, encontrándose entre ellos los importantes cargadores y dirigentes del 
Consulado, Pedro y Juan Fernández de Orozco; de los siete restantes, los que más 
cantidades se obligaron fueron su mujer Inés de Mendoza y el oficial mayor de la 
tesorería, Juan Muñoz de Dueñas.  
Acto seguido el recién nombrado tesorero entregó una escritura de abonadores de 
las fianzas, es decir, una información en la que dif rentes testigos, presentados por su 
parte, declaraban que los fiadores eran “personas ric y abonadas” y, desde luego, 
capaces de pagar la cuantía que afianzaban. La función de los abonadores era asegurar a 
los fiadores y, al igual que éstos, quedaban sujetos a la jurisdicción del Consejo de 
Indias. En las declaraciones de testigos de abonos de fianzas, éstos solían indicar las 
calidades de los fiadores, su papel como personas conocidas, solventes y de buena 
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posición económica –“hombres ricos”-, incluso, los bienes muebles e inmuebles de los 
que disponían los fiadores502. Los testigos que “abonaban” a los fiadores formaban parte 
también de las relaciones personales que mantenía el recién nombrado tesorero Antonio 
Manrique pues, como se ha señalado, eran testigos presentados por su parte. 
Una vez cumplimentadas las escrituras de obligación de los fiadores y las 
escrituras de abonos, el último paso de Antonio Manrique para ejercer como tesorero 
fue su reconocimiento por el regente de la Audiencia de Grados de Sevilla, quien estaba 
comisionado para recibir las fianzas y los abonos, el cual en 12 de agosto de 1634 dio 
por buenas ambas escrituras y las envió al Consejo de Indias503. Finalmente, el Consejo 
de Indias, en carta remitida a la Casa de la Contratación, refrendada por el secretario 
Fernando Ruiz de Contreras, informó que el Consejo había validado las fianzas el 25 de 
agosto de 1634504. A partir de ese momento y, tras hacer el juramento, Antonio 
Manrique pasó a ejercer como tesorero, un cargo que des mpeñó hasta su muerte en el 
año de 1640. El procedimiento seguido por el oficial m yor de la tesorería, quien a su 
vez era nombrado por el tesorero, era el mismo, salvo que la obligación de fianzas la 
contraía con éste último.  
Por tanto, Antonio Manrique, nombró como su oficial mayor a Juan Muñoz de 
Dueñas, el mismo que venía desempeñando el puesto con el anterior tesorero, y que 
tanto él como su esposa y su suegra habían intervenido como fiadores de Manrique. 
Como se comprueba, las normas se conculcaban, porque por encima de ellas estaban las 
relaciones interpersonales. Juan Muñoz de Dueñas afi nzó al futuro tesorero desde el 
puesto de oficial mayor de la tesorería, sin que legalmente pudiera hacerlo pero, en 
contrapartida, tras entrar Antonio Manrique en su cargo, inmediatamente lo ratificó en 
su cargo505.  
Juan Muñoz de Dueñas se obligó en concepto de fianzas en cuatro ocasiones, las 
mismas en que fue nombrado para el puesto de oficial mayor de la tesorería. De sus 18 
fiadores, 10 los hemos identificado como comerciantes, encontrándose entre ellos 
Andrés de Arriola, Francisco de Castro, Lope de Olloqui o Pedro de la Farja; de los 
                                                
502 En las escrituras de abono de las fianzas de Antonio Manrique, todos los testigos repetían la fórmula 
acerca de que los fiadores son “ricos y abonados” para tal cantidad y mucha más. Además, ponían de 
manifiesto que Inés de Mendoza, cónyuge de Antonio Manrique y fiadores de éste en la cantidad de 8.000 
ducados, llevó como dote 30.000 ducados poco más o men s, lo más de ello en bienes raíces y un juro de 
18.000 ducados de principal sobre el señoreaje de la casa de la Moneda de Sevilla. En: AGI, Escribanía, 
1136C. Fol. 207R.  
503 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 206V-213V.  
504 AGI, Contratación, 5785, L. 1. F. 95V.  
505 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 300R.  
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ocho restantes, los que más cantidades se obligaron fueron su mujer y suegra, Isabel y 
Catalina de Tamayo respectivamente, así como su suegro Juan de Tamayo. Como 
vemos, obtuvo de su familia buena parta del aval para esta obligación, apoyo que venía 
a completar el otorgado por los poderosos comerciantes506. Sus fiadores fueron los 
siguientes:  
 
Fiadores de Juan Muñoz de Dueñas en el cargo de oficial mayor de la tesorería nombrado 
por Diego Ximénez de Enciso. 1630 
Antonio Pérez Álvarez Comerciante 2.000 
Juan de Ipeñarrieta  2.000 
Juan de Tamayo Suegro  2.000 
Guillén de Casaus y Silva  4.000 
Total: 10.000 
Fiadores de Juan Muñoz de Dueñas en el cargo de oficial mayor de la tesorería nombrado 
por Diego Ximénez de Enciso. 1633 
Pedro de la Farja Comerciante 500 
Fernando de Acosta Comerciante 1.000 
Capitán Martín Sáenz de 
Ubago 
Comerciante, comprador de oro y plata, 
administrador de avería, maestre de 
plata 
1.000 
Juan Pérez Enríquez Comerciante, administrador de avería, 
prestamista de Balbas 
1.000 
Lope de Olloqui Comerciante, administrador de averí, 
prestamista de Balbas, comprador de 
oro y plata, maestre de plata 
500 
Andrés de Arriola  Comerciante, comprador de oro y plata 1.000 
Prudencio de la Rentería  1.000 
Diego de Guerra Administrador de solimán y azogue 1.000 
Antonio Pérez Álvarez Comerciante 2.000 
Juan de Asain Ugalde Antecesor en el oficio a Muñoz Dueñas 1.000 
Total: 10.000 
Fiadores de Juan Muñoz de Dueñas en el cargo de oficial mayor de la tesorería nombrado 
por Antonio Manrique. 1634 
Isabel de Tamayo Cónyuge  5.000 
Catalina de Tamayo Suegra 5.000 
Total: 10.000 
Fiadores de Juan Muñoz de Dueñas en el cargo de oficial mayor de la tesorería nombrado 
por Andrés de Munibe. 1641 
Juan Bautista de Loyola Comerciante, consiliario 2.000 
Luis de Soto Valderrama Comerciante, dueño de naos 2.000 
Francisco de Castro Comerciante, jurado de Sevilla 2.000 
Gaspar de Bonifaz  2.000 
Manuel de Salazar  2.000 
Total: 10.000 
 
                                                
506 Las fianzas de sus dos nombramientos por Diego Ximénez de Enciso en AGI, Escribanía, 1136A. Fol. 
35R-35V. Las relativas a su nombramiento por Antonio Manrique en AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 300R 
y las entregadas tras su nombramiento por Andrés de Munibe, en AGI, Escribanía, 1136A. Fol. 36R. 
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Siguiendo el ejemplo de la tesorería de la Casa, donde quedan meridianamente 
claras las relaciones establecidas mediante el sistma de fianzas entre los comerciantes y 
los oficiales de la tesorería en este periodo es en el caso del tesorero Andrés de Munibe. 
En este caso también es posible observar la influencia de su familia, concretamente su 
hermano, el acaudalado comerciante Juan de Munibe, qui n se obligó en la cantidad de 
6.000 ducados. Inmediatamente, tras su hermano, con 4.000 ducados de obligación se 
situó Simón de Gaviola, propietario del oficio de pagador de las Armadas de Indias, 
que, como hemos visto más arriba, nombró en dicho oficio a Sebastián de Greña en 
1637, quien también aparece entre los fiadores de Munibe. Entre los oficiales reales que 
avalaron a Munibe también se encontraba el receptor de la avería Pedro Camino. Pero lo 
más destacable es la presencia de una larga nómina de hombres sevillanos del comercio 
que representaba a lo más granado de la élite mercantil: Miguel de Neve, Domingo de 
Sarricolea, Andrés de Madariaga, Martín de Tirapu, Antonio María Bucareli entre otros, 
además de los importantes compradores de oro y plata, Juan de Olarte y Andrés de 
Arriola507. Sus fiadores quedaron conformados de la siguiente manera:  
 
Fiadores de Andrés de Munibe en el cargo de tesorero juez oficial. 1640 
Cristóbal de Contreras Comerciante 2.000 
Pedro de la Parra Comerciante 2.000 
Pedro López del Puerto  Comerciante 2.000 
Antonio María Bucareli Comerciante, administrador de avería, 
prestamista de Balbas 
2.000 
Francisco de Castro Comerciante, jurado de Sevilla 2.000 
Martín de Tirapu Comerciante, consiliario, prestamista 
de Balbas, administrador de avería, 
comprador de oro y plata 
2.000 
Miguel de Neve Comerciante, cónsul entre 1631-1635, 
consiliario, administrador de avería, 
jurado de Sevilla 
2.000 
Esteban de Echevarría  Comerciante, cónsul entre 1647- 49, 
Prior entre 1654-1656, consiliario 
2.000 
Juan de Olarte Comerciante, comprador de oro y plata 2.000 
Andrés de Arriola Comerciante, comprador de oro y plata 2.000 
Domingo de Sarricolea Comerciante, cónsul en 1639 y 1640, 
Prior en 1644, consiliario 
3.000 
Pedro Camino Receptor de la avería 2.000 
Pedro Esteban  1.000 
Juan de Munibe Comerciante, cónsul en 1631/hermano  8.000 
Juan Laso Cordero Comerciante 2.000 
Alonso Sánchez Borrego Comerciante 2.000 
                                                
507 Andrés de Arriola, según Vila Vilar, era pariente de Andrés de Munibe. Véase: Vila Vilar, «El tesorer 
Andrés Munibe: entre la Casa y el Consulado», p. 446 Las escrituras de fianzas de Munibe se encuentran 
en AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 60V-62V.  
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Simón de Gaviola Comerciante, pagador de varias rentas 
del Consulado, teniente de contador 
juez oficial en 1644, pagador de 
Armadas 
4.000 
Andrés de Madariaga Comerciante, Prior en 1636 y 1637 2.000 
Sebastián de Greña Pagador de Armadas nombrado por 




Otros oficiales de menor rango de la Casa de la Contratación que debían presentar 
escritura de obligación de fianzas, y que hemos podido comprobar cómo actuaban, eran 
los alcaides de la cárcel, oficio que, como hemos vista más arriba, desde 1625 había 
quedado vinculado al conde-duque de Olivares y que,en sucesivos arrendamientos, 
recayó en la persona de Alonso Cano durante el periodo estudiado508. Según establecía 
el contrato de arrendamiento que suscribió con Marcos Lozano, poderhabiente del 
favorito de Felipe IV, Alonso Cano se obligó en julio de 1630 como principal pagador 
en la cantidad de 2.000 ducados, y sus cuatro fiadores, Juan Aristizabal, Diego de 
Porras, Pedro de Mumiaga y Lope de Tapia, estos dos últimos, jurado y veinticuatro de 
Sevilla respectivamente, cada uno en 500 ducados509. Para los escribanos nombrados 
para ayuda de cada uno de los cuatro escribanos de cámara de la Casa bastaba con una 
escritura de obligación de una persona que se declarara como principal pagador, en caso 
de que fuere juzgada y sentenciada alguna causa contr  l s dichos escribanos. El conde-
duque de Olivares, propietario de la escribanía mayor de la Casa, tenía facultad para 
arrendar esas cuatro escribanías de cámara. Como ejemplo, podemos citar a Juan 
Ramírez Bustamante, quien en 1634 fue nombrado escribano de la Casa en una de las 
escribanías de cámara, y dio como su fiador a Gaspar de los Reyes, su antecesor en el 
oficio510.  
El funcionamiento del sistema de fianzas en la administración de la avería tenía 
algunas diferencias respecto a las citadas. Guillermo Céspedes del Castillo, que estudió 
este gravamen, señaló que “en los oficios que implicaban manejo directo de fondos 
considerables, se exigió pronto que quienes los desempeñen depositen una fianza en 
metálico con la que responder de su gestión”. Asimismo, afirmó que al receptor de 
avería, sujeto a una cantidad en concepto de fianza de 30.000 ducados, “se permitió que 
                                                
508 Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de los cargos (1634-1717)». 
509 AGI, Escribanía, 1136A. Fol. 35R. Y AGI, Escribaní, 1136C. Fol. 131R.  
510 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 47R-52R.  
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fuera solamente de 15.000”511. En el caso del receptor de avería Pedro Camino512, 
nombrado en 1637 tras declinar su padre, Juan Alonso Camino, a seguir sirviendo el 
oficio que venía desempeñando desde 1611, la obligación de fianzas se estipuló en 
15.000 ducados, es decir, tal y como observó Céspede , la mitad de lo que estaba 
establecido en las disposiciones normativas. Sin embargo, Pedro Camino no depositó 
dicha cantidad en metálico, sino que, al igual que los oficiales que hemos visto hasta 
ahora, formalizó una escritura de obligación ante escribano público junto a sus fiadores. 
Otra diferencia, además de obligarse en la mitad de lo stipulado, estribaba en el 
reconocimiento de sus fianzas, que fueron validadas por el contador de la Casa, Diego 
de Villegas, y no por el regente de la Audiencia de Grados513. Los fiadores de Pedro 
Camino para el oficio de receptor de avería eran harto conocidos en el mundo mercantil 
sevillano. Fueron los siguientes: 
 
Fiadores de Pedro Camino en el oficio de receptor de la avería. 1637 
Juan Laso Cordero  Comerciante 1.000 
Martín de Sanartu Comerciante 1.000 
Pedro de Rosas Comerciante 1.000 
Gabriel Ángel de Yepes Comerciante 2.000 
Miguel de Neve Comerciante, cónsul entre 1631-1635 y 
Conciliario  
1.000 
Juan Alonso de Camino Comerciante/padre de Pedro Camino 4.000 
Domingo de Sarricolea Cónsul en 1638, 1639 y 1640. Prior en 
1644, consiliario, comerciante 
2.000 
Pedro Fernández de Orozco Veinticuatro de Sevilla, comerciante. 
Cónsul en 1636 y 1637, prior en 1642 y 
1643, 
2.000 
Gerónimo de Barreda  1.000 
Total: 15.000 
 
Por otro lado, es necesario reseñar que, cuando un fiador hacía dejación de sus 
funciones, bien por fallecimiento, bien por otras cusas, el oficial fiado debía presentar 
otros fiadores en su lugar. Así ocurrió en el caso de Pedro Camino. Un año después de 
entrar a servir el oficio de receptor de la avería, t es de sus fiadores habían fallecido, por 
lo que debió acudir a nuevos avalistas, entre los cuales se encontraban, una vez más, 
hombres muy conocidos del comercio sevillano, tales como Andrés de Madariaga, Juan 
                                                
511 Céspedes del Castillo, «La avería en el Comercio de In ias» 
512 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 214R-215V. Para el nombramiento de Pedro Camino como receptor de 
la avería tras la renuncia de su padre en 1637, véase: Díaz Blanco, «Servicio al rey y progreso social en el 
siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa de la Contratación». 
513 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 215R-216V.  
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Fernández de Orozco, Juan Alonso Camino -hermano de Pe ro Camino-, Martín Alonso 
Vidal y Juan de Ugarte514.  
Según los ejemplos descritos, hay varios aspectos reseñables sobre el 
funcionamiento del sistema de fianzas de los cargos de la Casa de la Contratación. En 
relación a los jueces oficiales se puede observar que, debido a las elevadas cuantías de 
fianzas a las que debían obligarse, los comerciantes a Indias eran, debido a su poder y 
riqueza, los que partían en una situación privilegiada para ejercer de fiadores del 
personal de la Casa en los tres puestos principales de la institución515. La relación entre 
ambas partes, lejos de ser un tema marginal se ha dsituar en el centro del análisis, pues 
la existencia de vínculos podría ser decisiva para el spirante a un cargo de la Casa. 
Formar parte de la red de influencia que funcionaba en torno a las fianzas de los oficios 
de la Casa, nucleada en torno a lazos de amistad, parentesco y paisanaje, fue una forma 
de garantizar las aspiraciones de un grupo que tenía intereses comunes, que no era otros 
que el control del tráfico mercantil con América. Resulta paradójico que un sistema que 
debía garantizar que un oficial de la Casa iba a usar y ejercer su oficio “bien y 
fielmente, sin arte ni engaño alguno”, tuviera detrás como fiadores a los principales 
comerciantes a Indias.  
Los fiadores arriesgaban su capital y sus bienes al otorgar su firma en la escritura 
de fianza de los oficiales de la Casa de la Contratación porque en caso de que la 
institución recibiese una visita general, o que cualquier oficial pudiera ser objeto de una 
visita particular y resultara condenado por una mala praxis en su acción de gobierno, 
serían ellos quienes responderían ante tal compromiso en caso de que no pudiese hacer 
frente al pago de la condena. Pero este asunto pareció no importar demasiado a los 
avalistas y, debido al carácter obligatorio de las fi nzas, los comerciantes sevillanos se 
presentaron como los más capacitados para hacer efectivo se compromiso. Es por ello 
que el mecanismo de fianzas de los cargos de la Casabrió la posibilidad a los 
comerciantes sevillanos para tener cierto control sobre los oficiales que habían avalado, 
                                                
514 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 214R-236V.  
515 Aunque para una fecha posterior a este estudio, así lo parecía comunicar el presidente de la Casa a la 
Cámara de Castilla en julio de 1656, sobre la provisión de un juez oficial de la Casa, considerando que los 
más apropiados para ese “ministerio” se reducían “a caballeros que vivían de su hacienda, o a personas 
del comercio con tratan con su caudal”, y que los primeros carecían de recursos para las fianzas y 
tampoco ofrecían seguridad para el manejo de dineros, en tanto que los del comercio “tenían el 
inconveniente de mezclarse en él [comercio] contra el juramento y prohibiciones que están establecidas”, 
en: AGI, Indiferente, 773. Cit. en Andújar Castillo, «La Casa de Contratación de Sevilla y la venalidad de 




los mismos que luego iban a supervisar sus actividades comerciales, haciendo valer la 
defensa de sus intereses por encima de los de la propia institución.  
Es suma, las fianzas permitieron a actores privados tener acceso e influencia hacia 
posiciones privilegiadas de la Casa, al ejercer como fiadores de los principales cargos de 
la institución. La influencia que lograron los hombres del comercio y las oportunidades 
que se les presentaban ejerciendo como fiadores de los cargos de la Casa pesó más que 
el riesgo de comprometer parte de su capital. ¿Por qué si no iban a estar los principales 
cargadores implicados en este sistema? Se puede inferir, como respuesta a tal 
interrogante, que amén de contar con una hacienda cap z de obligarse en tales 
cantidades y formar parte de una red de paisanaje y mistad propia de las dinámicas 
políticas y sociales del Antiguo Régimen, la influencia a ejercer sobre los oficiales 
avalados en beneficio propio debió ser el principal móvil para que arriesgaran, al menos 
potencialmente, sus caudales. 
 
Las fianzas por lo juzgado y sentenciado en la visita 
 
La obligación de fianzas que tenían que aportar determinados oficiales de la Casa 
de la Contratación antes de comenzar a ejercer sus cargos fue objeto de las pesquisas de 
Juan de Góngora con el objetivo de averiguar qué ministros habían faltado a la 
obligación de afianzar sus cargos. En 1644, el visitador recopiló las escrituras de fianzas 
de los ministros y oficiales de la Casa que tenían que hacer frente a aquella obligación y 
encontró ciertas deficiencias en las obligaciones d fianzas del tesorero Andrés de 
Munibe y el factor Luis del Alcázar, y ausencia de las mismas en el contador Fernando 
de Villegas y en los tenientes de factor y contador, Luis Fernández de Córdoba y Simón 
de Gaviola respectivamente, quienes estaban ejerciendo los puestos por nombramiento 
de sus propietarios en dicho año. Asimismo, el visitador localizó en las fianzas del 
receptor de la avería, Pedro de Camino, una obligación menor que la que decían las 
ordenanzas, pues, como hemos indicado con anterioridad, a pesar de estar ordenado que 
sus fianzas llegaran hasta la cantidad de 30.000 ducados, a los receptores de la avería, se 
les permitía afianzar sus cargos por la mitad de ese importe. 
 Juan de Góngora, que había comunicado al Consejo de Indias estos problemas de 
la obligación de fianzas de los ministros citados, recibió una orden en 30 de diciembre 
de 1644 en la que el monarca le instaba a que Fernando de Villegas y su teniente Simón 
de Gaviola, así como el teniente de factor, Luis Fernández de Córdoba, que no habían 
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dado fianzas antes de comenzar a ejercer el cargo, se bligaran hasta la cantidad de 
30.000 ducados en tal concepto, y que Andrés de Munibe y Luis del Alcázar, que no 
habían incorporado en su obligación de fianzas la gar ntía de hacer frente a las posibles 
condenaciones en una visita, lo hicieran, y que Pedro de Camino, que no había llegado a 
la cantidad dispuesta en las ordenanzas, se obligara hasta dicha cantidad516. 
Los jueces oficiales protestaron al Consejo el tener qu  obligarse en concepto de 
fianzas por las condenaciones que pudieran resultar contra ellos en una visita, y 
utilizaron como base de esta protesta dos antecedentes ocurridos en la década de 1620 
con el entonces contador Antonio López de Calatayud y el factor Luis del Alcázar. 
Ambos jueces oficiales, por auto del Consejo de Indias e 9 de octubre de 1621 fueron 
instados a obligarse en sus fianzas por lo juzgado y sentenciado en una visita, sin 
embargo ambos apelaron al Consejo y consiguieron que sus fianzas no recogieran esta 
obligación, sino solamente el “usar bien y fielmente su oficio” con la obligación de 
pagar los alcances que contra ellos se produjeran en las cuentas de su cargo. Ante las 
diligencias iniciadas por Góngora, el factor Luis del Alcázar, el teniente de contador 
Simón de Gaviola y el tesorero Andrés de Munibe pidieron al rey que les hiciera merced 
de que sus fianzas estuvieran libres de esta claúsula relativa a lo juzgado en una visita, 
porque “estando esta visita pendiente no habría quien quisiese hacer tal fianza”. A su 
vez, afirmaron en su misiva que estaban saneados para la paga de cualquier 
condenación, y pidieron al rey que ordenara a Juan de Góngora a que cesasen las 
diligencias que estaba haciendo sobre sus fianzas. El monarca instó a los jueces oficiales 
a que resolvieran esta cuestión con el visitador517. El asunto no iba a ser tan sencillo 
como pareció en un principio, y fue el inicio de distintos conflictos entre el visitador y 
cada uno de los ministros afectados. Veámoslos por partes.  
Según indicaba la cédula de 30 de diciembre de 1644 que tenía en su poder el 
visitador, la obligación de las fianzas también recaía sobre los tenientes de los jueces 
oficiales. En el año 1644, Luis Fernández de Córdoba y Simón de Gaviola estaban 
ejerciendo como tenientes de Luis del Alcázar y de Fernando de Villegas, factor y 
contador de la Casa respectivamente, sin haberse obligado en la cantidad de 30.000 
ducados en concepto de fianzas por el uso y ejercicio de sus oficios518. Ante el 
                                                
516 La Real Cédula citada inicia los cuadernos de autos hechos por el visitador en esta cuestión sobre los 
ministros de la Casa, que se localizan en AGI, Escribanía, 1143C.  
517 AGI, Escribanía 1143C. Cuaderno 103. Fol. 21R-22R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a los 
jueces oficiales de la Casa de la Contratación.  
518 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 63R.  
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requerimiento de Góngora para que entregaran fianzas por el desempeño de sus cargos, 
Simón de Gaviola alegó que no tenía obligación de dar las fianzas por servir como 
teniente, además de que se trataba de un oficio que estaba perpetuado en Fernando de 
Villegas519. El alegato de que el goce del oficio por tenencia ex mía de la obligación de 
fianzas también fue utilizado por el teniente de factor Luis Fernández de Córdoba, pero 
ni a uno ni a otro les sirvió para eludir un proces largo y complicado con el visitador 
por esta cuestión. La Real Cédula que tenía en sus manos el visitador sobre esta materia 
era clara al respecto, los tenientes Simón de Gaviola y Luis Fernández de Córdoba 
debían obligarse en la cantidad de 30.000 ducados de fianza por el uso y ejercicio de sus 
oficios. Ante el incumplimiento de los tenientes de contador y factor, el visitador emitió 
un auto mediante el cual embargó los salarios que percibían estos oficiales hasta que 
dieran las fianzas. Sin embargo, las quejas que hici ron llegar al Consejo de Indias los 
jueces oficiales de la Casa surtieron efecto, y en carta del secretario Gabriel de Ocaña y 
Alarcón dirigida a Juan de Góngora, se le instó al visitador a que solamente dieran 
fianzas los propietarios de los oficios, quedando los tenientes libres de esta obligación y 
del embargo del salario que les había hecho el visitador.  
La causa del visitador sobre la obligación de fianzas siguió entonces con Fernando 
de Villegas y con Luis del Alcázar, propietarios de los oficios de contador y factor juez 
oficial520. En el caso del primero, también protestó la obligación de tener que dar 
fianzas, y del mismo modo que ocurrió en 1634 con su padre, el Consejo de Indias 
acabó determinando que la perpetuidad del oficio no le eximía de obligarse en la 
cantidad de 30.000 ducados en concepto de fianza por el uso y ejercicio de su oficio y 
por lo juzgado y sentenciado contra él en la visita. Sin embargo, como los anteriores 
jueces oficiales, Villegas acabó dando las fianzas por el uso y ejercicio de su oficio y no 
por las posibles condenaciones que contra él resultaran de la visita. No obstante, en 
1646, Juan de Góngora las rechazó “por ser algunos de los fiadores ministros de la 
Casa” que, como hemos visto, fue algo común en la coyuntura estudiada. La objeción 
puesta por Góngora señaló al fiador Sebastián de Grña, un asiduo en estas 
obligaciones, quien se obligó en 2.000 ducados, y al oficial de registros de la 
                                                
519 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 86R.  
520 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno. 102. Autos hechos p r el señor presidente y visitador contra 
Simón de Gaviola, teniente de contador de la Casa de l Contratación sobre que de fianzas para el uso de 
su oficio que después se han hecho contra don Fernando de Villegas, contador y juez oficial perpetuo de 
la dicha Casa. Y AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 101. Autos hechos por el señor licenciado Juan de 
Góngora contra don Luis del Alcázar, factor juez oficial de la dicha Casa y don Luis Fernández de 
Córdoba, su teniente.  
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contaduría, Felipe Ruiz de León, quien actuó como testigo de abono de los fiadores. 
Propuso el visitador al respecto que en adelante, el Consejo podía mandar que los 
“oficiales de esa Casa no pueden ser fiadores unos de otros”, pero el sínodo ordenó al 
visitador que le aceptara las fianzas a Fernando de Villegas y que en adelante no se 
aceptaran “las de los oficiales de esa Casa uno por otr ”521. Finalmente, cuando en 
1646, Fernando de Villegas entró a desempeñar el cargo de contador, tras la muerte de 
su teniente –y suegro- Simón de Gaviola, el visitador acabó aceptando las fianzas como 
le había ordenado el Consejo de Indias. 
El factor Luis del Alcázar también fue requerido en el mismo año de 1646 por el 
visitador a dar nuevas fianzas para el uso y ejercicio de su oficio, pues las que tenía 
dadas provenían de 1622 y, según la orden que tenía el visitador debían ser renovadas, 
incluyendo la obligación de hacer frente a las posible  condenaciones que contra él 
pudieran resultar en la visita. Luis del Alcázar se obligó en dicho año en sus fianzas por 
el uso de su oficio y por los alcances que tuviera en las cuentas de su cargo, pero no por 
el juicio de visita. Góngora, que pretendía que estdiera nuevas fianzas y se obligara 
por la visita, inició unas complicadas diligencias que, pese a las resistencias del factor, 
acabaron con la obligación de Luis del Alcázar de proporcionar nuevos fiadores hasta 
alcanzar la obligación de 30.000 ducados en concepto de fianzas por el uso de su oficio 
y por los alcances que se pudieran dar en las cuentas de su cargo, pero no por el juicio 
de visita522. 
En cuanto al tesorero Andrés de Munibe, como ya hemos analizado con 
anterioridad, las fianzas que debían presentar los tesoreros de la Casa de la Contratación 
“tenían como objetivo proteger a la Real Hacienda contra los posibles abusos o fraudes 
que con ella pudiese cometer el tesorero o su subordinado y tener garantizado el posible 
cobro de sus alcances en el caso de que se obligase a su restitución”523. También hemos 
mencionado que en caso de que un tesorero fuese “alcanz do” en sus cuentas, 
                                                
521 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 108R-108V. Fernando de Villegas, como hizo con 
anterioridad su padre, hipotecó el oficio por 20.00 ducados en concepto de fianzas y los 10.000 restant  
fueron aportados por Sebastián de Greña (2.000), Isabel Antonio de Gaviola –su mujer- (2.000), 
Francisco Mauricio (1.000), Francisco de Suaza (2.000) y Alonso de Velasco (2.000). En AGI, 
Escribanía, 1143C. Cuaderno 102. 
522 Sus nuevos fiadores fueron Francisco del Alcázar (2.000), Manuel del Alcázar (4.000), Manuel de 
Iriberri (2.000), Juan de Casanova (2.000), Isabel de Albo (1.000), Juan de Castro (1.000), Sebastián 
Francisco de Jauregui (4.000), Domingo de Ipeñarriet  (4.000), Juan Laso Cordero (2.000), Antonio 
González de Legarda (2.000), Francisco de Jauregui (2.000), Juan Antonio de Belvis (2.000); Francisco 
López de la Torre (2.000). En AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 101. Fol. 81R.  
523 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 172. 
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respondería primero éste y sus fiadores, y no logrando cobrar de ellos, se acudiría al 
contador o al factor y sus fiadores524. De ahí la importancia de que el contador y el 
factor tuvieran en orden sus obligaciones de fianzas. No obstante, en la fianza del 
tesorero, además de los 30.000 ducados exigidos por u cargo, debía aportar 15.000 
ducados más que garantizaran el buen uso de la administración de la hacienda 
perteneciente a los bienes de difuntos525. Por tanto, la obligación de fianzas del tesorero 
ascendía a 45.000 ducados. 
La importancia de que estuvieran en orden las fianzas a las que debía obligarse el 
tesorero de la Casa -quien como veremos debía hacerfrente a alcances importantes al 
finalizar el ejercicio de su cargo- llevó a Juan de Góngora a interesarse por conocer en 
qué estado estaba dicha obligación del tesorero Andrés e Munibe y quiénes eran sus 
fiadores. Munibe se había obligado en la cantidad de 45.000 ducados de fianzas antes de 
entrar a ejercer el cargo de tesorero en 1640. En el perfil de sus fiadores que hemos 
analizado con anterioridad, se encontraban acaudalados comerciantes, otros oficiales de 
la Casa de la Contratación o importantes compradores de oro y plata. Todo un panorama 
que conculcaba las normas, pues ni los oficiales de la Casa podían ser fiadores ni los 
compradores de oro y plata podían actuar como fiadores bajo ningún concepto. Pero las 
relaciones interpersonales y de dependencia de los compradores de oro y plata con la 
tesorería de la Casa, parece que estuvieron por encima de lo dispuesto en la normativa 
para las fianzas a las que debían obligarse los jueces oficiales de la Casa antes de entrar 
a desempeñar sus oficios.  
No obstante, Góngora actuó en virtud de la orden que tenía del Consejo y que 
comprendía a Andrés de Munibe y, en febrero de 1645, notificó al tesorero que diera 
nuevas fianzas por no incluir en las que tenía dadas la obligación para con las 
condenaciones que se pudieran producir contra él en el juicio de la visita526. 
Efectivamente, como los demás jueces oficiales de la Casa, cuando en 1640 Andrés de 
Munibe hizo la escritura de obligación de 45.000 duca os en concepto de fianzas, solo 
lo hizo “por la seguridad de lo que toca al dicho ofici  de tesorero”527, pero no por lo 
que pudiera resultar contra él en un juicio de visita. Pese a las alegaciones del tesorero, 
                                                
524 Ibidem. p. 79.  
525 Sobre el procedimiento y expedición de dichos bienes, véase: Fernández López, «El procedimiento y 
los expedientes de bienes de difuntos en la Casa de la Casa de la Contratación de Indias (1503-1717)». 
526 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 103. Autos hechos por el señor visitador Juan de Góngora sobre 
que Andrés de Munibe, tesorero juez oficial de la Casa de la Contratación amplíe las fianzas que tiene
dadas para el uso y ejercicio de su oficio.  
527 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 60V-62R.  
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Juan de Góngora defendió, en este caso con más ahínco al tratarse de la figura del 
tesorero, que Munibe ampliara su obligación de fianzas a lo tocante al juicio de visita. 
El tesorero defendió ante el Consejo que ya tenía sus fianzas dadas como se le habían 
pedido y que no debía dar nuevas fianzas, y esta fue la postura que acabó siendo la 
determinante, pues Munibe no amplió su obligación de fianzas para lo juzgado por la 
visita.  
Por último, en el caso del receptor de la avería, Pedro de Camino, este debía dar 
nuevas fianzas por dos motivos: solo tenía suscrita un  obligación de fianzas por 
cantidad de 15.000 ducados y no por 30.000 como estaba ordenado y, asimismo, debía 
incluir la obligación de que estas fianzas respondieran ante las posibles condenaciones 
del juicio de la visita528. Pedro de Camino defendió que tanto él como su padre, 
antecesor en el oficio de receptor de la avería, solo e habían obligado en 15.000 
ducados en concepto de fianzas, y que esta era la costumbre asentada con respecto a esta 
obligación en este oficio, por lo que se ofrecía a r tificarlas o a darlas de nuevo si era 
necesario, pero no a ampliarlas a 30.000 ducados. Asimismo, del mismo modo que 
hicieron los jueces oficiales, se resistió a que las fi nzas incluyeran la obligación de 
responder por el juicio de la visita. Las posturas enfrentadas originaron la apelación de 
Pedro de Camino al Consejo, quien acabó dándole la razón y, como ya había hecho en 
1637 cuando entró a servir el oficio de receptor de la avería, solo se obligó en cantidad 
de 15.000 ducados en concepto de fianzas, ratificando las que ya tenía dadas.  
En suma, en la labor de revisión que hizo el visitador de las escrituras de fianzas 
de los ministros de la Casa que tenían que hacer frente a esta obligación, Juan de 
Góngora intentó que los jueces oficiales y el receptor de la avería, quienes custodiaban 
y manejaban los caudales más importantes de la Casa de la Contratación, actualizaran 
sus fianzas, incluyendo además la obligación de hacr frente a las condenaciones que 
pudieran resultar contra ellos en la visita que estaba omando. Esta acción del visitador 
originó sendos pleitos con los referidos ministros, que finalizaron en el Consejo de 
Indias, órgano que acabó dándoles la razón a los jueces oficiales y al receptor de la 
avería dejando fuera de la obligación de fianzas por el uso y ejercicio de sus oficios las 
garantías para hacer frente a las condenaciones que contra ellos pudieran resultar en la 
visita. Tan solo consiguió Góngora que el contador Fernando de Villegas, quien no 
                                                
528 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 104. Autos hechos por el señor visitador Juan de Góngora sobre 
que don Pedro de Camino, receptor de la avería, ratifique las fianzas que tiene dadas de 15.000 ducados 
para el uso de su oficio y de otras de nuevo en cantidad de otros 15.000 ducados extendiendo las dichas 
fianzas para el juicio de esta visita y las demás que adelante hicieren.  
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había afianzado el oficio de contador cuando entró a servir el puesto en 1646, se 
obligara en concepto de fianzas, no sin dificultades, y que Luis del Alcázar aportara 

































































CAPÍTULO 5. EL DESPACHO, LA DESIGNACIÓN DEL 






















Durante el valimiento de Olivares se habían dinamitdo los consensos entre la 
corona y los comerciantes sevillanos, alcanzando la tensión su punto álgido a partir de 
1640, cuando la oposición del Consulado a algunas de las políticas puestas en marcha 
por el valido, como la exacerbada presión fiscal, o la concesión y venta de naturalezas 
de Indias, llevaron a los comerciantes a buscar el poyo del Consejo de Indias, órgano 
que a su vez también se mostró contrario a esas políticas de Olivares. Como 
consecuencia de que Consulado y Consejo de Indias se opusieron al valido y sus 
políticas, se favoreció cierto entendimiento entre ambas instituciones, relacionado con la 
necesidad de acabar con estas prácticas que el propio conde de Castrillo supo utilizar 
con destreza en su pugna con Olivares. Las políticas defendidas por el valido en su 
relación con el comercio de Sevilla, que habían fractur do tantos consensos y 
provocado tantos desajustes, y a las que antes de su caída el Consejo se había opuesto 
manteniendo un criterio propio, pudieron ser determinantes a la hora de despachar una 
visita que restableciera el orden alterado y mejorara l  situación del comercio en 
beneficio de la monarquía que, sin duda, era la más perjudicada. Y aunque el Consulado 
protestó contra la visita y trató de eximirse de ella, sus quejas no fueron tomadas en 
consideración. 
Pero la visita fue despachada antes de la caída de Olivares, aunque ya en un año 
de suma debilidad para sus políticas como fue el de 1642. Por tanto, es factible pensar 
que las posiciones mantenidas por el sínodo indiano y por Castrillo, este último en clara 
pugna contra el valido, se hicieron victoriosas con bastante anterioridad a su destierro de 
la Corte, pues no solo se despachó una visita que tenía como objetivo indagar en todos 
los aspectos de las instituciones sevillanas del comercio con Indias, con unos poderes 
dados al visitador bastante amplios, sino que, como veremos, el comisionado era una 
hechura del presidente del Consejo de Indias, cuyo papel en ambas decisiones debió de 
ser fundamental, y donde el monarca intervino como valedor de la visita y del visitador, 
sin que en ningún momento hayamos podido percibir la sombra de Olivares. 
La visita y la elección del visitador emanaron del rey. Se trató de una decisión 
tomada por el rey en un ambiente reservado, seguramente junto a Castrillo, a quien fue 
dirigido el decreto decisivo que ordenaba poner en marcha la visita. Pero resulta 
imprescindible interrogarse por qué se producía en es  contexto, y por qué se designaba 
concretamente a Juan de Góngora. Es ineludible indagar en el año 1642, como fecha 
clave para la caída en desgracia de Olivares, y en el papel desempeñado por el 
presidente del sínodo indiano, el conde de Castrillo, que fue determinante en dicha 
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caída. A su vez, es necesario conocer quién era Juan de Góngora y el por qué de su 
elección como visitador, pues, de alguna manera, la figura del visitador también 
determinaba los objetivos que se pretendían conseguir con la visita. La facción o el 
grupo de apoyo con el que el visitador pudiese contar en la Corte son aspectos 
fundamentales que no se pueden soslayar cuando nos aproximamos a estudiar una visita 
de inspección. 
 
5.1. Juan de Góngora: una carrera al servicio de la monarquía 
 
“Don Juan de Góngora era un pobre muchacho de Córdoba, pariente del poeta de 
ese nombre, que, habiéndose apegado al servicio de don Luis [de Haro], ha sido 
nombrado por él, presidente del Consejo de Hacienda, que es como superintendente de 
las Finanzas; por esto todo el mundo lo llama hechura de don Luis, que es lo que en 
Francia decimos criatura; pero es en este país tan odi do como su señor amado”529.  
A la altura de 1659, cuando el viajero francés Francisco Bertaut publicó su 
“Diario de viaje de España”, y dejó escritas las precedentes palabras sobre Juan de 
Góngora, su impresión de “un pobre muchacho cordobés” que había medrado en los 
oficios de la monarquía debido a la cercanía al valido don Luis de Haro no se 
correspondía exactamente con la realidad. Lo cierto es que Juan de Góngora provenía de 
un destacado linaje cordobés que estaba asentado en la ciudad desde tiempos de la 
conquista cristiana530. Era el segundo hijo varón del matrimonio entre Baltas r Jiménez 
de Góngora y Beatriz de Castillejo y de los Ríos. Fueron tres los hijos que nacieron de 
dicho enlace: el primogénito, don Luis de Góngora, señor de Magaña y sus aldeas, señor 
de las Torres de Alborrox y de la mitad de Casillas, procurador a Cortes por Córdoba, 
caballero de Calatrava, señor y primer vizconde de la Puebla de los Infantes, miembro 
del Consejo y Contaduría Mayor de Hacienda, primer caballerizo de la reina doña 
Mariana de Austria, gobernador de los partidos de Almagro y Martos y veinticuatro de 
                                                
529 Francisco Bertaut, «Diario del viaje de España», en Viajes de extranjeros por España y Portugal, ed. 
José García Mercadal (Salamanca: Junta de Castilla y León, 1999), pp. 450-451. Citado en Ángel María 
Ruiz Gálvez, «Don Luis de Haro y Córdoba. Bases sociec nómicas del poder de un valido», en El mundo 
de un valido. Don Luis de Haro y su entorno, 1643-1661, ed. Rafael Valladares (Madrid: Marcial Pons 
Ediciones de Historia, 2016), pp. 25-48 (p. 45). 
530 Ruiz Gálvez, «Don Luis de Haro y Córdoba. Bases sociec nómicas del poder de un valido»,p. 45. 
Enrique Soria Mesa sitúa el linaje Góngora del que provenía Juan de Góngora entre los más antiguos 
linajes de la ciudad de Córdoba tras la conquista cristiana por Fernando III, véase Enrique Soria Mesa, El 
cambio inmóvil. Transformaciones y permanencias en una élite de poder (Córdoba, SS. XVI-XIX) 
(Córdoba: Ediciones de La Posada, 2000). En especial el c pítulo V “Perfiles de una élite”. 
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Córdoba531. El segundo hijo varón fue don Juan de Góngora, y el último descendiente 
del matrimonio fue doña Mayor de Góngora, quien desposó en 1622 con don Íñigo 
Fernández de Córdoba, miembro de otra ilustre famili  cordobesa532.  
Luis de Góngora, hermano de Juan, no fue el primero que ostentó una 
veinticuatría en Córdoba, sino que la presencia de sus antepasados en el cabildo 
cordobés podemos remontarla al menos a su bisabuelo paterno Alonso de Góngora533, 
su abuelo paterno don Luis Jiménez de Góngora y su padre, Baltasar Jiménez de 
Góngora. Pero los ascendientes de Juan de Góngora no solo estuvieron presentes en el 
cabildo municipal de Córdoba, sino que también ocuparon puestos en el gobierno de la 
monarquía. Así, su padre, Baltasar Jiménez de Góngora, fue tesorero general de Felipe 
III y Felipe IV, procurador a Cortes por Córdoba en la convocatoria de 1617534 y, como 
hemos mostrado más arriba, su hermano Luis de Góngora llegó a ser miembro del 
Consejo y Contaduría Mayor de Hacienda. Además, ambos se vieron recompensados 
con honores en forma de hábitos de las Órdenes Militares castellanas, titulando Baltasar 
como caballero de Santiago en 1612535 y Luis como caballero de Calatrava en 1617536. 
Aunque el linaje Góngora tiene muchos más aspectos a destacar537, con los datos 
aportados podemos afirmar que la humildad del “pobre muchacho cordobés” a la que 
hizo referencia el viajero francés Francisco Bertaut no era tal, puesto que sus 
ascendientes gozaron de posiciones privilegiadas en la sociedad cordobesa del Antiguo 
                                                
531 El oficio de caballero veinticuatro lo recibió por traspaso de su padre en 1620, aunque dos años más 
tarde lo cedió en beneficio de su cuñado don Íñigo Fernández de Córdoba, que lo obtuvo en concepto de 
dote de doña Mayor Jiménez de Góngora, hermana de don Luis. Véase: Aurora Lucena Ortiz y María 
Auxiliadora Guisado Domínguez, «Parentesco y linaje. La Casa de Almodóvar del Río (siglos XVII-
XIX)», en Familia, parentesco y linaje. (Seminario Familia y Élite de Poder en el reino de Murcia, siglos 
XV-XIX), ed. James Casey y Juan Hernández Franco (Murcia: Universidad de Murcia, 1997), p 245. 
Según Manuel Cuesta Martínez, en 1657, Luis de Góngora recibió una veinticuatría en atención a sus 
servicios, véase: Manuel Cuesta Martínez, Oficios públicos y sociedad. Administración urbana y 
relaciones de poder en la Córdoba de finales del Antiguo Régimen (Córdoba: Universidad de Córdoba. 
Servicio de publicaciones., 1997), p. 8. 
532 Lucena Ortiz y Guisado Domínguez, «Parentesco y linaje. La Casa de Almodóvar del Río (siglos 
XVII-XIX)», p. 250. 
533 AHN, OM, Expedientillos, Nº. 298. Expediente para la concesión del título de caballero de la orden de 
Santiago a Baltasar Jiménez de Góngora. 
534 Al parecer su papel en las Cortes que acabaron aprob ndo el servicio de 18 millones de ducados fue 
relevante, y por esos servicios, solicitó al rey una merced de plaza de consejero de Hacienda, conserva do 
el puesto de tesorero general, o en su defecto, que le hiciera merced de hábito para dotar a su hija y de 
500 ducados de pensión para un hijo que tenía estudiando en Salamanca. Ese hijo era Juan de Góngora. 
Al respecto, véase: AGS, Patronato, 90, Doc. 471. Y AGS, Patronato, 90, Doc. 470. 
535 AHN, OM, Expedientillos, Nº. 298. Expediente para la concesión del título de caballero de la orden de 
Santiago a Baltasar Jiménez de Góngora. 
536 AHN, OM, Expedientillos, Nº. 9666. Expediente para la concesión del título de caballero de la orden 
de Calatrava a Luis de Góngora.  
537 Volvemos a remitir a la obra ya citada de Soria Mesa, El cambio inmóvil. Transformaciones y 
permanencias en una élite de poder (Córdoba, SS. XVI-XIX). 
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Régimen. Pero si las notas que hemos aportado sobrela familia Góngora nos muestran 
unas destacadas trayectorias en los oficios y honores de la monarquía, la carrera del 
segundo hijo varón de Baltasar Jiménez de Góngora fue una de las más brillantes de la 
época.  
Juan de Góngora fue bautizado el 26 de enero de 1608 en la parroquia de Omnium 
Santorum de Córdoba, siendo su padrino Juan Díaz Cabrera538. Góngora iba a ser 
colegial del Colegio Mayor del Arzobispo en Salamanca. Conocemos su trayectoria en 
la universidad salmantina a través de dos relaciones de méritos que presentó a la 
Cámara de Castilla en las que solicitaba una plaza de oidor en las Chancillerías de 
Valladolid o Granada. En la primera, sin fecha, pero que podemos datar en torno a 
1633, Góngora se presentó como colegial del Colegio Mayor del Arzobispo de Toledo 
de la Universidad de Salamanca, donde había ejercido las Cátedras de Leyes, Instituta y 
Código, siendo esta última la que estaba sirviendo en el momento de la presentación del 
memorial. A su vez, había servido el oficio de juez metropolitano de toda la provincia 
de Santiago, cuyo tribunal residía en la ciudad de Salamanca539. Al parecer, la Cámara 
de Castilla no tuvo a bien considerar su petición, y en 1637 volvió a pedir una de las tres 
plazas de oidores que había vacantes en las Chancillerías de Valladolid o Granada. En 
este caso, en el momento de la presentación del memorial estaba ejerciendo la Cátedra 
de Digesto Viejo en la Universidad de Salamanca y, demás, presentó como mérito el 
haber sido comisionado por la Junta de Millones para cierto negocio en la ciudad del 
Tormes540.  
A pesar de sus peticiones para ser nombrado oidor en una de las Chancillerías 
castellanas, Juan de Góngora fue provisto para ese cargo, pero en la Audiencia de 
Grados de Sevilla541, siendo este el puesto que ejercía cuando fue designado visitador de 
la Casa de la Contratación y Consulado de la ciudad hispalense en 1642.  
                                                
538 La certificación bautismal de Juan de Góngora se encuentra en sus pruebas para vestir el hábito de 
Alcántara, véase: AHN; OM, CA, Exp. 628. Con respecto a su padrino, Juan Díaz de Cabrera, caballero 
de Santiago y natural de la ciudad de Córdoba, era el abuelo materno de Baltasar Jiménez de Góngora, 
padre de Juan de Góngora. Véase AHN, OM, Expedientillos, Nº298. Expediente para la concesión del 
título de caballero de la orden de Santiago a Baltas r Jiménez de Góngora. Sin alargar el árbol 
genealógico en grados muy remotos, es pertinente destacar que la familia Góngora estaba emparentada 
con otra ilustre familia cordobesa, los Cabrera y que Juan de Góngora era sobrino de Alonso de Cabrera, 
vizconde de Torres Cabrera y que tuvo un c rsus honorum destacado en el sistema polisinodial de la 
monarquía. Sobre Alonso de Cabrera véase: Soria Mesa, El cambio inmóvil. Transformaciones y 
permanencias en una élite de poder (Córdoba, SS. XVI-XIX), p. 122. 
539 AHN, Consejos, 13.383, Exp. 190.  
540 AHN, Consejos, 13.385, Exp. 63.  
541 Desconocemos la fecha de su nombramiento, pero debió  ser entre 1637 y 1640. 
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De forma paralela a su inicio en el desempeño de cargos de la monarquía, 
Góngora comenzó una escalada imparable en los honores que lo catapultaron hacía la 
cúspide de la sociedad castellana. En enero de 1640 desposó con su sobrina carnal Luisa 
Jiménez de Góngora, hija de su hermano Luis542, quien heredó de su padre el título de 
vizcondesa de la Puebla de los Infantes, comenzando de este modo el camino hacia la 
nobleza titulada. El tránsito de la familia Góngora hacia ese escalón de la pirámide 
social lo había iniciado Baltasar Jiménez de Góngora quien, aprovechando su puesto de 
tesorero general, había comprado en 1626 el señorío de la villa cordobesa de Almodóvar 
del Río. Sin embargo, la muerte le sorprendió en 1628 sin haber tomado posesión 
efectiva de su nueva propiedad, situación que aprovechó la corona para hacer una 
segunda venta de la villa en 1629 a favor de don Fra cisco del Corral y Guzmán. Fue el 
sucesor de Baltasar Jiménez de Góngora, su segundo hijo varón, Juan de Góngora, 
quien hizo valer los derechos de su padre sobre Almodóvar del Río, como poseedor de 
la primera opción de venta de la villa. El pleito sobre los derechos de la posesión de la 
villa, que llegó al Consejo de Hacienda, fue ganado por Juan de Góngora quien además 
sumó a esa victoria la concesión de Felipe IV del título de marqués de Almodóvar del 
Río543. En 1661, Juan de Góngora y su mujer fundaron un mayorazgo conjunto en el 
que vincularon los bienes de ambos, incluidos los títulos nobiliarios544. En el testamento 
conjunto que hicieron en Madrid el 20 de enero de 1667, el matrimonio se intitulaba 
como marqueses de Almodóvar del Río, vizcondes de la Puebla de los Infantes, señores 
de las villas de las Torres de Alborroz, Chamartín, Santa María de Trasierra y Espiel545.  
Amén de los títulos nobiliarios mencionados, el cursus honorum de Juan de 
Góngora fue ejemplar. De oidor de la Audiencia de Grados de Sevilla pasó a ser alcalde 
                                                
542Janine Fayard, Los miembros del Consejo de Castilla (1621-1746) (Madrid: Siglo Veintiuno, 1982), p. 
276. 
543 Lucena Ortiz y Guisado Domínguez, «Parentesco y linaje. La Casa de Almodóvar del Río (siglos 
XVII-XIX)», p. 246. Juan de Góngora hizo efectiva una carta de pago de 640 reales de plata a la Real 
Capilla por el título de marqués de Almodóvar del Río el 14 de noviembre de 1663, véase: AHN, 
Consejos, 9046, A. 1663, Exp. 2.  
544 Además de los títulos nobiliarios, en el mayorazgo incluyeron las alcabalas, primer y segundo 1%, 
servicio ordinario y extraordinario de la villa de la Puebla de los Infantes y las villas de Torre de 
Alborroz, Chamartín, Santa María de Trasierra y Espiel con su jurisdicción civil y criminal, señorío, y 
vasallaje y el patronato de la iglesia y convento de Santa Ana, carmelitas descalzas en Córdoba. Véase: 
Lucena Ortiz y Guisado Domínguez, «Parentesco y linaje. La Casa de Almodóvar del Río (siglos XVII-
XIX)», p. 246.  
545 Archivo Histórico de Protocolos de Madrid [en adelante AHPM], Protocolo 9816, Fol. 19R. El título 
de compra de la villa de Espiel y el compromiso para pagar por su jurisdicción por parte de Juan de 
Góngora se pueden consultar en: Juan Gregorio Nevado Calero, Espiel, 1545-1821. Municipio, 
jurisdicción y poder (Córdoba: Universidad de Córdoba, Servicio de Publicaciones, 2003), pp. 407-412. 
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de Casa y Corte546 y visitador de las instituciones del comercio sevillano en 1642, 
consejero de Indias en 1646547, presidente interino de la Casa de la Contratación entre 
1646 y 1649548, consejero y camarista de Castilla en 1648549, caballero de Alcántara en 
1653550 y, finalmente, presidente del Consejo de Hacienda en 1658551. Como es lógico, 
el ejercicio de estos cargos repercutió sobremanera sobre la riqueza de Góngora quien, 
según Enrique Soria, “a la altura de 1664 había conseguido acumular entre sueldos, 
gajes y ayudas de costa, la increíble cantidad de 25 a 30.000 ducados anuales”552. 
Como hemos visto hasta ahora, el ascenso de Juan de Góngora tuvo unas bases 
propias fundamentadas tanto en los méritos que adquirió desde su estancia de estudiante 
en Salamanca, como en la influencia de su casa en ls altas instancias de la monarquía. 
Pero sin duda, un ascenso tan fulgurante también tuvo q e ver por su cercanía a la casa 
del Carpio. Como tendremos ocasión de anotar, Juan de Góngora formó parte de la red 
clientelar de dos personajes que tuvieron un inmenso poder en el reinado de Felipe IV, 
como fueron los también cordobeses García de Haro y Avellaneda, conde de Castrillo, y 
su sobrino don Luis Méndez de Haro, marqués del Carpio, valido del rey tras la caída de 
Olivares en 1643. Aunque esas relaciones tuvieron una f erte influencia en la brillante 
carrera de Juan de Góngora, destacaremos la relación que pudo haber entre Góngora y 
el conde de Castrillo, a la sazón, presidente del Consejo de Indias, para la designación 
de aquél como visitador de las instituciones del comercio sevillano en 1642.  
 
5.2. Juan de Góngora como juez de comisión en Sevilla y Cádiz entre 1640 y 1642 
 
Otro factor que debió tener una gran influencia en la determinación regia de 
despachar una visita a las instituciones del comercio sevillano en la persona de Juan de 
Góngora fue su experiencia previa en comisiones en es  mismo espacio territorial, pues 
desde el año 1640 tuvo encargos similares en Sevilla y Cádiz.  
                                                
546 Como veremos más adelante, el ascenso de Juan de Góngora a Alcalde de Casa y Corte se debió a las 
quejas de los jueces oficiales y letrados de la Casa de la Contratación por ser visitados por un oidor del 
mismo rango que ellos. Góngora no llegó a ejercer como Alcalde de Casa y Corte.  
547 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 343. 
548 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 248R-248V.  
549 Fayard, Los miembros del Consejo de Castilla (1621-1746), p. 509. 
550 AHN, OM, CA, Exp. 628.  
551 José María de Francisco Olmos, Los miembros del Consejo de Hacienda en el siglo XVII (Madrid: 
Castellum, 1999), p. 40. 
552 Soria Mesa, El cambio inmóvil. Transformaciones y permanencias en una élite de poder (Córdoba, SS. 
XVI-XIX), p. 123. 
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Juan de Góngora, antes de ser designado visitador de la Casa y Consulado, ejercía 
un puesto de oidor en la Audiencia de Grados de Sevilla y, amén de ser comisionado 
por el conde de Castrillo para pertrechar al ejército de caballos, estuvo comisionado en 
una tarea parecida a la que más tarde iba a desarrollar cuando fue designado visitador, y 
que estaba relacionada con la persecución de los fraudes que se cometían en el registro 
de la plata que llegaba a Cádiz y Sevilla. Es posible rastrear en la documentación del 
periodo cómo, desde 1640, Góngora se estaba ocupando de comisiones relacionadas con 
el cumplimiento de las condiciones del asiento de averí , tales como el hondeo de un 
galeón al tiempo de la partida553 o el hondeo de galeones a la vuelta, todo ello con el 
objetivo de encontrar plata y mercancías fuera de registro554. En una consulta del 
Consejo de Indias de 19 de junio de 1640, los consejeros presentes, sin el presidente, 
expusieron la necesidad de acometer esa condición de hondeo de un galeón al tiempo de 
la partida que se hallaba presente en el asiento de avería, y recomendaron que la 
efectuase Juan de Góngora o Miguel Muñoz, juez letrado de la Casa. Sin embargo, hubo 
una excepción entre los consejeros que resulta paradigmática, un voto particular de 
Francisco Zapata, que compartía la necesidad de hacer el hondeo, pero “para que no se 
malogre” pedía “excluir a los ministros de Sevilla” en este asunto. Se debía referir a los 
oficiales de la Contratación, pues el elegido por el monarca fue Juan de Góngora.  
Apenas un mes más tarde, Juan de Góngora escribía al Consejo sobre esta 
comisión555. Se le había ordenado desde el sínodo que hondeara un galeón de la Armada 
para “reconocer las mercancías que en él hubiera y aprehenderlas por descaminadas”. 
Se pretendía remediar que los barcos de la defensa llev ran cargamentos de 
mercaderías, puesto que ni podían hacerlo ni habrían sido registradas. En aquella carta 
al Consejo, Góngora reconocía que se había hecho el hondeo antes de tiempo y que para 
encontrar mayores mercancías descaminadas debía de hacerse el día antes de la partida. 
El diligente comisionado, que había localizado “unas cuantas botijas de vino y aceite”, 
preguntó cómo proceder con las mismas y, además, pidió que se le diera permiso para 
hondear otro galeón. Ante estas peticiones, el Consej  le apremió a que volviera a 
                                                
553 AGI, Indiferente, 761. Consulta del Consejo de Indias sobre la conveniencia de ejecutar una de las 
condiciones del asiento de la avería sobre hondeo de un galeón al tiempo de la partida. Madrid, 19 de 
junio de 1640. 
554 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre las medidas que ha de tomar Juan de 
Góngora para encontrar lo que viniera fuera de registro en los galeones. Madrid, 18 de septiembre de 
1641.  
555 AGI, Indiferente, 761. Consulta del Consejo de Indias dando cuenta a V.M. de lo que Juan de Góngora 
ha obrado en el hondeo del galeón que se le cometió y lo que Gerónimo de Sandoval escribe sobre la 
gente de mar y tierra. Madrid, 14 de julio de 1640. 
199 
 
Sevilla, que no retrasara más la salida de las flotas, y que las botijas quedaran por 
descaminadas si no eran de marineros con permiso para portarlas.  
La comisión parece que no dio el resultado esperado, ni por el Consejo ni por el 
comisionado, pero la recomendación de Góngora de que este hondeo se debía hacer un 
día antes, debió de estar relacionada con la posibilidad de que el momento escogido por 
los cargadores para embarcar su mercancía fuera de registro sería el más próximo a su 
partida, ante el temor de que estas comisiones se produjeran. Al respecto es preciso 
recordar que en el asiento de avería, firmado por los comerciantes, por lo tanto, 
negociadores, y perfectos conocedores del mismo, se especificaba que el Consejo podía 
hacer ejecutar esta comisión cuando quisiera, de modo que, cuanto más se retardara la 
carga de la mercancía sin registro menor riesgo tendría de ser decomisada. 
En las “comisiones a la vuelta de Indias” los objetivos perseguidos estuvieron en 
relación con la ejecución de uno los mecanismos parafiscales que acabaron sustituyendo 
a la fiscalidad ordinaria en el comercio con América: las “Cédulas de manifestaciones”. 
Según Vila Vilar, el hecho de que estos mecanismos fueron desempeñados por 
comisionados tenía su razón de ser en la inhibición de las justicias ordinarias556. Pero 
estas “comisiones a la vuelta” que pretendían sacar  relucir las mayores cantidades 
posibles de plata oculta se encontraban para su ejec ción con serias dificultades. Las 
reservas de los defraudadores a manifestar su plata or el temor a que una vez que 
entrase en la Casa de la Contratación el rey se vali ra de ella557, constituyen uno de los 
principales impedimentos con los que se encontrarían los comisionados. Además, como 
afirmó Domínguez Ortiz, los indultos y las “manifestaciones” de plata resultaban 
contraproducentes para controlar el fraude, pues los defraudadores en primer lugar 
intentarían burlar la manifestación de su plata e introducirla sin gravamen ni riesgo 
alguno, y solo si les era localizada se acogerían a est s Cédulas558. Por tanto, para el 
desarrollo de estas comisiones, se debían arbitrar mecanismos contundentes que 
hicieran aflorar la mayor cantidad de plata oculta. Veámoslo con un ejemplo. 
A finales del año 1641 se esperaban las flotas de Nueva España del cargo del 
General Francisco Díaz Pimienta. De nuevo, uno de los comisionados para asistir al 
                                                
556 Vila Vilar, «Algo más sobre el fraude en la carrera de indias: práctica conocida, práctica consentida», 
p. 28. 
557 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias en la que refiere las razones en que se funda 
Juan de Góngora para que la plata que se manifestare se entregue a sus dueños sin que entre en la Casa de 
la Contratación y visitar los bajeles de la Armada del Océano y extranjeros y hacer retirar a estos. Madrid, 
7 de diciembre de 1641.  
558 Antonio Domínguez Ortiz, «Las remesas de metales pr ciosos de Indias en 1621-1665», en Estudios 
americanistas (Madrid: Real Academia de la Historia, 1998), pp. 167-191 (p. 173). 
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recibo de los galeones fue el juez de la Audiencia de Grados de Sevilla, Juan de 
Góngora559. En la Real Cédula dada en Madrid el 4 de noviembr de 1641, se justificaba 
esta comisión afirmando que se habían recibido “cartas y avisos” en el Consejo de 
Indias de los fraudes y ocultaciones que se hacían de un tiempo a esta parte y que “la 
experiencia que se estaba dando en los registros era una muestra de ello”. Por estos 
motivos, se le encomendó que asistiera al recibo de l s galeones y flotas para “proceder 
contra los culpables de estos delitos”, al tiempo que también se le confió a Góngora la 
ejecución de otra de las condiciones del asiento de avería, como era el hondeo de un 
galeón a la vuelta para localizar mercancías fuera d  registro560.  
Como vemos, disponía de dos comisiones distintas, una para averiguar lo que 
viniera fuera de registro en los galeones y flotas de Nueva España y proceder contra los 
culpables de aquellos delitos, y otra para hacer cumplir una de las condiciones del 
asiento de avería. Pero faltaría una tercera, la “Cédula de manifestaciones” necesaria 
para facilitar que se registrara la plata que venía oculta. Tras recibir las dos primeras 
comisiones, Góngora había escrito al Consejo indicao una serie de medidas para 
proceder con mayor certeza en la averiguación de loque venía fuera de registro. Una de 
aquellas peticiones fue la “Cédula de manifestaciones” ecesaria “para abrir camino a 
que registren sus haciendas los que las traían ocultas”561. Sobre el particular, el Consejo 
pidió que se le diera la Cédula que demandaba, pues el Prior y Cónsules del Consulado 
y los administradores de la avería también la habían solicitado. Otras peticiones que 
hizo Góngora en su epístola al Consejo, y que recibieron el visto bueno tanto del sínodo 
como del monarca, tuvieron que ver con medidas paralograr que se manifestase la 
mayor cantidad de plata posible.  
La utilización de múltiples canales por parte de los defraudadores para introducir 
su plata burlando los controles de la Real Hacienda, y l  necesidad de atajar estas 
prácticas, se evidencian en las medidas que se pusiron en funcionamiento tras estas 
comisiones. Así, por ejemplo, a tenor de lo expuesto n las cédulas que obraban en 
poder de Góngora, se mandó que se diera orden en todos l s puertos desde Ayamonte 
hasta Puerto Real para que todo el que trajera platsin registrar la registrara. A su vez, 
                                                
559 AGI, Contratación, 102B. 
560 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre ordenar que se facilitara al licenciado 
Juan de Góngora la gente necesaria del presidio de Cá iz para el hondeo que se va a hacer con uno de los 
galeones que se esperan. Madrid, 18 de noviembre de 1641.  
561 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre las medidas que ha de tomar Juan de 




en todos estos puertos se mandaron ejecutar, a través de las personas en quien 
subdelegara Góngora, una serie de acciones preventivas para reducir los canales de 
entrada de la plata defraudada. Al respecto, se ordenaba que se impidiese salir a la mar a 
los barcos que se “arrimaban” a los galeones, y que las mbarcaciones pequeñas que no 
tuviesen que hacer noche en el mar no saliesen a menos que volvieran el mismo día y 
fuesen registradas a la vuelta. Esto debía hacerse mientras se esperaban los galeones, y 
una vez llegados se debía ejecutar el hondeo del gal ón escogido, evitando que las 
embarcaciones que estuvieran en los puertos salieran d  ellos. A su vez, se prohibió que 
se pudiera salir de Sevilla en dirección a los puertos, desde Ayamonte hasta Puerto 
Real, sin portar licencia ante escribano firmada por Miguel de Luna y Arellano, oidor de 
la Casa de la Contratación, en quien Góngora había confiado tal cometido de conceder 
dichas licencias562.  
Como vemos, los medios que se habían arbitrado para intentar reducir los canales 
de entrada de plata sin registro eran bastante amplios. Por otro lado, es perceptible en 
estas comisiones que la interacción del juez de comisión y sus subdelegados había 
dejado al margen a la Casa de la Contratación, relegada en sus funciones de recibo de 
las flotas pues tanto el Consejo de Indias como el monarca habían dado su aprobación a 
esa marginación.  
De la misma manera, en la consulta de 18 de septiembre de 1641, que incluía una 
epístola con el título de “Sobre la plata que ha venido fuera de registro”, firmada por 
Juan de Góngora, éste demostró estar al corriente de los principales problemas del 
comercio hispalense, lo que sin duda lo situó como un hombre clave para la futura visita 
que se iba a hacer a la Casa y al Consulado. Señalaba en esa carta las diligencias que 
había practicado “extrajudicialmente” con personas que habían venido embarcadas y 
otras que estaban en Cádiz y Sanlúcar al tiempo de la ll gada de los galeones, y 
apostillaba que el cumplimiento de conocer lo que venía sin registro tenía “mayor 
dificultad de la que quisiera”, pero aun así, apuntaba que eran “universales” los excesos 
y abusos de los oficiales de la armada y de los comerciantes, pero que con 
“declaraciones sin juramento y sin más solemnidad y ciencia del intento” era muy difícil 
saber lo que venía fuera de registro. Defendía que si tuviese más poder se podrían hacer 
las cosas de otro modo, pues “como le había enseñado la experiencia en otras ocasiones, 
apurando y exprimiendo relaciones muy aseveradas he sacado mayor sustancia”. Por 
                                                
562 AGI, Contratación, 102B. 
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último, reconocía que la opinión común era que venía fuera de registro mucha más 
cantidad de plata que otros años, pero que no se podía detectar aun porque la que venía 
con registro seguía en la Casa de la Contratación e imp día “que con ocasión de ella 
puedan reducir a reales los maestres de plata la otra que venía sin registro”563.  
Como vemos, se le había encargado una comisión de hondeo con las miras 
puestas tanto en los oficiales reales como en los comerciantes, pero reconocía Góngora 
la perfección que habían alcanzado las prácticas de fraude y la dificultad de actuar con 
tan reducidos poderes. Esa misma petición de Juan de Góngora de mayores poderes para 
ejecutar sus comisiones se repetiría en sucesivas comunicaciones con el Consejo de 
Indias. Así, por ejemplo, el 18 de noviembre de 1641 recababa el apoyo de la infantería 
y marinería del presidio de Cádiz para hondear uno de l s galeones de la flota de Nueva 
España, y de este modo “tener fuerzas con que impedr a la gente que hiciera salir del 
galeón, no saque de él ninguna cosa ni se le arrimen barcos ni otro género de 
embarcaciones”. También pedía, y esto suponía una novedad, que no se permitiera salir 
navíos de la bahía hasta pasado un mes de la llegada de los galeones de Indias, y no 
como estaba establecido, tras quince días. Reconocía en su escrito al Consejo que, de 
esta manera, daría tiempo a hacer la visita a los galeones de la Armada y flotas de 
Indias. El Consejo no dudó en aprobar estas medidas que proponía Juan de Góngora, y 
antes de elevar la consulta al monarca que, por supue to dio el plácet, ya había avisado 
al gobernador de Cádiz de las novedades que se disponía a emprender el 
comisionado564. 
Los comisionados, además de ejercer sus tareas, tomaban el pulso a la situación 
del comercio, entraban en contacto con los oficiales reales y los comerciantes, y en estas 
materias Góngora no fue una excepción. En sus cartas l Consejo o al rey dejó 
plasmadas sus impresiones que, leídas con detenimiento, muestran muchas cuestiones 
que nos permiten elaborar observaciones más generals. Por ejemplo, en las comisiones 
que acabamos de citar, sobre hondeo de galeones a la vuelta de Indias, Juan de Góngora 
poseía Cédulas de “manifestaciones” para que pudieran declarar la plata que venía fuera 
de registro y así pagar derechos como el de avería, pero en comunicaciones posteriores 
al Consejo hizo llegar a Madrid la desconfianza que se tenía en Sevilla y Cádiz para con 
                                                
563 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre las diligencias que están haciendo los 
administradores de la avería para averiguar la plata que ha llegado fuera de registro. Madrid, 18 de 
septiembre de 1641. Incluye una carta de Juan de Góngora al rey con fecha 10 de septiembre de 1641. 
564 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre ordenar que se facilitara al licenciado 
Juan de Góngora la gente necesaria del presidio de Cá iz para el hondeo que se va a hacer con uno de los 
galeones que se esperan. Madrid, 18 de noviembre de 1641.  
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dichas Cédulas. En diciembre de 1641, comunicó al Consejo la dificultad que se estaba 
encontrando para que la plata fuera de registro se manifestara por “el recelo general de 
que entrando en la Casa de la Contratación el rey se valiera de ella”, por lo que 
proponía, justificándolo con argumentos sólidos, tales como lo positivo que sería para el 
registro que a los que manifestasen su plata se les entregase sin pasar por la Casa de la 
Contratación.  
Como era de esperar, esta novedad debió provocar un enconado debate en el 
Consejo, pues se dividió en dos grupos en sus pareceres, por un lado, el encabezado por 
Castrillo, que apoyaba esa idea y a su vez proponía al rey que la plata manifestada 
entrara en las casas de la Moneda para así evitar que saliera al exterior hacía dominios 
enemigos y, por otro lado, el grupo encabezado por Ped o de Vivanco, que se oponía a 
esa novedad al considerarla perjudicial, pues creía que sentaría un precedente para 
futuras ocasiones y haría descender aun más los registros. En esta ocasión, el monarca, 
aludiendo a “los accidentes a los que estamos expuestos”, no apoyó la propuesta de Juan 
de Góngora565. 
Pero además, hubo otro elemento que nos parece determinante para el envío de 
una visita y que también ocupó las discusiones del Consejo en estos años previos. Nos 
referimos a las denuncias que llegaban a la Corte sbre “fraudes y excesos” en las que 
se señalaba la connivencia de los oficiales reales en los mismos. Así, en diciembre de 
1641, también se le encomendó a Góngora una investigación sobre unos fraudes que al 
parecer se estaban cometiendo en Chiclana y de los que el Consejo tenía conocimiento 
por una denuncia que había llegado al Consejo de Castilla que, tras elevarla al monarca, 
había decidido que la estudiara el de Indias. En dicha denuncia, escrita por un tal Diego 
Pérez de Aldana, se estaba poniendo en alerta sobretodo un entramado para ocultar 
plata y otras mercancías que se traían de Indias sin registro, y que acababan embarcadas 
en navíos extranjeros de enemigos de la monarquía. El denunciante acusaba a Esteban 
Alonso de Molina, “hombre poderoso”, con relaciones importantes con mercaderes 
portugueses, de guardar en un almacén que tenía junto al rio, la plata y el resto de 
mercancías hasta la llegada de sus dueños para que l s embarcaran sin que nadie se lo 
impidiera. Pero, a nuestro parecer, lo más interesant  de la denuncia, fue la tímida 
acusación que hizo al juez de Indias de Cádiz, dependiente de la Casa de la 
                                                
565 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias en la que refiere las razones en que se funda 
Juan de Góngora para que la plata que se manifestare se entregue a sus dueños sin que entre en la Casa de 
la Contratación y visitar los bajeles de la Armada del Océano y extranjeros y hacer retirar a estos. Madrid, 
7 de diciembre de 1641.  
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Contratación, afirmando que, ya en algunas ocasione, éste se había incautado de 
mercancías de Alonso de Molina, pero no se le había ierto causa por ello “por ser 
hombre poderoso”566. Era evidente que estas no eran las únicas noticias a usatorias que 
tenía el Consejo en sus archivos, pues en fechas similares el sínodo manifestó conocer 
los métodos de un tal Francisco de Silva, quien al parecer incumplía otra de las 
condiciones que se debían ejecutar a la llegada de los galeones para evitar el fraude, 
como era evitar que la gente de Sevilla se acercara a los puertos de la Bahía de Cádiz sin 
licencia de la Casa de la Contratación, por lo que por este motivo Juan de Góngora 
comunicó al Consejo que lo hicieran llamar a la Corte con algún pretexto567. 
Fueron algunas más las comisiones que tuvo Juan de Góngora desde 1640 hasta 
junio de 1642 en que dio inicio a la visita a la Casa y Consulado. Por ejemplo, lo 
encontramos actuando en casos de descaminos de plata, de nuevo al margen de los 
oficiales de la Contratación. Así, el 27 de marzo de 1642 pidió al Consejo que evitara 
que la justicia ordinaria actuara en causas de descaminos de plata en los galeones que 
acababan de llegar a Cádiz porque se evitaría que “tratase de encubrirlo o componerlo, 
de que se podría seguir daño y perjuicio a la Real Hacienda y al derecho de la avería, y 
se sirviese S.M de mandar luego se le despache Cédula para poder advocar cualquier 
causas de este género”. El Consejo, que vio con buenos ojos la propuesta del 
comisionado, consultó con el rey la inhibición de la justicia ordinaria de Cádiz para que 
Juan de Góngora fuera juez privativo en las causas de descaminos, dando el monarca el 
plácet a las recomendaciones de su juez de comisión568.  
En suma, estas comisiones evidencian que en el poco tiempo que Juan de Góngora 
estuvo ejerciendo cometidos relacionados con la persecución del fraude en Sevilla y 
Cádiz, al menos desde 1640, se había erigido ante el rey y, ante el Consejo de Indias, 
con su presidente a la cabeza, como un perfecto concedor de los canales que los 
defraudadores utilizaban a la llegada de las flotas, motivo este que no debió pasar 
desapercibido a la hora de despachar una visita a ls instituciones del comercio y 
                                                
566 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre si convendría encargar la investigación de 
los fraudes y excesos que se cometen en Chiclana a Ju n de Góngora y que para ganar tiempo se de 
despacho de ello”. Madrid, 17 de diciembre de 1641. 
567 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre lo que escribe don Juan de Góngora cerca 
de los procedimientos de don Francisco de Silva, vecino de Sanlúcar y que convendría traerlo llamado 
con algún pretexto del servicio de S.M. Madrid, 24 de diciembre de 1641. Al parecer, el tal don Francisco 
de Silva era un “hombre poderoso” amparado por el duque de Medina Sidonia, que incumplía e incitaba a 
incumplir esta medida.  
568 AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre dar la cédula que pide el licenciado Juan
de Góngora para poder actuar y que se le remitan las causas de descaminos y denuncias de lo que se ha 
traído fuera de registro en las flotas. Madrid, 27 de marzo de 1642.  
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designar un visitador. Asimismo, no menos importantes debieron de ser sus reiteradas 
peticiones de mayores poderes para ejercer con rigor y beneficio para la hacienda sus 
comisiones, sus continuas proposiciones de reforma y odos de proceder para controlar 
el fraude y el contrabando.  
Estas cuestiones, sumadas a su pertenencia a la clientela del presidente de Indias, 
conde de Castrillo, debieron tener un peso fundamental  la designación de Juan de 
Góngora como visitador de la Casa de la Contratación y el Consulado de Sevilla en 
1642. 
 
5.3. El despacho de la visita y la designación del visitador 
 
 
La decisión de enviar una visita a la Casa de la Contratación y Consulado de 
Sevilla había sido tomada poco antes de las grandes disputas que tuvieron lugar en la 
Corte entre Olivares y el Consejo de Indias. Es por ell  que creemos que el criterio 
propio mantenido por el Consejo de Indias y su presidente con respecto al trato que 
correspondía dar al comercio sevillano se pudo haber fraguado algunos meses antes, 
incluso algunos años atrás, y que estos enfrentamientos fueron el detonante de la 
ruptura.  
En efecto, la decisión de visitar las instituciones s villanas del comercio había 
sido tomada por el monarca con anterioridad y fue materializada en el Real Decreto de 
10 de enero de 1642, con la orden “que se visite a los ministros de la Casa de la 
Contratación de la ciudad de Sevilla por el mucho tiempo que ha que no se hace”, y “se 
cometa al Licenciado Juan de Góngora, juez de la Audiencia de Grados de aquella 
ciudad”569. Así se lo comunicó Felipe IV al conde de Castrillo mediante un decreto 
decisivo y, unos días después, el 21 de enero, el secretario del Consejo de Indias, 
Gabriel de Ocaña y Alarcón, al escribano del Consejo Lope de Vadillo y Llarena, para 
que se despacharan las comisiones que fueran necesarias570. Las Cédulas de visita se 
emitieron por el Consejo de Indias el 17 de febrero de 1642, y encomendaban a Juan de 
Góngora visitar la Casa de la Contratación, avería y Consulado y todos los ministros 
presentes y pasados que no hubieran sido visitados571. El mismo día se despacharon tres 
Cédulas más, una de ellas para visitar al veedor, pr veedor, contador, pagador y tenedor 
                                                
569 AGI, Indiferente, 2010. 
570 AGI, Indiferente, 435, L.11. Fol. 129V-130R. 
571 AGI, Escribanía, 1136A. De la visita de la Casa de la Contratación de las Indias de la ciudad de Sevilla 
que tomó el señor licenciado don Juan de Góngora. 
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de las armadas de la Carrera de Indias y al escribano del despacho de ellas; una segunda 
para otorgarle al visitador todo el poder coercitivo necesario, prisión y secuestro de los 
bienes de los oficiales que hallase culpables; y la tercera para que en el caso de que el 
presidente, jueces oficiales y letrados o fiscal de a Casa fueran culpados de cohechos 
pudiera proceder contra ellos.  
Además de las funciones generales encomendadas para la visita, la Cédula de 
comisión encargaba otras más específicas al comisionado. Destacaremos algunas de 
ellas: que se tomara visita de los oficiales que habían ejercido sus oficios desde la 
última visita572; que se vigilara el cumplimiento de las ordenanzas de la Casa y demás 
órdenes dadas desde su fundación; que se averiguara si los oficiales de la Casa tenían 
tratos y contratos, por sí o por medio de testaferros, y si habían recibido dádivas o 
cohechos, o habían causado agravios a algunas personas in razones, siendo negligentes 
respecto al buen gobierno; que indagara sobre el estado de los pleitos y la justicia; que 
vigilara si se guardaban los aranceles, si se había cobrado más de lo debido o había 
menoscabo de la Hacienda y patrimonio real en lo que se cobraba por avería de 
armadas; y, finalmente, que averiguara el estado de la paga y distribución de los bienes 
de difuntos y el recaudo que había tenido esta hacienda. Asimismo, la Cédula de 
comisión le otorgaba poder al visitador para tomar declaración a cualquier persona que 
viera conveniente, además, de ordenar que no se entrometieran el resto de poderes de la 
ciudad ni los señores colindantes en el cometido de la visita. 
Como podemos apreciar, los poderes que se le otorgaron al visitador fueron 
amplios, y la labor que tenía por delante era ingente. Como muestra el decreto decisivo 
de Felipe IV dirigido al conde de Castrillo con fecha 10 de enero de 1642, la resolución 
de la visita no se hizo por vía consultiva, sino por vía ejecutiva. La decisión bajó del 
despacho real, dirigida a Castrillo en persona, y el Consejo solo tuvo comunicación 
oficial el día 21 del mismo mes. La reacción del sínodo indiano al verse excluido de la 
determinación de una cuestión tan grave no se hizo esperar. El Consejo elevó al 
monarca una consulta en la que manifestaba su contrariedad hacía la ejecución de la 
visita y hacia la designación del visitador. Aunque no hemos podido hallar esta 
consulta, sí hemos localizado en los Códices del Consej  de Indias que se conservan en 
el Archivo Histórico Nacional, unos datos que nos proporcionan bastantes indicios 
                                                
572 Como ya hemos visto, la visita anterior había sido tomada por Francisco de Tejada y Mendoza entre 
1615 y 1618. Véase: Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del 
Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, p. 326. 
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sobre esta consulta, la visita y el visitador. En un índice del año 1642 se anotó la 
existencia de consultas sobre:  
“Si había de ser visitada la Casa de Contratación por don Juan de Góngora y don 
Pedro de Amezqueta, y haber el Consejo hecho salir fuera de él al conde de Castrillo al 
tiempo de votarse, por ser pariente de don Juan de Góngora, y dice S.M: El Consejo 
excedió mucho en decir al conde de Castrillo que sali se siendo gobernador del, pues 
bastaba que se viese otro día cuando se le pudiera avis r, antes que viniera. Y no 
conviene, ni yo puedo consentir que se pierda el respeto a los superiores, pues para 
avisarme de aquello en que excedieron hay tantos caminos abiertos, y de entera 
seguridad y confianza. Y me ha parecido afectada demasiadamente la ocasión que se ha 
tenido de excluir a don Juan de Góngora de la visita de la Casa de la Contratación, y por 
esto no me muevo a la revocación ni a la suspensión de la visita. Y en lo demás, 
excusándose conventículos y también parlerías, porque por atajar lo uno y lo otro, será 
posible que mande ejecutar demostraciones que no se esp ran y yo deseo que se 
excusen porque lo uno y lo otro es grande descamino de mi servicio y culpa grave”573.  
Los indicios que aporta esta respuesta del rey parecen sostener que el presidente 
del Consejo, el conde de Castrillo, había tenido un papel importante, si no en la 
determinación de enviar una visita, al menos en la elección del visitador y, por otra 
parte, que el monarca estaba decidido, primero, a que se efectuara dicha comisión, y 
segundo, a que el juez visitador fuera Juan de Góngora. No parece que hubiera lazos 
familiares entre Juan de Góngora y el conde de Castrillo, pero sí podemos afirmar que 
hubo entre ambos fuertes relaciones clientelares del segundo respecto al primero574. 
Oscar Mazín, que estudia la figura del conde de Castrillo, ha señalado a Juan de 
Góngora como uno de esos hombres con carreras nuevas que el conde colocó en los 
Consejos575. Además, Góngora vivió bajo el amparo y en estrecha sintonía con la casa 
del Carpio, en especial con el conde de Castrillo, según dejó señalado en una cláusula 
que incluyó en su testamento, en la que citaba en tono de agradecimiento al conde y a 
                                                
573 AHN, Códices. L. 752.  
574 La referencia al parentesco entre el conde de Castrillo y Juan de Góngora puede entenderse dentro de 
un sentido amplio de la familia que corría en el siglo XVII y que no aludía solo a los consanguíneos, sino
también a los criados y protegidos. Covarrubias define pariente como “el deudo que es de vn mesmo 
linaje”, véase: Sebastián de Covarrubias Horozco, Tesoro de la lengua castellana o española, M drid, 
1611, p. 579. Por su parte, el diccionario de Autoridades define pariente como “termino relativo que se 
dice de todos los ascendientes, descendientes y colaterales de una familia, por consanguinidad o 
afinidad”, véase: Diccionario de Autoridades, Tomo V, 1737.  
575 Oscar Mazín, «Hombres de prudencia y “grandes partes”. El Conde de Castrillo y Don Luis Méndez 
de Haro», en El mundo de un valido. Don Luis de Haro y su entorno, 1643-1661, ed. Rafael Valladares 
Ramírez (Madrid: Marcial Pons Ediciones de Historia, 2016), pp. 153-192. 
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don Luis Méndez de Haro lo mucho que le debía al primero576. Por lo tanto, ante la 
existencia de estos nexos, se puede pensar que el pr sidente del Consejo, García de 
Haro y Avellaneda, hubiera hecho valer su criterio de visitar la Casa por medio de Juan 
de Góngora, aun habiendo sido excluido de la votación, y habiéndola perdido, pues la 
decisión real estuvo por encima de la opinión del sínodo.  
Al respecto, es necesario recordar que Juan de Santelices Guevara, otro de los 
personajes cercanos al conde de Castrillo y consejero de Indias, había sido nombrado en 
1642 regente de la Audiencia de Grados de Sevilla y presidente de la Casa de la 
Contratación, acaparando así dos de los cargos de mayor representación regia en la 
ciudad hispalense.577  
Con dos golpes de efecto, y en muy poco tiempo, Castrillo había colocado en 
Sevilla a dos personajes muy cercanos a su persona, uno en los principales puestos de 
representación de gobierno, y otro como juez visitador de todos los aspectos relativos al 
comercio. Estos nombramientos demuestran que el conde perseguía tener influencia en 
Sevilla. A su vez, el propio Castrillo consiguió para sí mismo puestos en la Casa de la 
Contratación y el Consulado, con capacidad para nombrar tenientes que ejercieran esos 
oficios578. Era evidente que las cosas habían cambiado respecto a las décadas anteriores 
en las que Olivares no se había esforzado por controlar directamente las instituciones 
del comercio sevillano.  
Pero si como hemos visto con anterioridad, la actitud de Castrillo con los hombres 
del comercio había sido más conciliadora que la de Olivares, entonces ¿por qué auspició 
una visita que incluyó al Consulado, órgano de gobierno de los comerciantes? A nuestro 
parecer, aquí entraría a desempeñar un papel determinante una de las enconadas 
disputas mantenidas entre Olivares y Castrillo con respecto a las relaciones con el 
comercio hispalense. El valido, con sus decisiones con respecto a la venta y concesión 
                                                
576 La cláusula testamentaria decía lo siguiente: “Al Excelentísimo conde de Castrillo, del Consejo de 
Estado, presidente de Castilla y gentilhombre de la Cámara de S.M. y a la casa del excelentísimo señor 
don Luis Méndez de Haro y Guzmán (que santa gloria haya) marqués del Carpio, duque de Montoro, 
conde-duque de Olivares, caballerizo mayor de S.M. confieso yo el dicho marqués, debo todo lo que 
tengo y suplico a su excelencia que por las grandes honras y mercedes que de su mano he recibido tome 
debajo de su amparo a mi mujer y mis hijos y unos ni otros no excedan del gusto de su excelencia así en 
cuanto a tomar estado como en lo demás de sus convenie cias por lo mucho que yo y mis pasados hemos 
debido a los señores de la casa del Carpio, especialm nte al excelentísimo conde de Castrillo, debajo de 
cuya protección y amparo he vivido y por el grande amor y reverencia con que le he deseado servir y lo 
mismo suplico al excelentísimo señor marqués del Carpio, conde de Morente, marqués de Eliche y duque 
de Montoro y al excelentísimo señor conde de Monterrey, gentilhombre de la cámara de S.M”, en: 
AHPM, Protocolo 9816. Fol. 24R. 
577 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 190R-190V. Ver también Schäfer, El Consejo Real y Supremo de 
las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, p. 362. 
578 Ibidem. p. 316.  
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de naturalezas de Indias, y sus políticas de exacerb da presión fiscal, habría alterado los 
mecanismos del comercio de Sevilla, incrementando el fraude, el contrabando y 
perjudicando seriamente los registros. Por el contrario, Castrillo se había quejado 
reiteradamente de estas políticas olivaristas y, por las decisiones tomadas, es plausible 
pensar que su opinión se acercaría más a mantener una actitud menos arrogante con el 
comercio, pero a su vez, dispuesta a poner mayores remedios a la persecución del 
fraude, pues como buen servidor que era, resultaría en mayor beneficio para la causa 
real que todo viniera registrado.  
Además, entre sus tareas como presidente de Indias est ban las de presionar y 
conciliar a la vez y, al haberse opuesto al aumento de la presión fiscal de Olivares, la 
visita se podría presentar como una forma “encubierta” para seguir recaudando del 
comercio indiano, y al mismo tiempo, como una ocasión pertinente para desarrollar una 
política de persecución del fraude fiscal que parecí  querer aplicar con mayor dureza 
que el valido. Tampoco podemos obviar que con sus políticas Olivares había arrollado 
parte de los privilegios de la clase mercantil sevillana, y que esto, sin duda, influyó en el 
alineamiento de los comerciantes con sus defensores, el Consejo y su presidente, 
también marginados de sus competencias por el valido y sus Juntas. A su vez, ese 
acercamiento Consejo-comerciantes se produjo en un momento en el que estaba en 
juego, como hemos visto, la firma del asiento de averí  de 1640, y fue continuado en un 
contexto de profundo terremoto político en la Corte como fue el último año de Olivares 
al frente de la monarquía, donde sus adversarios se movieron hábilmente. Pero ese 
supuesto alineamiento no fue óbice para que el Consej  de Indias y su presidente 
tuvieran una opinión propia sobre los problemas del comercio hispalense y las formas 
de afrontarlo, y que una de ellas fuera precisamente u a visita de inspección al 
Consulado, que como hemos estudiado en otro lugar, protestó enérgicamente contra la 
misma579.  
A su vez, no podemos olvidar que en 1642, con la salida del rey y de Olivares de 
la Corte hacia la jornada de Aragón, en Castilla había quedado una regencia a cuya 
cabeza estaba la reina Isabel de Borbón, cuya cercanía y apoyo en Castrillo era patente 
                                                
579 Alfonso Jesús Heredia López, «La oposición al control de los servidores públicos: las resistencias a la 
visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación y Consulado de Sevilla en 1642», en Estudios 
sobre la corrupción en España y América (siglos XVI- II), ed. Francisco Gil Martínez y Amorina 
Villareal Brasca (Almería: Universidad de Almería, 2017), pp. 189-207. 
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en un momento en el que éste gozaba de su mayor influjo cortesano580. Castrillo tendría 
durante estos meses de ausencia del rey y del valido una importante autoridad en el 
gobierno de Castilla, por supuesto, también en el de In ias, y entre sus cometidos estaba 
suministrar fondos para financiar las campañas en los dominios de la corona de 
Aragón581. Al respecto, cabría interrogarse acerca de si la v sita de Juan de Góngora 
pretendía ser una forma más para recaudar de una maera expedita fondos para esas 
campañas militares. Desde nuestra perspectiva consideramos plausible que en un primer 
momento se manejara la visita como el intento de situar sobre los oficiales reales y 
sobre el Consulado una espada de Damocles que, en medio de negociaciones para 
determinados empréstitos, pudiera determinar la balanz  a favor de la corona. 
Asimismo, tanto por el tiempo de desarrollo de la visita, como por la fecha en que 
fueron dictadas las sentencias por el Consejo de Indias, 1654, no parece que un objetivo 
de la visita fuera la rápida recaudación de fondos para la campaña de Aragón de 1642 ni 
para las posteriores. No obstante, con anterioridad al comienzo de la visita, Juan de 
Góngora fue un diligente comisionado del conde de Castrillo en la tarea de suministrar 
medios para las campañas militares, ejecutando comisiones para comprar caballos para 
el ejército en la Baja Andalucía582. 
 
5.4. La publicación y los momentos iniciales de la visita 
 
Como acabamos de ver, los poderes dados al visitador en las Cédulas de comisión 
para la visita fueron bastante amplios, por tanto, resulta imprescindible interrogarse 
sobre cómo comenzaron a ponerse en práctica sobre el terreno aquellos mandamientos 
de la Cédula de comisión de la visita. Es necesario con cer la puesta en funcionamiento 
de la maquinaria burocrática de la visita en Sevilla, pues de los momentos iniciales de la 
                                                
580 Mazín, «Hombres de prudencia y “grandes partes”. El Conde de Castrillo y Don Luis Méndez de 
Haro», p. 175. 
581 Ibidem. p. 178. 
582 AHPSe, Protocolo 5561. “Sepan cuantos esta carta vieren como yo Francisco de Reguera, vecino de la 
ciudad de Sevilla, sobrestante de una tropa de 26 caballos que el licenciado don Juan de Góngora, oidor 
en la Real Audiencia de esta ciudad, remite a la vill  de Madrid a orden del señor conde de Castrillo para 
el servicio de S.M. otorgo y conozco que doy carta de pago a Juan de Asain Ugalde, tesorero de la casa de 
la moneda de esta ciudad de 10.000 reales en moneda de vellón que me ha pagado en virtud del 
libramiento del dicho señor don Juan de Góngora parel costo y gastos de la dicha tropa de caballos, 
sustento de ellos y de los mozos que han de ir con ell s, paga de herrador y de mi comisión y demás 
gastos que se causaren con la dicha tropa como se conti ne en el dicho libramiento que está firmado de su 
merced y de Alonso de Escobedo y tomó la razón JuanSerrano Salazar, en Sevilla en 4 de mayo de este 
año de 1642 […] en Sevilla a 5 días del mes de mayo de 1642.  
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inspección, de la reacción de los grupos visitados, iba a depender en buena medida, 
tanto el futuro como el fruto de la misma.  
En la Cédula de comisión de la visita y los demás despachos que con aquella se le 
entregaron a Juan de Góngora por el Consejo de Indias, se le emplazaba a publicar la 
visita en la ciudad de Sevilla y en el área de influencia de la Casa de la Contratación. 
Era el primer paso para que el visitador pudiera comenzar las informaciones sumarias y 
demás pesquisas para conocer cómo habían usado sus oficio  los ministros de la Casa, 
Consulado y los administradores de la avería. A partir de la publicación, Góngora tenía 
un plazo de ocho meses para terminar la visita, un vencimiento tan exiguo para una 
tarea tan ingente que, como era previsible, no se cumplió.  
Mas el visitador no iba a actuar en solitario, sino que para llevar a cabo la 
inspección, la misma Cédula de comisión mandaba que la visita se tomara ante el 
escribano que nombrara el visitador, y que los mandamientos que éste hiciera fueran 
ejecutados por un alguacil que, de igual modo, debía ser nombrado por Góngora. De la 
misma forma, la citada Cédula especificaba los salarios que debían percibir cada uno de 
estos oficiales de la visita desde el día que comenzara, y que se pagarían de los culpados 
en la misma.  
Cómo se conformaron estos aspectos nos parece clave para entender la visita de 
Góngora a las instituciones del comercio pues, desde l momento que un visitador se 
encontraba durante un largo tiempo, junto a su “tribunal”, entendiendo en la visita, pero 
también en asuntos ordinarios de la institución visitada, el mecanismo de control 
producía una dualidad de mando, con un visitador con unos poderes inmensos que en 
cierto modo venían a sustituir a la planta de la institución visitada. 
Al análisis de estas cuestiones troncales para el funcionamiento de la visita de 
Juan de Góngora a las instituciones del comercio sevillano van dedicadas las siguientes 
páginas. 
 
La publicación de la visita en la Casa de la Contratación 
 
Las Cédulas de visita se emitieron por el Consejo d In ias el 17 de febrero de 
1642, y fueron aceptadas por Juan de Góngora el 11 de abril del mismo año. Desde el 
momento en que se conoció en Sevilla la intención del sínodo indiano de inspeccionar 
las instituciones del comercio por medio de la persona de Juan de Góngora, la Casa de 
Contratación en bloque intentó dilatar y entorpecer las acciones del visitador en relación 
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a la publicación que tenía que marcar el inicio de la visita. El presidente583, jueces 
oficiales y jueces letrados de la institución protestaron por el rango jurídico del recién 
designado visitador quién, como juez de la Audiencia de Grados de Sevilla, tenía la 
misma graduación que los jueces de la Casa a los que iba a visitar. Esto se produjo en 
una fecha muy temprana, antes de que el propio visitador hubiera recibido las 
comisiones de visita. La Casa, utilizando como excusa el rango jurídico del visitador, 
sacaba a relucir sus honras y preeminencias advirtiendo que sería una ofensa ser 
visitados por un juez del mismo rango que los de la institución, y justificaban esta 
postura aludiendo a que con anterioridad la institución había sido visitada por 
consejeros de Indias. La respuesta del Consejo de Indias no tardó en llegar, pues afirmó 
que, tras consulta con el rey, no veía ninguna excepción a la norma sobre la elección de 
visitador en la persona del licenciado Góngora. No obstante, el monarca estimó 
conveniente mejorar la graduación del visitador para que esta no fuera la misma que la 
de los oficiales visitados584.  
El primer intento de la Casa por repudiar a la figura del visitador, quizás, sabiendo 
ya la respuesta de antemano, se topó con la negativa de Felipe IV. Pero hubo un 
segundo intento en la misma dirección, esta vez, en los prolegómenos de la publicación 
de la visita en junio de 1642. La promesa del monarca de mejorar la graduación del 
visitador no había tenido efecto en los momentos en que este se dirigía a publicar la 
visita, y la Casa insistió en ello, alertando al Consejo de que Juan de Góngora se 
disponía a realizar el acto de inicio de la visita y que la mejora de su graduación no 
había llegado hasta entonces. Esta comunicación al Consejo fue aprovechada para pedir 
que se mejorara la graduación del visitador, o en su defecto que se suspendiera el inicio 
de la visita mientras esto se determinaba, advirtiendo, de que si la comenzaba iría contra 
las honras y preeminencias de la institución. La intención de dilatar el inicio de la visita 
queda patente en estas peticiones, pero de nuevo la Casa se encontró con la negativa del 
rey que, además de disponer que se iniciara la visita, e reafirmó en que ya había 
                                                
583 El presidente de la Casa hasta abril de 1642 fue el Conde de Peñaflor, véase: Schäfer, El Consejo Real 
y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, 
p. 362. 
584 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias de 11 de febrero de 1642 “Con la carta que se 
ha recibido de la Casa de la Contratación en razón de la visita que V.M. ha mandado se haga a los 
ministros de ella”. La respuesta del secretario del Consejo a la Casa, en 13 de febrero de 1642, puede 
verse en: AGI, Indiferente, 435, L. 11, Fol. 133V-134R. 
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resuelto la mejora de la graduación de Juan de Góngora585, quien fue promovido en un 
primer momento a una plaza de alcalde de Casa y Corte y, posteriormente, en 1646, a 
consejero de Indias. Como observamos, el presidente y los jueces oficiales y letrados de 
la Casa, con el objetivo de dilatar el inicio de la inspección, esgrimieron la honra y 
preeminencias de la institución y la falta de estima que se estaba produciendo contra 
ellos al no ser visitados por un miembro del Consejo d  Indias, pues en su opinión, el 
visitador no tenía la autoridad que se requería partomarles visita. 
Las siguientes muestras de resistencia por parte de los oficiales de la Casa 
tuvieron lugar cuando el visitador pretendió hacer la publicación de la visita y así, 
mediante el acto ceremonial, dar comienzo a la inspección. Juan de Góngora había 
convenido con el presidente del Consejo de Indias, conde de Castrillo, terminar las 
comisiones que tenía para la visita de los galeones qu  ese año habían venido de las 
Indias a cargo del general Francisco Díaz Pimienta par , una vez concluidas, empezar la 
visita a las instituciones del comercio586. Parece ser que esta comisión de visita y 
hondeo de un galeón de la flota de Díaz Pimienta había concluido por junio de 1642, 
pues en las proximidades de la festividad de San Juan, el visitador comenzó las 
diligencias para publicar la visita, encontrándose con las dificultades que le opuso la 
Casa de la Contratación.  
Los sucesivos acontecimientos los conocemos por las diligencias abiertas por Juan 
de Góngora para hacer la publicación de la visita y l s respuestas del presidente de la 
Casa, que desde abril de ese año era Juan de Santelices Guevara, caballero de Santiago, 
consejero de Castilla587, quien a su vez ejercía el puesto de Regente de la Audiencia de 
Sevilla. Como hemos referido, Santelices fue nombrado presidente de la Casa, tras 
haber cumplido su mandato el conde de Peñaflor, el 30 de abril de 1642, con todas las 
honras y preeminencias propias del puesto588, haciendo juramento y tomando posesión 
en la Casa el 22 de mayo de 1642589. En sus manos concentraba dos de los cargos de 
representación real con mayor autoridad e importancia de la ciudad. Otro de los 
                                                
585 AGI, Indiferente, 2010. Carta de la Casa de la Contratación a S.M. en 10 de junio de 1642. La 
respuesta del secretario del Consejo a la Casa en 17 de junio de 1642 puede verse en: AGI, Indiferente, 
435, L. 11. Fol. 204V-205R.  
586 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 12R-12V. 
587Juan de Santelices Guevara fue nombrado consejero de Castilla el 4 de enero de 1642. No debemos 
confundirlo con su homónimo, marqués de Chiloeches, consejero de Castilla también, pero nombrado en 
1684, al respecto ver: Fayard, Los miembros del Consejo de Castilla (1621-1746) 
588 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 190R-190V. Ver también Schäfer, El Consejo Real y Supremo de 
las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, p. 362. 
589 AGI, Contratación, 5785, L. 1. Fol. 191R. 
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personajes con protagonismo en estos acontecimientos fue Manuel de Pantoja y 
Alpuche, que ejerció de presidente sustituto de la Casa, desde el 16 de junio de 1642 en 
las ausencias de Juan de Santelices Guevara, quien por estar ejerciendo el puesto de 
regente de la Audiencia no podía acudir a servir la presidencia de la Casa tan 
continuadamente590. En su Cédula de nombramiento se establecía que, aunque Juan de 
Santelices asistiese a ejercer la presidencia, Manuel Pantoja pudiese acudir con él y 
sentarse en el lugar más antiguo sin que se le pusise para ello ninguna oposición.  
Las dificultades que se encontró el visitador en los días antecedentes a la 
publicación de la visita tuvieron como eje central un conflicto de precedencias sobre 
quién debía ocupar el lugar que, junto al visitador, ebía presidir el acto ceremonial de 
la publicación de la visita, es decir, si como defendía Santelices, debía ser el presidente, 
o como afirmaba la Casa el oidor más antiguo. Las cuestiones protocolarias y la 
importancia del ceremonial desempeñaban un papel clave en la muestra de autoridad 
que el visitador pretendía dar a la visita en su presentación, pero las maniobras con 
objeto de entorpecer su labor no habían hecho nada más que comenzar. El visitador 
trató de conocer los entresijos acerca de cómo se había producido este acto inicial en las 
anteriores visitas que se habían efectuado a la Casde la Contratación, y así se lo 
comunicó a la Casa, pero desde estos momentos iniciales, la oposición al visitador se 
hizo manifiesta. La petición de esta información a la Casa no fue respondida, por lo que 
el visitador solicitó que se sacara traslado de la ceremonia de publicación de la visita 
que se hizo a la Real Audiencia de Sevilla por el licenciado Fernando Ramírez 
Fariña591. Parece ser que la Casa de la Contratación hizo caso omiso de esta petición de 
información por parte del visitador.  
Juan de Góngora pretendía publicar la visita el día 25 de junio mediante la citada 
ceremonia en la Casa de la Contratación, pero si la petición de información de cómo se 
habían realizado las publicaciones de visita en ocasi nes anteriores cayó en tierra de 
nadie, no menos facilidades se le plantearon al visitador tras este primer contacto con la 
institución que se disponía a visitar. Góngora emitió un auto con fecha de 23 de junio 
dirigido al presidente de la Casa, Juan de Santelices Guevara, para “que mande disponer 
y prevenir lo que convenga para que se haga la publicación de la visita el miércoles que 
                                                
590Ibidem. Fol. 191V-192R. Ver también Schäfer, Ernesto. El Consejo Real y Supremo de las Indias. 
Historia y organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, p. 362. 
591 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 13R. Sobre esta visita véase: José Antonio Pérez Juan, «La 
visita de Ramírez Fariña a la Audiencia de Sevilla (1623-1632)» 
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viene 25 de junio”592. La respuesta al requerimiento fue la negativa del pr sidente a 
acudir al acto de publicación593y, aunque el visitador le replicó cuánto importaba que el 
presidente estuviera presente en el primer acto de la visita, la respuesta fue clara por 
parte de Santelices, quien afirmó “que tenía que hac r cosas de más importancia y que 
no podía ir”594. El visitador estaba colisionando contra una muralla que le condicionaba 
el siguiente paso que quería dar, que era publicar la visita junto al presidente, motivo 
por lo que decidió suspender la publicación de la visita aludiendo a que convenía que 
estuviese presente el presidente, quedando aplazada hasta el día siguiente595.  
Adelantamos de antemano que al día siguiente tampoco se publicó la visita, sino 
que hubo un intercambio de opiniones entre visitador y presidente de la Casa. El 
visitador envió una diligencia al presidente de la Casa en la que es perceptible advertir 
tanto la queja de éste por la ausencia de Santelices, en expresiones tales como “Señor 
mío, no voy a besar a V.S. las manos por haberme dicho ayer que tenía cosas de mayor 
importancia que atender esta visita, no me determinara a publicarla […]”596, así como 
un conflicto de precedencias entre la Casa, su presidente y el visitador, que terminó sin 
la presencia del presidente en el acto de la publicación, y que es fácilmente apreciable 
en afirmaciones contenidas en la diligencia, tales como “pues siendo acto tan principal 
de esta visita la publicación de ella, parecerá que V.S. la desfavorece excusándose de 
asistir solo porque preceda el más antiguo”.  
En efecto, la Casa, en un nuevo intento de entorpece  la publicación, había 
decidido esgrimir su autoridad, y según defendió, este acto inicial debía de ser presidido 
por el oidor más antiguo. La precedencia, como uno de l s asuntos más delicados dentro 
de las cuestiones protocolarias del ceremonial de la publicación de la visita tomó 
protagonismo y fue el motivo de la disputa entre la Casa, su presidente y el visitador. 
Juan de Góngora veía en la ausencia del presidente una falta de autoridad hacía la visita, 
y por ello insistió a Santelices para que acudiese, afirmando que su deseo era que 
presidiera él, y al haber hecho la Casa valer su criterio de que presidiera junto al 
visitador el oidor más antiguo, creía que su presencia revestiría de autoridad al acto de 
publicación. Suplicaba Góngora que el presidente debía mirar por la autoridad del 
visitador y debía acompañarlo “sin que parezca que se inclina más a una parte que a 
                                                
592 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 15R. 
593 Ibidem. Fol. 15V. 
594 Ibidem. Fol. 15V-16R. 
595 Ibidem. Fol. 16R. 
596 Ibidem. Fol. 17R. 
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otra”, porque de no asistir el presidente, los demás inistros considerarían menos la 
visita. Además, llamaba la atención sobre el inconveniente de que no asistiera “porque 
este negocio es tan odioso como se sabe” y, una vez más, reclamaba que si el presidente 
no estaba presente, los demás ministros no respetarían l  autoridad del visitador. Para 
finalizar la diligencia, avisaba que iba a publicar l  visita “aunque para ello sea 
necesario sentarme con los porteros […] porque no cese el servicio de S.M.”, y le 
suplicaba que si no asistía, diera aviso a la Casa de l inminente publicación597.  
La respuesta de Santelices confirmó lo ya sabido por el visitador, es decir, se 
reafirmó en su posición diciendo que no había novedad en la intención de no acudir a la 
publicación, así como tampoco lo haría el presidente sustituto Manuel Pantoja, y sobre 
la precedencia del oidor más antiguo Santelices manifestó que no tuviera duda el 
visitador que estando el presidente presente, el visitador precedería al dicho oidor. Al 
mismo tiempo, comunicó a Juan de Góngora que había dado aviso a la Casa de la 
inminente publicación de la visita, así como que le guardaran autoridad598. 
Finalmente se publicó la visita al día siguiente, vi rnes 27 de junio de 1642, tal y 
como no deseaba Juan de Góngora, es decir, con la ausencia del presidente, y presidida 
por Miguel Muñoz como oidor más antiguo, a cuyo lado erecho se sentó el 
visitador599. Con la ceremonia de publicación en la sala grande de la Casa de la 
Contratación se dio comienzo a la visita, siendo los pasos siguientes el pregón y la 
fijación de edictos en los lugares principales de Sevilla y los puertos.  
A partir de la publicación, según estipulaba la Cédula de comisión, el visitador 
Juan de Góngora tenía ocho meses de término para tomar la visita y, acabada, debía 
enviarla al Consejo de Indias cerrada y sellada parque en el sínodo fuera sentenciada. 
El plazo de ocho meses que tenía el visitador difícilmente se podía cumplir con una 
labor tan ingente como la que tenía por delante y fueron varías las peticiones de 
ampliación de este plazo que solicitó Juan de Góngora al Consejo de Indias y que le 
serían concedidas. La primera prorroga, solicitada por Góngora el 23 de junio de 1643, 
tuvo una respuesta favorable del Consejo el 30 del mismo mes, prorrogándole el 
término al visitador por seis meses más600. Fueron muchas más las prórrogas concedidas 
                                                
597 Ibidem. Fol. 17R-17V. 
598 Ibidem. Fol. 19R-19V. 
599 Ibidem. Fol. 20R-21R. 
600 Ibidem. Fol. 59R-59V.  
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por el Consejo a Juan de Góngora601, pero lo cierto es que la visita comenzó el 27 de 
junio de 1642, el auto final de cierre de la misma fue dictado por el visitador el 3 de 
septiembre de 1648602, y fue entregada en el Consejo de Indias para su determinación el 
26 de diciembre de 1648603.  
 
5.5. El pregón y la publicación de edictos de la visita  
 
Tras el acto ceremonial de la publicación de la visita en la sala grande de la Casa 
de la Contratación, que marcó el inicio de la inspección y puso en conocimiento de los 
visitados lo que pretendía el rey con aquel mecanismo de control, el siguiente paso que 
dio el visitador fue la publicación de la visita mediante edictos y pregón de los mismos 
“en los lugares más públicos para que llegue noticia a todos” de Sevilla, Cádiz, y “los 
puertos”604, para hacer notoria a la población el inicio de la inspección y, en cierta 
manera, hacerles partícipes del control sobre los oficiales reales, al permitir la 
presentación de capítulos o demandas particulares contra los oficiales visitados605.  
En Sevilla se publicó la visita en la plaza de la Lonja por voz del pregonero del 
concejo sevillano, Lázaro Martín, al día siguiente del acto ceremonial de publicación de 
la visita en la Casa, es decir, el sábado 28 de junio de 1642, y se fijaron edictos en la 
Lonja, en la Casa de la Contratación y en la Audiencia de Grados. Tanto en el pregón 
como en los edictos que quedaron fijados en los lugares más públicos de la ciudad 
hispalense se hizo mención a los oficiales de la Casa y del Consulado que iban a ser 
visitados y se reclamaba que “todos los que supieren o hubieren oído decir cualquier 
cosa o casos en que los dichos ministros mayores y menores hayan excedido y faltado a 
la obligación de sus oficios, parezcan ante mi [ante el visitador] a lo decir y declarar”, y 
asimismo se alentaba a los que “quisieren poner algun s querellas o demandas a los 
dichos visitados o a cualquiera de ellos, lo hagan, que se les guardará y administrará 
justicia en todo lo que la tuvieren y pidieren y para les oír en la una manera o en la otra, 
                                                
601 Cuatro meses más en 26 de septiembre de 1644; cuatro meses más en 10 de marzo de 1645; dos meses 
más en 23 de diciembre de 1646 y un mes más en 4 de febr ro de 1648. En AGI, Escribanía, 1136A. 
Cuaderno 1. Fol. 260R-263R. 
602 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 271R.  
603 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la Casa 
de la Contratación. Madrid, 28 de abril de 1659.  
604 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 103R.  
605 Sobre el papel desempeñado por la población en otro mecanismo de control de los oficiales reales 
como fueron los juicios de residencia ha reflexionado recientemente María Ángeles Martín Romera en 
María Ángeles Martín Romera, «El control silenciado: el papel de la población en los juicios de 
residencia», Memoria y civilización: anuario de historia, 22, (2019), pp. 191-220. 
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les señalo el cuarto de mi habitación y morada en los Reales Alcázares de esta ciudad a 
las horas que quisieran, todos los días desde hoy”606.  
El edicto pregonado y fijado en los lugares más públicos de Sevilla, también se 
publicó en los puertos de la Baja Andalucía. Góngora nombró para este cometido a dos 
subdelegados: en primer lugar al licenciado Diego de Trujillo, residente en Sevilla, para 
que fuera a las ciudades de Sanlúcar de Barrameda, Puerto de Santamaría, Jerez de la 
Frontera, Cádiz, y las villas de Conil, Chipiona, Rota, Puerto Real, Chiclana y Vejer de 
la Frontera. El comisionado por el visitador hizo pública la visita mediante edictos que 
fueron colocados y pregonados en las plazas de estas ciudades y villas, informando de 
los ministros de la Casa y del Consulado que iban a ser visitados para que, en el caso de 
que algún vecino de las citadas ciudades y villas se hubiera visto agraviado por alguno 
de ellos, pudieran interponer sus demandas particulares contra los mismos. En segundo 
lugar, para la publicación de la visita en los lugares y puertos del condado de Niebla y 
del marquesado de Ayamonte, y fijar los edictos y pregonar la visita en esta zona de la 
Baja Andalucía, Juan de Góngora comisionó a Bartolomé Sánchez de Paz, alguacil de la 
visita, quien acudió con este fin a las villas de Moguer, San Juan del Puerto, Huelva, 
Gibraleón, Cartaya, Lepe, Redondela y Ayamonte.  
Los objetivos que perseguía el visitador haciendo pública la visita eran, amén de 
informar a la población del inicio de la inspección, dotarles de una poderosa 
herramienta para que, a través de las demandas públicas y querellas que pudieran 
interponer contra los oficiales reales, lograran ser reparados en justicia ante cualquier 
agravio que hubieran podido tener en la acción de gobierno o justicia de los oficiales de 
la Casa o Consulado y, por otro lado, que pudieran participar como testigos en la 
pesquisa secreta de la visita que iba a acometer el visitador.  
Las demandas públicas, querellas y capítulos que cualquier persona quisiera 
interponer ante el visitador contra los visitados, debían ser vistas conforme a derecho 
por Juan de Góngora, llamando a las partes y sentenciando las causas en primera 
instancia, otorgando las apelaciones al Consejo de In ias607. Su procedimiento era 
opuesto al que iba a vehicular la visita, en el cuael visitador no sentenciaba las causas, 
sino que formulaba los cargos, recibía los descargos, y era el Consejo de Indias quien 
sentenciaba las acusaciones sobre los oficiales reales. Por tanto, estas quejas de los 
súbditos contra los oficiales reales, elevadas al visitador, se contemplaron en el proceso 
                                                
606 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 23R-23V.  
607 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 6R-6V.  
219 
 
de visita como casos aislados con una resolución más expedita que perseguía 
desagraviar a los agraviados o bien refutar sus demandas sin entorpecer el proceso de 
visita.  
En suma, las demandas públicas, querellas y capítulos, dotaban a la visita de una 
funcionalidad para la población que se podía haber visto perjudicada por la acción u 
omisión de los oficiales de la monarquía en la Casa de la Contratación o en el ámbito 
competencial del Consulado de Sevilla.  
 
5.6. Los conflictos de competencias en los momentos iniciales de la visita 
 
Las competencias entre el visitador y la Casa de la Contratación 
 
Con la publicación de la visita no terminaron las dificultades del visitador para 
echar a andar su comisión, ya que a primeros de julio de 1642 escribía al Consejo de 
Indias una relación sobre dudas en la manera de proceder en la visita donde las 
cuestiones de precedencias antecedentes seguían en vigor. El visitador preguntó si podía 
acceder y cuál debía ser su lugar en las salas de gobi rno y justicia de la Casa, a lo que 
el Consejo respondió que podía entrar en las salas de la Casa y del Consulado, pero que 
estando presentes los presidentes de la Casa, las sesiones las presidirían ellos, y 
solamente no hallándose ninguno de los presidentes, podía el visitador presidir las 
sesiones junto al ministro más antiguo. En el caso de que se le permitiera acceder a las 
salas de gobierno y justicia de la Casa, preguntaba el visitador si podía estar presente en 
el momento de la votación o hacer que los negocios que allí se trataban se votaran en su 
presencia. Al respecto el Consejo decidió que Góngora se hallara presente y que los 
jueces le avisaran cuando iban a tener lugar las votaciones para que estuviera en ellas. 
Asimismo, preguntaba Góngora si en los autos que proveyera como visitador debía 
llamar “señores” a los presidentes y jueces oficiales y letrados, a lo que el Consejo, 
después de pedir información a la escribanía de cámara de cómo se había dado este trato 
en otras visitas a la Casa, informó al visitador que en las visitas anteriores, solo habían 
tenido tratamiento de señores los presidentes de la institución. Más allá de las 
cuestiones de precedencias antecedentes, Góngora dudaba si debía tomar visita a los 
ministros que entraran a ejercer sus oficios después de haber comenzado la inspección, 
y el Consejo le aclaró al visitador que debía visitar a todos los ministros durante todo el 
tiempo que hubieran ejercido sus oficios hasta concluir la visita. También dudaba el 
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visitador si debía inspeccionar la labor de los presidentes de la Casa aunque hubieran 
sido o fueran en ese momento miembros del Consejo de Indias o de otro Consejo, a lo 
que el sínodo indiano respondió que a todos se debía de visitar, sin excepción de 
personas ni de oficios608. 
Aun habiendo hecho notorio el Consejo a la Casa de l Contratación la posibilidad 
de que el visitador se pudiera hallar presente en las salas de la Casa al tiempo de la 
resolución de los negocios, la sala de justicia resistió la presencia de Juan de Góngora 
en la primera ocasión que este intentó estar presente en la resolución de un pleito. El 
visitador volvió a escribir al Consejo denunciando que se estaba quebrando su autoridad 
y la propia del sínodo al ir en contra de su resolución al respecto. Góngora señalaba que 
de quedar impune aquella cuestión, en las ocasiones venideras pasaría lo mismo en las 
demás salas de la institución, y que la autoridad de la visita se vería mermada, por lo 
que el Consejo volvió a recordar a la Casa lo que ya se había resuelto sobre la presencia 
del visitador en las salas y su lugar en ellas609. 
En los meses siguientes, las quejas del visitador al Consejo sobre las trabas en su 
labor no cesaron, de las cuales sólo mencionaremos las negativas de la contaduría de la 
Casa para que el visitador consultara y pudiera llevarse a su casa los libros tocantes a 
ella, asunto que no lograría conseguir hasta la mediación del Consejo y la autorización 
por parte de este610.  
 
Las competencias entre el visitador y la Audiencia de Grados de Sevilla 
 
Por la Cédula de comisión de visita que recibió Juan de Góngora, se mandó al 
Regente y jueces de la Audiencia de Grados de Sevilla que no se entrometieran para 
impedir la ejecución de la visita ni en conocer en cosa alguna de ella por vía de 
apelación ni en otra forma611. Es decir, quedaban inhibidos de cualquier causa de l s que 
se disponía a ejecutar el visitador en la inspección a las instituciones del comercio 
sevillano. Sin embargo, la Audiencia se interpuso en algunas causas abiertas por la 
                                                
608 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre algunas dudas de la visita de la Casa. 
Madrid, 1 de julio de 1642.  
609 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre que se declare el lugar que hubiere de 
tener en la sala de justicia cuando fuera a ella o no asistiendo el presidente. Madrid, 2 de septiembr de 
1642.  
610 AGI, Indiferente, 435, L. 11. Fol. 253V-255R. 
611 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 8R.  
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visita que necesitaron de la mediación del rey para definir quien tenía la competencia 
sobre las mismas.  
En concreto, la Audiencia pidió conocer por vía de exceso y apelación en una 
demanda particular que un vecino de Sevilla había interpuesto ante el visitador contra el 
fiscal de la Casa, Alonso Hurtado. La Audiencia había solicitado al escribano de la 
visita que le diera una relación de esta causa para conocer de ella y, ante la negativa del 
escribano por corresponderle el conocimiento de estas demandas en primera instancia al 
visitador, y en vía de apelación al Consejo de Indias, la Audiencia mandó prenderlo y 
multarlo con 200 ducados. Ante estos hechos consumados, Góngora pidió amparo al 
Consejo de Indias, órgano que, como se ha dicho, tenía la apelación de estas demandas 
particulares, y contra el que estaba yendo la Audiencia en aquel caso. Además, el 
Consejo veía en la intromisión de la Audiencia una oc sión para que las partes visitadas 
se eximieran del juicio de visita, porque de no ser el visitador quien conociera en estas 
demandas particulares, muchos de los interesados en poner aquellas querellas a los 
ministros de la Casa, dejarían de hacerlo por evitar la justicia ordinaria. Por estas 
razones, el Consejo elevó una consulta al rey, que dio el plácet a lo que allí se le 
exponía, y se mandó a la Audiencia de Grados que se inhibiera de conocer en esta y 
otras causas de la visita, como le estaba mandado por la Cédula de comisión que tenía 
en su poder Juan de Góngora612. Sin embargo, la Audiencia debió protestar ante el 
Consejo de Castilla por aquella decisión, pues continuó con el conocimiento de la 
demanda contra Alonso Hurtado, y dictó un auto quitando la causa al visitador y 
entregándosela a un juez ordinario de los Grados. Esto motivó que Góngora volviera a 
protestar al Consejo porque, a pesar de haber mandado el rey que se inhibiera la 
Audiencia, ésta continuaba con la causa613. Sin embargo, la respuesta del rey a esta 
nueva consulta, ratificó que aquella demanda contra Alonso Hurtado era una demanda 
civil, y no por excesos en su oficio, y que la “visita no se hacía para ejemplar las 
personas de los tribunales en que podían ser convenidos en demandas civiles como era 
                                                
612 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre que V.M. se sirva de mandar que por la 
parte donde toca se envíe orden a la Audiencia de Grados de Sevilla para que se inhiba del conocimiento 
de todas las causas tocantes a la visita de la Casa de la Contratación de aquella ciudad. Madrid, 17 de 
junio de 1643.  
613 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Juan de Góngora a S.M. Sevilla, 23 de junio de 1643. El Consejo 
elevó Consulta al rey sobre este asunto el 1 de julio de 1643. 
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esta”, por lo que convenía suspender la inhibición de la Audiencia en este caso y dejarla 
correr mientras no tuviera mayores fundamentos de lo que tocaba a la visita614.  
Por tanto, con la causa contra Alonso Hurtado, los roces del visitador con la 
Audiencia de Grados de Sevilla quedaron definidos de la siguiente manera: las 
demandas particulares que tocaban a temas relacionados con la labor de los oficiales de 
la Casa de la Contratación en el ejercicio de sus oficios las llevaría el visitador, pero, la 
presencia de Juan de Góngora con una comisión de visita no inhibía a la Audiencia de 
conocer las causas civiles y criminales contra los ministros de la Casa pues, como 
justicia ordinaria, tenía la competencia en aquellas.  
 
5.7. El nombramiento de los ministros de la visita 
 
Juan de Góngora no iba a actuar en solitario como visitador de las instituciones 
del comercio sevillano, sino que, como le ordenaba l  Cédula de comisión, debía 
nombrar un escribano ante el que debía pasar la visit , y un alguacil que ejecutara sus 
mandamientos, cada uno con 600 maravedíes de salario cada día que se ocuparan en la 
visita, pagados de las condenaciones615.  
Góngora nombró desde junio de 1642 como su escribano a Alonso de Escobedo 
Colombres, quien a su vez servía los oficios de escribano mayor de rentas y comisiones 
de la ciudad de Sevilla, por arrendamiento que tenía con el dueño de estos dos 
oficios616. Con el nombramiento de Alonso de Escobedo como escribano de la visita, 
Góngora pidió al Consejo que se le diera facultad pra que este nombrara una persona 
que durante la ocupación de la visita sirviera los oficios que tenía y, aunque así fue 
aprobado por el rey, tardaría en llegar la resolución que le dio facultad a Alonso de 
Escobedo para nombrar un teniente que sirviera por él l s oficios de escribano de rentas 
y comisiones de Sevilla. Alonso de Escobedo quedó ejerci ndo como escribano 
principal de la comisión, pero la gran cantidad de trabajo que tenía el despacho de la 
visita, llevó a Góngora a nombrar un escribano ayudnte que le asistiera. El 30 de junio 
de 1642, el visitador nombró a Alberto Romero del Álamo para tal efecto, con 400 
                                                
614 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora. 
Madrid, 14 de julio de 1643.  
615 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 7R.  
616 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias de 31 de julio de 1642. Da cuenta del 
nombramiento que ha hecho el licenciado don Juan de Góngora en Alonso de Escobedo Colombres para 
escribano de la visita de la Casa de la Contratación de Sevilla que le está cometida y de que suplica se le 
dé facultad para que durante esta ocupación pueda nombrar Alonso de Escobedo persona que sirva por él 
los oficios de escribano de rentas y comisiones en aquella ciudad.  
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maravedíes de salario por cada día de los que se ocupara en la visita y con facultad de 
ejercer de escribano principal en las ausencias y enfermedades de Alonso de Escobedo. 
Aquel nombramiento parecía adelantar el final del escribano principal, pues Alonso de 
Escobedo no pudo ejercer por mucho tiempo en el despacho de la visita, ya que la 
muerte le sorprendió a inicios de 1643.  
A partir de este momento, las diligencias hechas por el visitador, pero también por 
el Consejo de Indias para nombrar un nuevo escribano pri cipal, son una muestra de 
aquellas palabras que le dijo Góngora al presidente de la Casa, Juan de Santelices, 
cuando le pidió que estuviera presente en el acto de publicación. En los prolegómenos 
de la publicación de la visita le pidió Góngora a Santelices que estuviera presente en el 
acto ceremonial “porque este negocio es tan odioso c mo se sabe” que su presencia le 
otorgaría mayor solemnidad y autoridad a la visita. Pues bien, del mismo tenor fueron 
las excusas que recibió Góngora de las personas a quien propuso ser escribano de la 
visita, ya que eludieron acudir “rehusando venir a negocio tan prolijo y odioso”. A su 
vez, las dificultades que se encontró el visitador pa a nombrar un nuevo escribano 
estuvieron relacionadas con la necesidad de que este no fuera de Sevilla, porque según 
expresó Góngora, “dentro de Sevilla no hay persona independiente a quien se pueda fiar 
esta ocupación”. En este estado, el visitador escribió al Consejo pidiendo que mientras 
era nombrado el escribano, pudiera examinar él mismo los testigos que se ofrecieren y 
que, acabando de testificar, un escribano público diera fe y rubricara la declaración617 y 
que le fuera enviada una persona de la Corte, e incluso puso sobre la mesa el nombre de 
Juan Gutiérrez de Medina618. Sin embargo, aunque en el Consejo de Indias se hici ron 
las diligencias precisas para persuadir a Gutiérrez de Medina a que acudiera a servir de 
escribano de la visita, este rehusó el ofrecimiento y el sínodo apremió a Góngora que 
buscara otra persona para que sirviera la escribanía619.  
Tras otro ofrecimiento fallido en la persona de Francisco Salcedo620, el visitador 
facultó al contador Juan Conchillos Negrete para que ejerciera como escribano y, 
posteriormente, en 1644, nombró a Juan de Latorre cmo escribano principal, quedando 
como su ayudante Alberto Romero del Álamo. Durante el transcurso de la visita, 
                                                
617 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Juan de Góngora a S.M. Sevilla, 6 de enero de 1643.  
618 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Juan de Góngora a S.M. Sevilla, 23 de junio de 1643.  
619 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora. 
Madrid, 3 de agosto de 1643. 
620 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 81V-82R.  
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cuando algunas materias lo necesitaron, el visitador nombró a otros escribanos 
ayudantes, como fue el caso de Juan López de Hidalgo, designado en abril de 1645621. 
Otro ministro que ejerció desde el primer día de la visita fue el alguacil principal 
quien, junto al escribano, eran los ministros que indicaba la Cédula de comisión que 
tenía que nombrar Juan de Góngora para su asistencia. Así, el visitador nombró como 
alguacil principal de la visita a Bartolomé Sánchez d  Paz, quien acudió desde la villa 
de Madrid para servir el oficio y tuvo como salario 600 maravedíes por cada día de los 
que se ocupó en la visita. Del mismo modo que ocurrió con el escribano principal, 
Bartolomé Sánchez de Paz contó con la asistencia de un alguacil acrecentado. El 
visitador nombró para tal efecto desde el 18 de julio de 1643 a Agustín de Esquivel, 
quien percibió 400 maravedíes de salario622.  
Amén de la tarea que iban a ejecutar los escribanos y alguaciles nombrados por 
Juan de Góngora, la visita a las instituciones del comercio llevaba consigo una 
importante labor de revisión de cuentas, por lo que se hacía necesario el nombramiento 
de un contador que entendiera en aquella cuestión. Así lo solicitó Góngora al Consejo 
de Indias, pidiendo que se le enviaran de la Corte una o dos personas para este 
cometido. La razón de que el contador no fuera de Sevilla fue la misma que utilizó el 
visitador para justificar que el escribano tampoco l  fuera “por el riesgo que puede tener 
el fiar esto a ministros que se han de quedar después en esta ciudad y porque no se 
ofrecen fácilmente personas para este intento”. Era evidente que los visitados eran los 
más poderosos de Sevilla y que la tarea era poco atrayen e para cualquier ministro de 
los que residía en la ciudad hispalense. Por ello Góngora solicitó al Consejo que se le 
enviara una persona de la Corte y propuso para ello a Juan Conchillos Negrete, que 
asistía en la Tesorería General, y que finalmente aceptó ir a Sevilla como contador de la 
visita a primeros de enero de 1643623 con un salario de 1000 maravedíes al día que 
debían salir igualmente de las condenaciones de la visit 624. 
                                                
621 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 208. 
622 A lo largo de los años en que se extendió la visita, Bartolomé Sánchez de Paz fue sustituido como 
alguacil principal por Juan de Otavide el 3 de agosto de 1647, sirviendo como tal hasta finalizar la visita, 
y Agustín de Esquivel fue reemplazado por Lucas de Escobedo desde el primero de enero de 1645 hasta 
fin de abril de 1646, y tras este, ocupó el puesto de alguacil ayudante hasta finalizar la visita Alons  de la 
Serna. En: AGI, Indiferente, 2010. Relación de los salarios que se pagaron al licenciado don Juan de 
Góngora como visitador de la Casa de la Contratación de Sevilla y a los ministros que nombró para la 
dicha visita.  
623 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Juan de Góngora a S.M. Sevilla, 2 de septiembre de 1642.  
624 El contador recibió una ayuda de costa de 200 ducados para acudir a Sevilla y, al llegar a la ciudad 
hispalense, el visitador le señaló 1.200 maravedíes de salario cada día de los que se ocupara en la visit , 
que fueron minorados por el Consejo a 1.000 maravedíes al día. En AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 
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El contador no figuraba en la Cédula de comisión entre los oficiales que debía 
nombrar Góngora para que le asistiera, tampoco así el fiscal de la visita. En mayo de 
1643 las necesidades de la inspección llevaron al visitador a solicitar autorización al 
Consejo para nombrar un fiscal que siguiera y sustanciara los negocios tocantes a la 
visita. Juan de Góngora propuso como fiscal a Miguel Ruiz Ogazón con un salario de 
1.200 maravedíes al día de los que se ocupara en la visita y, tras recibir la aprobación 
del Consejo el 2 de junio de 1643, el rey aprobó el nombramiento y el salario que debía 
gozar, que también debía salir de las condenaciones de la visita625. Miguel Ruiz Ogazón, 
residente en la villa de Martos626, cumplía otro de los objetivos que persiguió Góngora 
con los nombramientos de los ministros que le asistieron en la visita, y era su 
independencia con respecto a los poderosos grupos de los visitados en Sevilla. Estuvo 
sirviendo de fiscal de la visita hasta último de febrero de 1645 y, tras él, sirvieron como 
fiscales al servicio de Góngora, Cristóbal de León Sa tos de Ayala hasta primero de 
septiembre de 1646 y desde entonces hasta finalizar la visita, Antonio de Barnuevo 
Garguello627. 
Estos fueron los ministros y oficiales que conformaron el “tribunal” de la visita 
que se disponía a tomar Juan de Góngora a las instituciones del comercio sevillano. Una 
lectura detenida de los salarios que fueron señalados  estos ministros nos muestra que 
el fiscal y el contador, quienes iban a percibir los salarios de mayor cuantía, adquirieron 
una importancia destacada que no fue contemplada en l Cédula de comisión de la 
visita. Es decir, jerárquicamente, el fiscal y el contador se colocaron tras el visitador y, 
después de ellos, el escribano y el alguacil y sus ay dantes.  
Asimismo, una tarea tan ambiciosa como la que tenía por delante el visitador y 
que se extendió durante años necesitó de un número ay r de colaboradores para tareas 
concretas628.  
 
                                                                                                                                    
51. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora. Madrid, 13 de enero de 1643. Y AGI, 
Indiferente, 436. L. 12. Fol. 16R-16V. Real Cédula a Juan de Góngora de 6 de marzo de 1643. Para que a 
Juan Conchillos Negrete se le pague su salario de gastos de la visita como a las demás personas que están 
ocupadas en ella.  
625 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 138V-139V. Real Cédula a Miguel Ruiz Ogazón de 2 de febrero de 
1644, aprobando su nombramiento como fiscal de la visita de la Casa de la Contratación.  
626 Como hemos visto anteriormente, el gobernador del partido de Martos era Luis Ximénez de Góngora, 
hermano mayor de Juan de Góngora. Es posible que este oficial fuera recomendado por el hermano del 
visitador.  
627 AGI, Indiferente, 2010. Relación de los salarios que se pagaron al licenciado don Juan de Góngora 
como visitador de la Casa de la Contratación de Sevilla y a los ministros que nombró para la dicha visita. 
628 Para evitar prolijidades, hemos incluido las subdelegaciones que hizo Góngora a lo largo de los 
siguientes capítulos en cada uno de las tareas que les fueron encomendadas por el visitador.  
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5.8. La sala de la visita en el Alcázar: el emplazamiento del visitador y sus 
ministros 
 
Por las ordenanzas de la Casa de la Contratación estaba dispuesto que los 
visitadores vivieran dentro del Alcázar de Sevilla para que su ocupación se desarrollara 
en las cercanías de la institución. Juan de Góngora ya vivía en las dependencias del 
Alcázar antes de comenzar la visita pero, tras ser designado visitador de las instituciones 
del comercio, se le añadió a su aposento un ensanche, en el cual procedió, junto a sus 
ministros, a examinar todos los papeles y libros originales que solicitaba a la Casa y a 
tomar las declaraciones de testigos de la pesquisa secreta629.  
Que Juan de Góngora, como visitador viviera y despachar  la visita en el Alcázar, 
símbolo del poder real en la ciudad hispalense, ya dot ba a la inspección de cierta 
autoridad per se, sin embargo, Góngora tuvo claro que debía conferir a su “tribunal” de 
visita una apariencia de prestigio y poderío, pues los visitados eran los grupos más 
poderosos de la ciudad. Para ello, a inicios de 1643, en los aposentos del Alcázar que le 
fueron asignados, instaló “seis bufetes y dos papeleras”630 de madera de caoba con 
herrajes dorados y pavonados. A su vez, la necesidad y la seguridad de guardar la gran 
masa de papel que iba a generar la visita, llevó al visitador a mandar instalar unos 
bancos que a la vez eran cajones y que servían para gu dar los papeles631. El aumento 
del número de ministros que asistieron al visitador pr nto significó una ampliación de 
las mesas de escritorio, pues en julio de 1643, se instalaron dos bufetes más para el 
despacho de la visita632 y, en septiembre del mismo año, se hicieron dos meas de 
escritorio más, tres estanterías para acumular los libros y papeles de la visita y una 
escalera para acceder a las mismas633. Asimismo, la sala donde se iban a ver los papeles 
de la visita y tomar las declaraciones de testigos de la sumaria necesitaba de un 
conveniente “recato y secreto”, por lo que se cubrieron las puertas y ventanas del 
despacho de la visita con seis enserados634.  
Por último, para una correcta custodia de los efectos que fueran resultando de la 
visita, Juan de Góngora dispuso que en las dependencias de la visita en el Alcázar se 
                                                
629 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Juan de Góngora a S.M. Sevilla, 28 de julio de 1643.  
630 La fuente lo expresa así, pero debe entenderse como uatro mesas para escribir y dos muebles para 
guardar papeles. Al respecto, véase: AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 20. Fol. 3R.  
631 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 20.  
632 Ibidem. Fol. 21R.  
633 Ibidem. Fol. 25R.  
634 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 20. Fol. 28R.  
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instalara un arca de tres llaves, y nombró como depsitario a Juan Chacón quien, junto 
al fiscal y al contador, fueron los tres poseedores d  las claves del arca donde se 
recogieron todos los efectos de la visita y se registraron las entradas de caudales de las 
multas y alcances a las cuentas que sacó el visitador, sí como las salidas para gastos de 
la visita635.  
Por tanto, en una misma sala del Alcázar que pasó a denominarse “la sala de la 
visita”, la cercanía del visitador con sus oficiales, para que este les pudiera encargar y 
mandar lo que debían hacer, perseguía otorgar a la visit de un lugar de desarrollo 
funcional y práctico. A su vez, para que los ministro  y oficiales que estaban nombrados 
para la visita, cumplieran con puntualidad su cometido, Góngora les señaló un horario 
de asistencia a la sala de la visita en el Alcázar que sumaba ocho horas diarias y que 
ocupaba todos los días de la semana desde las ocho de la mañana a las doce del medio 
día y desde las cuatro de la tarde hasta las ocho de la noche. Para “tomar noticia de las 
horas y asistencia” de los ministros a la sala de la visita, el visitador mandó que se 
instalara en ella un reloj de campana636. Asimismo, Góngora controlaría si asistían a su 
trabajo, para que no les corriera salario ni se les pagara el día que faltaran637.  
 
5.9. Coda final 
 
Una lectura transversal de todo lo expuesto con anterioridad nos muestra muchas 
cuestiones que nos permiten elaborar observaciones más generales sobre el despacho de 
la visita, la designación del visitador, la publicación de su comisión en Sevilla y en el 
área de influencia de la Casa de la Contratación, así como de los momentos iniciales de 
la inspección. Es necesario destacar la coyuntura en l que fue enviada la visita de Juan 
de Góngora a las instituciones del comercio. La pérdida de influencia de Olivares en 
relación a la política comercial fue en contraposición con la autoridad ganada por el 
conde de Castrillo, decidido a mantener una actitud menos arrogante con el comercio y 
a restablecer el orden alterado durante la época de excesiva presión fiscal del valimiento 
de don Gaspar de Guzmán. Una muestra inequívoca del po r adquirido por el conde de 
Castrillo y, por ende, de su punto de vista sobre cómo había que relacionarse con el 
comercio sevillano fue que la decisión de enviar una visita a las instituciones del 
                                                
635 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 58R.  
636 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 20. Fol. 22R.  
637 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 55R.  
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comercio fue tomada en un ambiente reservado por el rey, seguramente junto a 
Castrillo, a quien fue dirigido el decreto decisivo que ordenaba poner en marcha la 
inspección. Asimismo, una muestra más del poder adquiri o por el presidente de Indias 
fue la designación del visitador en la persona de Juan de Góngora, su hechura en 
Sevilla. Sin duda, la pertenencia de Góngora a la clientela de uno de los hombres que 
mejor se posicionaron en los nuevos tiempos que ya se percibían por la Corte en 1642 
fue clave para su designación como visitador de las instituciones del comercio sevillano. 
Asimismo, consideramos que las comisiones que desarrolló Juan de Góngora en Sevilla 
con anterioridad a la visita debieron ser decisivas p ra inclinar la balanza a favor del 
despacho de la misma y, a su vez, para su designación como visitador. Góngora, tenía 
un amplio conocimiento de dónde se situaban las raíces del problema, y en aquellas 
comisiones pudo comprobar donde se situaban los males que aquejaban al comercio con 
Indias, así como la pérdida de control que padecía la corona sobre el mismo.  
La visita pretendía restablecer el control de la monarquía sobre las instituciones 
del comercio y subsanar los males endémicos de la Carrera de Indias, que no eran otros 
que el fraude y el contrabando. Nos parece determinante para el envío de la visita las 
denuncias que llegaban a la Corte sobre “fraudes y xcesos” en las que se señalaba la 
connivencia de los oficiales reales en los mismos. De ahí que las Cédulas de comisión 
dadas a Juan de Góngora reflejaran las órdenes de “que se averiguara si los oficiales de 
la Casa tenían tratos y contratos, por sí o por medio de testaferros, y si habían recibido 
dádivas o cohechos, o habían causado agravios a algunas personas sin razones, siendo 
negligentes respecto al buen gobierno”.  
A su vez, la coyuntura en la que se despachó la visita fue la de la crisis de la 
financiación de las armadas de la Carrera, en un contexto de profundos cambios en la 
regulación del comercio atlántico. La crisis de la avería en esos años anteriores a la 
visita fue patente, y en ese contexto ha de situarse l  inclusión en las Cédulas reales para 
la visita la necesidad de averiguar “si se había cobrado más de lo debido o había 
menoscabo de la Hacienda y patrimonio real en lo que se cobraba por avería de 
armadas”. La situación de la avería fue uno de los aspectos considerados de importancia 
crucial para el envío de un visitador que sacara a relucir los abusos y excesos que se 
estaban cometiendo en su administración. 
La tarea que tenía por delante Juan de Góngora era compleja y buena prueba de 
ello fueron las muestras de oposición de la Casa, que se manifestaron principalmente en 
forma de pretextos tales como la graduación del visitador, con el fin de intentar dilatar 
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el inicio de la inspección, como pone de manifiesto que solicitaran, justamente cuando 
el visitador se disponía a hacer la publicación, que edara en suspenso mientras se 
mejoraba la graduación de Juan de Góngora. Los siguientes conflictos tuvieron lugar 
entre la Casa, su presidente y a su vez, presidente  la Audiencia, Juan de Santelices 
Guevara, y el visitador, en una de las escenas que más se repetían en la alta 
administración: las precedencias propias del honor e  una estructura burocrática. La 
Casa, que defendió que la sesión de publicación de la visita la presidiría, junto al 
visitador, el oidor más antiguo de la Sala, acabarí por determinar la balanza a favor de 
su opinión, ante la negativa de Santelices a acudir si no presidía personalmente la 
sesión. Las diligencias que envió el visitador, insistiendo en la necesidad de que en ese 
acto estuviera el presidente, pusieron de manifiesto los esfuerzos de Góngora por 
revestir la visita de autoridad. Por otro lado, estas cuestiones no cesaron con el inicio de 
la visita, y los autos de requerimiento hacia los miembros de la Casa por poner trabas en 
la tarea del visitador fueron una constante. 
La complejidad de la visita también se evidencia en el i cumplimiento del plazo 
de ocho meses previsto en la Cédula de comisión para que Góngora la llevara a cabo. 
Con respecto a esta cuestión se pueden esbozar dos hipótesis. Por un lado, es muy 
probable que, desde el Consejo de Indias se planeara una acción expedita de control 
sobre las instituciones del comercio, pero, amén de que la tarea era ingente, desde un 
primer momento el visitador se encontró con demasiad  dificultades para cumplir 
aquél término establecido en la Cédula de comisión. Por otro lado, es probable que 
desde el Consejo de Indias fueran conscientes que dicho plazo de ocho meses para 
acometer una visita como la que estaban despachando era imposible de cumplir, pero, 
conocedores los miembros del sínodo de que una de ls principales críticas sobre las 
visitas era su larga duración, es factible pensar que, con objetivo de evitar ese problema, 
se incluyera en la Cédula la duración que debía tener la visita. Sea como fuere, la 
inspección se alargó desde 1642 hasta finales de 1648.
Si el acto ceremonial de la publicación de la visita en la Casa de la Contratación 
era importante porque marcaba el inicio de la inspección, no menos lo era el pregón y la 
publicación de los edictos de la visita, tanto en Svilla y Cádiz como en los puertos. La 
participación de la población en el control sobre los oficiales reales no solamente se vio 
circunscrita a los cientos de testigos que fueron citados por Juan de Góngora para 
conocer sobre los procedimientos de los ministros de la Casa de la Contratación, sino 
que la admisión por parte del visitador de las querellas y demandas particulares 
230 
 
desempeñó un papel fundamental, tanto en destapar ciertos excesos de los oficiales 
reales, como en reparar a los particulares perjudicados por el mal gobierno de los 
ministros del rey.  
Es necesario destacar que para desarrollar su comisión, Juan de Góngora se rodeó 
de una serie de oficiales para que le asistieran. Sobre el nombramiento de los mismos, 
destaca la preocupación del visitador por designar como sus oficiales a personas que no 
fueran de Sevilla, ni que con posterioridad a la visita fueran a desempeñar sus oficios en 
la ciudad hispalense. Con esta medida, Góngora pretendía por un lado que sus 
subordinados fueran independientes de los visitados, es decir que no tuvieran relación 
de ningún tipo con ellos y, por otro lado, evitar que los visitados, como miembros 
poderosos de la Sevilla del momento, tomaran posibles represalias contra aquellos 
oficiales que habían participado en la visita. Asimi mo, la previsión de los oficiales que 
expresaba la Cédula de visita que debían asistir al v sitador, un escribano y un alguacil, 
se vio desbordada desde los momentos iniciales. Fue nec sario que Góngora nombrara 
escribanos y alguaciles ayudantes así como un contador y un fiscal. Estos últimos, tanto 
por los salarios que percibieron, como por la tarea que les fue encomendada, se 
colocaron jerárquicamente tras el visitador. Aun siendo muchos más los oficiales que 
para tareas concretas nombró Juan de Góngora, el “tribunal” de la visita quedó 
conformado por el visitador, un fiscal, un contador, un escribano y un alguacil.  
Por último, señalar que si desde el comienzo de la visita con el acto ceremonial de 
la publicación, Juan de Góngora pretendió dotar a su comisión de una autoridad 
superior a la Casa, delegada directamente del órgano supremo del que dependía la 
institución, el Consejo de Indias, la conformación de su “tribunal” en el Alcázar confirió 
a la visita una mayor apariencia de prestigio y poderí . Los testigos acabarían 
declarando ante el visitador en “la sala de la visita”, en el edificio simbólico del poder 


























































En los albores de la visita de Juan de Góngora a la Cas  de la Contratación, tuvo 
lugar el nacimiento de un nuevo tiempo en la Corte, donde los postulados sobre la 
política comercial que se impusieron con el triunfo del conde de Castrillo sobre Olivares 
llevaron consigo la implementación de esfuerzos por controlar al comercio sevillano y 
luchar con más determinación contra el fraude que lastraba los registros y perjudicaba 
los ingresos fiscales de la corona. En los debates qu  se producían en el Consejo de 
Indias acerca de cómo intervenir en los “grandes y nvejecidos males” de la Carrera de 
Indias, la expresión “restaurar el comercio” no impl có solamente un cambio de 
tendencia en las relaciones con los hombres del comercio sevillano, deterioradas durante 
los años de alta presión fiscal olivarista, sino también un mayor control por parte de la 
corona de las instituciones encargadas de la organización y administración del tráfico 
mercantil.  
La Casa de la Contratación, como órgano competencial de la gestión comercial y 
fiscal de dicho tráfico, seguía siendo la pieza clave de la que disponía la monarquía para 
ejecutar sus políticas comerciales en Sevilla y, por ende, en el mercado americano. 
Aunque en las primeras décadas del siglo XVII el Consulado de Sevilla adquirió un 
mayor peso e influencia en las decisiones fundamentales de la Carrera de Indias, la Casa 
de la Contratación siguió creciendo y aumentando su personal, debido a que la tarea de 
la preparación de las flotas y la gestión de la llegada de las expediciones recaía 
directamente sobre sus hombros. Sin la Casa de la Contratación funcionando a pleno 
rendimiento no había flotas, ni comercio ni plata para el rey.  
Por tanto, para establecer una mayor persecución contra el altísimo fraude fiscal 
en el comercio indiano, asunto que estaba entre los objetivos de la política comercial 
que deseaba imponer Castrillo tras la caída de Olivares, era necesario inquirir sobre los 
males endémicos del comercio con las Indias, tales como fueron la sobrecarga de los 
navíos, la falta de registros, los pasajeros sin licencia, o las denuncias sobre excesos y 
malas prácticas en sus oficios de los oficiales de la Contratación. Para atajar esos males 
era fundamental fiscalizar la labor de la Casa de la Contratación y de sus oficiales. Y en 
estas preocupaciones macro, debemos situar las principales motivaciones que estuvieron 
detrás del envío de la visita de Juan de Góngora a l s instituciones del comercio 
sevillano. Como afirmó José Manuel Díaz Blanco, “el comercio no es solo de los 
comerciantes. Había un universo inagotable dentro y alrededor de él, en el que los 
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poderes políticos y sus representantes ocupaban un puesto de indudable relevancia”638. 
Por tanto, no debemos desdeñar la importancia de la Casa de la Contratación como 
institución indispensable para intentar establecer un nuevo rumbo a la política comercial 
de la monarquía en esta coyuntura. Sin embargo, sí es necesario dar importancia al 
contexto en que se encontraba la institución en el momento que fue visitada. En los años 
precedentes a la visita de Juan de Góngora a la Cas de la Contratación, la monarquía 
había dejado de tener bajo su control distintas áreas de la administración de la 
institución sevillana, debido, entre otras cuestiones, a los procesos de perpetuación de 
oficios. Ciertos oficiales de la institución participaron directamente de aquellos males 
endémicos de la Carrera de Indias, se lucraron con el comercio indiano y mantuvieron 
unas estrechas relaciones con los comerciantes que los convirtieron en juez y parte del 
negocio. Los intereses mutuos y relaciones personales muy cercanas entre los oficiales 
de la Casa y los hombres del comercio, debilitaron las labores competenciales de la 
institución, notablemente influidas por la venalidad de cargos.  
Por tanto, para “restaurar el comercio” era necesario intervenir en la Casa de la 
Contratación, adaptarla a los nuevos deseos del todopoderoso Castrillo para, como le 
expresó Tomás de Mañara al conde, lograr “lo que vuestra excelencia ha deseado y 
procurado, que es venga todo registrado”. Es evidente que cualquier intento de 
establecer una mayor persecución del fraude que lastrab  los registros, perjudicaba la 
financiación de la avería y los ingresos de la corona, debía contar con un mayor control 
de la Casa de la Contratación por parte de la monarquía. Era necesario intervenir en 
aquellas parcelas de la institución que se le habían escapado de su control porque se 
habían privatizado en las décadas antecedentes, depurar responsabilidades entre los 
oficiales de la Casa por los altos niveles de fraude alcanzados en el comercio en esa 
época y castigar a aquellos que se habían salido de l s cauces del buen gobierno; 
mejorar el funcionamiento de aquellas oficinas de la institución que se habían 
anquilosado y, con todo ello, contribuir a recuperar la pérdida de control de la corona 
sobre el comercio, recuperando la institución controladora del mismo.  
La visita como mecanismo de control y reforma de las instituciones, y Juan de 
Góngora, como persona de la confianza del conde de Castrillo, y perfecto conocedor de 
                                                
638 José Manuel Díaz Blanco, «Antes de 1717: La Casa de l  Contratación en el Cádiz del seiscientos», 
Studia Historica, Historia Moderna, 39.2 (2017), pp. 27-52 (p. 30). Díaz Blanco lo afirmó en relación al 
papel desempeñado por la Casa de la Contratación y de sus oficiales en el desplazamiento del epicentro 
de los negocios entre Sevilla y Cádiz en el siglo XVII que terminó con el epílogo del traslado de la Casa a 
la ciudad gaditana, pero la afirmación es válida también para este contexto.  
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los males que aquejaban a la institución, se tornarn en claves para hacer un diagnóstico 
certero de la salud del sujeto y, en consecuencia, aplicar los remedios que sanaran el 
cuerpo enfermo. La Casa de la Contratación fue una institución que estuvo en una 
constante adaptación a las necesidades del comercio atlántico, y visitas como la de Juan 
de Góngora fueron esenciales para intervenir en aquell s áreas de su administración que 
era necesario mejorar en aras de ofrecer una eficiente garantía a los intercambios 
mercantiles con las Indias. La Carrera de Indias, entendida como un sistema de 
contraprestaciones entre el poder del rey y los poderes económicos, mercantiles y 
financieros, dependía del cumplimiento de cada parte. Si la monarquía obtenía gran 
parte de sus beneficios del comercio americano a través de la Casa de la Contratación, 
era necesario que la institución funcionara a pleno r dimiento y, a la vez, optimizando 
sus procedimientos, la Casa debía ser la mejor garantí  de unas condiciones adecuadas 
de seguridad para el desarrollo de las operaciones mercantiles.  
Sin embargo, el contexto en el que se enmarca la visita de Juan de Góngora fue 
una coyuntura difícil para la Carrera de Indias. El modelo de Carrera estaba inmerso en 
un proceso de cambio provocado por la contracción del comercio, pero también por los 
altos niveles de fraude que se habían incrementado por la asfixiante presión fiscal del 
periodo olivarista que habían destrozado la recaudación de la avería para la financiación 
de la armada de su defensa. La Casa de la Contratación, como institución reguladora del 
comercio indiano, debía hacer frente a la nueva realidad ofreciendo soluciones a sus 
problemas y, en este sentido, la visita como mecanismo de control, pero también como 
mecanismo reformista de las instituciones, se tornaba clave para equilibrar las fuerzas 
interventoras del comercio. 
 
6.1. Desarrollo de la visita a la Casa de la Contrat ción 
 
La visita, como instrumento de control puesto en marcha por la monarquía para 
fiscalizar la labor de los oficiales reales, tenía una singularidad procesal que venía 
determinada tanto por el contexto, como por los objetivos que perseguía, y por el 
visitador que la efectuaba. La visita no fue un mecanismo regulado, no había un manual 
de procedimiento sobre cómo debía llevarse a cabo639 más allá de sus tres grandes fases: 
                                                
639 La práctica de las visitas fue lo que conformó cómo debía desarrollarse, de ahí la importancia de los 
tratados de escribanos que asistían a las visitas, como el publicado en Nápoles en 1696 por el escribano 
limeño Pedro Pérez Landero, titulado Prácticas de visitas y residencias, cuyo análisis hemos abordado en 
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la pesquisa secreta y la formulación de cargos por parte del visitador; la presentación de 
los descargos por los visitados; y la vista y determinación en el organismo supremo, en 
este caso en el Consejo de Indias640. Para la primera parte de la visita de Juan de 
Góngora a la Casa de la Contratación, el visitador se basó en los testimonios como 
principal evidencia judicial, pero también en otras pruebas documentales del 
funcionamiento ordinario de la institución que fue recabando a lo largo de la pesquisa 
secreta. En relación a los testimonios, la visita de Juan de Góngora a la institución 
sevillana se estructuró en una información general conformada por la declaración de 
113 testigos, 81 declarantes en la primera parte de la p squisa, realizada entre mayo de 
1643 y el mismo mes de 1645, y 32 deposiciones recogidas por el visitador entre julio 
de 1645 y diciembre de 1646641, dedicadas a comprobar ciertas acusaciones que se 
vertieron en la primera parte. Juan de Góngora conformó un amplísimo interrogatorio 
de 203 preguntas que comprendió a todos los oficiales y todas las administraciones de la 
Casa y fiscalizó todas sus funciones. Desfilaron ante el visitador prácticamente la 
totalidad de los oficiales de la Casa, así como otrs oficiales de instituciones reales de la 
ciudad hispalense como la Audiencia de Grados o la cas  de la Moneda, caballeros 
veinticuatro y jurados del cabildo sevillano, escribanos públicos, mercaderes y oficiales 
de los navíos, tales como los maestres. A medida que fueron avanzando las 
declaraciones, los testigos que pasaron ante el visitador fueron señalando en sus 
deposiciones diferentes nombres de personas que o conocían o habían oído hablar sobre 
lo que el visitador preguntaba. Estos fueron los siguientes testigos llamados por 
Góngora y, en consecuencia, las cuestiones generales dieron paso a preguntas más 
concretas efectuadas a estos testigos sobre lo apuntado por los anteriores. Es decir, el 
visitador no efectuó siempre las mismas preguntas, sino que aun teniendo un modelo 
único de interrogatorio, no en pocas ocasiones este fue sustituido por cuestiones 
particulares que se querían conocer del testigo que se sentaba frente al visitador. 
Además, en materias concretas como la visita a la sla del tesoro de la Casa, el visitador 
modificó sus preguntas y los testigos llamados por Góngora fueron los correspondientes 
en Sevilla de asentistas y hombres de negocios, los compradores de oro y plata y los 
                                                                                                                                    
otro lugar. Véase Francisco Andújar Castillo y Alfons  Jesús Heredia López, «Sobre la corrupción en la
América española en el siglo XVII . A propósito de un ‘tratado’ de prácticas ilícitas» 
640 Sobre las tres fases generales de la instrucción de las visitas, véase: Inés Gómez González, «El control 
de la corrupción en los tribunales castellanos durante siglo XVII: ¿quimera o realidad?» 
641 Solamente hubo cuatro declaraciones tomadas por el visitador fuera de estas fechas, realizadas entre 
diciembre de 1647 y enero de 1648 para la formulación de los últimos cargos que hizo Góngora. Véase 
anexo 1. Testigos de la pesquisa secreta de la Casa de la Contratación (1643-1648).  
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oficiales de la casa de la Moneda de Sevilla. Juan de Góngora tenía poder para hacer 
parecer ante sí a toda persona que tuviera conocimiento de las actividades de la Casa de 
la Contratación, bien por haber necesitado de sus oficinas, bien por haberlo visto, oído o 
por su fama pública. Por tanto, la prueba testimonial fue la más importante del proceso 
de instrucción de la visita y conformó la parte de la información por deposiciones de la 
pesquisa secreta, que recibía este nombre porque la id ntidad de los testigos quedó en 
secreto para los visitados, siendo esta la principal aracterística del procedimiento de 
este mecanismo de control642.  
Al mismo tiempo que Góngora recababa las deposiciones de los testigos, su labor 
se extendió a comprobar muchas de las acusaciones que allí se dilucidaban con 
documentación propia de la Casa, principalmente con los libros de la contaduría de la 
institución y con documentación notarial. Mediante este ejercicio, el visitador, que no 
tomaba por cierto todo lo contenido en aquellos interminables interrogatorios, por 
contradictorios unos, y por interesados otros, obtuvo n mejor conocimiento de cómo 
ejercían los oficiales de la Casa sus oficios. La pesquisa secreta, a pesar de su carácter 
reservado, además de ser una pieza clave de una institución judicial como la visita, 
paradójicamente también fue un fenómeno social, cuyos efectos podían ser destructivos 
en términos de reputación643. Dicho con otros términos, el ambiente de Sevilla bajo una 
investigación judicial a los oficiales de la Casa de la Contratación, provocó un clima 
propicio para que los intereses contrapuestos de aqu llos que necesitaban a la institución 
para sus negocios salieran a la luz. Pero las competencias de la Casa eran encarnadas 
por sus oficiales y, por tanto, éstos debían de preocuparse por su fama tanto como por 
sus actos. Por todo ello, el visitador actuó con gran cuidado cotejando distintos 
documentos, tanto públicos como privados, con las declaraciones de testigos, pues era 
conocedor de que aunque la veracidad de los hechos narrados pudiera ser dudosa, bien 
por su exageración, bien por su ocultación, aquellos dichos, comprobados en los libros y 
expedientes de la Casa y en las escrituras notariales, serían fundamentales para sacar 
cargos a los ministros y oficiales de la institución.  
                                                
642 Para Carlos Garriga, el secreto, como principal característica del procedimiento de la visita, fue clave 
en su expansión a Indias. Véase: Carlos Antonio Garriga Acosta, «La expansión de la visita castellana  
Indias: presupuestos, alcance y significado». 
643 Las nociones de crédito, fama y credibilidad como fundamentos centrales para analizar las lógicas de 
corrupción han sido destacadas de manera ejemplar por el historiador francés Sébastien Malaprade. Véase 
como ejemplo: Sébastien Malaprade, «Crédito y corrupción: la visita al Consejo de Hacienda de 1643», 
Tiempos modernos. Revista Electrónica de Historia Moderna, 35, (2017), pp. 363-387 (p. 364). 
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En las siguientes páginas abordaremos cómo se llevó a cabo y qué supuso la 
primera fase del procedimiento de la visita de Juan de Góngora a la Casa de la 
Contratación, la pesquisa secreta. El objetivo es analizar cómo se percibieron en esta 
parte de la visita a la Casa los grandes males que a jaban a la Carrera de Indias; qué 
grado de pérdida de control tenía la corona sobre la institución reguladora del comercio 
indiano; qué papel desempeñaron los oficiales visitados en esta pérdida de control y 
cómo procedió el visitador en sus cometidos. Adentrándonos en las principales 
ocupaciones de las distintas salas y oficiales de la Casa de la Contratación644, 
analizaremos la institución visitada en la época y los objetivos de fiscalización 
perseguidos por el visitador en su revisión de la labor de sus oficiales, los visitados. Aun 
subyaciendo detrás del envío de la visita de Juan de Góngora un intento de poner 
solución a los problemas de la Carrera de Indias enunciados más arriba, no por ello el 
visitador dejó de inspeccionar todos los aspectos del funcionamiento interno de la Casa 
de la Contratación de forma rigurosa. Por ello, en primer lugar, presentaremos aquellas 
cuestiones que, de forma general, tocaban a todas las alas y a los oficiales de la 
institución y que fueron objeto de las pesquisas de Góngora.  
 
6.2. Los presidentes de la Casa en la visita de Juan de Góngora 
 
La presidencia de la Casa era el vínculo común entre las salas de la institución. El 
presidente debía velar por el cumplimiento de las ordenanzas, cuidar que se reunieran en 
audiencia los jueces oficiales y los jueces letrados. Tenía potestad para nombrar 
distintos cargos subalternos de forma interina cuando vacasen en sus empleos, así como 
para comisiones o negocios de la institución. Aunque subordinado al Consejo de Indias, 
el presidente de la Casa era la avanzadilla del sínodo indiano en Sevilla, y por ello debía 
estar en permanente contacto con el Consejo, comunicándole los negocios 
pertenecientes a la salida y llegada de las flotas, en cuya preparación y despacho 
entendía personalmente disponiendo todo lo necesario p a que la salida y llegada de las 
expediciones fuera con puntualidad. Además, podía consultar al rey directamente, vía 
Consejo de Indias.  
                                                
644 Debido a la menor importancia en la Casa de la Contratación de los cargos subalternos, el tratamiento 
a los escribanos, alguaciles, porteros, y demás cargos subalternos será tratado a lo largo del capítulo en el 
análisis pormenorizado cuando entraban a desempeñar alguna de sus funciones, así como en el siguiente 
capítulo sobre los resultados de la visita.  
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Tras la publicación de las flotas, procuraba que el factor y el proveedor general 
tuvieran las armas, municiones y bastimentos necesarios para la capitana y almiranta, 
que debían ser elegidas por el presidente y los jueces oficiales entre las embarcaciones 
más apropiadas. Debía ordenar diligencia en el apresto y las visitas y verificar que las 
naos no fueran mal guarnecidas ni sobrecargadas; el alistamiento de soldados y 
marineros, y podía ir a despachar las flotas a Sanlúc r o Cádiz si lo creía conveniente, 
con solo comunicarlo al Consejo. A la vuelta de las f otas debía comunicar con el 
Consejo la llegada y las informaciones traídas, tenía que cuidar de que se pagara a los 
dueños de los navíos que se tomaron para capitana y almiranta y a los soldados y 
marineros. Debía vigilar el beneficio y venta de la pl ta perteneciente a la Real 
Hacienda y a la hacienda de difuntos, procurando que esta última llegara a sus 
herederos. También debía velar porque se cobrara lo perteneciente a la hacienda de la 
avería, se gastara sin excesos y se concluyeran sus cuentas para su control. Asimismo, el 
presidente tuvo competencias judiciales, pues teníaque presidir la sala de justicia, votar 
en los pleitos en el caso que fuera letrado, y facilit r la celeridad de los mismos645.  
Más allá de estas notas generales sobre las funciones que estaban encomendadas 
al presidente de la Casa, que como vemos estaban orientadas al control y coordinación 
de las labores competenciales de la institución en todas sus salas y dependencias, nos 
interesa destacar cómo actúo Juan de Góngora contra l s presidentes de la Casa en la 
visita de manera particular.  
Como hemos visto en el capítulo anterior, en los primeros compases de la visita, 
Juan de Góngora consultó al Consejo de Indias si debía inspeccionar la labor de los 
presidentes de la Casa, aunque hubieran sido o fueran en ese instante miembros del 
sínodo indiano o de otro Consejo de la monarquía. La respuesta del Consejo no dejó 
lugar a dudas, pues mandó al visitador que se debía visit r a todos los oficiales de la 
Casa, sin distinción de personas ni de oficios646. Lo cierto es que la cédula de comisión 
de la visita que tenía en su poder el visitador ya lo estipulaba, pero las dificultades que 
se encontró Góngora con el presidente Juan de Santelices n los momentos iniciales 
cuando se dirigió a realizar en la Casa el acto de publicación de la visita, debieron hacer 
dudar al visitador sobre la inclusión de los presidntes en aquella comisión. Aquellos 
roces iniciales entre Santelices y Góngora estuvieron vinculados a las precedencias del 
                                                
645 Estos comentarios responden a las leyes recogidas en la Recopilación de leyes de Indias, Libro. IX. 
Título II. Asimismo, fueron expuestas por Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de 
expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717), pp. 66-69. 
646 Ver capítulo 5 de esta misma obra.  
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honor en una estructura burocrática como la de la Casa, y es necesario recordar que en 
1642 cuando Góngora se dirigió a visitar a los presidentes de la Casa, tanto Juan de 
Santelices como algunos de las personas que le precdieron en el cargo, habían sido 
consejeros de Indias o de Castilla, y por ende, de mayor rango que el visitador. Quizás 
sea en esta cuestión donde se deba situar el origen de la consulta de Góngora al Consejo 
sobre visitar o no a los presidentes de la institución. Sea como fuere, inspeccionar la 
labor de los presidentes, desde el que fuera presidente-visitador entre 1615-1618, 
Francisco de Tejada y Mendoza, fue también atribución de las tareas de Juan de 
Góngora. En teoría, los presidentes que debían ser visitados eran los siguientes647:  
 
Presidentes de la Casa que debían ser visitados 
Pedro Marmolejo Consejero de Indias 1618-1621 
Hernando de Villaseñor Consejero de Indias 1621-1625 
Lorenzo de Cárdenas y 
Balda, conde de La Puebla 
del Maestre 
 1625-1628 
Luis Gaitán, conde de 
Villafranca 
 1628-1632 
Francisco de Villacís, 
conde de Peñaflor 
 1632-1635 
Pedro de Vivanco y 
Villagómez 
Consejero de Indias 1635-1637 
Bartolomé Morquecho Consejero de Indias 1637-1638 
Francisco de Villacís, 
conde de Peñaflor 
 1639-1642 
Juan de Santelices Consejero de Castilla648 1642-1643 
Manuel Pantoja y Alpuche  1643-1644 
Francisco de Robles y 
Villafañe 
 1644-1645 
                                                
647 La indicación a consejero de Indias o de Castilla está en relación con el ejercicio del cargo de 
consejero en el momento que fueron nombrados presidentes de la Casa de la Contratación.  
648 Juan de Santelices había sido nombrado el 4 de enero de 1642 consejero de Castilla, pero con 
anterioridad era consejero de Indias y en su nombraiento como presidente de la Casa en abril de 1642 se 
le encomendó también el cargo de Regente de la Audiencia de Grados de Sevilla. Por tener ambas 
ocupaciones, había sido facultado para nombrar un presidente sustituto, para cuyo efecto nombró a 
Manuel de Pantoja y Alpuche, quien en 1643 asumiría la presidencia de manera particular.  
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Fuente: Ernesto Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la 
Casa de Contratación de las Indias (Madrid: Marcial Pons, 2003), pp. 361-362. 
Como le mandaba la cédula de comisión de la visita, Ju n de Góngora debía 
inspeccionar la labor de los anteriores presidentes, sin embargo, aunque muchas de las 
acusaciones generales que resultaron de la visita pudieran comprender a todos los que 
habían ejercido el cargo desde la última visita, el plazo de tiempo tan grande que debían 
incluir las pesquisas de Góngora y la larga duración de la visita que no fue cerrada hasta 
finales de 1648 y sentenciada a partir de 1654, hizo que los únicos presidentes que 
recibieron cargos fueran Bartolomé Morquecho, el conde de Peñaflor, Juan de 
Santelices y Manuel Pantoja. De todos ellos solo Morquecho fue condenado por el 
Consejo de Indias por su labor al frente de la Casa.  
En 1642, de forma paralela al envío de la visita a l Casa de la Contratación, el 
Consejo de Indias había nombrado como máxima autoridad de la Casa a una persona 
muy cercana al conde de Castrillo, Juan de Santelices Guevara, designación que 
evidenciaba que se quería cambiar la cúspide de podr de la Casa, pero también que 
desde Madrid se pretendía imponer un nuevo orden en la institución, más cercano a los 
nuevos postulados del presidente de Indias. Tras el episodio del acto de publicación de 
la visita, Juan de Santelices colaboró con el visitador en todo lo que le fue requerido por 
este, así como en lo que le fue indicado por órdenes qu  recibió del Consejo de Indias 
para que la visita llegara a buen puerto. No obstante, esto no fue óbice para que 
Góngora le incluyera en sus pesquisas sobre la labor de l s presidentes.  
En el interrogatorio que conformó el visitador para las declaraciones de testigos, 
Góngora preguntó a los declarantes por la actuación de los presidentes, y de estos 
testimonios se infiere una falta de vigilancia de los que habían sido presidentes sobre las 
tareas encomendadas a los ministros de la Casa, especialmente jueces oficiales y jueces 
letrados. Por citar algunos ejemplos, los presidentes fueron señalados por los testigos 
por no cumplir los horarios de audiencia de la salade gobierno; por un uso indebido de 
la hacienda de bienes de difuntos; por no procurar que los contadores de avería 
fenecieran sus cuentas sin ocuparse en otras cuestiones649; por no vigilar que la plata 
labrada en la casa de la Moneda fuera entregada por el tesorero de la misma al tesorero 
de la Contratación650; o por percibir 12 ducados al día de salario cuando bajaban a los 
                                                
649 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración del fiscal Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
650 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. En las declaraiones tomadas con objeto de las pesquisas al 
tesorero y sus procedimientos, quedó de manifiesto que el presidente no remedió que los pagos de las 
libranzas en reales se hicieran en la casa de la Moneda sin volver la plata a la sala del tesoro de la Casa.  
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puertos al despacho o recibo de armadas y flotas, cuando no podían percibir esa suma 
adicional651.  
Sin embargo, hubo declaraciones que solo tuvieron buenas palabras hacía los 
presidentes de la Casa, porque una acusación al presidente podía volverse contra los 
propios declarantes, como fue el caso del oidor más antiguo de la sala de justicia de la 
Casa, Miguel Muñoz, quien se limitó a alabar la labor de los presidentes. Más 
vehementes en su defensa fueron las declaraciones de importantes comerciantes y 
dirigentes del Consulado, como Adriano de Legaso y Antonio del Castillo Camargo, 
quienes no depusieron en contra ministro alguno de la Casa, incluidos los presidentes652. 
De declaraciones de estos importantes comerciantes se infiere también cierta 
connivencia o unión de intereses entre estos y el personal de la Casa de la Contratación.  
En suma, el presidente no era el ejecutor de ninguna de las labores que se fueron 
señalando por los testigos como deficientes, sino que debía velar por el cumplimiento 
de las ordenanzas por parte de los jueces oficiales u otros ministros de la Casa. Esta fue 
la razón por la que, en las pesquisas de Góngora a los oficiales responsables de las 
principales competencias de la Casa, cuando el visitador encontraba indicios de falta de 
control por parte de los presidentes, extendió la responsabilidad a los mismos como 
máximas autoridades de la Casa.  
 
6.3. La visita a la sala de gobierno de la Casa de la Contratación  
  
La presencia de Juan de Góngora como juez de comisión enviado por el Consejo 
de Indias en Sevilla y Cádiz en los momentos previos a la visita, ejecutando comisiones 
relacionadas con la persecución de los fraudes, tanto al tiempo de la partida como a la 
llegada de las flotas, y desplazando o sustituyendo en esta tarea al presidente y jueces 
oficiales de la Casa de la Contratación, nos proporciona indicios importantes del estado 
de la institución y de los oficiales a quien estaban cometidas estas labores, siendo los 
más importantes los oficiales pertenecientes a la sla de gobierno de la institución. Más 
arriba señalamos cómo muchas de estas comisiones teían su razón de ser en las 
denuncias llegadas al Consejo de Indias que señalaban os “fraudes y ocultaciones que 
se hacían de un tiempo a esta parte y que la experincia que se estaba dando en los 
                                                
651 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración del ag nte fiscal Rodrigo Pardo de Moscoso ante 
Juan de Góngora 
652 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaraciones de Miguel Muñoz, Adriano de Legaso y Antonio 
del Castillo Camargo ante Juan de Góngora.  
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registros era una muestra de ello”653, y cómo estas denuncias señalaban la connivencia 
de ciertos oficiales de la Contratación.  
Los motivos que subyacían en los objetivos de comisi ne  como las que ejecutó 
Juan de Góngora con anterioridad a la visita se pueden sintetizar en: mayores esfuerzos 
de la corona por poner coto al fraude y/o recaudar del mismo, asunto que no estuvo 
alejado de los grandes debates focalizados en detener las incautaciones forzosas de 
plata; la limitación de la concesión de naturalezas p ra comerciar con Indias; y el 
intento de reducir la presión fiscal a través de la avería, que se estaba produciendo desde 
la Corte en los momentos iniciales de la visita, y que debemos situar en un contexto que 
perseguía instaurar una nueva política comercial auspiciada por el conde de Castrillo654. 
Es decir, mientras en Madrid se debatía, en Sevilla se ejecutaba, y en el control de la 
Casa de la Contratación por medio de una visita y en las órdenes encomendadas al 
visitador, estas cuestiones estuvieron muy presente. O dicho con otras palabras, la 
visita de Juan de Góngora a las instituciones del comercio sevillano no debe ser vista 
como un acontecimiento aislado de índole local, pues en nada lo era, sino como un 
indicio de una transformación más amplia que en estos momentos se estaba 
desarrollando en relación a la política comercial. 
Una transformación que, eso sí, tenía como escenario principal a Sevilla, como 
institución a la Casa de la Contratación, y como acción ejecutora, entre otras comisiones 
que proliferaron en la época, la visita de Juan de Góngora. No obstante, la Casa de la 
Contratación sí tenía una importante dimensión sevillana, íntimamente relacionada con 
el ambiente de los negocios indianos, y que condicionaba la praxis cotidiana de la 
institución de una manera poco coincidente con lo dispuesto por la monarquía para su 
gobierno.  
Como es sabido, las materias de gobierno de la Casade l  Contratación se 
gestionaban de forma colegiada en la sala de gobierno de la institución por el presidente 
y los tres jueces oficiales: contador, tesorero y factor. Aunque cada uno de los tres 
jueces oficiales tenía unas competencias particulares, la resolución de la mayoría de los 
negocios de gobierno de la Casa, como órgano rector de la Carrera de Indias, se 
ejercieron entre los tres jueces oficiales, junto al presidente en audiencia de la sala de 
gobierno. Además, desde 1625, el alguacil mayor podía asistir a los acuerdos de la sala 
                                                
653 AGI, Contratación, 102B. 




de gobierno con voz y voto y con categoría inmediata detrás del presidente, a quien 
incluso podía sustituir en caso de ausencia o impedi ento. Asimismo, la figura del juez 
semanero, como en otras audiencias y chancillerías c stellanas, descargó las 
atribuciones de la sala de gobierno y simplificó ciertos trámites y procedimientos 
burocráticos de la institución.  
No obstante, no es nuestro propósito presentar las funciones de la sala de gobierno 
de la Casa, pues las contribuciones historiográficas que han analizado la Contratación 
desde una perspectiva institucional, han versado precisamente sobre esta faceta655. Sin 
embargo, vamos a tener en cuenta las competencias más importantes de la institución en 
materia de gobierno, tales como fueron el control de las mercancías y la navegación, el 
control de las personas que pasaban a Indias, la labor hacendística y la gestión de los 
bienes de difuntos y las tareas de preparación y recibo de las flotas. A través de los 
procedimientos inquisitivos que la visita de Juan de Góngora llevó a cabo sobre estas 
grandes áreas burocráticas de la institución y sobre l s oficiales que trabajaban en estas 
materias, daremos una visión más detallada del funcionamiento de la Casa, pero sobre 
todo, de las disfunciones, excesos o, directamente, prácticas corruptas que salieron a la 
luz en la visita y que afectaban a su administración.  
 
6.3.1. La contaduría  
 
Entre las funciones del contador estaba el control de todo lo que recibía y cobraba 
el tesorero, así como de todo lo que estaba a cargo del factor y llevar las cuentas de la 
Real Hacienda mediante un libro de caja. Es decir, llevaba la contabilidad de la 
institución, además de custodiar los registros de las naos y tomar los memoriales de los 
maestres de las embarcaciones en relación a las mercancías que transportaban656. En la 
                                                
655 Sin ánimo de ser exhaustivo, véase: Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y 
organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias; Schäfer, «La Casa de la 
Contratación de las Indias de Sevilla durante los siglos XVI y XVII»; Antonio García-Baquero González, 
La Carrera de Indias: Suma de la contratación y océano de negocios (Sevilla: Algaida, 1992); La Casa 
de Contratación y la navegación entre España y las Indias, ed. Antonio Acosta Rodríguez, Adolfo Luis 
González Rodríguez, y Enriqueta Vila Vilar (Sevilla: Universidad de Sevilla, 2003). Donoso Anes, Una 
contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables desarrolladas por la 
tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717),; Fernández López, La Casa 
de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717). 
656 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 87. 
Una panorámica general de los libros de gestión que se stablecieron en la contaduría de la Casa puede 
verse en: Francisco Fernández López, «El sistema de libros de gestión de la contaduría de la Casa de la 
Contratación. Los libros de la Real Hacienda del tesor ro», en La escritura de la memoria: libros para la 
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contaduría de la Casa veían la luz todos los documentos de la institución que salían 
hacia el exterior, siendo el contador responsable de la expedición documental y de llevar 
el control administrativo de los negocios y documentos y de su archivo definitivo. 
Desde la contaduría se mandaba a los visitadores de navíos a que realizasen las visitas 
de las naos, se daban las instrucciones de maestres, distintos mandamientos para la 
preparación de las flotas, licencias de pasajeros y se llevaba el control de los registros de 
mercancías y pasajeros657. 
En relación a las personas que ocuparon el puesto de contador y que fueron 
visitadas por Juan de Góngora, la retroactividad de la visita llegó en este caso al 
contador Diego de Villegas, quien estaba ejerciendo el cargo desde 1634. Como ya 
hemos analizado con anterioridad, el contador perpetuo Diego de Villegas, que había 
accedido al cargo en 1634 mediante el importante des mbolso de 55.000 ducados, había 
estado sometido a una investigación previa a la visita que había concluido con las 
evidencias de que comerciaba con las Indias a pesar d  estar prohibido al ser un oficial 
de la monarquía en la Casa de la Contratación658. Aquella investigación contra el 
contador quedó acumulada a la visita, y en el interrogatorio de la pesquisa secreta, 
Góngora interpeló a los declarantes sobre las heredades de viñas de Diego de Villegas, y 
el comercio con las Indias del producto de las mismas. En sus pesquisas, Góngora no 
hizo sino ratificar que el contador, además de comerciar con las Indias, algo que ya 
había quedado demostrado con anterioridad a la visit , había abusado de su autoridad en 
claro perjuicio de terceros. Este asunto que también había salido a la luz en aquella 
investigación previa al contador estaba en relación on las quejas contra Villegas que se 
fundamentaron en prácticas de extorsión a los dueños y maestres de naos para que le 
llevaran sus vinos, pues en caso que no los llevaran, como los registros dependían de la 
contaduría, no dudó en amenazarlos con no recibir autorización y registro para cargar 
sus naos y hacer el viaje. Claramente estaba usando el poder que tenía como contador en 
beneficio propio, causando un enorme daño a los mercad es y maestres de naos.  
Diego de Villegas era consciente del significativo poder que tenía desde el puesto 
de contador, de eso no hay duda, y así lo expresaron muchos testigos en las 
informaciones que hizo Juan de Góngora en la visita. El veinticuatro de Sevilla 
                                                                                                                                    
administración: IX Jornadas de la Sociedad Española de Ciencias y Técnicas Historiográficas, ed. José 
Antonio Munita Loinaz y José Ángel Lema Pueyo (Bilbao: Universidad del País Vasco, 2012), pp. 247-
257. 
657 Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el 
gobierno de las Indias (1503-1717), p. 75. 
658 Ver capítulo 4 de esta misma obra.  
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Jerónimo Ortiz de Sandoval ofreció en su testimonio u  ejemplo de los efectos nocivos 
que podía tener para el comercio indiano que personajes poderosos como Villegas 
estuvieran desempeñando cargos de la importancia del de contador, y a la vez denunció 
una de las consecuencias más graves de la venalidad: que los compradores de cargos 
procuraran amortizar sus inversiones recurriendo a prácticas ilícitas. Al respecto, decía 
el veinticuatro que:  
“hablando un día en el patio de la Casa de la Contratación paseando con Diego de 
Villegas, le dijo este testigo que atendiese a las quejas que se daban de él en esta parte, a 
lo cual le respondió el dicho don Diego: pues ¡pleguete Cristo! no ha de valer algo este 
oficio que me costó 80.000 ducados, y este testigo le respondió: justo será que V.M. sea 
preferido en que le lleven sus vinos pero sea esto no con extorsiones de los demás 
cargadores y cosecheros. Y este testigo entendió por ser cosa pública y haberlo tenido 
por cierto que el dicho don Diego cargaba a las Indias los vinos de la Torre de las Arcas 
en gran cantidad de pipas que, aunque iban a nombre de su suegra, doña Ana 
Maldonado, era constante que eran del susodicho y este t stigo siempre lo entendió así. 
Y con el mucho buque que les ocupaba a los dueños de naos era de muy grande 
perjuicio a los demás cargadores del comercio porque como a él le temían y le habían 
menester tanto, le daban todo el buque que quería con que no dejaba bastante para los 
demás, y esto responde”659. 
La suma de 55.000 ducados que pagó Villegas por el goce del oficio y de sus 
facultades anexas fue asombrosa, pero no llegó a los 80.000 ducados que afirmaba Ortiz 
de Sandoval, si bien, todo lo demás, pese a alguna exageración del declarante quedó 
demostrado en la visita. Sin embargo, Diego de Villegas estuvo solamente nueve años 
en el cargo, pues en mayo de 1643 murió en extrañas circunstancias al precipitarse por 
el balcón de su casa de Sevilla660. Inmediatamente, su hijo Fernando de Villegas entró a 
servir el puesto de contador, pero al año siguiente nombró como teniente a Simón de 
Gaviola, con cuya hija estaba casado, si bien desde 1646 entraría a ejercer el puesto 
personalmente tras la muerte de Gaviola. Por tanto, baj  las pesquisas de Góngora en 
                                                
659 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Fol. 287V. Declaración de Jerónimo Ortiz de Sandoval ante 
Juan de Góngora.  
660 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 21R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora sobre la muerte de Diego de Villegas. El contador estaba siendo investigado por la culpa que se 
le había hecho en la muerte del teniente de factor Juan Antonio del Alcázar un mes antes. Es muy 
probable que “las extrañas circunstancias” de la muerte de Diego de Villegas tengan alguna relación con 
este suceso anterior. Algunas cartas sobre este asunto entre el Consejo de Indias y Juan de Góngora 
pueden verse en: AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 19R-21R.  
 
relación al cargo de contador juez oficial estuvieron Diego de Villegas, Simón de 
Gaviola y Fernando de Villegas. 
No obstante, debido a la importancia de la contadurí  en las labores burocráticas 
de la Casa de la Contratación, el contador era el juez oficial que más oficiales tenía a su 
cargo, pues podemos afirmar que, junto al tesorero, a uno de los puestos más 
importantes de la Casa de la Contratación. Debido a la enajenación de este cargo de juez 
oficial, los nombramientos de los oficios subordinados de la contaduría recayeron bajo 
la potestad de su propietario y, por consiguiente, la corona había perdido el control 
sobre la misma y sobre la labor de sus oficiales. Para llevar a cabo la gestión de la 
contaduría, el contador contaba con una serie de oficiales subordinados que, en el marco 
temporal que quedó bajo las pesquisas de Góngora fueron los siguientes: 
 
Oficiales de la contaduría de la Casa de la Contratación que fueron objeto de la visita
Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11.
 
En el organigrama hemos situado los cargos subordinados de la contaduría que 
dependían de la designación del titular y los oficiales que sirvieron sus oficios en el 
marco temporal que inspeccionó la visita de Juan de Góngora. Los nombramientos 
efectuados por Diego de Villegas comenzaron a partir de 1634 cuando entró en el 
puesto de contador juez oficial, a medida que fueron vacando estas plazas
                                            
661 El primer nombramiento que hizo el contador fue en 1635, cuando quedó vacante la plaza de oficial de 
registros de la contaduría por la muerte de Juan Frcisco Alvarado, nombrando Diego de Villegas 
Oficial del libro de caja de la 
Real Hacienda
Andrés de Munibe (1606)
Francisco de la Parra (1634)
Juan Francisco Pardo (1640)
Diego Ruiz de Villegas (1644)
Manuel Fernández Pardo (1646)
Oficial de bienes de difuntos
Francisco de la Parra (1622)
José de Villegas (1636)
Francisco de Olabarría (1637)
Manuel Fernández Pardo (1644)





Diego de Villegas 
Simón de Gaviola (teniente)
Fernando de Villegas
Oficial de pasajeros
Juan Francisco Pardo (1628)
Manuel Fernández Pardo (1644)
Oficial de registros
Felipe Ruiz de León (1635)
Oficial mayor
Andrés de Munibe (1606)
Francisco de la Parra (1634)
Diego Ruiz de Villegas (1640)






Oficial de créditos y obligaciones 
de la plata en pasta
Francisco del Valle (1637)
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Al respecto de estos nombramientos, cabe destacar que en 1640 al tiempo de 
entrar Diego Ruiz de Villegas en el puesto de oficial mayor, el presidente de la Casa, el 
conde de Peñaflor, separó de las funciones del mismo el control del libro de caja de la 
Real Hacienda, que hasta ese momento había estado bajo la tutela del oficial mayor, y 
encomendó esta labor a Juan Francisco Pardo662, quien desde 1628 ya ejercía en la 
contaduría como oficial de pasajeros663. Este nombramiento fue protestado por Diego de 
Villegas, pues entendía que recaía sobre él la facultad de hacerlo, sin embargo, el rey 
ratificó a Juan Francisco Pardo en su nuevo puesto, con un salario de 70.000 maravedíes 
al año664. Su función era la de tomar la razón de todas las cantidades que entraban en 
poder del tesorero -en este caso Andrés de Munibe- y d  lo que la Real Hacienda pagaba 
por cuenta de S.M. y las libranzas del presidente, jueces oficiales y demás recados 
pertenecientes a esta hacienda. Para tener este control por duplicado, pues ya se tenía el 
control en el libro mayor de hacienda que llevaba el oficial mayor de la contaduría, se 
había designado un oficial específico, dejando a un lado la capacidad del contador 
propietario para nombrar a este oficial. Sin embargo en 1644, a la muerte de Juan 
Francisco Pardo, el contador Fernando de Villegas volvió a situar el control de los libros 
de la Real Hacienda en el oficial mayor Diego Ruiz de Villegas, llevando el mismo 
oficial los dos libros y cobrando ambos salarios665.  
Juan de Góngora investigó sobre cómo se habían producido esos nombramientos 
y en sus pesquisas salieron a la luz ciertas sospechas sobre presuntas sumas de dinero 
                                                                                                                                    
Felipe Ruiz de León para tal desempeño. Ruiz de León fue ratificado en 1644 en el mismo cargo por 
Fernando de Villegas cuanto entró a servir el puesto de contador tras la muerte de su padre. Los siguientes 
nombramientos de oficiales de la contaduría tuvieron lugar en 1637 cuando el contador nombró a 
Francisco de Olabarría como oficial de los bienes de difuntos y a Francisco del Valle, oficial de la cuenta 
y razón de la labor del oro y la plata en pasta. En 1640, cuando Francisco de la Parra, que ejercía el rgo 
de oficial mayor de la contaduría pasó a desempeñar el puesto de juez oficial supernumerario, el contador 
nombró como su oficial mayor a Diego Ruiz de Villegas, quien más tarde, en 1644 sería ratificado en el
cargo de oficial mayor por Fernando de Villegas. Desconocemos si la coincidencia en el apellido Villegas 
estaba relacionada con lazos de sangre entre ellos. Diego Ruiz de Villegas declaró ante Juan de Góngora 
como testigo, y en su declaración no afirmó nada al respecto sobre el parentesco con el contador. Con la 
muerte de Juan Francisco Pardo en 1644, quedaron vacantes los dos oficios que desempeñaba, el de 
pasajeros y el del libro de caja, para los que el contador Fernando de Villegas nombró a Manuel 
Fernández Pardo, hermano del oficial fallecido, quien a su vez, ejerció como oficial de bienes de difuntos 
desde 1644 por dejación de Francisco de Olabarría y en 1646 pasó a ser oficial mayor de la contaduría por 
dejación de Diego Ruiz de Villegas. En 1646, Manuel Fernández Pardo había acumulado la mayoría de 
los cargos de la contaduría de la Casa. Los cargos que desempeñaba Manuel Fernández Pardo en la 
contaduría de la Casa a la altura de 1646 se pueden ver en: AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 249V-
250R. El resto de nombramientos, recopilados por el visitador, se encuentran en AGI, Escribanía, 1136C. 
Cuaderno 11. 
662 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 170V-171R.  
663 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. 
664 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 171R-172R.  
665 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 209R-209V.  
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que obtenía el contador a la hora de proveer estos oficios subordinados a la contaduría. 
En concreto, con la provisión del oficial de registro  Felipe Ruiz de León, al parecer, 
Diego de Villegas le había pedido cierta cantidad por acomodarle en esa plaza666. Diego 
Ruiz de Villegas y Francisco de Olabarría también fueron acusados de haber 
“contribuido” al contador al tiempo de ser nombrados en sus oficios y de continuar 
pagándole cierta cantidad cada año667. Sin embargo, Góngora no pudo comprobar la 
veracidad de aquellas acusaciones. No obstante, el visitador sí inquirió sobre los 
procedimientos en el uso y ejercicio de los oficiales de la contaduría, pues en muchas 
declaraciones de testigos el proceder de estos oficiales fue tachado como abusivo o 
excesivo por haberse llevado más derechos de los que estaban estipulados en el arancel 
de la contaduría.  
En efecto, la contaduría, como encargada en la expedición documental de la Casa 
debía regir sus operaciones por un arancel para los derechos que cobraban sus oficiales 
que se actualizó por última vez por cédula real dada en Madrid a 19 de diciembre de 
1623668. Que los oficiales de la contaduría cobraran sus derechos a tenor del arancel y la 
existencia del mismo en los oficios de la contaduría fue objeto de las pesquisas de 
Góngora en esta materia. El escribano más antiguo de la Casa, Rodrigo Pérez de Rivera, 
fue claro al respecto: “en la contaduría no había aranceles por donde se cobraban los 
derechos de los contadores”669. Asimismo, como hemos advertido, el exceso de los 
oficiales en percibir estos derechos fue una cuestión ampliamente denunciada en los 
interrogatorios que tomó Juan de Góngora. Es factible pensar que, si los oficiales de la 
contaduría pagaban al contador cierta cantidad anual por haberles nombrado en su 
oficio, éstos se excedieran en los derechos que debían percibir con objeto de amortizar 
la inversión realizada en sus cargos. Así como también es factible pensar que, tras la 
desorbitada suma que pagó Diego de Villegas por su ficio de contador, amén de tener 
ciertos intereses comerciales en el mercado americano, obtuviera ciertos rendimientos 
de los derechos excesivos que cobraban sus subordinados.  
Lo cierto es que al parecer, los derechos que cobraba l  contaduría por los 
registros se habían incrementado con la llegada de Diego de Villegas al puesto de 
                                                
666 En la declaración del juez letrado de la Casa Francisco de Mansilla, el oidor acusó a Diego de Villegas 
de haberle pedido 5.000 ducados en calidad de préstamo a Felipe Ruiz de León por nombrarle como 
oficial de registros. AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Francisco de Mansilla ante Juan 
de Góngora.  
667 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Fol. 49V. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan 
de Góngora.  
668 Véase anexo 2. Aranceles de la contaduría y escribanía de la Casa de la Contratación. 
669 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pérez de Rivera ante Juan de Góngora. 
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contador, pasando de uno a dos reales de plata por cada partida de registro. Esta 
cantidad de dos reales fue lo que los testigos que eran comerciantes afirmaron pagar en 
sus operaciones por cada partida de registro670. Algunas acusaciones apuntaron 
directamente a cohechos cometidos por Felipe Ruiz, como por ejemplo, el testimonio 
aportado por el capitán de navío, Miguel Sossa, quien relató que había pagado 50 reales 
de plata “por vía de regalo” a Felipe Ruiz por la brevedad de despacharle el registro de 
su nao en dos ocasiones, y que esto mismo le daban otros dueños de nao671.  
Pero el análisis del ejercicio de los oficiales de la contaduría en cada marco de 
actuación resulta mucho más ilustrativo acerca de cómo operaban estos miembros de la 
Casa de la Contratación. Para ello segmentamos aquellas cuestiones de mayor 
importancia que entraron bajo las pesquisas de Juan de Góngora sobre los oficiales de la 
contaduría de la Casa, sin duda, donde recaía una parte sustancial del trabajo de la 
institución. Comenzaremos por el control de la contabilidad de la Casa que era llevado 
por el oficial mayor de la contaduría, para más adelant  analizar los registros de 
mercancías y el papel desempeñado en la contaduría por el oficial de registros para su 
formación y control, los pasajeros que pasaban a Indias y la tarea del oficial de 
pasajeros al respecto y, finalmente, el trabajo desempeñado por el oficial de bienes de 
difuntos en el control de esta hacienda manejada por el tesorero.  
 
El oficial mayor de la contaduría: el engranaje princ pal de la contaduría 
 
El oficial mayor de la contaduría, u “oficial de los libros de la contaduría”, como 
también se hacía referencia a él en la documentació, era el oficio con mayores 
atribuciones de la contaduría, encargado de su gestión y administración, y de llevar la 
contabilidad de la Casa. Como veremos más adelante, e  las arcas de la sala del tesoro 
no había libros donde se llevara el control de la entrada y salida de los caudales, sino 
que era en la contaduría de la Casa, y con excepción de la hacienda de bienes de 
difuntos, en el oficio del oficial mayor Diego Ruiz de Villegas se llevaba este control. 
Ruiz de Villegas tenía a su cargo los libros de la Real Hacienda donde quedaban 
reflejadas las remesas de plata venidas de Indias y tomaba la razón de las libranzas que 
se daban sobre la Real Hacienda. Además a su cargo estaba del libro de caja, teniendo 
                                                
670 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Francisco López de la Torre ante Juan de 
Góngora. Comerciantes como Juan de Torres Páez afirmaron que habían pagado 2 reales de plata por la 
satisfacción de las partidas de registro. 
671 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Miguel Sossa ante Juan de Góngora.  
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bajo su potestad todos los libros contables de la Real Hacienda. Como oficial del libro 
de caja se encargaba de llevar la cuenta con los compradores de oro y plata de lo que 
llevaban y pagaban por cuenta de las barras de plata que habían comprado.  
En septiembre de 1644, Diego Ruiz de Villegas tuvo que entregar a la visita los 
libros de la Real Hacienda para su reconocimiento por el visitador, quien con este 
requerimiento pretendía comprobar de qué forma se llevaba la contabilidad de la Casa 
desde que Andrés de Munibe era el tesorero de ella672. Fueron tres los libros que Ruiz 
de Villegas entregó al visitador. La revisión comenzó por los dos primeros libros del 
cargo y data de todo lo que recibía y pagaba el tesorero de la Casa perteneciente a la 
Real Hacienda673, donde cada partida, en teoría, debía ser validada con la firma de los 
tres jueces oficiales.  
En la revisión del primero de los libros, que comenzaba por el cargo de lo que el 
tesorero y jueces oficiales habían recibido desde el 23 de marzo de 1641 hasta el 10 de 
marzo de 1644, el visitador encontró faltas administrativas, ya que todas las partidas del 
cargo hasta el 13 de febrero de 1642 estaban firmadas por los tres jueces oficiales, 
Andrés de Munibe, Diego de Villegas y Juan Antonio del Alcázar, pero desde esa fecha 
hasta agosto de 1643 solamente constaba la firma de Munibe, y de ahí en adelante hasta 
el final del libro las partidas que entraron en el cargo del tesorero no estaban firmadas 
por ningún juez oficial. Según Diego Ruiz de Villegas, esto se debió a que los cargos de 
1644 no estaban acabados de asentar en el libro y faltaba por tomar la razón de las 
cartas de pago que había dado el tesorero y de las partidas de oro y plata que se habían 
entregado a los compradores y por las barras que se habían entregado a los hombres de 
negocios, cuyas partidas no se habían trasladado a este libro desde el libro de venta y 
entregas de la plata. En relación a la data, donde la primera partida era de 27 de abril de 
1641, todas las partidas, hasta el final del libro estaban rubricadas del presidente y 
jueces oficiales. En cuanto a la revisión del libro segundo del cargo y data de la Real 
Hacienda, que comprendía desde el primero de marzo de 1644 en adelante, y en la 
revisión relativa al libro del vellón de la Real Hacienda674, que comenzaba el primero de 
                                                
672 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 72V-77V.  
673 Se trataba del “Libro primero de cargo y data de la Hacienda de S.M. que entra y sala en poder de 
Andrés de Munibe”, que comprendía las partidas del cargo y data desde el 13 de diciembre de 1640 hasta
el 10 de marzo de 1644, y el “Libro segundo del cargo y data de la Hacienda de S.M. que entra y sala en 
poder del tesorero Andrés de Munibe”, que registraba l s partidas desde el primero de marzo de 1644 en 
adelante.  
674 Las partidas del cargo no estaban firmadas por los jueces oficiales, sino por Juan Muñoz de Dueñas, 
en contraste con las partidas de la data que sí estaban rubricadas por los jueces oficiales y el presidente. 
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abril de 1641 y llegaba hasta el 29 de agosto de 1644, Góngora pudo comprobar que la 
norma de firmar los libros por parte de los tres jueces oficiales no se cumplía.  
Pero el oficial mayor de la contaduría también ejercía el registro contable de la 
principal función del factor juez oficial de la Casa. Diego Ruiz de Villegas era el 
encargado del libro del cargo y data de los azogues, cobre y otros géneros de cuenta del 
rey que entraban en poder del factor de la Casa675. En la revisión de estas cuentas por 
parte del visitador, que como veremos más adelante, pretendía averiguar la disposición 
que había dado el factor de la Casa a los azogues que habían estado a su cargo, destacó 
que el libro del cargo del oficial mayor de la contaduría sobre este concepto estaba 
completo, con las cuentas tomadas y ajustadas con regula idad. 
 
Los registros de mercancías y el oficial de registro  de la contaduría  
 
El registro de navío era el documento donde quedaban reflejadas todas las 
mercancías que cada mercader fletaba para las Indias, pero también hacía referencia al 
expediente donde se formalizaban todos los trámites administrativos que debía pasar el 
maestre y su embarcación para poder hacer el viaje676. En este proceso, por parte de la 
Casa de la Contratación intervenían los jueces oficiales, los visitadores de naos y los 
empleados de la contaduría de la Casa.  
Los registros perseguían el control fiscal mediante la verificación de la propiedad 
de los barcos, de las mercancías que iban a ser cargadas en los navíos, las 
certificaciones de pago de derechos y el control polític  del acceso a las Indias mediante 
las listas de pasajeros. Además, se vigilaba la seguridad en la navegación, verificando el 
estado de las embarcaciones, el armamento para su defensa o la tripulación que debía 
llevar cada navío677. Por ser la contaduría de la Casa la oficina encargad  de recibir los 
documentos de los maestres y mercaderes, así como de expedir los registros y llevar el 
control en sus libros de las licencias de carga, la satisfacción de los derechos, los 
registros definitivos o la lista de pasajeros de cada embarcación que navegaba a Indias, 
                                                
675 El reconocimiento de este libro por parte de Diego Ruiz de Villegas en AGI, Escribanía, 1136A. 
Cuaderno 3. Declaración de Diego Ruiz de Villegas ante Juan de Góngora.  
676 Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el 
gobierno de las Indias (1503-1717), pp. 130-131. 
677 Pablo Emilio Pérez-Mallaina Bueno y Manuel Babio Walls, «El registro de embarcaciones como 
fuente para la historia naval de la Carrera de Indias», en Documentación y archivos de la colonización 
española (Madrid, 1980), pp. 73-85 (p. 74). 
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nos vamos a detener en los trámites para el registro de mercancías, donde el oficial de 
registros de la contaduría tenía un papel destacado.  
El registro expedido por el oficial de registros de la contaduría, corregido por el 
contador, y con la firma de los jueces oficiales, era ntregado al maestre de cada nao 
para que en los puertos de las Indias pagara los derechos reales pertenecientes a la carga 
que iba registrada, quedando el original en la contaduría de la Casa. Pero hasta llegar a 
este punto, los trámites que tenían que hacer los mercaderes que querían cargar 
mercancías para Indias eran numerosos. Es conocido que el fraude consistente en no 
registrar las mercancías para vulnerar el pago de der chos tanto en Sevilla y Cádiz, 
como en los puertos de destino, fue uno de los princi ales problemas de la Carrera de 
Indias, incrementado sobremanera en esta coyuntura. Por ello, a través de la 
reconstrucción de los trámites que se hacían para cumplir este requisito de la 
navegación a Indias, tendremos una imagen más clarade dónde se situaban las 
oportunidades para defraudar y quiénes eran los responsables de estas fallas del sistema.  
Debemos advertir, como lo han hecho reconocidos investigadores de la Carrera de 
Indias reiteradamente, de las falsedades de los regi tros y, por consiguiente, de las 
limitaciones que esta fuente tiene para el estudio de la navegación y del tráfico 
mercantil con las Indias. De hecho, los fraudes cometidos en los registros fueron el 
detonante de la reforma de la avería en 1660, que convirtió este impuesto ad valórem en 
un canon fijo678. Por tanto, aun analizando cómo era el proceso por el que se 
conformaba el registro de mercancías, desde sus inicios hasta su expedición en la Casa 
de la Contratación y su entrega al maestre de nao, debemos considerar que si el fraude 
en los registros se incrementó a través del incumplimiento de la obligación que tenían 
los mercaderes de llevar los registros a la contadurí  de la Casa para su validación, no 
solamente los mercaderes dejaron de acudir a la Cas, sino que paralelamente dejaron 
de satisfacer otros derechos como el almojarifazgo y la avería, no asentando registros de 
sus mercancías en ninguna oficina real. Se puede constatar analizando el recorrido que 
seguía un mercader desde que pretendía cargar mercancías en una nao admitida para 
hacer viaje a Indias hasta su expedición definitiva por el oficial de registros de la Casa 
de la Contratación.  
Antes de registrar cualquier mercancía era necesario que se hubiera pregonado 
una flota y se hubiera acordado el buque de esta, que la sala de gobierno de la Casa 
                                                
678 Pérez-Mallaina Bueno y Babio Walls, «El registro de embarcaciones como fuente para la historia 
naval de la Carrera de Indias» 
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hubiera admitido los navíos y los maestres que ibana su cargo y, tras haber superado 
cada navío mercante la primera visita efectuada por los visitadores de navíos de la 
institución, que la sala de gobierno de la Casa aprobara que se le otorgara al maestre la 
licencia de carga de su navío y le dirigiera a la contaduría de la institución para 
continuar el proceso679. Estas licencias debían quedar conservadas en los libr de 
licencias de carga de navíos de la contaduría680. Una vez que un maestre había recibido 
licencia de carga del navío, los mercaderes debían pedir también en la Casa su propia 
licencia para cargar.  
En la coyuntura que estudiamos, el encargado de tomar la razón de éstas licencias, 
que llamaban las “generales”, era el oficial de registros de la contaduría, Felipe Ruiz de 
León y, de su declaración ante Góngora, se puede constatar cómo se hacían estas 
licencias. Según el oficial de registros, los mercaderes acudían a la Casa donde él 
mismo tomaba nota de lo que cada mercader quería carg r y en qué navío, las llevaba a 
firmar al presidente y jueces oficiales, y luego las entregaba a las partes, tomando la 
razón en este libro de las mercancías, las personas que las cargaban y la embarcación en 
que eran cargadas. Por tanto, en este primer contact  con la Casa, eran los mercaderes 
que previamente se habían obligado con un maestre de nao con respecto a la carga que 
iban a meter en el navío de su cargo y en el puerto d  destino, los que intervenían ante la 
institución. Con esta obligación mercaderes-maestre, los primeros acudían a la Casa a 
pedir la licencia de carga en una nao determinada que ya había sido admitida, y a 
continuación acudían a la aduana para pedir otra licenc a de carga y obligarse a pagar 
los derechos en aquella tabla.  
Con ambas licencias, los mercaderes podían cargar en una nao admitida para el 
viaje lo que habían declarado en la Casa y en la adu na. Con la licencia de carga de la 
Casa, todo lo que se cargaba en los barcos tenía que ser asentado en el registro de 
mercancías, realizado por el escribano del navío. Cada mercader generaba sus propias 
hojas del registro con lo que supuestamente tenía cargado en una nao determinada, 
acudían a la aduana a pagar los derechos de las mercancías que anteriormente había 
hecho afuero, y despachado el registro por la aduana se debía dirigir a satisfacer el 
avería. Una vez satisfechos los derechos, debían acudir a la contaduría de la Casa, 
                                                
679 Sobre el procedimiento que se debía seguir en la Cas  de la Contratación para llevar el control de las 
mercancías y de la navegación, véase: Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de 
expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717). En especial el capítulo 4.  




donde por entonces Felipe Ruiz de León se quedaba con los originales y redactaba la 
copia que el juez oficial en turno que hacía la tercera visita le daba a los maestres de 
cada nao, firmada por el presidente y jueces oficiales para que con esta copia, pagaran 
los derechos en las Indias. Como vemos, la validación del registro en la contaduría de la 
Casa era la última fase. Finalizado todo este itinerario burocrático, se debía producir la 
segunda visita al navío una vez cargado681.  
Hasta aquí la teoría, pero la práctica era otra. Lo cierto es que muchos mercaderes 
no registraban sus mercancías aun habiendo sacado las licencias generales de carga en 
la Casa, otros satisfacían los derechos en la aduan, pero no en la contaduría de avería, y 
otros aun satisfaciendo alguna o ambas obligaciones –aduana y avería-, no llevaban sus 
registros a la Casa para así intentar burlar los derechos reales en los puertos de las 
Indias. Lo explicó muy bien el contador-diputado de la avería, Mateo de la Parra, quien 
afirmó ante Góngora que “de tres maneras se solían llevar mercancías a las Indias sin 
registro: unos sin pagar derechos ningunos, ni tocar en ninguna aduana, particularmente 
en Cádiz; otra pagando algunos derechos en la aduan antes de pagar en la avería y otras 
después de haberla pagado no llevando las hojas a l contaduría de la Casa donde se 
hacían los registros. Y que esto es discurso hecho con ocasión de haber los cortos 
registros y las manifestaciones que después se hacían en Indias”682. Juan de Góngora 
preguntó sobre este asunto al oficial de registros de la contaduría, quien afirmó conocer 
que eran muchos los mercaderes que después de haber sacado las licencias generales 
para cargar, de las que él tomaba la razón, no traían sus registros a la Casa683. En 
consecuencia, no iban registradas las mercancías.  
Como vemos, los oficiales de la avería y de la contaduría de la Casa conocían de 
primera mano cuáles eran las prácticas más recurrentes por las que los comerciantes no 
registraban las mercancías que cargaban en las naos para las Indias. El visitador, que 
también tenía conocimiento de cuáles eran esas prácticas, pretendía saber si se habían 
aplicado algunos remedios por estos ministros o por los jueces oficiales de la Casa al 
respecto. Como afirmó Mateo de la Parra, había tres formas de no registrar las 
mercancías, la primera de ellas “no tocando ninguna aduana”, y las dos restantes, 
habiendo pagado los derechos de almojarifazgo y/o avería, pero dejando sin registrar 
                                                
681 Como sabemos, esto no era siempre así, y esta segunda visita tenía lugar sin haber recibido carga o en
el momento que se estaba cargando, por lo que no se controlaban las mercancías cargadas por los 
visitadores de naos. Al respecto, véase: Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de 
expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717), pp. 160-161. 
682 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Mateo de la Parra ante Juan de Góngora. 
683 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Felipe Ruiz de León ante Juan de Góngora. 
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sus partidas en la contaduría de la Casa. De ahí que el visitador interrogara a los testigos 
acerca de las razones de por qué no se hacían cotejos de los libros de la aduana, o de la 
avería, con las hojas de registro que entregaban en la contaduría de la Casa para así 
averiguar qué partidas iban sin registrar.  
Sobre este particular fue interrogado el fiscal de la Casa, Alonso Hurtado, pues al 
parecer, este ministro había pedido en 1638 en la sala de gobierno de la Casa que se 
hicieran los cotejos de los libros de la aduana con los de la avería y con los de la 
contaduría de la Casa para averiguar qué personas habían dejado de registrar las 
mercancías e incoar así el procedimiento para su comiso. El fiscal había presentado una 
certificación hecha por los almojarifes de la aduana e  la que constaba qué se había 
cargado a las Indias aquel año, para que se cotejara con los registros hechos en la 
contaduría y conocer cuales no habían sido registradas, pero dicho cotejo no se hizo, 
pues según el fiscal, los jueces oficiales afirmaron que “hacer aquello era destruir el 
comercio”684. Es decir, más claro imposible, había que dejar a los mercaderes que 
defraudaran todo lo pudieran, y en todo ello el papel de la Casa era determinante para 
impulsar el fraude que, en teoría, debía controlar e impedir. 
Con estos testimonios, el visitador podía tener indic os certeros de dónde se 
situaban los principales problemas de los registros de mercancías en la navegación a 
Indias. Sin embargo, Juan de Góngora comisionó en 1646 a Juan de Ipeñarrieta, 
contador del desempeño y propios del cabildo de Sevilla, para que reconociera los 
registros de ida de las flotas de Tierra Firme y Nueva España de los años 1629 hasta 
1643, y comprobara si de todo lo cargado entre esos añ  se había pagado el derecho de 
avería, o si habiendo pagado ese impuesto dejaron de ir anotadas algunas partidas en los 
registros que se hacían en las contadurías, y que se enviaban a las Indias para que allá se 
cobraran por los oficiales reales los derechos que debían pagar de todas las mercaderías 
que se llevaban registradas685. El comisionado por Góngora revisó y cotejó los libros del 
oficio del contador diputado de la avería con los de los registros definitivos de la 
contaduría de la Casa y las conclusiones a las que llegó Ipeñarrieta fueron inequívocas: 
en todos los años revisados, en los registros de ida se habían dejado de poner muchas 
partidas de mercancías que sí habían pagado el avería, po  lo que se habían defraudado 
importantes cantidades de derechos en las Indias. Según su cálculo, las partidas que 
habían ido sin registrar montaron en los dichos 14 años 138.518.410 maravedíes, de los 
                                                
684 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
685 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 443R-489R.  
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que se había dejado de cobrar por derechos reales en a Indias 27.703.682 maravedíes, 
cantidad en la que estaba defraudada la Real Hacienda.  
Como demostraron las acciones del visitador, el cotejo de los libros del contador 
diputado de la avería con las hojas que llevaban los mercaderes a la contaduría para 
hacer los registros sacó a la luz importantes fraudes. Asimismo, se percibe en esta 
acción que el objetivo principal de ciertos cargadores era que sus partidas no fueran 
registradas y excusar el pago de los derechos en las I dias, tal vez por la existencia de 
una mayor facilidad de burlar esta obligación en los puertos de destino. Igualmente, en 
la revisión de los registros de ida que hicieron los ministros de la visita, salieron a la luz 
varias faltas administrativas que iban en detrimento de los registros. Por ejemplo, el 
escribano de la visita certificó que en el traslado de los registros que hacía Felipe Ruiz 
no estaba indicado lo que había cobrado de derechos en la contaduría686. El 
incumplimiento del arancel de la contaduría fue unadenuncia constante en la visita de 
Juan de Góngora, y en lo que respecta al cobro de ls derechos por el traslado de los 
registros que tenía que hacer el oficial de registros de la contaduría a la ida, no iba a ser 
menos. Pero a la vuelta de viaje, los particulares que sí traían sus partidas registradas y 
acudían a la Casa a satisfacer sus partidas de registro, también expresaron sus quejas por 
pagar dos reales de plata al oficial de registros687.  
 
Los registros y el oficial de pasajeros de la contaduría  
 
Además del control fiscal por medio de los registros de las mercancías, los 
registros de navíos incluían el control de los pasajeros que cada embarcación 
transportaba a Indias. La Casa de la Contratación tenía las competencias de control de 
todas las personas que quisieran realizar el viaje h cia América688, y por ello, en la 
visita Juan de Góngora inquirió sobre el procedimiento mediante el cual un pasajero se 
presentaba en la Casa de la Contratación a solicitar licencia de embarque hasta que 
partía hacía las Indias.  
El permiso para pasar a Indias era otorgado por el monarca a través de una real 
cédula expedida por el Consejo de Indias, que más tarde debía ser presentada en la 
                                                
686 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 490R-490V.  
687 En las declaraciones de distintos agentes de hombres de negocios que también percibían partidas de 
registro, fueron múltiples las quejas por pagar derechos excesivos al oficial de registros por satisfacer sus 
partidas. En AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 78R-216V 
688 Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el 
gobierno de las Indias (1503-1717). En especial el capítulo 5.  
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Casa, donde sus oficiales tras comprobar que no estaba entre los prohibidos expedían la 
licencia correspondiente para pasar a Indias. Siguiendo el procedimiento que ha 
estudiado Francisco Fernández López689, desde la segunda década del siglo XVII los 
expedientes de licencias de pasajeros comienzan por una petición ante un escribano de 
la Casa en la que la persona que pretendía pasar a Indias exponía la documentación que 
lo acreditaba como poseedor de una licencia para hacer el viaje, y solicitaba que se le 
diera licencia para embarcar. Tras su aprobación por la sala de gobierno se le ordenaba 
al pasajero que acudiera a la contaduría, a la mesa d l oficial de pasajeros, a fin de 
entregar la documentación y seguir con los trámites.  
A partir de este momento, era este oficial el encargado de todo el proceso. En la 
contaduría de la Casa, el pasajero debía aportar la obligatoria licencia real y la 
información de limpieza que era realizada mediante deposiciones de testigos en el lugar 
de naturaleza del mismo, ante escribano y con aprobción de la justicia de su villa o 
ciudad natal. Si el pasajero era de Sevilla, no era necesario que aportara dicha 
información, pues la podía realizar ante un escribano de la Casa. Con esta información 
en el despacho del oficial de pasajeros, era el juez semanero quien pasaba por su 
escritorio a revisarla y comprobar que cumplía los requisitos. Las observaciones 
negativas del semanero podían dar lugar a unas nuevas informaciones en el lugar de 
naturaleza del pasajero, o a una reclamación al sujeto para que entregara una fianza que 
le obligaba a otorgar una nueva información en un determinado periodo de tiempo. En 
este caso, el proceso volvía a comenzar por donde se había quedado. En caso de que el 
juez semanero hubiera dado el visto bueno, el oficial de pasajeros redactaba el auto de 
resolución que era rubricado por el referido juez y por el resto de jueces oficiales, 
quedando por último la escrituración de la licencia de embarque que era firmada por los 
tres jueces oficiales. Una copia, tanto de la real cédula como de la licencia de embarque, 
quedaba en los libros de registro del oficial de pasajeros de la contaduría, quedando en 
poder del pasajero la Cédula original y la licencia de embarque expedida por la Casa, 
que tenía que presentar ante el juez oficial que despachaba la flota para ser registrado en 
la lista de pasajeros de la flota que debía enviarse l Consejo de Indias690. 
Como vemos, en la contaduría de la Casa, el oficial de pasajeros era el encargado 
de los trámites con los pasajeros que tenían licencia del rey para pasar a Indias y que 
habían recibido la aprobación de la sala de gobierno de la institución. El oficial de 
                                                
689 Ibidem. 
690 Ibidem. pp. 187-211.  
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pasajeros, Juan Francisco Pardo, fue el único de los oficiales de la contaduría que no 
había sido nombrado por el contador Diego de Villegas, pero esto no fue óbice para que 
en la pesquisa secreta de la visita, el visitador recibiera ciertas denuncias sobre el poco 
cuidado que se tenía en la contaduría de la Casa en controlar los pasajeros que pasaban a 
Indias sin licencia. 
En primer lugar, no por ser obvio debemos dejar de a vertir que el paso de 
pasajeros sin licencia a las Indias fue una constante desde los inicios de la Carrera de 
Indias. Sirvan como ejemplos de esta cuestión, dos hechos que tuvieron lugar en la 
primera mitad del siglo XVII. En la visita de Francisco de Tejada a la Casa, acaecida 
entre 1615 y 1618, el contador Antonio López de Calatayud fue acusado en su cargo 
cuarto por haber dejado pasar a América a 362 personas sin preceder licencia del rey ni 
informaciones691. Asimismo, otra vía de paso sin licencia fue con asiduidad que los 
criados del General de una flota fueran asentados en plazas de soldados. Los criados no 
llevaban licencia propia, sino que eran autorizados a pasar a Indias junto a su amo, lo 
que dio lugar a la existencia de criados ficticios que remuneraban a oficiales de la 
Armada para que los hicieran pasar como sus sirvientes692. Sobre este particular, y 
paralelamente a la visita de Juan de Góngora, otro comisionado por el Consejo de 
Indias, el antiguo presidente de la Casa, el consejero de Indias Bartolomé Morquecho, 
que se encontraba en Sevilla entendiendo en el despacho de la Armada de 1644, estaba 
averiguando sobre “el mucho exceso que hay en asentar  plazas de marineros, 
artilleros y soldados en las Armadas y flotas de Indias a personas que no entienden del 
ministerio, ni se han ejercitado en la milicia y que solo van con fin de quedarse en 
aquellas provincias […]”693.  
Por tanto, en la coyuntura que se produjo la visita de Juan de Góngora, esta 
cuestión estaba candente y por ello fue incluida por el visitador entre las preguntas que 
hizo a los testigos de la pesquisa secreta. Góngora se interesó por conocer cómo se 
hacían las licencias de embarque de los pasajeros, por las informaciones que debían 
presentar, y por las fianzas que depositaban aquellos que pasaban a Indias sin hacer las 
informaciones. Sobre este particular depusieron varios oficiales de la Casa de 
                                                
691 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 41. Fol. 35R.  
692 Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el 
gobierno de las Indias (1503-1717), p. 186. 
693 AGI, Indiferente, 2501. L. 20. Fol. 26R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Bartolomé 
Morquecho. Madrid, 20 de abril de 1644.  
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Contratación,694 que en su mayoría coincidieron en que “pasaban muchos pasajeros a 
Indias”, incluso, el agente fiscal llegó a apuntar que “era cosa sentada que ninguna 
persona de Sevilla, Cádiz y Sanlúcar sacaba licencia para pasar a las Indias y que 
muchos pasaban en plazas de soldados y los jueces ofi iales no lo remediaban”695.  
Por consiguiente, partiendo de que muchos pasajeros pasaban a América sin 
licencia, de las declaraciones de los testigos anteriores se infiere cómo era el proceso de 
reconocimiento de las informaciones de pasajeros y la fianzas que dejaban aquellos que 
no traían a la Casa de la Contratación la información o pasaban a Indias sin hacerla. Si a 
la partida de la flota el pasajero no tenía la información, los jueces oficiales le hacían 
gracia de que embarcase dando una fianza de traer a l  Casa la información hecha en su 
tierra en un determinado tiempo. Cuando no traían las informaciones, eran condenados 
en 50 ducados, de manera que los que querían pasar a Indias sin tener las informaciones 
lo hacían solo con dejar en poder de su fiador los 50 ducados.  
En suma, la visita de Juan de Góngora puso de manifiesto que muchos pasajeros 
pasaban a Indias con su licencia correspondiente cumpliendo lo dispuesto, pero también 
que otros muchos viajaban sin licencia, otros en puestos de soldados o como criados del 
General o de otros oficiales de la Armada. Además, el mecanismo de las fianzas, 
aunque diseñado para que el pasajero pudiera traer la información en un tiempo 
determinado, al parecer se había convertido en un método de paso a las Indias con tan 
solo pagar los 50 ducados de condenación.  
 
El oficial de bienes de difuntos de la contaduría 
 
El registro contable de los bienes de difuntos que entraban en la Casa de la 
Contratación se llevaba por la contaduría a través del oficial de difuntos de la misma696. 
Este oficial era el encargado de la administración de los libros de la hacienda 
perteneciente a estos bienes. Anotaba en sus librosos bienes llegados a la Casa, pero 
también la venta de metales de esta hacienda que se hacía a los compradores de oro y 
                                                
694 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. 
695 Este testigo apuntó una cuestión clave sobre el paso de pasajeros sin licencia y de la que no se ha 
reparado demasiado. Se trata de la muy posible estrcha relación que estos pasajeros podían tener con el 
transporte de mercancías sin registro a las Indias y lo retornos de plata sin registro. En AGI, Escribanía, 
1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de Góngora. Fol. 62V.  
696 En relación a las labores del oficial de difuntos de la contaduría, hemos seguido el estudio de sus 
competencias que, junto al análisis del procedimiento que se seguía en la Casa para entregar estos bienes, 
hizo Francisco Fernández López en el capítulo 6 de la obra Fernández López, La Casa de la 
Contratación. Una oficina de expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717). 
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plata y la vuelta a las arcas de la sala del tesoro una vez que eran convertidos en dinero 
en la casa de la Moneda. En cuentas individualizadas de cada uno de los difuntos, 
asentaba los costes que se le cargaban a sus bienes antes de ser entregados a sus 
herederos, que principalmente eran los gastos de búsqueda de los beneficiarios cuando 
estos eran de fuera de Sevilla, los derechos de la cont duría y de los escribanos, el flete 
al maestre del navío y derecho de la avería.  
Bajo su custodia quedaban aquellos documentos probato ios de los herederos de 
aquellos bienes, como los testamentos, inventarios de bienes y demás documentación 
que servía para su publicación y la búsqueda de los l gítimos herederos. Además, era el 
encargado de formar una relación con todos los bienes que hubieran venido en una flota 
y se encontraran en la sala del tesoro de la Casa para darlos a conocer mediante edictos 
en Sevilla a los tres días de que los bienes hubieran ntrado en la Casa. Una vez 
realizado el edicto en el que se informaba a los posibles herederos de los nombres y 
apellidos de los fallecidos, su naturaleza o vecindad y la cantidad de la partida, era 
firmado por el oficial de difuntos y rubricado por l s jueces oficiales para ser expuesto 
en la puerta de la Casa y en la puerta de la Catedral. A su vez, cuando los herederos eran 
de fuera de Sevilla, el oficial de difuntos de la contaduría era el encargado de redactar y 
de tomar razón de la expedición de las cartas de dilig ncias697 que servía de requisitoria 
para las autoridades de los lugares de naturaleza para pregonar la carta que iba dirigida a 
los beneficiarios de estas herencias para instarles  presentarse en la Casa a reclamarlas 
demostrando su condición de legítimos beneficiarios. Dicha carta de diligencias debía 
indicar el nombre del difunto, la cantidad de los bienes que había en la Casa 
pertenecientes al él, y emplazaba a los herederos a demostrar en la institución sevillana 
su condición de herederos para cobrar sus bienes. Asimismo, debía ir rubricada por el 
oficial de difuntos de la contaduría y por el presid nte y jueces oficiales. Para hacer 
llegar esta carta de diligencia de bienes de difuntos, la Casa enviaba un mensajero y, a 
su vuelta, el oficial de la contaduría montaba la cuenta que debía cobrar el emisario y, 
aprobada por los jueces oficiales en la sala de gobierno, el oficial de difuntos era el 
encargado de pagarle por cuenta de los bienes sobrelos que se habían practicado las 
diligencias, por las caminatas y días que había empleado en llevar las cartas de 
diligencias.  
                                                
697 Antonia Heredia Herrera, «La “carta de diligencias” de bienes de difuntos», Archivo hispalense: 
Revista histórica, literaria y artística, 57.174 (1974), pp. 39-48. 
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Una vez aprobado por la sala de gobierno o de justicia en el caso que hubiera 
generado un pleito, que se ejecutara la entrega de los bienes, el oficial de difuntos 
también era el encargado de expedir la libranza a los herederos. Con la libranza 
rubricada por el oficial de difuntos y por los jueces oficiales, los interesados en estos 
bienes ya podían cobrar del tesorero los bienes de los que eran legítimos herederos, 
dando carta de pago al tesorero. Por último, una vez abonados los bienes a sus 
herederos, era el encargado de tomar la razón en el libro de esta hacienda del pago de la 
partida698.  
Como ocurrió con los libros de la Real Hacienda que estaban a cargo del oficial 
mayor de la contaduría, en 1644 el visitador realizó un reconocimiento de los libros de 
la hacienda de bienes de difuntos que estaban a cargo del oficial de bienes de difuntos, 
en aquel año, Manuel Fernández Pardo, y que comprendió l tiempo que Andrés de 
Munibe era el tesorero de la Casa. Las pesquisas de Góngora con los libros de la 
hacienda de bienes de difuntos demostraron que el tsorero, como encargado de esta 
hacienda, apenas tenía control sobre la misma, pues era su oficial mayor quien se 
encargaba de los procesos de recepción y distribución de estos bienes, así como también 
evidenciaron el descontrol en el registro contable qu estaba a cargo del oficial de 
difuntos de la contaduría699.  
Asimismo, como ocurrió con otros oficiales de la contaduría, el oficial de bienes 
de difuntos también fue acusado de cobrar derechos excesivos a las personas que 
acudían a la Casa a reclamar los bienes por los trámites que pasaban ante su mesa700, sin 
embargo, estas acusaciones no fueron demostradas por el visitador.  
                                                
698 En cuanto a las personas que desempeñaron este oficio y que fueron inspeccionadas por la visita, las 
pesquisas llegaron hasta la ocupación en este oficio de Francisco de la Parra, quien estuvo en el cargo 
desde 1622 hasta 1634 que, coincidiendo en el tiempo con la compra del puesto de contador por parte de 
Diego de Villegas, a quien tocaba el nombramiento, fue revelado por José de Villegas, pariente del 
contador que estuvo en el cargo hasta 1636. En dicho año pasó a desempeñar este importante oficio de la
contaduría Tristán Fernández de Tera Angulo, quien solo estuvo en el cargo hasta 1637, momento en que 
fue relevado por Francisco de Olabarría, quien servía el oficio cuando comenzó la visita en 1642. En 
1644, Olabarría hizo dejación del oficio de oficial de difuntos de la Casa para ejercer como almojarife en 
la aduanilla de Sevilla y fue sustituido en el cargo por Manuel Fernández Pardo, pero debido al ascenso 
de este último en 1646 a la plaza de oficial mayor de la contaduría, el contador Fernando de Villegas 
nombró para el puesto de oficial de difuntos a Juan Rodríguez de la Fuente. El nombramiento de 
Francisco de la Parra en AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 42V-43V. El nombramiento de José de 
Villegas en AGI, Contratación, 5785. L.1. Fol. 129R-129V. El nombramiento de Francisco de Olabarría y 
su paso a almojarife de la aduanilla de Sevilla en AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol. 112R y 
141R. Por su parte, el nombramiento de Juan Rodríguez de la Fuente en AGI, Contratación, 5785. L.1. 
Fol. 250V-251R. 
699 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Fol. 313R-320V. Declaración y reconocimiento de los libros de 
la hacienda de bienes de difuntos por el oficial de difuntos de la contaduría Manuel Fernández Pardo.  
700 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
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No obstante, más allá de los descuidos u omisiones e  el registro contable, el 
oficial de difuntos de la contaduría no era el respon able de la gestión de esta hacienda, 
sino de llevar a cabo aquellos trámites que le erano denados desde la sala de gobierno o 
de justicia. La responsabilidad, como veremos más adelante, recaía principalmente 
sobre el tesorero de la institución.  
 
6.3.2. La tesorería  
 
Como señalaba la cédula de comisión que tenía en supoder el visitador, entre los 
objetivos principales de la visita estaba averiguar si había habido algunos fraudes en la 
Hacienda Real, la cantidad que se había defraudado y quién había tenido la culpa de 
ello701. Las órdenes que recibió Juan de Góngora le emplazaban a que si localizaba 
fraudes en la Real Hacienda, mandara depositar en la Casa las cantidades defraudadas. 
 Como es sabido, las principales funciones del tesorero de la Casa fueron la 
recepción de todo el oro, plata, perlas y piedras peciosas que llegasen de las Indias, la 
administración de los bienes de difuntos, llevar la plata en pasta o barras a la Casa de la 
Moneda para que se amonedase y volverla a introducir en las arcas de la Casa antes de 
efectuar los pagos que deberían ser ratificados por los jueces oficiales y, además, era el 
responsable de toda aquella plata que se entregaba a los compradores de oro y plata para 
el mismo fin702. Principalmente, tales fueron las funciones del tesor ro que recayeron 
bajo las pesquisas del visitador. Pero antes de entrar en el análisis de la visita a los 
tesoreros y a las competencias de la tesorería de la Casa, destacaremos quiénes 
ocuparon las plazas de tesorero juez oficial desde la última visita a la Casa finalizada en 
1618, y que por ende, fueron visitados por Juan de Góngora.  
En 1620, como resultado de la visita de Francisco de Tejada y Mendoza a la Casa, 
el tesorero Melchor Maldonado fue privado de su ofici  por cuatro años, además de ser 
condenado a otras penas pecuniarias. Lo sustituyó Gaspar de Monteser hasta que se 
levantó la privación del oficio a Maldonado tres años más tarde, quedando Monteser 
como su sustituto con futura de tesorero, accediendo fi almente en 1626 y estando en el 
cargo hasta 1630 que falleció. En su lugar, el rey nombró a Diego Jiménez de Enciso, 
quien estuvo en el cargo hasta que en 1633 hizo dejación del mismo, siendo sustituido 
                                                
701 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 4R-8V.  
702 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 




entonces por Antonio Manrique, quien lo ocupó hasta su fallecimiento en 1640703. El 
tesorero de la Casa era, desde 1640, Andrés de Munibe, quien como hemos visto con 
anterioridad, se había curtido en los oficios de la Casa como oficial mayor de la 
contaduría o contador interino tras la muerte de Antonio de Calatayud en 1634 y tenía la 
plaza de futura de tesorero desde 1636. Como también hemos señalado, Munibe tenía 
estrechas relaciones personales con los hombres del Consulado, e incluso había 
trabajado para la institución mercantil como receptor de sus propios704. 
Junto a los tesoreros de la Casa de la Contratación, en el trabajo cotidiano de la 
tesorería de la Casa se empleaba un oficial de la confianza de los tesoreros, pues tenían 
la potestad de nombrarlo ellos mismos, e incluso la ob igación de fianzas que tenía que 
presentar antes de entrar a desempeñar su oficio de oficial de la tesorería la contraía con 
el tesorero.  
Este subordinado del tesorero era denominado oficial mayor de la tesorería. En 
1621, al poco tiempo de entrar Gaspar de Monteser en el puesto de tesorero, nombró 
como su oficial mayor de la tesorería a Juan de Asain Ugalde705, quien más tarde hizo 
dejación del cargo porque pasó a desempeñar el puesto d  tesorero de la casa de la 
Moneda de Sevilla. Con el oficio vacante, desde queDi go Jiménez de Enciso 
nombrara en 1630 para este cargo a Juan Muñoz de Dueñas706, personaje destacado en 
las administraciones reales de Sevilla en esta coyuntura707, éste fue reiteradamente 
ratificado en su oficio por Antonio Manrique y por Andrés de Munibe, encontrándose 
en el cargo de oficial mayor de la tesorería en el momento que comenzó la visita de 
Juan de Góngora. Como veremos, Muñoz de Dueñas tenía un peso destacado en la labor 
ordinaria de la tesorería de la Casa de la Contratación, que amén de por las sucesivas 
confirmaciones del personaje en el cargo, debe ser interpretado como una muestra de las 
relaciones profesionales entre él y los tesoreros y de una confianza inexorable de estos 
                                                
703 Ibidem. p. 83. 
704 Véase capítulo 4 de esta misma obra.  
705 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 31R. En 1630, Juan de Asain Ugalde era además tesorero de los propios 
y rentas de los Alcázares Reales de Sevilla y de la hacienda y estado del conde-duque de Olivares. En 
AHPSe, Protocolo, 5534. S/F.  
706 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 70R.  
707 Juan Muñoz de Dueñas era además contador de la razón de los almojarifazgos de Sevilla y fue el 
principal inculpado en una visita particular por razón de este oficio en 1666. Al respecto, véase: Cárceles 
de Gea, «Una visita de hacienda a los almojarifazgos de Sevilla en el siglo XVII». También fue 
comisionado en 1652 para revisar las cuentas de distintos donativos hechos en la Andalucía bética a la 
corona en las décadas de 1620 y 1630 , véase: Ramón Lanza García, «El donativo de 1629 en la 
Andalucía bética», Studia Historica. Historia Moderna, 32, (2010), pp. 179-227. 
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últimos en su persona708. Además, las relaciones personales entre tesoreros como Diego 
Jiménez de Enciso o Antonio Manrique con Juan Muñoz de Dueñas eran notorias y 
debieron desempeñar un papel destacado en el mantenimiento de su persona en este 
cargo709. 
Como hemos indicado, Andrés de Munibe estaba ejercindo el cargo de tesorero 
juez oficial en el momento de comenzar la visita a l  Casa, pero debido a la importancia 
de la labor del tesorero en la administración de la institución sevillana, en esta parte de 
la visita Juan de Góngora realizó una investigación más exhaustiva aprovechando la 
retroactividad que le encomendaba la inspección. Por ello, la labor de los antecesores de 
Munibe en el cargo de tesorero, Gaspar de Monteser, Di go Jiménez de Enciso y 
Antonio Manrique, también fue inspeccionada por Góngora. Las acciones del visitador 
contra los que fueron tesoreros se orientaron a la averiguación de lo que la Casa había 
recuperado por las restituciones resultantes de los alcances que se hicieron a los 
tesoreros al tiempo que dejaron el cargo, y en cumplimiento de los tanteos de sus 
cuentas que la Casa de la Contratación enviaba al Consejo710. Veamos en primer lugar 
en qué consistió esta parte de la visita a los tesoreros de la Casa anteriores a Andrés de 
Munibe. 
 
Los alcances contra los tesoreros de la Casa anterior s a 1640 y sus restituciones  
 
La investigación de Juan de Góngora en relación a los a cances que resultaron 
contra los tesoreros de la Casa no debe ser vista solamente como un objetivo del 
                                                
708 Un ejemplo fue la obligación que hizo Juan Muñoz de Dueñas para afianzar en 6.000 ducados a 
Antonio Manrique cuando entró a desempeñar el puesto de tesorero en 1634. Además, Inés de Mendoza, 
mujer de Juan Muñoz de Dueñas, afianzó al tesorero Ant nio Manrique en 8.000 ducados. Al respecto, 
véase: Alfonso Jesús Heredia López, «Los comerciantes a Indias y la Casa de la Contratación: vínculos y 
redes (1618-1644)», p. 534. 
709 Juan Muñoz de Dueñas fue nombrado albacea testament rio del tesorero Diego Jiménez de Enciso en 
su testamento realizado en Sevilla en 1634 y, asimismo, recibió poder del mismo tesorero para presentar 
las cuentas de su cargo al finalizar su desempeño. Véase: Mercedes Cobos, «El testamento, la partida de 
defunción, el inventario de bienes y otros documentos inéditos relativos a los últimos años de la vida del 
dramaturgo Diego Jiménez de Enciso», en Actas del IV Congreso Internacional de la Asociación 
Internacional Siglo de Oro (AISO), (Alcalá de Henares, 22-27 de julio de 1996), ed. María Cruz García 
de Enterría y Alicia Cordón Mesa (Alcalá de Henares: Universidad de Alcalá de Henares, 1998), pp. 449-
458. Todavía en 1649, actuando en su papel de albacea testamentario de Jiménez de Enciso, Juan Muñoz 
de Dueñas recibió ciertas cantidades de maravedíes de Pedro Jiménez de Zúñiga, caballero de Santiago y 
marques de Casal, y a la sazón, sobrino y heredero del que fuera tesorero y que sirvieron para que Dueñas 
pagara ciertas deudas del antiguo tesorero. En AHPSe, rotocolo 5583 S/F. Asimismo, Juan Muñoz de 
Dueñas recibió los mismos poderes y también fue albacea testamentario del tesorero Antonio Manrique 
en 1640. En AHPSe, Protocolo 5555.  
710 Sobre los alcances a estos tesoreros adelantó algunas c estiones Enriqueta Vila Vilar, en:  Vila Vilar, 
«El tesorero Andrés Munibe: entre la Casa y el Consulado», p. 444. 
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visitador para averiguar qué cantidades se habían restituido a las arcas y para mandar 
restituir aquellas que a la altura de 1642 todavía deudaban los que habían desempeñado 
el cargo desde que ocupara tan importante puesto de la Casa el tesorero Gaspar de 
Monteser, sino que constituyó un primer acercamiento para la pesquisa que se disponía 
a hacer el visitador sobre el funcionamiento interno de la tesorería de la Casa, pues le 
proporcionó una información crucial para saber dónde se situaban ciertas malas 
prácticas de los tesoreros de la institución. Góngora c menzó la revisión de los alcances 
contra los tesoreros, así como sobre lo que se había satisfecho de los mismos, 
solicitando al contador Diego de Villegas, mediante un auto en agosto de 1642, la 
documentación que se había enviado al Consejo, informando sobre el estado en que 
dejaron las arcas de la Casa cuando abandonaron sus cargos los tesoreros anteriores a 
Andrés de Munibe y lo que se había restituido de los bienes o fiadores de los que fueron 
tesoreros. Es decir, solicitaba Juan de Góngora que el contador entregara a la visita una 
certificación con los alcances que en las cuentas que dieron los tesoreros Gaspar de 
Monteser, Diego Jiménez de Enciso y Antonio Manrique habían resultado contra ellos y 
lo que se había recuperado hasta ese momento711.  
Un mes más tarde, en septiembre de 1642, Diego Ruiz de Villegas, oficial mayor 
de la contaduría, entregó a la visita la certificación que solicitaba el visitador, 
comenzando por el ajuste de las cuentas de la tesorería que se hizo en abril de 1630 tras 
la muerte del tesorero Gaspar de Monteser. En aquell  revisión, el tesorero resultó 
deudor de 15.600.000 maravedíes que pertenecían a l Real Hacienda, a la Santa 
Cruzada, al donativo, al arca de bienes de difuntos y a los dueños de los juros de 
esclavos. La Casa comunicó al Consejo de Indias el 14 de mayo de 1630 este alcance 
contra Gaspar de Monteser y afirmó que se habían iniciado las diligencias para cobrar 
de los bienes del difunto tesorero y de los de sus fiadores la cantidad adeudada. Sin 
embargo, a la altura de 1642, por la cuenta de los alcances del tesorero Gaspar de 
Monteser, solamente habían entrado en las arcas de la Real Hacienda 1.166.086 
maravedíes y 1.296.862 maravedíes de relativos a bienes de difuntos.  
El alcance al tesorero Gaspar de Monteser motivó la real cédula de 9 de julio de 
1630, por la que se ordenó, de nuevo, a la Casa de la Contratación lo que debían hacer 
el tesorero y los demás jueces oficiales en la distribución y buen cobro de la Hacienda 
del rey y de los demás géneros que entraban en la Cas , con el fin de que no se 
                                                
711 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 26R.  
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produjeran abusos o fraudes que dieran lugar a alcances como este712. Mediante la real 
cédula citada, Felipe IV volvió a recordar lo que establecían las ordenanzas de la Casa 
con respecto a la entrada y distribución de la Real Hacienda que se manejaba en la 
institución. Según se explicitaba en la orden real, l desorden generalizado y la 
contravención de lo dispuesto en las ordenanzas había dado lugar a que los tesoreros 
gastaran mucha parte de la hacienda de S.M. “en sus usos y negociaciones propias”, de 
lo que resultaban muchos alcances en las cuentas que e les tomaban. Dichos alcances 
eran muy difíciles de cobrar de los bienes de los tesoreros y de sus fiadores, lo que 
provocaba un menoscabo para la hacienda regia. Por lo tanto, en cuatro puntos que 
incidían en el cumplimiento de las ordenanzas, el rey recordaba:  
 
1. La necesidad de que en la sala del tesoro de la Cas hubiera arcas separadas por 
sus géneros de hacienda, sin que se mezclara la de un género con la del otro. Al 
tiempo que se recibían las partidas, un escribano de la institución debía dar fe de 
la entrega en cada arca y de que se hallaban presentes, además del tesorero, el 
resto de jueces oficiales, como disponía la ordenanza.  
2. Para poner remedio a la práctica que ocurría en la Casa mediante la cual el 
tesorero sacaba el dinero de las arcas, mandaba que en adelante no se pudiera abrir 
ningún arca sin estar presentes los tres jueces oficiales. Así estaba dispuesto en el 
capítulo 34 de las ordenanzas de la institución.  
3. La paga de las libranzas que se dieran sobre el tesorero se debía de hacer dentro 
de la sala del tesoro, en las mismas arcas, con fe del scribano de la entrega. 
Igualmente debían estar presentes los tres jueces oficiales, como lo refería el 
capítulo 34 de las ordenanzas.  
4. Que los jueces oficiales guardaran el cumplimiento del capítulo 44 de las 
ordenanzas en que estaba dispuesto que debían enviar relación de la hacienda que 
se traía para el rey de las Indias cada año y de los gastos que se hacían de ella. 
Además, cada cuatro meses debían enviar al Consejo una certificación de lo que 
se hubiese sacado de las arcas y para qué efectos y lo que quedaba en ellas. 
 
Terminaba el monarca recordando que se debían cumplir las ordenanzas y su 
voluntad por encima de cualquier costumbre que hubiera en contrario. No obstante, pese 
                                                
712 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 25R-26V.  
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a aquellos recordatorios de buenas prácticas que hacía el monarca para evitar los 
alcances contra los tesoreros y la difícil cobranza de los mismos, los mismos problemas 
persistieron en los años siguientes con otros tesoreros.  
Así, cuando en 1633 Diego Jiménez de Enciso dejó el pu sto de tesorero de la 
Casa y se ajustaron sus cuentas, en el alcance contra él, aun siendo radicalmente 
inferior, resultó deudor de 1.800.000 maravedíes que faltaban en el arca de bienes de 
difuntos y, aunque el tesorero, con el apoyo del prsidente, el conde de Peñaflor, y los 
demás jueces oficiales, alegó que aquellas cantidades se destinaron a pagar salarios y 
ayudas de costa a distintos oficiales por acudir al recibo de la flotas, el Consejo de 
Indias mandó que se volviera a las arcas el dinero d l que era deudor el tesorero. 
Recordaba el sínodo el cumplimiento de la cédula de 9 de julio de 1630, pues 
claramente no se había guardado lo que allí se disponía. Al respecto, el conde de 
Peñaflor contestó al Consejo con otra misiva en la que afirmó que se cumplía lo que el 
rey había mandado en aquella cédula porque siempre asistían los jueces oficiales a la 
entrada y salida del dinero de las arcas sin descuido, pero indicó al sínodo que “el 
manejo del dinero y el cobrarlo y meterlo en las arcas y pagarlo de ellas toca al tesorero 
de esta Casa y no es posible que los demás jueces d ella puedan entender en contar por 
menor todo lo que se recibe y paga, y más siendo tan gruesas cantidades y así no pueden 
tener noticia de cualquier diferencia que haya […] no se puede tener esta noticia ni está 
en mano de los demás jueces reparar este inconveniete […]”. Por tanto, cabe pensar 
que el presidente y jueces oficiales intentaron defender los postulados del interesado 
para que aquellas partidas se le dieran por buenas. No obstante, en 1642 se habían 
recuperado 1.345.104 maravedíes, constituyendo gran parte del alcance contra Diego 
Jiménez de Enciso713.  
El modesto, aunque problemático alcance sobre Jiménez de Enciso no fue nada en 
comparación al que tuvo su sucesor en el cargo de tesorero. Si como hemos visto, el 
alcance contra Gaspar de Monteser fue escandaloso, n  resultó menor el que se produjo 
contra Antonio Manrique en 1640 tras su fallecimiento. En la relación de las cuentas 
que la Casa envió al Consejo cuando el tesorero murió, Manrique fue alcanzado en un 
                                                
713 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 16R-26R. Para satisfacer aquella cantidad, el que fuera 
tesorero tuvo que proceder a la venta de unas casasde su propiedad en la colación de Santa Cruz, que 
fueron rematadas en Duarte Rodríguez de León en 1.125.000 maravedíes, pero que en realidad acabaron 
en manos del comerciante Jacques Bules, francés naturalizado y vecino de Sevilla en la misma colación. 
Al respecto, véase: AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 131R-131V. Sobre la naturaleza de 
Jacques Bules, véase: Díaz Blanco, «La extinción de las naturalezas en la Carrera de Indias (un episodio 
de la caída del Conde Duque de Olivares)», p. 331. 
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total de 14.135.256 maravedíes714. Aunque sus herederos protestaron estos alcances, 
alegando mermas y quiebras de la plata en vellón y salarios situados –indebidamente- 
en el arca de bienes de difuntos, el Consejo ordenó proceder contra sus bienes, pero en 
septiembre de 1642, solamente se habían recuperado de los bienes de Antonio Manrique 
2.586.484 maravedíes715. Por tanto, los herederos del que fuera tesorero sguían sin 
devolver a las arcas correspondientes de la Casa de l Contratación un 78.60 % del 
alcance.  
Estos alcances contra el tesorero Antonio Manrique fueron el origen de una 
investigación más exhaustiva por parte de Juan de Góngora. Pero a la vez, la visita se 
erigió, pues así lo tenía ordenado, como el escenario mediante el cual se debían 
recuperar, mediante distintas diligencias, aquellos desfalcos. Más allá de los 
incumplimientos de las ordenanzas que hemos descrito más arriba, que 
administrativamente pueden explicar ciertos “descuidos” que provocaban algunas 
cantidades de alcances a los tesoreros, el visitador se interesó por conocer si los 
alcances, o parte de los mismos, se habían originado por cuestiones de una índole 
distinta a la falta de la obligación de custodia de las arcas de su cargo que tenían los 
tesoreros, en este caso Antonio Manrique. O dicho con otras palabras, si este había 
dispuesto de aquellas cantidades para su uso particul , y solo cuando le sorprendió la 
muerte se destapó el enorme desfalco.  
Lo cierto es que el alcance contra las cuentas que dio el tesorero Antonio 
Manrique provocó un revuelo en Sevilla, que se percib  con facilidad en los 
interrogatorios a los testigos de la visita de Juan de Góngora que hicieron referencia a 
este hecho en múltiples ocasiones al referirse a cirtas prácticas de los tesoreros y jueces 
oficiales en la custodia y distribución de los caudales de la sala del tesoro de la Casa. Es 
decir, fue utilizado como el ejemplo que probaba, para ciertos testigos, determinadas 
praxis en el funcionamiento interno de la tesorería de la Casa que distaban de lo que 
estaba mandado en las ordenanzas de la institución. También hubo testigos que 
acusaron al tesorero de utilizar aquellas cantidades para negociar con las Indias, pero al 
parecer, dicho testimonio procedía de emulaciones, pues no pudo ser demostrado por el 
visitador716.  
                                                
714 Pormenorizados de las arcas que faltaron, resultaron 5.428.453 maravedíes de la Real Hacienda, 
265.440 maravedíes del cargo de la Santa Cruzada, y 8.441.363 maravedíes del arca de bienes de 
difuntos. AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 162R-165R.  
715 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 16R-26R. 
716 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3.  
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Siguiendo con las restituciones del alcance de Antonio Manrique, los siguientes 
pasos del visitador continuaron el 15 de junio de 1644 cuando proveyó un auto de 
ejecución contra los bienes del tesorero y de sus herederos, quienes dieron poder al 
oficial mayor de la tesorería para que presentara los recados necesarios para contradecir 
al auto del visitador717. A su vez, los herederos del tesorero apelaron al Consejo 
pidiendo la revocación del auto de ejecución dictado por Juan de Góngora, dando origen 
a un pleito con el fiscal del sínodo indiano, en que tanto por auto de vista como de 
revista se ratificó al visitador en sus acciones y se le ordenó continuarlas718.  
En un codicilo que añadió a su testamento, Manrique declaró que en las cuentas 
que tenía obligación de dar de la tesorería de la Casa era normal que se le hiciera algún 
alcance, pero que este se debería a “la mucha cantidad de moneda de que se ha de 
componer el cargo y de las muchas quiebras y faltas que hay en ella y hierros que 
suceden al contarla cuando se revise y entregue”. No obstante designó a un 
administrador de su hacienda, Diego Montero, para que pagara el alcance que contra él 
iba a salir a la luz tras la revisión de sus cuentas. En el mismo codicilo, Antonio 
Manrique reconoció que había tenido cuentas con JuaMuñoz de Dueñas, su oficial 
mayor de la tesorería, pero que las habían ajustado aquel mismo día719. ¿Fue fruto de la 
casualidad que en el mismo codicilo que el tesorero r c noció que iba a ser alcanzado 
en sus cuentas, incluyera la cláusula sobre el ajustamiento de sus cuentas con Juan 
Muñoz de Dueñas? O por el contrario ¿ambas cuestion te ían algo en común? 
Lo cierto es que Muñoz de Dueñas fue uno de sus albaceas a quien Antonio 
Manrique le dio poder para cumplir y ejecutar sus mandas testamentarias720. La relación 
                                                
717 El poder en AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 193R-194R.  
718 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Auto de vista de los herederos de Antonio Manrique en 8 de agosto de 
1644 y auto de revista de los herederos de Antonio Manrique en 26 de noviembre de 1646. Los herederos 
de Antonio Manrique fueron sus hijas, que procedían de distintos matrimonios que tuvo el tesorero. 
Antonio Manrique había desposado en tres ocasiones, la primera con doña Jacinta de Pineda y Cuadros, 
hija de don Fernando Ponce de León y Pineda y de doña Ana de Cervantes, de cuyo enlace era su primera 
hija, doña Inés Jacinta Manrique, que contrajo matri onio con Juan de Cárdenas Saavedra. El segundo 
matrimonio del que fuera tesorero fue con doña María de Zúñiga, hija de don Alonso Onís de Zúñiga, 
caballero de Calatrava y doña Mencia de (…) de quien no quedaron hijos, y la tercera con doña Inés de 
Menchaca, hija de don Pedro de Menchaca y doña Bernardina Marmolejo, de cuyo matrimonio resultaron 
sus hijas doña Francisca Javier de Menchaca, casada con don Alonso de Figueroa y Córdoba, y doña 
Bernardina Juana Manrique, que en el momento de la muerte del tesorero tenía ocho años. Antonio 
Manrique había nombrado a sus hijas como sus herederas universales, pero debido a la minoría de edad 
de su hija menor, nombró como tutor a su yerno Alonso de Figueroa y Córdoba. En AHPSe, Protocolo 
5555. Testamento de Antonio Manrique hecho en Sevilla en primero de agosto de 1640.  
719 AHPSe, Protocolo 5555. Codicilo de Antonio Manrique hecho en Sevilla en primero de agosto de 
1640. 
720 Entre sus albaceas testamentarios también estaba el conde de Peñaflor, presidente de la Casa de la 
Contratación en 1640. AHPSe, Protocolo 5555.  
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entre ambos era muy estrecha, pues recordemos que había sido uno de sus fiadores en el 
cargo de tesorero de la Casa en 1634. Pues bien, Jua  de Góngora, que conocía de 
primera mano que la relación existente entre ambos iba más allá de la establecida en el 
trabajo diario de la tesorería de la Casa, tuvo noticia de aquella cláusula en el codicilo 
de Antonio Manrique y, tras solicitarla en octubre de 1644 al escribano de Sevilla ante 
quién Manrique hizo su testamento y sus codicilos, pudo comprobar que entre ambos, 
además de una relación profesional y personal, hubo “tratos y contratos”721. Sobre lo 
que subyacía en aquella cláusula del codicilo de Antonio Manrique fue preguntado Juan 
Muñoz de Dueñas en una de sus deposiciones ante el visitador, y el oficial mayor de la 
tesorería afirmó que se trataba de juros personales de  que fuera tesorero, que los había 
cobrado en su nombre, y de otras cuestiones de la hacienda propia de Manrique que 
había gestionado, pero que aquel ajustamiento no cotenía cosa alguna tocante a la 
tesorería de la Casa o “al dinero que de las arcas de ella hubiera sacado Antonio 
Manrique”722. Como vemos, Juan Muñoz de Dueñas no reconoció que aquel 
ajustamiento que hizo con el tesorero tuviera relación on la tesorería de la Casa, pero sí 
que Antonio Manrique había sacado dinero de las arcas de la institución, y que en 1644 
seguía sin ser restituido en su totalidad.  
 
La visita de las arcas de la sala del tesoro de la Casa de la Contratación 
 
Como acabamos de ver, los alcances contra los tesorero  anteriores a Andrés de 
Munibe fueron habituales cuando estos dejaron sus cargos. Uno de los objetivos de la 
visita era poner remedio a esta situación, y para ello, l visitador, como primer paso, 
hizo una inspección a la sala del tesoro para reconocer el estado de las arcas, tanto la 
perteneciente a la Real Hacienda como a los bienes de difuntos, y otras bolsas y 
depósitos que allí se custodiaban así como para conocer cuáles eran los procedimientos 
de entrada y salida de los caudales en dichas arcas. Estas arcas estaban a cargo del 
tesorero, pero según las ordenanzas de la Casa, este tenía que ser acompañado por los 
otros dos jueces oficiales, tanto a la entrada como a la salida de los caudales, pues cada 
juez oficial de la Casa debía tener una de las llaves de las arcas de la institución. Por 
                                                
721 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 263R-263V.  
722 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Juan Muñoz de Dueñas ante Juan de Góngora.  
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tanto, en septiembre de 1644, Góngora notificó a cad  uno de los jueces oficiales que se 
disponía a visitar las arcas y la sala del tesoro, para que acudieran con sus llaves723.  
Juan de Góngora, junto al contador de la visita Juan Conchillos Negrete, y en 
presencia del tesorero Andrés de Munibe, del teniente de contador Simón de Gaviola y 
del teniente de factor Luis Fernández de Córdoba, jueces llaveros, pero también del 
oficial mayor de la tesorería, Juan Muñoz de Dueñas, realizó una rigurosa inspección de 
la sala del tesoro. La presencia del oficial mayor de la tesorería no fue solamente por su 
desempeño en la sala junto al tesorero, sino que era Muñoz de Dueñas quien tenía las 
llaves de algunas de las arcas, y no los jueces oficiales como estaba mandado. 
Asimismo, no fue posible para el visitador abrir todas las arcas de la sala, entre ellas el 
arca perteneciente a la hacienda de bienes de difuntos porque estas llaves estaban en 
poder de los oficiales del contador y del factor, que no estuvieron presentes en la 
revisión que hizo Góngora a la sala del tesoro724.  
Pero en el reconocimiento que hizo el visitador de las arcas donde se depositaban 
los caudales pertenecientes a la Real Hacienda, llama l  atención las escasas cantidades 
que el contador de la visita cuantificó. Solamente se contaron 8.200 reales de plata 
doble y 1.800 reales sencillos y, en aquellas arcas que no se pudieron abrir por no estar 
presentes los oficiales de los jueces, como pasó con las arcas de bienes de difuntos, los 
jueces oficiales reconocieron ante Góngora que no había dinero ni caudales en las 
mismas. Asimismo, había dos arcas pertenecientes a los maestres de plata Francisco de 
Solarte y Juan de Castro725 con dinero de particulares, y en el suelo de la sala del tesoro 
se localizaron tres barras de plata traídas por Domingo de Ipeñarrieta726, maestre de 
plata de la almiranta de galeones de Tierra Firme del cargo de Francisco Díaz Pimienta 
que llegaron a la Península en diciembre de 1643, que pertenecían a particulares. Ante 
esta falta de caudales, los jueces oficiales alegaron que en la casa de la Moneda se 
estaba labrando plata perteneciente a la Real Hacienda y a los bienes de difuntos que 
procedían de las barras que se habían vendido en la sala del tesoro a los compradores de 
                                                
723 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Visita de las arcas de la sala del tesoro de la Casa de la 
Contratación de Sevilla. Fol. 1R. 
724 Ibidem. Fol. 2V-3R. 
725 Algunos datos sobre estos maestres de plata en: Carlos Álvarez Nogal, «Los maestres de plata durante 
el reinado de Felipe IV. Nombramientos y beneficios», en Ciencia, economía y política en 
Hispanoamérica colonial, ed. Antonio Gutiérrez Escudero (Sevilla: Consejo Superior de Investigaciones 
Cientificas, 2000), pp. 139-159. 
726 Sobre este maestre de plata y su quiebra en 1653, véase: Antonio Domínguez Ortiz, «La quiebra de 
Domingo Ypeñarrieta, maestre de plata», Archivo hispalense: Revista histórica, literaria y artística, 
68.207 (1985), pp. 405-418. 
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plata, razón esta por la que Góngora continuó las pesquisas sobre este asunto con los 
oficiales de la casa de la Moneda727.  
Pero más allá de la paupérrima situación de la sala del tesoro, es necesario señalar 
ciertas cuestiones que apuntaban a una negligente administración de los jueces oficiales, 
y más concretamente del tesorero. Aun habiendo arcas separadas, según el género de 
hacienda que debían albergar, la visita de Góngora a la sala del tesoro mostró que la 
obligación que tenían los jueces oficiales de custodiar las llaves de las arcas del tesoro 
de la Casa se conculcaba, pues eran los oficiales mayores de los jueces oficiales los 
encargados de las mismas, lo cual iba contra las ordenanzas, pues se abrían las arcas del 
tesoro sin estar presentes los tres jueces oficiales. Además, el visitador solicitó el libro 
de cuenta de entrada y salida de dichas arcas que conforme a las ordenanzas debía estar 
dentro de las mismas, tanto de la Real Hacienda como de bienes de difuntos y demás 
depósitos de caudales. Sin embargo, las pesquisas del visitador sacaron a la luz que ni el 
tesorero Andrés de Munibe ni su oficial mayor, Juan Muñoz de Dueñas tenían el libro 
de arca de la Real Hacienda como tampoco el de bienes de difuntos que debían tener 
donde se anotara lo que salía y entraba en la sala del tesoro de la Casa, por lo que solo 
se llevaba este control a través del libro de la Rel Hacienda que tenía el oficial mayor 
de la contaduría, Diego Ruiz de Villegas, y del libro de la hacienda de bienes de 
difuntos que estaba a cargo de Manuel Fernández Pardo, oficial de difuntos de la 
contaduría. Tampoco tenía el tesorero el libro de cu nta y razón de la plata que se 
entregaba a los compradores de plata para labrarla, ni con el tesorero de la Casa de la 
Moneda, sino que este control también se llevaba por el oficial mayor de la 
contaduría728. El libro de arcas en el que se anotara el movimiento de caudales de la sala 
del tesoro de la Casa quedó establecido en las ordenanzas de 1552 y ya en anteriores 
visitas a la de Juan de Góngora, los visitadores habían mostrado que no se seguía este 
control mediante este libro729.  
Para corregir estos problemas, en 1647, Juan de Góngora, siendo además 
presidente de la Casa, creó un oficio específico para que llevara el control del “libro de 
arcas”, relativo tanto a la Real Hacienda como a bienes de difuntos y a otros depósitos 
que se custodiaban en la Casa. Se trataba de una medida que pretendía mejorar el 
control sobre los procedimientos de entrada y salida de los caudales de la sala del 
                                                
727 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 2R-4V.  
728 Ibidem. Fol. 4R-4V. 
729 Véase capítulo 3 de esta misma obra. 
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tesoro730, que en ese momento, como estaba demostrando la visit no estaban nada 
claros.  
Para conocer cuáles eran los procedimientos de entrada y salida del dinero de las 
arcas de la sala del tesoro, el visitador hizo parecer ante sí en septiembre de 1644 al 
teniente de factor, Luis Fernández de Córdoba, al tesorero Andrés de Munibe y al 
teniente de contador Simón de Gaviola. Las declaraciones se produjeron por ese orden 
y, aunque hubo algunas preguntas comunes, el testimonio del teniente de factor reveló 
que el oficial mayor de la tesorería, Juan Muñoz de Du ñas, tenía demasiado poder en el 
manejo de los caudales de la tesorería y que, amén de ciertas prácticas alejadas del buen 
gobierno, comerciaba con las Indias en compañía de su yerno, el comerciante Pedro de 
Medina Malo. En relación a las preguntas comunes a los tres jueces oficiales y que 
perseguían averiguar qué forma se había tenido y tenía en la entrada y salida del dinero 
que se metía y sacaba de las arcas de la sala del tesoro de la Casa, y si había habido 
alguna novedad con respecto a lo que indicaban las ordenanzas, las respuestas de los 
tres jueces oficiales evidenciaron que no había libro de arcas y que los procedimientos 
de salida del dinero de las arcas eran distintos a l  dispuesto, pues solo asistía un juez y 
los demás mandaban las llaves con un portero de la Cas 731. Al respecto, cabe citar la 
respuesta del tesorero Andrés de Munibe a esta pregunta, pues revela algunas cuestiones 
dignas de ser destacadas:  
“[…] siempre ha visto en la entrada y salida del dinero en las dichas arcas que se 
han guardado las ordenanzas y en cumplimiento de ellas, la orden es recibir de los 
maestres de plata las cantidades que entregan, lo cual hace el oficial mayor y tesorero de 
la Casa, y el dicho oficial mayor de la tesorería va a la casa de la Moneda a esperar la 
labor y rendiciones de S.M. y como se va labrando lo recibe en la dicha casa de la 
Moneda y lo trae a la Contratación y se mete en las arcas en presencia del escribano de 
la sala que cada año hay uno por turno […] y a la entrada y salida del dinero asisten los 
jueces oficiales que se hallan en la Casa en un tribunal de la primera sala que está en el 
tesoro y asisten en el dicho tribunal por mayor a la entrada y salida del dinero, pero no 
se hallan a ver contarlo ni tomar la razón por menor, p rque esto se deja a la confianza 
del oficial mayor, que tiene dadas fianzas y es perona de satisfacción conforme a las 
                                                
730 Para llevar a cabo este cometido, Juan de Góngora nombró a Juan Rodríguez de La Fuente, que a vez 
ejercía el cargo de oficial de difuntos de la contaduría. Véase: Donoso Anes, Una contribución a la 
historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables desarrolladas por la tesorería de la Casa 
de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 93. 
731 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 64R-68V.  
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dichas arcas y dentro de las dichas arcas no ha habido li ro de entrada y salida de más 
de cuarenta años a esta parte que este testigo conoce la Casa de la Contratación […]732”. 
Para empezar, Andrés de Munibe estaba reconociendo l papel destacado que 
tenía en todo el procedimiento su oficial mayor Juan Muñoz de Dueñas, pero también 
que no cumplía, ni él ni el resto de los jueces oficiales, con la obligación de reconocer 
con claridad las partidas que entraban a la sala del tesoro. Pero, como veremos, Munibe 
faltó a la verdad en aquella declaración cuando afirmó que Juan Muñoz de Dueñas traía 
de vuelta a la Casa todo el dinero que se labraba en l casa de la Moneda, pues como 
mostraron las pesquisas del visitador, Muñoz de Dueñas tenía orden de los tesoreros 
para que el dinero que se llevaba a labrar a la cas de la Moneda, o parte del mismo, se 
distribuyera desde la ceca sin volver a las arcas de la sala del tesoro.  
Andrés de Munibe no reconoció este hecho ante el visitador a excepción de la 
declaración de que se habían pagado directamente desd  la casa de la Moneda a Pedro 
de Camino, receptor de la avería, ciertas cantidades de este derecho en concepto de lo 
que adeudaba la Real Hacienda733. Por tanto, el tesorero, tras afirmar que todo se hacía 
conforme a las ordenanzas, reconoció una transgresión a las mismas, que debía 
considerar menor o justificada, pero que como veremos no era una excepción.  
No debió ser un día agradable para el tesorero Andrés e Munibe aquel 7 de 
septiembre de 1644, pues las siguientes preguntas que le hizo el visitador ponían contra 
las cuerdas aquella aseveración que hizo el tesorero en la primera pregunta donde tachó 
de “persona de satisfacción conforme a las dichas arcas” a su oficial mayor Juan Muñoz 
de Dueñas. El visitador preguntó a Munibe si Muñoz de Dueñas se había valido de 
caudales de las arcas de la Casa para negociar con ellos, si este compartía negocios o 
cargazones con su yerno Pedro de Medina Malo, o qué cantidad de caudal propio tenía 
el oficial mayor, y si negociaba con él y en qué género de granjerías. Munibe respondió 
que no conocía que Juan Muñoz de Dueñas hubiera actu do de ese modo, pues de 
conocerlo lo hubiera remediado y que Muñoz de Dueñas, pese a ser “abonado y rico”, 
su hacienda la había ganado en las administraciones que había atendido734. 
Por último Munibe fue preguntado si se hallaba presente a las pagas de las cartas 
de pago que en su favor estaban otorgadas ese año de 1644 ante el escribano de la Casa 
Juan Ramírez Bustamante, a lo que contestó que los jueces oficiales no “perciben ni 
                                                
732 Ibidem. Fol. 69R-69V. 
733 Ibidem. Fol. 70R-70V.  
734 Ibidem. Fol. 70V-71R. 
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habían entendido las cantidades que se pagan y que se remite a las cartas de pago”735. Es 
decir, según Munibe, el tesorero y el resto de jueces oficiales no conocían las cantidades 
que se pagaban, pues quien pagaba las libranzas era Juan Muñoz de Dueñas.  
En aquellas declaraciones, pero más concretamente en la d  Munibe, se empezaba 
a vislumbrar que los jueces oficiales, aun estando presentes cuando los maestres de plata 
entregaban el metal argentífero en la sala del tesoro, no conocían al detalle qué 
cantidades entraban. Se mostraba igualmente que el oficial mayor de la tesorería, Juan 
Muñoz de Dueñas, era quien realizaba todo el proceso d  sacar de las arcas la plata con 
destino a los compradores de plata y a la casa de lMoneda, y que no siempre volvía a 
la sala del tesoro para efectuar el pago de las libranzas dentro de la sala del tesoro en 
presencia de los jueces oficiales como estaba ordenado. Por tanto, se hacía necesario 
investigar en los siguientes actores del proceso, los compradores de oro y plata que, 
beneficiada la plata, eran los encargados de afinarla y llevarla a labrar a la casa de la 
Moneda, donde una vez labrada la recibiría el oficial mayor del tesorero para 
supuestamente traerla a la sala del tesoro y satisfacer las libranzas a los hombres de 
negocios y asentistas.  
Juan de Góngora hizo diligencias en el mismo mes de eptiembre de 1644 con 
Juan de Asain Ugalde, tesorero de la Casa de la Moneda para saber qué compradores de 
oro y plata había en Sevilla. En dicho año estaban actuando cuatro compradores de 
plata: Juan de Acheaga, Bernardo de Valdés, Andrés de Arriola y Juan de Olarte. El 
visitador quería saber, a través del reconocimiento de los libros de los compradores de 
oro y plata qué cantidades de plata y oro habían recibido desde que Andrés de Munibe 
era el tesorero de la Casa, así como lo que por cuenta d  ellos habían entregado en la 
casa de la Moneda736.  
Dado que ni el tesorero ni su oficial tenían en su poder los libros de venta de la 
plata a los compradores de oro y plata, Juan de Góngora acudió a los oficiales de la 
contaduría de la Casa, quienes llevaban este control, y s licitó al oficial mayor, Diego 
Ruiz de Villegas y al oficial de difuntos, Manuel Fernández Pardo, que entregaran a la 
visita los libros de venta de la plata en pasta de la Real Hacienda y de los bienes de 
difuntos desde que Andrés de Munibe era tesorero de la institución737. Además, el 
visitador solicitó a los escribanos de la Casa que entregaran a la visita las cartas de pago 
                                                
735 Ibidem. Fol. Fol. 72R. 
736Ibidem. Fol. 13V-14V. 
737 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 25R. 
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que había otorgado Andrés de Munibe de las cantidades que había recibido en las arcas 
de la Casa desde que era tesorero738. 
Diego Ruiz de Villegas se apresuró a colaborar con el visitador y entregó los 
libros de la plata que se había vendido a los cuatro compradores de plata de la ciudad en 
los últimos años739. Del mismo modo, Juan Ramírez Bustamante y Rodrigo Pérez de 
Rivera, escribanos de la Casa aportaron los registros de cartas de pago otorgadas por 
Andrés de Munibe de las cantidades de plata que entraban en las arcas del tesoro 
pertenecientes a la Real Hacienda, porque las cartas de pago tocantes a los bienes de 
difuntos quedaban en los procesos740.  
Pero no solo los libros de control de la contaduría y de las cartas de pago fueron 
los instrumentos en que se basó Juan de Góngora para la visita a la sala del tesoro de la 
Casa, sino que, como hemos visto anteriormente, las evidencias testimoniales 
desempeñaron un papel clave para conocer los mecanismos de la institución en la 
entrada y salida de los caudales en las arcas. Juan de Góngora llamó a testificar a Juan 
Muñoz de Dueñas, oficial mayor de la tesorería, cuyo poder en la gestión de la misma 
era notable, como reconoció el propio tesorero Andrés e Munibe en su declaración ante 
Góngora. En este caso, Muñoz de Dueñas reconoció que el control de la plata que se 
llevaba a labrar a la casa de la Moneda y que se había vendido a los compradores de oro 
y plata se llevaba desde la contaduría de la Casa, en cuyos libros de venta de la plata 
para labrar quedaba el registro, y que a los compradores de plata se le entregaban las 
barras sin dar recibos en la sala del tesoro, quedando la razón en la contaduría, en el 
registro de la Real Hacienda que llevaba el oficial m yor, o bien en el registro del 
oficial de difuntos si la plata labrada correspondía a esta hacienda741. Asimismo, 
confirmó lo que las pesquisas del visitador ya habían sacado a la luz en relación al libro 
que debía estar en las arcas de la Real Hacienda y de bienes de difuntos, pues Muñoz de 
Dueñas afirmó que los libros que tenían en su poder l s oficiales de la contaduría eran 
los únicos que tenían el control sobre el cargo y data que se hacía al tesorero de la Casa. 
Como afirmó Munibe, Muñoz de Dueñas era el encargado de recibir y meter en 
las arcas de la sala del tesoro las cantidades que los compradores de oro y plata o el 
tesorero de la casa de la Moneda le entregaban una vez labrado el metal. El oficial 
mayor de la tesorería afirmó que los compradores de oro y plata daban sus recibos al 
                                                
738 Ibidem. Fol. 27R. 
739 Ibidem. Fol. 25V-26R.  
740 Ibidem. Fol. 27V-29R. 
741 Ibidem. Fol. 30V.  
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tesorero de la casa de la Moneda para a continuación, recibir las cantidades labradas y 
llevarlas a la sala del tesoro de la Casa, aunque reconoció que en ocasiones se pagaban 
las libranzas de la Real Hacienda directamente desde la casa de la Moneda, sin devolver 
el dinero a las arcas de la Contratación, siendo él mismo el encargado de recibir de los 
asentistas y hombres de negocios las cartas de pago de haber cobrado las cantidades 
expresadas en las libranzas742. Como podemos ver, el estilo que se tenía en la Cas de la 
Contratación sobre el control de la plata que salía de la sala del tesoro con destino a los 
compradores de oro y plata, así como su vuelta a la Cas  para acometer allí el pago de 
las libranzas, era distinto al estipulado en las ordenanzas de la institución.  
Las declaraciones continuaron y los “descuidos” u omisiones del tesorero o de su 
oficial mayor, Juan Muñoz de Dueñas siguieron saliendo a la luz. Fernando García 
Bueno, oficial del tesorero de la casa de la Moneda, Ju n de Asain Ugalde, reconoció 
ante el visitador que tenía en su poder 4.000 escudo  de oro que pertenecían a la Real 
Hacienda y que los custodiaba en la casa de la Moneda por petición de Juan Muñoz de 
Dueñas, cuando deberían haber ingresado en la Casa de la Contratación. Del mismo 
modo que había reconocido Muñoz de Dueñas en su declaración, afirmó que el lugar 
donde se pagaba a los asentistas y hombres de negocios las libranzas de S.M. era en la 
casa de la Moneda, y, por tanto, no se llevaba la plat de vuelta a las arcas del tesoro743.  
Asimismo, el receptor de la avería, Pedro de Camino, reconoció haber recibido de 
Juan Muñoz de Dueñas 5.254.000 reales por cuenta de la av ría de la Real Hacienda por 
recibos simples, sin estar tomada la razón de dichas cantidades, y sin libranzas, 
habiendo percibido algunas cantidades en la sala del tesoro en presencia de los jueces 
oficiales, así como otras en la casa de la Moneda, cobrando estas últimas partidas por 
mano del tesorero de la casa de la Moneda, quien tenía orden de Juan Muñoz de Dueñas 
para acometer estos pagos744. 
El tesorero de la casa de la Moneda, Juan de Asain Ugalde fue reclamado a 
exhibir los libros donde quedaban anotadas las partidas que recibía en la casa de la 
Moneda de los compradores de oro y plata y la cantid d de metal argentífero que estaba 
debiendo a Juan Muñoz de Dueñas de lo que le habían entregado los compradores de 
oro y plata de cuenta de la Real Hacienda, de bienes de difuntos o de cualquier otra 
hacienda de la Casa de la Contratación pertenecient a la armada del General Francisco 
                                                
742 Ibidem. Fol. 33V 
743 Ibidem. Fol. 35V-36V.  
744 Ibidem. Fol. 36V-38R. 
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Díaz Pimienta, que había llegado en diciembre de 1643. Ugalde entregó los libros que le 
pedía el visitador y certificó que de la armada citda de 1643 se habían entregado en la 
casa de la Moneda por los compradores de oro y plata or cuenta de S.M. y bienes de 
difuntos para entregar en la Casa de la Contratación 6.124.155 maravedíes745. En 
aquellos libros del tesorero de la casa de la Moneda, que llevaban por título “libro de 
firmas del tesorero de la Casa de la Contratación de Sevilla y de los compradores de 
plata” estaban los recibos firmados por Juan Muñoz de Dueñas de la plata labrada en la 
casa de la Moneda entre 1639 y 1644 perteneciente a la Real Hacienda y a bienes de 
difuntos que debían ingresar en la sala del tesoro de la Casa746. Es decir, el oficial mayor 
de la tesorería, quien tenía poder del tesorero de la Casa de la Contratación para cobrar 
la plata labrada de la casa de la Moneda747 era quien recibía las cantidades de la ceca de 
parte del tesorero Juan de Asain Ugalde. 
La evidencia de que muchas de esas cantidades no volvían a la Casa de la 
Contratación y que era en la propia casa de la Moneda en la que se pagaban las 
libranzas de la Real Hacienda a los asentistas y hombres de negocios también quedó 
recogida en los libros que formaban los oficiales d la ceca. Al respecto, Fernando 
García Bueno, oficial del tesorero de la casa de la Moneda, Juan de Asain Ugalde, 
exhibió a la visita los libros donde anotaba las cantid des que se habían pagado a ciertas 
personas por orden de Juan Muñoz de Dueñas en 1644.Sirvan como ejemplos las 
partidas pagadas en 20 de febrero de dicho año de 40.000 reales a Juan Cervino, 
correspondientes de asentistas genoveses como Bartolomé Spinola o Francesco María 
Pichinotti, o los 40.000 reales abonados en 3 de marzo del mismo año a Alfonso y 
Gaspar Rodríguez Pasarino, correspondientes del asentista portugués Jorge de Paz 
Silveira748. Por tanto, había llegado el momento de interrogar a aquellos 
correspondientes en Sevilla de asentistas y hombres de negocios que cobraban sus 
                                                
745 Ibidem. Fol. 40V. 
746 Ibidem. Fol. 41R-41V. 
747 De hecho, el libro que entregó Juan de Asain Ugalde  la visita comenzaba de la siguiente manera: “La 
Casa de la Contratación y en su nombre el señor don Antonio Manrique, tesorero juez oficial de la dicha 
Casa y por su merced el señor Juan Muñoz de Dueñas en virtud de su poder que pasó ante Lucas García, 
escribano público de Sevilla en 17 de agosto de 1639 […]”. Ibidem. Fol. 42R. 
748 Ibidem. Fol. 54V-55R. Sobre las correspondencias sevillanas de estos asentistas y hombres de 
negocios que cobraban estas partidas, véase: Carlos Álvarez Nogal, Los banqueros de Felipe IV y los 
metales preciosos americanos (1621-1665) (Madrid: Banco de España, 1997). Concretamente sobre la 
correspondencias de los hermanos Pasariño con Jorge de Paz Silveira, véase: Cristina Hernández Casado, 
«El negocio de los asientos: Jorge de Paz Silveira, fin nciero portugués al servicio de Felipe IV», en 
Monarquías en conflicto. Linajes y nobleza en la articulación de la Monarquía Hispánica, ed. José 
Ignacio; Fortea Pérez et al. (Madrid: Fundación Española de Historia Moderna / Universidad de 
Cantabria, 2018), pp. 441-449. 
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libranzas en la Casa de la Contratación, y conocer l s procedimientos de la institución 
como oficina de pago de la monarquía.  
 
Las relaciones entre la tesorería y los agentes en S villa de los hombres de negocios  
 
En la Casa de la Contratación, el pago de las libranzas pertenecientes a la Real 
Hacienda se distribuía por Cédulas Reales dadas por el Consejo de Indias y de 
Hacienda. Por el primero se recibían las órdenes generales, y por el segundo las órdenes 
particulares donde se indicaba a qué personas iban destinadas las libranzas. A partir de 
este momento, los correspondientes en Sevilla de los asentistas y hombres de negocios, 
mediante una petición con la cédula de la libranza en la sala de gobierno de la Casa 
iniciaban el proceso para que el tesorero les pagara las cantidades que les adeudaba la 
Real Hacienda749.  
En diversos estudios, Carlos Álvarez Nogal señaló cómo, en la misma coyuntura 
que se produjo la visita a la Casa de la Contratación, la institución estaba sufriendo un 
progresivo desprestigio y regionalización como oficina de pago, tanto por las 
dificultades de la Real Hacienda para cumplir con ls compromisos que tenía 
adquiridos, como por el trato que daban los oficiales reales de la institución a los 
correspondientes de los hombres de negocios a la hora de cobrar sus consignaciones, 
cuestión esta última menos conocida. Este desprestigio de la Casa como oficina de pago 
a los hombres de negocios fue debido, entre otras cue tiones, a la disposición anticipada 
del dinero americano que debía llegar a la Casa de l Contratación, destinado a atender 
los gastos de cancelación de los compromisos crediticios de la monarquía, y que hizo 
que muchas remesas indianas nunca llegaran a la institución sevillana al situar las 
libranzas en las cajas reales americanas, en las flotas, en la bahía de Cádiz, o en 
intermediaros como el comprador de oro y plata de Sevilla, Bernardo de Valdés, que 
sustituyeron a la Casa como oficina de pago que tradicionalmente había mantenido estas 
relaciones con los hombres de negocios. Estas cuestion  hicieron que el dinero 
disponible en la Casa para hacer frente a los créditos e los asentistas y hombres de 
negocios fuera menor. No obstante, en la década de 1640, además de acometer el 
importante gasto de la avería, incrementado tras la quiebra en 1642 del asiento que tomó 
el Consulado por tres años en 1640, la Casa de la Contratación distribuía aun la mayor 
                                                
749 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 79. 
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parte de lo remitido en las remesas indianas en cancelar los compromisos adquiridos 
con los hombres de negocios750.  
Pues bien, en el marco de la visita a la sala del tesoro de la Casa de la 
Contratación, entre septiembre y octubre de 1644, Juan de Góngora llamó como testigos 
de la visita a los correspondientes en Sevilla de los principales asentistas y hombres de 
negocios de la monarquía para que declararan sobre la forma y estilo que tenía la Casa 
en pagarles sus libranzas751. El interés del visitador estuvo en conocer qué ministro de la 
Casa era quien le satisfacía sus libranzas, si cobraban en barras o en reales de plata, el 
lugar físico donde cobraban, y qué derechos pagaban en la Casa al escribano ante el que 
hacían las cartas de pago y en la contaduría por tomar la razón de las libranzas, así como 
otros gastos que les reclamaran los oficiales de la Casa por hacer efectivos los 
despachos de sus cobranzas. En el siguiente cuadro hemos situado a los 
correspondientes en Sevilla de asentistas y hombres de negocios que en el año 1644 
cobraron libranzas de la Real Hacienda en la Casa de la Contratación y que fueron 
                                                
750 Carlos Álvarez Nogal, «Desde 1621», en La formación de las sociedades iberoamericanas (1568-
1700), ed. Demetrio Ramos Pérez (Madrid: Espasa Calpe, 1999), pp. 615-641; Carlos Álvarez Nogal, 
Sevilla y la Monarquía Hispánica en el siglo XVII. Dinero, crédito y privilegios en tiempos de Felipe IV; 
Carlos Álvarez Nogal, «Un comprador de oro y plata en la Sevilla del siglo XVII. Bernardo de Valdés al 
servicio de la Real Hacienda», en Relaciones de poder y comercio colonial: nuevas perspectivas, ed. 
Enriqueta Vila Vilar y Alan J Kuethe (Sevilla: Consejo Superior de Investigaciones Cientificas, 1999), 
pp. 85-115. 
751 La bibliografía que aborda las relaciones entre la monarquía y estos asentistas y hombres de negocios 
es extensa, a nuestro parecer, destacan: Antonio Domínguez Ortiz, Política y Hacienda de Felipe IV; 
Domínguez Ortiz, «Los caudales de Indias y la política exterior de Felipe IV»;Carlos Álvarez Nogal, Los 
banqueros de Felipe IV y los metales preciosos americanos (1621-1665) (Madrid: Banco de España, 
1997); Carlos Álvarez Nogal, «El poder de los banqueros genoveses en la corte de Felipe IV», en C tros 
de poder italianos en la Monarquía Hispánica (s. XV- III), ed. José Martínez Millán y Manuel Rivero 
Rodríguez (Madrid: Polifemo, 2010), pp. 1095-1121; Carmen Sanz Ayán, «El crédito de la corona y los 
hombres de negocios en los últimos años del reinado de Felipe IV», Cuadernos de Historia Moderna, 9.9 
(1988), pp. 63-94; Carmen Sanz Ayán, «Los banqueros del rey y el conde duque de Olivares», en F lipe 
IV: el hombre y el reinado, ed. José Alcalá-Zamora (Árbol académico, 2005), pp. 157-76; Carmen Sanz 
Ayán, «Presencia y fortuna de los hombres de negocios genoveses durante la crisis hispana de 1640», 
Hispania, 219 (2005), pp. 91-114.Álvaro Sánchez Duran, «El crédito portugués en la Monarquía 
Hispánica de Felipe IV: los asientos de la familia Núñez Mercado (1640-1652)», Cuadernos de Historia 
Moderna, 42.1 (2017), pp. 57-86; Álvaro Sánchez Durán, «Los h mbres de negocios portugueses: una 
élite profesional en la Castilla del siglo XVII. Posibilidades de movilidad social e intermediación», 
Tiempos Modernos, 31, (2015), pp. 193-220; Álvaro Sánchez Durán, «Iformación y reputación en el 
siglo XVII: la construcción de la confianza en redes sociales de hombres de negocios portugueses», 
Studia Historica, Historia Moderna, 2.38 (2016), pp. 425-466; Álvaro Sánchez Durán, «I teracciones 
entre hombres de negocios de la nación portuguesa y élites políticas en la Monarquía Hispánica: el doctor 
Andrés de Fonseca y las rentas reales de Málaga (1645)», en Estudios sobre la corrupción en España y 
América (siglos XVI-XVIII), ed. Francisco Gil Martínez y Amorina Villareal Brasca (Almería: 
Universidad de Almería, 2017), pp. 81-104; Cristina Hernández Casado, «El negocio de los asientos: 
Jorge de Paz Silveira, financiero portugués al servicio de Felipe IV»; Cristina Hernández Casado, 
«Gonzalo Núñez de Sepúlveda: esclavista, financiero, hidalgo. Historia de un ascenso social (1585-
1655)», en De la nobleza y la caballería: privilegio, poder y servicio en la articulación de la sociedad 
moderna s.XVI-XVII, ed. Elena María García Guerra, Héctor Linares González, y Marina Perruca Gracia 
(Palermo: New Digital Press, 2019), pp. 361-374. 
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llamados a testificar en la visita ante Juan de Góngora sobre estas cuestiones 
antecedentes: 
 
Agentes en Sevilla de asentistas y hombres de negocios que testificaron ante Juan de Góngora en 1644 
Correspondiente  Hombre de negocios Fecha 
Marcos Gois de Morais Salvador Báez Martínez 09-09-1644 
Nicolás Quin Benjamín Wright 09-09-1644 
Diego de Silveira Jorge de Paz Silveira 09-09-1644 
Antonio Rivero Duarte Díaz de Olivares 22-09-1644 
Alonso Alemán Antonio Balbi/ José Strata/ Juan 
Lucas Palavesín 
23-09-1644 
Gaspar Rodríguez Pasariño Jorge de Paz Silveira/ Juan de 
Silva de Lisboa 
23-09-1644 
Diego Cardosso Por sí mismo / Martín Ladrón de 
Guevara 
25-09-1644 
Melchor de Vis Nicolás Buenaventura 30-09-1644 
Antonio Núñez Gramajo Duarte Brandón Suárez 05-10-1644 
Juan Jacome Spinola Jacome María Spinola 06-10-1644 
Simón Suárez Por sí mismo / Duarte Fernández/ 
Luis Antonio de Morales752 
11-10-1644 
Alejandro Macis Luis Rugero Clarise 12-10-1644 
Nicolás Prato Duarte Brandón / Juan Tomás/ 
Andrea Piquinoti 
12-10-1644 
Enrique de Andrade Simón Méndez  13-10-1644 
Juan Cervino Por sí mismo / Juan Lucas 
Palavesín/ Juan Jacome Spinola / 
Bartolomé Spinola / Octavio 
Centurión /Simón de Fonseca 
15-10-1644 
Francisco Fernández de Solís  Para sí mismo 20-10-1644 
Luis de Ávila Duarte Fernández 20-10-1644 
Fuente: AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. 
A tenor de las declaraciones ante Góngora de los correspondientes en Sevilla de 
los asentistas y hombres de negocios es posible afirmar que Juan Muñoz de Dueñas, 
oficial mayor de la tesorería, era el encargado de satisfacer sus libranzas, tanto las que 
percibían en barras de plata, como aquellas que recibían en reales una vez que las barras 
del metal argentífero pertenecientes a la Real Hacienda eran labradas en la casa de la 
Moneda. En la mayoría de las libranzas que en el año 1644 se destinaron a pagar los 
                                                
752 Para Luis Antonio de Morales, portugués vecino de Málaga, Simón Suárez cobró unas partidas de 
registro que le fueron embargadas en 1641 procedents del “embargo de bienes de portugueses”. 
Consiguió cobrarlas tras un complicado proceso en la sa a de justicia de la Casa. Sobre este portugués 
afincado en Málaga aportó algunos datos Sánchez Durán, «Información y reputación en el siglo XVII: la 
construcción de la confianza en redes sociales de hombres de negocios portugueses». Sobre el proceso de 
embargo, véase: Pedro Collado Villalta, «El embargo de bienes de los portugueses en la flota de Tierra 
Firme de 1641», Anuario de Estudios Americanos, 36, (1979), pp. 169-207. Aunque Collado Villalta 
anotó “Luis Antonio de Morais” se trata de la misma persona.  
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compromisos con los hombres de negocios en la Casa de la Contratación, una parte del 
importe de la libranza la cobraron sus agentes en barras de plata en la sala del tesoro de 
la Casa, y otra parte en reales. Ahora bien, los pagos que el oficial mayor de la tesorería 
hacía en moneda, tanto cuando se trataba de una libranza completa, como parte de ella, 
eran satisfechos directamente en la casa de la Moneda, sin que antes hubiera vuelto la 
plata labrada a la Casa de la Contratación para efectuar allí los pagos, como debía ser 
según lo estipulado en las ordenanzas de la Casa. Sirv  como ejemplo, las clarividentes 
palabras que al respecto expresó Diego de Silveira, sobrino y correspondiente en Sevilla 
del asentista portugués Jorge de Paz Silveira, quien af rmó ante el visitador que “una 
partida de 50 o 60.000 reales se la libró Juan Muñoz de Dueñas en la casa de la Moneda, 
y desde allí dispuso del dinero, porque lo que el dicho Juan Muñoz de Dueñas paga en 
la casa de la Moneda no se trae a la sala del tesoro”753.  
El cobro de las libranzas en reales directamente en la casa de la Moneda fue un 
punto común en todas las declaraciones de los correspondientes en Sevilla de hombres 
de negocios. Es decir, todos los testigos confirmaron que una vez que la plata salía de la 
sala del tesoro, con destino a los compradores de oro y plata y estos la entregaban 
puesta a la ley para ser labrada, las monedas de reales no volvían a la sala del tesoro de 
la Casa de la Contratación, sino que era en la misma casa de la Moneda donde se 
efectuaban los pagos de las libranzas en moneda. Est  cuestión fue justificada por 
algunos agentes de hombres de negocios como Gaspar Rodríguez Pasariño “por la 
brevedad de las pagas respecto de los aprietos que e hacían de Madrid para cumplir las 
libranzas y por ser otros días víspera de fiestas que no había lugar para llevar el dinero a 
la Casa de la Contratación”754. No obstante, ya en 1644, e incluso con anterioridad, a la 
intervención en 1650 de Bernardo de Valdés para hacer frente a los pagos de ciertas 
libranzas755, algunos correspondientes de hombres de negocios también cobraron 
directamente sus libranzas de los compradores de oro y plata, que recibían la orden de 
Juan de Muñoz de Dueñas para que las pagaran y que también eran abonadas en la casa 
de la Moneda756. Otro punto en común que encontramos en todas las declaraciones de 
los agentes en Sevilla de los hombres de negocios fue que, con anterioridad a que estos 
                                                
753 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 82R. 
754 Ibidem. Fol. 127R-128R.  
755 Álvarez Nogal, «Un comprador de oro y plata en la Sevilla del siglo XVII. Bernardo de Valdés al 
servicio de la Real Hacienda». 
756 Antonio Núñez Gramajo cobró con poder del asentista Duarte Brandón Suárez en 1642 y 1643 en la 
casa de la Moneda directamente de los compradores de oro y plata. En AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 
5. Fol. 163R-165V. Asimismo, Juan Ventura de Solís, cajero de Juan Cervino, afirmó lo mismo en su 
dicho ante el visitador. Ibidem. Fol. 161R-162V.  
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percibieran las cantidades estipuladas en las libranzas, otorgaban las cartas de pago a 
favor del tesorero ante el escribano de la Casa que le tocaba por turno esta labor. Es 
decir, otorgaban las cartas de pago sin haber percibido todavía las barras o reales de sus 
libranzas.  
Aun siendo la prueba testimonial la más importante de sta parte de la visita, para 
conocer con mayor profundidad aquellos largos procesos para cobrar sus libranzas en la 
Casa que los agentes de los hombres de negocios describían al visitador, Juan de 
Góngora, dictó un auto mediante el cual les solicitó que exhibieran sus libros manuales 
donde anotaban las partidas que habían cobrado de Juan Muñoz de Dueñas y los gastos 
que habían tenido en la Casa para percibirlas. Por tanto, en el proceso de la visita 
quedaron copiadas aquellas páginas de los libros de estos agentes de hombres de 
negocios en los que daban cuenta de las libranzas cobradas por ellos y de los derechos 
que pagaban en la Casa, y así, despojados los testimonios de la indudable carga 
tergiversadora que llevó a algunos de los testigos a afirmar “que en la Casa se pagan 
derechos excesivos a los escribanos” o “que no pagaban derechos ningunos”, nos 
permite conocer con mayor detalle los procedimientos de los oficiales de la Casa, desde 
el momento en que un agente de asentista o hombre de n gocios presentaba una petición 
para cobrar una libranza en la sala de gobierno de la Casa hasta que le era satisfecha, así 
como lo que pagaba por estos trámites burocráticos.  
Como hemos referido, una vez que la sala de gobierno, a la vista de la petición y 
de la libranza entregada por el agente de hombre de negocios aprobaba que el tesorero 
pagara una libranza, el interesado debía presentars ante el escribano de la Casa y 
conformar una carta de pago de la cantidad expresada en la libranza, firmar la carta de 
pago en la oficina del escribano, que daba cuenta al tesorero y a partir de ahí percibía la 
cantidad adeudada. Este proceso podía tardar un tiempo n producirse, una dilación que 
normalmente era causada por no haber reales labrados, pero también, dada la 
ambigüedad de algunas libranzas que expresaban que se pagaran en barras o en reales, 
por la preferencia de los hombres de negocios en cobrar en moneda y no en barras de 
plata que, en no pocas ocasiones, venían bajas de ley  las Indias. Así lo expresó, entre 
otros, Juan Jacome Spinola, quien en su dicho ante Góngora afirmó que los hombres de 
negocios rehusaban recibir las barras de plata “porque públicamente se dice vienen 
faltas de ley” y que si a veces había dilación en labrar la plata se debía a que “los 
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compradores de plata no querían hacerse cargo de las barras por venir bajas de ley de las 
Indias”757.  
Sobre estas cuestiones declararon ante Góngora el tesorero de la casa de la 
Moneda, Juan de Asain Ugalde, quien reconoció que la plata de la Real Hacienda se 
vendía a los compradores de oro y plata por la ley que traía de Indias más 6 maravedíes 
y medio por marco y que los compradores de plata se habían quejado porque las barras 
venían faltas de ley758; por su parte el alcalde de la Casa de la Moneda, Francisco 
Manrique, especificó que estas faltas eran considerables en todas las barras que venían 
de Indias, y consistían entre 3, 4, 5 o 6 gramos en cada marco, siendo las del Perú y 
Tierra Firme las que más faltas de ley venían, “a causa de los malos ensayadores que 
por malicia o por ignorancia muy próxima a malicia, h cían que la falta de ley cada vez 
fuera mayor”759. Sin duda esto tenía consecuencias tanto en el comer io, pues los 
compradores de plata les bajaban a los particulares de las barras algunas cantidades 
conforme a lo que habían acordado por cada barra, pero también para los propios 
compradores de plata, siendo esta cuestión una posible causa de la desaparición de 
muchos compradores de oro y plata de Sevilla760.  
Continuando con el estudio de los libros manuales de los agentes en Sevilla de 
hombres de negocios, donde quedaron recogidos el pago de derechos a los escribanos y 
otros oficiales de la Casa por las cartas de pago y la expedición del cobro de sus 
libranzas, quedó de manifiesto que no había un precio fijado por estas labores 
burocráticas, sino que cada particular pagaba por cada arta de pago y por las demás 
acciones en la Casa lo que creía conveniente. Entre otros, así lo expresó Alejandro 
Macís al exhibir sus libros y ser preguntado por el visitador por los pagos de derechos 
que constaba había hecho en la Casa. Macís acudió en 1644 por primera vez a cobrar 
unas libranzas en la Casa con poder del asentista Luis Rugero Clarise y, ante la novedad 
a la que se enfrentaba, preguntó a Juan Jacome Spinola sobre los derechos que pagaban 
                                                
757 Ibidem. Fol. 167V-168R.  
758 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Declaración de Juan de Asain Ugalde ante Juan de Góngora.  
759 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Declaración de Francisco Manrique ante Juan de Góngora.  
760 Sobre el mercado de la plata y los beneficios de los compradores de oro y plata, aunque para la 
segunda mitad del siglo XVI, véase: Rafael Donoso Anes, El mercado de oro y plata de Sevilla en la 
segunda mitad del siglo XVI. Una investigación histór co-contable a través de los libros de cuentas de la 
Casa de la Contratación (Sevilla: Servicio de publicaciones del Ayuntamiento de Sevilla, 1992).A 
propósito de la desaparición de los compradores de oro y plata en Sevilla a finales del siglo XVII, puede 
verse una aproximación en: José Manuel Díaz Blanco, «La transformación de la economía atlántica en el 
siglo XVII: la desaparición de los compradores de oro y plata en Sevilla», en Mercaderes y redes 
mercantiles en la Península Ibérica. Siglo XV-XVIII, ed. Manuel Francisco Fernández Chaves y Béatrice 




en la Casa, a lo que le respondió “que allí -en la Casa- no había tasa, sino lo que cada 
uno quería pagar”761. Pero algunos de los correspondientes sí parece que tenían un 
precio estipulado que pagaban por sus cartas de pago. Así, por ejemplo, Gaspar 
Rodríguez Pasariño dijo ante el visitador que pagó l escribano Juan Ramírez 
Bustamante 16 reales de plata por cada carta de pago y “además de esto les daba –a los 
escribanos- de su voluntad alguna cosa cuando le parecía, sin que se lo pidiesen”762.  
Pero además, en las exhibiciones de los libros manuales de los agentes de 
hombres de negocios en Sevilla, que revelaron que en ocasiones éstos pagaban a los 
escribanos, al oficial mayor de la tesorería y al oficial mayor de la contaduría por la 
brevedad de los despachos en satisfacer sus libranzas, con respecto al pago de derechos 
en la Casa, la suma más destacable por este concept, que está en relación con el total 
que montaron las libranzas que cobró en la Casa en 1644, fue la anotada en los libros de 
de Juan Cervino, quien en 1644 percibió libranzas en nombre de importantes asentistas 
como Juan Lucas Palavesín, Juan Jacome Spinola, Bartolomé Spinola, Octavio 
Centurión o Simón de Fonseca, por valor de 160.348.569 maravedíes, y que pagó 
273.530 maravedíes de plata de derechos en la Casa763. En sus libros, las anotaciones de 
gastos en la Casa por sus cobranzas venían reflejadas al por mayor, lo que no nos 
permite conocer a qué ministros pagaba y por qué concepto, pero su declaración ante el 
visitador es un ejemplo de cómo se engrasaban las rel ciones entre importantes agentes 
de hombres de negocios en Sevilla y los oficiales d la Casa de la Contratación en 
relación a la cobranza de sus libranzas.  
Juan Cervino expresó que pagaba entre 100 y 300 reales de plata, según la 
cantidad de cada libranza, a los escribanos por las cartas de pago cuando le pagaban en 
barras de plata en la sala del tesoro de la Casa, y que tenían que asistir al peso de la 
plata y su trabajo era mayor, y por eso había “procurado pagarles con liberalidad a los 
dichos escribanos sin esperar a que se lo pidan, porque le den buen despacho”764, y 
cuando cobraba en la casa de la Moneda, donde el trabajo del escribano era menor 
“porque ordinariamente se han cobrado en la casa de l Moneda donde les ha pagado 
Juan Muñoz de Dueñas y el trabajo de los escribanos sol  ha consistido en otorgar ante 
ellos la carta de pago, les pagaba 4 o 5 reales de plata por cada carta de pago”765. 
                                                
761 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 193V. 
762 Ibidem. Fol. 128R.  
763 Ibidem. Fol. 202R-209R. 
764 Ibidem. Fol. 205V.  
765 Ibidem. Fol. 205V.  
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Asimismo, reconoció que pagaba en la contaduría 2 o 3 reales por asentar cada libranza 
y 4 reales al escribiente de la contaduría, medio real al contraste de la Casa por pesar 
cada barra de plata y 100 reales de vellón al año a l s porteros para que se los 
repartieran entre ellos “por el cuidado de juntar las l aves en la sala del tesoro para la 
paga de las dichas libranzas”766. Ante la pregunta del visitador sobre si pagaba algunas 
cantidades a Juan Muñoz de Dueñas o a otro ministro de la Casa por sus despachos, la 
respuesta de Juan Cervino muestra otros vínculos entre éste y los oficiales de la 
Contratación que pudieron facilitarle los cobros de sus libranzas. Al respecto, tanto 
Cervino, como sus cajeros Lorenzo de Inurrigarro y J sé Centurión, que declararon tras 
él, confirmaron que algunos ministros de la Casa entre los que se encontraba Juan 
Muñoz de Dueñas le habían pedido algunas letras de plata para Madrid sin intereses, 
cuando los intereses estaban al 2 %, y que se las había facilitado porque “los necesitaba 
para estas cobranzas”767.  
Pero si de la relación entre Juan Cervino y ciertos ministros de la Casa como Juan 
Muñoz de Dueñas puede deducirse que se complementaban para sus intereses con 
favores mutuos, otros agentes de hombres de negocios con menos capacidad de 
negociación recurrían a otros métodos para el buen despacho de sus cobranzas en la 
Casa. Un método muy cercano al cohecho quedó de manifiesto cuando Melchor de Vis 
exhibió el libro de sus operaciones ante el visitador. Melchor de Vis cobró en marzo de 
1644 una libranza de 6.253.938 maravedíes pertenecient s al asentista Nicolás 
Buenaventura y pagó 544 reales de plata por los despachos de su libranza, entre los que 
se encontraban 100 reales de plata a Juan Muñoz de Dueñas para que le despachase con 
brevedad. Ante este hecho por el que fue preguntado por Góngora, el correspondiente 
en Sevilla de Nicolás de Buenaventura declaró que “había estilo y costumbre en 
cualquier cobranza dar un regalo al oficial mayor de la tesorería y de la contaduría”768. 
Pero esto no fue un caso aislado de 1644, sino que se r pitió en más ocasiones. El 
mismo Melchor de Vis exhibió los libros donde había asentado las libranzas que cobró 
en la Casa en 1642. Por una libranza que cobró el 27 de mayo de 1642 de cantidad de 
10.488.065 maravedíes de plata pagó un total de 464 reales de plata y 58 reales de 
                                                
766 Ibidem. Fol. 206V.  
767 Ibidem. Fol. 207V-210R. Juan Cervino exhibió las letras de cambio que había dado desde 1640 a 
oficiales de la Casa de la Contratación entre los que también se encontraban los presidentes Juan de 
Santelices y Manuel Pantoja; los jueces oficiales Diego de Villegas, Francisco de la Parra, Andrés de 
Munibe y Juan Antonio del Alcázar; el fiscal Alonso Hurtado; los jueces letrados Miguel Muñoz, 
Francisco de Mansilla, y Rodrigo Serrano; y oficiales de la avería como Simón de Gaviola; Mateo de la 
Parra y Pedro de Camino. En AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 285R-288V. 
768 Ibidem. Fol. 159R.  
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vellón de derechos en la Casa, de los cuales, 320 reales fueron a parar al oficial mayor 
de la contaduría y al oficial mayor de la tesorería769.  
Como vemos, en ciertos libros que exhibieron a la visita los correspondientes de 
hombres de negocios, quedaron recogidos diversos pagos al oficial mayor de la tesorería 
y otros oficiales de la Casa por “el buen despacho de sus cobranzas”. No obstante, pese 
a que los datos, aun fragmentarios y limitados evidencian estos pagos que podíamos 
calificar como cohechos, otros correspondientes de hombres de negocios veían con 
buenos ojos la labor de Juan Muñoz de Dueñas. Esto es posible comprobarlo en 
declaraciones como la de Juan Jacome Spinola quien afirmó que “había ofrecido regalos 
a Muñoz de Dueñas para que le pagara en reales, pero este no los había querido 
recibir”770 o Simón Suárez quien defendió a Muñoz de Dueñas calificándole como “el 
mejor ministro que hay en la Casa, más limpio y celoso de cumplir con sus 
obligaciones”771. De tales aseveraciones puede deducirse que, o bien dir ctamente 
estaban defendiendo a quien les pagaba sus libranzas ante el visitador porque su 
relación con estos procesos había sido efectiva, o bien, otra posibilidad podría ser que 
Muñoz de Dueñas no se dejara sobornar por todos los agentes de hombres de negocios, 
sino solo por aquellos de los que podía obtener algún rédito mayor.  
En lo que respecta al pago de derechos a los escribanos por las cartas de pago que 
hacían de las libranzas también se entremezclaban otr s relaciones que daban lugar a 
tratos preferenciales o diferentes al resto de agentes de hombres de negocios. Por 
ejemplo, Alonso Alemán, quien en 1644 tenía poder de los herederos del asentista 
Antonio Balbi para cobrar lo procedido de los azogues que se traían de Alemania por 
cuenta del asentista genovés772, al tiempo de otorgar las cartas de pago ante el escribano 
Juan Ramírez Bustamante, expresó que “otorgó las cartas de pago y no pagó derechos 
ningunos a Ramírez Bustamante porque aunque se los ofreció, nunca los quiso recibir 
por la dependencia que tiene y amistad con este tesigo por ser contador del señor 
conde-duque, cuyo es oficio de escribano que sirve el dicho Juan Ramírez”773. En 
efecto, Alonso Alemán era además contador de los Reales Alcázares, y la dependencia 
                                                
769 Ibidem. Fol. 168V-169V. Las cantidades que pagó en la Casa, pormenorizadas, fueron las siguientes: 
al escribano Francisco de Vilches 128 reales de plata y 46 reales de vellón a su escribiente; al contraste 
Damián Camacho, por pesar 40 barras de plata le pagó 16 reales de plata; a los porteros de la Casa 12 
reales de vellón y al oficial mayor de la contaduría y de la tesorería, 320 reales de plata.  
770 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 168V.  
771 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 190V. 
772 Sobre Antonio Balbi y los asientos de mercurio centroeuropeo que contrató con la monarquía, véase: 
Álvarez Nogal, Los banqueros de Felipe IV y los metales preciosos americanos (1621-1665), pp. 80-85. 
773 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 125R. 
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que tanto él, como el escribano de la Casa, quien arr dó el oficio al valido por 800 
ducados al año, tenían con Olivares, alteraba las condi iones que el agente de Antonio 
Balbi debía cumplir en la Casa de la Contratación. Como podemos observar, estos 
vínculos que generaban tratos de favor en el pago de derechos en la Casa fueron una 
consecuencia más de las perpetuaciones de oficios en las décadas antecedentes en la 
Casa de la Contratación.  
Asimismo, en las quejas de los agentes en Sevilla de los hombres de negocios 
sobre los derechos excesivos de los escribanos eran p ceptibles otras consecuencias de 
los procesos de perpetuación que sufrieron estos oficios de escribanos de la Casa en la 
persona del conde-duque de Olivares y sus posteriores a rendamientos por los 
poderhabientes del valido en Sevilla. Como hemos visto con anterioridad, a partir de 
1625 las escribanías de la Casa que fueron quedando v cantes fueron arrendadas por el 
valido real en precio de 800 ducados al año774. Pues bien, según Simón Suárez, que era 
el agente en Sevilla del asentista portugués Duarte Fernández, y que afirmó ante el 
visitador que “se ha quejado muchas veces a los mismos escribanos diciéndoles que por 
una carta de pago y un auto que se provee en la sala de gobierno que no tiene medio 
pliego de papel se hayan llevado de derechos tan crecidos, ellos y sus oficiales, y los 
dichos escribanos le han respondido que pagan 800 ducados de arrendamiento cada un 
año por los oficios que sirven y que no pueden dejar de llevar los dichos derechos, y los 
pleitean y regatean con las partes como si fuera mecad ría […]”775. Es decir, al parecer, 
los escribanos se defendían de las quejas de los agentes de hombres de negocios por los 
derechos que les cobraban alegando que tenían que pagar un arrendamiento por sus 
oficios, pero sea como fuere, los perjudicados de pagar excesivos derechos por las 
cartas de pago que hacían los escribanos eran los correspondientes en Sevilla de los 
hombres de negocios, y por ende, ellos mismos.  
 
La hacienda de bienes de difuntos a cargo del tesorero 
 
La hacienda de bienes de difuntos de la Casa de la Contratación, controlada por el 
tesorero, tenía como objetivo gestionar los bienes de aquellas personas que morían en 
Indias, o bien en el viaje de ida o vuelta, y que habían remitido dichos bienes a sus 
                                                
774 Véase capítulo 4 de esta misma obra.  
775 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 5. Fol. 189V.  
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herederos en la península776. La Casa de la Contratación fue desde 1510 la institución 
encargada de la administración y entrega a sus herederos de los bienes procedentes de 
los fallecidos en Indias y en la travesía, y salvo un periodo corto de tiempo a inicios del 
siglo XVII, cuando el rey vendió el oficio de depositario de bienes de difuntos a Juan 
Castellanos de Espinosa, mantuvo la competencia sobre estos bienes a lo largo de toda 
su historia. Con anterioridad a este episodio, la administración de estos bienes había 
estado a cargo de los tres jueces oficiales, pero tras la quiebra en 1601 de Juan 
Castellanos de Espinosa, el tesorero de la Casa fue el juez oficial responsable de la 
custodia y distribución de los caudales de bienes de difuntos desde que ingresaban en 
las arcas destinadas a tal efecto en la sala del tesoro de la Casa de la Contratación. 
Como hemos visto, la responsabilidad del tesorero sobre esta hacienda, se debía 
garantizar en un incremento de 15.000 ducados en las fianzas a las que debía obligarse 
antes de entrar a ejercer el oficio.  
No obstante, como demostraron las visitas anteriores a la Casa, los abusos y 
fraudes cometidos por los oficiales de la Contratación sobre esta hacienda fueron 
habituales. De hecho, las primeras instrucciones sobre la administración de estos bienes 
que más tarde se recogieron en las ordenanzas definitivas de 1552, se originaron tras la 
visita a la Casa en 1526 de los consejeros de Indias Gonzalo Maldonado y Diego de 
Beltrán777. Que las cuentas de la administración de los bienes de difuntos en la Casa de 
la Contratación no se tomaban a los tesoreros con regularidad, lo demuestran los 
alcances que se producían contra estos cuando dejaban sus cargos y se ajustaban las 
cuentas que estaban a su cargo, así como las distintas órdenes que se recibieron en la 
Casa desde el Consejo instando a su control. Por una cédula de 10 de noviembre de 
                                                
776 Por ser objeto de nuestro estudio la administración de los bienes de difuntos en la Casa de la 
Contratación, no hemos incluido el proceso que seguían estos bienes en Indias. Para ello, siguen siendo 
fundamentales los trabajos clásicos de: Faustino Gutiérrez Alviz Conradi, Los bienes de difuntos en el 
derecho Indiano. El Juzgado de bienes de difuntos (Sevilla: Estudios jurídicos. Anales de la Universidad 
Hispalense, 1978 [1942]). Guillermo Lohmann Villena, «Índices de expedientes sobre bienes de difuntos 
en el Perú», Revista del Instituto Peruano de Investigaciones Genealógicas, 11.11 (1958), pp. 58-133. 
Una síntesis sobre la tutela de los bienes en Indias, puede verse en el capítulo 6 de la obra citada: 
Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el gobierno 
de las Indias (1503-1717). Asimismo, cuando el deceso se producía en la travesí , los trámites a seguir 
con estos bienes eran distintos. Este análisis, en un marco temporal amplio e incluido en un estudio sobre 
las actitudes de los hombres de la Carrera de Indias frente a la muerte en el mar, ha sido analizado en: 
Delphine Tempère, «Vivre et mourir à bord des navires espagnols au XVIIe siècles. Les hommes de la 
Carrera de Indias et du Galion de Manille à travers l s bienes de difuntos (1598-1717)», en Enjeux et 
difficultés d’un modèle européen dans les sociétés coloniales, ed. Bernard Grunberg (París: L’Harmattan, 
2007); Delphine Tempère, Vivre et mourir sur les navires du siècle d’or (París: Presses de l’Université 
Paris-Sorbonne, 2009).  
777 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 95. 
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1626 se mandó a los contadores de la avería que tomaran las cuentas de la 
administración de los bienes de difuntos en la Casa de l  Contratación, que estaban sin 
tomar desde 1596. Debían empezar por el dicho año o bien por las que estuvieron al 
cargo del tesorero Gaspar de Monteser, y debían tomarlas por las relaciones juradas que 
los tesoreros les daban y, si resultaban algunos alcances, debían dar noticia al presidente 
de la Casa para que las hiciera cobrar, devolviendo aquellas cantidades al arca de bienes 
de difuntos haciendo cargo de ellas al tesorero778. Los alcances sobre esta hacienda que 
resultaron contra los tesoreros posteriores a la fecha en que fue dictada esta cédula, 
parecen indicar que no se ejecutó lo ordenado en ella. 
Los fraudes sobre esta hacienda eran conocidos entre los ministros de la Casa, y 
en las declaraciones de testigos de la visita, afirm ciones como la del agente fiscal, 
quien defendió que “hay mucha murmuración entre los ministros de la Casa y otras 
personas que lo han entendido, de que las almas se defraudan de estos sufragios por no 
convertirse en ellos como se debía”779, alentaron que el visitador hiciera una 
investigación exhaustiva sobre la administración de estos bienes. Se pueden dividir las 
acciones del visitador en dos acciones del proceso que tocaban a la sala de gobierno en 
su decisión y en su ejecución a la tesorería. La recepción, la publicación y la indagación 
de herederos mediante el envío de la carta de diligenc as, y el pago de las libranzas de 
adjudicación de los bienes a sus herederos una vez demostrada su legitimidad.  
En cuanto al primer caso, las pesquisas de Góngora m straron que entre 1617 y 
1643, se habían dejado de mandar cartas de diligencias de los difuntos que, 
cuantificados por el contador de la visita, resultaron ser de importantes cantidades 
pertenecientes a esta hacienda que quedaron inciertos en la Casa780:  
 
Cantidades expresadas en maravedíes de bienes de difuntos que quedaron inciertos por no remitir la carta de 
diligencia. 1617-1643 
1617: 2.075.585  1619: 427.909  
1621: 3.124.956  1624: 3.862.842  
1627: 2.533.701  1629: 189.349  
1630: 4.949.018  1633: 3.967.841  
                                                
778 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 27R-28R. 
779 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de 
Góngora. Fol. 51R.  
780 La relación pormenorizada, por años y por difunto se encuentra en: AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 
54. Fol. 102R-122R. 
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1635: 1.972.136  1636: 889.329  
1637: 1.244.071  1638: 750.386  
1639: 1. 650.044  1640: 423.770  
1641: 2.484.029  1643: 1.561.145  
 Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 102R-122R.  
Que no se enviaran las requisitorias a los herederos de los difuntos y por 
consiguiente no tuvieran noticia ni oportunidad para reclamar sus legítimos bienes, no 
era un asunto menor, pues aunque aquellos bienes quedaran como inaplicables y 
pasaran a engrosar la Real Hacienda, constituían un fuente de recursos para pagar 
salarios de oficiales de la Casa u otros gastos de las siempre perennes urgencias de la 
corona781, amén de que no se estaban cumpliendo las disposiciones del derecho sobre 
estas herencias, también en muchas ocasiones aquellos bi nes inciertos fueron objeto de 
aprovechamientos por parte del tesorero, como mostrar n sus alcances en relación a la 
gestión de esta hacienda. Pero no solamente los alcances sobre los anteriores tesoreros 
de la Casa confirmaron que de los bienes de difuntos i aplicables, los tesoreros podían 
disponer con facilidad, pues en un reconocimiento de dos relaciones juradas del cargo y 
data de lo tocante a bienes de difuntos que entregó a la visita Juan Muñoz de Dueñas, y 
que abarcaban el periodo de tiempo desde que Andrés de Munibe entró a servir la plaza 
de tesorero, quedó de manifiesto que el tesorero y su oficial mayor habían distribuido y 
gastado sin aportar ningún recado para su justificac ón 7.029.600 maravedíes, 1.426.600 
maravedíes en plata y los 5.606.000 restantes en velló 782. 
En relación al procedimiento de adjudicación de los bienes, el visitador mandó al 
escribano de la visita que hiciera una revisión en los procesos de bienes de difuntos que 
se habían sustanciado en la sala de gobierno desde 1621. Aquel reconocimiento puso en 
evidencia otra fórmula por la que los jueces oficiales también podían tener cierto 
aprovechamiento en aquellos bienes que sí eran otorgad s a sus legítimos herederos. El 
escribano de la visita localizó en los autos de adjudicación que en ciertos procesos se 
habían sacado algunas cantidades que supuestamente era  destinadas a misas y obras 
                                                
781 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), pp. 
99-100. 
782 Aunque el oficial mayor de la tesorería intentó justificar que aquellos gastos se habían distribuido en 
comprar talegos para recoger el dinero en las arcas, en peones para traer el dinero de la casa de la Moneda 
a la sala del tesoro o que eran producto de distinta  mermas y faltas derivadas de estos procesos de porte y 
conducción, lo cierto es que Muñoz de Dueñas no presentó, ni el visitador halló recados que justificaran 
estos gastos. En AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 397R-399V.  
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pías de los difuntos, pero que no constaba que se hubi ran distribuido en las mismas. El 
montante total de las cantidades que se habían retirado de las adjudicaciones con este 
concepto, sin que se demostrara que se habían empleado en misas y obras pías desde 
1621 hasta 1638 ascendió a 16.857 reales de plata. Por tanto, ante aquellas pesquisas 
que mostraban que desde la sala de gobierno se había echo un uso inadecuado de la 
hacienda de bienes de difuntos, pues no estaba permitido que sacaran dinero para misas 
y obras pías de los difuntos, y mucho menos que no lo emplearan en las mismas, la 
responsabilidad y la sospecha de que los miembros de la sala de gobierno se hubieran 
quedado con esas cantidades, se trasladó a todos los presidentes y jueces oficiales que 
rubricaron aquellos autos783. 
 
6.3.3. La factoría  
 
El factor de la Casa de la Contratación, como uno de los tres jueces oficiales 
originarios encargados del gobierno de la institución, era el juez oficial que más había 
visto reducidas sus competencias, al contrario que oc rrió con el contador y el tesorero. 
Entre las funciones que estaban encomendadas al factor destacan las siguientes: realizar 
las compras de todo aquello que era enviado a las Indias por orden del rey o del Consejo 
de Indias, así como hacerse cargo de los géneros que venían de ellas excepto los metales 
preciosos, que eran responsabilidad del tesorero; ocuparse de los caudales que enviaban 
los gobernadores u otros oficiales de las Indias para comprar cosas que necesitaban y 
remitírselas de nuevo; abastecer y equipar los buques de la armada con destino a las 
Indias, tanto de jarcia, como de bastimentos, artillería, municiones etcétera; y recibir y 
enviar el azogue a las minas americanas de plata. Además, era el máximo responsable 
de las atarazanas que estaban a destinadas a almacén de la Casa de la Contratación, 
cuyas tres llaves debían estar a cargo de cada uno de l s jueces oficiales, excepto la 
llave de la atarazana de la artillería que estaba a cargo del factor. 
Todas esas funciones originarias del factor se vieron reducidas desde la segunda 
mitad del siglo XVI, al mismo tiempo que parte de sus competencias recayeron sobre 
otros oficios que se fueron creando y que acapararon parte de su trabajo cotidiano en la 
                                                
783 AGI, Escribanía, 1139B. Cuaderno 46. No era la prime a vez que un visitador ponía en evidencia que 
los oficiales de la Casa se habían aprovechado mediant  este método de los bienes de difuntos, pues 
según Schäfer, en la visita del licenciado Armenteros en 1595, había ocurrido algo similar. Véase: 
Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de 
Contratación de las Indias, p. 162. 
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Casa. Así, aunque desde los orígenes de la Casa de la Contratación, el abastecimiento y 
equipaje de la armada con destino a las Indias era función del factor, con la creación en 
1588 del cargo de proveedor general de armadas y flotas, este oficial vino a sustituir al 
factor en todo lo relativo a la compra de los materi l s y pertrechos con destino a las 
armadas y flotas de Indias784. 
El factor de la Casa de la Contratación era desde 1622 Luis del Alcázar, a quien el 
rey había hecho merced del oficio para los días de u vida. En sus ausencias a los 
despachos y recibos de las flotas era sustituido, al menos desde 1628, por su hijo Juan 
Antonio del Alcázar785, quien en 1631 recibió del rey la futura sucesión del oficio de 
factor con licencia para sustituir a su padre en las ausencias o enfermedades, o entrar a 
servir el oficio de pleno derecho cuando cumpliera 26 años786. Usando la referida 
licencia, Luis del Alcázar nombró como su teniente a su hijo Juan Antonio del Alcázar 
en varias de sus ausencias. En una ausencia que hizo Luis del Alcázar de Sevilla, para 
trasladarse a la Corte en 1643, dejando como su tenien  a su hijo Juan Antonio del 
Alcázar, tuvo lugar un fatal acontecimiento. En abril de dicho año, Juan Antonio del 
Alcázar se vio involucrado en un episodio violento con el contador Diego de Villegas y 
su hijo Fernando, que acabó con la muerte del teniente de factor787. Cuando se produjo 
aquel suceso, Luis del Alcázar que como hemos referido se encontraba en Madrid, 
recibió merced del rey para que pudiera nombrar un teniente que sirviera el oficio, por 
lo que designó como tal a Luis Fernández de Córdoba y Moscoso788, y fue apremiado a 
                                                
784 Estas notas sobre las funciones del factor en: Donoso Anes, Una contribución a la historia de la 
contabilidad: análisis de las prácticas contables desarrolladas por la tesorería de la Casa de la 
Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), pp. 68-76. Fernández López, La Casa de la 
Contratación. Una oficina de expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717), pp. 70-
72. 
785 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 60V. Nombramiento de Juan Antonio del Alcázar como teniente 
de factor por ausencia de Luis del Alcázar, su padre, que fue al despacho de la flota de Tierra Firme de 
1628.  
786 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 79R-79V. Futura sucesión del oficio de factor de la Casa en Juan 
Antonio del Alcázar.  
787 La investigación sobre la muerte de Juan Antonio del Alcázar a manos del contador Diego de Villegas 
y de su hijo Fernando, recayó en un momento inicial en Juan de Góngora y en la visita, pero debido a la 
condición de caballeros de Órdenes Militares que tenían los tres involucrados, el rey mandó que aquellas 
pesquisas se siguieran por el Consejo de Órdenes. E: AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de 
Indias donde dice que antes que se recibiese la orden de V.M. en que manda que la causa contra don 
Diego de Villegas y su hijo sobre la muerte de don Juan Antonio del Alcázar se remitiese al Consejo de 
Órdenes se había mandado a don Juan de Góngora se abstuviese del conocimiento de ella. Madrid, 16 de 
julio de 1643. Además, en el momento de su muerte, Juan Antonio del Alcázar era juez de apelaciones del 
Consulado, por lo que fue necesario nombrar otro juez oficial para ese desempeño, asunto que recayó en 
Andrés de Munibe. El nombramiento de Juan Antonio del Alcázar como juez de apelaciones en: AGI, 
Indiferente, 436. L. 12. Fol. 132V-133V. El nombramiento de Andrés de Munibe como juez de 
apelaciones en: AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 86R-86V.  
788 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol. 16R-16V.  
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volver a Sevilla a servir por su persona el cargo de factor juez oficial789, en el que 
estuvo hasta su muerte en 1650790. Por tanto, debido a la muerte violenta de Juan 
Antonio del Alcázar, solamente su padre Luis del Alcázar y su teniente Luis Fernández 
de Córdoba estuvieron bajo las pesquisas del visitador por su desempeño como factor 
juez oficial en la Casa de la Contratación.  
No obstante del mismo modo que los otros dos jueces oficiales, el factor contaba 
con un oficial subordinado para su asistencia, conoido como el oficial mayor de la 
factoría y atarazanas, y cuyo nombramiento recaía sobre quien detentara la plaza de 
factor juez oficial. Luis del Alcázar había designado en 1624 para tal función a Martín 
Sánchez Terria791, quien a la altura de 1642, cuando dio comienzo la visita, seguía 
ejerciendo el oficio. Por ende, el oficial del factor ambién fue visitado por Juan de 
Góngora.  
Las pesquisas de Góngora sobre las funciones del factor revelan que la labor 
individual y la más principal de este juez oficial era la relacionada con los azogues que 
se recibían en la Casa de la Contratación y desde allí se enviaban a las minas de plata 
americanas. Como hemos referido con anterioridad, el control de las funciones del 
factor se llevaba por la contaduría de la Casa por mano de su oficial mayor, razón por la 
que Góngora dirigió los autos para reclamar los libros y la documentación perteneciente 
al factor a Diego Ruiz de Villegas. Así, en noviembre de 1645 el oficial mayor de la 
contaduría fue instado por el visitador a entregar a la visita las certificaciones de las 
cantidades de azogues que habían entrado en poder del factor desde que Luis del 
Alcázar comenzó a desempeñar el puesto de factor hasta el día de la fecha del auto792. 
En la exhibición por parte del oficial mayor de la contaduría del libro del cargo y data 
de los azogues, cobre y otros géneros que entraban en poder del factor, destaca que las 
                                                
789 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 32R-32V. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón al presidente y 
jueces oficiales avisándoles que se ha ordenado a Luis del Alcázar que vaya a servir el puesto de factor 
por muerte de Juan Antonio del Alcázar.  
790 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 366. Por su parte, el 31 de octubre de 1644, Luis Fernández de Córdoba 
pasó a desempeñar el puesto de teniente de capitán general de la artillería de Sevilla. En AGI, Indiferente, 
2501. L. 20. Fol. 158R-158V. 
791 AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 40R-40V. Con anterioridad a servir este oficio, Martín Sánchez Terria se 
había ocupado en la veeduría de la artillería de las armadas y flotas de la Carrera de Indias. En: AGI, 
Indiferente, 2502. L. 21. Fol. 4V.  
792 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 166R-167R.  
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cuentas de los azogues estaban tomadas y ajustadas con regularidad, a diferencia de 
otras administraciones de la Casa793. 
Aquella revisión arrojó un pequeño alcance contra el f ctor, pues todo el cargo de 
los azogues que había recibido el factor desde 1622hasta abril de 1643 sumaba 145.803 
quintales y la data del mercurio enviado a las Indias desde 1623 hasta la misma fecha, 
145.679 quintales, resultando una diferencia de 124quintales. Luis del Alcázar 
pretendió que aquel alcance corriera por cuenta del rey porque la razón de que no fueran 
enviados esos quintales de azogue a las Indias fue por la crecida del Guadalquivir en 
enero de 1642, que inundó las atarazanas dejando esta cantidad de mercurio inservibles. 
Así se lo trasladó el factor al visitador en octubre de 1646. Sin embargo, el encargado de 
la custodia de los azogues en el almacén de las ataraz nas era el oficial mayor de la 
factoría Martín Sánchez Terria, quien además de tenr  su poder la llave de las 
atarazanas, vivía en ellas como reconocieron ciertos testigos ante el visitador794. Por 
tanto, las culpas de este suceso, por omisión y descuido de no haber sacado los azogues 
ante la crecida del río fueron cargadas por el visitador a Martín Sánchez Terria y no a 
Luis del Alcázar como máximo responsable de las atarazanas.  
Asimismo, entre las pesquisas de Góngora estuvo el posible comercio con las 
Indias de Luis del Alcázar y su hijo Juan Antonio en r lación a los vinos producto de 
una heredad que tenían en el Aljarafe sevillano795, si bien quedó de manifiesto en la 
gran mayoría de declaraciones de testigos que aquellos vinos eran vendidos para el 
consumo de la ciudad hispalense, y no eran embarcados para las Indias796. No obstante, 
en esta cuestión, el oficial mayor de la factoría, M rtín Sánchez Terria, no corrió la 
misma suerte que el factor. Aun no siendo acusado en las declaraciones de testigos ante 
la pregunta del visitador sobre el trato y contrato con las Indias de los oficiales de la 
Casa, Góngora localizó evidencias de que había tenido ciertos tratos con el comprador 
de plata Juan de Olarte797, y que había negociado con productos venidos de Indias. 
 
                                                
793 Las certificaciones de que las cuentas del tiempo del factor Luis del Alcázar sobre el azogue estaban 
legítimamente ajustadas, se encuentran en: AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 224R-237V. 
794 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pérez de Rivera ante Juan de Góngora.  
795 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de 
Góngora. 
796 Fueron muchas las declaraciones de testigos que lo afirmaron así, entre ellas las del oidor Miguel 
Muñoz, el escribano Rodrigo Pérez de Ribera, el veinticuatro de Sevilla Francisco de Conique, o el jurado 
del cabildo sevillano Francisco López de la Torre. En AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. 
797 La revisión de los libros del comprador de plata Ju n de Olarte se encuentra en: AGI, Escribanía, 
1136B. Cuaderno 5.  
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6.3.4. El alguacil mayor y el alcaide guarda mayor798 
 
Como ya hemos analizado con anterioridad, en 1625 por petición del conde-duque 
de Olivares a Felipe IV, el monarca creó el cargo de alguacil mayor de la Casa de la 
Contratación, que fue dado a perpetuidad al valido con derecho a nombrar teniente. 
También hemos comentado que el cargo que se criaba er  de suma importancia, pues 
equivalía tanto en rango como en salario al de juez oficial de la institución, pudiendo 
asistir a las sesiones de la sala de gobierno de laCas  con voz y voto y con categoría 
inmediata detrás del presidente, a quien incluso podía sustituir en caso de ausencia o 
impedimento799.  
Pese a estas prerrogativas, el cargo de alguacil mayor apenas tenía competencias 
individuales, pero no obstante, es necesario remarcar que las personas que lo ocuparon, 
como miembros de la sala de gobierno con voz y voto debían actuar acorde a las 
ordenanzas de la Casa de la Contratación y esto no fue siempre así. Como hemos 
advertido, en 1637, con el nombramiento que hizo Olivares en el puesto de alguacil 
mayor en la persona de José de Flores y Salazar, se p odujo la entrada en la sala de 
gobierno de la Casa de un comerciante800que en los bienios de 1631-1632 y 1636-1637 
figuró entre los electores que escogían al prior y cónsul del Consulado801. Cabía la 
posibilidad que al entrar en dicho puesto, dejara de comerciar con las Indias, pero las 
averiguaciones de Góngora mostraron que Flores y Salazar aprovechó su nueva 
condición de alguacil mayor de la Casa para obtener u  mejor acceso a la información 
de los negocios americanos desde su puesto en la sala de gobierno de la institución y 
que continuó comerciando con las Indias desde su puesto de ministro en la Casa. En el 
interrogatorio que conformó Juan de Góngora para las informaciones de la pesquisa 
secreta de la visita, el visitador preguntó a los testigos si algún ministro u oficial de la 
Casa de la Contratación comerciaba con las Indias por í o por interpuesta persona y, sin 
duda, junto al contador Diego de Villegas, el alguacil mayor fue el peor parado por esta 
cuestión en las declaraciones. En aquellas deposiciones, se puso en evidencia que José 
de Flores tenía una importante heredad de viñas en Alcalá de Guadaira de la que 
exportaba a Indias su procedido, pero que estaba en c beza del racionero de la Catedral 
                                                
798 El origen de estos oficios en la Casa lo hemos analiz do en el capítulo 4 de esta misma obra.  
799 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 48R-52R. 
800 Juana Gil-Bermejo Garcia, «Mercaderes sevillanos (una nómina de 1637)», Archivo Hispalense, 
59.189 (1976), pp. 183-198. Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de 
poder. 
801 AGI, Escribanía, 1137B, Fol. 44R-116R. 
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Gabriel González802, en quien como veremos, también había situado un puesto de 
procurador de la Casa que había sido enajenado en aqu lla coyuntura. Asimismo, ciertos 
testigos aseguraron ante el visitador los negocios de José de Flores, como fue el caso del 
jurado del cabildo de Sevilla Francisco López de la Torre, que señaló que “el alguacil 
mayor cargaba en cabeza del racionero, ya que tenía una heredad en su cabeza” o el 
agente fiscal, Rodrigo Pardo de Moscoso, quien afirmó que “José de Flores tenía toda 
su hacienda en cabeza del racionero y lo hacía para negociar y tratar con mayor 
libertad”. No obstante, el agente fiscal también llamó la atención sobre otros posibles 
testaferros del alguacil mayor como Luis de Sarabia o Antonio del Castillo Camargo803.  
Sin embargo, José de Flores no siempre usó testaferros para sus negocios, sino 
que en el reconocimiento por parte del visitador de las partidas que habían venido 
registradas en la flota de Nueva España de 1643 del cargo del General Pedro de Ursua, 
Góngora pudo comprobar cómo el alguacil mayor había recibido consignadas ciertas 
partidas registradas en Indias por Cristóbal Martínez de Cerdio, regidor de la Puebla de 
los Ángeles y por Juan Martínez de Aguayo804. Por tanto, mediante testaferros o sin 
ocultar su nombre, el acceso de un comerciante a un puesto de la sala de gobierno de la 
Casa no fue impedimento para que éste siguiera con sus contrataciones con las Indias, 
convirtiéndose en juez y parte de los negocios que ant él pasaban por la sala de 
gobierno de la institución.  
No obstante, el puesto de alguacil mayor, y por ende, el acceso a la sala de 
gobierno con voz y voto, continuó siendo un cargo preciado entre las familias de 
comerciantes de Sevilla. Así, en 1643, tras los díae José de Flores y Salazar fue 
nombrado como teniente de alguacil mayor de la Casa, el veinticuatro de Sevilla 
Francisco de Valdés y Godoy805, hermano del comprador de plata Bernardo de 
Valdés806. El Consejo revocó la aprobación del nombramiento de Valdés por los 
intereses que pudiera tener en las decisiones que se tomaban en la sala de gobierno de la 
Casa, pero el rey decretó que ejerciera el oficio durante dos meses mientras se 
                                                
802 Así lo expresaron Baltasar de Ledesma, vecino y regidor de Alcalá de Guadaira y Pedro Delgado, 
regidor perpetuo de la misma villa sevillana, que fron llamados por el visitador para dilucidar la 
posesión de la heredad de viñas de José de Flores y Salazar. En AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. 
803 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaraciones de Rodrigo Pardo de Moscoso y Francisco López 
de la Torre ante Juan de Góngora.  
804 Del primero recibió partidas por valor de 6.850 pesos y seis cajones de chocolate y del segundo dos 
cajones de chocolate. AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 2. Fol. 29R-30V.  
805 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 210V-212R. Nombramiento de Francisco de Valdés como teniente 
de alguacil mayor de la Casa.  
806 Álvarez Nogal, «Un comprador de oro y plata en la Sevilla del siglo XVII. Bernardo de Valdés al 
servicio de la Real Hacienda». 
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nombraba otra persona807. En 1646 Valdés acabó abandonando el cargo de alguacil 
mayor por insistencia del presidente de la Casa, y en su lugar, entró a servir este puesto 
Juan Antonio de Andrade808, hijo del importante comerciante y dirigente del Consulado 
Antonio Lorenzo de Andrade809. Al final de la visita, tanto Francisco de Valdés como 
Juan Antonio de Andrade, fueron acusados por tomar acuerdos en la sala de gobierno 
que iban en contra de las ordenanzas de la institución.  
Asimismo, también hemos analizado con anterioridad cómo en 1644, fruto de otra 
merced graciosa concedida por Felipe IV, en esta ocasión al presidente del Consejo de 
Indias, el conde de Castrillo recibió a perpetuidad el puesto de alcaide y guarda mayor 
de la Casa de la Contratación, así como el de juez conservador del edificio de la Lonja 
de Sevilla, con voz y voto en la sala de gobierno de la Casa. Como Olivares, el conde de 
Castrillo obtuvo la facultad de nombrar un teniente qu  lo sirviera y la capacidad de 
nombrar a distintos cargos subalternos. También hemos señalado que el primer teniente 
que designó el conde para este puesto fue a Luis Jiménez de Góngora, hermano del 
visitador y cómo este nombramiento revelaba el deseo de Castrillo y de Juan de 
Góngora de situar una persona de su confianza al frente del control de la fábrica de la 
Lonja, que como veremos, estaba plagada de fraudes. Sin embargo, Luis Jiménez de 
Góngora hizo dejación de estos cargos en 1646 para dedicarse a ser procurador de cortes 
de la ciudad de Córdoba, momento en que el conde de Castrillo designó a Juan de 
Córdoba Laso de la Vega, caballero de Santiago, y miembro de una familia de rancio 
raigambre sevillano810. Tras entrar en el cargo de alcaide y guarda mayor de la Casa, 
con voz y voto en la sala de gobierno, Juan de Córdoba Laso de la Vega estuvo 
involucrado en distintas libranzas sobre la avería que se destinaron a pagar luminarias 
atrasadas de ministros de la Casa, sin poder hacerlo, y en un momento delicado de la 
financiación de las armadas por la avería, lo que le va ió la reprensión del Consejo para 
que se restituyera a la bolsa de avería la cantidad libr a811.  
                                                
807 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 14R-14V. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Francisco de 
Robles encargándole haga que Francisco de Valdés abandone su oficio de teniente de alguacil mayor. 
Aunque en 1645 el Consejo instó al presidente de la Casa a que invitara “en secreto” a Francisco de 
Valdés a dejar de ejercer el oficio, Valdés propuso dejar de entrar a la sala de gobierno, pero no dejar el 
oficio. En AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 34R.  
808 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 164R-165R. Aprobación por parte del Consejo de Indias en nombre 
de don Gaspar de Guzmán del título de Juan Antonio de Andrade, teniente de alguacil mayor de la Casa 
de la Contratación. 
809 Vila Vilar, «El poder del dinero: la Casa y los consulados de Sevilla y Cádiz.», p. 154. 
810 AGI, Contratación, 5785. L.1. Fol. 24V-249V. Nombramiento de Juan de Córdoba Laso de la Vega 
como teniente de alcaide y guarda mayor de la Casa de l  Contratación.  
811 AGI, Escribanía, 1182. S/F.  
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En suma, las perpetuaciones de los oficios de alguaci  m yor y de alcaide guarda 
mayor de la Casa y el servicio por tenencia de estos importantes oficios con voz y voto 
en la sala de gobierno de la Casa, provocó que algunos de los oficiales que entraron a 
servirlos en estos años tuvieran provechos en el comercio americano y defendieran otros 
intereses alejados de los cauces del buen gobierno que debían regir los acuerdos de la 
sala de la institución de la que eran miembros.  
 
6.4. La visita a la sala de justicia de la Casa de la Contratación 
 
Desde 1583 la Casa de la Contratación contó con una sala de justicia con 
injerencia jurisdiccional en la administración indiana que se orientó a resolver los 
litigios y demás asuntos de relevancia jurídica derivados del tráfico ultramarino812. La 
Casa no solo tenía la jurisdicción civil y criminal en todos los asuntos de comercio y 
navegación de las Indias, sino que también actuó como una alternativa jurisdiccional 
para los mercaderes en asuntos mercantiles, a pesard  que una de las funciones del 
Consulado de Sevilla fue ejercer como tribunal con jurisdicción mercantil. Es decir, a 
pesar de la jurisdicción del Consulado, muchos cargadores a Indias buscaron también 
resolver sus pleitos en la Audiencia de la Casa de la Contratación, pues, como afirmó 
Ana Belem Fernández Castro, la Casa se erigió como un tribunal garante de los 
derechos de propiedad y favoreció una atmósfera contractual confiable813. La Casa de la 
Contratación era la institución encargada, en primera instancia, de sancionar el 
incumplimiento de las disposiciones administrativas reguladoras del comercio 
americano, quedando el Consejo de Indias como su trib nal de apelación para los 
asuntos de una cuantía superior a los 600.000 maravedíes, pues si el monto era inferior, 
era la Casa quien juzgaba en grado de vista y revista814.  
En la Carrera de Indias, las operaciones mercantiles y financieras fueron un 
escenario propicio para la emergencia de conflictos que necesitaban de la intervención 
judicial, y es en ese plano el que debemos situar la importancia de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación. La sala de justicia de la Casa, “para realmente constituir una 
                                                
812 Una tesis doctoral, aun inédita, analizó la práctica de la jurisdicción de los oidores de la Casa de la 
Contratación. Véase: Ana Belem Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de la jurisdicción de 
los oidores de la Audiencia de la Casa de la Contratación (1583-1598)» (European University Institute, 
2015). 
813 Ibidem. p. 218.  
814 Eduardo Trueba Gómez, «La jurisdicción en la Carrer  de Indias durante el siglo XVI», Anuario de 
Estudios Americanos, 39, (1982), pp. 93-131. 
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alternativa jurisdiccional para los mercaderes (como parece que lo fue atento a su alto 
índice de litigiosidad) tuvo que ofrecerles una jurisdicción confiable”815. Fernández 
Castro sitúo esta confianza en los procesos internos de la jurisdicción, es decir, en la 
forma en que los jueces dictaban el derecho y administraban justicia. Por tanto, debido 
al papel protagonista de los jueces letrados de la Cas  en la administración de justicia en 
el contexto de la Carrera de Indias, la visita de Juan de Góngora a este tribunal se 
concentró en conocer cómo actuaban en sus oficios los oidores de la sala de justicia, así 
como el resto de oficiales que formaban parte de su asistencia y los procedimientos 
judiciales de la institución. Por ello, en primer lugar destacaremos quiénes fueron los 
jueces letrados y demás oficiales de la sala de justicia que estuvieron sometidos a 
inspección.  
En el momento de iniciarse la visita en 1642, servían como jueces letrados 
Francisco de Mansilla, Rodrigo de Serrano y Trillo y Miguel Muñoz, siendo este último 
el juez más antiguo de la sala. Como fiscal, estaba ejerciendo Alonso Hurtado y como 
solicitador fiscal, Rodrigo Pardo de Moscoso. No obstante, debido al carácter 
retroactivo de la visita, fueron algunos más los oficiales que recayeron bajo la lupa 
inquisitiva del visitador816. Otra pieza esencial de la sala de justicia de la Casa fue el 
relator, que, como escribano del tribunal, se ocupaba de redactar el desarrollo de los 
pleitos y de las argumentaciones de las partes para presentarlas sintéticamente a los 
oidores antes de la sentencia817. En el periodo de tiempo que recayó bajo la fiscalzación 
de la visita de Juan de Góngora, ejercieron como relato s de la Casa, primero el doctor 
Juan de Salinas Uriarte, quien fue promocionado a una plaza de oidor en la Audiencia 
de Panamá en 1641, momento en que fue sustituido por Francisco de Brito, quien pasó a 
ocupar la plaza en 1642818. Como representantes de las partes en litigio actuaban los 
procuradores, que en el momento de comenzar la visit  eran Antonio Clemente Natera, 
Bartolomé de Celada y Manuel de Robles.  
                                                
815 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 204. 
816 Con anterioridad a los jueces letrados que estaban ejerciendo sus cargos en el momento de iniciarse l 
visita, habían servido aquellas plazas Jerónimo Paz de Cuellar, quien en 1638 fue sucedido por Francisco 
de Mansilla; Andrés Salcedo Cuerva, quien en 1632 fue relevado por Miguel Muñoz y Gregorio González 
de Contreras, quien en 1632 fue sustituido por Miguel de Luna y Arellano, quien a su vez fue 
promocionado a la Audiencia de Sevilla en 1637, siendo sustituido por Rodrigo Serrano y Trillo. AGI, 
Escribanía, 1136C. Cuaderno 11.  
817 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 253. 
818 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol. 63R-63V.  
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Comenzaremos por analizar la pesquisa secreta dirigida por Juan de Góngora para 
averiguar cómo ejercían sus oficios los jueces letrados y los procuradores de la 
institución y, finalmente, nos fijaremos en una singularidad de la visita de Juan de 
Góngora a la Casa de la Contratación, y que tuvo que ver con la averiguación de 
posibles delitos de corrupción moral de los oidores de la Audiencia de la institución. 
 
La pesquisa secreta contra los jueces letrados  
 
El procedimiento de la visita de Juan de Góngora sobre la labor de los jueces 
letrados y de los demás oficiales que operaban en la sala de justicia se basó, como el 
resto de la visita a la Casa de la Contratación, en las evidencias testimoniales, en el 
reconocimiento de libros de la institución y en la observación del cumplimiento de las 
ordenanzas y demás órdenes dadas para el funcionamiento de la sala de justicia. Entre 
los testigos que pasaron ante Góngora para la averiguación de cómo ejercían sus 
competencias los oidores de la Audiencia de la Contratación, destacó sobremanera el 
testimonio del fiscal de la Casa, Alonso Hurtado, quien por su significado como 
representante de los intereses del rey819, así como por el conocimiento del 
procedimiento de la visita por haber sido visitador e la Audiencia de Santo Domingo 
en 1630820, se erigió como un férreo colaborador de Juan de Góngora para destapar las 
prácticas que quedaban fuera del buen gobierno de la justicia en la Casa. Su testimonio 
resultó clave para que el visitador sacara a relucir ciertos excesos y abusos de los 
oidores y demás oficiales que operaban en la sala de justicia de la Casa. 
Góngora comenzó sus pesquisas inquiriendo acerca de cuál era el grado de 
cumplimiento de las ordenanzas de la institución en lo referente a la administración de 
la justicia. Centró su interés en aquellas disposici nes emitidas para el buen gobierno de 
la Audiencia de la Casa por Francisco de Tejada y Mendoza, anterior visitador de la 
institución entre 1615 y 1618. Veamos en primer lugar en qué consistió esta 
averiguación. 
 Schäfer señaló en su día que a pesar de que esta visita anterior a la de Juan de 
Góngora, tuvo unas consecuencias desastrosas para la Casa, solo los jueces letrados y el 
                                                
819 Sobre el papel de los fiscales en las Audiencias y Chancillerías castellanes véase: José Antonio López 
Nevot, «Pedir y demandar, acusar y defender. Los prcuradores fiscales de las Audiencias y Chancillerías 
castellanas», Anuario de historia del derecho español, 83, (2013), pp. 255-324. 
820 La visita a la Audiencia de Santo Domingo tomada por Alonso Hurtado en 1630 se encuentra en AGI, 
Escribanía, 33A, 33B, 34A y 34B. 
302 
 
fiscal se salvaron satisfactoriamente con una repreh nsión leve821. Sin embargo, es 
necesario conocer en qué consistió aquella amonestación  los oidores de la institución. 
Lo cierto es que el presidente y visitador de la Casa entre 1615 y 1618, a raíz de su 
investigación sobre la labor de los jueces letrados, ob ervó ciertas omisiones en el 
ejercicio de sus oficios como administradores de la justicia, y dictó dos nuevas normas 
para su reforma que, a la altura de 1642, seguían sin haberse aplicado por entero.  
La primera de estas normas estuvo en relación con el seguimiento por parte del 
fiscal de las causas que pasaban en la sala de justicia, que debía concretarse en la 
existencia de un libro de pleitos y causas fiscales. En septiembre de 1642, Juan de 
Góngora solicitó al fiscal Alonso Hurtado que entregara a la visita el libro de causas 
fiscales y pidió a la contaduría de la Casa un traslado del auto proveído por Francisco de 
Tejada y Mendoza en julio de 1618 sobre la forma que había de guardar en el 
seguimiento de los pleitos fiscales822. Dicho auto estipulaba que todos los sábados de 
cada semana y si fuese fiesta, el día anterior, cada uno de los escribanos de la institución 
debían trasladar al fiscal todos los pleitos que ant  ellos hubieran pasado para que el 
fiscal pudiera tener noticia de estos para seguirlos y acabarlos. Un primer indicio de que 
no se cumplía lo ordenado por el anterior visitador s bre este asunto, fue la 
imposibilidad del oficial mayor de la contaduría, Diego Ruiz de Villegas, de hallar el 
auto proveído por Tejada y Mendoza823. El fiscal Alonso Hurtado, declaró ante Juan de 
Góngora que, pese a la regulación que hizo el anterior visitador de que los escribanos 
fuesen a hacer relación al fiscal cada sábado de todas las causas fiscales que estuviesen 
pendientes, estos no lo cumplían, lo que había provocado un retraso considerable en la 
determinación de los pleitos824. El juez letrado más antiguo de la sala, Miguel Muñoz, 
quien fue preguntado por este asunto, respondió que no había un día señalado para que 
el fiscal viera los pleitos, sino que se hacía cuando era necesario825. A tenor de las 
declaraciones del fiscal y del oidor, se infiere, en primer lugar, la inobservancia del auto 
emitido por Francisco de Tejada y Mendoza, que perseguía que el fiscal siguiese su 
derecho en los pleitos de la sala de justicia y, en segundo lugar, que este hecho podía 
estar perjudicando la determinación de los pleitos.  
                                                
821 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 363. 
822 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 41R.  
823 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 41V.  
824 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
825 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Miguel Muñoz ante Juan de Góngora.  
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Una segunda norma que dictó el presidente y visitador Francisco de Tejada y 
Mendoza y que en parte afectaba al funcionamiento de la sala de justicia, tenía que ver 
con los aranceles de los escribanos. En la visita de 1615 quedó acreditado que los 
escribanos de la Casa se habían excedido en los derechos que cobraban. Por esta razón, 
el visitador dejó ordenado un arancel que estipulaba o que debían llevar los escribanos 
de la Casa, además del escribano mayor del despacho de armadas y flotas, y los que 
despachaban con el prior y cónsules y con los contad res de avería826. Pues bien, como 
hemos visto en relación a los derechos que percibían los escribanos en los trámites 
burocráticos de la tesorería, en los testimonios recogidos por el visitador de ciertos 
oficiales que operaban en la sala de justicia, como el fiscal Alonso Hurtado827, o en 
testimonios de declarantes que habían pleiteado en la Audiencia de la Casa, estuvieron 
presentes quejas sobre excesos de los escribanos828. Lo mismo ocurrió en el 
reconocimiento por parte del visitador de ciertos pleitos que se habían sustanciado en la 
referida sala829, donde quedó de manifiesto que los escribanos no guardaban el arancel 
dado por Francisco de Tejada y Mendoza.  
La acción inquisitiva de Juan de Góngora sobre la competencia de la sala de 
justicia de la Casa también se focalizó en conocer cómo se dictaba el derecho en las 
causas de comisos en las que entendía la Audiencia. Los jueces letrados de la Casa 
tuvieron que juzgar en pleitos en los que estaba involucrada la corona, como las causas 
de comisos, en los que el fiscal de la Casa actuó como defensor de los intereses del rey. 
Ana Belem Fernández Castro destacó el papel desempeñado por los jueces letrados de 
la Casa en las causas de comisos que, juzgando en materias en las que se vieran 
involucrados los intereses del rey, cabría pensar que los magistrados, al actuar en su 
nombre, procuraran siempre favorecer al monarca. Sin embargo, señaló que “la 
administración de justicia, concebida como el dar a cada uno su derecho, connotaba un 
orden que era prioritario salvaguardar de toda arbitr iedad, aun cuando estuvieran en 
                                                
826 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 76R-84V 
827 Alonso Hurtado afirmó que aunque Francisco de Tejada y Mendoza dejó establecido un arancel para 
los escribanos, Francisco de Vilches o Bartolomé López Salas, habían cobrado derechos excesivos por 
algunos pleitos que habían pasado por la sala de justicia. AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. 
Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
828 Por ejemplo, el capitán de navío Miguel Sossa, se quejó de que el escribano Antonio de Medina 
Sánchez “se hacía pagar muy bien” y que Juan Ramírez de Bustamante “era más suave y no pide más que 
la cantidad que le quieren dar”. En: AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración del capitán Miguel 
Sossa ante Juan de Góngora.  
829 Por ejemplo, en un pleito incoado por el fiscal Alonso Hurtado en 1641 contra ciertos portugueses que 
traían mercancías en la capitana que se perdió en Sanlúcar en dicho año. En AGI, Escribanía, 1140A. 
Cuaderno 54. Fol. 491R-539V. Sobre el embargo de bienes de portugueses en dicho año, véase: Pedro 
Collado Villalta, «El embargo de bienes de los portugueses en la flota de Tierra Firme de 1641» 
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juego los intereses del rey”830. Las causas de descaminos que se hacían en las naos de 
las armadas y flotas tocaban en primera instancia a la C sa de la Contratación, según sus 
ordenanzas y, en segunda instancia, al Consejo de Indias. Las consecuencias de que las 
autoridades de la Casa de la Contratación localizaron mercancía sin registrar era el 
comiso de todo lo que transportaran fuera de registo831.  
Como señaló Fernández Castro, “los pleitos sobre comisos permiten valorar la 
posición de los magistrados –en tanto que extensione  del monarca y de su jurisdicción- 
en los litigios en los cuales intervenía, de una parte, el fiscal, velador de los intereses del 
soberano y, de la otra, los litigantes comunes”832. En su estudio sobre la sala de justicia 
de la Casa, en relación a los pleitos de comisos, Fernández Castro mostró que la 
mayoría de las sentencias dadas entre 1583 y 1598 por parte de la Casa como primera 
instancia, fueron condenatorias al comiso, y que dichas sentencias fueron ratificadas por 
el Consejo como segunda instancia, en aquellas causas que fueron apeladas al sínodo 
indiano833. 
Sin embargo, lo que se puso en evidencia la visita de Juan de Góngora fue 
precisamente el incumplimiento de lo dispuesto en relación a las apelaciones en causas 
de comisos que debían ser elevadas al Consejo de Indias, pues al parecer, los oidores de 
la Casa entendieron en grado de vista y revista en estos pleitos. Las quejas expresadas 
por el fiscal Alonso Hurtado en relación a que los jueces letrados no habían guardado la 
ordenanza por la cual estaba mandado que en las causas de comisos se apelara al 
Consejo, fueron el detonante de una investigación más profunda por parte de Juan de 
Góngora sobre este proceder. Afirmó Alonso Hurtado que los oidores mandaban 
ejecutar la sentencia sin tener en cuenta la apelación, y que las sentencias eran, por lo 
general, favorables a los reos. Además, enfatizaba el fiscal que los jueces letrados no 
habían aplicado las condenaciones conforme a derecho y leyes de estos reinos, porque 
en las causas de comisos, siendo la pena legal y de confiscación, debiendo aplicar las 
mercancías confiscadas o su estimación enteramente para el fisco, menos la avería y la 
parte del denunciador, las aplicaban por mitad a la cámara y gastos de justicia para sus 
fines particulares. El fiscal afirmó que había dado cuenta de esta cuestión al Consejo y 
                                                
830 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 13. 
831 Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el 
gobierno de las Indias (1503-1717), p. 164. 
832 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 56. 
833 Ibidem. pp. 59-60. 
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aun así no se había remediado834. En la misma línea acusatoria fue el testimonio del 
agente fiscal de la Casa, Rodrigo Pardo de Moscoso, quien afirmó que los jueces 
letrados, en todas las sentencias que habían dado de c misos, no habían guardado la 
disposición de aplicar su producto enteramente a la cámara, menos la parte del 
denunciador y de avería, sino que aplicaban una parte a la cámara y otra a gastos de 
justicia. Además, del mismo modo que el fiscal, Pardo de Moscoso afirmó que no 
guardaban la apelación al Consejo835.  
Estas declaraciones que acabamos de citar evidenciaba  ciertas deficiencias en un 
elemento crucial de lucha contra el fraude en el comercio indiano como eran los 
procedimientos de comisos, sin embargo, no bastaban los testimonios del fiscal y de su 
agente, para conocer esta disfunción. Es por ello que Juan de Góngora encargó en 1645 
al fiscal de la visita, Cristóbal de León Santos de Ayala, que inquiriera los procesos y 
causas de comisos seguidos en la Casa desde 1618836. Finalmente el encargado de hacer 
esta revisión fue Juan Marín, relator de la Audiencia de Sevilla837. El comisionado por 
Góngora para proceder a la inspección de las causas de comisos revisó 168 pleitos que 
habían pasado por la sala de justicia de la Casa dede 1618 hasta 1644 y localizó 
múltiples vulneraciones en la forma de proceder de los jueces letrados838. Los 
testimonios expresados por el fiscal Alonso Hurtado y por su agente Rodrigo Pardo de 
Moscoso se vieron confirmados en muchos pleitos de los revisados por Juan Marín. En 
efecto, en ciertas causas de comisos los jueces letrados mandaron aplicar parte de la 
condena a los gastos de justicia sin poder hacerlo.  
Siendo numerosos los casos localizados, citaremos a modo de ejemplo el pleito 
iniciado en 1639 por la denuncia de Pedro Juan, guarda del patache de galeones, que 
denunció a Pedro de la Chea, por traer oro, plata y mercancías sin registro en dicho 
patache. La sentencia pronunciada por Miguel Muñoz, R drigo Serrano y Francisco de 
Mansilla, condenó al defraudador en 400 reales que fueron aplicados en partes iguales al 
denunciador, a la cámara y a los gastos de justicia839. Por otra parte, hubo múltiples 
causas en las que habiendo apelación y debiendo entender el Consejo en segunda 
instancia, los jueces letrados de la Casa confirmaron la sentencia en grado de revista. 
                                                
834 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora. 
835 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de 
Góngora.  
836 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 147R.  
837 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 153R.  
838 Los pleitos de comisos inspeccionados por Juan Marín por encargo de Juan de Góngora se localizan en 
AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 92R-125R. 
839 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 94V. 
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Sirva como ejemplo, el pleito iniciado en 1632 tras l  denuncia del fiscal Rodrigo 
Serrano contra Baltasar de Plasencia, porque siendo maestre de la fragata nombrada 
Nuestra Señora de la Candelaria, llevaba mercancía y pasajeros sin registro. Los jueces 
letrados Miguel Muñoz y Miguel de Luna condenaron a Baltasar de Plasencia en 150 
ducados, y aunque hubo apelación por ambas partes, tanto por la parte del fiscal que lo 
consideró insuficiente, como por Baltasar de Plasencia, los mismos jueces y el 
licenciado Paz de Cuellar, confirmaron la sentencia sin llevar la apelación al Consejo840.  
Son muchos más los casos como los citados que se encu ntran entre el proceso de 
la visita, sin embargo, con los ejemplos aportados queda de manifiesto que los jueces 
letrados de la Casa estaban aplicando parte de las s ntencias de comisos para gastos de 
justicia y que habían entendido como tribunal de aplación sin poder hacerlo. 
Asimismo, es relevante cómo en las causas de comisos que tuvieron lugar en el año 
1644, ya con la visita iniciada, los tres jueces letrados, Miguel Muñoz, Rodrigo Serrano 
y Francisco de Mansilla, entendieron en siete pleitos que fueron revisados por el 
comisionado por Góngora y, en todos ellos, las penas de comisos fueron aplicadas a la 
cámara una vez deducida la parte de avería y fletes. Es decir, en las siete causas de 
1644, que fueron iniciadas por denuncias del fiscal de la Casa, los jueces letrados 
aplicaron las sentencias tal y como estaba dispuesto por las leyes841, lo que evidencia 
que la presencia de un visitador en la institución tuvo una influencia notoria a la hora de 
cumplir lo que dictaban las normas en las causas de comisos.  
 
La pesquisa secreta contra los procuradores  
 
Tras los jueces letrados, los procuradores que actuaban en la sala de justicia de la 
Casa de la Contratación como representantes de las partes en litigio, fueron los oficiales 
que concentraron los esfuerzos del visitador en esta parte de la visita. Su importancia en 
la Audiencia de la Casa era crucial, pues en los prcesos judiciales era una condición 
sine qua non que estuvieran presentes todas las partes para su realización. Esta 
circunstancia era bastante problemática para una realidad como la de los negocios 
indianos, por lo que a aquellas partes que no podían comparecer en el juicio les era 
asignado un representante. Si el pleito se iniciaba en l  Casa eran los propios oidores los 
que designaban un procurador de los que operaban en la institución. El procurador 
                                                
840 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 94R.  
841 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 93R-94R. 
307 
 
escogido debía prestar un juramento y ofrecer una fia za para garantizar el buen uso del 
oficio y este era retribuido con un salario a cargo de las costas del proceso842. Entre sus 
labores estaba el seguimiento de los pleitos, la verificación de la realización de las 
probanzas, de los pregones y de las notificaciones de la Audiencia843. Dichos puestos de 
procurador de la Casa habían sido enajenados en las déc das antecedentes a la visita de 
Juan de Góngora y en la década de 1640 los propietarios de los puestos de procurador 
eran los siguientes:  
 
Procuradores de la Audiencia de la Contratación en la década de 1640. 




1619 3.000 ducados 
Bartolomé de Celada845 1624 2.500 ducados 
Gabriel González de 
Herrera846 
1641 ¿? 
Fuente: AGI, Escribanía, 1136C. Q. 11. 
La propiedad real de este último oficio de procurado  fue puesta en duda en las 
pesquisas de la visita, pues varios declarantes, como el solicitador fiscal Rodrigo Pardo 
de Moscoso847 o el escribano de la Casa Rodrigo Pérez de Rivera848, afirmaron que el 
                                                
842 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», pp. 231-232. Sobre los gastos de representación y defensa procesal 
de las partes, véase: Jesús Lalinde Abadía, «Los gastos del proceso en el Derecho histórico español», 
Anuario de historia del derecho español, 34, (1964), pp. 249-416. 
843 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)»,p. 251. Aunque las ordenanzas de la Casa estipulaban que hubiera 
cuatro procuradores en la institución en la década de 1640 solamente ejercían tres oficiales. Al respecto, 
véase: Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, Título XI, Ley IV. 
844Antonio Clemente Natera era hijo de Mateo Natera, pocurador de la Casa que en 1619 compró por 
3.000 ducados el empleo para su hijo, quien presentó l título para ocupar la plaza en 1641. AGI, 
Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol. 67R-68V. 
845 En 1624, Bartolomé de Celada ocupó la plaza de procurador que había quedado vacante después de la 
muerte de Pedro de Cardoiro tras abonar la cantidad de 2.500 ducados. Tan solo unos años después, en 
1633, abonó 1.000 ducados más para hacerse con la plaz  a perpetuidad. Además, en el mismo año 
Bartolomé de Celada fue nombrado procurador de pobres de la institución por muerte de Francisco 
Rodríguez. AGI, Contratación, 5785. L.1. Fol. 82R-82V. 
846 Por su parte, Gabriel González de Herrera, presbítero racionero de la catedral de Sevilla era el tercer 
propietario del oficio de procurador de la Casa. Hasta 1641, el racionero había tenido nombrado como 
teniente a Juan de Bertolaca y, tras su fallecimiento, lo ejerció en su nombre Manuel de Robles. AGI, 
Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol. 73R-76V. 
847 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de 
Góngora.  
848 Ibidem. Declaración de Rodrigo Pérez de Rivera ante Juan de Góngora. 
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oficio de procurador que era propiedad de Gabriel González de Herrera y que usaba 
Manuel de Robles era en realidad propiedad del alguacil mayor de la Casa José de 
Flores y Salazar, aunque estaba en cabeza del racionero. El propio juez letrado 
Francisco de Mansilla en su testimonio ante Góngora también relacionó el oficio de 
procurador que usaba Robles con José de Flores849. Lo cierto es que el racionero de la 
catedral mantenía estrechos vínculos con el alguacil mayor de la Casa y en múltiples 
declaraciones de testigos se apuntó a que era su testaferro. Debemos recordar que José 
de Flores y Salazar había sido parte activa del comercio sevillano con las Indias y del 
Consulado de Sevilla850, y que tras acceder a su empleo en la Casa, continuó 
comerciando por medio de testaferros debido a la prohibición que tenían de comerciar 
los ministros de la institución.  
Pero más allá de estas cuestiones, nos interesa destacar qué influencia pudieron 
tener los procuradores en la determinación de los pleitos. Como hemos referido, debido 
a su nombramiento por parte de los jueces letrados para representar a una de las partes 
del litigio, debemos cuestionarnos sobre la relación de los procuradores de la Casa con 
los oidores de la institución. Los procuradores, como representantes de los litigantes, 
gestionaban los tiempos procesales y presentaban los documentos de las partes en la 
Audiencia851. Las acusaciones recogidas en las declaraciones de testigos contra la 
actividad de los procuradores procedieron de personas que también actuaban en la sala 
de justicia y que, por ende, debían ser plenos conocedores de lo que allí ocurría. El 
procurador Bartolomé de Celada fue el peor parado de la investigación contra estos 
oficiales.  
Así, el fiscal de la Casa, relató cómo en determinados pleitos contra maestres y 
cargadores de Sevilla en los que él como fiscal había ctuado, Bartolomé de Celada, 
como representante de los litigantes siempre conseguía “sentencias muy favorables”. Se 
quejaba el fiscal de que no había podido conseguir just cia para la parte del fisco por la 
gran parcialidad que Bartolomé de Celada tenía con los tres jueces letrados, sobre todo 
con Miguel Muñoz, quien presidía la sala. Asimismo, afirmó el fiscal que los 
cargadores preferían componer los pleitos y no llevar os a la sala de justicia de la Casa 
                                                
849 Ibidem. Declaración de Francisco de Mansilla ante Juan de Góngora.  
850 Como hemos analizado con anterioridad, José de Flor s y Salazar actuó como uno de los 30 electores 
que elegían al prior y cónsul cada año en las elecciones de 1631, 1632, 1636 y 1637. En AGI, Escribanía, 
1137B. Cuaderno 18. Fol. 44R-116R. Asimismo, Enriqueta Vila Vilar ya documentó su presencia en las 
Juntas del Consulado. Véase: Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de 
poder, p. 193. 
851 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 241. 
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por si les tocaba otro procurador852. El agente fiscal, Rodrigo Pardo de Moscoso, siguió 
las mismas pautas que su superior, y acusó de trato de favor a Bartolomé de Celada por 
parte de los jueces letrados, pues afirmó que “el dicho Bartolomé de Celada es persona 
confidente de todos los dichos tres jueces y tiene mucha mano con ellos en la sala de 
justicia y por esta razón, todos los maestres en los pleitos que se siguen contra ellos le 
eligen por su procurador y le dan poder para que les defienda […] los jueces letrados 
tienen tanta amistad y parcialidad con él (que) no le han apremiado ni apremian […]853. 
La coincidencia de estos testimonios evidencia la comunicación entre los testigos, que 
se ponían de acuerdo para incriminar a los oficiales, en este caso, al procurador 
Bartolomé de Celada. No obstante, no fueron los únicos testigos que declararon en estos 
términos, pues del mismo tenor fueron otras voces, como las del teniente de factor juez 
oficial de la Casa en 1643, Luis Fernández de Córdoba, quien también señaló que 
“Bartolomé de Celada tenía mano con los jueces letrados”854.  
No conocemos si como afirmaron estos testigos, la rel ción personal entre el 
procurador y los jueces letrados era muy estrecha, pero de las declaraciones 
antecedentes se infiere una cuestión primordial: la imparcialidad, considerada como un 
requisito esencial de la justicia, estaba puesta en entredicho855. Con respecto a la 
neutralidad de los oidores, y debido a la presencia de mercaderes litigando en la 
Audiencia de la Casa, es necesario recordar que los jueces letrados de la institución no 
podían ser comerciantes, pues les estaba prohibido por la ley. No obstante, hubo 
algunos testimonios que apuntaron que Miguel Muñoz, oidor más antiguo de la sala de 
justicia, había practicado esta actividad por medio de testaferros y señalaron su amistad 
con importantes cargadores a Indias. Amén de que la actuación del procurador parecía 
mostrar cierta parcialidad en las decisiones de los jueces letrados, se puso sobre la mesa 
de la investigación la referida “amistad” de Miguel Muñoz con Bartolomé de Celada. 
Este asunto advirtió al visitador de que la imparcialidad necesaria en la labor de los 
jueces letrados de la Casa podía verse perturbada por l figura del referido procurador.  
Empero, constatamos que entre los jueces letrados y Bartolomé de Celada hubo 
una estrecha colaboración en la administración de un aspecto clave del funcionamiento 
de la sala de justicia de la Casa como fue la hacienda que procedía de las multas y 
                                                
852 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
853 Ibidem. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de Góngora. Fol. 52R. 
854 Ibidem. Declaración de Luis Fernández de Córdoba ante Juan de Góngora. 
855 Sobre esta cuestión, véase: Carlos Antonio Garriga Acosta, «Sobre el gobierno de la justicia en Indias 
(siglos XVI-XVII)», Revista de Historia del Derecho, 76, (2006), pp. 67-160. 
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proveídos de justicia. Una de las preguntas contenidas en el interrogatorio conformado 
por Juan de Góngora para la pesquisa secreta, hacía referencia al tratamiento de las 
multas o proveídos dictados por la sala de justicia. Las dudas del visitador radicaban 
sobre cómo eran dictados los proveídos y el destino final de estos fondos administrados 
por el procurador Bartolomé de Celada.  
 
Los proveídos de justicia y la parcialidad de los jueces con Bartolomé de Celada  
 
Desde 1642, el procurador Bartolomé de Celada fue el encargado de tomar la 
razón y de la distribución de las multas y proveídos que hacían el presidente y jueces 
letrados de la Casa. La fecha no es baladí, pues coincide con el inicio de la visita de 
Juan de Góngora, y es que, al parecer, hasta ese mom nto no se llevaba cuenta de lo que 
se cobraba por proveídos ni de su distribución. De ese tenor fue la declaración ante el 
visitador del fiscal Alonso Hurtado, quien acusó a los jueces letrados de que en muchos 
pleitos, antes de las sentencias definitivas, hacían condenas por proveídos de los que no 
había cuenta ni razón porque los cobraba Bartolomé de Celada y los gastaba a voluntad 
de los tres jueces letrados en lo que le ordenaban. Afirmó el fiscal que él había dado 
cuenta al Consejo de este hecho y que tras haber comenzado la visita, ya sí tomaban 
cuenta y razón de estos proveídos856.  
Desconocemos si fue a causa de la denuncia del fisca , pero lo cierto es que el 
Consejo de Indias se pronunció sobre este asunto en dici mbre de 1641, cuando instó a 
la Casa a que tuviera un libro en que se asentaran l s multas y proveídos que la sala de 
justicia hacía para que hubiera razón de ellas. Atentos a este requerimiento del Consejo, 
en mayo de 1642, cuando la Casa ya tenía noticia de que estaba próxima a comenzar la 
visita de Juan de Góngora, los jueces letrados, mandaro  que se tuviera el referido libro 
y que las cantidades de multas y proveídos que se hicieran en la sala de justicia entraran 
en poder de Bartolomé de Celada, para que los tuviera en su poder a distribución de la 
orden que recibiera de los oidores, dando recibo con cargo y data y dándole cuenta a los 
jueces letrados de lo que hubiera gastado857.  
Lo procedido de las multas y proveídos se debía destinar a gastos de estrados, a 
obras pías y limosnas de los pobres de la cárcel y a os gastos que se hacían en los 
acuerdos de la sala de justicia, pero su verdadero destino estuvo plagado de dudas en las 
                                                
856 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
857 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 138R-141V.  
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declaraciones de testigos. Fueron muchos los testimonios que señalaron que aquellas 
cantidades se destinaban a costear un aposento en el corral de comedias de la Montería 
al que acudían los jueces letrados, además de que de dicha bolsa pagaban los reparos de 
sus casas en la Casa de la Contratación858. Como era de esperar, los jueces letrados se 
defendieron ante aquellas acusaciones859. 
Ante los hechos narrados, resta por conocer la opinión del receptor de esta 
hacienda, el procurador Bartolomé de Celada, quien en abril de 1645 fue llamado a 
declarar ante el visitador y, de manera casi monográfica, fue preguntado por esta 
cuestión. En su testimonio ante Góngora declaró que el dinero que entraba en su poder, 
según mandaban los jueces letrados, lo distribuía y g staba bajo sus órdenes “a boca” y 
que principalmente se habían gastado en “nieve paralos acuerdos, en alhojas, en 
suplicaciones y anís, gastando en cada acuerdo -dos días a la semana- 24 reales de 
plata”. Además, afirmó que otra parte se destinaba a limosnas de los pobres de la cárcel 
y a gastos de estrados. Sin embargo, no tomaba cartas de pago de aquellos gastos. Por 
supuesto, el procurador negó que de aquella hacienda se pagara el aposento al que 
acudían los oidores en el corral de comedias de la Montería, y afirmó que lo pagaban de 
sus bolsillos860. 
Sin embargo, y pese a lo afirmado por Miguel Muñoz y por Bartolomé de Celada, 
el hecho de que desde unos meses antes del inicio de la visita se formara un libro en el 
que se asentaban las cantidades que se cobraban por proveídos de la sala de justicia, 
llevó al visitador a requisarlo en 1646. Tras su reconocimiento, Juan de Góngora 
constató varias faltas en el mismo: en primer lugar, no constaba qué jueces habían 
                                                
858 De nuevo, el fiscal Alonso Hurtado fue la voz más crítica contra los jueces letrados y el procurador 
Bartolomé de Celada por este asunto. AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso 
Hurtado ante Juan de Góngora.  
859 Cabe citar al respecto la declaración del oidor Miguel Muñoz quien afirmó que los proveídos servían 
para limosnas de los pobres de la cárcel y para gastos que se hacían en los acuerdos “en tiempo de verano 
de alojas, suplicaciones y unos confites de anís y algunas veces se ha comprado de estas mismas 
condenaciones y multas algunos ornamentos para la capilla, las cuales han entrado en poder de Bartolomé 
de Celada con orden de la sala, y va gastando en los dichos efectos y de estas cantidades que han entrado 
en su poder ha ido dando cuentas a uno de los jueces letrados de la sala y la última la ajustó Francisco de 
Mansilla hará poco más de un año […] y desde hace un año el consejo mandó que hubiera libro a parte 
donde se asentasen dichas multas, como se ha hecho y se hace, y que antes que hubiera ese libro se 
asentaban por memoria escrita para ajustar la cuenta co  el dicho Bartolomé de Celada y que ajustándose 
la dicha cuenta se rompía la dicha memoria”. La declara ión de sus compañeros Francisco de Mansilla y 
Rodrigo Serrano y Trillo sobre este asunto fueron idénticas, lo que demuestra una comunicación entre 
ellos y una preparación de sus testimonios con antelación a ser llamados por el visitador. Los tres 
defendieron que no hubo libro hasta que lo mandó el Consejo en 1641 y que lo procedido se distribuía por 
mano de Bartolomé de Celada en gastos de los acuerdos, dar de comer y en limosnas a los pobres de la 
cárcel. En AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declara iones de Miguel Muñoz, Francisco de Mansilla 
y Rodrigo Serrano y Trillo ante Juan de Góngora.  
860 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Bartolomé de Celada ante Juan de Góngora.  
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ordenado los proveídos, pues no venían las firmas de los oidores861 y, en segundo lugar, 
que entre 1642 y 1646 habían entrado en poder de Bartolomé de Celada 4.780 reales de 
plata y vellón, pero no constaba la data de aquellas partidas y, por tanto, no estaba 
recogido en qué se había gastado aquel dinero de los proveídos y multas de la sala de 
justicia862. Por tanto, quedó de manifiesto el mal uso que se había hecho de las 
cantidades recibidas por Bartolomé de Celada de los proveídos de la sala de justicia de 
la Casa. Aunque la cantidad es exigua, es necesario precisar que el control de los 
proveídos en la forma expresada, y que fue revisada por el visitador, se llevó a cabo 
desde 1642, pero es muy probable que con anterioridad la malversación de la hacienda 
de proveídos también se estuviera produciendo. 
No obstante, la colaboración entre los jueces letrados y Bartolomé de Celada no 
acababa en lo tocante a la gestión de los proveídos de la sala de justicia, sino que, al 
parecer, los oidores de la institución habían tenido algunos tratos de favor con el 
procurador. Los testimonios acusatorios contra Bartolomé de Celada por comerciar con 
las Indias, estando prohibido por su condición de procurador de la Casa, como fue el 
vertido por el agente fiscal Rodrigo Pardo de Moscoso, quién le acusó de ejercer de 
prestamista “dando su dinero en la Lonja a los maestres que iban a las Indias”, tomaron 
mayor gravedad al señalar que los jueces letrados le ayudaron favoreciendo o 
participando en estos negocios. Para apuntalar su testimonio, el agente fiscal instó al 
visitador a comprobarlo en un pleito fiscal que Alons  Hurtado había incoado en 1641, 
por haberle venido registrado a Bartolomé de Celada 1.500 pesos en los galeones de 
Tierra Firme del cargo del General Jerónimo Gómez de Sandoval. Asimismo, afirmó el 
agente fiscal que parte de los 1.500 pesos pertenecían al juez letrado Miguel Muñoz863.  
Tras aquella acusación del agente fiscal, en octubre de 1646, Juan de Góngora 
dictó un auto mediante el que solicitó al escribano de la Casa, Rodrigo Pérez de Rivera, 
ante quien había pasado dicho pleito, que lo entregara a la visita para comprobar la 
veracidad del testimonio de Rodrigo Pardo de Moscoso. Efectivamente, en septiembre 
de 1641, el fiscal de la Casa trató de que la referida partida de 1.500 pesos que había 
venido registrada para Bartolomé de Celada en los galeones de Tierra Firme de dicho 
año quedara en comiso por ser ministro de la Casa y no poder contratar en las Indias. 
Aunque el procurador reconoció que eran suyos y no de tra persona, pues provenían de 
                                                
861 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 49R y 57R.  
862 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 141V.  




un préstamo que había hecho en Sevilla a Juan Quintero para hacer viaje a Indias y que 
este le había remitido la citada cantidad desde Cartagena de Indias, los jueces letrados 
acabaron fallando a favor del procurador864. Con respecto al resultado final de la causa, 
el testimonio que Rodrigo Pardo de Moscoso trasladó al visitador de que parte de los 
1.500 pesos pertenecían a Miguel Muñoz pudo estar detrás de la sentencia favorable 
dada por los jueces letrados al procurador, aunque o conocemos si el juez letrado tenía 
parte en aquella partida.  
 
La sala de justicia y las penas de cámara y gastos de justicia 
 
Más allá de los proveídos, los jueces letrados de la Casa, en sus sentencias 
definitivas las condenaciones que imponían debían ir  parar a la hacienda de penas de 
cámara y gastos de justicia que entraba en poder del tesorero de la institución. Sin 
embargo, la visita de Juan de Góngora a la sala de justicia de la Casa mostró que los 
oidores hacían un uso abusivo de las condenas por proveídos, lo que redundaba en un 
descenso de las sentencias definitivas y, por ende, en un menor ingreso de fondos en la 
bolsa de penas de cámara y gastos de justicia. Esta podí  ser una de las razones del 
pésimo estado en que se encontró el visitador esta hacienda. Es decir, si los proveídos 
que no entraban en la hacienda de penas de cámara y g stos de justicia superaban a las 
sentencias definitivas, si existía retraso en la determinación de los pleitos y en su 
ejecución, como así lo denunció el fiscal y si las penas de comisos se destinaban a otros 
efectos, es posible pensar que la caja de penas de cámara y gastos de justicia no se 
encontrara en un estado óptimo. La importancia de esta hacienda en el funcionamiento 
de la Casa de la Contratación era destacable, pues en lla estaban consignados muchos 
salarios de los oficiales entre otros gastos ordinaios de la institución. Por tanto, era 
necesario averiguar en qué estado se encontraba esta hacienda, si el estado de la misma 
era que no tenía liquidez para afrontar los gastos que sobre ella estaban consignados, y 
si era necesario traspasar cantidades de otras bolsas para que la Casa mantuviera su 
funcionamiento ordinario, conocer de qué bolsas habían salido dichos fondos y si se 
habían restituido después.  
En septiembre de 1642, Juan de Góngora dictó un auto para que el oficial mayor 
de la contaduría, a cuyo cargo estaba el libro de los cargos de los tesoreros de las 
                                                
864 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 125R-128V. 
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condenaciones de penas de cámara y gastos de justicia, entregara a la visita dicho libro 
para su revisión por parte del visitador865. En aquella revisión efectuada por Góngora, se 
empezaron a vislumbrar algunas omisiones, tales como la ausencia de anotaciones de 
distintas condenas que se habían dictado en grado de revista y que estaban sin cobrar, 
así como que se debían diferentes cantidades de salario  y otras consignaciones que 
estaban situadas sobre las penas de cámara y gastosde justicia por no alcanzar a la paga 
de todo, motivo por el que se separaban cada año 2.000 ducados de la Real Hacienda de 
la Casa de la Contratación para suplir dicha falta866. Pero no solo se habían sacado 
cantidades de la Real Hacienda para la bolsa de penas de cámara y gastos de justicia, 
sino que las arcas de bienes de difuntos y de la avería, también habían prestado sus 
capitales para hacer frente en algún momento dado a las obligaciones de salarios y 
gastos ordinarios de la Casa. Pero si puntualmente s  habían sacado cantidades de otras 
cajas para suplir la falta de la de penas de cámara y gastos de justicia, que se sacaran 
2.000 ducados de la Real Hacienda para el mismo fin, se convirtió en una normalidad 
desde al menos 1639. Por ello, en septiembre de 1646 el visitador pidió a la contaduría 
de la Casa que certificara desde cuando se tomaban los referidos 2.000 ducados y en qué 
momentos se había hecho uso de otras haciendas como los bienes de difuntos o la avería 
para las consignaciones situadas sobre las penas de cámara y gastos de justicia y qué 
jueces de la Casa habían mandado hacer aquellas operaci n s en los últimos diez 
años867. 
La certificación pedida por el visitador a la contaduría de la Casa fue entregada a 
la visita por Manuel Fernández Pardo, oficial mayor de la contaduría en octubre de 
1646. En su escrito, confirmó que desde 1639, por mandado de una Cédula Real de 7 de 
diciembre de dicho año, se separaban 2.000 ducados de la Real Hacienda para suplir la 
falta en la caja de penas de cámara y gastos de justicia y con ellos poder pagar los 
salarios situados en ella, montando en total lo que se había sacado de una caja a la otra 
5.750.000 maravedíes. Asimismo, por distintos acuerdos de la sala de gobierno de la 
Casa se habían sacado de la caja de la avería, por vía de empréstito a la de penas de 
cámara y gastos de justicia las siguientes cantidades con destinos muy diversos:  
 
                                                
865 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 40R.  
866 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 150R.  
867 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 215R.  
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Cantidades sacadas por vía de empréstito de la caja de la avería a la de penas de cámara y gastos de justicia 
Fecha  Con cargo a Cantidad  Destino Restituida 
01-03-1638 Antonio Manrique 22.000 reales Propinas de 
1637 
No 
10-10-1638 Antonio Manrique 17.197 reales Luminarias y 




21-04-1640 Antonio Manrique 6.588 reales  Gastos de la 
fiesta del corpus 
de 1639 
No 
24-04-1641 Francisco de 
Ortega 
6.618 reales Salario del 
piloto mayor  
No 
Fuente: AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 126R-129V. 
Como podemos observar en la tabla antecedente, la caja de la avería sirvió para 
suplir las faltas de la de penas de cámara y hacer frente a gastos tan variados como las 
propinas del presidente, jueces oficiales, oidores, fiscal y demás ministros de la Casa del 
año 1637, a la celebración de fastos y fiestas, o a los trasos de salarios de 1640 y 1641 
del piloto mayor de la institución. Además, es reseñable cómo las cantidades entraron 
en poder del tesorero de la Casa hasta 1641, cuando se pusieron bajo dominio de 
Francisco Ortega, depositario general de Sevilla. Éste último declaró ante Juan de 
Góngora en diciembre de 1644 y en su testimonio afirmó que era depositario general 
hace más de cuatro años, y que solamente en el primer año habían entrado en su poder 
ciertas condenaciones de penas de cámara y gastos de ju ticia y que desde entonces 
corrían por mano del oficial mayor de la tesorería868.  
En suma, el estado de estrechez en que se encontraba la caja de penas de cámara y 
gastos de justicia, motivó a que desde la sala de gobierno de la Casa se tomaran 
prestadas cantidades de otras cajas que, hasta el momento de la revisión por parte del 
visitador no habían sido restituidas. Es razonable pensar que las deficiencias observadas 
más arriba en la determinación de los pleitos de la sal  de justicia y el abuso por parte 
de los jueces letrados en hacer condenaciones por proveídos, tenía cierta influencia en 
este estado de estrechez.  
                                                




De la pesquisa sobre delitos profesionales a la pesquisa sobre delitos morales  
 
Los jueces letrados de la Casa de la Contratación, omo artífices de la justicia 
debían ser hombres honorables, cuyas vidas correspondieran al modelo de juez 
requerido por la dignidad de su oficio, fundada en las virtudes cristianas y en la recta 
conciencia869. De ahí que fueron los únicos ministros de la Casa sobre los que se 
preguntó en el interrogatorio de la visita acerca de su moralidad870. Como afirmó 
Fernández Castro, la mala reputación de los administradores de justicia era conocida por 
su comportamiento cotidiano, tanto en la esfera pública como privada, y las visitas 
fueron esenciales en la definición de la opinión pública, pues era el momento propicio 
para que pudieran salir a la luz desde abusos de por hasta escándalos sexuales que 
menguaban la consideración social de los jueces y de la justicia en general. Sin 
embargo, como también defiende la misma autora, estos hechos debemos tratarlos con 
cautela, discerniendo la veracidad de aquellas críticas y teniendo en cuenta que los 
jueces, al resolver situaciones controvertidas, solo atisfacían las pretensiones de una de 
las partes, granjeándose impopularidad en las partes insatisfechas871.  
No obstante, es necesario remarcar que la investigación sobre los oidores de la 
Casa no solo se basó en recabar pruebas de posibles delito  profesionales, sino también 
en averiguar si habían cometido excesos en el ámbito personal, en lo que podríamos 
denominar como “corrupción moral” o “corrupción de las costumbres”872. De este 
modo, fueron muchos los testimonios en las declaraciones de testigos que acusaron a los 
jueces letrados de tener una moral relajada. Entre otros testigos, el fiscal Alonso 
Hurtado acusó al oidor Rodrigo de Serrano y Trillo de estar amancebado con una mujer 
                                                
869 Fernández Castro, p. 14. 
870 Sobre los delitos contra la moral sexual de los magistrados del Antiguo Régimen, véase: Inés Gómez 
González, «“Los pecados de hombres” en los tribunales reales: los magistrados del antiguo régimen y los 
delitos contra la moral sexual», en Negociar la obediancia: autoridad y consentimiento en el mundo 
ibérico en la Edad Moderna, ed. Jean-Paul Zúñiga (Granada: Comares, 2013), pp. 63-80. 
871 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 35. 
872 Sobre este asunto véase: Carlos Antonio Garriga Costa, «Crimen corruptionis. Justicia y corrupción en 
la cultura del ius commune (Corona de Castilla, siglo  XVI-XVII)», Revista Complutense de Historia de 
América, 43, (2017), pp. 21-48. Inés Gómez González, «Corrupción moral versus corrupción profesional: 
percepción, persecución y castigo en el Antiguo Régimen», en Debates sobre la corrupción en el Mundo 
Ibérico, siglos XVI-XVIII, ed. Francisco Andújar Castillo y Pilar Ponce Leiva (Alicante: Biblioteca 
Virtual Miguel de Cervantes, 2018), pp. 103-114. 
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casada que vivía en Triana873. Del mismo tenor acusatorio contra Rodrigo de Serrano 
fue el testimonio del agente fiscal Rodrigo Pardo de Moscoso874, quien a su vez, 
también recibió una acusación por parte de Juan José de Villegas, antiguo oficial de 
bienes de difuntos de la contaduría de la Casa por tener “una vida divertida con 
mujeres”875. 
Aun siendo el presunto amancebamiento de los jueces l trados una pregunta de las 
más repetidas en la pesquisa secreta que hizo Juan de Góngora a sus testigos, no hubo 
más acusaciones al respecto más allá de las que acabamos de citar. Sin embargo, la 
relajación de las costumbres no estaba en relación solamente con los “pecados de 
hombres”876, sino que la ociosidad pública de los magistrados también formó parte de 
las pesquisas del visitador para con los oidores. Así, desde la declaración del fiscal 
Alonso Hurtado y de su agente fiscal Rodrigo Pardo de Moscoso, quienes acusaron a los 
jueces letrados de acudir públicamente a ver las comedias en un aposento que 
arrendaban en el corral de comedias de la Montería877, Góngora incluyó esta pregunta a 
diferentes testigos que podían conocer sobre esta cuestión. En efecto, fueron varios los 
que afirmaron que los tres jueces letrados acudían junto a sus mujeres al corral de 
comedias de la Montería y que era arrendado para ellos por el procurador de la Casa 
Bartolomé de Celada878. Como hemos señalado, en la pesquisa secreta de la visita quedó 
reconocida la afluencia de los jueces letrados a ver las comedias al corral de la 
Montería, pues el procurador reconoció que arrendaba este aposento para los jueces 
letrados. 
 
6.5. La visita a los cargos asesores  
 
                                                
873 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora. En el 
mismo legajo, véanse las acusaciones del mismo tenor v rtidas por Juan de Torres Páez. 
874 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de 
Góngora. Pardo de Moscoso, extendió sus acusaciones de amancebamiento al conde de Peñaflor, antiguo 
presidente de la Casa. 
875 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Juan José de Villegas ante Juan de Góngora. Su 
nombramiento como oficial de bienes de difuntos de la Casa en 1634 se encuentra en: AGI, Contratación, 
5785, L.1. Fol. 129R-129V.  
876 Tomo esta expresión del trabajo citado de nombre homónimo de Inés Gómez González.  
877 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaraciones d  Alonso Hurtado y de Rodrigo Pardo de 
Moscoso ante Juan de Góngora. 
878 Además del fiscal y del agente fiscal de la Casa, las declaraciones de Juan de Asain Ugalde, antiguo 
oficial mayor de la tesorería de la Casa y tesorero d  la casa de la Moneda y de García de Cárdenas, 
vecino de Sevilla, indicaron que los jueces letrados acudían a las comedias de la Montería. En AGI, 
Escribanía, 1136A. Cuaderno 3.  
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6.5.1. El fiscal  
 
En la audiencia de la Casa de la Contratación, como en otras audiencias y 
chancillerías de la monarquía existía la figura del fiscal como defensor de los intereses 
del rey y del cumplimiento de las leyes provistas por el monarca. El fiscal intervenía en 
los pleitos tocantes a la hacienda y patrimonio real, asistía en la sala de justicia al 
seguimiento de los pleitos aunque no tuviera voto en ellos, intervenía en los pleitos sin 
necesidad de denuncia, porque el monarca se lo pedía o e motu proprio879. En la sala 
de justicia de la Casa, los fiscales eran parte en los pleitos en los que estaba en juego el 
patrimonio regio, como fueron las causas de comisos, en los que el fiscal intervenía 
como velador de los intereses del soberano880. 
El fiscal de la Casa, además de las propias atribuciones judiciales, tenía capacidad 
de intervención en determinados asuntos que se llevaban por la sala de gobierno de la 
institución. Igualmente podía asistir a los acuerdos e la sala, en especial a aquellos en 
los que se tratara de cuestiones relacionadas con la Real Hacienda; en ocasiones acudía 
junto al juez oficial en turno a la llegada de las f otas para velar porque no se cometieran 
fraudes, e incluso podía sustituir al juez oficial; ntervenía aprobando las fianzas de los 
pasajeros, de los maestres de navíos, de los representantes de los herederos de bienes de 
difuntos, o de cargos provistos que iban a ejercer en Indias881. Para estas labores, el 
fiscal de la Casa, que en el momento de iniciarse la visita era Alonso Hurtado, se 
apoyaba en un ayudante que recibió el nombre de agente o solicitador fiscal, plaza que 
era servida por Rodrigo Pardo de Moscoso882.  
                                                
879 Inés Gómez González, La justicia, el gobierno y sus hacedores. La Real Chancillería de Granada en 
el Antiguo Régimen (Granada: Comares Historia, 2003), pp. 41-50. 
880 Fernández Castro, «Juzgar las Indias. La práctica de l jurisdicción de los oidores de la Audiencia de la 
Casa de la Contratación (1583-1598)», p. 56. 
881 Fernández López, La Casa de la Contratación. Una oficina de expedición documental para el 
gobierno de las Indias (1503-1717), pp. 77-79. 
882 Las personas que ocuparon la plaza de fiscal de la Cas  con anterioridad a Alonso Hurtado, y que 
estuvieron sometidos a visita, fueron Vela de Carvaj l, quien estuvo en el puesto desde 1615 hasta 1622, 
cuando fue sustituido por Gregorio González de Contreras hasta 1627 que pasó a ser oidor de la 
institución, momento en que fue revelado por Rodrigo Serrano y Trillo, quien ocupó la fiscalía de la Casa 
hasta 1637 cuando siguió los pasos de González de Contreras y pasó a ser oidor de la Casa, entrando a 
servir el puesto de fiscal Alonso Hurtado. Como vemos, durante estas décadas, la plaza de fiscal de la
Casa fue un paso previo antes de llegar a ejercer como juez letrado de la institución. En el caso del oficio 
de solicitador fiscal, como ocurría en muchos de los oficios de la Casa, había pasado de padres a hijos.
Con anterioridad a Rodrigo Pardo de Moscoso, quien servía el cargo en el momento de iniciarse la visita, 
la plaza de solicitador de los negocios fiscales de la Casa era ejercida por su padre, Gabriel Pardo de 
Moscoso, quien en 1618 obtuvo una merced del rey para tr spasar el oficio a uno de sus hijos, momento 
que tuvo lugar tras su fallecimiento en 1637. AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol. 10R-11V. 
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La visita contra estos ministros tuvo una singularidad con respecto a los demás 
visitados de la Casa de la Contratación. El fiscal alió indemne de acusaciones, pero, sin 
embargo, el agente fiscal se convirtió en el objeto d  las pesquisas de Góngora en esta 
materia y acabó privado de su oficio en 1646, antes del cierre de la visita en 1648. 
Como hemos visto, en la pesquisa de Juan de Góngora contra la sala de justicia, el papel 
que desempeñó el fiscal de la Casa sacando a la luzciertos excesos de los oidores y de 
los procuradores de la Audiencia, que ya con anterioridad a la visita había denunciado al 
Consejo, tuvieron una importancia destacada en el procedimiento de la visita. En esta 
parte de la inspección, el fiscal Alonso Hurtado denunció a su agente fiscal en su 
deposición ante Góngora en mayo de 1643, expresando que Rodrigo Pardo de Moscoso 
“llevaba más derechos de los que le pertenecían”883. A partir de este momento, los 
presuntos malos procedimientos del agente fiscal fueron incluidos por Juan de Góngora 
en el interrogatorio a otros testigos. En las declara iones ante el visitador hubo 
acusaciones importantes contra el agente fiscal por cuestiones de diversa índole, como 
las de tener una vida divertida con mujeres884, o de “ser el cuchillo de los maestres de 
naos” que pleiteaban en la sala de justicia885. 
A pesar de estas acusaciones, la inspección sobre este ministro de la Casa iba a 
cambiar muy rápidamente, cuando en diciembre de 1645, el fiscal Alonso Hurtado hizo 
llegar al Consejo de Indias un escrito sobre las quejas de los excesos y abusos 
presuntamente cometidos por Rodrigo Pardo de Moscos en su oficio de agente fiscal. 
El fiscal tachó a su ayudante como un extorsionador de las partes que litigaban en la 
Audiencia de la Casa, a quienes les “sacaba cantidades de dinero y otros regalos por 
excusar el mal despacho […] y otras diligencias ilícitas de que no había recibido y 
recibía pequeño daño el real fisco de S.M. porque por intereses oculta y detiene el 
despacho de muchos pleitos fiscales”886. Alonso Hurtado afirmaba en su escrito que él y 
los jueces letrados habían tratado de corregir estos pr cedimientos, pero que había 
resultado imposible. Esta puede ser la razón por la que el Consejo exoneró a los jueces 
letrados y al fiscal de estos procedimientos de Moscoso, no obstante, estos también se 
habían quejado de este proceder del agente fiscal. Desde el Consejo se emplazó al 
visitador a que informara al sínodo sobre lo qué estaba averiguando sobre este ministro 
y sus excesos en la visita de la Casa, asunto que el visitador no vino sino a confirmar en 
                                                
883 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Alonso Hurtado ante Juan de Góngora.  
884 Ibidem. Declaración de Juan José de Villegas ante Juan de Góngora.  
885 Ibidem. Declaración de Gabriel Zabala ante Juan de Góngora 
886 AGI, Indiferente, 2010. Memorial de Alonso Hurtado visto en el Consejo el 12 de diciembre de 1645.  
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su respuesta al Consejo887. Cuando en el sínodo indiano se vio el parecer que envió 
Góngora, donde abogaba por suspenderlo de inmediato, el visitador recibió la orden de 
separar de la visita a este ministro de la de los demás de la Casa y que, tras remitirle los 
cargos y recibir sus descargos, enviara al Consejo la visita de este ministro para que se 
tomara resolución con celeridad888. Góngora cumplió con el mandato del Consejo, le 
remitió los cargos y le admitió los descargos al visitado, para después enviarlos al 
Consejo junto a la sumaria de la visita donde se podían comprobar aquellos cargos, para 
que se dictara resolución de esta causa889. 
A pesar de los intentos de Rodrigo Pardo de Moscoso, quien escribió al Consejo 
alegando que aquellas acusaciones procedían de sus émulos890, su causa se vio de forma 
aislada en el Consejo, y quedó conclusa el 14 de julio de 1646, siendo la única sentencia 
que se dictó antes del cierre de la visita en 1648. Sus procedimientos le costaron la 
privación del oficio de agente fiscal y una condena pecuniaria de 200 ducados por las 
graves acusaciones de haber cometido múltiples cohech s y extorsiones a las partes que 
pleiteaban en la sala de justicia de la Casa891. Aun hubo un intento más de Rodrigo 
Pardo de Moscoso por mantener su oficio mediante una alegación que presentó ante el 
Consejo, que tras ser elevada al rey expresando el sínodo los inconvenientes que tendría 
aceptar una suplicación a la sentencia, por ser juicio de visita, el monarca dio por 
zanjado este asunto892.  
Tras la suspensión en 1646 del solicitador fiscal, en el mismo año, la muerte del 
fiscal Alonso Hurtado significó el cambio del personal al frente de la fiscalía de la Casa 
de la Contratación. Estos hechos tuvieron lugar siendo presidente de la institución el 
visitador, por lo que debido a la capacidad del presidente de nombrar en interinidad a 
ciertos ministros de la Casa, Góngora nombró en primer lugar como fiscal al licenciado 
                                                
887 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 69V-70R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora 
para que envíe relación secreta de los cargos que se han formulado contra Rodrigo Pardo de Moscoso, 
agente fiscal de la Casa de la Contratación. 
888 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 92V-93R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora 
sobre la causa contra Rodrigo Pardo, agente fiscal de la Casa de la Contratación. La respuesta del 
visitador en AGI, Indiferente, 2010. Informe de Juan de Góngora sobre los procedimientos de Rodrigo 
Pardo, agente fiscal de la Casa y remite los autos de la visita.  
889 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 210R-211V.  
890 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Rodrigo Pardo de Moscoso al rey. Vista en el Consejo de Indias en 
10 de febrero de 1646. 
891 AGI, Escribanía, 1182. Sentencia contra Rodrigo Pardo de Moscoso, pronunciada el 14 de julio de 
1646.  
892 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias de 22 de enero de 1647. Satisfaciendo a una 
orden de V.M. dice los inconvenientes que resultaran de admitir a Rodrigo Pardo de Moscoso las 
suplicaciones que pretende.  
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Pedro de Abaunza893 y más tarde, en 1647 a uno de sus colaboradores en disti tas 
subdelegaciones de la visita, Pedro Gómez de Rivero, cuy  nombramiento fue aprobado 
por el rey en agosto de 1647894. Con la privación del oficio de agente fiscal de Rodrigo 
Pardo de Moscoso en 1646, esta plaza pasó a ser servida n interinidad895 hasta 1647 
que fue beneficiada por el conde de Castrillo en el escribano de la Casa, Sebastián de 
Olivera Angulo, quien pagó 2.500 ducados de plata por el oficio896.  
 
6.5.2. Los visitadores de navíos  
 
Desde sus inicios, uno de los objetivos fundamentals de la Casa de la 
Contratación fue lograr la mayor seguridad de la naveg ción a Indias y de ahí su 
vigilancia de los navíos a través de las inspecciones periódicas antes de hacer el viaje, 
conocidas como visitas de naos, con unos oficiales cr ados en 1512 para tal efecto, los 
visitadores de naos. Estos controles a los navíos mercantes antes de las salidas de las 
formaciones navales formaban parte de una estructura y estrategia diseñada para la 
defensa del tráfico mercantil en la que hay que incluir desde el sistema de flotas hasta la 
estructura militar financiada por la avería. No obstante, la seguridad de la navegación de 
los navíos mercantes también estaba relacionada con el hecho de que las embarcaciones 
no fueran sobrecargadas de mercancías superando el tonelaje permitido, asunto que 
tocaba directamente con el fraude que repercutía en qu  “las naos fueran muy cargadas 
y los registros muy cortos”897.  
Las prácticas más comunes entre las utilizadas por los mercaderes a la hora de 
realizar las cargazones ilícitas para el viaje de ida de las flotas comenzaban desde la 
                                                
893 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 178V. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora 
aprobando lo que ha efectuado en los oficios de fiscal y agente fiscal de esa plaza.  
894 AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 281R-282R. Nombramiento de Pedro Gómez de Rivero como 
fiscal de la Casa de la Contratación. Madrid, 18 de agosto de 1647.  
895 Góngora encargó al fiscal Alonso Hurtado en agosto de 1646 el nombramiento en interinidad, mientras 
el rey proveía la plaza. El fiscal nombró como su ay d nte a Juan Núñez Bermúdez, escribano del rey y 
vecino de Sevilla. Posteriormente, tras la muerte de Alonso Hurtado en septiembre del mismo año, Juan 
de Góngora, como presidente de la Casa nombró en int rin dad a José de Veitia Linaje. AGI, 
Contratación, 5785. L. 1. Fol. 259V-260V.  
896 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Su nombramiento en la Casa en AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 275R-
276V. Nombramiento de Sebastián de Olivera Angulo como agente fiscal de la Casa de la Contratación. 
897 Sobre ciertas comisiones que se arbitraron en esta coyuntura para perseguir el fraude al margen de los 
mecanismos ordinarios de la Casa de la Contratación, hicimos algunas reflexiones en: Alfonso Jesús 
Heredia López, «Las naos muy cargadas y los registros muy cortos: una aproximación a las comisiones 
para tomar visitas a los galeones de la Carrera de In ias a mediados del siglo XVII», en Nuevas 
Perspectivas de investigación de Historia Moderna: Economía, Sociedad, Política y Cultura en el Mundo 
Hispánico, ed. María de los Ángeles Pérez Samper y José Luis Betrán Moya (Madrid: Fundación 
Española de Historia Moderna, 2018), pp. 744-754. 
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misma construcción de los navíos898; continuaban con la forma de confeccionar los 
registros, realizados a base de las declaraciones de los propios comerciantes y sin que 
las autoridades reales inspeccionaran los fardos, lo que les proporcionaba a los 
mercaderes la posibilidad de declarar unas mercancías y cargar otras en su lugar; en la 
misma línea se situaban los registros adicionales, o bien directamente, el aumento de las 
cargas una vez finalizado el registro, amén del soborno a los guardas que se encargaban 
de evitar que se introdujese a bordo de los navíos género alguno que no fuera 
registrado899.  
Como hemos analizado más arriba en relación a los regi t os de mercancías que se 
hacían en la contaduría, resulta evidente que los mecanismos de control que disponía la 
Casa de la Contratación para evitar el fraude en los registros, es decir, para que todo lo 
que se cargara en las flotas fuera debidamente registrado y gravado por los distintos 
impuestos como el de avería, solo se correspondía a unas normas escritas en unas 
ordenanzas de escaso cumplimiento. Por tanto, como venimos señalando nos interesa 
profundizar sobre los sistemas de control ordinarios y los oficiales que tenía la Casa de 
la Contratación y, por ende la corona, para evitar el fraude a la ida de las flotas. Uno de 
estos mecanismos de control fueron las visitas de navíos que iban a hacer el viaje.  
Las visitas a navíos antes de su partida tenían tres escalas: una primera revisión 
que se hacía por los visitadores de navíos, que examinaban el barco en cuanto a su 
estabilidad y tonelaje, fijando la línea de flotación e indicando aquellas mejoras que 
debían realizarse para una navegación más segura; una segunda visita, que se realizaba 
por el contador de la Casa y que, según sus ordenanzas se debía hacer después de estar 
cargados los navíos, aunque en no pocas ocasiones se hacía con anterioridad o mientras 
el barco se estaba cargando; y una tercera por parte de los visitadores que se efectuaba 
inmediatamente antes de salir de Sanlúcar en presencia de uno de los jueces oficiales de 
la institución. El objetivo, aparte del eminentemente técnico, era detectar que no se 
superase el tonelaje permitido y que no fueran embarcados pasajeros sin licencia, 
quedando desde los primeros años codificado el castigo de confiscación para la 
                                                
898 Fernando Serrano Mangas, Los galeones de la Carrera de Indias, 1650-1700, ed. Fernando Serrano 
Mangas (Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 1985). En especial el capítulo II.  
899 Una buena síntesis sobre las vías de fraude sigue iendo “El fraude como respuesta” de García-
Baquero González, La Carrera de Indias: Suma de la contratación y océano de negocios. 
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mercancía sin registro. En la vuelta a Sevilla se hacía solo una visita relacionada con la 
localización de mercancía clandestina y sin registro900.  
En relación a los oficiales que ocupaban estos oficios en la década de 1640, es 
necesario recordar que la triada de oficiales que oc paban los puestos de visitadores de 
navíos de la Casa de la Contratación en la década señalada, lograron sus cargos por el 
“mérito del dinero901. Además, en unos años en los que el descenso de los r gistros a la 
ida y a la vuelta resultaba desolador, cobraron parte de su salario de los maestres de 
navíos por visitar las flotas902. Como hemos señalado con anterioridad, desde 1637, 
Juan Maldonado y Rodrigo de Vargas Machuca eran los encargados de estas visitas de 
navíos y a partir de 1641, cuando se creó un nuevo puesto de visitador de naos, este 
tercer oficio fue adquirido por Juan de Peralta.  
Las pesquisas del visitador sobre el desempeño del ficio de los visitadores de 
navíos de la institución levantaron algunas sospechas acerca de prácticas cercanas a la 
corrupción. En las declaraciones de testigos, el visitador de navíos Juan de Peralta salió 
muy mal parado, pues las denuncias sobre su desempeño del oficio fueron las más 
duras. Fue acusado de no acudir al oficio cuando le t caba hacer visitas, según los 
testigos por no tener inteligencia ni conocimiento del oficio, pero sin embargo, sí 
percibía su salario903. Como ejemplo, cabe citar la declaración del teniente de factor de 
la Casa, Luis Fernández de Córdoba, quien al haber tratado con Juan de Peralta, su 
impresión era que “no tenía ninguna inteligencia de es  oficio y que era incapaz de 
tenerla por su poco talento y aunque le había tocado ir a las visitas y reconocer navíos 
no lo hacía por no saber, pero que sí había cobrado su salario sin merecerlo, puesto que 
no servía el oficio. Y que estos oficios eran muy importantes y necesarios y que los 
deben tener personas muy noticiosas de la materia”904.  
                                                
900Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de 
Contratación de las Indias., p. 105. El procedimiento de estas visitas de navíos antes de la partida de las 
flotas ha sido analizado en el capítulo 4 de la obra citada de Fernández López, La Casa de la 
Contratación. Una oficina de expedición documental para el gobierno de las Indias (1503-1717). 
901 La almoneda de estos cargos la hemos analizado en el capítulo 4 de esta misma obra.  
902 Desde 1590, de los maestres de navíos percibían 2 ducados/día que se ocupaban en Sanlúcar en el 
despacho de las flotas, véase: AGI, Indiferente, 5784, L. 3. Fol. 66R. Su salario estaba estipulado desde 
1608 en 100.000 mrs. por año consignado en averías de Armadas. AGI, Indiferente, 5784. L. 3. Fol. 
157V-158R. 
903 Esta acusación fue repetida por todos los testigos que declararon contra los visitadores de navíos, entre 
los que estaban oficiales de la Casa como el escribano Rodrigo Pérez de Ribera, el teniente de factor Luis 
Fernández de Córdoba o el juez oficial supernumerario Francisco de la Parra, el veinticuatro de Sevilla 
Francisco de Conique, el jurado del cabildo sevillano Juan de Padilla Jaramillo y los comerciantes Miguel 
de Sossa y Antonio del Castillo Camargo. En AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. 




Además, como hemos visto en otros oficios de la Casa, lo  visitadores de navíos 
también fueron acusados de cobrar derechos excesivos a l s dueños de navíos por su 
trabajo en las visitas que les eran encomendadas, lo cual nos podría dar lugar a pensar 
en algún tipo de cohechos por permitir cargas superiores al tonelaje que se debía cargar 
en cada navío de las flotas905. 
 
6.6. Los oficiales de la avería  
 
Como es sabido, la avería se cobraba proporcionalmete sobre todos los artículos 
de tráfico embarcados para América o procedentes de ella y sobre los pasajeros que 
hacían dichos viajes, y se destinaba a la protección de las armadas de las flotas de 
Indias. La gestión de la financiación de las armadas de la Carrera de Indias mediante los 
ingresos procedentes de la avería precisaba de una serie de oficiales que se encargaran 
de su organización y que eran conocidos como los oficiales de la avería de la Casa de la 
Contratación906. Para su cobro y administración, este derecho tomó fuerza legislativa a 
través de las ordenanzas de la avería de 1573, que lo consagró como una parte de la 
administración de la Casa que operaría en un princiio on tres oficiales: un contador 
diputado, un receptor y un pagador. En 1594, el número de contadores creció hasta seis, 
en lo que vino a configurarse como el “tribunal de la contaduría de averías”, cuyo fin 
inicial consistió en examinar las cuentas del receptor y pagador de la avería, pero que 
unos años más tarde se convirtió en el organismo inspector que tomaba las cuentas de 
todas las actividades económicas de la Casa de la Contratación, excepto aquellas 
dependientes de la Real Hacienda del tesorero907. 
Como indicó el estudioso de la avería, Guillermo Céspedes del Castillo, la 
administración de la avería alcanzó su punto culminante dentro de la Casa a finales del 
siglo XVI, cuando a través de sucesivos asientos firmados con el Consulado de Sevilla, 
su administración acabó en manos de los comerciantes. Sin embargo, desde la firma del 
primer asiento con el Consulado sevillano en 1591, hasta la extinción de la avería en 
1660, hubo periodos de administración directa por la Casa de la Contratación. Es por 
                                                
905 El comerciante Miguel de Sossa, afirmó en su testimon o que pagaba un real de plata por tonelada y 
además de esto, 100 reales de plata para la costa de la falúa en la que se desplazaban a hacer las visitas y 
100 reales más por vía de regalo, que consistía en d l s algunas comidas en sus naos. En AGI, Escribanía, 
1136A. Cuaderno 3. Declaración de Miguel de Sossa ante Juan de Góngora.  
906 El clásico trabajo sobre la avería de Guillermo Céspedes del Castillo nos exime de profundizar en 
detalles sobre el origen y la calificación jurídica de este gravamen ad valorem al comercio. Céspedes del 
Castillo, «La avería en el Comercio de Indias» 
907 Ibidem. p. 62.  
325 
 
ello, que nos parece más apropiado lo señalado por Serrano Mangas, quien afirmó que 
la administración de la avería estuvo marcada entre la gestión directa por la corona a 
través de la Casa y los asientos, acordados en su mayoría entre la corona y el comercio 
sevillano908. Asimismo, aunque en determinados asientos la administración de la avería 
recayó sobre los comerciantes sevillanos o sobre el Consulado directamente, la corona 
siguió ejerciendo un control y supervisión a través de sus oficiales destinados a tal 
efecto909. De igual modo, en los periodos en los que no regían los contratos, como 
ocurrió entre 1636 y 1640, o a partir de 1642 tras la extinción del último asiento firmado 
entre la corona y el Consulado, los oficiales de la Casa eran los encargados de la gestión 
del cobro y administración de este gravamen910. Estos oficiales de la avería de la Casa 
de la Contratación eran los contadores de cuentas, el contador diputado, el receptor y el 
pagador911. Oficiales que, como destacara Díaz Blanco, “trabajaban en la trastienda, 
manejando cantidades muy elevadas de dinero, para conseguir que todo estuviera listo 
el día que los galeones zarpaban rumbo a América”912.  
Ahora bien, reflexionar sobre la avería en la coyuntura en la que se produjo la 
visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación nos lleva directamente a la 
cuestión de los altos niveles de fraude en los registros que destrozaron la financiación de 
las armadas por medio de este derecho. La alta fisclidad que debían soportar los 
mercaderes, amén de las arbitrariedades en forma de incautaciones que la corona hacía 
de la plata de particulares cuando entraba en la Cas de la Contratación hizo que cada 
vez los registros de mercancías fueran menores. Como venimos analizando, en la 
disminución de los registros también tuvo que ver la forma de acceso a los cargos de la 
Casa –todos ellos venales- debido a sus intereses comer iales. Se puede observar esta 
situación en el caso del contador, de quien dependían los registros, o de sus 
subordinados, que no dudaron en aprovechar su desemp ño en la institución para 
favorecer sus negocios, perjudicando a otros cargado es, y contribuyendo a espolearlos 
de los registros para hacer rentables sus negocios, lo que redundó en una menor 
                                                
908 Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 290. 
909 Céspedes del Castillo, «La Avería en el Comercio de In ias», p. 9. 
910 Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 293. 
911 Otros oficiales que se afanaban en la organización de la logística de las armadas, entre los que cabría 
destacar al proveedor general, veedor y contador de la armada, los hemos analizado por extenso, así como
las consecuencias que tuvo la visita de Juan de Góngora sobre estos oficios, en otro lugar. Véase: Alfonso 
Jesús Heredia López, «Visitar para reformar los oficios de la Armada de la Carrera de Indias (1642-
1654)», Memoria y civilización: anuario de historia, 22, (2019), pp. 221-246. 
912 Díaz Blanco, «Servicio al rey y progreso social en el siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa 
de la Contratación», p. 472. 
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recaudación de la avería. Asimismo, como hemos visto con anterioridad, la enajenación 
de oficios también alcanzó a la contaduría de cuentas de la avería de la Casa de la 
Contratación, con unas funestas consecuencias que en ci rta manera también afectaron a 
su administración913.  
Los asientos de avería fueron un fracaso, pues pusieron esta administración en 
manos de los principales interesados en defraudar los derechos del comercio indiano 
que, aprovechando el control que tenían sobre la organización de las flotas, 
incrementaron las mercancías que enviaban fuera de registro mientras reducían los 
gastos del apresto y defensa de las flotas. También es sabido que tras la extinción del 
asiento de 1640-1642, aun habiendo nuevos intentos i fructuosos de acordar un nuevo 
asiento entre la corona y el Consulado sevillano, la Casa de la Contratación tuvo que 
hacerse cargo íntegramente de la gestión y administración de la financiación de las 
armadas, cuya caótica y cara gestión llevó a la corona a tomar la decisión, en 1660, de 
suprimir la avería y con ella los registros y la obligación de que los caudales de 
particulares entraran en la Casa a la vuelta del viaje, transformando este impuesto ad 
valorem en una cuota fija a aportar por los interesados en el comercio, entre los cuales 
estaba la propia Real Hacienda914.  
Sin embargo, son menos conocidas las transformaciones que se dieron entre 1642 
y la reforma fiscal de la avería en 1660, aunque se ha señalado que aquel periodo sin 
asientos y con administración directa no dio buenos resultados, pues amén de que 
resultaba carísimo para la monarquía, le obligaba a negociar empréstitos para las 
armadas en condiciones de improvisación915. Además, la gestión directa por la Casa 
provocó que la Real Hacienda tuviera que aportar importantes caudales para despachar 
las armadas, convirtiéndose este gasto, junto con los compromisos adquiridos con los 
banqueros y hombres de negocios, en el principal destino de las remesas de plata que 
venían de América916. Asimismo, Serrano Mangas señaló “que entre 1642 y 1646, la 
misión de cobrar el derecho de la avería y organizar los despachos se le adjudicó a la 
Casa de la Contratación, y solo con el concurso de los asentistas de pertrechos pudo 
                                                
913 En el capítulo 4 de esta misma obra hemos analizado la venalidad de cargos de la contaduría de averías 
en esta coyuntura.  
914 Además del referido estudio de Céspedes del Castillo, «La Avería en el Comercio de Indias». Véase el 
capítulo 4 de Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII. 
Oliva Melgar, «La negociación del “Nuevo Asiento” de la avería (circa 1643-1667)». El capítulo 6 de 
Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648. Y Carlos Álvarez Nogal, «Finanzas y 
comercio en la España del siglo XVII: la crisis de la avería». 
915 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 222. 
916 Álvarez Nogal, «Finanzas y comercio en la España del siglo XVII: la crisis de la avería», p. 1372. 
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llevarla a cabo”917. Pues bien, dado que la visita de Juan de Góngora se produjo tras la 
extinción del asiento de 1642, las pesquisas de este visi ador nos pueden ser de utilidad 
a la hora de comprender cómo fue el inicio de la administración directa por la Casa que 
se emprendió a la par que la visita.  
No obstante, veamos previamente las funciones y competencias, amén de quiénes 
eran los oficiales que, en la coyuntura de la visita de Juan de Góngora a la Casa de la 
Contratación, se desempeñaban en los distintos aspecto  de la administración de la 
avería.  
 
6.6.1. Los contadores de cuentas de la avería  
 
Aun conservando el mismo nombre, los contadores de cuentas de la avería no solo 
tomaban las cuentas del receptor y pagador de la avería, sino que además eran los 
oficiales encargados de fiscalizar las cuentas de las armadas y flotas, del factor, del 
pagador y mayordomo de la artillería, del proveedor y de los maestres de raciones de las 
armadas, del correo mayor y del receptor de penas de cámara y gastos de justicia y de 
los bienes de difuntos918. Las primeras ordenanzas que regularon el trabajo de los 
contadores de avería datan de 1598, y en ellas quedó plasmado el horario que estos 
oficiales estaban obligados a cumplir919, el control que tenía que ejercer el presidente de 
la Casa sobre sus trabajos920, el orden a seguir en los mismos y los mandamientos que 
debían dar para que las personas obligadas a presentar us cuentas lo hicieran, los libros 
de control de las cuentas que debían tener y la custodia de los mismos, la resolución de 
dudas y dificultades a la hora de tomar las cuentas que debían hacerse de forma 
colegiada921, y la capacidad para cobrar los alcances en las cuentas que tomaban, así 
como la rendición de cuentas de su trabajo al Consej  de Indias al final de cada año922. 
                                                
917 Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 297. 
918 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 105. 
919 Seis horas cada día, tres por la mañana y tres por la tarde, excepto martes y sábado por la tarde en qu  
debían ordenar cuentas e informar al presidente del stado de las mismas. 
920 El presidente de la Casa debía acudir con regularidad a la sala de averías de la Casa y los contadores 
de cuentas de ella debían dar cuenta de sus actividdes.  
921 En caso de que las personas a las que se les tomaban cuentas se sintieran agraviadas, debían dirigirse al 
presidente que, con la asistencia del fiscal y del contador diputado de la avería tomaría resolución del 
caso. 
922 Estos apuntes sobre las instrucciones u ordenanzas de los contadores de avería de la Casa de la 
Contratación fueron señalados por Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: 
análisis de las prácticas contables desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las 
Indias de Sevilla (1503-1717), pp. 103-104. A su vez, Juan de Góngora recopiló estas instrucciones en el 
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Estas instrucciones iniciales fueron ampliadas con posterioridad, como ocurrió en 1616, 
cuando se le añadieron a este tribunal la censura de los bienes de difuntos, cuyas cuentas 
serían tomadas por los contadores sin necesidad de remitirlas al Consejo de Indias923.  
Sin embargo, la tarea de revisión y control de las administraciones arriba 
mencionadas que hacían los contadores de averías de l  Casa se caracterizaron por una 
pasmosa lentitud y por la inobservancia de las instrucciones que fueron dadas para su 
gobierno. De modo que, en la visita que hizo a la Casa de la Contratación Francisco de 
Tejada y Mendoza, finalizada en 1618, se dictaron unas nuevas ordenanzas para su 
trabajo cotidiano con el fin de acabar con las disfunciones existentes en el fenecimiento 
de las cuentas que estaban obligados a hacer los contadores de la avería. En aquellas 
instrucciones dadas el 22 de octubre de 1620 y distribuidas en ocho puntos, se ordenó a 
los contadores que924:  
1) Debían tomar y fenecer las cuentas en la sala de Casa señalada a tal efecto, 
sin llevarlas a sus casas para estar bajo la observancia de las personas a las que tomaban 
las cuentas.  
2) Los recados que justificaban los gastos de las cuentas debían quedar glosados a 
las mismas. 
3) Con objeto de evitar las dilaciones que había en el fenecimiento de las cuentas 
y que provocaban daños derivados a la hora de cobrar los alcances, pues las personas 
que rendían sus cuentas habían fallecido quedándose los alcances sin ser cobrados, se 
ordenó que cuando el presidente y jueces oficiales repartiesen las cuentas a los 
contadores les señalaran un plazo determinado para su fenecimiento, so pena de no 
cobrar su salario si no habían acabado su labor en el plazo señalado.  
4) En dicho reparto de las cuentas, cada contador no podía tener más cuentas que 
aquellas que pudieran fenecer en el plazo estipulado, y para su control debían dar 
cuentas al presidente de la Casa cada sábado.  
5) Cuando las partes daban sus relaciones juradas en la contaduría de cuentas, 
debían dar traslado al fiscal y al contador diputado de la avería y con lo que estos 
observaran, llevarlas a la sala de gobierno y desde allí se repartiría al contador que las 
había de tomar.  
                                                                                                                                    
proceso de la visita, por lo que las hemos contrastado con las mismas que se encuentran en: AGI, 
Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 540R-543R.  
923 Donoso Anes, Una contribución a la historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables 
desarrolladas por la tesorería de la Casa de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 105. 
924 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 425R-427V. 
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6) Antes de dar finiquito de las cuentas, debían dar traslado al fiscal y contador-
diputado para que mandaran dar, denegar o moderar el finiquito.  
7) Cada cuatro meses debían dar cuenta a la sala de gobierno de las cuentas que 
hubieren fenecido, para que entendidas por el presidente y jueces oficiales, pudieran 
disponer de su envío al Consejo al finalizar cada año, so pena de privación del oficio.  
8) Debían hacer el fenecimiento de las cuentas sin cobrar ningún arbitrio ni tasa. 
Por tanto, a la altura de 1642, cuando se produjo la visita de Juan de Góngora a la 
contaduría de averías de la Casa, estas eran las instrucciones que estaban vigentes y que 
debían ser observadas en el devenir del trabajo de los contadores de averías de la 
institución.  
En relación a las personas que se ocupaban en aquellas tareas, en la coyuntura de 
la visita, la contaduría de averías estaba dirigida por el contador mayor superintendente 
de la avería de la Casa de la Contratación, un puesto creado en 1641 y vendido a 
perpetuidad a Bartolomé Rodríguez de Melo por 8.000 ducados925. Las plazas restantes 
de contadores de avería estaban ocupadas por Alonso de Villacorta Meléndez, Laureano 
de Avendaño, Antonio Méndez Ortiz y Gil López Cardoso926. De todos los anteriores, 
solamente Bartolomé Rodríguez de Melo compareció ante el visitador, y de su 
declaración, que tuvo lugar en 1644, es posible infrir algunas cuestiones sobre el 
funcionamiento de la contaduría de averías de la Casa en esta coyuntura que merecen 
ser destacadas. 
En su testimonio ante Góngora, Rodríguez de Melo dejó patente la lentitud de las 
tareas de censura y revisión de las cuentas de la Cas que se llevaban en la contaduría 
de avería. Aquellas labores eran repartidas por el p esidente y los jueces oficiales a los 
contadores de avería, pero no se repartían por turnos, sino al contador que estuviera más 
desocupado sin señalarle término para fenecerlas. Afirmó que las cuentas del pagador 
general eran tomadas cada año, y que las cuentas del factor de la Casa no tenían tiempo 
señalado para tomarse. Sin embargo, había otras administraciones con mayor desorden. 
                                                
925 Véase capítulo 4 de esta misma obra.  
926 Estos nombramientos se localizan en: AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Además de los 
anteriores, Carlos de Cuellar tenía una futura sucesión de una plaza de contador de avería merced a 1.500
pesos de plata que su padre, el escribano de la Casa Antonio Medina Sánchez, pagó al conde de Castrillo 
y que no gozaría hasta 1645, cuando entró a desempeñar el puesto tras la muerte de Antonio Méndez 
Ortiz. En AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 11. Fol.334R-341R. La venalidad de los cargos de contador 
de la avería siguió su curso. Como ejemplo, podemos citar los casos de Damián Monterroso Velázquez, 
quien accedió al oficio en 1645 tras los días de Laure no de Avendaño, desembolsó 60.000 reales de 
plata, pagados a los efectos que beneficiaba el conde de Castrillo. En AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 
233R-227R. O de Juan Correa Peña, quien en 1646 adquirió a perpetuidad por 32.000 reales de plata la 
plaza que servía Gil López Cardoso, quien lo tenía de forma vitalicia. En AHN, Estado. 2312. 
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Así, por ejemplo, Rodríguez de Melo declaró que desde que comenzó a servir el oficio, 
no se habían tomado las cuentas de los gastos de juticia y penas de cámara, y que había 
algunos pleitos pendientes tocantes a la avería y a los lcances de las cuentas que se 
tomaban desde la contaduría de avería. Sobre estos alcances a las cuentas de avería dijo 
que estaban atrasados por haber muerto las personas que los debían y no hallarse con 
quien actuar. Con respecto a la toma de cuentas del receptor de la avería, Rodríguez de 
Melo reconoció que desde que él había entrado a servir el cargo, no se habían tomado 
en la contaduría de averías las cuentas por haber tenido el juez letrado Francisco de 
Mansilla -quien a su vez era el juez de la Casa encargado de la supervisión de la 
avería927- una comisión particular para ello, y últimamente, tanto las cuentas de la flota 
de Nueva España y los galeones de Tierra Firme de 1643 se habían presentado 
directamente a la visita928. Por tanto, uno de los fines iniciales para los que nació la 
contaduría de la avería, que era tomar las cuentas del receptor y pagador de la armada, 
no se estaba ejecutando en esta coyuntura, puesto que un juez de la Casa tenía una 
comisión de forma particular para la toma de cuentas del receptor de la avería929.  
En aquella declaración de Bartolomé Rodríguez de Melo quedaron patentes 
algunos incumplimientos de las instrucciones dadas en 1620 para el trabajo de los 
contadores de cuentas de la avería. Por ello, en 1646, el visitador solicitó a Rodríguez de 
Melo que aclarara, mediante una certificación firmada junto al resto de contadores, 
cómo eran repartidas las cuentas que se fenecían en la contaduría de averías, en qué 
poder habían entrado las penas que dictaba la contaduría a aquellos que no daban sus 
cuentas, si tomaban tanteos de la cuenta del receptor de avería, o si habían enviado las 
cuentas fenecidas del receptor y pagador de avería al Consejo para su revisión. El 
contador mayor superintendente, junto a los contadores Alonso de Villacorta Meléndez, 
Carlos de Cuellar y Juan Correa de la Peña, certifiaron que las tareas de repartir las 
cuentas que en la contaduría eran fenecidas las hacía el presidente y jueces oficiales de 
la Casa a los contadores que estaban más desocupados sin indicar el tiempo que tenían 
para su fenecimiento, excepto las tocantes al factor o a los bienes de difuntos que las 
repartía el presidente. Sobre las penas y condenaciones que echaban a las personas que 
                                                
927 Céspedes del Castillo llamó a este cargo como juez de avería. Céspedes del Castillo, «La Avería en el 
Comercio de Indias», p. 60. 
928 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Bartolomé Rodríguez de Melo ante Juan de 
Góngora. 
929 Juan de Góngora solicitó al Consejo de Indias que Francisco de Mansilla, quien tenía las cuentas de los 
repartimientos de avería desde 1619 hasta 1639, las entregara a la visita para proceder a su revisión. La 
solicitud al Consejo en: AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 15R-16R. El reconocimiento de la 
visita de las cuentas de la avería en: AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 56. Fol. 143R-190V.  
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no habían dado las cuentas en tiempo y forma, afirmron que el producto de las mismas 
iba a parar al pagador de las armadas Sebastián de Greña. Los contadores de avería 
reconocieron que no tomaban tanteos de cuentas al receptor, y que aunque se habían 
enviado cada año al Consejo las relaciones de cuentas fenecidas en la contaduría, con 
los alcances que de ellas resultaban, entre las que e encontraban las del receptor, hacía 
algunos años que el atraso en fenecer estas cuentas había provocado que la labor de 
rendición de las mismas en el sínodo indiano no se hubiera producido930. Como 
podemos observar, los problemas que se detectaron en la visita de Francisco de Tejada y 
Mendoza y que dieron lugar a un reordenamiento de las instrucciones para la labor de 
los contadores de avería persistían en la década de 1640.  
No obstante, que no se tomaran las cuentas del receptor de avería por los 
contadores de avería de la Casa no era extraño, pues deb mos tener en cuenta que las 
cuentas del receptor no eran tomadas por la contaduría e averías cuando el despacho de 
las formaciones navales estuvo bajo asiento, pero sí cuando el despacho de las armadas 
corrió por cuenta de la corona, como fue el caso de las armadas y flotas de 1636 a 1640, 
años en que, como hemos dicho, no hubo asiento de avería. Es por ello que si 
indagamos en la presentación de las cuentas del receptor de uno de estos años ante la 
contaduría de averías, podremos advertir con mayor facilidad ciertos aspectos de los 
trabajos de control de las cuentas que se llevaban en esta parcela de la administración de 
la Casa. Como ejemplo de los retrasos en fenecer las cuentas de las armadas, cabe citar 
que en 1637, en la cuenta del cargo del receptor de la avería Pedro de Camino, que 
correspondía a la armada del General Carlos de Ibarra y a la flota de Nueva España del 
General marqués de Cardeñosa, que vinieron a Sevilla por fin de dicho año, cuya cuenta 
se feneció y tomó por los contadores Alonso de Villacorta Meléndez y Antonio Méndez 
Ortiz en 1643, resultó un alcance contra Pedro de Camino de 518.518 maravedíes de 
plata y 80.809 maravedíes de vellón, y que todavía en 1646, ni el receptor había pagado 
el alcance, ni el pleito que se había seguido contra él, iniciado en 1643, se había 
fenecido931.  
Pero más allá de esta cuestión, a la luz de la declaración ante el visitador de 
Rodríguez de Melo y de las certificaciones que entregó junto a sus compañeros en la 
contaduría a petición del visitador, quedó patente qu la contaduría de averías no 
actuaba con fluidez en su labor de censura y control de las administraciones de la Casa. 
                                                
930 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 402R-403V.  
931 AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 404R-404V. 
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No debe extrañar que ciertos testigos de la pesquisa secreta de la visita relacionaran los 
alcances sobre la hacienda de bienes de difuntos que hemos visto más arriba a la falta de 
toma de cuentas de esta administración por parte de los contadores de avería932, e 
incluso que hubiera quien acusó a los ocupantes de aqu llas plazas de no tener la 
inteligencia que se requería para estos oficios por no haberse instruido en papeles933. 
En suma, si los contadores de cuentas no tomaban las cuentas de lo que cobraba el 
receptor de la avería cuando esta estaba bajo asiento, y las restantes cuentas que debían 
tomar o no se ajustaban o se tomaban con evidentes retra os, pues contradiciendo las 
instrucciones no tenían plazo estipulado para acabarlas, la función de fenecimiento de 
las cuentas de las administraciones de la Casa de lContratación que estaban bajo su 
cargo carecía de un control expedito. De esta manera, el abuso en el manejo de caudales 
de las administraciones de la Casa, amén de poder darse con mayor facilidad, no era 
reparado a tiempo debido a que cuando se localizaba, se podía dar el caso de que ya no 
era posible pedir responsabilidades a aquellos oficiales que lo habían causado.  
 
6.6.2. Los oficiales de la avería: receptor, pagador y contador-diputado 
 
Los estudios sobre los oficiales de la avería han partido fundamentalmente de las 
explicaciones que diera en el siglo XVII José de Veitia Linaje en un capítulo de su 
Norte de la Contratación y ya, en el siglo XX, del detallado estudio de Guillermo 
Céspedes del Castillo sobre la avería en el comercio de Indias. Pese a la creencia que 
había desde el modelo Veitia-Céspedes del Castillo934 en la superioridad del contador-
diputado sobre el resto de los oficiales de la averí , Díaz Blanco mostró cómo el 
receptor era el oficial de mayor prestigio entre los de la avería, que los pagadores se 
encontraban un escalón por debajo y el contador diputado otro935. Por ello, y por ser el 
receptor y el pagador quienes manejaban las cantidades de los caudales de esta hacienda 
clave en la financiación de las armadas de la Carrera d  Indias, analizamos sus 
funciones en primer lugar, para a continuación, detenernos en las competencias del 
contador-diputado de la avería.  
                                                
932 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Rodrigo Pardo de Moscoso ante Juan de 
Góngora.  
933 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Declaración de Juan de Asain Ugalde ante Juan de Góngora.  
934 Hemos tomado la expresión “Modelo Veitia-Céspedes del Castillo” de Díaz Blanco, «Servicio al rey y 
progreso social en el siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa de la Contratación», p. 473. 
935 Ibidem. p. 490. 
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El receptor de la avería se encargaba de diferentes tar as: cobrar este derecho, una 
vez que los mercaderes habían declarado en la aduan las mercancías que iban a cargar 
en una flota o a la vuelta de las formaciones, tras cotejar los registros; ingresar lo 
recaudado en el arca de la avería; y distribuir lo recaudado entre los gastos necesarios 
para financiar las formaciones navales de las armadas de la Carrera de Indias. Su 
función se podría calificar como la de tesorero de los caudales de la avería, pues bajo su 
control estaba tanto de la entrada como salida del din ro de dicha arca. El receptor no 
solo transfería el dinero al pagador, sino que, del mismo modo que éste, también 
efectuaba numerosos pagos directos y otorgaba liquidez a otros oficiales de las armadas, 
como era el caso del proveedor general936.  
Junto al receptor, el pago de muchas de las libranzas de la avería, aun controlado 
por el receptor, era ejecutado por el pagador937. En la distribución de la hacienda de la 
avería, el pagador recibía los fondos del receptor, y por auto de la sala de gobierno de la 
Casa cuando la gestión era directa por la institución sevillana, o por los administradores 
del asiento de avería, cuando ésta estaba bajo estos contratos, efectuaba los pagos que 
allí se le ordenaban.  
El contador diputado de la avería era el tercero de los tres oficiales originarios de 
las ordenanzas de avería de 1573. Según Céspedes del Castillo, este oficial se encargaba 
del cálculo previo de los preparativos de cada armada, presupuestaba el coste total y lo 
repartía sobre las mercancías dispuestas a ser enviadas a Indias938. La avería no quedó 
establecida en ningún porcentaje, sino que dependió del coste de cada flota y no en 
pocas ocasiones hubo que acudir a nuevos repartimien os sobre lo presupuestado 
inicialmente. Como es sabido, la disminución de los registros a causa del fraude, en 
especial en los registros de regreso, elevó los porcentajes requeridos para hacer frente al 
gasto de las armadas. Este asunto, motivo de queja de los mercaderes que sí llevaban 
sus mercancías registradas, no empezó a cambiar hast  1644 cuando el rey adquirió un 
compromiso de reducir el tipo fiscal de la avería al 12% y, en el caso de que hubiera 
sobrecostes, sería la Real Hacienda quien haría frente a los mismos939. Sin embargo, 
aquel compromiso real, como tantos otros en esta coyuntura y en relación al comercio, 
no evitó nuevos repartimientos a la llegada de las flotas, resultando más gravosa la 
                                                
936 Ibidem. p. 473.  
937 El pagador no solo recibía fondos de la receptoría. Ibidem. p. 473.  
938 Céspedes del Castillo, «La Avería en el Comercio de In ias», p. 65. 
939 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 192. 
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avería para los comerciantes que sí registraban sus mercancías940. Con estos mimbres, el 
contador-diputado de la avería, que se tenía que encargar de tomar la razón de todo lo 
que recibía el receptor de la avería, como hemos visto con anterioridad en el análisis de 
los registros de la contaduría de la Casa, era un perfecto conocedor de los canales del 
fraude utilizados por los mercaderes para enviar sus mercancías fuera de registro y que 
repercutían en una menor recaudación de la avería. 
Más allá de sus competencias, en la coyuntura de la visit , los oficiales de la 
avería de la Casa de la Contratación se definieron por ser personas de una estrecha 
cercanía con el Consulado, órgano para el que también desempeñaban ciertas funciones. 
Estos vínculos estuvieron fomentados por la capacidad que tuvo el Consulado sevillano 
de nombrar a estos oficiales cuando tuvo en su poder l s asientos de avería, motivo por 
el cual recayó la provisión de estos cargos en personas de la confianza de los 
cargadores.  
El cargo de receptor de la avería de la Casa de la Contratación estaba ocupado a la 
altura de 1642 cuando se inició la visita por Pedro de Camino, quien lo desempeñaba 
desde 1637, y era hijo de Juan Alonso de Camino, quien había ocupado dicho puesto 
entre 1611 y 1637941. Pedro de Camino tenía una vinculación destacada con el 
Consulado sevillano, pues en 1638 fue nombrado por el p ior y cónsules de dicho año 
como receptor de la renta de Balbas que administraba el órgano de gobierno de los 
comerciantes, y en 1645 figuró entre los electores que eligieron al prior y cónsules de 
dicho año. Además, era hermano del cónsul del comercio Juan Alonso de Camino, 
quien a su vez se encontraba entre el triunvirato dirigente del Consulado en 1642942. 
Esta doble vertiente de oficial de la monarquía en la Casa y cierta participación en el 
comercio y en el Consulado sevillano llevó a algunos de estos oficiales a aprovecharse 
de su situación para hacerse con contratos para la provisión de armadas en las que 
entendían. Este fue el caso de los Camino, con quienes a fines de 1636, la Casa firmó un 
contrato para que suministraran cien pipas de vino de la cosecha de aquel año por valor 
de 26.400 reales943. Esta fue una forma recurrente de participar en el soporte de la 
estructura del monopolio del comercio americano de algunos oficiales de la 
                                                
940 Oliva Melgar, «La negociación del “Nuevo Asiento” de la Avería (circa 1643-1667)», p. 45. 
941 Díaz Blanco, «Servicio al rey y progreso social en el siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa 
de la Contratación», p. 475. 
942 Véase el capítulo 9 de esta misma obra.  
943 AGI, Contratación. 3386. Citado en la nota 46 de Díaz Blanco, «Servicio al rey y progreso social en el 
siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa de la Contratación», p. 481. 
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Contratación944, y a la vez, fue una de las causas que formó partedel ncarecimiento de 
los despachos de armadas financiadas por la avería. 
El cargo de pagador de las armadas fue ejercido por Simón de Gaviola entre 1615 
y 1637 y, como ocurrió con el oficio de receptor, hizo lo posible por mantenerlo en el 
seno de su familia, consiguiendo de Felipe IV que el oficio quedara como dote de una 
de sus hijas. Mientras tanto, Gaviola nombró a varios personajes que sirvieran el puesto 
de pagador, y en 1637 designó a Sebastián de Greña, con quien mantenía ciertos 
negocios945. Gaviola, que murió en 1646, se mantuvo alejado de la pagaduría los 
últimos años de su vida y ejerció otros cargos de la Casa de mayor consideración, como 
el de teniente de contador juez oficial, nombrado por el propietario del oficio Fernando 
de Villegas, a la postre su yerno, con quien había casado a una de sus hijas. Sin 
embargo, al mismo tiempo que estuvo ejerciendo la pagaduría, su vinculación con el 
comercio y con los oficios del Consulado sevillano, siguió inalterable. Así, en 1618 
formó parte de los administradores del asiento de avería de dicho año, y en la década de 
1630 lo encontramos acudiendo a las juntas del Consulado o sirviendo como pagador de 
varias rentas del órgano mercantil946.  
Por último, entre los tres oficiales destacados de la avería en la Casa de la 
Contratación, en la coyuntura de nuestro estudio, el ficio de contador diputado de la 
avería estaba ocupado por Mateo de la Parra, quien lo desempeñaba desde 1634947. Era 
un personaje destacado en la administración del Consulado de Sevilla, para quien 
también trabajaba como receptor de sus propios y como receptor del derecho de la 
Lonja. A su vez, era hermano del juez oficial supernumerario de la Casa, Francisco de la 
Parra. El oficio de contador-diputado fue duplicado en 1645 como consecuencia de los 
resultados que estaba mostrando la visita de Juan de Góngora y, como veremos, desde 
entonces, Mateo de la Parra hizo todo lo posible por hacer dejación del oficio y 
continuar con los oficios del Consulado.  
                                                
944 Con respecto a la participación en contratos para la provisión de armadas, así lo pusimos de manifiesto 
en relación a los puestos de veedor de la armada en la misma coyuntura. Véase: Heredia López, «Visitar 
para reformar los oficios de la Armada de la Carrer de Indias (1642-1654)». 
945 Díaz Blanco, «Servicio al rey y progreso social en el siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa 
de la Contratación». 
946 Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder, p. 195. Díaz Blanco 
señaló que ejerció como receptor de la llamada avería vieja. Véase: Díaz Blanco, «Servicio al rey y 
progreso social en el siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa de la Contratación», p. 480. 
947 Mateo de la Parra fue nombrado contador-diputado de la avería el 24 de noviembre de 1634 por el 
prior y cónsules del Consulado. Su nombramiento fue en interinidad, pues el titular del oficio era Felix 
Escudero de Espinosa, quien en ese mismo año había fallecido, y su hijo, Pedro Antonio Escudero 





La visita a los oficiales de la avería: la gestión directa de las armadas y flotas de 1643 
 
Como es sabido, las ocultaciones de los registros hacían que cada vez menos 
mercaderes pagaran avería por el tráfico de sus mercancías, y elevaba las aportaciones 
de este derecho de quienes sí las llevaban registrada , mén de aumentar la aportación 
de la Real Hacienda a la avería para suplir los elevados costes de la financiación de las 
armadas de Indias. Pero la avería no era una cuestión solo de los mercaderes, sino que 
junto a ellos, que eran quienes cometían estos fraudes, estaban los oficiales que se 
debían encargar de la gestión y el cobro de la avería en la Casa de la Contratación, por 
lo que de su buen hacer en el desempeño del oficio también dependían los ingresos de la 
avería. Por ello, del mismo modo que el visitador había hecho con la fiscalización de la 
entrada y la salida de caudales de la sala del tesoro de la Casa, Juan de Góngora hizo 
una exhaustiva revisión de cuáles eran los procedimi ntos del receptor, pagador y 
contador-diputado en el manejo de esta hacienda desde que se extinguió el asiento en 
1642. Asimismo, el visitador quería saber qué cantid des había recibido el receptor de 
la avería de la flota de Nueva España del cargo del General Pedro de Ursúa que vino en 
junio 1643 y de los galeones de Tierra Firme del cargo del General Francisco Díaz 
Pimienta que llegaron por diciembre del mismo año.  
Para ello, Juan de Góngora tomó declaración a los princi ales actores de la 
gestión y cobro de la avería en la Casa, al receptor Pedro de Camino y al contador-
diputado Mateo de la Parra, y les emplazó a exhibir el l bro en el que este último tomaba 
razón de las cantidades que en concepto de avería habí  cobrado procedentes las 
referidas flotas y lo que había pagado con todos los recados que justificaban aquellos 
pagos948. Debido a la importancia de las declaraciones de estos oficiales en la 
clarificación de las funciones cotidianas de su desempeño en la administración de la 
avería en la Casa, merecen ser destacadas algunas cuestiones de sus testimonios. 
A tenor de la declaración de Pedro de Camino ante Góngora es posible reconstruir 
cómo se cobraba la avería de la plata de las mercancías venidas con registro de las 
Indias. Así, el receptor afirmó que la mayor parte que se cobraba de las averías lo 
cobraba en créditos de los compradores de plata, de manera que con la entrega de 
cualquier comprador de plata al receptor de la averí  de ciertas cantidades en crédito, 
                                                
948 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Ajustamiento de las arcas del avería del dinero que debe haber 
en ellas y otros autos y declaraciones sobre lo susdicho.  
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Pedro de Camino daba despacho a las partes para que pudieran sacar la plata de la sala 
del tesoro y las mercancías de la aduana. Estos créditos quedaban en poder de Pedro de 
Camino que los iba librando en los compradores de plata por cédulas suyas con la 
cantidad que se le había mandado pagar, en virtud de los autos de la sala de gobierno. 
Asimismo, reconoció que algunas partidas menudas se cobraban en contado, cuyas 
cantidades se custodiaban en las arcas de esta haciend  que estaban en la sala de avería 
de la Casa de la Contratación, cuyas llaves estaban en su poder. Además, Pedro de 
Camino reconoció que la avería perteneciente a la Real Hacienda la cobraba en la casa 
de la Moneda por orden del oficial mayor de la tesor ría, Juan Muñoz de Dueñas, y que 
después daba carta de pago ante los escribanos de la Casa de haber recibido aquellas 
cantidades949. 
En segundo término, la declaración de Mateo de la Parra ante el visitador refleja 
de un modo clarividente cómo se llevaba el control de lo que el receptor cobraba y 
gastaba de la recaudación de la avería. Por ello, fue preguntado por Góngora por la 
forma que se tenía en su oficio a la hora de hacer los cargos al receptor de la avería. De 
la Parra narró que en llegando los registros de vuelta a la Casa de la Contratación, se 
recogían en la contaduría y se ponía al margen por los oficiales de la contaduría el valor 
de cada partida y a quién venía consignada. Con esto se hacía la cuenta del 
repartimiento de avería y, una vez conocido a cuanto salía el porcentaje, se trasladaba al 
receptor para que supiera lo que tenía que cobrar en cada partida. Cuando los 
particulares sacaban sus partidas de la Casa, tras haber abonado la avería, Mateo de la 
Parra hacía cargo al receptor de lo que montaba la avería de cada partida sacada de la 
Casa. Asimismo, tomaba la razón de todo lo que distribuía el receptor de avería con los 
recados que justificaban aquellos gastos, para descargo de la cuenta del receptor950. De 
modo que la relación ajustada de los libros y relaciones del contador diputado era lo que 
montaba la avería de cada armada, puesto que no había otro oficial en la Casa que 
tomara la razón de lo que se cobraba y distribuía por esta hacienda. 
Tras estos testimonios, el visitador dio paso al reconocimiento del cargo y la data 
de las cuentas de Pedro de Camino pertenecientes a la fin nciación de la flota de Nueva 
España del cargo del General Pedro de Ursúa y a los ga eones de Tierra Firme del cargo 
del General Francisco Díaz Pimienta que llegaron a España en junio y diciembre de 
                                                
949 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 1R-5V. Declaración de Pedro de Camino ante Juan de 
Góngora.  




1643 respectivamente. Pedro de Camino y Mateo de laParra, que entregaron a la visita 
las cuentas de dichas formaciones navales estuvieron presentes junto al visitador en 
aquel reconocimiento. Tomando como ejemplo las cuentas de cargo y data de la armada 
del cargo de Francisco Díaz Pimienta de 1643951, que comenzó por los gastos, destaca la 
intervención del pagador Sebastián de Greña, quien por autos de la sala de gobierno fue 
el encargado de realizar los pagos para la compra de provisiones de la armada y otras 
cuestiones derivadas del despacho. Veamos algunas cuestiones que caracterizaron la 
financiación de las armadas en el periodo “post asientos” de avería. 
Como afirmó Serrano Mangas, tras la extinción del asiento de avería de 1642, 
cuando el cobro y la administración de la avería rec yó de nuevo sobre los oficiales de 
la Casa de la Contratación, solo con el concurso de de los asentistas de pertrechos pudo 
llevarla a cabo952. Por esta razón, muchos de estos pagos que efectuó l pagador 
Sebastián de Greña para la referida armada se destinaron al asentista de pertrechos 
Martín Ladrón de Guevara953. En esta coyuntura también cobraron protagonismo en la 
financiación de las armadas los compradores de oro y plata, tales como Bernardo de 
Valdés, quien había prestado para el apresto de la referida armada 12.822.692 
maravedíes de plata, y que le fueron devueltos por el pagador Sebastián de Greña con 
una orden directa del conde de Castrillo954. Asimismo, para hacer frente a la 
financiación de la armada de la Carrera de Indias, se tomaron cantidades a los maestres 
de plata955 y otras sumas que iban destinadas a otras formaciones navales como fue la 
armada del Mar Océano, y por ello muchos pagos se de tinaron a devolver a la armada 
del Océano aquellas cantidades por medio de su contad r, el también ministro de la 
Casa Diego Ruiz de Villegas956. No obstante a estas dificultades para hacer frente a la 
financiación de los despachos, de las averías de laarm da de Francisco Díaz Pimienta 
de 1643 se separaron 20.000 ducados para salarios de ministros de la Casa957. 
                                                
951 La data de las cuentas de Pedro de Camino pertenecientes a la armada de Francisco Díaz Pimienta de 
1643 en: AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 37V-46V 
952 Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 297. 
953 Como ejemplo, cabe citar los pagos de 23.811.084 maravedíes de plata y de 11.220.000 por cuenta de 
los asientos con Martín Ladrón de Guevara para la carena de la armada. En: AGI, Escribanía, 1136B. 
Cuaderno 6. Fol. 38V.  
954 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 41R.  
955 Por ejemplo, del registro del maestre de plata Juan de Castro se tomaron 54.439.168 maravedíes de 
plata y del registro de Domingo de Ipeñarrieta, 34.816 000 maravedíes de plata para pagar a Martín 
Ladrón de Guevara parte de sus asientos. En: AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 43R.  
956 Como ejemplo, el pago efectuado por este concepto por Sebastián de Greña a Diego Ruiz de Villegas 
de 11.220.000 maravedíes de plata. En: AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 42 R. 
957 AGI, Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 45V.  
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En relación al cargo de las cuentas de Pedro de Camino pertenecientes a dicha 
armada958, es necesario destacar el alto porcentaje de avería que tanto los particulares, 
con un 25 y ½ %, como la Real Hacienda, con un 24 %, pagaron aquel año de 1643. El 
punto y medio porcentual menos de la avería perteneci t  a la Real Hacienda está en 
relación a que no pagaba el 1 y ½ % perteneciente al incremento sobre la avería de la 
renta de Balbas que cobraba el Consulado sevillano. E  la cuenta del cargo también 
estaban incluidas las cantidades procedentes de las manifestaciones que se hicieron a la 
venida de la dicha armada por los maestres y otras personas, que ascendía a la ridícula 
cantidad de 1.879.164 maravedíes de plata959.  
Estas cuestiones que acabamos de destacar traducen en labores cotidianas los fríos 
números de una contabilidad de cargo y data y son características de la labor que los 
oficiales de la avería de la Casa tuvieron que hacer frente en este periodo “post asientos 
de avería”. No hemos pormenorizado las cantidades para evitar prolijidades del 
despacho de las armadas que son conocidas, pero es nec sario mostrar el montante del 
cargo y data conforme al ajustamiento hecho por el visitador de las cuentas de la avería 
de la flota de Nueva España del cargo de Pedro de Ursua y de los galeones de Tierra 
Firme del cargo de Francisco Díaz Pimienta de 1643 que reflejan cuestiones 
interesantes960. 
 
Cuentas de la avería de 1643 
Concepto Cargo  Data  Alcance 
Averías 472.131.695 455.229.478 17.798.859 (C) 
1% de Toneladas 22.025.500 22.100.000 74.500 (F)  
1 y ½ Balbas 9.183.848 11.912.879 2.729.031 (F) 
Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Escribanía, 1136B 
Como podemos observar en la tabla antecedente, el rc ptor Pedro de Camino 
resultó deudor de 17.798.859 maravedíes de plata pertenecientes a la avería de la 
armada y flota de 1643. Sin embargo, es reseñable cómo las rentas del Consulado que 
                                                
958 Las cuentas del cargo de las averías de la armada de Francisco Díaz Pimienta de 1643 en: AGI, 
Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 53R-59V.  
959 Esta nimia cantidad procedía de la avería de la plata que venía fuera de registro y que con el 
mecanismo de la expedición de “cédulas de manifestaciones”, fueron declaradas para así evitar el comis 
en caso de ser descubierto el fraude. 
960 Las cantidades están expresadas en maravedíes de plata. El símbolo (C) hace referencia a que el 
alcance es contra el receptor y el símbolo (F) en su favor. El ajustamiento en: AGI, Escribanía, 1136B. 
Cuaderno 6. Fol. 89V-91R.  
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eran percibidas con sendos incrementos en el derecho de avería habían sido pagadas, 
incluso en mayores cantidades de lo ingresado en dicho año, pues el visitador evidenció 
que el receptor había utilizado dinero de las averís para pagar aquellas rentas del 
órgano mercantil961. Con este comportamiento, el receptor de la avería staba 
cumpliendo con las personas del comercio que percibían una renta procedente de estos 
ingresos. Parece evidente a quienes estaba beneficia do la gestión de la avería aun 
habiendo vuelto a la Casa de la Contratación.  
No obstante, Pedro de Camino protestó aquel alcance alegando que la mayor parte 
de la cantidad del cargo que había percibido estaba en poder de los compradores de oro 
y plata, y que por esa razón no se había distribuido. Sin embargo la revisión por parte 
del visitador de los libros de los compradores de oro y plata arrojó que en su poder 
solamente estaban 8.442.204 maravedíes de plata, por lo que seguía faltando una 
cantidad elevada que había ingresado en su poder y d  la que no se había justificado su 
salida, por lo que el visitador, con el contador de la visita, acabaron certificando que de 
ese dinero no constaba su paradero y que el receptor Pedro de Camino, su responsable, 
debía restituirlo a las arcas de la avería. 
 
Renovación y transformaciones en los oficios de recptor y contador diputado en 1645 
 
En 1644, tras el examen del visitador de la gestión y cobro de la avería llegaron 
los primeros cambios. Los altos porcentajes de avería que hemos visto que tanto los 
particulares como la Real Hacienda abonaron por las averías de las armadas y flotas de 
1643 seguían siendo la causa principal que lastraba los registros y, con objeto de volver 
a animar al comercio a registrar sus caudales y mercancías, el año de 1644 fue el del 
compromiso real de no subir el tipo fiscal de la avería a más del 12 % -supliendo la Real 
Hacienda la demasía que hubiera que aportar en caso de n  ser suficiente para financiar 
las armadas- y no tocar la plata de particulares a u llegada a la Casa de la 
Contratación962.  
Pero para cumplir aquellos deseos regios, anhelados entre los hombres del 
comercio sevillano, era necesario que la gestión y cobro de la avería funcionara 
correctamente en la Casa de la Contratación, pero la visita de Juan de Góngora estaba 
                                                
961 Informe del contador de la visita sobre el ajustamiento de las cuentas de Pedro de Camino. AGI, 
Escribanía, 1136B. Cuaderno 6. Fol. 402R-404R 




mostrando lo contrario. Es por ello, que el visitador eterminó a finales de 1644 que se 
pusiera un libro en el arca de la avería y que todol  que se cobrare de ella -tanto en 
créditos, como en reales- se depositase en las arcay se asentaran las partidas que 
entraran y salieran. Igualmente obligó a que la tenencia de las llaves de esta arca, que 
con anterioridad se hallaba en poder de Pedro de Camino, estuviera dividida entre 
Francisco de Mansilla, juez letrado de la Casa encargado de la supervisión de la avería, 
el receptor y el contador diputado963.  
Pero las dificultades para llevar a cabo la orden d la Cédula Real de 1644 que 
mandó reducir el tipo fiscal de la avería y entrega la plata a los particulares con 
celeridad, así como las disposiciones emitidas por el visitador para que se llevara un 
mayor control de los caudales de la avería se empezaron a complicar a inicios de 1645 
cuando tanto el receptor Pedro de Camino, como el contador-diputado Mateo de la 
Parra, hicieron una petición a la Casa de la Contratación en la que explicaron sus 
motivos para hacer dejación de los oficios que servían. El receptor alegó que se 
encontraba falto de salud y que era incapacidad de cumplir con el ajustamiento de las 
cuentas del tiempo que su padre ejerció el oficio y las suyas propias, que tampoco las 
tenía ajustadas. Pedro de Camino también afirmó que las nuevas disposiciones emitidas 
por el visitador para llevar un mayor control sobre los caudales de la avería harían 
imposible cumplir con la celeridad que le ordenaba el Consejo en cobrar la avería para 
que la Casa pudiera entregar la plata a los particulares. Es decir, entre otras cuestiones, 
el receptor se estaba oponiendo a la intromisión del visitador en la gestión de la avería. 
Por su parte, el contador-diputado, quien servía en interinidad por nombramiento del 
prior y cónsules, desistió de su cargo indicando que así lo podría ejercer su 
propietario964.  
Era enero de 1645 y las tareas para el cobro de la avería y la entrega de la plata 
que había venido en los galeones de Tierra Firme del cargo de Jerónimo Gómez de 
Sandoval estaban iniciadas, por lo que la Casa, que se opuso radicalmente a la dejación 
del oficio de Pedro de Camino y de Mateo de la Parra, encontrándose con las 
resistencias de estos, comunicó al Consejo de Indias que se hallaba sin nadie que 
ejerciera estos oficios, y solicitó que se nombraran con urgencia quienes los sirvieran. 
Juan de Góngora también se opuso a que estos oficiales hicieran dejación del oficio, y 
                                                
963 AGI, Indiferente, 2010.  
964 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias con carta inclusa de la Casa de la Contratación 
sobre los oficios de receptor y contador de averías. M drid, 8 de febrero de 1645.  
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emplazó a los oficiales a que siguieran en sus empleos mientras estuviera pendiente la 
entrega de la plata a los particulares. Sin embargo, mientras Mateo de la Parra continuó 
en el oficio para este fin, Juan de Góngora terminó aceptando la renuncia de Pedro de 
Camino, quien fue sustituido para aquellas labores de 1645, por mandato del visitador, 
por el contador de la avería Alonso de Villacorta Meléndez, que junto al contador de la 
visita, comenzaron a cobrar el avería para entregar la plata de particulares965.  
En el caso de Mateo de la Parra, el apremio de la Casa y del visitador a que 
siguiera ejerciendo el oficio surtió efecto, e incluso se le despachó un título de contador-
diputado por un tiempo de dos años para que continuara en el puesto. De la Parra 
protestó ante el Consejo el plazo de tiempo establecido en su merced, pues solicitó que 
el oficio fuera en propiedad, más si cabe aún porque en el mismo año de 1645 se había 
duplicado el oficio de contador-diputado de la avería nombrado sin límite de tiempo 
para el puesto a Marcelo Franco Palazuelo. Pero los días de Mateo de la Parra en este 
oficio estaban contados, y el Consejo, con un lacónico “no ha lugar por ahora lo que 
pide”, despachó aquella petición del contador-diputado966. Ante estos hechos, las 
pretensiones de Mateo de la Parra para dejar el oficio de contador-diputado se avivaron 
de nuevo, y escribió al Consejo alegando que si tenía que elegir entre el oficio de 
contador-diputado de avería o receptor del Consulado, se quedaba con éste último967. 
Esta elección de Mateo de la Parra de continuar en el oficio de receptor del Consulado 
haciendo dejación del oficio de contador-diputado, fue consecuencia de la opinión del 
visitador sobre ejercer oficios para ambas instituciones, que se reveló en la provisión de 
la plaza de contador-diputado duplicado.  
En efecto, el nombramiento de Marcelo Franco Palazue o en la plaza duplicada de 
contador-diputado de la avería contó con un problema manifestado por el visitador. 
Góngora veía inconveniente en que Marcelo Franco usara el oficio por su condición de 
contador de las comisiones del Consulado, y calificó de incompatibles el disfrute de 
ambos oficios968. Según expresó el visitador, “no se debe dar lugar a que ningún 
                                                
965 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno. 51. Fol. 66R.  
966 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias con carta inclusa de Mateo de la Parra al rey. 
Madrid, 22 de mayo de 1645.  
967 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 99R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora sobre las pretensiones de Mateo de la Parra. Madrid, 28 de noviembre de 1645.  
968 Ante esta provisión, el prior y cónsules del Consulado manifestaron la misma opinión, pero no porque 
no tuvieran inconveniente en que un ministro del Consulado ejerciera un oficio en la Casa, antes al 
contrario, sino porque querían colocar en el puesto duplicado de contador diputado a Juan de Espinosa. 
AGI, Escribanía, 1136A. Fol. 160. Este asunto fue observado por Díaz Blanco, «Servicio al rey y 
progreso social en el siglo XVII: los oficiales de la avería en la Casa de la Contratación», p. 480. 
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ministro de la Casa tenga oficio ni lleve salario del Consulado y mucho menos los 
contadores-diputados de avería, pues han de ser los fiscales para la cobranza de ella 
contra el Consulado y demás personas del comercio que él representa y que de haberse 
disimulado, con este inconveniente han resultado algunos daño a la avería […]”. Como 
podemos apreciar, la consideración que tenía el visitador sobre la compatibilización de 
oficios en la Casa y en Consulado era opuesta a la que se venía dando, pues recordemos 
que, sin ir más lejos, en el caso de los oficiales d  la avería, tanto Pedro de Camino, 
como Mateo de la Parra, ejercían oficios para ambas instituciones. Por ello, ante esta 
situación, Góngora expresó que debía aplicarse una reforma para que ningún ministro 
de la Casa ejerciera oficios para el Consulado, y así lo manifestaría después en sus 
cargos generales, pero ante el nombramiento de Marcelo Franco, el visitador juzgó que 
no era justo privar a éste hasta que no se hiciera ley general la incompatibilidad que 
proponía. El Consejo vio con buenos ojos que ninguna persona ejerciera ambos puestos 
a la vez y pidió a Marcelo Franco que eligiera sin esperar a acabar la visita y “así se 
evitarían los daños de la tolerancia de esta incompatibilidad”969. Finalmente, Marcelo 
Franco obtuvo el puesto duplicado de contador-diputado, en el que estuvo entre 1645 y 
1646.  
Por tanto, provisto Marcelo Franco en el puesto duplicado de contador diputado y 
con la elección de Mateo de la Parra de continuar en el oficio de receptor del Consulado 
a costa de hacer dejación del de contador diputado de la avería, entre diciembre de 1645 
e inicios de 1646970, la Casa, el visitador y el Consejo de Indias, hicieron diligencias 
para nombrar un nuevo contador-diputado de la averí, y entre los candidatos que se 
manejaron971, finalmente de la Parra fue sustituido por Juan Bautista Lasso Mogrovejo.  
En suma, las acciones del visitador concluyeron con una renovación de los oficios 
de contador-diputado y receptor de la avería. La novedad recayó en la pretensión del 
visitador de que los oficiales que entraran a ejercr estos puestos no tuvieran ejercicio 
en el Consulado, pero Mateo de la Parra, después de su dejación en 1646, volvió 
                                                
969 AGI, Indiferente, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 81R-83V. Cartas de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora sobre el nombramiento de Marcelo Franco Palazue o como contador-diputado de la avería. 
Madrid, 26 de agosto de 1645.  
970 La comunicación de la Casa al Consejo sobre el ces d  Mateo de la Parra es de fecha 2 de enero de 
1646. AGI, Indiferente, 2010.  
971 La Casa propuso a Diego Ruiz de Villegas, Antonio de la Vega Alvarado o a Jerónimo Ladrón de 
Cegarra. El visitador abaló a Juan Bautista Laso Mogrovejo, quien escribió por su cuenta al Consejo con 
esta pretensión. AGI, Indiferente, 2010.  
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transitoriamente entre 1649 y 1653972, aunque cuando acabó su ejercicio en 1653, y se 
debatió en la Cámara de Indias el sujeto que debía sustituir a Mateo de la Parra como 
contador-diputado de la avería, la Cámara volvió a pedir a la Casa que “no ha de entrar 
en esta proposición el que fuere receptor del Consulado por ser incompatible esta 
ocupación con la de contador de avería como antes de ahora se ha reparado”973. Aquella 
petición de información a la Casa de sujetos válidos para ejercer el oficio tras acabar su 
desempeño Mateo de la Parra no debió ser fructífera, pues finalmente al año siguiente, 
en 1654, el primer oficio de contador-diputado fue adquirido por Francisco de Ibarzábal 
por un servicio de 3.000 pesos pagados al contado en poder del tesorero general del 
Consejo de Indias974. Por su parte, el receptor de avería Pedro de Camino fue sustituido 
en interinidad, al menos desde 1649, por Juan Rodríguez de la Fuente975, otro personaje 
que, como hemos visto con anterioridad, en su desempeño como oficial de difuntos de 
la contaduría de la Casa se movió entre los oficios de la Casa con facilidad. Con la 
dejación de Pedro de Camino, se abrió la posibilidad e una provisión venal de este 
cargo, y en esa puerta intentó entrar el que fuera cónsul del comercio Pedro Fernández 
de Orozco, quien en 1653 ofreció 6.000 pesos por el mismo, aunque el acuerdo no se 
llegó a cerrar976. Tras este hecho, la Cámara de Indias solicitó a la Casa que informase 
sobre sujetos que pudieran ofrecer la misma cantidad de 6.000 pesos que ofreció el que 
fuera cónsul del comercio de Sevilla. La Casa representó el ofrecimiento que hizo de la 
misma cantidad Francisco de Ibarzábal, pero mientras tanto, había llegado un memorial 
al Consejo de Indias firmado por Juan Rodríguez de la Fuente, quien como hemos 
referido ejercía el oficio de receptor de la avería en interinidad desde la dejación de 
Pedro de Camino, ofreciendo la misma cantidad que había ofrecido Pedro Fernández de 
Orozco, para ejercerlo durante su vida. La petición del receptor interino fue vista en la 
Cámara, que pidió a la Casa que informara sobre este asunto, indicando cual de los dos 
                                                
972 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 2R-4R. Título de contador-diputado de avería de la Casa de la 
Contratación de Sevilla para Mateo de la Parra. Madrid, 17 de septiembre de 1649. 
973 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 241R. Carta al presidente y jueces oficiales sobre la provisión de 
contador-diputado de la avería. Madrid, 12 de enero d  1654.  
974 AGI, Contratación, 5785. L. 2. Fol. 51V-53V. Título despachado el 24 de abril de 1654, presentado y 
aceptado en la Casa el 5 de mayo del mismo año.  
975 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 37R-38V. Real Provisión para que Juan Rodríguez de la Fuente sirva 
en interinidad el oficio de receptor de la avería que está vaco por dejación de Pedro de Camino. Madrid, 
27 de marzo de 1650. Con anterioridad lo estaba sirviendo por nombramiento del presidente de la Casa. 
976 Incluso llegó a despacharse el título de receptor de avería en agosto de 1651, adornado con el nombre 
de “tesorero de la avería”, pero unos meses después, la Cámara de Indias informaba a la Casa que la 
merced había quedado anulada y pedía que le propusiera sujetos que ofrecieran la misma cantidad de 




personajes que se habían ofrecido parecía mejor para este oficio, y si se podía sacar 
mayor cantidad que los 6.000 pesos que estaban encima de la mesa977, aunque 


































                                                
977 AGI, Indiferente, 506. L. 5 Fol. 229R-230V. Carta al presidente y jueces oficiales sobre el título de 
receptor de avería. Madrid, 8 de noviembre de 1653.  
978 AGI, Contratación, 5785. L. 2. Fol. 49R-51V. Título y nombramiento de Juan Rodríguez de la Fuente 
como receptor de la avería de la Casa de la Contratación. Título despachado el 27 de marzo de 1654, 















































El comercio de Cádiz con las Indias se canalizaba a tr vés del tercio de toneladas 
que se reservaba en las flotas para los mercaderes gaditanos. De esta manera, Cádiz 
participaba en el monopolio comercial con América. L s naos que se aprestaban para 
hacer el viaje a Indias desde la capital de la bahía se despachaban desde su juzgado de 
Indias, una institución dependiente de la Casa de l Contratación, en la que se situaba al 
frente de su organización un juez oficial. Este oficial de la Casa en Cádiz, aun con una 
labor diferente a la de sus homólogos sevillanos, se encargaba del reparto del tercio de 
toneladas entre los dueños de naos de Cádiz, otorgando l s licencias y visitas de navíos 
para hacer viaje a Indias, y controlando los registros de las mercancías que se cargaban 
en el puerto gaditano. Para desarrollar esta tarea, el juez de la Casa en Cádiz contaba 
con la asistencia de un escribano que entendía en la admisión de los maestres de navío y 
en otorgar los registros de las embarcaciones y también podía nombrar un alguacil. En 
1644, cuando el visitador general de la Casa de la Contratación inició las diligencias 
para inspeccionar el juzgado de Indias gaditano, la institución estaba compuesta por 
Pedro Fernández Moreno, juez oficial que ejercía como teniente de su propietario, 
Jerónimo Rodríguez de Rozas, quien había beneficiado el cargo en 1638 y Sebastián 
Rodríguez Peralta, escribano propietario del oficio, quien llevaba más de 30 años 
ejerciendo la escribanía del juzgado y a su vez había heredado el puesto de su padre, 
Cristóbal Rodríguez Peralta. El propietario de la escribanía podía nombrar para su 
asistencia a un escribano ayudante, y para tal función Rodríguez Peralta había confiado 
en Francisco Bravo de Cossío. Aunque la visita al juzgado gaditano, del mismo modo 
que la inspección a la Casa de la Contratación y alConsulado de Sevilla, llevaba 
consigo un carácter retroactivo, pues se pretendía i speccionar la labor de todos los 
oficiales que hubieran servido el oficio desde la última visita realizada por Francisco de 
Tejada y Mendoza entre 1615 y 1618, a partir de los primeros pasos dados por el 
visitador en esta parte de la visita, las denuncias por los excesos y abusos cometidos en 
el desempeño de su oficio por el juez Pedro Fernández Moreno y por los escribanos de 
su juzgado monopolizaron la acción de Juan de Góngora en Cádiz.  
 




Como afirmó Antonio García-Baquero, “en la modernidad, Cádiz es lo que es su 
posición en el comercio americano”979. Anclada en el mar, “Cádiz es, pues, además del 
resultado de su propio emplazamiento y de la voluntad del poder, influida por la presión 
de las fuerzas vivas de la ciudad, fruto de la geografía y de la geoestrategia comercial de 
la época”980. La propia ubicación de Cádiz hizo posible que su comercio quedara 
forjado desde los siglos bajo medievales, cuando la proyección exterior de la corona de 
Castilla situó al puerto gaditano como base de las operaciones de la empresa 
conquistadora de las Canarias981, y de las relaciones con el norte de África. Fue en 1493 
cuando los Reyes Católicos otorgaron a la ciudad el privilegio del comercio con 
Berbería y, debido a la apertura de Castilla al mercado africano, Cádiz obtuvo un nuevo 
impulso al convertirse en la ciudad que monopolizó este tráfico mercantil, con un 
desarrollo notable del comercio y la industria de la cera en las primeras décadas del 
siglo XVI982. Pero este comercio en régimen de monopolio, aunque se estableció para la 
ciudad, siguió abierto para los mercaderes nacionales y extranjeros. Éstos últimos, sobre 
todo genoveses, tuvieron un papel clave como agentes  intermediarios, no solo con el 
comercio con el norte de África y con Canarias, sino e  las relaciones comerciales con 
las ciudades italianas y con los Países Bajos. Cádiz se convirtió en un centro 
redistributivo hacia el levante, así como hacía el int rior de Castilla y otros puertos del 
Mediterráneo y del Atlántico983.  
Entrando en la modernidad, la importancia del Cádiz dieciochesco en relación a la 
Carrera de Indias, debido al hito legal que supuso el año 1717 y el traslado de las 
instituciones del comercio a la ciudad gaditana, ha propiciado una mayor abundancia de 
trabajos que los dedicados a la participación de Cádiz en la Carrera de Indias durante el 
siglo XVI y la centuria barroca984. El traslado de la Casa de la Contratación y el 
                                                
979 Antonio García-Baquero González, ‘El Cádiz de la Crrera de Indias’, en Comercio y burguesía 
mercantil en el Cádiz de la Carrera de Indias, (Cádiz: Diputación Provincial de Cádiz, 1989), pp. 13–24. 
980 Manuel Bustos Rodríguez, Cádiz en el sistema atlántico: la ciudad, sus comerciantes y la actividad 
mercantil (1650-1830), (Madrid: Sílex, 2005), p. 60.  
981 Manuel Lobo Cabrera, «El comercio entre Canarias y Cádiz en la primera mitad del siglo XVI», en 
Estudios de historia moderna: en homenaje a la profes ra Emilia Salvador Esteban, ed. Ricardo Franch 
Benavent y Rafael Benítez Sánchez-Blanco (Valencia: Universitat de València, 2008), pp. 683-695. 
982 Antonio Rumeu de Armas, Cádiz, metrópoli del comercio con África en los siglos XV y XVI, Cádiz, 
1976. 
983 Lobo Cabrera, «El comercio entre Canarias y Cádiz en la primera mitad del siglo XVI»  
984 Algunos estudios que vienen a ratificar el peso de la historiografía sobre el siglo XVIII gaditano: 
Manuel Bustos Rodríguez, Cádiz en el sistema Atlántico: la ciudad, sus comerciantes y la actividad 
mercantil (1650-1830); Antonio García-Baquero González, Cádiz y el Atlántico (1717-1778) (Sevilla: 
Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 1976). María Guadalupe Carrasco González, Los instrumentos 
del comercio colonial en el Cádiz del siglo XVII (1650-1700), (Madrid: Banco de España, 1996). María 
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Consulado de cargadores a Indias de Sevilla a Cádiz, y el pleito abierto entre las dos 
ciudades para su conservación985, ha tenido influencia en la historiografía posterior que 
ha abordado las relaciones Sevilla-Cádiz en términos de rivalidad. En los últimos años, 
los investigadores de la Carrera de Indias están aportando nuevos aspectos que 
imprimen un carácter distinto al siglo XVII gaditano y que ven en 1717 solo el epílogo 
de una realidad materializada con anterioridad y, por supuesto, producto no solo de la 
rivalidad entre las dos urbes986.  
Es decir, a lo largo del siglo XVII se dieron distintos condicionantes que 
cambiaron la funcionalidad del monopolio comercial on América y que propiciaron 
que Cádiz saliera mejor parada que su vecina Sevilla987. Pero no todos estos cambios 
deben explicarse desde la perspectiva de la rivalidad, ya que ambas ciudades 
mantuvieron unas relaciones de complementación durante todo el siglo XVI y parte del 
XVII que, por distintos motivos, acabaron situando a Cádiz en un lugar preeminente. 
Por tanto, es necesario que nos adentremos en las razones que hicieron que Cádiz y su 
bahía se impusieran a Sevilla mucho tiempo antes de que fuera trasladada a la capital 
gaditana la cabecera de las flotas y las instituciones del comercio. 
Lo cierto es que a pesar de la elección de la corona de convertir a Sevilla en sede 
del monopolio comercial con las Indias, Cádiz participó en el mismo desde el primer 
momento. Según Manuel Bustos, desde 1509, debido a las protestas de los comerciantes 
gaditanos para no ascender por el Guadalquivir hasta Sevilla, Cádiz logró autorización 
para que desde su bahía pudiesen aprestarse navíos. De este modo, comenzó la 
participación del comercio gaditano en el tráfico indiano, supervisado primero por 
jueces de la Casa de la Contratación que se desplazaban a Cádiz, y más tarde, en 1535, 
de una manera definitiva a través del establecimiento del juzgado de Indias de Cádiz988. 
Desde los primeros años del sistema de flotas Cádiz participó en el tonelaje de las 
                                                                                                                                    
Guadalupe Carrasco González, Comerciantes y Casas de Negocios en Cádiz (1650-170), (Cádiz: 
Servicio de publicaciones Universidad de Cádiz, 1997).  
985 Una edición con estudio preliminar de este suceso, puede consultarse en: Manuel Ravina Martín, El 
pleito Cádiz Sevilla por la Casa de la Contratación: Memorial de Francisco Manuel Herrera 1725, 
(Cádiz: Diputación de Cádiz, 1984). 
986 Díaz Blanco, «Antes De 1717: La Casa de la Contratación en el Cádiz del seiscientos» 
987 Manuel Bustos Rodríguez, «Cambio de funcionalidad en el interior del monopolio andaluz con 
América, 1600-1650», en Dans le sillage de Colomb. L’Europe de Ponant et la découverte du Nouveau 
Monde (1450-1650), ed. Jean Pierre Sánchez, (Rennes: PUR, 1995), pp. 41-51. 
988 Ibidem. p. 47.  
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mismas a través del llamado “tercio de toneladas” que correspondía a los comerciantes 
de la ciudad gaditana989. 
Un hecho clave y fundamental en el periodo que muestra la importancia que 
adquirió la ciudad de Cádiz a lo largo del siglo XVII fue el crecimiento de su población 
a medida que fue atrayendo el comercio indiano. Cádiz no era una ciudad populosa en 
los albores de la Carrera de Indias, pero el establecimiento en Sevilla de las 
instituciones del comercio redundó en la ciudad gaditana en un aumento considerable de 
población. Sin duda, el desarrollo poblacional de Cádiz en el siglo XVII, que pasó de 
tener en torno a 7.000 habitantes a principios de siglo, hasta llegar a los 40.000 a inicios 
del XVIII, estuvo íntimamente relacionado con un mayor protagonismo en la Carrera de 
Indias, y manifestado en la absorción de emigrantes venidos de otras zonas de la 
península y de Europa990. La emigración, tanto de otras regiones peninsulares, como 
europea en general, que tuvo a Cádiz como destino se incrementó entre 1600 y 1650991. 
Según Antonio García Baquero, desde 1620, Cádiz no había hecho sino ganar 
posiciones en el interior del complejo monopolístico en detrimento de Sevilla y ello, 
lógicamente, no había podido por menos que repercutir de una forma favorable sobre el 
desarrollo de la ciudad y, por supuesto, de su comercio992. Por su parte, Manuel Bustos 
señaló que fue alrededor de 1650 cuando Cádiz definió su vocación atlantista y 
americanista en detrimento de la mediterránea y norteafricana, que hasta entonces 
habían tenido una gran importancia en la economía de la ciudad993. La función de la 
ciudad gaditana de redistribución de mercancías procedentes de uno y otro lado del orbe 
la convirtió en llave para la penetración de los excluidos del monopolio, españoles y 
extranjeros, en el mercado cautivo americano994. Según este mismo autor, la ciudad se 
integró desde mediados del XVII en la “tupida red d relaciones euro-americanas por 
medio de la exportación e importación de mercancías procedentes de los más diversos 
                                                
989 Antonio García-Baquero González, «Cádiz y su tercio de toneladas en la flota de Indias», Gades, 1, 
(1978), pp. 107-120. 
990 Los estudios sobre la demografía gaditana en la época moderna así lo reflejaron, véase: Francisco 
Ponce Cordobés, «Dos siglos claves en la demografía g ditana (breve estudio sobre la evolución de la 
población de Cádiz en las centurias XVII y XVIII)», Gades, 11, (1983), pp. 417-453; Isidoro Porquicho 
Moya, Cádiz. Población y sociedad 1597-1650 (Cádiz: Diputación de Cádiz, 1994). 
991 Bustos Rodríguez, «Cambio de funcionalidad en el it rior del monopolio andaluz con América, 1600-
1650», p. 45.  
992 Antonio García-Baquero González, «Los “tratos y contratos” del capital comercial gaditano: la compra 
en empeño a la corona, en 1655, de las alcabalas de la ciudad, su término y bahía», en Comercio y 
burguesía mercantil en el Cádiz de la Carrera de Indias, (Cádiz: Diputación de Cádiz, 1989), pp. 36-65 
(p. 43). 
993 Bustos Rodríguez, Cádiz en el sistema atlántico: la ciudad, sus comerciantes y la actividad mercantil 
(1650-1830), p. 34. 
994 Ibidem. p. 64.  
351 
 
puntos de ambos continentes -Rouen, Saint-Malo, Amberes, Yprès, Amsterdam, 
Londres, Marsella, Génova, Cartagena de Indias, Portobelo, México, Lima o La 
Habana- así como por los expertos y factores establcidos en su suelo”995. Por tanto, 
aquellos mercaderes a Indias que orientaron su actividad a la reexportación de 
manufacturas extranjeras, utilizando caminos no siempr  legales, pasaron a ocupar 
posiciones dominantes en el monopolio de Indias y encontraron en Cádiz una mejor 
plataforma para sus negocios mucho tiempo antes de la conversión de la bahía en centro 
de gravedad del comercio indiano996.  
A su vez, debió ser fundamental para el desarrollo de  comercio gaditano el hecho 
de que las oportunidades de comercio fraudulento en Cádiz y su bahía multiplicaban a 
las posibilidades abiertas en Sevilla. Esto constituía un poderoso atractivo para los 
comisionistas de mercaderes extranjeros, máxime en una época en la que la guerra había 
elevado la presión fiscal sobre los mercaderes y elfraude campaba a sus anchas. 
Además, la paz de Westfalia y las ventajosas victorias comerciales arrancadas por los 
holandeses, más la peste que asoló Sevilla en 1649 y que provocó la huida hacia Cádiz 
de muchos comerciantes que nunca más volvieron a la ciud d del Betis, son factores a 
tener en cuenta en las ventajosas posiciones que obt vo Cádiz en estas décadas centrales 
del siglo XVII997.  
Asimismo, los comerciantes asentados en Cádiz con relaciones con las principales 
casas comerciales y manufactureras europeas, también contaron con el apoyo decidido 
de las autoridades locales que, con una notable capacidad de influencia, también se 
fundieron con el poder económico y participaron de aquel ambiente. La connivencia y 
unión de intereses del poder político de Cádiz con la práctica mercantil en la Carrera de 
Indias formó parte de la realidad de la ciudad en la época moderna998. Una muestra de la 
identificación de intereses entre los miembros del cabildo de la ciudad y su comercio 
                                                
995 Manuel Bustos Rodríguez, Burguesía de negocios y capitalismo en Cádiz: los Clarte (1650-1830), 
(Cádiz: Diputación Provincial de Cádiz, 1991), p. 17  
996 José María Oliva Melgar, «Cosecheros sevillanos y reexportadores gaditanos en la segunda mitad del 
siglo XVII: una ruptura en el Consulado de Indias», en Historia Moderna, Historia en construcción 
(Actas del Congreso del Centre d’ Estudis d’ Història Moderna Pierre Vilar, Barcelona, 1996), ed. 
Carlos Martínez Shaw, (Lleida, 1999), pp. 191-209. 
997 Bustos Rodríguez, «Cambio de funcionalidad en el it rior del monopolio andaluz con América, 1600-
1650», p. 45. 
998 Manuel Bustos Rodríguez, «Poder económico y poder político en el Cádiz de la Edad Moderna», 
Gades, 14, (1986), pp. 29-43. Manuel Bustos Rodríguez, «Oligarquía urbana y negocio mercantil en el 
Cádiz de la Edad Moderna: el clan de los Villavicencio», Anales de la Universidad de Cádiz, 2, (1985), 
pp. 175-189. Manuel Bustos Rodríguez, «Origen y consolidación de las élites gaditanas en la época 
moderna», en Andalucía y América. Los cabildos andaluces y americanos. Su historia y su organización 
actual: Actas de las X Jornadas de Andalucía y América (Universidad de Santa María de la Rábida, 
marzo 1991), ed. Bibiano Torres Ramírez, (Sevilla: Diputación de Huelva, 1992), pp. 171-188. 
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fue que, en 1655, ante la compra en empeño a la corona de las alcabalas por parte de los 
comerciantes gaditanos, de los 31 compradores, 12 fueron regidores999.  
No obstante, aunque se ha destacado la importancia de los comerciantes en las 
posiciones ganadas por Cádiz durante estas décadas entrales del siglo XVII para 
hacerse con la cabecera del comercio, no conocemos mucho sobre las características de 
estos mercaderes. Al respecto de la conformación de la sociedad mercantil de Cádiz en 
la centuria barroca, Domínguez Ortiz señaló que aunque con anterioridad a la mitad del 
siglo XVII hubiese ya una burguesía mercantil –en su mayoría extranjera- en Cádiz, el 
traslado del comercio se verificó con gran rapidez tras las paces con Holanda y Francia 
en 1648 y 1659 respectivamente. Sobre esta burguesía mercantil, el mismo autor 
destacó que, en su mayor parte era de origen extranjero, una proporción alta de vascos, 
no pocos castellanos y algunos catalanes, con unas car cterísticas definidas: un núcleo 
numéricamente reducido -40 o 50 hombres- en su mayoría extranjero, que manejaban 
unos altos caudales suyos y ajenos, con una destacada importancia del negocio a 
comisión, siendo por ende mercaderes comisionistas1000.  
Los mercaderes extranjeros se establecían en Cádiz, con preferencia a Sevilla, 
porque encontraban mayores facilidades –lícitas e ilícitas- para su comercio1001. En 
relación a las mayores facilidades lícitas, los comerciantes gaditanos tuvieron un papel 
predominante por medio de acciones como la compra de l s alcabalas de la ciudad, su 
término y su bahía en 1655 y su reducción de la tasa fiscal del 10 al 4 %1002. Domínguez 
Ortiz resaltó la importancia de este hecho en el desplazamiento de los negocios de 
Sevilla a Cádiz y destacó cómo para atraer el comercio y desanimar el fraude, los 
nuevos administradores rebajaron las tarifas legales que se pagaban en la ciudad 
gaditana1003. De un modo similar a lo ocurrido con las alcabalas,  gestión de las 
aduanas de los puertos andaluces, primero en 1646 y 1647 mediante el arrendamiento 
                                                
999 García-Baquero González, «Los “tratos y contratos” del capital comercial gaditano: la compra en 
empeño a la corona, en 1655, de las alcabalas de la ciud d, su término y bahía», p. 53. 
1000 Antonio Domínguez Ortiz, «La burguesía gaditana y el comercio de las Indias desde mediados del 
XVII hasta el traslado de la Casa de Contratación», e  La burguesía mercantil gaditana 1650-1868. XXXI 
Congreso luso-español para el progreso científico, (Cádiz: Instituto de Estudios gaditanos. Diputación 
Provincial de Cádiz, 1976), pp. 157-164.Aunque don Antonio extrajo estas características del estudio de 
varios memoriales de la ciudad de Cádiz al rey en 1668, pensamos que son extensibles a las décadas 
precedentes.  
1001 Antonio Domínguez Ortiz, «Datos para la historia de Cádiz en el siglo XVII», Archivo hispalense: 
Revista histórica, literaria y artística, 96, (1959), pp. 43-50. 
1002 García-Baquero González, «Los “tratos y contratos” del capital comercial gaditano: la compra en 
empeño a la corona, en 1655, de las alcabalas de la ciud d, su término y bahía». 
1003 Antonio Domínguez Ortiz, Historia de España. El Antiguo Régimen: Los Reyes Católicos y los 
Austrias, (Madrid: Alianza Editorial, 1974), p. 148. 
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del asentista Simón Rodríguez Bueno, y más tarde a partir de 1663 por Francisco Báez 
Eminente, introdujo beneficios fiscales para aquellos que traficaban desde Cádiz1004.  
 
7.2. El juez de la Casa de la Contratación en Cádiz en el siglo XVII 
 
Tras todo lo expuesto anteriormente, podría parecer qu  el ascenso de Cádiz en el 
siglo XVII fue ajeno al plano institucional. Nada más lejos de la realidad. 
Recientemente, José Manuel Díaz Blanco, ha hecho una llamada de atención bajo esta 
premisa, destacando la importancia de la presencia de l Casa de la Contratación y sus 
ministros en el Cádiz barroco a partir de dos dimensiones: el juez de la Casa en Cádiz y 
los ministros de Sevilla que iban a Cádiz al despacho y recibo de las armadas y 
flotas1005. Como es obvio, vamos a destacar la figura del juez de la Casa en Cádiz o 
como también se refiere la documentación, el juez del juzgado de Indias de Cádiz.  
 El oficio de juez de la Casa de la Contratación en Cádiz nos remite 
cronológicamente al siglo XVI. Desde 1535, podemos c nstatar la permanencia de un 
juez de la Casa que residía en Cádiz con unas funciones específicas que lo diferenciaban 
de los jueces oficiales de Sevilla. Es decir, los ámbitos competenciales en los que 
operaba el juez de la Casa en la ciudad gaditana eran distintos a los que tenían sus 
homólogos sevillanos. Así, el juez de Cádiz entendía en la visita y apresto de los navíos 
de la Carrera de Indias que se cargaban en su ciudad pero no tenía competencias 
judiciales, pues estas estaban reservadas al presidente y los jueces de la Casa en Sevilla. 
Estas diferencias en el ámbito competencial no significa  que el juez de Cádiz 
estuviera subordinado a los jueces de Sevilla, sinoque, al actuar en jurisdicciones 
distintas, los jueces de la Casa debían respetar su espacio de poder y viceversa. No 
obstante, estaba en permanente contacto con la Casa de la Contratación. Además, el juez 
de Cádiz era independiente de las justicias ordinarias en las materias reguladoras del 
comercio indiano que se ejecutaban en la ciudad y, del mismo modo, los generales y 
almirantes de la Carrera no podían intervenir ni lim tarle el desempeño de sus funciones. 
                                                
1004 Esta fue la tesis defendida por Albert Girard para explicar la absorción del comercio por parte de 
Cádiz en detrimento de Sevilla, en Albert Girard, La rivalidad comercial y marítima entre Sevilla y Cádiz 
hasta finales del siglo XVIII, (Sevilla: Centro de Estudios Andaluces, 2006), pp. 104-105. Hemos 
utilizado la versión castellana del libro de Girard, el original en francés data de 1932. Asimismo, Antonio 
Domínguez Ortiz también destacó la importancia de la rebaja en los derechos fiscales de Cádiz llevada a 
cabo por estos arrendadores, en Domínguez Ortiz, rto y Ocaso de Sevilla. Estudio sobre la prosperidad 
y decadencia de la ciudad durante los siglos XVI y XVII, p. 97. Domínguez Ortiz, «Datos para la historia 
de Cádiz en el siglo XVII», p. 44. 
1005 Díaz Blanco, «Antes de 1717: La Casa de la Contratación en el Cádiz del seiscientos». 
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Para el desarrollo de sus competencias, contaba con la ayuda de un escribano y podía 
nombrar alguaciles que lo asistieran en sus labores1006.  
No obstante, más allá de las funciones que estaban asig adas al juez de la Casa en 
Cádiz, que básicamente respondieron a que los navíos que salían de la ciudad gaditana 
se visitasen y despachasen del mismo modo que los que alían de Sevilla, nos interesa 
destacar quiénes fueron los hombres que desempeñaron el puesto de juez de la Casa en 
aquella ciudad y que, según ordenaba la Cédula de comisión que tenía Juan de Góngora 
en su poder, debían ser visitados.  
La visita al juzgado de Indias de Cádiz, como también a la Casa de la 
Contratación y al Consulado de Sevilla, tuvo un cará ter retroactivo. Es decir, se 
pretendía visitar a todos los oficiales que, desde la última visita tomada por Francisco de 
Tejada y Mendoza entre 1615 y 1618, no habían estado sujetos a inspección. De esta 
manera, los jueces de Cádiz sometidos a visita, en un principio, se remontaban a 
aquellos que habían ejercido su oficio desde 1618, siendo el más antiguo que debía ser 
visitado Juan Bautista de Baeza y Polanco quien, aunque en 1613, tras obtener merced 
del rey, traspasó el oficio en su hijo, Francisco Ruiz Polanco y Ayala1007, en 1623 
volvería a ejercer el puesto por fallecimiento de ést 1008.  
Como hemos visto con anterioridad, el oficio de juez d  la Casa en Cádiz siguió 
en posesión de la misma familia, al menos, hasta 1637, cuando quedó vacante por 
muerte de Juan Antonio Ruiz Polanco y Ayala, hermano del anterior e hijo del primero, 
y la nueva provisión de este oficio en dicho año formó parte de la almoneda de cargos 
que padecieron los oficios de la Casa de la Contratación en ésta década del siglo 
XVII 1009. La venta corrió a cargo de la denominada Junta de Vestir la Casa, y el 
comprador del oficio fue Jerónimo Rodríguez de Rozas, caballero de Santiago y 
teniente de capitán general de la artillería del mar Océano, quien, en julio de 1638, 
depositó 10.000 ducados al contado en poder de Sebastián Vicente, depositario de la 
Cámara del rey.  
También hemos analizado cómo, mediante el arrendamiento a su propietario, a 
partir de 1639, Pedro Fernández Moreno fue el oficial que desempeñó el cargo de juez 
de la Casa de la Contratación en Cádiz y cómo este formaba parte activa del comercio 
                                                
1006 Estos comentarios han sido extraídos de la Recopilación de Leyes de Indias, lib. IX, tit. IV. A su vez, 
estas disposiciones legislativas ya fueron analizadas por José Manuel Díaz Blanco en Díaz Blanco, 
«Antes de 1717: La Casa de la Contratación en el Cádiz del seiscientos», p. 33. 
1007 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 6R. 
1008 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 73. Fol. 25R. 
1009 Ver capítulo 4 de esta misma obra.  
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gaditano con las Indias. Pues bien, como más adelante referiremos, la participación de 
Pedro Fernández Moreno en el comercio gaditano con las Indias, hizo que esta parte de 
la visita quedara eclipsada por su persona y las pesquisas se centraron en desvelar sus 
“procedimientos” en el oficio de juez de Cádiz y sus negocios privados. 
 
7.3. Los momentos previos a la visita al juzgado de Indias de Cádiz 
 
Desde su ejercicio como juez de comisión en los año previos a la visita y debido 
a las denuncias que se habían recibido en el Consejo de Indias sobre la connivencia del 
juez de Cádiz en posibles fraudes y ocultaciones de plata, Juan de Góngora debía 
conocer de primera mano cómo actuaba en su oficio el juez de la Casa en Cádiz1010. No 
obstante, los primeros pasos que dio el visitador en relación al juzgado de Indias de la 
ciudad gaditana fue recabar información sobre las funciones que tenía el juez de Cádiz y 
cómo ejercía su oficio. Para ello se valió de un informante, Alonso Centeno, conocedor 
de lo que pasaba en Cádiz, pues había sido contador de millones en aquella ciudad1011. 
Góngora le encargó en 1644 que se informara con “todo secreto y recato” de los 
procedimientos del juez de Cádiz Pedro Fernández Moreno, y le pidió que conociera 
“que cosas se han hecho dignas de remedio y castigo”, además de averiguar qué 
personas podrían declarar sobre ello1012. Alonso Centeno en 1644 se encontraba 
ejerciendo como contador de millones en Jerez de laFrontera, lugar éste donde hizo sus 
averiguaciones. Veamos por qué.  
El propio informador escribió a Juan de Góngora en octubre de 1644 para 
comunicarle que “en el negocio de Pedro Fernández Moreno no le había parecido ir a 
Cádiz”. Fundamentaba su decisión en que un “lugar tan corto y yo tan conocido que, 
aunque pusiera el recato posible en informarme de estos procedimientos es sin duda que 
había de hacerse público y venir a noticia de Pedro Fe nández Moreno y se aventuraba 
el que los pudiese ganar con favores y dineros [a los posibles testigos]”1013.  
En efecto, se evitaba así que llegara a oídos del juez de la Casa en Cádiz que la 
visita a su juzgado estaba próxima a comenzar, pero en ealidad Centeno rehusó de ir a 
                                                
1010 Juan de Góngora ejerció como juez de comisión en la i vestigación tras una denuncia de fraudes de 
plata en la que se señaló la connivencia del juez de la Casa en Cádiz, Pedro Fernández Moreno, con los 
defraudadores. En: AGI, Indiferente, 762. Consulta del Consejo de Indias sobre si convendría encargar la 
investigación de los fraudes y excesos que se cometen en Chiclana a Juan de Góngora y que para ganar 
tiempo se dé despacho de ello”. Madrid, 17 de diciembr  de 1641.  
1011 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 73. Fol. 4R. 
1012 Ibidem. Fol. 4R. 
1013 Ibidem. Fol. 3R. 
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Cádiz porque en Jerez encontró lo que andaba buscando, u  testimonio “secreto” de un 
informador que en ocho capítulos acusó de múltiples d litos a Pedro Fernández 
Moreno1014. En él, aparecen citadas una serie de personas que, presumiblemente 
conocían y algunos participaban en presuntos excesos en su oficio achacados al juez de 
la Casa y que serán los que declaren en la pesquisa secreta que posteriormente se inició 
en Cádiz. 
En la carta enviada por Centeno a Juan de Góngora en l  que iba incluido este 
testimonio, alertaba el informante de las dificultades que esta tarea iba a tener en un 
lugar tan reducido como Cádiz y, al respecto, recomendaba al visitador tomar dos 
precauciones: la primera, que sería bueno que algunos de los testigos declarasen en 
Sevilla, en particular, el escribano del juzgado, Francisco Bravo de Cossío, ya que 
afirmaba Centeno que era el que más sabía sobre las formas de proceder del juez, y 
segundo, que la persona que se dirigiera a Cádiz con comisión de Juan de Góngora 
debía de ser de su “satisfacción y entereza, porque negocio tan grave luego se ha de 
saber y han de procurar con dinero y oscurecer los delitos”1015.  
Se habían puesto los cimientos para comenzar la visit en el juzgado de Indias de 
Cádiz, pero debemos interrogarnos a cerca de quién f e el informador de Alonso 
Centeno en Jerez de la Frontera, por qué conocía tan de cerca los malos procedimientos 
en su oficio del juez de la Casa en Cádiz o qué intereses había detrás de este testimonio.  
En un principio, Centeno había comunicado a Juan de Góngora que el memorial 
de ocho capítulos contra Pedro Fernández Moreno lo había “sabido de persona cristiana 
y celosa y de toda verdad y satisfacción” además de qu  “no lo declararía 
judicialmente”1016. Quedaba en “secreto”, pero ante los acontecimientos que se dieron 
en los próximos meses, no tardó demasiado el informante en declarar su identidad 
durante la pesquisa secreta y los interrogatorios que comenzaron en Cádiz en marzo de 
1645. El autor del memorial acusatorio contra Pedro Fernández Moreno fue Sebastián 
Rodríguez Peralta, escribano propietario del juzgado de Indias de Cádiz, que pasaba 
largas temporadas al año en una hacienda de viñas y olivares que tenía en el término de 
Jerez de la Frontera, lugar donde Alonso Centeno obtuv  la información sobre los 
procedimientos de Pedro Fernández Moreno.  
                                                
1014 Ibidem. Fol. 2R-3R. 
1015 Ibidem. Fol. 3R. 
1016 Ibidem. Fol. 3R.  
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De un modo similar a lo ocurrido con la familia Baez  y Polanco en el oficio de 
juez de la Casa de Cádiz, el oficio de escribano del juzgado gaditano había pasado de 
padres a hijos en las últimas décadas. Sebastián Rodríguez Peralta era hijo del anterior 
escribano Cristóbal Rodríguez Peralta. Pero la relación de Sebastián Rodríguez Peralta 
con los poseedores del cargo de juez de Cádiz antesde que fuera puesto en almoneda 
fue más estrecha pues, según reconoció éste en su tstamento, era sobrino de Francisco 
Ruiz y Polanco, juez de Cádiz hasta 16371017. 
Es decir, los dos puestos principales de la Casa de l  Contratación en Cádiz, el de 
juez oficial y el escribano de registros, estuvieron hasta 1637 en posesión de personas 
enlazadas por parentesco. Por tanto, es muy factible que la venta del cargo de juez de la 
Casa en Cádiz provocara una ruptura en esta dupla, rec yendo el puesto de juez en un 
foráneo con intereses en el comercio que vendría a omper los equilibrios establecidos 
durante décadas en torno al juzgado gaditano.  
Sebastián Rodríguez Peralta tenía además otras relaciones estrechas con 
mercaderes gaditanos, algunos de los cuales también depusieron contra Pedro 
Fernández Moreno. Así, Juan de Narganes, que ocupó en algunos años la escribanía del 
juzgado como teniente de su propietario, mercader y maestre de nao, estaba casado con 
una prima de Rodríguez Peralta. La relación entre ellos debió de ser fluida, ya que 
ambos intercambiaron poderes para determinadas cuestiones a lo largo de las décadas de 
1630 y 1640. Juan de Narganes recibió en 1636 un poder de Sebastián Rodríguez de 
Peralta para que lo representara en los pleitos que tenía al presente y en cualquier 
tiempo1018. A la inversa, Juan de Narganes, en 1640, de partida para hacer viaje a Tierra 
Firme dio poder a su mujer doña María de Rivera y a Sebastián Rodríguez Peralta para 
que acudieran a sus pleitos1019. Además, cuando Narganes necesitó recursos para 
hacerse con un oficio, recurrió a Rodríguez Peralta. Así, en 1645, le prestó 4.000 
ducados de vellón a través de Manuel de Iriberri paa que tomase la vara de teniente de 
Alguacil Mayor de la ciudad de Cádiz1020.  
Pero las relaciones de Sebastián Rodríguez Peralta con los mercaderes gaditanos 
fueron más amplias. En mayo de 1645 aparece prestando 400 ducados de vellón a 
                                                
1017 AHPC, Protocolo, 4225, fol. 650-676. Testamento de Sebastián Rodríguez Peralta, fecha: 24-10-
1667.  
1018 AHPC, Protocolo, 4196, Fol. 72R. Poder de Sebastián Rodríguez de Peralta a Juan de Narganes.  
1019 AHPC, Protocolo, 4200, Fol. 378V-381V. Poder de Juan de Narganes a doña María de Rivera y a 
Sebastián Rodríguez Peralta.  




Miguel Martín Cardosso1021, mercader vecino de Cádiz, y dos años después, en 1647, lo 
encontramos en una escritura de espera otorgada por los acreedores de Cardosso, en la 
que le debía éste 3.850 reales de plata1022. Mas sus relaciones con otros mercaderes 
gaditanos que depusieron contra el juez de la Casa en Cádiz debieron ser muy estrechas. 
Además del referido Juan de Narganes, como testigos de una manda testamentaria que 
hizo en 1633 aparece Alonso Rendón quien, como veremos, hizo una declaración 
durísima contra Pedro Fernández Moreno1023.  
Por tanto, Sebastián Rodríguez Peralta, denunciante de Pedro Fernández Moreno 
tenía una relación familiar con el anterior poseedor del cargo de juez de la Casa en 
Cádiz y mantenía ciertas relaciones con mercaderes gaditanos. Parece probable que, al 
entrar Fernández Moreno a desempeñar el puesto de juez de la Casa en Cádiz, 
Rodríguez Peralta, quien también tenía situados sus intereses – no siempre lícitos- en el 
juzgado de Indias gaditano, encabezó un movimiento de luchas faccionales por el 
control del poder de la institución y por ende del comercio gaditano con las Indias.  
Los excesos y abusos que presuntamente cometía el juez de Cádiz en su oficio y 
que fueron denunciados por Sebastián Rodríguez Peralta stuvieron relacionados con 
todo el proceso de preparación y carga de las naos de las flotas que se aprestaban en la 
ciudad de Cádiz para hacer viaje a Indias. Una vez asignado el buque que tendría una 
flota y el tercio de toneladas que le tocaba al comercio gaditano, los dueños de naos 
pedían en el juzgado que se les diera visita a sus embarcaciones para, una vez 
comprobado que cumplían los requisitos del viaje, obtener la licencia correspondiente. 
Denunciaba Rodríguez Peralta que el juez denegaba tales visitas de navíos hasta que los 
dueños de naos depositaban 1.000 pesos en poder de Juan de Pria, mayordomo de la 
artillería de Cádiz. Asimismo, Fernández Moreno fue acusado de retener los registros de 
las mercancías que se cargaban en Cádiz, concertándose con los cargadores a un tanto 
de pesos por cada fardo, perjudicando de esta manera los derechos reales. Según el 
denunciante, con esta pericia, el juez había obtenido en una sola flota más de 6.000 
pesos de plata. Otra de las acusaciones estuvo en relación a una práctica que por 
costumbre se realizaba al tiempo del despacho de las flotas y galeones en la bahía 
gaditana. Se trataba de un barco que los jueces del juzgado ponían en la bahía de Cádiz 
para que no se cargaran mercancías despachadas en aquella ciudad en las naos de 
                                                
1021 AHPC, Protocolo 5519, Fol. 100R-100V.  
1022 AHPC, Protocolo, 3715, Fol. 198R.  
1023 AHPC, Protocolo, 5508. Manda testamentaria de Sebastián Rodríguez Peralta.  
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Sevilla, ni viceversa, cuyo costo era abonado por los dueños de naos de la ciudad de 
Cádiz. En este caso, la denuncia señalaba que PedroF rnández Moreno había situado en 
este barco una persona de su “devoción”, el cual, andaba por la bahía de Cádiz 
concertándose con las partes a un tanto de pesos por cada pipa o fardo y los dejaba 
cargar en las naos de Sevilla. Asimismo, denunciaba Rodríguez Peralta que Fernández 
Moreno cobraba mucho más de lo que costaba aquella embarcación y que había 
aceptado un cohecho de 500 pesos que le ofrecieron los oficiales de la aduana de Cádiz 
para que no continuara con aquellas prácticas y, aun así, continuó concertándose con los 
cargadores.  
Rodríguez Peralta también le acusó de torpedear la cción de los escribanos del 
juzgado en su propio beneficio, falsificando las rúbricas de Francisco Bravo de Cossío 
con el objetivo de que no se tomara razón de los regi t os que éste había realizado. Por 
último, acusó también a algunos mercaderes de la ciudad de Cádiz que supuestamente 
estaban en connivencia con el juez para determinados negocios relacionados con las 
mercancías que venían de Indias. En todas las acusaciones vertidas sobre Pedro 
Fernández Moreno, el denunciante incluía aquellas per onas que, o bien podían conocer 
lo que allí estaba diciendo, o bien, habían participado en las mismas. Cerraba el 
memorial con un capítulo que al tenor decía: “Que todo lo referido es niñería para las 
cosas que ha hecho el dicho Pedro Fernández Moreno después que está en el oficio, 
dignas de poner remedio”1024. 
Por supuesto, es muy arriesgado tomar estas palabras l pie de la letra, pues 
debemos cuestionarnos el grado de credibilidad de las denuncias contra el juez 
expresadas por Sebastián Rodríguez Peralta. Parece evidente que había cierto grado de 
conflicto y enemistad entre Sebastián Rodríguez Peralta y Pedro Fernández Moreno y 
por ende, cierta exageración en las denuncias del primero sobre el uso del oficio del 
segundo, pero lo cierto es que en el contenido de dicho testimonio son perceptibles los 
fundamentos de los siguientes pasos en la investigación que comenzó Juan de Góngora 
sobre las actuaciones en Cádiz del juez Pedro Fernández Moreno. Es decir, el visitador 
le otorgó veracidad a lo que contenía aquel memorial de denuncia y, a lo largo de la 
visita al juzgado gaditano, Góngora pudo comprobar que la mayoría de las delaciones 
de Sebastián Rodríguez Peralta tenían fundamento. 
                                                
1024 El memorial presentado por Sebastián Rodríguez Peralta en: AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 73. 
Fol. 2R-3R. La declaración judicial de Rodríguez Peralta se encuentra en: AGI, Escribanía, 1142A. 




7.4. Desarrollo de la visita al juzgado de Indias de Cádiz 
 
Las Cédulas de comisión que recibió Juan de Góngora en 1642 explicitaban “que 
se visitara al juez oficial de registros de Cádiz, escribano y alguacil de su juzgado”, 
asimismo, incluían a las personas nombradas por ellas n su lugar y otorgaban un 
carácter retroactivo a la comisión, pues mandaban “que se tomara visita a los ministros 
del juzgado de Cádiz, presentes y pasados que no hubieran sido visitados”1025. Aunque 
la visita en la ciudad de Sevilla comenzó en junio de 1642, no fue hasta unos años 
después, a finales de 1644, cuando comenzaron las diligencias para visitar al órgano 
encargado de los despachos de los navíos que se cargaban en la ciudad de Cádiz, su 
juzgado de Indias dependiente de la Casa de la Contratación.  
Tras las primeras diligencias hechas por Alonso Centeno, Juan de Góngora había 
pedido al Consejo de Indias, “por estar tan ocupado en la visita de la Casa de la 
Contratación y no poder desde ella hacer la de los jueces y ministros del juzgado de 
Indias de la ciudad de Cádiz”, subdelegar esta parte de la visita. El Consejo de Indias le 
autorizó, si bien, el control ejercido por el visitador sobre esta materia fue de primer 
orden. Las primeras declaraciones de testigos tomadas en Cádiz fueron encargadas por 
el visitador a Cristóbal Riquelme Quirós1026.  
La subdelegación de la visita hecha en Sevilla el 15 de marzo de 1645 llevaba 
consigo además el nombramiento, también realizado por Góngora, del escribano y el 
alguacil que acompañaron al subdelegado así como la definición de los salarios que iban 
a percibir cada uno de los oficiales encargados1027.  
Una vez formada la comisión, el siguiente paso fue pr sentarla antes las 
autoridades de la ciudad de Cádiz, en este caso, ante el alcalde mayor, Diego Palacios 
Tovar, quien aceptó todo lo que en ella se contenía l 22 de marzo de 16451028. En la 
misma fecha se pregonó la visita en Cádiz. En el pregón de la visita, por un lado, se 
                                                
1025 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 8R 
1026 A Cristóbal Riquelme Quirós lo podemos encontrar en las mismas fechas realizando otras comisiones 
en el mismo ámbito territorial. Un ejemplo serían las represalias de bienes de franceses. AGI, 
Contratación, 104B.  
1027 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 5V. El visitador Cristóbal Riquelme Quirós percibiría 
1.500 maravedíes al día, el escribano Pedro Sánchez de Salas, 1.000 maravedíes al día y el alguacil, 
Domingo González de la Ribera, 500 maravedíes al día. Los salarios y demás costas debían de percibirlas 
de las condenaciones de la visita. Además, en la subdelegación pedía Góngora al Gobernador de Cádiz y 
demás justicias que no se entrometieran en la instrucción secreta e interrogatorio que iba a acometer su 
subdelegado. 
1028 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 6R. 
361 
 
hicieron públicos los oficiales que estaban comprendidos en la inspección, que fueron 
aquellos que ejercieron sus oficios en el juzgado de In ias de la ciudad desde 1618 hasta 
1645 y, por otro lado, se alentó a los vecinos de Cádiz a que interpusieran demandas 
particulares contra los oficiales del juzgado comprendidos entre esas fechas, así como 
contra los presidentes, jueces oficiales y demás ministros de la Casa de la Contratación 
que habían ido a Cádiz y demás puertos de su comarca al despacho y recibo de las 
armadas y flotas. Enfatizaba el pregón el daño que podían haber causado estos oficiales, 
agravios o injusticias que hubieran hecho los referidos oficiales o si habían cobrado 
indebidamente por el ejercicio de sus oficios. Con esta medida, se pretendía que el 
control sobre los oficiales del juzgado gaditano se ejerciera, además de desde arriba por 
parte de la corona, desde abajo por parte de las personas sujetas a su jurisdicción. El 
plazo para interponer demandas públicas quedaba abierto desde el mismo momento del 
pregón de la visita hasta pasados 20 días1029. El mismo día 22 de marzo dieron 
comienzo los interrogatorios. 
 
La pesquisa secreta en Cádiz en 1645 
 
Tras recibir Juan de Góngora el memorial detrás de cuya autoría se situaba el 
escribano propietario del juzgado de Cádiz, en el qu  se acusaba de múltiples delitos al 
juez Pedro Fernández Moreno y se citaban los testigos que podrían declarar para su 
comprobación, el visitador conformó un interrogatorio de 17 preguntas mediante el cual 
su subdelegado tomaría las declaraciones de testigos.  
El interrogatorio conformado por Juan de Góngora para l  primera pesquisa 
secreta de la visita en Cádiz partía desde materias más generales sobre el uso de los 
oficios del juzgado de Indias, a asuntos más particulares en relación a los capítulos de 
denuncias que había recibido el visitador que acusaban directamente al juez Pedro 
Fernández Moreno. Los testigos citados en los capítulos de denuncias fueron 
preguntados directamente por su participación en aquellas cuestiones. En total fueron 37 
los testigos llamados a declarar y 46 las declaraciones, pues algunos de ellos fueron 
interpelados a declarar en más de una ocasión. En el conjunto de testigos destacan los 
mercaderes, entre los que se encontraban algunos extranj ros. Por otro lado, los 
oficiales reales de la ciudad de Cádiz constituyeron otra parte importante de los citados 
                                                
1029 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 73. Fol. 25R. 
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a declarar. Cuatro regidores, tres escribanos públicos, un receptor de la aduana, y el 
correo mayor de la ciudad fueron algunos de los que conformaron la lista de testigos de 
la pesquisa secreta1030.  
Como era de esperar, y debido a que los testigos en su mayoría fueran mercaderes 
u hombres de negocios, con unas dependencias evidentes con respecto al juzgado 
gaditano, el subdelegado de Góngora que tomó las declaraciones no obtuvo un fruto 
considerable de sus deposiciones. Los interrogatorios comenzaron el día 22 de marzo de 
1645, y finalizaron el día 8 de abril del mismo año. La causa requería una acción rápida 
y contundente para poder obtener el mayor conocimiento de lo que sucedía en el 
juzgado de Cádiz y poder verificar el contenido de la denuncia de Sebastián Rodríguez 
Peralta. Sin embargo, al poco tiempo de comenzar las declaraciones, habiendo pasado 
solo unos días, el 26 de marzo, Cristóbal Riquelme escribió a Góngora advirtiéndole 
que ninguno de los llamados a declarar se atrevía a culpar al juez –Pedro Fernández 
Moreno-, y pensaba Riquelme que el motivo se debía a que “como son los unos dueños 
de naos y los otros, cargadores a Indias, por la dependencia que tienen con el [juez] e 
intereses propios no se quieren exponer a que se les saque a ellos algún cargo o que el 
juez, con la mano grande de este oficio, les haga algún daño”1031.  
A su vez, en la misma epístola reconoció Riquelme haber dado con un testigo que 
sí había colaborado. Se trataba de Sebastián Rodríguez Peralta, escribano propietario del 
juzgado de Indias, comprendido en la visita, pero cuya declaración estuvo repleta de 
acusaciones a las actuaciones del juez. En esta ocasión, Rodríguez Peralta sí declaró 
judicialmente y reconoció ser la persona que había dado el memorial acusatorio contra 
Pedro Fernández Moreno, y que todo lo que en él se cont nía era la misma verdad, pero 
temía que los testigos no fueran a declarar lo que sabían por la dependencia que tenían 
del juez. A su vez, afirmaba Rodríguez Peralta que los testigos tenían quejas del juez y 
habían propuesto en alguna ocasión dar cuenta al Consejo de Indias y así tener ocasión 
de vengarse.  
En la misma misiva, Riquelme señaló a Juan de Góngora que el oficial que servía 
como teniente la escribanía del juzgado, Francisco Bravo de Cossío, fuera llamado a 
declarar en Sevilla porque “lo sabe todo y otras muchas cosas”. Asimismo, le trasladaba 
a Góngora un listado importante de personas que en Sevilla eran conocedoras de los 
malos procedimientos de Pedro Fernández Moreno.  
                                                
1030 Véase anexo 3. Testigos de las pesquisas secretas realizadas en Cádiz entre 1645 y 1646.  
1031 Ibidem. Fol. 7R-8V 
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Pero la tarea del subdelegado Cristóbal Riquelme no se detuvo en tomar 
declaración a los testigos citados en el memorial que había entregado Rodríguez Peralta, 
sino que también se valió de otros medios para conocer l s procedimientos que en éste 
se denunciaban. Entre otras averiguaciones, examinó los libros de los registros de las 
naos que se habían despachado desde el juzgado gaditano esde 1618 hasta fin de 1644 
para Tierra Firme y Nueva España1032. No obstante, en estas pesquisas, el subdelegado 
de Juan de Góngora reconoció los despachos de las naos que se habían hecho desde que 
ejercía el oficio Pedro Fernández Moreno, pues además de que todas las acusaciones se 
vertían sobre él, los demás jueces comprendidos en la visita habían fallecido. 
Riquelme enseguida advirtió en la revisión de estos libros que, respecto a las 
toneladas que se cargaban en Cádiz, los despachos de mercancías eran muy escasos, 
pues afirmaba que “no va la sexta parte de las mercancías que se pueden llevar, siendo 
así que es notorio que no van vacías [las naos] y que son necesarios autos y 
requerimientos para que los maestres no las sobrecarguen”. Sospechaba el subdelegado 
que la segunda acusación vertida sobre el juez en relación a quedarse con parte de los 
registros concertándose con los cargadores tenía visos de veracidad1033. Asimismo, el 
subdelegado de Góngora localizó algunas deficiencias de las que se podrían sacar 
cargos al juez. Por ejemplo, que Pedro Fernández Moreno había dado licencia a pilotos 
para que hicieran el viaje a Indias sin estar examin dos o que mandó examinar a otros 
para el mismo efecto, sin tener jurisdicción para ello1034. 
 
La intervención de Juan de Góngora en la visita al juzgado de Indias de Cádiz 
 
Tras los primeros pasos dados por el subdelegado de Góngora en relación a la 
fiscalización de las funciones del juzgado de Indias e Cádiz, era evidente que esta parte 
de la visita estaba adquiriendo una consideración relevante que en un principio no había 
sido percibida. Juan de Góngora no había iniciado ls diligencias para visitar el juzgado 
de Indias de Cádiz hasta pasados más de dos años después de comenzar a inspeccionar 
la Casa de la Contratación y, aunque en un principio esta parte de la visita la había 
subdelegado, muy pronto fue necesario que el visitador general se trasladara 
                                                
1032 Ibidem. Fol. 7R. 
1033 Ibidem. Fol. 8R.  
1034 Ibidem. Fol. 8V.  
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personalmente a Cádiz debido a los graves delitos del juez de la Casa en aquella ciudad 
que estaban comenzando a salir a la luz. 
En realidad, durante el ejercicio de la subdelegación de Cristóbal Riquelme, Juan 
de Góngora no dejó de conocer lo que estaba sucediendo n Cádiz, pues la 
correspondencia entre ambos así lo atestigua. Al mismo tiempo que fue avanzando en la 
sumaria, el subdelegado fue escribiendo al visitador, relatándole las impresiones que le 
suscitaba aquella empresa. Aun sin terminar las declaraciones de testigos, el 29 de 
marzo de 1645, escribió Riquelme a Juan de Góngora avisándole de las vagas 
declaraciones de los testigos, pues en Cádiz “no se averiguará delito ni excesos 
(habiendo tantos) sino es con algún celoso”1035. Siguió informando a Góngora sobre el 
reconocimiento de los libros de registros del juzgado, advirtiendo de las graves 
irregularidades y deficiencias de las que se podían sacar otros cargos al juez.  
En una segunda carta, con fecha de 2 de abril de 1645, el subdelegado pidió a 
Juan de Góngora que en esta materia era necesario que estuviera él muy encima. 
Afirmaba que en esta ciudad tan corta, muchos de los testigos no habían guardado el 
secreto, los demás venían advertidos, y que no había mucho más que hacer en la 
sumaria sino era con el análisis exhaustivo de los libros de los registros del juzgado, 
para lo que pedía llevarlos a Sevilla y que Juan de Góngora los estudiara. En esta última 
carta al visitador, Cristóbal Riquelme se volvió a quejar de que los testigos no querían 
decir la verdad “los unos por interesados y los otros por temerosos de que quedándose 
este juez sin castigo tendrá ocasión de hacerles daño si llega a saber que depusieron 
contra él”1036. 
Por tanto, la comisión subdelegada por Juan de Góngora no había conseguido 
grandes logros en la declaración de testigos, pero sí con el análisis de los libros de 
registro del juzgado gaditano, que venían a confirmar algunas de las acusaciones 
vertidas hacía el juez Pedro Fernández Moreno. Riquelme pidió salir de Cádiz y así lo 
hizo, llegando a Sevilla el día 13 de abril de 1645.  
Pero la intervención de Juan de Góngora en la visita del juzgado gaditano no tuvo 
que ver solamente con la supervisión e indicaciones a Cristóbal Riquelme, sino que 
tomó cartas en el asunto y se involucró como visitador general con la máxima autoridad. 
En primer lugar, y siguiendo la recomendación hecha por su subdelegado de que el 
teniente de escribano declarara en Sevilla “por lo mucho que sabía”, llamó a la ciudad 
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1036 Ibidem. Fol. 16R-16V. 
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hispalense a Francisco Bravo de Cossío que, aunque en n primer momento rehusó ir, 
finalmente acudió a declarar ante Góngora el 31 de marzo de 16451037. La declaración 
del escribano del juzgado no arrojó nada nuevo, pero sí una tremenda decepción, pues 
Riquelme había insistido, a tenor de lo dicho y repetido por Sebastián Rodríguez 
Peralta, que Francisco Bravo de Cossío sabía muchas de las cosas que en su memorial 
denunciaba y algunas más. Fue preguntado por los capítulos del memorial presentado 
ante Juan de Góngora, y que vertía siete acusaciones pri cipales contra el juez de Cádiz, 
pero lo cierto es que en su declaración ante Góngora, Bravo de Cossío no hizo otra cosa 
que defender a Pedro Fernández Moreno1038. Es muy probable que estuviera 
coaccionado por este último, pero a su vez, muchas de las acusaciones vertidas sobre el 
juez podían traer consecuencias negativas sobre su oficio de escribano, y éste no iba a 
declarar en su propia contra.  
Habiendo declarado Francisco Bravo de Cossío en Sevilla, y teniendo en su poder 
Juan de Góngora la sumaria secreta tomada por Cristóbal Riquelme Quirós en Cádiz, 
más los libros que contenían los registros de las nao  despachadas por el juzgado desde 
1618 hasta 1644, en los que, según el subdelegado, se podían sacar bastantes cargos al 
juez, el visitador antes de viajar a Cádiz, pidió los libros de registros de las naos que se 
habían despachado por el juzgado en la flota que partió para Tierra Firme en 1645. Para 
ello, Góngora despachó una comisión en la persona de Sebastián Vázquez de Neira, 
escribano de Sevilla que se iba a desplazar a Cádiz para otros asuntos y que en este 
cometido se encontró con grandes dificultades para obtener los registros de 1645 pues, 
ni los escribanos del juzgado, ni los administradores de la aduana de Cádiz se los 
facilitaron a pesar de las requisitorias. Tan solo estos últimos, haciendo una 
interpretación en su favor de los requerimientos, le facilitaron un resumen del valor de 
las mercancías que se habían despachado para Indiasen dicha flota1039. Tras este 
desencuentro había llegado el momento de que la máxima autoridad de la visita se 
hiciera cargo también de lo concerniente al juzgado de Indias de la ciudad de Cádiz.  
La primera intervención de Juan de Góngora in situ se desarrolló en 1646 en dos 
partes: primeramente, en febrero, cuando interrogó a 14 testigos, oficiales reales y 
mercaderes-hombres de negocios, y una segunda interve ción en julio en los días 
previos a la salida de la flota de Nueva España de ese año. La decisión del visitador de 
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continuar la pesquisa secreta en los días previos a la salida de la flota no fue por 
casualidad, dados los resultados que obtuvo, pues resultó el momento idóneo para 
destapar multitud de fraudes y corruptelas.  
Los interrogatorios practicados por Juan de Góngora en febrero de 1646 tuvieron 
como objetivo conocer con mayor detalle aquellos procedimientos ilícitos del juez de 
Cádiz que ya se apuntaron superficialmente en las primeras pesquisas practicadas por 
Cristóbal Riquelme Quirós. Los testigos que prestaron declaración ante el visitador 
fueron, en su mayoría, los mismos que lo habían hecho n 1645 ante su subdelegado.  
De nuevo, como ya hiciera en las declaraciones tomadas por Cristóbal Riquelme, 
Sebastián Rodríguez Peralta, escribano propietario del juzgado, fue el primero en 
declarar y volvió a acusar de múltiples delitos a Pedro Fernández Moreno1040. Inculpó al 
juez de cometer grandes fraudes ocultando las licencias que había dado para cargar a 
Indias dando a los dueños de naos y cargadores los regi tros muy “diminutos”. El 
objetivo era ocultar las licencias para que no se pudiesen averiguar las faltas de los 
registros que había dado el juez, amén de las mercancías que dejaba cargar sin licencia. 
Afirmaba que en Cádiz era público y notorio entre la gente del comercio que Pedro 
Fernández Moreno cobraba un “tanto de pesos” por las mercancías que permitía cargar 
sin registro.  
Pero lo más importante en la declaración del escribano del juzgado fueron los 
negocios que expresó que tenía el juez de la Casa. Preguntado si Pedro Fernández 
Moreno había tenido o tenía compañía o parte en algun  nao de Indias o si cargaba o 
negociaba por mano de alguna persona de Cádiz, se produjo el momento cumbre de su 
declaración. Afirmó que en los registros del juzgado podía comprobar el visitador los 
viajes a Indias que había hecho la nao San Diego a cargo de Lázaro de Tompes, pero 
cuya propiedad recaía en Pedro Fernández Moreno. Per  ad más, Sebastián Rodríguez 
Peralta acusó al juez de haber tenido en 1645, ya inici da la visita al juzgado, parte en 
una nao que iba en cabeza de Enrique Fabián. Por tant , según aquellas acusaciones, 
Fernández Moreno se estaba sirviendo de testaferros pa a comerciar con Indias con una 
nao de su propiedad que despachaba por su juzgado. Cerraba su declaración con una 
frase rotunda sobre los malos procedimientos del juez en su oficio:  
“Es público y notorio que el dicho Pedro Fernández Moreno vive mal en su oficio 
y procede estafando a todos los del comercio, causando mucho daño a la Real Hacienda 
                                                
1040 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Declaración de Sebastián Rodríguez Peralta ante Juan de 
Góngora. Fol. 73V-76R.  
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y que será muy particular servicio de Dios nuestro eñor y de S.M. y bien público el 
remediar los excesos con que el susodicho ha procedido y procede en el dicho su oficio 
[…]. 
Sebastián Rodríguez Peralta también estaba comprendido en la visita, pero hasta 
el momento, no había sido objeto de las pesquisas del visitador, ni anteriormente de su 
subdelegado, y había destacado por sus denuncias de lo excesos del juez de la Casa en 
Cádiz. Otro oficial comprendido en la visita, y que también prestó declaración en esta 
ocasión ante Juan de Góngora, fue su teniente en el oficio de escribano, Francisco Bravo 
de Cossío. En los primeros testimonios tomados por Cristóbal Riquelme, el teniente de 
Rodríguez Peralta no declaró en Cádiz, pues, a recomendación del subdelegado de 
Góngora, lo hizo en Sevilla ante el visitador y su declaración no deparó ninguna 
acusación significativa. En esta ocasión, muy tímida ente, afirmó como única 
inculpación que, “habían sido muchas las licencias que había dado Pedro Fernández 
Moreno, pero pocos los registros”1041.  
Las declaraciones de testigos son una fuente inagotable que refleja el estado del 
comercio de la ciudad de Cádiz en esta coyuntura, pero, debido a su interés con el tema 
que venimos desarrollando, además de las ya expuestas que dieron los escribanos del 
juzgado, destacaremos solo algunas de ellas.  
Los mercaderes, dueños de naos y hombres de negocios de Cádiz fueron un pilar 
destacado en el grupo social que testificó ante el visitador Juan de Góngora. Veamos 
algunos ejemplos.  
Vicente del Campo, hombre de negocios de nacionalidad alemana, mantenía 
distintos negocios que podemos calificar de dudosa leg lidad. Durante la guerra contra 
Francia, la monarquía otorgó licencias especiales o permisiones para no desabastecer el 
mercado de ropa francesa, y Vicente del Campo fue uno de los mercaderes que obtuvo 
estas licencias entre 1636 y 16381042. No obstante, parece que aquellas permisiones no 
fueron el único contacto comercial que mantuvo con Francia durante estos años, pues, 
en 1638 fue indultado por la junta del Almirantazgo, junto a otros mercaderes gaditanos, 
en la cantidad de 12.000 ducados por haber introducido en Cádiz ropa de contrabando 
del país galo1043. Al mismo tiempo formaba parte de los llamados “metedores”, una red 
del comercio fraudulento y del tráfico ilegal de metal s preciosos que se hacían cargo de 
                                                
1041 Ibidem. Declaración de Francisco Bravo de Cossío ante Juan de Góngora. Fol. 76R-78R.  
1042 Ángel Alloza Aparicio, «La junta del Almirantazgo y la lucha contra el contrabando, 1625-1643», 
Espacio, Tiempo y Forma. Serie IV, Historia Moderna, 16, (2003), pp. 217-254 (p. 245). 
1043 Ibidem. p. 229.  
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las remesas clandestinas de plata1044. Como natural de Alemania, al parecer mantuvo 
distintos vínculos con sus paisanos, pues en 1639 se constituyó como fiador de Enrique 
Hostn, vecino de Hamburgo, con el objetivo de que se levantara el embargo que las 
autoridades gaditanas tenían situado sobre su navíoen la bahía de Cádiz1045. Asimismo, 
en 1646, año en que testificó ante Juan de Góngora, Vicente del Campo era dueño en 
compañía de otros mercaderes, de un navío nombrado el Sol Dorado que había salido de 
Sanlúcar de Barrameda en 1645 para hacer viaje al puerto de El Havre en Francia. Al 
llegar a su destino, su maestre Bernardo Drayer falleció, dejando las mercaderías que 
portaba sin vender, pues era la persona que tenía los poderes para su venta y, por este 
hecho, Vicente del Campo se volvió a apoyar en un paisano vecino de Hamburgo 
llamado Pedro James, para que acudiera a poner cobro a aquella mercancía en su 
nombre1046.  
Vicente del Campo, que ya había testificado el año nterior ante Cristóbal 
Riquelme, lo volvió a hacer ante Góngora. En sus primeras declaraciones de 1645 –
declaró dos veces ante el subdelegado-, reconoció que había vendido en 1644, al tiempo 
que se despachaba la flota de Tierra Firme, algunos fardos de Rouen a Pedro Fernández 
Moreno que importaron 16.956 reales de plata, de los cuales, solo le había pagado 7.869 
reales. En su defensa, alegó que se los vendió porque el juez le dijo que no eran para él, 
sino para un “mozo navegante” junto al que había ido a su casa para adquirir la 
mercancía1047. Si contrastamos las primeras declaraciones de Vicnte del Campo, con la 
que dio ante Juan de Góngora, el visitador se centró en obtener las pruebas que 
corroboraran que, efectivamente, Pedro Fernández Moreno le había comprado aquellas 
mercancías, que tenía deudas contraídas con él, así como en averiguar que había hecho 
el juez con ellas, en particular, si las había embarcado a Indias en la flota de Tierra 
Firme de 1644. En su declaración ante Góngora, Vicente del Campo se reafirmó en su 
anterior declaración, puntualizando que la mercancía fue cargada en una fragata de la 
flota de Nueva España del cargo de don Martín Carlos de Mencos que fue a Maracaibo, 
y que desconocía quién era el propietario. Reconoció la deuda que tenía Pedro 
Fernández Moreno contraída con él y para demostrarla aportó dos pruebas: primero, citó 
a su cajero, Daniel Osloyer, quien según él podría corroborarlo, y segundo, aportó los 
                                                
1044 Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 1620-1648, p. 343. 
1045 AHPC, Protocolo, 3707. Fol. 44V-45R.  
1046 AHPC, Protocolo, 3048. Fol. 896R.  
1047 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol.64R-65V. Declaración de Vicente del Campo ante 
Cristóbal Riquelme Quirós.  
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libros de caja de sus negocios en los que se reflejaban las partidas vendidas al juez de la 
Casa en Cádiz, y lo que restaba por pagarle1048.  
Otro de los dueños de naos que testificó en 1645 ante Cristóbal Riquelme y 
posteriormente en 1646 ante Juan de Góngora fue Enrique Fabián, de nacionalidad 
flamenca1049, quien mantenía relaciones con la comunidad flamenca de Sevilla1050. 
Desconocemos el carácter de sus negocios, pero es muy probable que se tratara de 
aprestos de las armadas, pues en 1640, Enrique Fabián había vendido a los 
administradores del asiento de avería ciertas partidas de jarcia y otras cosas para el 
servicio de los galeones de dicho año que importaron 117.683 reales y que todavía en 
1645 no había cobrado1051. Asimismo, Enrique Fabián poseía varios navíos que, en 
1649, mediante un codicilo que añadió a su testamento, reconoció que ante su inminente 
final los había vendido estando preparadas con visita por el juzgado de Cádiz para ir a 
Nueva España al capitán Juan Rey, su cuñado1052.  
En esta segunda declaración que hizo Enrique Fabián1053 negó que el juez de la 
Casa tuviera parte en su navío, como había afirmado Sebastián Rodríguez peralta y 
directamente dirigió sus acusaciones hacia Fernández Moreno, diciendo que éste tenía 
un navío propio que se lo había dado a Lázaro de Tompes1054.  
Por último, y referido a los testigos interrogados p r Juan de Góngora en febrero 
de 1646, resultan significativas las deposiciones de Lázaro de Tompes. La declaración 
de este dueño de nao desempeñó un papel destacado a la h r  de esclarecer algunas de 
las acusaciones vertidas sobre los negocios privados de Pedro Fernández Moreno. En su 
primera declaración en 1645 ante Cristóbal Riquelme se presentó como dueño de una 
nao llamada San Diego, y en algunas respuestas dijo que había navegado a Indias en 
1641 y 1643 con dicha nao1055. Pero una vez más, Sebastián Rodríguez Peralta en su
declaración había arrojado dudas sobre la propiedad de la embarcación, pues afirmó que 
                                                
1048 Ibidem. Fol. 81V-84V. Declaración de Vicente del Campo ante Juan de Góngora y exhibición de los 
libros de caja de Vicente del Campo.  
1049 Ibidem. Fol. 18V-19V. Declaración de Enrique Fabián ante Cristóbal Riquelme Quirós.  
1050 Como atestiguan los poderes que otorgó en 1639 a favor de Gregorio Ludens, mercader flamenco 
residente en la ciudad hispalense para que en su nombre pudiera cobrar de Martín de Guaras, 5.708 reales 
de plata, o el otorgado en 1642 a favor de Juan Bautist , mercader flamenco residente en Sevilla para que 
cobrara en su nombre de Juan de Olarría, veedor general de la armara del Mar Océano, 6.000 reales de 
vellón. Estos poderes en: AHPC, Protocolo, 3041. S/F y AHPC, Protocolo, 3710. Fol. 89V-90R.  
1051 AGI, Indiferente, 2501, L. 20. Fol. 289V. 
1052 AHPC, Protocolo, 5521. Fol. 589R.  
1053 En su primera declaración ante el subdelegado de Juan de Góngora, la respuesta que más repitió fue 
“no lo sabe”. 
1054 AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 93R-93V. Declaración de Enrique Fabián ante Juan de 
Góngora.  
1055 Ibidem. Fol. 25V-27R. Declaración de Lázaro de Tompes ante Cristóbal Riquelme Quirós.  
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el propietario real era Pedro Fernández Moreno, y por esta cuestión fue preguntado por 
el visitador. El testigo no vaciló un segundo para, nte Juan de Góngora, afirmar que en 
1640, siendo ya Pedro Fernández Moreno juez de la Cas , había tratado de comprarle la 
nao San Diego, pero que por no tener dinero no lo hiz , y que el juez le pidió que 
llevase la embarcación a las Indias por cuenta de los dos para repartirse entre ambos las 
ganancias. Afirmó que aunque hicieron una escritura ante escribano público de Cádiz en 
la que simularon la venta de la dicha nao, la verdad es que en aquella flota de 1640 del 
cargo de don Luis Fernández de Córdoba, los beneficios se repartieron entre los dos, y a 
la vuelta de su viaje, le pagó lo que estipuló Fernández Moreno y se quedó con la nao en 
propiedad. También declaró que posteriormente no había tenido el juez cuenta en su nao 
ni le había llevado mercancías a Indias1056.  
Como vemos, en la declaración de Lázaro de Tompes se acusó de múltiples 
delitos a Pedro Fernández Moreno. Por supuesto, es muy arriesgado tomar estas 
palabras al pie de la letra, pero si salimos del marco del propio mecanismo de control, y 
acudimos a otras fuentes fuera de las generadas por el p opio proceso de visita, 
podemos comprobar el grado de veracidad de aquellas acusaciones contra el juez de 
Cádiz.  
En efecto, Pedro Fernández Moreno poseía una nao propia, llamada San Diego, de 
porte de 400 toneladas que, en el año 1640, es decir, estando ya ejerciendo el puesto de 
juez de la Casa en Cádiz, tenía aprestada con visita y registro por su juzgado, es decir, 
se había dado a sí mismo la pertinente autorización para hacer viaje a Tierra Firme. 
Efectivamente, como declaró Lázaro de Tompes, el testigo había hecho una escritura de 
compraventa con el juez para la venta de la nao San Diego con el registro y visita, es 
decir, preparada para hacer el viaje a Tierra Firme, por 12.000 ducados de plata, que 
según afirmó Fernández Moreno en aquella escritura, le había pagado al contado1057. 
Pero en realidad, Lázaro de Tompes hizo viaje a las Indias en 1640 siendo la nao 
propiedad de Pedro Fernández Moreno, pues se repartieron las ganancias de aquel viaje, 
y fue entonces, en 1641, cuando se hizo con la nao San Diego1058. Es decir, la escritura 
de compra-venta de la nao fue simulada y en realidad Lázaro de Tompes actuó como 
testaferro de Pedro Fernández Moreno. Además, en 1640, el juez de la Casa en Cádiz 
                                                
1056 Ibidem. Fol. 93V-94V. Declaración de Lázaro de Tompes ante Juan de Góngora. Aunque el visitador 
le pidió los papeles de la compra de la nao, el testigo dijo que el juez rompió todos los papeles y él no 
tenía copia alguna. 
1057 AHPC, Protocolo, 3042, Fol. 262R-264R.  
1058 AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 25V-27R.  
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dio su poder a Lázaro de Tompes, a quien citaba como capitán y maestre de la nao San 
Diego, no como su dueño, para que en su nombre pudira cobrar en las Indias cualquier 
cantidad que se le debiera1059. Pero los subterfugios utilizados por este mercader –y muy 
posiblemente en connivencia con Pedro Fernández Moreno- no se detuvieron aquí, sino 
que a la vuelta de Indias en el viaje de 1641, Lázaro de Tompes fue condenado por el 
fiscal de la Casa de la Contratación en 2.000 ducados por haber realizado una arribada 
maliciosa en contradicción de lo acordado en el capítulo 41 del asiento de avería. Este 
apartado del acuerdo de avería indicaba que ningún avío entrara en el viaje de vuelta 
en la bahía de Cádiz, pero sin embargo, Lázaro de Tompes, con la nao San Diego, “con 
dolo y malicia para defraudar los derechos de averí” dio fondo en la ciudad de 
Cádiz1060.  
Fueron algunas más las declaraciones que tomó Juan de Góngora en febrero de 
1646. No obstante, debido a su interés, tanto por la fecha en las que se realizaron, 
próxima a la salida de la flota de Nueva España y momento idóneo para conocer las 
prácticas que se hacían desde el juzgado de Indias de Cádiz, como por las acusaciones 
vertidas en aquellas testificaciones, destacaremos las tomadas en julio de 1646.  
Además hubo otro aspecto que no debió ser baladí para que en estas declaraciones 
de julio de 1646 el visitador sacara mayor provecho que en las anteriores, amén de que 
el conocimiento de los procedimientos del juez de Cádiz era mayor, y es que Juan de 
Góngora había sido nombrado desde finales de febrero de ese año presidente de la Casa 
de la Contratación1061. Se convertía de esta manera en la persona en quien recaía todo el 
poder de la institución que estaba visitando, y cuya influencia en el desarrollo de los 
acontecimientos de la inspección debió de ser notable. Los testigos a partir de este 
momento estaban declarando ante el visitador y presidente de la Casa de la 
Contratación, a quién debían respeto y obediencia, pues las dependencias que tenían de 
la Casa eran evidentes. Es posible pensar que por esta azón, en estas declaraciones los 
testigos se decantaron a favor de una mayor colaboración con el visitador. 
De nuevo, las preguntas fueron, en su mayoría, relacion das sobre los presuntos 
excesos en los procedimientos de Pedro Fernández Moreno y, además, muchos de los 
que testificaron ya lo habían hecho anteriormente, lo que les puso en la tesitura de 
                                                
1059 AHPC, Protocolo, 4200, Fol. 377R-378R 
1060 AGI, Escribanía, 1145C. Cuaderno 7. El fiscal de S.M. contra Juan de Narganes y Lázaro de Tompes 
sobre cierta arribada maliciosa en 1641. En apelación fue absuelto por el Consejo de Indias de esta 
acusación y solamente condenado a pagar las costas del pleito. 
1061 AGI, Contratación, 5785, L.1. Fol. 248R-248V. Véase también Schäfer, El Consejo Real y Supremo 
de las Indias. Historia y Organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, p.362.  
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volver a reafirmarse en lo que ya habían declarado, o bien, ante las insistencias del 
visitador, verter nuevas acusaciones sobre los procedimientos del juez. Asimismo, 
debemos tener en cuenta que al producirse las declaraciones en la proximidad de la 
salida de una flota, las oportunidades de negocios ilícitos se multiplicaron y su 
ocultación a los ojos del visitador debió ser más complicada. Los testigos que prestaron 
declaración ante Góngora en julio de 1646 fueron de uevo, en su mayoría, mercaderes 
u hombres de negocios. Muchos ya habían declarado con anterioridad, pero a su vez, 
Góngora fue citando a maestres y contramaestres de naos, quienes debían tener un 
mayor contacto con los escribanos del juzgado, pues el visitador pretendió conocer 
también en esta pesquisa sobre los procedimientos de los escribanos.  
De igual modo que ocurrió unos meses atrás, inició la ronda de testimonios el 
escribano propietario del juzgado, Sebastián Rodríguez Peralta, cuya inquina contra el 
juez dio lugar al visitador-presidente a pensar que est  ocultaba algo pues, a partir de su 
declaración, Juan de Góngora fue incluyendo en sus preguntas al resto de testigos 
algunas cuestiones relacionadas con la labor de los escribanos.  
Sebastián Rodríguez Peralta volvió a acusar a Pedro Fe nández Moreno de 
cometer abusos y excesos contra los dueños de naos e  la flota que en 1645 había salido 
para Tierra Firme. Además, la sensación de impunidad que debía tener el juez de la 
Casa en Cádiz se manifestaba en que estando ya bajo el prisma de una investigación 
judicial, en 1645, al parecer, reincidió en cargar me cancías en la flota de dicho año. La 
acusación de Rodríguez Peralta sobre este asunto era clara una vez más. En su 
declaración delataba cómo Fernández Moreno había carg do cierta cantidad de papel y 
lienzos crudos en aquella flota, mercancía que le había vendido un mercader vecino de 
Cádiz llamado Manuel de Iriberri, y cómo a la vuelta, e habían traído gran cantidad de 
dinero procedente de la venta de aquella mercancía en Indias. Terminó su declaración 
apelando a los malos procedimientos que mantenía el juez a pesar de estar sometido a 
investigación1062. 
Manuel de Iriberri, quien fue citado por Sebastián Rodríguez Peralta por vender 
mercancías al juez de Cádiz también participó como testigo en esta ocasión. En su 
declaración reconoció que Pedro Fernández Moreno le c mpró 100 balones de papel 
para cargar a Indias, además de gran cantidad de lienzos crudos, pero en su descargo 
afirmó que Fernández Moreno le dijo que eran para un migo y por eso se los vendió a 
                                                
1062 AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 100V-102R. Declaración de Sebastián Rodríguez Peralta 
ante Juan de Góngora, 5 de Julio de 1646.  
373 
 
26 ducados cada balón en moneda de plata. Asimismo señaló que no conocía que hizo 
el juez con aquella mercancía y situó el rumor de qu  los había cargado para Indias de 
su cuenta en boca de Sebastián Rodríguez Peralta1063. Fuera cual fuera el verdadero 
propietario de aquella mercancía, lo que quedó claro fue que Manuel de Iriberri se la 
vendió al juez y que acabó en Indias.  
Continuando con las testificaciones de julio de 1646, es importante subrayar que 
el papel desempeñado por el visitador se dirigió a esclarecer cualquier clase de delitos 
que se hubieran podido cometer por parte de Pedro Fernández Moreno con respecto a 
los navíos gaditanos de la flota que estaba próxima a s lir, y que por ser tan recientes 
serían fáciles de percibir por el agravio que padecían los dueños de naos y, por ende, 
podrían ser descubiertos con mayor facilidad. De ahí que, tras la declaración de 
Sebastián Rodríguez Peralta, y a excepción de su tenien , el resto de testigos llamados 
a declarar por Juan de Góngora fueron mercaderes, du ños de naos u oficiales que 
servían en los navíos, tales como maestres o contramaestres de las embarcaciones.  
A partir de este momento, las preguntas del visitador también se orientaron a 
averiguar los derechos que habían cobrado los escribanos por los registros de las naos, 
sin embargo, las quejas expresadas por los testigos y la  citas que hacían a otras 
personas en sus declaraciones hicieron, una vez más, que Pedro Fernández Moreno 
fuera el principal objetivo de las pesquisas del visitador.  
Por citar algunos ejemplos, Alonso Rendón se quejó ante el visitador de que en la 
presente flota que estaba para salir, donde éste tenía una nao llamada Nuestra señora del 
Rosario y la Rosa Grande, Pedro Fernández Moreno le había obligado “con la mano que 
tiene por fuerza” a nombrar un piloto de su confianza, cuando no le tocaba al juez 
nombrar los pilotos de las naos, sino a los dueños de ellas. Puntualizó el testigo, que 
este nombramiento se debió a que el piloto iba a traer alguna mercancía de las Indias 
para el juez. Asimismo, aportó una cantidad de nombres de dueños de naos a los que les 
había ocurrido lo mismo, es decir, habían sido obligados por el juez a llevar en sus 
embarcaciones personas de su confianza, tanto en esta flota, como en otras. Pero las 
acusaciones a Fernández Moreno no se detenían en que hubiera obligado a los dueños 
de naos a llevar personas de su confianza, mediante las cuales, éste disponía para sus 
propios intereses, sino que Alonso Rendón le acusó de obligarle a llevar en la flota que 
iba a salir 300 botijas de vino propiedad del juez y que, por supuesto, no habían pagado 
                                                




ni fletes ni avería. Ambas cuestiones estaban íntimamente relacionadas: el 
nombramiento del piloto en una persona de la cercanía del juez, y la obligación de que 
le llevara mercancía a Nueva España tenía como objetivo que el piloto, que además era 
ahijado del juez, las vendiera en Indias y le trajera lo reportado por dichas ventas a 
Pedro Fernández Moreno. Asimismo, no fue el único dueño de nao que se había visto 
sometido a las presiones del juez para que le llevara mercancía a Indias y así lo reflejó 
en su testimonio1064.  
Este testigo, como el resto de los dueños de naos que testificaron ante Juan de 
Góngora en aquella ocasión próxima a la salida de la flota, se sentía tan agraviado que 
finalizó su testimonio con una declaración que resulta paradigmática de cómo percibía 
el comercio gaditano el proceder en su oficio de est juez de registros, y que por su 
fulgor citamos literalmente:  
“[…] por ahora no sabe este testigo de otros casos en particular, pero sabe que es 
cosa pública que el dicho Pedro Fernández Moreno procede muy mal en su oficio, 
robando a todos los dueños de naos y personas que tienen dependencia de su juzgado, y 
está tenido por un ladrón público y de esto hay muchas quejas y mucho sentimiento en 
este comercio de que se dilate el remedio de esta visi […]1065”. 
El procedimiento utilizado por Pedro Fernández Moren  de obligar a los dueños 
de naos a llevar en sus oficios personas de su cercanía y confianza y, a la vez, situar en 
sus embarcaciones mercancías sin pagar fletes ni avería, se repitió en muchas de las 
declaraciones posteriores a la de Alonso Rendón1066. Otro de los dueños de naos, 
habitual en los interrogatorios que se habían hecho n Cádiz, Enrique Fabián, afirmó 
que llevaba 200 botijas de vino en su nao, pero desconocía que fueran del juez1067. 
Asimismo, muchos de los que posteriormente declararon, como Guillermo Ansaldo, 
confirmaron la declaración de Rendón, como lo hizo el propio contramaestre de su nao, 
Francisco Andrea, quien ratificó que había recibido las 300 botijas de vino y que eran 
propiedad de Pedro Fernández Moreno1068. 
                                                
1064 Ibidem. Fol. 102V-105V. Declaración de Alonso Rendón ante Juan de Góngora en 7 de julio de 1646.  
1065 Ibidem. Fol. 105V. 
1066 Por ejemplo, Martín Pérez Osorio, citado en la declara ión de Rendón como otro de los dueños de 
naos que habían sido obligado por el juez a cargar mercancía de su propiedad, dijo desconocer a quien 
pertenecía aquella mercancía, pero que Fernández Moreno había intentado que el contramaestre de su nao 
fuera de su conveniencia. AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 106V-107R. Declaración de Martín 
Pérez Osorio ante Juan de Góngora en 8 de julio de 1646.  
1067 Ibidem. Fol. 107V-108R. Declaración de Enrique Fabián ante Juan de Góngora en 8 de julio de 1646.  




Estas acusaciones vertidas contra Pedro Fernández Moreno son una muestra de las 
quejas expresadas por los mercaderes gaditanos en la declaraciones de testigos tomadas 
por Juan de Góngora en julio de 1646. Sin embargo, debemos preguntarnos quiénes 
eran estos mercaderes y por qué acusaron tan vehementemente al juez en sus 
declaraciones, así como su coincidencia con algunas de las denuncias expresadas por el 
denunciante principal de Pedro Fernández Moreno, el escribano propietario Sebastián 
Rodríguez Peralta.  
Así, Alonso Rendón, vecino de Cádiz y familiar del Santo Oficio, era un mercader 
gaditano con Indias, que mantenía ciertos lazos con Sebastián Rodríguez Peralta. En 
1633, Rendón fue testigo de una manda testamentaria que realizó el escribano 
propietario del juzgado de Cádiz1069. Conocemos que Alonso Rendón formaba 
compañía con otros mercaderes gaditanos para hacer vi jes a Indias participando en una 
misma nao. Por ejemplo, en 1640, Alonso Rendón junto al capitán Juan de Susuaga, su 
socio, dio poder a don Luis de Torres Altamirano para que solicitase ante el Consejo de 
Indias, licencia y registro para el navío nombrado San Juan, con el que pretendieron 
hacer viaje a La Habana en conserva de los galeones de Tierra Firme de dicho año1070. 
En el mismo año, ambos socios, junto a Diego del Pozo y Juan López de Gamarra, 
tenían dispuesto otra urca de porte de 200 toneladas par  ir la Habana despachada por el 
juzgado de Indias de Cádiz1071.  
Por su parte, Guillermo Ansaldo, hombre de negocios, vecino de Cádiz aunque 
era natural de Génova, estaba casado con Paula Dongo Barnuevo1072, hija del también 
genovés Bartolomé Dongo, residente en Sevilla y quien fuera uno de los principales 
socios de Tomás de Mañara1073. Guillermo Ansaldo mantenía negocios con Juan de 
Narganes1074, quién como hemos visto, era pariente de Sebastián Rodríguez Peralta. 
Asimismo, la relación entre Ansaldo y Rodríguez Peralta también debió de ser íntima, 
pues tras la muerte del primero en Indias en 1656, Rodríguez Peralta se encargó de 
reclamar en la Casa de la Contratación los bienes qu  le vinieron registrados de Tierra 
Firme para su heredera, Paula Dongo1075. 
                                                
1069 AHPC, Protocolo, 5508. 
1070 AHPC, Protocolo, 3042. Fol. 345V.  
1071 AHPC, Protocolo, 4200. Fol. 286R-269R.  
1072 AHPSe, Protocolo, 16983. Fol. 432R-442R.  
1073 Vila Vilar, Los Corzo y los Mañara: tipos y arquetipos del mercader con América, p. 124. 
1074 AHPC, Protocolo, 4200, Fol. 344R-345R.  
1075 AGI, Contratación, 970, N.1, R.3.  
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Por tanto, estos mercaderes tenían una relación de dependencia con el juzgado de 
Indias de Cádiz, pues sus navíos eran despachados con registro desde el mismo. Por ello 
es posible pensar que, aunque estos mercaderes se vieran perjudicados por los 
procedimientos de Pedro Fernández Moreno al frente del juzgado de Indias de Cádiz, no 
se atrevieron a denunciar al Consejo de Indias esta situ ción y la ocasión de la visita de 
Juan de Góngora les brindó una excelente oportunidad para, en sintonía con el principal 
denunciante, delatar a un juez y comerciante que no t nía por qué defender los mismos 
intereses que tenían ellos en el comercio indiano. 
Para finalizar esta parte de la pesquisa, las preguntas dirigidas a los maestres y 
contramaestres de naos estuvieron orientadas, además de a intentar conocer las cargas 
presuntamente ilícitas del juez, a averiguar lo que estos oficiales pagaban a los 
escribanos por las fianzas de su oficio y por los registros de las embarcaciones. Fue muy 
común entre sus declaraciones acusar a Sebastián Rodríguez Peralta y a Francisco 
Bravo de Cossío, escribano propietario y su teniente respectivamente, de no tener 
aranceles, ni guardar los de la Casa de la Contratación, y cobrar excesivos derechos por 
las fianzas y registros. De este tenor fueron declara iones como la de Andrés de Molina, 
maestre de la nao Nuestra Señora de la Concepción, que ese año de 1646 iba a Nueva 
España1076. Había llegado el momento de inquirir con mayor profundidad sobre la labor 
de los escribanos del juzgado de Indias de Cádiz.  
 
La pesquisa secreta contra los escribanos del juzgado de Indias de Cádiz 
 
Si mediante las anteriores declaraciones de testigos, la revisión de los libros de 
registro del juzgado de Indias, de la aduana de Cádiz, y e lo que se cobraba por avería 
en las naos que se despachaban en la ciudad gaditana, el visitador podía contrastar las 
informaciones que allí se dilucidaban y sacar los cargos al juez de la Casa, no ocurrió 
así con los escribanos, de los que apenas se había obtenido información relevante en los 
interrogatorios, pues el caso de Pedro Fernández Moreno había monopolizado todos los 
esfuerzos del visitador.  
Por el motivo antecedente, se hizo otra pesquisa secreta para conocer, 
específicamente, las actuaciones de los escribanos en sus oficios. Juan de Góngora había 
vuelto a Sevilla tras el despacho de la flota, por lo que, para este cometido, subdelegó su 
                                                
1076 AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 113R-113V. Declaración de Andrés de Molina ante Juan 
de Góngora en 11 de Julio de 1646.  
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comisión en Pedro Gómez de Rivero, juez administrador de los almojarifazgos de Indias 
y servicio de millones de Cádiz y su distrito1077. Gómez de Rivero había testificado 
anteriormente, en febrero del mismo año, ante Juan de Góngora y, en su declaración, a 
pesar de no conocer los procedimientos que se le preguntaron sobre Pedro Fernández 
Moreno, afirmó que en Cádiz se cometían muchos excesos n las naos que se cargaban 
desde su juzgado, principalmente relacionados con la falta de registros. Decía conocer 
este tema por diferentes comisiones que había tenido para el Consejo de Indias en la 
ciudad, pero a su vez, lo hacía extensible a la ciudad de Sevilla, donde a su juicio se 
estaban produciendo la misma falta de registros por “omisión y descuido” de los 
oficiales de la Casa de la Contratación1078. La demostración de sus conocimientos sobre 
los maltrechos registros pudo estar detrás de las cau as por las que Góngora subdelegó 
en su persona la averiguación de cómo usaban su oficio los encargados de otorgar estos 
registros en la ciudad de Cádiz, los escribanos de u juzgado. No obstante, Gómez de 
Rivero debió de ganarse la confianza del visitador, pues bajo su presidencia de la Casa 
de la Contratación, fue nombrado fiscal de la institución en agosto de 1647, tras quedar 
vacante la plaza por la muerte de Alonso Hurtado1079.  
Los testigos que hizo llamar Pedro Gómez de Rivero para conocer los 
procedimientos que habían seguido los escribanos en el uso y ejercicio de sus oficios 
fueron en su totalidad mercaderes dueños de naos o bien personal de las embarcaciones 
como maestres o capitanes. La instrucción dada por Juan de Góngora a su subdelegado 
para esta causa pretendía indagar en los derechos que habían cobrado los escribanos, 
determinar si fueron excesivos, averiguar si los dueños de naos se habían sentido 
agraviados por los procedimientos practicados por dichos oficiales y si éstos habían 
recibido dádivas o regalos de parte de alguna persona que tuviera dependencia de su 
oficio1080.  
 Para conocer los procedimientos de los escribanos fue clave la declaración, en 
primer lugar, de Inocencio Cárrega, regidor perpetuo de Cádiz y familiar del Santo 
Oficio, quien en su testimonio puso sobre la mesa lo  nombres de los mercaderes y 
dueños de naos que se sentían agraviados por no cumplir los escribanos con los 
aranceles de la Casa de la Contratación, y cobrar de echos excesivos por los registros y 
                                                
1077 Ibidem. Fol. 117R-118R. 
1078 Ibidem. Fol. 80R-81V. Declaración de Pedro Gómez de Rivero ante Juan de Góngora en 6 de febrero 
de 1646.  
1079 AGI, Contratación, 5785, L. 1. F. 281R-282R.  
1080 AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 119R-119V.  
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fianzas de maestres de naos. Los testigos citados por Cárrega serían los llamados a 
declarar en esta parte de la pesquisa secreta. Además, el propio Inocencio Cárrega, 
había despachado una urca de 190 toneladas en 1642 por la que su maestre, Juan Gil 
Gómez, pagó a Sebastián Rodríguez Peralta 1.400 reales de plata por el registro, 
cantidad que consideraba excesiva y que no se ajustaba a las toneladas que había 
transportado1081. Para corroborar su declaración, su criado, que testificó tras él, aportó 
los libros de gastos de la urca que había despachado en 1642 donde estaba reflejado 
dicho pago1082.  
En síntesis, todos los testigos de esta parte de la secreta se quejaron de que 
Sebastián Rodríguez Peralta no guardaba los aranceles d  la Casa de la Contratación, 
cobrando por los registros lo que le parecía, según l porte de la embarcación. Además, 
su teniente, Francisco Bravo de Cossío, cobraba por las fianzas de los maestres de naos 
y por cada hoja de los registros precios excesivos. A esto había que añadir que, hasta 
que no le pagaban los dueños de naos, no les daba los registros, lo que provocaba, que 
los dueños de naos, por no perder el viaje a Indias, le pagaran a los escribanos las 
cantidades que les pedían, siendo estas excesivas.  
Por tanto, los testigos que declararon contra los escribanos del juzgado en esta 
parte de la pesquisa delataron cómo tanto el escribano propietario, Sebastián Rodríguez 
Peralta, como su teniente, Francisco Bravo de Cossío se valieron de su oficio para 
obtener unas ganancias ilícitas. Por ende, es posible pensar que, aunque Pedro 
Fernández Moreno procediera mal en su oficio de juez de Cádiz, el afán denunciador de 
estos procedimientos por parte de Sebastián Rodríguez Peralta estuviera motivado por 
una lucha de intereses por el control del juzgado o por la creencia del escribano 
propietario de que denunciando al juez y colaborando con el visitador se libraría de una 
investigación exhaustiva sobre su propio proceder en el oficio de escribano.  
 
Últimas averiguaciones en Cádiz contra los ministro de su juzgado  
 
Aun hubo otra pesquisa secreta más antes de que el visitador comenzara a 
formular las acusaciones de los comprendidos en esta par e de la visita general de la 
Casa de la Contratación. Juan de Góngora, en calidad de presidente de la Casa se dirigió 
                                                
1081 Ibidem. Fol. 120R-121R.Declaración de Inocencio Cárrega ante Pedro Gómez de Rivero en 15 de 
julio de 1646.  
1082 Ibidem. Fol. 121R-122V. Declaración de José Tomás Asensio Notario ante Pedro Gómez de Rivero 
en 15 de julio de 1646.  
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a Cádiz al recibo de la flota de Nueva España en octubre de 1647 y fue el momento 
idóneo para continuar la secreta, tanto porque muchos de los testigos citados en las 
anteriores declaraciones estaban ausentes en Indiasy algunos volvieron a la Península 
en aquel momento, como porque se trataba de otro perí do crucial para detectar 
irregularidades como era la descarga de la flota. El objetivo de estas últimas pesquisas 
fue resolver algunas incógnitas que habían quedado en las declaraciones anteriores. Para 
ello, el visitador se valió de nuevos testigos, pero también de algunos que ya habían 
declarado, pero lo habían hecho con titubeos o no co  demasiada claridad.  
En primer lugar, el visitador pidió el testimonio de un oficial que por su oficio 
acudía a Cádiz con frecuencia junto al presidente o jueces oficiales de la Casa para 
supervisar el apresto de los navíos de las flotas que se cargaban en ese puerto. Se trataba 
de Rodrigo de Vargas Machuca, visitador de naos de la Casa de la Contratación, quien 
desde su oficio, acompañando a un juez oficial de la Casa, debía velar porque todo lo 
que entrara y saliera de las flotas estuviera plasmado en los registros para así contribuir 
a impuestos como el de la avería. Sobre esta cuestión se le preguntó al visitador de naos. 
La retención de los registros por parte de Pedro Fenández Moreno que, concertado con 
los cargadores gaditanos, permitía que los registros de lo cargado en las flotas fueran 
escasos, obteniendo pingües beneficios por la omisión de su deber, fue una de las 
constantes expresiones en las declaraciones de testigos. Como era de esperar, el oficial 
de la Casa que, junto al presidente o jueces oficiales, visitaba las naos antes de la 
partida, debía conocer el estado de carga de las mismas y saber si esta se reflejaba en los 
registros, pero, curiosamente, Vargas Machuca no cocía nada de estas prácticas. Tan 
solo declaró que había escuchado a Sebastián Rodríguez Peralta quejarse de que Pedro 
Fernández Moreno era un defraudador de los derechos reales y que cometía demasiados 
excesos en su oficio, pero sin aportar ningún caso en particular1083.  
Otra declaración a destacar fue la de Francisco Bravo de Cossío, quién, si 
recordamos la primera declaración que hizo en Sevilla ante Juan de Góngora en 1645, 
en la que no arrojó ninguna acusación sobre Pedro Fernández Moreno, en las siguientes 
declaraciones que hizo, su postura acusatoria hacía el juez fue más clara. En esta 
ocasión, preguntado por la falta de registros de una nao concreta que él, como teniente 
de escribano del juzgado de Indias estaba entendiendo, y cuyos registros habrían 
quedado reservados por Pedro Fernández Moreno, permitiendo cargar sin ellos y 
                                                
1083 Ibidem. Fol. 148R-149R. Declaración de Rodrigo de Vargas Mchuca ante Juan de Góngora en 01 de 
octubre de 1647.  
380 
 
cobrando el juez por los mismos, Bravo de Cossío confirmó que esto había tenido 
lugar1084.  
Otros testimonios, de testigos que ya habían declarado anteriormente y que no 
arrojaron ninguna culpa sobre los procedimientos de Pedro Fernández Moreno o sobre 
los excesos de los escribanos del juzgado, siguieron en la misma dirección. Al respecto, 
cabe citar los testimonios de Juan López Becerra, mercader que testificó en la primera y 
última secreta con similares resultados1085, o Diego del Pozo1086, quien testificó en la 
secreta realizada por el subdelegado de Juan de Góngora, Pedro Gómez de Rivero, 
quien se encargó de conocer sobre el procedimiento de l s escribanos, y que ahora, con 
preguntas parecidas, volvió a no aportar ninguna novedad a su anterior declaración1087.  
Pero en estas últimas declaraciones ante el visitador, también salieron a la luz 
novedades sobre ciertas prácticas de Pedro Fernández Moreno que se situaban 
claramente fuera de los márgenes del buen gobierno. Estas nuevas acusaciones 
estuvieron relacionadas sobre posibles cohechos del juez del juzgado de Indias de 
Cádiz. De este tenor fueron declaraciones como la de Jerónimo Ravaschiero, quien 
afirmó que el juez “se dejaba regalar por hacer algunas gracias a los dueños de naos y 
parte del comercio de esta ciudad”, asimismo, recono ió que él había regalado a Pedro 
Fernández Moreno algunas cosas por valor de 500 pesos agradecido de cierta mercancía 
que le dejó cargar en la flota de Nueva España de 16461088.  
No obstante, también hubo algunas declaraciones que def ndieron el buen 
proceder del juez, aunque estas, en el cómputo global, son muy escasas. Así, por 
ejemplo, Francisco del Campo, presbítero de Cádiz, quién fue preguntado si había 
tenido algún negocio con Pedro Fernández Moreno, además de negarlo, lo llenó de 
alabanzas y lo tachó de dignísimo oficial de Su Majest d1089. 
Esta fue la última pesquisa secreta que se llevó a cabo en la ciudad de Cádiz para 
conocer los procedimientos de los oficiales del juzgado que, exceptuando la tomada por 
                                                
1084 Ibidem. Fol. 149R-150V. Declaración de Francisco Bravo de Cossío ante Juan de Góngora en 02 de 
octubre de 1647.  
1085 Ibidem. Fol. 153R-153V. Declaración de Juan López Becerra ante Juan de Góngora en 03 de octubre 
de 1647.  
1086 Diego del Pozo era socio de Alonso Rendón en el navío San Juan Bautista. En: AHPC, Protocolo, 
4200. Fol. 268R-269R.  
1087 AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 150R-152V. Declaración de Diego del Pozo ante Juan de 
Góngora en 06 de octubre de 1647.  
1088 Ibidem. Fol. 153V-154V. Declaración de Jerónimo Ravaschiero ante Juan de Góngora en 03 de 
octubre de 1647.  
1089 Ibidem. Fol. 156V-157R. Declaración de Francisco del Campo ante Juan de Góngora en 05 de octubre 
de 1647.  
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el subdelegado de Juan de Góngora, Pedro Gómez de Rivero, para conocer sobre el uso 
del oficio de los escribanos, volvió a estar casi monopolizada por las acusaciones contra 
Pedro Fernández Moreno. 
Pero además de todas las acusaciones que recibió el juez en las declaraciones de 
testigos tomadas en Cádiz entre 1645 y 1647, Pedro Fe nández Moreno seguía 
ocultando oscuros negocios que no habían salido a la luz. En enero de 1647 se presentó 
ante Juan de Góngora en Sevilla una persona que solicitó a  visitador que entendiera en 
un juicio que tenía ganado a Pedro Fernández Moreno y del cual, pese a la sentencia que 
le daba la razón, no había obtenido respuesta por parte del juez de Cádiz. El denunciante 
era Antonio Páez Castillejo, capitán de navío, quien reclamaba una deuda de 4.950 
reales de plata que tenía contraída Pedro Fernández Moreno con él. Asimismo, el 
damnificado por la deuda reclamó justicia y pidió al visitador que aprovechando que el 
juez estaba sometido a visita, le notificara que le pagara la dicha deuda, pues según 
afirmó, no había escribano en Cádiz que se la notifique “por ser como es hombre 
poderoso en la dicha ciudad”1090.  
Juan de Góngora no se conformó con pedir a Antonio Páez las pruebas de que, 
efectivamente, Pedro Fernández Moreno le era deudor de 4.950 Reales de plata, sino 
que inició las diligencias para averiguar de dónde procedía esa deuda que radicaba de 
1639, cuando Fernández Moreno ya ejercía como tenient  de Jerónimo Rodríguez de 
Rozas en el puesto de juez de la Casa de la ciudad gaditana1091.  
Góngora tomó declaración a Antonio Páez Castillejo en Sevilla en enero de 1647 
y, en su testimonio, el declarante reconoció que la deuda provenía de un viaje que en 
1639 había hecho a Indias en la nao San Diego, propiedad de Pedro Fernández Moreno, 
en el cual, habían llegado a un acuerdo para repartirse las ganancias pero ese momento 
no había llegado aun en 1647, a pesar de, como hemos dicho más arriba, haberle puesto 
Antonio Páez una demanda al juez y haberla ganado1092. Además de este testimonio, el 
visitador pidió al demandante todas las cartas que había intercambiado con Pedro 
Fernández Moreno sobre el asunto, que fueron incluidas en la secreta de la visita pues 
probaban algunos de las acusaciones que el visitador formuló contra el juez1093. A partir 
del pleito ganado por Antonio Páez a Pedro Fernández Moreno por dicha deuda, ahora 
                                                
1090 AGI, Escribanía, 1143C, Autos hechos a pedimento del Capitán Antonio Páez de Castillejo contra 
Pedro Fernández Moreno. Fol. 1R.  
1091 AGI, Escribanía, 1142A, Cuaderno 74. Fol. 134R-147V.  
1092 Ibidem. Fol. 134R-137R. Declaración de Antonio Páez Castillejo ante Juan de Góngora en 10 de 
enero de 1647.  
1093 Ibidem. Fol. 138R-147V. 
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revisado por el visitador, y a través de las misivas entre ambas partes, podemos apreciar 
algunos de los negocios que tenía el juez de la Casa de Cádiz. Como atestiguaban 
aquellas cartas, Antonio Páez había llevado la nao San Diego, propiedad de Fernández 
Moreno, a La Habana con mercancías por cuenta del juez, consignadas al capitán 
Antonio de Venalcazar. Desde Cuba, pasó a Cartagena de Indias con otras mercancías 
que debía vender allí y traer el producto de su venta de vuelta a Cádiz1094. Es decir, 
había actuado en el viaje a Indias de 1639 como testaferro de Pedro Fernández Moreno, 
poniendo a su nombre el registro de la nao San Diego de la que en realidad era 
propietario el juez de la Casa en Cádiz. Por tanto, en aquella petición de justicia de 
Antonio Páez ante el visitador, la documentación que este aportó sacó a la luz algunos 
de los negocios que tuvo el juez y los procedimientos que utilizó para ocultarlos1095. 
 
7.5. Resultados de la visita al juzgado de Indias de Cádiz 
 
Tras las informaciones secretas, la recopilación de los libros y papeles de los 
registros de las naos que se habían despachado por el juzgado de Indias y la demanda 
particular que probaba negocios privados e ilícitos del juez de la Casa en Cádiz, que 
sirvieron al visitador para comprobar parte de lo expu sto en las declaraciones de 
testigos, llegó el momento de que Juan de Góngora expidi ra las acusaciones a los 
oficiales del juzgado. Estos cargos les fueron remitidos a los oficiales del juzgado de 
Cádiz en octubre de 1647 para que, posteriormente, cada uno de ellos presentara los 
descargos para su defensa.  
Juan de Góngora sacó cargos al juez Pedro Fernández Moreno, al escribano 
propietario del juzgado, Sebastián Rodríguez Peralta y a su teniente Francisco Bravo de 
Cossío.  
Pedro Fernández Moreno recibió cuatro acusaciones por parte de Juan de 
Góngora1096. El visitador le acusó de que siendo veedor de las flotas de Nueva España y 
juez del juzgado de Cádiz, y estando prohibido que ningún ministro por sí ni por medio 
                                                
1094 Ibidem. Fol. 147R-147V. 
1095 Además de esta causa, que fue incluida en la visita pues probaba otro negocio privado de Fernández 
Moreno estando ya sirviendo el puesto de juez de Cádiz, se abrió un proceso entre partes con Juan de 
Góngora como juez que dirimió en el asunto. Góngora mandó requisar bienes de Pedro Fernández 
Moreno por valor de los 4.950 reales, y citó al juez para que acudiera al remate de la causa a Sevilla por sí 
o por un procurador. El resultado del pleito fue que Góngora mandó vender y rematar de los bienes 
embargados de Pedro Fernández Moreno hasta el valor de 4.950 reales para pagar a Antonio Páez 
Castillejo la deuda contraída. La sentencia alcanzó el grado de definitiva, y Pedro Fernández Moreno 
expidió carta de pago a favor de Antonio Páez. En: AGI, Escribanía, 1143C, Fol. 7R-51RV. 
1096 AGI, Escribanía, 1145A. Cuaderno 66.  
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de testaferros tratara ni contratara ni cargara parlas Indias, ni tuviera navío propio que 
fuera a ellas ni parte en ninguno, Fernández Moreno había tratado y contratado 
enviando a las Indias diferentes mercancías y trayéndolas fuera de registro en los navíos 
que el mismo despachaba por el juzgado, obligando a los maestres de naos a que se 
llevaran sus mercancías por fuerza, sin pagar avería ni fletes. Además, había tenido una 
nao propia que había enviado a las Indias, y había tenido a su vez, parte en otro navío, 
obligando a los cargadores a que cargaran en su embarcación o en los que él tenía 
cuenta, quitándole la carga a los demás dueños de naos.  
Otra acusación estaba en relación con los agravios que Pedro Fernández Moreno 
había causado al comercio de Cádiz. Así, teniendo que “ayudar en lo posible a los 
dueños de naos por importar tanto su conservación no lo hizo, antes fue público que les 
hizo muchas vejaciones y agravios”. Este cargo manifestó un aspecto que salió con 
frecuencia en las declaraciones de testigos y que tenía que ver con las cantidades que el 
juez había cobrado para admitir las naos de los mercad es gaditanos a visita y así que 
pudieran hacer el viaje a Indias. Asimismo, este cargo reflejó el exceso del juez en las 
obligaciones que había impuesto a los dueños de naos p ra que llevaran por pilotos, 
carpinteros y contramaestres a personas de su confianza y de las que admitía regalos. 
Estos nombramientos no debían recaer en el juez, sino que los propios dueños de naos 
eran los encargados de hacerlos.  
Otra de las acusaciones estuvo relacionada con los “registros diminutos” tan 
repetidos en las declaraciones de testigos. El juez no había controlado las mercancías sin 
registro que se cargaban en las naos, yendo estas muy cargadas y los registros muy 
cortos. Esto repercutía en que en las Indias no se pagaban los derechos reales de las 
mercancías que iban cargadas en las naos despachadas por el juzgado de Cádiz, pues 
solamente pagaban las registradas y estas eran escasas. El fraude era notorio y el 
visitador consideró que se había agravado por omisión y culpa del juez. Pero la misma 
acusación recogió que el propio juez “tenía precio hecho por cada fardo de lienzo y cada 
balón de papel y cada marqueta de cera y de los demás géneros por dejar que fueren sin 
registro […]” Por tanto, más que omisión, se tratab de un negocio beneficioso del juez 
y que constituía para él una oportunidad lucrativa importante. Según indicó el visitador, 
el juez se quedaba con las hojas de los registros y se concertaba con los mercaderes, 
“cobrándole 12 reales de plata por cada frangote y por cada fardo 6 pesos […] y recibió 
muchas cantidades de pesos y otros regalos” por deja cargar mercancía sin registro. El 
visitador estimó que mediante este procedimiento, el juez de la Casa en Cádiz había 
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permitido que se defraudara durante los años que est vo ejerciendo su oficio la cantidad 
de 53.000 ducados.  
Finalmente, el último cargo por el que fue acusado Pedro Fernández Moreno 
estuvo en relación con el barco que usaban los jueces del juzgado de Indias de Cádiz al 
tiempo del despacho de las flotas para que no se cargaran mercancías despachadas por 
su juzgado en las naos que bajaban de Sevilla ni viceversa. Este barco era pagado por 
repartimiento entre los dueños de naos de la ciudad de Cádiz y las quejas por su alto 
coste fueron una constante en las declaraciones de testigos. Los repartimientos 
excesivos quedaron pues probados. 
Respecto a los demás oficiales del juzgado, Sebastián Rodríguez Peralta, pasó de 
ser la persona que destapó múltiples irregularidades de Pedro Fernández Moreno en el 
uso de su oficio, a ser acusado por haber incurrido él en otras tantas1097. Solamente 
recibió una acusación que estuvo en relación con no te er arancel para los derechos de 
su oficio cobrando cantidades muy excesivas particularmente por las fianzas de los 
maestres de naos. Esta fue una queja repetida en la pesquisa que hizo Pedro Gómez de 
Rivero para averiguar los procedimientos de los escribanos. Por último, Francisco 
Bravo de Cossío, teniente de Sebastián Rodríguez Peralta n el oficio de escribano del 
juzgado de Cádiz, fue acusado por los mismos hechos que su propietario, pero fueron 
muchos menos los casos que se le probaron1098.  
Aunque tanto Pedro Fernández Moreno como Sebastián Rodríguez Peralta y su 
teniente, Francisco Bravo de Cossío presentaron ante el visitador unos pliegos de 
descargos a estas acusaciones fundamentados en diversas d claraciones de testigos que 
presentaron de su parte, que intentaron desacreditar los cargos formulados por el 
visitador, lo cierto es que las sentencias del Consej  de Indias reflejaron las acusaciones 
que les sacó Juan de Góngora en su totalidad, sin ser desestimado ninguno de los 
cargos.  
En efecto, el Consejo de Indias pronunció las sentencias de los oficiales del 
juzgado de Indias de Cádiz el 2 de marzo de 16541099. La sentencia del juez Pedro 
Fernández Moreno fue la mayor de las dictaminadas por el Consejo en relación al 
juzgado de Indias de Cádiz. Por el primer cargo, y debido a su gravedad, pues habían 
quedado demostrados los negocios que había tenido el juez, estando ya en el desempeño 
                                                
1097 AGI, Escribanía, 1145A. Cuaderno 67.  
1098 AGI, Escribanía, 1145A. Cuaderno 68.  
1099 AGI, Escribanía, 1182.  
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de su oficio, fue condenado en privación perpetua del oficio de juez del juzgado de 
Indias de Cádiz, y de cualquier otro oficio real. Es decir, fue privado de sus dos oficios, 
y además, fue condenado a pagar 8.000 ducados de plata doble. Por el segundo cargo, 
relacionado con los excesos que cometió el juez a la hora de obligar a los dueños de 
navíos a llevar personal de su confianza y por cobrar determinadas cantidades de los 
dueños de naos para admitirles sus embarcaciones a visita por el juzgado gaditano fue 
condenado en 2.000 ducados de plata doble. Por el te c r cargo, en el que el visitador 
mostró cómo Pedro Fernández Moreno había establecido un registro paralelo mediante 
el cual obtuvo pingües beneficios y perjudicó seriamente los registros de las naos que 
despachaba desde su juzgado y por consiguiente, los derechos reales, fue condenado en 
4.000 ducados de plata doble. Por último, por el cargo cuarto, fue advertido que no se 
hicieran más los repartimientos ni se trajera el barco que ponían los jueces del juzgado 
de Indias en la bahía de Cádiz para evitar que se cargaran mercancías despachadas allí 
en las naos que bajaban de Sevilla ni viceversa sin orden del presidente de la Casa de la 
Contratación, y a una condena pecuniaria de 400 ducados de plata doble. En suma, 
había sido privado de sus dos oficios, y la cuantía pecuniaria de la condena ascendió a 
14.400 ducados de plata doble.  
Por su parte, Sebastián Rodríguez Peralta fue condenado solamente por la 
acusación que recibió de no guardar los aranceles d la Casa y cobrar precios excesivos 
a los maestres de naos. No obstante, la condena revestía una importante gravedad que 
provocó la privación de su oficio de escribano del juzgado y una condena pecuniaria de 
6.000 ducados de plata doble. La sentencia mandaba que sus sucesores guardaran los 
aranceles de la Casa de la Contratación.  
Por último, como hemos dicho más arriba, Francisco Bravo de Cossío, teniente de 
Sebastián Rodríguez Peralta fue acusado por los mismos hechos que el propietario del 
oficio, pero al ser menores los casos que se le demostraron, la sentencia solo fue de 200 
ducados de plata y un apercibimiento a que guardara los ranceles de la Casa de la 
Contratación. 
La sentencia fue elevada a definitiva y, en total, sumando las penas impuestas a 
los tres oficiales del juzgado de Indias de Cádiz que fueron condenados, alcanzaba la 
cuantía de 20.600 ducados de plata.  
Unos meses después de las sentencias definitivas pronunciadas por el Consejo de 
Indias, los dos principales condenados fueron indulta os de sus delitos mediante una 
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Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Contaduría, 230. 
Como hemos visto, Pedro Fernández Moreno fue condenado al pago de 14.400 
ducados de plata y privación de sus oficios. Pero sol  unos meses más tarde ya obtuvo 
la facultad de nombrar tenientes que sirvieran los dos oficios que tenía, el de veedor de 
flotas de Nueva España y el de juez del juzgado de In ias de Cádiz1100. Además de 
levantarse la privación de sus oficios se le perdonó la condena pecuniaria a cambio del 
préstamo que ofreció depositar de 29.090 ducados en las arcas del Tesorero General1101. 
Sebastián Rodríguez Peralta, condenado al pago de 6.000 ducados de plata y 
privado de su oficio fue indultado por un servicio pecuniario de 3.636 ducados1102, lo 
que supuso un 61% del valor de la condena. Aunque según García Fuentes,1103 solo 
pagó la mitad de esa pena, lo cierto es que en la contaduría del Consejo de Indias se 
anotó el 17 de septiembre de 1654 el recibo de los 3.636 ducados, que fueron aplicados 
a pagar al conde de Peñaranda 30.000 reales en concept  de propinas y casas de 
aposento de consejero de Estado y Guerra y 10.000 reales para gastos de estrados y 
obras pías del sínodo indiano1104. Por su parte, Francisco Bravo de Cossío al parecer no 
se acogió a ningún indulto, pues en la relación de in ultados de la visita no aparece.  
En suma, el visitador Juan de Góngora, a través de un procedimiento judicial 
riguroso y exhaustivo, sacó a la luz múltiples delitos de los oficiales del juzgado de 
Indias de Cádiz, en especial gravedad los cometidos por el juez Pedro Fernández 
                                                
1100 AGI, Indiferente, 506, L. 6. 
1101 AGI, Contaduría, 230. 
1102 Ibídem. 
1103 García Fuentes, El comercio español con América, 1650-1700, p. 138.  
1104 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias a 29 de agosto de 1654. Sobre la forma de 
satisfacción que ofrece Sebastián Rodríguez Peralta, escribano del juzgado de Indias de Cádiz de la 
condenación que se le hizo en la visita de la Casa de l Contratación de Sevilla.  
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Moreno, quien fue acusado de comerciar con Indias, e recibir cohechos, de perjudicar 
seriamente los registros del tráfico comercial entre Cádiz y las Indias y por ende de 
perjudicar a la Real Hacienda obteniendo una ganancia ilícita permitiendo a los dueños 
de naos cargar mercancías sin registro, entre otrosdelitos. Por tanto, la visita demostró 
que gran parte del fraude existente en los “diminutos” registros de mercancías era 
provocado por las corruptelas de Pedro Fernández Moreno. Pero el mal funcionamiento 
del juzgado de Indias de Cádiz en esta coyuntura no fue una razón solamente achacable 
al juez de la Casa en aquella ciudad, sino que como hemos visto, Sebastián Rodríguez 
Peralta, a la sazón principal denunciante de Pedro Fe nández Moreno, y su teniente, 
también cometieron excesos con los dueños y maestres de naos gaditanos. Cabe señalar 
que la actitud “colaborativa” que mantuvo el escribano propietario del juzgado no le 
eximió de la dureza del visitador, pues Góngora demostró que éste también se había 
excedido en su oficio y su elevada condena, refrendada por una sentencia del Consejo 
de Indias así lo confirmó.  
Sin embargo, nos parece esencial señalar cómo la rigurosa labor del visitador, 
aprobada por una sentencia del Consejo de Indias pronunciada en 1654, por la cual se 
elevaban a definitivas una serie de sentencias, pecuniarias, e incluso de privación de 
oficios, finalmente, mediante los mecanismos de negociación de las penas de la visita, 
acabó en indultos a los principales condenados. La composición a dinero de los delitos 
para la obtención de los indultos, por un préstamo reembolsable en el caso de Pedro 
Fernández Moreno, o en una cuantía en torno a la mitad de la suma de dinero a la que 
había sido condenado el escribano propietario, ponede manifiesto no tanto la ineficacia 
del sistema de control de la institución mediante la visita, pues esta sacó a la luz 
múltiples delitos de los oficiales que desempeñaban los oficios del juzgado de Indias de 
Cádiz, sino la anteposición de las necesidades de numerario de la monarquía al buen 
funcionamiento del órgano que se trataba de inspeccionar.  
No obstante, debemos interrogarnos si tras la visita y el posterior indulto, estos 
oficiales del juzgado de Indias de Cádiz, continuaron su cursus honorum o por el 
contrario acabaron sus días de servicio al rey. En relación al cargo de juez de la Casa en 
Cádiz, tras habérsele levantado la privación de sus oficios, Pedro Fernández Moreno fue 
sustituido en la tenencia por su hijo, Bartolomé Fernández Moreno, quien estuvo en el 
puesto hasta 1659 que se produjo la muerte de su propietario, Jerónimo Rodríguez de 
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Rozas1105.Tras la muerte del propietario del oficio, Bartolomé Fernández Moreno 
entendió que había llegado el momento de pasar a ser el titular del puesto de juez de la 
Casa en Cádiz, a lo que la Casa se opuso, pues entendió que debía hacerse efectiva la 
futura sucesión que tenía Juan Ignacio Ruiz de Baeza y Polanco, hijo del juez de Cádiz 
anterior a que la plaza fuera puesta en almoneda en 1637, quien adquirió esta plaza en 
régimen de supernumeraria en 16391106. Por tanto, en 1659, la Casa hizo efectiva esta 
futura posesión volviendo al puesto de juez de Cádiz la misma familia que lo había 
detentado desde los primeros años del siglo XVII.  
Por su parte, los escribanos del juzgado de Indias e Cádiz siguieron caminos 
contrapuestos. Sebastián Rodríguez Peralta, quien tenía la plaza de escribano en 
propiedad, y que llevaba más de 30 años ejerciendo l oficio, aunque fue perdonado de 
la condena de 6.000 ducados de plata por un servicio de 3.636 ducados, no se le levantó 
la privación del oficio y acabaron sus días como escribano del juzgado de Indias de 
Cádiz. Rodríguez Peralta murió en Jerez de la Fronte a en 1667 sin herederos y con sus 
bienes fundó un patronato del que quedaron como administradores el Deán y el cabildo 
de la Catedral de Cádiz1107. En el caso de Francisco Bravo de Cossío, siguió vinculado 
al oficio, pero ejerciendo como escribano público de Cádiz y como escribano del 












                                                
1105 Díaz Blanco, «Antes de 1717: La Casa de la Contratación en el Cádiz del seiscientos», p. 47. 
1106 La futura sucesión la había adquirido la viuda de Juan Antonio Ruiz Polanco y Ayala para uno de sus 
dos hijos por 40.000 reales de vellón más 62.175 maravedíes de plata que debía abonar como segunda 
paga en el primer mes del segundo año después de haber tomado posesión del oficio. En: AGI, 
Contratación, 5785, L.1 Fol. 156V-158V. 
1107 AHPC, Protocolo, 4225. Testamento de Sebastián Rodríguez Peralta en 24 de octubre de 1667.  
1108 García-Baquero González, «Los “tratos y contratos” del capital comercial gaditano: la compra en 





















CAPÍTULO 8. LOS RESULTADOS DE LA VISITA A LA 


















Tras disponer de pruebas suficientes contra los ministros y oficiales de la Casa, 
Juan de Góngora emitió las acusaciones desde una doble vertiente: cargos generales 
contra cada una de las salas de la institución -contra el presidente y la sala de gobierno; 
contra el presidente y la sala de justicia; y contra la contaduría de averías-, y las 
acusaciones particulares a cada uno de los visitado. Los cargos generales de cada sala 
se notificaron y trasladaron a los jueces oficiales, jueces letrados y contadores de avería 
respectivamente y los cargos particulares a cada uno de los ministros y oficiales de la 
Casa, incluidos los anteriores, contra los que, como consecuencia de la visita, resultaron 
acusaciones. A todos ellos se les estableció un plazo determinado para que prepararan 
sus defensas y entregaran los descargos, término que en la totalidad de los casos fue 
ampliado en varias ocasiones. Debido al carácter secreto de la visita, las acusaciones 
fueron trasladadas a los oficiales de la Casa sin la dentidad de los acusadores, en el 
caso que procedieran de deposiciones de testigos. Este proceso de entrega de los 
descargos de los visitados a Juan de Góngora se extendió entre 1646 y 1648, y coincidió 
en el tiempo con su presidencia de la Casa en régimen de interinidad, momento que fue 
elegido por Góngora, al tener bajo su poder a la institución visitada, para dictaminar y 
efectuar ciertas reformas en la Casa de la Contratación.  
Por último, tras ser enviada la visita al Consejo de Indias a finales de 1648, llegó 
el momento de su vista y determinación a través de la formación en el seno del sínodo 
de una Junta de jueces, entre los cuales estuvo el propio visitador, y que recibió el 
nombre de “Sala de la visita de la Casa de la Contratación”, en la cual se vieron los 
cargos formulados por el visitador y los descargos presentados por las partes, para 
dictaminar las sentencias, culmen del proceso. Si bien, el pronunciamiento de las 
sentencias no significó el fin del proceso, sino que se iniciaron las acciones para cobrar 
las condenas y, aunque en una visita no existía la alegación tras la comunicación de la 
sentencia, tuvieron lugar distintos procesos de composiciones de las condenas mediante 
indultos a los que se acogieron muchos de los oficiales de la Casa que habían sido 
condenados por el Consejo de Indias. 
 
8.1. La formación de la sala de la visita en el Consejo de Indias 
 
En abril de 1647, ante las presiones del Consejo de Indias hacia Juan de Góngora 
para que acabara la visita, el visitador expresó al sínodo que el haberse dilatado la 
inspección fue debido a la complejidad de la operación, tras más de 30 años que no se 
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visitaba la institución, a la cantidad de ministros y negocios visitados, a los diferentes 
negocios que le había encargado el Consejo desde 1642 en que estaba tomando la visita, 
y por estar ejerciendo el gobierno de la Casa de la Contratación desde 1646. Góngora 
esgrimía estos razonamientos para pedir al sínodo que mandara provisión de la 
presidencia de la Casa y poder fenecer la visita cuanto antes. De hecho, el visitador 
había dado cuenta al Consejo en otras ocasiones que los n gocios que se le encargaban, 
más la presidencia de la institución, dilatarían la conclusión de la visita, y así se lo 
expresó al conde de Castrillo en 1647 cuando el presidente de Indias estuvo en 
Sevilla1109. Aun así, Juan de Góngora necesitó más de un año pra finalizar la 
inspección, que fue cerrada en septiembre de 16481110 y remitida al Consejo de Indias 
para su determinación en diciembre del mismo año, quedando el visitador ejerciendo la 
presidencia de la Casa hasta marzo de 1649.  
En la Cédula que recibió Juan de Góngora en 1642 para acometer su comisión, se 
le indicó que, acabada de tomar la visita, originalmente y sin determinar, la llevara o 
mandara cerrada y sellada al Consejo de Indias con su parecer y con una relación 
firmada del escribano y del visitador en que se expresaran los cargos contra cada uno de 
los oficiales, así como lo que los testigos habían declarado en cada uno de ellos1111. Es 
decir, se le reclamaba al visitador su parecer o informe final y una relación de los cargos 
contra los oficiales y su comprobación en la pesquisa de la visita1112. Con respecto al 
informe final que debía presentar el visitador junto con los expedientes de la visita, 
Góngora veía grandes dificultades en el mismo “por no ser fácil comprender en el 
informe todo lo que podrá representarse de palabra, principalmente en las culpas 
particulares de los cargos que se han de ajustar a las defensas y descargos que hubieren 
hecho las partes”. Por tanto, Juan de Góngora había formulado los cargos y había 
recibido los descargos, y sería el Consejo de Indias quien debía ver tanto las 
acusaciones, como los descargos para dictaminar las sentencias. A su vez, Góngora, que 
no redactó un informe final sobre la visita, se postuló como uno de los jueces que debía 
estar en la vista y determinación de la visita en el Consejo de Indias1113. 
                                                
1109 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre el fenecimiento de la visita de la Casa 
de la Contratación. Madrid, 2 de abril de 1647 
1110 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 271R. 
1111 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 1. Fol. 4R-8R.  
1112 Sin embargo, en octubre de 1648, Góngora comunicó al Consejo que, a tenor de sus órdenes para que 
siguiera en la presidencia de la Casa, sería el escribano de la visita Juan Conchillos Negrete el encargado 
de llevarla a la Corte. 
1113 Asimismo, el visitador recomendó al sínodo que actuara como relator el escribano de la visita Juan 
Conchillos por su conocimiento de la materia y remitió una letra de 8.000 reales para la paga de los 
392 
 
Las peticiones de Juan de Góngora se vieron reflejadas en un decreto de Felipe IV 
de 10 de enero de 1649, dirigido al conde de Castrillo, por el cual se instaba al 
presidente del Consejo a que ordenara a Góngora que cudiera a la Corte para servir su 
plaza de consejero de Castilla1114 y “para que se pueda hallar presente en la vista de l
visita como visitador en conformidad de lo que disponen las leyes”, por lo que era 
necesario que le propusiera sujetos por la Cámara de Indias para la plaza de presidente 
de la Casa que iba a quedar vacante1115.  
La presidencia de la Casa fue provista en marzo de 16491116 en Bernardo de Silva, 
marqués de la Eliseda, fecha en la que Juan de Góngora se dirigió a la Corte. Unos 
meses después de su llegada a Madrid, en mayo de 1650, el rey mandó a Castrillo que el 
visitador estuviera presente en la Junta de ministros que se iba a formar para ver y 
determinar la visita y ordenó al conde que nombrara los demás ministros para que 
asistieran a su determinación junto a él1117. La Junta estuvo formada en sus inicios, 
además de por Juan de Góngora, por los consejeros d Indias Juan González de 
Uzqueta, Rodrigo Pacheco, Jerónimo Camargo1118, Pedro Núñez de Guzmán y García 
de Medrano1119. La visita comenzó a verse en la referida sala el 23 de febrero de 1651 
tras una discusión en el seno del Consejo sobre si Juan de Góngora debía tener voto en 
la vista o solo hallarse presente, dilema que se sutanció con una decisión regia 
concediendo voto al visitador1120.  
                                                                                                                                    
derechos del relator y del escribano de cámara. A cuatro maravedíes por hoja, los expedientes de la visita 
que se enviaron al Consejo sumaban 68.000 hojas. AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de 
Indias sobre que en conformidad de las órdenes que e le han enviado a Juan de Góngora, remite los aut
de la visita con el escribano y dice las causas por las que deja de enviar su informe y que convendrá que 
el memorial se haga con intervención del dicho escribano. También remite una letra de 8.000 reales de 
plata para la paga de los derechos del relator y del escribano de cámara. Madrid, 24 de octubre de 1648. 
1114 Juan de Góngora había sido nombrado consejero de Castilla el 28 de septiembre de 1648. Véase: 
Fayard, p. 509. 
1115 AGI, Indiferente, 2010. Decreto de Felipe IV de 10 de enero de 1649 dirigido al conde de Castrillo.  
1116 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 362. 
1117 AGI, Indiferente, 2010. Decreto de Felipe IV de 16 de mayo de 1650 dirigido al conde de Castrillo.  
1118 Jerónimo Camargo era fiscal del Consejo de Indias. 
1119 Pedro Núñez de Guzmán y García de Medrano promocionaron al Consejo de Castilla al poco tiempo 
de comenzar a ver la visita, ejerciendo como consejero y fiscal respectivamente, pero continuaron 
formando parte de la sala de la visita. En el año 1659 cuando se terminó la determinación de la visita de 
los consejeros iniciales solo continuaba Juan González de Uzqueta. Le acompañaron Antonio de 
Monsalve y Pedro de la Barreda del Consejo de Indias y José Pardo de Figueroa del de Castilla. AGI, 
Indiferente, 2010. La Sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la Casa de la Contratación. 
Madrid, 28 de abril de 1659.  
1120 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Fernando Ruiz de Contreras al conde de Castrillo. Palacio, 24 de 
febrero de 1651. Y AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias donde dice lo que se le ofrece 
sobre la orden que V.M. se ha servido dar por papel de Fernando de Contreras para que Juan de Góngora 
tenga voto en la visita de la Casa de la Contratación que se está viendo. Madrid, 26 de febrero de 1651. 
La discusión en el seno del Consejo fue ardua, pues la presencia del visitador con voto en la 
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Formada la Junta de ministros que iba a ver y determina  la visita1121, y tras 
algunos cambios en los horarios, primero en agosto de 1651 para ampliar las horas 
debido a la lentitud en la que se estaba determinando, y más tarde por el rigor del calor 
estival de 16521122, las primeras sentencias fueron dictadas en 1654, extendiéndose el 
pronunciamiento de las mismas hasta febrero de 16591123. El 28 de abril de 1659, 
cuando la sala de la visita informó a Felipe IV de que había finalizado de sentenciar 
toda la visita, los consejeros Juan González, Pedro Ba reda, José Pardo de Figueroa y 
Antonio de Monsalve alabaron el “gran cuidado con que hizo y acabó esta visita don 
Juan de Góngora, la buena forma con que la dispuso comprobando casi todos los cargos 
siendo tantos, de tanta gravedad y de tan diferentes personas y casos, con instrumentos, 
cuentas, libros y papeles y no por deposiciones de testigos, que se ha visto pocas veces 
en semejantes visitas, obrando en esto con el desvelo y acierto que en todo lo demás que 
está a su cuidado del servicio de Su Majestad”1124. 
En todo el proceso de determinación de la visita y en sus deliberaciones para las 
sentencias, es importante destacar que Juan de Góngora o hizo una memoria ajustada 
ni informe final como visitador, porque él mismo formó parte de la Junta de visita que 
pronunció las sentencias. De hecho, no se comenzó a ver l  visita en el Consejo hasta la 
llegada a Madrid del visitador, y no solo su parecer fu  escuchado y tenido en cuenta en 
las sentencias dictadas por la sala del Consejo de Indias, sino que actuó con voto en las 
mismas, tornándose su presencia en imprescindible, pues a pesar del retraso con que se 
iba resolviendo la visita en la sala del Consejo por la falta de jueces, el rey decretó que 
                                                                                                                                    
determinación de la visita iba en contra de lo dispue to por el Consejo para la determinación de las visitas 
como juez supremo. Sin embargo el rey fue tajante e la presencia de Góngora con voz y voto.  
1121 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del conde de Castrillo a S.M. Para que la visita de Sevilla se vea en 
los días señalados más horas que las ordinarias”. Madrid, 31 de agosto de 1651. El primer horario que se 
estableció fue los miércoles por la mañana y tarde, los jueves por la mañana y los sábados por la mañana 
y tarde. Sin embargo, debido a la lentitud de su determinación, la sala tuvo que aumentar el horario.  
1122 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del conde de Castrillo a S.M. Para que la visita de Sevilla se vea en 
los días señalados más horas que las ordinarias”. Madrid, 31 de agosto de 1651. Y AGI, Indiferente, 2010. 
La sala de la visita de Sevilla a S.M. propone que se vea la visita los martes, miércoles, jueves y sábado 
de cada semana por la tarde en lugar de los días que estaban asignados. Madrid, 5 de julio de 1652.  
1123 Según reconoció la sala de la visita, “las dilaciones en su vista y determinación (por) la gravedad de 
los cargos y reconocimiento de los muchos papeles de que se han formado, la mudanza de jueces y 
continuadas ocupaciones del Consejo, con que se hubo de suspender algunos años, hasta que V.M. por 
orden de 12 de julio del año pasado de 1658, mandó que los cuatro jueces de que hoy se compone la sala 
la continuasen, como lo han hecho hasta acabarla en 4 d  febrero de este año”. AGI, Indiferente, 2010. La 
sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visit  de la Casa de la Contratación, da cuenta a V.M.de lo 
que se ha obrado en la visita de la Casa de la Contratación y Consulado de Sevilla y sus dependientes. 
Madrid, 28 de abril de 1659. 
1124 AGI, Indiferente, 2010. La sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la Casa de la 
Contratación, da cuenta a V.M. de lo que se ha obrad  en la visita de la Casa de la Contratación y 
Consulado de Sevilla y sus dependientes. Madrid, 28 e abril de 1659.  
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“aunque faltase cualquiera de los señores jueces que están nombrados para la visita de la 
Casa de la Contratación, se pudiese ver y proseguir con los demás […] que el señor don 
Juan de Góngora sea siempre preciso que concurra en la sala para que se vea la dicha 
visita y no de otra manera, porque como visitador y por la inteligencia de los hechos por 
menor, convendrá su asistencia”1125. Por tanto, la presencia con voz y voto de Juan de 
Góngora en la sala de la visita resultó esencial en la determinación final de la visita.  
Como veremos en las siguientes páginas, el halago de la sala de la visita a la 
comprobación de todos los cargos que hizo el visitador, con “instrumentos, cuentas, 
libros y papeles y no por deposiciones de testigos”, no fue un canto al sol, pues resultó 
fundamental para el pronunciamiento de las sentencias a las instituciones del comercio 
sevillano.  
 
8.2. Las condenas de la visita a la Casa de la Contratación 
 
Al abordar las consecuencias en forma de condenas firmes que tuvo la visita de 
Juan de Góngora a la Casa de la Contratación, debemos diferenciar entre las 
acusaciones generales que resultaron contra las distintas salas de la institución y las que 
recibieron particularmente cada ministro y oficial de la institución sevillana. La visita 
como mecanismo de control recaía sobre el organismo -a én de la fiscalización de sus 
oficiales-, de modo que la sala de gobierno, la salde justicia y la contaduría de averías, 
recibieron cargos generales que tocaban al funcionamiento general de cada una de las 
salas, y por ende, a todos los oficiales que formaron parte de ellas durante el periodo 
visitado. En muchas de estas acusaciones quedaron reflejados diversos aspectos del 
ejercicio ordinario de la institución que se habían situado fuera de sus ordenanzas, o que 
habían constituido un exceso o abuso por parte de sus oficiales y que, por tanto, era 
necesario remediar.  
 
8.2.1. Las condenas de la visita a la sala de gobierno 
 
Las acusaciones contra los presidentes y jueces oficiales de la sala de gobierno de 
la Casa de la Contratación fueron notificadas por el visitador a los jueces oficiales el 15 
                                                
1125 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 25. Carta del conde de Castrillo al licenciado Antonio de León. 
Madrid, 22 de septiembre de 1651. 
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de diciembre de 1646 estando todos los miembros de la sala reunidos en audiencia1126. 
La mayoría de los sesenta y dos cargos generales que res ltaron de la visita de Juan de 
Góngora contra los presidentes y jueces oficiales de la sala de gobierno de la Casa de la 
Contratación estuvieron en relación con el incumpliiento de las ordenanzas de la 
institución. Las frases “según lo dispuesto en las ordenanzas” y “no lo han hecho” 
fueron las más repetidas en las acusaciones al proceder de estos oficiales. Las 
acusaciones generales señalaron aquellas cuestiones que eran gestionadas de forma 
colegiada en la sala de gobierno por el presidente y ju ces oficiales, aunque también se 
dirigieron contra algunas competencias particulares de cada uno de los jueces oficiales 
pero que precisaban el control de la sala.  
En los cargos generales que afectaron a la labor de los presidentes, éstos fueron 
acusados de acrecentar los salarios que percibían cu do bajaban a los puertos al 
despacho o recibo de las flotas sin preceder orden del rey. Desde el año 1618 hasta 1645 
los presidentes habían aumentado dicha percepción en dos ducados más al día, pasando 
de cuatro a seis ducados al día, pero además, no quedaban reflejados con claridad 
cuántos días se habían ocupado en aquellas labores, p r lo que el visitador interpretó 
que habían percibido más salarios de los que realmente l s pertenecían. Asimismo, 
fueron acusados de cometer gastos extras en las bajdas a los puertos causados en 
criados, ropas o alquileres de casas y barcos. Esta mi ma acusación la recibieron los 
jueces oficiales o el fiscal cuando se ocuparon en la misma labor  
Las acusaciones que tocaban a las labores de control de la Real Hacienda y de los 
registros de mercancías que se llevaban en la contaduría de la Casa, pero que debían ser 
supervisadas y cotejadas por la sala de gobierno estuvi ron en relación con diversas 
cuestiones que quedaron evidenciadas en la pesquisa secreta. Los jueces oficiales fueron 
acusados de no llevar el control de los libros de la Real Hacienda y de bienes de 
difuntos, pues como vimos, las partidas de cargo y data no estaban rubricadas por los 
tres jueces oficiales. Además, en la contaduría de la Casa debía haber un oficial que 
llevara el libro de caja, pues así había sido ordena o por el rey cuando se creó este 
oficio, sin embargo, los jueces oficiales dieron lugar a que el contador nombrara para 
esta labor a su oficial mayor, por lo que no se cumplía la razón principal por la que fue 
                                                
1126 AGI, Escribanía, 1144A. Pieza número 4. Cargos generales contra los señores presidente y jueces 
oficiales de la sala de gobierno de la Casa de la Contratación. Se encontraba la sala de gobierno al 
completo con la presencia del factor Luis del Alcázar, del tesorero Andrés de Munibe, del contador 
Fernando de Villegas, del juez oficial supernumerario Francisco de la Parra, del alguacil mayor Juan 
Antonio de Andrade y del alcaide guarda mayor Juan de Córdoba Laso de la Vega. 
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creado tal oficio, que era llevar la cuenta particular de toda la Hacienda Real en un libro, 
y con un oficial diferente al libro mayor que tenía a su cargo el oficial mayor de la 
contaduría. El visitador acusó al presidente y jueces oficiales de permitir que el libro de 
caja estuviera a cargo de la misma persona que llevaba el libro mayor, amén de que el 
oficial mayor de la contaduría cobraba ambos salarios. Otra cuestión clave y que se 
reflejó en las acusaciones a los jueces oficiales fu  el no cuidar que fueran a las Indias 
mercancías fuera de registro. La visita evidenció que los registros de ida eran firmados y 
entregados a los maestres sin comprobar con el libro de licencias si lo cargado se 
correspondía con lo registrado. Los reconocimientos de los registros de ida que se 
hicieron en la visita sacaron a la luz que, comprobando estos registros con los libros de 
las mercancías que había pagado avería, se habrían localizado cantidades elevadas de 
mercancías sin registrar. En consecuencia, los regit os iban diminutos y no se pagaban 
en las Indias los derechos que correspondían. Otra acusación sobre el trabajo de la 
contaduría fue que permitieran que los oficiales de la contaduría cobraran más derechos 
de los que estaban dispuestos en el arancel. Como quedó acreditado en la visita, 
oficiales de la contaduría como el oficial de registros, cobraban derechos excesivos de 
cada hoja de registro, que iban a parar a su bolsillo y al del contador. Sin duda, esta fue 
otra causa de los registros cortos en esta coyuntura.  
En relación a la labor hacendística, los jueces oficiales fueron acusados de 
omisión en hacer que los maestres de plata entregaran el metal venido en las flotas con 
brevedad, retrasando el que lo recibieran los compradores de oro y plata, a los que 
tampoco supervisaban en el labrado de la plata, tardando meses en que volviera el metal 
a las arcas del tesoro –cuando volvía-, y dilatando el pago de las libranzas de la Real 
Hacienda, con el consiguiente incremento de los intereses. También fueron acusados de 
permitir, en ciertas ocasiones, que los maestres de plata entregaran el metal argentífero 
directamente a los compradores de plata, sin que antes hubiera ingresado para su control 
en la sala del tesoro de la Casa. Estas omisiones fueron algunas de las causas de que el 
tesorero y su oficial dispusieran del dinero por estar fuera de las arcas con el pretexto de 
que se estaba labrando. Además, en la visita quedó acreditada la inexistencia en la Casa 
de un libro de arca de la Real Hacienda en el que se asentara lo que entraba y salía del 
arca perteneciente al rey. Solamente se controlaba este movimiento de caudales por el 
libro de la Real Hacienda que tenía a su cargo el oficial mayor de la contaduría, que 
como hemos visto, tampoco estaba al día, pues este oficial de la contaduría cometió 
omisiones en anotar las partidas en el libro, no estando bien tomada la razón de lo que 
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entraba y salía del arca, así como tampoco estaban firmadas las partidas del cargo y data 
por los jueces oficiales. Asimismo, una consecuencia más de que no hubiera libro de 
arca de la Real Hacienda fue que solo se sabía con seguridad la plata del rey que venía 
de Indias cuando se hacía el cargo al tesorero.  
Otras acusaciones que estuvieron en relación con las labores de los jueces 
oficiales con respecto a la sala del tesoro de la Casa de la Contratación radicaron en la 
tenencia de las llaves del arca de la Real Hacienda y de bienes de difuntos, que ni eran 
tres, ni estaban en poder de los jueces oficiales, sino que habían fiado en sus oficiales 
mayores la tenencia de las llaves, y más concretamente en el oficial mayor de la 
tesorería, lo que había provocado que el tesorero y su oficial mayor dispusieran de las 
cantidades a su voluntad, produciéndose, como hemos analizado, fuertes alcances a los 
tesoreros cuando dejaban sus oficios. Asimismo, el poder que tenía el oficial mayor de 
la tesorería en las labores cotidianas de la Casa quedó reflejado en las acusaciones a los 
jueces oficiales, pues fueron acusados de consentir que el dinero que se llevaba a labrar 
a la Casa de la Moneda no volviera a las arcas del tesoro de la Casa de la Contratación, 
sino que desde la Casa de la Moneda se distribuyera por mano del oficial mayor de la 
tesorería para pagar las libranzas a los hombres de negocios. Además, los jueces 
oficiales fueron acusados de permitir que los escribanos dieran fe de que se había traído 
el dinero a la Casa, cuando nunca se había traído.  
Las acusaciones generales que recibieron el presidente y jueces oficiales por la 
gestión de los bienes de difuntos estuvieron fundamentadas en cuestiones relativas a 
todo el proceso de administración que desde la sala de gobierno se hacía de estos bienes. 
Fueron acusados de no publicar en la puerta de la catedral y de la Casa los bienes de 
difuntos que habían llegado de las Indias para que pudiera llegar noticia a sus herederos, 
de no despachar las cartas de diligencias de cantidades importantes de estos bienes, con 
el mismo fin, dando lugar a que quedaran inciertos. También fueron acusados de haber 
sacado diferentes cantidades de bienes de difuntos a e de entregarlas a sus herederos 
diciendo que eran para misas y obras pías -aunque esto tampoco podían hacerlo- de las 
que no constó que se hubieran destinado a las mismas, sino que habían sido 
malversadas. En relación a los bienes de difuntos, también fueron acusados de permitir 
que los escribanos cobraran derechos excesivos a los herederos que acudían a la Casa de 
la Contratación a retirar las cantidades legadas. 
Con respecto a la labor de la sala de gobierno en el control de las actividades que 
se desarrollaban en la contaduría de averías de la Cas , el presidente y jueces oficiales 
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debían ser los encargados de vigilar y ordenar el bu n funcionamiento de la contaduría 
de averías y de los oficiales que allí se afanaban. Ante las evidencias de falta de control 
que salieron a la luz en la visita, Juan de Góngora les cusó de no repartir las cuentas en 
la contaduría de averías con un plazo determinado pra su fenecimiento, y permitir que 
los contadores cobraran su salario aun no habiendo fenecido las cuentas y de permitir 
que los contadores de avería dieran por buenas diversas cantidades en las cuentas sin la 
justificación pertinente. También fueron acusados de disponer de cantidades de la avería 
para otros menesteres diferentes a la financiación de las armadas, como fue el traspasar 
distintas cantidades de la hacienda de la avería a otras bolsas o depósitos, como las 
penas de cámara y gastos de justicia. 
En otro orden de asuntos, en las acusaciones generales que resultaron de la visita 
de Juan de Góngora a la sala de gobierno se muestran, un  vez más, los vínculos e 
intereses mutuos entre la Casa de la Contratación y el Consulado de Sevilla. Así, el 
presidente y jueces oficiales fueron acusados por el visitador de cometer omisión en la 
revisión de las cuentas de los bienes de propios del Consulado, que debían revisar cada 
año como paso previo a su envío al Consejo. Estas cuentas del órgano mercantil, ni 
habían sido revisadas por la Casa ni se habían remitido al Consejo desde 1627. Del 
mismo modo, el juez de la Casa que estaba nombrado com  juez de apelaciones del 
Consulado debía asistir a los procesos electorales del órgano mercantil para garantizar la 
limpieza de las elecciones. Dados los resultados de las lecciones a prior y cónsul que 
analizaremos más adelante, estaba claro que hubo omisión por parte del juez oficial que 
le tocó ser juez de apelaciones, lo que les valió una acusación por parte de Juan de 
Góngora. Otras acusaciones generales que recibieron el presidente y jueces oficiales en 
relación a su labor de supervisión de ciertas actividades del Consulado fue permitir al 
órgano mercantil que dispusiera en la Lonja de todo l  rescatado de los naufragios, 
cuando solo podía llevar aquellas mercancías perteneci tes a sus miembros 
matriculados en el órgano, dando lugar a que el prior y cónsules hicieran todo el reparto 
aun sin verificar si la mercancía rescatada venía registrada o no; o permitir que el 
Consulado cobrara al completo las sobras de la avería, no solo aquellas que pertenecían 
a cargadores matriculados en el órgano mercantil. Asimismo, otra muestra de estos 
vínculos fue la tolerancia de que personas que ejercían cargos en el Consulado fueran a 
la vez, oficiales de la Casa, como ocurrió con Andrés de Munibe, Francisco de la Parra 
o Mateo de la Parra. Los dos primeros ejercieron cargos en la contaduría de la Casa y el 
tercero fue contador-diputado de la avería, mientras se ocuparon en oficios del 
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Consulado como receptor de propios o receptor de la Lonja en el caso de Mateo de la 
Parra. 
Otros cargos o acusaciones estuvieron en relación a otras cuestiones que 
podríamos denominar como generales, como no acudir a las reuniones de audiencia en 
horario de tarde y percibir su salario por completo, sin descontar aquellas sesiones a las 
que no habían acudido; no tener libros de ordenanzas de la Casa en sus mesas de 
trabajo; no procurar que los oficiales de la contaduría y los escribanos hicieran 
inventario de papeles al entrar a desempeñar sus oficios; no guardar silencio en los 
estrados; no haber cuidado de que la cátedra del piloto mayor se diera con puntualidad, 
con la consiguiente falta de pilotos que hubo; haber permitido que los escribanos de la 
Casa que tenían sus oficios arrendados, con objeto d  amortizar su inversión, se 
excedieran en los derechos que cobraban, y por extensión, en no hacer guardar a los 
escribanos el arancel por el que debían percibir sus derechos o haber permitido a los 
escribanos tener más de un ayudante, cuando solo estaba dispuesto que tuvieran uno; o 
cobrar más cantidad de la que estaba estipulada por la casa de aposento, cuando no 
tenían casa dentro de la Contratación; librar ayudas de costa, aguinaldos y albricias por 
la venida de las flotas, o sufragar el alquiler de las casas a oficiales de la Casa sin tener 
orden del rey.  
Para la presentación de los descargos, los jueces ofi iales dieron su poder el 1 de 
febrero de 1647 a Antonio Clemente Nátera, procurador de la Casa1127, que tras varias 
ampliaciones del plazo para la presentación de los descargos, presentó la defensa de las 
acusaciones generales emitidas por el visitador a la sala de gobierno el 8 de junio de 
16471128. Su defensa partió de la clásica petición de absolución y del alegato jurídico de 
que estos cargos “no proceden” contra sus partes, pro no negó los mismos. El 
procurador realizó una estrategia defensiva basada en l “necesidad” que tuvieron sus 
defendidos de realizar los actos por los que se les acu aba por el buen gobierno de la 
Casa debido al tiempo que hacía desde que se redactaron las ordenanzas de la Casa y, en 
su opinión, porque “las disposiciones en materia de gobierno político nunca son ni 
pueden ser inmutables ni pueden ser perpetuas”. Es decir, justificó que no haber 
cumplido las ordenanzas de la institución fue porque la necesidad “ha obligado a los 
                                                
1127 AGI, Escribanía, 1144A. Pieza 4. Fol. 50R.  
1128 Los descargos presentados por Antonio Clemente Natra en nombre de los jueces oficiales se 
encuentran en: AGI, Escribanía, 1144A. Pieza 4. Fol. 60R-102V.  
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señores ministros a mudar y alterar en mejor forma su ejecución”1129. Asimismo, el 
procurador defendió que muchos cargos generales se debían a casos particulares que 
ocurrieron en algún momento concreto, y por un oficial en particular, y alegó que los 
jueces actuales no debían responder sobre los antecesor s, solicitando que por estos 
“casos y excesos” que no sucedieron en tiempo de sus defendidos, no tuvieran que 
responder. Bajo estas premisas, más la descarga de responsabilidades imputadas a los 
jueces oficiales en otros oficiales de la Casa, el procurador realizó una exhaustiva 
defensa acusación por acusación.  
Clemente Nátera intentó que las acusaciones del visitador acerca de que los 
miembros de la sala de gobierno habían percibido suma  adicionales en la bajada a los 
puertos fuera cargada en exclusiva sobre las espaldas de los presidentes, cuando como 
es sabido, los jueces oficiales también causaron est s gastos extraordinarios.  
En cuanto a la omisión de la sala de gobierno de la Casa en el control de los libros 
de la contaduría, cuando quedó acreditado que no se tenía al día las partidas del cargo 
de los tesoreros y no se habían rubricado los libros de la Real Hacienda y de los bienes 
de difuntos, el procurador afirmó que los libros de Antonio Manrique estaban escritos y 
firmados a la perfección. Debemos tener en cuenta que Manrique murió en 1640, su 
cuenta fue ajustada, y sobre él pesó un importante alcance. Débil defensa aquella, pues. 
Ahora bien, el visitador acusaba a la sala de no teer un buen control en los libros del 
actual tesorero Andrés de Munibe, a lo que el procurador alegó que si hubo dilación en 
los libros del cargo de Munibe que se llevaban por la contaduría fue porque “sus 
partidas son tan embarazosas y que para su claridad es preciso insertar en cada una las 
cartas cuentas, registros y demás papeles que los oficiales reales remiten de las Indias 
para su justificación y tomar razón de las barras […] y requiere mucho tiempo para 
ajustarlo en el borrador y pasarlo después al librode la contaduría”. Misma explicación 
que dio a que no estuvieran rubricadas y firmadas algun s partidas del cargo de Munibe.  
A las acusaciones de haber permitido que el contador juez oficial nombrara para el 
oficio del libro de caja de la contaduría a su oficial mayor, el procurador alegó que 
“desde que el libro de caja se introdujo ha estado en poder y al cargo del oficial mayor 
de la contaduría a quien también siempre se han pagado y librado los mismos salarios 
que el cargo refiere por una y otra ocupación”. Pero como hemos visto, en la pesquisa 
de Góngora sobre este asunto, en 1640, el presidente  la Casa, conde de Peñaflor, 
                                                
1129 AGI, Escribanía, 1144A. Pieza 4. Fol. 61V. 
401 
 
separó estas funciones del oficial mayor de la contaduría y nombró a Juan Francisco 
Pardo como oficial de caja de la Real Hacienda, aunque solo estaría en aquel cargo 
hasta 1644, cuando Fernando de Villegas volvió a situ r al oficial mayor Diego Ruiz de 
Villegas al frente del libro de caja de la Real Hacienda. Es decir, aunque hubo en 1640 
esfuerzos por parte del presidente de que se cumpliera lo que el rey ordenó con respecto 
al oficio del libro de caja de la Real Hacienda quese debía llevar por la contaduría, los 
contadores burlaron dicha orden. Sobre la omisión imputada a los jueces oficiales por 
permitir que los registros no fueran cotejados y los fraudes que esto causaba en la paga 
de los derechos reales en las Indias, el procurador alegó que sus defendidos “no tengan 
obligación de buscar instrumentos ajenos y salir a hacer cotejos de los registros que 
están en la contaduría de esta Casa con los libros de la avería […] así porque no lo 
mandan las ordenanzas […]”. En este caso, es destacable ómo, cuando la defensa se 
ajustaba a sus intereses, el procurador sí reivindicó lo dispuesto por las ordenanzas de la 
Casa. Sobre que la contaduría y su oficial de regist os cobraran derechos excesivos, el 
procurador pretendió excluir el cargo y que la respon abilidad fuera cargada sobre el 
oficial de registros.  
En cuanto a aquellas acusaciones relacionadas con los procedimientos de entrada 
y salida de los caudales de la sala del tesoro de la Casa de la Contratación que, según el 
visitador fue uno de los orígenes principales de los alcances a los tesoreros de la Casa, 
el procurador se limitó a decir que en tiempo que ss defendidos “han servido sus 
oficios no se ha hecho alcance ninguno a los señores tesoreros”. A la acusación de 
permitir que los maestres de plata entregaran a los compradores de plata las barras 
directamente y, por tanto, que no se conociera la plata venida de indias hasta que se 
vendía a los compradores de plata y se hacía el cargo al tesorero, afirmó el procurador 
que “el recibir mis partes de los maestres para entregar de su mano a los compradores de 
plata solo sirviera de multiplicar recibos y gastos […] pues quedándose las barras en la 
sala del tesoro por cuenta de los maestres de plata que las trajeron de las indias, hasta 
que se venden y entregan a los mercaderes de plata no disminuye, antes aumenta la 
seguridad de la hacienda”. Sobre las dilaciones que hacían aumentar los intereses de las 
libranzas de la Real Hacienda, el procurador intentó defenderse alegando que si había 
habido dilaciones en el proceso de venta a los mercad es de plata y su labrado había 
sido por la falta de ley que venían las barras en los ú timos años, razón por la que los 
compradores de plata no se querían hacer cargo de ellas. Por tanto, no era culpa de sus 
partes “pues no era posible con violencia obligarles a comprar por el ensaye que las 
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barras traían de las Indias” y “esta fue la causa de que en estos años hubiese dilación”. 
Defendió además que nunca se había valido ningún tesorero de la plata “con la excusa 
de que se estaba labrando”. Pero los alcances a los tes reros no decían lo mismo. 
Con respecto a la mano poderosa de Juan Muñoz de Dueñas en estos 
procedimientos de entrada y salida de los caudales de la sala del tesoro, el procurador 
alegó que el tesorero no podía acudir a la casa de l Moneda a recoger la plata labrada 
porque tenía que asistir a la audiencia de la sala de gobierno por las mañanas y por eso 
fue forzoso fiar el cuidado a su oficial mayor. Y si se pagaba en la casa de la Moneda a 
los librancistas fue por “abreviar y facilitar más el recibo y la paga de la moneda en el 
tiempo de grandes ocupaciones, excusando intereses a la Real Hacienda y cumpliendo 
con las órdenes de los señores presidentes de haciend  […]”. Con respecto a no tener 
los jueces oficiales las llaves de las arcas de la sal  del tesoro, según el procurador fue 
porque “no es preciso traerlas consigo en la faltriquera ni es exceso que las traigan al 
tribunal los criados […] y cuando salen fuera las dejan a sus tenientes”1130.  
Sobre la gestión de los bienes de difuntos, la no publicación de los bienes a su 
llegada a la Casa fue defendida por el procurador alegando que fue debido a que el rey 
se valía de esta hacienda y causaba que los interesados, a su costa, viajaban a Sevilla y 
no cobraban: “si mis partes o sus antecesores han dej do de hacer las dichas diligencias 
ha sido movidos del escarmiento referido aguardando las resoluciones y acuerdos de 
S.M. para que el año que es servido de valerse de aqu l caudal no molesten a los 
interesados con sus llamamientos, con semejantes costas y molestias”. Con respecto a 
no haber entregado estos bienes a los herederos en su totalidad dijo el procurador que no 
procedía contra sus partes, porque en el tiempo de sus oficios no había ocurrido, pero no 
negaba la acusación. Y con respecto a la acusación de haber permitido a los escribanos 
llevar derechos excesivos a las partes que acudían a l  Casa a reclamar los bienes de 
difuntos, pretendió responsabilizar a los escribanos de aquella acusación. 
En los cargos tocantes al control y supervisión del pr sidente y jueces oficiales de 
la labor de la contaduría de averías de la Casa, según l procurador, el haber señalado 
término a los contadores para fenecer las cuentas era “muy inútil y ocioso porque no se 
puede reconocer desde el principio fijamente el que será menester ni los embarazos que 
en el discurso de ellas se suelen ofrecer para ajustar y justificar las partidas del cargo 
                                                
1130 Cuando dice sus tenientes, se refiere en realidad a sus oficiales mayores, quienes según evidenció 




que penden de papeles de otros oficios a quien los contadores despachan pliego. Y en 
cuanto a si alguna vez se le reparte segunda cuenta antes de fenecer y acabar la primera 
es por mayor conveniencia por no poderla proseguir aguardando la respuesta de los 
dichos pliegos y demás recados de que dependen y para que el contador entre tanto no 
esté ocioso ni pierda tiempo se le encargan segundas cuentas […]”. En cuanto al haber 
permitido que los contadores de avería hicieran buenas cantidades de data sin recados 
suficientes dijo que este cargo general, sin especificar que cuentas y qué recados no 
procedía contra sus partes.  
Con respecto a las acusaciones por no haber ejercido la labor de control hacia el 
Consulado de mercaderes, y en relación a la supervisión de las cuentas de propios del 
órgano mercantil, según el procurador la obligación de presentarlas en la Casa era del 
prior y cónsules, y no de sus partes. Es decir, situaba la culpa sobre el Consulado. En 
cuanto a las elecciones del Consulado, el procurador legó que esta culpa no era 
general, sino de aquellos jueces oficiales que acudieron a cada uno de los procesos 
electores del órgano mercantil y que la responsabilid d era del Consulado. Y con 
respecto a los naufragios y sobras de avería, también d jo el procurador que la 
responsabilidad era del Consulado. Sobre la tolerancia de que oficiales de la Casa 
hubieran ejercido oficios para el Consulado, el procu ador afirmó que “mis partes no lo 
han consentido novedad ninguna en estos oficios porque demás de 50 años a esta parte 
han estado juntos el de oficial mayor de la contadurí  y el de receptor del consulado. 
Nunca se ha experimentado inconveniente contra el servicio de S.M. en que concurran 
ambos en una misma persona […]. Por tanto, no negaba la incompatibilidad que le 
imputaba el visitador.  
Con respecto al resto de acusaciones, el procurador siguió la misma estrategia de 
justificar la necesidad de los procedimientos, descargar responsabilidades en otros 
oficiales de la Casa o alegar que la generalidad de los cargos no precisaba las culpas de 
sus defendidos. Así, el no asistir a la audiencia por las tardes, fue porque “esta 
ordenanza se ha dejado de usar por haber reconocido l s predecesores de mis partes y 
los señores presientes que han sido de esta Casa que los negocios que se despachan en 
ella no tienen ni pueden tener para su buena expedición y para el mayor servicio de 
S.M. horas ni días fijos porque dependen de los accidentes que se ofrece […]”. Sobre 
haber librado ayudas de costa, albricias y aguinaldos sin orden de S.M. “el cargo 
contiene la misma generalidad que no procede”. El no cuidar que se leyera la cátedra de 
cosmografía fue porque “se hallan con dificultad maestros que la lean por no tener 
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salario […]”. Los excesos de los escribanos al llevar derechos excesivos o tener más de 
un ayudante, según el procurador era responsabilidad de los escribanos y sobre las casas 
alquiladas en Cádiz y Sanlúcar para acudir al despacho o recibo de las flotas, “ya 
estaban alquiladas cuando entraron sus partes a ejercer los oficios”.  
La determinación en sala de la visita del Consejo d In ias, por vía de sentencia 
de los cargos generales contra los jueces oficiales de la sala de gobierno de la Casa fue 
pronunciada el 2 de marzo de 1654 y los consejeros de la sala confirmaron la práctica 
totalidad de las acusaciones sacadas por el visitador1131. 
En relación a las acusaciones de los presidentes y demás jueces oficiales por 
percibir salarios excesivos a la hora de bajar a los puertos, la sala de la visita ordenó que 
no se libraran ni pagaran ninguna cantidad en sus criados, ropa o alquileres y fletes de 
barcos, y que usaran la falúa de la Casa de la Contratación y, como veremos más 
adelante, se introdujo una reforma en relación a los salarios de los ministros de la Casa 
en la bajada a los puertos. Para poder percibir dichos salarios, la sentencia ordenó que 
cualquier oficial que acudiera al despacho o al recibo de las flotas estuviera obligado a 
dar testimonio de los días que se hubiera ocupado en la bajada a los puertos.  
En cuanto a aquellos cargos que tocaban al funcionamie to de la contaduría, la 
sentencia estableció nuevos procedimientos que persguían un mayor control de la sala 
de gobierno de las labores de los oficiales de la contaduría, como la actualización, firma 
y rúbrica de los libros de la Real Hacienda y de bienes de difuntos; la diferenciación 
entre el oficial mayor y el oficial del libro de caja o mayores esfuerzos en controlar el 
fraude en los registros que se despachaban por la contaduría. De esta parte de la 
sentencia emanaron distintas reformas en los procedimientos de trabajo de la contaduría 
que analizaremos más adelante. Con respecto a la inobservancia del arancel por el que 
se debían regir los oficiales de la contaduría, la sentencia emplazaba a la sala de 
gobierno a que hiciera que estos empleados de la Cas  guardaran el arancel y las culpas 
por dicho incumplimiento se remitieron a los cargos particulares.  
La sentencia también confirmó aquellas acusaciones relacionadas con los 
procedimientos de entrada y salida de los caudales de la Casa de la Contratación y la 
omisión de la sala de gobierno en su control. El dictamen mandó que en adelante 
                                                
1131La sentencia contra la sala de gobierno de la Casa pronunciada el 2 de marzo de 1654 en: AGI, 
Escribanía, 1182. S/F. En esta sentencia de las acusaciones generales a la sala de gobierno, el presidente y 
jueces oficiales tan solo fueron absueltos por los cargos de haber pagado fletes excesivos por bajar a los 
puertos al despacho y recibo de las flotas y por haber percibido más dinero del estipulado en razón de 
casa de aposento cuando no tenían su casa dentro de la Contratación.  
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hubiera libro de arcas so pena de no percibir sus salarios los jueces oficiales. La 
acusación de haber dispuesto de la plata desde la casa de la Moneda para acometer los 
pagos a los hombres de negocios y asentistas del rey, sin que los reales labrados 
volvieran a la Casa de la Contratación, fue remitida a los cargos particulares. En 
relación a la administración de los bienes de difuntos, la sentencia ordenó que los jueces 
oficiales guardaran la ordenanza que les instaba a publicar los bienes a los tres días de 
haber llegado a la Casa de la Contratación, y que enviaran las cartas de diligencias a las 
naturalezas de los difuntos, tomando la razón en los libros de la contaduría, amén de que 
no se sacaran ningunas cantidades para misas y obras pías ni para otra cosa antes de 
entregar los bienes a sus herederos y que estos fueran entregados por completo. 
Asimismo, la sentencia ordenaba a los jueces oficiales que hicieran guardar el arancel 
de los escribanos en los procedimientos de entrega d  los bienes de difuntos a sus 
herederos, y remitió la culpa de esta inobservancia a los cargos particulares.  
En lo tocante al control y supervisión del presidente y jueces oficiales de la labor 
de la contaduría de averías de la Casa, la sentencia dictó que al repartir las cuentas 
establecieran un plazo para su fenecimiento y si los contadores no fenecían las cuentas 
en el plazo establecido, la sentencia ordenó que no se librara su salario. El presidente y 
jueces fueron reprehendidos por utilizar la hacienda de la avería para otros efectos 
diferentes a la financiación de las armadas, y se remitieron las culpas a los cargos 
particulares.  
Con respecto a las acusaciones a la sala de gobiern po  no haber ejercido la labor 
de control hacia las cuentas de los bienes de propios, rocesos electorales a prior y 
cónsul y demás administraciones del Consulado de mercad res, la sentencia ordenó a 
los jueces oficiales que guardaran las ordenanzas y que tan solo se entregaran al 
Consulado las sobras de avería y lo procedente de los naufragios de aquellos miembros 
que estaban matriculados en el órgano mercantil. Asimismo, la sentencia ordenó que en 
adelante, el presidente y los jueces oficiales no consintieran que ningún oficial del 
Consulado ejerciera ningún oficio de la Casa ni viceversa, y remitió la culpa de haberlo 
permitido a los cargos particulares.  
El resto de acusaciones recibieron la reprehensión “que se guarden las 
ordenanzas” y otras muchas de las acusaciones se remitie on a los cargos particulares de 




Las condenas particulares a los presidentes de la Casa de la Contratación 
 
Como hemos señalado con anterioridad, los únicos pre identes que recibieron 
cargos en la visita de Juan de Góngora fueron Bartolomé Morquecho, el conde de 
Peñaflor, Juan de Santelices y Manuel Pantoja. De todos ellos solo Morquecho fue 
condenado por el Consejo de Indias por su labor al frente de la Casa. Detallaremos en 
primer lugar las acusaciones resultantes de la visita contra el conde de Peñaflor y contra 
Juan de Santelices para conocer los motivos por los que sus cargos ni siquiera fueron 
vistos en la sala de la visita del Consejo de Indias y por ende, no fueron condenados por 
su ejercicio en la presidencia de la Casa.  
En 1648, cuando la visita estaba próxima a ser cerrada y ser enviada al Consejo, 
los cargos que resultaron contra el conde de Peñaflor no pudieron serle notificados por 
el visitador, pues quien fuera presidente de la Casa en dos ocasiones, la primera entre 
1632 y 1635 y la segunda entre 1639 y 1642, había fllecido. Esta fue la razón por la 
que la culpa resultante contra el mismo se separó de las demás de los dirigentes de la 
institución. Los cargos de aquellos ministros y oficiales de la Casa que habían fallecido 
sin que se le hubieran notificado las acusaciones fu ron apartados para que el fiscal del 
Consejo pudiera, si lo veía conveniente para la Real Hacienda, pedir responsabilidades a 
sus herederos. Contra Francisco de Villacís, conde de Peñaflor, el visitador emitió dos 
acusaciones: la primera por haber recibido 1.000 ducados del Consulado en el marco de 
la negociación de una composición de 200.000 ducados con el órgano mercantil en 
1634 por permitir, según la acusación, que el prior y cónsules repartieran entre los 
hombres del comercio que iban a participar en aquella causa más cantidad de la que 
iban a pagar al rey, más las costas; y la segunda acusación por haberse excedido en su 
autoridad como presiente incoando un pleito por la sala de justicia para que se 
remataran por menos valor del que realmente costaban unas casas del que fuera tesorero 
de la Casa, Melchor Maldonado, con la pretensión de que hiciera frente al alcance de 
sus cuentas del tiempo que fue tesorero, pero que en r alidad lo hizo para quedarse con 
aquellas casas por un coste menor, pues en la visitquedó demostrado que las compró a 
través del comprador de plata Bernardo de Valdés, quien actuó como su testaferro1132. 
Por su parte, los cargos a Juan de Santelices estaban preparados para ser 
notificados al que fuera presidente en noviembre de 1647. Sin embargo, Santelices, que 
                                                




en ese momento era consejero de Castilla, sufría una grave enfermedad que le impidió 
recibir aquellas acusaciones, y finalmente murió a inicios de 1648 sin que le fueran 
notificados los cargos, de modo que la causa contra él quedó conclusa1133. Santelices fue 
acusado de haber mandado trocar vellón a plata con más de 200 % de pérdida al no 
haber hecho diligencias antes de la pragmática de lbajada del vellón de 1642; de haber 
mandado entregar a la parte defraudadora el product e un descamino sin justificación 
suficiente; de haber mandado entregar sin proceder or n del Consejo a un religioso 346 
pesos que se le aprehendieron por descaminados y que fueron traídos sin registro; de 
haber librado distintas cantidades a otros ministros de la Casa y de haber cobrado sumas 
adicionales por su labor en bajar a los puertos al despacho y recibo de las flotas, así 
como distintas ayudas de costa por el mismo fin1134.  
Las acusaciones contra los presidentes Bartolomé Morquecho y Manuel 
Pantoja1135 sí fueron objeto de sendas sentencias que fueron pronunciadas por la sala de 
la visita del Consejo el 2 de marzo de 1654. Bartolomé Morquecho fue acusado de 
haber permitido la nefasta administración de los bienes de difuntos, referida ya en las 
acusaciones generales a la sala de gobierno1136. Del resto de cargos, que también se 
derivaron de las acusaciones generales de la sala de gobierno, fue absuelto por la sala de 
la visita del Consejo de Indias1137.  
En el caso de Manuel Pantoja y Alpuche, los cargos que resultaron de la visita por 
su ejercicio en la presidencia de la Casa le fueron notificados el 14 de abril de 16481138. 
Las acusaciones contra Manuel Pantoja estuvieron relacionadas con los siguientes 
hechos: incumplimientos de contratos con el asentista de pertrechos Martín Ladrón de 
Guevara que acabaron perjudicando a la corona; no haber hecho las diligencias que se le 
encargaron sobre el vellón que tenía a su cargo el pagador de las armadas Sebastián de 
Greña al tiempo de la bajada de la moneda de vellón n 1642; haber hecho libranzas de 
ayudas de costa en la avería; haber solicitado en la Casa, siendo su presidente, con 
                                                
1133 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 39. 
1134 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno 2.  
1135 Los cargos contra Bartolomé Morquecho no se encuentran entre los legajos de la visita. En el caso de 
Manuel Pantoja, los cargos y descargos del que fuera presidente se encuentran en AGI, Escribanía, 
1144A. Cuaderno 3.  
1136 En concreto, Morquecho fue acusado de haber sacado 10.217 reales de plata “para misas y obras pías” 
antes de entregar los bienes de difuntos a sus herederos, sin poder hacerlo, pero de los que tampoco 
constó que se hubieran distribuido en las mismas, pues la sentencia confirmó que aquellas cantidades se 
los repartieron entre el presidente y los jueces oficiales. Por tanto, fue condenado a restituir al arca de 
bienes de difuntos la parte que había percibido de dicha cantidad. 
1137 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el prsidente de la Casa Bartolomé Morquecho 
pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
1138 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno 3. 
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poder del conde de Monterey, cobrar una cantidad de 1.593.934 maravedíes; por pedir 
sin intereses diferentes letras de plata a Juan Cervino, quien tenía muchas cobranzas en 
la Casa y que la visita entendió como un cohecho; librar gastos para ropa, criados y 
embarcaciones para acudir al despacho y recibo de las flotas y percibir más salario del 
estipulado por esta labor y no haber vigilado el cumplimiento de las instrucciones de los 
contadores de avería, no señalando término para que fenecieran sus cuentas. De todas 
estas acusaciones, Manuel Pantoja fue absuelto por la sala de la visita del Consejo de 
Indias1139.  
Sobre estas sentencias a los que fueron presidentes de la Casa, debemos de tener 
en cuenta que, en el momento de pronunciarse las sentencias de la visita de la Casa de la 
Contratación, Bartolomé Morquecho había alcanzado l cúspide del sistema polisinodial 
y era consejero de Castilla1140 y Manuel Pantoja y Alpuche ejercía como consejero de 
Hacienda1141. La moderación en forma de absolución en sus sentencias –salvo la 
restitución al arca de difuntos a la que fue condena o Morquecho- con respecto a los 
cargos que fueron formulados por el visitador, y que como veremos, sí acabaron en 
condenas firmes a otros ministros de la Casa, no tuv que ver solamente con los 
descargos presentados por las partes, ni con la interve ción del visitador en la sala de la 
visita del Consejo, sino que pudo deberse al deseo de la monarquía de no desacreditarse 
a sí misma condenando a un consejero de Castilla y a un consejero de Hacienda. 
 
Las condenas particulares al contador juez oficial y  los oficiales de la contaduría 
 
Como ya hemos hecho referencia con anterioridad, el contador perpetuo Diego de 
Villegas falleció en 1643, motivo por el cual, los cargos que resultaron contra él en la 
visita no pudieron serle notificados. No obstante, d bido a la gravedad de las 
acusaciones que le formuló el visitador, sus cargos fueron separados de los demás 
ministros de la Casa y puestos a disposición del fiscal del Consejo de Indias para, si lo 
estimaba oportuno, incoar un pleito con sus herederos1142. Las acusaciones contra 
Villegas confirmaron que trataba y contrataba con las Indias los vinos de su cosecha y 
                                                
1139 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra presidente de la Casa Manuel Pantoja pronunciada el 2 
de marzo de 1654.  
1140 Morquecho fue nombrado consejero de Castilla el 6 de agosto de 1644. Fayard, p. 509. 
1141 Juró su cargo de consejero de Hacienda en mayo de 1644. En: Francisco Olmos, José María de 
Francisco Olmos, Los miembros del Consejo de Hacienda en el siglo XVII, p. 197. 
1142 Los cargos de la visita contra el contador Diego de Villegas se encuentran en AGI, Escribanía, 1143C. 
Cuaderno 119. Fol. 3V-5R.  
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de terceros en grandes cantidades, y todo lo hacía en cabeza de doña Ana Maldonado, 
su suegra. Aprovechando su condición de juez oficial en la Casa, enviaba estos 
productos sin pagar avería ni derechos en la aduana y tr ía lo procedido fuera de 
registro. Además, quedó acreditado la extorsión a los dueños de naos para que le 
llevaran sus vinos, lo cual fue ampliamente denunciado durante la visita. También fue 
acusado de haberse quedado con una taleguilla de oro n el rescate del naufragio de la 
capitana de la flota de Nueva España de 1641 que se fue al traste en Sanlúcar de 
Barrameda, y a la que acudió a supervisar en su calidad de juez oficial de la Casa, así 
como en otras faltas en el procedimiento del rescat de la plata que venía en la capitana 
que naufragó en la barra de Sanlúcar. 
En el caso de Fernando de Villegas, hijo del anterior, y que entró a desempeñar el 
cargo de contador juez oficial en 1646 tras la muerte de su suegro y teniente, Simón de 
Gaviola, aunque le fueron notificados los cargos de la visita el 28 de enero de 1647, que 
lo acusaron de haber hecho libranzas en la avería pa a luminarias; de no haber hecho 
inventario de los papeles de su oficio al entrar a desempeñarlo o de tratar y contratar con 
las Indias en cabeza de Baltasar González de Beaumont; y presentó los descargos por 
mano del procurador Manuel de Robles en noviembre de 1648, su caso no fue visto por 
la sala del Consejo de Indias que emitió las sentencias de la visita por algún motivo que 
desconocemos, y por consiguiente, quedó sin condena1143.  
Asimismo, al ser la contaduría la oficina de la Casa que tenía más oficiales para 
llevar a cabo sus labores, fueron varios los cargos subordinados al contador que 
recibieron acusaciones resultantes de la visita. Las acusaciones formuladas por Juan de 
Góngora fueron contra Andrés de Munibe, Francisco de la Parra y Manuel Fernández 
Pardo, por su ocupación en el puesto de oficial mayor1144, contra Felipe Ruiz de León 
por su desempeño como oficial de registros, y contra Francisco de Olabarría como 
oficial de bienes de difuntos de la contaduría. Todos ellos, a excepción de Francisco de 
Olabarría que resultó absuelto, fueron condenados por su labor en los oficios de la 
contaduría en las sentencias que fueron pronunciadas por la sala de la visita del Consejo 
en 1654.  
Andrés de Munibe, quien desempeñó el cargo de oficial mayor de la contaduría 
desde 1606 hasta 1634, en referencia a los cargos de e te tiempo y de este oficio, fue 
                                                
1143 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno 9.  
1144 Manuel Fernández Pardo también recibió acusaciones por su breve desempeño como oficial de 
difuntos de la contaduría en 1644. AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno 33. 
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acusado de haber compartido, junto al dicho oficio de la contaduría, el de oficial del 
libro de caja de la Real Hacienda, percibiendo los d  salarios, y asimismo, de haber 
servido al mismo tiempo el de receptor del Consulado, del que también percibía salario. 
La sentencia de la visita le reprehendió por haber ej rcido oficios para el Consulado 
siendo ministro de la Casa, asunto que no podía hacer “por las dependencias que tiene 
[el Consulado] de la Casa”, y le condenó por este cargo en 1.000 reales de plata, pues el 
resto de condenas pecuniarias y de restituciones qu recibió Munibe se debieron a su 
labor como tesorero, cargo que ejerció a partir de 1640. Conjuntamente, la sentencia de 
Munibe mandó que en lo sucesivo, ningún ministro de la Casa se ocupara ni llevara 
salario de ninguna comunidad particular1145.  
Esta misma acusación fue compartida por Francisco de la Parra, quien sustituyó a 
Munibe en los tres empleos –oficial mayor, oficial del libro de caja y receptor del 
Consulado- en 1634. No obstante, aun conociendo las acu aciones que resultaron de la 
visita contra Francisco de la Parra, quien recibió sus cargos el 30 de septiembre de 
16461146, desconocemos la parte de su condena por esta caus, pues su sentencia no ha 
llegado hasta nosotros. Además de la acusación a Francisco de la Parra por haber 
ejercido a la misma vez oficios incompatibles, de la Parra fue acusado por su labor 
como oficial mayor de la contaduría de no tener los libros de la Real Hacienda 
actualizados y de no haber respetado el arancel de la contaduría cobrando derechos 
excesivos a los negociantes. El resto de acusaciones se debieron a su desempeño como 
receptor de propios del Consulado o como juez oficial de la Casa. Aun sin conocer de 
dónde procedió la condena, sabemos que fue condenado  2.350 ducados de plata por 
su labor al frente de los oficios que desempeñó en la Casa y en el Consulado1147.  
Manuel Fernández Pardo, quien como hemos visto, ocupó varios oficios en la 
contaduría, fue acusado por su desempeño como oficial de bienes de difuntos entre 1644 
y 1646 y por su labor como oficial mayor a partir de 1646. Como oficial de difuntos, fue 
acusado de no tomar la razón en los libros de la contaduría de las partidas del cargo del 
tesorero Andrés de Munibe y de la plata que se vendía a los compradores de plata, sino 
que llevaba esta cuenta por borradores, que no estaban en forma de libro ni estaban 
firmados por los jueces oficiales. En su desempeño como oficial mayor, fue acusado por 
                                                
1145 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el tesorero de la Casa Andrés de Munibe pronunciada el 
2 de marzo de 1654.  
1146 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno. 6.  
1147 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la 
Casa de la Contratación. Madrid, 28 de abril de 1659.  
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no respetar el arancel de la contaduría y cobrar derechos excesivos en los despachos que 
se hacían en la contaduría, perjudicando a las partes que necesitaban de aquella oficina. 
Asimismo, cuando entró a desempeñar sus oficios en la contaduría, no hizo inventario 
de papeles ni puso en orden las faltas administrativas de sus antecesores. Por estos 
cargos, fue condenado en 100 ducados plata1148.  
El oficial de registros, Felipe Ruiz de León, recibió los cargos resultantes de la 
visita el 24 de febrero de 16471149, pero unos meses más tarde, en septiembre del mismo 
año, Ruiz de León falleció sin dar sus descargos1150. Por ello, cuando fue pronunciada la 
sentencia, el 2 de marzo de 1654, de la mayoría de las acusaciones, aunque fueron 
probadas por la visita, fue “absuelto por difunto”. Solamente tuvieron que responder sus 
herederos a la condena de 300 ducados de plata por haber quedado acreditado que 
cobraba ciertas cantidades para sí mismo y otras par  el contador por dar trámite a los 
registros, cuando no estaba permitido ni estaba señlado que se excediera de lo que 
mandaba el arancel de la contaduría que estaba estipulado en 15 maravedíes por cada 
hoja de registro1151. En los excesos del oficial de registros y, en consecuencia, en los del 
contador por cobrar mayores cantidades de derechos por las hojas de registro debemos 
situar una causa más de que en esta coyuntura los mercaderes dejasen de registrar sus 
mercancías en la Casa de la Contratación.  
En el caso de Francisco de Olabarría, oficial de bines de difuntos de la 
contaduría, que recibió sus cargos el 20 de noviembr  de 16471152, fue acusado de no 
llevar el control en la contaduría de todas las partidas que entraban y salían de la sala 
del tesoro pertenecientes a la hacienda de bienes de difuntos, pues cuando dejó el oficio 
en 1644, el libro de su cargo estaba incompleto, faltando muchas partidas del cargo del 
tesorero Andrés de Munibe y de lo que se había vendido a los compradores de plata y 
sin firmar por los jueces oficiales. Por esta falta dministrativa, la sala de la visita del 
Consejo dictó una sentencia absolutoria y no resultó condenado1153.  
 
                                                
1148 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el oficial mayor de la contaduría Manuel Fernández 
Pardo pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
1149 AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno 32.  
1150 Antes de morir, Felipe Ruiz de León dio un poder al procurador Manuel de Robles para que 
respondiera por sus hijos y herederos, menores de edad a las acusaciones del visitador. Por tanto, los 
descargos fueron presentados por el procurador en nombre de los hijos menores del oficial de registros. 
1151 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el oficial de registros de la contaduría Felipe Ruiz de 
León pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
1152 AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno 33.  
1153 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el oficial de difuntos de la contaduría pronunciada el 2
de marzo de 1654.  
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Las condenas particulares al tesorero juez oficial y oficial mayor de la tesorería 
 
Los cargos generales a la sala de gobierno que hemos presentado más arriba en 
relación a la labor hacendística de la Casa de la Contratación se remitieron en culpas 
particulares al tesorero Andrés de Munibe y a su oficial mayor Juan Muñoz de Dueñas, 
amén de otras acusaciones que recibieron ambos oficiales de la institución. Sin 
embargo, el fuerte alcance que en 1640 resultara contra las cuentas del tesorero Antonio 
Manrique y la imposibilidad de restituirlo enteramente durante la visita, hizo que en 
enero de 1648 el visitador remitiera en forma de cargos acusatorios contra Manrique las 
cantidades que engrosaban aquel alcance, para que el fiscal del Consejo pidiera 
responsabilidades y su satisfacción a sus herederos1154.  
No obstante, el sucesor de Antonio Manrique en la tesorería de la Casa, el tesorero 
Andrés de Munibe, era el responsable particular de las acusaciones generales que hemos 
visto más arriba y que estaban relacionadas con la e tr da y salida de los caudales de la 
sala del tesoro de la Casa y de la administración de la hacienda de bienes de difuntos. 
Como hemos referido, Munibe se había curtido en los oficios de la Casa desde que en 
1606 entrara por primera vez a desempeñar el oficio de ficial mayor de la contaduría, 
hasta que en 1634 fue sustituido en tal desempeño por Francisco de la Parra. Por su 
labor en este oficio fue condenado en 1.000 ducados de plata. Asimismo, Munibe 
también recibió ciertas acusaciones por su desempeño aralelo en aquellos años como 
receptor del Consulado. Pero desde 1640, la responsabilidad de Munibe aumentó al ser 
designado tesorero de la institución. Por ello, merec n ser resaltadas aquellas 
acusaciones que resultaron contra Munibe en la visita por su labor al frente de la 
tesorería de la Casa de la Contratación.  
Andrés de Munibe fue acusado de no tener el libro de arcas que mandaban las 
ordenanzas de la Casa; de permitir que la plata labrad  para acometer los pagos a 
asentistas y hombres de negocios no volviera a la sla del tesoro de la Casa, haciendo 
que los pagos de las libranzas de S.M. se hicieran directamente desde la casa de la 
Moneda. La sentencia remarcó la mano poderosa que en estos movimientos de caudales 
tenía el oficial mayor de la tesorería, Juan Muñoz de Dueñas, y reprendió a Munibe por 
haberlo permitido, cuando estas labores eran competencias del tesorero. Munibe fue 
acusado de haber presentado unas cuentas que encubri ron a la visita que la plata no 
                                                
1154 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 119. Fol. 5R-8V. 
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volvía a la sala del tesoro, pues incluían las cartas de pago de los escribanos de la Casa 
situando los pagos de las libranzas en la Contratación, uando eran realizados en la casa 
de la Moneda. A su vez, fue acusado de faltas relacion das con la disposición y 
distribución del dinero fuera de la Casa de la Contratación por mano de Juan Muñoz de 
Dueñas, pero con autorización de Munibe. El tesorero fue acusado además de haber 
hecho libranzas en la hacienda de la avería para cuestiones que nada tenían que ver con 
las armadas y de librar y percibir salarios excesivos en las labores de despacho o recibo 
de las armadas y flotas.  
Por otra parte, la mala gestión de los bienes de difuntos fue cargada sobre las 
espaldas del tesorero, quien fue acusado de permitir que se sacaran diversas cantidades 
de los bienes de difuntos para supuestamente “misas y obras pías” antes de ser 
entregados a sus herederos, pero que nunca se utilizaron en tales cuestiones. La 
sentencia de Munibe le señaló como uno de los responsables y como un beneficiario de 
los repartos de estas cantidades desprendidas de los bienes de difuntos, por lo que fue 
condenado a restituir a las arcas de bienes de difuntos 8.217 reales de plata que se 
probaron en la visita que se había embolsado Munibe. El abuso sobre la hacienda de 
bienes de difuntos fue más allá, pues la visita demostró que Munibe se libró a sí mismo, 
en concepto de salario por su ocupación al frente de sta hacienda 600 ducados por año 
desde 1641 hasta 1644, cuando no lo podía hacer, pus ya percibía su salario como 
tesorero, en el que entraban estas funciones. Las cuentas de bienes de difuntos que 
presentó Munibe a la visita también evidenciaron partidas de data que no estaban 
justificadas, y que la sentencia las adjudicó a una apropiación indebida por parte del 
tesorero.  
La sentencia de la sala de la visita condenó a Munibe en 8.800 ducados por su 
labor al frente de los oficios de la Casa y del Consulado, resultando la mayor parte de la 
condena por su labor al frente de la tesorería1155. Quedó acreditado en la visita, y así lo 
reconoció la sentencia contra el tesorero, que la hacienda regia y la de bienes de 
difuntos habían sido defraudadas con numerosos desfalco  y malversaciones por parte 
de Munibe y de su oficial mayor, pero permitidas por el tesorero. Por ello, la sentencia 
incluyó una orden de restitución de 55.231 ducados de plata y 11.899 ducados de vellón 
                                                
1155 Debemos tener en cuenta que 1.000 ducados de esta condena fueron por su labor como oficial mayor 
de la contaduría. 
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para las arcas de la Real Hacienda y de bienes de difuntos y la privación del oficio de 
tesorero y otro cualquier oficio de la Casa por un tiempo de cuatro años1156.  
Contra Andrés de Munibe resultaron 31 acusaciones, pero en el pronunciamiento 
de la sentencia fue absuelto de alguna de ellas, y condenado por las demás en una 
cantidad pecuniaria importante y en las restituciones que acabamos de citar. Por lo que 
respecta a su responsabilidad al frente de la tesorería de la Casa, en la visita quedó 
acreditado que no había guardado las ordenanzas en l  entrada y salida de los caudales 
que estaban a su cargo y las apropiaciones que hizo de los mismos. Sin embargo, como 
hemos visto con anterioridad, el oficial mayor de la tesorería, Juan Muñoz de Dueñas, 
era el verdadero artífice de todo lo que pasaba en aquella parcela de la institución. Era la 
mano –poderosa- que recibía la plata de las armadas y flotas, quien mantenía las 
relaciones con la casa de la Moneda y quien ejecutaba los pagos a los asentistas y 
hombres de negocios, por lo que no debe sorprendernos que de las 12 acusaciones que 
resultaron contra él de la visita, fuera condenado en su totalidad con una de las mayores 
condenas pecuniarias de la inspección, distintas restituciones y privación perpetua de su 
oficio. Juan Muñoz de Dueñas también fue acusado de no disponer del libro de arcas y 
de multitud de fraudes en las bolsas que estaban a cargo del tesorero, pero que en 
realidad manejaba él mismo. Asimismo, una de las acusaciones contra Muñoz de 
Dueñas que revistió mayor gravedad fue la de tratar y contratar con las Indias sin poder 
hacerlo por su condición de oficial de la Casa de la Contratación. Quedó acreditado que 
comerciaba con las Indias tanto por sí mismo, como en cabeza de su yerno, Pedro de 
Medina Malo. Por estas culpas, la sala de la visita le condenó en 20.100 ducados de 
plata, a una restitución de 8.545 ducados de plata y privación perpetua de su oficio1157.  
Con estas sentencias, Juan Muñoz de Dueñas, el hombre que había trabajado en la 
sombra de los tesoreros desde 1630 quedó apartado del ejercicio de su oficio y Andrés 
de Munibe, quien había dedicado gran parte de su vida a los oficios de la Casa, aunque 
fue privado de su oficio por tiempo de cuatro años, más tarde, debido a una negociación 
con el Consejo de Indias, sería indultado y, debido a su avanzada edad, jubilado en el 
puesto de tesorero de la Casa. Por tanto, además de la importantes penas pecuniarias y 
de restituciones que hemos visto, las privaciones de oficios resultantes de la visita 
trajeron una renovación de los puestos de la tesorería.  
                                                
1156 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el tesorero de la Casa Andrés de Munibe pronunciada el 
2 de marzo de 1654. 
1157 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el oficial mayor de la tesorería Juan Muñoz de Dueñas 




Las condenas particulares al resto de miembros de la sa a de gobierno de la Casa y sus 
subordinados  
 
De los tres jueces oficiales de la Casa la Contratación, contador, tesorero y factor, 
este último fue el único de los miembros de la salade gobierno de la institución que 
resultó indemne de la visita de Juan de Góngora. Como hemos visto, las cuentas del 
factor Luis del Alcázar estaban tomadas y ajustadas con regularidad, a diferencia de 
otras administraciones de la Casa. En las pesquisas de l  visita, solamente se le encontró 
un pequeño alcance en su contra en las cantidades de quintales de azogue que habían 
estado a su cargo desde que entrara a desempeñar el oficio en 1622 pero, como vimos 
con anterioridad, la responsabilidad de dicho alcance fue atribuida por el visitador al 
oficial mayor de la factoría, Martín Sánchez Terria, quien tenía en su custodia las llaves 
de las atarazanas donde se guardaba el azogue, y además vivía en ellas. Por esta 
cuestión, pero también por la menor relevancia del pu sto de factor, con respecto al 
tesorero y contador, y por no haber evidencias de otros posibles delitos en los que fuera 
beneficiario Luis del Alcázar, éste no fue condenado en la visita.  
No obstante, su oficial mayor sí resultó condenado en la sentencia pronunciada 
por la sala de la visita. Entre las acusaciones por las que fue condenado, estuvo el 
episodio del alcance de las cuentas del mercurio, que al ser provocado por una 
inundación de las atarazanas a causa de una crecida del río, la sala de la visita le 
condenó por no haber previsto que los cajones de azogue no se mojaran y quedaran 
inservibles. Al margen de esta mala administración o  los azogues que estaban a su 
cargo, Martín Sánchez Terria fue acusado y condenado por tratar y contratar con las 
Indias, pues quedó acreditado que había retirado distintas cantidades de azúcar de la 
aduana en 1642 y que había tenido ciertos tratos con el comprador de plata Juan de 
Olarte. Por estos cargos, el oficial mayor de la factoría fue condenado en 3.000 ducados 
de plata1158. Sin embargo, cuando fue pronunciada la sentencia, Martín Sánchez Terria 
había fallecido sin herederos, razón por la que esta condena nació destinada a no 
cobrarse1159.  
                                                
1158 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el oficial mayor de la factoría Martín Sánchez Terria 
pronunciada el 2 de marzo de 1654. 
1159 En 1650, el nuevo factor de la Casa, José Campero So revilla nombró como su oficial mayor a 




Los últimos miembros de la sala de gobierno de la Casa de la Contratación, el 
alguacil mayor y alcaide guarda mayor, pese a ser tenientes de altas magistraturas de la 
monarquía, no se libraron de condenas en la visita de Juan de Góngora. Como hemos 
analizado con anterioridad, la prerrogativa de voz y voto que tenían estos ministros en la 
sala de gobierno de la Casa hizo que llegar a ocupar estos cargos fuera un plato bastante 
apetitoso entre personas poderosas con intereses en l comercio, que no dudaron en 
seguir comerciando desde su nuevo puesto de oficial de la monarquía en la Casa. Esto 
ocurrió con distintas personas que desempeñaron el cargo de alguacil mayor, como 
fueron José de Flores y Salazar, Francisco de Valdés y Godoy, Juan Antonio de 
Andrade y el alcaide guarda mayor Juan de Córdoba Laso de la Vega. Con excepción de 
Flores y Salazar, que murió en 1643, el resto de oficiales fueron condenados por la 
visita de Juan de Góngora en las sentencias dictadas por la sala del Consejo en marzo de 
1654.  
El alguacil mayor Francisco de Valdés y Godoy, hermano del importante 
comprador de plata Bernardo de Valdés, fue condenado en 300 ducados de plata por 
haber beneficiado “por intereses particulares suyos” a distintas personas en casos de 
comisos de plata fuera de registro, contraviniendo las ordenanzas de la Casa. En el caso 
del alguacil mayor Juan Antonio de Andrade y del alcaide guarda mayor Juan de 
Córdoba Laso de la Vega, fueron condenados a restituir a la hacienda de la avería 475 
ducados respectivamente que habían librado de esta hacienda para luminarias atrasadas 
de ministros de la Casa1160. 
 
8.2.2. Las condenas de la visita a la sala de justicia  
 
Las catorce acusaciones generales resultantes de la visita de Juan de Góngora a la 
sala de justicia de la Casa de la Contratación fueron notificadas por el visitador a los 
oidores Rodrigo Serrano y Trillo, Francisco de Mansilla y Miguel Muñoz, el 16 de 
enero de 16471161. En los cargos generales que el visitador formuló contra la sala de 
justicia se vieron reflejadas aquellas cuestiones que, tras las informaciones secretas y la 
revisión de las ordenanzas y autos para su funcionamie to ordinario, y otros libros y 
papeles de la Audiencia, pusieron de manifiesto ciertas prácticas alejadas del buen 
                                                
1160 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencias contra Francisco de Valdés y Antonio de Andrade por su 
cargo de alguacil mayor de la Casa y contra Juan de Córdoba Laso de la Vega, alcaide guarda mayor de la
Casa pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
1161 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno de cargos y descargos número 13. Fol. 10R.  
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gobierno cometidas por los oidores y demás oficiales que operaban en la sala de justicia 
de la Casa. 
El incumplimiento de las ordenanzas y los autos dicta os por el anterior visitador 
para el funcionamiento de la sala de justicia quedó plasmado en las acusaciones. Como 
mostró la pesquisa de la visita, la orden dada por Francisco de Tejada y Mendoza en 
1618 para que los escribanos de la institución traslad ran al fiscal cada semana todos los 
pleitos que ante ellos hubieran pasado para que este pudiera tener noticia de los mismos 
para seguirlos y acabarlos no se cumplía. Juan de Góngora afirmó que los jueces 
letrados debían apremiar a los escribanos a hacerlo y castigarlos en caso de que no lo 
hicieran y, aunque el fiscal se había quejado, seguían sin hacerlo. La omisión también 
fue la acusación esgrimida por parte de Góngora a los jueces letrados por no hacer 
guardar el arancel de los escribanos que dejó establ cido Francisco de Tejada y 
Mendoza en su visita. Según el visitador, los oidores permitieron que los escribanos y 
otros oficiales de la sala de justicia llevaran más derechos de los que les correspondían. 
El incumplimiento de estos procedimientos refleja, por un lado, la omisión por parte de 
los jueces letrados de la Casa, pero también muestra la continuidad en las malas 
prácticas que redundaban en un perjuicio de la buena administración de la justicia en la 
Casa desde la anterior visita. En el propio cargo, Góngora afirmó que al tiempo de 
hacerse la visita había más de 60 pleitos pendientes y atrasados en los que el fiscal no 
había podido intervenir por no tener noticia de ellos. Asimismo, quedó de manifiesto la 
relación entre la denuncia del fiscal, y los cargos de la visita, pasando por la 
comprobación efectiva del visitador. 
La sala de justicia, que en ocasiones también intervenía en la entrega de los bienes 
de difuntos, no se salvó de recibir una acusación por malas prácticas en relación a esta 
administración. Contraviniendo las ordenanzas que ord naban entregar las partidas de 
bienes de difuntos a sus herederos o testamentarios sin que se retuviera cosa alguna para 
misas ni obras pías a distribución de los jueces, lo  oidores mandaron sacar para 
supuestas misas y obras pías diversas cantidades en todas las partidas que se habían 
mandado entregar por la sala de justicia.  
El estado de la hacienda de penas de cámara y gastos de justicia también se vio 
reflejado en las acusaciones contra la sala de justicia. Las omisiones encontradas por el 
visitador en la revisión del libro de esta hacienda mostraron que las condenaciones en 
revista que se debían anotar en este libro cuando se dictaba la sentencia, no se hacían 
sino después de cobradas. Existía un desorden entrelas sentencias dictadas y las 
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cantidades cobradas, por lo que se infiere que se habían dejado de cobrar distintas 
condenas. Asimismo, quedó demostrado que, por orden de los oidores, las penas de 
cámara y gastos de justicia entraban en poder del oficial mayor de la tesorería, en lugar 
del receptor de esta caja. 
Las condenas de la sala por proveídos, como asunto que destacó en la 
investigación de Juan de Góngora sobre la sala de justicia, también tuvieron su 
continuación en los cargos. El visitador acusó a los jueces letrados de abusar del uso de 
los proveídos, descendiendo el número de sentencias definitivas y perjudicando de esta 
manera la caja de penas de cámara y gastos de justicia. Además, la revisión que hizo 
Góngora al libro donde se anotaban las condenas por proveídos y la nula existencia de 
la data, y por ende de su distribución, llevó al visitador a acusar a los jueces letrados de 
quedarse con parte de esta bolsa1162. 
La no aplicación de las penas de comisos a la cámara del rey por entero quedó 
demostrada en la visita, y los jueces letrados fueron acusados por el visitador por este 
hecho. Debido a que habían dividido los montantes de las penas de comisos entre gastos 
de justicia y la cámara, el visitador formuló esta acusación bajo la sospecha de que lo 
habían hecho con fines particulares para aprovecharse de lo que entraba en gastos de 
justicia. Asimismo, que los jueces letrados hubieran conocido en segunda instancia en 
penas de comisos, contraviniendo las ordenanzas de la Casa y perjudicando el derecho 
de las partes a la apelación, fue otra de las acusaciones resultantes contra la sala1163. 
Para la presentación de los descargos, los tres oidores dieron su poder a Antonio 
Clemente Natera, procurador de la Casa, quien comenzó la defensa de los cargos 
generales de la sala de justicia el 1 de febrero de 16471164. Su estrategia defensiva partió 
de la afirmación de que no procedían los cargos, pero, como veremos no negó casi 
ninguno de ellos. En relación al incumplimiento de los autos dados por Francisco de 
Tejada y Mendoza para el seguimiento de las causas por los fiscales y para el arancel de 
los escribanos, el procurador repartió las culpas al fiscal y a los escribanos 
                                                
1162 Porque con la comprobación de lo que había recibido el alcaide de la cárcel para los pobres, el 
visitador advirtió de que no llegaba a 100 reales desde que se estaba tomando la visita, habiendo entrado 
en la dicha hacienda en el mismo tiempo 4.780 reales. 
1163 Siendo estas prácticas que acabamos de relatar las más graves, hubo otras acusaciones de menor 
importancia. Tales como no nombrar abogado de pobres cuando fuera necesario, habiendo nada más que 
un procurador de pobres, que era Bartolomé de Celada; no guardar silencio en los estrados en las horas de 
audiencia, donde no podía hablar ningún juez más que el que presidía la sala; no cuidar que el piloto 
mayor enseñara en su cátedra; o haber mandado prender a algunos maestres por negligencias en las visitas 
de vuelta de viaje, en contra de lo que estaba mandado acerca de que las fianzas que daban los maestres 
antes de hacer el viaje respondieran por ellos.  
1164 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno de cargos y descargos número 13. Fol. 15R.  
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respectivamente, insistiendo con expresiones como “no es deber de la sala”, en que sus 
defendidos no debían apremiar a los escribanos ni a dar las causas al fiscal ni a que 
guardaran los aranceles. Sobre los bienes de difuntos que se habían tratado en la sala de 
justicia, sacó a relucir que “era costumbre antiquísima” el separar algunas cantidades 
para misas y obras pías. 
Natera contradijo las acusaciones del visitador en relación al desorden encontrado 
en las penas de cámara y gastos de justicia, pues def ndió que sí había libro en el que se 
anotaban aquellas, que estaba a cargo de la contaduría de la Casa y no de la sala de 
justicia, y que si las cantidades procedentes de las sentencias definitivas habían entrado 
en poder del oficial mayor de la tesorería en lugar del receptor fue porque los ministros 
que tenían sus salarios allí consignados los cobraran con más rapidez. La misma 
estrategia utilizó para defender que en las causas de comisos se aplicara parte de la 
condena a la bolsa de penas de cámara y gastos de ju ticia. Es decir, justificaba unas 
malas prácticas con frases como “viene a ser ninguna la culpa y buena la costumbre”, 
pero de facto estaba reconociendo la veracidad de los cargos. Sin embargo, en relación a 
que la sala se hubiera pronunciado en segunda instancia en las causas de comisos, la 
defensa afirmó que era “incierto e inverosímil y como tal se niega el cargo”.  
Los proveídos de justicia, caballo de batalla de la inspección a la sala de justicia, 
fue la defensa más difícil que tuvo que acometer Clmente Natera. No negaba la mayor 
del cargo, pero justificaba que se habían hecho en pleitos de “poca sustancia” y que no 
había derecho ni ordenanza que lo prohibiera, aludiendo a que esta misma práctica y su 
gasto en los acuerdos de la sala, pobres de la cárcel, limosnas y obras pías se hacía en 
otros tribunales de Castilla desde “costumbre inmemorial”. Sin embargo, sí defendió 
que los jueces letrados se hubieran quedado con parte de los proveídos con la alegación 
de “no estar probado”.  
En cuanto al resto de acusaciones, como la de prender a los maestres sin atender a 
que habían dado fianzas pecuniarias con las de responder a las faltas de las visitas de 
vuelta de viaje, volvió a utilizar la expresión de que era “estilo y costumbre ordinaria”. 
Con respecto a la no existencia en la sala de un abogado de pobres, o la responsabilidad 
de la sala en vigilar el cumplimiento de las enseñanzas en la cátedra del piloto mayor, 
descargaba la culpa en los presidentes de la Casa. Finalmente, negó que no se guardara 
el silencio en la sala, como acusó el visitador. 
La determinación en sala de la visita del Consejo d In ias, por vía de sentencia 
de los cargos generales contra los jueces letrados fue pronunciada el 2 de marzo de 1654 
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y los consejeros de la sala confirmaron la totalidad e las acusaciones sacadas por el 
visitador1165. Mandaron reprender a la sala a fin de que se guardara el auto y el arancel 
dados por Francisco de Tejada y Mendoza; que hubiera libro de penas de cámara y 
gastos de justicia en la sala en el que se escribieran las condenaciones hechas en grado 
de revista; que los proveídos entraran en poder del rec ptor de penas de cámara y se le 
tomaran cuentas; que se guardara las ordenanza en los casos comisos, no pudiendo 
aplicar parte a las penas de cámara, ni entender en segunda instancia si había 
apelaciones. El resto de acusaciones recibieron la reprehensión “que se guarden las 
ordenanzas”. Sin descartarlo, y apremiando a que se guardaran las ordenanzas, 
solamente remitieron un cargo de los generales a lo particulares de los oidores, como 
fue la acusación en relación a las cantidades apartadas para misas, limosnas y obras pías 
de los bienes de difuntos que venían de Indias.  
 
Las condenas particulares a los oidores de la Casa de la Contratación 
 
Los jueces letrados de la institución recibieron las mismas acusaciones generales a 
título particular, más algunas relacionadas específicamente con cuestiones propias de su 
proceder en los oficios o con conductas relacionadas con la moral. De todas ellas solo 
señalaremos aquellas cuestiones que vinieron a sumar cargos particulares a cada oidor, 
más allá de los generales que acabamos de citar. Asimismo, aunque se puede inferir que 
los cargos generales implicaban a todos los oidores de la institución durante el tiempo 
que comprendió la visita, solamente recibieron cargos Gregorio González de 
Contreras1166, Miguel Muñoz, Rodrigo Serrano y Trillo1167 y Francisco de Mansilla1168, 
siendo finalmente condenados solamente los tres primeros,1169 al ser acusados de apartar 
cantidades de bienes de difuntos para misas, obras pías y limosnas. Esta acusación le 
costó a los tres oidores una condena mancomunada de restitución de 5.000 pesos al arca 
de bienes de difuntos. Además, a título personal, Miguel Muñoz y Rodrigo Serrano 
fueron condenados en 200 ducados de plata por esta azón. 
                                                
1165 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el prsidente y jueces letrados de la Casa pronunciada el 
2 de marzo de 1654.  
1166 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno de cargos y descargos número 14. 
1167 Los cuadernos de cargos y descargos de Miguel Muñoz y Rodrigo Serrano y Trillo no se encuentran 
entre los legajos de la visita.  
1168 AGI, Escribanía, 1144A. Cuaderno de cargos y descargos número 18. 
1169 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencias contra los jueces letrados Miguel Muñoz, Gregorio González 
de Contreras y Rodrigo Serrano y Trillo pronunciadas el 2 de marzo de 1654.  
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En la sentencia de Rodrigo Serrano y Miguel Muñoz quedó reconocida la 
parcialidad de los oidores con el procurador Bartolomé de Celada, si bien Miguel 
Muñoz quedó absuelto de la acusación que le hizo el visitador por haber comerciado 
con Indias junto a Celada o en otras compañías por resultar no probada. Pero la 
parcialidad sí revistió una condena de 100 ducados de plata a Miguel Muñoz por haber 
beneficiado a la parte del defraudador en un pleito de comisos.  
Los aspectos relacionados con la vida privada de los oidores que salieron a la luz 
en la pesquisa de la visita, quedaron demostrados en los jueces letrados Miguel Muñoz 
y Rodrigo Serrano. Ambos fueron acusados de mantener u a actitud de ociosidad 
pública por ir a ver comedias en el corral de la Montería, asunto que les valió una 
condena de 100 ducados de plata para el primero y una condena de 145 ducados de plata 
al segundo porque acudía a las comedias con una mujer casada con la que al parecer 
estaba amancebado. Sin embargo, aun recibiendo una mayor pena a causa de la 
antedicha circunstancia, fue absuelto por no quedar probadas las acusaciones de estar 
amancebado.  
Por último, Miguel Muñoz y Rodrigo Serrano fueron condenados por haber 
cometido ciertos delitos en comisiones que tuvieron a su cargo. Miguel Muñoz fue 
condenado en 300 ducados por haber permitido que se sacaran diversas cantidades del 
arca de bienes de difuntos, que pertenecían a un pleito que había pendiente de un 
difunto sin testamento, y que fueron utilizadas para l  compra de juros que mandó hacer 
el rey a los ministros de la Casa en 1640. Rodrigo Serrano fue condenado en 100 
ducados por la comisión del reconocimiento del vellón al tiempo de la pragmática de 
bajada de la moneda en 1642, y en 100 ducados más por haber cobrado ayuda de costa 
en un viaje a Sanlúcar cuando fue fiscal. Por último, Gregorio González de Contreras 
fue condenado en 100 ducados de plata por una acusación similar del tiempo que fue 
fiscal.  
En suma, los tres oidores de la Casa que fueron condenados en sentencia firme en 
la visita de Juan de Góngora recibieron penas no muy elevadas, siendo Miguel Muñoz 
el peor parado con 700 ducados de plata, seguido por Rodrigo Serrano con 545 ducados 
de plata y por Gregorio González de Contreras con 100 ducados de plata. Además, los 
tres debían restituir 5.000 pesos al arca de bienes de difuntos por haberse excedido en su 
administración. Es necesario señalar que, cuando fue pronunciada la sentencia, ninguno 
de los jueces letrados que fueron condenados por la visit  ejercía como oidor en la 
Audiencia de la Casa. En 1654, Miguel Muñoz fue promovido a oidor en la Chancillería 
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de Granada, entrando en su lugar el licenciado Bernabé Otálora Guevara1170, y acabó 
sus días siendo consejero de Indias1171. Rodrigo Serrano y Trillo, fue nombrado oidor en 
la Chancillería de Granada en 16471172, y Gregorio González de Contreras, fue 
nombrado consejero de Indias en 1651 y en 1655 consejero de Castilla1173. Como 
veremos más adelante, no tenemos constancia de que ninguno de los jueces letrados 
abonara sus condenas, pero como hemos referido, las sentencias de la visita de Juan de 
Góngora no les privaron de continuar en nuevos emplos en los tribunales del rey y en 
su cercanía en los Consejos de la polisinodia.  
 
Las condenas a los procuradores y al relator de la sala de justicia 
 
Las acusaciones del visitador a los procuradores de la Casa fueron muy distintas 
entre sí. Antonio Clemente Natera no recibió ninguna acusación, por lo que quedó 
indemne de la visita. Este asunto puede estar detrás de su elección por parte de los 
jueces oficiales y letrados para que redactara la defensa de los cargos generales de las 
sala de gobierno y de la sala de justicia. Manuel de Robles fue acusado por defectos de 
forma en su trabajo como procurador. Estos defectos de forma se debieron a la 
presentación de peticiones en la sala para acusar de rebeldía, pedir publicación y 
conclusión de ciertos pleitos sin ir firmados por un abogado que respaldara las 
alegaciones de las partes1174. Sin embargo, en la sentencia contra el procurador, 
pronunciada por la sala de la visita del Consejo el 2 de marzo de 1654, no fue 
condenado por esta acusación, solo reprehendido a que guardara las ordenanzas1175. 
Por su parte Bartolomé de Celada fue acusado también por el mismo asunto que 
su compañero Manuel de Robles y por otros defectos en las peticiones que presentaba 
en la sala de justicia. No obstante, sus principales cusaciones estuvieron relacionadas 
con su desempeño como receptor de los proveídos de la sala de justicia: en el libro que 
se mandó hacer desde el Consejo en 1641 donde debía constar cómo se distribuían las 
                                                
1170 AGI, Indiferente, 506. L. 6. Fol. 90V-94V. Título de juez letrado de la Casa de la Contratación para el 
licenciado don Bernabé Otalora Guevara, en lugar y por promoción del licenciado Miguel Muñoz a plaza 
de oidor de la Chancillería de Granada. Madrid, 9 de octubre de 1654. 
1171 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 346. 
1172 Ibidem. p. 368. 
1173 Ibidem. p. 344.  
1174 AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno de cargos y descargos número 40.  
1175 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia al procurador de la Casa Manuel de Robles pronunciada el 2 de 
marzo de 1654.  
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cantidades de los proveídos no había ninguna partida en la que constara qué jueces 
habían dictado aquellas multas y, además, no constaba la data. Por ende, quedó 
acreditado el desfalco que había existido en la distribución de aquellas cantidades. 
Asimismo, los intereses de Bartolomé de Celada en el comercio indiano que salieron a 
la luz en la instrucción de la visita también constituyeron una acusación contra el 
procurador por haber ejerciendo como prestamista1176. En su sentencia, pronunciada el 
mismo día que la de su compañero Manuel de Robles, quedó absuelto de este cargo y 
fue condenado en 50 ducados de plata por los defectos de forma en sus peticiones a la 
sala como procurador y en 100 ducados de plata por su ejercicio como receptor de los 
proveídos, donde quedaron patentes tanto el desorden generalizado en la contabilidad de 
esta hacienda que estaba a su cargo, como diversos de falcos1177.  
Por último, entre los oficiales de la sala de justicia hacia los que resultaron 
acusaciones en la visita estuvo el relator Francisco de Brito1178. Su papel como 
escribano del tribunal, por el que debía cobrar como estaba dispuesto en el arancel de 
los relatores, tan solamente tres maravedíes por hoja de cada parte en la vista de los 
pleitos y en revista dos maravedíes, debiendo asentr los derechos que cobraba en los 
procesos, no se hacía según lo dispuesto, pues no ase tó en los pleitos los derechos que 
percibía excediéndose en ellos considerablemente. Por esta acusación fue condenado en 
su sentencia pronunciada en marzo de 1654 en 100 ducados de plata1179. El relator 
Francisco de Brito fue promocionado en 1651 a la plaza de fiscal de la Audiencia de 
Santiago de Chile, entrando en su lugar como relator de la Casa Luis Sixto de Brito1180. 
En suma, las sentencias contra los procuradores y el relator de la sala de justicia 
de la Casa de la Contratación reflejan varías cuestiones a destacar. En primer lugar, en 
el caso del procurador Bartolomé de Celada, la relación entre las denuncias que salieron 
a la luz en la pesquisa secreta, los cargos efectivos y las sentencias, pues finalmente fue 
el único procurador condenado en 150 ducados. Por otr  lado, la denuncia de que los 
escribanos de la Casa no respetaban el arancel, y que constituyó una acusación general a 
                                                
1176 AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno de cargos y descargos número 38. 
1177 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el procurador de la Casa Bartolomé de Celada 
pronunciada el 2 de marzo de 1654. 
1178 AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno de cargos y descargos número 19.  
1179 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia al relator de la Casa Francisco de Brito pronunciada el 2 de 
marzo de 1654.  
1180 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 82R-84V. Título de relator de la Casa de la Contratación para Luis 
Sixto de Brito, en lugar del licenciado Francisco de Brito. Madrid, 16 de junio de 1651. Pese a la 
coincidencia en el apellido, no había parentesco entre ambos relatores, pues cuando se pronunció la 
sentencia, Francisco de Brito había fallecido sin herederos, razón por la que no hizo frente a su condena. 
En: AGI, Contaduría, 230. 
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la sala de justicia por no apremiar a estos oficiales para que lo guardaran, también 
alcanzó al relator, quien fue condenado en 100 ducados de plata.  
 




Como hemos visto con anterioridad, Alonso Hurtado, fiscal de la Casa de la 
Contratación, fue un arduo colaborador con el visitador, y en las pesquisas de la visita 
quedó acreditado, además de su colaboración en la ispección para sacar a la luz 
muchas prácticas corruptas de los oidores de la sala de justicia, su ánimo denunciador al 
Consejo de Indias para expresar defectos y/o abusos de los oficiales de la Casa en sus 
oficios. Sea por estas cuestiones, o porque no fue bjeto de las pesquisas principales de 
Juan de Góngora, el fiscal de la Casa salió indemne de las acusaciones de la visita y por 
ende no fue objeto de sentencia.  
No ocurrió lo mismo con su colaborador, el agente fiscal Rodrigo Pardo de 
Moscoso, pues fue el único oficial de la Casa cuya sentencia fue pronunciada por el 
Consejo de Indias con anterioridad a que se terminaa la visita, el 14 de julio de 1646. 
Sus procedimientos, que hemos analizado con anterioridad, le costaron una condena 
pecuniaria de 200 ducados y la privación del oficio de agente fiscal por haber cometido 
graves cohechos y extorsiones a las partes que pleit aban en la sala de justicia. 
 
Los visitadores de navíos 
 
Tras la visita de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación, las pesquisas del 
visitador sobre el desempeño del oficio de los visitadores de navíos de la institución 
levantaron algunas sospechas acerca de prácticas cercanas a la corrupción1181. Las 
sentencias que dictó la sala de la visita del Consej  en marzo de 1654 a los tres 
visitadores de navíos de la Casa1182 demuestran que no ejercían sus oficios con arreglo a 
las ordenanzas, o directamente no los ejercían, como fue el caso de Juan de Peralta. La 
                                                
1181 Sobre la labor de estos oficiales y las consecuencias de la visita de Juan de Góngora a los mismos ya 
adelantamos algunas cuestiones en: Heredia López, «Las naos muy cargadas y los registros muy cortos: 
una aproximación a las comisiones para tomar visitas a los galeones de la Carrera de Indias a mediados 
del siglo XVII» 
1182 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencias contra Juande Peralta, Juan Maldonado y Rodrigo de Vargas 
Machuca pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
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visita sacó a la luz que este visitador de navíos no ejercía su oficio de vigilar lo que se 
cargaba en las flotas pero sí que percibía su salario, por lo que fue privado de su oficio, 
aunque se le mantuvo la facultad de nombrar teniente. Por tanto, aunque quedó 
imposibilitado para ejercer por sí mismo el oficio, al tratarse de un bien 
patrimonializado, podía seguir nombrando a una persona que lo ejerciera y teniendo el 
control del mismo. 
 En relación a Rodrigo de Vargas Machuca y Juan Maldonado, compartieron 
acusaciones que se pueden resumir en: haber cobrado más cantidad de las que debían a 
los dueños de los navíos con el subsiguiente perjuicio en los registros de ida, lo cual nos 
podría dar lugar a pensar en algún tipo de cohecho, por no “estar muy atentos” al 
tonelaje que se cargaba en las flotas; hacer repartimien os de impuestos entre los dueños 
de los navíos cuando debían pagar por tonelaje, repartiéndoles la cantidad que les 
parecía sin tener orden para ello y sin quedar reflejado en los autos de los despachos; y, 
por último, recibir en cuenta los gastos que hicieron con su persona, casa y criados 
yendo y viniendo de Sevilla a Sanlúcar para ejercer sus oficios, vulnerando de esta 
manera las ordenanzas de la Casa. Las condenas a esto  d litos fueron muy exiguas, 100 
ducados de plata doble a cada uno, y algunas reprension s y prohibiciones sobre las 
prácticas que habían realizado fuera de normas en sus oficios. Este es un asunto clave 
que incide directamente sobre el fraude. Dicho con otras palabras, estos oficiales debían 
obtener una alta rentabilidad del fraude y, por ende, que su negligente uso del oficio se 
viera reflejado en unas condenas tan exiguas y en unas reprensiones, no debió frenarles 
para seguir cometiendo los abusos descritos.  
Aun siendo benignas estas condenas, era evidente que estos oficiales no 
desempeñaban sus oficios con arreglo a las ordenanzas de la Casa, pues su labor no se 
ejercía con el rigor necesario para controlar las flotas antes de la partida y verificar que 
no superaran el tonelaje marcado, y por tanto, que fueran más cargadas de lo que 
reflejaban los registros. Es más que probable que los cargadores pudieran haber contado 
con el beneplácito de estos oficiales reales a la hor  de cargar y aprestar las flotas.  
 
8.2.4. Las condenas a los oficiales de la avería  
 
Las condenas generales a la contaduría de averías y l s condenas particulares a los 




Los contadores de cuentas de la contaduría de averías de la Casa de la 
Contratación también recibieron ocho acusaciones generales tocantes al funcionamiento 
general de su tribunal. El 18 de enero de 1647, el visitador notificó aquellas acusaciones 
generales a Bartolomé Rodríguez de Melo, Alonso de Villacorta Meléndez, Carlos de 
Cuellar y Juan Correa de la Peña, contadores de cuentas de avería en aquellos 
momentos, y en su totalidad se fundamentaron en incumplimientos de las instrucciones 
y ordenanzas de la contaduría de averías1183.  
Los contadores fueron acusados de no haber cumplido con los horarios que les 
marcaban las ordenanzas, pues se demostró que no habían asistido en la contaduría de 
avería los martes y sábados por las tardes. En relación  su labor como fiscalizadores de 
los oficiales de la avería que manejaban los caudales de esta hacienda, fueron acusados 
de no haber tomado tanteos de cuentas del receptor y agador de la avería cuando estaba 
dispuesto que un mes después de idas las flotas y dos meses después de llegadas se 
tomara tanteo de las cuentas a dichos oficiales. Con respecto a la rendición de cuentas 
del trabajo de la contaduría de averías, los contadres fueron acusados de no haber 
remitido cada cuatro meses el estado de las cuentas al presidente y jueces oficiales y de 
no haber enviado las cuentas originales al Consejo d spués haberlas fenecido en la 
contaduría. Sobre cómo fenecían las cuentas, el visitador acusó a los contadores de 
haber pasado en las cuentas de las administraciones de la Casa algunas cantidades por 
faltas y mermas sin tener justificación ni recados suficientes y sin tener orden del 
Consejo para hacerlo, dando lugar a que el receptor y pagador de la avería y otras 
personas que presentaban sus cuentas en la contaduría de avería, intentaran que muchas 
cantidades gastadas sin justificar se les dieran por buenas por este método.  
Los alcances a los tesoreros de la Casa por su gestión n la hacienda de bienes de 
difuntos, cuyas cuentas debían ser tomadas por los contadores de avería cada año, 
también tuvieron consecuencias en los cargos general s de la visita a la contaduría de 
averías. El visitador les acusó de no haber tomado cuentas cada año al tesorero de la 
Casa por los bienes de difuntos. Asimismo, también estaban sin tomar las cuentas de 
bienes de difuntos del tiempo de Andrés de Munibe qu , ajustadas por la visita, 
revelaron que el tesorero había dispuesto de cantidades de estos bienes de difuntos por 
los que fue condenado a su restitución. También fueron acusados de nombrar personas 
para que en su nombre ordenaran las cuentas, y estas personas les cobraban a las partes, 
                                                
1183 AGI, Escribanía, 1144B. Cuaderno. 20.  
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cuando estaba dispuesto que fueran los contadores qui nes ordenaran las cuentas 
cuando eran presentadas en la contaduría de averías po  las partes. Por último, fueron 
acusados de que, sin fenecer unas cuentas, comenzaban otras, acumulándose el trabajo y 
alargando el tiempo en acabar el fenecimiento de las cuentas, razón por la que este 
tribunal se caracterizó por la lentitud en sus trabajos de censura y control de las cuentas 
de las administraciones de la Casa.  
Los descargos de los contadores de avería fueron presentados ante el visitador el 9 
de marzo de 1647 por el procurador Bartolomé de Celada, quien con poder de los 
contadores, defendió que aquellos cargos no procedían y que los contadores de avería 
debían ser absueltos. No obstante, fue una difícil tarea para el procurador desmontar 
aquellas cuestiones en las que se fundamentaban las cusaciones cuando, como hemos 
visto con anterioridad, la mayoría de ellas habían sido denunciadas por la declaración 
del contador mayor superintendente Bartolomé Rodríguez de Melo, así como por las 
certificaciones presentadas por los contadores de avería. La sentencia de los cargos 
generales de la contaduría de averías fue pronunciada por la sala de la visita del Consejo 
de Indias el 2 de marzo de 1654, y en ella se confirmaron todas las acusaciones 
generales sacadas por el visitador y se instó a los contadores a que guardaran las 
ordenanzas1184.  
Las acusaciones generales que acabamos de citar que resultaron contra el tribunal 
de la contaduría de averías de la Casa, fueron remitidas como culpas particulares a los 
contadores de cuentas que desempeñaban su labor en la Casa. En la sentencia 
pronunciada por la sala de la visita quedaron confirmadas aquellas acusaciones que 
hemos analizado más arriba, pero dirigidas en esta ocasión a quienes ocuparon las 
plazas de contadores de avería en la Casa durante los años de la visita: el contador 
mayor superintendente Bartolomé Rodríguez de Melo, y los contadores Alonso de 
Villacorta Meléndez, Juan Correa de la Peña, Carlos de Cuellar y Damián Monterroso 
Velázquez1185, cuya condena pecuniaria fue de 100 ducados de plata ra cada 
oficial1186. Como veremos más adelante, los contadores de cuentas de la avería pagaron 
                                                
1184 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra la contaduría de averías de la Casa pronunciada el 2 de 
marzo de 1654.  
1185 Debemos recordar que, a excepción de Alonso de Villacorta Meléndez, quien fue nombrado por el rey 
contador de avería en 1636 tras la muerte de Simón Báez Enríquez sin que hayamos podido evidenciar 
rastro venal, el resto de contadores de avería que fueron condenados por la visita de Juan de Góngora 
habían accedido a sus empleos mediante el mérito del dinero.  
1186 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra los cntadores de averías Bartolomé Rodríguez de 
Melo, Juan Corea de la Peña, Carlos de Cuellar, Damián de Monterroso y Alonso de Villacorta 
pronunciada el 2 de marzo de 1654. La sentencia no vino sino a refrendar las acusaciones generales que 
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sus condenas íntegramente a los pocos meses de ser pronunciada la sentencia de la 
visita.  
 
Las condenas particulares al receptor y pagador de la avería 
 
Entre los oficiales de la avería, receptor, pagador y contador-diputado, hemos 
dejado al margen del análisis de la condena a éste último pues, Mateo de la Parra fue 
nombrado en este puesto por el Consulado, y la propia visita comprendió su condena 
como una de las pertenecientes a los oficiales del órgano mercantil. Asimismo, debido a 
que el receptor y el pagador de la avería eran los oficiales que manejaban la práctica 
totalidad de los caudales de esta hacienda, las condenas de mayor rigor que resultaron 
de la visita contra la administración de la avería n la Casa de la Contratación fueron 
contra estos oficiales.  
La sentencia de la visita al receptor de la avería, Pedro de Camino, tuvo dos 
partes, o mejor dicho, fueron dos sentencias: una primera sentencia en 1654 en la que 
fueron sentenciados ocho cargos de los 16 por los que fue acusado, y una segunda 
sentencia en 1658 por el resto de acusaciones. La razón de esta peculiaridad con 
respecto al resto de condenas de la visita fue que en ocho acusaciones fueron incluidas 
las culpas resultantes de las cuentas del tiempo que su padre, Juan Alonso de Camino, 
su antecesor en el oficio, fue receptor de la averí. En efecto, Pedro de Camino alegó en 
1645, como una razón que le llevaba a hacer dejación de su oficio de receptor de la 
avería, que tenía que presentar las cuentas de este d recho del tiempo que su padre 
ejerció el oficio y del tiempo que él llevaba en el mismo. Aquellas cuentas que no 
habían sido presentadas hasta la visita, fueron revisadas por el visitador y quedaron 
acumuladas a las acusaciones contra Pedro de Camino que, por tanto, tuvieron un 
carácter retroactivo al incluir prácticas que constituían delitos contra la hacienda de la 
avería desde que su padre, Juan Alonso de Camino, había ejercido el oficio. 
Pues bien, como hemos referido con anterioridad, el visitador notificó 16 
acusaciones a Pedro de Camino, pero en la pronunciación de la primera sentencia en 
1654 solo fueron sentenciadas ocho acusaciones resultantes de la visita contra el 
receptor. En aquellos cargos, Pedro de Camino fue ac sado de no tener una custodia 
adecuada del dinero de la avería, pues como quedó acredit do en la visita, tenía los 
                                                                                                                                    
hemos visto más arriba en cada caso particular, por ello hemos evitado repetir los cargos a cada uno de 
los contadores de averías que resultaron condenados por la visita de Juan de Góngora.  
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caudales en poder de los compradores de plata, desde on e los distribuía con libranzas 
suyas. Solo introducía en el arca de tres llaves de la avería, cuyas llaves tenía en 
solitario, aquellas partidas menudas que cobraba al contado. Asimismo fue acusado de 
no tener un libro principal en el que reflejara lo que cobraba y distribuía, pues a la visita 
solo presentó el libro con la cuenta que tenía con los compradores de plata, asunto que 
refleja el poder que tenían estos mercaderes del meta argentífero en la distribución de la 
avería.  
Asimismo, como hemos visto con anterioridad, en las pe quisas del visitador 
sobre las cuentas de averías de las armadas y flotas de 1643 resultó un importante 
alcance contra el receptor, motivo que hizo que Juan de Góngora lo acusara por el 
mismo y por haber hecho uso de los caudales de la avería para pagar a las personas que 
tenían situadas sus rentas sobre distintos incrementos de la avería que eran gestionados 
por el Consulado y por él mismo como receptor de estas rentas. Otras acusaciones 
fueron por recibir cantidades procedentes de la avería sin que el contador diputado le 
tomara la razón; por haber puesto en data cantidades sin justificación suficiente, o por 
haber pagado 60.000 maravedíes de plata al año, sin tener autorización del rey, a una 
persona que bajo sus órdenes se encontraba en Cádiz para cobrar la avería en aquella 
ciudad. Pero la condena más grave fue la de haber cont atado con las Indias siendo 
receptor de la avería y haber traído mercancías de América sin registro y sin pagar 
avería, además de tener parte en los tratos de su hrmano, el cónsul del comercio Juan 
Alonso de Camino, y haber hecho otras granjerías aprovechándose del desempeño de su 
oficio. Por estas acusaciones fue condenado en 14.800 ducados de plata y en una 
suspensión de su oficio de receptor por ocho años1187.  
Pero en aquella primera sentencia pronunciada contra Pedro de Camino faltaban 
ocho acusaciones por determinar que la sala de la visit , en 5 de febrero de 1655, en 
atención a los descargos presentados por Pedro de Camino, y por incluir acusaciones 
que se remontaban al tiempo que ejerció el oficio de receptor Juan Alonso de Camino, 
decidió separar para que fueran vistas en juicio abierto. Se trataba de acusaciones tanto 
a Juan Alonso de Camino como a Pedro de Camino por haber cobrado desde 1618 hasta 
1643 el salario duplicado, pues en las cuentas que entregaron se evidenció que 
percibieron por año 2.000 ducados en concepto de salario, cuando solo podían llevar 
1.000 ducados, lo que hacía un montante de 52.000 ducados; de haber cobrado ayudas 
                                                
1187 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia pronunciada por la sala de la visita contra Pedro de Camino el 
2 de marzo de 1654.  
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de costa indebidamente; de haber incluido como gastos menudos cantidades importantes 
sin tener orden para ello; de haber pagado a los contad res-diputados de avería distintas 
cantidades en concepto de ayuda de costa sin poder hac lo y de haber puesto en data 
cantidades elevadas sin recados ni justificación suficiente. De estos cargos se dio 
traslado al fiscal del Consejo de Indias y a Pedro de Camino para que en juicio abierto 
alegaran su derecho1188. Sin embargo, pese a tener Pedro de Camino una oportunidad 
más para alegar por aquellos ocho cargos, la detallada sentencia pronunciada por la sala 
de visita el 5 de noviembre de 1658, acabó condenando l receptor de la avería a varias 
restituciones que montaron 51.739 ducados de plata or los abusos cometidos en la 
gestión de la avería1189.  
Con respecto al pagador de armadas, las acusaciones de la visita por la labor en 
este oficio se remontaron al desempeño de Simón de Gaviola, quien ejerció el oficio 
entre 1615 y 1637, y a su teniente Sebastián de Greña, quien lo ejerció desde 1637 en 
adelante. Como hemos visto, Simón de Gaviola murió en 1646, y esta fue la razón por 
la que sus acusaciones fueron separadas del resto para que, el fiscal del Consejo, si lo 
estimaba oportuno, pidiera responsabilidades a sus herederos. Los cargos contra 
Gaviola se fundamentaron en haber cobrado salarios duplicados por los asientos de 
avería, además de los 600 ducados de salario que tenía; por haber hecho libranzas sin 
justificación; por no haber dado las cuentas de algunos asientos de avería, o por yerros, 
faltas, mermas y gastos de conducciones en las cuentas de otros asientos, sin justificar y 
por haber puesto en data en sus cuentas importantes cantidades sin justificar su 
distribución desde 1618 hasta 1637 que dejó el oficio1190. Los gastos injustificados en 
los asientos de avería desde 1618 fueron una constante que se aprecia en las acusaciones 
del pagador Simón de Gaviola.  
Por su parte, Sebastián de Greña fue acusado por el visitador por las mismas 
cuestiones que su antecesor en el puesto de pagador, es decir, por haber cobrado salarios 
duplicados; por no haber entregado sus cuentas a tiempo o por haberlas entregado con 
cantidades en data sin justificar. Pero además, fue ac sado por haber trocado vellón a 
plata antes de la bajada de la moneda en 1642 sin tener autorización para ello e 
introduciendo en el cambio una importante cantidad suya propia como si fuera de la 
                                                
1188 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Auto para notificar a Pedro de Camino los ocho cargos para que se sigan 
en juicio abierto.  
1189 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el receptor de la avería Pedro de Camino pronunciada el 
5 de noviembre de 1658.  
1190 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 119. Fol. 8V-11V.  
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pagaduría. Por estos cargos fue condenado en 3.500 ducados de plata y en restituciones 
de 45.472 ducados de plata1191.  
 
Las condenas a otros oficiales de la avería y de las armadas de la Carrera de Indias 
 
Ya reflexionamos en otro estudio sobre las consecuencias que tuvo la visita sobre 
tres oficios clave en la provisión de las armadas de la Carrera de Indias, como fueron el 
proveedor general, el veedor general y el contador de la armada1192. Estos tres empleos, 
vendidos a perpetuidad en las décadas antecedentes a la visita de Juan de Góngora a la 
Casa de la Contratación, fueron la puerta de entrada en la administración de la armada 
de la Carrera a personajes con intereses en el abastecimiento de las formaciones navales 
que provocaron el encarecimiento de los despachos. En aquel trabajo pusimos en 
evidencia cómo los hermanos Alonso y Juan de Tapia Vargas, que ejercieron como 
veedor y teniente de veedor de la armada, consiguieron ser partícipes en los contratos de 
abastecimiento de vino y vinagre con el beneplácito del proveedor Alonso Ortega, y 
cómo obtuvieron un aprovechamiento ilícito fruto del sempeño del oficio.  
Alonso Ortega fue condenado tras la visita en 6.200 ducados de plata y seis años 
de privación del oficio y los hermanos Alonso y Juan de Tapia Vargas, después de 
quedar acreditado que durante años habían intervenido en las compras de bastimentos 
que corrían por la proveeduría, además de haber tratado y contratado con las Indias, 
fueron condenados en 2.000 ducados de plata más privación del oficio de veedor por 
cuatro años el primero, y 26.200 ducados el segundo, y privación perpetua de ejercer el 
oficio de veedor. La condena mayor del que fuera teniente se debe a que ejerció el 
oficio durante más tiempo en calidad de teniente de su hermano1193. Por su parte, el 
contador propietario de la armada, Bartolomé de Arrieta Mascarua y su hijo Antonio de 
Arrieta Mascarúa, quien ejercía el oficio por nombramiento de su propietario, no fueron 
condenados en la visita y lograron mantener el oficio de contador. Además de estas 
importantes condenas, la visita a estos tres oficiales cabó con el consumo de los oficios 
perpetuados de proveedor y veedor, volviendo a situr la potestad de nombramiento en 
el rey. Otras consecuencias de la visita a estos tres oficiales, fueron la importante 
                                                
1191 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el pagador de armadas Sebastián de Greña pronunciada 
el 2 de marzo de 1654.  
1192 Heredia López, «Visitar para reformar los oficios de la Armada de la Carrera de Indias (1642-1654)» 
1193 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el teniente de veedor Juan de Tapia Vargas pronunciada 
el 2 de marzo de 1654. 
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condena de 21.000 ducados y privación de oficios de la Carrera a Pedro de Villareal 
Ariceta, quien actuó como teniente de veedor general en los viajes de las flotas en 
ciertos años y fue responsable de los fraudes en las compras de provisiones de la armada 
en las Indias1194, y la condena menor de 50 ducados de plata a un oficial subordinado al 
proveedor general, el alguacil de la proveeduría Antonio Galbete por haber favorecido 
ciertas acciones fraudulentas de su superior y de los hermanos Tapia Vargas1195. 
Además de los anteriores, las condenas que resultaron de la visita de Juan de 
Góngora a los oficiales de la armada también se dirigieron al escribano Juan de Porras 
Matilla y al alguacil mayor de armadas, Pedro de la Mata Velasco, quien como hemos 
visto con anterioridad, había comprado el puesto en 1642 por 10.000 ducados1196. Como 
el resto de escribanos de la Casa, Juan de Porras Matilla fue acusado de cobrar derechos 
excesivos por las escrituras y cartas de pago que ante él se otorgaban, no respetando el 
arancel de los escribanos de la institución. Por esta acusación fue condenado en 200 
ducados de plata1197. En el caso del alguacil mayor de las armadas, Pedro de la Mata 
Velasco, fue acusado de comerciar con las Indias en los años posteriores a haber 
comprado el oficio, en 1643 y 1644, cuando fue embarcado en los galeones de Tierra 
Firme y aprovechó los viajes para negocios propios que hizo sin pagar avería, sin 
registrar las mercancías y no pagando derechos algunos por dicho tráfico mercantil. 
Estas acusaciones le valieron la condena de 4.000 ducados y la privación del oficio de 
alguacil mayor de la armada y de cualquier oficio relacionado con la Carrera de 
Indias1198.  
 
8.2.5. Las condenas a los escribanos y oficiales subalternos 
 
Los cuatro escribanos de la Casa, Juan Ramírez de Bustamante, Sebastián Olivera 
Angulo, Bartolomé López Salas y Francisco de Vilches fueron acusados por los testigos 
                                                
1194 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el teniente de veedor Pedro de Villareal Ariceta 
pronunciada el 2 de marzo de 1654. 
1195 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el alguacil de la proveeduría Antonio Galbete 
pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
1196 Véase capítulo 4 de esta misma obra. Pedro de la Mat Velasco continuó una trayectoria venal que le 
llevó en 1643 a comprar el puesto de tesorero del Consejo de Indias por 40.000 ducados a la caja de la
quiebra de Juan Ramírez Bustamante. Pedro de la Mat ejerció este cargo desde 1646 hasta que en 1652 
le traspasó por 35.000 ducados a Juan Bautista Berardo. En: AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 126R-130R. 
1197 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el escribano de las armadas Juan de Porras Matilla 
pronunciada el 2 de marzo de 1654. 
1198 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el alguacil mayor de las armadas Pedro de la Mata 
Velasco pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
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de la pesquisa secreta de no respetar el arancel de la escribanía de la Casa y de percibir 
derechos excesivos por las escrituras y cartas de pago que ante ellos se otorgaban. Esta 
acusación tuvo su reflejo en los cargos que resultaron de la visita contra los escribanos 
de la Casa. Además, los cuatro escribanos fueron acusados de no hacer relación al fiscal 
cada semana, como estaba mandado, de todos los pleit s fiscales que ante ellos pasaban 
para que el fiscal de la Casa pudiera tener noticia de ellos y hacer las diligencias 
necesarias para acabar los pleitos sin dilaciones; de no acudir por las tardes causando 
retrasos en los negocios que ante ellos pasaban; de tener más de un ayudante en sus 
oficios y consentir que cobraran derechos excesivos a la  partes; de no hacer inventario 
de los papeles de su oficio al entrar a desempeñar el c rgo; de haber realizado cartas de 
pago indicando que se pagaba a los asentistas y hombres de negocios en la sala del 
tesoro de la Casa, cuando en realidad se les estaba pagando en la casa de la Moneda y 
por defectos en los autos de adjudicación de los bienes de difuntos, donde no constaba 
qué jueces habían dictado esos autos. 
Estas acusaciones se repitieron en los cuatro escribanos de la Casa y, los 
escribanos Sebastián Olivera Angulo y Francisco de Vilches resultaron condenados por 
aquellas acusaciones en 750 y 850 ducados de plata respectivamente1199. Sin embargo, 
además de las acusaciones anteriores, el resto de escribanos tuvieron alguna acusación 
particular. Este fue el caso de Juan Ramírez Bustamante, quien era el escribano 
encargado de anotar en un libro de faltas las ausencias de ministros y oficiales de la 
Casa y que fue acusado de no realizar esta labor. En la visita quedó evidenciado que no 
se anotaban las ausencias y que no se descontaba el salario de los oficiales que se 
ausentaban de sus oficios, y por las acusaciones que englobaron a todos los escribanos, 
más la referida particular, Juan Ramírez de Bustamante fue condenado por la sala de la 
visita en 1.450 ducados de plata y privación de su oficio de escribano1200. Bartolomé 
López Salas fue acusado de forma particular por haber cobrado derechos excesivos en 
los pleitos del embargo de bienes de portugueses de 1641 y por este cargo, más los 
generales que hemos visto más arriba, fue condenado en 900 ducados de plata1201.  
                                                
1199 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencias contra los escribanos Sebastián de Olivera Angulo y Francisco 
de Vilches pronunciada el 2 de marzo de 1654. La diferencia de 100 ducados está en relación con el 
número de casos en que fueron probadas aquellas acusaciones.  
1200 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el escribano de la Casa Juan Ramírez de Bustamante 
pronunciada el 2 de marzo de 1654.  
1201 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el escribano de la Casa Bartolomé López Salas 
pronunciada el 2 de marzo de 1654. 
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Otros oficiales subalternos de la Casa también fueron condenados por distintos 
abusos y excesos en el desempeño de su oficio. Este fue el caso de Damián Camacho, 
oficial que hacía de contraste o ensayador en la Cas , y cuya labor consistía en pesar las 
barras de plata que se entregaban a los hombres de negocios por la satisfacción de sus 
asientos y las que se entregaban a los compradores e oro y plata para labrar reales en la 
casa de la Moneda. Damián Camacho, quien tenía una asignación de salario por su 
oficio de 10 reales de plata cada día de los que se ocupaba en la labor referida1202, como 
demostraron los libros manuales de los correspondientes en Sevilla de los asentistas y 
hombres de negocios, recibía de su cuenta diversas cantidades que estaban rondando 
siempre el ½ real o un real por cada barra de plataque pesaba, cantidad que por llevar 
salario no podía cobrar. El visitador formuló una acusación contra este oficial por este 
motivo y le costó la condena de 100 ducados de plata1203.  
Con respecto a los cuatro alguaciles de la institución, cada uno de ellos corrió 
distinta suerte. Desde condenas pecuniarias un poco más severas y privación de oficio, 
hasta la absolución de otros. El peor parado fue el aguacil Esteban Pérez de León, que 
fue acusado por no cumplir ciertos mandamientos de la sala de justicia de la Casa sobre 
pleitos de comisos, cuya no resolución fue en perjuicio de la Real Hacienda, y por dicha 
acusación fue condenado en 300 ducados de plata y suspensión del oficio de alguacil 
por dos años. Otro alguacil que fue acusado en la visita fue Alonso Gómez, quien 
resultó condenado en 50 ducados de plata por haberse quedado cierta cantidad de grana 
que se rescató en la capitana de la flota de Nueva Esp ña que naufragó en la barra de 
Sanlúcar en 1641. Mejor suerte corrieron los alguaciles Marcos de Cossío y Blas Pérez 
de León, que fueron absueltos por la sala de la visita, pues la acusación que resultó 
contra ellos de haber cobrado a distintos maestres de naos por no ejecutar los 
mandamientos de la sala de justicia que los mandaba  prisión, no fue probada. Los 
porteros Francisco López de Perales y Alonso de Ávila y el ayudante de portero Diego 
Pérez, fueron acusados de haber percibido distintos regalos de los hombres de negocios 
que acudían a la Casa a cobrar sus libranzas por hace el trabajo de sacar las barras de 
plata de la sala del tesoro. Esta acusación le costó una condena de 50 ducados de plata a 
cada uno1204. 
                                                
1202 AGI, Escribanía, 1140A. Fol. 182R-182V.  
1203 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el contraste de la Casa Damián Camacho pronunciada el 
2 de marzo de 1654.  
1204 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencias contra los porteros Francisco López de Perales y Alonso de 
Ávila y el ayudante de portero de la Casa Diego Pérez p onunciadas el 2 de marzo de 1654. 
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Y por último, entre los oficiales subalternos de la Casa que resultaron condenados 
en la visita estuvo el alcaide de la cárcel, Alonso Cano, quien fue acusado de no tener en 
su oficio el libro donde debían asentar los presos que ingresaban en la cárcel de la 
Contratación con su correspondiente historial, así como de haber cobrado derechos de 
los maestres de naos que tenían mandamiento de entrar en prisión, cuando estaba 
mandado que estos no entraran en prisión por sus viitas, sino que respondieran con la 
fianza que daban antes de hacer el viaje. Por estasdos acusaciones, fue condenado el 
alcaide Alonso Cano en 100 ducados de plata1205.  
 
8.3. Condenas e indultos de la visita a la Casa de la Contratación 
 
Como ya hemos referido, el pronunciamiento de las sentencias no significó el fin 
del proceso, sino que se iniciaron las acciones para cobrar las condenas y, aunque en 
una visita no existía la alegación tras la comunicación de la sentencia, tuvieron lugar 
distintos procesos de composiciones de las condenas mediante indultos a los que se 
acogieron ciertos oficiales de la Casa que habían sido condenados por el Consejo de 
Indias. Con la publicación de las sentencias, las condenaciones resultantes en esta parte 
de la visita de Juan de Góngora quedaron definidas de la siguiente manera: 
 
Condenas a los oficiales de la Casa de la Contratación procedentes de las sentencias de 2 de marzo de 1654 
Oficial Cargo Condenacione
s en ducados 
de plata 
Restitucione










Tesorero 8.800 55.231 11.899 X 
Francisco 
de la Parra 






















100 0   
                                                
1205 AGI, Escribanía, 1182. S/F. Sentencia contra el alcaide de la cárcel de la Casa Alonso Cano 
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Francisco 
de Brito 














de naos  








Escribano 900    
Francisco 
de Vilches 





Escribano 1.450   X 
Pedro Juez de 14.400   X 
                                                
1206 El visitador de naos Juan de Peralta no aparece en la r lación de penas general, pero por la sentencia 
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Alguacil 300   X 
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Gómez 
Alguacil 50    
Francisco 
de Perales 
Portero 50    
Alonso de 
Ávila 
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26.200   X 
Total  142.700 175.908 21.540  
Fuente: AGI, Indiferente, 2010. 
Sin tener en cuenta las restituciones, las condenaciones pecuniarias de esta parte 
de la visita ascendieron a 142.700 ducados de plata1207, y trece oficiales de la Casa 
fueron privados o suspendidos de sus oficios como resultado de la visita. En relación a 
las privaciones y suspensiones de oficios resultantes de la visita, en enero de 1654, la 
sala de la visita del Consejo dio cuenta al rey de los cargos y condenaciones que habían 
resultado contra algunos ministros de la Casa. Esta forma de proceder se ajustaba a lo 
dispuesto en una ordenanza del Consejo de Indias que mandaba que si tras una visita se 
iba a proceder a privar de oficio a los oficiales visitados, el Consejo debía consultar con 
el rey los motivos que había para aquella resolución antes de publicar las sentencias1208. 
Las privaciones de oficios de la Casa fueron aceptadas por el rey y publicadas en las 
sentencias de la visita de marzo de 1654.  
Para ejecutar la cobranza de las condenaciones y las privaciones de oficios 
resultantes de las sentencias, el 4 de marzo de dicho año, desde el Consejo de Indias se 
despachó una comisión para tal efecto en la persona de Iñigo de Acevedo, alcalde del 
crimen de la Chancillería de Granada que se encontraba en Sevilla entendiendo en 
asuntos al servicio del rey. La designación del comisionado para ejecutar las sentencias 
en Sevilla partió directamente del conde de Peñarand 1209, quien emitió una orden al 
secretario del Consejo, Juan Bautista de Navarrete para que se hicieran los despachos 
necesarios1210. Iñigo de Acevedo debía proceder contra las personas que resultaron 
condenadas en la visita y contra sus bienes, y lo que fuera cobrando debía ponerlo a 
disposición de Juan Bautista Berardo, tesorero del Consejo de Indias, con una relación 
                                                
1207 En esta cuantía también están incluidas las condenaciones de juez oficial y los escribanos del juzgado 
de Indias de Cádiz que, aunque han sido analizadas en su correspondiente capítulo, al tratarse de oficiales 
de la Casa de la Contratación, con la única diferencia de que ejercían en Cádiz, nos ha parecido 
conveniente tenerlos en cuenta en el montante total de las condenaciones.  
1208 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias en sala de justicia. Madrid, 27 de enero de 
1654. 
1209 El conde de Peñaranda era desde 1653 gobernador del Consejo de Indias en calidad de presidente, 
debido a la ausencia del conde de Castrillo, que se ncontraba ejerciendo como virrey de Nápoles. 
Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa de 
Contratación de las Indias, p. 335. 
1210 AGI, Indiferente, 2010. Minuta de la comisión al licenciado don Iñigo de Acevedo para cobrar las 
condenaciones que resultan de las sentencias que se han pronunciado en la visita que se ha tomado a los
ministros y oficiales de la Casa de la Contratación de Sevilla y sus dependientes. La Real Cédula de la 
comisión remitida a Iñigo de Acevedo en: AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 167V-169V. 
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detallada de lo que hubiera percibido de cada oficial de la Casa1211. Además, el 
comisionado portaba consigo una Real Cédula emitida el 14 de abril de 1654 por el 
Consejo de Indias para notificar a todos los oficiales de la Casa que habían sido 
privados de sus oficios que debían hacer dejación de los mismos1212.  
Aquella comisión de Iñigo de Acevedo para hacer efectivas las cobranzas de las 
condenaciones resultantes de la visita a la Casa no estuvo exenta de dificultades. En sus 
misivas al sínodo indiano, el comisionado dejó patentes los problemas con los que se 
encontró en los primeros trances de la operación y las resistencias que le opusieron tanto 
algunos condenados para dilatar el pago de sus condenas1213, como también la propia 
Casa por mano de su oficial mayor de la contaduría, Manuel Fernández Pardo, que pese 
a recibir una suplicatoria del Iñigo de Acevedo para que le facilitara las escrituras de 
fianzas de los ministros de la Casa para ejecutar s comisión, se negó y no colaboró con 
el comisionado hasta la intervención del Consejo1214.  
No obstante, pese a las dificultades iniciales, el comisionado notificó las 
privaciones y suspensiones de oficios a los oficiales que tuvieron estas penas en la 
visita, y se proveyeron nuevas personas para esos empleos, como fue el caso del 
tesorero juez oficial. Andrés de Munibe fue el único juez oficial suspendido de su oficio 
de tesorero por cuatro años y, cuando se procedió a hacer efectiva su suspensión, había 
tres personas que tenían plaza de juez oficial supern merario que, de mayor a menor 
antigüedad, eran Francisco de la Parra, Jerónimo Ladrón de Cegama1215 y Lorenzo 
                                                
1211 La dificultad para encontrar un depositario en que situar el resultado de las cobranzas de las 
condenaciones de la visita a la Casa que se disponía a hacer Iñigo de Avendaño llevó al Consejo de Indias 
a finales del mes de marzo de 1654 a modificar lo dispuesto en la cédula de comisión y mandó que el 
producto de aquellas cobranzas fuera situado en poder de Pedro de Ariste, quien lo tendría a disposición 
del presidente del Consejo de Hacienda. En AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 183V-184V.  
1212 AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 192R-193R. Real Cédula al licenciado Iñigo de Acevedo, alcalde 
del crimen de la chancillería de Granada, dándole cmisión para ejecutar las condenaciones de privación 
y suspensión de oficios que resultan contra las peronas culpadas en la visita de la Contratación. Madrid, 
14 de abril de 1654.  
1213 Por citar algunos ejemplos particulares, el teniente de veedor Juan de Tapia se había metido a clérigo, 
el juez letrado Rodrigo Serrano estaba ejerciendo como oidor en la Chancillería de Granada, el teniente de 
veedor Pedro Villareal Ariceta estaba en Santa Fe oel escribano de armadas, Juan de Porras Matilla habí  
fallecido. En: AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 179R-181R 
1214 AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 198R-198V. Carta de Juan Bautista de Navarrete al licenciado Iñigo 
de Acevedo para que siempre que necesite algunos papeles de la contaduría de aviso al marqués de la 
Eliseda para que disponga de su entrega. Y AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 206V-207R. Carta de Juan 
Bautista de Navarrete al presidente y jueces oficiales para que den la información necesaria y solicitada 
por Iñigo de Acevedo para llevar a cabo su comisión de cobrar las condenaciones relativas a la visita de l  
Casa de la Contratación.  
1215 Jerónimo Ladrón de Cegama pagó en enero de 1651 por la futura de juez oficial 13.000 pesos y entró 
a servir como factor juez oficial en 1655. La merced d  juez oficial supernumerario en: AGI, Indiferente, 
506. L. 5. Fol. 65R-68R. El título de factor juez oficial en: AGI, Indiferente, 506. L. 6. Fol. 151V-152V. 
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Andrés García1216 y, aunque Francisco de la Parra en un principio rehusó entrar en el 
oficio por la suspensión de Munibe, fue apremiado por el Consejo a que sirviera el 
puesto mientras se tomaba otra resolución sobre la provisión del mismo1217.  
Además de las notificaciones a los oficiales de la C sa que habían sido 
suspendidos y privados en sus oficios como resultado de las sentencias de la visita, las 
acciones en Sevilla de Iñigo de Acevedo como juez de cobranzas de las condenaciones 
pecuniarias, y que fueron ejecutadas por el comisionad  en 1654 fueron las siguientes:  
 
Resultado de la comisión para la cobranza de las condenas ejecutada por Iñigo de Acevedo en 1654. 






Andrés de Munibe Tesorero 8.800 8.800  0 
Francisco de la Parra Juez 
oficial 
2.350 2.350  0 
Alonso Cano Alcaide de 
la cárcel 
100 100  - 
Sebastián de Olivera Escribano 750 750  - 





100 100 - 
Juan Maldonado Visitador 
de naos 
100 100 - 
Rodrigo de Vargas  Visitador 
de naos 
100 100 - 




100 100 - 
Manuel Fernández Oficial 100 100 - 
                                                                                                                                    
Jerónimo Ladrón de Cegama entró a servir la plaza de factor en 1655 por dejación de José Campero de 
Sorrevilla, a quien el rey había hecho merced de la plaza de Gobernador de Campeche.  
1216 Lorenzo Andrés García, quien con anterioridad ejercía el oficio de veedor del contrabando en Sevilla, 
había sido nombrado un año antes, en mayo de 1653, veedor de la armada de la Carrera de Indias. En: 
AGI, Contratación, 5785. L.2. Fol. 41R-42R.  
1217 AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 299V-300R. Carta de Juan Bautista Navarrete al presidente y jueces 
oficiales sobre la persona que ha de servir el oficio de tesorero de la Casa de la Contratación. Madrid, 6 
de octubre de 1654. También está la orden de que sirvi ra Francisco de la Parra en: AGI, Indiferente, 506. 
L. 6. Fol. 98V-99V.  
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Pardo mayor de 
la 
contaduría 
Carlos de Cuellar Contador 
de avería 
100 100 - 
Alonso de Villacorta Contador 
de avería 
100 100 - 
Alonso Gómez  Alguacil 50 50 - 
Juan de Porras Matilla Escribano 
de las 
armadas 





100 100 26 
Esteban Pérez de 
León 
Alguacil 300 200 - 
Francisco de Vilches Escribano 850 653  





20.100 909 0 






200 200 - 
Bartolomé López 
Salas 
Escribano 900 725 - 
Total   15.887 26 
Fuente: AGI, Indiferente, 2010. 
Como podemos apreciar, de los 44 oficiales de la Casa que resultaron condenados 
en la visita de Juan de Góngora, Iñigo de Acevedo solo pudo actuar contra 20, y no de 
todos ellos consiguió cobrar la cuantía completa de su condenación, y mucho menos las 
restituciones. Pese a los procedimientos de prisión y embargo de bienes que llevó a cabo 
el comisionado contra los oficiales de la Casa que resultaron condenados en la visita, la 
cobranza no resultó fácil en los meses posteriores al pronunciamiento de las sentencias, 
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pues dejando al margen las restituciones, de los 142.700 ducados que montaron las 
condenas a los oficiales de la Casa, Iñigo de Acevedo solo pudo cobrar de los 
condenados 15.887 ducados y la restitución adeudada por el contador mayor de avería 
Bartolomé Rodríguez de Melo. 
Es necesario destacar que ante las acciones de embargo de bienes que llevó a cabo 
Iñigo de Acevedo, algunos condenados comenzaron a hacer llegar al Consejo 
memoriales en los manifestaron la imposibilidad de pagar sus condenas, al tiempo que 
ofrecían una cantidad menor a la que habían sido condenados y pedían quedar libres de 
sus condenaciones. Este fue el caso de Juan Muñoz de Dueñas, a quien el comisionado 
había hecho preso, embargado y vendido parte de sus bienes, pero del que solo había 
podido cobrar la exigua cantidad de 909 ducados. En su escrito al Consejo solicitó salir 
de su casa a tratar de sus negocios y continuar en el jercicio de su oficio de contador 
del almojarifazgo mayor de Sevilla, ofreciendo pagar en el plazo de un mes 4.364 
ducados por la condenación de la visita -que recordmos, ascendió a 21.000 ducados 
más restituciones y privación perpetua de su oficio- y una espera de cuatro meses para 
pagar lo restante. Aquel memorial fue remitido por el ey a la Cámara de Indias en 
mayo de 1654 para que se formara una consulta sobredicha petición que, junto a las 
informaciones que envió Iñigo de Acevedo sobre estea unto, fue consultado al rey en 
junio del mismo año, con el parecer de los camaristas de que el oficial mayor de la 
tesorería pagara la mitad de su condena. Este dictamen fue bien recibido por el monarca, 
que le otorgó su plácet, indicando que se hiciera sin descuento de lo que el comisionado 
ya había cobrado, y dio el visto bueno a la espera d  cuatro meses sin que se le hicieran 
diligencias para pagar lo restante1218. Aunque Juan Muñoz de Dueñas pagó 9.529 
ducados, según lo aprobado por el rey, seguía debiendo 10.687 ducados, más las 
restituciones, que debía pagar en cuatro meses. No obstante, aquel movimiento del que 
fuera oficial mayor de la tesorería de la Casa no fue sino una estrategia para que el 
comisionado lo dejara libre de la prisión que le había impuesto y no continuara las 
diligencias iniciadas contra él durante al menos cuatro meses, que se convirtieron en 
seis años, pues hasta 1660 Muñoz de Dueñas no volvió a pagar ninguna cantidad de su 
condenación.  
                                                
1218 AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 235R-236R. Carta de Juan Bautista Navarrete a Iñigo de Acevedo 
sobre la forma que ofrece Juan Muñoz de Dueñas de pagar la condenación a que fue castigado en la visita 
de la Casa de la Contratación. Madrid, 14 de julio de 1654.  
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Pese a haber podido cobrar las condenas de un número i portante de oficiales de 
la Casa de la Contratación y haber iniciado el camino de la composición de las penas, 
parece evidente que la comisión para la cobranza de las condenaciones que ejecutó 
Iñigo de Acevedo no había conseguido sus fines, pues en diciembre de 1654, fue 
sustituido para continuarla por Pedro Núñez de Guzmán, conde de Villaumbrosa1219, 
quien desde el puesto de asistente de Sevilla, el 15 de noviembre del mismo año había 
sido nombrado también presidente de la Casa de la Contratación en relevo del marqués 
de la Eliseda1220. Este relevo en el juez de cobranzas pudo deberse a las resistencias que 
se encontró el comisionado Iñigo de Acevedo en la Casa de la Contratación, y que con 
el nombramiento de un nuevo presidente en la persona del conde de Villaumbrosa, 
cabría pensar que las cosas cambiarían y las cobranzas se harían efectivas.  
Las acciones de cobranza de las condenas de los oficiales de la Casa que llevó a 
cabo el recién nombrado presidente de la institución se prolongaron desde 1654 hasta 
1658, cuando fue sustituido en esta labor por el juez letrado de la Casa, Bernabé de 
Otálora Guevara, quien la desarrolló hasta la década de 16601221. Tanto Villaumbrosa 
como Bernabé de Otálora actuaron mediante subdelegación del juez de cobranzas del 
Consejo de Indias, cargo desempeñado por el consejero Juan González, quien en 
realidad había sido cometido para tal labor1222. Así, desde 1654 el presidente de la Casa, 
conde de Villaumbrosa, como desde 1658 en adelante, el juez letrado Bernabé de 
Otalora, lograron hacer efectivas algunas cobranzas y, en otros casos, abrieron 
negociaciones entre ciertos oficiales condenados y la corona para la composición de las 
penas mediante indultos.  
En el primer caso, es necesario destacar que solo el alguacil Esteban Pérez de 
León, y los escribanos, Francisco de Vilches y Bartolomé López Salas, que dieron a 
cuenta parte de sus condenas ante Iñigo de Acevedo, t rminaron de pagar sus 
                                                
1219 AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 344V-346V. Comisión al conde de Villaumbrosa para proseguir en 
la cobranza de las condenaciones de la visita de la Casa de la Contratación de Sevilla. Madrid, 13 de 
diciembre de 1654. Por el trabajo y la ocupación que tuvo Iñigo de Acevedo en las cobranzas recibió una 
ayuda de costa de 500 ducados. En: AGI, Indiferente, 437. L. 17. Fol. 372R-372V.  
1220 AGI, Indiferente, 506. L. 6. Fol. 118R-121V. Título de presidente de la Casa de la Contratación para 
Pedro Núñez de Guzmán, conde de Villaumbrosa, consejero de Castilla y asistente de Sevilla. Madrid, 15 
de noviembre de 1654.  
1221 Bernabé de Otálora Guevara había sido nombrado juez letrado de la Casa de la Contratación el 9 de 
octubre de 1654 en lugar y por promoción del licenciado Miguel Muñoz a plaza de oidor de la 
Chancillería de Granada. En: AGI, Indiferente, 506. L. 6. Fol. 90V-94V. 
1222 AGI, Indiferente, 507. L. 9. Fol. 61R-62R. Ayuda de costa al licenciado Bernabé de Otálora Guevara, 
juez letrado de la Casa de la Contratación, de 800 ducados de plata por una vez consignados en lo 
procedido de los efectos que cobrare de la visita de l  Casa. Madrid, 2 de diciembre de 1660. 
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condenas1223. No fue posible para los comisionados hacer efectivas otras cobranzas de 
las condenaciones por muy diversos motivos. Como ejemplos de los problemas que se 
encontraron los jueces de cobranzas, cabe destacar que oficiales como Francisco de 
Brito, relator de la sala de justicia, murió sin herederos tras haberse dictado la sentencia, 
por lo que no fue posible cobrar los 100 ducados de u condena. Lo mismo ocurrió con 
la condena de 50 ducados a Francisco de Perales, Alonso de Ávila y Diego Pérez, 
porteros y ayudante de portero de la institución, o con el oficial mayor de la factoría, 
Martín Sánchez Terria, quien murió sin hacer efectiva su condena de 3.000 ducados y 
sin herederos a quien reclamarla. Asimismo, el oficial de registros de la contaduría, 
Felipe Ruiz de León había muerto con anterioridad a que fuera pronunciada la 
sentencia, pero resultó condenado en 300 ducados que fueron reclamados a sus 
herederos, de los que no se hallaron bienes y no fue posible cobrar la condena1224. La 
dificultad para hacer efectivas las cobranzas se hizo patente, y por ello en los siguientes 
pasos de los jueces de cobranzas en Sevilla el interés de los comisionados estuvo en 
conseguir cerrar acuerdos de composiciones de las penas mediante indultos que, como 
veremos, ante la imposibilidad de cobrar las condenacio es, fue el mecanismo elegido 
para al menos percibir una parte de las mismas. 
No obstante, debemos destacar otra cuestión que no s i cluye ni en las cobranzas 
de las condenaciones ni en los indultos mediante un desembolso pecuniario. Nos 
referimos al perdón de la condena del alguacil mayor de la Casa, Francisco de Valdés 
Godoy, sin que al parecer mediara pago alguno por el mismo, pues según quedó 
recogido en su cédula de perdón despachada en noviembre de 1656, se debió a una 
merced “por lo que Francisco Valdés Godoy me está sirviendo en algunos socorros de 
mi hacienda”1225. Amén de que el que fuera alguacil mayor estuviera prestando algún 
servicio a la hacienda regia, es muy probable que esos “socorros” fueran “servicios 
pecuniarios” prestados por su hermano, el comprador de plata Bernardo de Valdés, 
quien desde 1655 estaba ejerciendo como banquero de la monarquía1226.  
                                                
1223 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la 
Casa de la Contratación, Madrid, 28 de abril de 1659. A Esteban Pérez de León, el hecho de haber 
satisfecho la condena de 300 ducados y una súplica al rey, le valieron para recuperar su empleo de 
alguacil de la Casa en julio de 1656. En AGI, Indiferente, 506. L. 7. Fol. 68R-68V.  
1224 AGI, Contaduría, 230.  
1225 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la 
Casa de la Contratación, Madrid, 28 de abril de 1659. La cédula de perdón de la pena de 300 ducados que 
resulto contra Francisco de Valdés y Godoy en: AGI, Indiferente, 506. L.7. Fol. 115V-116V.  
1226 Sobre esta temática véase: Álvarez Nogal, «Un comprador de oro y plata en la Sevilla del siglo XVII. 
Bernardo de Valdés al servicio de la Real Hacienda». 
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En el caso de las composiciones de penas mediante los mecanismos de 
negociación que desembocaron en indultos, las comisione  del conde de Villaumbrosa y 
de Bernabé de Otálora obtuvieron mejores resultados que en las cobranzas integras de 
las condenas1227. Además, cabe destacar que entre los oficiales que negociaron sus 
indultos con el presidente y con el juez letrado de la Casa, estuvieron algunas de las 
penas pecuniarias más importantes de la visita.  
Los indultos negociados por el conde de Villaumbrosa comenzaron en 1655. El 
primer oficial de la Casa que se acogió a estas composiciones de las penas de la visita 
penas fue el receptor de avería, Pedro de Camino, quien en su primera sentencia 
pronunciada en 1654 fue condenado en 14.800 ducados de plata y diferentes 
restituciones, por cédula de 13 de febrero de 1655, fue indultado por un servicio de 
8.000 ducados que depositó en las arcas del tesorero del Consejo por medio de Juan 
Bautista Tirado1228. Pero como hemos visto más arriba, en 1658 fue pronunciada una 
segunda sentencia contra Pedro de Camino por ocho carg s que fueron separados de sus 
acusaciones por comprender responsabilidades, además de contra él, contra su padre y 
antecesor en el oficio, Juan Alonso de Camino. Por dicha sentencia, los receptores de 
avería fueron condenados a varias restituciones que asc ndieron a 51.739 ducados de 
plata. No obstante, Pedro de Camino siguió el mismo rec rrido que en 1655 para quedar 
indultado de su primera sentencia y, en septiembre de 1659, tras depositar 4.364 
ducados en poder del tesorero general del Consejo de Indias, quedó libre de aquella 
segunda condena1229. En la misma fecha que fue indultado Pedro de Camino de su 
primera sentencia, el 13 de febrero de 1655 también fue despachado el indulto de 
pagador de las armadas Sebastián de Greña, quien fue condenado en 3.500 ducados de 
plata y en importantes restituciones, y fue indultado de toda su condena, incluidas las 
restituciones, por un servicio de 4.364 ducados que sus herederos depositaron en el 
tesorero del Consejo por medio de Lope de Mendoza1230.  
Tras los oficiales de la avería, llegó el turno del tesorero Andrés de Munibe, quien 
tras pagar la condena pecuniaria un año antes, en julio de 1655 fue perdonado de la 
                                                
1227 Las negociaciones de estos indultos se localizan en AGI, Indiferente, 2010.  
1228 La cédula de indulto de Pedro de Camino despachada el 13 de febrero de 1655 en: AGI, Indiferente, 
506. L. 6. Fol. 149V-151V. 
1229 Las consultas de la Cámara de Indias en relación a este indulto en AGI, Indiferente, 2010. La cédula 
de indulto a Pedro de Camino y a Juan Alonso de Camino despachada el 20 de septiembre de 1659 en: 
AGI, Indiferente, 507. L. 8. Fol. 182R-189R. 
1230 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la 
Casa de la Contratación, Madrid, 28 de abril de 1659. La cédula de indulto de Sebastián de Greña 
despachada el 13 de febrero de 1655 en: AGI, Indiferent , 506. L. 6. Fol. 148R-149V.  
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suspensión en el oficio y de las restituciones a las que tenía que hacer frente por un 
servicio de 2.909 ducados. Mediante este mecanismo, Munibe, que por entonces tenía 
75 años fue jubilado del ejercicio del oficio de tesorero pero mantuvo el goce de los 
honores y emolumentos del cargo1231.  
Un año después el proveedor general de armada, Alonso Ortega, que fue 
condenado en 6.200 ducados de plata y a seis años de privación de oficio, fue indultado 
de ambas penas por un servicio de 2.909 ducados. El producto resultante del indulto de 
Alonso Ortega fue entregado a Domingo Herrera de la Concha para satisfacer una parte 
de las cantidades que éste había anticipado a instancia de don Luis de Haro para socorro 
de los ejércitos1232. Entre los oficiales de la armada de la Carrera de In ias que fueron 
condenados, el teniente de veedor de la armada de l Carrera de Indias, Juan de Tapia 
Vargas, que lo fue en 26.200 ducados de plata y privación perpetua de oficio de la 
Carrera de Indias, en 1660 ofreció servir por su ind lto con 1.090 ducados de plata que 
depositó al contado en poder del tesorero general dl Consejo de Indias, quedando libre 
de la condena. La mitad de lo procedente de este indulto fue aplicado a Domingo 
Herrera de la Concha a cuenta de lo que se le debía lo que había prestado a instancia 
de Luis de Haro para socorro de los ejércitos1233.  
Y por último, entre los oficiales de la Casa que resultaron condenados y se 
beneficiaron de la composición de las penas mediante ndultos, estuvo el oficial mayor 
de la tesorería, Juan Muñoz de Dueñas. Como hemos visto más arriba, Muñoz de 
Dueñas comenzó a transitar el camino de la composición de su pena en 1654, e incluso 
llegó a pagar 9.529 ducados en que fue calculada la mitad de lo que debía por su 
condena. En 1660, el presidente de la Casa, el conde de Villaumbrosa, volvió a iniciar 
diligencias contra Muñoz de Dueñas, pero por entonces los indultos a otros oficiales de 
la Casa habían abierto una senda de rebaja de las pen s que Muñoz de Dueñas supo 
aprovechar, pues ofreció pagar por lo que le restaba de condena 1.818 ducados que, 
junto con lo que ya había pagado con anterioridad, según manifestó, “correspondía a 
                                                
1231 AGI, Indiferente, 506. L. 6. Fol. 202V-204R. Merced de jubilación e indulto de la privación del oficio 
y de las restituciones a Andrés de Munibe. Madrid, 27 de julio de 1655.  
1232 La cédula de indulto de Alonso Ortega despachada el 15 de enero de 1656 en: AGI, Indiferente, 506. 
L. 7. Fol. 1R-3V.  
1233 Juan de Tapia Vargas se ordenó sacerdote tras la vi it , razón por la que los comisionados para las 
cobranzas tuvieron difícil proceder contra él, y por la que se dilató su indulto hasta 1660. Las consultas de 
este indulto en AGI, Indiferente, 2010. La cédula de indulto de Juan de Tapia Vargas en AGI, Indiferente, 
507. L. 8. Fol. 342V-347V.  
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más cantidad de lo que habían dado otros”1234. En total, Muñoz de Dueñas entregó 
como satisfacción de su condena 11.347 ducados, quedando libre de las penas que 
resultaron contra él en la visita1235.  
Por tanto, tras la comisión de Iñigo de Acevedo, entre 1654 y 1660 solo se 
pudieron cobrar las condenas de aquellos oficiales qu  habían entregado a cuenta parte 
de sus condenas, es decir, los 100 ducados que debía el alguacil Esteban Pérez de León, 
los 197 ducados de Francisco de Vilches y los 175 ducados de Bartolomé López Salas. 
Lo que montó la ridícula cantidad de 472 ducados, que sumados al producto de la 
comisión de Iñigo de Acevedo, hizo un montante total de 16.359 ducados que fue 
posible cobrar mediante la actividad ordinaria de los jueces de cobranzas. Ahora bien, 
por medio del mecanismo de los indultos, aunque en algunos casos por menor cantidad 
de la que habían sido condenados, fue posible ingresar 34.983 ducados, que sumados a 
los 32.726 ducados procedentes de los indultos a looficiales del juzgado de Indias de 
Cádiz que hemos analizado en otro capítulo1236, hizo un montante de 67.709 ducados.  
En suma, sin tener en cuenta las restituciones1237, de un total de 142.700 ducados 
que sumaron las condenas pecuniarias de los oficiales de la Casa en la visita de Juan de 
Góngora, en 1660 se habían cobrado 84.068 ducados1238. Cabe destacar que, de los 44 
oficiales de la Casa de la Contratación que fueron condenados en la visita, solo se pudo 
proceder en las cobranzas contra 24 y, asimismo, que debido a la complejidad de cobrar 
las condenas por el mecanismo ordinario del juez de cobranzas, la composición de las 
penas en forma de indultos, se erigió como el mecanismo más adecuado para percibir 
una parte, menor, pero importante de las condenacioes.  
 
8.4. Reformas en la Casa de la Contratación  
 
                                                
1234 No parecía dispuesto a ofrecer más cantidad por su condenación, por lo que tanto el conde de 
Villaumbrosa, como la Cámara de Indias, expresaron l rey que era conveniente conceder el indulto a 
Muñoz de Dueñas por lo que tocaba a la condenación pecuniaria, la privación del oficio y las 
restituciones pertenecientes al fisco, como así se hizo en diciembre de 1660.  
1235 Las consultas de este indulto en AGI, Indiferente, 2010. La cédula de indulto de Juan Muñoz de 
Dueñas en AGI, Indiferente, 507. L. 9. Fol. 62R-67V.  
1236 Véase capítulo sobre el juzgado de Cádiz en esta mi ma obra.  
1237 A excepción de la restitución abonada por el contador de avería Bartolomé Rodríguez de Melo, en 
1660 no se había recuperado ninguna de las restituciones importantes a las que resultaron condenados los 
oficiales de la Casa de la Contratación en 1654.  
1238 De los que 7.272 ducados correspondieron a indultos p r las restituciones a las que fueron 
condenados el tesorero Andrés de Munibe y el receptor de avería Pedro de Camino. 
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En 1645, en el marco de la evaluación de la decisión de haber suspendido al 
proveedor general y veedor general de la armada de l Carrera de Indias en el viaje a 
Tierra Firme de 1644, con un resultado positivo en relación al ahorro conseguido en los 
gastos de provisiones de la armada, el secretario del Consejo de Indias indicaba al 
visitador que “se le ofrece al Consejo decir a V.M. que supuesto que las visitas se hacen 
no solo para castigar los excesos que han cometido los ministros comprendidos en ella, 
sino también para dar nuevas reglas y órdenes para lo de adelante y reformar lo que se 
tuviere por consiguiente […]”1239, y abría la puerta a que Juan de Góngora ejecutara n  
reforma en los oficios de la armada de la Carrera d In ias, pero también en otras 
parcelas de la administración de la Casa de la Contratación, según lo que iba resultando 
en la visita.  
El punto de partida de estas reformas coincidió con el hecho de que desde el 19 de 
febrero de 1646, tras cuatro años desde el comienzo de la visita, el visitador Juan de 
Góngora accedió a la presidencia de la Casa de la Contratación en calidad de presidente 
interino1240. El ascenso de Góngora a presidente, obtenido a su vez tras la promoción al 
Consejo de Castilla del que fuera presidente, Francisco de Robles Villafañe1241, otorgó 
el control de la institución de manera completa al visitador. Teniendo bajo su poder la 
institución visitada y con un amplio conocimiento de sus funciones debido a los años 
que llevaba en Sevilla como visitador de las instituciones del comercio, fue el momento 
escogido por Juan de Góngora para, a través de sus informes a la autoridad competente, 
el Consejo de Indias, ejecutar las reformas dictamin das por el sínodo indiano que 
fueran encaminadas a mejorar el funcionamiento de la institución. Por tanto, a la hora de 
evaluar las consecuencias reformistas que tuvo la visit  de Juan de Góngora a la Casa de 
la Contratación, distinguiremos entre aquellas medidas tomadas durante el ejercicio de 
la presidencia interina del visitador, entre 1646 y 1649, y las reformas que se ordenaron 
tras la publicación de las sentencias de la visita a la Casa en marzo de 1654.  
Siendo presidente de la Casa Juan de Góngora, una de las primeras medidas que 
tomó para remediar los fraudes que se cometían en la Hacienda Real y en lo que se 
cobraba y distribuía de la hacienda de la avería fue variar la forma que había de hacer 
las libranzas en las salas de la Casa. En octubre de 1646 el visitador escribió al Consejo 
con intención de modificar la forma en que la sala de gobierno, la sala de justicia y los 
                                                
1239 AGI, Indiferente, 2501, L. 20. Fol. 185R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora. 
Madrid, 24 de febrero de 1645.  
1240 AGI, Contratación, 5785, L.1, Fol. 248R. 
1241 Fayard, Los miembros del Consejo de Castilla (1621-1746), p. 509. 
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oficiales de la avería emitían las libranzas de los géneros de hacienda que manejaban, 
pues en la visita quedó demostrado que las hacían sin la presencia del presidente. Pedía 
Góngora que no se dieran las libranzas sin la presencia del presidente, al igual que se 
procedía en las Chancillerías con ciertos pleitos particulares que por su calidad no 
podían verse ni votarse sin asistencia del presidente. Defendía el visitador que 
“convendría que en esa Casa se observase la misma for para despachar cualquier 
libranza de manera que por ninguna sala se pudiese librar ni distribuir cosa alguna por 
ningún efecto sin dar noticia al presidente para que se hallase presente”1242. Juan de 
Góngora, que recibió la aprobación del Consejo de In ias a este modo de proceder, 
empezó a aplicar esta forma de control del presidente a las libranzas que se emitían 
desde la Casa1243, y el sínodo mandó que se hiciera así en adelante, quedando recogido 
el acuerdo del Consejo sobre este asunto en la Recopilación de Leyes de Indias, en el 
Libro IX, Título I, Ley LXXVII “Que no se paguen libranzas de ninguna sala de la 
Casa sino fuere rubricada del presidente”1244.  
Además de lo anterior, con objetivo de tener un mejor control en los 
procedimientos de entrada y salida de los caudales e la sala del tesoro de la Casa de la 
Contratación y para remediar la inexistencia del libro de arcas que estaba dispuesto en 
las ordenanzas de la Casa, en el que se debían asentar estos movimientos, en 1647, Juan 
de Góngora creó un oficio específico para que llevara el control del “libro de arcas”, 
relativo tanto a la Real Hacienda como a bienes de difuntos y a otros depósitos que se 
custodiaban en la Casa1245. Además, como hemos visto, que no hubiera libro de arcas 
constituyó tanto acusaciones generales a la sala de gobierno, como acusaciones 
particulares al tesorero Andrés de Munibe, que fueron confirmados por las sentencias 
que mandaron que en adelante hubiera libro de arcasso pena de no percibir sus salarios 
los jueces oficiales. 
Como vemos, para que se cumpliera la ordenanza que mandaba que hubiera un 
libro de arcas en la Casa de la Contratación, fue nec saria la intervención del visitador y 
                                                
1242 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 223R-224R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora sobre la forma de acudir a los asuntos que e v n en los tribunales de la Casa de la Contratación.  
1243 Igual que hizo en el Consulado con la administración de la Lonja, siendo presidente de la Casa aun sin 
tener facultad para ello, pero también recibiendo la aprobación del Consejo. Véase capítulo 9 de esta 
misma obra.  
1244 Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, Título I, Ley LXXVII.  
1245 Para llevar a cabo este cometido, Juan de Góngora nombró a Juan Rodríguez de La Fuente, que a su 
vez ejercía el cargo de oficial de difuntos de la contaduría. Véase: Donoso Anes, Una contribución a la 
historia de la contabilidad: análisis de las prácticas contables desarrolladas por la tesorería de la Casa 
de la Contratación de las Indias de Sevilla (1503-1717), p. 93.  
450 
 
crear un oficio específico para esta labor. No obstante, durante todo el procedimiento de 
la visita es posible percibir los esfuerzos del visitador por cumplir con las órdenes que le 
mandaban averiguar si los ministros y oficiales de la Casa guardaban las ordenanzas, 
pero para poder ejercer su cumplimiento, huelga decirlo, en primer lugar los oficiales de 
la Casa debían conocerlas, así como también las demás órdenes dadas por la monarquía 
para el gobierno de la institución. Los oficiales d la Casa que depusieron ante Góngora 
señalaron que había pocos libros de ordenanzas en l institución y que era necesario que 
hubiera más y un mejor conocimiento de las mismas1246. Al parecer, la forma que se 
tenía en la Casa de hacer llegar a todos sus oficiales el conocimiento de las ordenanzas, 
era en una reunión general cada primero de año donde se leían las leyes de la 
institución1247. No en vano, fueron muchos los ministros de la Casa que depusieron ante 
el visitador en este mismo sentido. Por tanto, en este hecho debemos situar el germen de 
la decisión de Juan de Góngora en 1647, siendo ya presidente de la Casa, de mandar 
hacer una reimpresión de las ordenanzas de la institución por la escasez de ejemplares 
disponibles en la institución1248. 
Más allá de los cambios en la labor hacendística y en una nueva impresión de las 
ordenanzas de la institución, la presidencia de Juan de Góngora en la Casa de la 
Contratación llevó aparejada una importante reforma en una de las principales funciones 
de la institución, como era la de preparar las flotas1249. En efecto, como hemos visto en 
las sentencias de la visita de Juan de Góngora a los oficiales de la armada de la Carrera 
de Indias, en sus procedimientos quedaron demostrada  l s prácticas corruptas y los 
aprovechamientos ilícitos que, tanto el veedor general Alonso de Tapia, como sus 
tenientes, su hermano Juan de Tapia y Pedro de Villarea  Ariceta, y el proveedor general 
                                                
1246 El fiscal Alonso Hurtado, el agente fiscal Rodrigo Pardo de Moscoso, el oidor Miguel Muñoz, el 
escribano Rodrigo Pérez de Rivera, el juez letrado Francisco de Mansilla o el juez supernumerario 
Francisco de la Parra fueron algunos de los oficiales de la Casa que pidieron al visitador que hubiera más 
libros de ordenanzas. En AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. 
1247 Así lo depusieron testigos como Miguel Muñoz, el oidor más antiguo de la Audiencia de justicia, 
quien afirmó que “los primeros días de año nuevo se leen las ordenanzas de la Casa en la sala de ella 
estando presentes todos los ministros y que las ha visto guardar y cumplir siempre y que hay mucha falta 
de libros de las dichas ordenanzas y que sería muy conveniente que se imprimiesen algunos libros de 
ellas”. En: AGI, Escribanía, Cuaderno 3. Fol. 76R. Declaración de Miguel Muñoz ante Juan de Góngora. 
1248 Francisco de de Lyra, Ordenanzas reales para la Casa de la Contratación de Sevilla y para otras 
cosas de las Indias y de la navegación y contratación dellas (Sevilla, 1647). Sobre estas ordenanzas ya 
apuntó Schäfer algunas cuestiones: Véase Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y 
organización del Consejo y de la Casa de Contratación de las Indias, pp. 329-330. 
1249 En otro estudio analizamos el consumo de la perpetuidad de los oficios de proveedor general y veedor 
general de la armada de la Carrera de Indias en 1646, determinada por la fiscalización de los mismos pr 
medio de la visita y la recomendación del visitador e hacer efectivo el consumo y la reforma de estos 




Alonso Ortega, habían cometido en el desempeño de sus oficios y que habían 
provocado el incremento en el costo de los despachos de armadas. Por estas acusaciones 
fueron condenados a importantes penas pecuniarias y a privación perpetua de sus oficios 
y de otros relacionados con la Carrera de Indias. Pero es necesario reseñar que algunas 
de las acusaciones que recibieron el proveedor general y el veedor general quedaron 
reflejadas en la Recopilación de Leyes de Indias. Así, por ejemplo, las leyes que 
mandaban que en las compras de bastimentos para la rmada no podían ser interesados 
los oficiales de la armada e igualmente, estos ministros no podían tratar ni contratar en 
las Indias, estuvieron inspiradas en los cargos formulados a Alonso Ortega en la visita 
de Juan de Góngora a la Casa de la Contratación1250. Por estos cargos resultaron 
condenados tanto el proveedor Alonso Ortega como el veedor Alonso de Tapia Vargas. 
Pero no solamente nos debemos fijar en aquellas acuaciones de las que resultaron 
condenas, sino que por ejemplo, que el proveedor Alnso Ortega fue apercibido en el 
cargo sexto por no asistir a la entrega de los materiales que se gastaban en las carenas de 
armadas, de lo que resultó mayor gasto del que realmente se había producido. Por ello, e 
inspirado en este cargo, en la Recopilación de Leyes de Indias, quedó reflejado que de 
los materiales que el proveedor entregara para las carenas se debía dar con cuenta y 
razón1251.  
El consumo de la perpetuidad de estos oficios muestra la capacidad de la corona 
de revertir la venta de estos empleos y volver a situar bajo su potestad el nombramiento 
de estos oficiales. Como en otros procesos de consumo de oficios, se trataba de volver a 
una situación anterior a las perpetuaciones. Con respecto al cargo de proveedor general, 
el objetivo que se pretendía conseguir era volver al scenario previo a la creación del 
cargo de proveedor general de armada en 1588, cuando l s provisiones antes de la 
partida de las flotas recaían entre las labores del factor de la Casa de la Contratación y 
las provisiones en las Indias, en el General de la flot . Además, los oficios subordinados 
al puesto de proveedor general también fueron objeto d  reformas. Antes del consumo 
del oficio de proveedor general de armada, la planta de la proveeduría general de 
armadas estaba conformada por los siguientes oficiales, dependientes del proveedor 
general:  
 
                                                
1250 Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX. Título XVI. Leyes LIIII y LV.  
1251 Ibidem. Libro IX. Título XVII. Ley XXXXIIII.  
 
 
La reforma planteada por Juan de Góngora, además de poner bajo 
factor juez oficial las labores del proveedor general de armada antes de hacer el viaje, 
pretendía reducir el número de empleados de la proveeduría, y minorar los salarios del 
resto. Como resultado de la reforma de estos oficios, bajo el poder
los empleados de la proveeduría que no habían sido consumidos junto al oficio de 
proveedor general. Fueron los siguientes: 
 
Proveedor general de armada
1.200 ducados/año
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 del factor quedarían 
 
Oficial segundo de la 
proveeduría
300 ducados/año
Alguacil mayor de la 
proveeduría
400 ducados/año
Alguacil segundo de la 
proveeduría
200 ducados/año
Pagador de gastos 
menudos
Capitán de la maestranza 
de calafatería y carpintería
33  reales/día
Apuntador de la 
maestranza de calafatería 
y carpintería
500 mrs/día
Alguacil de la maestranza 
de calafatería y carpintería 
400 mrs/día 
 
el poder del 
 
 
En relación al personal nombrado por el proveedor hubo otras modificaciones. El 
proveedor general nombraba
ducados de salario y esta ocupación se agregó al cargo de Capitán General, como se 
hacía antes de la creación del oficio de proveedor general. Por lo tanto, quedaba 
consumido el oficio de teniente para e
reformación se minoraban otros gastos de la proveeduría
Como acabamos de ver, las reformas tuvieron un mayor calado en la proveeduría 
general de armadas, pero en la veeduría también se consumieron algunos oficios 
dependientes del veedor general y se minoraron los gastos derivados de esta actividad. 
El veedor podía nombrar dos oficiales que le asistieran en su oficio que llevaban 
señalados 140 y 120 reales al mes de salario. La reforma de oficios de la veeduría 
eliminó a uno de estos oficiales, quedando solamente el oficial con menos salario para 
asistencia del veedor. El oficial mayor de la veeduría servía en la ciudad de Cádiz, junto 
a un oficial, ambos con 400 maravedíes de plata al día durante los aprestos, despa
recibo de la armada, y se redujo el acompañante del oficial mayor, quedando solo éste 
para este cometido. Asimismo, al consumir la perpetuidad del oficio de veedor y las 
                                            
1252 AGI, Escribanía, 1147A. También en AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 109. Al oficial de la 
proveeduría se le libraban 1.095 reales de
plumas, cintas, carteras y otros gastos y de aquí en ad lante solo se le librarían 720 reales de plataa  año. 
Por otra parte, el teniente que bajaba a los aprestos y recibos de la Armada a la c
con una falúa con seis remos y un patrón. Desde este momento debía bajar a Cádiz a tales cuestiones con 
una falúa de cuatro remos y el patrón. 
Factor juez oficial
453 
 un teniente para los viajes de Tierra Firme con 400
mbarcarse en los galeones. Además, en la 
1252. 
 plata al año para el gasto de papel blanco y sellado, tinta, 
iudad de Cádiz lo hacía 
 
Oficial segundo de la 
proveeduría
250 ducados/año
Alguacil mayor de la 
proveeduría
300 ducados/año
Capitán de la maestranza 
de calafatería y 
carpintería
20  reales/día
Apuntador de la 
maestranza de calafatería 
y carpintería
400 mrs/día
Alguacil de la 
maestranza de calafatería 
y carpintería
300 mrs/día 






facultades que en su día había pagado Alonso de Tapia, el veedor ya no podía nombrar 
tenientes que sirvieran el oficio. Anteriormente a dicho consumo el veedor nombraba 
dos tenientes con 400 ducados de plata al año, uno q e se embarcaba y el otro que 
servía en España y, a partir de este momento, solo podía nombrar un teniente para, en 
alternancia con el veedor general, servir en mar o tierra. Además de las reformas en los 
oficios y oficiales que asistían al veedor, también se rebajaron algunas partidas que 
recibía la veeduría para su labor1253.  
Por tanto, desde la reforma de 1646, el factor juezoficial, Luis del Alcázar, tuvo 
bajo sus competencias la proveeduría de armadas y, unque protestó al Consejo de 
Indias la reformación de estos oficios1254, y mantuvo un claro enfrentamiento con el 
visitador por esta razón, el Consejo acabó reafirmándose y apoyando a su visitador. Así 
se lo transmitió el secretario del sínodo Gabriel de Ocaña a Góngora en una misiva de 
1647 en que le comunicaba que “el oficio de proveedor se ha de servir en la forma que 
está mandado por esa Casa y por mano del factor de ella, como se hacía antes que se 
separase y vendiese y como se sirvió por los antecesores que hubo antes que tuviese este 
oficio Diego Canales de la Cerda y guardando lo que disponen las ordenanzas de esa 
Casa que tratan de esa materia”1255.  
Pero el oficio de proveedor general de armadas estuvo extinguido muy poco 
tiempo, pues en 1650, el rey hizo merced del mismo a Bernabé de Ochoa Chinchetru, 
durante los días de su vida. Pero las reformas en este oficio habían tenido 
consecuencias, pues entre 1646 y 1650, los cargos depen ientes del de proveedor 
general habían sido provistos por la corona, razón por la que Bernabé de Ochoa 
Chinchetru se quejó abiertamente al Consejo, pues tenía poca capacidad para ejercer su 
                                                
1253 AGI, Escribanía, 1147A, Fol.2R-3R. véase también AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 109. Fol. 2R-
3V. Quedaron consumidos los 547 reales que recibía el veedor por sus raciones ordinarias. El veedor 
gozaba de 30 reales por cada día de los que se ocupaba en Cádiz para los despachos y recibo de la 
armada, partida que sumaba 1.200 reales en dos vecey que pasaba a ser de 880 reales. El viaje a Cádiz 
del veedor, tres veces al año, estaba tasado en 3.800 reales más el flete de 500 reales del barco en el que 
iba el oficial mayor de la veeduría con los papeles, que era distinto al del veedor, y ahora pasaba a ser de 
400 reales para la ida y vuelta de cada viaje, en total 1.200 reales, quedando suprimido el flete del barco 
del oficial mayor. Y por último, al veedor se le libraban 4.700 reales para hacer socorros a la infanterí , 
remates de sueltos y otras cuestiones, que se consideraron excesivos, y que quedaron suprimidos. 
1254 AGI, Escribanía, 1147A.  
1255 AGI, Indiferente, 436. L. 14. Fol. 45V-46R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora 
encargándole que el oficio de proveedor de armada tenga la competencia y jurisdicción que señalaban las 
Ordenanzas de esa Casa y que acerca de la pérdida de un navío entienda la sala de justicia de dicha Casa. 
Madrid, 10 de diciembre de 1647.  
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oficio como lo hicieron los anteriores proveedores1256. No obstante, mejores destinos 
aguardaron a Bernabé de Ochoa Chinchetru, pues en 1661 recibió una merced de juez 
oficial supernumerario de la Casa de la Contratación, con futura sucesión en el puesto 
de factor, por un servicio de 12.000 pesos1257 y en 1674 consiguió una plaza de 
consejero de Indias mediante el pago de una cantidad cercana a los 30.000 pesos1258.  
En suma, estas fueron las principales reformas que efectuó Juan de Góngora 
durante los años 1646 y 1649, coincidiendo con su ejercicio de presidente de la Casa de 
la Contratación. 
El segundo momento clave en la voluntad reformista de la visita fue a partir del 
pronunciamiento de las sentencias en marzo de 1654. Teniendo como base las 
acusaciones generales que resultaron contra las distintas salas de la Casa de la 
Contratación y que tocaban al funcionamiento general de cada una de las salas, en 
aquellas parcelas de la administración que la visita había observado un mal gobierno se 
dictaminaron nuevas formas de actuación que venían a lterar ciertos aspectos del 
ejercicio ordinario de la institución que se habían situado fuera de sus ordenanzas o que 
habían constituido un exceso o abuso por parte de sus oficiales y que era necesario 
remediar. 
Las principales actuaciones reformistas de la visita de Juan de Góngora a la Casa 
de la Contratación se efectuaron sobre las actividades que se desarrollaban en la sala de 
gobierno o por los miembros de la misma, el presidente y jueces oficiales en solitario, 
pero que precisaban de la supervisión y control de la sala de gobierno. De este modo, 
siguiendo la sentencia pronunciada por la sala de la visita en marzo de 1654, es posible 
extraer disposiciones emitidas por dicha sala que estuvi ron en relación a distintas 
reformas.  
En la visita quedó acreditado el exceso cometido por los presidentes y jueces 
oficiales al percibir salarios y hacer libranzas sin justificación causando gastos 
excesivos por bajar a los puertos al despacho y recibo de las flotas. Por dicha razón, 
                                                
1256 AGI, Indiferente, 507. L. 9. Fol. 122R-123R. Carta al presidente y jueces oficiales sobre un memorial 
que había presentado en la Cámara de Indias Bernabé de Ochoa Chinchetru, proveedor general de la 
armada y flotas de la Carrera de Indias. Madrid, 22 de marzo de 1661.  
1257 AGI, Indiferente, 507. L. 9. Fol. 229V-233V. Merced de una plaza de juez oficial supernumerario de 
la Casa de la Contratación a Bernabé Ochoa de Chinchetru en el puesto de factor por haber servido con 
12.00 pesos. Madrid, 8 de octubre de 1661.  
1258 Francisco Andújar Castillo, «La venalidad en los Consejos durante el reinado de Carlos II. De las 
plazas de consejero al oficio de archivero», en Hacer Historia desde Simancas. Homenaje a José Luis 




para atajar estos excesos, en la sentencia se ordenó qu  tanto el presidente como los 
jueces oficiales u otros oficiales de la Casa que realizaban estas labores no causaran 
gastos extraordinarios en sus criados, ropas, alquileres y fletes de barcos, y quedó 
estipulado el salario adicional que debían percibir por este ejercicio, quedando 
establecido que para recibirlo, debían justificar claramente los días que se habían 
ocupado en dichas labores. Los salarios quedaron establ cidos de la siguiente manera:  
 
Salarios adicionales de los ministros y oficiales de la Casa por bajar a los puertos. 
Presidente 10 ducados al día 
Jueces oficiales 5 ducados al día 
Otros ministros u oficiales de la Casa 4 ducados al día 
Fuente: AGI, Escribanía, 1182. S/F. 
La sentencia de las acusaciones generales a la sala de gobierno también estableció 
nuevos usos en relación a las labores de la contaduría e la Casa en llevar la 
contabilidad de la institución. Se pretendió corregi  la inobservancia de la norma que 
disponía que, para un mejor control de las partidas de cargo y data del tesorero de la 
Casa, dichas partidas fueran firmadas en los libros de la contaduría por los tres jueces 
oficiales. Para ello, la sentencia mandó que el primer día de cada mes, los miembros de 
la sala de gobierno en audiencia, revisaran los libros de la Real Hacienda y de bienes de 
difuntos y los rubricaran. Se pretendía llevar un mayor control de las partidas de cargo y 
data de las que era responsable el tesorero de la institución. Asimismo, el dictamen 
perseguía establecer usos administrativos en la Casa que, aunque ordenados con 
anterioridad, aun no se habían llevado a la práctica. Por ello, para tener mejor 
constancia de la entrada y salida de los caudales de la Casa, la sentencia ordenó que el 
libro de caja estuviera siempre a cargo de diferent persona que tuviera el libro mayor. 
Por tanto, aun manteniendo el nombramiento de estosoficiales en el contador, este juez 
oficial no podía encomendar a su oficial mayor el control del libro de caja, sino que 
debía nombrar diferentes personas para estos oficios. C n respecto a los registros de 
mercancías, siendo tan notorio el fraude que se había cometido y el escaso esfuerzo de 
los jueces oficiales en atajarlo, la sentencia no vi sino a confirmar la omisión y culpa 
de la sala de gobierno en esta cuestión y, aun remitiendo las culpas a los cargos 
particulares, la sentencia general hacía una llamad a poner más esfuerzos en controlar 
los registros en la contaduría de la Casa y apercibía a los jueces oficiales a que, de 
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localizarse nuevos fraudes en los registros, la cantidad que faltara por registrar se 
cobraría de sus bienes. 
Con respecto a la contaduría de averías, en la visita quedó acreditada la omisión 
del presidente y jueces oficiales a la hora de señalar término a los contadores para 
fenecer las cuentas, lo que redundó en una lentitud en los trabajos de censura y 
fenecimiento de las cuentas, con la consiguiente dificultad de cobrar los alcances que 
salieran en las cuentas. Bajo este pretexto, la sentencia a las acusaciones de la sala de 
gobierno ordenó que el presidente y jueces oficiales establecieran un plazo para el 
fenecimiento de las cuentas, como estaba ordenado, y que los contadores de avería no 
percibieran su salario si no fenecían las cuentas que se les habían encomendado en el 
plazo establecido. No obstante a lo dispuesto por la denanza y por la sentencia de la 
visita, las órdenes del Consejo en este sentido se siguieron produciendo, lo que nos 
muestra que el atraso en tomar las cuentas en la cont duría de cuentas de la avería 
siguió siendo parte de la cotidianeidad de la Casa1259. 
En relación a haber permitido que algunos oficiales mayores de la contaduría de la 
Casa, hubieran sido receptores de propios y de otras administraciones del Consulado, o 
que Mateo de la Parra hubiera sido contador-diputado de la avería y receptor del 
Consulado y de la Lonja, la sentencia calificó estos oficios como incompatibles y que 
ningún ministro de la Casa sirviera oficios del Consulado. Como vimos con 
anterioridad, cuando Mateo de la Parra hizo dejación del oficio de contador-diputado de 
la avería, la Cámara de Indias solicitó a la Casa que le propusiera sujetos para el cargo, 
con la salvedad de que “no ha de entrar en esta proposición el que fuere receptor del 
Consulado por ser incompatible esta ocupación con la de contador de avería como antes 
de ahora se ha reparado”1260. 
Aun siendo estas las reformas principales que se deprenden de las acciones 
ejecutadas directamente por el visitador o de las sentencias de la visita de la Casa de la 
Contratación, hubo otros aspectos que se reformaron en estos años, que sin estar 
relacionados directamente con una orden emanada de la visita o posteriormente de las 
sentencias de la misma, es posible enlazarlos con el proceso de inspección de la Casa en 
este contexto. Como ejemplo, cabe citar la creación de un oficio de contador-diputado 
                                                
1259 AGI, Indiferente, 437. L. 18. Fol. 249R-253R. Real Cédula a la Casa de la Contratación sobre lo que 
de nuevo se ordena para que los contadores de averías d  ella fenezcan as que toman con la brevedad que 
deben. Madrid, 28 de mayo de 1656.  
1260 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 241R. Carta al presidente y jueces oficiales sobre la provisión de 
contador-diputado de la avería. Madrid, 12 de enero d  1654.  
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de la avería en Cádiz en el año 1651. En dicho año, el presidente de la Casa, marqués de 
la Eliseda, había avisado al Consejo de que había nombrado a Luis Zarco como 
contador-diputado de la avería en Cádiz para que acompañara en aquella ciudad a la 
persona que el receptor de la avería nombraba para cobr r este derecho en Cádiz. Es 
decir, al contrario de lo que ocurría con el titular del oficio de receptor en Sevilla, el 
receptor gaditano hacía las cobranzas de la avería sin el control de un contador-
diputado. Ante estas novedades, en 1651 se crió un nuevo oficio de contador-diputado 
de la avería en Cádiz, para, de la misma manera que su homólogo sevillano, tomara la 
razón e hiciera el cargo de lo que cobraba el receptor. Para ese oficio de nueva creación 
en Cádiz, la Cámara de Indias no hizo sino ratificar a Luis Zarco1261.  
Unos años más tarde, en 1654, con la primera sentencia de la visita al que fuera 
receptor de la avería Pedro de Camino, fue condenado en uno de los cargos por haber 
nombrado, sin autorización del rey, una persona par que en su nombre cobrara la avería 
en las naos que se despachaban desde el juzgado de Indias de Cádiz y haberle pagado 
60.000 maravedíes al año con cargo a esta hacienda. Aunque con posterioridad a esta 
sentencia se permitió que quien ocupara el puesto de receptor de la avería nombrara un 
teniente para que asistiera en Cádiz, la sentencia de Pedro de Camino sí señaló que 
dicho teniente no debía haber percibido ninguna cantidad de avería sin haber tomado la 
razón el contador-diputado. Es por ello que la creación del puesto de contador-diputado 
de avería en la ciudad gaditana demuestra que se pretendía tener un mayor control sobre 
las actividades de la persona que nombraba el receptor para esta labor y, además, es una 
muestra más de que el centro de gravedad de los negcios estaba cambiando de Sevilla 
a Cádiz, y era necesario proveer oficiales reales en dicha ciudad para que, en este caso 











                                                
1261 AGI, Indiferente, 506. L. 5. Fol. 69V-72V. Título de contador-diputado de la avería en la ciudad de 



























En el último año del valimiento del conde-duque de Olivares, y con anterioridad a 
su caída en desgracia, el Consejo de Indias, con su presidente conde de Castrillo a la 
cabeza, había conseguido imponer su criterio en relación a la política comercial 
superando la agresividad fiscal y la política de concesión de naturalezas para comerciar 
con las Indias que había mantenido el valido. Castrillo enía una idea distinta sobre 
cómo relacionarse con el comercio y así quedó reflejada en las negociaciones 
mantenidas por el propio conde, los consejeros de In ias afines a sus postulados y los 
comerciantes sevillanos para el asiento de avería que comenzó a correr en 1640. Su 
preocupación estribaba en luchar con mayor ahínco contra el fraude fiscal, en recuperar 
los maltrechos registros de la plata y acometer una eficiente gestión de la avería. 
Castrillo era el hombre de confianza en la Corte de los comerciantes sevillanos, al que 
acudían cuando las políticas olivaristas se cebaban contra ellos con el fin de exprimir 
sus haciendas. Lo que no se podían imaginar los hombres del comercio sevillano era 
que el triunfo de las posiciones del conde iba a llevar aparejado una nueva intromisión 
en las instituciones de la Carrera de Indias por un de los medios que le faltaban en esta 
coyuntura histórica: la fiscalización de sus dirigentes y del órgano de gobierno de los 
comerciantes por medio de una visita. Sin duda, Castrillo deseaba restaurar los 
consensos dinamitados entre la corona y los cargadoes a Indias durante la privanza de 
Olivares, pero también aspiraba a tener un mayor control sobre el núcleo mercantil 
sevillano. Para lograr estos cometidos, las preocupaciones mantenidas por el grupo 
opositor sevillano y madrileño durante los años veinte y treinta, relacionadas con la 
enorme presión fiscal que debían soportar los comerciantes y la permisividad en la 
concesión de naturalezas de Indias, se convirtieron n objeto de debate político en la 
Corte. Mientras tanto, en Sevilla se practicó una política de mayor control sobre el 
comercio que, entre otras cuestiones, pretendía poner coto al fraude que lastraba los 
registros. 
 
9.1. Los comienzos de la visita al Consulado: las resistencias de los comerciantes al 
control regio 
 
Si en los años más duros de presión fiscal al comercio durante la privanza de 
Olivares el Consulado practicó una resistencia pasiva ante los requerimientos de la 
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corona1262, no iba a ser muy diferente la postura defendida por los cargadores cuando 
conocieron la noticia de que la visita despachada en 1642 a la Casa de la Contratación 
incluía al órgano de gobierno de los comerciantes. Después de los antecedentes de 
enviados reales a Sevilla para negociar “servicios” del comercio, la llegada de un 
visitador al Consulado fue contestada, como era previsible.  
El prior y cónsules del Consulado presentaron un memorial en el Consejo en el 
que representaron las causas por las que no debían ser comprehendidos en la visita de la 
Casa en su papel de administradores del asiento de avería, y sumaron a la petición de 
exención al resto de administradores de dichos asiento 1263. Afirmaban, el prior y 
cónsules, que Góngora estaba tratando de visitar los asientos de la avería y a los priores 
y cónsules que habían concurrido a su administración, y por ello se estaba excediendo 
en la comisión que tenía porque “los dichos asientos son unas compañías de personas 
particulares que han tomado a su cargo la cobranza del derecho de la avería y despacho 
de las armadas a Indias”. Además, argumentaban que de formar visita a la 
administración de la avería, se cerraría totalmente la puerta a dichos asientos en los que 
de ninguna manera entrarían las personas del comerci  si entendieran que, además de 
arriesgar su capital, quedaban expuestos a ser visitado . Incluso ponían como 
antecedente que en la visita que tomó a la Casa el licenciado Francisco de Tejada y 
Mendoza entre 1615 y 1618 no se incluyó la administración del asiento de avería de 
1618. Esta última consideración del prior y cónsules no fue más que una argucia para 
intentar cambiar el parecer del rey, pues dicho asiento, firmado el 3 de marzo de 1618 
para un periodo de tres años, no podía haber sido inspeccionado en una visita que 
finalizó en 16181264.  
A tenor de dicho memorial, el Consejo determinó que se sacara traslado a Juan de 
Góngora para que diera relación sobre aquellas pretensiones1265. Al parecer, mientras 
llegaban al Consejo las opiniones de Góngora sobre el asunto, el sínodo decidió 
cautelarmente darle la razón al prior y cónsules, pues el visitador recibió una carta del 
secretario de Indias, Gabriel de Ocaña y Alarcón, en la que le apremiaba a que se 
procediera por juicio abierto en la visita al prior y cónsules y demás administradores de 
la avería, les tomara cuentas y averiguara los fraudes que se hubieran cometido, y se 
                                                
1262 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 143.  
1263 AGI, Indiferente, 2010. Prior y cónsules a S.M. Sevilla, 16 de septiembre de 1642.  
1264 La fecha de la firma del asiento de avería de 1618 en: Serrano Mangas, Armadas y flotas de la plata, 
1620-1648, p. 293. 
1265 AGI, Indiferente, 2010, Consulta del Consejo de Indias. Madrid, 23 de septiembre de 1642. Véase 
también: AGI, Indiferente, 435. L. 11. Fol. 272V-273R. 
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castigase a los culpados, otorgando las apelaciones de lo que sentenciase el visitador al 
Consejo. Además, se puso sobre la mesa un tema delicado y que venía a alterar el 
propio fundamento de la visita, como era el secreto en las deposiciones de los testigos y 
la ocultación de sus nombres, lo cual suponía una novedad con respecto a la comisión 
de visita que había recibido Juan de Góngora1266.  
El visitador se apresuró a escribir al Consejo sobre los inconvenientes que tenía 
proceder en juicio abierto frente al juicio secreto, defendiendo que en este último los 
testigos hacían sus deposiciones con mayor libertad y que, llegado el caso de que los 
interesados lo solicitaran, para ser oídos en justicia, se les daría copia de las 
testificaciones si hubieran declarado a su favor1267. Tras conocer las opiniones del 
visitador, el Consejo de Indias se dividió en dos pareceres: por un lado, todo el sínodo 
menos el presidente defendieron las pretensiones del prior y cónsules y, por otra parte, 
el conde de Castrillo apoyó a Juan de Góngora. Así se dio cuenta a S.M. en consulta de 
24 de noviembre de 1642, y el rey, con un lacónico “como parece al conde de Castrillo” 
mandó que se hiciera como proponía el visitador1268.  
Por lo tanto, en esta primera pugna Consejo-Consulado en relación a la visita, la 
única concesión que arrancaron el prior y cónsules f  que su juicio fuera abierto y no 
secreto, es decir, que se le diera traslado al Consulado de los testigos y sus deposiciones 
para su defensa, y fuera sentenciado por el propio vis tador. Pero aquella fue una 
victoria efímera, pues de nuevo se impusieron los pareceres del tándem Castrillo-
Góngora, y la visita se produjo al Consulado por el procedimiento de visita y juicio 
secreto, y solo los administradores de avería, tras un discutido pleito en el Consejo de 
Indias, lograron que su juicio fuera abierto.  
No tardaron mucho el prior y cónsules en presentar ante el Consejo nuevas y más 
ambiciosas pretensiones, pues en 1643 trataron de eximirse de la visita y siguieron el 
camino que marcaba la justicia para tratar de lograr su objetivo al interponer un pleito 
en el Consejo de Indias contra la visita y contra el visitador. El Consulado, a través de 
su procurador en la Corte, Alonso Fernández Vellorado, intentó que se reformara la 
comisión de visita que se había dado a Góngora, dejn o fuera de la inspección a su 
                                                
1266 AGI, Indiferente, 435. L.11. Fol. 273V. Y AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51, Fol. 11. 
1267 AGI, Indiferente, 2010. Carta de Juan de Góngora al ey, Sevilla, 14 de octubre de 1642.  
1268 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre lo que ha escrito el visitador de la Casa 
de la Contratación de Sevilla y el prior y cónsules d  aquella ciudad cerca de la forma en que se ha de 
proceder en la dicha visita contra el Consulado y administradores de avería por pretender ha de ser por 
juicio abierto. Madrid, 24 de noviembre de 1642. La orden del secretario del Consejo de Indias a Góngora 
en: AGI, Indiferente, 435. L. 11. Fol. 305R-305V.  
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parte. No debía albergar demasiadas esperanzas en una resolución favorable por parte 
del Consejo, pues en su instancia pedía además la recusación del visitador y demandaba 
la reformación de los salarios que llevaban señalados el visitador y los demás ministros 
de la visita.  
El procurador del Consulado, haciendo una interpretación de las cédulas de 
comisión de la visita en favor de su parte, reclamó que se “dio comisión al licenciado 
don Juan de Góngora, alcalde de esta Corte, para visit r la Casa de la Contratación y 
con ocasión de la visita de ella, suponiendo que el dicho Consulado es dependiente y 
parte de la dicha Casa, visita también a mis partes y a los administradores que han sido 
del avería, de los asientos pasados de dieciocho años  esta parte […] y ahora 
representan a V.A. los grandes inconvenientes que se seguirán al comercio si pasase 
adelante la dicha visita en la forma en que se ha empezado, porque los administradores 
de la avería no pueden tener nombre de ministros por ser como son personas 
particulares que hacen los asientos como los administradores de los almojarifazgos y 
otras rentas reales en quien parece no puede caer forma de visita […]”1269.  
A su vez, protestó el procurador del alto coste de la visita que tendría que soportar 
el Consulado pues “han ido creciendo tantos los ministros de que se compone la dicha 
visita que sin el salario del juez importarán los de los dichos ministros más de 9.000 
ducados en cada año […] y para la dicha visita no es necesario la asistencia de tantos 
ministros que ganen salarios, pues se puede nombrar por fiscal a ministro de V.A. que 
esté en la dicha ciudad […] y que los demás ministros sean de los mismos que asisten a 
las justicias a quien se les pague la ocupación y no ga en salarios, pues no es justo ni 
conveniente en negocio que ha de durar tanto tiempo que el discurso de él se acabe y 
consuma el comercio con tantos y tan excesivos gastos de que no se ha de sacar más 
utilidad siendo como es el dicho comercio y Consulado en que tantos servicios ha hecho 
a V.A. con la voluntad y largueza que es notorio y con los dichos gastos quedarían 
imposibilitados para proseguir el servicio de V.A.”1270. A tal efecto recordaron el prior y 
cónsules, a través de su procurador, los servicios pecuniarios del Consulado en épocas 
pasadas y advirtieron que por los costes de la visita se vería imposibilitado el comercio 
a seguir haciendo semejantes esfuerzos financieros. Sin duda, era un arma política 
poderosa la que utilizaba el comercio, pero las cartas ya estaban sobre la mesa y hubiera 
                                                
1269 AGI, Escribanía, 1147A. El prior y cónsules de la ciudad de Sevilla con el fiscal de S.M. sobre que no 
deber ser visitados en forma de visita de juicio secreto y sobre la reformación de los salarios del 
licenciado don Juan de Góngora y los ministros de su comisión.  
1270 AGI, Escribanía, 1147A.  
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sido una muestra de debilidad política por parte de la monarquía rectificar en relación a 
las órdenes que tenía dadas al visitador.  
En relación a los salarios que debían percibir el visitador y los ministros 
nombrados por él para su asistencia, y que serían abo ados de las condenaciones de la 
visita, debemos recordar que fueron los siguientes:  
- Al licenciado don Juan de Góngora: 8 ducados al día 
- Al fiscal de la visita: 3,2 ducados al día 
- Al contador de la visita: 2,6 ducados al día 
- Al escribano de la visita: 1,6 ducados al día 
- Al alguacil de la visita: 1,6 ducados al día.  
Por tanto, por anualidad, los ministros de la visita, incluido el visitador, 
percibirían un total de 6.205 ducados, cifra que estaba lejos de alcanzar los 9.000 
ducados que expresó el procurador del Consulado en su petición.  
Por último, el procurador cargó las tintas contra Ju n de Góngora, a quien nombró 
como “sospechoso”, y pidió que se le recusara de toos los autos y procedimientos de 
esta visita. Según expresó en su día Schäfer, Góngora o era “bienquisto” en Sevilla1271 
y, como hemos visto con anterioridad, su ejercicio como juez de comisión en relación a 
los asuntos del comercio le habría granjeado algunos e emigos en la ciudad hispalense. 
No debe extrañarnos la posición contraria del Consulado, no solamente a ser 
inspeccionado, sino a serlo por un antiguo juez de comisión que llevaba varios años en 
Sevilla y Cádiz indagando sobre los fraudes cometidos por los comerciantes en los 
registros.  
El fiscal del Consejo de Indias estudió las cédulas de comisión dadas a Góngora y 
se mostró contrario a las pretensiones del Consulado de no ser comprendido en la visita 
“por ser contra derecho y en perjuicio de la causa pública […] demás de que en todas 
las comisiones que se han despachado de esta calidad han sido comprendidos 
literalmente y de otra manera fuere imposible conseguir el fin de la visita por la 
conexión y forzosa dependencia que lo uno tiene con lo otro”. Por supuesto, el fiscal 
tampoco estuvo de acuerdo en la recusación del visitador, y así lo dejó plasmado en su 
escrito al Consejo. Solamente se mostró favorable a reducir los salarios de la comisión a 
los “precisamente necesarios”1272.  
                                                
1271 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 
de Contratación de las Indias, p. 328. 
1272 AGI, Escribanía, 1147A.  
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Como era previsible, estas observaciones del fiscal fueron de nuevo protestadas 
por el procurador del Consulado, quien se reafirmó en la recusación al visitador por 
“sospechoso” y en que su parte no debía ser visitada por ser administradores de la 
avería, ni por sus oficios de prior y cónsules porque “si hubiesen de ser visitados y 
residenciados como los jueces y ministros que tienen administración de justicia no 
habría en todo el comercio quien administrase el oficio de prior y cónsules de hoy en 
adelante, con que se acabaría la plaza y comercio de Sevilla”. Las nuevas protestas del 
procurador no causaron una alteración de lo proveíd por el fiscal, sino todo lo 
contrario, hicieron que se reafirmara en sus planteami ntos iniciales.  
El pleito quedó listo para ser tratado por el Consejo de Indias que, en 4 de 
noviembre de 1643, dictó un auto de vista en el que daba la razón a su fiscal. Es decir, 
los consejeros que vieron el pleito no admitieron la recusación del visitador, los salarios 
debían correr como les estaban señalados, el prior y cónsules debían de ser visitados en 
forma de visita y juicio secreto y, solamente en la cuestión relativa a los administradores 
del asiento de avería, el sínodo atendió a las peticiones del procurador, que consiguió 
arrancar una leve victoria, pues el Consejo determinó que no debían ser visitados en la 
forma de visita y juicio secreto.  
Mientras tanto había llegado a la Corte una carta de Juan de Góngora dirigida al 
rey, que éste trasladó al Consejo para que la estudiara, en la que reconocía que había 
entendido que el prior y cónsules habían pedido que se r formara el salario que a él y a 
sus ministros les estaba señalados “por excusar la cost  que se les puede seguir de los 
salarios” y pedía que en lo que a él tocaba, se diera cumplida satisfacción a los 
interesados. Es decir, renunciaba a su salario como visitador ya que entendía que así 
cesaría la instancia que habían introducido en el Consejo y podría continuar la visita con 
más quietud. Señalaba el visitador que, por el contrario, tendría que ir más rápido de lo 
que debiera en la resolución de la visita “por abrevia  con ella [con la visita] y excusar 
la presunción de que por aumentar salarios me detengo  esta ocupación”. El Consejo 
elevó una consulta al rey el 27 de octubre de 1643 en la que representó lo expresado por 
el visitador, pero el monarca se negó a aprobar la suspensión del salario a Juan de 
Góngora evitando dar la razón a las pretensiones del Consulado1273. 
Ni lo solicitado por Juan de Góngora, ni las nuevas protestas del procurador del 
Consulado al auto de vista del Consejo de 4 de noviembre de 1643, cambiaron las 
                                                
1273 AGI, Indiferente, 2010. El licenciado don Juan de Góngora a S.M. Sevilla, 2 de octubre de 1643.  
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observaciones del fiscal y el pleito finalizó por auto de revista el 27 de noviembre de 
dicho año en el que el Consejo de Indias se reafirmó en las cuestiones expresadas en el 
auto de vista.  
 
9.2. El Consulado: un órgano de poder ante la justicia.  
 
Tras lograr una derrota por vía judicial, el Consulado no tuvo más remedio que 
aceptar la visita y, con ella, al visitador que no había conseguido recusar. Pero una visita 
como la dirigida al Consulado de Sevilla, no llevaba como objetivo solamente depurar 
responsabilidades entre los dirigentes del órgano rector mercantil, sino también 
inspeccionar la gestión de las rentas e impuestos, tanto propios del Consulado, como los 
pertenecientes a la corona pero administrados por el comercio sevillano. No se trataba 
solamente de inquirir sobre personas poderosas que dominaron el tráfico indiano, sino 
de fiscalizar las funciones del Consulado, sobre todo, aquellas que llevaban implícita la 
gestión de rentas e impuestos que a lo largo de los añ  había adquirido el órgano 
mercantil.  
Pero debemos cuestionarnos por qué quería la corona inspeccionar al Consulado, 
o dicho en otros términos, qué funciones del Consulado se situaron bajo la lupa 
inquisitiva de Juan de Góngora. El Consulado ejercía, omo sabemos, funciones 
judiciales, gremiales, mercantiles, administrativas y financieras. Sus ordenanzas, 
promulgadas en 1556 le atribuyeron una serie de competencias que, poco a poco, fueron 
creciendo hasta lograr un mayor peso en las decisione  de la Carrera de Indias.  
Para su sustento, el Consulado contaba con recursos propios y también gestionaba 
otros pertenecientes a la corona. Entre los ingresos pr pios que le fueron asignados por 
sus ordenanzas en 1556, se fijó el cobro de una blanca l millar, cantidad que se 
destinaba a sufragar los gastos de salarios y demás dispendios del órgano rector 
mercantil1274. Desde 1569, el Consulado contó como bien propio con la Escribanía 
Mayor de la Mar, que incluía la facultad de nombramiento del escribano mayor de flotas 
y galeones y de los escribanos de naos mercantes. Esta concesión, que desde 1610 fue 
perpetuada por un servicio a la corona, capacitó al rgano mercantil para cobrar los 
derechos correspondientes de los títulos de escribanos de naos, estipulados por tonelada 
de carga útil, y que durante el siglo XVI y la primera mitad del siglo XVII estaban 
                                                
1274 García Fuentes, El comercio español con América, 1650-1700, p. 26. 
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ajustados en un real por cada tonelada que llevara el n vío en el que iba a operar el 
escribano provisto. Los derechos devengados de esta facultad de nombramiento, 
cobrados por el receptor del Consulado, constituían n ingreso considerable del órgano 
mercantil, que ejerció este derecho desde 1570 hasta 17861275.  
Asimismo, desde 1582, el Consulado contó con otra fuente de ingresos, el 
conocido como “impuesto de la Lonja” que, en sus inicios, gravaba un 0.33%, y en 
segunda mitad del siglo XVII se incrementó hasta llegar al 1%, toda mercancía que 
entrase o saliese de la ciudad hispalense con destino a las Indias, levante o poniente, 
porcentajes que, en principio, nacieron para sufragar los gastos de la construcción del 
fastuoso edificio sede de los comerciantes1276. No obstante, como veremos, tanto la 
corona como los comerciantes hicieron un uso bien distinto al que estaba destinado lo 
procedido de este impuesto. 
En el siglo XVII, el Consulado fue adquiriendo la facultad de administrar nuevas 
rentas, y la primera de ellas fue el conocido como “i puesto de Balbas”. Lo procedente 
de este gravamen al comercio, un 1% sobre la avería, más tarde elevado al 1,5 %, sirvió 
para pagar al rey el indulto tras la denuncia de fraude hecha por Cristóbal de Balbas, 
oficial real de Panamá, sobre elevadas cantidades de pesos sin registrar en la flota de 
Tierra Firme de 16241277. 
Si el impuesto de Balbas tuvo su origen en un indulto, las siguientes rentas que 
administró el Consulado, surgidas en la década de 1630, fueron consecuencia de 
reiteradas peticiones de empréstitos de la corona que facultaron al Consulado a instaurar 
nuevos gravámenes al comercio para poder hacer frente a esos servicios. Dichos 
empréstitos, en forma de donativos o préstamos, eran adelantados mediante pequeños 
depósitos realizados por particulares que posteriormente les serían satisfechos con unos 
                                                
1275 Antonia Heredia Herreda, «Los escribanos de naos», en Andalucía América y el mar: Actas de las IX 
Jornadas de Andalucía y América (Universidad de Santa María de la Rábida, Octubre 1989), ed. Bibiano 
Torres Ramírez (Sevilla: Diputación de Huelva, 1991), pp. 283-304. 
1276 Lutgardo García Fuentes, «Un ejemplo de la industria de la construcción en Sevilla en los siglos XVI 
y XVII: La casa Lonja», en  Andalucía y América en el siglo XVII: actas de las III jornadas de Andalucía 
y América ed. Bibiano Torres Ramírez y José J Hernández Palomo (Sevilla: Escuela de Estudios 
Hispanoamericanos, 1985) I, pp. 271-324. 
1277 Enriqueta Vila Vilar, «Los gravámenes de la carrera de Indias y el comercio sevillano: El impuesto de 
Balbas», en Andalucía y América en el Siglo XVII: actas de las III Jornadas de Andalucía y América, ed. 
Bibiano Torres Ramírez y José J Hernández Palomo (Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 
1985), I, pp. 253-270. 
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intereses de entre el 10 y el 12 % a través de estas nuevas imposiciones que gravaban al 
comercio1278. Nos referimos a los impuestos de Infantes y Toneladas.  
El impuesto de Infantes, creado en 1632 y situado en la aduana de Sevilla, 
gravaba con un 1% toda mercancía que entrara por mar y tierra y saliera por mar con 
destino a América, y se destinó a sustentar 500 soldad s de a pie durante seis años, 
aunque en 16381279 el Consulado logró su perpetuación y administración en las 
negociaciones de un préstamo a la corona de 450.000 ducados1280. El de Toneladas, 
creado en 1637 y que aumentaba en el 1% la avería, s  destinó a reforzar la armada de 
la guarda de la Carrera de Indias con la fábrica de navíos de guerra1281.  
Estos tres impuestos que administraba el Consulado, Balbas, Infantes y 
Toneladas, aunque con orígenes distintos, como señaló Vil  Vilar, tenían elementos 
comunes: en primer lugar, la necesidad del Consulado de disponer de una fuerte 
cantidad de dinero líquido para hacer frente a un servicio del rey; en segundo lugar, la 
forma de recaudar el numerario exigido por la corona mediante aportaciones 
particulares que generalmente eran sufragadas por los mismos hombres de negocios; en 
tercer lugar, la constitución de una renta que gravab  al comercio y que se debía 
destinar a devolver la inversión a los particulares con sus respectivos intereses; y, por 
último, la gestión y administración de esas rentas por el Consulado, es decir, por el prior 
y cónsules, que en muchas ocasiones fueron las mismas personas que habían hecho la 
inversión primera1282.  
Conocemos en parte las repercusiones que la alta presión fiscal tuvo sobre el 
comercio, y su traducción en un importante incremento del fraude y en la baja de los 
registros en el tráfico mercantil para eludir el pago de impuestos. Pero otra consecuencia 
no menor de esta tributación fue la formación de una camarilla que, desde los puestos de 
mando del Consulado, hacían frente a las inversione solicitadas por la corona y que en 
última instancia eran los beneficiarios de unas rentas que gravaban a todo el comercio y 
                                                
1278 Enriqueta Vila Vilar, «El Consulado de Sevilla, administrador de rentas: un pleito multisecular», en 
Actas del XIII Congreso Internacional de Historia del Derecho Indiano: actas y estudios, ed. Luis E. 
González Vales (San Juan de Puerto Rico: Academia Puertorriqueña de la Historia, 2003), I, pp. 1019-
1032; Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias: un órgano de poder. 
1279 Antonio Domínguez Ortiz y José Manuel Díaz Blanco han señalado la falta de documentación sobre 
el proceso de negociación de este impuesto entre la corona y el Consulado, véase: Domínguez Ortiz, «Los 
caudales de Indias y la política exterior de Felipe IV», p. 75; Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y 
comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 136. 
1280 Finalmente el Consulado aceptó un servicio de 588.864 ducados. Sobre la perpetuación del derecho 
de Infantes, véase: Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo 
XVII, pp. 148-150. 
1281 Vila Vilar, «El Consulado de Sevilla, administrador de rentas: un pleito multisecular» 
1282 Ibidem. p. 1023. 
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que se debían destinar a devolverles sus inversiones. Los mercaderes sevillanos más 
poderosos se convirtieron en “banqueros” del propio Consulado, esperando sacar altos 
intereses por su dinero1283.  
Mas el principal resorte de poder del Consulado fueron los sucesivos asientos de 
avería que gestionó desde 1591 y que le otorgó una enorme capacidad de maniobra para 
dominar todas las operaciones mercantiles a algunos de us miembros que actuaron 
como administradores1284. No debe extrañarnos que, como hemos analizado en el 
epígrafe anterior, las principales quejas del procurador del Consulado estuvieron 
orientadas a evitar que recayera sobre los administradores de la avería una visita de 
inspección. Era mucho lo que estaba en juego si la corona indagaba sobre cómo se 
habían administrado estos asientos, ya que, como pus de relieve Vila Vilar, estos 
asientos situaban el control absoluto del tráfico indiano en las mismas manos que 
estaban interesadas en burlarlo1285.  
Los administradores de los asientos de avería eran elegidos entre los interesados 
en formar parte del asiento. De entre todos los interesados en el asiento, se elegían doce 
de los cuales, cuatro que serían los ejecutores, qu se irían sustituyendo cada año de dos 
en dos, siendo los doce elegidos partícipes en la administración durante la duración del 
asiento1286.  
A las administraciones citadas hay que sumar la gestión de los naufragios, es 
decir, de las operaciones de recuperación de mercancías y su posterior repartimiento 
entre los mercaderes afectados. La corona había delegado en el Consulado parte de la 
gestión de los naufragios, y eran el prior y cónsules quienes debían encargarse de 
devolver lo que se extraía de los siniestros marítimos a sus legítimos dueños, aunque sin 
dejar de estar sometidos a la autoridad y supervisión de la Casa de la Contratación1287.  
 
Otras administraciones “menores” del Consulado de Sevilla 
 
El Consulado, convertido en auténtico banquero de la corona, como es sabido, 
desempeñó un papel fundamental en la financiación de las empresas bélicas de la 
monarquía desde el inicio de la guerra de los Treinta Años en 1618, fecha a la que se 
                                                
1283 Ibidem. 
1284 Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de mercaderes a Indias. Un Órgano de Poder, p. 75. 
1285 Ibidem. p. 78. 
1286 Ibidem. p. 77. 
1287 Pablo Emilio Pérez-Mallaína Bueno, El hombre frente al mar. Naufragios en la Carrera de Indias 
durante los siglos XVI y XVII (Sevilla: Universidad de Sevilla, 1996), p. 87. 
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remontó Juan de Góngora en sus pesquisas sobre las administraciones del órgano 
mercantil. El origen, la organización y el funcionamiento de los gravámenes a la 
fiscalidad del comercio indiano de los que era administrador el Consulado, y que 
acabamos de analizar, no difiere demasiado en sus características con otras rentas que 
podríamos denominar como “menores” que entre los añ 1618 y 1642 recayeron en 
manos de los comerciantes sevillanos. Y aunque solamente algunas de esas rentas 
supusieron un gravamen al comercio –de forma temporal-, coinciden con las anteriores 
en que su origen se debió a la petición de determinados empréstitos de la monarquía al 
comercio sevillano. Estas operaciones financieras, debido a las facultades dadas por el 
rey al Consulado para su administración, recaían sobre la jurisdicción del visitador y 
fueron las que reseñamos a continuación.  
En octubre de 1620, las urgencias bélicas de la monarquía hicieron que el rey 
decretara la incautación de la octava parte de todo el oro y plata que había llegado en la 
flota de ese año para los particulares, en total, unos 800.000 ducados. En el seno del 
Consulado, se llamó a esta incautación “la octava de la plata”. La satisfacción a los 
particulares afectados se hizo en vellón, con un interés de un 8 % para los comerciantes 
y un 5 % al resto de particulares, y a todos ellos un 4 % del premio de la plata. La 
facultad para dicha devolución fue dada por la corona al Consulado, quien se encargó de 
comprar el cobre necesario y hacer las acuñaciones1288. Esta fue la última contribución a 
los gastos de la guerra que hizo el comercio sevillano durante el reinado de Felipe III ya 
que a los pocos meses de esta incautación el rey fall ció.  
Pero la senda ya estaba iniciada, y el reinado de Felipe IV continuó atravesando 
los caminos de la guerra y, con ella, continuaron las peticiones de servicios al 
Consulado. Fue en los años finales de la década de 1620 y en los primeros años de 1630 
cuando la Carrera de Indias sufrió los efectos de una política comercial y fiscal mucho 
más voraz1289. De ahí que los siguientes servicios que prestó el Consulado a la corona y 
las operaciones para su devolución que gestionó el órgano mercantil que cayeron bajo la 
lupa del visitador tengan una cronología situada entre 1624 y 1637.  
Tras el octavo de la plata, la ruptura de hostilidades en Flandes y la presencia 
activa de la guerra llevó a la corona a plantear la formación de una armada que 
defendiese las costas del poniente americano, la Armada del Mar del Sur, y por 
supuesto, el comercio sevillano debía aportar financiación a aquel proyecto. En 1624 
                                                
1288 Domínguez Ortiz, «Los caudales de Indias y la política exterior de Felipe IV», p. 60.  
1289 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 125. 
471 
 
fueron solicitados por el rey 400.000 ducados y, aunque el Consulado se resistió, 
finalmente acabó sirviendo con dicha cantidad, que nunca se emplearía en la Armada 
sino que se destinó a Flandes, y cuya devolución a las personas que prestaron la suma se 
señaló en el crecimiento del 1 % de avería decretado p ra tal fin. Fue aquella la primera 
operación del reinado de Felipe IV que recayó sobre las pesquisas del visitador. 
Pero como los servicios del Consulado a la corona no cesaron, las operaciones 
para su devolución fueron muchas y variadas. El préstamo de 200.000 ducados, 
solicitado al Consulado en 1628, se destinó para el viaje de la infanta María, reina de 
Hungría, de Madrid a Barcelona para acudir a su nueva Corte, y su reintegro a los 
comerciantes interesados que adelantaron la suma fue situado sobre juros1290. En 1629, 
las exigencias de la corona al comercio fueron mayores, llegando a 1.000.000 de 
ducados de la plata consignada para particulares en la flota de dicho año. La devolución 
de esta cantidad se intentó reintegrar en juros sobre el servicio de Millones de varias 
ciudades castellanas. Los accidentes de 1630 acarreron la petición de un nuevo 
préstamo al comercio, esta vez de 500.000 ducados que, en un principio, iban a ser 
devueltos en tres cuotas anuales con un interés del 9 %, pero finalmente fue situada en 
juros sobre el servicio de Millones. En 1632, fueron 200.000 ducados los que el rey 
tomó prestados del registro de la flota de dicho año, situado en juros la satisfacción a los 
afectados.  
Si las necesidades de la monarquía habían sido acuciantes hasta el momento, a 
partir de 1635, tras el estallido de la guerra contra Francia, éstas se elevaron hasta cotas 
superiores a los años antecedentes. Las peticiones de servicios al Consulado no cesaron, 
sino que se volvieron parte de la cotidianeidad, y en 1637, tras varios servicios más, el 
rey demandó al comercio 500.000 ducados que finalmente fueron sacados por la fuerza 
de la sala del tesoro de la Casa de la Contratación, uya devolución se situó sobre juros 
de las salinas de Andalucía.  
En suma, en la siguiente tabla hemos relacionado toas las administraciones que 
gestionó el Consulado sevillano y que, por ende, iban a ser inspeccionadas por Juan de 
Góngora.  
 
Operaciones que administró el Consulado con comisión del rey para la devolución de empréstitos a la 
monarquía entre 1620 y 1637 
Comisiones del Fecha Devolución  Oficiales  
                                                




El octavo de la plata 1620 Pago en vellón Juan de Galdós 
El préstamo de 200.000 
ducados para el viaje de 
la reina de Hungría de 
Madrid a Barcelona 
1628 Situado sobre juros  Lorenzo del Río 
Estrada, Juan Alonso 
de Camino y Simón de 
Gaviola 
El 1.000.000 de 
ducados que se valió 
S.M.  
1629 Situado sobre juros de millones 
de Sevilla, Granada, Toledo, 
Córdoba, Jaén, Salamanca y 
Murcia 
Lorenzo del Río 
Estrada, Juan Antonio 
de Ibarra y Juan de 
Olarte 
Los 500.000 ducados 
que tomó S.M. 
1630 Juros sobre los millones de 
Sevilla, Granada, Toledo, 
Córdoba, Salamanca, Murcia y 
Jaén 
Lorenzo del Río 
Estrada 
Los 200.000 ducados 
que tomo S.M. 
1632 Juros sobre los millones de 
Toledo, Granada, Córdoba, 
Salamanca, Murcia, Jaén y 
Galicia 
Lorenzo del Río 
Estrada 
Los 400.000 ducados 
de que se valió S.M. 
para la Armada del Mar 
del Sur.  
1634 Incremento del 1% de avería Juan de Salinas 
Los 500.000 ducados 
que tomo S.M.  
1637 Juros sobre las salinas de 
Andalucía 
Juan de Salinas 
Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Escribanía, 1137B. 
9.3. Desarrollo de la visita al Consulado 
 
9.3.1. Las elecciones a prior y cónsules del Consulado sometidas a inspección  
 
Desde la reglamentación de las elecciones a prior y cónsules en las ordenanzas del 
Consulado de 1556, el poder de la institución mercantil fue ejercido por un prior y dos 
cónsules que debían ser elegidos en los primeros días del año por votación indirecta de 
30 electores que eran renovados cada dos años y que previamente habían sido escogidos 
por todos los cargadores a Indias que hubieran regist ado mercancías en las flotas en los 
últimos cinco años. A partir de 1588, solo se elegían el prior y un cónsul, pues el 
mercader que el año anterior había ocupado el puesto d  cónsul segundo, pasaba al año 
siguiente a ocupar el de cónsul primero. A su vez, s  elegía un cuerpo de diputados, más 
tarde llamados consiliarios, que los debían auxiliar en su labor1291.  
El funcionamiento de las elecciones quedó recogido en los ocho primeros 
capítulos de las ordenanzas del Consulado que estaban dedicados a regular la forma de 
elección del prior y cónsules. Los 30 electores, que eran escogidos por todos los 
                                                
1291 Ver capítulo 3 de esta misma obra. Los consiliarios del Consulado de 1629 a 1642 en el anexo 5. 
Consiliarios del Consulado de Sevilla de 1629 a 1642.  
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mercaderes tratantes en Indias el día después de Reyes, debían cumplir una serie de 
requisitos, tales como ser casados, viudos o tener más de 25 años, con casa propia en 
Sevilla y no podían ser extranjeros ni tener tienda pública ni oficios. Una vez elegidos 
los 30 electores, que se mantenían durante dos años, era el momento de que éstos 
llevaran a cabo la elección del prior y cónsul. La elección de los dirigentes del 
Consulado se hacía al día siguiente de la designació  de los electores en la sala que la 
institución mercantil tenía en la Casa de la Contratación, en presencia del prior y 
cónsules salientes, del presidente de la Casa y deljuez oficial que estaba designado 
como juez de apelaciones del Consulado. Estos últimos, representantes del rey que 
controlaban los procesos de elección, tenían una not ble importancia pues, el juez 
oficial que actuaba como juez de apelaciones, poseía un voto de calidad en caso de 
observarse un empate entre los elegidos1292. Los dirigentes electos no podían ser 
personas con parentesco ni tener afinidad de negocios como la de pertenecer a una 
misma compañía, ni tampoco podían ser mercaderes que ya hubieran ocupado dichos 
puestos si no había transcurrido al menos dos años desde su desempeño1293.  
Como señaló Antonia Heredia en un trabajo pionero sobre las elecciones a 
dirigentes del órgano mercantil, a pesar de la regulación, el cumplimiento de las 
ordenanzas en esta materia no fue siempre el estipulado. Principalmente, la designación 
de electores estuvo plagada de disturbios e irregularidades, pues los propios pregones 
que anunciaban la convocatoria, advertían sobre el soborno de votos1294. Estos episodios 
se reflejaron en las actas de las elecciones a electores. Como ejemplo podemos citar el 
proceso de elección de electores de 1629 que, ante la presencia en las votaciones de 
personas que no eran cargadores a Indias, el juez de apelaciones que en ese año era 
Antonio de Calatayud, rompió y dio por nulos los votos de aquellas personas 
sospechosas de no pertenecer al Consulado1295. Asimismo, fueron varios los mercaderes 
que denunciaron ante el visitador las “parcialidades y negociaciones” que tenían lugar 
en el seno del comercio para controlar a los 30 elector s que en última instancia 
decidían el gobierno consular. Uno de los denunciantes fue Nicolás de Guadalupe, que 
                                                
1292 José Manuel Díaz Blanco, «Elección y representación. Itinerarios de una cultura política mercantil en 
el siglo XVII», en Une Europe des affaires (XVI-XVIII siècles), ed. Jean-Philippe Priotti y Haan Bertrand 
(Bruselles: Peter Lang, 2018), pp. 73-95 (p. 82). 
1293 Heredia Herrera, «Las elecciones en el Consulado de Cargadores a Indias: nuevas perspectivas sobre 
la rivalidad Sevilla-Cádiz»  
1294 Ibidem. p. 169.  
1295 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 48V. El mismo episodio se repitió en la elección de 
electores de 1636, siendo juez de apelaciones el tesorero de la Casa Antonio Manrique. Al respecto, 
véase: AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 77R.  
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había sido cónsul del Consulado de Lima y conocía de primera mano los 
procedimientos electorales del comercio, quien afirmó que “particularmente de 15 años 
a esta parte se ha corrompido esta materia pues [el prior y cónsules] pretenden los 
oficios para su conveniencia”. Su testimonio ante Góngora desveló las prácticas que 
hacían el prior y cónsules para ganar adeptos a su causa y conseguir hacerse con el 
control de los electores. Una de estas prácticas con istía en hacer votar a criados y 
empleados de sus casas que “vistiéndolos con vestidos decentes para que parezcan gente 
del comercio, les daban un papel escrito con el nombre de las treinta personas que 
querían que salieran como electores y así han tenido usurpada la libertad levantándose 
con la mano y gobierno del Consulado”. Acusaba directamente de estas prácticas a los 
comerciantes naturales de Sevilla y concretamente a Juan de la Fuente Almonte, 
Fernando de Almonte, Diego Domonte Robledo, Francisco Pérez de Meñaca, Antonio 
Lorenzo de Andrade, Pedro y Juan Fernández de Orozco que, apoyados en los vizcaínos 
Adriano de Legaso, Andrés de Madariaga, Antonio del Castillo Camargo, Domingo de 
Sarricolea, Juan Alonso de Camino y su hermano Pedro de Camino, Miguel de Neve, 
Andrés de Arriola, Antonio Enríquez, Martín de Tirapu y Juan Bautista de Loyola, 
formaban las dos “parcialidades” que durante los últimos años habían formado parte de 
los electores y controlaban los cargos consulares. D nunciaba a su vez que muchos 
cargadores a Indias no participaban en los procesos electorales por no enfrentarse a las 
parcialidades sevillana y vizcaína1296.  
Se podría pensar que tras esta declaración había luch s faccionales y personales 
entre comerciantes, pero esta denuncia no fue una excepción aislada, sino que fueron 
algunas más las delaciones en este sentido por parte de otros mercaderes que acusaron a 
los naturales de Sevilla de valerse de los vascongados para hacerse con los oficios del 
Consulado en estas décadas1297. Además, la declaración del secretario del Consulado, 
Juan Antonio de Ibarra, negando la evidencia de los hechos, afirmando que “los 
Almonte, Andrés de Madariaga y Adriano de Legaso son personas muy poderosas, con 
mucha reputación que no pretenden estos oficios ni tratan de ello”, además de ser 
rotundamente falsa, pues las evidencias de que estos mercaderes estuvieron entre los 
                                                
1296 La declaración de Nicolás de Guadalupe ante el visitador en AGI, Escribanía, 1147B, pieza 44. “De la 
visita al Consulado que tomó el señor Góngora”.  
1297 Juan Antonio de Belvis, Lope Rico, Juan de Céspedes, P dro Díaz de Zárate, son algunos de los 
comerciantes que denunciaron las prácticas para llev r las cosas a su terreno por parte del prior y 
cónsules. AGI, Escribanía, 1147B, pieza 44. 
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electores que escogían al prior y cónsules o bien dir ctamente al frente del Consulado 
eran notorias, no venía sino a confirmar quienes estaban tras estas prácticas1298.  
Por tanto, la forma de acceso a los cargos dirigentes de la institución mercantil 
mediante elecciones, convirtió a estos procesos en auténticas contiendas por hacerse con 
el poder del Consulado, que se materializaron sobre t do en el control de los electores, 
pues éstos determinaban el resultado de las eleccion s y, por ende, el control del 
Consulado que, en cierto modo, significaba dominar el comercio.  
Desde finales del siglo XVI y durante la primera mitad del siglo XVII, la 
supremacía en el Consulado estuvo ejercida por los llamados “peruleros”, mercaderes 
que habían hecho su fortuna comerciando con el virreinato peruano y que tras su 
desembarco en Sevilla y desde los cargos directivos del órgano mercantil tenían una 
fuerte influencia en todos los resortes de la Carrer  de Indias. El control de estos 
personajes de los procesos electorales a prior y cónsul ya fue denunciado en 1589 
cuando los comerciantes que hacían sus negocios con Nueva España, Santo Domingo y 
otras partes protestaron por el mal uso que hacían las “personas con ambición de 
mandar y de tener autoridad de prior y cónsules” a la hora de tomar los votos, que 
hacían inclinar la balanza del lado de los comerciantes más numerosos que eran los que 
comerciaban con el Perú1299.  
Pero no solo hubo disturbios e irregularidades en la elección de electores para la 
designación de prior y cónsul, sino que en ocasione, la celebración anual de elecciones 
no se llevó a cabo. Esto ya lo advirtió Antonia Heredia cuando publicó la lista de 
dirigentes del Consulado, pues claramente se observaba la permanencia en los cargos 
por dos o más años de ciertos priores y cónsules1300. Según indicó Antonia Heredia en 
aquel trabajo, esto obedeció unas veces a intereses d  la corona y otras a voluntad de la 
propia institución. Cuando la suspensión fue ordenaa por la corona, se debió en la 
mayoría de los casos, a la intención de mantener a los dirigentes que estaban 
gestionando algún préstamo del Consulado a la monarquía1301. Pero, como veremos, 
también los propios priores y cónsules solicitaron al Consejo en ciertas ocasiones poder 
                                                
1298 AGI, Escribanía, 1147B, pieza 44. 
1299 Enriqueta Vila Vilar, «Redes mercantiles y sociales entre Sevilla y Lima», en Mirando las dos orillas: 
intercambios mercantiles, sociales y culturales entre Andalucía y América, ed. Enriqueta Vila Vilar 
(Fundación Buenas Letras, 2012), pp. 183-207 (pp. 185-86). La cita entrecomillada está sacada de 
Eufemio Lorenzo Sanz, Comercio de España con América en la época de Felipe II (Valladolid: Instituto 
Cultural Simancas, 1979), p. 170. 
1300 Heredia Herrera, «Los dirigentes oficiales del consulado de cargadores a Indias» 
1301 Ibidem. p. 219.  
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continuar en sus cargos o directamente suspendieron las elecciones sin autorización del 
sínodo indiano. 
En el periodo de tiempo de administración del Consulado que recayó sobre la 
competencia de la visita, desde 1618 hasta 1646, la dirección del organismo mercantil 
estuvo en ocasiones, durante dos o más años, en manos de los mismos personajes. Juan 
de Góngora se dispuso a inquirir acerca de cómo se habían desarrollado los procesos 
electorales pues, a priori, no se había cumplido lo establecido por las ordenanzas del 
órgano consular en relación con esta materia. Por tanto, la visita también indagó en la 
forma en la que se habían realizado las elecciones a prior y cónsul desde 1618 hasta 
1646, pues era más que evidente que algunos de los comerciantes que ejercieron puestos 
dirigentes del organismo se habían mantenido en sus cargos más tiempo del que estaba 
estipulado en las ordenanzas del Consulado.  
Así, las diligencias del visitador en relación a este asunto, comenzaron cuando 
Góngora solicitó al oficial mayor de la contaduría de la Casa, Diego Ruiz de Villegas, 
que diera certificación de las prórrogas del gobierno consular que tuvieron lugar entre 
los años citados con autorización del Consejo de Indias1302. Es decir, el visitador 
pretendía conocer si tras la prorrogación en el cargo de ciertos priores y cónsules existió 
una orden regia, o si por el contrario, se debió a la suspensión de elecciones sin 
autorización y, por ende, los dirigentes del Consulado continuaron en sus cargos 
burlando sus propias ordenanzas. Entre 1618 y 1646, se suspendieron las elecciones 
hasta en diez ocasiones1303, sin embargo, las certificaciones que entregó el oficial mayor 
de la contaduría de la Casa al visitador, solo recogían la autorización del Consejo de 
Indias para la suspensión de las elecciones de los añ 1621, 1626, 1628, 16341304, 
16401305 y 16461306. Por lo tanto, en el resto de años, o bien no se habían celebrado las 
elecciones, o bien, dieron como resultado el mantenimi to de las mismas personas en 
los puestos de dirección del Consulado. Los años en qu  continuaron el prior y cónsules 
en el cargo fueron los siguientes: 
                                                
1302 AGI, Escribanía, 1139A, Cuaderno 40. Fol. 244R.  
1303 Concretamente en los años de 1621, 1626, 1628, 1633 4, 1635, 1637, 1640, 1643 y 1646. 
1304 La suspensión de las elecciones de 1634 se encuentra en: AGI, Escribanía, 1137C, Cuaderno 15. Fol. 
108R.  
1305 Para el resto de suspensiones, las certificaciones de la Casa al respecto fueron recogidas en: AGI, 
Escribanía, 1139A, Cuaderno 40. Fol. 244R- 248V.  
1306 La orden del Consejo para la suspensión de 1646 se encuentra en AGI, Escribanía, 1143C, Cuaderno 
105. Fol. 12R. 
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 Priores y cónsules que se mantuvieron más tiempo del estipulado en sus cargos entre 1618 y 1645 
Año Prior Cónsul 1º Cónsul 2º 
1620 Diego Álvarez 
Gaibor 
Francisco de Sierraalta Juan de Vertis 
1621 Diego Álvarez 
Gaibor 
Francisco de Sierraalta Juan de Vertis 
1625 Adriano de Legaso Salvador Gómez de Espinosa Francisco de Herrera Hurtado 
1626 Adriano de Legaso Salvador Gómez de Espinosa Francisco de Herrera 
Hurtado 
1627 Jerónimo de Orozco Francisco de Herrera Hurtado Antonio Lorenzo de Andrade 
1628 Jerónimo de 
Orozco 
Francisco de Herrera 
Hurtado 
Antonio Lorenzo de Andrade 
1631 Jerónimo de Orozco Juan de Munibe Miguel de Neve 
1632 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1633 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1634 Antonio Lorenzo 
de Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo 
Camargo 
1635 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1636 Andrés de 
Madariaga 
Antonio del Castillo Camargo Pedro Fernández de Orozco 
1637 Andrés de 
Madariaga 
Antonio del Castillo Camargo Pedro Fernández de Orozco 
1639 Adriano de Legaso Domingo de Sarricolea Juan Fer ández de Orozco 
1640 Adriano de Legaso Domingo de Sarricolea Juan Fernández de Orozco 
1642 Pedro Fernández de 
Orozco 
Juan Alonso del Camino Francisco de Suaza 
1643 Pedro Fernández de 
Orozco 
Juan Alonso del Camino Francisco de Suaza 
1645 Adriano de Legaso Diego Domonte y Robledo Juan de Orozco y Ayala 
1646 Adriano de Legaso Diego Domonte y Robledo Juan de Orozco y Ayala 
Fuente: elaboración propia a partir de Antonia Heredia Herrera, “Los dirigentes oficiales del Consulado de 
cargadores a Indias”. Los destacados en negrita son nuestros y corresponden a los años en que el Consulado 
sí tuvo autorización del Consejo de Indias para suspender las elecciones. 
  
Las suspensiones de las elecciones señaladas en el cuadro anterior respondieron, 
por un lado, a peticiones del prior y cónsules del Consulado para poder continuar en sus 
puestos y, por otro, a la necesidad de la corona de mantener a los mismos interlocutores 
en medio de negociaciones tan importantes como los asientos de avería. Así, en 
diciembre de 1625, Adriano de Legaso, Salvador Gómez de Espinosa y Francisco de 
Herrera Hurtado, prior y cónsules de dicho año, solicitaron al Consejo de Indias que se 
suspendieran las elecciones y poder continuar en sus cargos durante 1626, aduciendo la 
necesidad de gestionar ellos mismos los 400.000 ducados que había ofrecido el 
comercio para la financiación de la Armada del Mar del Sur, entre otros empréstitos de 
años atrás que, según el prior y cónsules de 1625 “la satisfacción la tendrían más 
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puntual acabándolo nosotros que lo hemos comenzado”1307. En diciembre de 1627, en el 
transcurso de las negociaciones del asiento de avería que comenzó a correr en 1628, el 
Consejo determinó la suspensión de las elecciones como estaba marcado por las 
ordenanzas del Consulado, un día después de la festividad de los Reyes de 1628, 
trasladando su celebración a finales del mes de enero d  dicho año. El Consulado 
pretendió en ese año modificar la fecha de la elección al 25 de junio, pues, según 
alegaron, sería más beneficioso porque “vendría a ser después de la salida de los 
galeones y flotas”, y así les fue reconocido por el Consejo, aunque finalmente las 
elecciones fueron suspendidas por el sínodo indiano y Jerónimo de Orozco, Francisco 
de Herrera Hurtado y Antonio Lorenzo de Andrade, continuaron como prior y cónsules 
durante todo 16281308.  
En diciembre de 1633 fueron suspendidas por orden del Consejo las elecciones 
previstas para enero de 1634 con el motivo de “adelantar las armadas y flotas” que en 
dicho año debían ir a las Indias y porque estaba sore la mesa la negociación de un 
nuevo asiento de avería1309. De nuevo, en 1639 se repitió la operación con la misma 
ocasión de una negociación del asiento de avería de 1640. En aquella ocasión, la 
estancia en Madrid de Adriano de Legaso y Domingo de Sarricolea, prior y cónsul de 
1639, presentes en aquellas negociaciones, determinó que el Consejo suspendiera las 
elecciones de 1640 para que estos mismos dirigentes del Consulado, a su vuelta a 
Sevilla, pusieran en marcha la renovada administracón de la avería1310. En 1646, el 
sínodo indiano determinó que siguieran en sus puestos Adriano de Legaso, Diego 
Domonte Robledo y Juan de Orozco y Ayala, prior y cónsules de 1645, para terminar el 
empréstito de los 30.000 ducados con que el Consulado sirvió al rey1311. 
Como podemos observar, el Consejo de Indias accedió a las peticiones de priores 
y cónsules de suspender las elecciones cuando necesitaba del Consulado para sacar 
adelante negociaciones importantes como fueron los sucesivos asientos de avería. No 
podía permitirse la corona perder el favor de los hmbres del comercio en un asunto de 
tanta importancia. Mientras se sucedían las negociaci nes de tales asientos en 1627, 
1634 y 1640, los priores y cónsules siguieron en sus cargos con autorización del 
                                                
1307 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 245R-245V.  
1308 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 245V-246V. 
1309 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 108R. 
1310 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 247R-247V. 
1311 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 105. Fol. 12R.  
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Consejo. Es necesario recordar que muchos de los priores y cónsules actuaron a su vez 
como administradores del derecho de la avería1312.  
Pero inmediatamente surge una cuestión clave que radica en el vínculo que unía a 
los dirigentes con la comunidad representada y es si tas peticiones de continuidad en 
el cargo de los priores y cónsules habían contado con el beneplácito de los comerciantes 
matriculados en el Consulado o si por el contrario habían formado parte de la estrategia 
de control de unas pocas personas de los cargos dirigentes y por ende, del comercio. 
Ciertamente, esta segunda interpretación parece la más verosimil si tenemos en cuenta 
que no hemos localizado Juntas del comercio para abord r este asunto y que ciertas 
declaraciones de testigos que sirvieron al visitador para comprobar las acusaciones a los 
priores y cónsules de suspender las elecciones, pusieron de manifiesto que nunca se 
reunió al comercio para dirimir sobre esta cuestión, por lo que denota que los dirigentes 
querían seguir en sus oficios por su utilidad y beneficio1313. 
Por tanto, el visitador había recabado las certificaciones de la Casa en las que se 
indicaba los años en que fue autorizada la suspensión de las elecciones, pero no 
obstante, eran muchos más los años que se habían suspendido que los que habían sido 
autorizados por el Consejo de Indias. Se hacía preciso investigar los procesos 
electorales para encontrar dónde se había situado el fraude en las elecciones a prior y 
cónsul y con qué intereses se había ejecutado. Si descartamos las prórrogas autorizadas 
por el sínodo indiano para la suspensión de las elecciones, nos encontramos que en los 
años de 1633, 1635, 1637 y 1643, los procesos electorales o bien no se celebraron o 
bien dieron como resultado el mantenimiento de las mismas personas al frente del 
organismo. Fue entonces cuando Juan de Góngora solicitó a Juan Antonio de Ibarra, 
secretario del Consulado, que certificara según el libro de elecciones que debía tener el 
organismo, si en los años citados habían sido suspendidas las elecciones y si contaban 
con autorización del rey para ello1314. El encargado de responder al auto del visitador 
fue el escribano del Consulado, Juan de Santamaría, quien certificó que en 1633, 1635, 
1637 y 1643 no se habían celebrado las elecciones1315. Parecía claro que la forma de 
elección del prior y cónsul en los años referidos n se había acogido a lo dictado por las 
ordenanzas del Consulado y que, al no haberse celebrado las elecciones, se habían 
                                                
1312 En el asiento de avería de 1640, los administradores fueron Domingo de Sarricolea, cónsul primero de 
1639 y 1640, Martín de Sanartu y Juan de Munibe. AHPSe. Protocolo 5555.  
1313 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 44. “De la visita del Consulado que tomó el señor Góngora”.  
1314 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 248R.  
1315 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 105. Fol. 10R-11R. 
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mantenido en los puestos de dirección las mismas personas, creando una camarilla de 
dirigentes que controlaban el organismo y en cierto modo, el comercio. Los priores y 
cónsules que se mantuvieron en sus puestos sin autoriz ción del Consejo de Indias 
fueron los siguientes:  
Priores y cónsules que siguieron en puestos de dirección del Consulado sin autorización del Consejo de Indias 
Año Prior Cónsul 1 Cónsul 2 
1633 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo 
Camargo 
1635 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo 
Camargo 
1637 Andrés de Madariaga Antonio del Castillo 
Camargo 
Pedro Fernández de 
Orozco 
1643 Pedro Fernández de Orozco Juan Alonso del Camino Francisco de Zuaza 
Fuente: elaboración propia a partir de Antonia Heredia Herrera, «Los dirigentes oficiales del Consulado de 
cargadores a Indias». 
 
Sin duda, se trataba de algunos de los mercaderes más importantes de la primera 
mitad del siglo XVII, presentes en todo tipo de actividades económicas y dominadores 
de todos los hilos del Consulado.  
 
Las elecciones a prior y cónsul de 1647 y 1648: la intervención del visitador en el 
proceso electoral del Consulado  
 
Tras la comprobación que llevó a cabo el visitador en la que salió a la luz que en 
determinados años las elecciones a prior y cónsul habían servido para que unos cuantos 
dirigentes se perpetuasen en el poder al frente del Consulado, repartiéndose los oficios, 
y llegando incluso a suspender las elecciones sin autorización del Consejo de Indias, 
Juan de Góngora comunicó al sínodo su intención de i tervenir en el proceso electoral 
que se debía iniciar en enero de 1647. Tras la suspensión de las elecciones de 1646 
debido a las negociaciones del servicio de los 30.000 ducados que había ofrecido el 
Consulado a la monarquía1316, el visitador había transmitido al Consejo los 
inconvenientes de que siguieran suspendidas las eleccion s tras haberse ajustado el 
referido servicio. Además, Góngora solicitó que, como presidente y visitador de la 
Casa, le autorizara para dirigir la celebración de las siguientes elecciones para garantizar 
el cumplimiento de las ordenanzas del Consulado en esta materia1317.  
                                                
1316 Este servicio del Consulado fue demandado por Luis de Haro tras su estancia en Sevilla en 1646 y se 
obtuvo del 1% de naturalezas y del tercio de la Lonja, al respecto véase: Díaz Blanco, Así trocaste tu 
gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 196. 
1317 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 102R-102V. 
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Las motivaciones para la intervención del presidente y visitador de la Casa 
quedaron meridianamente claras en las propuestas que Juan de Góngora elevó al 
Consejo y de las que recibió el plácet del sínodo. A emás de dirigir el proceso electoral, 
Góngora pretendía que de ninguna manera fueran reelegidos por prior y cónsules los 
que lo habían sido otras veces, hasta que no hubiesen dado al Consejo las cuentas de la 
administración de los propios del Consulado y, asimismo, que tampoco pudieran actuar 
como electores. Trataba el visitador de marginar de la contienda electoral a los 
personajes que habían ejercido como electores en los años antecedentes y que, desde esa 
posición, se habían ido alternando en los puestos dirigentes del Consulado1318.  
Dichas pretensiones del visitador para intervenir e las elecciones a prior y cónsul 
de 1647 se manifestaron en dos Cédulas que recibió Juan de Góngora y que estuvieron 
dirigidas a poner remedio a las cuestiones que habían afectado al mal desarrollo de los 
procesos electorales1319. Las órdenes que recibió Góngora le facultaron para asistir 
personalmente a la votación de los electores para los ños de 1647 y 1648, sin duda, la 
clave donde residía el fraude en las elecciones, pues la propia Cédula reconocía la 
importancia de que “salgan por electores algunas personas independientes que procedan 
desapasionadamente y sin mirar a su conservancia” y también a la elección de prior y 
cónsul de 1647. Se pretendía que “en estas eleccions se obre con toda integridad y libre 
de voluntad sin que los que están apoderados de los oficios y de los que tienen más 
mano en el comercio puedan embarazar el que cada uno vote por la persona que juzgare 
más a propósito para el ministerio”1320.  
Góngora inició el proceso con una novedad que marcó los siguientes 
acontecimientos: la citación de los comerciantes que iban a elegir a los electores en la 
sala del Consulado de la Casa para que, antes de emitir el voto, hicieran juramento de 
que no iban a votar a ninguna persona particular con la que tuvieran empeño como 
elector, es decir, que no habían dado su palabra ni ofrecido su voto a nadie. La novedad 
residió en que el juramento que con anterioridad solo hacían los electores, en esta 
ocasión se extendió a todos los hombres del comercio con la intención de garantizar su 
libertad de voto para elegir a los electores. El objetivo que perseguía Juan de Góngora 
con esta decisión fue tener un control sobre las personas que iban a elegir a los electores 
                                                
1318 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 231V-232R 
1319 Todo el proceso de preparación de las elecciones a prior y cónsul de 1647 se encuentra en AGI, 
Escribanía, 1143C. Cuaderno 105. Los siguientes párrafos, salvo indicación contraria, corresponden a la
misma referencia.  
1320 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 220V-221V 
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y evitar que ejercieran esta potestad personas que no eran cargadores a Indias, como 
había ocurrido en anteriores convocatorias. 
Como era previsible, el prior y cónsul salientes protestaron por la elección de 
nuevos electores, pues al haberse suspendido las elecciones de 1646, pretendían que 
continuaran los mismos electores que escogieron al prior y cónsul de 1645, pues solo 
habían actuado en una ocasión y no en dos, como mandab  las ordenanzas del 
Consulado1321. Pero sus protestas, que por mandado del visitador fueron vistas por el 
fiscal de la Casa, no resultaron efectivas y la elección de electores siguió su curso. El 
visitador acudió de nuevo a la contaduría de la Casa para extraer una lista en la que 
estaban incluidos todos los mercaderes que habían cargado mercaderías para las Indias 
en las flotas que se despacharon para Nueva España y Tierra Firme en años anteriores y 
que podían ser admitidos para votar o ser elegidos en la elección de electores.  
Esas certificaciones extraídas de la contaduría de l  Casa sobre las personas con 
derecho a voto se imprimieron y se tuvieron en cuenta a la hora de aceptar las papeletas 
en el día de la elección de los electores. En la siguiente tabla hemos plasmado el 
resultado que se produjo en la elección de electores de 1647 con respecto a los que 
habían sido en 1645. Los electores resultantes en 1647 muestran de forma nítida que los 
personajes que habían controlado los procesos electorales de años anteriores, habían 
pasado a un segundo plano con la intervención del visitador1322: 
 
Comparación entre la elección de los 30 electores del Consulado en 1645 y 1647 
Electores de 1645 Electores de 1647 
Domingo de Sarricolea Juan de Lara 
Francisco de Suaza Francisco de Conique 
Diego de Monterobledo  Juan de Mallea 
Adriano de Legaso Marcelo Pérez de Ribera 
Juan de la Fuente Almonte Francisco de Medina Salazar 
Andrés de Madariaga Pedro de Pineda y Salinas 
Fernando de Almonte Juan de Olarte 
Pedro Fernández de Orozco Esteban de Echevarría 
Juan de Munibe Fernando de Saavedra 
Miguel de Neve Juan Ramírez de Vergara 
Antonio del Castillo Camargo Juan Romero Gil  
Tomás de Mañara Francisco de Vergara 
Antonio Lorenzo de Andrade Diego de Mirafuentes 
                                                
1321 El prior y cónsules pedían algo que ya había ocurrido en ocasiones anteriores, pues en 1641 actuaron 
los mismos electores de 1639 y en 1644 los mismos de 1642. AGI, Escribanía, 1137B, Fol. 44R-116R. 
1322 Para una perspectiva más amplia de los electores del prior y cónsul del Consulado en la que se 
observa la permanencia de las mismas “parcialidades” el cción tras eleeción, véase anexo 4. Electores del 
prior y cónsul del Consulado de Sevilla desde 1629 a 1644.  
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Juan Fernández de Orozco Pedro de Cortabarría 
Juan de Orozco Fernando López de Bolaños 
Pedro de Rosas  Melchor de Aranguren  
Juan de Olarte Lorenzo López 
Andrés de Arriola Juan López de Gamarra 
Francisco Pérez de Meñaca Miguel Vélez de Ulibarri 
Sebastián de Zurita Juan Ventura Tirado 
Francisco de la Fuente Verasegui  Francisco de Soto 
Francisco Gómez de Torres Pedro Vicente de España  
Juan Alonso de Camino Alonso Salvador 
Juan Bautista de Loyola Baltasar de Amezqueta  
Pedro de Camino Juan de Soto 
Martín de Sanartu Antolín Vázquez  
Baltasar Gómez de Espinosa Esteban de Ribarola  
Diego de Velasco Mendieta Juan de la Presa 
Martín de Mujica José Campero 
Juan de Urquizu  Roberto Corbet 
Fuente: los electores de 1645 en AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 263R-264R. Los electores de 1647 
en AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 105. En negrita los electores que repitieron. 
 
Por tanto, en un primer paso hacia la elección de prior y cónsul de 1647, el 
visitador logró apartar del proceso a los electores que habitualmente habían ejercido, 
resultando electos otros nuevos que venían a renovar a los que controlaron el proceso en 
años anteriores. Pero las órdenes del Consejo que recibió Juan de Góngora que hicieron 
más riguroso este proceso electoral fueron aquellas que ordenaban que los priores y 
cónsules que no habían dado las cuentas de los propios del Consulado al terminar su 
gestión no pudieran ser de nuevo elegidos para tales puestos, tal y como había 
recomendado el visitador al Consejo.  
Esta cuestión no fue menor, pues apartó de la carrera hacia la dirección del 
Consulado a personajes que habían ocupado los puestos de prior y cónsul en más de una 
ocasión como Antonio Lorenzo de Andrade, Miguel de Neve, Andrés de Madariaga, 
Antonio del Castillo Camargo, Pedro Fernández de Orozco, Fernando de Almonte, 
Adriano de Legaso, Juan Fernández de Orozco, Juan Alonso de Camino y Francisco de 
Suaza. Algunos de los destacados personajes que habían controlado el comercio desde 
los primeros años de la década de 1630.  
Con la prohibición de que los anteriores priores y cónsules repitieran en el cargo y 
con nuevos electores a los habituales, las elecciones a prior y cónsul se celebraron el 18 
de febrero de 1647, resultando elegidos Juan de Lara como prior y Esteban de 
Echevarría como segundo cónsul, quedando Juan de Orozco y Ayala como primer 
cónsul al haber ejercido como segundo cónsul en el año anterior1323. Con la intervención 
                                                
1323 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 254V.  
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del visitador en el proceso electoral de prior y cónsul de 1647, se logró desbancar a la 
camarilla dirigente que durante años controló el Consulado y se situaron al frente del 
órgano mercantil nuevas personas merced a las novedades que se introdujeron en las 
elecciones. El visitador transmitió el resultado al Consejo de Indias que finalmente 
aprobó dichos nombramientos.  
El resultado había sido tan de la conveniencia del visitador que incluso, en 
diciembre de 1647, Góngora llegó a plantear al Consej  la pertinencia de que se 
prorrogaran en el puesto al prior y cónsul elegidos en 1647 para el año próximo. Según 
esgrimió Góngora al Consejo, “los más de ese comercio staban haciendo diligencias y 
prevenciones para hacerse con los cargos del Consulado”. Es factible pensar que, al 
actuar en 1648 los electores que habían sido renovados en 1647, los comerciantes más 
poderosos estuvieran tratando de adulterar el sentido de su voto en su favor. Sin 
embargo, el Consejo no estuvo de acuerdo con Góngora y le pidió que se hicieran las 
elecciones de 1648 tal y como marcaban las ordenanzas del órgano mercantil1324. 
No obstante, a pesar de la advertencia de Góngora, las elecciones a prior y cónsul 
de 1648 fueron anuladas por el Consejo pues los electores votaron como prior a Luis 
Bucareli, hijo del florentino naturalizado Antonio María Bucareli1325 y como segundo 
cónsul a Juan Alonso de Camino, cuando era uno de ls antiguos dirigentes que habían 
quedado vetados para ser elegidos por no haber dado las cuentas de las administraciones 
del Consulado que estuvieron a su cargo cuando desemp ñó el puesto de cónsul en 1642 
y 16431326.  
De nuevo la intervención del visitador fue clave para l  elección del prior y cónsul 
de 1648, pues el Consejo pidió a Góngora que diera una relación de las personas más a 
propósito para los cargos dirigentes del Consulado y, tras la suspensión de los elegidos, 
el Consejo determinó que ocuparan los puestos Pedro Núñez de Villavicencio como 
                                                
1324 AGI, Indiferente, 436. L. 14. Fol. 45R-45V. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora 
para que las elecciones de prior y cónsul se hagan según establecen las ordenanzas del Consulado. 
Madrid, 10 de diciembre de 1647.  
1325 Antonio Domínguez Ortiz, «Comercio y blasones. Concesiones de hábitos de órdenes militares a 
miembros del consulado de Sevilla en el siglo XVII», Anuario de estudios americanos, 33, (1976), pp. 
217-256 (p. 227). 
1326 AGI, Indiferente, 436. L. 14. Fol. 87R-88R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de Góngora 
avisándole que se ha dado por nula la elección de prior y cónsul, por cuyo efecto la elección correrá ste 
año por cuenta del Consejo para lo cual le encarga envíe relación de las personas que a su juicio le 
parecieren más convenientes. Madrid, 28 de abril de 1648.  
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prior y Sebastián de Zurita como segundo cónsul, quedando Esteban de Echevarría 
como primer cónsul1327. 
 
9.3.2. El reconocimiento de las cuentas de las administraciones del Consulado 
 
Los propios del Consulado 
 
Además del control del acceso a los puestos dirigentes del Consulado y la 
intervención del visitador para propiciar una ruptura de la camarilla dirigente que había 
controlado el órgano en los últimos años, buena parte de la visita de Juan de Góngora a 
las instituciones del comercio sevillano consistió principalmente en el reconocimiento 
de diferentes cuentas de las administraciones que eran propias o gestionadas por el 
Consulado. Se trataba de averiguar cómo habían gestionado los priores y cónsules las 
rentas y administraciones del órgano desde 1619. Los interlocutores del visitador fueron 
Juan de Santamaría, escribano del Consulado, y Juan Anto io de Ibarra, secretario y 
contador del Consulado. Ambos recibieron las primeras notificaciones de autos emitidos 
por Juan de Góngora en septiembre de 1642 en los que reclamaba los libros de las 
administraciones del Consulado desde 1619 hasta 16421328. A ambos oficiales les fueron 
reclamados los libros y cuentas de las administraciones propias del Consulado, pero 
también de la Lonja y otras administraciones gestionadas por el órgano mercantil, como 
el derecho de Balbas o Infantes.  
Comenzaremos nuestro análisis por la inspección que Góngora llevó a cabo por 
los bienes propios del Consulado, que eran los derivados de la gestión de la blanca al 
millar, la Escribanía Mayor de la Mar y los juros y rentas.  
Juan Antonio de Ibarra ocupaba el puesto de secretario y contador del Consulado 
y de las cuentas de la Lonja desde 1622 y a él fueron di igidas las órdenes del visitador 
que le emplazaron en primer lugar a entregar las cuentas de los bienes de propios del 
Consulado. El secretario del Consulado, que fue el principal interlocutor a quien fueron 
remitidos la mayoría de autos de la visita, cumplió con el auto entregando a la visita 
dichas cuentas desde 1623. La gestión de lo recaudado y pagado de los depósitos del 
Consulado recaía en el receptor del órgano, a quien los priores y cónsules entrantes en 
                                                
1327 AGI, Indiferente, 436. L. 14. Fol. 95V. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón al presidente y jueces 
oficiales de la Contratación dándoles cuenta de que este año el prior será Pedro Núñez de Villavicencio y 
el cónsul Sebastián de Zurita. Idem a Juan de Góngora. Madrid, 19 de mayo de 1648.  
1328 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 4R. 
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cada año debían tomar las cuentas. Durante los años que recayeron bajo inspección 
fueron tres personas los que ejercieron el puesto de receptor del Consulado: Andrés de 
Munibe entre 1623 y 16331329, Francisco de la Parra entre 1634 y 16401330 y su hermano 
Mateo de la Parra quien ocupaba el cargo al inicio de la visita en 16421331.  
Durante el periodo estudiado, la renovación del personal que ocupó los puestos de 
receptor del Consulado estuvo marcada por el acceso d  l s receptores a cargos de 
importancia en la Casa de la Contratación. De este modo, cuando Andrés de Munibe en 
1634 entró a servir el puesto de contador interino de la Casa tras la muerte del contador 
Antonio de Calatayud1332, le sucedió en el empleo de receptor Francisco de la Parra, 
quien a su vez, en 1640, adquirió por 12.000 ducados una plaza de juez oficial 
supernumerario de la Casa1333, dejando en el puesto de receptor a su hermano Mateo de 
la Parra. Durante los años inspeccionados por Juan de Góngora, estos tres oficiales 
fueron los encargados de cobrar estos derechos y derealizar las libranzas de lo 
procedente del cobro de la blanca al millar, de los derechos devengados de los 
escribanos de naos derivados de la Escribanía Mayor de la Mar, y de los juros y rentas 
que conformaban los propios y depósitos del órgano mercantil para su sustento.  
Asimismo, según lo dispuesto en la ordenanza 21 del Consulado, el receptor, 
junto con el prior y cónsules salientes tenían que dar cuenta de estas administraciones 
con todo lo que hubiesen recibido y pagado al prior y cónsules entrantes cada mes de 
enero, y dadas las cuentas, debían ser reconocidas por los jueces oficiales de la Casa 
para, posteriormente, ser enviadas al Consejo de Indias para su revisión1334. Por tanto, 
que las cuentas de estas administraciones hubieran sido tomadas en tiempo y forma, 
según lo recogía la citada ordenanza fue la primera cuestión que indagó el visitador tras 
la entrega de los libros de cuentas del Consulado por su secretario Juan Antonio de 
Ibarra. Pretendía conocer Juan de Góngora si el prior y cónsules habían faltado a esta 
obligación desde 1619. Las cuentas entregadas por el secretario del Consulado a la 
visita se remontaban a 1623 cuando Ibarra comenzó en el puesto y llegaron hasta 1644. 
El análisis de las mismas nos permite vislumbrar varias cuestiones sobre la gestión de 
estos depósitos del Consulado: en primer lugar, las cuentas no eran tomadas al receptor 
                                                
1329 Andrés de Munibe llevaba desde 1606 en el puesto de receptor del Consulado. Véase Vila Vilar, «El 
tesorero Andrés Munibe: entre la Casa y el Consulado». 
1330 AGI, Escribanía, 1136C, Fol. 263R. 
1331 AGI, Escribanía, 1136C, Fol. 269R-272R. 
1332 Vila Vilar, «El tesorero Andrés Munibe: entre la Csa y el Consulado», p. 441. 
1333 AGI, Contaduría, 88.  
1334 Heredia Herrera, «Las Ordenanzas del Consulado de Sevilla» 
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por el prior y cónsules salientes cada año como dictaban las ordenanzas; en segundo 
lugar, se ajustaron las cuentas en 1634 y 1642 cuando A drés de Munibe y Francisco de 
la Parra dejaron de ser los receptores y, en tercer luga , a partir de 1642, coincidiendo 
con el inicio de la visita al Consulado, se tomaron año a año. Además, ninguna de las 
cuentas de ese tiempo se habían presentado a los jueces oficiales de la Casa y, 
presumiblemente, tampoco al Consejo de Indias para su evisión1335.  
Que las cuentas de los propios del Consulado no fueran tomadas como estaba 
estipulado en la ordenanza 21 del órgano mercantil es ndicativo de una ausencia de 
control del gasto de estos depósitos que podía derivar en un uso indebido de los 
mismos. Como demuestra la inobservancia de la norma, poco importaba al receptor y al 
prior y cónsules salientes dar las cuentas a la nueva dirección del Consulado –cuando 
cambiaba- pero al prior y cónsul entrante tampoco debía importarle el ajustamiento de 
estas cuentas, pues así, tampoco se sentirían en la oblig ción de ajustarlas cuando 
abandonaran la dirección.  
Las consecuencias que tuvo la visita sobre esta parte de la administración del 
Consulado se empezaron a sentir desde la misma llegada del visitador, pues, como ya 
hemos comentado, a partir de 1642, coincidiendo con el i icio de la visita, las cuentas 
de los propios se tomaron sin dejar tiempo en medio, añ  a año, como estaba estipulado 
en la ordenanza 21. No obstante, en la visita quedó d mostrado que la observancia de 
esta ordenanza del Consulado no se había seguido y, en 1646, el Consejo de Indias 
apremió al visitador a que “dé la orden necesaria para que prior y cónsules que al 
presente son y adelante fueren, guarden y cumplan precisamente lo dispuesto en la dicha 
ordenanza” insistiendo en la necesidad de que enviara  l s cuentas al Consejo para su 
supervisión1336. 
Pero amén de que el mecanismo de control de las cuentas de los propios, 
estipulado en las ordenanzas para el gobierno del Consulado no era ejecutado, la 
supervisión que realizó la visita no se limitó a esta cuestión sino que las partidas de 
ingresos y gastos de los propios del órgano mercantil fueron revisadas por los ministros 
nombrados por Juan de Góngora para tal efecto. El visitador contó entre sus ayudantes 
para esta cuestión con Esteban de Hinojosa y Juan Conchillos Negrete, contadores de la 
visita, que se dedicaron a ajustar las cuentas de los propios del Consulado. Para llevar a 
                                                
1335 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 251R-254V.  
1336 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 113R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora. Madrid, 24 de diciembre de 1646.  
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cabo la comprobación de esas cuentas, el visitador estableció un horario para que los 
priores y cónsules de cada año, o sus herederos en caso de que hubieran fallecido, 
acudieran a la revisión de las cuentas en las depenncias de la visita en el Alcázar1337.  
En esta revisión de las cuentas de los propios del Consulado desde 1623 hasta 
1644 que realizaron los oficiales de la visita por mandado de Juan de Góngora, se puso 
énfasis en conocer para qué se destinaban los fondos de estos depósitos del órgano 
mercantil y las pesquisas se centraron en la comprobación de los conceptos de gastos 
que no quedaban claros en dichas cuentas, o bien inducían a sospechas de un uso 
indebido o particular del dinero por parte de los priores y cónsules de los mismos. De 
este modo, las peticiones de certificaciones al secretario del Consulado para conocer en 
qué se habían destinado determinadas partidas son una constante desde los primeros 
momentos de esta revisión. Estos fondos se destinaban  la paga de salarios de los 
oficiales del Consulado, a sufragar los viajes de los priores y cónsules y de otros 
comisionados del órgano, tanto a Madrid como a Cádiz, Sanlúcar y otras partes de la 
costa de la Baja Andalucía, en definitiva, al sustento de los gastos de funcionamiento 
básicos del organismo. Sirva como ejemplo de la revisión que emprendió la visita sobre 
estas partidas de gastos las certificaciones que fueron pedidas a Juan Antonio de Ibarra, 
secretario del Consulado, sobre la forma que se había tenido en justificar las libranzas y 
si para pagarlas el receptor había recibido informaciones de las ocupaciones y 
diligencias hechas en cada una de las relaciones de gastos y salarios. El mandamiento 
del visitador venía motivado porque en las libranzas que daba el Consulado para la paga 
de salarios y ayudas de costa que eran destinadas a las personas que nombraban para 
hacer viajes a Madrid y a otras partes, no constaba el concepto en virtud de que se 
habían librado. La certificación entregada por el secretario a la visita confirmaba que 
ningún prior ni cónsul, ni otras personas que salían de Sevilla comisionados por el 
Consulado, traían testimonios de las diligencias que hacían sino que solamente 
presentaban una relación de gastos causados en el viaje. Estas relaciones firmadas eran 
suficientes para que se les librara lo que hubieran gastado en su comisión y, en el caso 
de que se le hubiera adelantado alguna cantidad para dicho cometido, servían como 
justificante para devolver el sobrante1338.  
Asimismo, con los depósitos de propios del Consulado se sufragaban los salarios 
y ayudas de costa de los agentes de negocios que el órgano tenía en la Corte. Sobre los 
                                                
1337 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 13R-13V. 
1338 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 203R-203V.  
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costes que se destinaban a estas personas que trabajaban en la cercanía de los Consejos 
de la monarquía también se centraron los esfuerzos del visitador. Para comprobar que 
las libranzas a agentes de negocios que estaban en los conceptos de gastos de los 
propios del Consulado se habían destinado a estos oficiales, el visitador pidió los 
acuerdos del prior y cónsules en los que se había tom do la decisión de nombrar a estos 
oficiales. Así, el Consulado aportó a la visita, como prueba de que esas libranzas tenían 
un destino claro, el nombramiento de Domingo Herrera de la Concha, agente de 
negocios del organismo en la Corte, que fue nombrado en 1637 por acuerdo del prior 
Andrés de Madariaga y los cónsules Antonio del Castillo Camargo y Pedro Fernández 
de Orozco1339. 
Parece claro que se pretendía tener un mayor control sobre las decisiones y las 
personas nombradas por el Consulado para sus negocios y omisiones, pero sobre todo, 
de los gastos del órgano mercantil. Prueba de ello fue la carta remitida por el Consejo de 
Indias al prior y cónsules de 1644, Domingo de Sarricolea, Francisco de Suaza y Diego 
Domonte y Robledo, para que antes de señalar algún salario a un oficial del órgano, 
dieran cuenta al Consejo. El sínodo aprovechó el nombramiento por parte del prior y 
cónsules de Fernando de la Oliva como depositario general en Sanlúcar de Barrameda, 
con 100 ducados de salario señalados en sus propios, para advertir al Consulado que con 
anterioridad al nombramiento y a señalar el salario que iba a percibir, debía comunicar 
al Consejo la necesidad de la provisión del oficial y el salario que iba a llevar. La 
novedad imperaba en el conocimiento que reclamaba el sínodo con anterioridad al 
nombramiento, pues hasta el momento, el prior y cónsules se limitaban a pedir la 
aprobación regia de la provisión de un oficial1340.  
Otra prueba del control y revisión que supuso la visita para las cuentas del 
Consulado fueron las reiteradas peticiones de certifi ac ones al secretario Juan Antonio 
de Ibarra sobre determinadas partidas que estaban dudosas en cuanto al concepto 
empleado en su registro en los gastos de propios. Srva como ejemplo la partida de 
gasto registrada en 1626 con el concepto de “gastos de mar” que, según el secretario del 
órgano se destinaron a paliar los efectos del ataque inglés a Cádiz en 16251341.  
                                                
1339 Este agente trabajaba en colaboración con Gaspar Chuman, agente general de los negocios del 
Consulado en la Villa y Corte y percibía 100 ducados e salario al año por cuenta de los propios del 
órgano mercantil. AGI, Escribanía, 1139A, Fol. 207R. 
1340 AGI, Escribanía, 1139A, Fol. 271 R.  
1341 Sobre esta cuestión, véase: Antonio Domínguez Ortiz, «Guerra económica y comercio extranjero en 
el reinado de Felipe IV», Hispania. Revista española de historia, 23.89 (1963), p. 82. Según María 
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A su vez, debido a que desde el inicio de la visita las cuentas de propios del 
órgano mercantil se enviaron al Consejo de Indias, hubo un aspecto concreto de la 
revisión de estas cuentas por parte de la visita que levantó las sospechas de Juan de 
Góngora, pero sobre todo del Consejo, en relación a u  presunto uso ilícito de los 
depósitos del órgano mercantil. Se trataba del concepto de “gastos secretos”, que 
englobaba ciertos gastos empleados en la Corte por algunos cónsules que en 
determinadas ocasiones se habían dirigido a la villde Madrid a tratar asuntos del 
Consulado en los Consejos de la monarquía. La sombra de que ese dinero se había 
destinado a “engrasar” los mecanismos de toma de decisiones de la Corte en favor del 
Consulado sevillano, planeaba sobre los gastos ocasionados por el cónsul primero de 
1646, Diego Domonte y Robledo, quien, según el Consej , había gastado en un viaje a 
Madrid y Zaragoza cierta cantidad de “gastos secretos dando a entender con misterio lo 
había hecho con algunos ministros por cuya mano había corrido”1342.  
La presencia de Diego Domonte y Robledo en 1646, primero en Madrid y después 
en Zaragoza, donde se encontraba el rey siguiendo los acontecimientos de la guerra de 
Cataluña, se debió a la necesidad de acudir a la defensa de un pleito que había iniciado 
el Consulado en el Consejo de Indias para mantener la cobranza y gestión del tercio de 
la Lonja y del 1 % de Infantes, que el Consejo de Hacienda había dado en 
arrendamiento junto a los almojarifazgos de Sevilla a Simón Rodríguez Bueno y Jorge 
Fernández Olivera. Finalmente, aquel pleito resultó favorable para el Consulado que 
pudo mantener la administración y cobranza de estos derechos, y el propio Juan de 
Góngora fue el encargado de reintegrar al prior y cónsules en la posesión que tenían del 
tercio de la Lonja y del 1% de Infantes despojando a los arrendadores de los 
almojarifazgos de la posesión que les dio el Consej d  Hacienda1343.  
Lo cierto es que al término de su viaje, Diego Domonte presentó una relación de 
gastos que ponen de manifiesto el enmarañado y compli ado mundo de la burocracia en 
la Corte y, entre aquellas partidas, había diferents cantidades destinadas a porteros, 
alguaciles y otros ministros menores del Consejo de Indias, pero también “a dos 
personas” cuya posición desconocemos, que se realizaron el día de la vista del pleito. 
                                                                                                                                    
Encarnación Rodríguez Vicente, la contribución del Consulado fue de 15.000 ducados, al respecto, véase: 
Rodríguez Vicente, «Los cargadores a Indias y su contribución a los gastos de la Monarquía. 1555-1750»  
1342 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 112R. Casta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora. Madrid, 24 de diciembre de 1646.  
1343 AGI, Indiferente, 436. L. 13. Fol. 196V-199R. Real Cédula a don Juan de Góngora, presidente de la 
Casa de la Contratación para que en cumplimiento de los contratos hechos con el prior y cónsules de 
Sevilla, les reintegre la posesión de la administración y cobranzas del 1 % y un tercio de la Lonja, 
despojando a los arrendadores de los almojarifazgos. Zaragoza, 14 de octubre de 1646.  
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No obstante, Juan de Góngora no pudo demostrar que las partidas de “gastos secretos” 
habían ido a parar a los consejeros de Indias que entendieron en aquel negocio1344. 
Por tanto, que las cuentas de los depósitos del Consulado fueran remitidas para su 
revisión al Consejo de Indias, como dictaba la ordenanza del órgano mercantil, y como 
efectivamente se remitieron tras la llegada del visitador a Sevilla, dio lugar a un mayor 
control regio de esta administración del Consulado. Prueba de ello fue que el 
reconocimiento por el Consejo de Indias de las cuentas de propios del Consulado del 
año de 1646, entre cuyos gastos se encontraron los ocasionados por el cónsul en este 
viaje, originaran que Góngora investigara con “secreto y recato”, como le había 
encomendado el Consejo, si las partidas de “gastos secretos” que hizo en la Corte el 
cónsul Diego Domonte habían ido a parar a algunos ministros y oficiales del Consejo. 
Sin embargo, el visitador no halló cómo probarlo y achacó aquellas partidas como 
“supuestas”, pues ya había localizado otras partidas con conceptos falsos en el 
transcurso de la visita sobre estas cuentas de propios del Consulado1345. Es decir, quedó 
demostrado que eran partidas que, como mínimo, acabaron en los bolsillos del cónsul, 
pero desconocemos si las sospechas que levantaron en el Consejo sobre su presunto 
empleo tenían algo de veracidad.  
 
La Escribanía Mayor de la Mar: un recurso imprescindible del Consulado de Sevilla 
 
La supervisión que realizó el visitador sobre los ingresos y gastos de los propios 
del Consulado se centró de una manera más exhaustiva en la gestión de lo recaudado en 
concepto de derechos de la Escribanía Mayor de la Mar. Los primeros pasos de Juan de 
Góngora para averiguar cómo gestionaba el Consulado los nombramientos y el cobro de 
derechos de las escribanías de naos se dieron en dici mbre de 1643 cuando solicitó a 
Pedro Fernández de Orozco, Juan Alonso de Camino y Francisco de Suaza, prior y 
cónsules del dicho año, que exhibieran ante la visita los títulos originales de las 
escribanías de la mar con la facultad que tenían del rey para nombrar los escribanos de 
las naos que hacían el viaje a América. Desde los primeros autos dirigidos al Consulado 
en relación a esta administración, las pesquisas del visitador estuvieron destinadas a 
                                                
1344 La relación de los gastos ocasionados y las libranzas del receptor del Consulado cobradas por Diego 
Domonte y Robledo en el viaje a Madrid y Zaragoza se encuentran en AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 
40. Fol. 411R-415R.  
1345 AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 51. Fol. 115R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón a Juan de 
Góngora. Madrid, 12 de enero de 1647.  
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conocer el precio en que el prior y cónsules habían arrendado o vendido estas 
escribanías desde 1619 hasta 16431346.  
Los interrogantes acerca de esta administración del Consulado son todavía 
amplios. Los estudios sobre los escribanos de naos ombrados por el Consulado, como 
señaló Antonia Heredia en el único trabajo monográfico sobre los mismos, se han 
quedado en la letra rígida de los textos legales1347, sin diferenciar entre la teoría y la 
actuación real de dichos escribanos1348. A partir del análisis del transcurso de la visita 
sobre esta parte de las administraciones que gestionaba el Consulado, hemos podido 
reconstruir cómo eran nombrados los escribanos de naos por el Consulado, qué 
derechos y beneficios recibía el órgano mercantil, cómo utilizaban el prior y cónsules 
esta potestad de nombramiento de los referidos escribanos y en qué momento eran 
nombrados.  
Como hemos referido con anterioridad, desde 1596, el nombramiento de los 
escribanos de naos, tanto mercantes, como de los galeones de la defensa de la flota, fue 
una potestad del Consulado, ampliada a perpetuidad en 1610. La facultad de 
nombramiento de todos los escribanos que iban a bordo de las naos que hacían el viaje a 
Indias capacitaba al Consulado a cobrar los derechos orrespondientes por la expedición 
del título. Los escribanos nombrados debían abonar u  eal por cada tonelada que 
tuviera el navío donde iban a realizar el viaje. En la facultad recibida por el Consulado 
no quedó estipulado lo que debía percibir en concepto de derechos por los títulos de 
escribanos de naos que despachaba1349. Ante esta ambigüedad, como era previsible, el 
Consulado intentó en ciertas ocasiones aumentar estos derechos, como efectivamente se 
aumentaron en la segunda mitad del siglo XVII a dos reales por tonelada. Uno de estos 
intentos tuvo lugar en 1623, cuando el órgano mercantil pretendió aumentar los 
derechos que percibía por este concepto a dos reales por tonelada, motivo que provocó 
la protesta de los dueños y maestres de naos y los escribanos de ellas ante la Casa de la 
Contratación. El agravio denunciado por parte de los afectados por el aumento de 
derechos, generó un pleito que fue visto en la sala de gobierno de la Casa y que se 
                                                
1346 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 33R. 
1347 Las atribuciones de los escribanos de naos quedaron rec gidas en la Recopilación de Leyes de Indias, 
Libro IX, Título XX.  
1348 Heredia Herrera, «Los escribanos de naos», p. 284. 
1349 Ibidem. p. 293.  
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resolvió por auto de vista y revista a favor de los peticionarios y en contra de la subida a 
dos reales por tonelada que pretendía el Consulado1350.  
Juan de Góngora, además de averiguar cuánto percibía el Consulado por la 
facultad de nombramiento de los escribanos, llevó a cabo una supervisión de lo 
recaudado por este concepto en el conjunto de bienes de propios del Consulado. El 
visitador inspeccionó lo procedente de la Escribanía Mayor de la Mar desde 1623 hasta 
16441351. Es decir, Góngora comprobó cuáles habían sido las cantidades que había 
percibido el Consulado en concepto de derechos de escribanos de naos entre dichas 
fechas y si estos derechos habían pasado a engrosar ínteg amente los depósitos del 
órgano mercantil. De nuevo, al igual que con el resto de cuentas que el Consulado 
presentó a la visita a petición del visitador, Juan Antonio de Ibarra exhibió las 
certificaciones que detallaban lo percibido por el órgano mercantil por los derechos de 
la Escribanía Mayor de la Mar. Estas certificaciones os demuestran la importancia que 
tuvieron estos ingresos para el sustento del Consulado:  
 
Valor de las escribanías de naos entre 1623 y 1644 

















                                                
1350 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 154V-167R.  






1641 a 1644 4.544.089 
Total:  22.123.747  
Fuente: elaboración propia a partir de: AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 360R-360V. 
 
El secretario del Consulado completó aquella certificación afirmando que la 
distribución de lo procedido de las escribanías de naos se había destinado a la paga de 
salarios, viajes fuera de Sevilla y en correos a diferentes partes y “no en otra cosa”. Pero 
esto, al menos durante la coyuntura estudiada, no había sido siempre así. De hecho, si 
observamos la tabla antecedente, es perceptible cómo a partir de 1631 las cantidades 
percibidas por el Consulado aumentan sobremanera. ¿Qué ocurrió a partir de dicha 
fecha? No hubo una multiplicación de las naos que sali ron para Indias a partir de 1631 
que aumentara excesivamente los derechos percibidos por el Consulado por este 
concepto, sino que lo que ocurrió fue que varió la cobranza de este derecho después de 
1630. En efecto, la facultad de nombramiento que tenían el prior y cónsules para poner 
en las flotas a personajes de la importancia de los scribanos ante quienes debían pasar 
todas las escrituras que se formalizaran durante el viaje a las Indias, llevó a los 
dirigentes del órgano consular a considerar esta administración como un bien propio, no 
tanto del Consulado, que lo era, sino de los propios priores y cónsules que lo 
administraban. En otras palabras, el favor y la venalidad estuvieron muy presentes en el 
nombramiento de los escribanos de naos, pese a que el prior y cónsules debían hacer la 
provisión de estos oficios graciosamente como hasta 1569 las habían hecho los jueces 
oficiales de la Casa de la Contratación, sin percibir más cantidad que los derechos 
devengados. Por tanto, la siguiente cuestión que se su cita, atendiendo a la diferencia 
observada a partir de 1631 en las cantidades percibidas por el Consulado en concepto de 
derechos de escribanos de naos, sería si, durante la coyuntura sometida a inspección esta 
cantidad pasó a engrosar cada año los propios del Consulado o por el contrario acabó en 
otros destinos. 
La respuesta a este interrogante la encontramos en una petición que determinados 
cargadores del comercio sevillano hicieron al Consulado el 15 de enero de 16301352. En 
                                                
1352 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 191V-193V. 
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aquella petición, 55 cargadores1353, reclamaron al prior y cónsules que respetaran la 
posesión de la Escribanía Mayor de la Mar como propios del Consulado, con todos sus 
aprovechamientos y que cesaran de la práctica de hacer gracias de las escribanías. La 
petición del comercio no venía motivada porque el prior y cónsules hicieran los 
nombramientos graciosamente, sino porque hacían la provisión de estos empleos en las 
flotas sin que los beneficiarios dieran al Consulado lo que verdaderamente valían, 
quedando parte del dinero en manos de los dirigentes en recompensa por el 
nombramiento. Es decir, se trataba de una venta encubierta de las escribanías de naos en 
la que parte del producto que generaban recaía sobre los priores y cónsules. Para evitar 
esta situación, que consideraban lesiva para los intereses del comercio, los cargadores 
firmantes pedían que todo lo procedido del valor de las escribanías de naos pasara a 
engrosar los propios del Consulado y se aumentara el salario del prior y cónsules en 600 
ducados al año más para el primero y 300 ducados al año más para los segundos. 
Pretendían con este ofrecimiento a los dirigentes qu  dejaran de llevar “públicamente ni 
secretamente” más cantidad de la señalada “quedando todos los aprovechamientos de 
dicha escribanía para propios de este Consulado a quién verdaderamente pertenecen”.  
El prior y cónsules aceptaron aquella petición del comercio, pero no sin antes 
hacer una muestra de su autoridad, pues reconocieron que los nombramientos y gracias 
que hacían de los escribanos de naos eran de su potestad y estaban a su disposición. Aun 
así, no rechazaron el incremento de los salarios que ofrecía el comercio como 
sustitución de la satisfacción que se llevaban por hacer dichos nombramientos. Es decir, 
reconocieron el prior y cónsules que se quedaban con parte de lo recaudado por estos 
nombramientos aceptando el aumento de salario “en lugar del derecho que tenían”. Esta 
cuestión explicaría el gran desajuste entre lo recaudado por este concepto antes y 
después de la petición del comercio de 1630. Además, fueron varios los testigos que 
declararon ante Juan de Góngora que las escribanías l s vendían los priores y cónsules 
de cada año y se aprovechaban del dinero procedido de ellas y lo repartían entre ellos 
mismos. De este tenor fueron declaraciones como la de Lope Rico, Cristóbal García de 
Ávila o Juan de Céspedes. Este último además afirmó que el aumento de salarios que 
ofreció el comercio al prior y cónsules fue precisamente para evitar que se aprovecharan 
                                                
1353 La petición iba encabezada por Jerónimo de Orozco, Francisco de Contreras, Juan Martínez de Soto, 
Diego de Encalada, Pedro de Jalón y Lope de Olloqui. Pero además, la firmaron cargadores tan 
significativos como el recién elegido cónsul de 1630, Juan de Munibe, o los futuros dirigentes Antonio 
del Castillo Camargo, Fernando de Almonte y Pedro Fernández de Orozco entre otros. Véase: AGI, 
Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 193V. 
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de lo procedido por la venta de las escribanías y desde entonces -1630- se daban a los 
precios estipulados1354.  
Esta situación denunciada por el comercio se venía dando, al menos, desde 1622. 
En dicho año, por acuerdo del prior y cónsules, acordó el Consulado beneficiar los 
nombramientos de las escribanías pues, según reconocían, “ya las vendían los 
nombrados por ellos para esos puestos y así cesaría sta práctica”1355. Esto último está 
en relación con otra cuestión clave en referencia a est  administración como era en qué 
momento se hacían los nombramientos de los escribanos de naos. A partir de 1570, 
cuando el Consulado fue el encargado de hacer estosnombramientos, la excesiva 
antelación con que eran nombrados los escribanos de naos provocaba que los provistos 
negociaran los títulos. Por ese motivo, en 1587, una Real Provisión señaló que el prior y 
cónsules no pudieran dar los títulos hasta haber sido pregonada la flota1356. Pues bien, 
como hemos visto, este fue el motivo esgrimido por el prior y cónsules en 1622 para 
beneficiar estos títulos de escribanos de naos.  
 
Los juros del Consulado 
 
Los bienes de propios del Consulado estaban integrados demás de por lo 
procedente del cobro de la blanca al millar o averí consular y de los derechos 
devengados del despacho de los títulos de escribanos pertenecientes a la Escribanía 
Mayor de la Mar, por una serie de juros que tenía el órgano rector mercantil situados en 
el Almojarifazgo Mayor y de Indias y en las Alcabalas de Sevilla. En 1645, el 
Consulado tenía tres juros1357: uno sobre el Almojarifazgo de Indias de 163.080 
maravedíes de renta cada año; otro sobre el Almojarifazgo Mayor de 16.370 maravedíes 
de renta cada año y otro sobre las Alcabalas de Sevilla de 26.950 maravedíes de renta 
cada año. 
Sobre estas rentas, el visitador dictó un dirigido al secretario Juan Antonio de 
Ibarra para conocer qué cantidades se estaban debien o hasta 1645 de los tres juros que 
tenía el Consulado. La respuesta del secretario fue que “por lo que toca a los juros, 
siempre se han cargado enteramente a los receptores y se han cobrado enteramente sin 
quiebra de cabimiento, y si ha habido alguna, será d  la que S.M. se ha servido de 
                                                
1354 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 44.  
1355 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 196R-197R.  
1356 Heredia Herrera, «Los escribanos de naos», p. 293. 
1357 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 123R.  
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valerse para efectos de su servicio”1358. En efecto, en la revisión de las cuentas de 
propios y depósitos del Consulado que llevó a cabo l  visita, se advirtió que los 
receptores Francisco de la Parra y Mateo de la Parra h bían puesto en data y descargo 
diferentes cantidades de maravedíes que, entre 1632y 1644, el rey se valió de lo 
procedente de los juros que tenía el órgano mercantil. En total, fueron 2.016.595 
maravedíes lo que montaron las requisas practicadas por la corona por este concepto 
entre los años citados1359. 
Por tanto, la corona debía al Consulado dicha cantid d de la que se había ido 
sirviendo durante doce años. Sin embargo, la culpa sobre esta cuestión fue cargada por 
el visitador a los priores y cónsules por haber mantenido una actitud pasiva y no haber 
hecho diligencia alguna para cobrar la referida cantid d. Alegaba el visitador que 
podían haber satisfecho la deuda sacando un juro en cabeza del Consulado tal y como se 
había hecho con los demás juristas que se habían visto en la misma situación. La 
omisión en la tarea del prior y cónsules de poner cob o a los efectos pertenecientes al 
Consulado, aunque el deudor fuera, como en este caso, la corona, llevó al visitador a 
considerar que se había causado un perjuicio al Consulado y por ende, a formular una 
acusación contra el órgano mercantil por esta causa1360.  
 




Si la correcta administración de los bienes de propios del Consulado estaba siendo 
puesta en entredicho por la visita, la adecuada gestión del derecho de la Lonja, 
administrado por el órgano mercantil desde 1582 no era la primera vez que se había 
puesto en duda. Con anterioridad a la visita de Juan de Góngora, la corona había 
enviado jueces de comisión para la averiguación y castigo de distintos fraudes en la 
cobranza y administración de la hacienda de la Lonja. En 1621, el juez letrado de la 
Casa, Diego Lorenzo Navarro, recibió una comisión para cobrar ciertas cantidades que 
se debían a dicha hacienda y averiguar los fraudes qu  se cometían en su cobranza. Al 
parecer, esta comisión no tuvo demasiado recorrido y más allá de comprobar que hubo 
                                                
1358 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 546R.  
1359 Las cantidades pormenorizadas de lo que se valió S.M. de lo procedente de juros del Consulado entre 
1632 y 1644 se encuentran en: AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 379R-383V. 
1360 AGI, Escribanía, 1147B.  
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ciertos descuidos en la cobranza y distribución del derecho de la Lonja, como la 
inexistencia de un arca de tres llaves en la que se guardara lo recaudado por este 
impuesto, no tuvo mayores resultados1361. Esta comisión quedó sin concluir y en 1628, 
el juez letrado de la Casa, Jerónimo Páez de Cuellar, recibió el encargo de 
continuarla1362. No debió avanzar demasiado en el conocimiento del estado de la 
hacienda de la Lonja, porque al año siguiente, en 1629, el comisionado por la corona fue 
Cristóbal Jiménez Gómez, quien debía indagar sobre “grandes fraudes” que el prior y 
cónsules estaban cometiendo en la cobranza del derecho de la lonja y efectuar la 
cobranza de los maravedíes que se le debían a su haciend 1363. La presencia en Sevilla 
de un juez de comisión para investigar la administración de la Lonja venía motivada por 
las noticias que habían llegado al Consejo de Indias sobre presuntos fraudes cometidos 
por el prior y cónsules, basados en la retención en su poder de grandes cantidades de 
hacienda de esta renta. No obstante, esta comisión tenía un doble objetivo, pues además 
de investigar posibles fraudes en la cobranza de est  derecho, se encomendó al 
comisionado que averiguara y cobrara las cantidades qu  e debían a la Lonja.  
Esta última cuestión ya fue puesta de relieve por Lutgardo García Fuentes en su 
trabajo sobre la construcción de la casa Lonja, donde señaló que los fondos procedentes 
de este derecho administrado por el Consulado se destinaron a otras cuestiones ajenos al 
objeto para el que nació este gravamen al comercio. La hacienda de la Lonja fue un 
instrumento utilizado por el órgano mercantil para garantizar otras rentas y derechos que 
fue adquiriendo desde finales del siglo XVI. Así, cuando el Consulado firmó el primer 
asiento de avería con la corona en 1591, los fondos de la Lonja sirvieron como fianza 
para garantizar el cumplimiento del contrato y numerosas cantidades se destinaron a 
sufragar las obligaciones de la avería1364. Al término de la comisión de Cristóbal 
Jiménez Gómez en 1633, la administración de la avería d bía a la Lonja la cantidad de 
22.712.775 maravedíes1365. Además, el Consulado y la administración de la averí  
impusieron un tributo de 843.750 maravedíes sobre la Lonja del que en 1629 se debía la 
cantidad de 401.784 maravedíes1366. Pero no solo sirvieron estos fondos para garantizar 
nuevos gravámenes como la avería, sino que la hacienda de la Lonja fue utilizada para 
                                                
1361 AGI, Escribanía, 1137A.  
1362 AGI, Indiferente, 433. L. 4. Fol. 85R-86R. El comisionado Lorenzo Navarro fue promovido a Abad 
de Alfaro dejando la comisión sin finalizar.  
1363 AGI, Escribanía, 1137A.  
1364 García Fuentes, «Un ejemplo de la industria de la construcción en Sevilla en los siglos XVI y XVII: 
La casa Lonja», pp. 279-81. 
1365 AGI, Indiferente, 2010. 
1366 AGI, Indiferente, 2010.  
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hacer frente a servicios del comercio a la corona. De uno de esos servicios el Consulado 
pagó 52.118.214 maravedíes a la monarquía y a cambio recibió a perpetuidad en 1610 la 
Escribanía Mayor de la Mar1367. Aunque en el acuerdo para la referida perpetuación se 
incluyó que de los derechos cobrados por el Consulado por el despacho de los títulos de 
escribanos de naos se restituiría el importe a la hacienda de la Lonja, esta restitución 
nunca se produjo. Asimismo, el cabildo de Sevilla también quiso tomar partido de estos 
magros ingresos del órgano rector mercantil y, tras solicitar a comienzos del siglo XVII 
infructuosamente a la corona que la administración de este derecho pasase a depender 
del ayuntamiento sevillano, sí lograron que los comerciantes pagaran, con cargo a este 
impuesto, parte del coste de la limpieza del rio y las reparaciones de los muros y 
almenilla de la ciudad de Sevilla1368. En 1629, la ciudad de Sevilla adeudaba a la 
hacienda de la Lonja la cantidad de 26.000 ducados1369. Entre otros destinos que 
tuvieron los fondos de la Lonja distintos al objeto para el que nació este impuesto, estas 
fueron las cantidades que se debían a dicha haciend tras las averiguaciones que hizo 
Cristóbal Jiménez Gómez en su comisión y que al inicio de la visita de Juan de Góngora 
en 1642 seguían sin saldarse. 
La otra vertiente de la comisión de Jiménez Gómez tuvo como objetivo averiguar 
los fraudes cometidos por el prior y cónsules en la cobranza y distribución de este 
impuesto. En aquella ocasión el envío de un juez de comisión con unos poderes bastante 
destacados dio como resultado la formulación de 22 acusaciones contra el Consulado 
que acreditaron un desorden generalizado en la cobranza y distribución que había 
llevado a cabo el receptor de la Lonja, Antonio de Vitoria Laredo, quien llevaba en el 
puesto desde 1626. Los cargos por los que fue acusado el receptor fueron desde la falta 
de un arca y un libro de entrada y salida para los caudales de la Lonja, pues quedó 
acreditado que el domicilio del oficial del Consulado era el lugar donde se guardaba lo 
procedente de este impuesto, así como distintos alcances y restituciones de dinero, pero 
también acusaciones más graves como el haber hecho distintos aprovechamientos en 
“sus comodidades” con el peculio de la Lonja1370. No obstante, los responsables en 
última instancia de estos desajustes eran los priores y cónsules, a quien el comisionado a 
través del fiscal de su comisión interpuso diferentes pleitos para que respondieran sobre 
                                                
1367 AGI, Indiferente, 2010.  
1368 García Fuentes, «Un ejemplo de la industria de la construcción en Sevilla en los siglos XVI y XVII: 
La casa Lonja». 
1369 AGI, Indiferente, 2010.  
1370 Las acusaciones que sacó el comisionado Cristóbal Jiménez Gómez a Antonio de Vitoria Laredo se 
encuentran en AGI, Escribanía, 1137A.  
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las acusaciones sacadas al receptor que al inicio de la visita de Góngora en 1642 seguían 
sin concluirse.  
 
La intervención de Juan de Góngora en la Lonja  
 
Con estos antecedentes que quedaron acumulados a la visita de Juan de Góngora 
para que el visitador continuara con las averiguaciones, parecía que la intervención de 
Góngora sobre la hacienda de la Lonja estaba más que justificada. Además, desde 1633 
que finalizó la comisión de Cristóbal Jiménez Gómez, hasta 1642 que comenzó la visita 
de Góngora a las instituciones del comercio sevillano, la situación en la que se 
encontraba esta administración había empeorado sobremanera. Del mismo modo que las 
comisiones anteriores que se encargaron de inquirir sobre la administración de la Lonja, 
la inspección de Góngora sobre este derecho que gestionaba el Consulado tuvo como 
objetivo averiguar el modo de cobranza que se teníay su posterior distribución, es decir, 
el destino de lo procedente de este impuesto que, en teoría, debía sufragar la 
construcción del edificio sede de los comerciantes.  
Para ello, Juan de Góngora debía conocer todas las facultades que tenían el prior y 
cónsules con respecto al derecho del tercio por ciento, de modo que los primeros autos 
del visitador estuvieron dirigidos a reclamar las Reales Cédulas que tenía en su posesión 
el Consulado y que lo habían convertido en administrador de la fábrica de la Lonja. 
Fueron varios los autos que dictó Góngora en este sntido: el primero de ellos en 12 de 
abril de 1644 para que se sacara un traslado de la Cédula Real que dio Felipe II al 
Consulado para la fundación de la Lonja1371, y un segundo auto en 21 de junio de 1644, 
cuando el visitador solicitó a Juan de Santamaría, escribano del Consulado, que a su vez 
ejercía de escribano del derecho de la Lonja, que entregara a la visita todas las 
facultades y Reales Cédulas que tocaban al derecho de la Lonja para comprobar los 
salarios y ayudas de costa que habían tenido los ministros nombrados por el prior y 
cónsules como administradores del tercio de la Lonja1372. Una vez entregadas a la visita 
las Reales Cédulas de la Lonja1373, Góngora comprobó si las facultades que tenían el 
prior y cónsules se habían cumplido al pie de la letr . No obstante, como había ocurrido 
                                                
1371 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 48R.  
1372 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 54R.  
1373 El asiento firmado por la corona y el Consulado y las Reales Cédulas que otorgaron las facultades al 
Consulado para la cobranza y distribución del derecho del tercio por ciento destinado a la fábrica de la 
Lonja, quedaron recogidas en AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 48R-52V.  
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en las comisiones anteriores que investigaron sobre la administración de la Lonja, 
pronto salieron a la luz ciertos excesos cometidos por el Consulado, tanto en la cobranza 
como en el buen recaudo y posterior empleo de estosfondos.  
Sobre la cobranza de este derecho es pertinente recordar quiénes y en qué 
actividades comerciales estaban sometidos a este gravamen. El tercio por ciento de la 
Lonja gravaba a todas las mercancías que entrasen y aliesen de Sevilla para las Indias, 
levante o poniente, estando exento de esta contribución todo aquello que se cargaba y 
descargaba por cuenta de la Real Hacienda, lo procedente del estado eclesiástico, así 
como los productos de los cosecheros vecinos de Sevilla y su tierra. El acuerdo tomado 
entre la corona y el prior y cónsules en 1582 estipuló que cualquier novedad en la 
cobranza de este derecho debía ser consultada y aprobada por el rey1374. Por tanto, el 
visitador tuvo en consideración que en la recaudación de este gravamen se hubiera 
respetado esta facultad extractiva que tenían el prior y cónsules, sin aumentarla a los 
colectivos que estaban exentos ni imponerla a otrasactividades comerciales más allá de 
las citadas. 
Es decir, se trataba de inquirir en la forma de cobranza que habían mantenido el 
prior y cónsules como administradores del derecho de la Lonja y averiguar si hubo 
excesos en la misma. La comprobación que llevó a cabo el visitador sobre la correcta 
cobranza del derecho estuvo basada en la revisión de las cuentas del receptor de la 
Lonja y en distintos informes solicitados al Consejo de Hacienda sobre estas cuentas. 
Fue precisamente un documento firmado por Antonio de Camporredondo y Juan García 
Dávila Muñoz, presidente y secretario del Consejo d Hacienda1375, el 16 de febrero de 
1644, el que confirmó al visitador que en determinadas coyunturas el Consulado había 
excedido las facultades que tenía para la cobranza de este derecho. En concreto, el 
Consulado había cobrado un tercio por ciento de las mercancías que salían por tierra de 
la ciudad de Sevilla, así como de las que por cuenta de la Real Hacienda venían de las 
Indias contraviniendo la facultad otorgada por la corona en la Cédula de fundación de la 
Lonja de 1582. Al parecer, en algunos años se vulneraron las normas establecidas en 
relación a la cobranza de este derecho. Según Camporredondo, entre 1625 y 1637, el 
Consulado cobró en la aduana por cuenta del derecho de la Lonja a las mercancías que 
salían por tierra de Sevilla sin tener facultad para ello. Del mismo modo, entre el año 
                                                
1374 Así lo estipulaba el asiento firmado entre la corona y el Consulado en 1582 para la fábrica de la Lonja 
que quedó recogido en la visita en AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 48R-52V.  




1619 y 1623, el prior y cónsules habían mandado cobrar por el derecho de un tercio por 
ciento para la Lonja la cantidad de 446.953 maravedíes e cochinilla, añil, grana y 
tabaco pertenecientes a la Real Hacienda sin poder hac lo.  
Según el informe del Consejo de Hacienda que llegó a las manos del visitador, 
habían sido solo algunos años los que el Consulado h bía excedido la facultad que tenía 
para cobrar el tercio de la Lonja, sin embargo, la comunicación entre el visitador y el 
Consejo de Indias en esta materia nos proporciona otra perspectiva más compleja. 
Góngora, había escrito al Consejo en febrero de 1644 informando que tenía probado que 
el prior y cónsules habían cobrado por este derecho de las mercancías que salían por 
tierra sin tener facultad para ello hasta un monto de 53.500.000 maravedíes. La 
respuesta del rey a la consulta que elevó el Consej sobre esta materia es reveladora de 
que en la Corte se conocía de primera mano este exceso sobre la facultad que tenía el 
Consulado en la cobranza de este derecho. Felipe IV día mesura al conde de Castrillo 
porque “esta materia requiere sazón y modo para ejecutarse convenientemente por la 
calidad de los tiempos y los muchos impuestos que hay y porque lo procedido de este 
derecho cuando se haya cobrado sin poderse cobrar está ya hecho como carne y sangre 
y será muy sensible arrancarlo”. El monarca reconocía la dificultad de recuperar lo 
cobrado en demasía por el prior y cónsules, y por ende, pidió al conde que se procurase 
alguna buena composición con el Consulado antes de ntrar en la causa por términos de 
justicia, pero reconociendo que la vía de visita por la que se estaba procediendo era la 
más adecuada para conocer con claridad en esta caus1376. Sin embargo, a pesar de la 
recomendación que el rey hizo al presidente del sínodo indiano y que éste trasladó a 
Góngora para que se buscara una composición con el Consulado por haberse excedido 
en las facultades que tenía para la cobranza del der cho de la Lonja, el visitador 
prosiguió por vía de visita con la causa y acusó mediante un cargo al Consulado y a 
todos los que habían sido priores y cónsules entre 1619 y 1644 por haber ampliado de 
su sola autoridad el derecho de la Lonja cobrando de las mercaderías que salían por 
tierra de Sevilla1377. 
Otro aspecto que entró bajo la revisión del visitador en relación a esta 
administración del Consulado fue que, además de una cobranza adecuada, el órgano 
consular tuviera una buena custodia del dinero recaudado, pues sin duda era una 
                                                
1376 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 201V-202R. Carta de Gabriel de Ocaña y Alarcón sobre el 
conocimiento de las cantidades cobradas por el Consulado del 1/3 % de la Lonja. Madrid, 10 de junio de 
1644.  
1377 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 251R-251V.  
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garantía de una apropiada gestión en la posterior distribución en los gastos de la fábrica 
de la Lonja. El propio asiento firmado entre la corona y el Consulado en 1582 disponía 
de ciertas precauciones para garantizar que lo procedente de la recaudación de este 
derecho estuviera a buen recaudo y solo se destinara al objeto para el que nació. De este 
modo, quedó recogido en el referido acuerdo que el Consulado debía disponer de un 
arca de tres llaves, cada una de ellas en poder del prior, el cónsul más antiguo y el 
receptor de la Lonja, en la que se debía recoger al fin de cada semana todo el dinero que 
se cobraba en la Aduana perteneciente al tercio de la Lonja. Como era habitual en la 
administración castellana, el arca debía ir acompañad  de un libro de cargo y data bajo 
responsabilidad, en este caso del receptor nombrado por el Consulado, y las partidas 
introducidas o libradas de este derecho debían ser firmadas y rubricadas por el prior y 
cónsul más antiguo junto al receptor. Como hemos visto, los comisionados anteriores a 
la visita que indagaron sobre esta cuestión demostrar n que no hubo buen recaudo en lo 
procedente de este derecho, por lo que Juan de Góngora también se dispuso a inquirir si 
en el Consulado había un arca en la que se guardara lo recaudado por este gravamen1378. 
En esta ocasión, las pesquisas de Góngora también demostraron que el Consulado no 
disponía de un arca para depositar lo recaudado por este derecho, habiendo servido la 
casa particular del receptor de la Lonja como depósito1379.  
Pero si el modo de cobranza y recaudo de este derecho había sido alterado a 
conveniencia del Consulado, la distribución de los fondos de esta hacienda que, en 
teoría, según la Cédula Real de 1582 solo debían destinarse a la construcción del 
edificio de la Lonja, acaparó los esfuerzos del visitador en esta materia. El destino de 
los fondos fue donde se situó el centro del fraude en la administración del tercio de la 
Lonja. Las libranzas pagadas por los materiales para la fábrica del edificio y las 
nóminas a oficiales y ministros que trabajaron en su construcción constituyeron la 
fuente principal de Juan de Góngora para averiguar el destino de lo cobrado por el 
Consulado en concepto del tercio de la Lonja. La revisión de las libranzas y las nóminas 
pagadas por el receptor del derecho levantaron las sospechas del visitador sobre partidas 
supuestas que no eran empleadas en la obra de la Lonj . Al respecto, Góngora mandó 
hacer unas diligencias para averiguar que “parece que en las nóminas que se hacen para 
la paga de jornales de oficiales y peones que trabajan en la obra y fábrica de la Lonja de 
esta ciudad y materiales que para ello se compran, se supone en dichas nóminas más 
                                                
1378 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 119R.  
1379 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 547R-547V. Véase también AGI, Escribanía, 1147B.  
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cantidad de la que verdaderamente se gasta”1380. Es decir, la sospecha del visitador se 
fundamentaba en que, bajo supuestas partidas de matriales, se estaban librando 
distintas cantidades para otros fines ajenos a la construcción de la Lonja.  
Para intentar aclarar esta cuestión, Góngora utilizó modos más autoritarios que los 
que venía practicando hasta el momento. El sábado 9 de julio de 1644 se presentó en la 
sede del Consulado al tiempo de hacer la paga de las nóminas a los oficiales y 
trabajadores de la Lonja y mandó hacer inventario de to os los papeles referentes a este 
gravamen que estaban en los archivos del Consulado, or enando echar candados a los 
mismos, y llevándose consigo el visitador las llaves y dos escritorios pertenecientes al 
secretario del Consulado, Juan Antonio de Ibarra, para que éste los reconociera en su 
presencia. A su vez, Góngora hizo comparecer ante sí al receptor del derecho de la 
Lonja, Mateo de la Parra, que desde 1640 ejercía además el oficio de receptor del 
Consulado. De la Parra llegó al puesto de receptor de la Lonja en enero de 1642 tras la 
muerte de Antonio de Vitoria Laredo, quien estuvo en el cargo desde 1625 hasta 
16411381. La fecha de la presencia de Góngora en la Lonja y de la declaración de Mateo 
de la Parra no es baladí, pues los sábados era el dí egido por el Consulado para la 
paga de los oficiales que trabajaban en la construcción de la sede consular. El 
interrogatorio al que fue sometido el receptor es un claro indicador de lo que pretendía 
sacar a la luz el visitador en esta materia. Como pagador de las nóminas de los oficiales 
y de las libranzas de los materiales que se compraban para la obra de la Lonja, Mateo de 
la Parra fue preguntado por las nóminas pagadas los dos últimos sábados, dos y nueve 
de julio, la forma en la que se pagaban, si las había pagado por entero o si por el 
contrario había retenido algunas cantidades por orden del prior y cónsules, así como si 
el dinero de las nóminas se había empleado enteramente en su finalidad o si se había 
aplicado en otros conceptos diferentes. Mateo de laParra declaró las nóminas que había 
pagado, que las había abonado sin tenerlas rubricadas por el Consulado “porque no se 
hiciese falta a los oficiales” y que había dado las nóminas enteramente sin haber tenido 
causa ni orden para lo contrario. Según el receptor, estas noticias provenían de “algunos 
malcontentos que han sospechado que en esto no se ha procedido con justificación”, 
concretamente acusaba a Pedro Gómez, que fue herramentero de la Lonja desde 1636 a 
                                                
1380 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 57R.  
1381 Las diligencias hechas por el prior Hernando de Almonte y los cónsules Juan Alonso de Camino y 
Juan Fernández de Orozco sobre el nombramiento de receptor de la Lonja en Mateo de la Parra quedaron 
recogidas en la visita en: AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 131R. El nombramiento en AGI, 
Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 134R-134V.  
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1641, año en que fue despedido, según el receptor, por sus malos procedimientos en el 
oficio, pero que no supo decir en qué consistían. Asimismo, Mateo de la Parra era el 
encargado de realizar los pagos de los materiales qu  se adquirían para la fábrica del 
edificio, y por este motivo, fue preguntado si había visto o entendido que los materiales 
de la obra de la Lonja o parte de ellos se habían gastado en las obras particulares de los 
que han sido priores y cónsules y si se habían ocupado en esas obras oficiales y peones 
de la Lonja con cargo a su hacienda. El receptor afirmó que no tenía ninguna noticia de 
lo que a esto toca porque su ejercicio era en la Aduana y no en la Lonja1382.  
Tras la declaración de Mateo de la Parra, los indicios que tenía el visitador sobre 
el uso indebido en las nóminas y libranzas, practicdo por el receptor y en última 
instancia, por el prior y cónsules como administrado es de la Lonja, no se disiparon, 
sino todo lo contrario, adquirieron más visos de ser una realidad. No habían sido 
suficientes las explicaciones del receptor ante Juan de Góngora sobre las nóminas y 
jornales que se pagaron a los oficiales y peones y a otras personas por materiales de la 
obra de la Lonja los sábados dos y nueve de julio de 1644, motivo por el cual, el 11 de 
julio, el visitador pidió a Mateo de la Parra que exhibiera ante el escribano de la visita la 
documentación perteneciente a las libranzas y cartas de pago de los dos últimos 
sábados1383. Pero amén de que no quedaba claro en qué conceptos se habían distribuido 
dichos gastos con cargo a la Lonja, lo que sí había quedado meridianamente claro en la 
declaración del receptor ante Góngora fue que las libranzas se pagaban sin estar 
rubricadas por el Consulado. Este asunto llevó al visitador a intervenir en el modo de 
pagar dichas libranzas mediante un auto dirigido al receptor Mateo de la Parra por el 
cual, Góngora dispuso que no debía pagar ninguna libranza con cargo al derecho de la 
Lonja sin estar rubricada por el visitador y el escribano de la visita, y en caso de que las 
pagara sin esta prevención, se procedería contra su persona1384. Se trataba de una 
intervención del visitador en el modo de proceder en el pago de las libranzas del 
derecho de la Lonja administrado por el Consulado. Además, el visitador fundamentó 
esta intervención en que se estaba burlando un acuerdo d l propio órgano mercantil, 
                                                
1382 La declaración de Mateo de la Parra sobre esta materia en AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 
62R-64R.  
1383 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 64V.  
1384 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 67R-67V.  
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tomado en 23 de abril de 1627 en que acordaron que, en adelante, las pagas que hiciera 
el receptor de la Lonja, las realizara con la rúbrica del Consulado1385.  
Esta injerencia del visitador en una de las administraciones del Consulado fue 
protestada a través de uno de sus procuradores. El encargado fue Pedro de Atienza, 
quien presentó una alegación ante el visitador pidiendo la anulación del auto, pues 
consideraba que dañaba la reputación del órgano mercantil, amén de que hasta ese 
momento no resultaba ningún cargo contra el Consulado, por lo que según su criterio, 
no había causa para semejante novedad. Razonaba el procurador que con esta 
intervención del visitador sobre la administración de la Lonja, se estaba despojando al 
Consulado de la misma y que esta cuestión no estaba especificada en la comisión de la 
visita que tenía Juan de Góngora1386. Ante la petición del Consulado, el visitador, de 
forma cautelar, y por excusar las alegaciones que el prior y cónsules habían presentado, 
suspendió el auto de 11 de julio y así se lo notificó a Mateo de la Parra.  
No obstante, Góngora no le dio tan rápidamente la razón al Consulado, sino que 
ordenó a Miguel Ruiz Ogazón, fiscal de la visita, que diera su parecer sobre la alegación 
presentada por Pedro de Atienza en nombre del prior y cónsules. El fiscal consideró que 
no se estaba impidiendo al prior y cónsules la administración, cobranza, distribución y 
paga del derecho de la Lonja y que la decisión de Juan de Góngora solo miraba a 
averiguar la forma que los receptores habían tenido en pagar las libranzas y nóminas de 
la fábrica de la Lonja. Concluía el fiscal de la visita que no había razón para que el 
Consulado contradijera esta orden del visitador1387. La razón era clara: las cuentas que 
había entregado el Consulado a la visita habían mostrado que en las cantidades que 
habían librado para los materiales de la Lonja no constaba en qué se habían empleado ni 
a quién se habían pagado, por lo que se hacía necesario emplear medios más 
contundentes para llegar al fondo del asunto. Por tanto, es posible pensar que la 
intervención del visitador en el modo de realizar las libranzas que tenía el receptor del 
derecho de la Lonja fuera encaminada a detener los excesos que habían tenido lugar en 
las libranzas de supuestas partidas de materiales que e estaban dirigiendo a otros fines 
distintos a la construcción de la Lonja.  
                                                
1385 El acuerdo en que se mandó que el receptor no pagase cartas de pago de la Lonja sin ir rubricadas del 
Consulado en que se basó el visitador quedó recogido en: AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 
174R-175R.  
1386 La protesta de Pedro de Atienza en nombre del prior y cónsules en: AGI, Escribanía, 1137C. 
Cuaderno 15. Fol. 69R-70V.  
1387 La respuesta del fiscal de la visita en: AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 71R-71V.  
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La comprobación de estas supuestas partidas se realizó cotejando las cuentas de 
materiales gastados en la Lonja en diferentes años y, ante la diferencia observada en los 
gastos de determinados materiales, el visitador conformó un interrogatorio sobre esta 
materia al que sometió a distintos empleados de la construcción del edificio. Fueron dos 
los testigos que prestaron declaración ante el visitador por esta causa. En primer lugar, y 
de nuevo, el omnipresente secretario del Consulado, Juan Antonio de Ibarra, que a su 
vez, ejercía el importante oficio de sobrestante de la Lonja, se veía las caras con el 
visitador. La declaración de Ibarra es una muestra de que se habían supuesto partidas en 
las cuentas, pero según el secretario del Consulado, estas solo se habían destinado para 
la paga de limosnas y obras pías, pues “se ha hallado por más conveniente pagarlas 
suponiendo algunos materiales más de los que se han comprado para la fábrica y esto lo 
ha hecho este testigo por consulta y orden que le han dado a boca los que han sido prior 
y cónsules y que de presente son y que esto ha sido de seis o siete años a esta parte”. 
Para justificar más su confesión, el secretario afirmó que “en toda forma de materiales 
se ha hecho aumento o suposición”1388. El segundo de los testigos fue Pedro Gómez, ex 
herramentero de la Lonja, citado en la declaración que hizo Mateo de la Parra ante el 
visitador como una persona nada confiable por haber sido despedido de su trabajo en la 
Lonja, motivo que, según de la Parra, le llevaría a hacer declaraciones apasionadas en 
contra del Consulado. Pedro Gómez había sido despedido como herramentero en 1641 
por el prior Fernando de Almonte. Según el testigo, fue despedido por la mano absoluta 
que tenía Juan Antonio de Ibarra en el Consulado y p r enemistad con él causada por 
haber acrecentado el secretario algunos jornales de los oficiales y peones de la Lonja sin 
más razón que “ser sus compadres”. Con respecto al destino de las cantidades 
supuestamente gastadas en materiales, Pedro Gómez afirmó que cada pascua de navidad 
y resurrección llevaba regalos de comida a los priores, cónsules y consiliarios y siempre 
a Juan de la Fuente Almonte, que en total montaban unos 3.000 reales pagados por el 
receptor de la Lonja del dinero de ella. La fórmula empleada para disimular ese gasto 
era incrementar las nóminas y libranzas para que llevaran más cantidad de lo que 
verdaderamente importaban los jornales y los materiales y, con esa diferencia, pagar lo 
que importaban los regalos1389.  
                                                
1388 AGI, Escribanía, 1147B. Comprobación del cargo sexto del Consulado. “Sobre suposición de 
materiales de la Lonja”. 
1389 AGI, Escribanía, 1147B. Comprobación del cargo sexto del Consulado. “Sobre suposición de 
materiales de la Lonja”. 
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Apasionada o no, esta declaración de Pedro Gómez convenció más a Juan de 
Góngora que la realizada por el secretario del Consulado, pues si algo había quedado 
claro era que a las nóminas y libranzas se les acrecentaba la cantidad destinada a 
jornales y a materiales para la construcción de la Lonja con otros destinos que al parecer 
iban más allá de las “limosnas y obras pías” que expresó el secretario del Consulado y 
sobrestante de la Lonja. No obstante, la declaración de Juan Antonio de Ibarra, aun 
confirmando que la práctica de suponer materiales en las libranzas que no se compraban 
se realizaba, dejó otra evidencia de que las irregularidades eran mayores. A la pregunta 
sobre si con los materiales que se compraban para la Lonja se habían reparado casas 
particulares, Ibarra mantuvo un silencio delatador que parecía indicar que los excesos 
no solo habían estado en la suposición de materiales, sino que los que sí se compraron, 
no tuvieron el destino que se les suponía.  
En efecto, los materiales de la Lonja supuestamente gastados en obras propias de 
los priores, cónsules y consiliarios del Consulado y que los oficiales de la Lonja 
hubieran trabajado en sus casas particulares con cargo a dicho derecho fue la siguiente 
cuestión por la que tuvieron que responder distintos oficiales de la Lonja ante el 
visitador. Tras el silencio mantenido en la anterior declaración por Juan Antonio de 
Ibarra, Juan de Góngora volvió a citarlo exclusivamente para que respondiera acerca de 
este asunto. Debido a la insistencia inquisitiva del visitador, el secretario del Consulado 
reconoció “que en especial cuando se han ofrecido algunos reparos menores en las casas 
de los ministros de la Lonja y Consulado, ha dado orden él para que se hicieran sin 
parecer necesita de dar cuenta al prior y cónsules”. ¿Exceso de arrogancia por parte del 
secretario o se trataba de una manera de cargar sobre us espaldas la posible acusación 
por parte del visitador en esta cuestión? Al parecer se trataría más de lo primero que de 
lo segundo, pues el propio Juan Antonio de Ibarra reconoció que él había empleado 
materiales y oficiales de la Lonja en su propia casa, pero que eso sí, siempre había 
descontado de su salario lo que se había gastado en ello, acusando al prior y cónsules de 
1632, Antonio Lorenzo de Andrade, Miguel de Neve y Antonio del Castillo Camargo, 
de haber sido los pioneros en haber ordenado que se hicieran reparaciones en sus casas 
enviando materiales y peones de la Lonja y de ahí en adelante, todos los priores y 
cónsules se habían aprovechado de esta situación. Fueron algunos más los testigos que 
declararon acerca de esta problemática y todos coincidieron en el abuso que cometían 
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los priores y cónsules con los materiales y peones de la Lonja empleados en sus propios 
domicilios1390.  
Sin embargo, aunque el prior y cónsules fueran los responsables en última 
instancia de los abusos descritos más arriba, tenían que contar necesariamente con la 
colaboración de los oficiales de la Lonja. El prior y cónsules disponían de la facultad de 
nombrar a los ministros y oficiales necesarios para llevar a cabo la cobranza y 
distribución de lo procedente del tercio de la Lonja, así como de todos los oficiales y 
peones encargados de la construcción del edificio con los salarios y jornales que debían 
llevar. Según disponía el acuerdo entre la corona y el Consulado, para señalar los 
salarios de los oficiales de la Lonja debía de intervenir un juez del rey con el objetivo de 
que fueran moderados y justificados1391. Sobre esta cuestión, el escribano del 
Consulado, Juan de Santamaría, se ocupó de trasladar a la visita una relación de los 
ministros de la Lonja desde 1618 hasta 1643 con los salarios que se les habían señalado 
y las ayudas de costa que habían percibido1392. Según el escribano, los salarios 
señalados a los ministros y oficiales nombrados porel Consulado para esta 
administración habían contado con la aprobación del oi or de la Casa de la Contratación 
Jerónimo Páez de Cuellar1393, que a su vez, ejerció como juez conservador del der cho 
de la Lonja hasta 16381394. Siguiendo a Schäfer, el nombramiento de esta figura 
institucional había quedado reservado por Felipe II para provisión regia desde que se 
empezó a construir la Lonja1395. El control que ejercía el juez conservador sobre los 
ministros de la Lonja para que fueran hábiles, suficientes y con unos salarios moderados 
se iba a incrementar en esta coyuntura cuando el puesto recayó por merced de Felipe IV 
en el conde de Castrillo, a la sazón, presidente del Consejo de Indias. Don García había 
sido nombrado alcaide de la Lonja en febrero de 1644, pero tras las protestas del 
Consulado por entender que la provisión de ese oficio era de su potestad, y el posterior 
rechazo del conde, el rey le hizo merced de los oficios de alcaide y guarda mayor de la 
Casa de la Contratación y juez conservador del edificio de la Lonja1396. Ambos oficios 
                                                
1390 AGI, Escribanía, 1147B. Comprobación del cargo nove  del Consulado. “Sobre los materiales 
gastados en obras propias”.  
1391 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 49R-49V.  
1392 La relación de ministros de la Lonja en AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 2V-12V 
1393 Jerónimo Páez de Cuellar fue oidor de la sala de justicia de la Casa de la Contratación desde 1615 
hasta su muerte en 1638, véase su nombramiento en AGI, Contratación, 5785. L. 1. Fol. 3R-4R.  
1394 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 54R.  
1395 Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Historia y organización del Consejo y de la Casa 




llevaban aparejada la facultad de nombrar teniente para su desempeño así como la 
capacidad de nombramiento de oficios subalternos en la Casa de la Contratación1397. El 
conde de Castrillo, haciendo uso de la facultad que tenía para designar teniente que 
sirviera ambos oficios, nombró como tal a don Luis Jiménez de Góngora, caballero de 
Calatrava, veinticuatro de Córdoba y a la sazón, hermano del visitador Juan de 
Góngora1398. Este nombramiento, amén de mostrar las fuertes relaciones existentes entre 
Góngora y Castrillo, revela el deseo del presidente de Indias de tener un mayor control 
sobre la administración de la fábrica de la Lonja con la provisión del puesto de juez 
conservador en un hermano de su hechura en Sevilla. 
A partir de este momento, con su hermano como juez conservador de la fábrica de 
la Lonja, encargado de intervenir en señalar los salarios de sus oficiales para que fueran 
moderados y justificados, Juan de Góngora realizó una labor de inspección sobre dichos 
oficios con el objetivo de averiguar la capacidad de los oficiales que se afanaban en la 
construcción de la Lonja. Su labor se centró en determinar qué oficiales se podían 
excusar por considerar que eran superfluos y que solo e taban en sus puestos por recibir 
un salario del Consulado, pero también en depurar a quellos oficiales que no eran 
profesionales del ramo, sino deudos del prior y cónsules y cuyo desempeño había 
resultado en perjuicio de la construcción del edificio sede del comercio. Acercarnos a 
conocer el personal que trabajaba en la labor de la fábrica de la Lonja es una tarea 
compleja, pues al ser contratado por semanas, éste iba variando de acuerdo con las 
necesidades del momento, si bien, existía cierto personal fijo1399. Debido a esta 
eventualidad en el personal, hemos tomado como ejemplo a los oficiales que estaban 
trabajando el sábado dos de julio de 1644, pues sus nóminas fueron demandadas por el 
visitador al receptor Mateo de la Parra y fueron la base de la investigación que llevó a 
cabo Góngora sobre esta materia. La relación del personal de dichas nóminas constituye 
una muestra de un momento concreto, una imagen fija de los oficiales de dicha 
construcción, pero que sirvió al visitador para averiguar, además de la identidad y el 
perfil de los oficiales, su suficiencia para el trabajo que realizaban. El dinero para pagar 
aquellas nóminas salió de la casa particular del receptor Mateo de la Parra, lo que 
confirmaba al visitador que el Consulado no disponía de un arca en la Lonja para 
                                                
1397 Ibidem. Schäfer se refirió a la potestad de nombrar a todos los guardas de aduana, los porteros y uno 
de los dos capellanes. 
1398 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 229V-229R.  
1399 García Fuentes, «Un ejemplo de la industria de la construcción en Sevilla en los siglos XVI y XVII: 
La casa Lonja», pp. 305-306. 
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custodiar lo recaudado de dicho derecho como así lo estipulaba el asiento entre la 
corona y el Consulado1400. Las nóminas pagadas a los oficiales de la Lonja que hemos 
tomado como ejemplo son las siguientes1401:  
Nóminas de la Lonja del sábado 2 de julio de 1644 
Nombre Oficio Salario diario Salario semanal 
Dionisio Ramírez Maestro albañil 18 reales al día 60 reales 
Pedro Falconete Maestro mayor 9 reales al día 54 reales 
Juan Rodríguez Oficial cantero 6 reales y medio al día  39 reales 
Antonio Aragonés  Oficial cantero 6 reales y medio al día 39 reales 
Juan Rubio Oficial cantero 6 reales y medio al día 39 reales 
Juan Cecilio Ayudante de 
asentador 
6 reales y medio al día 39 reales  
Alonso Navarro Oficial cantero 6 reales y medio al dí  39 reales  
Alonso García Oficial cantero  6 reales y medio al dí  39 reales 
Diego Martín Peón 4 reales al día 24 reales  
Pedro Moreno Peón 4 reales al día 24 reales  
Juan Esteban  Peón 4 reales al día 24 reales  
Diego Suárez Peón  4 reales al día 24 reales 
Diego Gómez Peón 4 reales al día  24 reales 
Bartolomé Rodríguez Peón 4 reales al día 24 reales 
Juan de la Cilla ¿? 6 reales a la semana 12 reales 
Sebastián de Villar Cerrajero  14 reales 
Lucas Díaz  Carpintero  15 reales 
Bartolomé Sánchez Portero  90 reales 
Total:  623 reales  
Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 58R-61R. 
 
Como ya hemos dicho, las pesquisas llevadas a cabo por Juan de Góngora sobre 
estos oficiales se centraron en conocer su capacidad para el puesto que estaban 
desempeñando. El visitador contó en esta parte de la visita con la colaboración de los 
oficiales que estaban trabajando en la construcción de la Iglesia Catedral de Sevilla que, 
por su conocimiento del arte, fueron llamados por Góngora como testigos para discernir 
sobre la materia. Estos oficiales desempeñaron un destacado papel en la comprobación 
de las acusaciones que iba sacando el visitador en est  asunto. De todos los oficiales 
incluidos en la tabla, el peor parado fue el maestro mayor, Pedro Falconete que, según 
las pesquisas de Góngora basadas en testimonios de diferentes oficiales canteros de la 
Lonja y del maestro mayor de la Catedral de Sevilla, quedó acreditado que no era 
cantero, sino que durante toda su vida había sido albañil y no contaba con las 
                                                
1400 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 61R. Como confirmó el portero de la Lonja Bartolomé 
Sánchez, el dinero para pagar las nóminas de los oficiales de la Lonja del sábado 2 de julio de 1644 “lo 
había traído de la casa de Mateo de la Parra y lo había recibido de mano de Juan del Castillo que se lo 
entregó de orden del dicho receptor”.  
1401 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 58R-61R. Los montantes de las nóminas de la Lonja 
dadas por los priores y cónsules desde el 22 de julio de 1625 hasta el primero de agosto de 1643 que 
fueron recopiladas por la visita se localizan en: AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 190R-199R.  
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capacidades necesarias para el puesto que ocupaba1402. Otra cuestión destacable que se 
desprende de la tabla es el nulo número de albañiles contrastable con los peones1403. 
Según las informaciones que recabó el visitador, el número de peones fue excesivo al 
menos desde 1625, cuando el Consulado fue prescindiendo de personal más cualificado 
y contratando peones en su sustitución, razón que le valió al órgano mercantil una 
acusación del visitador por este hecho1404.  
Pero además de los oficiales a los que hemos hecho r ferencia, había otros que 
desempeñaban ciertos oficios de mayor importancia que constituían el personal fijo de 
la Lonja y por ende no recibían su salario semanalmente como era el caso de los 
incluidos en la tabla. Nos referimos al sobrestante o veedor, al aparejador y al 
herramentero. El oficio de sobrestante o veedor de la obra de la Lonja, de suma 
importancia por su carácter de control de los oficiales y materiales que se empleaban en 
su construcción, lo ejercía, como ya hemos dicho más arriba, el secretario del 
Consulado y contador de cuentas de la Lonja, Juan Antonio de Ibarra. Este ministro del 
órgano consular acumulaba en su persona tantos cargos como mando tenía dentro de las 
administraciones del Consulado. Su posición en la gestión de la Lonja no era una 
excepción del control que ejercía Ibarra sobre las administraciones del Consulado, pero 
su escaso conocimiento sobre las labores de construcción de la Lonja para ocupar el 
puesto de sobrestante, y que el propio Ibarra reconoció ante Góngora, fue motivo 
suficiente para que el visitador acusara al Consulado de tener en un oficio de tanta 
importancia a una persona que “no era del arte”1405. En cuanto al aparejador y al 
herramentero, las declaraciones que hicieron los oficiales de la Lonja y de la Catedral 
sobre sus labores, que en el caso del aparejador las ejercía el maestro mayor Pedro 
Falconete y en el caso del herramentero, las ejercía el portero Bartolomé Sánchez, 
llevaron al visitador a tomar la determinación de consumir estos oficios1406.  
En síntesis, en la construcción de la Lonja, además de todo lo referido más arriba, 
en relación a los oficiales nombrados por el prior y cónsules para su construcción, la 
labor inquisitiva de Juan de Góngora demostró la exist ncia de abusos en determinados 
jornales, la poca suficiencia de determinados oficiales que no eran propios para el oficio 
                                                
1402 AGI, Escribanía, 1147B.  
1403 Esta cuestión también fue destacada por Lutgardo García Fuentes que estudió el periodo cronológico 
de 1596 a 1610. Véase: García Fuentes, «Un ejemplo de la industria de la construcción en Sevilla en los 
siglos XVI y XVII: La casa Lonja», p. 308. 
1404 AGI, Escribanía, 1147B.  
1405 AGI, Escribanía, 1147B.  
1406 AGI, Escribanía, 1147B.  
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que desempeñaban, así como la presencia de oficiales que eran excusables y que por lo 
tanto, fueron suprimidos por la acción de la visita.  
Por último, en relación a esta administración del Consulado, la visita sacó a la luz 
otras cuestiones relativas a la Lonja como eran las cantidades que la ciudad de Sevilla 
debía a esta hacienda, y los censos tomados sobre este derecho. Como señalamos más 
arriba, la hacienda de la Lonja sirvió para otros menesteres muy diferentes al objeto 
para el que nació, entre ellos, para sufragar la limpieza del rio y la reparación de los 
muros y la almenilla de la ciudad de Sevilla. El cabildo sevillano debía a esta hacienda 
la cantidad de 26.000 ducados y en las cuentas del rec ptor revisadas por la visita no se 
había hecho cargo de esa cantidad. Esta fue la razón que llevó al visitador a censurar al 
Consulado por no haber hecho diligencia alguna paracobrar esta cantidad que llevaba 
pendiente desde 15951407. Los intereses compartidos entre un cabildo como el sevillano, 
en el que se sentaban como caballeros veinticuatro numerosos comerciantes a Indias 
que, al mismo tiempo, habían sido dirigentes del Consulado, pueden estar detrás de esta 
dejación de los que habían sido priores y cónsules a la hora de hacer las diligencias 
necesarias para cobrar la cantidad adeudada al órgano mercantil.  
A su vez, como ocurrió al final de la comisión de Cristóbal Jiménez Gómez en 
1633, al finalizar la visita de Juan de Góngora, la hacienda de la Lonja seguía 
hipotecada por la administración de la avería y por el propio Consulado con censos que 
habían tomado sobre la misma. Eran dos los censos que tenían la avería y el Consulado 
tomados a la Lonja, uno de 5.000 ducados de principal y otro de 50.000 ducados que el 
Consulado tomó a censo para el primer asiento de avería de 1591. En 1654 aun no se 
habían saneado en las cuentas de la Lonja dichas cantidades1408.  
En definitiva, la inspección sobre la hacienda de la Lonja dejó un panorama 
desolador del funcionamiento de esta administración del Consulado: excesos en la 
cobranza, mal recaudo de sus fondos, una utilización fraudulenta de los mismos por 
parte de los priores y cónsules, un desorden generalizado en relación a los empleados 
que eran contratados por el Consulado para la construcción del edificio y una hacienda 
hipotecada hasta la extenuación desde finales del siglo XVI.  
 
9.3.4. Los derechos de Balbas e Infantes  
 
                                                
1407 AGI, Escribanía, 1147B.  
1408 AGI, Escribanía, 1147B.  
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El derecho de Balbas 
 
Como ya hemos comentado más arriba, el conocido com “impuesto de Balbas”, 
un 1% sobre la avería, más tarde elevado al 1 y ½ %, sirvió para pagar al rey el indulto 
de 206.000 ducados tras la denuncia de fraude hecha por Cristóbal de Balbas, oficial 
real de Panamá, sobre elevadas cantidades de pesos sin registrar en la flota de Tierra 
Firme de 16241409. Se arbitró su pago en 1627 a través de una tasa fiscal preexistente, el 
1 % que se había impuesto en 1624 para la contribución del Consulado al proyecto de la 
Armada del Mar del Sur1410. La fórmula mediante la que nació tanto este gravamen al 
comercio como su continuación con el impuesto de Balbas fue la misma, es decir, el 
adelanto por parte de unos cuantos hombres de negocios de las cantidades al Consulado 
para pagar los servicios a la monarquía, que luego l  serían reintegradas con unos 
intereses del 10 % a través de lo generado por estas nuevas imposiciones al comercio 
que, a su vez, habiendo quedado el Consulado como ad inistrador, ellos mismos 
controlaban desde sus puestos de mando. En el acuerdo firmado entre la corona y el 
Consulado se facultó al órgano mercantil a pedir prestado el dinero y a devolverlo con 
los citados intereses en el 1% de avería que se cobraba para la Armada del Mar del Sur 
una vez se hubieran pagado los 400.000 ducados de dicha imposición. El compromiso 
que adquirió en 1627 el Consulado con los prestamiss fue el de terminar de pagar los 
intereses en 1629 pero según Enriqueta Vila, hasta 1636 no se empezó a devolver nada a 
los inversores en el derecho de Balbas, puesto que hasta ese momento el 1 % se había 
ocupado en la devolución de los 400.000 ducados de la Armada del Mar del Sur y, 
durante todo el siglo XVII, nunca se llegó a pagar a los prestamistas ni para liquidar la 
deuda. Como ya advirtió la citada autora, esto se debió a la falta de previsión del 1 % de 
incremento de avería para hacer frente a esta obligación, que provocó que en 1634 el 
Consejo de Indias autorizara al Consulado a incrementar l porcentaje hasta el 1 y ½ %, 
a la mala administración del órgano mercantil, a las incautaciones de la Corona del 
dinero de la avería y, finalmente, a la supresión de este impuesto en 16601411.  
En 1636, solo dos años después de ampliar el porcentaje que percibía el 
Consulado para pagar el débito y réditos a los interesados en esta renta, el Consejo de 
Indias representó al rey su preocupación por cómo se estaba gestionando esta 
                                                
1409 Vila Vilar, «Los gravámenes de la carrera de Indias y el comercio sevillano: El impuesto de Balbas» 
1410 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 125. 
1411 Vila Vilar, «Los gravámenes de la carrera de Indias y el comercio sevillano: El impuesto de Balbas» 
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administración. Entendían los consejeros, con el presidente Castrillo a la cabeza, que ya 
había pasado tiempo suficiente para satisfacer esta d uda, y que de dicho derecho se 
había obtenido mucha más cantidad de lo que se necesitaba. Con estos mimbres, en 
1636, el Consejo de Indias comisionó a su contador de cuentas, Juan de Salinas, para 
que investigara si en el tiempo que había pasado desde 1624 con la primera imposición 
a la avería del 1% para hacer frente a los 400.000 ducados y su ampliación en 1634 al 1 
y ½ % para hacer frente al total de los 606.000 duca os que montaba la deuda con los 
interesados que habían adelantado su dinero para estos servicios a la monarquía, se 
había terminado de pagar la cantidad que se necesitaba tanto del total de la deuda como 
de sus intereses y costas. En la Cédula de comisión se mandaba a Juan de Salinas que 
tomara las cuentas de esta administración para conocer el estado en que se encontraba, 
pidiendo al prior y cónsules del comercio que le entregaran una relación jurada con 
cargo y data de todo lo que había procedido del dicho derecho1412. A través de un pliego 
que el contador Juan de Salinas hizo llegar al pagador de este derecho, Simón de 
Gaviola, para que éste contestara a unos requerimientos del comisionado, conocemos 
algunos aspectos de dicha comisión. Las pesquisas de Juan de Salinas se centraron en la 
devolución a los interesados en los 206.000 ducados. El pagador afirmó que los 
intereses del primer año, que fue 1627, se habían pagado tomando dinero a daño, es 
decir, se había tomado prestado dinero para pagar intereses, que a su vez, generaría más 
intereses. Pero 1627 no fue el único año que el Consulado tomó dinero a daño para 
pagar intereses a los partícipes en este derecho, ya que hasta 1636 combinaron la paga 
con dinero tomado a daño con lo que el propio derecho había rendido1413.  
La comisión de Juan de Salinas generó un pleito en el Consejo de Indias contra el 
Consulado, entre otras cuestiones, por haber tomado dinero a daño para pagar intereses 
sin tener autorización del rey para ello. La defensa por parte del Consulado a este pleito, 
fue encargada por acuerdo del órgano mercantil y de los partícipes e interesados en la 
renta de Balbas tomado en 10 de diciembre de 1637, a Juan de la Fuente Almonte, que a 
su vez, era uno de los prestamistas, y constituye un ejemplo de la deficiente 
administración que tuvo el Consulado en la rendición de cuentas de este derecho. Juan 
de la Fuente Almonte fue comisionado para acudir a Madrid a la defensa de este 
negocio y los gastos y costas del viaje y estancia en la Villa y Corte fueron sufragados 
                                                
1412 La Real Cédula de la comisión de Juan de Salinas quedó recogida en los expedientes de la visita y se 
encuentra en AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 298R-301R.  
1413 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 297R-297V.  
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por lo procedente de este derecho, repartido y rateado ntre todos los interesados1414. En 
total, de la Fuente Almonte recibió 11.000 reales d plata por el gasto del viaje a Madrid 
a la defensa de este pleito, pagados por el pagador de este derecho, Simón de Gaviola, 
con calidad de dar cuenta de en qué había gastado este dinero. El acuerdo tomado por el 
Consulado y los partícipes en esta renta estipulaba que la cantidad sería repartida entre 
los mismos, sin embargo, las pesquisas de Góngora mstraron que no se descontó a 
ningún prestamista cantidad alguna de lo que debían percibir, quedando sin restituir a la 
respectiva bolsa la referida cantidad ni ninguna parte de ella. Asimismo, Juan de la 
Fuente Almonte tampoco dio cuenta de en qué gastó el din ro que recibió para este 
negocio1415.  
La comisión de toma de cuentas de este derecho que hizo Juan de Salinas entre 
1636 y 1637 fue solicitada por Juan de Góngora al Consejo pues, de la revisión que 
estaba haciendo el visitador sobre esta administración “habían resultado algunas cosas” 
que para su mejor comprobación convenía tener los libros de aquella toma de cuentas en 
su poder1416. La revisión por los ministros de la visita de la referida comisión de Juan de 
Salinas en 1645, que se encontraba aun en el mismo estado que la dejara el 
comisionado, es decir, sin haberse visto en el Consej  de Indias, evidenció el mal uso 
que hizo Juan de la Fuente Almonte del dinero que recibió de este derecho cuando fue 
comisionado a Madrid por el Consulado para este negocio. Los ministros de la visita no 
encontraron evidencias de que Almonte se personase como parte ni hiciese cosa alguna 
cuando supuestamente acudió a la defensa de este plito, ues el asunto se encontraba 
en “el mismo estado en que lo llevó de esta ciudad el dicho don Juan de Salinas sin que 
después se hiciese sobre ello cosa alguna”1417. 
Pero lo que quedó acreditado con aquella comisión de toma de cuentas realizada 
por Juan de Salinas y que más tarde constató Juan de Góngora, fue que muchos de los 
partícipes e interesados en el derecho de Balbas volvieron a prestar su dinero para pagar 
intereses en diferentes años. Los resultados no diferían mucho de lo averiguado unos 
años atrás por Juan de Salinas. Así, el tomar dinero a daño para pagar intereses, siendo 
dichas cantidades agregadas al capital que cada uno de los prestamistas había dado en 
un principio para el servicio de los 206.000 ducados revela dos cuestiones clave en 
relación a este gravamen: por un lado, el derecho no estaba rindiendo lo suficiente para 
                                                
1414 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 209R-209V.  
1415 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 249R-249V.  
1416 AGI, Indiferente, 436. L. 12. Fol. 355V-356R.  
1417 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 270R-270V.  
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pagar los intereses del capital prestado y, por otr lado, el préstamo de más dinero por 
parte de los interesados en este derecho, para pagar intereses del mismo, no hacía sino 
incrementar la deuda que se tenía con ellos. Los diez prestamistas que ofrecieron su 
dinero para pagar intereses del derecho de Balbas fueron algunos de los más 
acaudalados comerciantes sevillanos del momento1418. 
Asimismo, se estaban pagando intereses de intereses d l dinero tomado a daño 
para este servicio, y no intereses del capital. Al parecer, esta práctica intentó ser atajada 
por el Consulado en 1640. Esto lo conocemos por las di igencias del visitador, que en 
marzo de 1645 dictó un auto para que el escribano del Consulado, Juan de Santamaría, 
diera un traslado a la visita de un acuerdo que habían suscrito el prior y cónsules en 
1640 para que no se pagasen intereses de intereses d  los 206.000 ducados de la 
denunciación de Balbas1419. Finalmente, el haber pagado intereses de esa sumade 
dinero más tiempo del que debían conforme a las escrituras que habían acordado con los 
prestamistas, le valió al Consulado la formulación de una acusación por parte del 
visitador1420.  
Pero eran más los beneficios que tenían estos hombres del comercio y los oficiales 
del Consulado por la gestión de una renta como la de Balbas. Además de la satisfacción 
que se daba a las personas que prestaron el dinero para hacer frente a los 206.000 
ducados del indulto, de lo procedido de dicho derecho se libraban ciertas cantidades 
para las personas que se ocupaban de su administración. Todas las cantidades eran 
libradas en plata y, excepto el prior y cónsules por su carácter temporal –cuando se 
celebraban elecciones-, hubo ciertos empleados del Consulado que vieron incrementado 
su salario, como fue el caso del receptor de la avería Pedro Camino, del diputado de la 
avería Mateo de la Parra, de Simón de Gaviola, pagador de esta y otras rentas del 
Consulado o del escribano del órgano, Juan de Santam ría. Estas eran las cantidades 
remuneradas a los dirigentes y oficiales del Consulado con cargo a este derecho:  
 
Salarios cargados en el derecho del 1 y 1/2 % a los dirigentes y oficiales del Consulado 
Prior del Consulado 400 ducados 
Cónsul primero 300 ducados 
                                                
1418 En concreto: Rodrigo de Vadillo, Francisco de Contreras Chavez, Tomás de Mañara, Antonio 
Lorenzo de Andrade, Miguel de Neve, Gerónimo de Orozco, Juan de la Fuente Almonte, Martín de 
Tirapu, Fernando de Almonte y Juan Antonio de Medina. AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 
278R-281R.  
1419 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 122R.  
1420 AGI, Escribanía, 1147B.  
518 
 
Cónsul segundo 300 ducados 
Receptor de la avería  400 ducados 
Pagador del derecho 400 ducados 
Escribano del Consulado 200 ducados 
Alguacil de la avería 150 ducados 
Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 14R. 
 
Los dirigentes y oficiales del Consulado, al quedar como administradores de este 
gravamen, no solo consiguieron una fuente de ingresos al ser partícipes en los 
préstamos al Consulado que luego les iban a ser reintegrados con sus respectivos 
intereses, sino que además percibían otra fuente de ingresos en concepto de salarios por 
la gestión de la administración que quedó en sus manos.  
Como podemos entrever, la administración de este derecho que recayó sobre los 
mismos hombres que habían adelantado la cantidad servi a al rey, estaba puesta a su 
servicio e intereses, burlando tanto lo acordado con la monarquía como el propio control 
del Consulado. Del mismo modo que ocurrió con otras administraciones del órgano 
mercantil, como la hacienda de propios, la revisión de las cuentas de este derecho que 
hicieron los ministros de la visita sacó a la luz una ausencia de control en las mismas 
que, controladas por las manos fuertes del receptor de la avería, primero Juan Alonso de 
Camino y luego su hijo Pedro de Camino, no estaban sujetas a ninguna otra 
fiscalización. Así, las cuentas de este derecho revisadas por Juan Conchillos y Negrete, 
contador de la visita, mostraron que aun estando cometida al contador de comisiones del 
Consulado, Marcelo Franco Palazuelo, la toma de cuentas al receptor de la avería -quien 
debía darlas cada año- a la altura de 1645 no estaban omadas ni fenecidas desde que 
comenzaron a cobrarse en 16251421. La facultad que tenía el Consulado para tomar a 
daño 400.000 ducados para la Armada del Mar del Sur y 206.000 ducados para Balbas 
estipulaba que el prior y cónsules diesen cuentas cada año y las remitiesen al Consejo, 
asunto que, como mostró la visita no se cumplía y que resultó conformar una acusación 
contra el Consulado por no haber tomado cuentas de e ta administración1422.  
 
El derecho de Infantes 
 
En el mes de noviembre del año 1638, la perpetuación del conocido como derecho 
de Infantes, el 1% que se cobraba en la Aduana de Sevilla de todas las mercancías que 
                                                
1421 Las cuentas que revisó el ministro de Juan de Góngora abarcaron desde 1625 hasta 1639. AGI, 
Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 240R-240V.  
1422 AGI, Escribanía, 1147B.  
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entraban en Sevilla por mar y tierra y de las que salían por la mar, administrado por el 
prior y cónsules de la universidad de los cargadores a Indias significó la continuación de 
este gravamen al comercio que había nacido en 1632 con un carácter temporal. La 
perpetuación nació con la obligación del Consulado de pagar sobre lo recaudado del 
dicho derecho y sobre sus propios -si lo que rindiera el impuesto no bastara- 42.000 
ducados de renta cada año, repartidos entre las personas que adelantaron la cantidad con 
la que el órgano mercantil sirvió al rey para lograr el carácter permanente del gravamen.  
Como ya destacara Enriqueta Vila Vilar, la perpetuación del derecho del 1 % de 
Infantes sirvió para que unos pocos, pero poderosos mercaderes a Indias, sacaran 
ventajas de aquel asunto. La renta fija de 42.000 ducados se destinó a pagar con un 
carácter perpetuo a aquellos que prestaron su dinero a la corona en 16381423. Entre 
aquellos importantes personajes del comercio que adelantaron la cantidad de 588.864 
ducados que el Consulado sirvió a la monarquía en 1638 estaban, una vez más, lo más 
granado del comercio sevillano que, con esta inversión primera, haciendo de banqueros 
del propio Consulado, consiguieron para sí y sus herederos una renta fija procedente de 
este derecho perpetuado. Como no podía ser de otro m d , entre los interesados en esta 
renta estaban el prior y el cónsul primero de 1637 que negociaron con el consejero de 
Indias y comisionado por el rey para aquella empresa, Bartolomé Morquecho, la 
perpetuación del derecho. Nos referimos a Andrés de Madariaga y Antonio del Castillo 
Camargo1424, además de personajes de la talla de Tomás de Mañara, Juan de la Fuente 
Almonte o Antonio Lorenzo de Andrade que también estuvieron presentes en las 
negociaciones del Consulado con Morquecho1425. Una vez más, algunos de los 
miembros de la camarilla dirigente que controlaba el Consulado y el comercio 
americano habían sabido sacar buen provecho de una negociación con la corona que 
acabó gravando a todo el comercio. 
Las pesquisas de Góngora sobre esta administración estuvieron relacionadas con 
la averiguación de las cantidades de tributos que se debían a los interesados, tanto de la 
primera situación como de la segunda situación de esta renta1426. Los réditos de los 
tributos de la primera situación montaban 9.283875 maravedíes y los de la segunda 
                                                
1423 Vila Vilar, «Redes mercantiles y sociales entre Sevilla y Lima», p. 202. 
1424 Los pormenores de esta negociación fueron estudiados por José Manuel Díaz Blanco en Díaz Blanco, 
Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, pp. 147-150. 
1425 Vila Vilar, «El poder del Consulado sevillano y los hombres del comercio en el siglo XVII: una 
aproximación», p. 29. 
1426 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 302R-302V.  
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situación 5.669.210 maravedíes1427. En las cuentas de los receptores Francisco y Mateo 
de la Parra, el visitador comprobó que de los corrid s de los tributos de la primera 
situación se debía a los interesados hasta 1644 la cantidad de 4.271.602 maravedíes y a 
los partícipes e interesados en la segunda situación, se debían de corridos de sus tributos 
21.450.995 maravedíes1428.  
A su vez, entre las acciones inquisitivas de Juan de Góngora estuvo la 
comprobación de que los oficiales nombrados por el Consulado hubieran cumplido con 
su labor con respecto a este derecho. Así, según la revisión que hizo el visitador de las 
cartas de pago originales que se habían hecho de este d recho desde 1638 hasta 1644, 
pudo comprobar que el contador nombrado para asistir al receptor, que debía tomar la 
razón de las cartas de pago que éste daba a los interesados en el dicho derecho, no había 
tomado la razón de las mismas y, como ocurría en elder cho de la Lonja, las libranzas y 
cartas de pago tampoco llevaban la rúbrica del prior y cónsules1429. Asimismo, la 
obligación de dar cuenta al Consejo, presente también en esta administración del 
Consulado, no se cumplía1430. Por tanto, el control de la buena distribución de este 
derecho estaba únicamente bajo la supervisión y gestión de los receptores.  
 
9.3.5. Las competencias del Consulado en los naufragios de la Carrera de Indias 
 
Como ocurría con otros asuntos relacionados con el tráfico mercantil con las 
Indias, la corona había delegado ciertas competencias tocantes a la gestión de los 
naufragios en el Consulado de Sevilla. Así lo recogía el capítulo 22 de las ordenanzas 
del órgano mercantil, donde se encomendaba a los pri res y cónsules a llevar “[…] un 
libro en que pongan por memoria todas las naos que se perdieren en el camino de las 
Indias, así de ida como de venida y en qué lugares se perdieron y si hay nueva que 
escapó alguna mercadería, u oro o plata […]”. Esta competencia era compartida con la 
Casa de la Contratación que, cuando tenía conocimiento de que se había producido un 
naufragio, era la encargada de enviar requisitorias a las autoridades reales de la 
jurisdicción donde el siniestro había tenido lugar, para que enviaran las mercancías a 
Sevilla. Era la propia corona la encargada de organizar las expediciones de rescate que, 
según el lugar donde se hubiera producido el siniestro, era realizado o bien por oficiales 
                                                
1427 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 109R-112V.  
1428 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 302R-302V.  
1429 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 349R-349V.  
1430 AGI, Escribanía, 1147B.  
521 
 
reales, o bien mediante asiento con terceros1431. Tras la llegada a Sevilla de la mercancía 
recuperada y su custodia en la Casa de la Contratación, omenzaba la labor del 
Consulado, que se encargaba de devolver a los comeriant s matriculados en su 
institución todo lo que les pertenecía de lo que se xtraía de los naufragios, quedando la 
Casa como la institución encargada de restituir la mercancía salvada al resto de 
propietarios1432.  
Es decir, existía una maquinaria burocrática compartida entre los intereses reales, 
pues la Real Hacienda era la más perjudicada cuando se producía un naufragio, al 
menos si tenía lugar en el viaje de vuelta, y los intereses privados, para restaurar los 
derechos de propiedad a sus legítimos dueños cuando el mar los había disgregado.  
Juan de Góngora conoció esta parte de las funciones del Consulado en las 
comisiones que desempeñó con anterioridad a ser nombrado visitador de las 
instituciones del comercio sevillano, concretamente, en la que tuvo en 1641 para el 
recibo de la flota y galeones que se esperaban en dicho año del cargo del general 
Francisco Díaz Pimienta. A su llegada a Sanlúcar de Barrameda, el navío San Pedro y 
San Pablo, que iba como capitana de la flota de Nueva España al mando del almirante 
Juan de Campos no pudo superar la temida barra y naufragó. Fue así cuando Góngora 
pudo conocer de primera mano cómo se organizaban las operaciones de rescate de 
mercancías, en este caso, a escasos kilómetros de la Casa de la Contratación1433. Para 
aquella operación que presenció el entonces comisionado Juan de Góngora se 
desplazaron hasta Sanlúcar el contador juez oficial de la Casa, Diego de Villegas, y el 
cónsul del comercio Juan Alonso de Camino1434. El juez oficial de la Casa, que debía 
ser el encargado de dirigir la operación, quedó relegado a las órdenes de un juez de 
comisión, pues Villegas recibió la orden de asistir a Góngora en esta empresa1435. Pero 
más allá de la actuación del contador de la Casa, que al parecer distó mucho de ser fiel 
                                                
1431 Sobre asientos de la monarquía para el rescate de navíos naufragados, véase: Fernando Serrano 
Mangas, Naufragios y rescates en el tráfico indiano en el sig o XVII, (Madrid: Sociedad Estatal Quinto 
Centenario, 1991). Un análisis pormenorizado de un naufragio y rescate sucedido en las costas del Caribe 
a la flota del marqués del Vado del Maestre en 1691 ha sido recientemente publicado por: Vicente Pajuelo 
Moreno, «Naufragio y rescate de la flota y armada del marqués del Vado del Maestre, 1691», Anuario de 
Estudios Americanos, 76.1, (2019) pp. 155-175. 
1432 Pérez-Mallaína Bueno, El hombre frente al mar. Naufragios en la Carrera de Indias durante los 
siglos XVI y XVII, p. 87. La ordenanza 22 del Consulado en Heredia Herrera, «Las Ordenanzas del 
Consulado de Sevilla». 
1433 Sobre este hundimiento de la capitana de la flota de Nueva España de 1641 ya apuntó algunos datos 
Antonio Domínguez Ortiz en Domínguez Ortiz, «Los caud les de Indias y la política exterior de Felipe 
IV». 
1434 El cónsul fue acompañado por Juan de Santamaría y Sebastián de Mesa, escribano y alguacil del 
Consulado respectivamente. AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 454R.  
1435 AGI, Indiferente, 435. L. 11. Fol. 106R-106V.  
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al comisionado cuando unos años después el visitador l nzó acusaciones contra él por 
haberse adueñado en esa operación de salvamento de una taleguilla de oro molido que 
sacó de la capitana y que después se halló lleno de arena1436, nos interesa destacar aquí 
la actuación del cónsul Juan Alonso de Camino en Sanlúc r y, por extensión, del 
Consulado cuando las mercancías rescatadas llegaron a Sevilla.  
En la operación de salvamento de la plata y mercancías de la capitana de 1641 lo 
procedido de dicho rescate se fue acumulando en Sanlúcar en unas casas “donde posan 
los jueces oficiales de la Casa de la Contratación de Sevilla”1437. Los autos que hizo 
Juan de Góngora describen como se fue guardando la plata en una sala y las mercancías 
en otras, todo bajo resguardo de llaves que tenía el cónsul y el escribano de la Casa 
Rodrigo Pérez de Rivera1438. Que el cónsul fuera quien estuviera en posesión de las 
llaves de la sala del “tesoro” y demás salas donde se iban recogiendo las mercancías 
salvadas del naufragio chocaba directamente contra lo dispuesto en la ordenanza 22 del 
Consulado que indicaba que eran los jueces oficiales de la Casa los encargados de la 
custodia de las mercancías o, como en esta ocasión, un juez de comisión que debía 
actuar con una jurisdicción superior a la de los jueces oficiales de la Casa1439. Pero 
además, Juan Alonso de Camino fue quien gestionó la subida de las mercancías hasta 
Sevilla y su almacenaje en los altos de la Lonja, en lugar de en la Casa de la 
Contratación, como indicaba la citada ordenanza. A partir de este momento, los 
responsables aumentaron, pues hay que sumar a las gestiones realizadas con la 
mercancía salvada, las manos del prior Fernando de Almonte y del cónsul primero Juan 
Fernández de Orozco y de sus sustitutos en el puesto d  prior Pedro Fernández de 
Orozco y de Francisco de Suaza como segundo cónsul, ya que la ejecución de esta 
materia continuó en 1642.  
Una vez depositadas todas las cajas, cajones y zurrones en la Lonja, aquellas que 
venían sin marca, es decir, que no se conocía el propietario, se fueron abriendo ante el 
solicitador del Consulado, Francisco del Valle Angulo1440, para su posterior venta. 
Aquella operación no contó con un depositario que fuera recibiendo lo procedido de las 
ventas de las mercancías, sino que fueron el prior y cónsules los encargados.  
                                                
1436 AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3.  
1437 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 453R.  
1438 Además del contador de la Casa Diego de Villegas y del escribano Rodrigo Pérez de Rivera, se había 
trasladado a Sanlúcar el alguacil de la Casa Alonso Gómez. AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 
454R.  
1439AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 453R-454V.  
1440 Francisco del Valle Angulo fue nombrado por el prior y cónsules como agente y solicitador de 
negocios del Consulado el 24 de noviembre de 1640. AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 38. Fol. 10R.  
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Es decir, desde el comienzo de la recuperación de la mercancía naufragada en 
Sanlúcar de Barrameda, la forma de actuar fue distinta a la indicada en la ordenanza 22 
del órgano mercantil, pues fue el Consulado quien plotó la operación desde su inicio 
hasta el beneficio de la mercancía sin marca. La mercancía que sí tenía un dueño 
conocido fue entregada a sus respectivos propietarios, pero sin haber estado depositada 
en la Casa de la Contratación como estaba dispuesto. Por lo tanto, el haber actuado de 
un modo diferente al expresado en las ordenanzas del órgano rector mercantil, 
habiéndose “entremetido en los naufragios sin tocarle”, y habiendo beneficiado aquellas 
mercancías salvadas de los naufragios, quedándose con lo procedido de ellas, le valió al 
Consulado sendas acusaciones por parte del visitador1441. 
Pero además, la visita de Juan de Góngora al Consulado de Sevilla profundizó con 
mayor detalle en esta administración valiéndose de las cuentas de los depósitos 
procedidos de las mercaderías salvadas de los navíos que habían padecido naufragios y 
que estaban bajo la administración de los priores y cónsules. Fueron examinados los 
libros de los tres receptores del Consulado que recayeron bajo la lupa inquisitiva del 
visitador: Andrés de Munibe, Francisco de la Parra y su hermano Mateo de la Parra. 
Dichas cuentas de lo procedido de los naufragios fueron revisadas por Antonio de Barne 
y Argüello, contador nombrado por el visitador para tal efecto. Las conclusiones a las 
que llegó el ministro de Góngora fueron claras: los priores y cónsules, administradores 
de las mercaderías que se salvaban en los navíos que habían padecido naufragios, que 
debían acudir con su procedido a los interesados en ellos, no lo habían hecho 
enteramente, quedándose con muchas y muy gruesas cantidades de maravedís y 
aplicándose ellos mismos muchos salarios y ayudas de costa, quedando los “residuos” 
aplicados a la hacienda de propios del Consulado1442.  
Esta investigación que hizo el contador nombrado por Góngora, acabó finalmente 
reflejada en dos acusaciones contra el Consulado: l primera por no haber tenido “libro 
de naufragios” que recogiera la razón de las naos que se habían perdido, como 
efectivamente comenzaba la citada ordenanza 22, y la segunda, por haberse quedado los 
priores y cónsules con cantidades procedidas de la v nta de las mercancías salvadas, 
bien en su propio beneficio, aplicándose salarios y ayudas de costa o bien, en beneficio 
de los propios del Consulado1443. 
                                                
1441 AGI, Escribanía, 1147B.  
1442 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 216R-239V.  


















CAPÍTULO 10. LOS RESULTADOS DE LA VISITA AL 

























10.1. Los visitados. Lo más granado de la sociedad sevillana frente a la justicia 
 
10.1.1. Priores y cónsules del comercio  
  
Como señaló Vila Vilar “si es mucho lo que nos falta por conocer del desarrollo y 
trayectoria del Consulado de Sevilla, el horizonte se ensombrece más aún cuando de los 
hombres del comercio se trata”1444. Los estudios sobre el Consulado en la primera mitd 
del siglo XVII han dejado al margen a los individuos implicados en él, todo lo más, se 
han añadido al final de los trabajos, y como apéndice, l stas de nombres, tanto de los 
dirigentes, es decir, priores y cónsules, como del resto de comerciantes1445, en algunos 
casos acompañados de una sucinta biografía1446. Estos trabajos, útiles y de necesaria 
consulta, no se han preocupado por conocer quiénes eran los hombres que movían la 
institución mercantil. Carecemos de investigaciones que, desde una metodología 
prosopográfica, reconstruyan las trayectorias de via de los comerciantes1447. Conocer 
en profundidad quienes fueron los hombres del comercio sevillano con Indias es una 
tarea laboriosa, pues una de las principales características de este comercio fue la 
constante renovación y dinamismo de sus miembros. Se trataba de una sociedad en 
continuo cambio donde los hilos de la Carrera de Indias, en manos del Consulado 
sevillano, eran movidos por unos comerciantes que en muchas ocasiones se 
enriquecieron, pero en otras fracasaron hasta el punto incluso de abandonar su actividad 
mercantil. 
 Pero nuestro objetivo no aspira a ofrecer un arquetipo del mercader sevillano de 
la primera mitad del siglo XVII, sino a conocer quiénes fueron los mercaderes que 
estuvieron sometidos a la visita de Juan de Góngora p  haber ocupado los cargos 
dirigentes del Consulado y, por ende, por haber gestionado los hilos del órgano 
mercantil y las administraciones que estaban bajo su poder y que fueron inspeccionadas 
por el visitador.  
                                                
1444 Vila Vilar, «El poder del Consulado sevillano y los hombres del comercio en el siglo XVII: una 
aproximación», p. 25.  
1445 Juana Gil-Bermejo Garcia, «Mercaderes sevillanos (una nómina de 1637)»;  Heredia Herrera, «Los 
dirigentes oficiales del consulado de cargadores a Indias»; Vila Vilar, El Consulado de Sevilla de 
mercaderes a Indias: un órgano de poder.  
1446 Lutgardo García Fuentes, «Cien familias sevillanas vinculadas al tráfico indiano (1650-1700)», 
Archivo hispalense: Revista histórica, literaria y artística, 60.185, (1977), pp. 1-54. 
1447 Los trabajos que más se asemejan a este planteamiento son: Vila Vilar, Los Corzo y los Mañara: tipos 
y arquetipos del mercader con América.Enriqueta Vila Vilar y Guillermo Lohmann Villena, «Familia, 
linajes y negocios entre Sevilla y Las Indias, los Almonte», (Madrid: Fundación MAPFRE, 2003).  
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En el siguiente cuadro, obtenido del trabajo de Antonio Heredia Herrera sobre los 
dirigentes del Consulado1448, hemos situado a los priores y cónsules que estuviron bajo 
investigación por su gestión al frente del Consulado sevillano en la visita de Juan de 
Góngora. Casi tres décadas de administración del órgano de gobierno de los 
comerciantes se situaron bajo la acción del visitador. Estos fueron los dirigentes del 
Consulado cuya gestión al frente del órgano estuvo sometida a la visita:  
 
 Priores y cónsules del Consulado que estuvieron sometidos a la visita 
Año Prior Cónsul 1 Cónsul 2 
1619 Rodrigo de Vadillo Cristóbal Barrionuevo Juan de Vergara Gaviria 
1620 Diego Álvarez 
Gaibor 
Francisco de Sierraalta Juan de Vertis 
1621 Diego Álvarez 
Gaibor 
Francisco de Sierraalta Juan de Vertis 
1622 Pedro de Avendaño 
Villela 
Juan de Vertis Gerónimo de Orozco 
1623 Rodrigo de Vadillo Gerónimo de Orozco Juan de Neve 
1624 Fernando López 
Ramírez 
Juan de Neve Salvador Gómez Espinosa 
1625 Adriano de Legaso Salvador Gómez de Espinosa Fr ncisco de Herrera Hurtado 
1626 Adriano de Legaso Salvador Gómez de Espinosa Fr ncisco de Herrera Hurtado 
1627 Gerónimo de Orozco Francisco de Herrera Hurtado Antonio Lorenzo de Andrade 
1628 Gerónimo de Orozco Francisco de Herrera Hurtado Antonio Lorenzo de Andrade 
1629 Rodrigo de Vadillo Antonio Lorenzo de Andrade Alonso Pérez Romero 
1630 Bartolomé de 
Vivaldo  
Alonso Pérez Romero Juan de Munibe 
1631 Gerónimo de Orozco Juan de Munibe Miguel de Neve 
1632 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1633 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1634 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1635 Antonio Lorenzo de 
Andrade 
Miguel de Neve Antonio del Castillo Camargo 
1636 Andrés de 
Madariaga 
Antonio del Castillo Camargo Pedro Fernández de Orozco 
1637 Andrés de 
Madariaga 
Antonio del Castillo Camargo Pedro Fernández de Orozco 
1638 Fernando de 
Almonte 
Pedro Fernández de Orozco Domingo de Sarricolea 
1639 Adriano de Legaso Domingo de Sarricolea Juan Fer ández de Orozco 
1640 Adriano de Legaso Domingo de Sarricolea Juan Fer ández de Orozco 
1641 Fernando de 
Almonte 
Juan Fernández de Orozco Juan Alonso del Camino 
                                                
1448 Heredia Herrera, «Los dirigentes oficiales del consulado de cargadores a Indias». 
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1642 Pedro Fernández de 
Orozco 
Juan Alonso del Camino Francisco de Zuaza 
1643 Pedro Fernández de 
Orozco 
Juan Alonso del Camino Francisco de Zuaza 
1644 Domingo de 
Salicorrea 
Francisco de Zuaza Diego Domonte y Robledo 
1645 Adriano de Legaso Diego Domonte y Robledo Juan de Orozco y Ayala 
1646 Adriano de Legaso Diego Domonte y Robledo Juan de Orozco y Ayala 
 Fuente: elaboración propia a partir de Antonia Heredia Herrera, «Los dirigentes oficiales del consulado de 
cargadores a Indias» 
 
Contra todos los dirigentes del Consulado representados en la tabla antecedente 
resultaron acusaciones por parte de Juan de Góngora, si bien, cuando la visita estaba 
próxima a ser cerrada y ser enviada al Consejo en 1648, muchos de los personajes que 
habían ocupado los puestos de prior y cónsules habían fallecido, por lo que las culpas 
resultantes contra ellos fueron separadas de la de los demás dirigentes del órgano 
mercantil1449. Las razones eran simples: al haber fallecido, no se le podían haber 
notificado los cargos, y los herederos podían pretender que no pudiendo defenderse en 
vida, no debían pasar contra ellos aquellas acusaciones. No obstante, el fiscal del 
Consejo se reservaba la opción de pedir a los herederos en juicio abierto lo más 
conveniente para la Real Hacienda por las acusaciones resultantes. Los cargos que se 
separaron del resto de dirigentes, fueron los dirigi os a Rodrigo de Vadillo, Cristóbal de 
Barrionuevo, Juan de Vergara Gaviria, Diego Álvarez Gaibor, Juan de Vertis, Juan de 
Neve, Fernando López Ramírez, Pedro de Avendaño Villela, Salvador Gómez de 
Espinosa, Bartolomé de Vivaldo, Alonso Pérez Romero, Gerónimo de Orozco, 
Francisco de Herrera Hurtado y Domingo de Sarricolea. Por lo tanto, estos 14 dirigentes 
del Consulado quedaron sin sentencia y, a excepción de Domingo de Sarricolea1450 que 
ejerció como cónsul en 1638, 1639 y 1640, y como pri r en 1644, el resto habían 
desempeñado sus mandatos en el Consulado en la década de 1620 o en los dos primeros 
años de la de 16301451. Las acusaciones formuladas a estos dirigentes son una muestra 
de los pingües beneficios que podían obtener los mercad res que ocupaban los cargos 
de prior y cónsules. Se pueden sintetizar en: excesos n los salarios que cobraron por 
desempeñar el oficio de prior y cónsul, pues solo pdían llevar 30.000 maravedís al año 
                                                
1449 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 119.  
1450 AGI, Escribanía, 1147 B. Domingo de Sarricolea murió en el mes de marzo de 1646 en su casa de la 
colación de San Vicente de la ciudad de Sevilla.  
1451 Bartolomé de Vivaldo fue prior en 1630; Alonso de Romero fue cónsul en 1629 y 1630 y Gerónimo 
de Orozco ejerció su último mandato como cónsul en 1631.  
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con cargo a la Lonja1452, y sin embargo se libraron ayudas de costa y aguinldos tanto 
de los propios del Consulado como de lo procedente del derecho de la Lonja y de otras 
administraciones como la gestión del “octavo de la plata” de 16231453; asimismo, los 
excesos en los salarios se extendían a las personas n mbradas por ellos para negocios 
del Consulado que, debiendo cobrar seis ducados por día que estaban fuera de Sevilla, 
percibían mucha más cantidad con cargo a los propios del órgano; libranzas sin 
autorización, libranzas para misas y limosnas que nunca se llegaron a repartir en esos 
efectos, distintas libranzas con cargo a la Lonja par  efectos muy distintos a las labores 
de su construcción para lo que estaba destinado este d recho1454, o conceder préstamos 
de la hacienda de la Lonja a ministros de ella sin poder hacerlo1455 fueron algunas de las 
acusaciones que se repitieron hacia los dirigentes difuntos.  
Por tanto, los mercaderes que ocuparon los cargos de prior y cónsules en la 
década de 1620 recibieron distintas acusaciones en las que se puede percibir 
principalmente cómo del desempeño del cargo conseguían extraordinarios beneficios 
más allá de sus salarios. Sin embargo, en la década de 1630 y primeros años de la 
década de 1640, cuando la camarilla de mercaderes dirigentes se redujo, los excesos que 
salieron a la luz con la visita de Juan de Góngora fueron de un calibre mayor aun.  
En efecto, queda meridianamente claro tras el análisis que hemos realizado en el 
capítulo anterior cómo, desde 1632, estuvo al frente del Consulado una camarilla de 
hombres de negocios que se sucedía en los puestos de mando, dominando el órgano 
consular y todas las administraciones que éste gestionaba. Las rivalidades por hacerse 
con los cargos dirigentes del órgano rector mercantil fueron constantes durante la 
década 1630 y continuaron hasta la intervención del visitador en las elecciones a prior y 
cónsul de 1647. 
A pesar de que las ordenanzas del Consulado exigían celebrar elecciones a prior y 
cónsul cada mes de enero, como hemos analizado, entre 1620 y 1646 hubo algunos años 
que no se celebraron y otros años que, aun celebrándose, la renovación en los cargos 
                                                
1452 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 139R. Real Cédula para los 90.000 maravedíes de salario 
cada año del prior y Cónsules. San Lorenzo, 4 de octubre de 1586.  
1453 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 119. Rodrigo de Vadillo, Diego Álvarez Gaibor, Juan de Vertis, 
Juan de Neve, Fernando López Ramírez, Pedro de Avendaño Villela y Gerónimo de Orozco fueron 
acusados de cobrar salarios, ayudas de costa y aguinaldos de lo procedente del “octavo de la plata”. 
1454 AGI, Escribanía, 1143C. Cuaderno 119. Las fiestas de toros y las luminarias para la festividad de San 
Fernando se cargaban con cargo a la Lonja.  
1455 AGI, Escribanía, 1143C. Salvador Gómez de Espinosa prestó del derecho a la Lonja 50 ducados a 




dirigentes era mínima, recayendo las responsabilidades entre miembros de la misma 
parcialidad. Las estrategias para tener el control de as elecciones, y con ello de los 
cargos dirigentes, fueron variadas: el control de los electores que, aunque debían ser 
renovados cada dos años, los mismos personajes ocupar n esta responsabilidad bienio 
tras bienio; el caso omiso a la prohibición de volver a ser dirigentes si no habían pasado 
dos años desde el desempeño del cargo de prior y cónsul; o bien directamente la 
suspensión de las elecciones. Este último aspecto tuvo tres variantes: la suspensión por 
orden regia, la suspensión a petición del Consulado sin tener el beneplácito del 
comercio para que los dirigentes pudieran continuar la negociación de empréstitos y 
asientos que luego ellos mismos gestionaban y de los que eran los beneficiarios últimos 
y, la más grave, la suspensión de las elecciones si autorización del rey para seguir en 
los cargos dirigentes del Consulado por su utilidad y beneficio.  
Nuestro análisis ha puesto de manifiesto que la supremacía ejercida en todas las 
actividades económicas que eran dirigidas por el Consulado por parte de unos cuantos 
hombres del comercio en estas décadas comenzaba con el control de los cargos 
dirigentes del órgano. Dejando al margen las peticiones de los priores y cónsules para 
seguir en sus cargos, realizadas sin contar con el ben plácito del comercio, detrás de las 
suspensiones de las elecciones de 1633, 1635, 1637 y 1643 hubo unos personajes que es 
necesario destacar. 
Las acusaciones de Juan de Góngora contra Antonio Lrenzo de Andrade, Miguel 
de Neve y Antonio del Castillo Camargo por sus ocupa iones en el triunvirato que 
dirigió el Consulado desde 1632 hasta el fin de 1635 no dejaron al margen la suspensión 
de las elecciones de 1633 y 1635. Del mismo modo, Andrés de Madariaga, y Pedro 
Fernández de Orozco fueron acusados por el visitador de suspender las elecciones de 
1637 y Juan Alonso de Camino y Francisco de Suaza por el mismo hecho en 1643. A 
excepción de Pedro Fernández de Orozco y Juan Alonso de Camino que sí fueron 
condenados en 50 ducados de plata por suspender los p ocesos electorales de 1637 y 
1643 respectivamente, el resto de implicados fueron absueltos de este cargo, pero no por 
no haberse probado, sino por pareceres de los consejeros que vieron la visita o, como 
sucedió en el caso de Andrés de Madariaga, en atención a su descargo. Sin embargo, 
todos los dirigentes del Consulado citados, más Fernando de Almonte, y Adriano de 
Legaso fueron acusados y condenados por formar parte de un grupo de mercaderes 
poderosos que, por medio de prácticas intimidatorias h cia el resto de hombres del 
comercio, se hacían con los cargos del Consulado y “tenían tiranizados los oficios”. Las 
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acusaciones probadas hacia esta parcialidad que controlaba las elecciones para hacerse 
con los oficios de prior y cónsules, eligiéndose unos a otros, los culpaban de haber 
“embarazado con amenazas la entrada [a votar] a losque le parecían que habían de 
votar al contrario de su pretensión”1456, “teniendo a todos atemorizados y quitado la 
libertad al comercio”1457. Por medio de estas prácticas controlaban a los electores y se 
hacían con los oficios de prior y cónsules y consiliarios. En las sentencias de todos los 
dirigentes citados se repitieron los mismos nombres al referirse a la “parcialidad” que 
llevó a cabo dichas prácticas. Es decir, según las sentencias de la visita, “el grupo de 
mercaderes poderosos” que estuvo detrás de las prácticas que alteraban las elecciones 
consulares en su favor estaba formado por Fernando de Almonte, Juan de la Fuente 
Almonte, Adriano de Legaso, Pedro y Juan Fernández de Orozco, Andrés de Madariaga, 
Antonio del Castillo Camargo, Antonio Lorenzo Andrae, Miguel de Neve y Francisco 
de Suaza1458. Todos ellos, a excepción de Juan de la Fuente Almonte, ocuparon puestos 
de dirección en el Consulado en las décadas de 1630 y 1640.  
La formación de camarillas entre los comerciantes má acaudalados e influyentes 
fue una constante durante la década de 1630 y la primera mitad de la de 1640, siendo los 
miembros de ese reducido grupo los que movían los hil  del comercio indiano, los que 
monopolizaban, además de los cargos dirigentes, la administración de rentas, impuestos 
y el negocio más importante del Consulado y que más poder les otorgó a sus dirigentes, 
el asiento de avería. Por tanto, el control de los puestos de gobierno del Consulado 
sevillano en manos de las mismas personas durante estos años debió proporcionar a 
estos comerciantes un mayor dominio sobre el tráfico indiano, pero nos interesa 
destacar el control ejercido por estos dirigentes sobre las administraciones que 
gestionaba el órgano consular y que fueron inspeccionadas por la visita de Juan de 
Góngora.  
Desde 1631 hasta la ruptura de la camarilla dirigente con la intervención del 
visitador en las elecciones a prior y cónsul de 1647, solo 15 mercaderes ocuparon los 
puestos de dirección del Consulado. A excepción de Jerónimo de Orozco y Domingo de 
Sarricolea que, como hemos visto, entraron en el “grupo de los difuntos”, y Juan 
Fernández de Orozco, que fue indultado con anterioridad a que se pronunciara su 
                                                
1456 AGI, Escribanía, 1182. Este cargo puede verse en la sentencia a Fernando de Almonte y Francisco de 
Suaza.  
1457 AGI, Escribanía, 1182. Presente en la sentencia a Miguel de Neve, Antonio del Castillo Camargo y 
Antonio Lorenzo de Andrade.  
1458 AGI, Escribanía, 1182. Así se recoge en las sentencias de Juan Alonso de Camino, Antonio Lorenzo 
de Andrade o Miguel de Neve, entre otros.  
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sentencia, el resto fueron condenados por su labor l frente del organismo. Fueron los 
siguientes: Juan de Munibe, Antonio Lorenzo de Andrade, Miguel de Neve, Antonio del 
Castillo Camargo, Andrés de Madariaga, Pedro Fernández de Orozco, Fernando de 
Almonte, Juan Alonso de Camino, Francisco de Suaza, Adriano de Legaso, Diego 
Domonte y Robledo y Juan de Orozco y Ayala.  
Las páginas que siguen van destinadas a ofrecer una visión de conjunto de las 
consecuencias que tuvo la visita de Juan de Góngora sobre los citados dirigentes del 
Consulado en relación a las administraciones que gestionaba el órgano mercantil y de 
las que fueron los máximos responsables cuando se situaron al frente del organismo. 
Comenzaremos por la gestión de los propios del Consulado.  
Como disponía la ordenanza 21 del Consulado, los mercad res salientes del 
puesto de prior y cónsules debían dar cuenta de las administraciones de su cargo, en 
primer lugar, de la gestión de los propios del Consulado, que debían ser tomadas por el 
prior y cónsul entrante. Pues bien, desde 1631 hasta 1642, no se tomaron dichas cuentas 
de la hacienda de propios del órgano mercantil. Como vi os, el hecho de no haber 
tomado cuentas y no haber sido enviadas primero a la C sa de la Contratación y luego al 
Consejo, propició que estos dirigentes quedaran vetados de poder votar y ser elegidos 
como prior y cónsul a partir de las elecciones que dirigió el visitador en 1647. Pues 
bien, los priores y cónsules de 1631 a 1642 fueron condenados pecuniariamente por no 
tomar cuentas a sus antecesores ni darlas a la salida de su desempeño del cargo y 
quedaron excluidos para poder votar y para ser elegidos como dirigentes del 
Consulado1459. Asimismo, tras la visita, esta cuestión quedó recogida en la parte 
dedicada al prior y cónsules en la ley XIV, del título VI del libro IX de la Recopilación 
de Leyes de Indias1460.  
Pero la revisión de las cuentas de propios del Consulado fue más allá de conocer 
si se cumplía la ordenanza 21 del Consulado, de modo que la labor de la visita se 
orientó a averiguar a qué se destinaban estos fondos que, en teoría, debían sustentar los 
gastos básicos de funcionamiento del órgano mercantil. Las acusaciones que recibieron 
los cónsules de 1631 a 1646 mostraron que el modo de hacer las libranzas que tenía el 
Consulado a sus oficiales que salían de Sevilla hacía Sanlúcar, Cádiz u otros puertos de 
la Baja Andalucía, no habían sido justificadas con las ocupaciones y diligencias que 
                                                
1459 AGI, Escribanía, 1182. Fueron los siguientes: Antonio Lorenzo de Andrade, Miguel de Neve, 
Antonio del Castillo Camargo, Andrés de Madariaga, Pedro Fernández de Orozco, Fernando de Almonte, 
Juan Alonso de Camino y Adriano de Legaso.  
1460 Recopilación de Leyes de Indias, Libro IX, Título VI, Ley XIV. 
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habían hecho, sino solamente con una relación de gastos causados. Asimismo, 
nombraron personas para que acudieran a estos negocios c n salarios excesivos. Por 
ejemplo, estando dispuesto que el cónsul no bajara  los puertos a despachar las flotas si 
no era muy forzoso, y que solo pudieran llevar seisducados de ayuda de costa por día 
que se ocuparon, quedó demostrado que desde 1631 hasta 1646, se habían nombrado 
entre ellos para acudir a los despachos con ayudas de costa que superaban lo estipulado. 
Al respecto, las sentencias pronunciadas por el Consej  sobre estos cargos estipularon 
una rebaja en la ayuda de costa de cinco ducados al día. Pero no obstante, el fraude 
realizado por el prior y cónsules era mayor que el provocado por ciertas libranzas sin 
justificar o por el exceso en los salarios de los cónsules que bajaban a los puertos. Las 
ayudas de costa y los aguinaldos librados a ellos mismos y a sus oficiales, o las albricias 
por la buena nueva de la llegada de flotas, todo ello sin tener facultad para librarlo en 
los bienes de propios, constituyeron algunos de los cargos que fueron formulados por el 
visitador a estos dirigentes y que acabaron en condena firme. Otro capítulo de gastos de 
propios que se repitió en las condenas de los dirigentes de los años citados estuvo en 
relación con libranzas para misas y limosnas que se distribuyeron sin cartas de pago y, 
por tanto, no quedaron claros cuáles eran sus destinatarios. Las cantidades eran tan 
excesivas que las sentencias dictadas por el Consejo e tipularon que no se pudieran 
gastar más de 1.000 reales al año en este concepto. 
Fueron algunos más los cargos que, individualmente, fueron formulados contra 
cada dirigente, que se derivan de una gestión inadecu a de los propios del Consulado, 
pero los expuestos, además de ser comunes, muestran la utilidad y beneficio de la 
gestión de la hacienda de propios del Consulado con la que eran capaces de maniobrar 
este reducido número de mercaderes para su propio interés. 
Pero si hubo una administración gestionada por el pior y cónsules que acaparó las 
acusaciones de Juan de Góngora y que supuso el mayor número de condenas a estos 
dirigentes fue la gestión de la hacienda de la Lonja. Como vimos con anterioridad, el 
destino de los fondos pertenecientes al tercio de la Lonja era el centro del fraude 
cometido por el prior y cónsules en relación a la administración de este impuesto. El 
acrecentar las nóminas y libranzas con destino a costear regalos al prior y cónsules y 
otras personas del comercio cada pascua de navidad y resurrección constituyó una 
acusación a todos los dirigentes desde 1632 hasta 1642, fecha esta última en que al 
parecer se detuvo esta práctica coincidiendo con el i icio de la visita. Sin embargo, 
dicho cargo solo pudo ser probado y condenado con 400 ducados de plata en los casos 
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de Pedro Fernández de Orozco y Adriano de Legaso. Por otro lado, la acusación de 
utilizar los materiales y oficiales de la Lonja en r paraciones de las propias casas de los 
dirigentes del Consulado que, según parece comenzó cuando eran prior y cónsules 
Antonio Lorenzo Andrade, Miguel de Neve y Antonio del Castillo Camargo en 1632, 
solo pudo ser probada en Adriano de Legaso, quien en 1639 y 1640, siendo prior del 
Consulado “llevó de la Lonja la piedra y oficiales que hubo menester para obra de una 
portada de sus casas a costa de la Lonja”, asunto que le valió una condena de 300 
ducados de plata.  
De igual modo que sucedió con la hacienda de propios, los aguinaldos y ayudas 
de costa librados en la hacienda de la Lonja y que se destinaron tanto a los propios 
priores y cónsules como a otros oficiales del Consulado y de la Lonja estuvieron 
presentes durante estos años, cual reflejan las acusaciones formuladas por Góngora a 
estos dirigentes. Juan de Munibe, Antonio Lorenzo Andrade, Miguel de Neve, Antonio 
del Castillo Camargo y Pedro Fernández de Orozco fueron condenados en 20 ducados 
de plata y a diversas restituciones por esta cuestión, aunque de mayor cantidad fue la 
condena de Fernando de Almonte, que llegó a los 100 ducados de plata más 
restituciones. Asimismo, la visita mostró la existencia de libranzas cargadas al derecho 
de la Lonja sin justificación y para otros efectos ajenos a la construcción del edificio 
sede de los comerciantes. Las sentencias por estas acu aciones se basaron en 
apercibimientos para que no se volvieran a hacer estas libranzas sin justificar, así como 
las libranzas destinadas a otras cuestiones que no fueran para el objeto para el que nació 
este gravamen, condenas pecuniarias y restituciones a la Lonja, bien de la propia 
hacienda de los condenados si las libranzas habían cabado en sus bolsillos, bien de los 
bienes de propios del Consulado, si habían sido destinadas a pagar otros gastos del 
órgano mercantil que debían haberse sufragado con propios y no con lo procedente de la 
Lonja. Un ejemplo paradigmático de esta cuestión y del uso fraudulento de la hacienda 
de la Lonja se refleja en el cargo 15 de la sentencia de Pedro Fernández de Orozco, pues 
quedó acreditado que en 1636 él y sus compañeros en el triunvirato que dirigía el 
Consulado, es decir, Andrés de Madariaga y Antonio del Castillo Camargo, habían 
destinado de esta bolsa 600 reales por la propina de l s fiestas de toros de dicho año, 
que tenían que ser restituidas a la Lonja de los fondos de propios del Consulado.  
Pero la gestión del derecho de la Lonja no solo les proporcionaba al prior y 
cónsules la oportunidad de disponer de una hacienda de suma importancia, sino que les 
otorgaba una capacidad de patronazgo al tener la facultad para nombrar a los ministros y 
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oficiales necesarios para llevar a cabo la cobranza y distribución de lo procedente del 
tercio de la Lonja, así como a todos los oficiales encargados de la construcción del 
edificio con los salarios y jornales que debían llevar. Esta facultad generó ciertos 
conflictos de intereses que quedaron reflejados en las sentencias de la visita. Así lo 
atestigua la acusación a Fernando de Almonte, prioren 1641, que en dicho año nombró 
de su sola autoridad como receptor de la Lonja a Mateo de la Parra, quien a su vez ya 
ejercía como receptor del Consulado, sin contar con la aprobación de sus cónsules1461. 
Este nombramiento le valió la condena de 50 ducados de plata. Del mismo modo, la 
provisión de Juan Antonio de Ibarra, secretario del Consulado, como sobrestante de la 
Lonja también estuvo envuelta en polémica y le costó un cargo general al Consulado 
por haber nombrado a una persona “que no era del arte”. La responsabilidad de dicho 
nombramiento fue cargada sobre las espaldas de Antonio L renzo de Andrade, aunque 
finalmente fue absuelto de esta acusación.  
Con respecto a la gestión del derecho de Balbas, solamente Adriano de Legaso, 
Antonio Lorenzo de Andrade, Miguel de Neve y Fernando de Almonte recibieron 
acusaciones por parte del visitador. Los cargos que resultaron contra ellos fueron 
distintos, pues en esta renta se mezclaron intereses de los propios priores y cónsules con 
faltas administrativas. Esto último le costó un cargo a Adriano de Legaso, quien en 
1629 acudió a la Corte junto con Juan de la Fuente Almonte a negociar el incremento 
del ½ % más sobre el 1% que ya se cobraba para la Arm da del Mar del Sur y sobre el 
que se situó también la devolución de Balbas. Adriano de Legaso fue acusado de cobrar 
500 ducados de plata sin que contase justificación. Además, por su mano corrió el 
nombramiento de un contador para que entendiera en l  cobranza de este impuesto. En 
1639 nombró a Juan de Espinosa y le libró de los fondos de Balbas la cantidad de 
25.262 maravedíes de plata para que pagase la media annata de dicho oficio con la 
condición de que lo devolviera de su salario, asunto que no se produjo nunca. Por estas 
dos acusaciones, Adriano de Legaso fue condenado a restituir estas cantidades a la 
hacienda de Balbas.  
De otro tenor fueron las acusaciones a Fernando de Almonte, Antonio Lorenzo 
Andrade y Miguel de Neve. Debemos tener en cuenta que los tres fueron prestamistas 
de Balbas, es decir, prestaron su dinero al Consulado para la paga del indulto, 
cantidades que más tarde les debían ser reintegradas con unos intereses del 10% a través 
                                                
1461 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 131 R. Las diligencias hechas para el nombramiento de 
Mateo de la Parra como receptor de Lonja.  
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de lo generado por esta imposición al comercio. Fernando de Almonte prestó 2.618.000 
maravedíes, Antonio Lorenzo Andrade 3.740.000 maravedíes y Miguel de Neve 
1.496.000 maravedíes, que les serían devueltos con el citado interés. Las escrituras de 
obligación que hicieron estipulaban la devolución de los intereses en los tres primeros 
años, es decir desde 1627 hasta 1629 para, a partir de ahí, hacer frente al principal de la 
deuda. Es decir, se fueron pagando intereses durante más años, pero lo más grave del 
asunto estuvo en relación con el escaso rendimiento del gravamen que provocó que el 
Consulado tomara dinero a daño para pagar intereses, lo que no hizo sino incrementar la 
deuda que se tenía con los prestamistas. Antonio Lorenz  de Andrade volvió a prestar 
dinero para pagar intereses durante algunos años 1627 hasta 1635, en total 11.203.986 
maravedíes y Miguel de Neve desde 1628 a 1635 prestó d  nuevo un total de 5.258.882 
maravedíes. Por tanto, los tres dirigentes, con intereses en esta renta, fueron condenados 
en 500 ducados de plata por cobrar intereses durante más años que los tres estipulados 
en las escrituras de obligación, así como por tomar dinero a daño para pagar intereses 
que en última instancia iban a parar a sus haciendas como interesados en la renta de 
Balbas.  
En relación al derecho de Infantes, las diligencias hechas por el prior y cónsules 
en 1637 mediante las que lograron su perpetuación al año siguiente, fue la excusa 
utilizada por Andrés de Madariaga, Antonio del Castillo Camargo y Pedro Fernández de 
Orozco, dirigentes de dicho año, para librarse ellos mismos 100 ducados para cada uno 
por aquella ocupación y que, por sentencia, fueron obligados a restituir a la hacienda del 
derecho de Infantes. A su vez, tanto Pedro Fernández de Orozco, Andrés de Madariaga 
y Juan Alonso de Camino fueron acusados de librar ayudas de costa en el 1% de 
Infantes sin tener facultad para ello. Orozco fue condenado a restituirlas, Madariaga 
quedó absuelto de esta acusación por haber fallecido cuando se le dictó la sentencia y 
Alonso de Camino fue condenado en 30 ducados de plata or hacer estas libranzas sin 
tener facultad para ello.  
 Por último, de las administraciones del Consulado inspeccionadas por Juan de 
Góngora de las que resultaron cargos contra los priores y cónsules, resta por hacer 
mención a las competencias del órgano mercantil en los naufragios de la Carrera de 
Indias. La negligente operación de rescate de las mercancías de la capitana de la flota de 
Nueva España de 1641 hundida en la barra de Sanlúcar, que hemos descrito con 
anterioridad, también tuvo su repercusión en forma de acusaciones para Fernando de 
Almonte y Pedro Fernández de Orozco, así como para Juan Alonso de Camino y 
536 
 
Francisco de Suaza, priores y cónsules de 1641 y 1642 respectivamente. El almacenaje 
de las mercancías rescatadas en la Lonja, en lugar de en la Casa de la Contratación 
como señalaba la ordenanza 22 del Consulado, les vaió a los cuatro dirigentes una 
acusación por este hecho, de la que finalmente quedaron absueltos. Individualmente, el 
cónsul de 1641, Juan Alonso de Camino, que fue el encargado de desplazarse a Sanlúcar 
para supervisar las labores de salvamento y conducir las mercancías hasta Sevilla 
llevando a la Lonja lo procedente del rescate “de su sola autoridad”, entregó en Sanlúcar 
sus pertenencias a muchos de los propietarios de las mercancías salvadas, cuando no 
estaba permitido sin que éstas pasaran por el control de la Casa de la Contratación. Fue 
acusado además de beneficiar mercancías sin marcas, es decir, sin dueño aparente, 
quedándose el propio cónsul con parte del producto de dichas ventas y pasando otra 
parte a engrosar los propios del Consulado. Fue absuelto de estos cargos y el Consulado 
apercibido a devolver a la sala del tesoro de la Casa de la Contratación las cantidades 
que habían quedado en sus propios después de esta op ración. Fernando de Almonte, 
prior de 1641, fue acusado y condenado en 250 ducados por vender ciertas cantidades 
de grana de las que se almacenaron en la Lonja quedándose con el producto de dichas 
ventas.  
El resultado total de las sentencias a los dirigentes del Consulado fue el 
expresando en la siguiente tabla:  
 
Condenas a los priores y cónsules del Consulado en la visita de Juan de Góngora 
Nombre  Cargo Años Condenas en ducados de plata  




2.697 + restituciones 
Antonio de Lorenzo Andrade Cónsul y Prior 1627-1629  
1632-1635  
2.500 + restituciones 
Juan de Munibe Cónsul 1630-1631 90 + restituciones 
Miguel de Neve Cónsul  1631-1635 2.083 + restituciones 
Antonio del Castillo Camargo Cónsul 1632-1637 3.986 + restituciones 
Andrés de Madariaga Prior 1636-1637 Restituciones 
Pedro Fernández de Orozco Cónsul y prior 1636-1638  
1642-1643  
1.579 + restituciones 
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Fernando de Almonte Prior 1638 2.511 + restituciones  
Juan Fernández de Orozco Cónsul 1639-1641 1.471 + restituciones 
Juan Alonso de Camino Cónsul 1641-1643 940 + restituciones 
Francisco de Zuaza Cónsul 1642-1644 740 + restituciones 
Diego Domonte y Robledo Cónsul 1644-1646 90 + restituciones 
Juan de Orozco y Ayala Cónsul 1645-1646 270 + restituciones 
Total  18.957 
Fuente: elaboración propia a partir de AGI, Indiferente, 2010.  
 
 
10.1.2. Los oficiales del Consulado 
 
Pero no solamente fueron visitados los señores priores y cónsules, sino que, como 
precisaba la cédula de visita que recibió Juan de Góngora, en relación a los oficiales del 
Consulado, el contador, receptor, procurador mayor, abogados, escribanos, solicitador, 
diputados y el juez de apelaciones del Consulado debían ser incluidos en las pesquisas 
del visitador1462. 
El Consulado tenía una extensa nómina de oficiales qu  se fue ampliando según 
fue ganando mayores cotas de poder reuniendo bajo su administración nuevas rentas e 
impuestos que gravaban fiscalmente al comercio y que precisaban un mayor personal 
para su gestión. Por ello debemos diferenciar entre el personal fijo tanto del propio 
Consulado como de la Lonja, de otro personal eventual q e se fue incorporando para 
administrar los impuestos y rentas que gestionaba el Consulado como los derechos de 
Balbas o Infantes. Dejando a un lado a los dirigentes, el cargo de mayor importancia en 
el Consulado era el de secretario. La mano fuerte del secretario y contador del 
Consulado y, a su vez, sobrestante de la Lonja, Juan Antonio de Ibarra, sobre todas las 
administraciones del Consulado quedó de manifiesto n las pesquisas de Góngora. El 
secretario Ibarra, junto al escribano Juan de Santamarí , que lo era también de la Lonja, 
y los receptores de los propios del Consulado y de la Lonja, eran los oficiales que más 
intervenían en el día a día del órgano mercantil.  
Durante el desarrollo de la visita no hubo acciones específicas del visitador contra 
estos oficiales del Consulado, sino que del mismo reconocimiento de cuentas y 
administraciones del órgano mercantil derivaron distintas acusaciones contra los 
mismos por su responsabilidad u omisión en el desempeño de sus oficios. Entre los 
                                                
1462 AGI, Escribanía, 1136A.  
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autos de la visita, tan solo hemos encontrado una acción específica del visitador contra 
los receptores del Consulado, de la Lonja y de otras administraciones del órgano 
mercantil. Éstos, al tratarse de oficiales que manejaban la hacienda del Consulado, 
estaban obligados a presentar escrituras de fianzas ante el prior y cónsules como 
garantía de un buen uso de sus oficios, pero sobre todo, para garantizar que 
responderían ante posibles alcances que contra ellos se pudieran hacer en sus cuentas. 
Asimismo, el visitador pretendió cerciorarse de queante las posibles acusaciones que 
les podían resultar de la visita a estos oficiales, si no respondían con su hacienda, 
pudieran responder sus fiadores. Los autos de Juan de Góngora en relación a esta 
cuestión muestran que solicitó al Consulado las escrituras de fianzas de Marcos de 
Prado, receptor de Lonja desde 1618 hasta 16261463, las de Francisco de la Parra, 
receptor del Consulado desde 1634 hasta 1640 y receptor del 1 % de Infantes de 1638 a 
1640, y de Mateo de la Parra, quien sucedió a su hermano en 1640 como receptor del 
Consulado y del 1 % de Infantes1464. De este modo, hemos recopilado las escrituras de 
fianzas que presentaron los receptores del Consulado, Lonja, Balbas e Infantes ante el 
visitador. Son las siguientes:  
Francisco de la Parra entró a servir el puesto de rec ptor del Consulado en 1634 
cuando Andrés de Mubibe, que ocupaba dicho cargo, fue provisto como contador de la 
Casa en interinidad tras la muerte del contador Antonio de Calatayud1465. El 18 de 
noviembre de 1634 hizo una escritura de fianzas ante escribano público de Sevilla en la 
que se obligaba con el Consulado hasta en la cantidad de 6.000 ducados1466. Del mismo 
modo, su hermano Mateo de la Parra, cuando pasó a sustituirle en el puesto de receptor 
del Consulado se obligó en la misma cantidad de 6.000 ducados1467.  
En relación a los receptores de Lonja, el Consulado presentó a la visita las 
escrituras de obligación de fianzas de Marcos de Prado, receptor de dicho derecho desde 
1618 hasta 16261468. De los receptores del derecho de Balbas, solo hemos localizado la 
                                                
1463 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 127R.  
1464 AGI, Escribanía, 1137C. Cuaderno 15. Fol. 77R.  
1465 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 275R-275V.  
1466 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 12. Fol. 263R. Sus fiadores fueron Andrés de Madariaga, Martín 
Saénz de Ubago, Juan de Munibe, Francisco Antúnez, cada uno de ellos en 1.000 ducados y su padre, 
Pedro de la Parra, obligándose hasta los 2.000 ducados 
1467 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 12. Fol. 275R-278R. Sus fiadores fueron su padre Pedro de la 
Parra y su hermano Francisco hasta la cantidad de 3.000 ducados cada uno 
1468 AGI, Escribania, 1136C, Fol. 292R-294R. Sus fiadores de los 6.500 ducados a los que se tuvo que 
obligar fueron Pedro de Manzanedo en 500 ducados, Juan Diego Ramírez Villagomez en 1.000 ducados, 
Gregorio Roso Ponzón en 1.000 ducados, Diego Rodríguez de Loaysa en 1.000 ducados, Octavio Levanto 
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escritura de obligación de Pedro de Camino, quien en 1638 fue nombrado por el prior y 
cónsules para hacerse cargo del 1 y ½ %, y cuyo fiad r único de los 6.000 ducados a los 
que tenía que hacer frente como obligación de fianzas fue su padre Juan Alonso de 
Camino.1469 
Las mismas garantías fueron tomadas en relación al derecho de Infantes. La 
perpetuación del derecho del 1 % de Infantes facultó al Consulado a nombrar los 
oficiales necesarios para su administración. Así, la persona nombrada por el Consulado 
para la cobranza y administración de este gravamen desde su perpetuación en 1638 fue 
Francisco de la Parra, quien en ese momento era además r ceptor de los propios y rentas 
del Consulado, cesando a la vez a Lope de Olloqui, quien se había encargado de la 
administración de este derecho durante los seis año nteriores. Para asistir a Francisco 
de la Parra, el prior y cónsules nombraron al contador Diego de Guerra y quedaron 
cesados los anteriores contadores Cristóbal Jiménez Gómez y Nicolás de la Peña, que se 
habían encargado junto a Lope de Olloqui de dicha administración1470. Como vemos, la 
perpetuación del derecho de Infantes también trajo consigo un cambio en el personal 
nombrado por el Consulado que estaba encargado de su gestión. Como garantía de buen 
uso del oficio de receptor de este derecho, el asiento para la perpetuación del mismo, 
acordado entre la corona y el Consulado, exigía a Francisco de la Parra la obligación de 
presentar una escritura de fianzas por valor de 20.000 ducados de vellón a satisfacción 
del prior y cónsules, del mismo modo que con anterioridad había hecho a petición del 
Consulado Lope de Olloqui1471. Del igual forma que ocurrió en relación a la receptoría 
de los propios y rentas del Consulado, cuando Francisco de la Parra en 1640, mediante 
el mérito del dinero, logró una plaza de juez oficial supernumerario de la Casa de la 
Contratación, su sustituto en la receptoría del derecho del 1% de Infantes fue su 
hermano Mateo de la Parra, quien a su vez, también tuvo que obligarse ante el prior y 
cónsules en la cantidad de 20.000 ducados de vellón n concepto de fianza por el buen 
uso del oficio1472.  
                                                                                                                                    
en 1.000 ducados, Antonio María Bucareli en 500 duca os, Fernando de Palma Carrillo en 500 ducados, 
Antonio de Vitoria Loreto en 500 ducados y Francisco de Ávila en 500 ducados.  
1469 AGI, Escribanía, 1136C. Cuaderno 12. Fol. 272V-274R.  
1470 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 210R-211V 
1471 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 211V. Los fiadores fueron Pedro López del Puerto en 
4.000 ducados, Juan de Soto en 3.000 ducados, su padre Pedro de la Parra en 4.000 ducados y su hermano 
Mateo de la Parra en 9.000 ducados. En: AGI, Escribanía, 1136C. Fol. 266R.  
1472 AGI, Escribanía, 1139A. Cuaderno 40. Fol. 213R-213V. Los fiadores fueron Pedro López del Puerto 
en 4.000 ducados, Juan de Soto en 4.000 ducados, Pedro de Camino en 3.000 ducados, su padre Pedro de 
la Parra en 5.000 ducados y su hermano Francisco de la Parra en 4.000 ducados. En: AGI, Escribanía, 
1136C. Fol. 269R-272R.  
540 
 
Más allá de los receptores, sin duda, el oficial con más peso en el Consulado era 
su secretario y contador Juan Antonio de Ibarra, que además ejerció el puesto de 
sobrestante de la Lonja. Como hemos visto en el capítulo anterior, los autos del 
visitador, en su mayoría, fueron dirigidos a Juan Antonio de Ibarra, debido al control 
que como secretario y contador pero también como sobre tante de la Lonja ejercía sobre 
las administraciones del Consulado. Ibarra fue el oficial del Consulado y Lonja que más 
acusaciones recibió, 27 en total. Las negligencias y delitos cometidos en el desempeño 
de sus oficios se pueden sintetizar en los siguientes: como contador del Consulado tenía 
obligación de ajustar sus cuentas cada año con toda justificación sin que de ellas 
quedase agravio alguno contra el órgano mercantil o contra el derecho de la Lonja y, 
como quedó acreditado en la visita, estas cuentas no fueron tomadas. Como contador se 
debía haber encargado de hacer las diligencias para satisfacer el censo de 5.000 ducados 
que tenían la avería y el Consulado tomado sobre la Lonja, pero que sin embargo, tras la 
visita, seguía sin satisfacerse dicha deuda a la Lonja. Fue acusado de hacer múltiples 
libranzas de los propios del Consulado y del derecho de la Lonja de su “sola autoridad” 
sin las rúbricas del prior y cónsules, y de poner en data de los receptores del órgano la 
misma cantidad de ciertas libranzas por dos veces, quedando agraviado el Consulado.  
En relación al desempeño de su oficio de sobrestante e  la Lonja, empleo que 
Ibarra ejercía desde 1629, y que revestía una gran importancia por llevar aparejado el 
control de los materiales y oficiales de la labor de construcción del edificio sede del 
comercio, la visita demostró la incapacidad de Ibarra para este puesto, pero además, el 
uso fraudulento de los materiales y peones de la Lonja que desde su posición de poder 
permitía y de los que él mismo se aprovechaba. Como sobrestante de la Lonja era el 
encargado de hacer las nóminas que se pagaban cada sábado de materiales y oficiales, 
de modo que, la acusación que recibieron ciertos priores y cónsules de acrecentar las 
nóminas de la Lonja para gastar el exceso en regalos que se repartían entre ellos y entre 
otras personas del comercio también se extendió a Juan Antonio de Ibarra, por cuya 
responsabilidad fue castigado con una condena de 1.000 pesos de plata. Asimismo, fue 
acusado de consentir que los materiales y oficiales de la Lonja se emplearan en obras 
particulares tanto de los priores y cónsules, como de tros oficiales del Consulado entre 
los que se contaba él mismo, asunto por el que fue condenado en 100 pesos de plata. 
Además, su mano fuerte en la administración de la Lonja se extendía a entender en los 
contratos de saca de piedra para la Lonja, contratos que el susodicho concertaba a 
cambio de sobornos pecuniarios y regalos.  
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Juan Antonio de Ibarra había fallecido en el momento que se pronunció la 
sentencia de la visita, razón por la que fue absuelto por difunto de muchas de las 
acusaciones que contra él resultaron de la visita. Pero no obstante, muchas de las 
condenas pecuniarias y de restitución de cantidades defraudadas de las bolsas del 
Consulado fueron imputadas a sus bienes y herederos. Fue condenado a restituir a la 
hacienda de Lonja la cantidad de 194.814 maravedíes qu  había librado por sí mismo, 
sin tener la autorización del prior y cónsules, y sin justificación alguna. Sus condenas 
por las faltas y delitos cometidos en los empleos de ecretario y contador del Consulado 
y sobrestante de la Lonja ascendieron en total a 1.227 ducados y las referidas 
restituciones.  
Tras Juan Antonio de Ibarra, el escribano del Consulado, Juan de Santamaría, era 
el segundo oficial que más intervenía en el día a día del órgano mercantil. Como 
escribano del Consulado fue acusado de distintas omi iones en el desempeño de su 
oficio. Algunas de las acusaciones tenían un carácter leve, como no tener ajustados los 
registros de los autos y escrituras que ante él pasaban, o la vulneración de la ordenanza 
del Consulado en la que estaba dispuesto que no se admitieran en los pleitos y causas 
que pasaban ante el prior y cónsules las peticiones firmadas de abogados. De estos 
cargos fue absuelto por la sentencia. Pero sin embargo, hubo algunas acusaciones que 
revestían más gravedad y que están en estrecha sintonía con el mal funcionamiento de 
administraciones del Consulado, como las relativas a l  Escribanía Mayor de la Mar o la 
Lonja. Como escribano, era el encargado de despachar los títulos de escribano de nao, 
pero tenía la obligación de no despachar ningún título sin que antes constara que el 
escribano de nao había depositado los derechos por u nombramiento ante el receptor 
del Consulado. La visita probó que Juan de Santamarí  despachó el 7 de marzo de 1643 
un título de escribano de nao a Guillermo Molen, que lo ejerció en la nao Jesús, María y 
José, propiedad de Martín de Guaras, sin que constase que el receptor del Consulado 
hubiera recibido los derechos de dicho nombramiento. Es decir, le entregó el título y 
además no hizo diligencias para que el receptor pudiese cobrar a Guillermo Molen, sino 
que el propio escribano envió al solicitador del Consulado, Francisco del Valle Angulo, 
a casa del escribano de nao a cobrar los 800 ducados que pagó el por el despacho del 
título, quedando 600 ducados para el Consulado y 200 ducados para Juan de Santamaría 
por “sus guantes”. Además, los cuadernos de su regist o evidenciaron que las firmas del 
secretario del Consulado y del prior y cónsules estaban con anterioridad plasmadas en 
ellos, y que éste despachaba los títulos sin ser refr ndados ni por el secretario ni por los 
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dirigentes del Consulado. Estas dos acusaciones le valieron la condena de 112 ducados 
de plata.  
Asimismo, cometió otras omisiones, más o menos voluntarias, por las que fue 
condenado en 12 ducados de plata, pero la más significativa tuvo que ver con su calidad 
de escribano de Lonja. Para tal desempeño tenía señalado entre salario y aguinaldos la 
cantidad de 44.300 maravedíes al año y, entre sus cometidos, estaba obligado a acudir 
los sábados a la paga de jornales y nóminas de los peones y materiales que se pagaban y 
poner fe en cada nómina para que hubiera buena cuenta y razón de las mismas. La visita 
demostró que faltaba al principal ejercicio que tenía como escribano de la Lonja, pues 
las nóminas y jornales no contaban con la fe del escribano, lo que dio lugar a abusos y 
fraudes como el acrecentamiento de las nóminas. Por esta causa fue condenado en 12 
ducados de plata. Su condena total ascendió a 180 ducados de plata. 
Otro de los oficiales del Consulado que resultó condenado en la visita de Góngora 
fue el solicitador, Francisco del Valle Ángulo, quien fue obligado a restituir a la avería 
los 800 ducados que, por orden con Juan de Santamaría, se habían granjeado para los 
propios del Consulado y para el propio escribano en el fraudulento despacho del título 
de escribano de nao a Guillermo Molen en 1643.  
Estos fueron los oficiales del Consulado que además tenían responsabilidades en 
Lonja, que fueron condenados por la visita de Juan de Góngora por distintos delitos, 
faltas y omisiones en el desempeño de sus oficios. Sin embargo, la administración de la 
Lonja, donde se afanaban la mayoría de los oficiales dependientes del Consulado, contó 
con un número mayor de condenados entre su plantilla. Además del sobrestante y del 
escribano de la Lonja, cuyas acusaciones acabamos de citar, los oficiales permanentes 
de la Lonja que recibieron cargos de la visita fueron el receptor Marcos de Prado, el 
maestro mayor Pedro Sánchez Falconete y el contador aforador Nicolás de la Peña.  
La inspección sobre la Lonja sacó a la luz la inexist ncia de un arca de tres llaves 
en la que se depositara lo procedido, y de un librode registro de lo que entraba y salía 
procedente de dicho derecho. Marcos de Prado, como receptor que fue de la Lonja fue 
acusado por esta causa y condenado en 50 ducados de plata. Durante el tiempo que fue 
receptor de Lonja, desde 1618 a 1625, Marcos de Prado no dio las cuentas de esta 
administración, y en la revista de sus cuentas entre los citados años, constó estar 
agraviada la Lonja en 111.700 maravedíes, la misma cantidad por la que fue condenado 
a restituir a la hacienda de dicho derecho. Al parecer, sí dio cuentas de su último año 
como receptor de Lonja en 1625, año que fue alcanzado en 98.526 maravedís que, al 
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pronunciarse la sentencia en 1659 todavía no había satisfecho y por los que fue 
condenado en 49.263 maravedíes, la mitad de la anterior cantidad. No fueron las únicas 
cantidades por las que fue condenado a restituciones, sino que las libranzas de Lonja sin 
justificación del tiempo que fue receptor montaron 27.828 maravedíes que, según indicó 
su sentencia, tendría que restituir, y además fue condenado por estas acusaciones en 
relación a las libranzas sin justificación en 41.602 maravedíes de vellón. Su condena 
total ascendió a 291 ducados de plata más las referidas restituciones. 
Por su parte, el maestro mayor de la Lonja, Pedro Sánchez Falconete recibió tres 
acusaciones por negligencias en el desempeño de su oficio. El abuso de los priores y 
cónsules en relación al empleo de materiales en las reparaciones de sus casas, sin más 
remedio debía de contar con la ayuda y el beneplácito de los oficiales que se encargaban 
de la construcción de la Lonja. Esto es perceptible en el primer cargo sacado por el 
visitador al maestro mayor, quién fue acusado de consentir que los materiales de la 
Lonja se los llevasen los ministros del Consulado para sus obras en sus casas. Pero 
además, otro de los males que aquejaban a la labor de construcción de la Lonja era la 
escasa valía de muchos de sus oficiales y peones. El maestro mayor, debía aprobar los 
nombramientos de los oficiales de cantería y, como tal, aprobó la entrada de oficiales 
que no reunían las cualidades suficientes para el oficio, y en su lugar se movió por 
favores y conveniencias particulares. Asimismo, fue acusado de recibir un soborno de 
250 reales por acomodar en un contrato de losas para la Lonja en el año de 1641 a 
Cristóbal de Morales y Francisco García. Finalmente, Pedro Sánchez Falconete recibió 
una sentencia absolutoria por estas tres acusaciones.  
Y, por último, una de las consecuencias de la visita obre la administración del 
derecho de la Lonja fue la reducción de los oficiales que trabajaban con cargo a esta 
hacienda. El objetivo era aminorar gastos para hacer frente a las obligaciones impuestas 
sobre la Lonja debido a la disminución de lo recaudado por este derecho. El abuso 
demostrado en la visita en la contratación de oficiales para la construcción de la Lonja 
llevó al consumo de los oficios de herramentero y aparejador, pero también fueron 
suprimidos algunos oficiales que se afanaban en la administración del derecho que se 
hacía en la Aduana de Sevilla. Este fue el caso de Nicolás de la Peña, contador aforador 
del derecho de la Lonja, quien en 18 de enero de 1645, por acuerdo del prior y cónsules, 
fue apartado de dicho empleo que desarrollaba desde nero de 1635 y por el que 
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percibía 300 ducados de salario cada año1473. Sin embargo, tanto en el caso del 
aparejador y herramentero, como en la suspensión del oficio de contador aforador de la 
Lonja, hay un denominador común que es necesario destacar: del mismo modo que 
ocurría con los primeros, el oficio de contador afor d r que debía ser ejercido por 
Nicolás de la Peña, no era ejercido por él, sino que en su lugar nombró a otra persona 
para que asistiera a la Aduana en su lugar, lo que le valió la condena de 20 ducados de 
plata.  
En suma, los oficiales del Consulado que resultaron condenados por las sentencias 
pronunciadas por la sala de la visita fueron el secretario Juan Antonio de Ibarra en 1.227 
ducados, el escribano Juan de Santamaría en 180 ducados, el solicitador Francisco del 
Valle Angulo, quien fue obligado a restituir a la avería 800 ducados y los oficiales de la 
Lonja, el receptor Marcos de Prado en 291 ducados y el contador aforador Nicolás de la 
Peña en 20 ducados. A las condenas de estos oficiales debemos sumar la condena de 
5.930 ducados que recibió el receptor del Consulado y e la Lonja, Mateo de la Parra, 
quien fue indultado con anterioridad a la pronunciación de la sentencia y cuyo proceso 
de indulto analizaremos más adelante. Por tanto, el montante total de las condenas a los 
oficiales del Consulado y Lonja ascendió, sin tener en cuenta la restitución del 
solicitador, a 7.648 ducados. 
  
10.2. Condenas de la visita al Consulado 
 
Al hacer mención a las consecuencias en forma de condenas firmes que tuvo la 
visita de Juan de Góngora al Consulado de Sevilla, debemos diferenciar entre las 
acusaciones generales que resultaron contra el órgano mercantil, en total, 45 cargos, que 
fueron notificados por el visitador en 1647, de las acusaciones que resultaron contra los 
priores y cónsules y otros oficiales del Consulado.  
Las cuatro primeras acusaciones que Juan de Góngora hizo contra el Consulado 
estuvieron en relación con: la vulneración de ciertas ordenanzas del órgano mercantil 
como las dispuestas para la celebración de las elecciones; la manipulación de los 
electores en beneficio de una oligarquía que se hacía con los cargos dirigentes mediante 
la votación de personas que no eran cargadores a Indi s; hacer caso omiso a la 
ordenanza que disponía la necesidad de que el tribunal del Consulado hiciera audiencia 
                                                
1473 AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 356R.  
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en la sala que tenían en la Casa de la Contratación y no en la Lonja. Otras acusaciones 
que recibió el Consulado en relación a la vulneración de las ordenanzas del órgano 
mercantil fueron: la expresada en el cargo 25, sobre no tener archivo en la Casa de la 
Contratación, sino en la casa Lonja; la acusación del cargo 26, sobre no haber dado 
cuentas de los bienes de propios del Consulado, Lonja y otras administraciones del 
Consulado cada año al cambiar la dirección del órgano –cuando cambiaba-; la acusación 
del cargo 29 sobre no llamar a los consiliarios para tomar su parecer y voto decisivo 
sobre la decisión de enviar a los puertos al cónsul, tomando esta iniciativa por la sola 
cuenta y autoridad del prior y cónsul; o la acusación del cargo 32, sobre que estando 
dispuesto que los despachos de correspondencia se pgaran en mano a los correos, los 
priores y cónsules libraban dinero para este efecto a través del solicitador del Consulado 
sin que constara en dichos libramientos el haberse de pachado los correos, teniendo por 
costumbre esta práctica para valerse de algún dinero sin que constara. 
Las siguientes acusaciones estuvieron relacionadas con el uso indebido y abusivo 
que hizo el Consulado de la facultad que tenía para la construcción de la Lonja. Quedó 
acreditado el exceso en la cobranza y distribución de lo procedido de este derecho, que 
no había arca, ni libro de registro de lo que entraba y salía del derecho, y que los priores 
y cónsules habían librado en el derecho de la Lonja l  que les había parecido para sus 
salarios, aguinaldos y ayudas de costa sin tener facultad para ello. Asimismo, la visita 
demostró que desde 1636 hasta 1643 habían acrecentado en las nóminas más cantidad 
de materiales de los que verdaderamente habían gastado en la obra de la Lonja, 
destinando la cantidad acrecentada a “regalos de comer” entre los priores, cónsules y 
consiliarios y entre otras personas particulares. Entre los mismos años habían gastado 
materiales y ocupado a los oficiales, peones y carpinteros, con cargo al derecho de la 
Lonja en obras de las casas particulares de los priores y cónsules. En relación al 
personal de la Lonja, se demostró que habían mantenido oficiales superfluos o de poca 
suficiencia para el oficio que debían desempeñar solo por acomodar a sus deudos en los 
empleos. Por último, la visita mostró el estado de endeudamiento que tenía la hacienda 
de la Lonja y la inacción de los dirigentes del Consulado para cambiar esta situación en 
favor de la Lonja.  
Otras acusaciones generales que resultaron contra el Consulado mostraron el 
aprovechamiento en beneficio propio de los priores y cónsules de la administración de 
la Escribanía Mayor de la Mar que, contraviniendo el acuerdo para su perpetuación, no 
destinaron lo procedente del cobro de los derechos de los títulos de escribanos de naos a 
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la Lonja, sino a sus bolsillos particulares o a los bienes de propios del Consulado. 
Asimismo, las acusaciones reflejaron cómo, en beneficio de los cargos dirigentes, había 
existido un enorme exceso en los salarios que llevaron los priores y cónsules que, 
además de salarios excesivos, se libraban en su favor aguinaldos y ayudas de costa 
cargados en los propios y rentas del Consulado, además de realizar libranzas sin 
justificar cual era su destino o con un destino supuesto, como ocurría con las libranzas 
destinadas a misas y limosnas. Pero no solo a los propios dirigentes, sino que a sus 
oficiales, muchos de ellos nombrados sin autorización regia, les libraban salarios, 
ayudas de costa y aguinaldos excesivos.  
La negligente gestión de los rescates de naufragios también tuvo sus 
consecuencias en las acusaciones generales del Consulado. Se demostró que el órgano 
no tenía un libro en el que fuera asentando los naufragios y lo procedido de ellos y que, 
como ocurrió en el rescate de la capitana de la flot  de Nueva España de 1641, se 
excedieron en las competencias que tenían en relación  los naufragios.  
Por último, la omisión de priores y cónsules en no haber hecho diligencias para 
que el rey diese satisfacción de lo que se valió de juros del Consulado; el haber dado a 
daño del dinero del 1 y ½ % de la facultad de los 400.000 ducados a la administración 
del tercer asiento de avería, 12.750.000 maravedíes o el haber pagado intereses de los 
206.000 ducados de Balbas más tiempo del que debían conforme a las escrituras y más 
abusos relativos a esta administración de la que eran beneficiaros muchos de los priores 
y cónsules constituyeron la totalidad de los cargos generales al Consulado.  
Las acusaciones generales del Consulado les fueron notificadas al órgano 
mercantil en 1647 y, a partir de ese momento, se preparó para su defensa, encargando la 
misma a Antonio del Castillo Camargo, quien fue el apoderado del Consulado para 
redactar y presentar los descargos y la relación de los recados para la comprobación de 
los cargos generales que resultaron contra el Consulado1474. La presentación de los 
descargos y los recados para su comprobación era la únic  defensa que tenía el 
Consulado en este juicio de visita, pero no obstante, cuando la visita se entregó en el 
Consejo el 28 de diciembre de 1648 y se comenzó a ver en una sala del sínodo que pasó 
a denominarse “la sala de la visita de la Casa de lContratación” en 1651, el Consulado, 
mediante sus procuradores en la Corte, puso en marcha nuevas acciones dirigidas a 
                                                
1474 Los cargos generales sacados por la visita de Juan de Góngora y los descargos y demás instrumentos 
de defensa que acometió el Consulado se encuentran en AGI, Consulados, L. 160.  
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minorar los efectos que pudiera tener la visita sobre la institución y sobre los que fueron 
sus dirigentes.  
El Consulado, que había intentado desvincularse de la visita, recusar al visitador, 
oponer toda la resistencia posible al desarrollo de la inspección, a la hora de la vista en 
el Consejo, intentó que Juan de Góngora no fuera uno de los jueces que iban a entender 
en la resolución en la sala de la visita. Las órdenes de Felipe IV sobre la asistencia de 
Góngora fueron claras, el visitador debía hallarse p esente en los días señalados para la 
vista de la visita, que fueron los martes, jueves y sábado. Pero además, a finales de 
1651, cuando la sala del Consejo se dirigió a comenzar a ver la visita en lo tocante al 
Consulado, Castillo Camargo, como poderhabiente del órgano mercantil para su 
defensa, inició una nueva estrategia ante el Consej m diante la que pretendió llegar a 
una composición para que la visita no comenzase a resolverse. Pedía el que fuera cónsul 
que “toda la visita en lo tocante al Consulado, se reduzca a un medio o servicio 
particular que hagan los interesados –léase culpados- en ella para las necesidades 
presentes”1475. Con la resolución de la visita estaba en juego el crédito y la reputación, 
tanto de la institución, como el de los que habían sido sus poderosos dirigentes. El 
Consejo se opuso radicalmente a este medio que proponía Castillo Camargo, pues como 
reconocieron los consejeros presentes “el fin único de las visitas es para la reformación 
de los excesos de los tribunales, dar satisfacción a los vasallos, castigar los culpados y 
premiar los beneméritos, remediar los abusos, reformar los desórdenes y establecer 
nuevos estatutos o reglas para el mejor gobierno y administración de la justicia en lo 
porvenir, con el premio de los que han procedido bien se alienta la virtud y el castigo es 
freno y escarmiento para los que delinquen […] y sería mucho el inconveniente y de 
mala consecuencia que el medio único que se toma para reformar y castigar los excesos 
quedase frustrado y antes de llegar a conocer la calidad de los delitos indultarlos a bulto 
y sin conocimiento de las personas que los cometieron”. Además, entre los visitados del 
Consulado había unos con culpas leves y otros con culpas graves, los primeros no 
merecerían castigos y los segundos mucha punición, y e  caso de conceder el indulto, 
trataba el Consulado “curándose ahora en salud tomar asiento a bulto”. Es decir, el 
Consulado se ofrecía a hacer un servicio por el indulto que sería repartido entre todos 
los visitados, lo que para el Consejo provocaba una seri  desigualdad pues “quedarían 
                                                
1475 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre la pretensión que tiene el Consulado de 
que se reduzca a composición la visita que les tomóel licenciado don Juan de Góngora, por lo cual ofrece 
un particular servicio, en que el Consejo representa los inconvenientes que resultarían a este medio. 
Madrid, 29 de noviembre de 1651 
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confundidos los delitos, sin castigo los autores y los que acaso puedan ser dados por 
libres, castigados”. Por todo ello, el Consejo pedía al rey que no admitiera el indulto que 
pedía el Consulado pues “ahora que llega el caso de reformar los abusos, de castigar los 
excesos y de darles forma para lo de adelante, habiendo distribuido tan gruesas 
cantidades de hacienda, se les admitiese un perdón tan general con que quedasen libres 
de presente y consentidos para mayores excesos adelante”, por lo que, según el Consejo, 
convenía dejar correr la visita por el curso ordinario. La respuesta del rey, con un 
lacónico “está bien lo que parece”, cerró las puertas a esta súplica del Consulado que 
transmitió Antonio del Castillo Camargo al sínodo indiano.  
No obstante, la vista de la inspección al Consulado seguía paralizada en el 
Consejo. En enero de 1653 seguían sin verse los cargos particulares de los que habían 
sido priores y cónsules por la falta de asistencia de Góngora a las juntas de la sala de la 
visita, por encontrarse “indispuesto y con achaques”. Esta ocasión fue aprovechada de 
nuevo por Antonio del Castillo Camargo para intentar que se avanzara en el 
pronunciamiento de las sentencias en ausencia de Juan de Góngora1476. Castillo 
Camargo debía conocer de primera mano cómo se iban desenvolviendo los pormenores 
de la vista de la visita en el Consejo y el estado de salud de Góngora, pues llevaba desde 
octubre de 1652 en Madrid, pero sus expectativas de marginar al visitador en la 
resolución de la visita volvieron a ser desechadas por el sínodo indiano que recomendó 
al rey que “era necesario que Góngora vea la visita, pero que se podía resolver que se 
fueran viendo los cargos por los demás jueces, haciendo sala aunque no se halle 
Góngora, aunque después se llevaran a su casa para que votase aquello en que no se 
hubiere hallado”1477. Aun sin respuesta del rey en esta consulta, conocem s que aquella 
petición de Castillo Camargo no tuvo recorrido pues Góngora estuvo presente en el 
pronunciamiento de las sentencias de los que fueron pri res y cónsules.  
Mientras se sucedían los intentos de negociación del Consulado para conseguir 
una composición que dejara la visita sin resolver, o para que Góngora no estuviera 
presente en la sala de la visita, entre agosto y septiembre de 1652, el Consulado inició 
su defensa jurídica a través de Diego Rodríguez Mendo de Valderas, uno de sus 
procuradores en la Corte. El procurador presentó ante el Consejo un artículo de cinco 
puntos mediante el cual pretendía que ciertos cargos fueran separados del juicio de 
                                                
1476 AGI, Indiferente, 2010. Decreto de S.M. al conde de Castrillo con un memorial de Antonio del 
Castillo Camargo. Madrid, 18 de enero de 1653.  
1477 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias sobre la presencia de Góngora en las 
votaciones de la visita. Madrid, 25 de enero de 1653.  
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visita y fueran vistos en juicio público, en unos ca os por haber litispendencia y en otros 
por tratarse de asuntos relacionados con cuentas. Al mismo tiempo, Antonio del Castillo 
Camargo redactó un “discurso informativo” por medio el cual dio a conocer en la 
Corte las intenciones del Consulado en relación a est  cuestión1478. Los cargos que se 
hicieron en la visita y que los representantes del órgano mercantil pretendían separar del 
juicio de visita respondieron a la litispendencia refe ida con las acusaciones resultantes 
de la gestión del derecho de Balbas, del cual, todavía estaba sin resolver en el Consejo 
la comisión de don Juan de Salinas de 1636. Según el procurador “no era justo que mi 
parte sobre una misma cosa sea molestado en dos juicios d versos ni debe dar lugar a 
que se divida la continencia de la causa y haya contrariedad de sentencias”. La petición 
de separación de cargos, por ser de cuentas, se debió a: las acusaciones resultantes por 
salarios excesivos, ayudas de costa y correos que el Consulado no debió pagar; al tercio 
por ciento de Lonja cobrado por las mercancías que salían por tierra de Sevilla; a la 
gestión de la Escribanía Mayor de la Mar y al derecho de Infantes. Según el 
representante del Consulado, todos ellos eran “mala administración de cuentas” pero no 
delitos que debían verse en juicio de visita. Sin embargo, la intención perseguida por el 
Consulado era que, cuando se viera la visita, no se hici ra relación de los cargos 
referidos, remitiéndose a juicio público donde podían estar presentes en su defensa y 
cabía alegación, al contrario de lo que ocurría en el juicio de visita que, tras la sentencia, 
no cabía alegación alguna. A su vez, pretendía el representante del Consulado que no se 
continuase la vista de la visita hasta que se hubiera d terminado lo contenido en 
aquellos puntos. La petición del Consulado fue vista por el fiscal del Consejo para que 
con lo que dictaminara se llevara a la sala de la visita, por asistir en ella Juan de 
Góngora. La presencia del visitador en la sala del Consejo que debía estudiar aquellas 
peticiones del Consulado generó una nueva protesta del representante del órgano 
mercantil, que pretendió que no se viera en la sala de la visita, sino en el Consejo. El 
fiscal desestimó las peticiones del Consulado y la sal  de la visita, con el dictamen 
desfavorable del fiscal, dictó un auto mediante el cual confirmó que, sin embargo de lo 
que pedía el Consulado, se iban a ver los cargos de la visita en la sala de ella y de su 
vista resultaría si se permitía admitir alegaciones o no, es decir, pasar a ver estos cargos 
                                                
1478 Los discursos informativos que redactó Antonio delCastillo Camargo se encuentran en AGI, 
Consulados, L. 160.  
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en juicio abierto o ser sentenciados definitivamente como se hacía en el juicio de 
visita1479.  
La sala de la visita en septiembre de 1652, cuando se vieron los cinco artículos 
que presentó el procurador del Consulado sobre los referidos cargos generales, estaba 
compuesta por Juan de Góngora, Pedro de Guzmán y García de Medrano, consejeros y 
fiscal del Consejo de Castilla, y por Rodrigo Pacheco y Jerónimo Camargo consejero y 
fiscal respectivamente del Consejo de Indias1480. Los autos que resolvieron las 
peticiones que presentó el representante del Consulado fueron dictados entre septiembre 
y octubre de 1652. El primero de ellos, de 14 de septiembre de 1652, tocante al tercio 
por ciento de la Lonja que había cobrado el Consulado de las mercancías que habían 
salido por tierra de Sevilla, reconoció que la facultad que tenía el órgano mercantil para 
cobrar el dicho derecho de todas las mercancías que entrasen y saliesen por tierra en 
Sevilla no comprendía lo que saliese por tierra, por lo cual se había excedido el 
Consulado cobrando, desde 1624, una media de 874.898 maravedíes cada año, sin 
tocarle ni pertenecerle por la dicha facultad. La sala mandó que se diera traslado al 
fiscal y al representante del Consulado para que en juicio abierto pudieran alegar ante la 
sala de la visita lo que más conveniente para su defensa. El segundo auto, de 18 de 
septiembre de 1652, abordó los cargos resultantes al Consulado por la gestión de la 
Escribanía Mayor de la Mar. La sala de la visita confirmó que, debiendo nombrar 
graciosamente escribanos para las armadas y flotas, las habían dado por diferentes 
cantidades de dinero, que desde el año de 1623 hasta 1644 montaron 22.123.747 
maravedíes de plata de los que se aprovecharon los pri res y cónsules. Además, 
reconocían los consejeros que, en caso de que hubieran sacado interés de la Escribanía 
Mayor de la Mar, debía haberse destinado a la Lonja, con cuyo caudal logró el 
Consulado la perpetuación de esta facultad en 1610. Del mismo modo que el anterior 
auto, la sala dispuso que se citara a las partes, fiscal y Consulado, para que en juicio 
abierto ante la sala de la visita pudieran presentar alegaciones. Un tercer auto, dictado el 
12 de octubre de 1652, resolvió lo tocante a las acu aciones sobre la gestión del derecho 
de Balbas. Tras haber pasado por alto la cuestión sobre una posible litispendencia que 
reclamaba el representante del Consulado, la sala de l  visita confirmó las acusaciones 
sobre haber obligado al derecho de Balbas a pagar intereses de intereses de los 206.000 
                                                
1479 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 38. Petición al rey d  Diego Rodríguez Mendo de Valderas en nombre 
del Consulado en la visita que se le hizo. Madrid, 29 de agosto de 1652.  
1480 Los autos de la resolución de la sala de la visita a estas peticiones del Consulado, más los autos de 
vista y revista pronunciados al respecto, se encuentran en AGI, Escribanía, 1182. 
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ducados que se tomaron a daño en 1627 para el indulto de a denunciación de Cristóbal 
de Balbas. Mandaron los consejeros de la sala que se d spachara provisión para que a 
todos los acreedores del derecho de Balbas se les notificara que tenían 20 días tras la 
notificación para que, por sí o por sus procuradores, comparecieran en el Consejo y en 
la sala de la visita en juicio abierto, presentaran sus alegaciones.  
De los cinco artículos que conformaban la petición del representante del 
Consulado, la sala de la visita resolvió tres, dejando los relativos a los salarios, ayudas 
de costa y correos, así como lo relacionado con el der cho de Infantes, para ser vistos en 
juicio de visita y no en juicio abierto como pedía el Consulado. Sin embargo, 
consiguieron una leve victoria al lograr que los cargos sobre el tercio de la Lonja de lo 
que salía por tierra de Sevilla, la gestión de la Escribanía Mayor de la Mar y la gestión 
del derecho de Balbas, fueran vistos en juicio abierto, pudiendo presentar alegaciones.  
Pero aunque el Consulado pudiera albergar algunas esperanzas de salir mejor 
parado de estas acusaciones al ser vistas en juicioabierto, los autos de vista y revista 
que pronunció la sala de la visita tras estudiar las alegaciones del fiscal y del 
representante del Consulado no fueron muy favorables a su parte. En relación al exceso 
cometido en la cobranza del tercio de la Lonja, la sa de la visita, en auto de vista de 18 
de febrero de 1655, declaró que el Consulado no había tenido licencia ni facultad para 
cobrar el tercio de Lonja de las mercancías que salían por tierra y por este auto le 
obligaba a restituir de cualquier renta o efectos de Lonja, desde 1619 hasta la fecha del 
auto, los 874.830 maravedíes cada año a los interesados que lo solicitaran, los cuales 
tenían 100 días para pedir su devolución y, en casode que no se presentara ninguno, 
dicha cantidad se aplicaría a la Real Hacienda. El uto de revista sobre este cargo fue 
dictado el 3 de diciembre de 1656 y, debido a que no hubo solicitudes por parte de los 
agraviados, la sala de la visita confirmó el auto de vista anterior y condenó al Consulado 
en la cantidad de 44.000 ducados, moderando la condena del auto de vista. En lo tocante 
a las acusaciones por la gestión del derecho de Balbas, tras no haber parecido en el 
Consejo ninguno de los acreedores de dicho derecho1481, la sala de la visita dictó un 
auto en 26 de septiembre de 1653 mediante el cual ordenaron al presidente y jueces de 
la Casa que retuvieran en las arcas de la avería lo que se debía destinar al pago de la 
renta de Balbas y que no consintieran que se pagase a ningún acreedor sin tener orden 
del Consejo. Mejor suerte corrió el Consulado con la resolución de las acusaciones 
                                                
1481 Solamente hubo una alegación general presentada por el C nsulado que no tuvo recorrido jurídico. En 
AGI, Consulados, L. 160.  
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sobre la gestión de la Escribanía Mayor de la Mar, pues mediante el auto de vista 
pronunciado el 14 de octubre de 1655, el órgano mercantil quedó absuelto de aquellas 
acusaciones con apercibimiento de que no volviera a arrendar o vender los 
nombramientos de escribanos de naos.  
Por tanto, la resolución de estos cargos por juicio abierto concluyó con una 
condena de 44.000 ducados al Consulado por haberse excedido en la cobranza del 
derecho de Lonja; con la intervención del presidente y jueces de la Casa de la 
Contratación en el pago a acreedores del derecho de Balbas y, a favor del Consulado, 
tan solo resultó la absolución en relación a la gestión de la Escribanía Mayor de la Mar.  
Algunos años después de la condena dictada por la sala de la visita, en 1664, se 
procedió a cobrar los 44.000 ducados que debía pagar el Consulado por haberse 
excedido en la cobranza del derecho del tercio por ciento de la Lonja. El Consejo de 
Indias despachó comisión para este efecto en el juez letrado de la Casa, Bernabé de 
Otalora Guevara, quien llevó a cabo unos férreos métodos de cobranza que alertaron al 
Consulado. El juez letrado de la Casa se dispuso a embargar el derecho de la Lonja y los 
bienes de propios del Consulado para recaudar el importe de la condena. Las protestas 
del prior y cónsules1482, ante lo que interpretaron como una usurpación de su hacienda 
que imposibilitaría la propia subsistencia del órgano mercantil, se dirigieron a evitar el 
embargo de los bienes de propios, pues no estaban incluidos en la condenación, sino 
solamente el derecho de la Lonja, y al mismo tiempo intentaron llegar a una 
composición que allanara un camino que se preveía duro1483. Finalmente, tras una larga 
negociación y varios cambios en la persona comisionada que se encargó del asunto en 
Sevilla1484, en junio de 1665, el presidente de la Casa, José Pardo de Figueroa, llegó a 
un acuerdo satisfactorio para el rey y para el Consulado mediante el cual, el órgano 
mercantil se obligó a pagar 12.000 pesos por el indulto e esta condenación1485.  
 
Condenas e indultos a los priores y cónsules y otros ministros del Consulado 
 
                                                
1482 El prior y cónsules de 1664 eran Juan Fernández de Orozco, Juan de Olarte y Serón y Gabriel de 
Curuzelaegui y Arriola.  
1483 Hay varias consultas sobre el tema en AGI, Indiferente, 2010. 
1484 Tras Bernabé de Otalora Guevara se encargó de la composición el consejero de Indias Antonio de 
Monsalve y finalmente fue el presidente de la Casa, José Pardo de Figueroa, quien acabó cerrando el 
indulto.  




El periodo de tiempo transcurrido desde que comenzó la visita en 1642 hasta el 
pronunciamiento de las últimas sentencias por la sala de la visita en 1659 llevó consigo 
que muchos de los dirigentes del Consulado que resultaron culpados hubieran fallecido. 
Con anterioridad a que se comenzaran a ver las acusaciones contra los dirigentes del 
órgano mercantil en 1652, el procurador del Consulado, Diego Rodríguez Mendo de 
Valderas, presentó en la sala de la visita las certifi aciones de fallecimiento de Antonio 
Lorenzo de Andrade1486, Miguel de Neve1487, Andrés de Madariaga1488, Juan Alonso de 
Camino1489, Juan de Munibe1490 y Diego Domonte y Robledo1491 para que constara que 
habían fallecido antes de que se pronunciaran las sentencias, por lo que solicitó que “no 
se proceda contra ellos como difuntos en la mejor forma que haya lugar de derecho”1492. 
Solamente el caso de Andrés de Madariaga, que falleció en Sevilla en marzo de 1647, 
fue tenido en cuenta por la sala de la visita a la hor  de pronunciar las sentencias, pues 
como hemos visto más arriba, quedó “absuelto por difunto” de la mayoría de las 
acusaciones y sus herederos debieron hacer frente exclusivamente a algunas 
restituciones. Sin embargo, el resto de dirigentes fueron condenados y sobre sus 
herederos y sus bienes fue cargada la responsabilidad de la condena. Esto provocó que 
los jueces de cobranza1493, nombrados por el Consejo de Indias para recibir el p oducto 
de las condenaciones, tuvieran muchas dificultades a la hora de llevar a cabo su 
cometido. 
De hecho, en 1659, los herederos de Juan Alonso de Camino, Miguel de Neve, y 
Juan de Munibe no habían satisfecho las condenas de sus progenitores. Las causas y 
pleitos que se ocasionaron entre los herederos y lomuchos acreedores que tenían a su 
muerte no fueron las únicas razones que dificultaron la cobranza de las condenaciones, 
pues en el mismo año de 1659, tres dirigentes del Consulado que seguían con vida, 
                                                
1486 Antonio Lorenzo de Andrade falleció el 3 de mayo de 1651 y fue enterrado en el convento de los 
descalzos de la Magdalena. Su fe de muerte en AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 32.  
1487 Miguel de Neve falleció el 3 de agosto de 1649. Su fe de muerte en AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 
32. 
1488 Andrés de Madariaga falleció el 4 de marzo de 1647 y fue enterrado en el convento de San Francisco 
de Sevilla. Su fe de muerte en AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 32.  
1489 Juan Alonso de Camino falleció el 26 de abril de 1649 y fue enterrado en la iglesia colegial de nuestro 
señor San Salvador. Su fe de muerte en AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 32.  
1490 Juan de Munibe falleció en julio de 1649. Su fe de muerte en AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 32.  
1491 Diego Domonte y Robledo falleció en octubre de 1651 y fue enterrado en el colegio de los irlandeses 
de la calle de las armas de Sevilla. Su fe de muerte en AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 32.  
1492 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 32.  
1493 En estos momentos el encargado de las cobranzas de l  visita era Bernabé de Otalora, juez letrado de 
la Casa de la Contratación. AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias “en conformidad de la 
resolución de la sala de la visita de la Casa de la Contratación, dice el ministro que se podrá nombrar para 
juez de la cobranza de las condenaciones que se han hecho en ella”. Madrid, 26 de mayo de 1659. 
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Pedro Fernández de Orozco, Fernando de Almonte y Juan de Orozco y Ayala, tampoco 
habían hecho frente a sus condenas1494.  
Pero a pesar de las dificultades que tuvieron los comisionados por el Consejo de 
Indias para cobrar las condenaciones de la visita al Consulado, existió un mecanismo de 
negociación basado en los indultos que, reduciendo las cuantías de las condenas, generó 
que algunos dirigentes se acogieran a los mismos. Así, con anterioridad a la negociación 
mantenida por el Consulado para lograr el indulto de los 44.000 ducados por los que fue 
condenado por haberse excedido en la cobranza del tercio por ciento de la Lonja, 
algunos de los fueron priores y cónsules y otros ministros del Consulado que resultaron 
condenados en la visita de Juan de Góngora habían seguido un camino similar de 
negociaciones para alcanzar el indulto por sus condenas.  
El primero de los dirigentes que se acogió a esta fórmula fue Antonio del Castillo 
Camargo, que fue condenado en 1656 a pagar 3.986 ducados de plata más 209.068 
reales que debía restituir junto a Antonio Lorenzo de Andrade y Miguel de Neve a 
distintas bolsas y depósitos del Consulado1495. La reacción por parte de Antonio del 
Castillo a esta condena fue rápida, ya que en el mismo año de 1656 se apresuró a 
presentar un memorial en la Cámara de Indias mediant  el cual ofrecía 8.000 ducados 
de plata al contado por el indulto de estas condenacio es. El memorial, visto en la 
Cámara de Indias en octubre de 1656, recibió el plácet de los camaristas, quienes, tras 
recomendar al monarca que sería conveniente recibir la composición de las 
condenaciones y aplicar lo procedido del indulto para “socorro de los ejércitos”, obtuvo 
la aprobación regia, depositando Castillo Camargo los 8.000 ducados al contado que le 
permitieron quedar libre de los delitos por los que había sido condenado y de las 
restituciones que debía hacer a las bolsas del Consulado1496. 
El proceso de indulto de Antonio del Castillo Camargo debió inspirar a otros 
culpados en la visita, pues el que fuera cónsul, Francisco de Suaza y Juan Antonio de 
Andrade y Salazar, hijo del cónsul y prior Antonio Lorenzo de Andrade, pidieron que se 
les aplicara el mismo procedimiento que a Castillo Camargo. De este modo, Francisco 
de Suaza, que por sus cargos en la visita fue condenado en 740 ducados de plata y a que 
                                                
1494 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la sala del Consejo de Indias donde se ha visto la visita de la 
Casa de la Contratación. Madrid, 28 de abril de 1659.  
1495 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias “sobre el indulto y transacción que se ha 
ajustado con Antonio del Castillo Camargo de los cargos que resultan contra él en la visita del Consulado 
de Sevilla que hizo el licenciado don Juan de Góngora”. Madrid, 10 de junio de 1656. 
1496 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias “sobre el indulto y transacción que se ha 
ajustado con Antonio del Castillo Camargo de los cargos que resultan contra él en la visita del Consulado 
de Sevilla que hizo el licenciado don Juan de Góngora”. Madrid, 10 de junio de 1656. 
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restituyera a las bolsas que administraba el Consulado las cantidades de salarios que 
había cobrado en exceso más 24.705 reales de los que e benefició en la operación de 
salvamento de las mercancías de la capitana naufragda en Sanlúcar de Barrameda en 
1641, pidió a la Cámara de Indias que se le concediera el indulto y remisión de la dicha 
condenación y restituciones en la forma que se hizo con Antonio del Castillo Camargo. 
La negociación entre los camaristas de Indias y Suaza en junio de 1657 quedó cerrada 
en 907 ducados de plata de contado, la mitad para pag r a Domingo Herrera de la 
Concha ciertas cantidades que se le debían por habelas anticipado para “el socorro de 
los ejércitos” y de la otra mitad, 363 ducados, para un gasto secreto que corría por mano 
de Fernando de Fonseca Ruiz de Contreras -del que no s le debían pedir cuentas-, y 90 
ducados para el gasto de la fiesta que el Consejo de Indias se disponía a celebrar en 
honor de Nuestra Señora de Copacabana a mediados de julio de 1657. Tras depositar 
esa suma, quedó libre de los cargos realizados durante la visita1497.  
En el caso de Antonio de Lorenzo Andrade, que falleció l 3 de mayo de 1651, 
antes de que fuera pronunciada su sentencia por las acusaciones de la visita, fue su hijo, 
Juan Antonio de Andrade y Salazar, que en aquellos m mentos era juez oficial de la 
Casa de la Contratación, quien en diciembre de 1657 hizo la petición a la Cámara de 
Indias para solicitar el indulto por las condenas de su padre. Lorenzo Andrade fue 
condenado en 2.500 ducados de plata y en 7.357.259 maravedíes de restituciones a 
diferentes depósitos del Consulado, mancomunadas con Ant nio del Castillo Camargo y 
Miguel de Neve. El indulto de Castillo Camargo, que incluyó el perdón a las 
restituciones, fue expuesto por Juan Antonio de Andrade en la petición que elevó a la 
Cámara para solicitar el indulto de su padre, además de ofrecer 1.455 ducados de plata, 
la mitad al contado y la otra mitad a los seis meses de que se le concediera el indulto. 
Sus pretensiones recibieron los parabienes de los camaristas, salvo la modificación de 
que los 1.455 ducados fueran al contado, que fueron destinados a “dar satisfacción a las 
personas que tenían consignación en los efectos de la visita y para socorrer a diferentes 
viudas pobres por cuenta de lo que se les debía de las mercedes que se les han hecho por 
este Consejo y a otras por vía de la limosna, atento a la mucha necesidad que padecen y 
haberla pedido a honor del feliz nacimiento del príncipe nuestro señor y de estas santas 
                                                
1497 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias “sobre el indulto que pretende don Francisco 
de Suaza de las condenaciones que contra él resultan en l  visita del Consulado de Sevilla”. Madrid, 25 de 
junio de 1657. 
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pascuas”1498. Por el servicio de 1.455 ducados la causa contra Antonio Lorenzo Andrade 
quedó cerrada y con ella los delitos por los que había sido condenado y las restituciones 
que debía hacer a distintos depósitos del Consulado.  
Otros indultos tuvieron lugar antes de que se publicara la sentencia, como fue el 
caso Juan Fernández de Orozco, cuyas acusaciones por los años que fue cónsul seguían 
sin resolverse por entero a la altura de mayo de 1658. Orozco solicitó a la Cámara de 
Indias ser indultado dándole por libre de los cargos y restituciones que pudieran resultar 
contra él por la visita, que hasta ese momento no estaban determinados pero que, por los 
que se habían visto, estaba condenado en 1.395 ducados de plata y 450 reales de vellón, 
aunque aún no se había publicado sentencia. Su argumentación para pedir el indulto fue 
el estado de pobreza en el que se hallaba y su larga f milia, pues tenía siete hijos, 
razones que hicieron que los camaristas adujeran que sería muy difícil cobrar 
jurídicamente la condena resultante y, por ende, era b neficioso concederle el indulto. 
Finalmente, el 21 de mayo de 1658 la Cámara admitió que fuera indultado por 650 
ducados de plata, suma que, tras recibir el plácet del rey, Fernández de Orozco entregó 
al tesorero del Consejo quedando libre de las condenaciones que hasta ese momento se 
le habían hecho así como de los cargos que estaban aun sin determinar. Los 650 
ducados de plata que entregó el que fuera cónsul fueron aplicados a Domingo Herrera 
de la Concha y a otros interesados a cuenta de los créditos que tenían sobre los efectos 
de la visita1499. 
Por último, entre los dirigentes del Consulado que fueron condenados por la visita 
de Juan de Góngora, conocemos que en septiembre de 1659 los herederos de Adriano de 
Legaso, quien murió en Madrid sirviendo la plaza de Contador Mayor de Cuentas del 
Consejo de Hacienda, solicitaron a la Cámara de Indias el indulto por las condenaciones 
y restituciones de su padre. Tras la muerte del que fuera prior del Consulado, su 
hacienda tenía tantos acreedores que hacía muy difícil cobrar la condena, por lo que la 
Cámara recomendó el indulto, cuyo monto desconocemos1500. 
Más allá de los indultos, algunos de los dirigentes d l Consulado condenados por 
la visita hicieron frente a sus condenas con otros efectos de su patrimonio. Este fue el 
                                                
1498 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias “sobre el indulto que pretende don Juan 
Antonio de Andrade Salazar de las condenaciones que res ltaron contra Antonio Lorenzo de Andrade, su 
padre, en la visita del Consulado de Sevilla”. Madrid, 29 de diciembre de 1657. 
1499 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias sobre el indulto que pretende Juan 
Fernández de Orozco de las condenaciones que resultar n contra él en la visita del Consulado de Sevilla”. 
Madrid, 21 de mayo de 1658. 
1500 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias sobre la petición de “los herederos de 
Adriano de Legaso piden indulto por los cargos de la visita”. Madrid, 15 de septiembre de 1659 
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caso del que fuera cónsul, Diego Domonte Robledo, que fue condenado en 90 ducados 
de plata y a diferentes restituciones, y que entregó al Consejo de Indias la posesión de 
dos juros tasados en 578.360 maravedíes1501.  
Pero los dirigentes del Consulado no fueron los únicos beneficiados de la 
negociación de indultos por sus condenas. Mateo de la Parra, receptor del Consulado, 
fue indultado con anterioridad al pronunciamiento de su sentencia, motivo que nos priva 
de conocer las acusaciones por las que fue condenado. Sin embargo, las condenas que 
contra él resultaron en la visita revisten cierta gr vedad, pues fue inculpado a cuatro 
años de suspensión del oficio de receptor del Consulado, a 5.930 ducados de plata y a 
1.328.292 maravedíes de plata de restituciones a lobienes de propios del Consulado. 
En el memorial que Mateo de la Parra entregó en 1656 a la Cámara de Indias para 
solicitar su indulto, pidió que se le concediera en las mismas condiciones que a Antonio 
del Castillo Camargo. Es decir, pedía quedar libre de las condenas y de las restituciones, 
y así lo recomendó la Cámara al rey. Finalmente, tras recibir el beneplácito del 
monarca, fue indultado por 4.545 ducados de plata, quedando libre de la condenación 
pecuniaria, de las restituciones y de la suspensión del oficio de receptor del Consulado. 
Del mismo modo que ocurrió con los dirigentes del Consulado indultados, parte de la 
cantidad que pagó Mateo de la Parra por su indulto, concretamente la mitad se destinó a 
pagar las cantidades que se debían a Domingo Herrera de la Concha y que tenía 
consignadas en estos efectos y la otra mitad a satisfacer gastos de la Cámara de 
Indias1502.  
En suma, sin tener en cuenta las restituciones, de un total de 26.605 ducados que 
sumaron las condenas pecuniarias de los dirigentes y oficiales del Consulado, mediante 
el mecanismo de la composición de las penas en forma de indultos, fue posible cobrar, 
aunque en menor cantidad de la que habían sido condenados, 15.557 ducados. En 
relación al resto de dirigentes y oficiales del Consulado que fueron condenados en la 
visita, cuyas sentencias fueron pronunciadas en 1659, no tenemos constancia de que 
llegaran a abonar el producto de sus condenas.  
 
                                                
1501 AGI, Contaduría, 230. No conocemos la situación que tenían estos juros y el rédito que generaban. El 
principal no es representativo del valor real que podían tener dichos juros.  
1502 AGI, Indiferente, 2010. Consulta de la Cámara de Indias “sobre el indulto que pretende Mateo de la 
Parra de las condenaciones que contra él resultan en la visita del Consulado de Sevilla que hizo el 
licenciado don Juan de Góngora”. Madrid, 1 de agosto de 1656. 
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10.3. Reformas en el Consulado 
 
“El fin único de las visitas es para la reformación de los excesos en los tribunales, 
dar satisfacción a los vasallos, castigar a los culpados y premiar a los beneméritos, 
remediar los abusos, reformar los desórdenes y establ cer nuevos estatutos o reglas para 
el mejor gobierno y administración de la justicia en lo porvenir […]1503”. Con 
argumentos como el expresado rechazaba el Consejo de Indias la pretensión que tuvo el 
Consulado en 1651 de llegar a una composición por la visita que les tomó Juan de 
Góngora. Por los cargos generales que resultaron en la visita al Consulado se 
reconocieron muchos excesos cometidos por el prior y cónsules y otros oficiales 
dependientes del órgano mercantil. Había llegado el momento de procurar los remedios 
para que no se volvieran a repetir tales excesos que habían perjudicado a todo el 
comercio y que, de admitir aquella composición que pedía el Consulado, no 
pronunciándose las sentencias, se hubieran quedado sin resolver.  
De las sentencias de los priores y cónsules del Consulado derivaron una serie de 
aspectos a reformar que pretendían poner coto a los excesos cometidos en el desempeño 
de los oficios dirigentes del órgano mercantil. Dos cuestiones centraron la labor 
reformista de la visita: por un lado, el proceso electoral de los dirigentes y, por otro 
lado, la rendición de cuentas de los bienes de propios y demás administraciones del 
Consulado.  
Como hemos analizado más arriba, el control de los lectores que elegían al prior 
y cónsul fue una de las estrategias utilizadas por la camarilla dirigente que estuvo al 
frente del Consulado desde 1632 hasta 1647 para perpetua se en el poder. La presencia 
durante estos años de las mismas personas entre los 30 electores y la necesidad de 
romper esta dinámica, fue expuesta por el visitador para pedir al Consejo que le 
autorizara a intervenir en las elecciones a prior y cónsul de 1647. Asimismo, Juan de 
Góngora solicitó que los dirigentes salientes del órgano mercantil que no hubieran dado 
cuenta de las administraciones de su cargo quedaran vet dos de poder votar y ser 
elegidos como prior y cónsul en las elecciones de 1647. Aquellas pretensiones del 
visitador, que fueron reconocidas por el rey mediante dos Reales Cédulas que marcaron 
a Góngora el camino a seguir en las citadas elecciones, quedaron recogidas en la parte 
                                                
1503 AGI, Indiferente, 2010. Consulta del Consejo de Indias a “sobre la pretensión que tiene el Consulado 
de Sevilla de que se reduzca a composición la visita que les tomó el licenciado don Juan de Góngora por 
lo cual ofrece un particular servicio, en que el Consejo representa los inconvenientes que resultarían de 
este medio”. Madrid, 29 de noviembre de 1651. 
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dedicada al prior y cónsules en la Recopilación de Leyes de Indias publicada en 1680. 
El Consulado fue obligado a garantizar que los elector s no pudieran ser reelegidos sin 
dos años de intermisión, y a que no pudieran ser prio ni cónsul aquellos mercaderes 
que no hubieran dado cuenta de lo que administraron en desempeños anteriores de los 
cargos dirigentes del órgano mercantil. Asimismo, el h cho de que los priores y 
cónsules no hubieran dado cuentas de las administraciones de su cargo no solo motivó 
la prohibición de votar y ser elegidos como prior y cónsul, sino que también generó la 
obligación de presentar sus cuentas cada año en la Cas de la Contratación para que 
desde ella, fueran remitidas al Consejo de Indias para su revisión1504. De este modo, la 
intervención de la visita en el proceso electoral del Consulado en 1647 otorgó nuevas 
leyes para intentar garantizar una mayor limpieza en estos procesos y una rendición de 
cuentas de mayor claridad respecto a las administraciones del Consulado.  
Hubo otros excesos cometidos por los dirigentes del Consulado que las sentencias 
de la visita trataron de remediar. El nombramiento del cónsul u otras personas que 
salían de Sevilla hacía Sanlúcar, Cádiz u otros puertos de la Baja Andalucía, con 
salarios que se demostraron excesivos al percibir más de los seis ducados al día, quedó 
reformado por las sentencias pronunciadas por el Consej , minorando el importe por 
estas ocupaciones a cinco ducados al día. Asimismo, otros excesos que eran cargados a 
los bienes de propios del Consulado, como fueron las cu ntiosas libranzas para misas y 
limosnas que se distribuyeron sin cartas de pago y sin quedar claro su destino, 
provocaron que las sentencias a los priores y cónsules estipularan que, en adelante, no 
se pudieran gastar de los bienes de propios del órgano más de 1.000 reales al año por 
este concepto1505.  
Estas fueron algunas de las reformas que derivaron de las sentencias, pero no 
obstante, tras el cambio de dirigentes que se propició tras la intervención del visitador 
en 1647 y el cierre de la visita en 1648, el prior y cónsules de 1649, Pedro Núñez de 
Villavicencio, Esteban de Herrera y Sebastián de Zurita, presentaron ante el Consejo de 
Indias un proyecto de nuevas ordenanzas para añadir a las antiguas en el que es posible 
percibir la influencia de la visita de Juan de Góngora. Dicho proyecto estaba destinado a 
mejorar la administración de las rentas y derechos del 1% y tercio de la Lonja que 
administraba el Consulado, reconociendo que los oficiales que se habían encargado de 
                                                
1504 Estas disposiciones emanadas de la visita de Juan de Góngora fueron recogidas en las leyes XII, XIV 
y LII del Libro IX, Título VI, de la Recopilación de Leyes de Indias.  
1505 AGI, Escribanía, 1182.  
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su cobranza, cuenta y razón, habían faltado al cumplimiento de la obligación de sus 
oficios, perjudicando a las personas interesadas en dichas rentas. Fue un borrador de 
nuevas ordenanzas para añadir a las antiguas y que incl ía: la presentación de cuentas 
de los receptores al día siguiente de la elección de prior y cónsul; el ajustamiento de las 
cuentas de las administraciones del órgano mercantil por parte de los contadores del 
mismo; la necesidad de que, aunque variase el tiempo de la elección de prior y cónsul 
más allá de enero como estaba estipulado en las ordenanzas, se presentaran las cuentas 
de los receptores para su ajustamiento; que cualquier partida que se librara de las rentas 
del Consulado debía contar con la justificación pertin nte por parte del prior y cónsules; 
que no se pagara a los interesados en la renta del 1 % de infantes sin orden del 
Consulado y que no hubiera preferencias en dicha pag , sino que fuera a todos los 
interesados al mismo tiempo1506.  
Como podemos entrever, todas las cuestiones para mejorar “el buen gobierno” de 
las rentas y administraciones que plantearon el prior y cónsules de 1649 al Consejo de 
Indias habían salido a relucir en la inspección de Juan de Góngora al Consulado.  
El Consejo mandó que el fiscal diera su parecer al respecto de lo que proponían el 
prior y cónsules, teniendo en cuenta lo que estaba dispuesto en las ordenanzas antiguas 
del Consulado. El fiscal del Consejo recomendó que para tomar resolución sobre 
aprobar o no aprobar los puntos que se referían, parecía preciso que se entregaran estos 
artículos al relator Antonio de León Pinelo, para que cuando hiciera relación de la visita 
de la Casa de la Contratación y Consulado lo tuviera en cuenta a fin de resolver lo que 
fuera necesario para el buen gobierno y administracón del Consulado, y con vista de 
todo, el Consejo resolviera. Aunque el Consejo mandó que el relator diera su parecer al 
respecto, no tenemos constancia de que estas nuevas ordenanzas que pretendía añadir el 






                                                
1506 AGI, Escribanía, 1147B. Pieza 40. Prior y cónsules d  1649 al rey. “habiendo reconocido cuan 
importantes y justificados son algunos puntos para ajustar con brevedad las cuentas que de ellos 
resultares, acordamos ser convenientes los que remitimos. Consta y suplicamos a V.Mg. que pareciendo 
serlo sirvan de ordenanzas y como tales se pongan con las demás de este Consulado. V.Mg. mandará lo 








































Desde el primer momento de nuestra investigación, uno de los objetivos que 
planteamos como esenciales para estudiar la visita de inspección de Juan de Góngora en 
1642 a la Casa de Contratación y Consulado de Sevilla fue analizar en profundidad el 
contexto en que fue despachada. El estudio de cualquier visita debe prestar una atención 
primordial al contexto y a las motivaciones que la originaron, pues al tratarse de un 
mecanismo de control extraordinario ambos elementos se convierten en nodales del 
objeto de estudio. Por ello, partimos de una aproximac ón al estado en que se 
encontraban las instituciones visitadas, Casa de laContratación y Consulado de Sevilla 
y las relaciones entre la corona y el comercio sevillano en los momentos previos a la 
inspección, con el objetivo de profundizar en los móviles que indujeron a la monarquía 
para ordenar la visita de dichas instituciones.  
La visita, más allá de lo expresado en las cédulas de comisión, vino determinada 
por el contexto de incremento del fraude que padecí la Carrera de Indias, tras un 
periodo de alta presión fiscal como fue el valimiento de Olivares, que había hecho caer 
tanto los ingresos fiscales de la corona como la rec udación de la avería que financiaba 
las armadas de la defensa de la Carrera, haciendo cada vez más difícil el sostenimiento 
de la estructura de un comercio que se veía sometido a una enorme presión fiscal para 
sustentar dichas armadas, un círculo vicioso que estaba acabando con el comercio. 
Igualmente, el año de 1642 fue el de la quiebra del asi nto de avería firmado entre la 
corona y el Consulado sevillano dos años antes, que supuso el fin de los asientos y abrió 
un periodo de gestión directa de la avería por la Casa de la Contratación que resultó caro 
y caótico para la monarquía. Por tanto, la crisis de la avería en los años precedentes fue 
crucial para el envío de un visitador que sacara a relucir los abusos y excesos que se 
estaban cometiendo en su administración. 
Asimismo, planteamos que el incremento del fraude en l comercio indiano y la 
pérdida de control que padecía la monarquía sobre la Carrera de Indias, no fue 
solamente debido a la alta presión fiscal del periodo livarista, ni responsabilidad única 
de los comerciantes, sino que los oficiales de la Casa de la Contratación tuvieron un 
papel relevante en esos problemas. En este sentido, la venalidad de cargos en la Casa de 
la Contratación en las décadas antecedentes a la visit , que supuso la entrada de 
personajes con intereses en el comercio americano –cuando no directamente 
comerciantes- que no dudaron en seguir practicando ctividades mercantiles desde sus 
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nuevos puestos de ministros de la monarquía, conculcando la prohibición que tenían los 
oficiales de la Casa de participar en dicho comercio, desempeñó un papel fundamental 
en la pérdida de control de la monarquía de distintas parcelas de la institución sevillana 
y en el aumento del fraude. No en vano, los intereses mutuos y las relaciones personales 
muy cercanas entre los oficiales de la Casa y los hombres del comercio, además de 
debilitar las labores competenciales de la institución sevillana, notablemente influidas 
por la venalidad de cargos, también explicaban parte del incremento del fraude en el 
comercio indiano.  
 Aunque este contexto de fraude y alta presión fiscal caracterizó el valimiento de 
Olivares, los esfuerzos por afrontar esos problemas no llegaron hasta el ocaso de la 
privanza de don Gaspar, cuando su pérdida de influencia en relación a la política 
comercial fue sustituida por las posiciones ganadas por el Consejo de Indias, que se 
había opuesto a las políticas olivaristas, y más concretamente por su presidente, el 
conde de Castrillo, quien defendió otro modo de relacionarse con el comercio sevillano, 
menos arrogante y más decidido a restablecer el ordn alterado durante la época del 
conde-duque. La visita de Juan de Góngora no fue sino una acción más del programa 
reformista que intentó poner en marcha el conde de Castrillo a partir de 1642, y que se 
enmarcaba en los grandes debates que se estaban produciendo en la Corte en ese 
momento relacionados con imponer mayores controles al fraude, detener las 
incautaciones forzosas de plata, limitar la concesión de naturalezas para comerciar con 
Indias o reducir la presión fiscal a través de la averí . Debates que perseguían 
restablecer el control de la monarquía sobre las instituciones del comercio y poner coto 
con mayor rigor al fraude que lastraba los registros.  
Si situar en contexto las motivaciones de la visita es crucial a la hora de abordar 
su análisis, no lo es menos profundizar en la figura del visitador. Para ello, partimos de 
una aproximación a la carrera de Juan de Góngora al servicio de la monarquía y 
constatamos que desde 1640, Góngora, desde su puesto de oidor en la Audiencia de 
Grados de Sevilla, comenzó a ser comisionado por el sínodo indiano para intentar poner 
freno a uno de los principales problemas que tenía la Carrera de Indias en aquella 
coyuntura: el intenso fraude en los registros de ida y el que se cometía en los registros 
de la plata que llegaba a Cádiz y Sevilla. Aquellas comisiones tenían su razón de ser en 
varios objetivos: inquirir en las denuncias que llegaban al Consejo de Indias que 
señalaban que las naos iban sobrecargadas y los registros muy cortos, así como 
averiguar la connivencia en ello de los oficiales d la Casa de la Contratación, pues las 
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denuncias los señalaban como partícipes de los fraudes. Pero sobre todo, el objetivo 
principal era perseguir y/o recaudar del fraude cometido en la plata a la vuelta de las 
flotas con las conocidas cédulas de manifestaciones, una fiscalidad extraordinaria que 
estaba, en buena medida, sustituyendo a la fiscalidad ordinaria del comercio debido a 
los altos niveles de fraude. Juan de Góngora demostró en aquellas comisiones que se 
debían arbitrar mecanismos más contundentes que hicieran aflorar la mayor cantidad de 
plata oculta, pues las cédulas de manifestaciones no vitaban la utilización de múltiples 
canales por parte de los defraudadores para introducir su plata burlando los controles de 
la Real Hacienda. El diligente comisionado se erigió ante el Consejo de Indias como un 
perfecto conocedor de dónde se situaban los males de  comercio, desplazó a los oficiales 
de la Casa de la Contratación en su tarea de recibo de las flotas, y pidió mayores 
poderes para ejercer con mayor rigor y beneficio para la Real Hacienda sus comisiones, 
proponiendo reformas y procedimientos más rigurosos para combatir el fraude, medidas 
todas ellas que tuvieron una buena acogida en el sínodo indiano. Estas cuestiones, más 
la pertenencia de Juan de Góngora a la clientela del to opoderoso conde de Castrillo, 
estuvieron detrás de su designación como visitador de las instituciones del comercio 
sevillano en 1642.  
Una vez analizado el contexto que dio origen a la visita y la figura del visitador, 
como elemento esencial de nuestra investigación, tratamos de verificar la incidencia que 
pudo tener la visita de Juan de Góngora en la ejecución de los objetivos de la política 
comercial que deseaba imponer Castrillo tras la caída de Olivares, o lo que es lo mismo, 
cómo pudo influir para restablecer los equilibrios de la Carrera de Indias que habían 
sido dinamitados durante el periodo de alta presión fiscal del valimiento de Olivares.  
La Casa de la Contratación seguía siendo una pieza clave para dar un nuevo 
rumbo a la política comercial de la monarquía en esta coyuntura, y por ello la visita a la 
institución sevillana era fundamental para inquirir sobre los males del comercio. De ahí 
que nos planteáramos indagar acerca de cómo se percibieron aquellos males que 
aquejaban a la Carrera de Indias en la visita de laCasa, qué grado de pérdida de control 
tenía la corona sobre la institución reguladora del comercio, así como la responsabilidad 
de los oficiales visitados en esta pérdida de control, y si eran perceptibles estas 
cuestiones en el estudio de los procedimientos del visitador en la visita a la Casa de la 
Contratación.  
Trazamos la hipótesis de que la monarquía había dejado de tener bajo su control 
distintas áreas de la administración de la Casa de la Contratación debido, entre otras 
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cuestiones, a la perpetuación de oficios que había padecido en las décadas antecedentes 
a la visita, y si ese problema había tenido una incide cia destacada en el incremento del 
fraude en los registros de mercancías. Y al respecto constatamos que el fraude, tantas 
veces achacado solamente a la actitud de los comerciantes ante la alta presión fiscal, 
contaba entre las filas de la Casa con oficiales dispuestos a facilitarlo y a lucrarse del 
mismo. Las nefastas consecuencias que tuvo el acceso venal a la Casa de personajes con 
intereses en el comercio que ocuparon en puestos de responsabilidad de la institución, 
quedaron acreditadas en la visita en casos como el del contador Diego de Villegas. Se 
demostró que, desde su puesto de poder en la Casa, del que dependían asuntos tan 
importantes como mandar despachar los registros a los maestres de naos, Villegas 
extorsionaba a los dueños y maestres de naos para que le llevaran a las Indias sus vinos, 
sin pagar fletes ni avería, y trayendo el producto de dicho comercio fuera de registro. 
Este caso, además de mostrar uno de los efectos más nocivos que tuvo la venalidad de 
cargos, como fue que los compradores recurrieran a prácticas ilícitas para amortizar sus 
inversiones, es el ejemplo más claro de los perjuicios ausados por la corrupción de un 
oficial de la Casa. Diego de Villegas, además de contratar con las Indias estando 
prohibido por su condición de ministro de la monarquía en la institución sevillana, 
defraudaba los derechos reales, abusaba de su autorid d en claro perjuicio de terceros y 
había convertido a la contaduría y a los oficiales que trabajaban en ella, siendo la oficina 
más importante de la Casa, en recaudadores para su bolsillo y para el de sus oficiales.  
Otra consecuencia de las perpetuaciones de oficios pr ncipales de la Casa de la 
Contratación fue que, junto a la venta del oficio principal, se privatizaron los oficios 
subordinados a este que dependían del nombramiento d l titular del oficio. La visita 
evidenció que ciertos oficiales subordinados de la contaduría de la Casa, como el oficial 
de registros, quien tenía un papel fundamental en los trámites para el registro de 
mercancías, en una coyuntura en que los registros brillaban por su ausencia, también se 
desvió de los cauces del buen gobierno en el desempeño de su oficio. La visita puso de 
manifiesto que el oficial de registros percibía más derechos de los estipulados en el 
arancel de la contaduría por cada hoja de registros, contribuyendo de esta manera a que 
los mercaderes dejaran de registrar sus mercancías por no abordar este coste 
extraordinario. La pesquisa de la visita mostró conlaridad que los oficiales de la 
contaduría y otros oficiales de la Casa conocían de primera mano cuáles eran las 
prácticas que llevaban a cabo los mercaderes para no egistrar sus mercancías, pero la 
visita también evidenció que los ministros de la Casa no solo no tomaron cartas en el 
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asunto, sino que se opusieron a que se interviniera en los registros, fomentando el 
fraude que en teoría debían impedir y controlar.  
Pero si el control de los registros no era efectuado por los oficiales de la 
contaduría, la visita también evidenció que otros oficiales de la Casa que se encargaban 
de verificar que la carga de las embarcaciones se corr spondiera con los registros, como 
eran los visitadores de navíos, tampoco ejercían sus oficios con arreglo a las 
ordenanzas, o directamente no los ejercían. Los tres pu stos de visitadores de navíos 
habían sido perpetuados con anterioridad a la visita, dando lugar a que personas que no 
conocían el oficio y que percibían parte de su salario directamente de los maestres de 
naos, permitieran que los navíos fueran sobrecargados en una coyuntura en que los 
registros eran muy escasos.  
Por tanto, en el descenso de los registros de mercancías en esta coyuntura también 
es necesario tener en cuenta la forma de acceso a los cargos de la Casa mediante el 
mérito del dinero de personajes con intereses comercial s que no dudaron en aprovechar 
el desempeño de su oficio para favorecer sus negocios, perjudicando a otros cargadores 
a Indias, disminuyendo los registros y por consiguiente, provocando una menor 
recaudación de la avería.  
Pero la crisis de la avería no vino solamente por una menor recaudación de este 
gravamen al comercio, sino que también se vio influida por el encarecimiento de los 
despachos. En este sentido, planteamos que una mala distribución de lo recaudado 
también estaba detrás de las complicaciones de los despachos de las formaciones 
navales en esta coyuntura. El encarecimiento de los despachos también estuvo en 
relación con la venalidad de los cargos de la armada de la Carrera de Indias que, como 
acreditó la visita, fue la puerta de entrada en el sistema de provisión de armadas de 
personajes con intereses en los contratos de bastimentos, como el proveedor general o el 
veedor general de armadas, que aprovecharon sus puestos para hacerse con los 
contratos, aumentando el coste de los despachos y perjudicando a otros interesados en 
dichas transacciones.  
Como apuntamos, las perpetuaciones de oficios en la Casa en esta coyuntura 
estuvieron en relación con el incremento de las prácticas corruptas con el objeto de 
amortizar la inversión hecha en la compra de los puestos. No obstante, dichas 
perpetuaciones también pudieron convertirse en un régimen de arrendamientos que 
provocara que los arrendadores se excedieran en sus oficios con objeto de amortizar lo 
que pagaban en concepto de arrendamiento por servirlos cargos como tenientes de sus 
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propietarios. En concreto, en los arrendamientos de oficios de la Casa, hemos podido 
comprobar que existieron, además de excesos en el des mpeño de sus oficios por parte 
de los arrendadores con el objetivo referido, distintos tratos de favor hacia sus 
clientelas.  
Por tanto, parece innegable que las perpetuaciones de oficios de la Casa de la 
Contratación en las décadas antecedentes a la visittuvieron consecuencias nefastas 
para el funcionamiento de la institución, y propiciaron unos costes adicionales para 
aquellos personajes que necesitaban y acudían a la C s  de la Contratación a solicitar 
sus servicios, pues con objeto de amortizar sus inversiones y obtener ganancias 
adicionales, los oficiales de la Casa que habían comprado o arrendado sus oficios, en no 
pocas ocasiones se excedían en los derechos que cobraban a las partes que los 
necesitaban para sus negocios.  
No obstante, debemos de tener en cuenta que, aunque e  la visita quedó patente 
que los oficiales de la Casa que habían accedido venalm nte a sus empleos se salieron 
de los cauces del buen gobierno con objeto de obtener ganancias ilícitas en beneficio 
propio, no solamente basaron el ejercicio de sus cargos en el lucro personal, sino que 
también cumplieron los cometidos de sus oficios, no siempre con arreglo a las 
ordenanzas de la institución, pero sí haciendo que la Carrera de Indias siguiera 
funcionando. Por supuesto, se podría afirmar que esos comportamientos existían en la 
Casa antes de la venalidad, pero hemos constatado que el acceso venal generó un 
incremento de estas prácticas que podemos denominar corruptas y que tuvieron efectos 
nocivos en el aumento del fraude en esta coyuntura.  
Sin embargo, la rigurosidad y la extensión de la visita, que inspeccionó todas las 
salas y oficiales de la Casa, y cuyo análisis hemos estudiado en profundidad, nos 
permite afirmar que las desviaciones de la ley fueron casi generalizadas en la Casa de la 
Contratación, pues se extendió también entre aquellos oficiales que no habían accedido 
a sus empleos mediante el mérito del dinero. El caso más evidente fue la inspección que 
realizó Juan de Góngora sobre la labor ordinaria de la tesorería de la Casa. Con 
anterioridad a la visita de Góngora, y teniendo en cuenta los importantes alcances a los 
tesoreros anteriores a Andrés de Munibe, ya había quedado de manifiesto que los 
tesoreros habían contravenido las ordenanzas de la Cas en los procedimientos de 
entrada y salida de los caudales de la sala del tesoro de la Casa, además de haber usado 
parte de la hacienda del rey en sus “usos y negociaci nes propias”. Pero estas prácticas 
continuaron, pues la visita evidenció que no se cumplían las ordenanzas de la Casa en lo 
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relativo a la entrada y salida de los caudales de sala del tesoro. La tesorería de la Casa 
era “coto privado” del oficial mayor de la tesorería, Juan Muñoz de Dueñas, un 
personaje que contó con la confianza de los tesoreros desde 1630 y que, con el 
beneplácito de los que ostentaron el puesto de tesorero, hacía y deshacía a su antojo sin 
tener en cuenta lo dispuesto por las ordenanzas de la institución. Muñoz de Dueñas era 
la persona encargada de custodiar las llaves de las arc s, de recibir la plata de los 
maestres de plata, de vigilar el proceso de labrado del metal argentífero y de hacer los 
pagos de las libranzas a los asentistas y hombres de negocios. Pagos que hacía en la 
casa de la Moneda en contravención de la ordenanza que mandaba que se hicieran en la 
sala del tesoro de la Casa.  
Además, como han puesto de manifiesto diversos autores, entre ellos Álvarez 
Nogal, la tesorería de la Casa ya no era la oficina de pago predilecta para hacer efectivas 
las libranzas de los asentistas y hombres de negocios de la monarquía. En la visita 
quedó acreditado que no solo no lo era por la dispos ción anticipada del dinero en las 
cajas reales americanas, en las flotas, en la bahía de Cádiz o en particulares como el 
comprador de plata Bernardo de Valdés, sino también porque los procedimientos de 
pago que debían ejecutar los oficiales de la Casa con arreglo a lo que le dictaban las 
cédulas de las libranzas se hacían tarde debido a las omisiones en el control del recibo y 
labrado de la plata, lo que causaba un notable daño a la monarquía al correr los intereses 
de los asentistas y hombres de negocios. Además, en la visita quedaron demostrados los 
excesos de ciertos oficiales de la Casa que cobraban cohechos a los correspondientes de 
los asentistas y hombres de negocios por facilitar el pago de sus libranzas. Por tanto, la 
monarquía se vio obligada a derivar estos pagos hacia otras oficinas –cajas reales 
americanas, flotas, bahía de Cádiz o agentes particul es- a causa de los excesos y 
abusos de los oficiales de la Casa de la Contratación. 
Asimismo, como en anteriores visitas a la Casa, la gestión de la tesorería en 
relación a los bienes de difuntos volvió a estar manch da por la sombra de la 
corrupción. Los bienes que quedaban inaplicables, muchas veces debido a la inacción de 
los jueces de la Casa en las labores de búsqueda de los legítimos herederos, habían sido 
objeto de aprovechamiento de los tesoreros y de los jueces oficiales que se habían 
repartido importantes cantidades. Otra fuente de ganancias adicionales para los jueces 
oficiales en estos bienes de difuntos estuvo en que sacaban ciertas cantidades de los 
mismos antes de entregarlos a sus herederos, alegando que se habían destinado a misas 
y obras pías, pero que en realidad acababan en sus bolsillos. Por tanto, la hacienda de 
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bienes de difuntos fue utilizada de forma ilícita por ciertos jueces oficiales como una 
forma de obtener sumas adicionales a sus salarios en el desempeño de sus oficios.  
El buen gobierno de la justicia en la Audiencia de la Casa de la Contratación 
también fue puesto en entredicho por la visita. La inspección a la sala de justicia puso 
de manifiesto que un elemento crucial de la lucha contra el fraude en el comercio 
indiano como eran las causas de comisos estaba desvirtuado por un uso negligente de 
estos pleitos por los jueces letrados de la institución. Si al hecho de que los 
defraudadores utilizaban múltiples canales para introducir su plata y mercancías fuera 
de registro le sumamos que cuando eran localizadas no se aplicaba lo que dictaban las 
ordenanzas de la institución en las causas de comisos, el daño contra la Real Hacienda 
era doble. En numerosos pleitos de comisos revisados por la visita se pudo comprobar 
que los jueces letrados mandaron aplicar parte de la condena a los gastos de justicia sin 
estar facultados para ello. Además, fueron muchos los pleitos de comisos en los que los 
pleiteantes se vieron imposibilitados de acudir a la segunda instancia, que tocaba al 
Consejo de Indias en estos procesos, porque los oidres de la Casa entendían en grado 
de vista y revista sin tener facultad para ello, con objeto de que el producto de las 
sentencias engrosara la caja de gastos de justicia. S n embargo, no quedó acreditado que 
los oidores obtuvieran una ganancia personal directa de lo procedido de las sentencias 
que dictaron sin poder hacerlo, sino que con estas acciones beneficiaban a la bolsa de 
gastos de justicia en la que estaban consignados muchos de los salarios de la Casa y que 
en esta coyuntura se hallaba en un estado deficiente. Por tanto, derivando diversas 
cantidades para dicha bolsa, estaban beneficiando que los ministros de la Casa 
percibieran sus salarios. Un caso bien distinto fue el de la mala gestión de las condenas 
por proveídos de justicia, donde la visita demostró el aprovechamiento personal de los 
oidores de lo procedido de las condenas que dictaban por este mecanismo. Además, la 
visita a los jueces letrados sacó a la luz una relajación de las costumbres de los oidores, 
impropia de las virtudes que debían exhibir los artífices de la justicia. 
En relación a los contadores de avería, la visita evidenció la continuidad de las 
malas prácticas en su trabajo cotidiano entre visitas. Es decir, pese a que en la anterior 
visita a la Casa realizada por Francisco de Tejada y Mendoza entre 1615-1618 se 
dictaron nuevas normas para evitar la lentitud en los trabajos de censura y fenecimiento 
de las cuentas en las que entendía la contaduría de averías de la institución, a la altura de 
1642 no se habían guardado dichas normas emanadas de l  anterior visita y aquellos 
males se repitieron y volvieron a salir a la luz en la visita de Juan de Góngora. Esta 
570 
 
cuestión pone de manifiesto que de nada valía que una visita hiciera aflorar los 
problemas de la administración y se ordenaran nuevas instrucciones para la labor de los 
oficiales reales si no se ejecutaban y se controlaba luego que se estaban remediando 
aquellos problemas detectados. A su vez, si la labor de control y censura de las cuentas 
de las administraciones de la Casa era lenta e ineficiente, era más fácil para los oficiales 
reales cometer abusos en las administraciones de sucargo y más difícil para la corona 
reparar los abusos cometidos. 
Por lo que hace a la visita de los oficiales de la avería, es decir, aquellos que se 
encargaban de la gestión y cobro de este gravamen al comercio en la Casa de la 
Contratación, y que eran el receptor, pagador y contad r diputado de la avería, hemos 
constatado los perjuicios que causaba a la hacienda de la avería, y a la Real Hacienda, la 
unión de intereses y de personas que trabajaban en la Casa y en el Consulado. Esto 
quedó de manifiesto con la inspección a la gestión d recta de la Casa de la avería de la 
flota de Nueva España y los galeones de Tierra Firme de 1643, cuando el visitador 
demostró que se había utilizado dinero de la avería par  pagar las rentas que tenía 
situadas el Consulado en aquella hacienda por no haber dinero suficiente para las 
consignaciones. Esta fue una de las razones por las que, en las siguientes provisiones de 
receptor de la avería tras la visita, la Cámara de In ias pidiera que no fuera provisto 
para este oficio el receptor del Consulado, por ser incompatibles ambos oficios.  
Haciendo un balance general de los principales problemas que salieron a relucir 
en la visita de la Casa de la Contratación, podemos concluir que quienes accedieron a 
sus empleos mediante el mérito del dinero, además de ejercer sus oficios, se lucraron 
ilícitamente con desviaciones de la ley en el desempeño de sus cargos, como también 
ocurrió con los oficiales que arrendaron sus oficios a sus propietarios. A su vez, estos 
excesos y abusos contribuyeron al aumento del fraude en los registros de mercancías, 
pues cada vez menos comerciantes pasaban por la contaduría de la Casa a registrar el 
producto de su tráfico mercantil, perjudicando los ingresos fiscales de la corona. La 
visita también evidenció que los procedimientos de mal gobierno de ciertos oficiales de 
la institución, además de beneficiar a su lucro personal, en ciertas ocasiones, también 
acabaron beneficiando a los grandes comerciantes sevillanos, quienes encontraron entre 
los oficiales de la Casa unos aliados a la hora de defraudar los derechos reales. La unión 
de intereses entre los hombres del comercio y los oficiales de la Casa de la Contratación 
y las coincidencias de personas que trabajaban para amb s instituciones desempeñó un 
papel destacado en el aumento del fraude en los regi tros. De este modo, no debe 
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extrañar la defensa del proceder de los ministros de la Casa que hicieron comerciantes 
de la talla de Antonio del Castillo Camargo o Adriano de Legaso en sus deposiciones 
ante Juan de Góngora. 
Otra consecuencia que tuvo la corrupción de los oficiales de la Casa de la 
Contratación fue el daño a terceros actores del comercio que, debido a los excesivos 
derechos que debían abonar a los oficiales de la Cas , o bien, por las extorsiones a las 
que se veían sometidos cuando acudían a la Casa a tramitar sus negocios, sufrieron 
pérdida de rentabilidad en sus actividades comercial s. 
Por tanto, con hechos como los que acabamos de citar, parece evidente que la 
corona había perdido el control de ciertas parcelas de la Casa de la Contratación por la 
perpetuación de oficios, pero también, por la omisión e incumplimiento de las 
ordenanzas de los oficiales de la Casa, como fue el caso de la tesorería, cuya función de 
oficina de pago de la monarquía se estaba viendo también perjudicada por los 
procedimientos de sus oficiales. Daños como los causados por los oficiales de la 
tesorería en administraciones de su cargo, como los bienes de difuntos, eran difíciles de 
reparar si la contaduría de averías, encargada de tomar las cuentas de esta, y de otras 
administraciones de la Casa, era un tribunal inoperant , lento en sus acciones e incapaz 
de censurar las cuentas de las administraciones de su cargo de forma beneficiosa para la 
Real Hacienda. Y como colofón, la labor de apresto de las armadas en la Casa mediante 
la acción de los oficiales de la avería, cuyas vinculaciones con el Consulado eran 
evidentes a causa del tiempo en que la avería había estado bajo administración del 
órgano de gobierno de los comerciantes, distaba mucho de tener una buena gestión y un 
buen cobro de este derecho. Cuando la avería pasó a gestión directa por la Casa de la 
Contratación, siguió primando el beneficio de los que tenían sus rentas situadas sobre la 
avería, en su práctica totalidad comerciantes sevillanos, más que el buen gobierno de 
esta hacienda. 
A pesar de estas generalizaciones, hay que significar que en las sentencias de la 
visita quedaron expresadas otras muchas cuestiones que dibujaron un cuadro poco 
decoroso de la labor de los oficiales de la Casa, marcado por el incumplimiento de las 
ordenanzas de la institución. Las sentencias de la visita a la Casa de la Contratación 
fueron el culmen del proceso, donde quedaron confirmadas la mayoría de las 
acusaciones que hizo Juan de Góngora en sus pesquisas contra los ministros de la Casa, 
y donde resultaron condenados pecuniariamente la mayoría de los oficiales de la 
institución, algunos incluso privados de sus oficios. Además, también se consumieron 
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perpetuaciones de oficios que se habían enajenado en las décadas antecedentes y que en 
la visita quedaron demostradas las prácticas corruptas de sus compradores o sus 
tenientes, como fueron los oficios de proveedor general y veedor general de la armada 
de la Carrera de Indias.  
No obstante, en 1654 cuando fueron pronunciadas las entencias de la visita, los 
tiempos comenzaban a ser distintos en la Corte, y las acciones de cobranza de las 
condenas de la visita no se ejecutaron con el mismo rigor que las demás partes de la 
visita. Aun alcanzando las condenas a 44 oficiales de la Casa, los jueces de cobranzas 
en Sevilla solo pudieron extender sus acciones a 20 oficiales, que fueron los que 
pagaron sus condenas de forma íntegra. Ahora bien, el mecanismo de las composiciones 
de penas en forma de indultos, con unas diferencias enormes entre las cantidades a las 
que fueron condenados y las que finalmente acabaron pagando por sus condenas, se 
mostró como el más eficaz para cobrar al menos una parte de las sumas a las que fueron 
condenados algunos de los oficiales de la Casa. Sin embargo, mediante los indultos, la 
corona estaba, por un lado, restando importancia a los delitos cometidos, pues de facto 
aceptaba la comisión de semejantes transgresiones y, por otro lado, obtenía unos 
ingresos extraordinarios con sustanciosos servicios de dinero por este concepto. 
En relación a las reformas que llevó consigo la visita a la Casa de la Contratación, 
se dictaron nuevas reglas para tratar de corregir aquellos abusos que habían quedado 
acreditados en la inspección, y algunas de ellas se tradujeron en nuevos usos 
administrativos en la Casa y en nuevas leyes que pasaron con posterioridad a la 
Recopilación de Leyes de Indias. La reforma más importante tuvo que ver con los 
empleos de la armada de la Carrera de Indias, en un i te to, por un lado de frenar las 
prácticas corruptas de los propietarios de los oficios que encarecieron los despachos de 
las formaciones navales y, por otro, de aligerar la carga hacendística que tenía que 
soportar la Real Hacienda en concepto de avería. Asimismo, se intentó limitar la unión 
de intereses entre los oficiales de la Casa y el Consulado de Sevilla estableciendo una 
prohibición que pretendía que ningún oficial de la Casa trabajara para el Consulado.  
En suma, la visita de Juan de Góngora a la Casa de l  Contratación, propiciada 
por la coyuntura política de la monarquía, fue rigurosa y exhaustiva en sus 
procedimientos y sacó a la luz múltiples delitos de los oficiales de la institución 
reguladora del comercio indiano que pusieron de manifiesto la responsabilidad de 
dichos oficiales en los grandes males que aquejaban  l  Carrera de Indias. Por tanto, la 
visita evidenció la capacidad de la monarquía para intervenir en la vida política de la 
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Carrera de Indias en aras de la justicia y el buen gobierno. Aunque las sentencias 
pronunciadas por el Consejo de Indias en 1654 parecen indicar que se trató de castigar a 
los ministros de la Casa, pues casi ningún oficial se libró de ser condenado, solo 
aquellos que hicieron las transgresiones más flagrantes sufrieron el castigo de condenas 
severas. Los mecanismos de composición de las penasen forma de indultos funcionaron 
como una manera de percibir cierta cantidad de las condenas de los ministros que 
habían sido condenados a cantidades importantes, pero no se extendieron a los demás 
con penas inferiores.  
Así pues, todo parece indicar que el castigo per se no fue el objetivo prioritario, o 
al menos, no es lo que persiguió el Consejo de Indias cuando permitió que gran parte de 
los oficiales de la Casa condenados no pagaran sus condenas. Más bien, la visita trató de 
inquirir en qué ministros y oficiales de la Casa se habían salido de los cauces del buen 
gobierno, evaluar las consecuencias que estas transgresiones habían tenido en el 
funcionamiento de la Casa, indagar sobre los altos niveles de fraude existentes en el 
comercio en la coyuntura en que fue visitada la Casa, partar a dichos ministros del 
servicio al rey en la institución sevillana y dictar nuevas normas para que no volvieran a 
perpetrarse con tanta facilidad.  
En otro orden de cosas, un balance de la visita de Juan de Góngora al juzgado de 
Indias de Cádiz, dependiente de la Casa de la Contratación, nos permite concluir que en 
la coyuntura de la visita, en la que el fraude se incrementó considerablemente, la bahía 
gaditana fue un escenario más propicio para el mismo debido al menor control de las 
autoridades sevillanas. La institución del juzgado de Indias no fue ajena al fraude en el 
comercio indiano, sino que por el contrario quienes ej rcieron como jueces en Cádiz 
fueron activos comerciantes que fomentaron el fraude. En este caso, al igual que 
sucedió en la Casa, se pusieron de relieve las nefastas consecuencias que tuvo la 
perpetuación de este oficio en los años anteriores a la visita, dando lugar a que su 
propietario lo arrendara a un comerciante que no dudó en aprovechar el desempeño del 
mismo para sus propios fines comerciales, de modo que, al igual que ocurriera en 
Sevilla, acabó perjudicando los registros de mercancías, los ingresos fiscales que 
obtenía la corona y la recaudación de la avería. La visita demostró que gran parte del 
fraude existente en los registros de las naos que se d spachaban por el juzgado gaditano 
era provocado por las corruptelas del juez Pedro Fenández Moreno. En otra escala, en 
el procedimiento de la visita se percibió cómo la importancia de la ciudad gaditana en el 
marco del monopolio comercial con las Indias, más proclive a la internacionalización y 
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a la exportación, fue ganando posiciones con respecto a Sevilla mucho antes de lo que 
cierta historiografía ha destacado.  
 Por lo que respecta al Consulado, cuando esta institución mercantil trató de no 
ser comprendida en la visita de Juan de Góngora, el visitador, como buen conocedor de 
la realidad del comercio, debido a los años que llevaba en Sevilla ejerciendo como juez 
de comisión en asuntos relacionados con los fraudes qu  e cometían en el registro de la 
plata que llegaba a Sevilla y Cádiz, informó al Consejo que era necesario visitarlo por 
“lo que convenía a la buena administración de la justicia y a la reformación de los 
excesos que se entendía había habido en este juzgado y también para poner en 
observancia las órdenes y leyes del y castigar las contravenciones” 1507. Sin duda, aquí 
radican algunas de las motivaciones que propiciaron la visita del Consulado, pero en 
aquel informe al Consejo, Góngora fue más claro aun en otro aspecto, y es que 
“convenía estrechar la independencia con que procedían los ministros del Consulado en 
todo lo que estaba a su cargo”1508, es decir, restar autonomía al Consulado. Este asunto 
formaba parte del programa político del presidente del Consejo de Indias, el conde de 
Castrillo quien, tras la caída de Olivares, aspiraba  tener un mayor control sobre el 
núcleo mercantil sevillano. Que Castrillo deseaba tener influencia en Sevilla y en las 
administraciones del Consulado se demuestra también en que fue nombrado por el rey 
como juez conservador de la Lonja en 1644. 
La visita inquirió sobre personas poderosas que dominaron el tráfico indiano y 
sobre el órgano de gobierno de los comerciantes, y fiscalizó las funciones del 
Consulado y el funcionamiento interno del mismo. En las décadas antecedentes a la 
visita, la alta presión fiscal al comercio durante el valimiento de Olivares, amén de 
aumentar el fraude y la baja de los registros para eludir el pago de impuestos, 
contribuyó a que poderosos mercaderes que adelantaban l s sumas de dinero para hacer 
frente a los servicios pecuniarios solicitados por la corona se convirtieran en 
beneficiarios de unas rentas que gravaban a todo el comercio, aumentando así su 
influencia en todas las administraciones del Consulado que, a su vez, controlaban desde 
los puestos dirigentes del mismo. Es decir, en las décadas antecedentes a la visita, se 
produjo un proceso de patrimonialización del Consulado por parte de una camarilla de 
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mercaderes muy reducida. La inspección de Juan de Góngora tuvo como objetivo 
intervenir en dicho proceso de patrimonialización para romper el monopolio ejercido 
por ese grupo de dirigentes que se sucedían en los pue tos de mando del órgano 
mercantil y que acaparaban la gestión de rentas y derechos del mismo. La visita puso de 
manifiesto que estos dirigentes aprovecharon los cargos que ostentaban para obtener 
beneficios adicionales a sus negocios de las rentas que administraba el Consulado y de 
las cuales, en última instancia, eran los beneficiarios. Estar al frente del Consulado era 
un “negocio” para aquellos mercaderes que ocupaban estos cargos y esto quedó de 
manifiesto en las maniobras que llevaron a cabo para manipular las elecciones y 
conseguir ser elegidos como prior y cónsules, de modo que algunos de ellos se 
mantuvieron en los cargos durante más tiempo del permitido por las ordenanzas del 
Consulado. La intervención del visitador en las elecciones a prior y cónsul de 1647 fue 
clave para romper el monopolio ejercido en los cargos dirigentes por aquellos 
comerciantes que venían ocupando dichos cargos desde 1630.  
Formar parte del grupo dirigente que controlaba el Consulado reportaba 
provechos importantes a sus miembros en las negociaci nes con la corona, como 
ocurrió con la perpetuación del derecho de infantes en 1637, cuando el prior Andrés de 
Madariaga, el cónsul primero Antonio del Castillo Camargo, y personajes muy cercanos 
a ellos como Tomás de Mañara, Antonio Lorenzo de Andrade o Juan de la Fuente 
Almonte, quedaron como parte de los interesados en la renta perpetua de los 42.000 
ducados que se pagaban cada año a aquellos que prestaron su dinero a la corona en 1638 
para la perpetuación de dicho derecho. Pero más all de partir de una situación 
privilegiada a la hora de llevar a cabo negociaciones con la corona como la referida, las 
acusaciones de la visita, formuladas a quienes dirigieron el Consulado durante casi tres 
décadas, son una muestra de los pingües beneficios que podían obtener los mercaderes 
que ocupaban los cargos de prior y cónsules, de cuyo desempeño, obtenían 
extraordinarios beneficios más allá de sus salarios.  
Que la visita apenas supusiera un coste económico para los miembros del 
Consulado, y menos aún coste político o un freno en el ascenso social de los 
comerciantes visitados, puede deberse a las dificultades que se encontró Juan de 
Góngora en esta parte de la visita, materializadas en las numerosas trabas del Consulado 
a la inspección, en las protestas iniciales y las resistencias a ser visitados, en el intento 
de recusación del visitador, o de que la visita no fuera determinada en el Consejo de 
Indias, pero sobre todo también se debió al temor de los círculos gubernamentales a 
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seguir apretando al comercio sevillano y perder el favor de quienes, a la postre, se 
encontraban entre sus principales financieros.  
Las exiguas cantidades de las condenas a los dirigentes y otros oficiales del 
Consulado, la dificultad para poner cobro a las mismas, así como los mecanismos de 
negociación en forma de indultos que rebajaron sensibl mente la cuantía por la que 
habían sido condenados los priores y cónsules y otros ficiales que se acogieron a ellos, 
parece indicar que castigar los excesos de los ministros del Consulado no fue el objetivo 
principal de la visita. Más bien, por el contrario, se trató de reformar y poner coto a los 
abusos que habían provocado que una minoría de mercaderes muy poderosos se hiciera 
con el control del órgano mercantil, obteniendo beneficios de enorme calado de la 
gestión de las administraciones de su cargo. Al mismo tiempo, se pretendió dictar 
nuevas reglas que impidieran el monopolio que sobre la dirección y gestión del 
Consulado ejercían unas pocas personas.  
Estas reformas, destinadas a impedir que unos cuantos hombres poderosos del 
comercio se conformaran en un grupo reducido que se hizo con los puestos dirigentes 
del Consulado, aun quedando recogidas en la Recopilación de Leyes de Indias, parece 
que no fueron observadas y resultaron insuficientes para evitar futuros episodios de 
patrimonialización en el Consulado sevillano. Al resp cto, a principios del siglo XVIII, 
un mercader francés decía que el Consulado consistía en realidad en cuatro o cinco 
particulares que mantenían el comercio para sus propios intereses, que eran capaces de 
fijar la frecuencia de las flotas y que acaparaban todas las mercancías, por tanto, una 
situación muy similar a la ocurrida un siglo antes1509.  
Otro tipo de reformas, derivadas de las sentencias dadas contra los priores y 
cónsules, estuvieron destinadas a pequeños ajustes de funcionamiento del órgano 
mercantil, o directamente, quedaron en proyectos fru trados como el de las nuevas 
ordenanzas de 1649. Se puede afirmar que ninguno de l s aspectos reformistas de la 
visita alteró los fundamentos del Consulado.  
Por tanto, la visita, como mecanismo de control, se había mostrado muy débil en 
sus acciones contra el Consulado, pues la presión de la inspección y la coerción hacía 
los dirigentes del órgano mercantil no alteró la posición del Consulado como órgano 
rector de muchos aspectos de la Carrera de Indias. En los años que siguieron a la 
inspección, la monarquía siguió sirviéndose del Consulado en sus aprietos financieros, 
                                                
1509 Vila Vilar, «El poder del Consulado sevillano y los hombres del comercio en el siglo XVII: una 
aproximación»,  p. 7. 
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es decir, continuaron los servicios, las incautaciones forzosas de plata de particulares o 
la participación del Consulado en un donativo general n 1651. Por tanto, el programa 
reformista que Castrillo había intentado llevar a cabo se quedó en una ruptura 
momentánea de la camarilla dirigente y una serie de ap rcibimientos y reformas 
superficiales para que los abusos cometidos por los dirigentes del Consulado no se 
perpetraran con tanta facilidad. Tras el cierre de la visita en 1648, la coyuntura 
internacional no era favorable para acometer cambios estructurales en el Consulado, 
pues como afirmó Díaz Blanco, “el dinero de los cargadores seguía siendo tan necesario 
como antes y, de momento, eso era independiente a cualquier voluntad reformista”1510.  
El punto y final de aquel período de exacciones masivas por parte de la monarquía 
al comercio sevillano fue el motín de Feria de 1652 y, aunque los cargadores no 
participaron en él, sino que por el contrario lo reprimieron, en Madrid comprendieron 
que habían llegado demasiado lejos en su presión fiscal sobre el comercio sevillano1511. 
El trato mercantil con Indias llegó a una situación límite a finales de los años 50 del 
siglo XVII. Las dificultades para llegar a un nuevo asiento de avería, la caótica 
administración directa del apresto de las armadas y flotas, y la contracción del mercado 
americano, hicieron que muchos de los comerciantes qu  habían dirigido el Consulado y 
cuya gestión del órgano había recaído bajo la lupa inquisitiva de Góngora, comenzaran 
a diversificar sus negocios y evitar los grandes rigos del comercio. 
En suma, tras la visita de Juan de Góngora, la renovación entre los dirigentes del 
Consulado no supuso un cambio tendente a una reducción del fraude fiscal, más bien al 
contrario, siguió siendo un mal endémico en la Carrer  de Indias, los registros de plata 
siguieron maltrechos y, con la extinción del asiento de avería capitulado en 1640, la 
gestión directa de la corona se mostró caótica y, hasta la reforma de 1660 los vaivenes 
en esta materia fueron constantes y costosos, tantopara los pocos mercaderes que 
llevaban sus mercancías registradas como para la Real Hacienda. Si cambiamos la 
observación a la Corte, ni el valido Luis de Haro, ni Felipe IV mostraron las mismas 
preocupaciones que tenía el conde de Castrillo con respecto al comercio sevillano. 
Tanto el devenir de los acontecimientos en el seno de la Carrera de Indias, como la 
pérdida de poder de Castrillo a favor de su sobrino Luis de Haro, hicieron que la visita 
de Juan de Góngora, pese a rigurosa y exhaustiva en sus procedimientos, no obtuviera 
grandes frutos, ni económicos ni reformistas en relación al Consulado de Sevilla.  
                                                
1510 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 196. 





Un des principaux objectifs que nous nous sommes fixé  dès le tout début de notre 
enquête pour étudier la visite d’inspection de Juan de Góngora en 1642 à la Casa de 
Contratación et au Consulat de Séville, fut d’analyser en profondeur le contexte dans 
lequel elle eut lieu. L’étude d’une telle visite doit toujours porter une attention 
particulière au contexte et aux motivations qui l’ont engendrée. En effet, en tant que 
mécanismes de contrôle extraordinaires, ces deux éléments deviennent centraux dans 
l’objet d’étude. Nous sommes donc partis d’une hypothèse de base concernant l’état 
dans lequel se trouvaient les institutions inspectées, à savoir, la Casa de la Contratación 
et le Consulat de Séville, ainsi que celui des relations entre la Couronne et le commerce 
sévillan durant la période précédant l’inspection, afin de mieux comprendre les raisons 
qui conduisirent la Monarchie à ordonner l’inspection de ces institutions. 
La visite, au-delà de ce qui apparait dans les certifi ats de commissions, fut 
déterminée par un contexte de hausse de la fraude auquel la Flotte des Indes faisait alors 
face, à la suite d’une période de grande pression fiscale, comme ce fut le cas durant le 
valimiento d’Olivares, qui avait fait chuter les revenus fiscaux de la Couronne et les 
recettes de marchandises qui finançaient les armées de défense de la Flotte. Ceci avait 
pour effet de compliquer de plus en plus le maintien d  la structure d’un commerce 
alors soumis à une énorme pression fiscale, et qui devait pouvoir approvisionner ces 
mêmes armées, ce qui constituait un cercle vicieux q i nuisait grandement au 
commerce. L’année 1642 fut par ailleurs marquée par l’effondrement du régime de 
l’impôt avería, qui avait été signé entre la Couronne et le Consulat sévillan deux ans 
plus tôt. Ceci entraina la fin des régimes d’impôts qui étaient jusqu’alors en vigueur et 
initia une période de gestion directe de l’impôt par la Casa de Contratación, ce qui 
s’avérera coûteux et chaotique pour la Monarchie. Ainsi, la crise du régime 
d’imposition, dans les années qui précédèrent la visite d’inspection, eut un rôle crucial 
dans l’envoi par la Couronne d’un inspecteur, dans le but de contrôler et révéler les abus 
et les excès qui se produisaient alors au sein de son administration.                                                                                                                          
En outre, on suppose que l’augmentation de la fraude dans le commerce indien et 
la perte de contrôle de la part de la Monarchie sur la Flotte des Indes ne fut pas 
seulement due à la grande pression fiscale de la période olivariste, ni à l’unique 
responsabilité des commerçants, mais fut également due aux fonctionnaires de la Casa 
de Contratación, qui jouèrent un rôle important dans ces situations problématiques. En 
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effet, le système dit de « vénalité des charges », encore appelé vénalité des offices, en 
vigueur au sein de la Casa de Contratación durant les décennies précédant l’inspection, 
joua un rôle fondamental dans la perte de contrôle de la Monarchie sur diverses 
parcelles de l’institution sévillane ainsi que dans l’augmentation de la fraude, en ce sens 
qu’elle supposa l’entrée en jeu de personnages portant un intérêt sur le commerce 
américain – quand ils n’étaient pas directement des commerçants – et qui n’hésitaient 
pas à continuer de pratiquer des activités mercantiles depuis leurs nouveaux postes de 
ministres de la Monarchie. Ils enfreignaient ainsi  l’interdiction à laquelle étaient soumis 
les fonctionnaires de la Casa de participer au commerce. Les intérêts mutuels et les 
relations personnelles entre les fonctionnaires de la Casa et les commerçants, en plus de 
fragiliser le travail de l’institution sévillane, grandement influencé par la vénalité des 
charges, expliquaient également en partie la hausse de la fraude dans le commerce 
indien.   
Bien que ce contexte de fraude et de pression fiscale élevée fut caractéristique du 
valimiento d'Olivares, les efforts fournis pour faire face à ces problèmes n'auront pas 
mis fin à la privanza de Don Gaspar. Sa perte d'influence en matière de politique 
commerciale favorisa la position du Conseil des Indes, qui s'était opposé aux politiques 
olivaristes et, plus particulièrement, son président, l  comte de Castrillo, moins arrogant 
et plus déterminé à rétablir l'ordre qui avait été alt ré du temps du comte-duc et qui 
défendait une autre façon d’organiser le commerce de Séville. La visite de Juan de 
Góngora ne représentait ainsi qu'une mesure supplémentaire dans le programme 
réformateur que le comte de Castrillo tenta de mettre n œuvre à partir de 1642, et qui 
s'inscrivait dans le cadre des grands débats qui se déroulaient à la Cour à cette époque 
concernant le renforcement des contrôles sur la fraude, l'arrêt de la saisie forcée de 
l'argent, la limitation de l'octroi de ressources naturelles pour le commerce avec les 
Indes ou encore la réduction de la charge fiscale pr l’impôt avería. Les discussions 
visaient à rétablir le contrôle de la Monarchie surles institutions commerciales et à 
freiner plus rigoureusement la fraude, qui battait des records.  
Si la mise en contexte des motivations de l’inspection est cruciale pour aborder 
son analyse, il n'est pas moins important d'approfondir la figure de l’inspecteur. Pour ce 
faire, nous partons d'une étude de la carrière de Juan de Góngora au service de la 
Monarchie et constatons que dès 1640, Góngora, depuis sa position d’auditeur à 
l'Audiencia de Grados de Séville, commença à être commissionné par le synode indien 
dans le but de mettre un terme à l'un des principaux roblèmes de la Flotte des Indes à 
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cette époque: la fraude intense dans les registres de marchandises, ainsi que celle 
présente dans les registres de l'argent qui arrivait à Cadix et à Séville. Ces commissions 
avaient plusieurs objectifs : enquêter sur les plaintes parvenues au Conseil des Indes qui 
indiquaient que les navires étaient surchargés et les registres très pauvres, ainsi que 
vérifier la connivence entre fonctionnaires de la Casa de Contratación, étant donné que 
les plaintes les désignaient comme participants aux fraudes. Mais surtout, l'objectif 
principal était de suivre et/ou de recouvrer la fraude commise sur l'argent au retour des 
flottes avec les fameuses cédulas de manifestaciones, une taxation extraordinaire qui 
remplaçait dans une large mesure la taxation ordinai e du commerce en raison des 
niveaux élevés de fraude. Juan de Góngora avait démontré dans ces commissions qu’il 
était nécessaire d’appliquer des mécanismes plus efficaces pour révéler une plus grande 
quantité d'argent dissimulé, car les cédulas de manifestaciones n'empêchaient pas 
l'utilisation par les fraudeurs de multiples canaux pour faire passer leur argent tout en 
échappant aux contrôles de la Real Hacienda. Le commissaire diligent se présenta 
devant le Conseil des Indes en tant qu’expert de la situation commerciale et de ses 
problèmes, modifiant les fonctions des fonctionnaires de la Casa de la Contratación qui 
se limitaient jusqu’alors à la tâche de réception des flottes. Il demanda à ce que soient 
conférés de plus grands pouvoirs à la Real Hacienda pour pouvoir exercer les 
commissions avec plus de rigueur et proposa des réformes et des procédures plus 
rigoureuses pour lutter contre la fraude, des mesures qui furent toutes bien accueillies 
par le synode indien. Ces éléments, auxquels s'ajoute le fait que Juan de Góngora 
appartenait à la clientèle du tout-puissant comte de Castrillo, sont donc à l'origine de sa 
nomination comme inspecteur des institutions du commerce de Séville en 1642. 
Après avoir analysé, d’une part, le contexte ayant donné lieu à l’inspection et 
d’autre part, la figure de l’inspecteur, élément essentiel de notre enquête, essayons à 
présent d’étudier l'impact que l’enquête de Juan de Góngora put avoir sur la politique 
commerciale que Castrillo voulut imposer après la chute d'Olivares, ou pour parler 
autrement, dans quelle mesure il a pu influencer le rétablissement de l’équilibre du 
marché de la Flotte des Indes, qui avait été mis à mal pendant la période de forte 
pression fiscale du valimiento de Olivares.  
La Casa de la Contratación continuait d’être à ce stade un organe clé pour donner 
une nouvelle orientation à la politique commerciale de la Monarchie, et c'est pourquoi 
son inspection était essentielle afin d’enquêter sur les failles du commerce. Nous nous 
sommes donc demandé comment les maux qui affligeaient la Flotte des Indes avaient 
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été perçus lors de la visite de la Casa, jusqu’à quel point la Couronne avait perdu de son 
contrôle sur l'institution qui réglementait le commerce, dans quelle mesure la 
responsabilité des fonctionnaires inpsectés était engagée dans cette perte de contrôle, et 
enfin si toutes ces questions transparaissaient dans l'étude des procédures menée par 
l’enquêteur lors de sa visite à la Casa de la Contratación.  
Nous avons émis l'hypothèse que la Monarchie avait cessé d'avoir sous son 
contrôle divers domaines de l'administration de la Casa de la Contratación en raison, 
entre autres, du maintien en place d’offices ayant porté préjudice à son fonctionnement 
durant les décennies précédant l’inspection. Nous nous nous sommes demandé si ce 
problème avait eu un impact significatif sur l'augmentation de la fraude dans les 
registres des marchandises. À cet égard, nous constat  que la fraude, si souvent 
imputée à la seule attitude des commerçants face à la forte pression fiscale, comptait 
également dans les rangs de la Casa des fonctionnaires qui étaient prêts à la faciliter et à 
en tirer profit. Avec le système de vénalité des offices, l'accès vénal à la Casa de 
personnes ayant des intérêts dans le commerce et occupant des postes de responsabilité 
dans l'institution, eut des conséquences désastreuses qui furent accréditées lors de 
l’inspection, comme ce fut le cas du comptable Diego de Villegas. Il fut en effet 
démontré que, depuis sa position de pouvoir à la Casa, dont dépendaient des questions 
aussi importantes que l'envoi de documents aux capitaines de navires, Villegas 
extorquait les propriétaires et les capitaines de navires afin qu'ils fassent passer ses vins 
vers les Indes, sans payer de fret ni de taxe, et en faisant disparaitre des registres toute 
traçabilité du produit. Cette affaire, en plus de souligner l'un des effets les plus néfastes 
du système de la vénalité des charges, puisque les acheteurs avaient recours à des 
pratiques illicites afin d’amortir leurs investissem nts, constitue aussi un exemple des 
plus clairs des abus causés par la corruption d'un fonctionnaire de la Casa. En plus de 
passer des contrats avec les Indes, ce qui lui était in erdit parce qu'il était ministre de la 
Monarchie dans l'institution de Séville, Diego de Villegas avait fraudé les droits royaux, 
abusé de son autorité au détriment évident des tiers, fraudé la comptabilité et convertit 
les employés qui travaillaient au sein du bureau le plus important de la Casa, en 
collecteurs pour sa propre poche et celle de ses fonctionnaires. 
Une autre conséquence de la perpétuation des principaux offices de la Casa de la 
Contratación a été que, parallèlement à la vente de l’office principal, les offices 
subordonnés, qui dépendaient de la nomination du titulaire de l’office, furent privatisés. 
L’inspection montra que certains agents subordonnés du ervice comptable de la Casa, 
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comme le responsable des registres, qui avait un rôle fondamental dans les procédures 
d'enregistrement des marchandises dans un contexte où les registres brillaient par leur 
absence, étaient également entachés de corruption dans l'exercice de leur fonction. 
L’enquête révéla en effet que le responsable des regi t s facturait pour chaque feuille 
d'enregistrement, des montants plus élevés que les frais de comptabilité prévus, ce qui 
dissuadait les commerçants de faire enregistrer leurs marchandises pour ne pas avoir à 
payer ce coût extraordinaire. L'enquête montra clairement que les comptables et autres 
fonctionnaires de la Casa de Contratación savaient p rtinemment quelles étaient les 
pratiques utilisées par les commerçants pour éviter l' nregistrement de leurs 
marchandises, mais la visite montra également que les ministres de la Casa, non 
seulement n’avaient pas pris de mesures pour lutter contre ces pratiques, mais qu’ils 
s’étaient également opposés à toute intervention de contrôle des registres, encourageant 
ainsi la fraude qu'ils étaient censés prévenir et con rôler.  
Par ailleurs, si le contrôle des registres n'était p s effectué par les comptables 
comme il devait l’être, l’inspection révéla également que d'autres fonctionnaires de la 
Casa n’exerçaient pas non plus leurs fonctions d’une manière conforme aux 
ordonnances, voire, ne les exerçaient pas du tout. C’était le cas notamment des visiteurs 
de navires, agents chargés de vérifier que les cargaisons des navires correspondaient aux 
enregistrements. Les trois postes de visiteurs de navires avaient été renouvelés avant 
l’inspection, et avaient été occupés par des personnes qui ne connaissaient pas le métier 
et qui recevaient une partie de leur salaire directement des capitaines, ce qui permettait 
de surcharger les navires à une époque où les registres étaient très rares. 
Ainsi, concernant le déclin des registres de marchandises dans cette conjoncture, 
il est également nécessaire de tenir compte des moyens d'accès aux postes de la Casa, 
par le mérite de l’argent. Avec le système de vénalité des offices, des personnes ayant 
des intérêts commerciaux n’hésitaient pas à profite du développement de leur 
commerce pour avantager leurs affaires, tout en nuisa t à d'autres expéditeurs vers 
l'Inde, en réduisant les registres et en affectant ainsi la collecte de l’impôt.  
Néanmoins, la crise de l’impôt avería ne fut pas seulement due à une moindre 
perception de cette taxe sur le commerce, mais également influencée par l'augmentation 
du prix des dédouanages. En ce sens, il est probable dans cette conjoncture qu'une 
mauvaise distribution des collectes ait par ailleurs été à l'origine de complications dans 
les dédouanages du chantier naval. L'augmentation du coût des offices fut, elle aussi, 
liée à la vénalité des charges au sein de la Marine de la Flotte des Indes, qui, comme le 
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montra l’inspection, avait représenté la porte d'entrée au système d'approvisionnement 
des marines, pour des personnes ayant des intérêts dans les contrats de ravitaillement. 
Le fournisseur général ou encore le superviseur général des marines, profitaient par 
exemple de leur position pour obtenir des contrats, ugmentant le coût des offices et 
portant ainsi préjudice à d'autres personnes intéress es par ces transactions.  
Comme nous l'avons souligné, la perpétuation des offices au sein de la Casa était 
étroitement liée à la hausse de la corruption, dans le but d'amortir l'investissement 
réalisé dans l'achat des offices. Cependant, ces perpétuations se convertirent également 
en un régime de locations qui conduisait alors les bailleurs à outrepasser leurs propres 
offices, afin d'amortir ce qu'ils payaient en loyer pour avoir servi d’adjoint à leurs 
propriétaires. Plus précisément, dans le cas de la location des offices de la Casa, nous 
avons pu vérifier qu'en plus des abus commis dans l'exécution de leurs offices, ces 
bailleurs offraient par ailleurs divers traitements de faveur à leurs clients.  
Par conséquent, il semble indéniable que la perpétuation des offices de la Casa 
durant les décennies précédant l’inspection eut des conséquences néfastes sur le 
fonctionnement de l'institution et entraina des coûts supplémentaires pour les personnes 
qui avaient besoin de ses services, et se rendaient à la Casa pour les solliciter. En effet, 
dans le but d'amortir leurs investissements et d'obtenir des bénéfices supplémentaires, 
les fonctionnaires de la Casa qui avaient soit acheté, soit loué leur office, dépassaient 
bien souvent les honoraires qu'ils facturaient aux parties, qui en avaient besoin pour leur 
commerce. 
Cependant, il convient de garder à l'esprit que bien qu'il soit apparu clairement au 
cours de l’enquête que les fonctionnaires de la Casa ayant vénalement accepté leur 
office, participaient à la hausse de la corruption afi d’en tirer des profits illicites, ces 
derniers, en plus de baser l'exercice de leur office sur leurs gains personnels, ne 
s'acquittaient pas toujours des devoirs que leur conférait leur office, conformément aux 
ordonnances de l'institution. Ils maintenaient néanmoi s la Flotte de Indes en 
fonctionnement. Bien sûr, on pourrait dire que ces omportements existaient déjà au 
sein de la Casa avant l'accès vénal, mais il fut constaté que l'accès vénal avait généré 
une augmentation de ces pratiques, que nous pouvons qualifier de corrompues et qui 
eurent des effets dévastateurs  sur l'augmentation de la fraude dans cette conjoncture.  
Cependant, la rigueur et l'extension des pratiques de contrôle de l’enquête, qui 
permit d'inspecter toutes les salles et tous les offices de la Casa, et dont nous avons 
étudié l'analyse en profondeur, nous permet d'affirmer que les dérogations à la loi 
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étaient presque généralisées dans la Casa de la Contratación, puisqu'elles s'étendaient 
également aux fonctionnaires qui n'avaient pas accédé à leur office par le mérite de 
l'argent. Le cas le plus évident est celui de l'inspection effectuée par Juan de Góngora 
sur le travail ordinaire de la trésorerie de la Casa. Avant la visite de Góngora, et compte 
tenu de l'importante portée des trésoriers antérieurs à Andrés de Munibe, il était déjà 
clair que les trésoriers avaient enfreint les ordonnances de la Casa dans les procédures 
d'entrée et de sortie de la Chambre du trésor de laCas , en plus d'avoir utilisé une partie 
du domaine du roi pour leurs "propres usages et négociations". Mais ces pratiques 
continuèrent, puisque l’enquête montra que les règles de la Casa sur l'entrée et la sortie 
de fonds dans la Chambre du trésor n'étaient pas respectées. Le trésor de la Casa était 
une "chasse gardée" du Haut fonctionnaire du Trésor, Juan Muñoz de Dueñas, qui avait 
la confiance des trésoriers depuis 1630 et qui, avec l'approbation de ceux qui occupaient 
le poste de trésorier, faisait et défaisait selon son gré, sans tenir compte des dispositions 
des ordonnances de l'institution.  
Muñoz de Dueñas était la personne chargée de garder les clés des coffres, de 
recevoir l'argent des maîtres d'argenterie, de superviser le processus de travail de 
l'argent et de faire les paiements de la livre sterling aux fournisseurs et aux hommes 
d'affaires. Paiements effectués à la Chambre de la monnaie en violation de l'ordonnance, 
qui ordonnait qu'ils soient effectués dans la Chambre du trésor de la Casa. 
En outre, comme l'ont montré divers auteurs, dont Álvarez Nogal, la Chambre du 
trésor de la Casa n'était plus l’office de paiement privilégié pour le traitement des dettes 
des fournisseurs et des hommes d'affaires de la Monarchie. Au cours de l’inspection, il 
est apparu clairement que ce n'était non seulement pas le lieu privilégié, du fait du 
paiement anticipé de l'argent dans les caisses royales américaines, dans les flottes, dans 
la baie de Cadix ou chez des particuliers comme l'acheteur d'argent Bernardo de Valdés, 
mais également que les procédures de paiement que devaient effectuer les 
fonctionnaires de la Casa, conformément à ce qu’exigeaient les cédules, étaient faites 
avec du retard en raison des omissions dans le contrôle de la réception et du travail de 
l'argenterie, ce qui causait un préjudice notable à a Monarchie, celle-ci devant alors 
gérer les intérêts des fournisseurs et des hommes d'affaires. En outre, l’inspection 
démontra les abus de certains fonctionnaires de la Casa qui facturaient des pots-de-vin 
aux correspondants des fournisseurs et des hommes d'affaires pour faciliter le paiement 
de leurs dettes. Par conséquent, la Monarchie se voyait contrainte de détourner ces 
paiements vers d'autres bureaux - les caisses royales américaines, les flottes, la baie de 
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Cadix ou des agents privés- en raison des excès et des abus des fonctionnaires de la 
Casa de Contratación. 
De même, comme lors de précédentes visites de contrôle à la Casa, la gestion de 
la trésorerie concernant les biens des défunts, fut une fois de plus entachée par l'ombre 
de la corruption. Les avoirs qui restaient inapplicables, souvent en raison de l'inaction 
des juges de la Casa dans la recherche des héritiers légitimes, étaient saisis par les 
trésoriers et les juges officiels qui se partageaient d s sommes importantes. Une source 
de profit supplémentaire que ces juges officiels retirai nt de ces successions de défunts, 
consistait pour eux à en extraire une certaine quantité avant de les remettre à leurs 
héritiers, en prétendant qu'elles étaient destinées à des messes et des œuvres pieuses, 
alors qu'elles finissaient en réalité dans leurs poches. Ainsi, la succession du défunt était 
utilisée illégalement par certains juges officiels comme un moyen d'obtenir des revenus 
supplémentaires à leur salaire dans l'exercice de lurs fonctions.  
La bonne gouvernance de la justice dans l'Audience de la Casa de la Contratación 
fut également remise en question à l’issue de la visite d’inspection. L'inspection du 
palais de justice révéla qu'un élément aussi crucial de la lutte contre la fraude dans le 
commerce indien, que celui des affaires de saisie, était miné par un usage négligent de 
ces procès par les juges de l'institution. Si l’on ajoute au fait que les fraudeurs utilisaient 
de multiples canaux pour introduire leur argent et leurs biens en dehors du registre, le 
fait que lorsqu'ils étaient localisés, ce qui était dicté par les ordonnances de l'institution 
dans les cas de confiscations, n'était pas été appliqué, le préjudice contre la Real 
Hacienda était alors double. Dans de nombreuses affaires de saisie examinées au cours 
de la visite, il fut constaté que les juges avaient ordonné qu'une partie de la peine soit 
appliquée aux frais de justice sans y être habilités. En outre, il y eut de nombreux cas de 
saisie dans lesquels les plaignants n'avaient pas pu aller en deuxième instance, c'est-à-
dire au Conseil des Indes, parce que les auditeurs de la Casa auditionnaient le degré 
d'audition et d'examen sans en avoir le pouvoir, de façon à ce que le produit des 
condamnations gonfle le fonds des frais de justice. Toutefois, il ne fut pas accrédité que 
les auditeurs aient obtenu un gain personnel direct du produit des peines prononcées, 
mais plutôt que ces actions bénéficiaient au fonds des frais de justice, qui consignait une 
grande partie des salaires de la Casa et qui, dans ce contexte, se trouvait en déficit. En 
détournant divers montants pour ce fonds, ils faisaient ainsi en sorte que les ministres de 
la Casa couvrent leurs salaires. Un cas très différent fut celui de la mauvaise gestion des 
condamnations par les prestataires de justice, puisque l’inspection démontra que par ce 
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mécanisme, les auditeurs tiraient profit du produit es peines qu'ils prononçaient. En 
outre, l’inspection des juges officiels mit en lumière un assouplissement des coutumes 
des auditeurs, non conforme aux vertus que devaient présenter les artisans de la justice. 
En ce qui concerne les comptables fiscaux, la visite montra la persistance des 
mauvaises pratiques dans leur travail quotidien entre les visites. C'est-à-dire que, en 
dépit du fait que lors de la précédente visite d’inspection de Francisco de Tejada et 
Mendoza à la Casa, entre 1615 et 1618, de nouvelles règles avaient été dictées pour 
éviter la lenteur dans le travail de censure et effac ment des comptes, qui comprenaient 
la comptabilité des impôts de l'institution, en 1642, ces règles issues de la précédente 
visite n'avaient pas été maintenues et les problèmes qui se répétaient furent à nouveau 
mis en évidence lors de la visite de Juan de Góngora. Cette question montra qu'il était 
inutile de révéler à l’issue d’une visite les problèmes de l'administration et d’ordonner 
de nouvelles instructions pour le travail des fonctionnaires royaux, si ces dernières 
n'étaient pas exécutées et contrôlées après que les problèmes détectés n’aient été 
résolus. Par ailleurs, si le travail de contrôle et de censure des comptes des 
administrations de la Casa était lent et inefficace, il était plus facile pour les officiers 
royaux de commettre des abus dans les administrations à leur charge, et plus difficile 
pour la Couronne de réparer les abus commis. 
Concernant la visite aux agents de l’impôt avería, c'est-à-dire, ceux qui étaient 
responsables de la gestion et de la perception de cet impôt sur le commerce dans la Casa 
de la Contratación, autrement dit, le percepteur, le payeur et le comptable adjoint de 
l’impôt, nous avons constaté les dommages que les conflits d’intérêts chez des 
personnes qui travaillaient au sein de la Casa et du Consulat, causaient à la Real 
Hacienda. Ceci ressortit clairement lors de l'inspection concernant la gestion directe par 
la Casa, des impôts de la flotte de la Nouvelle Espagne et des galions de Tierra Firme en 
1643, lorsque l’inspecteur démontra que l'argent de l’impôt avait été utilisé pour payer 
les rentes que le Consulat plaçait sur ce domaine parce qu'il n'y avait pas assez d'argent 
pour les consignations. C'est l'une des raisons pour lesquelles, dans les provisions 
suivantes du percepteur de l’impôt après la visite, la Chambre des Indes demanda à ce 
que le percepteur du Consulat ne soit pas en charge de c t office, les deux bureaux étant 
incompatibles. 
En faisant le bilan des principaux problèmes mis en lumière lors de la visite à la 
Casa de la Contratación, nous pouvons conclure que ce x qui avaient accédé à leur 
emploi par le mérite de l'argent avaient, en plus d'exercer leurs fonctions, profité de 
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manière illégale d'écarts à la loi dans l'exercice de leurs fonctions, comme cela s'est 
également produit avec les agents qui louaient leurs offices à leurs propriétaires. Ces 
excès et abus à leur tour contribuèrent à l'augmentatio  de la fraude dans les registres 
des marchandises, car de moins en moins de commerçants p ssaient par le bureau de 
comptabilité de la Casa pour enregistrer le produit e leur trafic commercial, ce qui 
nuisait aux recettes fiscales de la Couronne. La visite a également montré que les 
mauvaises procédures de gouvernance de certains fonction aires de l'institution, en plus 
de profiter à leurs intérêts personnels, finissaient également à certaines occasions par 
profiter aux grands commerçants sévillans, qui trouvaient parmi les fonctionnaires de la 
Casa des alliés lorsqu'il s'agissait de frauder les droits royaux. L'union des intérêts entre 
les hommes de commerce et les agents de la Casa de la Contratación ainsi que les 
coïncidences de personnes travaillant pour les deux institutions jouèrent un rôle 
important dans l'augmentation de la fraude dans les registres. Ainsi, il n'est pas 
surprenant que les ministres de la Casa aient défenu, dans leurs dépositions devant 
Juan de Góngora, les actions de commerçants de l'envergure d'Antonio del Castillo 
Camargo ou d'Adriano de Legaso. 
Une autre conséquence de la corruption des agents d la Casa de la Contratación 
fut le préjudice causé aux tiers impliqués dans le commerce qui, en raison des droits 
excessifs qu'ils devaient payer aux agents de la Cas , ou en raison de l'extorsion dont ils 
faisaient l'objet lorsqu'ils se rendaient à la Casa pour traiter leurs affaires, connurent une 
perte de rentabilité dans leurs activités commerciales. 
Par conséquent, avec des faits comme ceux qui viennent d'être cités, il semble 
évident que la Couronne avait perdu le contrôle de certains domaines de la Casa en 
raison des perpétuations d’offices, mais aussi, en raison de l'omission et du non-respect 
des règles par les fonctionnaires de la Casa, comme ce fut le cas pour la trésorerie, dont 
la fonction de bureau de paiement de la Monarchie était galement mise à mal par les 
agissements de ses fonctionnaires. Des dommages tels que ceux causés par les agents de 
trésorerie dans les administrations à leur charge, tels que les biens des défunts, étaient 
difficiles à réparer si la comptabilité de l’impôt, chargée des comptes de cette 
administration et de ceux d'autres administrations de la Casa, était en réalité un tribunal 
inopérant, lent dans ses actions et incapable de censur r les comptes des administrations 
à sa charge d'une manière qui soit profitable à la Re l Hacienda. Et pour couronner le 
tout, le travail de préparation des flottes de la Casa par les agents de l’impôt, dont les 
liens avec le Consulat étaient évidents en raison du temps durant lequel l’impôt avait été 
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sous l'administration de l'organe directeur des commerçants, était loin d'être bien géré et 
bien respecté. Quand la gestion de l’impôt passa directement aux mains de la Casa, elle 
continua de profiter au bénéfice de ceux dont les revenus étaient issus de l’impôt, des 
commerçant sévillans pour la plupart, plutôt que de primer sur la bonne gestion du 
Trésor. 
En dépit de ces généralisations, il convient d'observer que les rapports de la visite 
exprimèrent de nombreux autres points qui dressèrent une image peu flatteuse du travail 
des fonctionnaires de la Casa, marquée par le non-respect des ordonnances de 
l'institution. Les sentences de la visite d’inspection de la Casa de la Contratación furent 
le point culminant du processus. La plupart des accusations portées par Juan de 
Góngora dans ses enquêtes contre les ministres de la Casa furent confirmées, et la 
plupart des fonctionnaires de l'institution furent condamnés financièrement. Certains se 
trouvèrent même privés de leur poste. Par ailleurs, on mit fin à certaines perpétuations 
d'offices qui avaient été aliénés au cours des décennies précédentes et dont l’inspection 
démontra les pratiques de corruption de leurs acheteurs ou de leurs adjoints, comme les 
offices du fournisseur général et du surveillant général de la marine de la Flotte des 
Indes. 
Cependant, en 1654, lorsque les sentences suite à l’ nspection furent prononcées, 
les temps commençaient à changer à la Cour, et les actions pour le recouvrement des 
condamnations de la visite ne furent pas exécutées av c la même rigueur que les autres 
parties de la visite. Alors que les condamnations furent prononcées envers 44 agents de 
la Casa, seuls 20 fonctionnaires payèrent la totalié de leur peine. Cependant, le 
mécanisme de composition des peines, incluant les grâces, avec des différences de taille 
entre les montants des condamnations et ce qui était finalement payé par les condamnés, 
s'avéra des plus efficaces pour collecter au moins une partie des sommes auxquelles 
certains fonctionnaires de la Casa furent condamnés. Néanmoins, par le biais des grâces, 
la Couronne minimisait d'une part l'importance des crimes commis, puisqu'elle acceptait 
de facto la pratique de ces transgressions, et d'autre part, elle obtenait par ce moyen des 
revenus extraordinaires. 
En ce qui concerne les réformes que la visite de la Casa de la Contratación 
entraîna, de nouvelles règles furent publiées pour tenter de corriger les abus qui avaient 
été révélés lors de l'inspection, et certaines d'entre elles se traduisirent par de nouveaux 
usages administratifs dans la Casa et de nouvelles lois qui furent adoptées après la 
Compilation des lois des royaumes des Indes. La réforme la plus importante concerna 
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les emplois de la marine de la Flotte des Indes, dans le but, d'une part, de freiner les 
pratiques de corruption des propriétaires des offices qui rendaient les offices des 
formations navales plus chers et, d'autre part, d'alléger la charge que la Real Hacienda 
devait supporter en termes d'impôts. De même, on tenta de limiter les conflits d'intérêts 
entre les fonctionnaires de la Casa et du Consulat de Séville en interdisant à tout 
fonctionnaire de la Casa de travailler pour le Consulat. 
En résumé, la visite de Juan de Góngora à la Casa de l  Contratación, influencée 
par la situation politique de la Monarchie, fut rigoureuse et exhaustive dans ses 
procédures et mit en lumière de multiples délits commis par des agents de l'institution 
régulatrice du commerce indien, délits ayant à leurto  révélé la responsabilité de ces 
agents dans les problèmes dont souffrait la Flotte des Indes. L’inspection montra donc 
la capacité de la Monarchie à intervenir dans la vie politique de la Flotte des Indes, dans 
l'intérêt de la justice et de la bonne gouvernance. Mais bien que les sentences 
prononcées par le Conseil des Indes en 1654 semblèrent indiquer qu'une tentative avait 
été faite pour punir les ministres de la Casa, puisque presque aucun officier ne fut 
épargné par la sentence, seuls ceux qui avaient commis les transgressions les plus 
flagrantes furent condamnés à des peines sévères. Les mécanismes de composition des 
peines sous forme de grâces fonctionnèrent comme un moyen de collecter un certain 
nombre de condamnations de ministres, qui avaient été condamnés à des sommes 
importantes, mais ils ne furent pas étendus à d'autres ayant eu des peines moins élevées.  
Ainsi, tout semble indiquer que la punition en soi n'était pas l'objectif prioritaire, 
ou du moins, ce ne fut pas l'objectif poursuivi parle Conseil des Indes, qui permit à un 
grand nombre de condamnés de la Casa de ne pas payer leurs peines. La visite eut plutôt 
pour but d'enquêter sur les ministres et les fonctinaires de la Casa qui étaient sortis 
des canaux du bon gouvernement, d'évaluer les conséquences que ces transgressions 
avaient eues sur le fonctionnement de la Casa, d'enquêter sur les niveaux élevés de 
fraude existant dans le commerce au moment de la visite de la Casa, de retirer ces 
ministres du service du roi dans l'institution de Séville et de dicter de nouvelles 
réglementations afin qu'elles ne soient plus aussi facilement perpétrées.  
Par ailleurs, l'examen de la visite de Juan de Góngora au Tribunal des Indes de 
Cadix, dépendant de la Casa de la Contratación, nous permet de conclure que dans le 
cadre de cette visite, celui d'une fraude ayant considérablement augmenté, 
l’examination de la baie de Cadix lui fut plus favorable, en raison du moindre contrôle 
des autorités de Séville. L'institution de la Cour des Indes n'était pas étrangère à la 
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fraude dans le commerce indien, mais au contraire, ceux qui servaient de juges à Cadix 
étaient des commerçants actifs qui encourageaient la fraude. Dans ce cas, comme dans 
celui de la Casa, les conséquences néfastes de la perpétuation d’un office au cours des 
années précédant la visite furent mises en évidence, ce qui conduisit son propriétaire à 
le louer à un commerçant qui n'hésita pas à profite de sa prestation pour ses propres 
fins commerciales, de sorte que, comme à Séville, il finit par porter préjudice aux 
registres des marchandises, aux recettes fiscales obtenues par la Couronne et à la 
perception de l’impôt. L’inspection montra qu'une grande partie de la fraude dans les 
registres des navires envoyés par le tribunal de Cadix était due à la corruption du juge 
Pedro Fernández Moreno. À une autre échelle, la procédure de la visite démontra 
l'importance de la ville de Cadix dans le cadre du monopole commercial avec les Indes, 
celle-ci étant plus encline à l'internationalisation et aux exportations, elle commença à 
gagner du terrain par rapport à Séville bien avant que certains historiens ne le 
soulignent. 
En ce qui concerne le Consulat, cette institution mercantile tenta d’être exclue de 
l’enquête de Juan de Góngora. Mais ce dernier, en bon connaisseur de la réalité du 
commerce du fait des années qu'il avait passées à Séville à exercer en tant que juge de 
commission dans des affaires liées aux fraudes commises dans le registre de l'argenterie 
qui arrivait à Séville et à Cadix, informa le Conseil qu'il était nécessaire de lui rendre 
visite "dans l'intérêt d'une bonne administration de la justice et de la réforme des abus 
qui s'étaient vraisemblablement produits dans ce tribunal, ainsi que pour faire respecter 
les ordonnances et lois du tribunal et pour punir les contraventions1512". On retrouve 
sans nul doute dans ces propos, quelques-unes des raisons qui conduisirent à la visite du 
Consulat, mais dans ce rapport destiné au Conseil, Góngora fut encore plus clair au 
sujet d'un autre aspect, à savoir qu'"il convenait de renforcer l'indépendance avec 
laquelle les ministres du Consulat procédaient dans tout ce qui était de leur ressort1513", 
autrement dit, réduire l'autonomie du Consulat. Cette question faisait partie du 
programme politique du président du Conseil des Indes, le comte de Castrillo, qui, après 
la chute d'Olivares, aspirait à un plus grand contrôle sur le centre mercantile de Séville. 
Le fait que Castrillo voulait exercer une influence sur Séville et dans les administrations 
                                                
1512 AGI, Indiferente, 2010. Consultation du Conseil des Indes “sur la prétention du Consulat de Séville 
de réduire à composition, la visite réalisée par M. Juan de Góngora, qui offre par conséquent un service 
particulier dans lequel le Conseil représente les inconvénients qui résulteraient de ce moyen”. Madrid, 29 
novembre 1651.  
1513 Ibidem.   
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du Consulat s’observa également par sa nomination par le roi comme juge conservateur 
de la Lonja en 1644. 
L’enquête permit d’investiguer sur les personnes de pouvoir qui dominait le trafic 
indien et sur l'organe gérant les commerçants. Elle permit également de contrôler les 
fonctions du Consulat ainsi que son fonctionnement interne. Durant les décennies 
précédant la visite, la forte pression fiscale sur le commerce pendant le valimiento 
d'Olivares, en plus de conduire à une hausse de la fraude et à une baisse des registres 
pour éviter de payer des impôts, contribua également à ce que les puissants 
commerçants, qui doublaient les sommes d'argent pour faire face aux services financiers 
imposés par la Couronne, soient devenus les bénéficiaires de certaines rentes qu'ils 
imposaient sur tout le commerce, augmentant ainsi leur influence sur toutes les 
administrations du Consulat qui, à leur tour, contrôlaient depuis leurs postes 
consulaires. En d'autres termes, dans les décennies précédant la visite, un processus de 
patrimonialisation du Consulat par un très petit groupe de commerçants avait vu le jour. 
L'inspection de Juan de Góngora eut pour but d'intervenir dans ce processus de 
patrimonialisation afin de briser le monopole exercé par ce groupe de dirigeants qui se 
succédaient aux postes de commandement de l'organe commercial et qui avaient le 
monopole de la gestion des rentes et des droits de ce dernier. La visite montra que ces 
dirigeants profitaient des postes qu'ils occupaient pour obtenir des avantages 
supplémentaires pour leurs affaires à partir des rentes administrées par le Consulat et 
dont ils étaient en fin de compte les bénéficiaires. Être à la tête du Consulat était une 
"affaire" pour les commerçants qui occupaient ces postes et cela se voyait notamment 
dans les manœuvres qu'ils effectuaient pour manipuler les élections et se faire élire 
comme prieur et consul, de sorte que certains d'entre eux pouvaient rester en fonction 
plus longtemps que ne le permettaient les ordonnances du Consulat. L'intervention de 
l'inspecteur dans les élections du prieur et du consul en 1647 fut déterminante pour 
briser le monopole exercé sur les postes de direction par les commerçants qui 
occupaient ces postes depuis 1630.  
Faire partie du groupe dirigeant qui contrôlait le Consulat, apportait des avantages 
considérables dans les négociations avec la Couronne. Ce fut le cas notamment avec la 
perpétuation du droit des marines, en 1637, lorsque le notable Andrés de Madariaga, le 
premier consul Antonio del Castillo Camargo, et desproches de ces derniers comme 
Tomás de Mañara, Antonio Lorenzo de Andrade ou encor  Juan de la Fuente Almonte, 
firent partie de ceux qui s'intéressaient à la rente perpétuelle des 42.000 ducats qui 
592 
 
étaient versés chaque année à ceux-là mêmes qui offrirent de l'argent à la Couronne en 
1638, pour la perpétuation de ce droit. Mais en plus de bénéficier d'une situation 
privilégiée au moment de mener les négociations avec la Couronne, les accusations 
faisant suite à l'inspection à l'encontre de ceux qi avaient dirigé le Consulat pendant 
près de trois décennies, sont un échantillon des grands privilèges que pouvaient obtenir 
les commerçants qui occupaient les postes de prieur et de consul, et dont ils tiraient des 
revenus extraordinaires au-delà de leurs salaires.  
Le fait que la visite n'ait guère représenté un coût économique pour les membres 
du Consulat, et encore moins un coût politique ou un frein à l'ascension sociale des 
commerçants inspectés, peut s'expliquer par les difficultés que Juan de Góngora 
rencontra dans cette partie de l'inspection. En effet, de nombreux obstacles à l'inspection 
eurent lieu de la part du Consulat : protestations initiales et refus d'être inspecté, 
tentatives de récusation de l'inspection, ou encore le fait que la visite n'eut pas été 
déterminée au Conseil des Indes. Mais surtout, la cr inte dans les milieux 
gouvernementaux de continuer à comprimer le commerce sévillan et de perdre la faveur 
de ceux, qui, en fin de compte, comptaient parmi ses principaux financiers.   
Le faible nombre de condamnations prononcées à l'encontre des dirigeants et 
autres fonctionnaires du Consulat, les difficultés pour recouvrer les peines ainsi que les 
mécanismes de négociation de grâces, qui réduisirent d  manière significative les 
montants auxquels avaient été condamnés les prieurs, les consuls et autres 
fonctionnaires qui en profitèrent, semblent indiquer que sanctionner les abus des 
ministres du Consulat n'était pas l'objectif principal de l'inspection. Au contraire, il 
s'agissait plutôt d'une tentative de réformer et de mettre fin aux abus qui avaient poussé 
une minorité de marchands très puissants à prendre le contrôle du marché, en obtenant 
d'énormes bénéfices de la gestion des administrations à leur charge. Par ailleurs, de 
nouvelles règles furent crées, destinées à empêcher le monopole exercé par quelques 
personnes sur la direction et la gestion du Consulat.  
Ces réformes, qui visaient à empêcher que quelques hommes de pouvoir dans le 
commerce ne s'établissent en un petit groupe contrôla  les postes de direction du 
Consulat, bien qu'elles eurent été inclues dans la Compilation des lois des royaumes des 
Indes, semblèrent ne pas avoir été observées et s'avérèrent insuffisantes pour prévenir de 
futurs épisodes de patrimonialisation du Consulat de Séville. À cet égard, au début du 
XVIIIe siècle, un commerçant français déclara que le Consulat était en fait composé de 
quatre ou cinq individus, qui maintenaient le commerce pour leurs propres intérêts, qui 
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pouvaient fixer la fréquence des flottes et qui monopolisaient toutes les marchandises ; 
une situation, donc, très similaire à celle qui s'était produite un siècle auparavant1514.  
D'autres types de réformes, dérivées des peines prononcées contre les prieurs et 
les consuls, furent destinées à de petits ajustements dans le fonctionnement du corps 
mercantile, ou bien furent directement laissées à des projets non aboutis tels que les 
nouvelles ordonnances de 1649. On peut affirmer qu'auc n des aspects réformistes de 
l'inspection ne modifia les fondements du Consulat.  
Par conséquent, l'inspection, en tant que mécanisme de contrôle, s'était montrée 
très faible dans ses actions contre le Consulat, puisque la pression de l'inspection et la 
coercition envers les dirigeants du corps commerçant n'altérèrent pas la position du 
Consulat en tant qu'organe directeur de nombreux aspects de la Flotte des Indes. Dans 
les années qui suivirent l'inspection, la Monarchie continua d’utiliser le Consulat pour 
ses affaires financières, c'est-à-dire que les services, les saisies forcées d'argent des 
particuliers ou encore, la participation du Consulat à une donation générale en 1651 se 
poursuivirent. Par conséquent, le programme réformiste que Castrillo avait tenté de 
mettre en œuvre se limita à ne représenter qu'une rupture momentanée avec la clique au 
pouvoir et une série d'avertissements et de réformes superficielles afin que les abus 
commis par les dirigeants du Consulat ne soient pas aus i facilement perpétrés. Après la 
clôture de l'enquête, en 1648, la situation internatio le n'était pas favorable à des 
changements structurels au sein du Consulat, car, comme l'affirma Díaz Blanco, 
"l'argent des porteurs était toujours aussi nécessair  qu'auparavant et, pour l'instant, cela 
était indépendant de toute volonté réformiste1515.  
Le point final de cette période d'exactions massives d  la Monarchie sur le 
commerce sévillan, fut l'émeute de Feria de 1652. Et bien que les débardeurs n'y aient 
pas participé mais l'aient, au contraire, réprimée, Madrid entendit qu'ils étaient allés trop 
loin dans la pression fiscale sur le commerce sévillan. L'accord commercial avec les 
Indes atteignit une situation limite à la fin de la deuxième moitié du XVIIe siècle. Les 
difficultés pour arriver à un nouveau régime de l'impôt, la chaotique administration 
directe des marines et des flottes et la récession du marché américain, firent que 
beaucoup de commerçants qui avaient dirigé le Consulat et dont la gestion de l'organe 
                                                
1514 Vila Vilar, «El poder del Consulado sevillano y los hombres del comercio en el siglo XVII: una 
aproximación», p. 7. 
1515 Díaz Blanco, Así trocaste tu gloria: guerra y comercio colonial en la España del siglo XVII, p. 196. 
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était tombée sous la loupe inquisitrice de Góngora, commencèrent à diversifier leurs 
affaires et à éviter les grands risques du commerce. 
En résumé, après l'inspection de Juan de Góngora, le renouvellement des 
dirigeants du Consulat n'a pas signifié un changement v rs une réduction de la fraude 
fiscale, mais au contraire, celle-ci continua d'être un mal endémique dans la Flotte de 
Indes. Les registres de l'argent continuèrent d'être mal tenus et, avec l'extinction du 
régime d'impôt avería, abandonné en 1640, la gestion directe par la Couronne s'avéra 
chaotique. Jusqu'à la réforme de 1660, les déséquilibres dans ce domaine furent 
constants et coûteux, tant pour les quelques commerçants qui enregistraient leurs 
marchandises que pour la Real Hacienda. Et si l'on regarde du côté de la Cour, ni le 
valido Luis de Haro, ni Felipe IV ne montrèrent les mêmes préoccupations que le comte 
de Castrillo concernant le commerce sévillan. La suite des événements au sein de la 
Flotte des Indes, tout comme la perte du pouvoir de Castrillo au profit de son neveu 
Luis de Haro, firent que l'inspection de Juan de Góngora, bien que rigoureuse et 
exhaustive dans ses procédures, ne porta pas beaucoup de fruits, ni sur le plan 
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Anexo 1. Testigos en la pesquisa secreta de la Casade l  Contratación (1643-1648) 
Fuente: AGI, Escribanía, 1136A. Cuaderno 3. Y AGI, Escribanía, 1139C. Cuaderno 50. 
 
Nombre Fecha Oficio/Otros datos 
Alonso Hurtado 13-05-1643 Fiscal de la Casa de la 
Contratación 
Alonso de la Estrella 08-08-1643 Vecino de Sevilla 
Francisco Ruiz de la Cueva 04-09-1643 Vecino de Sevilla 
Baltasar de Ledesma 04-09-1643 Vecino y regidor de Alcalá 
de Guadaira 
Pedro Delgado 04-09-1643 Regidor perpetuo de Alcalá 
de Guadaira 
Francisco Calderón 07-09-1643 Oficial mayor del Corre  
mayor de Indias de Sevilla 
/vecino de Sevilla en el 
Salvador 
Francisco de Vallarta 10-09-1643 Vecino de Sevilla 
Rodrigo Pardo de Moscoso 26-11-1643 Agente fiscal de la Casa de 
la Contratación 
Miguel Muñoz 16-03-1644 Juez letrado de la Casa de 
la Contratación. Juez más 
antiguo de la sala.  
Lope Hernández del Barco 17-08-1644 Vecino de Sevilla en 
Triana y mercader de 
madera 
Rodrigo Pérez de Ribera 19-08-1644 Escribano propietario de la 
Casa 
Juan Antonio de Belvis 20-08-1644 Vecino de Sevilla 
Juan de Céspedes 23-08-1644 Vecino de Sevilla 
Nicolás de Guadalupe 25-08-1644 Vecino de Sevilla 
Juan de Asain Ugalde 26-08-1644 Tesorero de la Casade la 
Moneda. Fue oficial mayor 
de la tesorería de la Casa 
de la Contratación 
Jerónimo Lebico de la 
Cerda 
29-08-1644 Vecino de Sevilla 
Juan Cervino 01-09-1644 Vecino de Sevilla 
Fray Agustín de Lara 23-09-1644 Religioso de la orden e 
Nuestra Señora de las 
Mercedes 
Diego Rodríguez Naranjo 11-10-1644 Vecino de Sevilla 
Diego de Oliver 12-10-1644 Vecino de Sevilla 
Blas de la Peña 12-10-1644 Mercader/ Vecino de 
Sevilla 








Juan Ravel 15-10-1644 Vecino de Sevilla 
Lorenzo del Castillo 15-10-1644 Abogado de la Real 
Audiencia de Sevilla 
Antonio Díaz de 
Villaviciosa 
16-10-1644 Vecino de Sevilla 
Cristóbal Núñez de la 
Magadalena 
16-10-1644 Vecino de Sevilla 
Simón Rivero 16-10-1644 Capitán de navío 
Francisco Pérez Manrique 19-10-1644 Alcalde de la Casa de la 
Moneda 
Alonso Hernández Muñoz 19-10-1644 Escribano público de 
Sevilla 
Juan de Nava 19-10-1644 Beneficiado de la iglesia de 
San Juan de la Palma 
José de Maldonado 19-10-1644 Vecino de Sevilla 
Ángela de Castro 19-10-1644 Correo mayor de Indias 
Bartolomé Rodríguez de 
Melo 
21-10-1644 Contador de Avería de la 
Casa de la Contratación 
Juan José de Villegas 21-10-1644 Vecino de Sevilla/ fue 
oficial de Bienes de 
Difuntos 
Francisco Lobo de Acuña 21-10-1644 Mercader/ Vecino de 
Sevilla  
Juan Solana Figuera 21-10-1644 Vecino de Sevilla 
Luis Fernández de Córdoba 27-10-1644 Factor juez oficial de la 
Casa de la Contratación 
Francisco de Mansilla 27-10-1644 Juez letrado de la Casa de 
la Contratación 
Diego de Ridao 29-10-1644 Jurado de Sevilla y 
secretario del Santo Oficio 
María Guerrero 30-10-1644 Hija de Jerónimo Lebico de 
la Cerda 
Lanfran David 14-11-1644 Mercader/ vecino de 
Sevilla 
Francisco de Conique 16-11-1644 Mercader/ Veinticuaro de 
Sevilla 
Pedro Núñez de 
Villavicencio 
17-11-1644 Veinticuatro de Sevilla 
García de Cárdenas 18-11-1644 Vecino de Sevilla 
Francisco López de la 
Torre 
19-11-1644 Jurado de Sevilla 
Luis de la Barrera 19-11-1644 Corredor de Lonja 
Juan de Torres Páez 19-11-1644 Fue guarda mayor de la 
aduana/ dueño de nao 
Juan de Padilla Jaramillo 19-11-1644 Jurado de Sevilla 
Cristóbal de Contreras 21-11-1644 Mercader de paños 
Luis Álvarez 28-11-1644 Escribano público de 
Sevilla 
Gregorio Moré 01-12-1644 Vecino de Sevilla 
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Juan de Torres Páez 02-12-1644 Fue guarda mayor de la 
aduana/ dueño de nao 
Luis Ponce de León 06-12-1644 Caballero de Alcántara, 
marqués de Valencina 
Miguel de Sosa 07-12-1644 Capitán de navío/ vecino 
de Sevilla 
Adriano de Legaso 07-12-1644 Caballero de Alcántara/ 
Prior del Consulado 
Diego Jara Quemada 09-12-1644 Caballero de Calatrava, 
vecino de Sevilla 
Rodrigo Serrano y Trillo 09-12-1644 Juez letrado de la Casa de 
la Contratación 
Jerónimo Ortiz de 
Sandoval 
10-12-1644 Veinticuatro de Sevilla 
Francisco de Ortega 10-12-1644 Depositario de Sevilla 
Francisco de la Parra 10-12-1644 Juez oficial de la Casa de la 
Contratación 
Antonio del Castillo 
Camargo 
14-12-1644 Caballero de Santiago. Fue 
cónsul del Consulado 
Domingo de Zúñiga 14-12-1644 Almojarife y contador 
nombrado por la Casa 
Alonso de Casaus 15-12-1644 Veinticuatro y procurador 
mayor de Sevilla 
Juan de Lara 11-04-1645 Oficial del correo mayor de 
Sevilla 
Bartolomé de Celada 18-04-1645 Procurador de la Casde la 
Contratación 
Juan Muñoz de Dueñas 26-04-1645 Oficial mayor de la 
tesorería de la Casa 
Juan de Cárdenas y 
Saavedra 
06-05-1645 Vecino de Sevilla 
Francisco Rodríguez de 
Ballalar 
09-05-1645 Vecino de Sevilla 
José Ruiz Guillén 13-05-1645 Vecino de Sevilla 
Mateo de la Parra 13-05-1645 Contador diputado de la 
Avería 
Diego Ruiz de Villegas 13-05-1645 Oficial mayor de la 
contaduría de la Casa 
Juan Marín Alpargatero 22-05-1645 Vecino de Sevilla / Correo 
Marcos de Cossío 23-05-1645 Alguacil de la Casa 
Juan Agustín Lagares 23-05-1645 Barbero y cirujano de 
Sevilla 
Juan de Torres Páez 23-05-1645 Fue guarda mayor de la 
aduana /dueño de nao 
Domingo Arias 23-05-1645 Escribano / asistía en la 
aduana 
Martín Alonso Vidal 25-05-1645 Veedor de la artillería de 
Sevilla 
Francisco Felipe 25-05-1645 Vecino de Sevilla 
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Antonio de Heredia 27-05-1645 Vecino de Sevilla 
Diego Ruiz de Villegas 28-05-1645 Oficial mayor de la 
contaduría de la Casa 
Juan Muñoz de Dueñas 12-07-1645 Oficial mayor de la 
tesorería de la Casa 
Sebastián de Greña 22-07-1645 Pagador de las armadas 
Cristóbal García de Ávila 31-07-1645 Diputado de la universidad 
de los mareantes 
Diego Ruiz de Villegas 11-07-1645 Oficial mayor de la 
contaduría de la Casa 
Juan de Castellanos 15-09-1645 Almojarife y contador de la 
aduana de Cádiz y receptor 
de la Avería y del 
Consulado en Cádiz 
Felipe Ruiz de León 19-09-1645 Oficial de registros de la 
contaduría de la Casa 
Cristóbal de Aguilar 22-09-1645 Maestre de nao 
Alonso Hurtado 22-09-1645 Fiscal de la Casa 
Gabriel Zabala 25-09-1645 Maestre de nao  
Rodrigo Pardo de Moscoso 27-09-1645 Agente fiscal de la Casa 
Francisco de Conique 27-09-1645 Veinticuatro de Sevilla 
Sebastián de Olivera 
Ángulo 
27-09-1645 Escribano de la Casa 
Francisco de Gamarra 27-09-1645 Maestre de nao 
José de Aranguren 27-09-1645 Vecino de Sevilla 
Jerónimo de Barnuelos 22-09-1645 Residente de Sevilla 
Marcos de Cossío 30-09-1645 Alguacil de la Casa 
José de Vargas 6-10-1645 Dueño de nao 
Diego de Zuleta Ordiales 18-06-1646 Vecino de Sevilla 
Pedro de Ayala 22-06-1646 Vecino de Sevilla 
Jerónimo de Guevara 22-06-1646 Oficial del oficio de Pedro 
Ayala 
Mateo Requejo 22-06-1646 Vecino de Sevilla 
Juan Ruiz del Corro 22-06-1646 Vecino de la villa de 
Chillón, residente en 
Sevilla 
Andrés Ruiz del Corro 23-06-1646 Vecino de la villa de 
Chillón, residente en 
Sevilla 
Juan Rodríguez 6-08-1646 Vecino de Écija 
Juan Damián de Mendoza 16-12-1646 Vecino de Sevilla 
Álamos Velázquez  16-12-1646 Vecino de Sevilla 
Juan de Matilla 17-12-1646 Vecino de Sevilla 
Pedro de Retes Salazar 17-12-1646 Capitán de navío 
Juan Maldonado de 
Córdoba 
20-12-1647 Visitador de naos de la 
Casa 
Pedro Bernal 22-12-1647 Arráez de la falúa de la 
Casa 






































Anexo 2. Aranceles de la contaduría y escribanía de la Casa de la Contratación.  
Fuente: AGI, Escribanía, 1140A. Cuaderno 54. Fol. 76R-84V. 
 
Arancel de la contaduría ordenado por Cédula Real dada en Madrid a 19 de 
diciembre de de 1623. 
1. De cada mandamiento que el presidente y jueces de la Casa dieren para que los 
visitadores visiten las naos que hubieren de cargar par  las Indias: 24 maravedíes. 
2. De cada conocimiento que los maestres y pilotos daban de haber recibido las 
instrucciones de lo que debían de hacer en el viaje: 16 maravedíes y la instrucción 
tres reales.  
3. De cada mandamiento que se daba para traer a la ciud d las mercaderías que se 
cargaban para las Indias: 24 maravedíes.  
4. De los mandamientos que se daban para traer los vina la ciudad para cargar: 24 
maravedíes. Y de la obligación que primero hacían para ello: un real.  
5. De cada mandamiento que se daba para que los guardas del rio dejasen cargar las 
mercancías: 16 maravedíes.  
6. De la licencia que se daba a los que iban a las Indias para que el maestre lo recibiera 
y diera la información de cómo no son de los prohibidos a ellas: dos reales de cada 
persona con que la información quede en la contadurí .  
7. De los registros que se daban a los maestres de los navíos que iban a las Indias de la 
carga y gente que llevaban: de cada hoja 15 maravedíes. Que la escritura fuera 
apretada y para su justificación y poderse llevar los 15 maravedíes las debía de tasar 
el juez de la sala de gobierno que fuera semanero.  
8. De cada mandamiento que se daba a los maestres para que pudieran traer la jarcia, 
aparejos y municiones que fueran menester para sus naos: 16 maravedíes. 
9. De las fes que se daban a las partes de las cosas que pasaban y estaban sentadas en 
los libros y registros: de cada hoja un real y 16 maravedíes de la firma. 
10. De las provisiones de oficios y mercedes para tratar en las Indias y de otros títulos y 
cosas de esta calidad que se asentaban y trasladaban en los libros de la contaduría: 
34 maravedíes de cada hoja.  
11. De la segunda visita que se hacía a cada nao que iba a las Indias para proveer la 
artillería, municiones y demás pertrechos y gente que debía de llevar para el viaje: 
seis reales si se hallaba presente el contador y si no dos reales.  
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12. De la visita que se hacía a cada nao que venía de ls Indias: seis reales si se hallaba 
presente el contador y si no dos reales.  
13. Del asiento de cada partida de depósitos y fes que se daban a las partes: 16 
maravedíes.  
14. De cada cuenta que se tomaba a los maestres de las naos de los bienes de difuntos 
que morían en los viajes: dos reales.  
15. De los mandamientos y libranzas que se daban para sacar las mercancías que venían 
de las Indias para otras partes: 24 maravedíes. 
16. Del asiento de cada partida que se entregaba al depositario general: 16 maravedíes.  
17. De cada registro que se hacía de los esclavos y otras cosas que se cargaban los 
mercaderes: 16 maravedíes. 
18. De la satisfacción de cada partida de registro que venía de las Indias que servía de 
carta de pago o cancelario de ella: dos reales, siendo uno para el escribano ante 
quien se otorga.  
Arancel de los escribanos de la Casa, dado por don Francisco de Tejada y 
Mendoza, presidente y visitador de la Casa de la Contratación, en octubre de 1616. 
 
Causas civiles y ejecutivas 
1. De cualquier mandamiento: cuatro maravedíes.  
2. De cualquier rebeldía: tres maravedíes. 
3. De cualquier demanda: cuatro maravedíes.  
4. De la negativa a la demanda: cuatro maravedíes 
5. De presentación de cualquier escritura signada de una persona: seis maravedíes.  
6. Y siendo de dos personas o de Consejo o de Cabildo: doce maravedíes.  
7. De la fianza: ocho maravedíes.  
8. Si fuere de dos personas o de Consejo: diez maravedíes.  
9. Del juramento que se toma de que cumplirá lo queel juez le manda: ocho 
maravedíes.  
10. De cualquier fianza o secreta: ocho maravedíes.  
11. De pedir restitución: cuatro maravedíes.  
12. De la recusación con juramento: seis maravedíes.  
13. Del juramento de calumnia o decisorio: ocho maravedíes.  
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14. Y si la parte respondiere lleve por cada hoja dce maravedíes y a este respecto, si 
hubiere más o menos y cada plana treinta y tres renglones, y cada renglón diez partes.  
15. Del asiento de la conclusión para interlocutoria  definitiva: tres maravedíes de cada 
parte.  
16. De la sentencia interlocutoria: tres maravedíes e cada parte.  
17. De prorrogación de término: cuatro maravedíes.  
18. De la comisión que se da para examinar testigos: seis maravedíes.  
19. De remitir cualquier causa de un juez a otro: diez maravedíes. 
20. De la presentación de los testigos: del primer testigo cuatro maravedíes y de los 
otros a dos maravedíes.  
21. Siendo de muchas personas o Consejo lleve el doble y de cada hoja teniendo treinta 
y tres renglones y diez partes cada uno: doce maravedíes. 
22. Del asiento de la publicación: cuatro maravedíes.  
23. De la sentencia definitiva de ambas partes: ocho maravedíes.  
24. De tasación de costas: ocho maravedíes.  
25. De consentir la sentencia o de la denegación y otorgamiento de apelación: cuatro 
maravedíes.  
26. Del testimonio de la apelación o del traslado del proceso que diere signado: doce 
maravedíes por hoja, teniendo cada plata treinta y tres renglones y diez partes cada 
renglón. Y ocho maravedíes del signo.  
27. De pronunciar por desierta la apelación y mandar ejecutar la sentencia: seis 
maravedíes.  
28. De presentación de cualquier sentencia o contrat  para ejecución del pedimento y 
juramento: ocho maravedíes.  
29. Del mandamiento de ejecución: cuatro maravedíes.  
30. De cada entrega y ejecución: ocho maravedíes. 
31. Del pedimento y auto de dar (ilegible) sacador del remate: doce maravedíes. 
32. De la carta de pago que el dueño de la deuda diere o del traspasamiento que el 
sacador de los bienes hiciere en otra persona: ocho maravedíes. 
33. Si lo diere signado en limpio: doce maravedíes por cada hoja.  
34. Por asentar cada pregón: cuatro maravedíes.  
35. Del mandamiento para (ilegible): cuatro maravedíes.  
36. Del mandamiento de posesión con intervención de autos: doce maravedíes por hoja 
37. Del mandamiento para vender bienes: seis maravedíes.  
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38. De cualquier petición que se presentare: dos maravedíes. Y de lo proveído: cuatro 
maravedíes.  
39. De cualquier notificación en la audiencia: cuatro maravedíes. Fuera de la audiencia: 
doce maravedíes.  
40. De cualquier escritura que pasare ante cualquier escribano: quince maravedíes por 
cada hoja de treinta y tres renglones la plana y diez partes cada renglón. Y si la diera 
signada a medio real de cada hoja y las demás a quince maravedíes y ocho del signado y 
si tuviere mucha ocupación y poca escritura se le tas  el juez a quien toca que no exceda 
de doscientos maravedíes por día.  
Causas criminales 
41. De la querella o denunciación: cuatro maravedíes.  
42. De la presentación de los testimonios para información de la querella: del primero 
seis maravedíes y por los otros a cuatro maravedíes hasta tres testigos. Del examen de 
ellos a doce maravedíes por hoja teniendo cada plattreinta y tres renglones y diez 
partes cada renglón.  
43. Del mandamiento para prender: seis maravedíes.  
44. De la acusación: seis maravedíes y de la respuesta otros seis maravedíes.  
45. De la fianza o carcelaria: diez maravedíes. De asentar la fe que el alguacil da de 
cómo no halla al delincuente: cuatro maravedíes.  
46. De los pregones contra ausentes: cuatro maravedíes por cada uno.  
47. De la presentación que cada uno hace de la cárcel para probar su inocencia: ocho 
maravedíes.  
48. De la carta de rebeldía: cuatro maravedíes.  
49. Del secuestro de bienes: doce maravedíes por hoja, teniendo las partes y renglones 
que está dicho. Y si lo diere signado: ocho maravedíes el signo.  
50. De la conclusión para interlocutoria o definitiva: tres maravedíes de cada parte.  
51. De la confesión sin tormento: doce maravedíes por hoja que tenga las partes y 
renglones que está dicho.  
52. De la sentencia e interlocutoria: tres maravedíes e cada parte.  
53. De la sentencia: cuatro maravedíes.  
54. Del terminado: doce maravedíes por hoja según lo dicho.  
55. Del juramento de calumnia: cuatro maravedíes por cada parte y de la escritura doce 
maravedíes por hoja según lo dicho.  
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56. De la presentación de los testigos en juicio plenario: del primer testigo seis 
maravedíes y de los otros a cuatro y de las declaraciones a doce maravedíes por hoja 
según lo dicho.  
57. De cualquier notificación en audiencia: cuatro maravedíes. Y fuera de la audiencia: 
doce maravedíes.  
58. De la publicación de las probanzas de cada parte: seis maravedíes.  
59. De las probanzas y escrituras que se presentaren llev  como las causas civiles.  
60. De la presentación de cualquier escritura signada: ocho maravedíes. Y si fuere de 
dos personas o de Cabildo o Consejo, el doble. 
61. De la sentencia definitiva: diez maravedíes.  
62. De la tasación de costas: ocho maravedíes.  
63. De ir a ejecutar la sentencia criminal: veinte maravedíes.  
64. Del apartamiento de querella: ocho maravedíes.  
65. Del mandamiento de soltura: seis maravedíes.  
66. De consentir la sentencia o de la apelación y denegación de ella: ocho maravedíes.  
67. De cualquier petición o de la presentación: dosmaravedíes y del auto cuatro 
maravedíes.  
68. Del testimonio de la apelación o traslado del proceso: doce maravedíes por hoja y 
ocho del signo en la forma dicha de renglones y partes. 
69. De cualquier inventario y almoneda en que hay mucha ocupación y poca escritura: 
quince maravedíes por hoja. Y por la ocupación lo que tocare el juez que conozca de la 
causa con que no exceda de doscientos maravedíes por día.  
70. Si saliere el escribano fuera de la ciudad o a otro lugar a hacer algunos autos y 
diligencias de más de la escritura y derechos que le stán señalados: doscientos 
maravedíes por día de lo que en ellos se ocupare y no más.  
71. Que los dichos escribanos asienten todas las presentaciones de las escrituras y 
probanzas que en cualquier proceso se presentaren aunque las hayan puesto a las 
espaldas de las dichas probanzas y escrituras por si se perdiere alguna o la quitaran del 
proceso se pase por el auto de la presentación lo que falta, so pena de mil maravedíes 
para la cámara.  
72. De las cartas, emplazamientos, receptorías, compulsorias o ejecutorias o 
requisitorias u otra cualquier carta o comisiones en que hayan de ir incorporados otros 
autos y escrituras: doce maravedíes por hoja teniendo cada plana treinta y tres renglones 
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y diez partes cada renglón y aunque sea de muchas parte , Cabildo o Consejo, no lleven 
más.  
73. De cualquier proceso que remitiere a dicho escribano antes o después de la sentencia 
no lleve más derechos de lo que montaren los autos q e hubieren hecho en el estado en 
que estuviere el proceso y aquello cobre descontando lo que hubiere recibido y el 
escribano que recibiere el proceso no cobre aquellos derechos.  
74. Que los escribanos no fíen el proceso de las partes superiores de quinientos 
maravedíes por cada vez a que hubiere aplicados para los pobres y los puedan entregar a 
los procuradores y letrados con conocimiento que en qu  digan las hojas y relaciones de 
las escrituras y vaya el proceso numerado.  
75. Que no lleven derechos de guarda de los procesos ni de buscar los más de los 
declarados en este arancel, so pena de devolverlos con el cuatro tanto y de suspensión 
de oficio por una y por la segunda vez de más de laicha pena sea privado de oficio.  
76. Que los escribanos sienten los derechos que llevaren así en los pleitos civiles como 
criminales en los procesos en tres veces. La una cuando se recibiere a prueba, la otra 
cuando se hiciere publicación, la otra cuando se sentenciara, en definitiva, so pena de 
que pague los derechos que de otra manera llevare con l uatro tanto y las tasaciones se 
hagan por el juez a quien tocare y lo firme el dicho escribano.  
77. Que no pueden llevar más derechos de los que van declarados en este arancel por 
ocupación ni por otra causa ni en otra manera aunque las partes se lo den graciosamente 
y lo que de otra manera llevaren lo paguen con cuatro t nto para la cámara y sea 
suspendido de escribano por la primera y por la segunda vez, además de pagar el cuatro 
tanto, sea privado de oficio y se puede probar con tres testimonios.  
78. Que en el registro de los autos como en lo que dier n signado, asiente los derechos 
que lleven a las partes y lo firmen de sus nombres y si no llevan derechos asienten 
también lo que de esta manera llevaren lo paguen con el cuatro tanto para la cámara.  
79. Por la nueva pragmática publicada en Madrid en 1609 se manda a los escribanos que 
los derechos que llevaran de los autos que ante ellos pasaren y las partes le pagaren los 
asienten clara y distintivamente diciendo recibí tantos maravedíes o reales y no más que 
doy fe y lo firmen. Pareciendo que han hecho o hicieron lo contrario se pueda proceder 
contra ellos como contra escribanos que dan fe contraria a la verdad y en las mismas 
penas incurran si dejaren de escribir los derechos.  
80. Y los dichos escribanos y cada uno de ellos y los que por ellos son y fueren 
nombrados para el uso y ejercicio de los dichos oficios y los demás escribanos que de 
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aquí en adelante les sucedieren en cualquier manera gua den y cumplan lo contenido y 
declarado en este arancel y nueva pragmática so las penas que le están puestas que se 
ejecutarán en sus personas y bienes y remisiblement y se les manda le tenga puesto y 
fijado junto a la mesa de cada despacho de su oficio para que ellos y las partes litigantes 
y demás personas que quisieren lo puedan leer so las penas contenidas en las leyes de 
estos reinos. Hecho en Sevilla a tres días del mes de octubre de 1616 años.  
Y demás de las dichas penas si no tuvieren el dicho arancel todos los días puestos en la 
forma dicha, el escribano que lo dejare de poner incurra en pena de dos años de 
suspensión de su oficio y cincuenta mil maravedíes por mitad para la cámara y gastos de 


























Anexo 3. Testigos de las pesquisas secretas realizad s en Cádiz entre 1645 y 1646. 
Fuente: AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74.  
Tabla 1. Testigos en la pesquisa secreta realizada por Cristóbal Riquelme en Cádiz en 1645. 
Nombre Fecha Oficio 
Alonso Rendón Sarmiento 25-03-1645 Capitán 
Enrique Fabián 26-03-1645 Mercader flamenco 
Glaudioso de Berodia 27-03-1645 Mercader y regidor 
perpetuo de Cádiz 
Juan López Becerra 27-03-1645 Mercader 
Fadrique de Bebia 27-03-1645 Mercader flamenco 
Melchor Serrano 27-03-1645 Mercader portugués 
Agustín García 27-03-1645 Mercader 
Lázaro de Tompes 
Larreandi 
27-03-1645 Dueño de nao 
Pedro Navarro de 
Hinestrosa 
27-03-1645 Regidor perpetuo de Cádiz 
y escribano público de 
Cádiz 
Felipe de Hinestrosa 27-03-1645 Contador de millones de 
Cádiz y escribano público 
de Cádiz 
Juan de Vint 27-03-1645 Mercader-hombre de 
negocios flamenco 
Antonio de Fonseca 28-03-1645 Mercader-hombre de 
negocios 
Francisco de Peralta 28-03-1645 Procurador del número de 
Cádiz 
Diego Benítez Delgado 28-03-1645 Procurador del número de 
Cádiz 
Nicolás de Peñalba 28-03-1645 Mercader 
Nicolás Rufo 28-03-1645 Navegante genovés 
Juan Rodríguez Penso 29-03-1645 Hombre de negocios 
Pablo Cobrise 29-03-1645 Mercader flamenco 
Alonso de Sierra Machuca 29-03-1645 Mercader-hombre de 
negocios 
Diego de Loayssa 30-03-1645 Escribano público de Cádiz 
Bartolomé de Sierra 
Machuca 
30-03-1645 Mercader 
Juan Enríquez de 
Valenzuela 
31-03-1645 Navegante 
Baltasar Fernández Franco 31-03-1645 Regidor de Cádiz 
Juan Martínez de San Pablo 31-03-1645/08-04-1645 Correo mayor de Cádiz 
Sebastián Rodríguez 
Peralta 
02-04-1645 Escribano propietario del 
juzgado  
Juan de Casanova 09-04-1645 Capitán 
Manuel de Iriberri 22-03-1645/06-04-1645 Hombre de negocios 
Guillermo Ansaldo 22-03-1645 Hombre de negocios 
genovés 
Salvador de Recalde 22-03-1645/06-04-1645 Mercader 
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Juan Bautista Labioso 23-03-1645 Mercader genovés 
Vicente del Campo 23-03-1645/03-04-1645 Hombre de negocios 
alemán 
José de Diarte 23-03-1645/06-04-
1645/08-04-1645 
Alférez de la compañía de 
la nación de los 
vascongados 
Pedro Sánchez de Pria 23-03-1645 Mayordomo de la artillería 
de la armada del mar 
Océano 
Juan Tomás Manito 24-03-1645/05-04-1645 Mercader 
Francisco Manito 24-03-1645 Regidor perpetuo de Cádiz 
Daniel Osloyen 03-04-1645/08-04-1645 Cajero de hombre de 
negocios alemán 
Duarte Rodríguez de León 04-04-1645 Receptor de la Aduana de 
Cádiz 
Antonio Sánchez Palomino 08-04-1645 Maestre de nao 
Fuente: AGI, Escribanía, 1142 A. Cuaderno 74. Fol. 17R-72R. 
Tabla 2. Testigos en la pesquisa secreta realizada por Juan de Góngora en Cádiz en febrero de 1646. 
Nombre Fecha Oficio 
Sebastián Rodríguez Peralta 05-02-1646 Escribano propietario del juzgado de Cádiz 
Francisco Bravo de Cossío 05-02-1646 Teniente de escribano del juzgado de Cádiz 
Juan Enríquez de Valenzuela 05-02-1646 Cargador a Indias 
Diego de Palacios Tobar 05-02-1646 Alcalde Mayor de Cádiz 
Pedro Gómez de Rivero  06-02-1646 Administrador de millones de Cádiz 
Vicente del Campo 06-02-1646 Hombre de negocios-dueño de nao 
Juan de Susuaga 06-02-1646 Hombre de negocios-dueño de nao 
Salvador de Recalde 06-02-1646 Mercader 
Miguel de Iriberri 06-02-1646 Dueño de nao-mercader 
Alonso Rendón  08-02-1646 Dueño de nao-mercader  
Juan Palomino 09-02-1646 Maestre de nao 
Enrique Fabián  09-02-1646 Dueño de nao-mercader 
Lázaro de Tompes 09-02-1646 Dueño de nao-mercader  
Salvador de Recalde 09-02-1646 Mercader 
Fuente: AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 73R-98R. 
Tabla 3. Testigos en la pesquisa secreta realizada por Juan de Góngora en Cádiz en julio de 1646. 
Nombre del testigo Fecha Oficio 
Sebastián Rodríguez 
Peralta 05-07-1646 
Escribano propietario del juzgado de Indias de 
Cádiz 
Alonso Rendón 07-07-1646 Mercader-dueño de nao 
Guillermo Ansaldo 07-07-1646 Mercader  
Martín Pérez Osorio 08-07-1646 Mercader-dueño de nao 
Enrique Fabián  08-07-1646 Dueño de nao 
Andrés de Molina 08-07-1646 Maestre de nao "La factor " 
Francisco Andrea 08-07-1646 Contramaestre de la nao de Alonso Rendón 
Luis Pérez 08-07-1646 Contramaestre de nao 
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Rafael Enríquez 09-07-1646 
Miguel de Iriberri  11-07-1646 Mercader 
Alonso Rendón 11-07-1646 Mercader-dueño de nao 
Martín Pérez Osorio 11-07-1646 Mercader-dueño de nao 
Andrés de Molina 11-07-1646 Maestre de nao Nuestra Sª de la Concepción 
Amador Álvarez de 
Mendoza 11-07-1646 
Maestre de nao San Francisco y Santo 
Domingo 
Francisco Bravo de 
Cossío 11-07-1646 Teniente de escribano del Juzgado 
Manuel de Iriberri  12-07-1646 Mercader 
Diego Cardoso 28-07-1646 Mercader 
Fuente: AGI, Escribanía, 1142A. Cuaderno 74. Fol. 99R-116R. 
Tabla 4. Testigos en la pesquisa secreta realizada por Pedro Gómez de Rivero en Cádiz en julio de 1646. 
Nombre del testigo Fecha Oficio 
Inocencio Cárrega 
15-07-
1646 Regidor perpetuo de Cádiz / Comerciante 
José Tomás Asensio Notario 
15-07-
1646 Criado de Inocencio Cárrega 
Salvador de Recalde 
16-07-
1646 Mercader-dueño de nao 
Francisco de Leysalde  
16-07-
1646 Maestre de nao de Salvador de Recalde 
Larazo de Tompes 
17-07-
1646 Mercader-dueño de nao 
Juan Martínez de Iribarre 
17-07-
1646 Maestre de nao  
Juan Pérez de Aguirre  
18-07-
1646 Maestre de nao de Salvador de Recalde 
Enrique Fabián 
01-08-
1646 Mercader-dueño de nao 
José de San Paulo  
02-08-
1646 Maestre de nao  
Diego del Pozo 
06-08-
1646 Capitán-dueño de nao 
Manuel Martínez de Cárdenas 
08-08-
1646 
Diego Ruiz de Rojas 
09-08-
1646 Mercader-socio de Enrique Fabián 
Fuente: AGI, Escribanía, 1142A, Fol. 117r-133v. 
 
Tabla 5. Testigos en la pesquisa secreta realizada por Juan de Góngora en Cádiz en octubre de 1647. 
Nombre del testigo Fecha Oficio 




Visitador de naos de la Casa de la 
Contratación 
Francisco Bravo de Cossío 
02-10-
1647 Teniente de escribano del juzgado de Cádiz 
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Diego del Pozo 
02-10-
1647 Dueño de nao 








1647 Dueño de nao 
Diego Ruiz de Rojas 
05-10-
1647 Navegante 
Francisco del Campo 
05-10-
1647 Clérigo Presbítero 
Miguel de Iriberri 
05-10-
1647 Mercader 




Manuel de Iriberri 
08-10-
1647 Mercader 
Lorenzo de Orguellurreta 
08-10-
1647 Cajero que fue de Manuel de Iriberri 






















Anexo 4. Electores del prior y cónsul del Consulado de Sevilla desde 1629 a 1644 
Fuente: AGI, Escribanía, 1137B, Cuaderno 18. Fol. 44R-116R. 
Electores de 
1629 y 1630 
Electores de 
1631 y 1632 
Electores de 
1636 y 1637 
Electores de 
1639 y 1641 
Electores de 














































































































































Juan de Orozco 
Martín de 
Lasalde 























Juan de Olarte Diego 
Domonte y 

























Juan de Olarte 
Pedro Lorenzo 
de Andrade 


























































































Diego de San 
Pedro 







































Anexo 5. Consiliarios del Consulado de Sevilla de 1629 a 1642.  
Fuente: AGI, Escribanía, 1137B. Cuaderno 18. Fol. 44R-116R. 
 
Consiliarios de 1629 
Martín Sáenz de Ubago  
Jerónimo Gil de Cuellar 
Juan Martínez de Soto 
Martín de Tirapu 
Sancho Campero 
Jorge de Reinoso 
Consiliarios de 1630 
Diego de Encalada 
Francisco de Contreras 
Diego de San Pedro  
Jerónimo de Orozco  
Lope de Vega 
Consiliarios de 1631 
Francisco de Quintanilla 
Jerónimo Ruiz de la Fuente 
Sancho Campero 
Antonio del Castillo Camargo 
Antonio de Torises 
Diego de Encalada 
Consiliarios de 1632 
Rodrigo de Vadillo 
Adriano de Legaso 
Agustín de Medina 
Pedro Fernández de Orozco 
Juan de la Fuente Almonte 
Antonio de Torises 
Alonso Pérez Romero 
Consiliarios de 1636 
Adriano de Legaso 
Juan de la Fuente Almonte 
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Fernando de Almonte 
Agustín de Medina Orozco 
Antonio Enríquez 
Juan Fernández de Orozco 
Consiliarios de 1638 
Adriano de Legaso 
Juan de la Fuente Almonte 
Antonio Enríquez 
Juan Fernández de Orozco  
Miguel de Neve 
Antonio de Lorenzo de Andrade 
Consiliarios de 1639 
Miguel de Neve 
Andrés de Madariaga 
Antonio del Castillo Camargo  
Juan de la Fuente Almonte 
Antonio Lorenzo de Andrade 
Consiliarios de 1641 
Andrés de Madariaga 
Tomás de Mañara 
Juan de la Fuente Almonte 
Pedro Fernández de Orozco 
Juan de Munibe 
Consiliarios de 1642 
Adriano de Legaso 
Andrés de Madariaga 
Domingo de Sarricolea 
Tomás de Mañara 














































Palabras clave: visita; corrupción; Casa de la Contratación; Consulado de Sevilla; 
Felipe IV; conde-duque de Olivares; conde de Castrillo; Juan de Góngora.  
 
En este trabajo se estudia uno de los mecanismos de control desplegados por la 
monarquía hispánica para combatir la corrupción y aplic r reformas a las instituciones. 
En concreto, el objeto de estudio ha sido la visita de Juan de Góngora a la Casa de la 
Contratación y Consulado de Sevilla despachada en 1642, que concluyó en la ciudad 
hispalense en 1648, y cuyas sentencias fueron pronunciadas por el Consejo de Indias 
entre 1654 y 1659. La visita vino determinada por un contexto de altos niveles de fraude 
en el comercio indiano debido, entre otros factores, al periodo de incremento fiscal que 
se produjo durante el valimiento del conde-duque de Olivares. A su vez, la visita se 
enmarca en un periodo de cambios en la administración de la monarquía que varió las 
relaciones entre la corona y el comercio sevillano tras la pérdida del favor real de las 
políticas olivaristas en relación al comercio y las po iciones ganadas por el presidente 
del Consejo de Indias, el conde de Castrillo, más proclive a reducir la presión fiscal para 
restaurar el trato mercantil y perseguir el fraude con mayor rigor. Por todo ello, amén de 
profundizar en el estudio de los cambios que se dieron n la Corte en relación al modo 
de relacionarse con el comercio sevillano en las vísperas de la caída en desgracia de 
Olivares, se ha estudiado en profundidad el contexto n que se encontraban ambas 
instituciones antes de ser visitadas.  
En relación a los oficiales que ocupaban los cargos de la Casa de la Contratación 
cuando se produjo la visita, se analiza la influencia que tuvo la venalidad de oficios de 
la institución sevillana para generar vínculos entre los hombres del comercio y los 
oficiales de la Casa que más tarde iban a supervisar su  tratos y negocios, subrayando la 
responsabilidad de estos nexos en el aumento del fraude en el comercio en esta 
coyuntura. Además, se estudia el ámbito de decisión política en que se decretó 
despachar una visita y designar a Juan de Góngora como visitador. Para ello se ha 
profundizado en la figura del visitador pues, en buena medida, también encarnaba y 
determinaba los objetivos que perseguía la inspección. 
A partir de esos presupuestos, se analizan los procedimientos del visitador en sus 
labores indagatorias sobre la Casa de Contratación y Consulado. El estudio parte de los 
momentos iniciales de este mecanismo de control, con la publicación en Sevilla y en el 
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área de influencia de la Casa de la Contratación de los edictos de la visita, y las 
resistencias mostradas por los visitados a ser inspeccionados, para seguidamente 
analizar los procedimientos inquisitivos del visitador en todas las labores y 
competencias de las instituciones de la Carrera de Indias. Este análisis nos ha permitido 
detallar, además de cómo se desarrolló la visita, el funcionamiento de todas las parcelas 
de las instituciones que fueron visitadas, cómo eran percibidos los grandes males que 
aquejaban al comercio con las Indias, y el grado de responsabilidad de los oficiales de la 
Casa en el incremento del fraude en el comercio indiano en esta coyuntura. 
Como parte integrante de la Casa de Contratación, pues también fue objeto de 
inspección, se estudia además el juzgado de Indias de Cádiz, encargado del despacho de 
las embarcaciones que comerciaban con las Indias desde el puerto gaditano. A través del 
análisis del proceso burocrático de la visita al juzgado de Cádiz, se destaca la 
importante presencia del fraude en el comercio gaditano, así como el mal gobierno del 
juez oficial de la Casa en aquella ciudad, quien desde su puesto de servidor regio 
formaba parte activa del comercio con las Indias.  
El estudio de los resultados de la visita constituye el epílogo de la investigación, 
abordándose las condenas firmes y demás consecuencias que tuvo este mecanismo de 
control sobre los oficiales de la Casa y del Consulado, así como las reformas que, 
emanadas de la acción del visitador, fueron aplicadas en ambas instituciones para que 
los abusos, excesos o, directamente, prácticas corruptas, que salieron a la luz en la 


















Mots clés: visite; corruption; Casa de la Contratación; Consulat de Séville; Felipe IV; 
Comte-Duc d'Olivares; Comte de Castrillo; Juan de Góngora.  
 
Ce travail se penche sur l'un des mécanismes de contrôle déployés par la 
Monarchie hispanique pour lutter contre la corruption et mettre en œuvre des réformes 
des institutions. Plus précisément, l'objet de l'étude est la visite de Juan de Góngora à la 
Casa de la Contratación et au Consulat de Séville, site expédiée en 1642 et conclue 
dans la ville de Séville en 1648, et dont les sentences furent prononcées par le Conseil 
des Indes entre 1654 et 1659. La visite fut déterminée par un contexte de forte fraude au 
sein du commerce indien due, entre autres facteurs, à la période du valimiento du comte-
duc d'Olivares qui conduisit à une augmentation des taxes. La visite s'inscrivit par 
ailleurs dans une période de changements dans l'administration de la Monarchie qui 
avaient modifié les relations entre la Couronne et le commerce sévillan, après la perte 
du privilège royal des politiques olivaristes concer ant le commerce et les positions 
acquises par le président du Conseil des Indes, le comte de Castrillo, plus enclin à 
réduire la pression fiscale pour rétablir les conditions du commerce et afin de lutter 
contre la fraude avec plus de rigueur. Pour toutes ces raisons, en plus d'étudier les 
changements intervenus au sein de la Cour concernant la manière de traiter le commerce 
de Séville à la veille de la chute d'Olivares, le contexte dans lequel se trouvaient les 
deux institutions avant d'être visitées, a lui aussi été étudié en profondeur.  
En ce qui concerne les fonctionnaires qui occupaient les offices de la Casa de la 
Contratación au moment de la visite, nous analysons l'influence exercée par la vénalité 
des offices de l'institution sévillane, sur la création de liens entre les hommes de 
commerce et les fonctionnaires de la Casa qui allaient, plus tard, superviser leurs 
transactions et leurs affaires, d'où il convient de souligner la responsabilité de ces liens 
dans l'augmentation de la fraude dans le commerce à cette époque. Nous étudions par 
ailleurs le domaine de décision politique dans lequel l'expédition de la visite 
d'inspection fut décrétée ainsi que la nomination cmme visiteur de Juan de Góngora. À 
cette fin, la figure du visiteur est analysée de manière approfondie, puisque, dans une 
large mesure, ce dernier a incarné et déterminé les obj ctifs poursuivis par l'inspection. 
Sur la base de ces données, sont étudiées les procédu es suivies par l'inspecteur 
dans son travail d'investigation au sujet la Casa de Contratación et du Consulat. L'étude 
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remonte aux premiers moments de ce mécanisme de contrôle, avec la publication à 
Séville et dans la zone d'influence de la Casa de la Contratación des décrets de la visite, 
et la résistance manifestée par les personnes visitées à être inspectées. Elle analyse 
ensuite les procédures d'investigation du visiteur dans tous les travaux et domaines de 
compétence des institutions de la Flotte des Indes. C tte analyse nous a permis de 
détailler, en plus du déroulement de la visite, le fonctionnement de toutes les parcelles 
des institutions visitées, la manière dont étaient perçus les grands maux qui affligeaient 
le commerce avec les Indes, et le degré de responsabilité des fonctionnaires de la Casa 
dans l'augmentation de la fraude dans le commerce indi n à ce moment. 
En tant que partie intégrante de la Casa de Contratación, puisqu'elle fut elle aussi 
inspectée, la Cour des Indes de Cadix, chargée de l'expédition des navires qui 
commerçaient avec les Indes depuis le port de Cadix, est également à l'étude. L'analyse 
du processus bureaucratique de la visite à la Cour de Cadix met en évidence la présence 
d'une fraude importante dans le commerce de Cadix, insi que le mauvais gouvernement 
du juge officiel de la Casa de cette ville, qui de par sa position de serviteur royal faisait 
activement partie du commerce avec les Indes.  
L'étude des résultats de la visite d'inspection constitue l'épilogue de cette enquête. 
Y sont abordées les condamnations fermes et autres conséquences qu'eut ce mécanisme 
de contrôle sur les fonctionnaires de la Casa et du Consulat, ainsi que les réformes qui 
émanèrent de l'action du visiteur et qui furent appliquées dans les deux institutions dans 
le but d’éviter que les abus, les excès ou encore plus directement, les pratiques de 
corruption qui furent mises en évidence à l'issue de la visite, ne soient aussi facilement 
















Sería injusto no destacar que en el curso de esta invest gación doctoral, iniciada en 
diciembre de 2015, he contraído muchos débitos que es necesario reconocer. Son 
muchos más de los que se expresan, pues el camino ha sido largo, pero todos ellos 
forman parte de un apoyo que ha sido fundamental par  que este trabajo llegara a buen 
puerto. Su enumeración no indica orden de prelación alguno, pues todos, en su medida, 
han contribuido a que esta investigación viera la luz.  
En 2010 inicié mis estudios en el Grado de Historia en la Universidad de Almería, 
y el departamento de Geografía, Historia y Humanidades ha sido mi casa desde 
entonces. Vaya mi agradecimiento a mis profesores por haberme iniciado en “el oficio 
de historiador”. Mención especial en este asunto merece el taller de historia del festival 
de música renacentista y barroca de Vélez Blanco, dirigido por Francisco Andújar 
Castillo y Bernard Vincent. En esas semanas de julio a las que acudo desde 2011, me 
han enseñado a leer las fuentes, a preguntar a las mismas, a contextualizarlas, a observar 
que las cosas no son tan simples como pueda parecer a primera vista, en definitiva, a 
hacer historia. No sería el historiador que soy sin los consejos estivales de Francisco 
Andújar y Bernard Vincent, quienes, con la complicidad velezana, me transmitieron su 
pasión por hacer historia. Esta investigación ha sido posible gracias al programa de 
Formación del Personal Investigador del ministerio de Economía y Competitividad, y a 
los proyectos de investigación dirigidos por Francisco Andújar Castillo, gracias a los 
cuales, además de obtener mi contrato de formación he podido hacer estancias en París, 
y en Sevilla. Francisco Andújar, mi maestro, representa para mí el esfuerzo, el tesón, el 
consejo, el trabajo infatigable como faro a seguir. Este trabajo no sería el mismo sin 
todo ello y sin sus infinitas horas dedicadas al mismo. En Almería he encontrado a mi 
familia académica representada en María del Mar Felices de la Fuente, Domingo 
Marcos Giménez Carrillo, Francisco Gil Martínez, Noelia Navarro Gómez y Óscar 
Rodríguez Barreira. Constituyen el apoyo, la ayuda y l  amistad. Hacía todos ellos no 
tengo más que gratitud.  
Lejos de casa, en París, he sentido el calor, el apoyo y los consejos de dos 
personas que me acogieron como uno más en sus instituciones. Bernard Vincent en 
2017 y Béatrice Perez en 2018 simbolizan lo que un investigador joven precisa cuando 
sale a investigar fuera de su ciudad, el trato cercano, afectuoso, cariñoso y colaborativo. 
En Sevilla, donde he pasado meses en el Archivo General de Indias, José Manuel Díaz 
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Blanco ha sido mi guía. De su profundo conocimiento del archivo, de la Sevilla barroca 
y de las instituciones del comercio sevillano que aquí se estudian, y de sus consejos a la 
hora de abordar esta investigación en largas conversaciones en las cafeterías de Sevilla 
se ha beneficiado este trabajo y otros muchos anteriores. La labor de archivo en Sevilla 
fue completada con una investigación en el Archivo Histórico Provincial, que fue 
posible gracias a la estancia de dos meses que en 2018 me brindó Juan José Iglesias 
Rodríguez y que fue fundamental para alcanzar los objetivos metodológicos propuestos 
al principio de este trabajo.   
A mis amigos de siempre, Paco, David, Ainhoa, Manolo, y muchos más, que han 
estado y sobre todo, han soportado mis ausencias físicas y mentales cuando los 
momentos de flaqueza y agotamiento me llegaban a lo larg  de estos años. A Iván, con 
quien he echado de menos conversar esta tesis y mi vida. A mis amigos de la 
universidad, los que desde entonces, se han convertido n mis amigos de siempre, Paco 
Pérez, Luis, Nuria, infinitas gracias por vuestro apoyo. A mis compañeros de otra 
aventura que emprendí en 2015, la de gobernar Tabern s, mi pueblo. Su paciencia ha 
sido infinita.  
A mí familia, quienes en la balanza del tiempo empleado a ellos y a la redacción 
de este trabajo han aguantado tener menos peso. A mis padres, que conocen a Juan de 
Góngora tanto como yo y que han aguantado mis discursos sobre la tesis, y 
estoicamente mis estados de ánimo, tanto cuando estaba eufórico con los pequeños 
logros que he ido alcanzando, como cuando estaba decaído. Ellos han forjado la persona 
que soy, y sus valores y enseñanzas me han transmitido la importancia de vivir como 
pienso, con arreglo a mis pensamientos e ideas, pue si viviera de otra forma, pensaría 
distinto. Finalmente a Judith, imprescindible en la redacción de esta tesis y en tantas 
otras cosas. Las largas y agotadoras jornadas de redacción, aun terminando a altas horas 
de la noche, siempre han encontrado su luz, su apoyo y su comprensión.  
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